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SECCIÓN  ADMINISTRATIVA. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Reales  Órdenes. 

ñésoludon  en  h  demanda  interpuesta  contra  la  Reat  orden 
per  la  que  se  anularon  los  expedientes  de  los  registros  La 
Fortuna,  La  Abundancia  y  La  Suerte. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
ié^4  de  Octubre  ultimo,  por  la  qne  se  anularon  los  expedientes  delbs 
registros  La  Fortuna^  La  Álmndancia  y  La  Suerte^  y  se  dispuso  queso 
siguieran  por  todos  sus  trámites  los  titulados  La  üna^  La  Do$  y  La 
Tres;  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha  informa* 
do  lo  siguiente:  "^ 

«Excmo.  Sr.:  EMa  Sección  ha  examinado  la  demanda,  de  que  S9 
acompaña  copia,  preseuiada  ante  el  Consejo  de  Estado  en  29  de  No-' 
siembre  de  1865,  por  el  Licenciado  D  José  Fernandez  de  la  Hoz,  á 
nombre  de  B.  Magin  de  Grau,  registrador  de  las  minas  denominadas 
La  Fortuna,  La  Abundancia  y  LaSuerte,  en  solicitud  de  que  se  revo- 
que la  Real  orden  de  24  de  Octubre  próximo  anterior,  trasladada  al 
iDterpsado  en  30  del  mismo  roes  y  año,  confirmatoria  de  los  decretes 
M  Gobernador  de  la  provincia  de  Castellón,  en  que  se  declara  sin  cur- 
so los  expedientes  de  las  mencionadas  minas,  y  se  dispuso  que  siguie- 
nn  por  todos  sus  trámites  los  titulados  La  üna^  La  Dos  y  La  Tres. 

Resulla  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven: 

Que  en  2  de  Marzo  de  I8G4  D.  Magin  de  Grau  presentó  solicitud  do 
fegistro  para  adquirir  las  minas  La  Fortunay  La  Abtmdancia  y  ha 
Suerle,  en  «I  término  de  Uerbés.de  cuatro  pertenencias  cada  una: 

En  8  de  Mayo  del  mismo  año  D.  Ramón  Liaplana  manifestó  al  6o- 
litrnador  que  Grau  babia  faltado  á  lo  prevenido  en  el  art.  27  del  regla- 
■leuto  vigente,  en  que  se  dispone  que  en  el  término  de  30  dias,  contados 


—  4r- 

« la  preseDtacioD  del  registro,  tienen  obUgacioo  los  registradores 
de  exhibir  él  permiso  ó  negativa  del  dueño  del  terreno  para  unirlos  al 
expediente,  6  expresar  por  escrito  la  fecha  en  que  haya  sido  pretendi- 
da la  autorización;  y  que  si  al  espir  ar  el  plazo  no  lo  hubieran  acredi- 
tado, se  eotenderia  que  renunciaban:  que  por  no  haber  cumplido  exac- 
tamente con  esta  disposición,  perdió  el  derecho  que  pudiera  tener  á 
las  expresadas  minas;  y  concluyó  pidiendo  que  $e  declarasen  sin  curso 
los  citados  expodientes  y  se  admitiese  la  solicitud  de  registro  que  pre- 
sentaba para  adquirir  otras  tantas  pertenencias  en  el  mismo  terfeno 
hajo  la  denominación  de  La  Una,  La  Do»  y  l^i  Tres: 

En  22  dé  Junio  dQ  1865  el  Gobernador  declaró  sin  corso  y  feneci- 
dos los  registros  de  Grau,  y  admitió  los  presentados  por  D.  Ramón  La- 
plana;  y  contra  esta  resolución  se  reclamó  al  Ministerio,  recayendo  en 
su  virtud  la  Real  orden,  objeto  de  la  demanda. 

Visto  el  art.  89,  párrafo  tercero  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de 
4859: 

Considerando  que  con  arreglo  á  es.ta  disposición,  únicamente  cabe 
recurso  por  la  via  cootencioso-administrativa  en  materia  de  minería, 
contra  las  resoluciones  finales  en  que  se  conceda  ose  niegue  la  propie- 
dad de  las  nuinas: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  21  de  Octubre  de  1865  en  que  se 
mandó  seguir  les  expedientes  de  las  minas  La  Una,  La  Dos  y  La  Tres^ 
no  contiene  una  disposición   final,  sino  de  mero  trámite: 

Considerando  que  llegado  el  caso  de  que  se  haciesen  las  concesiones 
dd  estas  pertenencias  mineras  seria  cuando  D.  Magín  de  Grau  podria 
presentar  el  correspondiente  recurso  contencioso  contra  las  Reales  ór- 
denes que  asi  lo  determina ^en,  si  algún  derecho  le  asistiese  relativa- 
mente á  las  mismas; 

La  Sección  opina  que  no  procede  la  presente  demanda  por  razón 
del  actual  estado  de  los  expedientes  gubernativos.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.   G.)  de  acuerdo  con  el 

preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  su 

inteligencia  y  á  fin  de  que  se  lleve  á  cumplido  efecto  lo  mandado  por 

la  de2Í  de  Octubre  último.  Dios  guarde  á  V.  |.  mochos  anos.  Madrid 

50  de  Junio  de  1866. 

.  Vega  de  Aamio. 

Sr.  Director  general  do  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

[Gaceta  de  11  de  Mió  de  1806). 
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Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
por  la  que  se  desestimó  la  oposición  hecha  al  expediente  de 
la  mina  Nuestra  Señora  del  Carmen. 

limo.  Sr.:  Bo  vista  de  la  demanda  presentada  coDlra  la  Real  orden 
de  7  de  Junio  del  ano  anterior,  por  la  que  se  desestimó  la  oposi- 
ción hecha  al  expediente  de  la  mina  Nuestra  Señora  del  Carmen 
por  el  registrador  de  la  tituladla  Pensamiento^  se  declaró  nulo  este 
expediente,  y  se  dispuso  la  aprobación  del  primero  y  expedición  del 
,  titulo  de  propie«Jad  eñ  faTor  de  D.  Francisco  da  la  Corte  y  Silvera,  la 
Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ba  informado  lo  si- 
guiente: 

tExcmo.  Sr.:  La  Sección  de  lo  Contencioso  de  esteCoúsejo  ha  exa- 
minado la  demanda,  de  que  se  acompaña  copia,  pre^^entada  en  e)  mis- 
mo día  22  de  Junio  dei  ano  último  por  el  Dr.  9.  Antonio  de  Mena  y  Zor- 
rilla, á  nombre  de  D.  José  María  Ortega  y  Feria,  Tecino  de  Villanueva 
de  los  Castillejos,  contra  la  Real  orden  expedida  por  ese  Ministerio  en 
7  de  Junio  próximo  anterior,  notificado  al  interesado  en  21  del  propio 
mes,  por  la  cual  ^e  desestimó  la  oposición  hecha  al  expediente  de  la 
mina  Nuestra  Señora  del  Carmen  por  el  registrador  del  de  la  tiíalada 
Pensamiento^  se  deelaró  nulo  e>te  expediente  aprobando  e\áñ Nuestra 
Señora  del  Carmen^  y  disponiendo  que  se  expidiese  su  titulo  de  pro- 
piedad á  favor  deD.  Francisco  de  la  Corte  y  Silvera. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven; 

Que  este  último  interesado  registró  en  44  de  Noviembre  de  1868 
ante  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Huelva  con  el  nombre  de  Gari* 
Mdi^  que  después  cambió  por  el  de  Nuestra  Señera  del  Carmen^  una 
mina  de  manganeso,  con  dos  pertenencias,  en  terreno  realengo  del  pue- 
blo de  Calaña,  paraje  llamado  las  PeñdS  del  Moro,  de  que  hizo  la  cor- 
respondiente designación,  siguiendo  él  expediente  sus  trámites,  con 
arreglo  á  la  ley  del  ramo  hasta  llegar  el  caso  de  la  demarcación  que 
tuvo  lugar  el  día  6  de  Junio  de  1864: 

Que  poco  después  de  este  registro,  en  13  de  Enero  de  1864,  le  pre- 
sentó también  ante  la  misma  Autoridad  D.  José  María  Ortega  y  Feria 
en  el  propio  sitio  y  próximo  al  anterior  por  dos  peilenencias  del  mis- 
mo mineral,  que  después  redujo  á  una  y  á  que  dio  el  nombre  de  El 
Pensamiento,  haciendo  ¿  su  vez  la  designación  con  arreglo  á  la  ley  y 
siguiendo  el  expediente  sus  trámites  hasta  que  se  decretó  la  demarca* 
tíon,  acto  que  tuvo  que  suspender  el  Ingeniero  cuando  trató  de  verifi- 
carlo en  9  de  Junio  de  1864,  porque  la  labor  legal  del  registro  Pensa- 
mienio  estaba  abierta  dentro  del  perímetro  de  la  mina  registrada  ante* 
riormente  con  el  nombre  de  Nuestra  Señora  del  Cdrmen: 


Qaeal  practicarse  la  demarcación  de  esta  última  miné,  en  la  fecha 
ei^presada  de  6  de  Jonio,  estuvo  presente  y  protestó  el  represenlMlt 
Üü  fegÍB\ro  Pensamiento,,  fundado  entre  otras  consideracionas  ^e&'jqae 
no  se  tomaba  como  punto  de  partida  el  señalado  en  la  solicitud  de  re- 
gistro,  con  lo  que  se  le  seguía  el  perjuicio  de  no<quedar  terreno  franco 
para  su  designación»  habiendo  en  su  virtud  presentado  escrito  ante  el 
expresado  Gobernador  ampliando  la  anterior  protesta,  sobre  lo  cualae 
pidió  informeal  Ingeniero  del  ramo  Jefe  del  distrito,  que  le  evacuó  en 
sentido  de  que  procedía  desestimar  la  protesta;  y  remitido  todo  á  k 
Superioridad,  después  de  informar  en  el  asunto  la  Junta  «upei;ier  ÍAt 
oultativa  de  Minas  y  la  Sección  de  'Gobernación  y  Fomento  de  este 
Consejo,  se  dictó  de  conformidad  con  sus  pareceres  Ja  Aeal  orden  con» 
tra  que  se  recurre  de  7  de  Junio  de  1865: 

Visto  el  art.  91  de  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de.ldS9,queaeñala 
el  término  de  80  días  para  recurrir  en  estas  materias  á  la  via  contea- 
cíoso-administrativa  ante  el  Consejo  de  Estado: 

Visto  el  art.  86  del  reglamento  vigente  para  la  ejecución  de  la  cita- 
da ley,  en  que  se  establece  que  el  referido  término  deberá  contarse, 
aegun  los  casos,  desde  la  fecha  de  la  notificación  ó  de  la  publicación  da 
las  Reales  órdenes  que  se  impugnan  en  el  Boletín  oficial  déla  p.rovio- 
da,  hasta  el  dia  en  que  se  haga  la  presentación  del  recurso  en  la  Se- 
Cfietaria  general  del  espresado  Consejo: 

Considerando  que  notíQcado  el  interesa  do  en  la  presente  demanita 
de  la  Real  orden  contra  que  recurie  el  dia  21  de  Junio  de  1865,  no  pre- 
sentó el  recurso  contencioso  en  este  Consejo  hasta  el  dia  22  de  Julio  si- 
guiente, fecha  en  que  ya  estaba  cumplido  el  plazo  de  los  30  días  que  se- 
ñala el  «itado  art.  91  de  la  ley; 

La  Sección  opina  que  no  puede  admitirse  la  demanda  de  que  se  tra- 
ta, como  interpuesta  fuera  de  tiempo.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  N.  la  Aema  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  su  in- 
teligencia y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 

Madrid  30  de  Junio  de  1866. 

VeCíA  db  Arhiio. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  ii  de  Julh  de  1866). 


Real  orden  autorizando  á  D.  Antolin  ¡forondo  para  buscar 
agua^y  declarando  de  gu  propiedad  las  subterráneas  que 
logre  sacar  á  la  superficie. 

limo.  Sr.:  La  Reina  (Q.  D.  G.).  conformándose  con  lo  propuesto  par 


•Ma  Dirección  geoeraU  se  ht  dignado  autorizar  á  D.  Antolia  HoriMido* 
▼eeiiio  de  CotmeDár  Viejo»  eo  la  ^ovioeia  de  Madrid^  f^a  que*  iel¥o 
4A  deieeho  de  propiedad  y  sm  perjuicio  de  tercero»  pueda  ejecutar  las 
oIhés  coBTeoieDleseon  el  fio  de  buscar  aguas  eo  las  alturas  del  camip 
m y eaUe fiel  Tiste,  4ue salen.á  la  Colada,  y  desileel  PoriaohuelD pa- 
MD  por  el  Vallejo  al  Norte  de  la  ermita  de  la  Magdalena  y  las  eras  da 
ftíiila  Marfa»  ténUlDOde  la  expresada  villa;  declarando  propiedad  del 
inrenlor  las  aguaa!  subterráneas  que  logre  sacar  á  la  superficie  por 
nedlode  lai  investigacioiies, poaós  ó  minas  que  practique,  pudieo4a 
imtooces  disponer  de  las  indicadas  aguas  ¿  perpetuidad  como  m«(ier'la 
eauviniere,  en  conformidad  á  lo  prescrito  por^  art.  87delRealdeor#- 
tadeM  de  Abril  de  1860. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  los  efectos  oportunoSi  Días  guasd^ 
é  V,  I.  muchos  aios.  Madrid  7  de  Jalig  de  Í86C. 

Vboi  di  Aahuo. 
Ar.  Director  general  de  Obras  iniblfcat. 

(eaeeia  dt  V¡  dé  Míq  di  1866).  * 


CONSEJO  DE  ESTADO 


RsiL  Decreto. 

Jkeéolucionenetpieito  sobre  revocación  del  auto  qtte  decÜit^ 
inadmisible  la  demanda  propuesta  contra  el  decreto  de  ca^ 
ducidad  de  tomiiusSib^ia. 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Conatitucion  de  la  Honar- 
quia  española^  Reina  de  las  Españas.  Al  Gobernador  y  Gonsiigo  profin- 
ipial  de  Teruel,  y  á  cualesquiera  otras  Autoridades  y  personas  á  quieiids 
loca  su.  observancia  y  cumplimiento»  sabed:  que  he  venido  en  decretar 
10  siguiente: 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado,  pende  en  grado  de  ajteíá* 
€ion,  entre  partes,  déla  una  el  Licenciado  D.  Camilo  Muñiz  Vega»  i 
nombre  de  D.  José  y  D.  Pedro  Esteban,  en  concepto  dé  tutores  del 
menor  D.  Jorge  Esteban  y  Latorre,  concesionario  de  lá  mina  Silié* 
riat  apelante;  y  de  la  otra  la  Administración  general,  apelada  f 
representada  por  mi  fiscal;  sobre  revocación  del  auto  de  Sé  de  Jo- 
fio  de  1803,  que  ddclard  inadmisible  la  demanda  (propuesta  por  m 
«ipresados  tutores  contra  el  decreto  de  caducidad  de  la  mencionada 


«uresaaos  luiores  conira  ei  oecreM)  ae  caauciaaa  ae  la  mencionaoa 

Siina»  dictado  por  el  tiobernador  de  la  provincia  de  Teruel  en  ti  dí 
¿yo  del  mismo  aáo. 
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Visto  el  espediente  gnberDativo,  del  que  resulta: 

Que  ea  28  de  Marzo  de  1854  D,  Juad  Lario  presentó  solicitud  de.ré^ 
-gistro  para  adquirir  |a  mioaSan  Juan,  de  dos*  perteoencias  de  carbiiov 
en  el  término  de  las  Parras  de  Ifdriio,  sin  que  volviese  á  practicar  get^ 
lien  alguna: 

Que  el  Gobernador  de  la  indicada  provincia  en  29  de  Abril  de  4862 
concedió  á  Lario  el  término  de  SOdias  para  que  ejecutase  el  depósito 
déla  cantidad  prevenid^  en  el  att.  7S  del  reglamento  de  5  de  Octubre 
de  1859,  é  hiciera  la  designación  conforme  á  las  nuevas  disposiciones 
▼igentes;  y  como  no  lo  veriflcase  el  interesado,  el  mismo  Gobernador 
en  26  de  Mayo  del  referido  año  1862  declaró  sin  curso  el  expediente  y 
franco  el  terreno: 

Que  con  este  motivo,  eñ  3  de  Junio  inmediato  siguiente.  Doña  Pao*» 
}a  Feced  presentó  solicitud  de  registro  para  adquirir  las  dos  perleoeo- 
eias  con  la  denominación  de  La  Emerendana;  pretensión  á  que  se 
opusieron  los  tutores  de  D.  Jorge  Sstéban  y  Lato r re,  heredero  de  sa 
padre  D.  Francisco  Javier  Esteban,  concesionario  de  La  Siberia^  por- 
que ocupaba  parte  del  terreno  de  su  mina: 

Que  en  12  de  Mayo  de  1863  el  Gobernador,  tomando  en  cuenta  el 
informe  del  Ingeniero,  y  otras  diligencias,  de  las  que  resultaba  que  el 
concesionario  de  La  Siberia  la  tenia  en  completo  abandono,  y  sin  las 
prescripciones  del  arte,  declaró  su  caducidad;  dispuso  además  admitir 
el  registro  de  Doña  Paula  Peced;  impuso  á  D.  Pedro  y  ¿  D.  José  Esté» 
"ban,  como  tutores  y  curadores  del  menor  D.  Jorge  Esteban  y  Latorre, 
la  mulla  de  300  rs.,  y  les  Obligó  á  que  dejasen  en  buen  estado  los  po* 
zos  de  la  mina,  Ajándoles  el  plazo  de  40  dias;  providencia  que  se  les 
notificó  en  15  del  citado  Mayo: 

Vistos  el  escrito  de  demanda  que  los  expresados  tutores  D.  Pedro 
y  D.José  Esteban  interpusieron  jen  15  de  Junio  ante  el  Consejo  provin* 
cialde  Teruel;  el  auto  dado  por  esta  corporación  en  26  del  mismo;  eo 
que  declaró  inadmisible  el  recurso;  la  apelación  que  los  interesados 
propusieron,  y  la  providencia  en  que  se  les  admitió: 

Visto  el  escrito  de  mejora  presentado  por  el  Licenciado  D.  Camilo 
Muñiz  Vega,  á  nombre  de  los  referidos  tutores,  pidiendo  la  revocación 
de  lo  determinado  en  26  de  Junio  de  1865,  y  que  se  declare  admisible 
la  demanda: 

Visto  el  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  deque  se  consulte  la  confir- 
jnacion  del  auto  apelado: 

Visto  otro  escrito  del  Licenciado  D.  José  María  Cortan  y  Miranda, 
á  nombre  de  D.  Tomás  Serrano  y  Prados,  marido  de  Doña  Paula  Fe- 
ced* mostrándose  parte;  el  auto  en  que  se  le  tuvo  por  tal  en  concepta 
de  coadyuvante  de  la  Administración,  la  diligencia  de  emplazamiento 


de  15  de  Mano  de  1864  para  que  contestara  en  el  término  ordinario;  y 
la  providencia  déla  Sección  de  lo  Contencioso  de  10  de  Febrero  de 
1865,  en  que  se  le  declaró  decaído  de  ese  derecho: 

Visto  el  art.  68  de  la  ley  de  Mihas  de '6  de  Julio  de  1859,  que  dá  e> 
término  de  SO  días  después  de  la  notiflcacion  de  la  providencia  de  ca* 
ducidad  de  una  mina  para  recurrir  contra  ella  al  Consejo  provincial  e» 
Tía  contenciosa: 

Visto  el  art.  269  del  reglamento  de  lo  Contencioso  de  30  de  Diciem- 
bre de  4846,  según  el  cual  los  plazos  señalados  poi  dias  deben  enten* 
derse  de  dias  útiles: 

Considerando  que  la  demanda  de  estos  autos  se  presentó  á  los  3i 
días  después  de  noliOcada  la  providencia  de  caducidad: 

Considerando  que  no  tiene  aplicación  al  presente  caso  lo  dispuestd 
en  el  citado  art.  269  del  reglaiíieniodelo  Contencioso,  porque  los  tér- 
minos por  dias  ¿  que  se  refiere  son  los  que  el  mismo  señala  en  sus  di- 
ferentes disposiciones,  y  no  el  de  que  se  trata,  prefijado  por  la  ley  de 
Minas: - 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  E>tado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruiz  de  la 
Vega,  Presidente,  D.  Joaquín  José  Casaos,  D.  Antonio  Escudero,  Don 
Joan  de  Lorenza  na,  D.  Juan  José  Martínez  de  Espinosa,  D.  Antero  de 
Scbarri,  D.  Pedro  Sabau,  D.  Gerardo  de  Sonza,  D.  Pablo  Jiménez  de 
Palacio,  D.  Constantino  Ardanáz  y  D.  Joaquín  Escario, 

Vengo  en  confirmar  el  fallo  apelado. 

Dado  en  Aranjuez  á  veintiuno  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  sei8.=:fistá  rubricado  de  la  Real  maoo.=sEl  Presidente  del  Consejó  de 
Minií^tros,  Leopoldo  O'Donnell.» 

P,ublicaciou.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por'mf  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  ¿  que  se  refiere;  que  se  una  á 
les  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  úaceta. 
Be  que  certifico. 

Madrid  2  de  Junio  de  l866.=PedPO  de  N adrazo. 

(Gaceta  de  19  de  Julio  de  1866;. 
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MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


f 


í(eaX  orden  reduciendo  la  cantidad  consignada  para  él  mate* 
rial  de  las  Jefaturas  de  minas  en  provincias,  suprimiendo 
algunas  y  marcando  las  que  han  de  continuar. 

Excmo.  Sr.:  En  vista  del  Real  decreto  de  7  del  corriente,  por  el  cual 
y  con  objeto  de  introdacit  las  convenientes  e^onomias  en  los  diféreo- 
tes  servicios  de  éste  Ministerio  se  ha  reducido  la  cantidad  consignada 
para  el  oaaterial  de  las  Jefaturas  de  provincia,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se 
ha  servido  suprimir  los  cargos  de  Ingenieros  Jefes  de  las  provincias 
4e  Cacares,  Ciudad  «Real,  Logroño,  Málaga,  Navarra,  Vizcaya  y  Zamora; 
mandando  que  queden  tan  solo  los  de  las  provincias  que  se  eipresan  a 
continuación,  con  obligación  de  atender  al  servicio  de  las  restantes 
por  el  orden  y  en  la  forma  siguiente: 

ProTÍDcias  á  que  debe  atender  eiák 
Provincits  que  tieoea  loseniero  iefe.  Jefe. 


i*« 


Almería., Almería. 

'««'"i" •••••  ••  •:ÍÍK: 

Barcelona. 

I  Tarragona. 
Barcelona (Gerona. 

Lérida. 
Islas  Balearen. 

*^<ro' ••!£;». 

Oéréota ¡gSía?á«l. 

!:  Cor  una. 
I  Orense. 
Pontevedra. 

«r-o*» ¡X"- 

ÍGuadalajara. 
Cuenca. 
Soria. 

/Guipúzcoa. 

««V^o» v1k.V 

\  Navarra, 

Hueloa Huelva. 

Jam Jmd* 


—  41  — 
f^^Mt  ILeoQ. 

I  Madrid. 
Toledo. 

ifttfi^A  i  Murcia. 

^"^^ •    {Albacete. 

Oviedo Oviedo. 

ÍPaleocia. 
Valladolid. 
Sala  mane». 

Santander SanlMder. 

(Sevilla. 

SeMla jGédix. 

( Catiarias. 

Teruel Terael. 

ÍValeacia. 
Alieaote. 
CasieiloD. 

'^'90>a....:. jg'-f»- 

•  * 

Al  propio  lieaipo  ae  h«  servido  disponer  S.  M.  que  los  Ingeoierfta 
l«fes  y  Auiiliares  que  se  hallan  eo  las  provincias  cuyas  Jefaturas  se  99^ 
primen,  queden  desde  luego  á  las  órdenes  de  los  Jefes  de  las  previo- 
aus  á  que  respectivaoieDte  correspondan. 

De  Real  érden  lo  digo  A  V.  E.  para  su  inteligencia  y  efectos  eonsi- 
giiienies.  Dios  gaecdeáV.  E.  machos  años.  Madrid  i3  de  Agosto  de 

me. 

Oaovio. 
Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercie. 

(Gaceta  de  U  de  Agosto  de  iB66). 


Reales  órdenes  concediendo  varias  autorizaciones  para  ifomt- 
nar  aguas. 

Eicmo.  Sr.:  Conformándose  la  Reina  (Q.  D.  ii.)  con  lo  propuesto  por 
esa  Dirección  general*  se  ha  servido  aulorisar  á  D.  Juan  Ibaáéz  para 
que,  salvo  el  derecho  de  propiedad  y  sin  perjuicio  de  tercero,  ejecute 
las  obras  necesarias  á  fio  de  iluminar  aguas  en  el  terreno  denominado 
Barranco  de  Don  Gil,  término  de  la  ciudad  de  Murcia,  de  cuyas  aguu 
el  concesionario  podrá  disponer  á  perpetuidad,  al  tenor  délo  prescrito 
M  el  art.27  del  Real  decreto  de  S9de  Abril  de  i86U. 

De  Real  orden  lo  digoá  V.  E.  para  su  inteligencia  y  efectos  oonsi* 


guíenles.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  7  de  Agosto  de 

186«.  ^ 

Oeoyio. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 


Excnoo.  Sr.:  Conform/indose  la  Reina  (Q.  D.  6.)  con  lo  propuesto  por 
esa  Dirección  general,  s^  ha  servido  autorizar  á  D.  Juau  Ibañez  Gómez 
para  que,  salvo  ei  derecho  de  propiedad  y  sin  perjuicio  de  tercero,  eje- 
cute las  obras  necesarias  á  Qn  de  iluminar  aguas  en  la  falda  do  la  sier- 
ra de  las  Yes'eraSy  término  de  la  ciudad  de  Murcia,  de  cuyas  aguas,  si 
las  encontrase,  podrá  disppner  el  cnncesionario  á  perpetuidad,  al  tenor 
de  lo  prescrito  en  el  art.27  del  Real  decreto  de  29  de  Abril  de  1860. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  su  conocimiento  y  efectos  consi- 
guientes. Dios  guarde  á  V.  £.  muchos  años.  Madrid  7  de  Agosto  de 

1866. 

Orovio. 
Sr.  Director  general  de  Obras  publicas. 


Excmo.  Sr.:  Conformándose  la  Reina  (Q.  D.  G.)  con  lo  propuesto  por 
e!>a  Dirección  general,  se  ha  servido  autorizar  á  D.  Eleuterio  Gamacho 
Cayuelo  para  que,  salvo  el  derecho  de  propiedad  y  sin  perjuicio  de  ter* 
cero,  ejecute  las  obras  nece^^arias  á  6n  de  iluminar  aguas  en  U  rambla 
que  pasa  por  la  villa  úe  Totaoa,  provincia  de  Murcia,  con  la  condición 
de  que  las  referidas  obras  han  de  guardar  la  distancia  de  20  meteos  de 
los  edificios  que  se  encuentren  en  el  terreno  citado;  y  entendiéndose 
que  8i  el  concesionario  encuentra  aguas,  podrá  disponer  de  ellas  á  per- 
petuidad, al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  27  del  Real  decreto  de  29 
de  Abril  de  1860. 

be  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  su  inteligencia  y  efectos  consi* 

guientes.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  7  de  Agosto  de 

1866. 

Orovio. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 


Excmo.  Sr.;  De  conformidad  con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  ge- 
Beral,  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  autorizar  i  D.  Antonio 
Ifavarro  para  que,  salvo  el  derecho  de  propiedad  y  sin  perjuicio  de  ter- 
cero, ejecute  las  obras  necesarias  á  fin  de  iluminar  aguas  en  la  rambla 
denominada  del  Flevor,  término  de  Tdtaoa,  provincia  de  Murcia;  de 
cuyas  aguas,  si  las  encontrase,  podrá  disponer  á  perpetuidad  el  conce- 
sionario, con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  27  del  Real  decreto  de  29 
de  Abril  de  1860. 
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De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  pata  su  intellgeoeia  y  efectos  consi- 
guientes. Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  7  de  Agosto  de 

tace. 

Orovio. 
Sr.  Director  general  de  Obras  publicas. 


Eicmo.  ^r.:  •Conformándose  la  Reina  (Q.  D.  G.)  con  lo  propuesto  por 
•sa  Dirección  general,  y  con  lo  informaJo  por  la  Sección  quinta  de  U 
Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos  se  ha  servido  autor!» 
zar  á  D.  Pedro  de  Ceca  y  Ceca  para  que,  salvo  el  der?cho  de  propiedad 
y  bin  perjuicio  de  tercero,  pueda  prolongar  una  mina  de  su  propiedad 
por  «'I  torrente  de  Santa  Ana  ódeC'^ca  en  el  término  municipal  de  San 
Pedro  de  Prenisa,  á  Qo  da  destinar  las  agna^  que  en  aquel  punto  ilu; 
mine  al  riego  de  las  tierras  qne  posee  en  Sin  Cristóbal  de  Prenisa;  de* 
hiendo  el  concesionario  sujetarse  á  las  condicionaos  siguientes: 

I.*  Las  obras  se  ejecutarán  con  arreglo  á  la  memoria  y  planos  apro- 
bados en  esta  fecha  y  bajo  la  vigilancia  del  Ingeniero  Jefe  de  la  pro- 
vincia. 

2.'  La  mina  será  de  absorción,  revestida  en  todos  los  parajes  en  que 
la  roca  noseí  bien  consistente.  Los  revestimientos  serdn  de  mampos- 
leria,  teniendo  respectivamente  un  espesor  de  0.50  y  0,70  metros.  Las 
bóvedas  podrán  construirle  con  las  piezas  de  alFareria  denominadas 
vulg.irmente  Corbos.  La  mina  tendrá  en  la  sección  dé  0,50  á  0,70  me*^ 
tros  de  ancho  y  (,30  á  \M0  de  altura. 

3.*  Para  la  construcción  de  la  mina  se  autoriza  h  ejecución  de  po- 
sos á  la  distancia,  cuando  menos,  de  <)0  metros.  Todos  los  productos  da 
las  perforariones  se  trasportarán  por  el  interesado  á  terrenos  de  ku  pro- 
piedad, prohibiéndose  depositarlos  en  el  lecho  del  torrente  ú  otros  pa- 
rajes de  servicio  público. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  sn  inteligencia  y  efectos  consi- 
guientes. Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  7  de  Agosto  de' 

1866. 

Orovio. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

{Gacela  de  17  dé  Agosto  de  I8G6). 


Beal  orden  concediendo  autorización  para  iluminar  aguas  á 
D.  Juan  Gómez  Cánovas. 

.  Ezcmo.  Sr.:  De  conformidad  con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  ge* 
neraly  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  autorizar  á  D.  Juan  Gomes 
Cánovas  para  quQ,  salvo  el  derec^io  de  propiedad  y  sin  perjuicio  da 
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Dios  guarde  á  V.  £.  muchos  años.  Madrid  i2  de  Agostu  de  1866. 

BaRZAS ALLANA. 

Sr.  Director  general  de  Impuestos  indirectos. 

(Güceia  de  26  de  Ago$lo  de  1666). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Reales  decretos. 

Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la 
sentencia  que  declaró  la  caducidad  de  la  mina  La  Descqi- 
dada. 

Doña  Isabel  II,  por  la  graeia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía española  Reiuade  las  fispañas.  Al  Gobernador  y  Cousfjo  provin-, 
ciat  de  Córdoba,  y  á  cualesquiera  otras  Autoridades  y  personas  á  quie- 
nes toca  su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  de- 
cretar lo  siguiente: 

•En  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  en  grado  de  apela- 
ción, entre  partes»  de  la  una  la  Sociedad  minera  Fusión  carbonífera^ 
meíaUfera  deBelmez  y  Espiel,  y  en  su  nombre  el  Liceuciado  0.  Isidro 
Aguado  y  Mora,  apelante,  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  en  representación  de 
la  Administración  general,  apelada  y  coadyuvada  por  los  cesiona- 
rios de  los  derechos  de  D.  Segundo  Cereghetii,  én  el  denuncio  de  la  mi* 
na  La  Descuidada^  á  quienes  defiende  el  Licenciado  D.  Nicolás  Blaría 
Bibero:  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  sentencia  del  Consejo 
provincial  de  Córdoba,  que  declaró  It  caducidad  de  la  referida  mina: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  12  de  Julio  de  1858  acudió  D.  Gustavo  Hubbard  al  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Córdoba  denunciando  como  abandonada  la  mina 
de  carbón  de  piedra  denominada  La  Descuidada,  que  antes  fué  de  1^ 
Sociedad  Conslaneia  madrileña^  y  á  la  sazón  pertenecía  á  la  Sociedad 
Fusión  corboniferay  meiaíiferade  Belmet  y  Espiel,  sita  en  la  Cruz  de 
la  Ballesta,  término  y  distrito  municipal  de  Espiel,  consignando  en  la 
Tesorería  de  Hacienda  pública  de  la  provincia  el  depósito  prevenido: 

Que  en  lU  del  mismo  mes  presentó  escrito  el  referido  Hubbard  ma* 
Difestando  ^ue  se  apartaba  de  aquel  deouncio  por  uo  convenir  á  sus  in- 
lereses,  y  eu  su  virtud  se  le  devolvió  el  depósito  que  había  verificado; 
pero  siguiéndose  de  oficio  la  tramiíacioo.  dispuso  el  Gobernador  en  7 
ét  Enero  de  1859  que  se  diera  conocimiento  del  denuncio  á  Ü.  Joaquio 
4ú  loa  Miaros,  en  represeatacioa  de  la  Sociedad  concesionaria,  como  tu* 
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TO  eféclo«  para  que  expusiera  lo  couTeoienle,  acordando  además  que 
informasen  sobre  el  abandono  de  la  mina  denunciada  el  Alcalde  de  Es» 
piel  y  el  Ingeniero  facultatíTo:   ' 

Que  en  su  cumplimiento  manifesló  el  citado  Ingeniero,  que  habién* 
dose  constituido  en  la  mina  en  cuestión  para  practicar  el  reconoci- 
miento de  las  labores,  encontró  en  cinco  ó  seis  puntos  déla  pertenen* 
da  escombros  que  representaban  otros  tantos  pozos  hundidos  y  un  hor- 
no tejera,  apareciendo  de  las  noticias  que  adquirió  que  solo  se  habta 
trabajado  por  dos  jornaleros  y  el  guarda  en  un  desagüe  desde  Marzo  de 
4857  á  Setiembre  de  i858«  aunque  al  parecer  con  la  interrupción  de  al- 
IÑUDOS  meses,  sin  que  desde  la  ultima  fecha  se  hubiera  hecho  trabajo 
alguno;  expresando  finalmente  que  el  dia  del  reconocimiento  no  se  en  • 
centraba  en  la  mina  guarda  ni  representante  de  ella: 

Que  el  Alcalde  de  Espiel,  en  oficio  que  dirigió  al  Gobernador,  dijo 
que  la  mina  no  habia  estado  poblada  por  cuatro  meses  consecutivos  ni 
ocho  interrumpidos  desde  12  de  Julio  de  1857  hasta  igual  dia  de  4858: 

Que  en  tal  estado  presentó  al  Gobernador  un  escrito  D.  Segundo  Ge* 
reghetti,  denunciando  la  misma  mina  por  hallarse  abandonada  por  más 
tiempo  de  un  año,  lo  que  se  puso  en  conocimiento  de  D.  Antonio  Ari*  . 
xa,  como  representante  de  la  expresada  Sociedad  Fusión  carbimiferat 
para  que  expusiera  lo  conveniente;  y  habiéndose  pedido  nuevo  informe 
al  Alcalde  de  Espiel,  le  evacuó  manifestando  que  según  le  dijeron  per- 
sonas que  tenian  motivo  para  saberlo,  la  citada  mina  no  habia  estado 
poblada  con  arreglo  á  la  ley  desde  Julio  de  4858  hasta  14  de  Agosto 
de  1859,  en  que  informaba: 

Que  D.  Antonio  Ariza  presentó  escrito,  en  la  representación  indica* 
da,  oponiéndose  al  denuncio  de  Gereghetti,  fundándose  en  que  la  refe* 
.  rida  mina  no  estaba  abandonada,  y  en  que  no  habiéndose  resuelto  el 
otro  denuncio  hecho  anteriormente  por  Hubbard,  no  podia  estimarse  el 
segundo: 

Que  habiendo  dispuesto  el  Gobernador  que  el  Ingeniero  del  ramo 
practicase  reconocimiento  de  la  mina,  se  llevó  éste  á  efecto  manifes- 
tando el  Ingeniero  en  3  de  Febrero  de  1860,  que  no  podía  decir  si  se 
habia  incurrido  en  abandono  de  la  mina  antes  de  26  de  Julio  d^  1859 
por  resultado  del  reconocimiento  interior  de  las  labores,  puesto  que  se 
hallaban  intransitables;  pero  que  de  las  noticias  confidenciales  que  ad- 
quirió parecía  que  desde  fin  de  Mayo  de  1858,  en  que  cesó  el  desagüe, 
no  se  hicieron  en  la  mina  labores  algunas  hasta  las  que  empezaron  en 
Agosto  de  1859: 

Que  en  vista  de  todo,  dictó  providencia  el  Gobernador  en  2  de  Abril 
:  de  1860,  que  fué  notificada  á  ios  interesados,  por  la  cual  se  declaró  la 
caducidad  de  la  concesión  de  la  citada  mina  La  Descuidada^  reser- 
vando á  su  denunciante  D.  Segundo  Gereghetti  el  derecho  que  le 
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concedía  el  caso  sexto  del  art.  t03  del  reglamento  de  minas  de  t9i9: 

Vista  la  deoianda  presentada  por  D.  Antonio  Arfza  y  D.  Ángel  Ara- 
gón, en  nombre  de  la  Sociedad  Fusión^  ante  el  Consejo  provincial  de 
Córdoba,  con  la  pretensión  de  qne  se  anulase  la  provideáíeia  de  cada- 
eidad  déla  expresada  mina,,  dictada  por  el  Gobernaddr,  y  se  mantnvie- 
se  á  la  Sociedad  demandante  en  la  posesión  de  la  misma  mina: 

Vista  la  contestación. del  representante  de  la  Administración,  en  que 
pidió  la  absolución  de  la  demanda,  con  imposición  de  perpetuo  sll^ti* 
eio  A  la  Sociedad  demandante,  y  que  se  declarase  válido  y  subsistente 
el  decreto  del  Gobernador: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  reproduciendo  las  partes 
sos  respectivas  pretensiones: 

Vistas  las  pruebas  practicadas  á  instancia  de  ambas  partes: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  expresado  Consejo  provincial,  con- 
firmando el  decreto  del  Gobernador: 

Visto  el  recurso  de  apelación  que  contra  la  misma  interpuso  opor- 
tunamente la  referida  Sociedad  minera: 

Visto  mi  Real  decreto  de  4  de  Julio  de  1864«  expedido  como  resolu- 
ción final  de  la  referida  apelación,  por  el  cual,  de  conformidad  con  lo 
consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado,  se-de- 
claró  la  nulidad  del  falto  apelado,  y  se  mandaron  devolver  los  autos  al 
inferior  para  que  dictara  otro  nuevo  con  arreglo  á  la  ley,  en  considera» 
cion  á  que  no  habia  asistido  al  acto  de  la  Tista  del  pleito  el  I^genfOVo 
de  micas,  según  estaba  mandado  por  la  ley  de  minerfa  de  1849: 

Vista  la  nueva  sentencia  que  subsanada  aquella  ifolta  dictó  el  referi- 
do Consejo  provincial  en  12  de  Enero  de  1864,  por  la  cual  se  confirmó 
en  todas  sus  partes  el  decreto  de  caducidad  de  la  mina  en  cuestión,  ab- 
solviendo á  to  Administración  de  la  demanda  deducida  por  la  referida 
Sociedad  minera,  á  la  que  se  impuso  perpetuo  silencio: 

Vistos  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por  la  misma  Sociedad 
contra  el  expresado  fallo,  y  el  auto  en  que  ie  fué  admitido: 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelación  que  á  nombre  de  la  Socie- 
dad Fusión  carbonífera  y  metalif&ra  de  Beimez  y  Eepiel  presentó  el 
licenciado  D.  Isidro  Aguado  y  Mora,  en  el  Consejo  de  Estado,  con  la 
pretensión  de  que  se  revoque  la  sentencia  apelada  anulando  el  expe- 
diente de  denuncio  déla  expresada  mina  La  Descuidada,  así  como  el 
decreto  gubernativo  que  declaró  su  caducidad,  ó  cuando  menos  deján- 
dole sin  efecto;  y  de  que  se  declare  subsistente  la  Real  concesión  de  la 
mina,  y  á  la  referida  Sociedad  en  quieta  y  pacifica  posesión  de  ella, 'ó 
por  lo  menos  que  se  declare  pura  y  simplemente  la  caducidad,  sin  bacer 
mérito  del  denuncio  de  Cereghetti  ni  reservar  i  éste  derecho  alguno: 

Vistos  los  escritos  de  contestación  de  mi  Fiscal  y  del  Licenciado 
D.  Nicolás  Marfa  Ribero,  en  representación  de  D.  Juan  Gonin  y  D.  Dle- 
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:godeRaya|  cesionarios  de  los  derechos  del  denunciador  D.  Segando 
Cereghetti,  á  quienes  se  ha  admitido  como  parte  en  el  litigio  en  cob- 
-eeplo  de  coadyuvantes  de  la  Administración,  oonia  lolicitud  de  que  se 
confirme  la  sentencia  apelada: 

Visto  el  expediente  gubernativo  y  las  prnebas  que  en  él  se  practica- 
Tan  por  una  y  otra  parte: 

Considerando  que  según  el  caso  tercero  del  art.  94  de  la  ley  de  ti 
*de  Abril  de  f  819,  la  caducidad  de  una  mina  procede  eoandoi  no  se  tié 
ae  poblada  por  espacio  de  cuatro  meses  continuos  ü  ocho  interrumpi- 
dos durante  un  año: 

Considerando  que  por  más  que  en  la  mina  Déseuidada  se  hieieran 
algunos  trabajos  de  labores  inmediatamente  después  de  haber  adquirido 
la  Sociedad  Fusum  carbofúfera  de  Belme%  y  Bspkl,  aparece  que  dfehos 
trabajos  no  se  continuaron,  y  que  cuando  por  virtud  del  dominio  fué 
rcJconocidá  por  el  Ingeniero  de  la  provincia,  aquellos  trabajos  babián 
^iesa parecido,  y  hacía  ya  más  de  un  año  que  la  mina  estaba  abandona- 
da, lo  cual  aseveran  con  el  Ingeniero  el  Alcalde  de  Espiel  y  el  capatn  de 
la  misma  pertenencia: 

Considerando  además,  que  á  pesar  de  hallarse  prevenido  por  él  ar- 
ticulo 22  de  la  precitada  ley  que  para  que  una  mina  se  considefii  po- 
blada es  preciso  que  concurran  á  sus  laborea,  constantes  ó  interhum- 
,pidaa;  cuatro  trabaJ6dores  al  menos;  en  la  que  es  objeto  de eltos  áut^s 
nunca  pasaron  de  tres; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  d^l 
Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asintieron  É.  Domingo  Ruiz  de  la  Ve- 
ga, Presidente,  D.  Facundo  Infante,  D.  Joaquín  José  Casaos.  D.  Jbsé  Ca- 
veda,  D.  Antonio  Caballero,  D.  Francisco  Luxán,  D.  José  Antonio  de 
Olañeta,  D.  Antonio  Escudero*  D.  Modesto  Lafíiente,  D.  Antero  de 
Echarri  y  D.  Pdblo  Jiménez  de  Palacio, 

Vengo  en  confirmar  la  sentencia  que  en  estos  autos  pronunció  el 
Consejo  provincial  de  Córdoba  en  i2  de  Enero  de  1864. 

Dado  en  Palacio  á  veintiuno  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
seis.=Está  rubricado  de  la  Real  mano.:=Bl  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros, Leopoldo  0'Donnell.« 

Puhlicacion.=:Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  coiho 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una*  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gace- 
ia.  De  que  certifico. 

Madrid  S8  de  Junio  de  iSBG.rePedro  de  Madrazo. 

{Gaeeta  d&AAde  Setiembre  de  1 86Sj. 


^20  — 

Itesolucion  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Real  orden  qu^ 
aprobó  el  expediente  de  la  miña  San  Miguel  y  mandó  recti- 
ficar el  de  la  Terrible. 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  déla  Monar*^ 
'  qnla  española*  Reina  de  las  Españas.  A  todos  los  que  las  presentes  Tie- 
ren  y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento ». 
.  sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
Instancia^  entre  partes  de  la  una  el  Licenciado  D.  Isidro  Aguado  y  Mo- 
ra, ¿  nombre  de  la  Sociedad  Fusión  carbonífera  de  Belmez  y  Espíete . 
demandante,  y  de  la  otra  la  Administración  general,  demandada  y  re- 
presentada por  mi  Fiscal,  y  como  coadyuvaute  el  Licenciado  D.  José- 
Fernandez  de  la  Hoz;  en.  representación  del  Conde  viudo  de  Torres  Ca« 
brera;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  II  de  Noviembre  de  1863, 
por  la  cual  se  a  probó  el  expediente  de  la  mina  San  Miguel^  y  se  mandón 
que  se  rectificara  el  de  la  colindante  Terrihleí 

Visto:' 

Visto  el  expediente  déla  mina  Terrible,  del  que  resulta: 

Que  eni8  de  Setiembre  de  1845  D.  Francisco  Giles,  apoderado  de- 
D.  Enriquei  Southern*  de  nación  inglés,  presentó  escrito  al  Inspector  de 
minas  del  distrito  de  Linares,  denunciando  una  pertenencia  de  mina  de 
earbon  y  hierro,  eo  el  sitio  de  Piedra  Herrds,  terreno  realengo»  térmi* 
no  de  Relmez,  con  el  nombre  de  la  Terrible^  á  causa  de  que  por  los- 
poseedores  Doña  Jane  Giles  y  compañía,  no  se  habla  habilitado  dentro 
de  90  dias  la  labor  legal;  y  solicitó  á  la  vez  la  ampliación  de  tres  perte- 
neacias  que  se  denominarían  Terrible  segunda,  tercera  y  cuarta: 

Que  hecha  la  designación,  fueron  adjudicadas  las  cuatro  pertenen. 
eiasá  la  compañía  anónima  de  los  Santos^  dándosele  la  posesión,  pre- 
via la  demarcación  competente,  y  recayendo  la  aprobación  del  Di  reo* 
tor  general  del  ramo  en  28  dé  Junio  de  i849: 

Que  en  virtud  de  las  diligencias  instruidas  para  que  se  recticáran- 
las  lineas  y  amojonamiento  de  las  pertenencias  concedí  das  á  la  mina 
Terrible^  y  en  vista  de  los  expedientes  de  autorización  para  investigar 
fK)r  pozos  y  galerías,  incoados  bajo  los  nombres  de  la  Victoriosa  y  San 
Miguel,  recayó  Real  orden  en  29  de  Diciembre  de  1853,  por  la  que  se 
resolvió  que  se  rectificara  la  demarcación  de  la  citada  mina  Terrible 
eon  arreglo  al  plano  del  expediente  primitivo  de  concesión  aprobado- 
conforme  á  la  ley  de  1R25,  y  que  respecto  á  los  expresados  pozos  de 
investigación,  que  no  quedaron  comprendidos  dentro  del  perímetro  de- 
la  demarcación  rectificada,  siguieran  sus  expedientes  los  trámites  qoe-. 
marcara  la  legislación  vigente: 


Que  en  49  de  Blayo  de  1854,  el  logeniero  D.  Edoardo  Foordlnier  pa* 
:só  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Córdoba  ana  comunicación  en  que 
«manifestaba  que  bahía  hecbo  la  rectificación,  de  la  que  resultaba  que* 
•llar  dentro  de  la  demarcación  el  pozo  San  Miguel  de  D.  José  Nanclaret 
y  D.  Antonio  González,  y  el  denominado  San  Baldomero^  que  era  el 
ponto  de  partida  para  la  mina  Tres  Primos^  y  que  estaba  fuera  del  pe* 
rimetro  de  la  mencionada  demarcación  el  pozo  de  la  mina  Buena  Van- 
-tura: 

Y  por  último,  que  el  Conde  Tiado  de  Torres  Cabrera,  interesado  en 
la  mina  Tres  Prtmo5,  protestó:  y  como  en  comunicación  de  14  de  Ja* 
oio  de  4861,  el  Ingeniero  D.  José  Luis  Arrue  expresara  que  no  podia 
asegurar  que  la  rectificación  estuviera  becba,  y  en  virtud  de  haber  in« 
formado  el  Ingeniero  Jefe  del  distrito  que  las  lineas  de  la  Terrible  se 
hallaban  en  la  dirección  de  40  grados,  debiendo  estar  en  la  de  49;  el 
Ijobernador,  en  29  de  Marzo  de  1862,  decretó  que  no  había  lugar  por 
entonces  á  la  rectificación,  porque  lo  estorbaba  la  solicitud  interpuesta 
para  la  ampliación  de  pertenencias. 

Visto  el  expediente  de  la  mina  San  Miguel^  que  entre  tanto  se  había 
«principiado  y  seguido  por  iodos  sus  trámites,  del  que  consta: 

Que  en  46  de  Diciembre  de  4850  D.  Antonio  González  y  D.  José  Han» 
clares  solicitaron  y  obtuvieron  del  Alcalde  de  Belmez  permiso  para  pro* 
ceder  al  reconocimiento  del  pozo  situado  en  la  peña  del  Herrús,  cono- 
cido con  el  nombre  de  San  Miguel,  situado  en  terreno  del  común: 

Que  en  5  de  Enero  de  4851,  los  mismos  individuos  presentaron  es* 
ciito  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Córdoba  solicitando  el  registro 
coD  arreglo  á  la  ley  de  minería,  y  la  propiedad  de  una  pertenencia  de 
-mina  de  carbón, situada  en  el  punto  de  las  cañadas  que  bajaban  délos 
majales  de  piedras  de  Herrús,  distrito  municipal  dq  Belmez.  con  el 
nombre  de  San  Miguel,  y  que  tenia  su  criadero  descubierto  por  inves- 
tigación hecha,  con  autorización  del  Alcalde  otorgada  en  el  día  ante* 
rior;  y  el  Gobernador,  en  40  del  citado  mes,  acordó  que  se  diera 
cuenta: 

Que  otros  interesados  en  las  minas  colindantes  pidieron  que  se  sus* 
pendieran  las  labores;  y  el  Gobernador  en  46  prohibió  los  trabajos,  si 
González  y  Nanclares  no  obtuvieran  su  autorización,  conforme  al  artí» 
-culo  9/  de  la  ley  de  minería,  por  lo  que  los  registradores  de  la  mina 
San  Miguel  solicitaron  la  competente  licencia  de  la  Autoridad  superior 
úe  la  provincia,  que  les  fué  otorgada  en  7  de  Junio: 

Que  en  42  de  Febrero  de  4854  D.  Antonio  González  y  D.  José  Nao* 
-clares  otorgaron  escritura  pública,  por  laque  cedieron  áD.  José  Martin 
da  Ezpeleta  la  tercera  parte  de  los  derechos  que  pudieran  correspon- 
'derles  en  la  mina,  con  la  condición  de  que  por  si,  y  á  nombre  de  loa 
«edentes,  practicase  cuantas  diligencias  fuesen  precisas  hasta  con- 


segqir  la  propiedad  de  la  mina;  ye»  1.**  de  Junio  de  1B52,  Ezpeleia  eo: 
su  propia  representacioo,  y  como  apoderado  de  González  y  Nanclares; 
hizo  un  convenio  consignado  en  escritura  pública  con  el  Conde  TÍudo 
de  Torres  Cabrera,  por  el  que  le  traspasaba  la  mitad  de  los  derechos  á 
calidad  de  que  costease  los  gastos;  en  virtud  de  lo  cual  el  Conde  Tiudo 
de  Torres  Cabrera  pidió  que  se  uniesen  los  expreleidos  docuoaentos  aB 
expediente,  y  asi  fué  estimado: 

Que  en  30  de  Julio  de  1858,  el  Gobernador  extendió  nota  autorizada 
por  ei  mismo,  en  que  expresa  que  la  Sociedad  Fusión  carbonífera  de 
Belmez  y  Espiel  hahidi  adquirido  esta  mina,  según  testimonio  presen- 
tado en  la  Sección  por  D.  Joaquín  José  de  los  Heros,  representante  de 
la  compañía;  y  en  29  de  Setiembre  la  referida  Autoridad  dispuso  que  el 
I  ngeniero  hiciese  el  reconocimiento  preliminar: 

Que  ItL  Fusión  optó  porque  se  siguiera  la  tramitación  prescrita  eu^ 
1849; 

Que  el  Ingeniero  en  i6  de  Julio  de  1860  informó  que  se  babia  des- 
cubierto mineral  de  la  misma  clase  que  las  muestras  presentadas  y  el 
primitivo  trabajo  de  San  Miguel  quedaba  dentro  de  la  Terrible;  pero^ 
como  se  hicieron  otros  trabajos  al  lado  del  mismo,  sobre  la  propii»  U- 
nea,  que  se  hallaban  comprendidos  en  'el  terreno  registrado,  existia 
terreno  franco,  y  el  Gobernador  en  18  de  Octubre  admitió  el  registroi 

Que  hecha  la  publicación  de  la  providencia  anterior  por  medio  de 
edictos  y  del  Boletin  oficial  de  la  prodncia  de  19  y  29  del  propio  Oc- 
tubre y  ejecutada  la  designaciou  por  la  Fusión  carbonífera,  pidió  ésta 
el  segundo  reconocimiento,  y  estimado  se  ejecutó  la  demarcación  en 
18  de  Abril  de  1861,  en  la  que  se  tomó  por  punto  de  partida  el  nuevo 
pOEO  de  San  Miguel,  y  se  fijó  la  segunda  estaca  sobre  la  linea  de  la  mi- 
na San  Pedro,  si  bien  comprendiendo  en  el  perímetro  de  la  que  se  es»^ 
taba  demarcando  los  pozos  de  las  minas  San  FedetHco  y  la  Matiide^. 
abiertos  por  la  Fusión  para  otros  dos  registros  del  propio  nombre;  po|r 
lo  que  la  citada  empresa  protestó  á  causa  de  que  anulado  el  expedien- 
te de  la  minA  San  Miguel,  por  Real  orden  de  29  de  Diciembre  de  1853». 
deberla  corresponder  el  mencionado  terreno  ¿  las  dos  expresadas  mi- 
nas San  Pedro  y  San  Federico,  y  á  pesar  de  ello  el  Ingeniero  exteo* 
dio  el  plano;  y  finalmente,  que  á  consecuencia  de  todo  se  dictó  por  eL 
Ministerio  de  Fomento  Real  orden  en  11  de  Noviembre  de  1863,  por  la 
cual  se  aprobó  el  expediente  de  la  referida  mina  San  Miguel,  dispo-^ 
niendo  que  se  expidiera  el  titulo  de  propiedad  con  arreglo  á  la  legisla- 
ción de  1849  á  favor  de  D.  Antonio  González,  D.  José  Nanclares,  D.  José 
Martin  de  Ezpeleta  y  el  Condq  viudo  de  Torres  Cabrera,  y  que  se  for- 
maliaara  la  rectificación  de  la  colindante  Terrible  con  acta  y  plaao^ 
qpia  deberían  unirse  al  expediente  de  su  primitiva  concesión: 

Vista  la  demanda  presentada  anta  ^1  Consejo  de  Estado  por  el  U-^ 


CQ&ciado  D.  Isidro  Aguado  y  Mora,  á  noeabro  de  la  Fusión  carbonif^a 
j  metalífera  de  Belme%  y  Espiel,  acompañando: 

1.*  Gerlificado  expedido  por  el  Oficial  primero  de  la  Sección  de  mi- 
nas^.ea  que  se  expresa:  que  con  fecha  28  de  Julio  de  1853  D.  Manuel 
Gil  solicitó  el  registro  de  cuatro  pertenencias  de  mina  de  carbón  cod 
el  nombre  de  la  Matitde;  que  efectuado  el  reconocimiento,  del  que  re» 
aullaba  que  existia  mineral  y  terreno  franco,  se  admitió  el  registro;  y 
que  en.  26  de  Setiembre  de  1857,  la  Sociedad  Fusión  carbonífera  de  Bel» 
mas  y  Eepielhho  la  designación. 

2/  Otro  expedido  en  la  misma  forma,  en  que  aparece:  que  en  26  de 
Noyiembrede  1854,  la  mencionada  sociedad  pidió  el  registro  de  cuatro 
pertenei^cias  de  la  mina  San  Federieoí  que  verificado  el  reconocimien- 
to» del  que  resultó  tener  mineral  y  terreno  franco»  fué  admitido;  y  que 
en  20  de  Octubre  de  1858  se  hizo  la  designación. 

Y  en  Tirtud  de  estos  documentos  pretendió  que  se  consúltela  revo- 
cación de  la  Real  orden  de  11  de  Noviembre  de  1863,  y  se  declare  nulo 
elexpediebte  de  la  mina  San  Miguel,  y  sin  efecto  el  Beal  titulo  expe- 
dido á  favor  de  González,  Nanclares,  Czpeleta  y  Conde  viudo  de  Torres 
Cabrera,  dejando  subsistentes  los  derechos  adquiridos  por  los  registros 
San  Fp^derieo  y  la  Matilde: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  absuelva  á 
la  Administración  de  la  demanda  y  se  confirme  la  Real  orden  reclamada: 

Vistos  la  notificación  hecha  á  D.  José  Nanclares  para  que  compare- 
ciera á  mostrarse  parte  en  el  pleito,  sin  que  lo  haya  verificado,  la  eje- 
cutada á  D.  Antonio  González  y  á  D.  José  Martin  Czpeleta  por  cédula 
inserta  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  y  en  la  Gaceta  de  Madrid 
pos  no  baber  sido  hallados,  y  el  escrito  del  Licenciado  D.  José  Fernan- 
dex  de  la  Hoz,  á  nombre  del  Conde  viudo  de  Torres  Cabrera,  en  con- 
eepto  de  coadyuvante  déla  Administración,  entablando  la  misma  pre*- 
leoflion  que  mi  Fiscal  habia  propuesto: 

Vistos  la  providencia  dada  por  la  Sección  de  lo  Contencioso  en  2  de 
Eaeto  de  1666,  mandando  seguir  los  autos  según  su  estado,  el  escrito 
del  Licenciado  Aguado  acusando  la  rebeldía  á  D.  Antonio  González  y 
á  D.  José  Martínez  Ezpíeleta,  y  el  auto  disponiendo  que  se  estuvieía  á 
lo  resuelto  en  la  providencia  citada: 

Vistos  los  otrosíes  del  mismo  Licenciado  solicitando  que  se  le  con- 
cediera facultad  de  replicar,  ó  en  otro  caso  que  se  recibiera  el  pleito  á 
;)rc:eba.  V  los  autos  en  que  se  le  negó  la  réplica  v  se  mandó  que  preci- 
sase los  hechos  sobre  los  que  habián  de  recaer  las  justificaciones:  . 

Vistos  el  escrito  eu  quo  las  puntualizaba,  y  el  auto  por  el  cual,  pre- 
via audiencia  de  mi  Fiscaí  y  ael  coadyuvante  de  la  Administración, 
fué  desestima4a  U  prueba  pretendida,  sin  perjuicio  de  lo  que  la  Sala  se 
sirviera  acordar  en  su  día: 
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Vista  la  ley  de  oiiDería  de  II  de  Abril  de  1849  y  el  reglamento  para 
•u  ejecocioD: 

Considerando  que  el  expediente  de  la  mina  San  Miguel»  si  bien  co- 
menzó por  permiso  para  investigar,  se  elevó  después  á  registro  por  pe* 
ticion  expresado  D.  José  Nanclare*8,  decretada  por  el  Gobernador,  y  ' 
cootinoó  sos  trámites  sin  infracción  de  ninguna  disposición  legal: 

Considerando  que  ni  las  vicisitudes  que  ocurrieron  en  su  sustancia- 
ciOD  implican  renuncia  del  derecho  adquirido  por  el  registrador,  ni  la 
lentitud  en  la  tramitación  puede  imputársele,  pues  que  con  ella  no  se  • 
lastimaron  los  de  ningún  otro  interesado: 

Considerando  que  la  Sociedad  FusUm  carbonífera,  no  solo  no  se^ 
opuso  dentro  del  término  legal  á  la  admisión  del  registro,  sino  que  por 
el  contrario  impulsó  con  sus  propias  gestiones  la  continuación  del  ex- 
pediente; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado*  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruiz  de  la 
Vega,  Presidente,  D.  Joaquín  José  Casaus,  D.  Francisco  Luxan,  D.  Se- 
rafinEstébanez  Calderón,  D.  Antonio  EJscudero,  D.  Antero  de  Echarri, 
D.  José  de  Sierra  y  Cárdenas,  D.  Leopoldo  Augusto  de  Cueto,  D.  José 
Rttiz  de  Apodaca,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio  y  D.  José  Gener, 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta 
por  la  sociedad  Fusión  carbonífera  contra  la  Real  orden  que  aprobó  el 
expediente  de  la  mina  San  Miguel,  7  en  conflrmar  la  expresada  Real 
orden. 

Dado  en  Palacio  á  cinco  de  Julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis. 
=E6tá  rubricado  de  la  Real  mano.=El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Leopoldo  O'Donnell.» 

Publicación.  ='Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  cómo  re- 
solución final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  i  los 
mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gacela.  D  e 
que  certifico. 

Madrid  13  de  Setiembre  de  1866.=c:Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  18  de  Setiembre  de  1866). 


'SI-. 
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MINISTBBIO  DE  HACIENDA. 


Real  orden  disponiendo  que  la  habilitación  de  la  Aduana  de 
A  Igeciras  $e  amplié  para  el  despacho  directo  del  carbón  mi- 
neral precedente  del  extranjero. 

(Imo.  Sr.:  He  (Udo  cueota  á  U  Reioa  (Q.  D.  6.)  del  eipedleate  ios- 
traído  eo  esa  Direccieo  general  á  consecuencia  de  haber  solicitado  Don 
SaWador  Alfarache  que  se  habilite  la  Aduana  de  Algeciras  para  impor- 
tacion  del  extraiyero  de  carbón  mineral;  y  considerando  que  en  laac« 
lualidad  ha  llegado  á  ser  el  referido  coaabnstibte  un  elemento  necesa- 
río  para  la  industria  y  para  los  usos  domésticos.  S.  H.,  conformando» 
••  con  lo  propuesto  por  V.  I.,  ha  tenido  é  bien  disponer  que  la  habili* 
tacion  de  la  Aduana  de  Algeciras  se  amplié  para  el  despacho  directo 
del  carbón  mineral,  procedente  del  extranjero;  pero  sin  que  por  ningún 
concepto  se  autorice  depósito  especial  de  dicho  combustible  en  aque- 
tta  localidad. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  conocimiento  y  efectos  opor» 

tonos.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  30  de  Agosto  de  1866. 

Báezáhaílará. 
Sr .  Director  general  de  Impuestos  indirectos. 

(Gaceta  de  20  de  Setiembre  de  4866;. 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  decreto. 

Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Real  orden  gue 
declaró  caducada  la  mina  Suerte  y  aprobó  el  expediente  de 
la  Candelaria  y  Soledad  de  Nieva. 

1)oña  Isabel  11,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Mo- 
narquía española,  Reina  de  las  Españas.  A  todos  los  que  las  presentes 
▼ieren  y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento, 
sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
Instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  An* 
guita,  á  nombre  de  D.  Autonio  Gomes,  Presidente  de  la  Sociedad  mi- 
nera titulada  Suerte,  demandante,  y  de  la  otra  la  Admlnistracien  ge- 
neral, demandada  y  representada  por  mi  Fiscal,  y  como  coadyuTante 
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el  Dr.  D.  Bernardo  de  Toro  y  Bfoya,  representando  á  la  Sociedad  nom* 
brada  Candelaria.^  SoUiai  de  Ifiwa;  sobce  revooacípD  de  la  Real  or- 
den de  2  de  Enero  de  1864,  por  la  cual  se  declaró  caducada  la  oo^encio- 
nada  mina  Suerte,  y  se  aprobó  el  expedienta  de  la  Candelfiria  y  Solé" 
dad  de  Nieva:  v 

Visrto: 

Visto  el  expediente  de  la  mipa.£^r/e>  d^l  que  resalta; 

Que  en  16  de  Mayo  de  1845,  Francisco  Martin  Marlin  acudió  al  Ins- 
pector del  ramo  solicitando  el  registra  de  esta  mina,  de  mineral  plo- 
mizo, en  Sierra  de  Gador,  hoya  de  Martes,  término  de  Laojar;  y  ad« 
mitido,  hizo  el  interesado  la  designación,  y  pidió  la  demarcación  de 
la  citada  mina,  que  le  fué  adjudicada  en  14  de  Setiembre  del  mismo 
aOo,  dándosele  posesión,  y  siendo  aprobado  el  expediente  por  el  Direc- 
tor general  en  14  de  Diciembre  de  1847: 

Visto  el  expediente  de  la  mina  Candelaria  y  Soledad  de  Nieva,  del 
que  aparece: 

Que  en  4  de  Febrero  da  1864  D.  Braulio  Velasco  presentó  al  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Almería  solicitad  de  registro  para  dos  perte- 
nencias de  mineral  plomizo,  coala  denomíuaciun  de  Candelaria  y  So " 
ledad  de  Nieva,  sWnaáas  en  Sierra  de  Gador,  hoya  de  Martes,  término 
deLanjar: 

Queejecutaáo  el  reconocimiento  por  un  Ingeniero,  informó  éste  en 
9  de  Noviembre  de  1855  qoe  existia  mineral  como  el  de  las  muestras 
presentadas,  pero  que  no  podia  manifestar  sí  habia  terreno  franco* 
porque  desconocía  la  designación  de  la  pertenencia  del  registro  Sania 
Fiíomena: 

Que  el  Gobernador  di«piiso'qQe  con  nota  de  la  citada  designacioni 
se  procediese  al  reconocimiento;  y  el  Ingeniero,  en  29  de  Abril'  de 
1856,  expresó  que  si  el  registro  Candelaria  y  Soledad  de  Nieva,  ti 
realizar  la  designación,  respetaba  las  pertenencias  colindantes  designa- 
das y  demarcadas,  teuia  terreno  fraoco:  ,  ^ 

Que  el  Gobernador,  eo  sa  copsecuencia,  £d:niti<í  el  registro,  bajo 
la  condición  mencionada,  en  11  de  Jiunio  siguiente: 

Que  hechas  las  publicaciones  en  el  referido  año  por  medio  de  los 
correspondientes  edictos  y  del  Boletin.  oficial  de  la  provincia,  el  inte- 
resado presentó  la  designación»  y  después  pidió  la  demtrcacJoOf  que 
estimada,  tuvo  electo  ei|  i5  de  Mayo  de  1860,  habiendo  comprendido 
la  mayor  parte  de  la  Suerte,  por  lo  que  el  representaqte  de  ésta  protes- 
tó la  diligeneia  á  causa  de  que  en  ella  se  copaba,  graq  porciop  del  perí- 
metro de  su  mina,  sin  que  hubieiesido  denuociada: 

Qoe  por  órdep  de  la  Direeeion  general  de  i2  de  -Spero  de  186i,  s^ 
dispuso  que  se  lustruyera  de  oficio  el  expediente  de  caducidad  de  U 
milla  Su$rte,  y  ei  Goberuadof  le  pasó  i  informe  del  logeniero»  quiea 


«iitt  áfi  Agosto  sigaieole  dijo  qae  resulUbso  idZ  nóetros  y  76  ceoU* 
metooftdA  hbor  ordinaria  un  poio  do  gaiem,  corcespondieodo  i  cada 
aio  como  SO  molros  y  80  ceDtfmolros,  pudieodo  aiegu,rar  que  la  mina 
DO  ha  estado  comprendida  en  ninguno  do  los  casos  de  caducidad;  y  el 
Gobernador  en  %  de  Seiiembre  del  imismo  año,  declaró  subsistente  la 
concesión,  disponiendo  é  la  ?exqae  se  rectificara  la  demarcación  dada 
á  la  Candeiaria  y  Soledad  de  Nieva: 

Que  el  registrador  de  esta  mina  reclamó  al  Ministerio  contra  el  de- 
creto anterior  y  trajo  al  expediente: 

1/  Un  certificado  expedido  por  el  Ofiqial  segundo  de  la  Adminis- 
tración de  Hacienda  pública/ del  que  aparecía  que  el  concesionario 
adeudaba  por  atrasos  la  suma  de  2,350  rs.,  hasta  el  primer  trimestre 
de  1860,  si  bien  es  de  advertir  que  en  S8  de  Setiembre  se  puso  al  cor* 
rienie  en  todos  sos  pingos  hasta  fin  de  aquel  ano,  y  en  S5.de  Enero  de 
iftfó  hasta  fin  de  Diciembre  de  1861.  . 

2/  Uua  información  de  seis  testigos  examinados  por  el  Alcalde  de 
Lanjar,  quienes  declai^aron  que  la  mina  Suerie  estuvo  abandonada  por 
espacio  de  los  seis  años  que  precedieron  al  registro  de  la  Candelaria^ 
y  Soledad  de  Nieva^  y  que  anos  dias  antes  de  la  demarcación  de  ésta  se 
pre^eotaroD  jornaleros  á  trabajar  en  la  Siwrie: 

Que  también  se  unieron  al  expediente  la  escritora  de  sociedad  Ua* 
mada  Suerte,  y  las  diligencias  en  que  resulta  el  decreto  de  aprobación 
dado  por  el  Gobemadov  en  i4  de  Junio  de  1860,  con  arreglo  á  la  ley  de 
6  de  Julio  de  1859: 

Y  que  6n  virtud  de  todos  estos  «oteoedentes  se  dictó  ia  Real  orden 
de  S  de  Enero  de  1864.  por  la  quo  se  revocó  el.  decreto  del  Gobernador 
de  2  de  Setiembre  de  1863;  se  declaró  caducada  la  misa  Suerte:  y  se 
aprobó  el  expediente  de  la  Candelaria  y  Soledad  de  Nieva^  mandando* 
se  á  la  ves  que  se  expidiera  el  titulo  de  propiedad  á  favor  de  D.  Braulio 
Yelasco,  con  arreglo  A  la  ley  de  1849: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Conseje  dé  Estado  por  el  Licen- 
ciado fi.  Tomás  Perex  Anguita,  é  nombre  de  D.  Antonio  Gomes,  Presi- 
den^  de  la  Sociedad  especial  minera  titulada  Suerte^  concesionaria  de 
la  mina  del  mismo  nombre,  pidiendo  que  so  revoque  la  referida  Real 
orden  y  se  declare  la  subsistencia  de  la  concesioa: 

Visto  el  escrito  de  mi  FísqiI,  con  la  solicitad  de  que  se  absuelva  A 
la  Administración  de  la  demanda,  y  que  se  confirme  la  Real  orden  re- 
clamada: 

.  Visto  el  del  Dr*  D.  Bernardo  de  Toro  y  Hoya,  4  nombre  de  la  Socie- 
dad especial  minera  Candelaria  y  Soledad  de  Nievm^  formalizando  la 
misma  pretensión  que  mi  Fiscal  propuso: 

Vistos  el  otrosí  del  Licenciado  D.  TomAs  Peres  Aoguita»  en  el  eaeri- 
lo  de  ampUaeíon  á  la.  demaiida,  solicitando  que  se  recibiera  el  pleito  A 


prneba,  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso,  en  qoe,  pié» 
▼ia  audiencia  de  mi  Fiscal  y  del  coadyuvante,  acordó  que  no  ha* 
bia  lugar,  sin  perjuicio  de  lo  que  la  Sala  pudiera  servirse  acordar  «n 
su  día: 

Vistos,  el  escrito  del  Licenciado  Pérez  Anguita,  pidiendo  la  reposi* 
cion  déla  providencia  anterior',  y  el  auto  de  !a  misma  Sección  ep  que« 
después  de  haber  uido  á  mi  Fiscal  y  al  coadyuvante,  fué  desestimada 
la  referida  pretensión,  mediante  á  que  la  denegación  de  prueba  equi- 
valía á  una  reserva  de  este  articulo  para  definitiva: 

Considerando  que  el  abandono  de  la  n^ina  Suerte  durante  los  seis 
años  que  precedieron  al  registro  de  la  Candela,ria  y  Soledad  de  Nievan- 
es  un  hecho  incontestable,  pues  además  de  resultar  de  la  información 
de  seis  testigos  que  el  registrador  de  ésta  presentó,  consta  de  una  ma- 
nera evidente:  I.*  Por  no  haber  reclamado  contra  la  mina  San  Miguel 
segundo^  que  en  su  demarcación  la  privó  de  una  gran  parte  de  su  per- 
tenencia:' 2.**  Por  haber  consentido  el  registro  y  las  labores  de  la  Cande* 
laria^  hasta  so  demarcación  en  1860;  3.*  Por  no  haber  satisfecho  los 
derechos  de  superficie  desde  el  año  1^7  en  que  se  concedió,  hasta  el 
mencionado  de  1860;  y  finalmente,  porque  apenas  resultan  labores  por 
ella  practicadas,  hasta  el  punto  de  no  figurar  siquiera  en  el  plano  oficial 
de  las  minas  del  distrito: 

Considerando  que  una  mina  constituida  en  tales  circunstancias,  es 
preciso  estimarla  oscurecida  por  la  mala  fé,  ó  la  incuria  culpable  del 
coccesionario,  obligado  á  sostener  su  laboreo  con  arreglo  á  la  ley: 

Considerando  que  por  ser  imputable  solo  al  concesionario  de  la 
Suerte  la  ignorancia  en  que  todos  se  hallaban  de  la  existencia  de  esta 
antigua  mina  al  tiempo  de  presentarse  el  registro  de  la  Canáelariag  lo 
es  también  exclusivamente  la  omisión  de  su  denuncio: 

Considerando  que  por  ello  no  puede  ser  en  este  pleito  la  fecha  del 
denuncio  el  punto  de  partida  para  contar  el  año  último  después  de  la 
concesión  á  que,  según  la  regla  inconcusa  de  jurisprudencia  que  á  su 
favor  indica  el  demandante,  debe  referirse  la  prueba  del  abandono, 
porque  de  lo  contrario  seria  forzoso  admitir  el  absurdo  legal  de  4ne 
puede  el  derecho  prestar  su  favor  y  apoyo  al  dolo  ó  á  la  culpa: 
*  Considerando  que  no  por  eso  debe  prescindirse  de  la  expresada  re* 
gla  de  jurisprudencia  tan  evidentemente  conforme  ala  equidad  y  al  in- 
terés bien  entendido  del  Estado,  sino  que  se  debe  aplicar  en  casos  como 
el  de  estos  autos,  modificándola  en  el  sentido  de  que  el  punto  de  parti- 
da para  contar  el  año  á  que  debe  ceñirse  la  prueba  del  abandono  sea, 
DO  el  denuncio,  sino  el  registro: 

Considerando  en  fin  que  modificada  asi  dieha  regla,  resuelve  su  sola 
•plieacion  este  litigio,  porque  aparece  probado  en  él  de  un  modo  de- 
cisivo el  abandono  de  la  mina  Suerte  en  el  año  último  después  de  su 
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conítesloD,  ó  loque  lauto  Taloi  eo  elinmediaUmentoaoterioral  regU* 
tro,  y  en  loa  cinco  además  quQ  á  este  afio  precedieron; 

Gonformindome  con  io  consaludo  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  det 
Consejo  de  Est  ado  en  sesión  I  que  asistieron  D.  Francisco  de  Luzán, 
Presidente  accidental,  D.  Joaquín  José  Gaseas»  0.  Serafln  Estébanes 
Caldertn.  D.  Antoráo  Escudero,  D.  Antero  de  Echarri»  D.  José  de  Sierra 
y  GArdeoas,  D.  Leopoldo  Augusto  de  Cueto,  D.  Pablo  Jiménez  de  Pala- 
cio y  D*  José  Gener, 

Vengo  en  absolver  A  la  Administración  de  la  demanda  y  en  confir- 
mar laReal.órden  reclamada  por  ella. 

Dado  eo  Palacio  á  cinco  de  Julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis. 
=EstA  rubricado  de  la  Real  mano.=El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Leopoldo  O'Donnell.» 

Publicacion.nsLeido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
^Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  uoa  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  eo  la  Gace» 
ta.  De  que  certifico. 

Madrid  13  de  Setiembre  de  4866.=:Pedro  de  Nadrazo, 

(G^eeiu  de  W  de  Setiembre  de  1866;. 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


lieal  orden  dando  varias  reglas  para  el  embarque  de  minera- 
les de  hierro  para  trasportarlos  a  Hendaya. 

limó.  Sr.:  He  dado  cueota  á  la  Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  ins- 
truido en  esa  Dirección  general  á  consecuencia  de  haber  solicitado  Don 
Manuel  Blandin  que  se  le  permita  cargar  en  los  wagones  españoles  en 
la  estación  de  Hendaya,  sin  que  por  esta  causa  pierdan  los  derechos  de 
nacionalidad,  los  minerales  de  hierro  procedentes  de  varias  minas  si- 
tuadas en  la  jurisdicción  de  Lesaca  (Navarra),  sobre  las  márgenes  del 
rio  Bidasoa;  y  considerando  que  aunque  no  está  autorizado  el  tránsito 
por  país  extranjero  de  las  mercancías  ó  productos  del  reino,  lo  que  se 
pretende  ahora  tiene  en  su  apoyo  el  art.  356  de  las  ordenanzas  y  la 
Real  orden  de  10  de  Marzo  ultimo,  que  permiten  que  los  remos  y  due- 
las que  se  fabrican  en  el  monte  lrati,de  la  misma  provincia,  se  con- 
duzcan por  la  via  de  Francia  á  los  puertos  de  San  Sebastian,  Santan- 
der y  Bilbao,  como  si  se  verificase  el  trasporte  por  el  interior  del 
reino: 


Gonsiderándo  qne  ha  sido  declarada  Internacional  la  estación  de 
Hendaya  por  el' convenio  celebrado  con  el  Gobierne  francés  para  el 
servicio  de  los  ferro -car  riléis  de!  Norte  de  España  y  Mediodía  de^Fran- 
cia,  ^or  coyas  circümilancias  existe  do  ta  referida  estación  francesa  iin 
destacamento  de  cifrabineros  españoles; 

S.  M.»  coofbrmifidose  con  \b  propuesto  por  V.  I4»  ha  tenido  á  bien 
disponer  que  los  carabineros  d^  servicio  en  Hendaya  intervengan  la 
descarga  de  los  barcos  y  la  carga  en  los  wagones  de  d^lchos  minerales 
con  la  documentación  de  que  deberán  ir  acompañados,  expedida  por 
los  carabineros  situados  en  la  oriila  española  del  Bida«oa,  donde  se  ha 
de  autorizar  el  embarque  para  trasportarlos  á  Hendaya,  y  debiendo 
conducirse  desde  esté  punto  ^  Irúo  y  Pasages  acompañados  de  un  ca- 
rabinero. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  coúocimiénto  y  efectos  opor« 
tonos.  Dios  guafde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  7  de  Setiembre  de 

1866. 

Barzanallisa.     ' 
Sr.  Director  general  de  Impuestos  indirectos. 

(Gaceta  de  ^^  de  Setiembre  de  1866). 


CONSEJO  DB  ESTADO. 


tíiki  DECRETO.  '• 

Resolución  en  el  recurso  sobre  que  se  admita  la  apelación  in- 
terpuesta de  la  sentencia' que  confirmó  la  declaración  de 
caducidad  de  la  mina  El  por  si  adaso. 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Ubnar- 
quia  española,  Reina  de  las  Españas.  Al  Gobernador  y  Consejo  provin- 
cial de  Almería,  y  á  cualesquiera  otras  Autoridades  y  personas  á  quie- 
nes toca  su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  de- 
cretar lo  siguiente: 

«En  el  recurso  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado,  entre  partes, 
de  la  una  la  sociedad  minera  titulada  Fortuna  de  Zamora,  representa- 
da por  el  Licenciado  D.  Miguel  de  Iturralde,  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  en 
nombre  de  la  Administración  general  del  Estado;  sobre  que  se  admita 
á  la  expresada  sociedad  la  apelación  interpuesta  de  la  sentencia  del 
Consto  provincial  de  Almería  de  28  de  Octubre  de  1865,  que  confirmó 
la  declaración  gubernativa  de  caducidad  de  la  mina  El  por  si  acaso; 

Visto  el  escrito  de  la  sociedad  minera  titulada  Fortuna  deZamoriHf 
de  14  de  Marzo  último,  en  el  que  pide  se  le  admita  por  el  Consejo  de 
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Bsladf6  la  apeladon  que  interpone  de  la  sentencia  dictada  por  el  pro- 
tifacial  de  AlMeria  eñ  28  de  Octubre  anterior,  ó  que  se  mande  al  se- 
gundo ía  adta>fta  dentro  de  loi  10  dias  aigaientea  al  en  que  se  hiciere 
éftber  ^  prOTi<lencia  que  asi  lo  ordene,  fundando  la  primera  pretensión 
en  que  el  párrafo  tercero  del  art.  68  de  la  ley  de  minas  dice  que  del 
fallo  dtel  Consejo  provincial  podrá  interponerse  apelación  ante  el  Coo- 
ieJo.de  Eistadó: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  en  que  se  opone  á  una  y  otra  preten- 
den: 

Vista  la  certiflcaaion  del  Secretario  accidental  de  dicho  Consejo 
{ivoviiieial,  en  la  que  aparece  que  la  sentencia  por  el  mismo  pronun- 
ciada se  notiflcó  á  los  interesados  el  dia  SO  del  expresado  mes  de  Oc* 
Mlbire:  I 

Vista  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  1859  en  sus  artículos  (8 
y  88: 

Visto  elart.  JB3.del  ceglamento  dictado  para  su  ejecución,  que  lite* 
raímente,  dice:  «Contra  las  providencias  declarando  la  caducidad,  se 
interpondrá  el  recurso  6  apelación  ante  el  Consejo  provincial  en  el  tér- 
mino de  80  diasiiseñarlpdo  igualmente  para  este  fio  en  el  párrafo  ter- 
cero del  art.  68  de  la  ley,  y  en  el  citado  último  párrafo  del  art.  88  de  la 
misma:» 

.  €M«ideran¿lo  que  Dotifleada  la  sentencia  dd  Consejo  provincial  á  la 
sociedad  reclamante  en  80  de  Octubre  de  1865,  no  apeló  ni  presentó  re- 
eniso  alguno  en  los  30  dias  siguientes  que  la  ley  señala  para  ello: 
' '^Considerando  que  aun  admitida  la  inteligencia  que  dicha  sociedad 
'  atfibuyeal  páfiisifo  fercero  del  art.  68,  tampoco  se  interpuso  la  apela- 
eion  enel  Coriseo  de  Estado  dentro  del  plazo  señalado,  pues  no  se  hizo 
hasta  ei  14  de  Mtfrto  último,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  tres  meses  y  medio 
después  de  trascurrido  el  término  legal: 

Goiieid¿rarido  ádeinás  que  dicha  inteligencia  es  inadmisible,  porque, 
k' locución  del  párrafo  tercero,  art.  68  de  la  ley  de  minas,  en  que  se 
tfieet  «Que  podrá  interponerse  apelación  ante  el  Consejo  de  EstadOi* 
débe'eotenderse,  y  se  ha  entendido  constantemente^  enelseMidode 
que  la  apelación  se  interponga  en  el  Consejo  provincial  para  que  de 
'  ella  conozca  el  dé  Estado: 

''€6iisideraTido  que  esta  inteligencia,  á  parte  de  ser  conforme  á  las 
leyes  de  procedimientos  que  hoy  rigen  en  todas  las  Jurisdictiones,  in- 
clusa la  coútenciosoadmiioistrativa,'  según  las  cuales  la  apelación  se 
Idtefpone  ante  el  Tribunal  de. quien  se  apela,  está  explícitamente  con- 
signada en  el  párrafo  tercero  del  art.  83  del  reglamento  dictado  para 
Itf  ejecución  de  U  ley  de  minas; 

'  Coicifopméndoitie  cdn  lo  consultado  por  la*Salá  délo  Contencioso  del 
^CottSeJd  de  Esládo'  en  sesiion  á  que  agi^tieroo  D.  Domingo  Ruiz  de  la 
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Vega,  Presidente,  D.  Facundo  Infante,  D.  Francisce  Laxán«  0.  .Ijoié 
Antonio  de  Olañeta,  I>.  Modesto  Lafaente,  D.  Antero  de  Echarri,  0on 
Pablo  Jiménez  de  Palacio,  P.  Manael  María  Uhagon  y.D.  JoséGener^ 

Vengo  en  desestimar  el  recurso  déla  sociedad  Fartuwide  Zasnpra 
de  14  de  Marzo  último.  >      • . 

Dado  en  Palacio  á  quince  de  Jolio  de  mil  Ochocientos  sesenta  y 
seis.=Está  rubricado  de  la  Real  mano.=^El  Presidente  del  Cpusejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvae^.* 

Publicacion.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo^  Estado,  haliéndose  celebrando  au- 
diencia publica  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  ep  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gacil- 
la. De  que  certifico. 

Madrid  i3  de  Setiembre  de  i866.=Pedro  de  Madrazo. 

{Gaceta  de  33  de  Setiembre  de  1866). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Real  orden  dando  varias  reglas  para  el  despacho  de  k^  caf" 
ganientos  de  carbón  mineral. 

Excmo.  Sr.:  Visto  el  expediente  instruido  en  la  Dirección  general  de 
Impuestos  indirectos  acerca  de  la  conveniencia  de  reformar  la  nota  ii 
del  Arancel  vigente,  que  prescribe  las  formalidades  á  que  se  halla  su- 
jeto en  las  Aduanas  el  despacho  de  los  cargamentos  dé  carbón  mi- 
neral: 

Considerando  que  el  método  de  arqueo  en  la  actualidad  vigente  no 
determina  la  verdadera  capacidad  de  los  buques,  según  la  fórmula  que 
aprobada  por  el  Ministerio  de  Marina  en  el  año  de  1844  se  emplea  eo 
las  Aduanas  páralos  despachos  de  carbón  de  piedra  en  los  casos  que 
expresa  la  citada  nota  del  Arancel: 

Considerando  que  la  práctica  de  este  sistema  de  adeudo  irroga  uq 
evidente  perjuicio  al  Tesoro  público,  por  cuyo  motivo»  é  ínterin  no  se 
resuelva  de  común  acuerdo  con  los  Ministerjos  de  Marina  y  Fomento  la 
fórmula  exacta  que  debe  emplearse  para  arquear  los  buques,  procede 
dictar  las  medidas  oportunas  á  fin  de  que  no  sigan  notoriamente  per* 
jadicándose  los  intereses  del  Estado; 

La  Reina  (Q.  D.  G.)  aceptando  el  pensamiento  que  domina  en  el  dic* 
timen  emitido  por  la  Junta  consultiva  de  Aranceles,  y  de  completa 
conformidad  con  lo  propuesto  por  V.  E.,  ha  tenido  á  bien  disponecM 
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•derogue  Sa  nota  undécima  de  las  que  están  al  fin  del  Arancel,  y  que  se 
observen  en  su  lugar  las  siguientes  reglas: 

I.*  Para  el  despacho  de  carbones  de  piedra  servirán  de  base  el  re- 
gistro consular  y  las  declaraciones  de  los  consignatarios. 

2.*  Cuando  la  Administración  tenga  dudas  acerca  de  la  exactitud 
de  los  datos  qne  ofrezcan  los  referidos  documentos,  procederá  al<ar- 
queo  del  buque  conductor,  suponiendo  á  cada  tonelada  el  peso  de 
l.4(K)  kilogramos  para  el  carbón  fuerte,  y  el  de  960  kilogramos  para 
el  cok,  sin  deducción  alguna,  exigiendo  á  cajla  iOO  kilogramos  que  re- 
sulten los  derechos  que  les  señala  el  Arancel. 

3.*  Si  los  dueños  ó  consignatarios  del  carbón  no  se  conformasen 
con  el  resultado  que  por  la  medición  ó  arqueo  se  obtenga,  se  veriBca- 
rá  el  despacho  procediendo  &  la  confrontación  por  peio  del  carbón  ó 
cok  sobre  que  se  cuesUone. 

4.*  Cuatido  un  mismo  buque  conduzca  carbón  de  ambas  clases,  se 
YeriQcará  el  despacho  de  la  manera  siguiente:  pesado  el  carbón  fuerte 
7  deducida  una  tonelada  por  cada  i. 400  kilogramos  déla  medida  total 
del  buque,  se  computarán  como  correspondiente  al  icok  lis  toneladas 
restantes  á  razón  de  UBO  kilogramos  por  cada  una,  exiglnndo  los  dere- 
chos de  Arancel  sobre  la  totalidad  de  quintales  métricos  que  resulten. 

Y  5.*  El  adeudo  se  hará  siempre  por  peso  en  el  ra<<o  de,  que  los  bu- 
ques dejen  parte  de  la  carga  en  un  puerto,  conduciendo  el  resto  á  otro 
cualquiera  de  los  españoles. 

De  Real  <Srden  lo  digo  á  V.  E.  para  los  efectos  consiguientes.  Oíos 
guarde  á  Y.  E.  muchos  año&.  Madrid  19  de  Setiembre  de  1866. 

Bar2anallana. 
Sr.  Comisionado R<5gio  Inspector  déla  Dirección  general  de  Impuestos 

indirectos. 

{Gaceta  dé  27  de  Setiembre  de  1866;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  Decreto. 

Autorización  á  la  Compañía  Metalúrgica  de  San  Juan  de 
Alcaráz  para  prorogar  su  existencia  por  20  unos. 

Yisto  el  expediente  de  califlcacion  instruido  ante  el  Gobernador  de 
la  provincia  de  Mmirid,  á  instancia  de  la  Juntado  Gobierno  de  laSocte- 
dad  Metalúrgica  de  San  Juan  de  Alear dz^  en  solicitud  de  autorización 
para  continuar  sus  operaciones  poriO  años  con  el  rápita!  de  10  millo- 
nes de  reales,  y  en  la  forma  que  determinan  tos  estatutos  y  reglamen- 
to consignados  en  la  e^^cf'ítura  de  51  de  Diciembre  de  48G5: 

Sección  administrativa. — T.  III.    i  3 
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Vista  el  acta  de  la  Junta  general  de  accioDÍslas  celebrada  en  9  de 
Abril  del  año  meoctonado,  en  la  que  se  acordó  prorogar  por  20  años 
el  coDtrato  social,  aplicar  á  la  amortización  de  acciones  el  efectivo  so- 
brante de  que  pudiera  disponer  la  Conopañía  é  introducir  en  sus  esta- 
tutos y  reglamento  las  reformas  que  aconsejaba  la  experiencia,  las  cua- 
)(V9  fueron  aprobadas  en  otra  junta  que  tuvo  lugar  en  4  de  Junio  si- 
guiente: 

Vista  la  citada  escritura  de  51  de  Diciembre,  en  que  se  consigna^ 
rOD  los  referidos  estatutos  y  reglamento:    ^       *'       . 

Vista  la  Real  orden  de  2  de  Agosto  último,  por  la  cual,  teniendo 
presente:  primero,  q4|e  la  piincipal  modificación  que  en  dichos  estatu- 
tos trataba  de  íntn^ducirse  consistía  en  reducir  á  10  millones  el  capi- 
tal social  que  era  de  It;  segundo  que  las  Corporaciones  locales  que  infor- 
maron acerca  de  este  expediente  lo  hicieron  todas  en  sentido  favorable 
á  la  continuación  de  la  Cpmpañfa,  y  fínalmenle,  que  los  nuevos  estatu- 
tos y  reglamento  porque  intentaba  regirse  en  lo  sucesivo  e<'ao  iguales 
en  la  mayor  parte' de  sus  disposiciones  á  los  que  con  Real  aprobación 
habían  servido  hasta  entonces  para  el  régimen  y  gobierno  de  la  Com- 
pañía, se  dispuso  que  su  Administración  presentase  un  balacee  debi- 
damente calificado  y  comprobado  por  un  delegado  del  Gobierno*  á  fin 
de  poder  conocer  las  utilidades  que  procedentes  de  ganancias  liquidas 
se  hallasen  acumuladas  en  el  activo,  y  asimismo,  si  con  el  importe  de 
éste,  herha  la  deducción  del  valor  de  las  500  acciones  que  se  propo- 
nían amortizar  con  las  ganancias  obtenidas  y  no  distribuidas  á  los  ac- 
cionistas, podiai)  cubrirse  todas  las  obligaciones  que  apareciesen  en  el 
p.-^sivo: 

Visto  el  balance  de  esta  Compañía  en  31  de  Diciembre  dltimo,  y  el 
acta  déla  junta  general  de  accionistas  de  15  de  Mayo  siguiente  en  que 
fué  aprobado: 

Visto  el  estado  de  situación  de  la  misma  en  31  de  Julio  próximo  pa- 
sado, del  que  resulta:  que  teniendo  un  activo  de  1/51)5.187  escudos 
771  milésimas,  y  un  pasivo  de  495.187  escudos  771  milésimas,  queda- 
ba liquido  1.100.000  escudos,  ó  sea  el  capital  con  que  la  Compañía  ha 
venido  funcionando,  sin  perjuicio  de  las  utilidades  que  resultan  en  e' 
pasivo  para  distribuirá  los  accionistas: 

Vista  la  Real  orden  de  7  del  corriente  mes,  por  la  que  se  aprobaron  ~ 
los  nuevos  estaíutos  y  reglamentos  porque  ha  de  regirse  la  Compañía, 
tal  romo  se  hallan  consignados  en  la  escritura  de  51  de  Diciembre  de 
1865,  y  se  dispuso  que  no  procediese  la  Administración  de  la  misma  A 
repartirlos  beneficios  que  aparecen  acumulados  en  el  pasivo  del  ba- 
lance, sino  en  cuanto  resulten  líquidos  y  recaudados, según  el  que  ha- 
brá de  formar  de  su  situación  en  31  de  Agosto  próximo  pasado,  fecha  ^ 
en  que  terminó  su  anterior  contrato,  y  la  en  que  ha  de  cortar  su» 
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cueotas  y  formar  un  balance  deflnUivo  de  su  sitnacioo,  del  que  habrá 
de  eliminarse  todo  lo  que  no  tenga  oo  valor  real  y  efectivo  por  el 
cual  deba  figurar  en  el  activo  del  nuevo  inventario,  pudiendo  reparür 
tan  solo  á  los  accionistas  las  utilidades  líquidas  y  recaudadas  que  re- 
sulten  en  l.'del  corriente,  después  de  cubierto  el  capital  y  el  fondo  de 
reserva,  y  con  la  obligación  de  inutilizar  las  acciones  que  hoy  tiene  la 
Sociedad  en  cartera,  procedentes  de  las  subastas  veri Qcadaj  para  redu- 
cir ei  capital  con  que  venia  funcionando: 

Considerando  que  en  la  instrucción  de  este  expediente  se  han  oh- 
servado  las  prescripciones  legales; 

De  conformidad  con  lo  propuesto  por  el  Consejo  de  Estado  «n 

Vengo  en  autorizar  á  la  Sociedhd  establecida  con  el  título  de  Coai 
pa»M  Metalúrgica  de  San  Juan  de  Aleará»,  para  que  pueda  proroMr 
su  existencia  por  20  años,  á  contar  desde  1.*  del  corriente  mes  coo  ,1 
capiUl  social  de  un  millón  de  escudos,  y  regirse  por  los  estatutos  y  re- 
glamento consignados  en  la  escritura  de  31  de  Diciembre  del  año 
próximo  pasado. 

Dado  en  Palacio  ¿  veintiséis  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesen- 
ta y  seis. 

R,  «•     .     ^  „  ^^''^  ROBEICADO  DE  LA  Rbal  MANO. 

al  Ministro  de  Fomento. 

Maruil  de  Orovio.  « 

(Gaceta  de  28  de  Setiembre  de  4866;, 

CONSEJO  DE  ESTADO. 


Reales  decretos. 
Resolucimen  elpleito sobre  caducidad  de  lamina  Cuvier. 

Ooña  Isabel  11,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Conslitucion  de  la  Monar- 
quía española,  Reina  de  lasEspañas.  Al  Gobernador  y  Consejo  provin- 
cial de  Murcia,  y  á  cualesquiera  otras  Autoridades  y  personas  á  quie- 
nes toca  su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  de- 
cretar lo  siguiente: 

.  En  el  pleito  que  pende  en  grado  de  apelación  ante  el  Consejo  de  Es- 
lado,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Fidel  García  Lomas,  re- 
presentando á  la  sociedad  Antonio  Campoy  y  compañía,  demandante 
y  de  la  otra  mi  Fiscal,  á  nombre  déla  Administración  pública,  deman' 
dada,  sobre  caducidad  de  la  mina  Cuvier, 

Visto: 
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Visto  el  expedienl^e  guberoativo«  del  cual  resaltat 

Que  eo  14  de  Febrero  de  1865  acudió  D.  Manuel  Nartioez  y  Martí- 
nez al  Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia  con  una  solicitud  de  re- 
gistro pidiendo  que  se  le  concediera  una  pertenencia  noinera  con  el  titu- 
lo de  San  Vaicnlin,  correspondiente  á  la  mina  Cuvier,  que  se  bailaba 
abandonada;  y  el  Gobernador  decretó  en  el  mismo  dia  de  la  presenta-  , 
cion  de  la  solicitud  que  se  instruyese  el  oportuno  expediente  para  la 
declaración  de  caducidad  en  su  caso,  y  se  notificase  á  la  sociedad  con- 
cesionaria de  la  mina  Cuvier  este  acuerdo  á  fia  de  que  expusieralo  que 
creyere  convenirle: 

Que  D.  Rafael  Lario,  apoderado  de  la  compañía  Campoy,  concesio- 
oaria  de  la  mina  Cuvier,  manifestó  que  no  era  cierto  que  se  hallase 
abandonada  la  referida  mina,  toda  vez  que  en  la  misma  se  viene  tra- 
bajando con  mayor  numero  de  operarios  que  los  que  exige  la  ley:  y 
en  su  consecuencia  se  opuso  al  registro  de  la  miua  Cuvier^  que  con  el 
nombre  de  San  ValenlinhMa  hecho  D.  Manuel  Martínez: 

Que  pasado  el  expediente  al  Ingeniero  del  distrito,  manifestó  ésta 
en  19  de  Agosto  de  1863  que  reconocidas  las  labores  que  el  represen" 
tantede  la  mina  Cuvier  le  indicó,  halla  que  consisten  en  dos  galerías 
de  muy  poco  desarrollo  relolivamente  al  numero  de  años  que  han  tras> 
eurrido  desde  que  se  dio  la  posesión  de  la  perienencia,  y  en  otra  galería 
antigua,  y  que  por  su  estado  demuestra  que  no  se  ha  trabajado  en  ella 
en  los  óltimos  tiempos/deduciendo  de  todo  que  la  mina  Cuvier  no  ha 
estado  poblada  según  prescribe  el  art.  50  de  la  vigente  ley  de  1859: 

Que  el  Gobernador  de  la  provincia,  en  vista  del  informe  facultatiro 
confirmando  el  abandono  de  la  mina  Cuvier,  declaró  en  providencia 
de  12  de  Octubre  de  1863  la  caducidad  de  su  concesión,  según  lo  dis* 
puesto  en  el  art.  65  de  la  ley: 

Vista  la  demanda  prosentada  ante  el  Consejo  provincial  de  Murcia 
por  D.  Rafael  Lario,  en  nombre  de  la  sociedad  Cnmpoy  y  compañía» 
pidiendo  que  se  deje  sin  efecto  la  anterior  providencia  gubernativa,  y 
en  su  virtud  que  quede  subsistente  la  concesión  Cuvier: 

Vista  la  contestación  dada  á  la  demanda  por  el  Licenciado  D.  José 
Maria  H'^rrero,  nombrado  por  el  Gobernador  déla  provincia  de  Murcia 
para  representar  á  la  Administración,  solicitando  la  confirmación  del 
decreto  gubernativo  reclamado: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica  en  que  las  partes  esforzaron 
sus  respectivas  pretensiones: 

Vista  ía  prueba  testifical  presentada  por  la  sociedad  demandante* 
en  la  que  siete  testigos  manifestaron  que  desde  el  mes  de  Julio  de  1860 
hasta  Octubre  de  1804  se  babia  trabajado  con  cuadro  operarios  al  me* 
DOS  en  la  mina  Cuvier  haciendo  labores  formales  en  ellas,  que  solo  se 
interrumpieron  en  los  dias  festivos  y  varadas  úe  costumbre,  sin  que 
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todas  estas  suspensiones  reunidas  llegasen  ni  á  100  dias  en  cada  año: 

Vista  la  prueba  presentada  por  la  Administración^  por  consecuencia 
déla  que  el  Ingeniero  del  distrito  se  ratiQcó  en  el  informe  que  emitió 
coa  fecha  19  de  Agosto  de  1863  en  el  expediente  gubernativo: 

Vista  la  sentencia  del  referido  Consejo  provincial,  dictada  en  21  de 
Febrero  de  18(i5,  por  la  cual  se  declaró  válido  y  subsistente  el  decreto 
de  caducidad  de  la  mina  Cuvier^  que  perteneció  á  la  sociedad  coman- 
ditaria Antonio  Campoy  y  compañía,  dictado  por  el  Gobernador  en  12 
deOctuhredel8()3: 

Vistos  el  e^crito  de  apelación,  presentado  por  la  expresada  sociedad, 
de  la  anterior  sentencia;  y  el  auto  del  inferior  en  que  le  fué  admitida: 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelacio^n  presentado  ante  el  Consejo 
de  Estado  por  el  Licenciado  D.  Fidel  ira  reía  Lomas  con  la  pretensión  de 
que  se  revoque  la  sentencia  del  Consejo  provincial  en  razón  á  no  ha- 
ber méritos  bastantes  para  la  declaración  de  caducidad  que  contiene: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  en  que  solicita  la  con- 
firmación de  la  seutenria  apelada: 

Visto  el  auto  de  2  de  Setiembre  de  1885,  en  que  á  petición  de  Mi 
Fiscal  acordó  la  Sección  de  lo  Contencioso  que  se  hiciese  sabej^  la  exis* 
tencia  y  estddo  de  los  presentes  autos  al  denunciador  D.  Manuel  Martí- 
nez y  Martínez,  emplazándole  para  los  efectos  y  con  los  apercibimien- 
tes  oportunos: 

Visto  el  auto  de  9  de  Marzo  óltimo  de  la  misma  Sección,  por  el 
cual,  en  virtud  de  no  haber  comparecido  en  el  término  señalado  el  re- 
ferido Maitinez,  sin  ismbargo  de  ser  notificado,  convenientemente,  se 
le  decía  ró  decaido  de  su  derecho: 

Visto  el  art.  53  de  la  ley  de  minas,  según  el  cual  el  reglamento  se- 
ñalará la  labor  mínima  que  anualmente  debe  resultar  hecha  en  las  con- 
cesiones mineras: 

Visto  el  art.  70  del  reglamento,  en  que  Se  dispone  que  los  Ingenie- 
ros fijarán  en  cada  caso  particular  la  labor  minera  que  anualmente  ha 
de  resultar  en  cada  pertenencia  como  prueba  de  haber  estado  poblada 
con  arreglo  á  la  ley: 

Considerando  que  elinforme  facultativo  dado  en  el  expediente  ins- 
truido ante  el  Gobernador  déla  provincia  de  lllurcia,  ratificado  después 
en  la  via  contenciosa,  acredita  que  la  mina  Cuvier  no  ha  estado  pobla- 
da según  presbribe  el  arl.  50  de  la  ley  de  minas: 

Considerando  que  la  prueba  testifical  con  que  la  sociedad  deman» 
dante  ha  tratado  de  destruir  el  efecto  de  aquel  informe  no  es  la  que 
exigen  las  disposiciones  mencionadas,  pues  debiendo  contraerse  á  la 
labor  anual  que  el  Ingeniero  hubiese  señalado  previamente,  ni  la  so- 
ciedad  a-reditó  cuál  fuera  ésta,  ni  los  testigos  expreraron  la  que  se  bi* 
20.  si  noque  hablaron  vaga  y  genéricamente  de  un  periodo  de  más  de 
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coatro  vanos  sin  puntualizar  los  trabajos  hechos,  limitándose  á  decir  que 
se  habla  trabajado  ron  cuatro  operarios  al  menos  desde  Julio  de  486^^ 
hasta  Octubre  de  1864,  en  que  declararon; 

ConformáfidoniecuD  lo  cousultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruiz  de  la 
Vega,  Presidente,  D.  Joaquín  José  Casaus,  D.  José€aveda,  D.  Francis- 
co de  Luxan,  D.  SeraGn  E^tébanez  Calderón,  D.  Antonio  Escudero,  Don 
Juan  Chinchilla,  D.  Anterod.6  Gcharri,  D.  Leopoldo  Augusto  de  Cueto, 
D.  José  Rulz  de  Apodaca  y  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio, 

Vengo  eu  confirmar  la  sentencia  apelada. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  seis  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  8eis.=Está  rubricado  de  la  Real  mano.=El  Presidente  del  Consejo  de 
Mini«tros,  Ramón  Marta  Narvaez.*  - 

Publicación. =Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  reso- 
lución Gnal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
mismos,  se  notifiqué  en  forma  á  Jas  partes  y  se  inserte  en  la  Gacela. 
De  que  certifico. 

Madrid  Í3  de  Setieocbre  de  1866.=Pedro  de  Madrazo. 

{Gaceta  de  29  de  Setiembre  de  1866). 


Resolución  en  el  pleito  sobre  subsistencia  ó  nulidad  del  expe- 
diente de /a  mina  Nueva  Marte. 

Doña  Isabel  If ,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía española,  Reina  de  las  Españas:  A  todos  bs  que  las  presentes  vie- 
ren y  cuten'lieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento»  sa- 
bed: que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

•  Ea  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado,  en  primera  y 
única  instancia,  entre  partes  de  la  una  la  sociedad  Torre  y  compañía, 
demandante,  representada  por  el  Licenciado  D.  Simón  Sanios  Lerio,  y 
de  la  otra  mi  Fiscal,  ea  representación  de  la  Administración  pública, 
demandada,  y  coadyuvada  por  la  sociedad  García  Perujo,  interesado 
en  la  mina  Santa  Paciencia,  á  la  que  defiende  el  Licenciado  D.  Evaris- 
to Garda  Avienzo;  sobte  subsistencia  ó  nulidad  del  expediente  de  la. 
mina  Nueva  Marte: 

Visto: 

Vl^tOi  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  la  sociedad  Torre  y  compañía,  propietaria  de  la  mina  Marie^ 
sita  en  la  jurisdicción  de  la  villa  de  Ezcaray,  provincia  de  Logroño, 
acudió  al  (íobcrnador  de  la  referida  provincia,  en  28  de  Junio  de  1860» 
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manifestando  que  según  el  título  de  propiedad  que  se  le  había  expedir 
do  con  fecha  24  de  Junio  de  4859«se  la  concedieron  tres  pertenencias 
de  la  mencionada  mina;  y  pidió  la  ampTTaciun  de  otra  pertenencia,  á  , 
tenor  de  lo  prevenido  en  los  artículos  45  y  16  de  la  ley  de  minas  de  O 
<ie  Julio  de  1859: 

Que  pasada  á  informe  del  Ingeniero  la  solicitud  que  precede»  ma- 
nifestó éí^teque  según  el  espíritu  de  la  ley  de  minas,  no  pedia  admilir-' 
$e  como  ampliación  sino  como  un  nuevo  y  simple  registro;  y  habiendo 
pretendido  en  su  virtud  la  expresada  sociedad  Torre,  en  35  de  Seliem- 
iire  de  lUCO  que  su  solicitud  de  28  de  Junio  anterior  se  calificara  de 
simple  registro;  que  se  le  admitiera  el  depósito  de  500  rs.,  y  se  leditt- 
.se  la  pertfMiencia  con  el  nombre  ífueva  Marte,  acordó  el  Gobernador, 
después  deoir  al  i!<msejo  provincial  y  de  conformidad  con  'su  dictá- 
raeo,  en  27  del  mencionado,  mes  de  Setiembre,  que  se  retrotrajera  la 
.idmision  del  registro  al  28  de  Junio  referido,  debiendo  contarse  desde 
la  propia  fecha  la  preferencia: 

Que  según  aparece  del  expediente  de  la  mina  Sa^üa  Paciencia,  la 
sociedad  García  Perujo,  de  la  villa  de  Ezcaray,  registró  é  hizo  desig- 
nación en  20  de  Agosto  de  1800,  de  dos  pertenencias  mineras  con  el  re- 
ferido nombre  de  Santa  Paciencia,  dánáose  &  esta  solicitud  la  traimi- 
tacion  correspondiente  hasta  Ilegai  al  acto  de  la  demaicacion,  el  cual 
no  tuvo  efecto  por  haber  informado  el  Ingeniero,  en  20  de  Marzo  de 
1861,  que  la  mina  se  encontraba  comprendida  dontro  déla  demarca- 
ción de  I.)  Nueva  Marte,  declarada  más  antigua;  y  apoyándos^e  en  tales 
antecedentes,  acndió^al  Gobernador  la  sociedad  García  l^erujo,  en  \{. 
de  Octubre  de  1860,  en  solicitud  de  que  se  desestimara  el  registro  ad- 
oiitido  de  la  soci(=^dad  Torre,  con  fecha  27  de  Setiembre  citado,  retro- 
traído  á  la  del  28  de  Juüío  próximo  anterior,  y  que  se  colocase  en  su 
caso  en  la  fecha  de  su  ptiblícacionen  el  Botetin  opcíaláeh  provinria: 

Que  ésto  no  obstante,  llegó  ft  venfirarse  la  demarcación  de  la  mina 
registrada  con  el  nombre  de  Nueva  Marte,  operación  que  fué  después 
Teclíticada  de  orden  déla  Superioridad,  subsanándose  los  defectos  que 
la  Junta  superior  de  minas  había  notado;  y  elevados  al  Minislecio  de 
Fomento  ambos  expedientes,  recayó  Real  orden  en  18  de  Junio  de 
4864,  por  la  cual,  de  conformidad  con  lo  informado  por  la  Sección  de 
4¡obernacion  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  se  declaró  nulo  el  ex- 
pediente de  la  mina  Nueva  Marte,  y  se  mandó  seguir  por  lodos  sus  trá- 
mites el  de  la  titulada  Sania  Paciencia: 

Vista  la  denf>anda  presentada  ante  el  Consejó  de  Estado  contra  la  re- 
ferida Real  orden  por  el  Licenciado.  D.  Simón  Santos  Lerin,  en  repre- 
sentación de  la  sociedad  Torre,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque 
la  expresada  Real  resolución,  y  se  declare  válido  y  subsistente  en  to- 
das  sus  partes  el  expediente  de  la  sociedad  demandante: 
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Vista  la  coDtestacioD  de  mi  Fiscal,  pidiendo  la  coDÜrmacioD  de  1«^ 
Eeal  órdeD  reclamada: 

Visto  e)  escrito  del  Licenciado  n.  Evaristo  García  Avicnzo,  en  nom- 
bre déla  sociedad Garcia Perujo,  como  coadyuvante  de  la  Administra» 
^^i^OD,  pídi(M)do  al  Consejo  la  confirmación  de  la  misma  Real  órdeu: 

Vista  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859,  y  el  reglamei^to  dicta» 
do  para  su  ejecución,  cuya  disposición  15  de  las  generales  dice  tex- 
tualmente: <En  minería  no  se  adquirirán  derechos  si  se  prescinde 
de  la  estricta  observancia  y  puntual  cumplimiento  de  la  ley  y  regla- 
mento: > 

CoDsiderando  que  la  solicitud,  origen  de  este  pleito,  presentada 
por  la  Sociedad  demandante  en  28  de  Junio  de  41160  al  Gobernador  de 
Logroño,  ni  en  la  forma  ni  en  la  esencia  se  arregló  á  las  dispo:^icioneS' 
déla  ley  ni  del  reglamento  citados,  según  se  hizo  conocer  á  la  misma 
Sociedad  al  notifir-arla  el  informe  del  Ingeniero  Jefe  del  distrito: 

Considerando  que  al  subsanarlos  defectos  nie  que  dicha  instancia 
adolecía  sehabian  creado  derechos  en  favor  de  un  tercero  que,  arre- 
glándose estrictamente  á  la  ley,  babia /registrado  con  anterioridad  et 
terreno  que  como  ampliación  pretendió  la  Sociedad  demandante. 

Considerando  que  aqueila  subsanacion  posterior  no  pudo  igualar  la 
condición  del  qué  obró  fuera  de  la  ley  con  la  del  que  se  sujetó  á  ella», 
porque,  según  la  disposición  mencionada,  en  minería  no  se  adquieren, 
derechos  si  se  prescinde  de  la  estricta  observancia  déla  ley  y  del  re» 
glamento: 

Considerando  por  consecuencia,  que  no  habjeqdo  igualdad  dedere* 
chos,  la  prioridad  de  tiempo  en  una  gestión  nula  ó  ilegal,  uo  puede  dar, 
ninguna  preferencia,  ni  es  posible  tampoco  retrotraer  la  rectificación 
de  una  nulidad  á  la  época  en  que  se  cometió,  y  menos  en  perjuicio  de 
tercero: 

Considerando  que  el  requerimiento  autorizado  por  el  art.  64  de  la 
ley  se  contrae  al  caso  en  que  los  expedientes  de  registro  se  hayan  in- 
coado con  sujeción  á  la  misma,  y  solo  falte  alguno  de  los  requisitos 
que  ella  exige;  pero  no  cuando  se  ha  prescindido  completamente  de 
sus  disposiciones,  y  en  lugar  de  una  solicitud  de  registro,  se  ha  hecha 
otra  anómala  y  que  no  tiene  apoyo  legal; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contenciosa 
del  Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  Ü.  Domingo  Ruiz  de  la 
Vega,  -Presi  lente,  D.  José  Caveda,  D.  Francisco  d(^  Laxan.  D.  Antonia^ 
Escudero,  D.  Modesto  Lafuente,  D.  Antero  de  Echarri.  D.  Francisco  de- 
Cárdenas,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio  y  0.  Joaquín  Ef^cario, 

Vengo  en  confirmar  la  Real  orden  reclamada,  absolviendo  de  la  de* 
mando  á  la  Administración. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  seis  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenttN 
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7  seÍ9.=EsU  rubricado  de  la  Real  maQo.=El  Presidente  del  Consejo, 
de  ¡Hioistros,  Bamoii  liaría  Narvaez«* 

PublicaciOO.-sLeido  y  publícndo  el  anterior  Real  decreto  por  miel 
Secretario  general  del  Consejo  de  Gstado,  hallándose  celebrando  aa - 
diencia  pdblica  la  Sala  de  lo  Contencioro,  acordó  que  se  tenga  pomo 
resolociou  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  uoaá 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  GacB' 
la.  De  que  certiflco. 

Madrid  i3  de  Setiembre  de  1866.=sPedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de-  30  de  Setiembre  de  1866;. 


Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  ó  subsisteíma  de  la 
Real  orden  que  confirmó  el  decreto  del  Gobernador  que  des^ 
estimó  la  instancia  para  que  se  rectificase  la  demarcación 
de  las  minas  Belén  de  Salcedo  y  la  llamada  Justicia 

Duna  Isabel  11,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Síonar- 
quia  española,  Reina  de  las  Españas:  A  todos  los  que  las  pre^enteb  vie* 
ren  y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento, 
sabed:  que  be  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

•  En  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  úni- 
ca instancia,  entre  partes,  de  la  una  la  Sociedad  minera  titulada  Belén 
de  Salceda,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Julián  de  Zaro,  deman- 
dante,' y  de  la  otra  la-  administración  general  del  Estado,  representa- 
da por  mi  Fiscal,  demandada  y  coadyuvada  por  las  Sociedades  intere- 
sadas en  Ibs minas  La Gloriay  La  Justicia,  defendidas  respectivameo- 
le  por  los  Letrados  D.  Domingo  Rivera  y  D.  Cristóbal  Campoy  Navar- 
ro; sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  Real  orden  de  G  de  Abril  de 
1864,  confi'-matona  del  decreto  dictado  por  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Alroeria,  que  desestimó  la  instancia  de  la  Sociedad  Belén  de 
Salcedo^  para  que  se  rectificase  la  demarcación  de  esta  mina  y  de  la 
llamada  Jusiiciai 

Visto; 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  24  de  Febrero  de  1840  registró  D.  Juan  de  Salcedo  una  mi- 
Da  con  el  nombre  de  Belén,  sita  en  el  término  de  Cuevas,  de  la  proTin- 
cia  de  Almería,  y  habiendo  seguido  el  expediente  todos  sus  trámites 
con  arreglo  á  la  legislación  de  1835,  tuvo  efecto  la  demarcación  en  17 
de  Febrero  de  1811  y  su  aprobación  en  24  de  Abril  de  1843;  apare- 
ciendo en  cuanto  á  la  mina  Justicia»  que  fué  demarcada  en  1852,  pre- 
cia citación  y  ^in  protesta  ni  oposición  alguna  por  parte  de  la  mina 
Betefi  de  Sakedo^  que  era  más  antigua: 
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Que  en  Noviembre  de  1080,  D.  Esteban  Pérez,  representante  de  )» 
"Socieúaá  Belén  de  Salcedo ,  Si}\ic\i6  del  Gobernador  de  la  expresada 
proTincia  que  se  rectificase  su  demarcación,  fundándose:  primero,  en 
•que  hacía  algunos  años  que  entre  las  minas  Virgen  del  Mar  y  San  Ga^ 
britl  Fe  siguió  pleito  obre  pertenencia  de  xin  reducido  terreno,  habién- 
dose faltado  á  favor  de  la  prioiera,  como  más  antigua  que  San  Gabriel: 
segundo,  en  que  la  desmeoibracion  del  terreno,  que  fué  consecuencia 
<ie  aquel  fallo,  no  se  tuvo  presente  aldemarcará  SanGabrieU  sino  que 
se  tomó  de  la  mina  Belvn  de  Salcedo,  en  su  ancho,  una  faja  de  200  va- 
ras de  longitud  por  14  de  latitud:  y  tercero,  en  que  posteriormente,  la 
mina  Justicia ^  mas  moderna  que  todas  las  mei)Cion«idas,  se  ¡rc brepuso 
por  otro  error  á  la  mina  Beleti  de  Salcedo,  de  que  resultó  que  la  per- 
teDencia  de  esla  última  quedó  reducida  á  menor  espacio  del  que  se  la 
concedió: 

Que  ú  presencia  del  reclamante  y  de  los  interesados  eolias  minas 
Justicia  y  otras  colindantes,  el  Ingeniero  Jefe  del  distrito  practicó  en 
I)  de  Abril  de  1861  un  deslinde  de  las  mismas,  señalando  e  por  sus 
concesionaiios  las  bocas  minas,  puntos  de  partida  de  sus  respectivas 
demarcaciofies,  sin  oposición  alguna:  de  que  resultó  que  la  mina  JuS' 
ticia  se  sobreponia  á  la  de  Belén  de  Salcedo  en  una  fija  de  80  varas  de 
longitud  por  IG  de  latitud,  y  que  esta  invadia  á  su  vez  terrenos  de  la 
mina  San  Gabriel:  y  después  de  haber  expuesto  las  minas  Justicia  y 
Belén  de  Salcedo  lo  conveniente  á  sus  derechos,  dictó  providencia  ei  Go- 
bernador ue  la  provincia,  por  la  Cual,  de  conformidad  con  lo  informa- 
do por  el  Consejo  provincial,  desestimó  la  instancia  del  representante 
áe  Belén  de  Salcedo,  y  mandó  continuar  lai»  demait;aciones  como  se 
encontraban,  debiendo  permanecer  los  hitos  de  la  Juslicla  en  donde  se 
establecieron  ruando  fué  demarrada,  sin  perjuicio  de  que  el  dueño  de 
Belén  de  Salcedo  ejercitase  el  derecho  de  que  se  creyese  asistido  para 
que  el  canon  de  superficie  se  redujese  en  proporción  á  las  varas  á^ 
terreno  qne  le  faltasen  de  las  fijadas  en  la  concesión: 

Que  habiéndose  alzado  de  la  precedente  providencia  la  Sociedad 
Belén  de  Salcedo,  se  mandó  por  el  Ministerio  de  Fomento,  de  acuerdo 
con  lo  propuesto  por  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo 
de  Estado,  que  se  levantara  un  plano  general  de  apeo  de  todas  las  mi- 
nas colindantes,  designando  en  el  mismo  las  demarcaciones  actuales 
caalésqoieía  que  fueran  las  superposiciones  qué  produjesen,  é  indi- 
cando al  propio  tiempo  las  respectivas  posiciones  que  debieran  ocupar 
guardando  el  orden  de  propiedad,  lo  cual  tuvo  efecto;  y  en  su  tf^ista,  y 
de  lo  nuevamente  inCormado  por  la  referida  Sección -de  Gobernación  y 
Fomento  del  Consejo  de  Estado  y  por  le  Junta  superior  facultativa  de 
Mioa«,  se  expidió  Real  orden  pn  6  de  Abril  de  1864,  por  la  cual,  de  con» 
formidad  con  estos  dictámenes,  se  desestimó  la  reclamación  hecha  por 
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^  interesado  eo  la  mina  Belén  de  Salcedo,  y  se  confirmó  el  referido 
decretü  del  Gobernador,  mandando  continuar  y  respetar  las  demarca* 
cíonev<  lal,  como  existían  y  habían  sido  conseniidas.  sin  perjuicio  del 
derecho  que  pueda  asistir  á  los  interesados  para  que  el  canon  de  la  su- 
pertícíe  se  redujese  en  proporción  de  las  varas  de  terreno  que  afecti- 
vamente faltasen  de  las  que  fueron  señaladas  en  la  demarcación. 

Vista  la  dera.^nda  que  contra  la  precedente  Real  orden  presentó  an- 
te el  Consejo  de  Estado  la  Suciedad  dueña  de  la  mina  Belén  de  Salcedo, 
^epre^entada  por  el  licenciado  D.  Julián  de  Zaro,  con  la  pretensión  de 
que  se  revoque  la  expresada  Real  resolución  y  se  obligne  á  la  mina 
Justicia  á  que  deje  libre  el  terreno  que  sobrecargó  en  la  de  Belén  de* 
Salcedo,  y  á  que  rectifii|ae,  ^i  es  posible,  sus  ¡imites,  extendiéndoi^e 
por  otro  terreno  franco,  para  evitar  los  dos  sobrecargos  de  la  Justicia 
j  de  Belefi  de  Salceda: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fisc&l,  en  que  pide  que  se  confirme  la 
Real  orden  reclamada: 

Vistos  los  escritos  presentados  respectivamente  por  los  Letrados 
D.  Donrgo  Rivera  y  D.  Cristóbal  Campoy  Navarro,  en  nombre  de  las 
Sociedades  dueñas  de  las  minas  tituladas  La  Gloria  y  La  Justicia,  CO' 
mo  terreras  Intere.^ada^:,  mostrándose  parte;  y  el  auto  de  la  Sección  de 
lo  Contencioso  del  expresado  Consejo,  en  que  sus  representado  ríes 
fueron  admitidas  en  concepto  de  coadyuvantes  de  la  Administra- 
ción : 

Vistos  los  que  después  h^n  introducido  lo<i  mismos  en  contestación 
á  la  demanda,  pretendiendo  que  se  confirme  la  expresada  Real  orden: 

Visto  el  art.  53  del  reglamento  de  rninas  de- 1849,  que  señala  el  tér- 
mino de  60  dias  improrogabies  para  hacer  o{>osicion  á  un  registro: 

Vi^to  el  art.  55,  que  dispone  que  para  U  demarcación  sean  citados 
los  dueños  de  las  minas  colindantes: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  Marzo  de  1852,  en  cuyo  art.  12  se  dis- 
pone que  los  dueños  de  minas  colindantes  que,  citados  para  la  demar- 
cación, dejaran  de  concurrir,  no  podrán  alegar  su  falta  de  asistencia 
como  circuustancia  que  invalide  el  actc: 

Vi«tu  la  Real  orden  de  24  de  Agosto  de  165 f,  en  que  se  determinó 
que  los  interesados  que  después  de  haber  sido  citados  no  concurriesen 
á  presenciarlos  actos  de  reconocimiento  ó  demarcación,  deberían  ate- 
nerse alo  qjie  resultara  de  las  operaciones  é  informes  facultativos,  sin 
poder  inV(<lidar  ó  reclamar  contra  dichos  actos: 

Considerando  que  el  dueño  de  la  mina  Belén  de  Salcedo  asistió  á  la 
demarcación  de  la  llamada  Justicia  sin  hacer  contra  ella  en  el  acto 
protesta  alguna,  ni  reclamaren  el  largo  espacio  de  ocho  años,  dando 
asi  lugar  á  su  establecimiento  definitiva,  y^al  de  otras  minas  más  mo  - 
demás,  de  modo  que  nopodria  hoy  verificarse  la  rectificación  que  so- 
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licita  sÍD  UD  completo  trastorno  de  todo  el  distrito  mioero,  y  sin  ofen- 
sa de  derechos  creados  por  consecuencia  de  tal  silencio: 

Considerando  que  qjedarian  frustrados  los  fines  de  las  disposicio» 
ne'  legales  antes  citadas,  y  eo  perpetua  inseguridad  la  propiedad  mu 
ñera,  lo  mismo  si  fuese  lícito  reclamar  sin  tiempo  limitado,  contra  ona 
demarcación  conseotida  y  no  protestada  en  el  acto,  que  si  se  admitie- 
sen oposiciones  á  los  registros  fuera  de  los  plazos  señalados: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Esiado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruic  de  la 
Vega,  Presidente,  D.  Joaquín  José  Cassaus,  D,  José  Caveda^  D.  Fran- 
cisco Luxáii,  D.  Serafín  Estcbanez  Calderón,  D.  Antonio  liiscudero,  Don 
Juan  Chinchilla,  D.  Antero  de  Echarri,  D.  Leopoldo  Augusto  de  Cueto*., 
',D.  José  Ruiz  de  Apodaca  y  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio, 

Ven$;oen  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración  y  en  confir- 
marla Real  orden  contra  la  cual  se  interpuso. 

Dddo  en  Zdtauz  á  i6  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis.=s 
Está  rubricarlo  de  la  Real  mano.=El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  Maria  Narraez.» 

Publicación. =Leido, y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  g'^neral  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Conieucioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
lo&  mismoi>,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gace- 
ta. 9e  que  certifico. 

Madrid  13  de  Setiembre  de  l866.=Pedro  de  Madrazo. 

(Gacela  de  8  de  Octubre  de  1866;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  orden  sobre  abono  de  los  honorarios  que  devenguen  los 
Abogados  defensores  de  la  Administración  en  los  negocios 
conlensiosos  de  minas  ante  los  Cons^os  provinciales. 

Eicmo.  Sr.:  He  dado  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  la  instancia 
presentada  en  este  Ministerio  por  D.  Teodoro  Pérez  del  Camino,  Aboga- 
do del  ilustre  Colegio  de  esta  corte,  solicitando  que  en  atención  á  na 
existir  cantidad  alguna  en  el  presupuesto  general  del  Estado  para  sa- 
tisfacer los  honorarios  que  devenguen  los  Abogados  defensores  de  la 
Administración  en  los  negocios  contenciosos  de  minas  ante  los  Conse- 
jos de  provincia,  se  disponga  su  abooo  con  cargo  á  los  presupuestos 
proviociales  ó  á  las  partidas  de  imprevistos  de  los  mismos,  según  se 
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acordó  con  relación  á  los  negocios  de  agricultura  por  Real  orden  de  28 
de  Febrero  ultimo,  dictada  de  conformidad  con  el  parecer  de  las  Sec- 
ciones de  Gobernación  y  Fomento  y  Estado  y  Gracia  y.  Justicia  del 
Consejo  de  Estado.  En  su  virtud:  teniendo  en  cuenta  la  certeza  de 
los  fundamentos  alegados,  y  considerando  que  pudiendo  repetirse  con 
frecuencia'  estos  casos  por  la  facultad  que  concede  á  los  Goberna- 
dores el  art.  92  de  la  ley  para  el  régimen  de  las  provincias,  no  es  jus* 
toque  dejen  de  satisfacerse  los  honorarios  que  se  devenguen  por  no 
exi^tir  consignada  en  el  presupuesto  general  del  Estado  ninguna  canti- 
dad para  este  servicio,  S.  II.  se  ha  servido  disponer  que  los  honora- 
rios del  Abogado  reclamante  y  los  demás  que  se  hallen  ó  puedan  ha- 
liarse  en  idéntico  caso,  se  incluyan  para  su  pago  en  los  respectivos 
presupuestos  provinciales,  ó  se  satisfagan  de  las  partidas  deimprefis- 
tos  consignadas  en  los  mismos. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  B.  para  su  conocimiento  y  efectos  consi- 
guientes. Dios  guarde  i  V.  E.  muchos  años.  Madrid  5  de  Octubrt 
de  1866. 

Orovio. 
Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  deiZde  Octubre  de  1866^. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación^ 
propuesto  en  el  pleito  sobre  servidumbre  y  derecho  de  bus- 
car aguas. 

En  la  villa  y  corte  de  Bfadrid,  á  i5  de  Octubre  de  i866.  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguido  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Mataré  y, en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audien- 
cia de  B.ircelona  por  D.  Jaime  ValentI,  con  D.  Narciso  Liado  y  Doña  Jo- 
sefa BeJIsolell,  sobre  servidumbre  y  derecho  de  buscar  aguas: 

Resultando  que  en  !4  de  Enero  de  17'J7  el  Intendente  de  Cataluña 
otorgó  escritura  Á  favor  de  Martin  Viver  y  su  mujer  Rosa  Viver  y  Ma- 
llol,  dueños  de  una  heredad  llamada  Mallol  de  Munt,  en  término  de 
San  Feliu  de  Cabrera,  concediéndoles  en  enfitéusis  y  por  cierto  canon 
la  facultad  de  valerse  del  agua  que  manaba  de  una  mina,  que  de  tiem- 
po iomenjorial  se  hallaba  dentro  de  la  expresada  heredad,  para  el  uso 
de  ella  y  riego  de  los  huertos  de  la  misma: 

Resultando  que  D.  José  Antonio  Valentí  y  D.  Francisco  Valentí  y 
Fuig  solicitaron  en  el  citado  año  de  4797,  que  se  les  concediera  licen- 
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cía  para  buscar  y  recoger  las  aguas  que  se  hallasen  en  toda  la  piezas 
de  tierra  de  su  propiedad,  llamada  Lo  Guilar  Gros  Dpu  Sagrera.y 
loda5  las  que  se  haI.la^e^  y  pudiesen  recqger  en  el  tórrenle  que  pasaba 
por  el  pié  de  dicha  pieza  de  tierra,  acuitándoles  para  hacer  las  minas, 
f  xravaciones  y  demás  necesario;  y  que  opuestos  á  la  concesión  h  s  ei» 
presados  consortes  Viver,  por  ser  perjudial  á  la  que  se  les  4)abia  con- 
redidoen  17Ü7,  se  mandó  eu  10  de  Setiembre  de  1802  otorgar  á  favor 
de  los  expresados  Valentf,  y  á  los  que  en  su  derecho  sucedieren,  la  fa- 
c'illad  ptivattvA  que  solicitaban: 

Resultando  que  en  25  de  J'unio  de  1842  otorgaro'i  escritura  D.  Nar- 
ciso Liado  y  I).  Miguel  Yiver  y  Mallol,  en  la  que  refiriendo  que  tenían 
construidas  sus  respectivas  minas  de  agua  viva  en  el  torrente  llamada 
de  (iui1ar,en  virtud  de  conccsioDes  que  habían  obtenido  del  Real  Pa- 
trimonio, y  que  el  primero  había  acudido  al  Juzgado  quejándo^^ede  la 
obra  que  el  segundo  habla  ejecutado,  y  con  la  cual  le  privaba  de  las 
aguas^  transigieron  dicho  pleito,  conviniendo  en  que  las  dos  minas 
construidas  en  dicho  torrente  sf  hiciera  una  sola,  por  la  cual  se  diri- 
gieran todas  las  aguas  para  los  dos  interesados,  que  serian  comunes  á 
ambos,  disfrutándolas  por  mitad. en  la  forma  que  convinieron,  y  satis- 
faciendo en  la  misma  propordon  los  gastos  que  ocasionase: 

Resultando  que  en  f4  de  Noviembre  de  !838  fué  rerratada  en  publica 
subasta  porD.  Antonio  José  una  pieza  de  tierra  llamada  lo  Guilá,  que 
habia  pertenecido  al  suprimido  convento  de  Carmelitas  calzados  de  Ma- 
taró,  lindando  con  terreno  de  D.  Juan  Mallol  y  con  el  torrente  llama- 
do del  Guilar,  remate  que  cedió  á  D.  Jo^é  Valentf,  á  quien  se  adjudicó* 
la  Anca,  otorgándose  la  correspondiente  escritura  en  30  de  Setiembre 
dn  1846  á  favor  de  su  hijo  y  heredero  D.  Jaime  Valentf,  sin  que  se  ex- 
prese en  ella  que  estuviese  afecta  á  gravamen  alguno: 

Resultando  que  con  ptesentacion  de  esta  escritura  entabló  dendian* 
da  dicho  Jaime  Valentí  en  5  de  Agosto  de  1860,  exponiendo  que  sin 
embargo  de  que  la  citada  ñnca  la  habia  poseído  dicha  Comunidad,  de 
quien  procedía,  libre  de  todo  gravamen,  y  de  que  en  el  mismo  con- 
cepto la  habia  adquirido,  resultaba  que  se  hallaba  atravesada  por  una 
cañerfa  que  constituía  una  servidumbre  de  acueducto,  debida  á  que 
el  Real  Patrimonio  habia  concedido  en  1774  á  José  Casáis  la  facultad 
de  pasar  por  la  referida  ñuca,  por  medio  de  una  mina  de  conducción 
de  agua  que  habia  en  terreno  superior  de  propiedad  de  aquel,  que  de- 
bía satisfacer  los  daños  que  con  ello  ocasionase:  que  además  el  derLan- 
dante  poseía  ya  entonces  una  mina  de  agua  de  la  cual  se  introducía  un 
ramal  en  una  pequeña  parle  de  su  propiedad  nombrado  lu  Guild  que 
en  el  año  de  1858  habia  prolongado  dentro  de  la  misma  finca,  sin  in- 
tención de  utilizar  otras  aguas  qiíe  las  que  le  pertenecía k  eu  su  terre- 
no, estando  en  su  derecho  al  veríQcarlo:  que  á  pesar  de  ello  D.  Narciso 


1 


Lladó  y  DoDS  Josefa  Bellsolell  de  Viver,  titulándose  poseedores  de  di- 
cha cañería  y  del  agua  que  por  ella  discurría,  babiau  promovido  un 
itaeriiictode  despojo  contra  el  demaudante,  bajo  el  supuesto  de  que 
roii  el  pedazo  de  mina  que  había  construido  babia  abftorbido  parte  de 
^«jnella  agua«  interdicto  que  habla  sido  estimado,  maadáodole  reponer 
Ia$  cosaa^l  estado  que  antes  tenia;  y  deduciendo  como  fundamentos  !e- 
gales,  la  facultad  que  el  dueño  de  una  cosa  tenia  de  utilizarse  de  todos 
!os  productos  de  ella,  y  como  uno  de  ellos  del  agua  subterránea  que 
fluia  en  la  misma,  suplicó  se  declarase  q'ie  la  servidumbre  que  los  de- 
mandados pretendían  tener  sóbrela  expresada  pieza  de  tierra,  era  sim- 
plemente de  acueducto  ó  conducción,  y  qu«i  por  consecuencia  no  po- 
dían impedir  las  obras  practicadas  p6r  el  demandante,  ni  cualesquiera 
otras  que  quisiera  practicar  para  recoger  y  utilizar  todas  las  aguas  que 
nacían  y  discurrían  en  su  finca,  en  uso  del  dominio  que  sobre  la  mis- 
ma le  compelía,  habiendo  además  de  destruir  ó  reparar  á  su  costa 
cualquiera  trozo  de  la  mencionada  mina  ó  cañería,  en  el  cual  se  absor- 
bieran las  aguas  en  toda  la  extensión  qtio  atravesaba  de  la  repetida 
pieza  de  tierra,  de  manera  que  en  toda  ella  pudiera  solo  servir  de  con»^ 
duccion  al  acueducto:  condenándoles  por  último,  á  reponer,  también  á 
su  costa,  las  obras  practicadas  por  el  demandante  al  ser  y  estado  en 
que  se  encontraban,  dado  caso  que  fueran  destruidas  en  todo  ó  en  parte- 
por  resultado  de  dicho  interdicto: 

Resultando  que  los  demandados  contestaron  á  la  demanda,  expo- 
niendo que  la  mina  objeto  de  este  pleito  era  la  deque  trataba  la  Ileen-^ 
cía  concedida  en  4797  á  favor  de  los  consortes  Viver  y  Mallol,  y  por 
consiguiente  enteramente  distinta  de  la  que  podría  construir  José  Ga- 
sa] en  virtud  de  la  concesión  que  decia  el  demandante  había  sido  otor 
gada  en  1774,  de  modo  que.  aunque  la  última  fuese  de  mera  condición 
al  pasar  por  el  terreno  del  demandante,  debería  respetarse  y  no  podría 
perjudicarse  la  primera  que  tenia  y  habia  tenido  siempre  mayur  extea* 
sion:  que  era  inexacto  que  el  demandante  tuviese  ramal  alguno  cons- 
truido en  la  pieza  de  tierra  que  fué  de  dicha  comunidad  de  Gaimeliías^ 
sino  que  había  construido  dos  nuevos  ramales,  extendiendo  las  obras 
más  allá  de  la  peña  llamada  fü.^guer,  y  absorbiendo  con  ello  y  con  la 
mayor  profundidad  que  habia  dado  í  aquellas,  comparada  con  la  que 
tenia  la  mina  de  los  demandados,  el  agua  que  salía  por  las  grietas  de 
la  citada  peña,  que  habia  desaparecido  en  seguida,  aumentándose  el 
caudal  de  las  de  aquel,  feliando  con  ello  abiertamente  á  lo  que  sus  pa- 
dres habían  convenido  en  la  escritura  de  concordia  de  1842,  y^á  lo  que 
además  se  había  determinado  judicialmente  en  11202,  que  habia  sido 
consentido  por  aquellos,  atacando  por  ü*timo  el  dominio  ó  derecho  que 
en  dícbss  aguas  tenían  adquirido  los  demandados,  y  de  que  habían  es» 
tado  constante  y  pacificamente  en  posesión  desdé  dicha  época  y  desd» 
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tiempo  inmemorial;  y  oponi  endo  en  su  viriud  las  excepciones  de  domi- 
nio, de  cosa  juzgada  y  d  e  falta  de  acción,  proponiendo  además  rccon*. 
Tinción  para  que  se  mandare  al  actor  la  destrucción  de  dichas  obras» 
pidieron  que  se  les  absolviese  de  la  demanda^  mandándose  además  que 
destruyeselos  dos  trazos  de  mina  que  hnbia  const  ruido  en  el  año  de 
1B58,  en  todo  aquello  que  estuviese  más  allá  de  lo  que  se  le  habia  per- 
mitido y  señalado  en  la  conf*esion  de  4802: 

Resultan  do  que  practicada  por  las  partes  prueba  pericial  y  de  tes- 
tigos, dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  coa 
las  costas  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  Barcelona  en  4  de 
Julio  de  1865,  declarando,  rué  la  mina  que  los  demandados  teniaa 
construida  en  la  pieza  de  tieria  propia  del  demandante  era  simplemen* 
te  de  conducción  y  no  de  absorción:  que  este  tenia  der-'cho  de  minar 
en  su  propiedad  para  recoger  y  utilizarse  de  las  aguas  vistas  ó  subter- 
ráneas que  en  la  misma  existiesen,  y  en  su  consecuencia  cotitinuar  ó 
prolongar,  si  lo  creía  conveniente,  la  mina  que  atravesaba  las  piezas  de 
tierra  Gmlar  Grosden  Sagarra  y  de  los  frailes  carmelitas,  situadas  en 
término  de  Cabrera,  condenando  á  los  demandados  á  reponer  á  su  cos- 
ta Xas  cosa":  al  ser  y  estado  que  tenian  al  promover  el  interdicto;  fun- 
dándosela sentencia:  i..**,  en  que  los  demandados  no  habían  justlQcado 
ningún  derecho  á  aprovechar  las  aguas  de  la  finca  del  demandante,  y 
sf  solo  que  tenian  una  mina  de  conducción,  y  que  la  concesión  hecha 
¿  sus  causantes  solo  fué  para  aprovechar  las  aguas  que  existían  en  su 
propiedad,  ó  más  bien  para  continuar  usándolas  como  lo  hacían  desde 
tiempo  inmemorial:  y  S.**,  en  que  estaba  también  justificado,  que  los 
derechos  de  que  el  demandante  usaba  para  la  piolor<gacion  de  su  mina 
eran  para  su  aprovechamiento,  y  no  con  intención  de  perjudicar  la  de 
los  demandados: 

Resultando  que  éstos  interpusieron  recurso  de  casación  citando 
como  infringidos  el«  principio  Pacia  sviH  servútida^  sancionado  por 
varias  decisiones  de  este  Suprenio  Tribunal,  y  entie  ellas  las  de  7  de 
Octubre  y  22  de  Noviembre  de  r.:64,  y  U  ley  l.\  tit.  i.',  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación,  pues  el  demandante  habia  consentido  tácita 
y  expre^amente  á  los  recurrentes  las  aguas  de  sus  tierras,  ó  el  dere- 
cho de  apropiación  de  cuantas  hubiese  y  se  encontrasen,  asi  que  su  mi- 
na no  era  ya  solo  de  conducción,  sino  también  de  absorción: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  Ortiz  de  Zúiiiga: 
Consideratidoque  tanto  el  principio  de  derecho  Pacta  sunl  servan^ 
düy  respetado  siempre  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  como  la 
ley  i.*,  tit.  i',  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  consigna  el 
precepto  de  que  las  obligaciones  son  eficaces  en  la  manera  que  parezca 
haber  sido  contraídas,  suponen  necesariamente  la  existeficia  de  la  con- 
vención ó  pacto  que  produzca  legal  mente  el  efecto  civil  de  obligar: 
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Considerando  q«c  5egñn  la  npreciacion  de  las  pruebas,  hecha  por 
la  S»la  jfizgadora,  y  contra  la  cnal  ninguna  infracción  se  ha  alegado, 
lo»  rer iirreiites  no  han  justificado  el  derecho  que  suponen  tener,  y  se  ha 
prohado  que  el  demandante  ha  usado  legítimamente  del  suyo;  de  donde 
se  sigue  que  no  han  sido  infringidas  ij>  ley  ni  la  doctrina  citada; 

Fa)fon)«s  que  debemos  de^Marar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
corso de  casación  propuesto  por  dichos  demandados,  á':;uienes  con- 
denamos en  las  costas  con  avreglo  á  la  ley,  y  en  K^  pérdida  de  la  can- 
tidad depositada,  que  se  distribuirá  como  la  misma  determina;  devol- 
viéndose los  autos  á  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  Barcelona 
con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  ]f  Coleccian  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =Juan  Martin  Carra- 
molino.srManuel  Ortiz  de  Zúñiga.='Tomás  Huet.=Eusebio  Morales 
Pttidehan.=Mnnnet  José  de  Posadillo.=Gregoiio  Juez  Sarmiento.= 
José  Marfa  Herreros  de  Tejada. 

Publicación. =:Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Eicino.  é  limo.  Sr.  D.  Manuel  Ortiz  de  Zdñiga,  Ministro  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pdblica  en  su 
Sala  primera.  Sección  segunda,  el  dia  de  hoy,* de  que  certifico  cpmo 
Escribano  de  Cámara. 

Madrid  15  de  Octubre  de  1fi66.=: Gregorio  Camilo  García. 

(Gaceta  de  {9  de  Octubre  de  1866). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  orden  concediendo  autoritdcion  para  alumbramiento  de 
aguas. 

Eicmo.  Sr.:  Visto  el  nuevo  proyecto  presentado  por  D.  ManuelGu- 
tems  á  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  49  de  Enero 
ultimo  con  objeto  de  alambrar  400  litros  de  agua  por  segundo  en  la 
cuenca  baja  del  Llobregat,  cerca  de  San  Raudilio;  teniehdo  presente  lo 
informado  por  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos;  y 
de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  general;  S.  M.  la  Reina 
(Q.  D.  G.}  ha  resuelto  autorizar  al  referido  D.  Manuel  Gutera  para 
practicar  elindicado  alumbramiento  en  el  punto  designado  en  el  pro- 
yecto presentado,  con  sujeción  á  las  cláusulas  siguientes: 

4.*    Las  minas  de  alumbramiento  y  reunión  de  las  aguas  se  construi- 
rán con  arreglo  á  las  indicaciones  hechas  por  la  Junta  Consultira  de 
Sección  adhiristrativa.— T.  III.  4 


—  so- 
Caminos  en  sa  informe  de  14  de  Setiembre  último,  é  cuyo  efecto  se 
presentará  el  estudio  facultativo  reformado  é  la  aprobación  superm. 

2.'  Alumbrados  que  sean  los  4QQ  litros  de  agua  por  segundo*  é  in* 
sistiendo  el  interesado  en.  abastecer  los  pueblos  del  llano  de  Barceiona» 
deberá: 

1.*  Reformar  el  proyecto  de  conducción  y  distribución  en  los  térmi- 
nos indicados  por  la  imencionada  Junta. 

^.*    Jüstiñcar  en  debida  forma  la  buena  calidad  del  agua  para  el 
1)90  á  que  se  la  destinp. 
.  S.*    Presentar  también  á  la  aprobación  superior  el  pliego  de  condi- 
ciones acerca  del  modo  y  forma  de  enajenar  las  aguas  á  los  usuarios, 
con  la  tarifa  de  precios  correspondiente. 

Y  4.*  Fijar  el  módulo  necesario  para  evitar  la  coüduccion  de  mayor 
cantidad  que  la  solicitada. 

3/  La  presente  autorización  se  otorga  sin  perjuicio  de  los  aprove 
chamientos  concedidos  hasta  el  dia  en  puntos  inferiores  del  rio  Liebre* 
gat,  y  de  los  que  en  todo  su  trayecto  pueda  conceder  el  Gobierno  con 
arreglo  á  la  ley,  sin  que  el  intere«ado  tenga  derecho  á  oponerse  á  que 
se  ejecuten  las  obras  de  alumbramiento  ó  de  cualquiera  otra  naturale- 
za para  completar  la  dotacioi\  del  canal  de  la  derecha  del  citado  rio. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  su  inteligencia  y  efectos  oportu- 
nos. Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  15  de  Octubre  dé  1866. 

Orovio. 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gacela  de  22  de  Octubre  de  18G6;. 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Real  Orden. 

Resolución  en  el  expediente  instruido  con  motivo  de  hallarse 
comprendidos  en  dos  distintas  partidas  del  Arancel  de 
A  duanas  los  tubos  de  plomo . 

Excmo.  Sr.:  Visto  el  expediente  instruido  en  esa  Comisión  Regia 
con  motivo  de  hallarse  comprendidos  en  dos  distintas  partidas  del  Aran* 
cel  de  Aduanas,  para  adeudar  derechos  diferentes,  los  tubos  de  plomo; 
Vista  la  redacción  de  las  partidas  563  y  GOO  de  dicho  documento: 
Considerando  que  al  publicarse  la  Real  orden  de  10  de  Junio  de 
11105,  que  adicionó  el  Arancel  de  18G2  con  una  nueva  partida  para  los 
tubos  de  plomo  y  las  manufacturas  análogas  del  citado  metal,  quedó 


k; 


«derogada  la  parte  relativa  á  los  mismos  eo  la  partida  563  del  indicado 
Arancel  de  ltt<i^,  por  lo  caal  debieron  haberse  eliminado  los  lubos  de 
plomo  de  la  partida  6C0al  redactarse  el  qae  ahora  rige! 

Considerando  ((ue  la  duplicidad  cíe  derechos  de  que  se  trata  reeono- 
ce  por  origen  una  equivocación  involuntaria  que  es  conVeoieote  corre* 
-gir,  tarifando  los  tubos  de  plomo  cou  el  derecho  asignado  por  la  Real 
orden  de  10  de  Junio  de  1865,  ó  sea  el  que  flgura  en  la  partida  563  del 
Arancel  vigente; 

La  Reina  (Q.  í).  6.),  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  V.  E.,  ha 
tenido  á  bien  disponer  que  se  suprima  en  la  partida  660  la  palabra  pío* 
^no  con  referencia  á  los  tubos. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  los  efectos  consiguientes.  Dlo| 
guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  16  de  Octu()re  de  IH66. 

Barzahallava. 
Sr.  Comisionado  Régio«  Inspector  de  la  Dirección  general  de  Impuestos 
indirectos. 

(Gaceta  de  i."  de  Nommbre  de  1666). 


MINISTERIO  DE  FOMEÍÍTO. 


í{eal  orden  resolviendo  la  consulta  elevada  sobre  si  lasf  Escfi'^ 
turas  de  Sociedades  mineras  han  de  ser  inscritas^  en  el  Re' 
gistro  publico  de  la  provincia . 

.  Eicmo.  Sr.:  En  virtud  de  lo  acordado  (or  Real  orden  de  29  de  Abril 
de  1S64,  las  Secciones  reunidas  de  Gobernación  y  Fomento  y  Estado  y 
iSracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado  han  evacuado  el  siguiente  die* 
támen: 

•  Excmo.  Sr.:  En  cumplimiento  de  ia  Real  orden  de  29  de  Abril  de 
1864,  estas  Secciones  han  examinado  la  consulta  elevada  por  el  Gobtr- 
fiador  de  la  provincia  de  Murcia  al  Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  £. 
fsobresi  las  escrituras  de  Sociedades  mineras  constituidas  con  arreglo 
al  art.  1.*  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1H59  han  de  inscribirse  en  el  Re- 
gistro publico  de  la  provincia  como  ordena  el  Código  d¿  Comercio  en  sa 
art.  22  para  las  de  idéntica  clase  en  su  formación  y  efectos  legales.  De 
SQ  estudio  se  deduce  que,  si  bien  es  cierto  que  entre  las  diferente  So^* 
ciedades  que  establece  el  Código  y  las  organizadas  en  virtud  del  artlcii* 
lo  I.*  de  la  mencionada  ley,  existen  las  diferencias  que  liacen  del  ca« 
rácter  mercantil  do  las  unas  é  industrial  de  las  otras,  hay  no  obstante 
de  común  en  ellas  sus  formas  y  requisitos  legales;  siendo  esta  identi- 
4lad  para  el  caso  sometido  á  consulta  la  base  principal  de  la  cuestión  j 
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el  criterio  que  en  concepto  de  las  Secciones  debe  serrir  para  su  reso- 
lución. A)  ordptiar  laf  leyes  mercantiles  que  las  escrituras  de  las  So-' 
ciedades  colectivas  y  comanditarias  se  inscriban  en  el  Rt^gistropilblico 
déla  provincia,  indudablemente  han  tenido  por  objeto  imprimir  á  la 
entidad  colectiva  denominada  Compañía  ó  Sociedad  la  mafcade  la  le- 
galidad y  el  carácter  de  perdonas  jurídicas  con  que  se  han  de  presf  ntar 
en  la  contratación,  ▼  dar  seguridades  al  comercio  por  Djedio  de  la  ins- 
cripción solemne  de  la  razón  social  que  adopten,  garantía  con  que 
cuenten  y  exiresion  de  sus  Administradores  responsables  dirpctamen- 
te  de  las  operaciones.  Si  éstas  son  las  razones  que  ha  tenido  el  Código 
de  Comercio  para  prescribir  la  fornialidad  del  Registro  en  las  Socieda- 
des que  él  reconoce  y  acepta,  por  neresidad  han  de  exigirse  también 
en  las  mineras  constrtuidas  con  arreglo  al  art.  i.*  déla  ley  de  6 de  Ju- 
lio de  1859  ames  citada,  por  ser  como  queda  dicho,  idénticas  en  su 
forma,  y  ef istil*  en  su  consecuencia  en  ellas  los  mismos  motivos  y  ra- 
zones que  aconsejan  esa  formalidad  en  las  mercantiles.  El  hecho  nota- 
do por  el  Gobernador  de  que  a!  tomarse  razón  en  el  registro  de  la  pro- 
vincia de  las  escrituras  de  Sociedades  colectivas  y  comanditarias  mi- 
neras, ninguna  de  ellas  tiene  los  requisitos  ordenados  en  los  odmcros 
4'  y  6/  del  art.  286  del  Código  de  Comercio,  nace  en  concepto  de  las 
Secciones  de  creerle  por  los  individuos  que*forman  dichas  Sociedades 
que  por  la  naturaleza  e.«perial  déla  industria  minera  no  necesitan  ni 
además  pueden  tener  un  capital  determinado,  ni  tiempo  fíjo  para  sn 
duración;  pero  e?la  creencia  es  equivocado  y  errónea,  como  fácilmente 
ffe  prueba,  teniendo  presente  por  una  parte  qoe  el  art.  f  .'de  la  ley  de 
6  de  Julio  de  1115'.)  diré  literalmente  qne  las  mencionadas  Sociedades  co- 
lectivas, comanditarias  y  a'iónixnasse  formarán  con  arte;?lo  A  lo  pres- 
crito en  et  Código  de  Comercio  y  demás  leyes  que  rijan  en  h  materia,  y 
pO"^  otra  que  la  cualidad  esencial  que  distingue  de  e»tas  Compañías  la 
especial  minera  es  el  no  necesitar  de  capital  determinado,  que  es 
exactamente  el  requisito  cuarto  del  art.  286  del  Cód  go.  La  omisión  del 
nüm.  6.*  d»l  piopfo  articulo  procede  también  de  no  haberte  estudiado 
su  contenido:  pues  de  lo  contrario  se  habria  obiervado  que  no  habla 
solo  dé  tiempo  fíjo,  sino  que  además  dice  ó  para  un  objeto  determina- 
do, en  lo  que  puede'estar  perfectamente  comprendido  la  cxpbitacion  de 
una  mina.  En  cnanto  á  Sociedad  especial  minera,  no  es  necesaria  so 
inscripción  en  el  Registro  pdblico  de  la  provincia,  porque  estando  ne- 
cesariamente sujetas  en  su  constitución  á  la  aprobación  del  Goberna- 
dor, no  ha  \  razón  que  justifíqoe  dicha  formalidad.  Por  estas  bretes 
Coosid«*racione>  las  Secciones  entienden: 

4.*  Qu»^  las  escrituras  de  las  Sociedades  mineras  constituidas  cod 
arreglo  al  art.  i.*  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  4859  deben  inscribirse  en 
el  Regi:«tro  público  de  la  provincia,  siempre  que  en  ellas  se  hallen  cum- 
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piídos  todo<s  los  requisitos  que  ordena  el  (código  de  Comercio  en  sn  «r- 
liedlo  2HG«  y  los  que  pfescrib>>n  la  ley  y  reglamento  de  Sonedade^ 
in'!rcanule!^  po~  accionas  de  3U  de  Enero  y  47  d*'  Febiero  de  IS^tí: 

Y  2/  Que  his  escriliiras  de  I.is  Sociedades  especiales  furraaJas  eon 
arreglo  al  ari.  2/  de  la  cita^ia  ley  de  6  de  iiuliode  IIUVJ  no  necesitan  de 
la  formalidad  del  Registro  por  estar  sometida  su  coosiltucioii'  á  la 
oprübarion  del  Gobernador.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el  die- 
ta men  preinserto,  se  lo  romunico  á  V.  E.  de  su  Real  órdeo  para  su 
pubhcAci'in  en  la  Gaceta  á  fin  de  que  sirva  de  regla  en  los  caaos  que 
'  curran.  Dios  guarde  <i  V.  E.  muchos  años.  Mcdud  18  de  Octubre  de 

i8G6. 

*  Orovio. 

>r.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comeicin. 

{Gacela  de  9  de  Noviembre  de  iUI^O). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Resolución  en  elpleilo  sobre  reintegro  por  la  falta  de  hierro 
en  los  frascos  para  el  envase  de  Azogvesde  Almadén, 

Doña  Isabel  M,  por  la  gracia  de  Dio»:  y  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía española.  Reina  délas  Empañas.  A  tndo<  los  que  las  presentes  ñe- 
ren  y  eniendierefi.  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumpiináenlo^ 
sabed:  que  ne  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  en  el  C>rtsejo  de  Eátado  pend<^  en  primera  y  üiii 
ca  lostacciü,  entre  parles,  d»^  la  una  el  Licenciado  D.  Bernardo  Pene 
las,  á  nombre  de  los  hijos  de  D.  Mam  el  Aguslin  lleredia,  dbl  comercio 
de  Málaga,  d'^mand.intes,  v  do  la  (4ra  la  Administración  general,  de- 
mandada  y  representada  por  mi  Fiscal:  sobre  reintegro  de  473.703 
ceales  por  el  hierra  que  falló  á  los  iras^'os  que  la  citada  casa  suminis- 
tró para  el  envase  de  azogues  de  Almadén: 

Visto: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  que  resulta: 

Que  eu  23  de  Agosto  de  I8i7  el  Director  general  iiterino  de  Minas, 
previa  la  correspon  Jieule  subasta  y  aprobación  del  pliego  de  condi- 
ciones, otorgó  escritura  pública  á  favor  de  I).  Manuel  Aguslin  lleredia 
como  mejnr  po^tor  y  en  concepto  de  O  rector  de  la  ferruría  d«MiOn)ioaf 
da  La  Constancia;  documento  por  el  cual  éste  se  ouligó.á  entregar  en 
Almadén,  durante  el  espacio  de  cinco  años,  I5Ü.Ü00  frascos  de  hierro 
por  precio  de  31  rs.  y  30  mrs.  frasco,  debiendo  poner  eu  el  almacén  en. 
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cada  año  30.000  é  fin  de  Agosto;  en  el  cooceplo  de  que  de  no  poderla- 
hacer  de  sü  ioialidad,  pondria  precisa  méate  la  primen  mitad  en  aquel 
plazo  y  el  resto  eu  Enero  del  año  entrante,  y  así  suce-lvamenle  en  lo» 
aiguientes  años  basfa  iguales  meses  de  4852,  eo  que  fmalizaba  el  tiem- 
po del  contrato;  habiéudo^d  insertado  además  otras  condiciones,  y  en> 
tre  ellas  las  siguientes: 

3/  Los  frascos  serán  d&  hierro  batido  con  chapas  tiradas  á  cilin- 
dro, é  igual  su  hechura  á  los  actuales,  sin  perjuicio  de  las  mejoras  po- 
sibles, con  aseotimiento  de  la  Dirección. 

El  frasco  tendrá  i6  libras  como  peso  máximo  y  15  como  mínimo» 
incluso  el  tornillo  y  con  la  posible  igualdad  en  flgura  y  capacidad. 
'  4.*    £1  reconocimiento  de  \\>s  frascos  se  hará  en  Almadén,  con  obli*> 
gacloo  de  que  el  contratista  reponga  dentro  del  año  los  que  resultaren 
totalmente  ioservibles^. 

7.'  El >; pago  ¿e  los  frascos,  después  de  su  entrada  en  Almadén,  se 
hará  en  aquel  punto  ó  en  la  corte,  donde  más  coiivenga  al  contra* 
tiata, 

Que  en  6  de  Abril  de  1851  el  Director  general  de  Casas  de  Moneda, 
Ilioas  y  Fincas  del  E>tado,  en  represeutacisn  de  la  Hacienda  pública 
de  una  parte,  y  de  la  otra  0.  Francisco  de  Orueta,  representante  de  la 
casa  establecida  en  Madrid  b^jo  la  razón  social  de  Orueta  y  Zuazubis- 
ear,  otorga  ron  escritura  pública,  por  la  que  la  mencionada  casa  ^ecom* 
prometió  á  suministrar  para  las  minas  de  Almadén  00.000  francos  de 
hierro  por  el  precio  de  ^h  rs.  frasco,  en  el  pecíodo  de  tres  á  cuatro 
años,  contados  desde  1.*  de  Enero  de  1854,  bajo  las  mismas  condicio- 
nes trascritas  en  la  escritura  aut<drior,  y  previas  las  correspondientes 
solemnidades: 

Que  la  casa  comercio  de  Zuazubiscar  hizo  traslación  de  este  con» 
trato  en  D.  Manuel  Agustin  ilcrredia  y  compañía,  habiéndose  adjudica* 
do  á  Heredia  deílnitivamente,  por  lo  que  se  atorgó  á  su  favor  la  debí* 
da  escritora  en  8  de  Junio  del  referido  año: 

Que  en  5  de  Diciembre  inmediato  siguiente  la  Dirección  generad 
pasó  una  comunicación  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Málaga,  ma* 
ñiíbstándole  que  la  ñanza  prestada  por  la  casa  do  Heredia  para  lo» 
150.000  frascos  estaba  cancelada: 

Que  en  el  mismo  roes  y  año  el  Presidente  de  las  Copoisíones  de 
Hacienda  de  España  pasó  otra  comunicación,  expresando  que  loa 
quintales  de  azogue  vendidos  en  América  resultaban  exactamente 
en  correspondencia  con  el  número  de  frascos,  cuando  en  Londres  el 
peso  n^io  no  guardaba  proporción  con  el  número  de  frascos,  teniendo^ 
eada  partida  un  peso  distinto: 

Que  ef>D  este  motivo  la  Dirección  general  del  ramo  pidió  nota  dekr 
peso  exacto  de  los  envases  al  Superintendente  de  las  minas  de  Alioa-^ 
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^n«  quien  contestó  que  el  frasco  tenia  generalmente  43,  II  y  15  libras. 
•iendo  pocos  los  de  1 1  y  12: 

>  Que  en  912  virtud  se  prerino  á  la  Superintendencia  de  las  minas  de 
Almadén  que  no  recibiera  frasco  alguno  menor  de  15  libras;  por  ser 
•ate  el  peso  mínimo  establecido  en  la  condición  3.*  del  contrato: 

Que  por  Real  orden  de  14  de  Enero  de  1856  »e  mandó  que  se  eiigie- 
m  á  la  casa  de  Heredia  de  Málaga  el  importe  del  p^so  «^ue  faltó  á  los 
Irascos  en  proporción  del  precio  estipulado  en  la  contrata,  puesto  que 
dejó  de  cumplirá  sabiendas  la  condícíou  .Vde  la  misma,  dando  lugar 
á  los  perjuicios  sufridos  por  el  Tesoro; 

Que  en  R^al  orden  de  94  de  Febrero  del  mtsmo  año,  expedida  para 
lleTer  á  efecto  la  anterior, se  dispuso  que  á  fin  de  depurar  la  cantidad 
que  deberi»  reintegrar  la  casa  de  Heredia  de  Málaga,  contiatísta  del ' 
surtido  de  frascos,  por  los  que  habia  entregado  de  menos  peso  que  el 
debido,  se  formara  por  la  Teneduría  de  libros  de  la  Dirección  uca  li- 
quidación que  comprendiera  todos  los  envases  entregados  en  las  dos 
contratas  de  1847  y  1854,  con  la  debida  separación,  en  términos  que 
apareciera  la  falta  de  peso  de  cada  frasco;  falta  que  resultarla  comp^* 
rando  el  que  debió  tener  en  libras  castellanas  de  azogue  y  su  equiva* 
lencia  eu  inglesas:  con  el  que  realmente  alcantó  en  una  y^  otra  clase 
después,  valiéndose  al  efecto  de  todos  los  antecedentes  que  sobre  este 
asunto  obraban  en  la  Dirección,  y  de  la  ceriiflcacion  del  peso  délos 
frascos  remesados  á  Londres  al  entrar  en  los  Docks;  en  la  inteligencia 
de  que  el  peso  de  aquellos  que  no  se  comprendiera  en  la  expresada  cer- 
tificación, por  haber  sido  enajenados  antes  de  la  época  en  que  empexa- 
ron  las  ventas  en  paitici^acion  con  la  casa  Itotbschild,  se  babia  de 
figurar  por  analogía  con  los  de  su  clase: 

Que  co  habiendo  podido  obtener  de  la  Compañía  de  los  Docks  la  ^ 
certificación  á  que  se  refiere  la  Real  orden  anterjor,  se  pidieron  los  re- 
gistros originales  de  desembarque,  que  facilitó  la  casa  de  Rothschild, 
hasta  en  número  de  68,  y  comprenden  la  época  desde  2(1  de  Noviembre 
de  1852  hasta  7  de  Agosto  de  1856: 

Que  en  51  de  Octubre  de  4855  la  Superintendencia  de  las  minas  de 
Almadén  remitió  á  la  Dirección  un  estado  en  que  se  manifiestan  los 
frascos  recibidos  en  los  almacenes  por  cuenta  de  la  casa  de  Heredia» 
con  expresión  del  peso  de  cada  uno,  distinguiendo  los  correspondientes 
al  contrato  último  de  los  relativos  al  anterior  del  que  resulta  haber  re- 
cibido por  la  primera  contrata  78.548  frascos,  y  por  la  segunda  16.767; 
total,  05.525: 

Que  en  30  de  Marzo  de  1857  el  Tenedor  de  libros  de  la  Dirección 
formó  liquldacioo  general  del  peso  de  los  frascos  de  hierro  para  enva- 
ses de  azogue  suministrados  por  la  casa  de  Heredia,  al  tenor  de  lo  dii* 
puesteen  la  Real  orden  de  24  de  Febrero  de  1856;  del  que  apaiece  qut 
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el  hierro  que  faltó  de  la  primera  contrata  compone  4.711  frascos  qua* 
á  31  rs.  y  89  ceots.  da  por  resuludo  15(^233  rs.,  y  de  ia  segunda  corv- 
trata  94^  frascos,   que  á  precio  de  25^  rs.  frasco  asriende  á  'S^.SSO 
reales  completando  ambas  partidaria  >uma  de  175.7^3  rs. 

Y  que  eo  Tírtud  de  estos  antecejenles  se  expidió  por  el  Ministerio, 
de  Hacienda  la  Real  orden  de  3  de  Junio  de  í\Mj'2,  por  la  que  se  aprobó 
la  liquidación  anterior,  y  se  dispuso  que  be  exigiese  á  la  casa  contra.- 
lista  del  surtido  de  frascos  el  reintegro  al  £stado  de  ios  expresados 
173.703  rs. 

Vista  la  (demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Hlslado  por  el  Li- 
cenciado D.  Manuel  Cortina  á  nombre  de  los  hijos  de  t).  i^lanuel  Agus- 
tín Heredia,  pidiendo  que  se  revoque  la  referida  Real  orden,  que  se 
declare  exentos  de  responsabilidad  á  ¿us  representados  y  se  mande 
que  se  les  devuelva  la  (lanza  prestada  para  garantir  el  cumphmieuto 
del  segundo  contrato:  ,  > 

Visto  el  escrito  de  mi  Fisral  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  U 
absolución  de  la  demanda  en  cuanto  se  refiere  á  lo  declarado  de  u,nd 
manera  firme  por  las  Reales  órdenes  de  11  de  Enero  y  24  ae  Febrero  d^^ 
1856,  y  aplazando  formular  16  procedente  respecto  á  la  liquidación  eu 
si  mism.?: 

Vistos  los  de  réplica  y  duplica,  en  los  que  el  Licenciado  G^Ttinarer 
produjo  su  anterior  solicitud  y  mi  Fiscal  presentó  las  instrucciones  qui^ 
habia  recibido  con  Real  orden  áf"  4  de  Noviembre  de  4BG5,  en  las  cua? 
les  entre  otras  cosas  se  expresa  que  no  constaba  que  se  hubieran  co- 
municado á  la  casa  de  lleredia  las  Reales  órdenes  de  14  de  Enero  y  24 
de  Febrero  de  1850,  ni  aparecía  indicio  alguno  de  que  de  las  mismas 
tuviese  conocimiento,  siendo  la  primera  que  se  le  trasmitióla  de  3  de 
Junio  de  18G2  en  la  actualidad  reclamada,  por  lo  que  mi  Fiscal  desis- 
tió de  los  puntos  de  het  ho  y  de  derecho  relativos  al  carácter  ejecutorÍQ 
de  las  dos  citadas  Reales  órdenes  de  1850,  concluyendo  con  la  pre-. 
tensión  de  que  la  Sala  se  sirva  acceder  á  la  confirmación  de  la  Bea) 
orden  qtse  se  impugna  en  cuanto  aparezca  fundada: 

Vistos  el  escrito  en  que  el  Licenciado  D.  Rernardo  Pénelas,  susti-. 
tuyendo  al  Licenciado  Cortina,  se  mo-Uró  parte  &  nombre  de  )o.s  hijojí 
de  1).  Manuel  Agustín  lleredia,  y  el  auto  de  la  Seccicn  de  lo  Contea«  ' 
cioso  en  que  se  le  hubo  por  tal:  -  , 

Vistas  las  Reales  órdenes  de  IG  de  Setiembre  de  1861  y  4  deNot^ 
viembre  de  18C5: 

Considerando  que  las  Reales  órdenes  de  14  de  Enero  y  21  de  Pehre^ 
ro  de  1856  no  se  comunicaron  á  la  casa  de  Heredia,  ni  hay  indicio 
alguno  de  que  hubic¡*e  tenido  conocimiento  df  ellas,  siéndola  primerll 
de  que  se  le  dio  uolicia  Id  de  3  de  Junio  de  1802,  scguu  lo  manifestado» 
én  la  de  4  de  Noviembre  pióximo  pasado:  , 
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Considerando,  por  consecuencia,  qiio  aquellas  dos  Reales  órdenes 
no  adquirieron  carácter  de  irrevocabiil<1a<i,  y  que  por  lo  mismo  la  ti- 
quidücion  á  su  virtud  practicada,  y  apir.bada  en  la  de  3  de  Junio  de 
1862,  puede  ser'examifiada  tanteen  el  foitdo, ó  sea  en  cuanto  á  la  res- 
ponsabilidad ^e  dicha  ca^a,  c(>i;)0  acerca  dri  modo  de  hacerla  efectiva, 
que  es  ei  objeto  de  ¡a  dliima  de  (as  disposiciones  meocionadas: 

Considerando  que  por  la  Real  orden  de  IG  de  Setiembre  de  IHGl  se 
declaró  que  el  «istema  seguido  en  la  venta  de  azogues  hecha  en  Lon- 
dres al  pormenor  no  ocasionó  perjoicio  alguno  ai  Tesoro,  con  lo  cual 
desaparece  uno  de  los  ÍVindamentos  en  que  se  apoyó  Ja  Real  orden  de 
14  de  Enero  de  4856,  y  viene  á  reducirse  la  cuestión  de  responsabili- 
dad de  la  casa  de  Ileredia  á  la  infracción  del  contrato  por  ei  mt^nor 
peso  de  lo^  frascos,  según  se  declaró  también  en  la  primera  de  dichas 
disposiciones: 

Considerando,  por  lo  mismo,  que  tal  responsabilidad  debe  limitar- 
se  á  los  frascos  que  indudablemente  pudieran  calificarse  de  defectuo- 
sos, sin  que  para  esta  califl*  ación  sean  admisible;^  razones  de  analogía 
ó  comparación,  sino  que  es  preciso  conste  con  exactitud  cuántos  fue* 
ron  ios  que  realmente  no  llenaron  las  condiciones  estipuladas,  y  el 
nehos  valor  ó  demérito  que  esta  circunstancia  importase: 

Considerando  que  tales  averiguaciones  deben  harerse  con  interven- 
cien  ó  audiencia  de  las  dos  partes  contratantes.  cí.>ounstancia  que  no 
se  ha  teniíio  presente  en  la  liquidación  practicada  por  la  Teneduría  de 
libros  de  la  Dirección  general  de  Minas  y  aprobada  por  la  Real  orden 
de  5  de  Junio  de  iR62: 

Conformándome  con  lo  ronsultado  por  la  Sala  de  loCrntencioso  del 
Consejo  de  Estado  en  sesión  á  queasistiei^on  D.  IKimingo  Ruizde  la  Ve- 
ga, Presidente,  D.  Antonio  Escudero,  1).  Anlero  de  Erhnrri,  D.  (¡erar 
do  de  Souza,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio.  D.  José  S(inchez  Oraña,  Don 
Lorenzo  Nicolás  Quintana,  D.  Eugenio  de  Ochoa  y  D.  Tomas  Retoriillo, 

Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  referida  Real  orden,  y  en  mandar  que 
a.verif¿uándose  con  exactitu^i  á  intervención  de  la  casa  contratante,  y 
no  .por  analogía  ó  comparación,  los  fraíleos  que  indudableme;)te  pudie«> 
rail  caliüearse  de  defectuosos,  y  su  falla  de  peso  respecto  del  que  de* 
bieroQ  tener  según  lo  pactado,  se  regule  por  peritos  el  menos  valor 
que  aquella  falta  ocasionaba,  exigiéndose  su  importe  de  la  sucQsion  dO 
D.  Manuel  Agustin  do  Heredia. 

Dado  en  Palacio  á  veintidós  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  seis.=E.stá  rubricado  de  la  Real  mano.sxEl  Presidente  del  Consejo 
de  Mioistros,  Ramorí  Maiía  .Narvaec. 

Publicacion.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mf  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien* 
cia  pública  la  Sala  de  lo  Couteocioso;  acordó  que  se  tenga  como  resolo* 


cioD  final  en  la  instaocia  y  autos  á  que  »e  refiere;  que  se  una  á  los  mis^ 
mos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  eo  la  Gaceta.  Dt 
que  certifico. 

Madrid  3  de  Noviembre  de  i866.=PedrQ  de  Madrazo. 

(Gacfíta  de  VI  de  Noviembre  de  1866). 


Rcsolvcion  en  el  pleito  sobre  revocación  de  Id  Real  orden  que 
declaró  responsable  al  Presidente  de  la  Sociedad  minera 
Lusilana  alpago  del  derecho  de  superficie. 

Doña  Uf\be\  !!|  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar-^ 
quia  española.  Reina  de  las  Españas.  A  todos  ios  que  hs  presentes  vie- 
ren y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observaácia  y  cumplimiento^ 
$abed:  que  be  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

•  En  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  üni* 
ca  instancia,  entre  parle,  de  la  una  D.  Manuel  Itnrriaga,  Presidente  de-^ 
la  Sociedad  minera  Lusitana^  demandante  en  rebeldía,  y  de  la  otra  mi 
Piscaly  representando  á  la  Adminisiracion,  demandada;  sobre  revoca- 
ción de  la  Redi  <5rden  de  20  de  Febrero  de  1865,  por  la  que  se  declanV 
responfiabie  al  primero  al  pago  de  1.290  rs.  84  cents,  por  derechos  de 
superficie  de  la  mina  Cogollo,  nía  en  la  provincia  de  Zamora: 

Visto: 

Vista  la  Real  orden  de  20  de  Febrero  de  IF*63  por. la  que  se  deelaró^ 
responsable  á  D.  Manuel  Iturriaga  al  pago  de  1.290  rs.  84  cents,  por  de* 
fechos  de  superficie  de  la  mina  Co^oj/a: 

Vista  la  demanda  interpuesta  ante  el  Consejo  de  R>tado  por  D.  Bla- 
ouel  IiurriagA,  pidiendo  la  revocación  de  la  expresada  Real  orden: 

Visto  el  auto  dictado  por  la  Sección  de  lo  Gonteocioso  del  propia 
Consejo  en  3  de  Octubre  de  1865,  en  que,  según  lo  dispuesto  en  el  ar» 
ticulo  70  del  reglamento  de  30  de  Diciembre  de  4846,  se  mandó  injer- 
tar en  la  Cace/a  oficial  y  en  el  Boletín  déla  provincia  la  cédula  com- 
prensiva del  auto  de  2  de  Setiembre  de  4864,  en  el  que  se  hubo  por 
presentada  la  precitada  demanda,  y  se  mandó  hacer  saber  á  D.  Manuel 
Iturriaga  que  eo  el  término  de  30  días  nombrase  Abogado  de  los  del 
Consejo^  que  le  representase  en  estos  autos,  bajo  apercibimiento  de  lo 
que  correspondiera: 

Vista  la  Gaceta  oficial  del  dia  12  de  Octubre  de  4865,  en  la  que  se 
inserta  la  mencionada  cédula: 

Visto  el  Boletín  oficial  de  esta  provincia  correspondiente  al  dia  20- 
del^ebrero  de  1866,  en  el  que  aparece  la  misma  inserción: 

Viítos,  el  escrito  presentado  por  mi  Fiscal  en  28  de  Mayo  ultimo» 
acusando  la  rebeldía  al  demaidante  por  haber  dejado  trascurrir  con  ex^ 
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ceso  eVtérmino  que  le  fué  prefijado  por  el  precitado  auto  de  W  de  Se- 
tiembre sin  ejecutarlo  que  eo  el  uismo  se  |e  maudaba;  y  el  auto  de  la 
Sección  de  lo  Contencioso  de  5  de  Junio  siguiente,  en  que  la  hubo  por 
acusada: 

Vistos  los  artículos  101  y  i 03  del  reglamento  mencionado,  que  pre- 
vienen que  no  compareciendo  ud  litigante  en  virtud  del  emplazamien- 
to,  ó  no  contestando ,á  la  demanda  eo  el  termino  señalado,  el  pleito  será 
sentenciado  en  rebeldía,  si  laacusa&e  su  adversario;  y  que  si  el  contu- 
maz fuese  elector,  el  demandado  será  ab:«uelto  de  la  demandar 

Considerando  que  desde  20  de  Febrero  de  18ü6,en  que  se  insertó  la 
expresada  cédula  en  el  Boletín  oficial  de  esta  provincia,  después  de 
haber  ya  sido  publicada  en  la  Gaceta^  hasta  5  de  Junio  en  que  se  acusó 
la  rebeldía,  trascurrió  con  exceso  el  término  que  se  fijó  al  demandante 
para  su  comparecencia  en  legal  forma: 

Coiisidfraodo,  por  tanto,  que  D.  Manuel  Iturriaga  incurrió  en  con- 
taroacia,  de  la  que  es  consecuencia  que  sea  absuelta  la  Administración 
como  demandada,  en  conformidad  á  lo  que  previene  el  art.  ii*3  del  re- 
ferido reglamento: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  dé  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruiz  d 
la  Vega,  Presidente,  D.  José  Caveda,  D.  Juan  José  Martínez  oe  Espino- 
sa, D.  Aniero  de  Bcharri,  D.  Francisco  de  Cárdenas,  D.  Leopoldo  Au» 
gusto  de  Cueto,  el  Conde  de  Velarde,  D.  Pabló  Jiménez  de  Pa  acio,  Don 
Tomás  Retortillo,  D.  José  Garda  fiarzanallaoa  y  D.  Rafael  Liminana» 

Vengo  en  absolver  á  )a  Administración  de  la  demanda  deducida  por 
0.  Manuel  Iturriaga  contra  la  Real  orden  de  20  de  Febrero  de  i863,  la 
cual  se  ejecutará  en  todas  sus  partes. 

Dado  en  Palacio  á  catorce  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  seis.srEs'tá  rubricado  de  la  Real  mano.=Ei  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación  =Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia publica  la  Sala  de  lo  Contencioso^  acordó  que  se  tei\gji  cpmo 
resolución  Qnalen  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  misamos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gace^ 
ia.  De  que  certifico. 

Madrid  17  de  Noviembre  dé  18G6.=r  Pedro  de  Madrako. 

ifiaeeia  de  I.*  de  Dieiembte  de  I8G6). 
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Sentencia  declarando  haldrlufiar  al  recurso  interpuesto  en  la 
causa  por  extracción  de  sal  y  malversación  de  efecto» pü-- 
blicos. 

E.M  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Erero  de  I8(i7,  en  la  causa 
seguida  en  oí  Juzgado  de  Ilacier^da  de  Tairagona  y  en  la  Sala  prinuTa 
de  la  Real  Audiencia  dn  Barcelona  contra  {),  José  Soler,  Comandante 
del  Resguardo  especial  de  Sal^s  eii  las  .^^alinas  de  los  Alfaques,  por  ex- 
tracción <ie  sal  y  malversación  de  ef«'ctos  piiblico"*;  la  cual  pende  ante 
Nos  en  virtud  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ministerio  fis- 
cal contra  la  sentencia  que  en  17  de  Juiio  de  1806  dictó  la  referida 
Sala: 

Resultando  qup  con  motivo  déla  aprehensión  de  sal  verificada  en 
53  de  F»íb  ero  d^  1lJ'#()  por  la  Guardia  civil  en  el  término  de  Tullóla,  y 
de  otra  aprt  hen^iou  del  mismo  articulo  ejecutada  por  el  estanquero  de 
Sania  Bárbar.i,  se  instruyó  sumario,  en  pI  cual  se  revelaron  varios  h^ 
ches  conirí»  o\  C(. mandante  D.  José  Soler,  qu<»  lea^urnió  el  Promotor 
fiscal  del  Juzgado  de.  Ilacientla  de  Tarr«goria  en.  los  términos  queapa- 
recen  de  dicho  sumario;  y  qu.e  remitido  el  mismo  á  la  DirercioR  gene- 
ral de  Renla^  K>tancadas,  S.  M.  se  sirvió  conceder  autorización  al  re- 
ferido Juzgado  para  proced'T  contra  Soler  y  cualesquiera  otros  em* 
pleados  que  aparecieran  culpables;  hahióndosc  dirigido  en  su  virtud  \a 
causa  contra  Manuel  Mací?),  pesador  que  fué  de  sa!  ea  la  Administra- 
ción de  loa  Alfaques,  y  contra  el  referido  Ct  inandante  Soler,  eatouces 
prófugo: 

Resultando  que  en  dicha  causa  rpcayó  sf^ntencia  eje  utoria  lespecto 
de  Macla  con  fecha  o  de  Mayo  de  IlUíí;  y  en  cuanto  á  Soler,  cinco  Ma- 
gistrados déla  Sala  primera  de  la  Audiencia  d^  Barcelona  fallaron  en 
10 de  Mayo  que  debian  condenarle  y  le  condenaban  en  ausencia  y  re- 
beldía á  cinco  años  de  prisión  menor,  inhabilitación  perpetua  absolu- 
ta, indemnización  á  !a  Hacienda  en  la  cantidad  que  fijaron,  y  pago  de 
las  costas  y  gastos  d'^l  juicio:  absolví  éndole  de  la  instancia  respecto  del 
abandono  de  destino,  de  que  también  se  le  habla  Acusado: 

Resultando  que  en  20  de  Ociulre  de  inG5  se  presentó  1).  José  Soler, 
con  cuyo  molivo  se  abrió  de  iMievo  el    procedimiento;  habiéndole  ab- 
soeliócl  Juez  de  Ilacienda    libremente  de  unos  cargos,  y  de  la  instan- 
cia en  cuanto  á  otro,  declarando  de  oficio  las  costas  y  gastos  del  juicio: 

Resultando  que  remitida  la  causj  en  consulta  á  la  Audiencia  de 
Barcelona,  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviera  de  la  iustaiicia 
al  Soler  respecto  de  los  hechos  de  embarque  de  un  saco  de  sal  en  el 
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pailebot  Dos  hermanas^  y  de  haber  desguarnecido  el  puesto  Il/imado 
Riet,  dando  asi  ocasión  á  que  los  coi.trabandislas  extrajoran  la  sal;  y 
que  por  haber  rnai)dodi>  afindir  u'i  de^^tral  ó  peso  en  una  de  \hs  balan- 
zas para  saWdr,  según  se  decía,  los  inter  eses  delosronduciores,  se  le 
condenase  como  reo  de  malverssacion  de  efeclos  públicos  en  cantidad 
que  no  excedería  de  10  duros  á  <eis  meses  de  arresto  mayor, Vestitu- 
cioo  de  10 duros  á  la  Hacienda,  inhabilitación  absoluta  perpetua  y  pa- 
go délas  tres  cuartas  partes  de  costas  y  gastos  del  juirio,  con  arreglo 
á  los  artículos  del  Código  penal  que  ci  taba  y  al  47  del  Real  decreto  de 
20  de  Junio  de  4852: 

-  Resultando  que  hecha  por  el  proc  esadn  su  defensa,  se  señaló  el  día 
14  de  Julio  del  año  último  para  la  vista  do  la  causa,  la  que  tuvo  efecto 
por  el  Presidente  y  tres  Magistrados,  asistiendo  á  ella  el  Abogado  ti«cat 
de  Harienda  y  el  dpf^Misor  de  Soler,  sin  que  conste  que  ningumi  de  ellos 
hicípra  reclamación  alguna  para  que  asistieran  cinco  Señores  en  lugar 
de  los  cuatro: 

Resultando  que  en  eidia  17  se  dictó  sentencia  confirmando  la  con- 
sultada y  declarando  de  ofirio  los  gastos  d^l  juicio  y  costas  procesales, 
entendiéndose  con  la  cualidad  de  por  ahora  en  cuanto  á  «na  cuarta 
parte: 

Y  resultando  que  C(  ntra  este  fallo  i<)terpuso  el  Ministerio  fiscal  re- 
curso de  casación,  á  tenor  del  caso  5.*  del  art.  96  del  Real  decreto  de 
80  de  Junio  de  4852,  por  haberse  dictado  por  un  número  de  Jueces 
menor  que  el  señalado  por  la  ley;  pues  que  habiendo  solicitado  él  la 
imposición  de  una  peua  perpetua,  debió  verse  y  fallarse  el  proceso  por 
cinco  Magistrados,  y  no  por  cuatro,  conforme  lo  piescribe  el  caso  4.* 
de  la  regia  42  de  la  ley  provisional  para  la  aplicación  del  Código 
penal: 

Vista,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Francisco  María  de  Castilla: 

Considerando  que  en  el  Real  decreto  de  20  de  Junio  d^  1852  no  se 
designa  el  número  de  Magistrados  necesario  para  ver  y  fallar  las  cau- 
sas de  Hacienda,  y  que  en  este  caso,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  444  del  misnro  Real  decreto,  se  ha  de  observar  lo  que  previenen 
las  leyes  comunes: 

Considerando  que,  según  el  núm.  1."  de  la  regla  42  de  la  ley  pro- 
visional para  la  aplicación  délas  disposicione:»  del  Código  pena!,  se 
requieren  cinco  Magistrados  para  ver  y  fallar  los  proc«*sos  en  que  el 
Juez  inferior  haya  impuesto  ó  pedido  el  Fiscal  déla  Audiencia  alguna 
peca  de  las  perpetuas: 

Considerando  q'je  en  la  causa  de  que^e  trata  el  Abogado  fiscal  de 
Hacienda  solicitó  contra  D.  José  Soler,  entre  otras  pena^  la  d^  inhabili- 
tación absoluta  perf>étna  que  señala  expre!^araente  el  art.  5411  del  Có- 
digo peOul  para  todos  los  casos  del  mismo,  y  de  consiguiente  que  debió 


/ 


^  6á  - 

sentenciarse  por  cinco  Hagíslrados  en  lugar  de  los  cuatro  que  lo  veri- 
ficaron: ^ 

Y  considerando,  por  tanto,  que.  se  ha  infringido  la  citada  regla  de 
la  fey  provisional,  y  que  esta  infracción* es  el  motivo  de  casación  que 
prescribe  el  núai.  6.*  de  la  segunda  parte  del  art.  96  de  dicho  Real  de- 
creto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lu¿ar  al  recurso 
interpuesto  por  el  Ninisterio  fiscal  contra  la  sentencia  qiie  la  Sala  pri- 
mera de  la  Real  Audiencia  de  Barcelona  dictó  en  17  de  Julio  del  ado 
próxiáio  anterior,  y  pase  la  causa  á  la  Sala  segunda  y  de  Indias  di$ 
este  Supremo  Tribunal  para  los  efectos  de  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamo8.=Ventara 
de  Colsa  y  rando=José  M.  Cáceres.=:Laure800  de  Arrieta.=Valentifi 
Garralda.=Francisco  María  da  Castilla. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  lá  sentencia  anterior  por  el 
limo.  Sr.  n.  Francisco  María  de  Castilla,  Ministro  del  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia,  estamdo  celebrando  audiencia  pública  la  Sección  pri- 
mera de  la  Sala  primera  del  misnio  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como 
Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  i7  de  Enero  de  l867.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 

{Gaceta  i/e  21  de  Enero  de  1867). 


MINISTERIO  D^  FOMENTO. 


Real  orden  concediendo  autorización  a  D.  Francisco  Pérez 
para  alumbrar  aguas. 

Excmo;  Sr.:  Conformándose  la  Reina  (Q.  D.  G.)con  lo  propuesto  por 
esa  Dirercion  general  é  informado  por  la  Sección  quinta  de  la  Junta 
consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  se  ha  servido  autorizar  á 
D.  Francisco  Pérez  para  que,  salvo  el  derecho  de  propiedad  y  sin  per- 
juicio de  tercero,  pueda  construir  por  bajo  del  álveo  de  la  Rambla  do 
Gergal,  en  la  provincia  dé  Almería,  un  caño  con  el  objeto  de  alumbrar 
aguas  y  conducir  otras  que  le  han  sido  cedidas,  todas  con  destiño  al 
riego  de  tierras  de  su  propied&d. 

La  concesión  queda  sujeta  á  las  condiciones  siguientes: 

I,*    Las  obras  se  ejecutarán  con  arreglo  al  proyecto  aprobado  ao 
esta  fecha  y  bajo  la  vigilancia  del  logeoiero  Jefe  de  la  provincia. 

2."    La  cañería  ó  mina  para  la  conducción  de  las  aguas  se  hará  da 
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'inamposierla  con  buena  mezcla^  y  lo  mismo  los  pozos  ó  registros  que 
de  trecho  en  trecho  se  proyectan. 

3.*  Las  bocas  de  estos  pozos-registros  estarán  perfectamente  cq- 
biertascon  losas  para  que  ni  se  altere  el  régimen  de  la  rambla  que 
-ahora  sirve  de  camino,  ni  la  corriente  de  las  aguas  superficiales. 

4.*  En  el  ceso  de  que  toque  este  acueducto  en  alguna  otra  mina 
que  se  halle  hecha  en  cualquiera  dirección,  el  interesado  dejará  per* 
fecta mente  construido  e¡  encuentro,  no  perjudicando  el  uso  ya  esta- 
hiecfdo. 

De  Beal  orden  lo  digo  á  V.  C.  para  su  conocimiento  y  demAs  efec- 
to$.  Dios  guarde  á  V.  C.  muchos  años.  Madrid  49  de  Enero  de  1867. 

Ofto>io. 
Sr.  Director  geneial  de  Obras  públicas. 

(Gaceta  de  2f  de  Enero  de  4867;. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto  en  los  avios  seguidos  por  la  Sociedad  minera  Ver- 
dad de  los. Artistas  con  la  llamada  San  Carlos. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  34  de  Enero  de  4867,  en  los  autos 

^aeen  eliazgadode  primera  instancia  de  Allenza  y  en  la  Sala  tercera 

4)e  la  Real  Audiencia  de  este  territorio  ha  seguido  la  sociedad  minera 

titulada  Verdad  de  los  Arlistas  con  la  llamada  San  Carlos  sobre  que 

-esta  suspenda  el  vaciar  los  escombros  dentro  de  la  pertenencia  de 

aquella,  levante  los  que  existan  co  la  actualidad  y  abone  los  daños  y 

perjuicios  causados; los  cuales  penden  ante  Nos  en  virtud  del  recurso 

•de  casación  interpuesto  por  la  sociedad  demandada  contra  la  sentencia 

Kioe  en  :24  de  Mayo  de  4866  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  2  de  Setiembre  de  4844  D.  Pablo  de  Ursa,  que 
por  escritura  del  mismo  dia  formó  sociedad  con  otros  sujetos  para  de- 
.ounciar,  registrar  y  explotar  una  mina  con  el  nombre  de£a  Verdad^ 
presentó  escrito  al  In!>pector  de  las  del  Mistrito  de  Iliendelaencina  pi- 
diendo el  reconocimiento  y  registro  de  un  criadero  de  plata  en  aquel 
término,  sitio  de  la  Cañada  abierta  y  del  Canto  blanco;  y  que  instruido 
.  «1  oportuno  expediente,  se  demarcó  en  7  de  Octnbre  de  4845  la  mina 
con  cuatro  pertenencias  que  formaban  un  paralelógramorecti^ngulode 
800  varas  de  largo  por  400  de  ancho,  y  acto  continuo  se  dió  posesión 
de  ellas  á  D.  Vicente  Tavares,  apoderado  de  la  sociedad^  con  citación  y 
asistencia  de  los  representantes  de  las  minas  colindantes: 


Be^ultando  que  on  las  perteiiei>cias  de  la  expresada  sociedad  míaera 
La  Verdad  ha  vaciado  sus  escombros  la  denomiDada  San  Cd* los^  cnyty 
administrador  en  o  de  Febrero  de  4861  presentó  una  solicitud  al  Al- 
calde de  KiendelaencíDa  manifestando  en  ella  la  necesidad  que  ieuia  de 
extender  su  esconbrera,  y  pidiendo  que  con  las  formalidades  debidas 
le  enajenase  á  nc  mbre  dd  pueblo  los  terrenos  que  habia  de  ocupar  y 
los  que  tenia  oc  upaoos,  parto  de  \vs  cuales  correspondían  á  aqu*^  I  co* 
muo  de  vecinos»  en  el  sitio  de  la  cumbre  del  Raso  y  Hondo  de  las  Cana- 
das;  y  que  dicha  solicitud  fué  denegada  por  el  Gobernador  civil,  á 
quien  la  pasó  el  Alcalde: 

Resultando  que  la  sociedad  La  Verdad  trató  de  abrir  un  pozo  en 
el  sitio  donde  la  ácSan  Carlos  babia  ecbado  los  escombros,  y  con  tai 
d^otivo  ésta  entabló  un  interdicto  de  retener,  y  aquella  otro  de  reco- 
brar; y  que  acumulados  amt5os,  se  declaró  no  haber  lugar  á  ninguno 
de  los  dos  por  ejecutoria  de  31  de  Diciembre  de  1861: 

Resultando  que  en  su  virtud  la  sociedad  La  Verdad  con  fecha  41  de 
Abril  de  18G2  propuso  demanda  ordinaria  haciendo  uso  de  la  áccioa 
oegatoria  de  servidumbre,  y  pidiendo  que  se  condenase  á  los  propie- 
tarios de  la  mina  Súii  Carlos  á  suspender  el  vaciar  sus  escombros  den- 
tro délas  pertenencias  de  aquella; á  levantar  y  retirar  de  ellas  los  que 
había  vaciados,  no  perturbándola  en  lo  sucesivo  ni  volviendo  á  poner- 
los en  dichas  pertenencias,  y  á  abonar  los  daños,  perjuicios  y  costas; 
fandándose  en  que  al  tenor  de  la  ley  4*,  tít.  18,  libro  D.*  de  la  Novf>ima 
Recopilación,  Real  decreto  de  4  de  Julio  de  18^5,  ley  de  11  do  Abril  de 
18VJ,  reglamento  de  31  de  Julio  del  mismo  año  en  su  art.  8.*,  ley  de 6 
de  Julio  de  1859,  art.  20  y  reglamento  de  5  de  Octubre  del  propio  año^ 
la  prioridad  produce  derechos  preferentes  eu  materia  de  minería;  y 
siendo  la  concesión  de  la  mina  San  Carlos  posterior  10  años  á  la  dt 
La  Verdad,  no  habia  titulo  ni  razón  para  que  se  menoscabasen  los  de- 
rechos  de  ésta  dentro  de  su  demarcación;  en  que  con  arreglo  ó  los  ar- 
tículos 11  y  20  déla  ley  de  11  de  Abril  de  1849,  y  13,  55  y  56  de  la  de 
6  de  Julio  de  i85d,  en  las  pertenencias  mineras  solo  mandan  el  dueño 
en  la  superQcie  y  el  minero  en  el  fondo,  pudiendo  éste  disponer  tam- 
bién de  aquella,  previa  indemnización;  en  que  según  el  art.  55  de  dicha 
ley  del  año  de  1C59,  los  dueños  de  una  mina  no  piieden  pretender  de* 
recho  alguno  sobre  las  pertenencias  de  otras  más  que  para  facilitar  la 
ventilación,  para  el  paso  de  las  aguas  en  ciertos  casos  y  para  el  trán- 
sito á  los  objetos  del  beneficio;  en  que  el  decreto  de  4  de  Julio  de  1825 
y  la  Ipv  4/,  tít.  18,  libro  9."  de  la  Novísima  Recopilación  confieren  ex- 
clusivamente á  los  dueños  de  las  minas  el  deiecho  de  usar  de  la  super- 
ficie:) en  que  la  citada  ley  recopilada  en  su  uúip.  46  prohibe  vaciar 
escombros  dentro  de  las  pertenencias  ajenas,  encargando  á  los  Jueces 
que  obliguen  á  le?antarlosy  ¿  indemnizar  los  daños  y  perjuicios: 
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Resollando  que  la  sociedad  minera  San  Carlos  contestó  á  la  deman* 
«da  pidiendo  que  se  le  absolviese  de  ella  é  impusiera  á  la  parte  actora 
^rpétuo  silencio  y  las  costas;  y  al  efecto  alegó  que  habia  echado  los 
escombros  en  la  pertenencia  de  la  mina.  Verdad,  porque  ésta  no  tenia 
derecho  de  propiedad  ni  de  posesión  en  la  superficie  de  las  minas,  sino 
el  común  de  vecinos  de  Hiendelaencina,  cuyo  Ayuntamiento  no  se  lo 
habia  impedido,  sino  antes  bien  tolerado;  y  porque  era  costumbre  ad- 
mitida sin  oposición  y  seguida  constantemente  que  las  empresas  mi- 
neras aprovecharan  para  vaciar  los  escombros  los  terrenos  del  común 
aunque  estuviesen  enclavados  en  otras  pertenencias;  que  no  dándose 
la  acción  negatoria  de  servidumbre  más  que  al  dueño  ó  poseedor -del 
predio  sirviente,  la  que  se  ejercitaba  por  la  sociedad  La  Verdad  era 
infundada  é  improcedente,  é  injusta  la  demanda,  porque  el  derecho 
.  con  que  la  de  San  Carlos  vacia ba  sus  escombros  en  el  terreno  de  las 
pertenencias  de  aquella,  propio  del  pueblo*  estaba  constituido  legal- 
mente,  y  su  posesión  respetada,  no  pudiendo  en  ningún  caso  atribuirse* 
4a  mala  fé: 

Resultando  que  con  este  escrito  presentó  dicha  sociedad  San  Cdr* 
ios  una  certificación  del  Secretario  de  Ayuntamiento  de  Hiendelaenci- 
na, en  la  que  se  expresa  que  era  cierto  que  desde  el  principio  de  la 
explotación  de  su  mina  habia  depositado  aquella  los  escombros  en  ter- 
reno del  común  sin  oposición  alguna,  y  que  á  una  solicitud  que  hiio 
después  de  empezado  este  pleito  para  que  se  la  permitiera  continuar 
«jecotondo  lo  mismo  resolvió  el  Ayuntamiento  que  acudiera  al  Go- 
bernador civil,  y  que  por  su  parte  continuarla  prestando  á  ello  su 
•  «(j^iescencia: 

Resultando  que  puestos  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  y  recibido 
«1  pleito  á  prueba,  practicaron  las  partes  las  que  estimaron  convenir- 
-les  por  documentos  y  testigos  y  una  inspección  ocular  del  terreno; 
siendo  de  advertir  que  de  un  testimonio  puesto  á  instancia  de  la  de- 
mandada aparece  que  la  demandante,  después  de  incoado  el  litigio,  ha 
intentado  comprar  el  terreno  de  sus  pertenencias  que  en  parte  es  con- 
c^ejil,  y  sobre  ello  se  ha  formado  expediente,  que  no  está  aun  resuelto 
-definitivamente: 

Resultando  que  en  16  de  Enero  de  1865  el  Juez  de  Atíeoza  dictó  sen- 
tencia, de  la  que'apeló  la  sociedad  minera  San  Carlos,  habiéndose  ad- 
llorido  á  la  apelación  la  de  La  Verdad;  y  que  en  Í4  de  Mayo  la  Sala 
tercera  de  la  Real  Audiencia  de  esta  corte  pronunció  su  fallo,  citando 
«néi  algunas  disposiciones  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  4859,  de  la  4/, 
tit.  18,  libro  9.*  de  la  Novísima  Recopilación,  y  de  la  14,  til.  2.*,  libro 
Z'  del  mismo  Código,  y  condenando  á  dicha  sociedad  San  Carlos  á  que 
cese  en  el  vacio  de  escombros  dentro  de  las  pertenencias  de  La  Verdad 
de  los  Artistas^  y  retire  de  ellas  los  que  tiene  vaciados;  confirmando 
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la  senteDcia  apelada  en  lo  que  coo  ésta  fuese  conforme,  y  revocándola 
en  loque  no  lo  sea: 

Y  resultando  que  dicha  sociedad  San  Carlos  interpuso  recurso  de 
oasacion  diciendo  que  se  habian  infrio'gido: 

4/  La  ley  46.  tit.  ^,  Partida  3/,  que  previene  que  el  Juezásbeea- 
tar  el  averíguamiento  que  es  fecho  ^  porque  la  sentencia  no  contenia 
apreciación  suficiente  de  las  pruebas  ofrecidas  y  practicadas  por  los 
litigantes: 

^.*'  El  principio  sancionado  de  diferentes  ejecutorias  de  este  Supre- 
mo Tribunal,  entre  ellas  la  de  1.**  de  Abril  de  1862,  de  que  «para  que 
tenga  lugar  la  apcion  negatoria  de  servidumbre  ha  de  pertenecer  por 
un  titulo  legal  al  que  la  ejercita  la  finca  que  se  pretende  no  deberla,  y 
que  el  principio  legal  de  que  se  presupone  libre  todo  predio  mientras 
no  se  pruebe  lo  contrario,  no  tiene  aplicación  en  el  caso  en  que  la  parte 
interesada  no  ha  justificado  ser  de  su  propiedad  el  terreno  que  preten- 
de estar  Ubre  de  servidumbre;»  y  el  no  menos  conocido  y  sancionado 
en  diversas  sentencias  por  este  mismo  Tribunal,  de  que  «solo  al  dueño 
corresponde  el  ejercicio  de  las  acciones  reales  que  nacen  del  dominio 
masó  menos  perfecto:* 

3.*  El  art.  13  de  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  4859,  porque  no  s^ 
respetaba  el  principio  establecido  en  él  de  que  «la  cara  superior  ó 
parte  superficial  de  toda  pertenencia  minera  permanece  siendo  propie- 
dad del  dueño  del  terreno,  no  obstante  la  concesión  de  aquella:» 

4.^  El  art.  56  de  la  misma  ley,  por  cuanto  se  declaraban  derechos 
dominicales  é  la  sociedad  Verdad  de  los  Artistas^  sin  que  ésta  hubiese 
obtenido  la  propiedad  en  la  forma  y  demostrado  la  necesidad  estricta 
que  dicho  artículo  exige: 

5.*  El  art.  55  de  la  propia  ley,  porque  la  sentencia  suponía  que  con 
arreglo  al  mismo  no  son  posibles  entre  dos  sociedades  mineras  colin- 
dantes más  servidumbres  que  las  que  ese  articulo  menciona;  y  en  este 
mismo  sentido  todas  las  leyes  de  Partida  que  marcan  las  distintas  ma- 
neras de  que  con  arreglo  á  derecho  pueden  coostituirse  las  servidum- 
bres; 

Y  6.*    La  disposición  final  de  la  repetida  ley  de  minas  de  6  de  Julio 
de  i859,  en  cuanto  por  el  fallo  se  citan  y  aplican  leyes  y  disposicio 
nes  en  materia  de  minas  que  fueron  expresamente  derogadas  por  esa 
disposición  final  y  lo  habian  sido  también  por  el  decreto  de  4  de  Julio> 
de  4825  en  su  art.  44,  y  por  la  ley  de  4849; 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  de  Arrieta: 
CoDsiderando  que  la  acción  negatoria  de  servidumbre  únicamente 

puede  ser  ejercitada  por  el  dueño  de  la  finca  cuya  libertad  se  pretenda 

ó  por  el  que  posea  esta  finca  como  suya: 

Considerando  que  el  dueño  de  una  pertenencia  minera,  por  esta  sola 
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drcunstancis,  oo  lo  es  de  so  cara  superior  ó  parte  superficial,  la  cual, 
con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  15  déla  ley  vigente  de  minas  de  6  . 
de  Julio  de  i859,.acorde  eu  este  punto  con  la  de  H  de  Abril  de  4849  y 
Real  decreto  de  4  de  Julio  de  4825.  permanece  siendo  propiedad  del 
dueño  del  terreno,  si  bien  según  lo  dispuesto  en  el  art.  56  de  la  pri- 
ñera  de  dichas  leyes,  el  minero  podiá  obtener  el  libre  y  pleno  disfru* 
lo  del  todo  6  parte  de  ella  para  los  usos  necesarios  de  su  industria: 
concertándose  particularmente  con  el  dueño  del  terreno,  6  en  su  de- 
feeto  por  medio  de  la  eip  ropiacion  forzosa  debidamente  solicitada  y 
obtenida: 

Considerando  que  la  posibilidad  de  adquirir  un  derecho»  no  tiene 
ante  la  ley  el  mi  smo  valor  que  su  adquisición  efectiva  y  su  posesión 
actual: 

Gonsiderfrndo  que  la  sociedad  minera  Verdad  de  los  Artistas  no  es 
doeña  de  la  cara  superior  ó  parte  superficial  de  su  pertenencia,  ni  la 
posee  como  suya,  pues  aunque  haya  podido  y  pueda  obtener  el  libre  y 
j^leno  disfrute  del  todo  ó  parte  de  ella  por  Ids  medios  y  previos  ios  re- 
quisitos que  el  citado  art.  56  señala,  no  lo  ha  realizado  todavía,  conti- 
nuando dicha  superficie  bajo  el  dominio  y  posesión  del  Ayuntamiento 
de  Hiendelaencina: 

Considerando,  en  consecuencia,  que  la  expresada  sociedad  minera 
no  ha  podido  ejercitar  válidamente  la  acción  negatoria  de  servidumbre 
que  h»  intentado  en  estos  autos,  y  que  la  Sala  sentenciadora  al  esti- 
marla y  declararla  procedente,  dando  á  la  posibilidad  en  que  dicha 
sociedad  se  encuentra,  de  adquirir  los  derechos  señalados  en  el  men- 
cionado art.  56,  el  mismo  valor  legal  que  si  realmente  los  hubiese  ad- 
quirido y  actualmente  los  poseyese,  ha  infringido  los  referidos  artícu- 
los y  doctrinas,  así  como  al  aplicar  en  su  fallóla  ley  4.*,  tft,  18,  libro 
9.*  de  la  Novísima  Recopilación,  publicada  en  4584  y  comprensiva  de 
unas  ordenanzas  dominas,  ha  infringido  también  la  disposición  final 
déla  mencionada  ley  vigente  de  6  de  Julio  de  4859,  por  la  cual  han 
quedado  derogadas  todas  las  leyes,  instrucciones  y  reglamentos  de  mi- 
oeria  anteriores  á  la  promulgación  de  la  misma  ley,  pues  que  en  esta 
derogación  expresa,  general  y  absoluta,  se  halla  evidentemente  com- 
prendida dicha  ley  recopilada,  como  todas  las  demás  relativas  á  mine- 
ría, por  más  que  no  se  mencionen  especial  é  individualmente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  la  sociedad  minera  San  Carlos,  y  en  su 
consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  24  de  Mayo  de 
1866  dictó  la  referida  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  esta  corte. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
«opias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=José 
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Porlilla.=:Ventora  de  CoUa  y  Paiido.=LattreaQo  de  Arrieta.=Valaolia 
Garralda.=Francisco  María  de  Castilla .r=  Hilarión  de.IgóD.=Í08Ó  Ma* 

ría  Haro. 

PablicacioQ.-sLeida  y  publicada  faé  la  sentencia  anterior  por  ei 
lime.  Sr.  D.  Laureano  de  Arñeta,  Hiniáiro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estando  celebrando  audiencia  pública  la  Sección  primera  de 
la  Sala  primera  del  mismo  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  eomo  Escri'»' 
baoo  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  24  de  Enero  de  1867.=:Remigio  Fernandes  y  Rodriguei, 

(Gaceta  de  27  de  Enero  de  4867;. 


Comisión  Ré^la  Inspeetora 
de  la  DIreeelon  llenera!  de  Impuestos  Indirectos. 

Resolución  á  varias  consultas  dirigidas  sobre  el  impuesto  de 
carga  y  descargaban  referencia  á  los  minerales. 

Por  el  Ministerio  de  Hacienda  con  fecha  40  del  corriente  se  ha  tras- 
ladado á  esta  Comisión  Regia  una  Real  orden,  comunicada  por  el  de 
Fomento  en  24  de  Diciembre  anterior,  que  dice  así: 

«Excmo.  Sr.:  Los  términos  bien  explícitos  y  terminantes  de  la  ley 
Tigente  de  Minas  de  £  de  Julio  de  4859  no  cooiíenten  que  á  los  pro- 
ductos de  la  industria  minera  y  metalúrgica  puedan  exigirse  otros  im- 
puestos que  los  que  la  misma  ley  establece,  ni  aun  por  lo  que  se  refiere 
á  la  circulación  y  expendicion  en  el  interior  del  reino  y  al  trasporte  de 
cabotaje.  En  su  virtud,  y  debiendo  comprenderse  extensiva  á  todos  loa 
producios  minerales  y  metalúrgicos  la  exención  contenida  en  la  Real 
orden  dictada  por  ese  Ministerio  con  fecha  47  de  Febrero  último,  no 
parece  justo  que  se  exijan  en  el  puerto  de  Rarcelona  los  derechos  de 
descarga  por  los  minerales  procedentes  de  Águilas,  Mazarron  y  la  Gar- 
rucha. 

De  orden  de  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  6.)  lo  digo  á  V.  E.  en  contestación 
á  la  consulta  que  se  ha  servido  dirigirme  por  Real  orden  comunicada 
de  22  de  Noviembre  último.» 

Lo  que  trascribo  á  V .  como  resolución  á  las  varias  consultas  reci- 
bidas respecto  á  los  productos  minerales  y  metalúrgicos  nacionales 
que  en  el  trasporte  de  cabotaje  deben  considerarse  comprendidos  en  la 
exención  del  impuesto  de  carga  y  descarga  declarada  en  la  Real  órdiSQ 
de  47  de  Febrero  último,  aclaratoria  del  párrafo  tercero,  art.  552  de  las 
Ordenanzas  de  Aduanas;  previniéndole  que  en  su  virtud  no  procede 
exigir  en  lo  sucesivo  el  ezpresado  derecho  sobre  dichos  productos,  eo 
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cuyo  C880  se  encuentra  el  jabón  de  piedra,  alumbre,  alabastro,  las  pie*. 
dras  para  adoquinar  calles,  las  de  sillería  y  las  losas  de  cauteria  á  que 
se  refieren  las  consultas  de  que  vá  becbo  mérito;  y  asimismo  que  de 
ofrecerse  alguna  duda  al  aplicar  li\  indicada  exención,  se  oiga  por  con* 
ducto  del  Gobernador  el  competente  dictamen  facultativo  del  Ingeniero 
de  Minas  y  de  la  Sección  respectiva  de  la  Junta  provincial  de  Agricul- 
tura, Industria  y  Comercio. 

Dios  guarde  á  V.  muchos  años.  Madrid  i9  de  Enero  de  l867.=Jo8é 
García  Barzattallana.=Sr.  Administrador  de  la  Aduana  de..... 

{Gaceta  de  27  4e  Enero  de  1867). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Real  Orden. 

ñesolucion  en  la  apelación  interpuesta  sobre  el  aforo  y  recar- 
go de  derechos  al  mármol  de  Carrara. 

Excmo.  Sr.:  Vista  la  apelación  de  la  casa  Nicolao,  Pujol  y  Castelli 
contra  lo  dispuesto  por  esa  Comisión  Regia  Inspectora  en  i2  de  Se- 
Uembre  último  aprobando  el  aforo  verificado  por  la  partida  445  del 
Arancel,  y  el  recargo  de  derechos  impuesto  á  40.000  kilogramos  de 
mármol  estatuario  de  Carrara  que  presentó  al  despacho  en  la  Aduana 
de  Barcelona  con  declaración  núm.  8.673  del  año  anterior: 

Y  considerando  que,  según  lo  manifestado  por  el  Administrador  de 
la  Aduana  de  Barcelona,  el  mármol  de  que  se  trataos  efectivamente  de 
Cerrara,  y  que  corresponde  su  adeudo  por  la  partida  442  del  Arancel, 
como  preparado  en  trozos  para  darles  la  forma  conveniente  á  las  esta- 
tuas: 

Considerando  que  la  partida  443  solo  comprende  los  mármoles  de 
otras  clases,  y  el  mayor  derecho  que  ella  impone  reconoce  por  causa 
la  existencia  de  mucha  riqueza  de  mármoles  en  España,  aunque  no  de 
la  clase  indicada: 

Considerando  que  la  circunstancia  de  venir  escuadrado,  ésto  es, 
preparado,  no  le  quita  el  ser  mármol  de  Carrara; 

S.  M.,  conformándose  con  lo  propuesto  por  V.  E.  ha  tenido  á  bien 
disponer  que  se  rectifique  el  aforo  de  los  40.000  kilogramos  de  mar-* 
mol  de  Carrara  estatuario  por  la  partida  442  del  Arancel;  y  que  para  evi* 
tar  dudas  en  lo  sucesivo,  y  la  formación  de  nuevos  expedientes,  se 
adicione  ala  misma  la  palabra  «escuadrado»  antes  de  la  de  «prepa- 
vado.- 
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De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  su  cooocimiento  y  fines  corres- 

poodieuies.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  16  d&  Enero  de 

1867. 

Barzanallána. 

Sr.  Comisionado  Regio  Inspector  déla,  Dir3Ccion  general  de  Impuestos 

iadireolos. 

(Gaceta  de  31  de  Enero  de  1867). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  decreto. 

Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Real  orden  que 
declaró  procedente  el  denuncio  de  la  mina  Linterna, de  Dió- 
genes. 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar<« 
quía  Española,  Reina  de  las  Españas.  A  todos  los  que  las  presentes 
vieren  y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento, 
sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  iá  una  el  Doctor  D.  Francisco  de  Paula  Lo- 
bo, á  nombre  de  la  sociedad  especial  minera  titulada  ünion  de  Dióge- 
neSf  coQcesiotiaria  de  la  mina  conocida  con  el  nombre  de  Liníerna  de 
'  Diógenes^  demandante,  y  de  la  otra  la  Administración  general,  de» 
mandada  y  representada  por  mi  Fiscal,  sobre  revocación  de  la  Real 
orden  de  28  de  Julio  de  1860,  que  declaró  procedente  el  denuncio  he- 
cho á  la  mencionada  mina,  mandando  que  se  devolviera  el  expediente 
al  Gobernador  de  la  provincia  de  Guadalajara  para  que  le  diese  la  tra* 
mitacion  que  correspondiera: 

Visto; 

Visto  el  escrito  que  en  21  de  Mayo  de  1859  presentó  al  mencionado 
Gobernador  el. Presidente  de  la  sociedad  Poderosa  manifestando  que  la 
mina  Linterna  de  Diógenes,  de  cobre  argentífero,  situada  en  Hiende- 
laencina,  en  el  punto  llamado  Solana  de  la  Calabaza,  se  hallaba  aban- 
donada hacia  dos  años,  debiendo  estar  comprendida  en  el  caso  tercero 
del  art.  24  de  la  ley  de  minería  de  11  de  Abril  de  1849;  y  solicitó  que, 
previos  los  trámites  oportunos,  se  declarase  la  caducidad  de  la  conce* 
8Íon  déla  misma  mina: 

Vistos  los  certificados  que  el  concesionario  trajo  al  expediente,  ex- 
pedidos por  el  Alcalde  de  Uiendelaencina  en  5  de  Diciembre  de  4858, 
»  »n  21  de  Enero  y  19  de  Febrero  de  1859  de  los  que  consta  que,  coas- 
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tilnido  en  el  paraje  de  la  mina  con  el  Secretario  de  la  Municipalidad 
y  testigos,  había  hallado  en  ella  caatro  operarios  que  se  ocopabáQ  en 
la  eitraccion  de  aguas  y  escombros;  y  apoyado  en  los  indicados  docu- 
mentos expresó  el  referido  concesionario  que  la  mina  se  encontraba 
poblada,  y  pidió  que  se  desestimara  la  solicitud  del  denunciante: 

Vistos  el  decreto  del  Gobernador  de  47  de  Mayo  de  1859«  que  decla- 
ró la  improcedencia  del  denuncio,  y  la  reclamación  dirigida  en  su  con* 
secuencia  por  el  representante  de  la  sociedad  Poderosa  al  Ministerio, 
acompañando: 

I.*  Un  certificado  expedido  por  el  Oficial  primero.  Jefe  de  la  Sec- 
ción de  Komeiito,  visado  por  el  Gobernador  de  la- provincia,  del  qot 
resulta,  con  referencia  al  libro  diario  de  minas: 

Que  en  16  de  Marzo  de  4857  el  Presidente  de  la  sociedad  explotadora 
de  la  Linterna  de  Diógenes  habia  solicitado  que  se  le  pusiera  en  pose- 
sión de  sus-pertenencias: 

Que  en  26  de  Mayo  de  1858  se  autorizó  para  ello  al  Alcalde,  y  que  ea 
S  de  Junio  inmediato  siguiente  tuvo  efecto  la  referida  diligencia. 

S.*  Una  información  de  siete  testigos  mayores  de  edad,  examina» 
dos  ante  el  Alcalde  de  Hiendelaencina  en  la  cual  los  números  primero, 
segundo,  tercero  y  cuarto  declararon  que  no  se  trabajó  en  la  mina  des- 
de Junio  de  4857  hasta  Marzo  de  4859,  más  que  tres  ó  cuatro  veces, 'y 
entonces  solo  un  dia  ó  algunos  más,  en  los  cuales  el  Alcalde  y  Secre- 
tario de  la  Municipalidad  practicaron  el  reconocimiento,  y  el  quinto,  * 
sexto  y  sétimo  dijeron  en  Junio  de  4859  que  les  constaba  que  hacia  uft 
año  que  no  se  habia  trabajado  más  que  algunos  días: 

3.*  Un  certíflcado  expedido  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de 
Hiendelaencina  en  Junio  de  4t>59,  con  referencia  al  libro  de  registros 
de  minas,  del  que  aparece  que  en  4  je  Diciembre  del  año  inmediato 
anterior  se  habia  librado  testimonio  por  la  Alcaldía  de  hallarse  ampa- 
rada la  mina  con  cuatro  operarios,  y  que  en  21  de  EUiero,  5  de  Marzo 
y  34  de  Mayo  se  extendieron  otros  para  acreditar  lo  mismo:  * 

Visto  el  informe  pedido  al  Ingeniero,  en  que  manifestó: 

Que  existia  un  pozo  de  57  varas  de  profundidad,  si  bien  no  Ihs  mi-* 
dio  con  exactitud,  por  estar  aguado  hasta  las  48  raras,  contadas  deado 
su  fondo: 

Que  tampoco  pudo  reconocerle  á  causa  de  hallarse  ruinoso  eu  has- 
tial de  Poniente,  que  era  donde  se  habia  establecido  la  bajada,  qao  8t> 
encontraba  interrumpida  en  algunos  puntos: 

Que  el  representante  de  la  mina  expresó  en  el  acto  del  reoonoai*' 
miento  que  iba  á  procederse  á  la  fortificación  y  habilitación  del  póio* 
para  lo  cual  se  acopiaron  las  maderas  necesarias  depositadas  en  la  ex- 
planada: 

Y  que  según  manifestación  del  mismo  representante  y  del  guarda. 
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en  cada  uno  de  los  cídco  primeros  meses  de  1859  se  habiao  extraídc^ 
aguas  por  espacio  de  tres  ó  cuatro  djas,  sin  que  se  hubiera  hecho  dIq- 
gun  género  de  trabajo  en  la  mina  desde  principios  de  Julio  del  propio* 
año: 

Vistos  el  déla  Junta  facultativa  de  Minería,  la  cual  fué  de  parecer 
que  la  mencionada  mina  estaba  abandonada,  según  los  hechos  expues* 
ios  por  el  Ingeniero;  y  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1860,  dictada  ie 
conformidad  con  el  dictamen  de  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomen-- 
to  del  Consejo  de  Estado,  en  qué  se  declaró  procedente  el  denuncio: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Dr.  Don 
Francisco  de  Paula  Lobo,  á  nombre  de  la  sociedad  especial  minera 
ünion  de  Diógmes^  concesionaria  de  la  mina  Linterna  de  Diógenes^  pi-^ 
diendb  la  revocación  de  la  Real  orden  anterior  y  la  confirmación  dei 
decreto  del  Gobernador  de  la  pro?inc¡a: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  la. 
absolución  de  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  órdenr. 

Visto  el  art.  22  déla  ley  de  11  de  Abril  de  1849,  qne  dice:  «Ningu- 
>Da  minase  considerará  poblada  ó  en  actividad,  si  tiene  menos  de  cua* 
•tro  trabajadores  continuos  en  razón  de  cada  pertenencia:* 

Visto  el  art.  24  de  la  citada  ley,  en  que  se  dice:  «Se  pierde  el  dere* 
*eho  á  una  mina  y  será  ésta  denunciable  para  cualquiera  de  los  casos- 
•siguientes:  segundó,  cuando  trascurran  seis  meses  de  la  concesión 
•sin  haber  dado  principio  á  los  trabajos;  tercero,  cuando  empezados 
«éstos  no  se  tuviese  poblada  por  cuatro  meses  consecutivos  ú  ocho  in» 
»terrumpido3  en  él  trascurso  de  un  año.» 

Vístala  Real  orden  de  11  de  Diciembre  de  1855,  en  que  se  dispone 
que  estos  plazos  se  cuentan  desde  que  se  expida  el  título  de  propiedad: 

Considerando  que  expedido  el  título  de  propiedad  de  la  mina  Lin* 
iema  de  Diógenes  en  Marzo  de  1857,  no  empezaron  los  trabajos  hastia 
Diciembre  de  1858: 

Considerando  que  las  labores  hechas  en  la  mina  se  redujeron  á  ez  - 
traer  agua  tres  ó  cuatro  dias  en  Diciembre  de  1858  y  en  los  primeros^ 
meses  de  1859: 

Considerando  que  debiendo  contarse  el  plazo  para  comenzar  los  ira-^ 
bajos,  con  arreglo  á  la  Real  orden  de  11  de  Diciembre  de  1855,  deade^ 
que'se  expidió  el  titulo  de  propiedad,  resulta  que  en  la  mina  LUH^rna 
de  Diógenes  trascurrieron  más  de  seis  meses  sin  dar  principio  á  ellos 
7  que  la  citada  mina  no  estuvo  poblada  por  cuatro  meses  consecuti- 
vos ú  ocho  interrumpidos,  deduciéndose  del  informe  del  Ingeniero  que 
practicó  el  reconocimiento  que  se  hallaba  abandonada; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso» 
del  Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruiz  de- 
la  Vega,  Presidente;  D.  Antero  de  Echarri,  D.  Pablo  Jiménez  de  Pala*^ 
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€10,  D.  José  Sánchez  Oeaña,  D.  Ilanoel  Lassala  y  Solera,  D.  Domingo 
Moreno,  D.  Agustin  de  Torrea  Vallderrama,  Dv  Eugeoio  de  Ochoa«  Doia 
Tomás  Relortillo,  D.  ioao  Anioioe  y  Zayas  y  D.  Rafael  Uminiana  y 
Brignole, 

Vengo  en  absoWer  á  la  Administración  de  la  demanda,  y  en  confir* 
mar  la  Real  orden  en  ella  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  veinte  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
8«s.=Está  robricado  de  la  Real  mano.=fir  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  NarYaez.> 

Publicación. =Leido  y  publicado  el  anterior  Real  deéreto  por  m!  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien* 
cía  publica  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  qne  se  tenga  como  reso- 
lución flnal  en  la  instancia  y  satos  á  qne  se  refiere;  que  se  una  á  los 
mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta. 
De  que  certifico. 

Madrid  5  de  Enero  de  4867.=Pedro  de  Madrazo. 

{Gaceta  de  i2  de  Fettero  de  4867). 


MmiSTERIO  DE  FOMENTO. 

ReAUSS  ORDENES. 

Real  Orden  sobre  autorización  para  iluminar  aguas. 

Bxemo.  Sr.:  D.  Salvador  Orriols  y  Sagrera  y  D.  Juan  Nasriera  y 
Font;  en  representación  de  la  sociedad  de  propietarios  intitulada  la 
Boha  de  la  Madria^  han  solicitado  autorización  para  iluminar  aguas 
subterrábeas  en  varios  torrentes  del  término  municipal  de  San  Pedro 
de  Premia,  provincia  de  Rarcelona. 

Apareciendo  del  expediente  que,  á  virtud  de  carta  precaria  de  con- 
cesión otorgada  por  el  Intendente  del  Principado  de  Cataluña  en  4750  * 
á  los  antecesores  de  la  expresada  sociedad,  ésta  disfruta  las  aguas  que  ' 
discurren  por  los  torrentes  Servid  y  Buen  Jesús,  los  cuales  reunidos 
forman  el  de  la  Mádria,  en  cuya  margen  izquierda  existe  una  balsa 
donde  para  su  distribución  se  reúnen  las  aguas  que  utilízala  com- 
pañía: 

Resultando  que  en  la  referida  época  se  autorizó  á  los  concesioña* 
ríos  paaa  iluminar  las  aguas  que  hubieran  menester,  valiéndose  dé 
minas,  contraminas  y  cualesquiera  otros  medios  á  lo  largo  de  aquellos 
cauces  y  veneros  que  los  alimentan: 

En  vista  de  no  haber  hecho  uso  desde  entonces  de  este  último  dere- 
«ho  en  el  terreno  Serviol: 
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Teniendo  en  coeata  que  competeutemeote  autorizado»  aprovechan 
SD8  aguas  y  la»  de  la  ftiente  de  la   Franquesa  otros  usuarios  desdé, 
tiempo  iomémorialf  valiéndose  de  una  miua  absorbeute: 

Y  coüsideraodo,  por  último,  qu^estos  usuarios  no  pueden  ser  pri- 
vados del  aprovechamiento  sino  en  juicio  de  propiedad; 

La  Reina  (Q.  D.  G.),  conformándose  xon  el  dictamen  déla  Sección 
quinta  ae  la  Junta  consultiva  de  Caminos*  Canales  y  Puertos,  y  con  lo 
propuesto  por  esa  Dirección  general,  ha  tenido  á  bien  disponer  lo  si* 
guiente: 

i."  Se  deniega  la  autorización  solicitada  en  nombre  de  la  compa- 
ñía de  propietarios  déla  Mádria  pata  establecer  una  miua  y  cañería 
por  bajo  del  torrente  Sewiol,  y  aprovechar  por  ñltracion  sUs  aguas  y 
las  de  la  fuente  de  la  Franquesa. 

2.*  Se  autoriza  á  lo«i  peticionarios  para  construir,  salvo  el  derecho 
de  propiedad  y  sin  perjuicio  de  tercero,  la  mina  absorbente  que  pro* 
yectao  por  bajo  del  torrente  del  Buen  Jesús,  desde  la  confrontadoo  ae 
la  fuente  del  Terri  hasta  la  confluencia  del  mismo  torrente  con  el  de  la 
Mádria,  desde  cuyo  punto  hasta  la  balsa  de  este  nombre  se  conduci- 
rán las  aguas  por  cañería  cerrada  é  impermeable. 

5/"  El  ttozo  de  mina  de  absorción  se  revestirá  con  mamposterfa  en 
seco,  siendo  su  luz  de  0,54  metros  de  ancho  por  un  metro  de  altura. 

4/  La  piedra  y  tierra  que  se  saque  de  la  excavación  se  trasportará 
fuera  del  torrente,  á  donde  no  causen  daño  alguno. 

5/  Las  obra»  se  ejecutarán  con  entera  sujeción  al  plano  aprobado 
y  bajóla  vigilancia  del  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia. 

G."  La  parte  de  aguas  públicas  que  por  esta  concesión  se  otorgaí  es 
estrictamente  la  necesario!  para  completar  el  caudal  que  acredite  la 
compañía  necesitar  pura  el  riego  de  las  cinco  hectáreas  que  cultiva  y 
para  los  usos  domésticos,  supuesto  que  la  dotación  actual  no  llena  este 
objeto. 

De  Real  urden  lo  digo  á  V.  E.  para  su  conocimiento  y  demás  efec- 
tos. Dios  guarde  á  V.  fi.  muchos  años.  Madrid  15  de  Febrero  de  1867. 

Orovio. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gacela  de  30  de  Febrero  de  1867). 


Real  orden  autaríaando  á  D.  Pedro  José  López  Baños  para 
iluminar  aguas, 

Excmo.  Sr.:  De  conformidad  con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  ge- 
neral, S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)se  ha  servido  autorizar  á  D.  Pedro  José 
López  Ranos  para  que,  salvo  el  derecho  de  propiedad  y  sin  perjuicio 


de  tercoro,  ejecute  las  obras  necesarias  i  fia  de  ilumíoar  aguas  en  ia 
rambla  de  las  Peras,  término  de  Totaua,  provincia  de  Murcia,  ea  ter- 
reno que  linda  por  Oriente  con  propiedades  de  los  herederos  de  Juan 
López,  por  el  Mediodía  coa  el  cauce  du  dicha  rambla  y  tierras  de  Pablo 
Costa,  hacia  el  Poniente  con  la  Cordillera  de  las  Patéticas  y  Cumbre  de 
las  Cabezuelas  y  por  el  Norte  con  las  mismas  Cabezuelas;  de  cuyas 
aguas,  si  las  encontrase»  podrá  disponer  ¿  peirpetuidad  el  coocesiona-^ 
rio  en  los  términos  que  prescriba  la  ley  de  3  de  Agosto  último. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  su-  conocimiento  y  demás  efec- 
tos. Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  añoB.  Madrid  23  de  Febrero  de  1867. 

Orovio. 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

{Gaceta  de  i.'  de  Marzo  de  i^úlj. 


MINISTERIO  DE  ULTRAMAR. 


Beal  decreto  sobre  el  régimen  de  la  mineria  en  la  isla  de  Puer* 
iO'Rico. 

En  virtud  dalas  razones  quo  me  ha  expuesto  el  Ministro  de  Ultra-: 
mar,  de  conformidad  con  el  Consejo  de  Estada  y  de  acuerdo  con  el  de> 
Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente  sobre  el  régimen  de  la  minería  en 
la  isla  de  Puerto-Rico. 

CAPITULO  PRIMERO. 
De  los  objetos  de  la  mineria. 

Articulo  1.*  Son  objeto  esi^ecial  del  ramo  de  minería  todas  las  sus- 
tancias iiiorgánicciS,  metalíferas,  combustibles^  salinas,  fosfatos  cali- 
zos .cuando  se  presenten  en  pilones  que  exijan  operaciones  mineras,  y 
las  piedras  preciosas  que  en  la  supertlcie  ó  en  el  interior  de  la  ^erra  ae 
presten  i  explotación.  » 

Art,  2.*  La  propiedad  de  las  sustancias  designadas  en  el  artlcuto 
anterior  corresponde  al  Estado,  y  nadie  podrá  disponer  de  ellas  sin 
concesión  expedida  por  el  Gobernador  superior  civil. 

Art,  3.*  Las  producciones  minerales  silíceas  y  calcáreas,  las  are- 
nas, las  tierras  ardllosas,  magoesianas  y  fitrrogiposas,  las  margas  y 
las  demás  sustancias  de  esta  clase  que  tengan  aplicaciit^o  á  la  construe- 
cion,á  la  a^^ricultura  ó  alas  artes,  oontinuarán  como  hasta  aqui  sien» 
do  de  aprovechamiento  común  cuando  se  hallen  en  terreno  ¿el  fistado 
ó  de  los  pueblos,  y  de  explotación  particular  cuando  el  terreno  sea  d« 
propiedad   privada.  Las  sustancias  comprendidas  en  este  artículo  nai 


quedan  sujetas  i  las  formalidades  dí  cargas  del  presente  decreto;  pera 
estarán  bajo  la  ▼¡gilancia  de  la  Administración  en  lo  relativo  á  la  poli- 
cía y  seguridad  de  las  laboies. 

Arh  4.*  No  se  consentirá  la  explotación  dé  las  sustancias  especifi- 
cadas en  el  articulo  anterior  sin  permiso  especial  del  dueño  cuando  el 
terreno  fuese  de  propiedad  privada.  Pero  en  caso  de  destinarse  á  la 
▼asijeria  de  alfar,  fabricación  de  loza  ó  porcelana,  de  ladrillo  refracta» 
rio,  cristal  ó  vidrio,  ú  otro  ramo  de  industria  fabril,  podrá  el  Goberna- 
dor superior  civil  conceder  autorización  para  explotarlas  á  cualquiera 
que  la  solicitare,  previo  expediente  instruido  al  efecto  con  audiencia 
del  dueño  del  terreno,  y  mediante  informe  de  un  Ingeniero  de  Minas  y 
del  Consejo  de  Administración.  Si  el  dueño  del  terreno  se  obliga  á  ha- 
cer la  explotación  por  sf ,  empezándola  dentro  del  plazo  que  se  le  fijare 
por  el  Gobernador  superior  civil,  que  no  bajará  de  tres  meses,  tendrá 
la  preferencia  sobre  los  extraños. 

Art.  S.*"  Obtenida  que  fuere  por  un  extraño  la  autorización  del  Go- 
bernador superior  civil  para  explotar  alguna  de  las  sustanciai  de  que 
tratan  los  dos  arliculos  anteriores,  indemnizará  al  dueño  de  la  finca  del 
valor  del  terreno  que  hubiese  de  ocuparle  y  una  quinta  parte  más, y 
lambieti  pagará  en  su  caso  el  menoscabo  ó  demérito  que  el  predio  ex. 
perimente,  y  prestará  fianza  para  responder  de  los  ulteriores  daños  y 
perjuicios  que  pudiere  ocasionarle  en  lo  sucesivo.  Hasta  después  de 
haber  llenado  estos  requisitos  no  podrá  emprender  sus  trabajos.  La  au* 
torizacion  caducará  cuando  el  concesionario  dejare  trascurrir  un  año 
sin  explotar  las  expresadas  sustancias. 

Ari.  6."  Las  arenas  auríferas  y  las  estanníferas  ü  otras  produccio- 
nes minerales  de  loí^  rios  y  placeres,  serán  de  libre  aprovechamiento 
sin  necesidad  de  autorización  ni  licencia.  Únicamente  cuando  el  bene- 
ficio se  hiciere  en  establecimientos  fijos«  se  formarán  pertenencias  mi- 
neras según  el  párrafo  tercero  del  art.  13. 

Art,  7.*  Las  tierrad  ferruginosas,  como  ocres  ó  almagres  serán 
también  de  libre  aprovechamiento.  Si  la  metalurgia  del  hierro  las  re* 
elamase  como  primeras  materias,  podrán  constituir  pertenencias  mineí- 
ras  al  tenor  del  párrafo  segundo  del  art.  13. 

CAPITULO  II. 

De  ia$  calicatM. 

Art.  8.*  Todo  español  ó  extranjero  puede  hacer  libremente  laborea 
someras  para  descubrir  los  minerales  de  que  trata  el  ari.  4.*  en  cuales* 
quiera  terrenos  que  no  estuviesen  dedicados  al  cultivo,  ya  pertenezcan 
al  Estado  ó  á  los  pueblos,  ya  sean  de  propiedad  particular.  Estas  labo- 
res denominadas  calicatas,  no  podrán  exceder  de  una  excavación  4% 
éM  metros  lineales  en  cuadro  y  un  metro  de  profundidad.  Tenárán 
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prohibicloD  de  hacer  eeUs  labores»  como  también  de  ser  propietarios 
de  minas,  las  Antoridades  y  emp  leadoa*  del  orden  admioistratifo  y  ja- 
dicial  en  las  jurisdicciones  en  que  aquellas  radiquen  ó  se  instruyan  los 
expedientes  de  concesión. 

Arf.  9.*  En  terrenos  de  secano  que  contengan  arbolado,  ó  estén  de- 
dicados á  pastos  d  labor,  será  necesaria  la  licencia  del  dueño  d  de 
quien  le  represente,  antes  de  poderse  abrir  calicatas.  En  el  caso  de 
negarse  la  licencia,  ó  si  trascurren  dos  meses  sin  otorgarse,  podrá  el 
que  la  hubiere  solicitado  acudir  al  Gobernador  superior  ci?il,  el  cual 
la  concederá  ó  negará  después  de  oir  á  los  interesados,  y  si  lo  juzga 
oportuno  ó  si  lo  pide  alguna  de  las  partes,  á  un  Ingeniero  de  Minas. 

ArL  iO.  En  jardines,  huertas,  campos  sembrados  de  caña  y  cuales- 
quiera fincas  de  regadío,  el  dueño  es  quien  únicamente  puede  conceder 
la  licencia  para  calicatar,  sin  ulterior  recurso  ni  apelación.  El  que  soli- 
citare licencia  para  calicatas*  tanto  según  este  articulo  como  aegon,  el 
anterior*  lo  pondrá  en  conocimiento  OelGobernador superior  civil  para 
los  efectos  oportunos  en  su  dia. 

Art.  il.  Siempre  que  el  dueño  del  terreno  lo  exigiese,  tendrá  el 
explorador  la  obligación  de  constituir  préfiamente  fianza  para  indeov* 
nizacion  del  deterioro  que  con  la  calicata  pudiera  producir  según  con- 
▼enio  ó  tasacion,^  y  además  quedará  sujeto  al  abono  de  los  daños  y 
.pequicios  que  ulteriormente  ocasionare  en  la  finca.  Cuaado  la  licencia 
para  calicatas  hubiese  sido  concedida  por  el  Gobernador  superior  ci- 
vil, serán  á  satisfacción  de  éste  la  fianza  ó  depósito  para  indemniza- 
ciones. 

Arl.  12.  No  podrán  abrirse  calicatas  ni  otras  labores  mineras  á 
menor  distancia  de  40  metros  de  un  edificio,  camino  de  hierro,  carro* 
^ra,  canal,  fuente*  abreyadero  ú  otra  senddumbre  pública»  y  i.400  do 
los  puntos  fortificados,  á  menos  que  en  este  último  casóse  obtenga  li- 
cencia de  la  autoridad  militar  y  en  los  demás  del  Gobierno  superior 
cíyíI  si  se  trata  de  servicios  ó  servidumbres  publicas,  ó  del  dueño 
cuando  se  trate  de  edificios  de  propiedad  particular. 

CAPITULO  III. 
De  las  pertenencias  de  minas. 

m 

Arf.  13     La  pertenencia  común  de  una  mina  es  un  sólido  de  base 
.rectangular  de  SOO  metros  de  largo  por  200  de  ancho,  horizontalmeoto 
raedidO' al  rombo  que  designe  el  interesado  y  de  profundidad  vertical 
indefinida.  La  cara  superior  ó  parte  superficial  permanece  siendo  pro- 
piedad del  dueño  del  terreno. 

>En  las  minas  de  hierro,  carbón  de  piedra,  antracita,  lignito,  turba, 
•asfalto,  ajcillas  bituminosas  ó  carbonosas,  sulfato  de  sosa  y  sal  gem» 
ma,  tendrá  cada' pertenencia  500  metros  de  lado  sobre  300. 
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Ed  las  arenas  auríferds  ó  estanníferas  y  demás  de  qoe  trata  el  ar- 
ticulo 6.*,  comprenderá  la  pertetiencia  60.000  metros  cuadrados  ó  su- 
perficiales,  como  Ins  del  párrafo  primero  del  artículo  presente,  y  po- 
drá estar  formada,  bien  por  nn  rectángulo,  bien  por  un  cuadrado  ó  bien 
por  una  serie  ó  reunión  de  cuadrados  de  20  metros  al  menos  de  fado 
cada  una,  adaptados  entre  si  según  convenga  al  registrador,  peto  sin 
dejar  claros  6  espacios  intermedios. 

Art.  44.  Cuando  entre  dos  pertenencias  resultare  una  faja,  y  entre 
tres  ó  más  un  espacio  franco  en  que  pueda  demarcarse  un  rectángulo^ 
cuya  superOcie  horizontal  no  sea  menor  délos  tercios  de  la  pertenen* 
eia  de  su  propia  clase,  y  cuyo  lado  mayor  nb  exceda  de  300  metros  en 
pertenencias  arregladas  al  párrafo  primero  del  articulo  anterior,  y  de 
$00  en  las  del  párrafo  segundo  del  mismo,  se  formará  una  pertenencia 
completa  y  se  adjudicará  á  quien  la  solicitare. 

Art.  15.  Guando  el  espacio  que  mediare  entre  dos  ó  más  pertenen- 
cias no  pudiese  dar  lugar  á  la  colocación  de  una  pertenencia  incom- 
pleta según  el  artículo  anterior,  se  considerará  como  demasía,  la  cual 
se  adjudicará  al  dueño  de  la  mina  más  antigua  de  las  colindantes,  y 
por  su  renuncia  expresa  á  los  que  les  sigan  en  el  orden  de  prioridad. 
La  demasía  no  podrá  entenderse,  cualquiera  que  sea  su  figura,  á  ma* 
jf^r  superficie  que  los  dos  tercios  de  una  pertenencia  completa  de  su- 
élase: si  sobrare  terreno,  se  constituirán  dos  ó  más  demasías.  A  nin*' 
guna  mina  podrá  adjudicarse  más  que  una  demasié:  cuando  las  hubie- 
se en  mayor  numero,  se  har^  su  adjudicación  sucesivamente  por  or- 
den de  prioridad  á  las  minas  colindantes. 

Art.  46.  Los  particulares  y  empresas  podrán  obtetier  el  número  de 
pertenencias  que  estimen  conveniente,  siempre  que  no  se  pidan  en  una 
solicitud  más  de  dos  por  una  persona,  cuatro  por  una  Compañía,  y  el 
doble  respectivamente  en  las  minas  comprendidas'en  el  párrafo  segan- 
do del  art.  4S. 

También  podrán  constituirse  á  su  voluntad  grandes  grupos  ó  cotos 
mineros,  sin  perjuicio  de  la  división  de  las  respectivas  demarcaciones- 
Art^  i7.  El  permiso  para  investigación  según  el  art.  25  podrá  com/^ 
prender  la  extensión  hasta  de  dos  pertenencias  completas  según  su  cla- 
se, siempre  que  hubiese  terreno  franco  al  presentarse  la  solicitud.  Pue- 
deD  solicitarse  dos  ó  más  investigaciones  contiguas,  si  hubiese  terreno 
franco. 

ArL  18.  Es  indivisible  la  extensión  comprendida  en  una  sola  per- 
tenencia; pero  en  el  caso  de  que  la  concesión  sea  de  dos  ó  más  perte- 
nencias, podrán  éstas  separarse  mediante  aprobación  del  Gobernador 
superior  civil. 

Art,  19.  Todo  individuo  ó  Compañía  puede  libremeote  adquirir  por 
compra  ó  por  medio  legal  cualquier  número  de  pertaneociu  minaiaa. 
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'  Mies  ó  después  de  eipedido  el  Ululo  de  propiedad.  Pero  las  Gompa* 
filas  adquirentes  no  tendrán  en  cada  caso  más  dereehos  que  sus  cau- 
Mutes,  ni  podrán  pretender  como  tales  Compañías  auroeuto^e  perie» 
nencias,  á  no  existir  terreno  franco. 

CAPITULO  TV. 

De  ¡a  peíicUtu  de  pertenencias  mineras, 

Art.  30.  Para  llegar  á  conseguir  la  propiedad  de  una  ó  mis  perte- 
DODcias  mineras»  puede procederse por  uno  de  dos  medios;  la  investí- 
gaeion  ó  el  registro.  Lo  mismo  en  la  inve^iighcion  que  en  el  registro, 
k  prioridad  de  la  solicitud  confiere  derecbo  preferente  á  la  concesión 
7  propiedad.  La  solicitud  de  inyestigacion  ó  registro  puedo  entablarse 
sin  consentimiento  ni  conocimiento  del  dueño  del  terreno;  pero  no  se 
dará  principio  á  las  labores  sino  con  los  requisitos  y  condiciones  que 
en  los  artículos  9,  10, 14  y  42  se  establecen  para  las  calicatas.  Si  los 
dueños  de  jardines,  huertas,  campos  sembrados  de  caña  y  cualesquie- 
ra otras  incas  de  regadío  por  las  que  convenga  dirigirlas  labores 
principiadas,  niegan  el  permiso  para  ejecutarlas,  el  Gobernador  supe- 
rior civil  podrá  concederlo  con  las  formalidades  prevenidas  eo  los  ar- 
ifcutos  iS  y  26  luego  que  haya  mineral  descubierto. 

Ar/.  94.  El  que  con  calicata  6  sin  ella  se  proponga  explorar  y  re- 
conocer el  terreno  comprendiendo  labores  más  extensas  é  importantes 
qne  las  de  las  calicatas,  como  son  las  de  poso»  soeav on,  zanja  ó  des- 
monte, presentará  su  solicitud  por  escrito  al  Gobernador  superior  ci- 
vil, pidiendo  permiso  para  investigación  en  terreno  franco*  El  que  ceñ 
calicata  ó  sin  ella  prefiera  registrar  rma  ó  más  pertenencias  en  terreno 
franco  presentará  á  la  misma  Autoridad  por  escrito  su  solicitud  de  re- 
gistro, expresando  si  se  baila  ó  no  descubierto  el  mineral  cuya  explo- 
tación se  propone.  Tanto  el  investigador  como  el  registrador  acoaapa- 
ñarán  al  propio  tiempo  la  designación  de  la  pertenencia  ó  pertenen- 
ciast  y  dentro  de 20  dias  tendrá  obligación  de  presentar  al  Gobernador 
seperíor  civil  el  plano  del  terreno  que  solicitan,  ó  bien  certificación  del 
Alcalde  ordinario  ó  Autoridad  pedánea,  acreditando  tener  amojonado 
'  de  una  manera  percer^tible  todo  el  espacio  comprendido  en  su  investi- 
gación ó  registro.  El  investigador,  sea  individuo  ó  sea  Compañía,  po- 
drá designar  segnn  el  art.  47  basta  dos  pertenencias  por  cada  investi- 
gación, si  hubiese  terreno  franco. 

Art,  22.  El  Gobernador  superior  ci^il  decretará  acto  contioHO  la 
admisión  de  una  ai  otra  solicitud,  salvo  mejor  derecho.  Se  numerarán 
las  solicitudes,  y  se  anotará  el  dia  y  bora  de  su  presentación  en  libros 
talonarios  separados  para  investigación  y  registros,  donde  firmará 
cada  interesado,  al  cual  se  le  entregará  sin  levantar  mano  el  resguardo 
suficientemente  auterixado  por  el  Secretario  de  la  dependencia,  con 
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expresión  del  número  de  orden  que  hubiese  toeado^ásu  soUcítud* 

Árt.  23.  La  Antoridftd  citada  en  el  articulo  anterior  mandará  que 
dentro  del  tercer  dia  se  publique  la  investigación,  6  el  registro  con  sus 
designaciones,  en  la  tabla  de  anuncios,  en  el  periódico  oflcial  de  la 
isla,  y  que  se  remitan  al  Alcalde  ó  Autoridad  pedánea  para  la  fljacion 
de  edictos. 

Ar¿.  24.  Dentro  de  los  €0  días  después  de  la  publicación  de  la  in- 
Testigftcion  ó  el  registro,  presentarán  al  Gobernador  superior  civil  sus 
oposiciones  los  que  se  consideraren  con  derecho  al  todo  ó  parte  del  ter- 
reno solicitado,  ó  los  dueños  de  la.  Anca  que  tuvieren  que  reclamar; 
pasado  este  plazo  no  serán  admitidas.  La  misma  Autoridad  dará  inme- 
diatamente vistas  de  las  oposiciones  al  investigador  ó  registrador» 
quien  contestará  en  el  término  de  20  dias;  dentro  de  otros  20  oirá  las 
oposiciones  presentadas,  y  resolverá  oyendo  ei  dictamen  de  un  Inge- 
niero de  Minas. 

Art.  25.  El  permiso  para  investigación  lo  concede  el  Gobernador 
superior  civil.  Al  efecto  dispondrá  que  un  Ingeniero  de  Minas  elamine, 
eompruebe  y  en  su  caso  rectifique  la  designación,  y  con  vista  de  su  in-^ 
forme  y  con  apreciación  de  las  oposiciones  si  las  hubiere,  decidirá  dei- 
tro  de  los  cinco  meses  de  presentada  la  solicitud  del  investigador. 

Arf.  26.  De  la  resolución  del  Gobernador  superior  civil  conoe<Hen- 
do  ó  negando  el  permiso  para  investigación,  puede  ocurrirse  por  la 
via  contencigsa  al  Consejo  de  la  Administración,  debiendo  interponerse 
el  recurso  dentro  del  término  marcado  en  el  art.  86,  después  de  haber- 
se  notificado  á  la  parte  la  resolución  por  la  que  se  considere  agravia- 
do, bien  sea  él  solicitante,  bien  sea  alguno  de  los  exponentes.  Si  no 
hubiese  interpuesto  el  recurso,  el  permiso  del  Gobernador  superior  oi^ 
vil  será  definitivo. 

Art.  27.  El  permiso  para  investigación  es  por  el  tiempo  de  dos 
años.  Antes  de  obtener  el  permiso  puede  el  investigador  hacer  la  misma 
labor  legal  que  en  el  articulo  siguiente  se  señala  al  registrador.  Des- 
pués del  permiso  continuará  sus  explotaciones  con  las  condiciones  del 
art.  SO. 

Art.  28.  El  registrador  habilitará  en  el  término  de  cuatro  meses 
desde  la  presentación  de  su  registro  la  labor  legal  de  10  metros,  sea 
en  profundidad  por  pozo,  sea  en  longitud  por  socavón,  desmonte  á 
zanja.  Todo  registrador  puede  aspirar  á  convertir  en  investigación  su 
registro,  antes  ó  después  de  haber  concluido,  la  labor  legal.  El  Gober- 
nador superior  civil  concederá  el  permiso  según  el  art.  25. 

CAPITULO  V. 

De  tas  demarcaciones  y  concesionee  de  propiedad. 
\rt,  29.    No  se  hará  ninguna  demarcación  sin  que  aparezca  des- 
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cubierto alguo  mÍDeralde  los  comprendidos  en  los  artículos  4.*,  6/7 
7.*,  A  juicio  del  Ingeniero;  y  si  para  practicarla  conviene  á  los  intera- 
sados  incluir  fincas  de  las  expresadas  en  el  art.  10,  precederá  permiso 
del  Gobernador  superior  civil  á  falta  del  conseotimieoto  del  dueño. 

ArL  30.  Dentro  de  los  cuatro  meses  de  la  presentación  y  adquisi- 
ción de  un  registro,  pedirá  el  registrador  la  demarcación  de  su  perte- 
nencia ó  pertenencias,  acompañando  maestra  del  mineral  que  hubiere 
bailado,  salvo  el  caso  de  registro  por  caducidad.  El  investigador /que 
en  cualquier  tiempo  hallare  mineral  suficiente,  según  el  articulo  ante- 
rior, acompañará  igualmente  muestra',  y  solicitará  la  demarcación. 

Art.  31.  El  Gobernador  superior  civil  dispondrá  en  seguida  que 
por  ucj  Ingeniero  se  practiquen  los  reconocimientos,  y  en  su  caso  las 
densa rcaciones  por  el  orden  que  el  reglamento  determine.  El  ingeniero 
evacuará  estas  diligencias  dentro  del  plazo  de  seis  meses,  que  podrá 
el  Gobernador  prorogar  hasta  ocho,  si  ociirriesen  impedimentos  gra- 
ves, los  cuales  se  consignarán  por  diligencia  en  el  expediente.  Se  no- 
tificará previamente  al  registrador  ó  investigador  la  época  del  recono- 
cimiento y  demarcación  desús  pertenencias,  quesera  fija  y  perentoria 
dentro  de  limites  que  no  podrán  exceder  dé  20  días,  bajo  la  responsa- 
bilidad del  Ingeniero  comisionado.  Los  dueños  de  las  minas  colindan- 
tes serán  igualmente  notificados,  y  además  se  anunciarán  previamente 
las  demarcaciones  en  el  periódico  oficial  de  la  isla. 

Art,  32.  Si  del  reconocimiento  resultare  hallarse  habilitada  la  la- 
bor legal,  haber  terreno  franco  y  estar  descubierto  el  mineral,  según 
el  art.  23,  procederá  el  Ingeniero  acto  continuo  á  demarcar  la  perte- 
nencia ó  pertenencias,  conforme  á  la  designación,  recogiendo,  mues- 
tras del  mineral  y  fijando  los  puntos  en  que  han  de  colocarse  los  hitos 
ó  mojones,  que  serán  firmes,  duraderos  y  bien  perceptibles.  Si  el  Inge- 
niero hallase  defectuosa  ó  mal  hecha  la  designación  por  inexactitud  en 
las  medidas  ó  por  superposición  á  alguna  parte  de  pertenencias  ajenas 
que  tuviesen  mejor  derecho,  la  rectificará  al  demarcar,  de  acuerdo  con 
el  interesado,  siempre  que  hubiese  terreno  franco. 

Art,  35.  Los  Ingenieros  se  valdrán  del  norte  magnético. para  de- 
signarlos rumbos;  pero  siempre  que  sea  posible,  determinarán  la  po- 
sición de  la  bocamina  de  la  labor  legal  con  respecto  á  objetos  fijos  y 
perceptibles  del  terreno,  anotando  sus  distancias,  y  obligarán  á  los 
mineros  á  conservar  coostaptemente  en  lo  sucesivo  en  el  mejor  estado 
sus  mojoneras. 

Art.  31.  Cuando  del  reconocimiento  de  un  registro  para  demarca- 
ción resultara  no  haber  mineral  descubierto  según  el  art.  29,  el  Gober- 
nador superior  civil  declarará  anulado  ó  fenecido  elTegistro  y  franco  el 
terreno,  á  menos  que  el  registrador  hubiere  antes  acudido  ó  acudiere 
dentro  de  los  ocho  dias  después  del  reconocimiento,  solicitando  per- 
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miso  p{ira  investigacioQ  en  el  mismo  sitio.  Ed  tal  easo  se  procederá  al 
tenor  de  los  artículos  25  y  28. 

Ar/.  55.  Laspertenenciascompletas,  las  incompletas,  las  demasías, 
los  grupos  ó  cotos ^  mineros,  las  galerías  geuerales.  los  terreros  y  los 
escoriales  se  demarcarán,  según  sus  condiciones  respectivas,  coc  ar- 
reglo á  los  artículos  43,  14,  45,  16,  17,  42  y  47.  El  investigador  que 
hubiere  designado  dos  pertenencias,  según  el  art.  17  y  párrafo  cuarto 
del  21,  puede  pedir  la  demarcación  de  ambas  ó  bien  de  una  sola  en  la 
disppsicioD  que  mejor  le  conviniere  dentro  de  la  desigoacion.  El  terre- 
no sobrante  quedará  franco. 

Art.  36.  Dentro  de  los  40  dias  después  de  la  demarcación,  el  Go- 
bernador superior  civil  resolverá  el  expediente.  Cuando  hubiere  me- 
diado oposición,  oirá  el  Gobernador  superior  civil  al  Consejo  de  Ad- 
ministración en  su  Sección  respectiva,  y  autes  al  Ingeniero  si  hubiese 
duda  sobre  puntos  periciales.. 

'  krt,  '37.  Se  eipedirá  al  concesionario  titulo  de  propiedad  por  el 
Gobernador  superior  civil  á  nombre  mió.  En  él  se  expresarán  las  con- 
diciones  generales  del  presente  decreto  y  reglamento  que  se  dicte  para 
su  ejecución,  y  en  su  caso  las  especiales. requeridas  por  la  convenien- 
cia pública  en  razón  de  la  naturaleza  del  mineral  ó  de  las  circunstan- 
cias de  la  empresa.  Si  fuese  resistida  alguna  de  las  condiciones,  no  po- 
drá hacerse  concesión  de  aquella  pertenencia  á  otra  empresa  ó  perso- 
na, sioo  con  las  mismas  condiciones,  á  no  renunciar  voluntariamente  y 
por  escrito  su  derecho   preferente  la  primitiva  concesionaria. 

krt.  38.  Asi  que  el  Gobernador  superior  civil  haya  expedido  el  tí- 
tulo de  propiedad,  dispondrá  su  inmediata  entrega  al  interesado»  y  co- 
misionará á  la  Autoridad  local  para  que  en  el  término  preciso  de  dos 
meses  ponga  en  posesión  de  la  pertenencia  ó  pertenencias  al  ya  dueño 
de  ellas  por  ante  Escribano. 

Art.  39.  Las  concesión  es  de  pertenencias  dé  minas  son  por  tiempo 
ilimitado,  mientras  los  mineros  cumplan  las  ordenanzas  de  este  decre- 
to y  las  especiales  que  contuviese  el  titulo  de  propiedad. 

CAPITULO  VI. 

De  las  galerías  generales  de  itivestigaciofhi  desagüe  y  trasporte. 

Art.  40.  El  que  intente  la  apertura  de  un  socavón  ó  galería  en  ter- 
reno franco,  puede  si  le  conviniere  solicitar  la  concesión  de  un  grupo 
ó  coto  minero  con  las  condiciones  del  art.  16.  Si  esto  no  fuese  posible 
por  deber  atravesar  la  galería  terrenos  ocupados  en  todo  ó  en  parte 
por  minas  concedidas  6  registradas  ó  en  investigación ,  el  empresa- 
rio habrá  de  celebrar  conciertos  y  estipulaciones  previas  con  los  inte- 
resados. 

Art.    41 .    El  empresario  presentará  solicitud  al  Gobernador  superior 
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<ivih  con  l03  planos  de  la  obra  proyectada  firmados  por  un  Ingeniero 
-de  minas,  y  copia  autorizada  de  los  conciertos  celebrados  con  los  mfi- 
neros  á  la  sazón  interesados  en  el  terreno,  para  obviar  cuestiones  ul-* 
teriores  y  para  el  arreglo  de  recíprocos  disfrutes.  Hechas  las  publica- 
ciones correspondientes  según  el  art.  S3,  el  Gobernador  superior  civil 
resolverá  el  expediente. 

Art  42.  Al  empresario  de  una  galería  general  podrá  concedérsele 
la  reserva  de  un  numero  determinado  de  pertenencias,  por  él  señala* 
das,  de  entre  las  libres  ó  francas  sobre  el  terreno  de  sus  labores,  ó  en 
su  proximidad,  al  alcance  prudencial  de  sus  desagües.  Estas  pertenen- 
cias las  hará  objeto  de  investigación  ó  registro  conforme  á  los  términos 
del  presente  decreto,  á  medida  que  sus  trabajos  subterráneos  avanzan 
hasta  rebasarlas,  con  facultad  para  desechar  jas  que  viere  no  conve- 
nirle. 

Art.  43.  Los  trabajos  de  las  galerías  generales  seguirán  la  línea  ó 
líneas  señaladas  en  la  concesión;  si  en  algún  caso  conviniese  al  empre* 
aario  variar  la  dirección,  lo  solicitará  y  podrá  alcanzarlo  previo  el 
oportuno  expediente. 

Art.  44.  Toda  pertenencia  minera  está  obligada  á  permitir  el  paso 
auna  galería  general.  También  tiene  la  obligación  de  respetar  la  for- 
tificación de  la  galería*  absteniéndose  de  arrancar  minerales  en  térmi- 
nos de  que  queden  sus  paredes  con  menos  de  dos  metros  de  espesor,  k 
no  ser  que  las  fortifique  en  toda  regla  y  á  sus  propias  expensas.  El  pre- 
cio de  los  servicios  del  desagüe,  ventilación  y  extracción  prestados 
por  el  empresario  del  socavón  ó  galería  al  minero,  cualesquiera  que 
sean  los  medios  que  emplee  al  efecto,  se  arreglará  por  convenios  mu- 
tuos, y  á  falta  de  avenencia  por  tasación  de  peritos  nombrados  por 
ambas  partes,  y  tercero  en  discordia  nombrado  por  el  Gol)ernador  su- 
perior civil,  el  cual  resolverá  con  apreciación  de  las  circunstancias  de 
cada  caso,  en  vista  del  dictamen  peiicial,  por  su  parte  el  empresario 
de  la  galería  general  no  podrá  arrancar  más  mineral  que  el  que  en- 
cuentre estrictamente  en  sus  labores  de  perforación  y  será  cargo  suyo 
«1  extraerlo,  y  si  lo  hubiese  hallado  debajo  de  pertenencia  demarcada, 
ae  dividirá  por  mitad  su  produqto  entre  el  empresario  de  la  galería  j 
je\  dueño  ó  demarcador  de  la  mina.  Esta  regla  regirá  cuando  las  esti* 
l^ulaciones  particulares  no  hubiesen  abrazado  y  resuelto  todos  los  pun- 
tos cuestionables  entre  las  partes  interesadas. 

CAPITULO  V!I. 

De  la  concesión  de  terreros  y  escoriales. 

Art.  45.  Son  objeto  de  concesión  los  terreros  procedentes  de  minas 
7  los  escoriales  de  oficinas  de  beneficio,  con  tal  que  unos  y  otras  estén 
abandonados. 
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Art,  46.    La  solicitud  se  dirigirá  al  Gobernador  superior   civil^: 
acompañada  déla  desiguacion  y  de  un  plano  firmado  por  up  logenie* 
ro  de  Minas.  La  labor  legal  consistirá  en  tres  pozos  ó  zanjasen  difereB- 
tes  puntos  del  manchón,  con  las  dimensiones  necesarias  para  poner'de' 
manifiesto  la  naturaleza  y  circunstancias  del  escorial  ó  terrero.  Instruí* 
do  el  expediente,  el  Gobernador  superior  civil  resolverá. 
"  <  ArL  47.    Las  designaciones  y  demarcaciones  en  escoriales  y  terre- 
ros serán  en  figura  poligonal  rectilínea,  según  se  señalare  al  interesa- 
do; pero  su  extensión  superficial  no  excederá  del  doble  de  una  perte- 
nencia según  el  párrafo  segundo  del  art.  13,  ó  sean  300.000  metros 
cuadrados  para  una  persona  ó  Gompañfa.  La  tramitación  de  estos  eii- 
pedientes  y  la  posesión  de  terreros  y  escoriales  se  verificarán'  en  los 
términos  establecidos  para  los  registros  de  pertenencias  de  minas. 

Art»  48.  Guando  en  la  pertenencia  demarcada  de  un  escorial  ó  ter- 
rero se  solicitase  por  un  extraño  labrar  una  mina,  tendrá  la  preferencia 
el  dueño  del  escorial  ó  terrero,  manifestándolo  asi  en  el  término  de  30^ 
dias  después  de  la  notificación. 

GAPITULO  VIH. 
Condiciones  generales  de  la  minería. 

Art.  49.  Los  dueños  de  minas  y  los  investigadores  las  laborearán 
ségun  las  prescripciones  del  arte,  y  cumplirán  las  disposiciones  de  se- 
guridad y  policía  que  señalare  el  reglamento.  Las  faltas  se  penarán  con 
multas,  que  no  excederán  de  200  escudos  ni  de  400  en  caso  de  reinci 
dencia:  si  además  hubiere  delito,  será  castigaüo  con  arreglo  á  las  leyes 
comunes.  Cuando  los  mineros  encontraren  en  sus  labrados  otro  ú  otrcís 
minerales  beneficiables  distintos  del  que  fué  objeto  de  su  concesión '6 
exploraciones,  lo  pondrán  en  conocimiento  del  Gobernador  superior 
civil  como  dato  para  la  estadística. 

Art.  50.  Desde  la  toma  de  posesión  de  las  pertenencias  mineras, . 
escoriales  y  terreros,  en  virtud  del  título  y  de  la  concesión  de  inyesli* 
gacion,  se  establecerán  en  unos  y  otros  parajes  labores  formales,  que 
por  lo  menos  han  de  sostenerse  183  dias  al  año.  Para  que  se  conside- 
ren pobladas  ó  en  actividad  las  minas,  escoriales,  terreros  é  investi- 
gaciones, han  de  tener  cuatro  operarios  por  razón  de  cada  pertenen- 
cia durante  la  mitad  del  año. 

Art.  51.  En  los  socavones  y  gaterías  generales  se  exige  desde  la 
toma  de  posesión  igual  tiempo  de  labores  que  el  señalado  en  el  artícu- 
lo anterior.  Su  pueble  ordinario  será  cuando  menos  el  de  una  perte- 
nencia minera,  sin  perjuicio  de  mayor  número  de  trabajadores,  sí  as! 

hubiese  establecido  en  las  condiciones  de  la  concesión. 
r(.  52.    Para  el  pueble  no  es  indispensable  que  estén  los  trabaja* 
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Hlores  distribuidos  en  todas  las  pertenencias,  sino  que  acudirán  donde 
-«n  cada  caso  mes  cótivinijese  á  los  intereses  de  la  empresa.  En  el  cóm  » 
.puto  del  pueble  se  tomar«Ji  en  cuenta  la  fuerza  mecánica  que  se  em- 
jileare. 

krt,  53.  Gomo  comprobación  de  haber  estado  poblada  una  conce- 
sión minera,  señalará  el  reglamento  la  labor  mínima  que  actualmente 
debe  resultar  hecha  en  ella  según  sus  condiciones  y  circunstancias. 
Guando  se  demuestre  la  diGcultad  de  beneficiar  y  utilizar  los  productos 
rde  una  mina,  escorial  óterrero«  podrá  por  orden  del  Gobernador  supe- 
rior civil  reducirse  el  pueble  á  la  mitad  del  correspondiente  según  el 
art.,.50  por  el  término  máximo  de  dos  años. 

Art,  54.    Durante  la  tramitación  de  los  expedientes,  podrán  los  re- 
vgistrodores  adelantar  las  labores  de  minería  á  su  voluntad;  más  si  se 
presentase  oposición,  se  suspenderá  toda  clase  de  trabajos,  á  no  pres- 
tarse fianza  suficiente  á  juicio  del  Gobernador  superior  civil,  en  caso 
'de  recurso  en  queja. 

Art.  55.  Todo  minero  accederá  á  facilitar  la  ventilación  de  las  mi- 
lías  colindantes;  permitirá  bajo  indemnización,  si  hubiese  lugar,  el  paso 
subterráneo  al  agua  délas  mismas  minas  con  dirección  al  desagüe  gene- 
ral«  y  consentirá  por  la  superficie  de  sus  pertenencias  el  tránsito  necesa- 
rio para  el  servicio  de  las  ajenas.  Indemnizará  por  convenio  privado  ó 
por  tasación  de  peritos  con  sujeción  á  las  leyes  comunes, los  daños  y  per- 
juicios que  ocasionare  á  otras  minas,  ya  por  acumulación  de  aguas  en 
sus  labores,  si  requerido  no  las  achicase  en  el  plazo  de  reglamento,  ya 
de  otro  modo  cualquiera  de  que  resultase  menoscabo  á  intereses  aje- 
pos,  dentro  ó  fuera  délas  minas,  y  en  operaciones  anteriores,  simul- 
táneas ó  posteriores  á  la  extracción  de  minerales  ó  zafra.  Si  en  estos 
casos  ó  en  los  de  indemnización  al  dueño  del  terreno  fuese  legalmente 
declarada  su  insolvencia,  será  reputado  dañador  voluntario  para  todos 
.ios  efectos  legales. 

Art,  56.  Los  mineros  podrán  obtener  el  libre  y  pleno  disfrute  del 
'todo  ó  parte  de  la  superficie  desús  pertenencias  para  almacenes,  talle- 
res, id?aderos,  oficinas  de  beneficio,  depósitos  de  escombros  ó  esco- 
rias, caminos  y  otros  usos  análogos,  todo  dentro  de  las  estrictas  oece- 
isidades  de  su  industria.  Si  al  efecto  no  se  concertasen  particularmente 
con  los  dueños  de  los  terrenos  sobre  la  extensión  que  pretendan  ocupar 
y  su  precio,  solicitarán  del  Gobernador  superior  civil  la  inmediata 
aplicación  de  la  ley  de  expropiación  forzosa  que  en  estos  casos  proce- 
de, y  tendrá  efecto  dentro  de  los  dos  meses,  mediante  las  indemnizacio- 
nes que  quedan  establecidas  en  el  art.  5.*  Si  los  caminos  hubieran  de 
extenderse  ó  abrirsefuera  de  las  pertenencias,  se  sujeldrán  á  las  dispo- 
siciones generales  de  la  materia. 

Art.  57.    Los  mineros  pueden  disponer  libremente,  como  de  cual- 
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quiera  otra  propiedad,  de  cuantos  derechos  se  les  aseguran  poréB 
presente  decreto. 

Art,  58.  Para  disponer  de  los  minerales  es  preciso  que  el  minerO' 
haya  obtenido  el  titulo  de  propiedad  de  sus  pertenencias.  Sin  embar- 
go, cuando  las  minas  hubiesen  sido  demarcadas  sin  oposición,  podrá 
el  Gobernador  superior  civil  conceder  autorización  para  la  venta  del  mr» 
neral  declarando  al  interesado  sujeto  á  las  disposiciones  de  los  ártica* 
108  81,82,  83  y  84. 

Art.  59.  Los  escoriales  y  terrenos  contenidos  en  pertenencias  de 
minas  ^on  propiedad  de  los  dueños  de  éstas,  si  antes  de  su  registro  na 
hubiesen  sido  concedidos  ó  registrados  por  otro.  Los  dueños  de  las'  mi- 
nas, socavones  y  galerías  generales,  tienen  el  aprovechamiento  délas 
aguas  halladas  en  sus  labrados,  mientras  conserven  la  propiedad  de  las 
respectivas  posesiones.  Más  si  voluntaria  ó  involuntariamente  cortasen 
ó  desviasen  cualesquiera  aguas  en  curso  para  abastecimiento  de  alguna 
población  ó  para  riego,  se  repondrán  las  aguas  en  su  antigua  corriente^ 
con  reparación  de  daOos  y  perjuicios,  y  con  responsabilidad  civil  y  en 
su  caso  criminal. 

\rt.  60.  Los  mineros  serán  considerados  como  vecinos  de  los  pue- 
blos en  cuyos  términos  estén  situadas  sus  minas,  en  cuanto  al  uso  de 
las  aguas,  montes,  dehesas,  pastos  y  demás  aprovechamientos  comunes 
en  lo  relativa  á  su  industria,  sometiéndose  ala  observación  délas  or* 
denapzas  municipales  respectivas. 

Ar¿.  61.  Los  registradores  de  las  pertenencias  completas  ó  incom- 
pletas, demasías,  escoriales  y  terreros,  y  los  solicitantes  de  permiso 
para  investigación,  depositarán  eo  poder  del  Gobernador  superior  ci- 
vil el  importe  de  los  derechos  que  en  el  reglamento  se  estableciesen 
para  cubrirlos  gastos  oficiales.  También  satisfarán  en  su  diales  dere- 
chos de  expedición  de  títulos  de  propiedad. 

Art.  62.  Todo  el  que  hubiese  abierto  una  calicata  y  la  abandonare 
está  obligado  á  rellenarla,  pudiendo  ser  compelido  por  la  Autoridad 
local  ó  por  el  dueño  del  terreno.  El  registrador  ó  el  investigador  que 
desistieren  de  su  empresa  lo  participarán  al  Gobernador  superior  civil 
con  la  anticipación  de  15dias,  cerrando  sus  pozos,  bajo  una  multa  que 
no  pasará  de 200  escudos.  El  propietario  de  minas  que  quiera  retirarse 
de  su  laboreo  y  abandonarlas,  cerrará  sus  pozos  y  lo  pondrá  en  cono* 
cimiento  del  Gobernador  superior  civil  con  la  anticipación  de  un  mes» 
bajo  una  multa  que  no  pasará  de  la  expresada  cantidad.  El  Gobernador 
dispondrá  que  un  Ingeniero  reconozca  las  labores  de  cuyo  desistimien- 
to ó  abandono  le  haya  sido  dado  conocimiento,  para  que  certifique  del^ 
estado  regular  de  su  fortificación,  y  de  hallarse  suficientemente  cerra- 
dos los  pozos. 

ArL  65.    Hasta   que  el  registrador,  investigador  ó  dueño  de  I» 
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mioa,  escorial  ó  terrero,  participen  á  la  Autoridad  correspondiente  sa 
desistimiento  ó  abandono,  permanecerán  sujetos  á  las  prescripciones  y 
cargas  del  presente  decreto. 

CAPITULO  IX. 

De  ía  cancelación  de  expedientes,  caducidad  de  concesiones  y  trámites 

de  nueva  adjudicación. 

Ari.  64.  Los  etpedientes  de  minas,  escoriales  y  terreros  quedarán 
sin  curso  y  fenecidos:  , 

i.**  Guando  previo  requerimiento  se  faltase  á  cualquiera  de  los  re- 
quisitos establecidos  en  el  presente  decreto  para  los  registradores,  á  sa- 
ber: consignar  la  cantidad  que  designe  el  reglamento  para  cubrir  gas- 
tos oficiales  y  satisfacer  los  de  expedición  de  titules  de  propiedad: 
acompañar  al  registro  la  designación:  acudir  con  el  pjano  del' terreno  ó 
con  certificación  de  haberlo  amojonado  según  los  artículos  21  y  46: 
habilitar  la  labor  legal:  solicitar  la  demarcación  dentro  del  plazo  se- 
ñalado: y  cuando  apremiado  al  pago  del  canon  fijo,  resultase  insolven- 
le.  En  los  expedientes  de  permiso  para  investigación  se  procederá  de 
un  modo  análogo,  con  la  diferencia  de  no  ser  obligatoria  la  labor  le- 
gal, pero  si  lo  será  la  petición  de  dema^'cacion  en  cuanto  se  descubrie- 
re mineral,  según  los  artículos  i.%  6.**,  7*  y  3Ü. 

2/  Guando  alguno  de  los  registradores  de  pertenencias  ó  demasías, 
de  terreros  ó  escoriales,  ó  solicitante  de  permiso  p^ra  investigación 
acudiese  A  la  Autoridad  correspondiente  por  escrito  desistiendo  de  sa 
propósito.  En  cualquiera  de  estos  casos  declarará  el  Gobernador  supe- 
rior civil  por  los  trámites  dé  reglamento  fenecido  ó  cancelado  el  expe- 
diente, y  franco  y  registrable  el  terreno  de  las  pertenencias  de  minas, 
terreros  ó  escoriales; 

Arl.  65.    Gaduca  y  se  pierde  la  propiedad  de  las  pertenencias  d 
minas,  terreros  ó  escoriales: 

i.*  Guando  no  se  cumplen  las  condiciones  de  la  concesión  consig- 
nadas en  el  titulo  de  propiedad  con  arreglo  á  este  decreto  y  reglamen- 
to para  su  ejecución. 

2.*"  Guando  por  mala  dirección  ó  ejecución  amenazan  ruina  las  la- 
bores, siempre  que  requerido  el  du^ño  no  las  fortifique  en  el  término 
que  se  le  señalase  y  según  lak  instrucciones  del  Ingeniero  aprobadas 
por  el  Gobernador  superior  civil. 

3/  Guando  fs^ltándose  al  pago  del  canon  fijo  que  se  señala  en  el  ar- 
ticulo 80  y  perseguido  el  deudor  por  la  via  de  apremio,  resultase  in- 
solvente. 

4/  Por  abandono,  no  guardándose  las  reglas  establecidas  en  los  ar- 
tículos 50, 51,  52  y  53. 

Y  5.*    Por  renuncia  voluntaria  haciéndose  dejación  de  la  pertenen « 
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eia  ó  perteaeocias  en  la  forma  establecida  en  el  art.  62.  Los  que  l^ubie* 
sen  obtenido  permiso  para  inyestigacion  no  podrán  ser  desposeídos 
sino  por  alguna  de  la?  causas  que  en  este  articulo  se  especifican  y  coa 
las  mismas  formalidades,  trámites  y  derecho  á  recurrir  qae  se  expre- 
san en  el  art.  68. 

krt.  66.  En  los  casos  1."  y  A."  del  artículo  anterior  serán  excepcio* 
nes  admisibles  el  hambre,  la  guerra  y  la  peste  en  el  radio  de  60 kiló- 
metros, el  incendio,  la  inundación,  el  terremoto  y  el  temporal  que  im- 
pida el  laboreo,  y  siempre  la  fuerza  mayor  comprobada  en  debida 
forma. 

Art.  67.  De  las  resoluciones  del- Gobernador  superior  civil,  decre- 
tando de  oficio  sin  curso  y  fenecidos  los  expedientes  en  tramitación  se* 
gunelart.  64,  podrán  los  interesados  reclamar  por  viade  súplica  re- 
visatoría  al  tenor  del  art.  83,  dentro  de  los  30  dias  posteriores  á  la  no* 
tificacion.  Sin  perjuicio  de  llevarse  al  dia  la  publicación  ó  anuncio  da 
los  expedientes  fenecidos,  hará  el  Gobernador  superior  civil  insertar 
cada  semestre  en  el  periódico  oficial  de  la  isla  y  en  los  de  las  cabeceras 
respectivas,  donde  existan,  la  lista  de  las  pertenencias  dominas,  ter- 
Iberos  y  escoriales,  declaradas  por  cualquier  causa  legal  registrables  eo 
aquel  trascurso  de  tiempo^ 

.  Art,  68.  En  los  casos  del  art.  65  decretará  el  Gobernador  superior, 
civil  la  caducidad,  previo  el  expediente  instructivo,  ya  de  oficio,  ya  á 
instancia  de  parte,  por  medio  de  registro.  Estos  registros  sobre  minas 
que  hubiesen  sido  labrados  en  lo  antiguo  ó  que  hubiesen  obtenido  t»*> 
tulode  propiedad  en  los  tiempos  modernos,  se  reducirán  á  la  peticioa 
de  formación  de  expediente,  para  que  en  cualquiera  de  los  dos  cases 
■de  declararse  la  caducidad  ó  de  estar  ya  declarada  se  adjudique  lami- 
na al  solicitante.  Este  acompañará  al  registro  la  designación;  y  Inego 
de  declararse  la  caducidad  ó  aparecer  anteriormente  declarada»  sofici- 
tará  la  demarcación  sin  estar  sujeto  á  la  ejecución  de  la  labor  legal.  El 
concesionario  que  por  consecuencia  de  tales  registros  ó  por  el  proce- 
ditúiento  de  oficio  se  considere  lastimado  en  sus  derechos  por  la  decla- 
ración de  caducidad,  podrá  presentarse  al  Consejo  de  AdministracioD 
en  la  via  contenciosa  en  el  término  de  30  dias  después  de  la  notifica- 
ción. Del  fallo  del  Consejo  podrá  interponerse  apelación  para  ante  el 
Consejo  de  Estado  én  los  términos  prescritos  en  el  Real  decreto  de  4  de 
Julio  de  4861.  Ejecutoriada  la  caducidad  de  una  concesión  de  miott, 
terrero  ó  escorial,  ó  permiso  para  investigación  ó  pronunciado  el  fene- 
cimiento de  un  expediente  de  registro,  se  declararán  por  el  Gobema»- 
dor  superior  civil  libremente  registrables  estos  terrenos,  anunciándose 
al  público.  En  el  caso  de  declaración  de  caducidad  por  coosecueacia 
de  un  registro,  tendrá  el  registrador  la  preferencia  para  la  demarca-  * 
eiOD  y  sucesiva  posesión.  Si  ejecutoriada  la  caducidad  de  una  conce- 
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«oikde  mina,  terrero  ó  escorial,  ó  permiso  para  investigación,  ó  pro- 
nunciado el  fenecimiento  de  un  expediente  de  registro  se  hallase  re» 
gistradoó  concedido  en  investigación  el  terreno  de  las  indemnizacio- 
nes de  modo  que  no  tenga  cabida  una  pertenencia  completa,  reapare- 
cerá la  mina  primitiva  con  sus  anteriores  dimensiones;  y  si  éstas  nt) 
fuesen  conocidas  ó  no  alcanzase  á  darles^cabida  el  terreno  franco,  que- 
dará sin  efecto  la  nueva  solicitud,  y  aquel  espacio  entrará  en  el  orden 
común  de  las  demasías. 

Art.  69.  Si  declarada  una  caducidad  conviniere  al  nuevo  registra- 
dor utilizar  los  edificios  de  la  pertenencia  ó  pertenencias  caducadas,  ó 
«ervirse  de  las  máquinas  que  hubiere  en  ella,  tendrá  derecho  á  la  eK- 
propiacion  forzosa  con  arreglo  á  la  l^y. 

•  Art.  70.  En  las  pertenencias  abandonadas  por  espacio  de  40  años 
sin  registrarse  ni  laborearse  nuevamente  los  terrenos  que  fueron  ocu- 
pados para  atenciones  y  servidumbres  mineras  y  los  solares  de  edifi- 
cios ya  inservibles  para  su  primitivo  objeto,  revertirán  llanamente  al 
dueño  de  la  finca. 

CAPITULO  X. 
De  la^  oficinas  de  beneficio  de  minerales. 

A*"t,  7i.  Todo  beneficiador  de  minerales  en  establecimientos  fijos 
disfrutará  de  los  derechos,  tendrá  las  obligaciones  y  estará  sujeto  á  las 
indemnizaciones  de  que  trata  el  cap.  8/  de  este  decreto,  siempreque 
lo  60  él  dispuesto  sea  aplicable  á  la  fabricación. 

ArL  72.  Guando  el  fabricante  no  se  aviniese  con  el  dueño  del  terre- 
no donde  intente  plantear  so  oficina  de  beneficio,  acudirá  al  Goberua* 
dor  superior  civil  para  que  instruido  el  eipedieote  prescrito  por  la  ley 
da  expropiación  forzosa,  recaiga  la  declaración  de  si  es  ó  no  de  públi- 
ca utilidad  el  establecimiento.  De  la  declaración  del  Gobernador  podrá 
'reclamarse  por  ics  dueños  del  terreno  6  por  el  industrial  ante  la  misma 
Autoridad  porvia  de  súplica  levisatoria,  y  la  resolución  de  esta  súpli- 
ca será  definitiva  é  inapelable. 

ArL  73.  Guando  hallan  de  establecerse  altos  hornos  ó  forjas  cata- 
lanas,  ú  otra  cualquiera  oficina  de  beneficio  que  requiera  combustible 
vegetal  ó  salto  de  aguas,  es  necesaria  la  autorización  del  Gobernador 
superior  civil,  previo  expediente  instruido  con  audiencia  de  los  inte- 
resados, de  un  logentero  de  Minas,  del  Ingeniero  ó  funcionario  de  mon  • 
tes,  si  lo  hubiere,  y  del  Gonsejo  de  Administración*  El  Gobernador  su- 
perior civil  tío  podrá  dilatar  por  más  de  seis  meses  el  término  para 
instruir  y  resolver  el  expediente. 

ArL  74.  En  todo  lo  que  sea  relativo  á  las  oficinas  de  beneficio  de 
minerales,  y  no  se  halle  determinado  en  este  capitulo,  regirán  las  re- 
glas de  derecho  común  aplicables  á  loa  demás  establecimientos  indos- 
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triales  y  se  observarán  los  reglamentos  y  ^órdenes  de  sanidad  y  policía. 

CAPITULO  XI.  "^ 

De  las  contribuciones  del  ramo  de  minas. 

Art,  75.  Por  cada  pertenencia  minera  de  las  dimensiones  señala* 
das  en  el  párrafo  primero  del  art.  15  se  satisfará  anualmente  el  cánoo 
de  60  escudos.  Las  pertenencias  del  párrafo  segundo  del  mismo  ai^- 
tfculo,  aunque  de  mayor  extensión  que  las  demás,  solo  pagarán  40  es- 
cudos. LOS  escoriales  y  terreros  satisfarán  de  canon  anual  2  escudos 
por  cada  1.000  metros  cuadrados  de  superficie,  Las  pertenencias  incom- 
pletas y  demasías  pagarán  en  proporción  de  la  superficie  respectiya* 
Los  permisos  para  investigación  pagarán  Aií  escudos  al  año,  sean  de 
una  ó  dos  pertenencias.  En  las  galerías  generales  se  pagará  el  canon 
correspondiente  á  las  pertenencias  mineras  que  les  estuvieren  reserva- 
das por  la  concesión  desde  el  día  en  que  sean  registradas  ó  puestas  ea 
investigación  según  el  art.  42.  El  canon  empezará  á  devengarse  respec- 
tivamente desde  la  fecha  de  la  demarcación  de  pertenencias  y  de  la 
concesión  del  permiso  para  investigaciones. 

Art.  76.  Las  pertenencias  actualmente  concedidas,  las  incompletas 
y  demasías;  y  las  pendientes  de  tramitación,  disfrutarán  del  beneficio 
de  este  decreto,  aplazándoles  el  canon,  según  el  art.  65  con  la  rebaja 
correspondiente  en  r^zon  de  la  menor  superficie  que  tengan,  respecto 
de  las  nuevas  pertenencias  aquí  establecidas;  pero  también  alcanzará 
á  los  expedientes  en  tramitación  la  carga  del  pago  de  canon  desde  el 
dia  en  que  las  presentes  disposiciones  sean  obligatorias. 

Art.  77.  Las  pertenencias  de  minerales  de  hierro  y  combustible 
estarán  exentas  del  canon  anual  por  él  tiempo  de  20  años,  contados 
desde  la  publicación  del  presen^  decreto. 

Art.  78.  Todos  los  minerales  y  metales  de  cualquier  clase  que  sean 
pueden  exp3rtarse  de  la  isla  y  no  pagarán  derechos  por  su  salida» 
mientras  otra  cosa  no  se  disponga  en  los  aranceles.  También  estará 
exento  del  pago  de  derechos  de  importación  con  igual  reserva,  el  car- 
bón de  piedra  que  se  introduzca  para  las  necesidades  de  la  minería  y 
de  la  metalurgia.  Los  aranceles  fijarán  los  derechos  que  deban  satisfa- 
cer á  su  importación  los  demás  productos  minerales  extranjeros. 

Art.  79.  Se  pagará  además  el  3  por  100  de  los  productos  totales, 
sin  deducción  de  costos  de  ninguna  clase.  Se  exceptúan  del  pago  de 
este  impuesto  del  5  por  100  por  espacio  de  20  años,  contados  desde  la 
publicación  de  este  decreto « los  combustibles  minerales  y  la  mena  de 
hierro. 

Art.  80.  Las  indostrías  mineras  y  metalúrgicas  no  podrán  ser  re- 
cargadas con  contribución  alguna,  ni  con  otro  impuesto  fuera  de  los 
aqui  expresados.  Taq^poco  se  exigirá  derecho  de  ninguna  otra  clase> 
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la  eircolacion  y  eipedicioD  de  los  minerales  dentro  de  la  isla,  ni  ál 
trasporte  de  cabotaje;  pero  serán  decomisados  cua^nd  o  fuesen  conduci- 
dos sin  la  guia  que  acredite  su  procedencia. 

CAPITULO  XIL 

De  la  Autoridad  y  jurisdicción  en  minería. 

Art,  81.  Todos  los  expedientes  que  se  instruyan  para  obtener  coo- 
cesioned  en  minería  son  puramente  gubernativos.  Se  resuelven  en  de.« 
finitivapor  el  Gobernador  civil  de  la  isla. 

Ar<.'  82.  El  Gobernador  superior  civil  cuando  lo  estime  bonvenien- 
te,  y  siempre  que  los  expedientes  instruidos  sobre  concesión  de  pro* 
piedad  contuviesen  oposición,  oirá  al  Consejo  de  Administración  en 
pleno,  ó  en  Sección  de  Gobernación  y  Fomento.  En  el  caso  de  que  loa 
oegocios  consultados  puedan  llegar  á  ser  contenciosos,  se  informarán 
solamente  por  la  expresada  Sección. 

krt,  83.  De  toda  disposición  ó  medida  que  se  adopte  por  el  Gober- 
nador superior  civil  en  minería,  .podrá  la  parte  que  se  considere  agra- 
viada representar  al  mismo  por  via  de  súplica  revisatoria,  él  cual  cur* 
sará  la  instancia  como  creyere  conducente. 

krt.  84.  De  las  resoluciones  finales  dictadas  por  el  Gobernador  su- 
perior civil  en  minería,  cabrá  recurso  contencioso -administrativo  para 
ante  el  Consejo  de  Administración: 

I.*  Contra  las  resoluciones  por  las  cuales  se  confirme  ó  desestime 
el  permiso  ó  negativa  para  la  investigación. 

2.**  Contra  las  dictadas  concediendo  ó  negando  la  autorización  para 
abrir  socavones  ó  galerías  generales. 

S.*  Contra  las  resoluciones  dictadas  concediendo  ó  negando  la  pro- 
piedad de  minas^  escoriales,  terreros  y  galerías  generales. 

4.*  Contraía  resolución  de  declaración  de  caducidad  según  el  artí- 
culo 68.  ' 

krt,  85.  Los  recursos  por  la  via  contenciosa  de  que  habla  el  artícu- 
lo anterior,  podrán  ser  entablados  tanto  por  los  interesados  en  las  re- 
soluciones contraías  cuales  les  queda  señalado  el  expresado  remedio, 
como  por  cualquiera  otros  que  en  tiempo  hábil  hubiesen  presentado 
sus  oposiciones  al  Gobernador  superior  civil,  para  que  según  los  artí- 
culos 36  y  46  los  unieran  á  los  respectivos  expedientes. 

krt.  86.  El  término  para  entablar  el  recurso  á  que  se  refieren  los 
dos  artículos  anteriores,  será  el  que  señala  el  reglamento  de  procedi- 
mientos para  los  negocios  contenciosos  de  la  Administración  de  4  de 
Julio  de  1861. 

krt.  87.  Todo  el  que  promoviese  expediente  de  minería  ó  de  meta- 
iúrgía  tendrá  un  apoderado  en  la  cabecera  de  la  respectiva  juriffdiccioD. 
£n  falta  del  interesado  principal  y  de  su  apoderado,  la  publicación  de 
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iina  providencia  ea  el  pariódico  oñcial,  y  si  qo  lo  hubiese,  eo  pregoa 
fijado  en  el  sitio  de  .costumbre,  producirá  los  mismos  efectos  legales 
que  la  notiñcacion  personal. 

Art,  88  Corresponde  al  Consejo  de  Administración  el  conocimiento 
por  la  via  contenciosa  de  las  cuestiones  que  se  promuevan  entre  la  Ad- 
ministración y  los  concesionarios  sobre  la  inteligencia  y  cumplimiea- 
to  de  tfas  obligacionres  establecidas  en  la  concesión. 

Arl,  89.  Conocerán  los  Tribunales  ordinarios  de  todas  las  cuestio- 
nes que  sobre  las  minas,  escoriales  y  terreros,  socavones  ó  galerías  y 
oficinas  de  beneficios  se  promovieren  entre  partes  sobre  propiedad, 
participación  y  deudas,  asi  como  de  los  delitos  comunes  que  se  co- 
metieren en  los  mismos  establecimientos  y  sus  dependencias.  La  inter- 
vención de  los  Tribunales  ordinarios  no  entorpecerá  la  tramitación  ad  - 
ministrativa  de  los  expedientes  ni  la  marcha  de  las  labores.  En  las  de- 
mandas contra  establecimientos  mineros  por  deudas  podrá  decretarse 
el  embargo  de  todo  ó  parte  de  los  productos,  y  también  según  los  ca- 
sos, la  ejecución  y  venta  délos  mismos  establecimientos;  pero  sin  que 
el  procedimiento  judicial  infiera  perjuicio  al  laboreo,  fortificación,  des- 
agüe y  ventilación  délas  minas  demandadas  ni  de  las  colindantes.  El 
Gobernador  superior  civil  de  la  isla  ejercerá  su  vigilancia  en  el  mismo 
sentido. 

Art.  90.  Los  Tribunales  competentes  para  entender  en  las  causas 
de  fraude  contra  los  intereses  de  la  Hacienda  pública,  lo  serán  igual- 
mente para  conocer  de  las  de  defraudación  en  el  pago  de  impuestos  de 
minas  y  en  las  de  cirf!ulacion  de  minerales  y  metales  sin  la  correspon- 
diente guia. 

CAPITULO  XUL 

De  loé  Ingenieros  de  Minas. 

ArL  91.  Los  individuos  del  Real  cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas 
continuarán  como  hasta  aquí  prestando  sus  servicios  en  la  isla,  des- 
empeñando las  comisiones  científicas  de  su  profesión  y  ejerciendo  las^ 
atribuciones  que  les  corresponden  por  este  decreto  y  por  los  reglamen- 
tos. Para  ayudar  á  los  Ingenieros  en  sus  operaciones  habrá  Auxiliares 
facultativos  en  número  proporcionado  á  las  necesidades  del  servicio. 
El  reglamento  determinará  la  organización  del  ramo  en  la  isla.  El 
Gobernador  superior  civil,  dentro  de  las  condiciones  que  determine 
dicho  reglamento,  distribuirá  los  Ingenieros  existentes  en  la  misma  se- 
gún las  expresadas  necesidades.  Corresponde  á  los  mencionados  lQg9- 
genieros  formar  la  estadística  de  los  expedientes  de  minas  en  que  ia- 
.tervengan,  con  la  distinción  conveniente,  y  formar  la  memoria  anual 
del  ramo.  De  ambos  trabajos  se  remitirá  copia  al  Gobierno  supremo 
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DISPOSICIORES  GENEiULVS. 

I.*  £n  todas  las  minas  y  establecímieotos  mineros  ejercerá  el  Go- 
bierno de  la  isIa;por  medio  de  los  lageaieros  la  vigilancia  ó  iospeccion 
oecesarias  al  cumplimieoto  de  este  decreto,  con, sujeción  á  los  regla- 
mentos. 

2.*  Los  reglamentos  determinarán  la  forma  en  que  han  de  ejercer 
dicha  inspetrcion,  y  si  habrá  alguna  explotación  que  exija  la  dirección 
de  UD  Ingeniero  ó  facultativo  autorizado,  cuáles  podrán  servirse  de  fa- 
cultativos ó  peritos  y  cuáles  se  exceptúan  de  una  y  otra  obligación. 

3.*  Las  concesiones  y  autorizaciones  otorgadas  conforme  al  Real 
decreto  orgánico  de  i825  con  las  aclaraciones  posteriores  subsistirán 
en  su  actual  estado,  siempre  que  cumplan  exactamente  las  condicio- 
nes con  que  fueron  expedidas,  entrando  desde  luego  en  el  goce  de  to- 
das las  ventajas  que  este  decreto  les  proporciona,  con  tal  que  sea  sin 
perjuicio  de  tercero. 

4.'  Todos  lod  plazos  que  se  fijen  en  el  presente  decreto  empezarán 
á  contarse  desde  el  dia  siguiente  al  de  la  notificación  administrativa  ó 
al  de  la  citación  ó  aviso  en  los  periódicos  oficiales,  ó  en  su  defecto  en 
pregones  fijados  en  los  sitios  de  costumbre  ó  al  de  la  inserción  en  los 
mismos  de  las  resoluci  ones  de  la  Autoridad ,  según  se  especificará  en 
el  reglamento. 

DISPOSIGIOiifBS   TRANSITORIAS. 

1.'  Los  individuos  ó  empresas  que  hayan  obtenido  propiedad  de 
pertenencias  mineras  con  arreglo  á  la  anterior  legislación,  podrán  acu- 
mular mayor  número  de  pertenencias  contiguas  en  terreno  franco,  so- 
licitándolo según  lo  prevenido  en  el  art.  i6. 

2.'  Lo^  expedientes  que  se  hallaren  pendientes  al  publicarse  este 
decreto  se  termina  rao  por  los  trámites  que  en  él  se  establecen  como 
más  breves  y  expeditos,  á  menos  que  los  interesados  declaren  por  es- 
crito al  Gobernador  superior  civil  que  prefieren  la  tramitación  anterior, 
dentro  de  los  60  dias  de  1^  publicación  del  presente  decreto.  i 

3.'  Las  concesiones  de  minas  por  mercedes  y  privilegios  hechas 
liasta  aquí  se  presentarán  ante  el  Gobernador  superior  civil  de  la 
Isla,  para  que  se  tome  razón  de  ellas  por  la  inspección  del  ramo,  eo 
el  término  de  dos  meses,  contados  desde  la  publicación  de  este  decre- 
to en  4a  capital  de  esta  isla;  y  se  concede  á  los  poseedores  el  término  de 
un  año  improrogable  para  que  puedan  beneficiar  dicha»  minas ,  ó  dis- 
ipooerde  su  acción  como  les  convenga.  Pasado  este  término,. cualquie- 
ra tendrá  derecho  á  registrar  y  denunciar  las  que  no  se  hayan  empe- 
zado &  trabajar  con  arreglo  al  presente  Real  decreto.  Las  concesiones 
-qoe  no  se  hayan  presentado  al  Gobernador  superior  civil  dentro  de  di- 
cho término  quedarán  nulas  y  de  ningún  valor. 
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DISPOSICIONES   ADICIONALES. 


1/  Suprimida  la  Inspección  de  Minas  en  la  isla  de  Paerto-Rlco,  el 
servicio  facultativo  del  ranoo  será  desempeñado  en  ella  por  la  Inspec- 
ción de  la  isla  de  Cuba,  con  arreglo  á  las  instrucciones  que  compren- 
derá el  reglamento  para  la  ejecución  de  este  decreto  en  disposiciones 
tambien-adicionales. 

2.'  Corresponderéis  á  la  citada  Inspección  las  atribucione,s  que  con- 
fiere este  decreto  á  la  de  Pueito*Rico,  á  cuyo  efecto  se  le  pasarán  opor- 
tunamente los  expedientes  relativos  á  los  asuntos  de  minería  de  dicha 
isla,  y  será  de  su  incumbencia  formar  con  la  distinción  conveniente 
la  estadística  de  los  expedientes  de  minas  de  la  misma  en  que  inter- 
venga, y  redactar  la  memoria  anual  del  ramo,  remitiendo  copia  de  am- 
bos trabajos  al  Ministerio  de  Ultramar.  ,  i 

3.'  Mientras  no  exista  Inspección  de  Minas  en  la  isla  de  Puerto- 
Rico,  el  plazo  de  cinco  meses  que  se  señala  en  el  párrafo  segundo  del 
art.  25  de  este  decreto  se  amplía  hasta  ocho  meses. 

Del  mismo  modo  se  aniplían  á  ocho  meses  y  un  año  respectivamen- 
te los  términos  que  marca  el  párrafo  segundo  del  art.  3i. 

DISPOSICIÓN  FINAL. 

Quedan  derogadas  todas  las  disposiciones  generales  de  minería 
existentes  con  anterioridad  á  la  publicación  del  presente  decreto.  £1 
Gobernador  superior  civil  propondrá  á  la  aprobación  del  Ministerio  de 
Ultramar  el  reglamento  para  su  ejecución,  con  arreglo  á  las  instruc- 
ciones que  por  separado  se  le  comunican. 

Dado  en  Palacio  á  quince  de  Enero  de  mil  ochocientos  sesenta  j 

siete. 

Está  Rubricado  de  líl  Beaj.  mano. 

El  Ministro  de  Ultramar, 

Alejandro  Castro. 

(Gaceta  de  3  de  Marzo  de  1867;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  orden. 

Jtesoludon  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  del  terreno  Venus. 

Excmo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  or- 
den de  28  de  Noviembre  dé  1865,  dictada  con  relación  al  expediente 
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dei  terreno  Venus^  la  Sección  de  lo  ConteDcioso  del  Consejo  de  Estado 
ha  informado  lo  siguiente: 

«Exc^o.  Sr.:  Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda  de  que  se 
acompaña  copia,  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  en  3  de  Eoero  de 
1866  por  el  Licenciado  D.  Fidel  García  Lomas,  á  nombre  de  D.  Rafael 
Lario,  reciño  de  Murcia,  registrador  del  terrero  Venus^  en  solicitud  de 
que  se  revoque  la  Real  orden  de  28  de  Noviembre  de  4865,  «notificada 
en  7  de  Diciembre  de  este  mismo  año,  por  la  cual  se  aprobó  el  expe* 
diente  del  citado  terrero,  desestimando  las  oposiciones  que  se  habían 
hecho,  mandándose  á  la  vez  que  se  expidiera  el  titulo  de  propiedad  á 
favor  del  registrador. 

Resulta  de  los  antecedentes  que  adjuntos  se  devuelven  que  en  7  de 
Febrero  de  i859  D.  Rafael  Lario  verificó  el  indicado  registro,  y  el  In- 
geniero levantó  el  correspondiente  plano  con  asistencia  del  interesado, 
que  firmó  su  conformidad. 

Que  admitido  el  registro  y  publicado  en  la  forma  de  costumbre,  se 
opuso  Doña  Ascensión  Roqueña, ten  concepto  de  dueña  del  terreno,  á 
que  se  estableciesen  las  labores  para  la  apertura  de  zanjas  y  demás 
que  debían  de  preceder  á  la  demarcación;  y  con  este  motivo  ofreció 
¿ario  fianza  de  lO.OüO  rs.  á  fin  de  indemnizar  los  daños  y  perjuicios 
que  se  ocasionaran;  y  el  Gobernador  en  decreto  de  96  de  Junio  de  1863 
le  concedió  el  permiso  que  tenia  solicitado  para  habilitar  las  labores, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  23,  párrafo  sétimo  del  reglamen- 
to de  Minas  de  31  de  Julio  de  1849,  siempre  que  constituyera  la  garan- 
tía ofrecida  por  conceptuarla  bastante: 

Que  reclamó  Doña  Ascensión  Requena  contra  la  decisión  anterior, 
y^a  fué  confirmada  por  la  Real  orden  de  12  de  Setiembre  de  1863, 
que  impugnó  Lario  á  la  vez  que  hizo  el  depósito  de  los  10.000  rs.;  y  á 
fio  de  combatirla,  presentó  ante  el  Consejo  de  Estado  demanda  conten- 
ciosa, que  vino  á  decía  rarse  improcedente  por  Real  orden  de  14  de 
Mayo  de  1864  á  causa  de  haberse  dejado  pasar  el  plazo  concedido  por 
el  reglamento  del*  ramo  para  interponerla: 

Que  devuelto  el  expediente  al  Gobernador  se  procedió  á  la  demar- 
cación que  ejecutó  el  Ingeniero  en  11  de  Agosto  de  1864,  que  impugnó 
Doña  Ascensión  Requena,  expresando  que  no  consentía  acto  que  per- 
judicara el  ejercicio' de  sus  derechos;  manifestando  Lario  que  era  su 
ánimo  conformarse  con  la  operación  practicada;  pero  que  en  atención 
á  que  no  bastaban  las  Reales  disposiciones  dictadas  para  imponer  si- 
lencio á  la  opositora  cootraprotestaba  la  referida  diligencia,  si  bien 
aceptábala  demarcación  dada,  reservándose  el  derecho  de  reclamar  en 
todas  instancias  cuanto  legalmentele  correspondiera: 

Que  elevados  los  autos  á  la  Superioridad,  recayó  la  Real  orden  de 
.98  de  Noviembre  de  1865  que  es  la  que  en  la  actualidad  se  impugna: 
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Visto  el  art.  34,  párrafo  primero  de  la  ley  de  minerfa  de  ii  de  Abril 
de  1849  que  atribuye  al  Consejo  Real,  hoy  de  Estado,  el  coDocimieoto 
de  las  reclamaciones  que  se  hagan  contra  las  concesiones  de  minas» 
pertenencias  y  demás  que  correspondan  al  Gobierno: 

Considerando  que  esta  disposición  parte  del  supuesto  de  que  el 
reclamante  ha  de  sufrir  algún  peijuicio  con  la  decisión  ministerial  ob- 
jeto de  la-de m  anda;  y  en  el  caso  actual  el  Gobierno  no  ha  hecho  más 
que  mandar  que  se  expida  á  favor  de  D.  Rafael  Lario  el  titulo  de  pro- 
piedad del  terrero  Venus  con  arreglo  n  la  demarcación  que  el  intere* 
sado  habia  a  ceptado,  medida  con  la  cual  no  ha  podido  inferírsele  lesión 
de  derechos  ni  agravio  de  ningún  género: 

Considerando  que  Lario  no  ha  manifestado  las  causas  por  las  qué  se 
reservaba  reclamar  contra  Doña  Ascensión  Requena,  y  por  consigoioD* 
te  no  puede  saberse  si  afectan  á  la  concesión  ó  son  extrañas  á  ella«  ni 
apreciarse  si  están  comprendidas  en  el  art.  34  de  la  ley  ó  en  otro  iilgii* 
no  de  la  misma,  ó  del  reglamento  en  que  expresamente  se  halla  pres* 
crito  el  recurso  contencioso  contra  W  resolución  del  Ministerio; 

La  Sección  opina  que  no  es  procedente  la  actual  demanda.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  E.  para  su  inteligencia  y  efec- 
tos consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  9  de  Marzo 
de  1867. 

Oro  VIO. 
Sr.  Director  general  de  Agricultura,  industria  y  Comercio. 

{Gaceta  de  19  de  Marzo  de  1867).         ^ 


CONSEJO  PE  ESTADO. 


Real  Decreto. 

••• 

Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la 
sentencia  que  confirmó  el  decreto  de  caducidad  del  coto  mi' 
ñero  llamado  Valle  de  Turón. 

Doña  Isabel  II,  por  la  graciado  Dios  y  la  Constitución  déla  Monar- 
quía española.  Reina  de  las  Españas.  Al  Gobernador  y  Consejo  provin- 
cial de  Oviedo,  y  á  cualesquiera  otras  Autoridades  y  personas  á  quie- 
nes toca  su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  de- 
cretar lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  pende.ante  el  Consejo  de  Estado  en  grado  de  ape- 
lación, entre  partes,  de  la  una  la  sociedad  minera  Lada^  Villar^  Sania 
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Bárbara  y  Ttiron,  y  en  sa  nombre. el  Licenciado  D.  Manuel  Haría  del 
.^alle,  apelante  y  de  la  otra  la  Adn^inist ración  general,  apelada  y  repre- 
«entada  por  mi  Fiscal;  sobre  rerocacioo  ó  subsistencia  de  nna  senten- 
cia dictada  por  el  Consejo  proTíncial  de  Oriedo,  que  confirmó  el  de- 
creto de  Cidacidad  del  coto  minero  llamado  Yalh  de  Turón, 

Visto: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Qne  en  i 6  de  Agosto  de  f  864  D.  Pedro  José  Gosset  acudió  ante  el 
Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  presentando  solicitud  de  regis- 
iro,  por  denuncio,  con  arreglo  á  la  ley  é  un  coto  minero  de  carbón, 
compuesto  de 60  pertenencias,  con  el  nombre  de  Valle  de  Turony  sus 
pueblos,  fundándoselo  que  otro  coto  concedido  anteriormente  en  el 
propio  terreno  á  D.  Garlos  Tbibolet  se  hallaba  en  condiciones  de  cadu* 
ddad  por  no  haber  sido  laboreado  ni  poblado  desde  la  fecha  de  su  po- 
sesión; y  dada  vista  de  este  escrito  al  concesionario,  se  opuso  al  denun- 
•cto  en  consideración  á  que  desde  el  acto  posesorio,  que  tuvo  lugar  en 
40 de  Noviembre  de  1863,  había  dado  al  referido  coto  minero  llamado 
Vátie  de  Turón  todo  el  pueble  legal,  y  pagado  los  derechos  de  superfi- 
cie; alegando  además,  como  causas  de  fuerza  mayor  la  falta  de  vías  de 
conducción  para  el  arrastre  del  carbón,  y  el  poco  calado  del  puerto  de 
Xlijon  á  que  era  preciso  conducirlo : 

Que  practicado  reconocimiento  del  terreno  en  iO  de  Junio  de  1865 
por  el  Ingeniero  Jefe,  después  de  manifestar  el  mismo  las  labores  he- 
chas en  el  coto  denunciado,  añadió  ser  evidente  que  atendida  la  época 
trascorrida  desde  que  fué  dada  posesión  al  concesionario,  y  teniendo 
presente  los  trabajos  ejecutados,  no  alcanzaban  éstos  á  cubrir  el  pue- 
ble legal,  por  más  que  fuesen  en  extremo  atendibles  las  razones  que 
«legó  en  su  defensa  el  concesionario;  y  sin  más  trámites  decretó  él  re- 
ferido Gobernador  en  su  vista,  en  4  de  Julio  siguiente,  la  caducidad  del 
expresado  coto  minero,  y  la  admisión  del  registro  intentado  por  denun- 
cio del  propio  coto: 

Vista  la  demadda  presentada  en  su  virtud  ante  el  Consejo  provin- 
cial de  Oviedo  por  el  mencionado  D.  Garlos  Thibolet,  como  socio  ge- 
rente de  la  sociedad  minera  Lada^  Villar ^  Sania  Bárbara  y  Turon^  i 
la  que  habia  trasmitido  sus  derechos,  con  la  pretensión  de  que  se  re- 
Tocase  el  expresado  decreto  del  Gobernador,  y  se  amparase  al  deman- 
dante en  la  posesión  del  coto  de  que  se  trataba: 

Viata  la  contestación  del  representante  de  la  Administración^  con  la 
solicitud  de  que  fuera  desestimada  lademanda,  con  imposición  de  costas: 

Vista  la  sentencia  que  sin  más  trámites,  y  sin  que  hubiese  salido  á 
los  autos  el  denunciante,  aunque  fué  citado  al  efecto,  dictó  el  referido 
«CoDsejo  provincial  en  13  de  Abril  de  1866,  por  la  qne  se  absolvió  á  la 
Administración  de  la  demanda  propuesta: 

SlCClOlf  ADmaiSTKATIVA. — T,  III.  7 


/ 


^ 


—  98- 

Vistos  el  recurso  de  apelacioD  4ue  coDtrala  expresada  sen teneiaiiN 
terpnso  la  indicada  sociedad  mioera,  y  el  auto  ea  que  le  fué  admitido;- 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelaciou  preseniado  ante  el  Coosej» 
de  Estado  por  la  referida  sociedad,  representada  por  el  Licenciado  Doit' 
Francisco  Canalejas,  reemplazado  después  por  el  Letrado  D.  Naouel 
Maria  del  Valle,  en  que  pide  que  se  revoque  el  citado  fallo  del  inferior, 
se  mande  cancelar  la  expresada  solicitud  de  denuncio,  y  se  declare  que- 
tiene  derecho  la  sociedad  apelante  á  continuar  en  el  goce  y  posesión 
de  las  pertenencias  mineras  en  ci^estioo: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  coofir^ 
me  la  sentencia  apelada: 

Visto  el  párrafo  segundo  del  art.  50  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  48581^. 
que  dice:  >Para  que  se  consideren  pobladas  ó  en  actividad  las  minaau 
escoriales,  tetreros  ó  investigaciones,  han  de  tener  cuatro  operarios  por 
razón  de  cada  pertenencia  durante  la  mitad  del  año:» 

Visto  el  párrafo  quinto  del  art.  42  del  reglamento  de  5  de  Febrero 
de  4863,  en  que  se  dispone  que  son  aplicables  á  los  expedientes  de  co-r 
tos  mineros  y  á  su  instrucción  todas  las  reglas,  condiciones  y  garantías 
que  se  establecen  en  la  ley  y  en  el  reglamento  para  los  expediéntesele 
investigación  y  de  registro: 

Vistos  los  artículos  65  y  66  de  la  citada  ley,  y  el  70  del  referido  re- 
glamento: 

Considerando  que  se  halla  justificado  el  abandono  del  coto  minerov 
porque  según  ha  informado  el  Ingeniero  los  trabajos  ejecutados  no  •!•> 
canzan  á  cubrir  el  pueble  legal,  y  por  parte  del  concesionario  ni  se  ha 
intentado  probar  que  ha  tenido  cuatro  trabajadores  por  cada  perte&en- 
cia  durante  la  mitad  del  año: 

Considerando  que  el  mal  estado  de  las  vias  de  comunicacioa  y  el 
poco  calado  del  puerto  de  Gijon,  que  dificultan  la  extracción  de  mino» 
rales,  no  pueden  reputarse  como  fuerza  mayor  que  imposibilitara  el 
laboreo ,  siendo  además  estos  obstáculos  constantes,  y  conocidos  del 
concesionario  cuando  pretendió  y  obtuvo  la  propiedad  de  las  minas: 

Considerando  que  si  bien  el  denuncio  se  presentó  á  los  nueve  meses 
de  haberse  dado  la  posesión,  al  practicarse  el  reconocimiento  por  el 
Ingeniero  habia  ya  trascurrido,  el  año  sin  que  se  hubiesen  hecho  Isa- 
labores  que  la  ley  exige: 

Coqsiderandoqueá  los  expedientes  de  grupos  ó  cotos  mineros  sod 
aplicables  las  reglas,,  condiciones  y  garantías  establecidas  para  los  de- 
investigación  y  de  registro: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  délo  Contencioso  del- 
Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruis  de  la^ 
Vega,  Píesidente;  D.  José  Cavada,  D.  Santiago  Otero  y  Velazquez,  IK)b« 
Antero  de  Echarrl,D.  Francisco  de  Cárdenas,  D.  Pablo  Jiménez  de  Pa— 
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lacio,  D.  Joaquín  Roncali,  D.  Tomás  Relortillo,  D.  José  García  Barzana- 
llana,  D.  Juan  Antoiney  Zayas  y  D.  Rafael  Limioiana  y  Brignole, 

Vengo  en  confirmar  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  proviociaL 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.-tsEstá  rubricado  de  la  Real  mano.=BI  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez  » 

PabIicacíon.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso;  acordó  que  se  tenga  como  re- 
solución final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere:  que  se  una  á  loa^ 
mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta. 
Deque  certifico. 

Madrid  ifi  de  Febrero  de  i867.=José  de  Grijalva. 

(Gaceta  de  24  de  Marzo  de  1867;. 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  decreto. 

Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la 
Real  orden  que  confirmó  el  decreto  de  nulidad  del  registro 
La  Industria. 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía española,  Reina  de  las  Bspañas.  A  todos  los  que  las  presentes  vie- 
ren y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento, 
sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

>En  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  úni- 
ca instancia,  entre  partes,  de  la  una  Don  José  Tomás  Vázquez,  vecino 
de  Berja,  como  cesionario  de  D.  Francisco  Sánchez  González,  vecino 
de  la  ciudad  de  San  Fernando,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Isido- 
ro  Lora,  domante;  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  en  representación  de  la  Ad- 
ministración general  del  Estado,  demandada,  y  coadyuvada  por  Don 
Juan  José  del  Olmo,  vecino  de  Almería,  á  quien  defiende  el  Doctor  Don 
Juan  Astudillo  de  Guzman;  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  Real 
orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  43  de  Noviembre  de 
i865,  que  confirmó  el  decreto  de  nulidad  del  registro  La  Industria,  y 
aprobó  el  expediente  de  la  mina  Dulce  Nombro  de  3/arta,  mandando 
expedir  el  titulo  de  propiedad  á  favor  de  su  registrador: 

Vistos: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resulta,  en  cuanto  á  la 

mina  Dulce  Nombre  de  Marta: 


-^r  /in 
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Que  el  expresado  D.Juan  José  del  Olmo  solicitó  del  Gobernador  de 
la  provincia  de  Almería  en  6  de  Marzo  de '1860  una  investigación  con 
el  indicado  nombre  Du/ce  Nombre  de  María  en  la  sierra  deGador,  tér- 
mino de  Berja;  y  habiendo  informado  el  Ingeniero  que  por  existir  ya 
en  el  mismo  terreno  uniuitiguo  registro  llamado  ¿Tercu/e^  no  resultaba 
terreno. franco  ni  aun  para  una  pertenencia  supletoria,  se  dictó  decre- 
to por  el  referido  Gobernador  en  21  de  Febrero  de  1861  declarando  sin 
curso  el  expediente  de  investigación: 

Que  al  poco  tiempo  reprodujo  Olmo  su  anterior  solicitud  en  18  de 
Marzo  siguiente  con  el  primer  noml)re  de  Dulce  Nombre  de  María^  la 
que  siguió  su  curso  mediante  la  nulidad  del  registro  Hércules^  decre- 
tada en  9  de  Diciembre  del  mismo  año;  y  habiéndose  aprobado  el  ex- 
pediente de  investigación,  y  concedido  permiso  para  la  n\isma  en  14 
de  Marzo  de  1862,  fué  elevada  á  registro  por  el  interesado,  verificán- 
dose su  demarcación  en  25  de  Noviembre  siguiente,  y  remitiéndose  á 
la  aprobación  déla  Superioridad: 

Que  según  aparece  respecto  del  registro  La  Industria,  D.  Francis- 
co Sánchez  González  presentó  ante  el  mismo  Gobernador  en  20  de  Fe- 
brerjo  de  1864  solicitud  de  registro-denuncio  con  el  indicado  nombre  y 
en  el  referido  terreno,  fundado  en  las  condiciones  de  caducidad  en  que 
se  encontraba  Dulce  Nombre  de  Marta  mediante  á  que  su  concesiona- 
rio Olmo  habia  dejado  trascurrir  el  plazo  de  la  ley  sin  haberse  llevado 
á  efecto  la  reconstitución  de  la  sociedad  que  para  esta  mina  existiar  y 
sin  más  trámites  dictó  providencia  el  Gobernador  en  el  propio  dia  20 
declarando  que  no  habia  lu*gar  á  admitirla  solicitud  del  registro  La 
Industria;  y  mandando  que  se  archivase: 

Que  devuelto  por  la  Superioridad  á  la  provincia  el  expediente  Dul- 
ce Nombre  de  Marta  para  que  se  rectificara  su  (^emarcacion,  según  pro- 
poso la  Junta  superior  facultativa  de  minería,  tuvo  lugar  aquella  ope- 
ración en  15  de  Octubre  de  1864,  presentándose  en  el  acto  el  interesa- 
do en  el  registro  La  Industria^  oponiéndose  á  ella  siempre  que  fuera 
perjudicial  á  su  registro;  y  reclamó  para  ante  la  Superioridad  contra 
el  decreto  que  denegó  la  admisión  de  su  solicitud,  acompañando  al  re- 
curso en  apoyo  de  sus  pretensiones  una  certificación  librada  en  11  de 
Agosto  del  propio  año  1864  por  el  Escribano  de  Cámara  de  la  Audien- 
cia de  Granada  D.  José  de  Peña  Barbier,  de  la  que  resulta  que  á  los 
folios  107  y  108  de  los  autos  seguidos  en  aquel  Tribunal  sobre  cesión 
de  una  acción  de  la  mina  Hércules^  obraba  una  carta  dirigida  á  Don 
Joan  José  del  Olmo  por  D.  José  Sánchez  López,  en  la  que  le  manifes- 
taba que  habla  cedido  en  favor  de  D.  Antonio  Medina  la  media  acción 
que  representaba  en  la  mina  Dulce  Nombre  de  Marta,  apareciendo  la 
toma  de  razón  de  la  acción  por  el  mencionado  Olmo  fechada  en  Alme- 
ría á  2de  Junio  de  1863;  y  un  recibo  dado  por  el  precitado  Sánchez  en 
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la  propia  fecha,  á  favor  de  D.  Antoaio  Medina,  de  la  cantidad  de  2.500 
reales,  precio  de  la  indicada  oiedia  acción:  * 

Vista  la  Real  orden  que  con  reconocimiento  de  todo  se  dictó  en  iS 
de  Noviembre  de  4865«  por  la  cüaU  de  conformidad  con  lo  informado 
por  la  Junta  superior  facultativa  del  ramo  y  por  la  Sección  de  Gober- 
nación y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  se  confirmó  el  decreto  de 
solidad  dictado  poi*  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Almería  con  re* 
lacion  al  registro  La  Indusiria,  y  se  aprobó  el  expediente  de  la  mina 
Dtdee  Nombre  de  Marta,  mandando  expedir  el  titulo  de  propiedad  á 
favor  de  D.  Juan  José  del  Olmo: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  expresada  Real  orden  ba  presenta- 
do el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  Anguita  á  nombre  del  mencionado 
O.  Francisco  Sánchez  González,  ante  el  Consejo  de  Estado,  con  la  pre- 
tensión de  que  se  revoque  la  referida  Real  resolución: 

Vistos,  el  escrito  presentado  por  el  Dr.  D.  Juan  Astudillo  de  Guzman 
mostrándose  partea  nombre  del  referido  0.  Juan  José  del  Olmo,  y  el 
auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  indicado  Consejo  admitiendo 
esta  representación  en  concepto  de  coadyuvante  de  la  Administración: 

Vistos*  los  escritos  de  contestación  á  la  demanda  presentados  por 
mi  Fiscal  y  por  la  parte  coadyuvante  de  la  Administración,  en  que  pi* 
den  que  se  confirme  la  referida  Real  orden: 

Vistos  el  escrito  que  en  tal  estado  presentó  el  Licenciado  D.  Tomás 
•Pérez  Anguita  separándose  de  la  representación  del  demandante  Don 
Francisco  Sánchez  González,  y  el  auto  dictado  por  la  Sección  de  lo  Con- 
tencioso del  referido  Consejo  admitiendo  la  renuncia  que  hacia  este 
Letrado,  y  acordando  que  se  pusiera  en  conocimiento  del  citado  Don 
Francisco  para  que  nombrase  otro  que  le  representara  en  el  presente 
pleito: 

Vistos  el  escrito  presentado  en  su  consecuencia  por  el  Licenciado 
D.  Isidoro  Lora  mostrándose  parte  en  autos  á  nombre  de  D.  José  Tomás 
Vázquez^  como  cesionario  de  los  derechos  que  D.  Francisco  Sánchez 
González  pudiera  tener  en  el  registro-deouacio  titulado  Industria  en 
virtud  de  escritura  otorgada  al  efecto  en  6  de  Mayo  de  1866  que  acom- 
pañaba con  el  poder,  y  el  auto  de  la  referid»  Seecion  en  que  admitió 
la  representación  indicada,  y  mandó  poner  de  manifiesto  á  esta  parte 
el  pleito  por  vía  de  instrucción  y  término  de  tercero  dia,  sin  que  la 
parte  usase  de  su  derecho  en  el  plazo  señalado: 

Vistos  los  artículos  24  y  25  de  la  ley  de  Sociedades  mineras  de  5  de 
Julio  de  1859: 

Considerando  que  anulado  el  antiguo  registro  déla  mina  titubada 
Hércules  por  providencia  de  9  de  Diciembre  de  1861,  y  ocupado  parte 
de  su  terreno  por  el  nuevo  registro  hecho  en  4862  con  la  denomina* 
cion  Dulce  Nombre  de  Maria^  no  puede  invocar  en  su  favor  el  regis* 
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tro  La  Industria^  qoe  no  existió  hasta  1864,  nioguoo  de  los  derechos 
^ue  aquel  hubiese  tenido: 

Considerando  que  los  articules 24  y  25  déla  ley  de  Sociedades  mi* 
seras  de  1859  se  refieren  únicamente  á  las  existentes  al  tiempo  de 
8U  publicación,  y  que  en  aquella  época  no  podia  haber  sociedad  para 
la  explotación  de  una  mina  que  no  se  investigó  hasta  1861  ni  fué  ele- 
vada á  registro  hasta  1862: 

Considerando  que  aun  suponiendo  aplicables  dichas  disposiciones 
á  las  sociedades  constituidas  después  de  su  publicación,  todavía  serian 
indispensables  averiguaciones  que  no  se  han  hecho  y  que  la  parte  de- 
mandante no  está  en  el  caso  de  exigir; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruiz  de 
la  Vega,  Presidente;  D.  José  Gaveda,  D.  Santiago  Otero  y  Velazquez, 
B.^Antero  de  Echarri,  D.  Francisco  de  Cárdenas,  D.  Pablo  Jiménez  de 
Palacio,  D.  Joaquín  Roncali,  D.  Tomás  Retortillo,  D.  José  Garcia  Bar- 
zanallana,  D.  Juan  Antoine  y  Zayas  y  D.  Rafael  Liminiana  y  Brignole» 

Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración,  y  en  confir- 
mar la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  dos  de  Febrero  do  mil  ochocientos  sesenta  y  síe<- 
te.=^Eátá  rubricado  de  la  Real  mano.=El  Presidente  del  Consejo  de 
■inistros«  |tamon  María  Narvaez.» 

Publicacion.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gace- 
ta. De  que  certifico. 

Madrid  9  de  Febrero  de  1867.= José  de  Grijalva. 

{Gaceta  de  25  de  Mano  de  1867). 


Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Real  orden  que 
aprobó  el  expediente  de  la  mina  Cuela  y  declaró  nulo  el  de 
la  Iberia. 

Doña  Isabel  11,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Alonar- 
quia  española.  Reina  de  las  Españas.  A  todos.los  que  las  presentes  vie- 
ren y  entendiereis  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento, 
sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

•En  el  pleito  pendiente  en  él  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Mos- 
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*^Q«ra«  en  oombre  de  D.  PabiaD  Tuoon,  vecino  de  Oviedo  y  cesionario 
de  D.  RaoQon  Meneodez,,  registrador  de  la  mina  Iberia,  demandante,  y 
<dela  otra  la  Administración  general  del  Estado;  demandada  y  repre- 
Molada  por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  qae  aprobó  el 
•ipedientede  la  mina  Cueía^j  mandó  que  se  expidiera  á  favor  de  su 
registrador  D.  Joaquín  Alonso  el  titulo  de  propiedad,  declarando  nulo 
7  8in  efecto  el  de  la  Iberia: 

Visto. 

Vistos  los  antecedentes  de  ios  cuales  resolta: 
.    Que  en  29  de  Julio  de  1861  D.  Ramón  Menendez  registró  y  designó 
evatro  pertenencias  de  mineral  de  hierro  con  el  nombre  da  Iberia,  ex- 
presando que  era  en  terreno  secano,  sito  en  el  Concejo  de  Grado,  térmi- 
co 4el  Brabo  de  Navalíego: 

Que  admitido  el  registro,  hechas  las  correspondientes  publicacio- 
nes, y  presentada  que  fué  certificación  del  amojonamiento,  el  mencio- 
iMdo  D.  Ramón  Menendez  manifestó  que  no  habia  podido  obtener  el 
consentimiento  de  los  dueños  déla  finca  para  dar  principio  á  los  tra- 
bajos, y  pidió  que  se  les'obligase  á  prestarle: 

Que  el  Gobernador  hizo  que  se  les  notificara  para  que  dijeran  si 
otorgaban  ó  nó  la  liceiicia;  y  como  la  negasen,  la  suplió  la  expresada 
Autoridad; y  D.  Fabián  Tuñon,  cesionario  de  D.  Ramón  Menendez,  so- 
Ikiió  la  demarcación,  la  cual,  si  bien  fué  estimada,  no  pudo  llevarse  á 
I  efecto  por  haber  informado  el  Ingeniero  que  la  precitada  mina  se  ha- 

«1111»  colocada  en  el  mismo  terreno  que  la  Cueta,  ya  demarcada: 

Que  en  3  de  Agosto  de  1861  D.  Joaquin  Alonso  Cuervo  y  D.  Francis- 
co Fernandez  pretendieron  con  el  título  de  Cueia  cuatro  pertenencias 
de  mineral  de  hierro'^  sitas  á  60  pasos  del  pueblo  de  Ballonga,  Concejo 
degrado;  y  admitido  el  registro,  hechas  las  publicaciones  correspon- 
dientes y  obtenido  el  consentimiento  de  los  dueños,  pidieron  los  inte- 
MBsdos  la  demarcación,  que  tuvo  efecto  en  8  de  Enero  de  1862,  asis- 
tiendo al  acto  el  registrador  de  la  mina  Iberia;  que  el  siguiente  día  se 
-opuso  Tuñon,  promoviéndose  en  su  consecuencia  cuestión  sobre  si  el 
terreno  llamado  Nava  liego,  que  en  parte  se  había  designado  para  hacer 
cu  él  los  trabajos  de  explotación  de  la  mina  Iberia]  era  de  regadío  ó 
de  ¿ecano,  y  si  el  registrador  de  la  Iberia  podia  ó  nó  establecer  su  re- 
gistro en  un  sitio  en  que  necesitaba  el  permiso  de  los  propietarios;  j 
oídos  el  Ingeniero  y  el  Alcalde,  entre  cuyos  dictámenes  hubo  divergen- 
cia respecto  á  si  e\  punto  de  la  labor  es  ó  nó  una  huerta,  y  admitidas 
las  justificaciones  i  los  respectivos  interesados,  se  decretó  per  el  Go« 
beruador  la  cancelación  del  expediente  de  la  mina  Cueta  en  17  de  Marzo 
de  IR63: 

Que  no  conformándose  D,  Joaquin  Alonso  Cuervo  con  la  referida 
decisión.,  acudió  al  Ministerio  de  Fotnento  pidiendo  que  se  dejase  sia 


efecto  7  se  declarase  nulo  el  expediente  Iberia,  por  \o  que  se  eleYaroa- 
los  dos  expedientes  mencioDados  á  la  Superioridad ;  y  pasados  á  la 
Janta  superior  facultAtiva  de  mioerfa,  ésta  opinó: 

1/  Que  habiendo  divergencia  entre  el  dictamen  del  Ingeniero/ el 
del  Alcalde  de  Grado,  sobre  si  el  punto  de  la  labor  legal  es  ó  n6  uq» 
huerta,. era  necesario  aclarar  ese  extremo  para  que  pudiera  basarse  él 
dictamen  en  las  prescripciones  de  la  ley: 

2."*  Que  el  Ingeniero  expresase  terminantemente  si  para  la  explota»^ 
cion  son  necesarios  pozos  ó  galerías: 

3.*  Que  previniendo  el  art.  24  de  la  ley  que  no  sean  oidas  las  opo- 
siciones de  los  que  se  consideren  con  derecho  al  todo  ó  parte  de  oa 
terreno  pasados  60  días  después  de  la  publicación  del  registro,  pare* 
cian  fuera  de  lugar  las  hechas  por  el  de  la  Iberia  después  de  marcada  ia 
Cueta*  mayormente  habiendo  presenciado  este  acto  el  opositor: 

Que  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado» 
á  la  cual  se  remitió  el  asunto  en. consulta,  se  conformó  con  el  expresa* 
do  dictamen,  y  en  su  consecuencia  propuso  que  se  recibiese  justifica* 
cion  eu  debida  forma  para  aclarar  y  saber  si  la  labor  legal  habilitada 
po^el  registrador  de  la  mina  Cueia  estaba  ó  nó  practicada  en  una  huer- 
ta cercada  por  una  pared,  debiendo  especificarse  muy  circunstancia* 
demente  las  condiciones  y  cualidades  de  dicho  terreno;  y  además  que 
el  Ingeniero  expresase  terminantemente  si  para  la  explotación  son  ne* 
cosarios  pozos  ó  galei'ías;  y  por  orden  de  la  Dirección  general  del  ra* 
mo  de  30  de  Marzo  de  1865  fueron  devueltos  al  Gobernador  de  Ovieda 
los  dos  expedientes  de  que  vá  hecho  mérito,  á  fin  de  que  llevase  á  efec* 
to  lo  que  la  precitada  Junta  superior  de  Minas  y  Sección  de  Goberna-^ 
cion  y  Fomento  del  Consto  de  Estado  proponían: 

Que  notificadas  las  partes  para  que  diesen  las  justificaciones  qo» 
tuvieran  por  conveniente  en  el  término  de  i 5  días,  se  presentaron  poi* 
D.  Francisco  FeroanMez  y  D.  Joaquín  Cuervo^  interesados  en  la  mioa 
Cueta,  las  siguientes:    ' 

1/  Una  información  de  cuatro  testigos,  que  fueron  examinados  ao* 
te  el  Juzgado  de  primera  instancia  y  declararon  sustancialmente  que  la 
finca  en  cuestión  era  una  huerta  como  de^  unos  seis  días  de  bueyes^ 
cercada  de  piedra,  y  que  se  hallaba  cultivada  en  su  mayor  parte  pro» 
diiciendo  centeno,  maiz,  patatas  y  demás  frutos  del  país;  que  además 
contenía  una  cabana  ó  cuadra  para  el  ganado;  que  el  terreno-que  noto 
labraba  y  sembraba  en  ella  se  conservaba  de  prado,  y  una  pequeña 
porción  de  la  misma  producía  tojos  ó  esquilmo  (argoma);  que  la  parle 
cultivada  y  de  prado  tenia  avellanos,  nogales,  cerezos  y  otros  arbolea 
que  producían  frutos  de  poca  importancia,  hallándose  al  rededor  de  lÉ< 
mencionada  pared;  y  por  último  que  el  terreno  era  de  mediana  calidad;. 

2.*    Certificación  del^  Ayuntamiento  de  Grado,  en  h]  que  se  hado 
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constar  que  por  lo  que  resoltaba  de  la  estadística  ó  amillaratnieoto  del 
lugar  de  ftallongos  desde  1849  hasta  1863,  aparecía  en  él  registrada 
una  huerta  deuomioada  el  NaTaliego,  en  relación  dada  por  Domingo 
Fernandez: 

Que  D.  Fabián  Tuñon»  registrador  de  la  Iberia^  presentó  á  su  vez  la 
siguiente  justificación: 

I.*  Una  información  recibida  en  el  Juzgado  de  primera  iustancia^ 
prestada  por  siete  testigos,  quienes  declararon  que  el  fundo  ó  terreno 
donde  estaba  la  mina  Cuela  era  una  finca  que  radicaba  en  el  monte  de 
Bailongo,  de  terreno  de  ínfima  calidad:  que  ni  tenia  aguas  ni  se  conce- 
]>ia  que  pudiera  ser  regada  por  la  elevada  situación  en  que  se  encontra- 
ba, de  suerte  que  pertenecía  á  la  cUse  de  mala  tierra  de  secano;  que  su 
terreno  se  llamaba  Brabo,  nombre  con  que  era  conocido  en  el  país,  y 
que  si  bien  en  él  había  una  fuente  de  escaso  caudal,  no  se  le  regó  ni 
podía  regarse  porque  no  era  posible  conducir  las  aguas  naturalmente 
á  los  puntos  aprovechables. 

2.*  El  informe  emitido  por  el  Alcalde  de  Grado  manifestando  que  la 
finca  de  Navaiíego,  compuesta  de  una  parte  de  terreno  bravo  é  inculto 
que  producia  argoma,  de  otra  destinada  á  campo  y  pastos,  y  de  otra  re- 
ducida á  cultivo  de  patatas,  maiz,  etc.,  no  merecía  en  su  concepto  el 
nombre  de  huerta,  por  masque  tal  se  le  hubiera  dado  en  la  estadística 
por  relación  de  Domingo  Fernandez: 

Que  llevado  de  nuevo  el  asunto  al  Ministerio  de  Fomento  con  las  ex- 
presadas justificaciones,  y  pasado  otra  vez  en  consulta  á  la  precitada 
Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  ésta  emitió 
su  parecer;  y  de  conformidad  con  el  mismo,  recayó  en  6  de  Abril  de 
1864  la  Real  orden  en  que  se  estimó  que  debia  considerarse  como  huer- 
ta, para  los  efectos  délos  artículos  iO  y  20  déla  ley  vigente  de  mínaa, 
«1  terreno  en  que  habían  fijado  el  punto  de  partida  los  interesados  en 
ambos  expedientes;  se  dejó  además  sin  efecto  el  decreto  por  el  cual  el 
Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  declaró  nulo  el  expediente  de  Id 
jnina  Cuela  mandando  seguir  el  de  la  Iberia;  y  en  su  lugar  se  aprobó 
el  de  la  citada  Cuela  disponiendo  que  se  expidiera  el  tíiuto  de  propie- 
dad á  favor  de  su  registrador  D.  Joaquín  Alonso;  y  por  últinao  se  de- 
claró nulo  el  expediente  de  la  mencionada  ¡bet*ia: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado 9.  Tomes  María  Mosquera,  á  nombre  de  D.  Fabián  Tuñon,  en  so- 
licitud deque<  se  revoque  la  precitada  Real  orden,  que  se  declare  nulo 
7  cancelado  el  expediente  de  la  mina  Cueta^  y  se  mande  seguir  por  los 
trámites  correspondientes  el  de  la  ¡berití: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución 
de  la  expresada  demanda,  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  por  la 
jaisma  reclamada: 
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Visto  el  art.  40  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  i859.  qao  dice:  «En  jar* 
diDOs,  huertas  y  cualesquiera  fiocas  de  regadío,  el  dueño  es  quien  ünl» 
carneóte  puede  conceder  liceocia  para  c^licatas^  sio  ulterior  recurso  ni 
apelación:» 

Considerando  que  se  halla  justificado  que  es  una  huerta  el  terreno 
en  que  se  situó  la  mina  Iberia,  por  el  informe  del  Ingeniero,  y  porque 
como  huerta  aparece  en  la  estadística  ó  amillaramiento  desde  1849  á 
1863;  pues  si  bien  los  testigos  presentados  por  el  registrador  y  el  Al. 
Galde  aseguran  que  es  secano  dicho  terreno,  los  examinados  á  instan- 
cia del  propietario  afirman  lo  contrario,  quedando  por  lo  tanto  neatra- 
lizada  la  prueba  testifical: 

Considerando  que  negada  por  el  dueño  de  esta  huerta  á  D.  Fabiao 
TuDonla  licencia  para  calicatas,  procede  la  nulidad  del  registro*  por* 
que  la  falta  de  consentimiento  del  propietario  no  se  suple  por  el  per- 
miso del  Gobernador; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Rtiiz  de  la 
Vega,  Presidente;  D.  José  Ca?eda«  D.  José  Antonio  de  Olañeta,  D.  An- 
tonio Escudero,  D.  Juan  José  Martínez  de  Espinosa,  D.  Pablo  Jiménez 
de  Palacio,  D.  Joaquín  Roncali,  D.  Tomás  Retortillo  y  D.  Rafael  Limi- 
Diana  y  Brignole« 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda  y  en  conflr- 
mar  la  Real  orden  en  ella  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  dos  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
te.=Está  rubricado  de  la  Real  maoo.=EI  Presidente  del  Consejo  de  Mi* 
nistros,  Ramón  Blarla  Narvaez.» 

Publicacion,=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gace* 
ia.  De  que  certifico. 

Madrid  ií  de  Febrero  de  i867.=:José  de  Grijalva. 

{Gaceta  de  26  de  Marta  de  1 867;. 


Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Real  orden  que 
declaró  responsable  de  2. 130  quintales  de  sal  á  la  Sociedad 
Crédito  Moviliario  Barcelonés. 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía española.  Reina  de  las  Españas.  A  totlos  los  que  las  presentes  vie- 
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reny  entendieren,  y  ft  qnieries  toca  su  observancia  y  camplimiento, 
sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

•En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  úni- 
ca instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Garlos  Espinosa 
délos  Monteros,  á  nombre  de  la  sociedad  denominada  Crédito Movilia* 
rio  Barcelonés^  contratista  de  conducciones  marítimas  de  sal,  deman- 
dante; y  de  la  otra  la  Administración  geoeral,  demandada  y  represen- 
tada pür  mi  Fiscal;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  30  de  Marzo 
de  i8C5,  por  la  cual  se  declaró  que  la  empresa  era  responsable  de  2.150 
quintales  de  sal,  á  causa  del  encallamiento  del  vapor  Jovellanos  en  el 
puerto  de  Gijon. 

Visto: 

Visto  el  pliego  de  condiciones  generales  bajo  las  cuales  la  Hacienda 
publica  contrató  el  servicio  de  conducciones  marítimas  de  sal  en  la  Pe- 
nínsula é  islas  Baleares  por  el  término  de  «tres  años,  hallándose  entre 
otras  la  siguiente:  «32:  Se  abonarán  al  contratista  las  faltas  que  pro- 
Tengan  de  averías  comunes  ó  de  naufragios,  siempre  que  acredite  es- 
tos siniestros  y  las  causas  inevitables  que  los  produjesen,  por  medio 
de  expediente  que  presentará  en  la  respectiva  Administración  princi- . 
pal  de  Hacienda  pública  para  que  lo  reipita  á  la  bircccion  general  de 
fientas  Estancadas.  En  estás  actuaciones,  que  se  formarán  en  el  puerto 
de  la  descarga  con  audiencia  instructiva  del  representante  de  la  Ha- 
cienda, se  harán  constar  cuantos  requisitos  y  formalidades  determina 
el  Código  de  Comercio  como  necesarios  á  justiQcar  los  expresados  si- 
niestros, sin  embargo  de  lo  cual  el  contratista  será  responsable  de  la 
parte  que,  según  la  liquidación  y  repartimiento  que  se  consignarán 
en  las  mencionadas  diligencias,  y  deberá  aprobar  el  Tribunal,  corres- 
ponda á  los  Capitanes,  patrones  ó  navieros:» 

Visio  el  oficio  que  en  i8  de  Febrero  de  4863  pasó  la  empresa  de 
conducciones  marítimas  do  sal  á  la  Dirección  general  de  Rentas  Estan- 
cadas manifestando  que  tenia  noticias  de  que  el  yapor  Jovellanos^  que 
aalié  de  San  Fernando  en  8  del  mismo  mes  conduciendo  4640  quinta- 
les de  sal  para  tiijoo,  y  2.000  para  Santander,  habia  varado  al  entrar 
eo  el  puerto  del  primer  punto:  que  hizo  agua  y  hubo  necesidad  de  des- 
cargarle; y  que  á.fin  de  evitar  perjuicios  rogaba  que  se  dieran  las  ór- 
denes oportunas  á  la  Administración  de  tiijon  para  que  los  2.000  quin- 
tales fueran  admitidos  á  cuenta: 

Visto  el  parte  que  en  5  de  Marzo  inmediato  dio  la  Administración 
principal  de  Hacienda  pública  de  O?iedo  á  la  Dirección,  deque  habia 
terminado  en  ^1  dia  anterior  en  los  almacenes  de  Gijon  la  entrega  de 
sal  conducida  por  el  vapor  Jove/Zcmo^,  resultando  la  notable  falta,  con 
ocasión  del  envaramiento,  de  2.000  quintales  que  se  destinaban  al  alfo- 
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lí  de  Santanderi  y  130  más  para  el  completo  de  los  4.640  destinados  á 
los  almacenes  del  depósito  de  Gijon: 

Visto  el  escrito  que  el  represeotante  del  contratista  dirigió  al  Go- 
bernador de  la  provincia  de  Oviedo  en  29  de  Mayo  de  1863,  acompa- 
ñando un  certificado  expedido  por  Escribano  público,  que  contiene: 

i°  La  escritura  de  protesta  hecha  en  15  de  Febrero  próximo  ante- 
rior por  D.  Juan  Ferraodiz,  Capitán  del  vapor  Júvdlanos^  en  que  ex- 
presó: 

Que  hallándose  en  Cádiz  con  el  referido  buque,  bien  provisto  y 
equipado  dQ  todq  lo  necesario,  recibió  á  su  bordo  un  cargamento  de 
sal,  tabaco  y  otros  efectos,  con  destino  á  la  Goruña,  Gijon  y  San- 
tander: ^ 

Que  salió  de  Cádiz  con  tiempo  apropósito  en  8  del  mencionado  Fe- 
brero, y  fondeó  el  12  sin  la  mcuor  novedad  en  la  Coruña,  doude  entre- 
gó el  cargamento  que  para  aquel  punto  habia  conducido: 

Que  continuó  su  viaje  con  rumbo  á  Gijon,  y  en  la  tarde  del  13  pe- 
netró en  !a  concha  de  este  puerto,  donde  salió  una  lancha  que  le  pro^ 
veyó  de  práctico,  quien  lo  manifestó  que  no  podia  entraren  el  puerfo 
por  el  mucho  calado  del  buque,  motivo  porque  fondeó  en  la  misma 
concha  y  en  el  sitio  que  el  práctico  le  señaló: 

Que  al  siguiente  dia  14,  al  amanecer,  dio  principio  por  medio  de 
lanchas  y  gabarras  al  alijo  de  la  sal,  y  continuó  en  él  hasta  las  diez  y 
media  de  la  mañana  del  15,  en  que  viendo  que  el  buque  habia  quedadb 
con  el  calado  de  10  pi4s  y  medio  ingleses,  preguHitó  al  práctico  si  po- 
dia entrar  sin  riesgo  en  el  puerto;  y  como  le  contestase  afirmativa- 
mente, le  previno  que  se  pusiera  de  acuerdo  con  el  consignatario  Don 
Juan  Alvargoozalez  por  si  le  convenia  que  se  realizase  la  entrad»: 

Que  el  práctico  marchó  á  tierra  y  volvió  á  bordo  con  orden  dequ^ 
el  buque  penetrara  en  el  puerto,  y  con  acuerdo  del  mismo  sujeto  man- 
dó el  Capitán  levare!  abela;  y  cuando  el  vapor  iba  enfilado  á  lasbo^as 
del  puerto^  tocó  de  pronto  en  las  peñas,  quedando  encallado  y  varado 
sobre  las  mismas: 

Que  se  adoptaron  cuantas  disposiciones  previene  el  arte  para  con- 
servarle en  buena  situación,  y  últimamente  fué  resuelto  en  junta  de 
Oficiales  arrojar  parte  de  la  sal  al  mar  á  fin  de  poner  á  flote  el  báqu<ec 

Que  sin  embargo  hizo  agua«  sin  que  alcanzaran  á  aminorarla  Vas 
bombas,  por  lo  que  se  continuó  en  el  alijo  y  descarga  por  medio  d)e 
gabarras  y  de  lanchas  de  dos  buques  que  se  hablan  puesto  al  costado 
para  evitar  en  lo  posible  mayor  avería;  y  concluyó  significando  que 
hacia  la  protesta  á  fin  de  que  no  se  le  imputaran,  ni  á  su  tripalaciom, 
las  pérdidas,  averias,  daños  y  perjuicios: 

2.*"  Una  justificación  hecha  con  cnatro  testigo?,  previa  citación  del 
Promotor  fiscal  y  de  los  recibidores  de  la  carga,  por  medio  de  la  cual 
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acreditó  cuanto  había  consigRado  en  la  protesta  respecto  al  envara* 
miento  del  baque  y  de  la  falta  de  sal,  por  haber  entrado  el  agua  eu  la 
bodega  de  proa,  en  donde  se  hallaba. 

En  virtud  de  estos  documentos,  el  mencionado  representante  del 
contratista  pidió  que  se  cursara  un  escrito  de  la  misma  fecha,  que 
acompañaba,  para  el  Ministro  de  Hacienda  con  la  solicitud  de  que  se 
diera  por  hecha  la  entrega  del  cargamento  de  sal  que  conducía  el  va- 
por Jotféllanos  para  los  puertos  de  Gijon  y  Santander  ó  en  otro  caso  se 
declarase  que  era  de  cu3nta  de  la  Hacienda  publica  la  falta  y  pérdida 
de  los  2.150  quintales  que  no  recibieron  aquellos  alfolies,  y  por  consi- 
guiente no  se  exigiera  del  contratista  de  conducciones  marítimas  el 
reintegro  ó  abono  de  su  valor: 

Viitto  otro  certiflcado  expedido  por  Escribano  público,  con  referen* 
cia  al  expediente  seguido  en  el  Juzgado  de  comercio  de  Gijon,  en  el 
que  después  del  examen  de  varios  testigos,  aparece: 

i."  El  dictamen  del  Promotor  fiscal,  quien  sienta  las  proposiciones 
siguientes: 

Que  la  mar  estaba  bella  el  15  de  Febrero  cuando  el  vapor  Jovella- 
no5  tocó  en  las  piedras  á  su  entrada'en  el  puerto  de  Gijon: 

Que  los  vapores  de  $u  porte  fondean  y  descargan  en  la  concha,  por* 
que  de  entrar  en  el  puerto  se  exponen  á  siniestros,  y  para  evitarlos  el 
mismo  Jovellanos  no  habia  pasado  de  aquel  sitio;  y  que  la  entrada  de 
este  buque  en  el  puerto  parece  que  tan  solo  tuvo  por  objeto  evitar  al 
contratista  los  gastos  que  se  ocasionaban  de  hacer  la  descarga  con  ga- 
barras: 

2.*  El  auto  dado  por  el  Tribunal  de  Comercio  en  13  de  Junio  de 
1864,  que  contiene  la  decisión  que  á  continuación  se  expresa:  tSe 
aprueban  cuanto  há  lugar  en  derecho  lasjustificaciones  ejecutadas  por 
D.  Juan  Ferrandiz,  Capitán  del  vapor  Jovellanos^  j  por  el  contratista 
de  conducciones  marítimas  de  sal;  y  se  declara  que  la  falta  ó  pérdida 
de  los  2.130  quintales  que  el  buque  conducía  para  los  puertos  de  Gijon 
y  Santander  procedía  de  haberse  desleído  la  sal  con  el  agua  que  pene- 
tró en  el  vapor,  por  efecto  del  encallamiento  que  sufrió  en  las  peñas 
el  i5  de  Febrero  de  1863,  al  verificar  su  entrada  en  el  puerto:* 

« Vbto  el  que  últimamente  presentó,  expedido  por  el  Comandante 
militar  de  Marina  déla  provincia,  con  referencia  al  expediente  forma- 
do en  aquella  dependencia,  del  que  resulta  que  fué  un  incidente  ca- 
sual el  envaramiento  del  buque,  sin  que  pese  responsabilidad  alguna 
contra  el  Capitán  D.  Juan  Ferrandiz  por  haber  cumplido  con  su  deber 
60  todo  lo  que  estuvo  á  sus  alcances: 

Vista  la  Real  orden  de  30  de  Marzo  de  1865,  en  la  cual,  y  de  confor- 
midad con  el  parecer  de  la  Dirección  general,  se  declaró  responsable 
al  contratista  de  los  2.180  quintales  de  sal  perdidos  á  causa  del  en- 


callamiento  del  vapor  Jovellanos  al  penetraren  el  puerto  de  Gijon: 

Vista  la  demanda  presentada  aote  el  Consejo  de  Estado  por  eí 
Licencisrdo  D.  Garios  Espinosa  de  los  Monteros,  á  nombre  déla  socie- 
dad Crédito  Moviiiario  Barcelonés^  pidiendo  que  se  deje  sin  efecto  la 
Real  orden  anterior,  y  se  declare  que  le  son  abonables  como  entregado» 
en  sos  respectivos  destinos  los  2.130  quintales: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  la 
absolución  de  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  que  por 
la  misma  se  impugna: 

Vista  la  condición  3^ del  pliego  general  para  la  contratado  conduc* 
clones  marítimas  de  sal  entre  la  Hacienda  pública  y  la  sociedad  titula- 
da Crédito  Moviiiario  Barcelonés^  la  cual  previene  que  se  abonaráa 
al  contratista  las  faltas  que  provengan  de  averias  comunes  ó  de  nau- 
fragios, siemp/e  que  justifique  plenamente  estos  siniestros  y  las  causas 
inevitables  que  los  produjesen: 

.Considerando  que  reducida  la  cuestión  de  este  pleito  á  determinar 
si  la  averia  sufrida  por  el  vapor  Jovellan'^s  fué  inevitable»  ó  bien  de- 
bida á  la  imprudencia  del  Capitán,  basta  para  resolverla  con  acierto 
apelar  á  los  hechos  que  la  precedieron,  re^ipecto  á  los  cuales  están  las 
partes  de  acuerdo:  ' 

Considerando  qué  habiendo  llegado  el  buque  á  las  aguas  de  Gijoa 
con  mar  bella  y  tiempo  bonancible,  el  Capitán,  respetando  el  peligro 
que  siempre  ofrece  el  paso  á  la  dársena,  especialmente  para  los  barcos 
de  cierto  calado,  fondeó  según  costumbre  en  la  concha,  donde  alijó  la 
mayor  parte  del  cargamento  sin  obstáculo  de  ninguna  especie^y  don- 
de sin  duda  alguna  habría  descargado  el  resto  si  motivos  especiales, 
que  aunque  no  se  explican  se  dejan  bien  traslucir,  no  le  hubiesen  de- 
cidido á  intentar  la  entrada  en  el  puerto: 

Considerando  que  la  simple  relación  dé  estos  antecedentes  demues- 
tra hasta  la  evidencia  que  la  varada  del  vapor  nada  tuvor^de  casual  ni 
fué  producida  por  una  causa  inevitable,  puesto  que  el  peligro  estaba 
previsto  y  pudo  el  Capitán  evitarlo  habiendo  permanecido  en  la  con- 
cha y  terminando  alli  la  descarga: 

Considerando  que  los  procedimientos  del  Juzgado  de  Marina  y  el  fa- 
llo que  en  ellos  se  pronunció  absolviendo  de  responsabilidad  al  Capi- 
tán del  vapor  no  pueden  invocarse  aquí  como  un  perjuicio  en  so  fa- 
vor, porque  según  la  ley  40,  tit.  7.°,  libro  6/  de  la  Novísima  Recopi- 
lación el  conocimiento  del  Juzgado  cuilitar  de  Marina  se  limita  á  la 
parte  facultativa  y  criminal  del  suceso,  y  no  le  es  dado  entender  en  las 
responsabilidades  civiles  que«del  mismo  hecho  se  derivan; 

Conformándome  eon  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruiz  de 
la  Vega,  Presidente;  D.  José  Antonio  de  Olañeta»  D.  Antonio  Escudero» 


D.Antéro  de  Echarri,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  D.  José  Sacchez 
Ocáña«  D.  Lorenzo  Nicolás  Qaiótana,  D.  Agu8lÍD  de  Torres  Vallderra- 
ma,  D.  Tomás  Retortillo,  D.  Evaristo  de  Castro  y  Rojo  y  D.  Rafael  Li- 
miniaDa  y  Rrignole, 

Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración,  y  en  confir- 
mar la  Real  orden  de  ISO  de  Marzo  de  1865.   • 

Dado  en  Palacio  á  dos  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  síe- 
te.=Está  rubricado  de  la  Real  mano.=:£i  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  Marfa  Narvaez.» 

PublicacioQ.=*.eido  y  publicado  el  anterior  Re<\I  decreto  por  mí  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallé odose  celebrando  au* 
diencia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gace- 
la: De  que  certifico. 

Madrid  9  de  Febrero  de  1 867.= José  de  Grijalva. 

{Gaceta  de  i6  de  Mar  so  de  1867). 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  haber  lugar  al  recurso  de  casación  ín- 
terpuesto  en  los  autos  con  la  Sociedad  minera  El  Consuelo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid^  á  Z  de  Abril  de  1867,  en  los  autos 
que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  y  en 
Ja  Sala  segunda  de  la  Rí'al  Audiencia  de  esta  corte  ha  seguido  D.  José 
Alberni  como  Presidente  de  la  sociedad  minera  El  Consuelo  con  D.  Car- 
los Belaunzarán,  D  Vicente  Urquiola  y  D.  Luis  Willier  sobre  pago  de 
maravedís;  los  cuales  penden  ante  Nos  en  virtud  del  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  los  demandados  contra  la  sentencia  que  en  I.*  de 
Octubre  de  1866  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  ii  de  Febrera  de  1857  se 
formé  una  sociedad  titulada  El  Consuelo  para  la  explotación  y  benefi- 
cio del  sulfato  de  sosa  que  producían  las  pertenencias  de  las  minas 
llamadas  Consuelo  y  San  ilíarco5  y  cualesquiera  otras  que  pudiera  ad- 
quirir; y  al  constituirse  en  especial  minera  con  arreglo  á  la  ley«  por 
otra  escritura  de  6  de  Diciembre  de  1859  se  estableció  en  su  art.  14 
que  los  accionistas  estarían  obligados  á  satisfacer  lo  que  les  corres- 
pondiera en  los  repartos  pasivos  según  los  autorizase  la  junta  general: 
que  el  que  se  negare  ó  atrasare  en  el  pago  seria  requerido  tres  veces 
por  escrito  por  la  Junta  directiva  con  i5  dias  de  intervalo,  anuncian* 
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do8e  también  loa  requerimientos  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia; 
y  si  después  de  estas  formalidades  dejare  de  cumplir  su  compromiso. 
Be  declararía  por  la  Junta  directiva  la  caducidad  de  su  acción  ó  accio- 
nes, con  pérdida  de  sus  desembolsos  anteriores  y  de  todo  derecho  al- 
^ior,  estando  obligado  á  los  pagos  que  le  hubiesen  correspondido 
h^ta  el  dia  del  primer  requerimiento  y  gastos  de  los  anuncios;  y  que 
todo  accionista  podria  renunciar  su  acción  á  favor  de  la  sociedad  siem- 
pre que  estuviese  solvente  con  ella  el  dia  de  la  renuncia: 

Resultando  que  en  el  reglamento  aprobado  por  el  Gobierno  civil  en 
13  de  Marzo  de  1860  se  estableció  lo  mismo  en  los  articules  17,  18  y 
i^f  determinándose  en  el  4.*  que  el  capital  social  estaba  dividido  en 
500  acciones;  en  el  50  que  las. sesiones  de  las  juntas  generales  se  abri* 
rian  media  hora  después  de  la  anunciada  en  la  papeleta  de  aviso,  y  se 
declararía  constituida  con  el  número  de  accionistas  que  hubiese  con* 
currido,  siendo  válido  y  obligatorio  lo  que  acoidasen;  y  en  el  53  que 
las  mismas  juntas  generales  decidirían  todos  los  asuntos  en  votaciones 
por  mayoría  absoluta: 

Resultando  que  habiendo  propuesto  1a  Junta  directiva  á  la  general 
de  socios,  celebrada  en  ^  de  Marzo  de  1857,  la  construcción  de  un 
edificio,  de  un  horno,  charcas  y  demás  conducente  para  los  resultados 
de  la  industria  á  que  la  sociedad  se  dedicaba,  se  aprobó  por  unanimi- 
dad una  proposición  en  que  se  autorizaba  á  dicha  Junta  directiva  para 
hacer  todo  lo  que  creyese  conveniente  á  los  intereses  sociales;  y  que  en 
otra  junta  general  extraordinaria  de  4  de  Noviembre  del  mismo  año, 
tratándose  de  si  para  cubrir  todas  las  atenciones  que  se  aglomeraban 
sobrQ  la  sociedad  seria  más  ventajoso  para  los  accionistas  hacerlo  por 
dividendos  fuertes  ó  por  medio  de  un  empréstito,  sin  perjuicio  de  con- 
tinuar eligiendo  mensualmente  un  dividendo  pasivo  ordinario,  se 
adoptó  por  una  inmensa  mayoría  el  medio  del  empréstito;  y  se  facultó 
á  la  Junta  directiva,  en  unión  de  una  comisión  de  tres  individuos  que 
fué  nombrada  en  el  acto,  para  contratar  el  préstamo  de  8, 10,  12.000 
ó  más  duros  bajo  las  condiciones,  por  el  tiempo  y  con  el  interés  que 
creyese  convenientes,  garantizando  al  prestamista  con  todo  loque 
poseía  la  sociedad,  con  lo  que  adquiriera  en  lo  sucesivo  y  con  los  pro- 
ductos que  obtuviese: 

Resaltando  que  en  junta  general  de  27  de  Marzo  de  1861  se  leyó 
una  Memoria  del  Presidente,  en  la  que,  entre  otras  cosas,  manifestaba 
el  estado  financiero  de  la  sociedad,  consistente  en  un  activo  de 
2.859.546  rs.  y  80  cents.,  y  una  deuda  de  2.278.604  rs.  que  era  necesa* 
rio  extingnir,  por  lo  que  creía  llegado  el  caso  de  proceder  á  la  derra; 
ma  de  nuevos  dividendos  pasivos,  y  de  invitar  á  los  accionistas  á  pro* 
poner  el  medio  más  conveniente  á  los  intereses  generales:  que  después 
de  ana  larga  discusión,  en  que  uno  de  los  socios  combatió  la  idea  de 
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ditolucioQ  de  la  sociedad  con  las  razcoes  que  expuso»  se  suspendió  la 
aesion  para  otro  dia  á  fio  de  que  cada  socio  estudiara  el  medio  más 
conciliable  para  amortizar  la  deuda  y  evitar  Los  ibterese^de  ésta:  que 
continuada  la  junta  en  el  dia  4  de  Abril  bajo  la  presidencia  de  B.  Garlos 
Belaunzarán,  hoy  demandado,  se  aprobó  por  214  acciones  representa- 
das por  25  accionistas  contra  30  representadas  por  19,  la  proposición 
presentada  por  el  socio  Salmerón  y  Alonso  de  que  se  acordase  un  di-  ' 
Tídendo  mensual  de  20ii  rs.  por  accibn  con  objeto  de  alimentar  y  sos- 
tener  la  fabricación  de  la  barrilla  hasta  que  con  el  importe  de  ésta  se 
extinguieran  los  créditos  pasivos  que  .gravitaban  sobre  la  sociedad,  y 
se  nombraron  como  aciijuntos  á  la  directiva  los  socios  Cámara,  Caldo  y 
Barreneche  para  que  de  común  acuerdo  propusieran  á  la  general  la 
operación  más  ventajosa  que  pudiera  librar  á  los  accionistas  del  pago 
de  sucesivos  dividendos:  que  no  habiendo  admitido  la  comisión  Galdo 
7  Barreneche,  se  nombró  por  adjunto  solo  á  Cámara;  y  que  dicho  Bar- 
reneche formuló  una  protestará  que  se  adhirieron  otros  varios  socios, 
contra  la  proposición  de  Saltneron  y  Alonso  y  la  forma  en  que  fué  vo- 
tada, renunciando  á  la  vez  sus  acciones  y  reservándose  el  derecho  que 
creiao  tener  contra  la  sociedad  por  ser  mayor  el  activo  que  el  pasivo: 

Resultando  que  consiguiente  á  lo  acordado  en  la  junta  de  que  se  ha 
hecho  mención,  se  exigieron  á  los  socios  dividendos  de  200  rs.  por  ac- 
ción, y  los  hoy  demandados  D.  Carlos  Belaunzarán,  D.  Vicente  Urquio- 
la  y  D.  Luis  Willier  pagaron  los  que  correspondieron  á  las  suyas  en  el 
mes  de  Junio  de  1861,  y  el  D.  Luis  el  que  se  repartió  también  en  el 
mes  de  Mayo: 

Resultando  que  en  2  de  Julio  del  mismo  año  se  celebró  otra  junta 
general»  en  cuya  acta  se  expresa  que  constituida  con  190  acciones  en'<> 
tre  presentes  y  representadas,  se  leyó  una  Memoria  en  que  el  Presi- 
dente daba  cuenta  de  las  operaciones  más  notables  que  se  hablan  eje- 
catado  en  el  corto  espacio  de  tiempo  trascurrido  desde  la  celebración 
de  la  junta  anterior,  y  del  resultado  poco  satisfactorio  que  habia  teni. 
do  el  acuerdo  tomado  en  ella  acerca  de  la  derrama  de  dividendos  pasi- 
Tos  para  amortizar  la  enorme  deuda  que  gravitaba  sobre  la  sociedad, 
pues  solo  habia  podido  realizarse  el  cobro  de  lo  correspondiente  á'207 
acciones,  habiendo  dejado  de  pagar  las  93  restantes;  por  cuya  razón  ha- 
bia creido,  asi  como  sus  compañeros  de  la  directiva,  que  en  conformi- 
dad áloqae  prevéala  él  art.  23  del  reglamento  los  tenedores  de  estas 
últimas  acciones  no  teniao  derecho  á  concurrir  á  aquella  junta  gene- 
ral y  noihabian  sido  citados,  y  la  junta  por  unanimidad  prestó  á  ello 
su  conformidad  y  asentimiento:  que  después  se  dio  cuenta  de  la  dimi- 
sión que  hacian  de  sus  cargos  el  Presidente.  Vicepresidente  y  adjuntos 
7  el  Comisionado  Cámara,  y  se  procedió  á  su  reemplazo:  que  el  nuevo 
Presidente  manifestó  que  se  iba  á  leer  un  dictamen  que  se  habia  pedí-. 
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do  por  la  Junta  directiva  al  Licenciado  D.  Francisco  Salmerón  y  Alón» 
so  acerca  de  varios  puntos  relativos  á  la  manera  de  llevar  á  cabo  e^ 
acuerdo  tomado  en  la  última  reunión:  y  leído  en  efecto,  obtuvo  la  pa- 
labra el  indicado  Salmerón  para  ampliar  y  explicar  la  manera  de  ejecu- 
tar el  contenido  de  su  dictamen,  proponiendo  cinco  bases  que  en  lo  re* 
lativo  á  saperdr  la  crisis  se  reasumian  en  los  dos  puntos  capitales  si* 
guientes:  •primero,'  acerca  del  accionista  acreedor,  cancelación  del 
créditrr,  ó  sea  conversioq  de  éste  en  acciones  pagadas  en  totalidad,  en 
términos  que  cada  accionista  acreedor  extinguiera  ó  disminuyera  lo* 
que  la  sociedad  le  adeudaba  por  préstamos  ó  anticipos  con  lo  que  im-' 
portase  el  pago  de  loque  cada  una  desa$  acciones  adeudaba  en  la  ac- 
taalidad:  segundo,  accionista  no  acreedor  pago  del  total  adeudo  de  suS' 
acciones  por  medio  de  cuotas  pequeñas  y  fijas  que  por  convenios  cele- 
brados entre  él  y  la  Junta  directiva  desde  el  dia  H  al  24  de  aquel  mes- 
satisfaría;  so  pena  de  amortizar  sus  acciones  al  primer  dividendo  que 
no  pagase,  según  la  ley  y  el  reglamento:»  que  después  de  un  ligero  de- 
bate se  aprobó  la  proposición  del  Licenciado  Salmerón,  con  la  adición 
deque  se  autorizaba  á  la  Junta  directiva  para  llevar  á  debido  efecto  el' 
dictamen  aprobado  en  todas  sus  partes,  debiendo  la  misma  al  celebrar 
dentro  de  los  10  segundos  días  de  aquel  mes  con  los  accionístaii  no 
acreedores  los  arreglos  de  cobro,  fijar  plazos:  y  vencidos  éstos  sin  ve- 
rificarse los  pagos,  aplicar  contra  los  morosos  la  ley  y  el  reglamento: 

Resultando  que  la  Junta  directiva  en  6  del  propio  mes  de  Julio,  para 
llevar  á  cabo  el  acuer  do  de  la  general  del  dia  2,  acordó  por  unanimi*- 
dad:  primero,  que  se  procediera  inmediatamente  á  formar  por  Gonta* 
durfa  la  liquidación  de  lo  que  cada  una  de  las  acciones  debía  pagar 
para  su  capitalización:  segundo,  que  se  pasase  una  circular,  íegun  mi« 
ñuta  que  se  leyó,  para  poder  saber  quiénes  eran  los  socios  que  pensa- 
ban  capitalizar  al  contado^  á  plazos,  ó  que  entregaban  sus  acciones  éa 
cartera,  fijándoles  para  ello  un  plazo  corto  que  no  debería  exceder  do 
iO  días:  y  tercero,  que  trascurrido  éste  se  volviera  á  reunir  la  Junta 
para  acordar  en  vista  del  resultado  que  ofrecieran  aquellas  operan' 
cienes: 

Resultando  que  consiguiente  á  dicho  acuerdóse  pasaron  oficios  ea 
18  del  citado  mes  de  Julio  de  1864  á  D.  Garlos  Belaunzaráo,  D.  Vicente 
Urquiolay  D.  Luis  Wilier  requiríéndoles  para  que  contestasen  por  es- 
crito si  se  adherían  at  acuerdo  de  capitalización  de  acciones  tomado 
en  la  junta  general  del  dia  2,  abonando  lo  que  correspondiera  á  cada- 
una  de  las  que  poseían:  que  Belauuzarán  respondió  que  ni  él  ni  su  hijo 
político  Urquíola  se  hallaban  en  disposición  de  seguir  capitalizai>dO' 
sus  acciones,  y  por  consiguiente  la  junta  podía  disponer  lo  que  juz- 
gase naás  oportuno,  é  igual  contestación  dio  Willíer  por  su  parte:  quo 
los  citados  BelaunzaráQ,UrquioIa  y  Willier  devolvieron  á  la  socieda(Í 
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Süfi  acciones,  verifica odolo  el  primero  con  la  fedhade  4  de  Abril  de 
1861,  el  segulidocoD  el  endoso  en  blanco  y  el  tercero  con  la  de  5  de  ] 

Octubre  de  dicho  año  de  1861;  y  que  segan  certificaciones  del  Secre*-  ^ 

tario- contador  de  )a  sociedad,  al  hacer  Belauozarén  y  Willier  la  cesión  1 

de  aciones  no  adeudaban  dividendo  alguno  de  los  repartidos  hasta  *' 

aquella  fecha:  *  ¡ 

Resultando  que  en  15  de  Octubre  de  1861  la  Junta  directiya  acordó,  I 

respecto  á  las  22'  acciones  devueltas  á  cartera  corrientes  en  dividen-  i 

dos,  que  se  tuvieran  por  devueltas,  con  la  reserva  de  reclamar  contra  i 

BUS  últimos  tenedores  lo  que  la  Junta  en  su  dia  acordase  por  conve» 
riieute:  que  en  sesión  de  8  de  Noviembre  decidió  la  misma  Junta  di<* 
rectiva  que  se  oficiara  á  los  que  habiendo  manifestado  que  no  podiao 
capitalizar  sus  acciones  no  las  hablan  devuelto,  para  que,  ó  las  devol-* 
viesen,  ó  pagaran  los  divideodos  que  adeudaban  hasta  la  fecha;  pero 
Dada  resolvió  acerca  de  los  socios  que  no  aceptaron  la  capitalización 
y  devolvieron  sus  acciones,  así  como  tampoco  se  dijo  cosa  alguna  res* 
pecto  de  ellos  en  una  escritura  que  otorgarpq  en  30  de  Marzo  de  4863 
▼apios  acreedores  de  la  sociedad  especial  minera  El  Consuelo  y  sus  re- 
presentantes de  ésta  sobre  los  medios  y  forma  de  pagar  los  adeudos  de 
la  misma: 

Resultando  que  en  junta  gí^oeral  extraordinaria  celebrada  en  los 
dias  22  y  23  de  Octubre  de  1865,  después  de  haberse  leido  un  estado 
de  las  acciones  devueltas  ó  cartera,  nombres  de  los  accionistas  y  fecha 
en  qne  lo  verificaron:  considerando  que  los  que  hablan  dejado  de  pa- 
gar el  importe  de  la  capitalización  hablan  faltado  al  compromiso  equi- 
▼alen-ie  á  los  dividendos  que  pudieron  y  debieron  ser  girados»  y  que 
en  el  hecho  de  haber  entregado  á  la  sociedad  las  acciones  se  hablan 
anticipado  á  los  tres  requerimientos  que  la  ley  de  sociedades  mineras 
exige  para  la  declaración  de  caducidad  de  las  acciones,  se  acordó  por 
unacimidad  que  se  declarasen  caducadas  aquellas  cuyos  niimeros  se 
hablan  consignado,  perdiéndolas  los  que  eran  poseedores  de  las  mis- 
mas, igualmente  que  los  desembolsos  que  hubieran  hecho  y  todo  dere^ 
cho  ulterior,  y  quedando  sin  embargo  obligados  á  los  pagos  que  les 
había  correspondido  hasta  el  dia  en  que  renunciaron  sus  acciones,  co* 
mo  también  á  las  obligaciones  de  la  sociedad  hasta  la  propia  fecha«  y 
que  se  pusieran  en  circulación  dichas  acciones  en  la  forma  que  se  ex* 


Resultando  que  en  junta  general  extraordinaria  de  9  de  Enero  de 
4864  sometió  el  Presidente  á  la  deliberación  de  la  misma  diferentes 
medidas,  entre  ellas  la  de  que  se  declarase  que  de  las  deudas  que  la 
aX'  sociedad  tuviera  contraídas  hasta  30  de  Noviembre  de  i863  eran  úni« 

if06  camente  responsables  las  acciones  existentes  hasta  aquella  fecha«  y 

dsd  para  conocer  el  importe  de  dichos  débitos  y  de  la  parte  que  correspon- 


—  He- 
día á  cftda  acción  se  practicara  la  liquida cioo  correspondiente,  estam- 
pando al  respaldo  de  las  láminas  ana  nota  de  la  suma  á  que  quedaban 
afectas;  y  la  Junta  acordó  nombrar  una  comisión  que  diera  dictámeo 
sobre  dichas  medidas,  lo  que  según  aparece  de  las  posiciones  efacoa- 
das  por  el  demandante  nu  se  llegó  á  Teriflcar,  y  por  consiguiente  no 
llegó  tampoco  á  aprt>barse  en  junta  geni  ral  lo  propuesto  por  el  Presi» 
denteen  la  de  9  de  Enero  de  dicho  año  de  1864: 

Resultando  que  en  1.*  de  Febrero  del  mismo  año  D.  José  Alberoi, 
como  Presidente  de  la  eipresada  sociedad  minera  El  Consuelo^  acudió 
al  Juzgado  presentando  el  reglamento  y  bases  déla  escritura  social,  y 
una  certificación  del  Gontador-sec  retarlo  de  la  misma,  en  la  que  expre- 
sa que  en  los  libros  de  actas  aparecía  que  por  la  liquidación  practicada 
en  fin  de  .Octubre  de  i86t  había  correspondido  é  cada  una  de  las  300 
acciones  de  que  constaba  la  s^ociedad  pagar  8.097  rs.  y  27  cénta.  de 
las  deudas  existentes  en  aquella  fecha;  y  que  D.  Garlos  BelaunzarAn, 
D.  Vicente  Urquiola  y  D.  Luis  Wíllier,  que  cedieron  las  suyas  sin  abo- 
nar la  ijidlcadasumii  que  á  cada  una  corresffondia,  adeudaban,  el.pri* 
mero  129.552  rs.  por  las  16  que  poseía,  y  los  otros  16.194  rs.  cada  uno 
por  las  dos  que  tenían;  y  en  formal  demanda  solicitó  que  se  les  conde* 
nara  al  pago  de  las  expresadas  cantidades,  fundándose  en  que  el  regla- 
mentó  de  la  sociedad  y  la  ley  de  sociedades  mineras  de  6  de  Julio  de 
1859  disponen  terminantemente  que  los  tenedores  de  acciones  estáo 
obligados  á  satisfacer  lo  que  les  hubiese  correspondido  en  los  repartoi 
pasivos  autorizados  por  la  junta  general;  y  si  bien  podían  ceder  sui 
acciones  á  la  sociedad,  era  preciso  que  estuviesen  solventes  con  ella 
el  día  de  larenucia: 

Resultando  que  los  demandados  pidieron  que  seles  absolviese  é 
impusiera  al  actor  perpetuo  silencio  y  las  costas,  alegando  al  efecto 
que  las  cantidades  que  se  les  reclamaban  no  provenian*  de  dividendos 
pasivos,  sino  de  un  proyecto  de  capitalización  que  elloe  rechazaron, 
haciendo  dimisión  de  sus  acciones,  que  les  fué  admitida  llanamente: 
que  as!  como  se  podia  invocar  la  disposición  del  art.  21  de  la  ley  mi- 
nera de  1859  para  exigir  los  dividendos  pasivos  que  se  hubiesen  acor- 
dado y  vencido  con  arreglo  á  la  escritura  de  constitución  de  la  socie- 
dad, era  extraño  que  se  invocara  para  reclamar  el  cumplimiento  de 
una  obligación  nueva  que  la  mayoría  hubiese  querido  imponer  A  cual- 
quiera de  los  socios  fuera  de  las  bases  escrituradas:  que  el  oficio  que 
se  les  pasó  en  18  de  Julio  de  1861  y  su  respuesta  constituían  para  la 
sociedad  y  para  ellos  un  verdadero  pacto,  en  virtud  del  que  la  socie- 
dad prescindió  del  derecho  que  pudiera  teñera  exigir  la  capitalización, 
y  ellos  renunciaron  á  reclamar  el  haber  correspondiente  á  sus  accio- 
nes en  la  sociedad  con  arreglo  á  los  inventarios  y  balances  que  se  hi»> 
eieron  á  fines  de  1860:  que  al  admitir  la  sociedad  el  desistimiento  mo- 
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tíTado  de  un  socio,  do  podía  prescindir,  ó  de  liquidarse  toda  ella,  ó  al 
menos  la  parte  correspondiente  al  dimisionario,  para  que  éste  pagaba 
ó  percibiera  basta  aquel  día;  y  con  arreglo  á  este  principio,  si  la  so- 
ciedad El  Ctmsuelo  hubiese  querido  obligarles  por  no  aceptar  la  capi- 
talización á  cubrir  el  pasivo  entonces  existente,  no  bubiera  podido 
negarse  á  reconocerles  el  activo;  y  como  este  importaba  entonces  más 
que  el  pasivo,  era  claro  que  al  proponerles  la  adhesión  al  proyecto  ó 
la  dimisión  d^  acciones  para  evitar  la  liquidación  general  se  subrogó 
en  su  logar«  renunciando  á  cuantos  derechos  podría  haber  utilizado 
contra  ellos, en  aquel  dia: 

Resultando  que  puestos  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  y  recibi* 
do  el  pleito  á  prueba,  practicaron  ambas  partes  las  que  estimaron  con- 
venirles: habiendo  hecho  los  demandados  que  se  testimoniase  el  resú- 
I  men  general  del  inventario  y  tasación  de  lo  que  poseia  la  sociedad  y 

I  de  las  obligaciones  que  tenia  en  su  contra,  formado  por  el  Contador 

I  de  la  misma  en  31  de  Diciembre  de  1860,  del  que  aparece  que  el  activo 

ascendía  á  S.859.546  reales  y  80  céntimos  y  el  pasivo  á  2.473.604 
reales: 

Resultando  que  también  se  testimonió  á  instancia  de  los  mismos  el 
estado  demostrativo  del  activo  y  pasivo  de  la  sociedad  en  24.  de  No- 
viembre de  1863,  que  ascendía  aquel  á  2.932.546  rs.  y  80  cents.,  y  este 
i  2.406.980  rs.  y  43 cents.;  y  que  evacuando  posiciones  el  demandante, 
confesó  qne  Belaunzarán  y  consortes  no  habían  sido  citados  para  la  li- 
quidación que  se  hizo: 

Resultando  que  en  24  de  Enero  de  1865  el  Juez  de  primera  instan- 
cia-dictó  sentencia,  que  confirmó  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia 
de  esta  corte  por  la  suya  de  1.*"  de  Octubre  de  1866,  declarando  que 
D.  Cirios  Belaunzarán,  D,  Vicente  Urquiola  y  D.  Luis  Willier  están 
obligados  á  pagar  á  la  sociedad  minera  El  Consuelo  representada  por 
D,  José  Alberni,  como  Presidente,  la  cantidad  de  129.552  rs.  el  prime- 
ro, y  46.194  cada  uno  de  los  otros  dos  por  importe  de  los  dividendos 
correspondientes  á  las  20' acciones  que  representaban,  y  condenándoles 
at  abono  de  dichas  sumas: 

Y  resultando  que  contra  este  fallo  interpusieron  los  demandados 
recvrso  de  casación  porque  en  su  concepto  infringe: 

I.**  La  escritura  y  reglamento  de  ¡a  sociedad,  que  es  la  ley  del  con- 
trato, como  se  declara  en  varias  decisiones  de  este  Supremo  Tribunal, 
entre  ellas  la  de  13  de  Abril  de  1861;  pues  estando  obligado  única- 
mente el  socio  por  dicha  escritura  y  reglaóaento  á  pagar  los  dividendos 
pasivos  que  hubiesen  acordado  la  Junta  directiva  y  general  hasta  el 
dia  del  primer  requerimieno  que  se  le  hiciera  al  pago  y  en  que  dimitie- 
se las  acciones,  y  no  siendo  la  capitalización  de  acciones  un  dividendo 
pasivo^  se  les  imponía  por  la  sentencia  una  obligación  no  contraída 
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tii  consignada  en  la  cliusola  14  de  U  citada  escritura  y  eo  el  art.  47 
del  reglamento: 

•  2.°  La  ley  l.%  tít.  1.*,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación;  el  pac* 
to  constitutivo  de  la  sociedad,  y  la  ley  especial  de  sociedades  mineras 
de  6  de  Julio  de  4859,  toda  vez  que  los  demandados  no  aceptaron  la 
capitalización,  según  lo  expresaron  al  dimitir  las  acciones,  cuyo  hecho 
estaba  reconocido  por  las  partes,  y  sin  embargo  se  les  condenaba  por 
el  concepto  de  la  capitalización  de  las  acciones  como  dividendos,  y  se 
les  obligaba  á  cumplir  un  pacto  que,  lejos  de  aceptar,  rechazaron  ter* 
mínantemente,  y  se  les  sometía  á  pagar  ó. satisfacer  aquello á  que  no 
se  obligaron: 

3.*  La  ley  4.',  tft.  14,  Partida  3.*,  por  cuanto  no  había  probado  el 
demandante  qué  cantidad  correspondia  á  las  acciones  de  los  demaa^ 
dados  en  dicha  capitalización: 

4/  El  pacto  constituido  ó  propuesto  al  menos  en  la  junta  general 
de  t  de  Julio  de  1861  y  directiva  de  6  del  mismo  mes  y  año  de  qn% 
para  llevar  á  cabo  la  capitalización  se  invitase  á  los  accionistas  para 
que  contestaran  si  se  aceptaban  ó  no,  y  que  se  practicase  dicha- liqui- 
éacion  para  saber  la  cantidad  que  correspondia  á  cada  acción;  la  cita- 
da ley  1/,  tlt.  1.%  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  el  principio 
legal  Nomini  alterius  factum  nocere  debet,  por  cuanio  los  demandados 
rechazaron  el  principio  de  la  capitalización;  y  aunque  se  supusiera 
que  estaban  en  la  obligación  de  aceptarla,  tenia  que  cíUrselea,  y  no  se 
hábia  hecho,  para  consignar  la  extensión  ó  límites  de  la  obligacioit, 
sin  lo  que  no  podia  recaer  sentencia  sobre  cantidad  determinada,  pues 
tal  era  la  mente  de  la  ley  según  lo  declarado  por  este  Supremo  Triba* 
D«l«  eotre  otras  decisiones,  eo  la  de/1/  de  Marzo  de  4859,  cuyo  caso 
era  idéntico  al  presente,  por  que  el  testimonio  que  habla  presentado  el 
demandante  como  prueba  de  la  liquidación  se  limitaba  á  un  acto  de 
la  Contaduría  entre  Octubre  y  Noviembre  de  1864  sin  citar  á  los  de» 
mandados,  ni  basarse  éo  dato  alguno,  según  estaba  demostrado  en 
autos: 

Y  5.*  Y  por  último,  la  repetida  ley  1 /,  tít.  4.%  libro  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación  y  y  el  pacto  ó  contrato  privado,  aunque  se  supusiera 
que  la  capitalización  se  impuso  como  reparto  pasivo  eo  virtud  de  k 
obligación  contraída  en  el  acta  general  de  4  de  Noviembre  de  4857, 
pues  que  en  dicha  junta  se  autorizó  para  tomar  préstamos,  garantizaii- 
éo  a)  prestamista  con  todo  lo  que  poseía  la  sociedad  y  adquiriera  en 
lo  sucesivo;  pero  sin  que,  según  los  términos  de  ella,  quedasen  loe  ae* 
cionistas  obligados  personalmente,  sino  simplemente,  su  hal^r  en  la 
sociedad: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Hilario  de  Igón: 
Considerando  que  la  obligación  de  los  accionistas  con  relad^jn  á  le 
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«ociedad  ira  la  de  pagar  los  reparlas  pasivos  que  les  correspondierap 
tntentras  cooservaraa  sus»  acciones;  pero  coa  el  derecho  de  reuunciar- 
Itos  d  favor  de  la  Aiisma  siempre  que  estuvieran  solventes  con  ella  en 
el  día  de  la  renuncia,  en  conformidad  al  art.  14  ya  citado  de  la  escri» 
lura  de  constitución  social  otorgada  en  6  de  Diciembre  de  48&U.  cuyo 
contenido  es  idéntico  á  lo  que  dispone  el  art.  21  de  la  ley  de  6  de  Julio 
del  mismo  año: 

Considerando  que  los  tres  socios  demandados  devolvieron  sus  accior 
nes,  que  la  sociedad  admitió  sin  dificultad,  hallándose  al  hacerlo  sol* 
ventos  con  ella,  pues  tenían  pagados  todos  ios  repartoa pasivos  que  les 
liabian  correspondido: 

Considerando  que  la  llamada  capitalización  de  acciones  no  consti- 
tuyó un  acuerdo  de  reparto  pa?ivjo«  toda  vez  que  tuvo  por  objeto  co* 
uocer  qué  cantidad  de  la  deuda  total  correspondía  á  cada  acción  para 
que  la  pagara  el  accionista,  previo  acuerdo  con  la  Jonta  directiva  so- 
bre la  forma  y  plazos  del  pago,  con  ol  derecho  consiguiente,  en  el  que 
«e  negara  á  eelebrar  el  convenio  de  entregar  sus  acciones,  y  tomando 
solamente  el  carácter  de  dividendos  pasivos  los  plazos  que  se  convi- 
'OiéraD  en  sucasoí  relativamente  á  los  cuales  acordó  la  junta  geiierAl 
Ifi  am^ortiza'cion  de  las  acciones  con  arreglo  á  la  ley  y  al  reglamento 
al  primer  plazo  que  el  socio  convenido  dejara  de  pagar: 

Considerando^  que  la  Junta  directiva  dio  este  mismo  sentido  al 
acuerdo  de  la  general  al  disponer  en  sesión  del  dia  6  de  Julio  de  1861 
4iae  se  pasaran,  como  se  hizoj  oficios  á  los  accionistas  para. poder  saber 
•quiénes  de  ellos  pensaban  capitalizar  al  contado,  á  plazos,  ó  entrega** 
4>an  sus  acciones  en  cartera: 

Considerando,  por  ultime,  que  al  condenar  la  ejecutoria  á  los  de - 
fnaodados  al  pago  de  las  cantidades  reclamadas,  desentendiéndose  de 
ios  principios  expuestos,  infringió  la  ley  1.',  tít.  1.*,  libro  10  déla  Np- 
ffsima  Recopilación,  qaedá  fuerza  á  los  pactos, y  el  art.  I4<de  la  escri- 
tura de  constitución  social  y  17  del  reglamento  de  la  sociedad,  ios 
cuales,  en  conformidad  á  la  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de 
los  Tribunales  y  sancionada  por  repetidas  decisiones  4e  este  Supremo, 
-constituyen  la  ley  del  contrato,  que  fija  los  mutuos  derechos  y  debe- 
res de  los  asociados; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  D.  Carlos  Belauuzaráo,  D.  Vicente  ür- 
<|Uiola  y  D.  Luis  Willier,  y  en  su  virtud  casamos  y  anulamos  la  sea* 
lenoia  qae  en  1.**  de  Octubre  de  1860  pronunció  la  Sala  segunda  de  la 
Real  Audiencia  de  esta  corte;  y  mandamos  que  se  devuelvan  á  aquelUa 
los  4.0U0  rs  depositados. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  de  Ma- 
drid é  insertará  en  la  Colección  l^islativa^  pasándose  al  efecto  las  co- 
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'pias  Decesarias,  lo  proaoncíaiDOs,  mandamos  y  firma m 08.=  José  Porti» 
lla.rs Ventura  de  Golsa  y  Pando. =José  M.  G áceres.  =z Laureano  de  Ar- 
riata. =:FrhniciscQ  María  de  Gaslilla.=Hilario  de  Igén.=Jo8é  Maria 
Haro. 

Pobiicacion.=Le¡da  y  pablicada  fué  la  senteneia  anterior  por  el 
Excmo.  ó  limo.  Sr.  D.  Hilario  de  Igón,  Ministro  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  estando  celebrando  audiencia  pública  la  Sección  primera 
de  la  Sala  primera  del  mismo  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  3  de  Abril  de  1867.=rDionisio  Antonio  de  Puga. 

{Gaceta  de  7  de  Abril  cTe  1867;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  orden. 

Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  arden 
que  declaró  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  del  registro^ 
denuncio  titulado  Verdad. 

•  # 

Excmo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  or- 
den de  ^2  de  Enero  del  año  anterior,  dictada  con  relación  al  ezpedieD«> 
te  del  registro-denuncio  titulado  La  Verdad,  la  Sección  de  lo  Conten- 
cioso  del  Gonsejo  de  Estado  ha  informado  lo  siguiente: 

«Excmo.  Si.:  La  SeceioD  délo  Contencioso  de  este  Gonsejo  ha  exa- 
minado la  demanda,  deque  se  acompaña  copia,  presentada  en  el  mis- 
mo dia  22  de  Marzo  del  año  próximo  pasado  por  D.  Domingo  José  Ma» 
riñd  de  Lobera,  vecino  de  Cuevas,  contra  la  Real  orden  expedida  por 
ese  Ministerio  en  22  de  Enero  próximo  anterior,  notificada  al  interesa 
do  en  17  de  Febrero  siguiente,  que  declaró  subsistente  la  copcesion  do 
la  mina  Precaución,  y  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  del  registro- 
denuncio  titulado  Verdad,  que  aspiraba  al  propio  terreno. 

Resulta  dd  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven,  que  D.  Ca- 
yetano Ramírez  Portdcarrero,  de  quien  es  cesionario  en  la  actualidad 
el  expresado  D.  Domingo  José  Marino  de  Lobera,  recurrió  en  19  de  Se- 
tiembre de  1864  ante  el  Goberna<Ior  de  la  provincia  de  Almería  mani- 
festando que  eú  un  realengo,  término  de  la  villa  de  Cuevas,  en  sierra 
d6  Almagrera,  se  comprendía  una  mina  denominada  Precaución,  per- 
teneciente á  una  sociedad  minera  domiciliada  en  Madrid,  que  por 
abandono  en  sus  labores  se  encontraba  en  circunstancias  de  caducidad, 
por  lo  que  pretendía  la  adquisición  de  una  pertenencia  en  el  terreno 


qoe  aquella  ocupaba,  diodoU  el  nombre  de  La  Verdad;  y  habiéndote 
ioatroido  en  su  vistud  el  oportuno  expediente,  en  el  que  se  opuso,  el 
concesionario,  previos  los  trámites  correspondientes;  y  en  vista ^de  su 
resultado,  dictó  providencia  el  expresado  Gobernador  en  9  de  Agosto 
de  1865,  por  la  cnal  declaró  subsistente- la  concesión  de  la  mina  Pre* 
eaueion^y  fenecido  7  sin  curso  el  expediente  del  registro-denuncio. 

Que  instruido  el  demandante,  recurrió  ante  ese  Ministerio  en  re* 
clamacion  del  expresado  decreto  del  Gobernador  de  Almería;  y  eleva* 
dos  los  antecedentes  á  la  Superioridad,  recayó  en  22  de  Enero  de  1866 
la  Real  orden  al  principio  relacionada,  de  que  fué  notiflcado  el  intere- 
sado en  17  de  Febrero  siguiente,  aunque  se  negó  á  firmar  esta  diligen* 
cia,  habiéndolo  hecho  dos  testigos,  y. contra  la  misma  se  dirige  la  pre*^ 
senté  demanda,  que  ha  eido  extendida  en  papel  del  sello  9.*"  no  ju* 
dicial. 

Visto  el  art.  91  de  la  ley  de  minería  de  6  de  Julio  de  1859,  que  se^ 
ñaia  el  plazo  de  30  dias  para  entablar  los  recursos ^onteocioi>os  contra 
las  resoluciones  finales  en  materia  de  minas  que  pueden  ser  objeto  de 
la  via  contenciosa  ante  el  Consejo  de  Estado: 

Considerando  que  desde  17  de  Febrero  del  año  último,  fecha  en  que 
fué  notiflcado  el  interesado  de  la  Real  orden  contra  la  que  reclama  por 
el  actual  recurso,  hasta  el  día  22  de  Marzo  siguiente,  en  que  aparece 
presentado  en  la  Secretaria  de  este  Consejo,  han  trascurrido  con  exce- 
so los  30  dias  que  concede  el  expresado  art.  91  para  reclaínar  conten- 
ciosamente contra  las  Reales  disposiciones  en  materia  de  minas; 

La  Sección  es  de  opinión  que  procede  declarar  inadmisible  la  de- 
manda de  que  se  trata,  y  que  el  interesado  debe  hacer  el  reintegro  del 
papel  que  ha  dejado  de  usar  en  su  escrito.» 

T  habiendo  resuelto  S.  M.  la  reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  B*  de  su  Real  orden  para  su 
inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  anos. 
Madrid  4  de  Abril  de  1867.=Orovio.=Sr.  Director  general  de  Agricul- 
tura, Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  ii  de  Abril  de  1867). 


Real  orden  disponiendo  que  la  esteatita  se  considere  com- 
prendida en  el  art.  1.''  déla  ley  y  que  se  sigan  por  todos 
sus  trámites  los  expedientes  de  los  registros  San  José,  San 
Luis,  Santa  Clara>  San  Francisco  y  San  Fernando.' 

Excmo,  Sr.:  Vistos  los  expedientes  de  los  registros  denominados 
San  Joséf  San  Luis,  Santa  Clara^  San  Francisco  y  San  Femando,  del 
término  deSomptin,  en  la  provincia  de  Almería,  según  los  cuales  se 


trata  de  explotar  bna  sitetaocía  conocida  con  el  nombre  de  esleqhta  6 
silicato  icagnésico.  vulgo  jaboncillo;  y  habiéndose  ocurrido  duda  aeer* 
ca  de  si  la  expresada  sustancia  debe  cousiderarae  comprendida  en  el 
art.  1/  de  la  ley  del  ramo  y  ser  objeto  de  coocesion  minera,  ó  si,  por 
el<contrario,  debe  serlo  en  el  3.*  y  út  libre  aprovechamiento;  la  Reina 
(Q.  D.  tf.),  de  ecuerdo  con  lo  informado  por  la  iuota  facultativa,  oid« 
1«  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  y  tenien- 
do eo  cuenta  que  si  bien  laisastaocia  de  que  se  trata  no  se  halla  com- 
prendida en  niúguno  de  los  dos  citados  artículos  de  h  ley,  exige  por  su 
nataralezay  principalmente  por  su  forma  de  yacimiento,  operaciones 
mineras  arregladas  al  arte,  en  cuyo  caso  es  más  justo  y  conveniente 
que  se  sujete  á  las  reglas  y  condiciones  de  la  minería,  se  ha  servida 
dísponer^que  se  considere  comprendida  la  esteatita  en  el  art.  1.°  de  la 
ley  y  que  se  sigan  por  todos  sus  trámites  eo  legal  forma  los  indicados 
espedientes;  publicándose  esta  resolución  en  la  Gaceta  con  arreglo  á 
lo  que  se  previene  en  el  art.  2/  del  reglamento. 

08  Real  orden  lo  digo  á  V.  £.  para  los  efectos  consiguientes.  Dios 
guarde  á  V.  E.  nQuchos  años.  Madrid  12  de  Abril  de  1867.=Orovio.=-. 
Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  íA  de  Abril  de  1867). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 

s 

Reales  dscreto3. 

Resolución  m  elpleito  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la 
sentencia  que  declaró  caducadas  las  minas  tituladas  Sala- 
da, Adela  j/  Benita; 

Doña  Isabel  11,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  $!e  la  Monar- 
quía española.  Reina  de  las  Españas.  Al  Gobernador  y  Consejo  pro- 
vincial de  León,  y  á  cualesqaiera  otras  Autoridades  y  personas  á  quie- 
nes toca  su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  de- 
cretar lo  siguiente: 

>En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consto  de  Estado  eo  grado  deapé- 
lacion,>entre  partes,  de  la  una  la  sociedad  minera  Pérez,  Santos  y  cóm" 
pañía,  establecida  en  Valladolid.  apelante,  en  lebeídk,  y  de  la  oirá  la 
Administración  general^  apelada  y  representada  por  mi  Fiscal;  sobre 
revocación  ó  subsistencia  de  la  sentencia  del  Consto  provincial  de 
León,  que  declaró  caducadas  las  minas  tituladas  Salada,  Adela  y  B0f^ 
nita: 
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Tisto: 

Vistos  los  aDtecedeotes,  de  los  cuates  resalta: 

Que  D.  Alejandro  Alvarez  y  Alvarez  recurrió  al  Oobéroador  de  1» 
provincia  de  León  en  7  de  Setiembre  de  1864  en  solicitad  de  que  «e 
declarase  la  caducidad  de  las  citadas  minas,  sitas  ea  los  términos  ée 
Robledo  y  San  Martino,  y  se  le  concediese  la  propiedad  de  varias  per- 
tenencias que  registraba  en  los  mismos  terrenos,  con  ios  nombres  de 
Amelia,  Sultana  y  P6¿ront7a,  instruyéndose  en  su  consecuencia  los 
oportunos  expedientes,  en  los  que  hubo  oposición  por  parte  de  la  so- 
ciedad concesionaria  titulada  Pérez,  Sanios  de  Valladolic);  y  después 
de  los  trámites  correspondientes,  dictó  providencia  el  cilado  Goberoa* 
dor  en  cada  uno  de  los  mebciónados  expedientes,  en  6  de  Octubre  de 
1865,  declarando  la  caducidad  de  hs  citadas  mines  Salada^  Adela  y 
Benita: 

Vista  la  demanda  contenciosa  que  contra  las  expresadas  providen- 
eias  presentó  la  sociedad  concesionaria  ante  el  Consejo  provincial  de 
León,  con  la  pretensión  de  que  se  revocase  la  declaración  de  caduGi^- 
dad  de  las  referidas  minas  y  se  dejasen  sin  efecto  los  registros  hecbos 
sobre  los  terrenos  que  acunaban  las  mismas: 

Vista  la  contestación  del  representante  de  la  Administración  pi- 
diendo que  se  desestímasela  demanda: 

Vista  la  sentencia  que  sin  más  trámites  dictó  el  expiesado  Consejo 
provincial  en  13  de  Marzo  de  1866,  declarando  subsistentes  las  indica- 
das providencias  gubernativas: 

Vistos,  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por  la  sociedad  deman- 
dante, y  el  auto  de  il  del  propio  mes  de  Marzo  en  que  le  fué  admitido: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  presentado  ante  el  Consejo  de  Estado 
en  8  de  Noviembre  siguiente,  acusando  la  rebeldía  al  apelante  por  no 
haber  mejorado  la  apelación  en  el  plazo  del  reglamento: 

Visto  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  expresado  Conse-^ 
jo  en  que  la  hubo  por  acusada: 

Visto  el  ar|.  i5^  del  reglamento  de  30  de  Diciembre  de  4846  que 
señala  dos  meses  paita  mejorar  la  apelación,  contados  desde  el  traB<- 
earso  de  los  lü  dias  concedidos  para  interponerla: 

Visto  el  art.  ^&4  del  citado  reglamento,  en  que  se  dispone:  que  si 
el  apelante  no  mejorase  la  alzada  en  el  término  señalado,  se  declare 
desierta  la  apelación  y  l«  sentencia  consentida  á  la  primera  rebeldía 
qve  le  acuse  el  apelados 

Considerando  que  la  sociedad  minera  apdante  ha  dejado  trascuorrir 
cw  mucho  excesitü',  sin  mejorar  el  recurso,  el  plazo  concedido  per  té'-' 
glamento,  y  que  acusada  la  rebeldía  por  el  apelado, 'se  está  en  el  oaso 
previsto  por  él  citado  i^l.  354; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Coo(encioio< 


del  Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruhs  de 
la  Vega,  Presidente;  D.  José  Gaveda,  D.  Juan  José  Martínez  de  Espioo» 
sa,  D.  Manuel  Sánchez  Silva,  0.  Antero  de  Ecbarri,  D.  Gerardo  de  Soa- 
za,  D.  pablo  Jiménez  de  Palacio,  D.  José  Sánchez  Ocaña«  D.  Tomás  Re- 
'  tortillo,  D.  Juan  Antoine  y  Zayas  y  D.  Rafael  de  Liminiana  y  Brignole» 

Vengo  en  declarar  desierta  la  apelación,  y  consentida  y  pasada  ea 
autoridad  de  cosa  juzgada  la  sentencia  dictada  en  este  pleito  en  13  de 
Marzo  de  1866  por  el  Consejo  proTincial  de  León. 

Dado  en  Palacio  á  veintidós  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  siete.=:Está  rubricado  de  la  Real  mano.=Cl  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros,  Ramón  Maria  Narvaez.' 

Publicación .=:Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mf  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  ceteíbrando  ao<» 
diencia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere:  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gace» 
ta.  De  que  certifico. 

Madrid  28  de  Febrero  de  l867.=Pedro  de  Madrazo. 

(Gacela  de  14  de  Abrü  de  1867;. 


Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Real  orden  que 
declaró  ntrio  el  expediente  déla  mina  Soledad. 

Doña  Isaíbel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía española.  Reina  de  las  Españas.  A  todos  los  que  las  presentes  vie*. 
ren  y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento,  sa- 
bed: que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

•  En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  úni- 
ca instancia,  entre  par  tes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Ricardo  Villa- 
nueva  y  Satachez,  á  nombre  de  D.  Joaquin  de  Burgos,  vecino  de  Cór- 
doba, como  apc^derado  de  la  Sociedad  especial  minera  La  Manchega» 
registradora  de  la  mina  denominada  Soledad^  demandante,  y  de  la 
otralü  Administración  general,  demandada  y  representada  por  mi  Fia •> 
cal,  coadyuvada  por  el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  Anguita,  en  repre- 
sentación de  D.  Eugenio  Francisco  Pector,  vecino  de  París,  dueño  de- 
la  mina  Don  Diego^  y  por  el  Licenciado  D.  Estanislao  Figueras,  á  nom- 
bra de  D.  Lúeas  Ballesteros  y  Martínez,  propietario  de  San  Lúeas  y  la 
Abundancia;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  24  de  Enero  de 
1865,  en  que  se  declaró  nulo  el  expediente  de  la  citada  mina  Soledadz 

Visto: 

Visto  el  escrito  que  en  16  de  Junio  de  1846 presentó  D.  José  Rodrí- 
guez, vecino  de  fielmez,.  registrando  cuatro  pertenencias  mineras  de 
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carboD  de  piedra  y  hierro  coo  el  nombre  de  La  Carnuda  y  DosHerma^ 
na«,  sitas  en  el  térmioode  Villaoueva  del  Rey«  terreno  de  D.  JoanGer- 
rato,  que  Uodaba  al  N  orte  con  Cerro  Moyaiio»  al  Sur  con  Piedra  Hora- 
dada, el  Bstecon  mina  nombrada  ürrata^  y  al  Oeste 'con  rodeo  de  la 
Jeta: 

Visto  el  denuncio  hecho  én  24  de  Agosto  de  4847  por  D.  Migael  Vi- 
cens  á  la  mina  La  Cornuda^  consignando  en  la  solicitad  los  mismos 
/  linderos  que  en  ésta  se  habian  fijado  y  dándola  el  nombre  de  Soledad^ 
y  la  designación  de  la  expresada  mina  por  el  mismo  Vicens,  realizada 
en  3  de  Setiembre  inmediato  siguiente,  repitiendo  que  se  hallaba  si- 
tuada en  Villanuera  del  Rey: 

Vistos,  el  informe  del  ingeniero  encargado  del  reconocimiento,  que 
manifestó  qtie  existia  terreno  franco,  si  bien  advertia  que  tan  solóse 
presentaban  en  algunos  puntos  indicios  de  carbón;  y  el  decreto  que  en 
su  consecuencia  dio  el  Inspector  del  ramo  en  3  de  Marzo  de  1848,  ep 
el  sentido  deque  no  habia  lugar  á  la  admisión  del  denuncio,  quedando 
éste  reducido  á> calicata,  si  con?enia  al  interesado: 

Vistos,  el  denuncio  que  en  29  de  Julio  de  1852  hizo  la  sociedad  mi» 
ñera  La  Manchega  á  la  mina  Soledad,  expresando  que  se  hallaba  en  el 
sitio  de  La  Cornuda  y  Dos  Hermanas,  término  de  Villanueva  del  Rey, 
y  con  los  mismos  linderos  que  se  habian  consignado  en  las  solicitudes 
de  registro  y  denuncio  significados  anteriormente;  y  el  decreto  del 
Gobernador  de  la  provincia  en  que  declaró  su  nulidad,  con  arreglo  á 
la  disposición  4.'  de  la  Real  orden  de  8  de  Marzo  de  1852,  en  que  se 
previene  que  solo  se  adquieren  derechos  en  minería  cuando  se  haya 
dado  cumplimiento  á  la  ley  de  minas  y  á  los  reglamentos  dictados  para 
flu  ejecución: 

Visto  el  escrito  de  6  de  Mayo  del  mencionado  año  1853,  en  que  la 
sociedad  La  Manchega  elevó  su  denuncio  á  registro,  dando  ala  mina 
el  nombre  de  Soledad  con  cuatro  pertenencias,  especificando  que  esta- 
ba en  el  término  de  Villanueva  del  Rey,  terreno  de  La  Cornuda  y  Dos 
Hermanas^  lindantes  alNDrte  con  Cerró  Moyano,  al  Sur  con  Piedra  Ho- 
radada, al  Este  con  mina  Urraca  y  al  Oeste  con  Rodeo  de  la  Jeta,  sien- 
do representante  déla  empresa  en  aquella  villa  José  Miranda: 

Viatas,  el  acta  del  reconocimiento  que  el  Ingeniero  D.  Eugenio  Per- 
oandez  practicó  en  13  de  Octubre  de  1857,  del  que  resulta  que  habia 
terreno  franco  y  consistia  su  labor  en  un  zafarrancho  en  la  orilla  del 
rio  Ouadiato,  y  que  allí  se  encontraba  una  pequeña  zanja  de  fecha 
muy  reciente;  la  admisión  del  registro  acordada  por  el  Gobernador  de 
la  provincia  y  publicada  eu  el  Boletin  oficial;  y  la  designación  hecha 
por  la  Sociedad  La  Manckega  en  17  de  Junio  de  1858: 

Vistos  los  escritos  de  oposibion  que  presentaron  algunos  interesa- 
dos en  los  registros  inmediatos,  fundándose  en  que  la  nueva  Soledad^ 


babia  fijado  su  labor  para  el  recoDOcimiento  preliminar,  fuera  de  la 
situación  y  linderos  de  la  antigua  Cornuda  y  prinaitiTa  Soledad;  el  del 
apoderado  de  La  Manchega,  D.  Joaquín  de  Burgos,  pidiendo  el  según* 
do  reconocimiento  y  demarcación, y  la  orden  de  la  Dirección  general, 
á  la  cual  se  habia  remitido  el  expediente  en  que  se  dispuso  que  por  ui 
Ingeniero  se  reconociese  si  la  situación  y  linderos  que  ocupaba  la  nue- 
va Soledad  eran  ios  mismos  que  los  designados  á  La  Cornuda  y  si  su 
labor  era  también  la  reconocida  por  el  Ingeniero  B.  Eugenio  Fernan- 
dez en  i3.de  Octubre  de  4857: 

Vista  el  acta'  del  reconocimiento  hecho  por  el  Ingeniero  Jefe  de  Mi- 
nas de  la  provincia  D.  Tomás  Sabau,  acompafiado  de  tres  peritos  nom" 
brados  por  el  Alcalde,  en  la  que  consta  que  constituidos  éstos  en  la 
finca  de  D.  Joan  Gerrato,  dijeron:  que  los  linderos  de  La  Cornuda  y 
Dos  Hermanas  y  los  del,  nuevo  registro  Soledad  eran  los  mísmi^s  y 
comprendían  una  porción  de  terreno  dentro  del  que  se  hallaba  la  ci* 
tadd  mina  Cornuda:  que  ninguno  de  los  corcndrrentes  sabía  á  punto 
fijo  cuál  era  el  sitio  que  ocupaba  la  mina  Soledad,  y  que  habiendo  a vi^ 
sado  á  su  representante  José  Miranda^  que  esa  el  sujeto  más  apropósi- 
topara  determinar  su  bocamina,  no  habia  concurrido;  y  concluyeron 
expresando  que  les  llamaba  mucho  la  atención  que  el  Ingeniero  Fer- 
nandez dijera  en  su  informe  que  la  mina  se  hallaba  á  la  orilla  misma 
del  Guadiato^  pues  en  tai  caso  no  podía  ser  la  antigua  Cornuda,  que 
dista  de  la  orilla  del  mencionado  rio  más  de  2.000  pasos  en.  linea  reo^ 
ta,  y  en  su  consecuen  cía  la  Sohdadse  encontraría  fuera  del  terreno 
«eíüalado  por  sus  linderos: 

Vista  la  Real  orden  de  3i  de  Enero  de  1860  en  que  se  determinó 
que  se  remitiera  el  expediente  al  Gobernador  de  la  provincia  para  que 
siguiera  por  todos  sus  trámites  hasta  su  conclusión*  y  que  al  devol- 
verle acompañase  como  de  oposicioo  el  délas  mioas  Saü  Quináin  y  El 
Chasco: 

Vistos,  el  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  47  de  Abril 
inmediato  éíguiente,  en  qué.  se*  dispuso  que  se  hiciese  el  segundo  re* 
conocimiento  y  demarcación,  y  el  acta  en  que  resoltan  ejecutadas  es- 
tas dos  operaciones  en  8'de  Julio  de  1861  por  el  Ingeniero  jefe  de  mi- 
nas de  la  provincia  D.  Tomás  Sabau,  quien  en  la  misma  diligeoeia  ex- 
presó;  que  la  mina  5o/aiía(¿  8e  hallaba  en  término  de  Espiel  y  no.  eo 
Villanueva  del  Rey:  que  no  estaba  en  terreno  de  JuanGerrato  ni  en  las 
dehesas  Cornuda  y  Oos  Hermanas,  sí  bien  las  ultimas  pertenencias 
comprendían  una  pequeña  parte  de  ellas:  que  ninguno  délos  linderos 
que  80  fijaban  para  la  mina  Soledad  correspondía  á  su  situación,  ni 
los  abrazaba  el  terreno  designado:  y  que  labócanlina  llamada  Cornu-' 
dase  encontraba  situada  á  i.200  metros  de  distancia: 
,    Vistos,  las  protestas  formalizadas  por  algunos  representantes  de 


— IST— 

varias  mÍDas,  el  oficio  del  logeaiero  en  que  soslieoe  que  erao.  muy 
¿andadas  sus  reclamaciones,  y  la  Realór4eD  de  24  de  Eoero  de  1865» 
por  l&  que  se  declaró  nulo  el  expediente  de  la  mina  Soledad: 

Yisia  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado B.  Ricardo  Yillanueva  y  Sánchez,  á  nombre  de  D.  Joaquín  de 
filingos,  apoderado  de  la  soQiedad  minera  La  Manchega^  pidiendo  que 
se  consulte  la  revocación  de  la  Real  orden  anterior,  y  que  en  su  con* 
secuencia  se  conceda  á  la  mencionada  empresa  el  (terreno  que  resulte 
franco  y  conocido  de  la  antigua  mina  Cornuda: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  absuelva  á  la 
Administración  de  la  demanda  y  £econ>fírme  la  Real  orden  reclamada: 

Visto el'del  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  Anguita,  en  representación 
de  D.  Eugenio  Francisco  Pector,  vecino  de  Paris,  dueño  de  la  mina 
Bon  Diego  i  Bü  conc^pio  de  coadyuvante  déla  Adn(iinistracion,  hacíeo^ 
do,  la  misma  pretensión  qup  mi  Fiscal:.' 

Vistos  el  escrito  djBl  Licenciado  D.  Estanislao  Fígueras,  á  nombre 
de  D.  Lúeas  Ballesteros  y  Martínez,  propietario  de  las  minas  San  Lú- 
eas y  La  Abundancia,  mostrándose  parte  en  el  mismo  concepto;  el 
auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  en  que  se  le  tuvo  por  tal;  el  es* 
crito  del  Licenciado  Pérez  Anguita  acusándole  la  rebeldía,  y  la  provi» 
deneia  que  recayó  en.  que  se  le  hubo  por  decaido  de  su  derecho  para 
contestar: 

Vistos  el  párrafo  tercera  del  art.  37;  el  segundo  del  59  del  regla- 
mento de  31  de  Julio  de  1849,  y  la  Real  orden  de  8  de  Marzo  de  1852: 

Considerando  que  debiendo  situarse  la  labor  legal  precisamenl^ 
dentro  del  terreno  registrado,  y  desella  partir  la  designación  para  la 
demarcación,  ba  faltado  á  estasprescripciones el  registrador  déla  mi* 
o  a  Soledad: 

Considerando  que  la  situación  y  linderos  de  dicha  mina  al  practi* 
carse  el  segundo  reconocimiento  por  el.  Ingeniero,  aparecen  diversos 
de  la  situación  y  linderos  expresados  en  la  designación,  debiendo  ser 
el  terreno  detnarcado  el  que  fué  señalado  en  la  solicitud  de  registro  y 
en  la  presentada  para  la  designacioq: 

Considerando  que  solo  se  adquiere  derecho  á  las  minas  cuando  se 
cumple  lo  dispuesto  en  las  leyes  y  reglamentos: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado  en  sesión  á.que  asistieron  D. Domingo Ruiz  de 
la  Vega»  Presidente;  9.  José<Caveda,  D.  Juan  José  Martínez  de  Espino^ 
sa,  D.  Manuel  Sánchez  Silva,  D.  Antero  de  Ecbarri^  D.  Gerardo  deSou* 
za,  D.'  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  D.  José  Sánchez  Ocaña,  D.  Tomás  Re- 
tortillo.  D.  Juan  Antoine  y  Zayas  y  D^  Rafael  de  Uminiana  y^rignole. 

Vengo  en  absolver  á  la  Á(}mÍDÍ&tr&cioQde  la  demanda  y  en  confir- 
mar la  Real  orden  reelamada. 
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Dado  en  Palacio  á  ooee  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.sEstá  Rubricado  de  la  Real  maDO.=El  Presideate  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Nar?aez.> 

Pul^iicacioa.=Leido  7  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  reflere;  que  se  ana  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Goce" 
ta.  De  que  certifico. 

Madrid  14  de  Marzo  de  l867.=:Pedro  de  Madrazo. 

{Gaceta  de  i^  de  Abril  de  4867). 


Resolución  en  el  pleito  sobre  que  sé  deje  sin  efecto  la  senten- 
cia que  revocó  la  providencia  del  Gobernador  que  declaró 
caducada  la  concesión  de  la  mina  Matilde. 

• 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar* 
quía  española,  Reina  de  lasEspaDas.  Al  Gobernador  y  Consejo  provin- 
eiai  de  Oviedo,  y  á  cualesquiera  otras  Autoridades  y  personas  á  quie- 
nes toca  su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  de- 
cretar lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  grado  de  apela- 
clon,  entre  partes,  dé  la  una  el  Licenciado  b.  Felipe  Padierna  de  Villa- 
padierna,  á  nombre  de  D.  José  Dosal  y  Ques^da,  denunciante  de  la  mi- 
na Jlfa^t'/cíe,  apelante,  y  de  la  otra  4a  Gran  Duquesa  de  Leuchtemberg, 
concesionaria  de  las  cuatro  perteiiencias  que  la  constituyen,  apelada 
y  eú  rebeldía;  sobre  que  se  deje  sin  efecto  la  sentencia  dictada  por  el. 
Consejo  provincial  de  Oviedo  en  12  de  Julio  de  1866,  que  revocó  la . 
providencia  del  Gobernador  de  la  misma  provincia  en  que  sé  declaró 
caducada  la  concesión  Jiecha  en  favor  de  la  expresada^ Duquesa: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  que  resulta: 

Que  en  il  de  Noviembre  de  1864,  D.  Juan  Dosal  denunció  la  mina 
Matilde^  de  mineral  de  carbón,  situada  en  el  terreno  de  Castañeda, 
parroquia  de  Suarez,  cqncejo  de  Vimener,  de  cuatro  pertenencias,  á 
cansa  de  hallarse  abandonada  por  su  concesionaria  la  Duquesa  de 
Leuchtemberg  hacia  más  de  dos  años,  por  lo  que  la  registraba  con  el 
nombre  de  Ya  te  halié^  á  hizo  la  designación: 

Que  dada  audiencia  á  la  concesionaria  en  el  citado  11  de  Moviem- 
hrepor  término  de  15  días,  se  opuso  ésta  en  25  del  mismo  mes,  mani- 
festando que  jamás  estnvo  abandonada  aquella  mina;  y  reconocida  por 
el  Ingeniero  D.  Francisco  Mateo  en  14  de  Mayo  de  1865,  informó  que 


había  eacontrado  dos  galerías  con  uoa  excavación  de  577  metros  cübi» 
fCOs«  descpntaDdo  los  que  se  referían  á  la  labor  lega):  que  todo  repre- 
.sentaba  el  trabajo  de  dos  años ,  á  razón  de  16  operarios,  correspondien> 
te  al  pueble  de  cuatro  pertenencias,  tomando  en  cuenta  lo  invertido  en 
la  apertura  y  reparación  de  un  camino  de  600  metros,  y  que  existían 
además  dos  galerías  hundidas  sin  haberlas  podido  medir,  razón  porque 
d^'beria  someterse  á*  la  declaración  de  testigos: 

Que  el  Ingeniero  Jefe  D.  Eugenio  Fernandez  expresó  que  del  ínfor- 
mp  precedente  se  despreudia  con  claridad  que  la  mina  Matilde  no  ha- 
bía estado  poblada  según  prevenía  la  ley  de'l}i49,  y  la  de  1859,  aten- 
diendo A  la  fecha  de  su  concesión,  y  que  aun  en  el  caso  más  favora* 
l:le  siempre  se  haliaria  comprendida  en  el  2.**  del  art.  65  de  la  ley  vi- 
gente: 

.  Que  D.  José  Üosal  unió  al  expediente  una  justificación  hecha  pre- 
via citación  del  Promotor  fiscal,  con  tres  testigos  mayores  de  edad, 
para  acreditar  qpe  en  42  de  Noviembre  de  1864  existían  en  la  mina 
Matilde  maestras  de  carbón  de  pertenencias  abandonadas,  y  sin  que 
se  ejecutara  labor  minera  hacia  más  de  des  años  en  dicho  sitio: 

Que  la  concesionaria  presentó  una  información  ejecutada  ante  el 
Juez  de  Laviana,  pi:évia  citación  del  Promotor,  con  siete  testigos,  para 
demostrar  que  la  mina  Matilde  no  estuvo  abandonada  desde  que  perte- 
neció á  la  Duquesa  de  Leucbtemberg,  sino  poblada  por  el  tiempo  que 
Ja  ley  del  ramo  prevenía: 

Y  por  ultimo,  rué  en  19  de  Mayo  de  180!])  el  Gobernador  de  la  pro- 
vip.cia  declaró  caducada  la  concesión  de  la  mencionada  mina  Matilde^ 
admitiendo  en  su  consecuencia  e)  registro  Ya  te  hallé: 
.  , ¡Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  provincial  de  Oviedo 
ppr)a  Duquesa  de  Leucbtemberg,  manifestando  que  no  podía  menos 
,(]e  oponerse,  porque  la  mina  Matilde  estuvo  siempre  poblada,  y  la 
cpncasiooaria  había  sostenido  el  nún^ero  correspondiente  de  trabajá- 
ndoles, des.^iii ándelos  á  uoa  ú  otra  de  las  cuatro  pertenencias  de  que 
constaba,  aprovechando  el  beneficio  otorgado  por  el  art.  70«  párrafo 
«égundo,  del  reglamento  de  25  de  Febrero  de  1863,  relativo  al  art.  52 
de  la  ley  de  G  de  Julio  de  1859,  en  que  se  prevenía  que  para  el  pueble 
.na era  indispensable  que  estuvieran  los  trabajadores  distribuidos  en 
todas  las  pertenencias,  sino  que  acudían  á  donde  en  cada  caso  más 
convenía  á  los  intereses  de  la  etcpresa;  y  pidió  que  se  revocase  el  de- 
preto  del  Gobernador  y  que  se  declarara  subsistente  la  concesión: 

Visto  el  escrito  de  contestación  producido  por  el  representante  de  la 
Administración,  en  que  expresó: 

Que  la  justificación  hecha  por  la  Duquesa  en  el  expediente  gaber- 
nativo  lo  habi")  sido  «lo  citación  contraria  y  fuera  del  término  de  15 
dias  prevenido  por  el  art.  78  del  reglamento  de  5  de  Octubre  de  1059: 
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Que  de  todas  suertes  oo  representando  la  mina  Matilde  más  (raba- 
jos  que  los'que  correspondían  al  pueble  de  dos  años,  en  vez  de  seis  y 
medio  contados  por  mitad  y  desde  4847  á  4864,  procedía  la  caducidad 
con  arreglo  al  art.  50  déla  ley;  y  solicitó  que  se  desestimara  la  deman- 
da con  imposición  de  costas  ala  concesioraria: 

Visto  el  de  D.  José  Dosal,  en  que  consignó  esta  misma  pretensión: 
i       Vistos  los  de  réplica^  y  duplica,  en  que  reprodujeron  sus  respecti?a8 
reclamaciones:  ^ 

Vistas  las  pruebas  practicada?,  y  entre  ellas: 
4."    La  diligoncia  de  reconocimiento  ejecutado  á  instancia  de  la  Du- 
quesa por  el  Ingeniero  D.  Francisco  Mateó,  y  el  informe  que  en  sa  Tir- 
tud  dio,  del  que  aparece: 

Que  estando  completamente  cegadas  las  labores  de  tres  galerías, 
cuyos  hundimientos  se  observaban  en  la  superflcie,  se  advertía  además 
que  b  que  estaba  frente  á  los  trabajos  recientes  era  la  dé  mayor  im- 
portan'^ia,  sin  que  por  ésto  pudiera  asegurar  en  qué  consistían: 

Que  en  el  mismo  sitio  ae  hallaban  dos  lumbreras  hundidas,  que, 
siendo  neo^sarins  paraia  ventilación,  era  claro  que  había  de  tener  bas- 
tante longitud  b  galería  ^  que  pertenecía n: 

Que  las  noticias  que  adquirió  el  Ingeniero  Director  délas  labores  y 
de  los  operarios  empleados  en  ellas,  estaban  conformes  en  que,  alcan- 
zando el  límite  de  la  capa,  fueron  arrancando  y  rellenando  á  medida 
que  iban  en  retrocesp: 

Y  por  último,  que  la  mina  Matilde  se  encontraba  fuera  de  todas  las 
condiciones  de  explotación  y  á  una  grande  distancia,  y  con  malísimos 
eaminos  para  conducir  el  poco  carbón  que  ptodajera  al  punto  más 
próximo  de  embarque: 

2/  El  certificado  del  Oficial  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento  del  Go- 
bierno de  la  provincia,  expedido  de  orden  del  Consejo  provincial  en 
auto  para  mejor  proveer,  del  que  consta,  que  la  mina  Matilde^  de  la 
pertenencia  de  la  Duquesa  de  Leuchtemberg,  había  sido  demarcada 
en  24  de  Julio  de  1B47  y  en  el  mismo  día  se  poso  en  posesión  á  la  can- 
cesionarie: 

Vístala  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Oviedo  en  4t 
de  Julio  de  4866,  por  la  cual  falló  que  debía  revocar  y  revocaba  la  pro- 
TÍdencia  gubernativa  de  40  de  Mayo  de  4865,  por  la  que  se  declaró  la 
caducidad  de  la  concesión  Matilde^  mandando  en  su  consecuencia  que- 
dara sin  curso  y  fenecido  el  registro  que  hizo  el  demandado*  habién- 
dose notificado  este  fallo  á  las  partes  en  14  del  mencionado  Junio  y 
año  de  1866: 

Vistos,  la  apelación  queD.  José  Dosal  interpuso  y  el  auto  en  que  le 
fué  admitida: 

Visto  el  escrito  de  mejora  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licencia- 
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-do  D.  Felipe  Padi^roa  de  Villapadieroa,  á  nombre  de  D.  José  Üosal  j 
Qoesada,  pidiéndola  revocación  de  la  expresada  sentencia  y  que  qae* 
^ara  en  su  virtad  sabsistente  lo  acordado  en  U  providencia  guber* 
nativa:  .  . 

Vistos,  otro  de  i6  de  Noviembre  de  18<)6  del  mismo  Letra.do,  ,aea  *, 
^ando  la  rebeldía  al  apelado;  y  el  auto  déla  Sección  de  lo  Contencioso 
de  20  del  referido  mes  y  año.  en  que  la  hubo  por  acusada: 

Considerando  que  no  ha  justificado  el  demandante  la  Taita  de  labor 
legal  en  la  mina  Matilde  por  el  tiempo  marcado  en  la  ley,  pues  si  lo 
afirman  los  testigos  examinados  á  su  instancia,  aseg'iran  lo  contrario 
tos  presentados  por  la  Duquesa  de  Leucbtemberg,  teniendo  más  valor 
laís  declaraciones  de  éstos,  no  solo  por  ser  mayor  en  numero,  sino  por* 
que  muchos  de  ellos  han  sido  trabajadores  en  la  mina,  deduciéndose , 
«demás  del  informe  del  Ingeniero  que  en  ésta  se  han  hecho  labores  de 
imfortancia: 

Considerando  que  para  declarar  la  caducidad  y  privar  de  su  pro- 
piedad al  concesionario,  es  indispensable  que  se  hftHe  plenamente  pro - 
1)ada  la  falta  de  labores  que  prescribe  la  ley:  , 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruiz  de 
la  Vega,  Presidente;  D^  Manuel  Sánchez  Silva,  D.  Antero  de  Echarri, 
D.  Francisco  de  Cárdenas,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  D.  José  San- 
-chez  OcHña,  el  Marqués  de  Roncali,  D.  Tomás  Retortillo,  D  Juan  Ad* 
toine  y  Zayas«  D.  Rafael  de  Liminiana  y  Brlgúole  y  D.  Claudio  Saos  j 
Hartin, 

Vengo  en  confirmar  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  províacial 
en  sQ  parte  resolutiva. 

Dado  en  Palacio  á  cinco  de  Abril  de  ni  11  ochocientos  sesenta  y  sie- 
Íe.==Está  rubricado  de  la  Real  mano.=El  Presidente  del  Cons^Q  de 
Ministros,  Ramón  María  Nárvaez.» 

Publicación. =Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  pormf  ^l 
^Secretario  general  áél  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia p^blio  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  qué  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  atitos  á  que  se  refiere:  que  se  una  á 
loa  Éiismos,  se  notifique  en  forma  á  las  parles  f  se  ipsertQ  en  fa  Goee- 
tü.  De  que  certifico. 

Madrid  14  de  Abril  de  i867.=Pedro  de  Madrazo: 

(Gaaía  deZúde  JLbríl  de  Mi). 


t^w^ 
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Reaolueion  en .  el  pleito  $obre  revocación  ó  subsisleneia  de  li» 
Real  orden  que  desestimó  la  oposición  hecha  á  la  mina 
*    Flora.  i  ' 

Dona  Isabel  !I,  por  la  greda  de  Dios  y  la  CoDSiitucion  de  la  j^loaar- 
qufa  española,  Reina  de  las  Españas.  A  lodos  los  que  las  preseotesvie- 
reD  y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplio^iento^ 
siibed:  que  be  venido  en  decretar  lo  siguiente: 
^  I  «pn  el  pleito  que  pende  ante  e)  (Consejo  de  Estado,  en  primera  y 
dnica  instancia,  entre  partes,  déla  una  D.  Ramón  Pérez  del  Molino^  ve- 
cino de  Cartes,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  0.  Francisco  Glordi,  de- 
apandante,  y  deja  otra.la  Administración  general,  demandada  y  repre- 
sentada por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  Real  or- 
den de  9  de  Diciembre  de  1862  que  desestimó  la  oposición  hecba  por 
el  interesado  en  la  mina  Ama¿ta  al  expediente  déla  mina  F/ora,^  y 
aprobó  éste,  mandando  expedir  el  título  de  propiedad  en  favor  de  su 
registrador: 
^  ^  Visto:  • 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  D.  Miguel  Pérez  del  Molino^  en  nombre  de  su  hermano  el  citado 
D.  ^amon,  {presentó  solicitud  de  registro  ante  el  Gobernador  jjíe  la  pro- 
vincia de  Oviedo,el  dia  ^7  de  Febrero  de  1801,  para  adquirir  ^n  eí  ti* 
tüíoAina/ta  cuatro  pertenencias,  que  después  redujo  á  dos,  deLpine- 
^al.cp9opid9  ^con  ^l  nombre  de  ^quistp  bit^mino9o,  sitas, en  tert)^eno 
cono  un  del  coto  de  Parres  dé  Llames,  paraje  de  Riega  de  Bodes»  ha^ 
cj^pdo^.4  la  vez  la  üesigiiacipo;  y^  citando  tuvo  ejecutada  la  labor  le(gal, 
pjdió  en  ^^  de  ^M'^}9  siguiente  qqe,  practicado  el  reconocí m^en4<y)pr 
un  Ingeniero,  se  procediese  á  Fa  demarca.pion:        ;  ,     ,., 

,  ,Qup  por  otra  parle,  acudió  también  D.  Roberto  rrasinelli  en  ii^  de 
Mavp  del  misipoi^añoante  la  propia  aulori^dad  dQ  Ja  provincia  de!9^ÍB; 
do,, registrando  tre,s, pertenencias  cp^o  el  nombre  Flora,  del  expresfido 
IPWfiFÍ»^°  elcit^jio  coto  de  Parres,  .paraje  llamado  Fuente  dpi  |nygr. 
fiaj- j  despues.^de  pub^licados  a a|bqs  registros,  se  presentí^  Pere^de} 
Molino  en  2d  de  Junio;  manifestando  que  á  pesar  déla  vaguedad  de 
los  linderos  del  registro. F<f>ra,  dQbi<a  hallarse  en  el  mismp  p,uuÍo'  o 
muy  próxijrop^al  i;egistro  anterior  A ñifl/í»,  y  comprendido  por  lo  tanto 
en  el  terrfeno  ae'  su  deslgríacíón,  lo  cual  rio  podía  ser  con  arreglo  al 
art.  75  del  reglamento  sobre  la  materia,  por  lo  que  pidió  que  se  can- 
celase en  su  dia  el  expefHente-íVfinr,  é  (ytrc^'s^  atuviese  al  terreno  so- 
brante después  de  la  demarcación  de  la  Amalia: 

Quedada  vista  de  la  anterior  oposición  á  Frasinelli,  contestó  en  5> 
de  Julio  siguiente  defendiendo  su  registro  y  oponiéndose  á  su  vez  al 
de  la  Amalia,  de  Pérez  del  Molino,  porque  éste  no  habla  precisado  el 


'pooto]d6  registro,  ni  Ojado  con  exactitud  los  linderos,  y  pidió  la  can- 
ceiacioD  del  expedienta  4ina/ia: 

*  'Qtie  iiabiéndbfee  abordado  eñ  tal  estado  por  el  referido  ¡Gobernador, 
lin'reconocimiehtode  los  terrenos  de  éstas  y  otras  minas  en  el  niismo 
átttWse  llevó 'á«^feclo  ehl."  -de  .Setiembre  del  citado  año  iHí  por  el 
iri^eniero  de  la  inspección  IX.  Lúi?  Fernandez  Loigorri,  el  cual  informó 
que  las  tres  minas  reconocidas  hablan  tenido  A  fijarse  en  un  mismo 
pUritn;  añadiendo  el'  Inspector  'dtel  distrito,  al  tiempo  de  devolver  las 
diligencias,  que  el  sitio  séñ&l'adb  por  el  registro  Amalia  nó  se  hall¿t)a 
bastante  deteritiinaáo,  pues  además  de  te.ner  los  linderos  muy  distan- 
tes, podian  tomarse  en  la' misma  Hiega  varios  puntos  sin  dejar  de  cod>-' 
venir  coa  los  demás  linderos,  no  conviniendo  la  parroquia  en  qué  st 
situaba  con  lo  que  resultaba  de! 'a<?la  dé  reconocimiento,  mientras  que 
el  regisiro  Flora  aparecía  bhen  determinado  y  concreto  á  un  objeftd 
lopográOco  que  Ib  distinguía  de  tddbs  los  demás  del  tcrreno: 

Que  en  su  vista,  y  de  conformidad  con  lo  informado  por  el  Consejo' 
provincial,  dictó  providencia  el  Gobernador  en  15  de  Octubre  de  1861, 
declarando  cancelado  el  expedienté  Amalia  y  el  de  otras  minas,  y 
mandando  continuar  la  tramitación  del  registro  Flora,  de  la  que  apeló 
Pérez  del  Molino  para  ante  la  superioridad,  recayendo*  en  su  viUu(í 
Real  orden  en  11  de  Enero  de  11)62,  por  la  tual  se  confírmó  la  provi- 
dencia apelada  y  se  mandó  seguir  por  todos  sus  trámites  el  expediente 

'  Flora,  declarando  nulos  los  titulados  Victoria,  Amalia  y'Victoriná\ 
sin  perjuicio  deque  si  sos  intefe^ados  insistieran  en  hacer  oposición  al 
expediente  Fiord,  se  les  tuviera  presentes  para  resolver  deGnitivameo- 
te'lo  qu'e  procédiera'ensu  dia  cuando  fuera  remitido  aquel  á  la  apro- 
bación superior: 

'Que  consiguiente  á  la  expresada  Real  orden,  continuó  el  expedien- 
te Flo^ra^  y  en  el  acto  de  su  demarcación  manifestó  el  representante  del 
registró  anulado  Amalia  que  no  estaba  conforme  con  esta  diligencia; 
porqueta  mina  Fhra  no  se  hallaba  sita  en  el  punto  de  su  designación'! 
reproduciendo  esto  mismo  poco  después  el  pro|;)ló  interesado  en  escri- 
to que  presentó  ante  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo,  alegad- 
iola  anterioridad'desu  registro  al  dé  la, F/oro,  y  que  la  situación 'dé 
{Á* Amalia  se  encontraba  bien  identiQcada  en  la  solicitud  de  registro, 
ocupando  el  mismo  terreno  próximamente  que  el  de  la  Flora,  así  como 
^ue  además  de  hallarse  ésta  al  pié  de  una  servidumbre  pública,  inva- 
día y  se  sobreponía  á  la  mma  Vicenta^  que  era  más  antigua: 

Visto  el  informe  del  Ingeniero,  manifestando  que  la  demarca'cion 
de  la  Flora  se  habia  hecho  sujetándose  estrictamente  á  su  designa- 
clon,  que  no  se  sobreponía  á  la  mina  Vicenta,  y  que  la  servidumbre 
publica  de  que  se  hablaba  no  era  más  que  uno  de  los  muchos  senderos 
^que  cruzaban  los  montes  de  Asturias: 


* ' 


t . 


Vista  la  fteal  orden  qae,  despees  de  examlDadee  loseoieceásirtM! 
de  oir  á  la  Junta  superior  facaltaliva  y  á  ia  Seccioo  da^oberoacioQy 
Fpuieato  del  Goosejo  de  Estado*  se  dietó  eo  9  de  Diciembre  de  1861,  (ot 
la  cual»  de  eooformidad  coa  estos  pareceres*  se  desestima  laopoúeioa 
del  interesado  eo  el  registro  Adela,  cuyo  aooabre  seguu  otra  Real  6t- 
den  posterior  fué  puesto  equivocada  meóte,  debiendo  ser  el  de  Ams^» 
y  se  declaró  deCnitifamente  anulado  el  ex|tediente  de  este  registro  y 
el  de  los  titulados  Victoria  y  Viciorina,  aprobando  el  de  la  Florsf 
mandando  expedir  el  titulo  de  propiedad  de  la  mina  Flora  eo  favor  d» 
D.  Boberto  Frasinelli: 

Vista  la  demanda  que  coütra  la  eipresada  Real  orden  de  9  de  Di* 
ciembre  de  1862  presentó  á  nombre  de  D.  Eamoo  Pérez  del  Molino^ 
interesado  <:n  el  registro  Ama/ia,- el  Licenciado  D.  José  del  Valle  y 
Campo,  ante  el  Concejo  de  Estado,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque 
la  citada  Real  órdeo  y  demás  que  seaú  contrarias  á  la  petición  delde- 
*      '  mandante,  y  se  declare  subsistente  el  registro  Amalia^  con  la  prefe» 
rencia  que' le  corresponda  para  la  concesión,  y  nulo  y  sin  efecto  ea 
iodo  caso  el  expediente  Plora  y  el  título  de  propiedad  de  esta  rnioa  que 
se  mandó  expedir; 

Visto  el  escrito  presentado  posteriormente  por  el  Licenciado  Doa 
Francisco  Slordi,  acompañando  poder  del  demandante  y  mostrándose 
parte  en  su  nombre  en  el  presente  pleito,  en  reemplazo  del  anterior 
Letrado  defensor  de  esta  parte: 

Visto  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  referido  Consejo*, 
por  el  que  se  admitió  la  indicada  representación: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  eo  que  pidió  la  confir- 
mación déla  referida  Real  órdeo,  y  por  uu  otrosí  que  se  hiciera  saber 
U  existencia  del  presente  pleito  al  concesionario  de  la  mina  Flora^  se- 
ñalándole un  plazo  para  que  cooj pareciese,  si  lo  estimaba  conveniente: 

Vistas  las  diligencias  practicadas   por  acuerdo  de  la  referida  Sec- 
\  eion  de  lo  Couteocioso,  de  las  que  resulta  que  D.  Roberto  Frasinelli» 

\  concesionario  de  la  citada  mioú,  fué  notiflcado  en  U  de  Junio  del  año 

último  para  los  efectos  indicados,  y  que  por  no  haber  comparecido  ea 
el  plazo  que  se  le  concedió  ha  sido  declarado  decaído  de  su.derecho: 

Vista  la  Real  orden  de  I  i  de  Enero  de  1863,  por  la  que  se  anuló  el^ 
expediente  de  registro  de  la  mina  Amalia,  sin  perjuicio  de  que  si  eil¿ 
interesado  en  él  insistiera  en  su  oposición  al  del  registro  Flora,  se  le- 
tQ viese  presiente  para  la  resolución  defiriitiva: 

Visto  el  art.  3(J  delregiameuto  vigente  para  la  ejecución  de  la  lejr 
de  minas,  que  después  de  precisar  las  circuntancias  que  deben  consig-> 
narseen  las  investigaciones  y  registros,  dispone  que  las  resoluciones^ 
que  se  dicten  por  el  Ministerio  de  Fomento  eo  los  expedientes  forma»- 
^es  á  su  consecuencia  decidirán  sin  ulterior  recurso: 


1 


I 
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¡osmtm  CoBtideraado  qoe  U  Jieal  órdeu  meocionada,  qu^.  declaró  Diilo  el 

déüo^        exi^diente  de-  regislro  de  la  mioa  Amalia^  t'aó  irrevocable  por  su  na- 
n^itli        turaleza,  y  consentida  además  por  el  interesado: 
timClitft  Gonsideraodo  que  la  reserva  en  dicha  Real  órdeo^  consignada  no 

u(i  oUik  dejó  en  suspenso  la  nulidad  de  aquel  registro,  sino  que  se  limitó  á  fa - 
re/dei!  cilitar  al  deaiandante  que  pudiera  oponerse  al  de  la  mina  Flora,  como 
%tenf>  lo  hizo  antes  de  dictarse  la  Real  orden  de  9  de  Diciembre  de  1862,  orí- 

deki  gen  de  la  demanda: 

raeÚK  Considerando  que  la  demarcación  de  la  mina  Flora  se  ha  hecho  con 

BQJecion  á  las  disposiciones  legales,  que  no  se  sobrepone  apotra  perte- 
(/« jd'  nencia  ni  adolece  de  ningún  defecto  que  pudiera  invalidarla; 

jejl,  Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 

del  h  <M  Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Ooniiiigo  Rui£  de 

<ereif  la  Vega»  Presidente;  D.  Manuel  Sa^nchez  Silva,  D.  Amero  de  Echan  i, 

OD  á.'  ^«  Praocisco  de  Cárdenas,  D.  Pablo  Jiménez  de  inalado.  D.  José  Sao- 

]|,p;;  cheaOcaoa,  D.  Joaquio  Roncali,  D.  Tomás  Reiortiilo,  D.  Juan  Autoiue 

ikii  y  Zayas,  D.  Rafael  Limiuiana  y  Rrignole  y  0.  Claudio  Sauz  y  Martin, 

2^yjj>.  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración  y  en  confir- 

marla Real  orden  reclamada. 
¿Q  H  Dado  en  Palacio  á  diez  de  Abril  de  m|l  ochocientos  sesenta  y  siete. 

a^Betá  rubricado  de  la  Real  mano.=EI  Presidente  del  Consejo  de.  Sli* 
niatros,  Ramón  Haría  Narvaez.> 

Publicación, -sLeido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
S9cretario  geperal  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  uua  á 
los  miamos,  ae  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gace- 
la. De  que  certifico. 

Madrid  25  de  Abril  de  l867.s:Pedro  de  Madrazo. 

{Gacela  de  i4  cte  Mayo  de  4867). 
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ReiolmcUm  en  el  pleito  sobre  revocadan  de  la  Real  orden  que 
confi$inó  el  decreto  del  Gobernador  dando  varias  disposi- 
dones  relativas  al  concesionario  de  la  mina  Riba. 

Doáa  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  ConstiUidon  de  la  Honar • 
qnia  española.  Reina  de  las  Españas.  A  todos  los  que  las  presentes  vie- 
ren y  entendieren,  y  á  quienes  loca  su  observancia  y  cumplimiento, 
sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

«Bd  el  pietio  qae  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entra  partes»  de  la  una  el  Licenciado  D.  Mariano  de  Agailar 
y  Bartolomé,  á  nombre  de  C.  Manuel  de  Torres  >  Cedes,  concesionario 


Visia  la  fteal  órdeo  qae,  después  de  examinados  los'aoiecadeoies  j 
de  oír  á  la  Junta  superior  facultativa  y  ¿  ia  Seccioo  de  Gobernación  y> 
Fpoiento  del  Consto  de  Estado,  se  dictó  en  9  de  Diciembre  de  1862,  por 
la  cual»  de  conformidad  con  estos  pareceres,  se  desestimó  la  oposiciou' 
del  interesado  en  el  registro  Acfela,  cuyo  nombre  según  otra  Real  ór- 
den  posterior  fué  puesto  equifocada mente,  debiendo  ser  el  de  AmaUa^ 
y  se  declaró  deGnitivamente  anulado  el  ex(tediente  de  este  registro  y. 
el  de  ios  titulados  Victoria  y  Victorina^  aprobando  el  de  la  Flora  y 
mandando  expedir  el  titulo  de  propiedad  de  la  mina  Fl<fra  en  favor  de- 
D.  Roberto  Frasmelli: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  eipresada  Real  orden  de  9  de  Di- 
ciembre de  1862  presentó  á  nombre  de  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,. 
Interesado  en  el  registro  Amalia^'  el  Licenciado  D.  José  del  Valle  y 
Campo,  ante  el  Concejo  de  Estado,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque 
la  citada  Real  órdeo  y  demás  que  seaú  contrarias  á  la  petición  del  de- 
'  mandante,  y  se  declare  subsistente  el  registro  Amalia,  con  la  prefe-^ 
rencia  queMe  corresponda  para  la  concesión,  y  nulo  y  siu  efecto  ea 
todo  caso  el  expediente  F/ora  y  el  título  de  propiedad  de  esta  mina  que- 
se  mandó  expedir; 

Visto  el  escrito  presentado  posteriormente  por  el  Lieenciado  Doa. 
Francisco  Slordi,  acompañando  poder  del  demandante  y  mostrándose- 
parte  en  su  nombre  en  el  presente  pleito,  en  reemplazo  del  anterioL 
Letrado  defensor  de  esta  parte: 

Visto  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  referido  Consejo*, 
por  el  que  se  admitió  lá  indicada  representación: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  en  que  pidió  la  confir- 
mación déla  referida  Real  órdeo,  y  por  uu  otrosí  que  se  hiciera sabec 
U  existencia  del  presente  pleito  al  concesionario  de  la  mina  Floras  se* 
ñalándoie  un  plazo  para  que  cooj pareciese,  si  lo  estimaba  cod veniente: 

Vistas  las  diligencias  practicadas  por  acuerdo  de  la  referida  Sec- 
ción de  lo  Coiiteucioso,  de  las  que  resulta  que  D.  Roberto  Frasioelli» 
concesionario  de  la  citada  mioú,  fué  ootiflcado  en  24  de  Junio  del  año 
último  para  los  efectos  indicados,  y  que  por  no  haber  comparecido  ea 
el  plazo  que  :$ele  concedió  ha  sido  declarado  decaído  de  su.derecho: 

Vista  la  Real  orden  de  II  de  Enero  de  1863,  por  la  que  se  anuló  el 
expediente  de  registro  de  la  mina  Atnalia,  sin  perjuicio  de  que  si  eí¿ 
interesado  en  él  insistiera  en  su  oposiciou  al  del  registro  Flora,  se  lo- 
to viese  presente  para  la  resolución  definitiva: 

Visto  el  art.  3(J  del  regiameuto  vigente  para  la  ejecución  de  la  ley 
de  mines,  que  después  de  precisar  las  circuntancias  que  deben  consig- 
narse en  las  investigaciones  y  registros,  dispone  que  las  resolucionee- 
que  se  dicten  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  los  expedientes  forma*- 
'des  á  su  consecuencia  decidirán  sin  ulterior  recurso: 


CoBsideraodo  qoe  U  Jieal  órdeu  meocionada,  qu^.  declaró  riiilo .  el 
expediente  de-  regisiro  de  la  mioa  Amalia^  t'aó  irrevocable  por  su  na- 
turaleza, y  consentida  además  por  el  interesado: 

Considerando  que  la  reserva  en  4icha  Real  órdeo^  consignada  no 
d^ó  en  suspenso  la  nulidad  de  aquel  registro,  sino  que  se  limitó  á  fa- 
cilitar al  demandante  que  pudiera  oponerse  al  de  la  mina  Flora,  como 
lo  hizo  antes  de  dictarse  la  Real  orden  de  9  de  Diciembre  de  1862,  orí- 
gen  de  la  demanda: 

Considerando  que  la  demarcación  de  la  mina  Flora  se  ha  hecho  con 
BQJecion  á  las  disposiciones  legales,  que  no  se  sobrepone  apotra  perte- 
ttencia  ni  adolece  de  ningún  defecto  que  pudiera  invalidarla; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Qoniiitgo  Ruiz  de 
1*  Vega,  Presidente;  D.  Manuel  Sa^nchez  Silva,  D.  Amero  de  Echani, 
D,  Francisco  de  Cárdenas,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio.  D.  José  Sán- 
chez Ocada,  D.  Joaquín  Roncali,  D.  Tomás  Reiortiilo,  D.  Juan  Autoiue 
y  Zayas,  D.  Rafael  Liminiana  y  Rrignole  y  I).  Claudio  Sauz  y  Martia, 

Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración  y  en  confir- 
marla Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  Abril  de  m|l  ochocientos  sesenta  y  siete. 
asBetá  rubricado  de  la  Real  mano.=El  Presidente  del  Consejo  de.  Uh 
nialros,  Ramón  Haría  Narvaez.» 

Publicación. -=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  lenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  uua  á 
ka  miamos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gace- 
la. De  que  certifico. 

Madrid  25  de  Abril  de  l867.s:Pedro  de  Madrazo. 

{Gacela  deUtU  Mayo  de  4867). 


ReiolmcUm  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Real  orden  que 
confirmó  el  decreto  del  Gobernador  dando  varias  disposi' 
cuones  relativas  al  concesionario  de  la  mina  Riba. 

Doáa  Isabel  H,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  ConstiUidon  de  la  llonar« 
qnia  española,  Reiua  de  lasEspañas.  A  lodos  los  que  las  presentes  vie- 
ren y  entendieren,  y  á  quienes  loca  su  observancia  y  cumplimiento, 
sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

«Bd  el  pleito  qae  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
iBSlaDcia,  entra  partes»  de  la  una  el  Licenciado  D.  Mariano  de  Agailar 
y  Bartolomé,  á  nombre  de  D.  Manuel  de  Torres  >  Cedes,  concesionario 


—  436-^ 

déla  mina  Rica,  demandante;  y  de  la  otra  la  Adminisiracioo  geoeraU 
demandada  y  representada  por  mi  Fiscal,  coadyuvada  por  el  Licencia- 
do D:  Luis  Diaz  Pérez,  en  representación  de  D.  Pedro  y  D.  Igbacio  Pé- 
rez de  Soto,  dueños  de  la  dehesa  llamada  Almenara,  én  quese  tiíallaia 
citada  mina;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  df.8  de  Agosto  de  4865« 
confirmatoria  del  decreto  del  Gobernador  de  ia  provincia -de  Sevjlki,' 
en  que  se  dispuso  que  Torres  y  Codes  constituyera  el  depósito  d«  la 
fianza,  el  del  importe  de  la  tasación  del  terreno  ocupado  por  larai^iika, 
y  el  de  los  derechos  devengados  por  el  tercer  peritocn  discordia: 

Visto:  ^ 

Visto,  el  expediente  gubernativo,  del  que  resulta: 

Que  en  S  de  Febrero  de  !864  D.  Pedro  y  í).  Ignacio  Pérez  de  Soto 

acudieron  al  Gobernador  de  la. expresada  provincia  pidiendo  que  íi^oo 

Ramón  de  Torres  y  Codes,  en  el  concepto  indicado,  constituyera 'í^ 

fianza  establecida  en  el  art/B."  del  reglamento  del  tamo;  y  elOobe^ 

\nador  dispuso  que  los  interesados  nombrasen  peritos: 

Que  en  su  virtud  D.  Pedro  y  D.  Ignacio  Pérez  de  Solo  eligieron  «I 
«grónomo  D.  Francisco  de  Paula  Duran,  quien  fijó  la  valoración  «Ü 
2  040  rs.  por  el  importe  del  suelo,  arbolado  y  quinta  parte,  y  i.OOO 
reales  anuales  más  de  perjuicios  por  las  servidumbres  para  los'^paádü 
de 'los  trasportes: 

Que  D.  Ramón  de  Torres  y  Codes  designó  á  D.  Juan  Conde  y  Cria- 
do, que  redujo  la  suma  anterior  á  600  rs.,  sin  comprender'  perjuicios, 
toda  vez  que  se  pagaba  al  propietario  el  terreno  ocupado:  ' 

Que  et  tercero  en  discordia,  D.  Luis  González,  fijó  el  |)recio  de  lá 
finca  y  su  arbolado  en  2.570,  que  con  su  quinta  parte,  según  previene 
la  ley,  importó  3.084,  y  en  500  rs.  anuales  el  de  los  perjuicios:    ' 

Que  en  tal  estado  decretó  el  Gobernador  en  15  de. Octubre  de  ÍMÍ 
que  Torres  y  Codes  prestase  fianza  hasta  15.584  rs.  satisfacieiuio  á  Idd 
propietarios  500  rs.  anuales  desde  la  concesión  de  la  mina,  y  alperito 
D.  Luis  González  672  por  el  importe  de  sus  derechos: 

Que  ios  propietarios  de  la  dehesase  ¿onformaroii  con  la  tasación, 
pero  00  el  concesionario;  y  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo 
provincial,  mandó  en  providencia  de  9  de  Enero  de  1866  que  fúeré'la 
expresada  cantidad  la  que  afianzara  Torres  y  Codes: 

Y  por  último,  que  interpuesta  apelación  para  ante  el  Ministerio,  re- 
cayó Real  orden  en  8  de  Agosto  de  1865,  confirmatoria  del  decreto  gu- 
beroativo  que  precede,  disponiendo  asi  biea  que  el  reclamaote  coosti- 
tuyera  el  depj5sitode  la  fianza  ya  fijada,  él  de  la  tasación  hecha  por^i 
perito  en  discordia,  y  el  de  ios  derechos  dev^engados. 

Vista  la  demanda  presentada  por  el  Licenciado  D.  Mariano  4e  Agoi^ 
hr  y  Rartolomé,  á  nombre  de  D.  Ramón  de  Torres  y  Go^es,  ante  el 
Consejo  de  £stado,  pidiendo  que  se  deje  sio  efecto  la /neoctoiíada'fieal 


<SrdeDi  y  se  declare  qxke  no  venia  obligado  á  prestar  indemnizacioo  de 
d«ño»'^  perjtfictes/ná  á  afia«aar'eo«i«ldepóúloHlelo»  iM^  rt.  «ialr 
pago  de  los  672  por  derechos  del  perito  tercero  eo  disüordJ^; 

'Vtetoiel  eeciliOiéekn i  «Fiscal  con  da  ¡loAieítitd  de  qiia  se^absuel^  á 
la  AdmiiiisiraóioD  de  la  demaadá  y  se  cof^rmie  la  Rea^i .  órdeq  «ecUT> 


Visto  «Idel  LieeDciado  D.  Luis  Díaz  Pérez,  é  Dombre  de  D.  P^dro  y 
y  D.  Ignacio  Pérez  de  Soto,  dueñoi  de  la  dehesa  de  la  Almenar^.j 
coadyuvantes  de  U  AdiDJiiisirictt>D,hAcléDdo«latoUiii!a  ¿oiiciiud  que 
mi  Fiscal:  .         '*  -» 

Visto  el  otrosí  del  f.icenciada  Aguijar  y  Bartolomé  c^n  la  pretea,- 
8Í0D  de  qae  ^e  recibiera  el  pleito  á  prueba,  y  el  aoto  da  1^  S«ccion  de, 
lo  €k>Btei)CÍoso  eo  el  que,  préjfia  euditácia  de  los  dem^s  iuteresados,. 
se  acordó  que  no  babia  lugar:  * 

Visto  el  art.  5.*  de  la  ley  de  6de  ilLyode:i8^9,íq<iediQe:  «Obteoida 
que  fpese  por  uQextraño  la  autorizacioo  para  explotar,  alguoa  de  las 
sustancias  de  que  tratan  los  dos  articules  anteriores,  indemnizar;^  al 
dueño  déla  finca  del  valof  del iorreno  qtto»imbiere  de  ocuparle,  y  una 
quinta  parte  más,  y  también  pagará  en  su  caso  el  menoscabo  ó  demé- 
rito  que  el  predio  experimente^  y  prestará  fianza  para  responder  de  los 
ulteriores  daños  y  perjuicios  que  pudiera  ocasionarle  en  lo  sucesivo:* 

Visto  el  art.  7."  del  reglamento  de  25  da  Febrero  de  186j,  en  que  se /\ 
dispone  que  cuando  no  se  conformen  los  interesados  con  las  tasaciones 
de  los  dos  peritos,  ó  del  tercero  en  discordia  (íq.su>  oa3^,  el  particular 
á  quien  se  hubiera  concedido  la  autorización  para  explotar,  consigr)ará 
en  la  Caja  general  de  Depósitos,  ó  sus  dependencias,  el  valor  tasado  de 
las  indemnizaciones^  con  lo»  aufbemosr  á  ftt«««e^  tefiere  el  art.  h/*  de 
la  ley:  '       %  '> 

Considerando  que  carece  de  faiidamemo  lafalyla  i^apugnacion  he- 
€ha  en  la  demanda  á  que  se  comprenda  en  la  tasación,  además üel  va<> 
lor  del  terreiioy  una  quima  parte  mi§d,, el  menoscabo  ó  demérito  de  la 
finca,  y  los  daños  y  perjuicios  que  pudiese  ocasionarle  en  lo  sucesivo 
la  explotación;  pues  la  tasación  se  *%«  béebo^or  el  tercer  perito  con 
arreglo  á  tas  prescripciones  del. art.  5  %de  la  Jay  d^  6  de  Julios  de  4d69: 

Considerando  qo€  por  oo  eonformarse  c<m2  ella  D  Ramo»  ide  Torres 
y  Godes  debe  consignar  en  la  Caja  deQepósitos  y  afianzar  el  valor  ta« 
sado  de  las  indemuizaciones,  con  los  aumentos  á  que  se  refiere  el  ^rti* 
culo  5.'  de  la  ley  según  lo  prevenido  eo  el  art«,  7."  del  citado  regla- 
mento; 

Conformándome  con  lo  consultlHloporla  Sala.de.lQ  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado  en  sesiou  á  que  asistieron  D.  domingo  R^iz  de  la 
Vega,  Presidente;  D.  Antero  de  Bcharri,  el  Conde  de  Velarde^..  D.  Pablo 
Jimeneede  Palacio,  D.José  Eagenk)  de  Eguizábal,  D.  Tomás  Retortí- 


no,  él  Mirqnés  de  Alhaim,  D.  GaMei  Ksriqoes  j  VaMét,  y  D.  llaCral 
de  LimíDÍaiía  y  Brlgoole, 

Vengo  eu  absolurer  á  la  Aéttf nistricios  de  la  dettaoda  y  ea  eooflr- 
marla  Real  orden  de  8  de  Atáoslo  de  1M&. 

Dado  eu  Palacio  á  quince  de  Abril  de  l807.=sBstá  rabrlcado  de  la 
Real  mánn.- El  Presidente  del  Cornejo  de  MiQisiros,  Rameo  María 
Narvaez.* 

PubHcHciou.;3sLeide  y  ptiblicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi 
el  Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando 
andiencia  (lúbUca  )»  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  su  refiere;  que  se  una  á 
loü  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gace- 
ta. De  que  certifico. 

Madrid  25  de  Abril  Je  l867.=Pedrd  de  Madrazo. 

(Gacela  de  25  de  Mayo  de  1867;. 


4«h 


MINISTERIO  DE  ULTUAMAR. 

Real  Decreto. 

Real  decreto  ¿obre  el  régimen  de  la  minería  en  las  Islas  Fili- 
pinas. 

'  Eti  yfrtad  de  las  ratonea  que  me  ha  eipoeslo  mi  Ministro  de  Ultra- 
mar,  oido  el  Consejo  de  Estado  y  de  a.aerdo  con  *^  de  Ministros;  ; 

Vengo  en  dictar  el  decreto  siguiente  sobre  el  régimen  de  la  minería 
en  las  Islas  Filipinas: 

CAPITULÓ  PRIMERO. 

"■\i 

Dé  les  oiielm  de  la  mineria. 

'  krtíeulo  !.*•  Son  óbfelo  de  la  minería  las  piedras  preeiAsas  y  todas 
las  sustancias  propiamente  metálicas,  combustibles,  salinas,  fosfato 
calí20,  ya  se  eocueotreii  en  la  superficie  de  la  tierra,  ya  en  sos  entra- 
ñas» y  aea  cualquiera  su  estatto,  ya  sólido  ya  liquido  ó  gaseoso.    * 

Art.  2.*  La  propiedad  de  las  sustancias  designadas  en  el  artleirfa 
anterior  corresponde  al  Estado,  y  nadie  podrá  disponer  de  ellas  sia 
concesión  expedida  por  el  Gobernador  superior  civil. 

Art,  S.°  Las  producciones  minerales  silíceas  y  calcáreas,  las  arenas^ 
las  tieiras  arcillosas,  magnesiaoas  y  ferruginosas,  las  margas  y  las  do« 
más  sustancias  de  esta  cla^ie  que  tengan  aplicación  á  la  construcdon, 
i  la  agricultura  ó  á  las' artes  continuarán  como  basta  aquí  siendo  de 


•proTecbimieoto  coman  cuando  se  hallen  on  terreno  del  Bstado  6  do 
sus  pueblos,  y  de  explotación  parlíoular  cuando  el  terreno  soa  de  pro* 
piedad  privada.  Las  sustancias  comprendidas  en  este  artipolo  no  que- 
dan  sujetas  á  las  formalidades  ni  cargas  del  presente  decreto;  pero  es* 
larán  bajo  la  vigilancia  de  la  Administración  en  lo  relativo  á  la  policía 
y  seguridad  de  las  labotes. 

Art,  A."  No  se  consentirá  la  etplotacíon  do  las  sostaocfas  espeeü* 
cadas  eu  el  articulo  anterior  sin  permiso  especial  del  dueño,  cuando  el 
terreno  fuere  de  propiedad  privada.  Pero  en  caso  de  destinarse  á  la 
vasijeria  de  alfar,  fabricación  de  loza  6  porcelana,  de  ladrillo  felrac- 
iarío,  cristal  ó  vidrio,  \\  otro  ramo  de  industria  fabril  podrá  el  Gobef* 
oador  superior  civil  conceder  auloricacion  para  explotarlas  á  cualquier 
ra  que  las  solicitare,  previo  expediente  instruido  por  el  Gobernador  ó 
Alcalde  letrado  de  la  Jurisdicción,  con  audieocia  del  dueño  del  terreno» 
y  mediante  informe  de  un  lng3niero  de  Minas  y  del  Consejo  de  Admi* 
nistracioo.  Si  el  dueño  del  terreno  se  obliga  á  hai^er  la  explotación 
por  si  empezándola  dentro  del  plazo  que  se  le  fijare  por  el  Gobernador 
superior  civil,  que  no  bajará  de  tres  meses,  tendrá  la  preferencia  so* 
bre  los  extraños.  '     ^ 

Art.  5.**  Obtenida  que  fuere  por  un  extraño  la  autorización  del  Go- 
bernador superior  civil  para  explotar  alguna  de  las  sustancias  de  que 
tratan  los  dos  artículos  anteriores,  indemnizará  al  dueño  de  )a  finca  del 
valor  del  terreno  que  hubiere  de  ocuparle  y  una  quinta  parte  más,  y 
también  pagará  en  su  caso  el  menoscabo  ó  demérito  que  el  predio  ex- 
perimente, y  prestará  fianza  para  responder  de  los  ulteriores  daños  y 
perjuicios  que  pudiera  ocasionarle  en  lo  sucesivo.  Hasta  después  de 
haber  llenado  estos  requisitos  no  podrá  emprender  sus  trabajos.  La  ao* 
torizacion  caducará  cuando  el  concesionario  dejare  trascurrir  un  año 
sin  explotar  las  expresadas  sustancias. 

Xrt,  C*  Las  arenas  auríferas  y  las  estanníferas  ú  otras  prodúcelo* 
nes  minerales  de  los  rios  y  placeres  serán  de  libre  aprovecha m i ¿nU>'f 
sin  necesidad  de  autorización  ni  licencia.  Fnicamen te  cuando  el  bene- 
ficióse hiciere  en  e^itablecimientps  fijos  se  fbrmarán  pertenencias  mi* 
ñeras,  seguq  el  párrafo  tercero  del  art.  13. 

Ar/.  7.*  Las  tierras  ferruginosas  como  ocres  ó  almagres  serán  igual* 
mente  de  libre  aprovechamiento.  Si  la  metalurgia  del  hierro  las  recia* 
mare  como  primeras  materias,  podrán  constituir  pertenencias  mineras 
al  tenor  del  párrafo  segundo  del  art.  I3, 

CAPITOLO  II. 

De  tas  eatieatas. 

krt,  8.*  Todo  español  ó  extranjero  naturalizado  ó  establecido  en 
las  Islas  con  el  permiso  necesario,  indio,  mestizo  ó  chino  puede  hacer 


libremente  labores  someras  para  iffeseubrir  los  mincTales  de  que  trata 
•liarUNl."  en  cualesquiera  terreoo»  que  do  e^téa  dedicados  alcuUivo^ 
y4a'perteQexcan'fi4  Estado  ó. á  los  pii^bUs,  ya  «ean  de  propiedad  partí- 
eulftr,  prério  permiso  <^e)  dueño  en  el  júiltimo  caso,  ó  indeinaizacioq  y 
reparación  de  d^úos  y  p^||juicios«  Estas  labores  denomipadas  calicata 
BO  ipodréa.ejic^^r.de'uúa  ^xcavacio.D  dedps  metros  lineales  en  cuadrq 
y  un  metro  de  profundidad.  Tendrán  prohibiciop  de  hacer  estas  labo; 
t$0,  corno*.  (aiBbi0n  4e  s^r  propietorios  de  micas»  las  Autoridades  y 
empleados  4eL<3tKdeQ  a4n9Í(fÍ3tc^ti?o  y  judicial  ep  las  jurisdicciones  e^ 
que  a^iuellas  radiquen  ó  se  instruyan  los  expedientes  de  concesión.^ 

Aft,  9.°;  En  terrenos  de  secano  qui^, contengan  arbolado  ó  estén  de- 
dkados  á  pastos  ó  iabor^será  necesaria  la  licencia  del  dueño  ó  d^ 
quien  le  represente  antes  de  poderse  abrir  calicatas.  En  el  caso  de  ne- 
|(arse  la  licencia^  ó  si  trascurren  dos  meses  sin  otorgarse,  podrá  el  que 
la  hubiere  solicitado  acudir  al  Gobernador  del  departamento,  el  cual 
la  concederá  ó  negará,  después  de  oir  á  los  interesados;  y  si  lo  juzga 
oportuno,  ó  si  lo  pide  al@;una  de  las  partes,  á  un  Ingeniero  de  Minas. 
Art,  \0,  En  jardiaes,  hueribas,  capopos  sembrados  de  caña  y  cua- 
lesquiera fincas  de  regedlo,  el  dueño  es  quien  únicamente  pueJe  con- 
ceder licencia  para  calicatar  sin  ulterior  recurso  ni  apelación.  £1  que 
solicitare  licencias  para  calicatas,  tanto  según  este  artículo  como  se- 
<gun  el  anterior,  lo  pondrá  en  conocimiento  del  Gobernador  ó  Alcalde 
letrado  dentro  de  cuya  jurisdicción  se  intente  calicatar  para  (os  efeCr 
los  oportunos  en  su  dia. 

/Art,  4i.  Siempre  que 0l  dueño  del  terrenq  lo  exigiere,  tendrá  el 
explorador  la  obligación  de  constituir  previamente  fianza  para  indem- 
«izacjon  del  detijrioro  que  con  la  calicata  pudiese  producir,  seguo 
c^jnvei]io  ó  tasacioD,y  a:femás  quedará  sujeto,  al  abono  de  los  daño^ 
y  perjuicios  qi^e  ulteriormente  or^sioDare  en  la  finca.  Cuando  la  licen- 
cia para  calicatas  hubiese  sido  concedida  por  el  Gobernador  del  depar» 
tAmesito,  serán  4  satisfacción  de  éste  la  fianza  ó  depósito  para  indem- 
j}i^ciones. 

.  Arit,  12.  .  No  pueden  abiiirse  calicatas  ni  otras  labores  mineras  á 
jpQBor  distancia  de  40.99etras  de  u^n  edificio,  camino  de  hierro,  carre* 
tera,  canal,  fuente-abrevadero  ü  otra  servidumbre  pública  y  1.400  de 
los  puntos  fortificados^  á  menos  que  en  este  último  caso  se  obtenga  li- 
cencia de  la  Autoridad  militar^  y  enjos  demás  del  Gobierno  superior 
£ivil  si  se  trata  de  servicios  ó  servidumbres  públicas,  ó  del  dueño 
cuando  se  trate  de  edificios  de  propiedad  particular. 

C^APITÜW  Ul. 

De  las  perlenf^ias  de  minas. 
.Arf.  13.    La  p^cteuencia  comua  de  una.  ou'ja  es  un  sólido  de  base 


rectangular  de  ?00  metros  de  largó  por  SOO  de  anchó,  horizdotalmeatd 
medido  al  rumbo  que  designe  el  idt^re^aüo,  y  de  profundidad  vertical 
indefinida.  La  cara  superior  ó  parte  superficial  permanece  siendo  p^o^ 
piedad  del  dueño  del  terreno.  En  *las  hiirras  de  hierro,  carbón  de  pie- 
dra, antracita,  lignito,  turba,  asfalto,  arcillas  bituminosas  ó  carbono^ 
sas.  sulrato  de  sosa  y  sal  gemma,  tendrá  cada  pertenencia  500  metros 
de  lado  sobre  30(*.  En  las  arenas  auríferas  ó  estanníferas  y  demás  de 
que  trata  el  art.  6.*,  comprenderá 'la'  pertenencia  60.000  nietros  coa<^ 
drados  ó  superficiales,  como  las  del'  párrafo  primero -del  articulo  pre^ 
senté,  y  podrá  estar  formada  bien  .por.  oii  fectángulo,  bien  por  un  cna- 
drado/ó  bien  por  una  serie  ó  reunior\  de  cuadrados  de  20  metros  al 
menos  de  lado  cada  uno,  adaptados  entre  sí  'según  convenga  ai  regis* 
trador;pero  sin  dejar  claros  6  espacios  intermedips.  '  • 

Art,  14.  '  Guando  entre  dos  pertenencias  resultaréiuna  faja,  y  entré 
tres  ó  más  un  espacio  franco én  que'puedn  demarcarse  un  re(;táng(ílo 
cuya  superficie  horizontal  no  sea  Wérior  de  los  dos  terlcios  de  una  per* 
tenencia  de  su  propia  clase,  y  cuyo  lado  máyol*  no  exceda  de  300  me- 
tros en  pertenencias  arregladas  b\  párrafo  primtero  del  articulo  ante- 
rior, y  de  500  en  las  del  párrafo  segundo  del  mi^mo,  se  formará  uner 
pertenencia  incompleta  y  se  adjudicará  á  ^uien  la  solicitare. 

Art.  15.  Cuando  el  espacio  que  mediaré  entre  dos  ^é  más  pene 
nenciasno  pudiere  dar  fugar  á  la  coloeacron '  de  una  j)ertelMiR$faito*^ 
conipleta  según  él  articulo  anterior,  se  considerará ^cdrno  demasffkvM 
cudV  sé  adjudicará  ial  dueño  de  \h  mina  túéi  antigua  d^la^'fcolin'tfablíé^; 
y  por  su  renuncia  expresa  á  los'^iue  1^  s%an  ^n  el''¿rdet]''d«'pMoriVáii 
Lá  demasía  no  podrá  extenderse,  cualqaíefiíf '^u'ése^  líutgura,  á'^4a- 
yór  superficie  qií'e 'los  dos  Ife^cios  d«*'unfa'pértenéh3Cta'V?<í¿D^lef#  dtf*^ 
cla$e:,sf^pf>fare  terreno,  se  constituirán*  dos  ^  más  demasían.  Aifaftí^ 
gñna  mina  podrá' adjuditiar^é  más  qué  lyntá  demliáf^:  énaúdo  las  BÜOi§t 
se  en  mayoV  numeróse  hafá  su  aéjjutlicacion  ^t:estv¥hlécifte  pe^ót^dl$ll 
d^  prioridad  'á  las  niinaá  colindantes.  *  i  •  •  •  i  :  •  .  —  •  p  ^3 
"  'kri.  K(S.  '  LOS  parti'ctilaíiés  y  empresas  -^idráVi  *obteU%)'  él  tfftcÉfWo  n^ 
perténSstrcia^  liué  e^ti'tnéh  'coYrVetoféi^MM^ieMp^é^W^nWsé 'piflrfVdÉ 
Unasdrti^ilud'iiíilr  de  doé  bt(^'uná'{f(^f^dVlflr,'ctf«lfb^^p6r^lMí»ÍMM 
eldoMe'Vé!:'p'ectiv^k)én1e  én  lérstñiyrá»  cttr{fpr«rldia»lr^'él']Í/8trnfóiid^ 
g'úiido  del  an.~fi  faibbié'n'i^ódrÜTi  (Jon^titüIrseásu'VdlQfíMi^AÍMIl 
grupos  6  eóÍors"mi)i^irós,'sin  pérjtítob^é  ^  di^iifoil  é^lvé^  rypdmlfti 
demárcfacióhes.    *  ''  "^  •'*•''''         '    •*•     í  *.  .i; 'h.^,  ..j»  a  6 

'  Árfí  Y7.    t\  permiso'psíra  ii>v¿9tt¿tidM,<^9Kttf  ^ '  «rl'  '^f^útii 
ion^renflef  fa  extensión  tiásta  Ae  d^s  (le^tebenciM  cdt»p«H\i« "Mgtíh  su    - 
ciasef,  siempre  qu9ití8%ré^  tehr^ffcíl  fKÍMT'kNj^s^taf^e'  Itt  jQUidMto 
Paeden  solicitarse  dos  ó  más  investigaciones  contiguas  siiftiidié  1er» 
reno  franco. 


iarijai.  Todb  refKlBtlMftvlpuiiPíie'É^pi^an':  á'emivtertir  <b  istestigacioaio 
Registro  antes  ó  después  A  lifl'terieénchiitio  la  labor  legal.  El -Gober- 
nador del  departa  mentó  conceda 'e^'pdtniso  según  el  art.  25. 

'  "■    CAPITULO  v;' 

De  las  demaTca9Íú9i49i^  cmceswnes  de  propiedad, 

'  Art,  29.  No  se  hará  niAgnoá  deitiarcácion  nin  qué  apareiea  descu- 
bierto dlgun  mineral  de  los  c^mprendidps  en  los  artículos  1.*,  6/ y  7.*^ 
ajuicio  del  Ingeniero;  y  sipttra  practú^earla  conviene  á  lo^  interesados 
iBcIolMifilca^  dé  )as  elkpfc^a»  eii>«eiáftt.  10,  precederá  permiso  del 
Gobernador  del  departamento  á  falla  de  consentimieato  del  dueño. 

Art.  30.     Dentro  de  lo6(?Qat|'o  meses 'dos pues  de  la  presentación  y 
^itlmision  de  uo'^egistro  pedirá'  el  registrador  la  demarcación  de  su 
pertenencia  ó  perten^deiad^tíCompaííaDdo   mueí<tras  del  mineral  que 
hubiese  hallado, "^alvo  el  casotle  registro  por  caducidad   El  investiga» 
dor  qué  en  ctíbiftfier  tiempo  hallare  minpral  suficiente,  según  el  artí- 
culo anterior,  acompañará  'igualmente  muestra  y  solicitará  la  demar- 
cación.    '       '  ^  p   .        . 
'  Arll  31.    EK  GoberAadOT  -del  departamento  dispomirá  en  seguida 
(jue'ptír^fi'Iflgedlerov^prftcliqtten  ios  roaoaodifikntos.  y  «««uca^'a 
•las  demarcaciones  por  el  óri'en  que  el  reglamento  determine.  fiUQgjB- 
Wero  evacuará  ésiasdili^eucias,,  dentro  .del  plaisío  de  seis  Atesta  ^ue 
^^^drátd'Nobkriíaifisirpaóro^ar  Jiastaocbo,  si  o|u  friesen  iispiedi  mea  tos 
^^rllViáir,  los  cuales'ie.toi^igúar^npor  dil^eocia  en  el  exfuadient^.Se 
b^{líicát^á'pHévramen.t&al  npgistradtir  6  invesltfa^r  la  época  delreco- 
fe^üffet^  y^defflarctféioá'doi'ttiS'perteatDQiaSi  que  «erUtifo^ji  .peren- 
toria dentro  de  límites,  que  no  podrán  exceder  de  20  dias,  bajo  la^rt^* 
'pídWsabitftMideHDtehl^ro  «emufo^aiM.  (Loa  itneáos  éniasfttinaa  co* 
^'liiNáhteS  ^eráín  iguatnimitii  tidtiécaáoa,  y  :ia'deiriós>ito«{|iiq(ciiarái|  pté^ 
'>i(ífnéttle-1adi^tiiiai«adont9  "da  el  pepiádico  oficiaide )»  cabaoerai : 
**'''Án\"^ty  l^ivdel  racon^timienao  resohavd  haklafie.||a*ijyÑlada  la  la* 
«Oor^Me^al,?^  haherittrenó^aiiso  y  eataráaaattbiertofel  rainjaniA  sag^o 
|Í^iMi^ted?|^r«eM«té(isl*)lii^nter«ia«|oia)DStáe«v>  áidem^boac-la  píartef- 
nencia  ó  pertenencias  conforme  á  la  designacionyuaoigiAnfúo^ues^rii 
*'Ar  fef9é«ai>y  Hja^mtoelos  ptm^l  ea  quB  ^pntat^o^o caíase.  I^s  hitjDs  d 
•falIJMisr^i'éat^n  fíhnet,  dqradenas  <y  híeB  pet<feptibleai*  Si  el  Ing^ 
*  -IfilíPi^litftiite  (liía;tiicisa*dm&l%hee'Ha  Atf  ddaígnaeipd  fipr  inekActitud  ao 
'kftPin^dma'^l  inr)9«^iii»^M«ii%<i^toigttW(|iÉrao  éopArlepaoftias  ajenáis 
que  tuvieren  mejor  derecho.  la  rectificará  al  demarcar,  de  altuetdo  coq 
'«r'4WtereM(fto,iAefti^r«  qlieí4iiifoiéfe  ^«<aá[)adka«D0^  '    «      -i 
'  ^'Arl.  33.  tfLo^6g|^ienr«é*la<valdn|i»^d9l  obri&.aaag«étioo..pai;a  4e- 
<^^uar  M  ra»be»;'perot^ién|i^.qiie(wa»^aiMe.  detqrattbaiáola.poai- 
ciou  de  la  boca-mina  de  la  labor  legal  con  respecto  á  objetes  fijos  y 


^  —145  — 

perceptibles  del  terreno  anotando  sus  distancias,  y  obligarán  á  los  mi- 
neros á  conservar  constantemente  en  lo  sucesivo  en  el  mejor  estado 
sus  mojoneras. 

Arl,  34.  Guando  del  reconocim  ieuto  de  un  registro  para  demarca- 
ción resultara  no  haber  mineral  descubierto, seguu  el  art.  29,  el  Gober,- 
nador  del  deparlamento  declarará  anulado  ó  fenecido  el  registro  y  fran- 
co el  terreno  é  menos  que  el  Registrador  hubiere  auies  acudido  ó  acu- 
diere dentro  de  los  ocho  dias  después  del  reconocimiento  solicitando 
permiso  para  investigación  en  el  mismo  sitio.  En  tal  casqse  procede^rjl 
al  tenor  de  los  artículos  25  y  28. 

Arl  35.  Las  pertenencias  completas,  las  incompletas,  las  demaf^ias, 
los  grupos  ó  cotos  mineros,  las  galerías  minerales,  los  terreros  y  los 
.e^qoriales,  se  demarcarán  según  sus  condiciones  respectivas  con  aj?* 
reglo  á  los  artículos  13,  14,  15, 16,  17«  42  y^  Al.  El  investigador  ,q^e 
hubiere  designado  dos  perteoenqias  seguu  el  art.  17  y  párrafo  cuarto 
del  21, puede  pedir  la demarcacionde  arabas  ó  bien  de  una  sola,  eala 
disposición  que  mejor  le  conviniese  dentro  de  la. designación.  El.lerra» 
DO  sobrante  quedará  franco. 

Art.  56.  Dentro  de  los  40 -dias  después  de  la  demarcación  remitirá 
aI  Gobernador  del  departamento  el  expediente  acompañado  dalas  qpo* 
3Íciones,  si  las  hubiere,  y  con  su  informe  motivado  al  Gol^ernador  su- 
,perior  civil  para  su  resolución.  Cuando  hubiere  mediado  oposición, 
Xíirá  el  Gobernador  superior  civil  al  Consejo  de  Administración  en  su 
.^eccion  respectiva,  y  antes  al  Ingeniero,  si  hubiese  duda  sobre, puntos 
periciales: 

,  Arl.  37.    Se  expedirá  al  concesionario  tí ti^lo  de  propiedad  por  el 
Crobernador  super  ior  civil  á  nombre  mió.  En  él  se  expresarán  laa  con- 
j.diciones  generales  del  presente  decreto  y  reglamento  que  se  dicte  para 
.3U  ejecución,  y  en  su  caso  las  especiales  requeridas  por  la  convenga- 
tCia  pública  en  razón  de  la  naturaleza  del  mineral  ó  de  las  circunstan- 
cias de  la  empr  esa.  Si  fuese  resistida  alguna  de  las  condicionA^,^  no 
podrá  hacerse  concesión  de  aquella  pertenencia  á  otra  empresa  ó  per» 

sona  sino  con  las  mismas  condiciones,  á  no  renunciar  voluntariameo- 

•■  ■  »  • 

.  ley  por  escrito  su  c^erecho  preferente  la  primitiva  concesionaria. 

Art.  38.  Así  que  el  G  obernador  ó  Alcalde  letrado  ^aya.  recibido 
4el  Gobernador  del  departamento  el  titulo  de  propiedad,  dispondrá  sa 
inmediata  entrega  al  interés  ado,  y  comisionará  á  la  Autoridad  local 
pi\ra  que  en  el  término  preciso  de  dos  meses  ponga  en  posesión  de  la 
p(9f  tenencia  ó  pertenencias  al  ya  dueño  de  ellas  por  ante  Escribano. 
Arl.  39.  Las  concesiones  de  pertenencias  de  minas  son  por  tiempo 
ilimitado,  mientras,  los  mineros  cumplan  las  condiciones  de  este  decre- 
to y  las  especiales  qi:^ contuviere  el  titulo  de  propiedad. 

Segciov  administrativa.— T.  111.  10 
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'  CAPITULO  VI. 

De  las  galerías  generales  de  investigaeim,  desagüe  y  trasporte. 

Art.  40.  El  que  intente  la  apertura  de  un  socavón  ó  galería  en  ter»^ 
Veno  franco  puede,  si  le  conviniere,  solicitar  la  concesión  de  un  grupo 
6  coto  minero  con  las  condiciones  del  art.  16.  Si  esto  no  fuere  poriüe 
por  deber  atravesar  la  galería  terrenos  ocupados  en  todo  ó  en  parte  por 
minas  concedidas  ó  registradas  ó  en  investigación,  el  empresario  ha- 
1>rá  de  celebrar  conciertos  y  estipulaciones  previas  con  los  intere^ 
sados. 

Art.  41.  El  empresario  presentará  su  solicitud  al  Goberdadoró  Al- 
calde letrado  con  los  planos  de  la  obra  proyectada,  firmados  per  un 
Ingeniero  de  Minas,  y  copia  autorizada  de  los  conciertos  celebrados 
con  los  mineros  á  lasazon  in  teresados  en  el  terreno  para  obviar  cues- 
tíones  ulteriores  y  para  el  arreglo  de  recíprocos  disfrutes.  La  Autori- 
dad ciíada,  hechas  las  publicaciones  correspondientes,  según  el  artí- 
culo. 23,  remitirá  el  expediente  al  Gobernador  del  departamento,  quien 
con  su  in  forme  le  remitirá  al  Gobernador  superior  civil  para  su  resolu- 
ción. 

Art.  A%  Al  empresario  de  una  galería  general  podrá  concedérsele 
la  reserva  de  un  número  determinado  de  pertenencias  por  él  señalada» 
de  entre  las  libres  ó  fran  cas  sobre  el  terreno  de  sus  labores  ó  en  sa 
proximidad  al  alcance  prudencial  desús  desagües.  Estas  pertenencias 
las  hará  objeto  de  investigación  ó  registro,  conforme  á  los  términos 
del  presente  decreto,  á  medida  que  sus  trabajos  subterráneos  avancen 
hasta  rebasarlas,  con  facultad  para  desechar  las  que  viere  no  conve- 
nirle. 

AW.  43.  Los  trabajos  de  las  galerías  generales  seguirán  la  línea 
ó  líneas  señaladas  en  la  concesión:  si  en  algún  caso  conviniere  al  em- 
presario variar  la  dirección  lo  solicitará  y  podrá  alcanzarlo,  previo  el 
oportuno  expediente. 

Art,  44.  Toda  pertenencia  minera  está  obligada  á  permitir  el  paso 
á  una  galería  general.  También  tiene  obligación  de  respetar  la  forti- 
ficación de  la  galería,  absten  iéndose  de  arrancar  minerales,  en  térmi- 
nos de  que  queden  sus  paredes  con  menos  de  dos  metros  de  espesor,  á 
no  ser  que  las  fortifique  en  toda  regla  y  á  sus  propias  expensas.  El 
precio  délos  servicios  del  desagüe,  ventilación  y  extracción  prestados 
por  el  empresario  del  socavón  ó  galería  al  minero,  cualesquiera  que 
sean  los  medios  que  emplee  al  efecto  se  arreglará  por  convenios  mu- 
tuos, y  á  falta  de  avenencia,  por  tasación  de  peritos  nombrados  por 
ambas  partes  y  tercero  en  discordia  nombrado  por  el  Gobernador  ó 
Alcalde  letrado,  el  cual  resolverá  con  apreciación  de  las  circunstancias 
4e  cada  caso,  en  vista  del  dictamen  periciaL  Por  su  parte  el  empresa» 


—147— 

rio  de  la  galería  general  do  podrá  arrancar  oiás  mineral  qae  el  que 
encuentre  eslríctamente  en  su  labor  de  perforacibn«  y  será  cargo  suyo 
el  extraerlo,  y  si  lo  hubiese  hallado  debajo  de  perteoencia  demarcada» 
se  dividirá  por  mitad  su  producto  entre  el  empresario  de  la  galería  y 
él  dueño  ó  demarcador  ele  la  mina.  Esta  regla  regirá  cuando  las  esli- 
^lAatíones  particulares  no  hubiesen  abrazado  y  resuelto  todos  los  pan- 
toa  cuestionables  entre  las  partes  interesadas. 

CAPITULO  VIL 

De  la  concesión  de  terreros  y  escoriales. 

Arf.  45.  Son  objeto  de  concesión  los  terreros  procedentes  de  minas 
7  los  escoriales  de  oficinas  de  beneficio ,  con  tal  que  unoá  y  otros  estén 
abandonados. 

Ari.  46.  La  solicitad  se  dirigirá  al  Gobernador  ó  Alcalde  letrado» 
acompañada  de  la  designación.  La  labor  legal  consistirá  en  tres  pozos 
é  zanjas  en  diferentes  puntos  del  manchón,  con  las  dimensiones  nece- 
sarias para  poner  de  manifiesto  la  naturaleza  y  circunstancias  del  es- 
corial ó  terrero.  La  Autoridad  mencionada  remitirá  expediente  instruí- 
do  al  Gobernador  del  departamento  y  éste  al  Gobernador  superior  ci?il 
para  so  resolución. 

Art.  47.    Las  designaciones  y  demarcaciones  en  escoríales  y  terreros 
serán  en  figura  poligonal  rectilínea,  según  se  señalare  al  interesado; 
.perp  su  extensión  superficial  no  excederá  del  doble  de  una  pertenea- 
•  cia,  según  el  párrafo  segundo  del  art.  13,  ó  sean  300.000  metros  cua- 
drados- para  una  persona  ó  compañía. 

La  tramitación  de  estos  expedientes  y  la  posesión  en  terreros  y  es- 
coriales se  verificarán  en  los  términos  establecidos  para  los  registros 
;  de  pertenencias  de  minas. 

Árí.  48.  Guando  en  la  ptrtenencia  demarcada  de  un  escorial  ó  ter- 
rero se  solicitara  por  un  extraño  labrar  una  mina,  tendrá  la  preferen- 
cia el  dueño  del  escorial  ó  terrero,  si  le  conviniere,  manifestándolo  asf 
en  el  término  de  30  dias  después  déla  notificación. 

CAPITULO  VIH. 

Condiciones  generales  de  la  minería. 

Art  49.    LoB  dueños  de  minas  y  los  investigadores  las  laborearán 
según  las  prescripciones  del  arte,  y  cumplirán  las  disposiciones  de  se- 
.garidad  y  policía  que  señalare  el  reglamento.  Las  faltas  se  penarán 
con  multas  que  no  excederán  de  200  escudos  ni  de  400  en  caso  de  reiü- 
.  cidencia:  si  además  hubiere  delito,  será  castigado  con  arreglo  á  las 
.layes  comunes.  Guando  los  mineros  encontraren  en  sus  labrados  otro 
ú  otros  minerales  beneficiables,  distintos  del  que  fué  objeto  de  su  con- 
cesión ó  exploraciones,  lo  pondrán  en  conocimiento  del  Gobernador  6 
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Alcalde  letrado,  y  éste  en  el  del  Gobernador  del  departamento,  cooto 
dato  para  la  estadística  minera. 

ArL  50.  Desde  la  toma  de  posesión  de  las  pertenencias  mineras,  es« 
coriales  y  terreros  en  virtud  de  titulo,  y  de  la  concesión  de  investigli- 
cioaes,  se  establecerá  o  en  unos  y  en  otros  parajes  labores  formales, 
tfae  por  lo  menos  han  de  sostenerse  183  dias  alano.  Para  qoe  se  cAñ^ 
sideren  pobladas  ó  en  actividad  las  minas,  escoriales,  terreros  é  in- 
vestigaciooes  han  de  tener  cua  tro  operarios  por  razón  de  cada  perte- 
nencia durante  la  mitad  del  año. 

Arí«51.  En  los  socavones  y  galerías  generales  se  exige,  desde  la 
toma  de  posesión,  igual  tiempo  de  labores  que  el  señalado  en  el  artí- 
culo anterior.  Su  pueble  ordinario  será  cuando  menos  el  de  una  perte- 
nencia minera,  sin  perjuicio  de  mayor  número  de  trabajadores,  si  a^i 
se  hubiere  establecido  en  las  condiciones  déla  concesión. 

Art.  52.  Para  el  pueble  no  es  indispensable  qne  estén  los  trabajado- 
res distribuidos  en  todas  las  pertenencias;  sino  que  acudirán  adonde 
en  cada  caso  más  conviniese  á  los  ioteieses  de  la  empresa.  En  el  dóm- 
pato  del  pueble  se  tomará  en  cuenta  la  fuerza  mecánica  que  se  em- 
pleare. 

Art.  53.  Gomo  co  m probación  dé  haber  estado  poblada  una  conce- 
sión minera,  señalará  el  reglamento  la  labor  mínima  que  anoafmente 
debe  resultar  hecha  en  ella,  según  sus  condiciones  y  circunstancias. 
Guando  se  demuestre  la  dificultad  de  beneficiar  y  utilizar  los  produc- 
tos de  una  mína,  escorial  ó  terrero,  podrá  por  orden  del  Gob^rnatfór 
superior  civil  reducirse  eL pueblera  la  mitad  del  correspondientes,  'se- 
gún el  art.  50,  por  el  térm  ino  máximo  de  do»  años. 

Art.  54.  'Durafnte  la  tramitación  de  los  expedientes  podrán  los  fe» 
gistradores  adelantar  las  labores  de  minería  á  su  voluntad;  rafas  sfse 
presentase  oposición,  se  suspenderá  toda  clase  de  trabajos  á  no  ^res- 
liír'se  fianza  suficiente  á  juicio  del  Gobernador  ó  Alcalde  letrado  y^el 
Góbet-nador  del  departamento  en  ca»o  de  recurso  en  queja. 

ArL  55.  Todo  minero  accederá  á  facilitar  la  tá:ítiIacion  de  las  Boi- 
nas colindantes;  permitirá  bajo  indemnización,  si  hubiere  lugar,  el 
paso  subterráneo  al  agua  de  las  mismas  minas  con  dirección  al  des- 
agüjB  general,  y  censen  tira  por  la  superficie  de  sus  pertenencias  el  trán- 
sito' necesario  para  el  seryicio  de  las  agenas.  Indemnizará  por  conve- 
nio privado  ó  por  tasación  de  peritos,  con  sujeción  á  las  leyes  coÉaa- 
Mes,  los  daños  y  perjuicios  qu  e  ocasionare  á  otras  minas,  ya  por  6^0- 
mnlacion  de  aguas  en  sus  labores  si  requerido  no  las  achicasá^  en  él 
plazo  de  reglamento,  ya  de  otro  mbdo  cualquiera  de  que  i'esuHáse  me- 
h'óscabo  á  intereses  ajenos  dentro  ó  fuera  de  las  minas,  y  en  operaéto- 
nes  anteriores  Simultáneas  ó  p/o^teriores  á  la  extracción  de  tñiútít^éé 
¿afra.  Si  en  estos  casos  ó  en  los  de  indemnización  al  dueña  del  tetY<^o 


filare  legafmeQte  declarada  su  ÍDsolveocia,  será  reputado  dañador  vo« 
lupUrio  para  todos  los  efectos  legales. 

Árt.  56.  Los  mineros  podrán  obtener  el  libre  y  pleno  disfrute  del 
todo  ó  parte  de  la  superficie  de  sus  pertenencias  para  almacenes,  ta- 
llares lavaderos,  oficinas  de  beneñcio^  depósitos  de  escombros  ó  esca- 
rias, caminos  y  otros  usos  análogos,  todo  dentro  de  las  estrictas  nece« 
aidades  de  su  industria.  Si  al  efecto  no  se  concertasen  particularmente. 
COB  los  dueños  de  los  terrenos  sobre  la  extensión  que  pretenden  ocu^ 
par  y  su  precio,  solicitarán  del  Gobernador  del  departamento  la  inme- 
diaita  aplicación  de  la  ley  de  expropiación  forzosa  que  en  estos  casos 
proceda,  y  tendrá  efecto  dentro  de  los  dos  meses  mediante  las  indem- 
aizapiooesque  quedan  establecidas  en  el  art.  5.*.  Si  la  superficie  de  la 
concesión  no  fuese  suficiente  ó  adecuada  á  las  necesidades  de  que  tra^ 
tftu  los  párrafos  anteriores,  podrán  los  mineros  obtener  fuera  de  ella 
la  4el  terreno  que  á  juicio  del  Ingeniero  fuese  necesario,  previo  expe* 
diente  separado,  hállese  ó  no  contiguo  dicho  terreno,  aunque  si  próxi- 
mo al  de  las  pertenencias  solicitadas  ó  concedidas,  y  cuyo  expediente 
comprenderá  el  de  la  expropiación  forzosa  cuando  y  como  correspon- 
da sin  perjuicio  de  los  derechos  adquiridos  ó  iniciados.  SI  los  camiiioe 
latiesen  de  extenderse  ó  abrirse  fuera  de  las  pertenencias,  se  sujeta- 
rán á  las  disposiciones  generales  de  la  materia, 

Ari,  57.  Los  mineros  pueden  disponer  libremente,  como  de  cual- 
quiera otra,  propiedad*  de  cuantos  derechos  se  les  aseguran  por  el  pro* 
aente  decreto.  Se  exceptúaq  los  productos  minerales  estancados,  sobre 
«ooyos  articules  se  obl^ervarán  las  órdenes  especiales  que  rigieren  en  la 
naateria. 

Art,  58.  Para  disponer  de  los  minerales  es  preciso  que  el  minero 
haya  obtenido  el  titulo  de  propiedad  de  sus  pertenencias.  Sin  embargo, 
cuando  las  minas  hubieren  sido  demarcadas  sin  oposición,  podrá  el 
Gobernador  del  departamento  conceder  autorización  para  la  venta  del 
üiineral,  dando  cuenta  al  Gobernador  superior  civil,  y  declarando  al 
interesado  sujeto  á  las  disposiciones  de  los  artículos  81,  82, 83  y  84. 

Art,  59.  Los  escoriales  y  terreros  contenidos  en  pertenencias,  de 
minas,  son  propiedad  de  los  dueños  de  éstas  si  antes  de  su  registro  no 
hQK^iereB  sido  concedidas  ó  registradas  por  otros.  Los  dueños  de  las 
Wnas,  socavones  y  galerías  generales  tienen  el  aprovechamiento  de 
\^  aguas  halladas  en  sus  labrados  mientras  conserven  la  propiedad  de 
las  respectivas  posesiones.  Mas  si  voluntaria  ó  involiintariamente  cor- 
taren ó  desviaren  cualesquiera  agu^s  en  curso  para  abastecimienta  de 
^|g|jBoa  población  ó  para  riego,  se  repondrán  las  aguas  ^n  su  antigua 
i^irieote«  co9  reparación  de  daños  y  perjuicios*  y  con  responsabilidad 
eivili  y  ea  su  caso  criminal. 

Art.  60.    Loa  mineros  serán  considerados  como  vecinos  de  los  pae- 
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bfos  en  cuyos  términos  estén  situadas  sus  minas  eo  cuanto  al  uso  do- 
las  aguas,  montes,  dehesas,  pastos  y  demás  apro^eciíamíeotos  comu- 
nes délo  relativo á  sú  industria,  sometiéndose á  las  or(lenanzas  pro- 
vinciales respectivas.  Podrán  igualmente  establecer  gallera  y  abaste-' 
Cersé  de  carnes  en  matadero  del  establecimiento  minero,  con  tal  dtt^ 
que  exceda  de  400  el  numero  de  operarios,  y  paguen  al  arrendatario^ 
ó  bontratisfa  de  la  comarca  los  derechos  ó  estipendios  que  correspon- 
da, y  se  hallen  establecidos  por  regla  general  en  beneficio  del  Tesoro  ' 
público  ó  de  los  fondod  comunales.  Disfrutarán  además  los  mineros 
del  permiso  concedido  á  los  hacendados  de  primera  clase  para  la  in- 
troducción de  colonos  de  chinos  dedicados  al  fomento  de  la  agricultu- 
ra, según  disposición  vigente  del  Gobierno  superior  civil  de  las  Islas 
de  5  de  Agosto  de  4850;  más  como  los  criaderos  minerales  se  hallan' 
casi  siempre  en  puntos  despoblados  y  mal  sanos,  pagarán  por  cada- 
chino  la  misma  capitación  que  satisfacen  los  naturales  en  tanto  sea  tra» 
bajador  minero  delusivamente.  Para  disfrutar  las  empresas  mineras 
de  ésta  autorización  serán  condiciones  precisas: 

i.*    Que  antes  de  introduciré»  la¿  Islas  chinos  contratados  en  elex- 
ferioi:,  solicite  permiso  la  empresa  por  conducto  del  Jefe  de  la  provin- 
eia  en  que  la  mina  radique,  mencionando  el  punto  de  desembarque  y 
número  de  trabajadores.  El  Jefe  informará  la  solicitud. 

2.'  Que  los  espresados  trabajadores  chinos  residan  á  inmediación 
de  la  mina,  y  de  ninguna  manera  en  los  pueblos  inmediatos. 

3.*  Que  la  traslación  de  radicación  á  la  mina  de  los  chiáos  que  ya  se 
hallaren  radicados  en  el  pafs  la  solicite  la  empresa  por  conducto  ddl 
Jefe  de  la  provincia  para  que  se  llenen  los  requisitos  establecidos,  y 
sean  baja  los  trabajadores  en  el  pLadron  industrial. 

4.'  Que  la  empresa  sea  responsable  de  la  capitación  correspondien- 
te á  dichos  trabajadores  por  tercios  adelantados. 

5.'  Que  al  verificar  el  pago  presente  relación  nominal  jurada  de  di- 
chos trabajadores,  con  justificación  délas  altas  ó  bajas  que  hubiese  eii' 
cada  tercio. 

6.'  Que  el  Jefe  de  provincia  pueda  tomar  listas  de  presente  de  los 
trabajadores  chinos  cuando  lo  creyese  oportuno,  é  inspeccionar  los  tra- 
bajos á  que  se  dedican  para  rectificar  el  padrón  y  las  cuotas  señaladas; 
así  como  para  dirimir  las  contiendas  entre  la  empresa  y  los  trabajado- 
res, dando  á  éstos  en  caso  necesario  la  protección  legal  que  necesiten 
por  abusos  de  aquella. 

Art.  61.  Los  naturales  ó  mestizos,  así  como  sus  mujeres  é  hijos; 
<](oe  pasen  como  trabajadores  de  minas  ó  fundiciones  á  puntos  en  qufé 
uíia  empresa  tuviese  minas,  socavones  ó  galerías  generales, *y  en  qaé 
á  dos  leguas  de  radio  no  existiese  población  cristiana  de  vecindarios 
mayor  de  300  familias,  disfrutarán  los  beneficios  siguientes:' 


..  1.*  Bebaja  á  la  mitad  de.la  carga  de  polos  y  sejcvicios  personales  que 
•Cida  colooia  miaera  eoapleam  e^  su  término,  si  la  satisfaciere  perso  - 
lilimente;  pero  en  caso  de  redimirla  por  dinero,  esta  rebaja  se  limita-, 
r^á  la  tercera  parte,  pagando  en  este  caso  por  semestres  anticipados  2 . 
escudos  cada  polista  ó  sea  4  por  la  redención  de  cada  año,,  en  lugar, 
da  los  6  que  satisfacen  por  regla  general. 

.  2/    Declararse  pueblo  con  administración  municipal  propia  cada  co-. 
lonia  minera  que  excediese  de  250  familias. 

£1  Capellán  de  estas  nue^ras  poblaciones  tendrá  atribuciones  parro- 
quiales, y  su  estipendio  será  de  cuenta  del  propietario  ó  sociedad  mi- 
nera mientras  no  baya  500  familias;  después  será  por  cuenta  del  Es- 
tado como  se  veriflca  en  las  demás  parroquias  de  nueva  creación. 
>  XrL  62.    Los  registradores  de  pertenencias  completas  ó  incomple- 
tas,  demasías,  escoriales  y  terreros,  y  los  solicitantes  de  permiso  para 
ilifestigacion ,  depositarán  en  poder  del  Gobernador  ó  Alcalde  letrado 
el  importe  de  los  derechos  que  en  el  reglamento  se  establecieren  para-, 
cubrir  los  gastos  oficiales.  También  satisfarán  en  su^dia  los  derechos  de, 
expedición  de  títulos  de  propiedad. 

..  ArL  63.  Todo  el  que  hubiere  abierto  una  calicata  y  la  abandonare 
está  obligado  á  rellenarla,  podiendo  ser  compelido  por  la  Autoridad, 
•  local  ó  por  el  dueño  del  terreno.  El  registrador  ó  el  iorestigador  que 
desistieren  de  su  empresa  lo  participarán  al  Gobernador  ó  Alcalde  le-, 
irado  con  la  anticipación  de  i5  dias,  cerrando  sus  pozos  bajo  una» 
mjulta  que  no  pasará  de  20Ü  escudos.  £1  propietario  de  minas  qjie 
^iera  retirarse  de  su  laboreo  y  abandonarlas  cerrará  sus  pozos,  y  lo. 
pondrá  en  conocimiento  del  Gobernador  del  departamento  con  la  anti,-. 
cipacion  de  un  mes,  bajo  una  multa  que  no  pasará  de  la  expresada  can* 
iidad. 

.  £1  Gobernador  dispondrá  que  un  Ingeniero  reconozca  las  labores,, 
de  cuyo  desistimiento  ó  abandono  le  haya  sido  dado  conocimiento, , 
para.que  certifique  del  estado  regular  de  su  fortificación  y  de  hallarse 
suficientemente -cerrados  los  pozos. 
r  ArL  64.  Hasta  que  el  registrador,  investigador  ó  dueño  de  la  mina, 
ei^Qorial  ó  terrero  participen  á  la  Autoridad  correspondiente  su  desis-^. 
0;aaiento  ó  abandono*  permanecerán  sujetos  á  las  prescripciones  y  car-, 
gus  del  presente  decreto. 

CAPITULO  IX. 

De  Iñ  cancelación  de  expedientes^  caduddai  de  eeneesianes  y  trámites 

de  nueva  adjudicación. 

f,,ArL  65.    Loa  expedientes  de  minas,  escoriales  y  terreros  quedarán, 
a^n  curso  y  fenecidos; 
1.*    Cuando  previo  requerimiento  se  faltare  á  cualquiera  de  los  re- 


qóhitos  establecidos  m  el  presente  decreto  para  los  registradores,  á 
saber:  consignar  la  cantidad  que  designe  el  reglanaeoto  para  cubrií^' 
gastos  oficiales  y  satisfacer  los  de  expedición  de  títulos  de  propiedadi' 
Aconapañar  al  registro  la  designación.  Acudir  con  el  plano  del  terreno 
ó  con  la  certificación  de  haberle  amojonado,  según  los  artículos  *3i  y 
46.  Habilitarla  labor  legal.  Solicitar  la  damarcaeion  dentro  del  plazO' 
señalado.  Y  cuando  apremiado  al  pago  del  canon  fijo  resultare  insol- 
vente. En  los  expedientps  de  permiso  para  inrestigacion  se  procederá 
de  on  modo  análogo,  con  la  diferencia  de  no  ser  obligatoria  la  labor 
legal;  pero  si  lo  será  la  petición  de  demarcación  en  cuanto  se  desea» 
briese  mineral  según  los  artículos  i.%  6.^,  7.*  y  30. 

S."*  Guando  alguno  de  los  registradores  de  pertenencias  ó  demasías 
dé  terreros  ó  escoriales,  ó  solicitante  de  permiso  para  investigación 
acudiere  á  la  Autoridad  correspondiente  por  escrito  desiatiendo  de  so- 
propósito.  Én  cualquiera  de  estos  casos  declarará  el  Gobernador  del  deí* 
partamento,  pot  los  trámites  de  reglamento,  fenecido  ó  cancelado  el- 
expediente,  y  franco  y  registrable  el  terreno  de  las  pertenencias  dé' 
minas,  terreros  ó  escoriales. 

Art.  66.  Caduca  y  se  pierde  la  propiedad  de  las  pertenencias  de 
minas,  terreros  ó  escoriales: 

i.*"  Guando  no  se  cumplen  las  condiciones  déla  concesión  consig* 
nadas  eh  el  título  de  propiedad,  con  arreglo  á  este  decreto  y  reglameú^ 
to  para  su  ejecución. 

2.*  Guarido  por  mala  dirección  ó  ejecución  amenazan  ruina'  las  lia^ 
bores,  siempre  que  requerido  el  dueñp  no  las  fortifique  en  él  térmitf# 
que  se  lé  señalare,  y  ségun  las  instrucciones  del  Ingeniero  aprobadáíi 
por  el  Gobernador  del  departamento. 

Z,"  Guando  faltándose  al  pago  del  canon  fijo  que  se  señala  en  el'ar*»' 
tfculoSO,  y  perseguido^ el  deudor  por  la  vía  de  apremio  resultare  in» 
solvente.   . 

4/  Por  el  abandono  no  guardándose  las  reglas  establecidas  en  Ibt^ 
artículos  50, 51,  52  y  53. 

S.*'    Por  renuncia  voluntaria,  haciéndose  dejación  de  la  pertenenda 
ó  pertenencias  en  la  forma  establecida  en  el  art.  62.  Los  que  hubiel^fir 
obtenido  permiso  para  investigación  no  podrán  ser  desposeídos  siih^ 
por  alguna  de  las  causas  que  en  este  articulo  se  especifican,  y  <con  htlH 
misma:i  formalidades,  trámites  y  derecho  á*  recurrir  que  se  expresan  en 

el,art.«a. 

Arí.  67.  En  los  casos yt."  y  4.'  del  artículo  anterior,  serán  excep-' 
Clones  admisibles  la  guef  ra,  el  hambre  y  la  peste  en  el  radio  de  60  ki» 
l&áaetros,  el  incetidio  y  la  inundación,  el  terremoto  y  el  temp^rvf  V^e 
impida  el  laboreo  y  siempre  la  fuerza  mayor  comprobada  en  déiiñif 
forma. 
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árt.W.  De  las  resolaciones  ddl  Gobernador  del  departameato  de- 
cretando de  oflcio  sin  curso  y  fenecidos  tos  eipedientes  en  tramitación,' 
ségun  ei  árt.  65,  podrán  los  interesados  reclamaf  al  Gobernador  80pe« 
rior  ci?il«  al  tenor  del  art.  88  dentro  de  los  30  días  poateriores  á  la  no« 
tlfiteci^n.  Sin  perjuicio  de  llevarse  «1  día  la  publicación  ó  anuncto  de 
loü  expedientes  fenecidos^  hará  el  Gobernador  del  departamento  inser» 
ta#  cada  semestre  en  el  periódico  oficial  de  aq^el  y  en  los  de  las  cabe* 
0eras  H^spectivas,  la  lista  de  las  pertenencias  de  minas,  terreros  y  es* 
córlales  declarados  por  cualquier  cau^a  legal  registraMes  en  aquél 
trascurso  de  tiempo. 

Art.  69.  En  los  casos  del  art.  66,  decretará  el  Gobernador  del  de- 
partamento la  caducidad,  previo  el  expediente  ÍRStructiyo,  ya  de  ofi- 
cio, ya  á  instancia  de  parte  por  medio  de  registro.  Estos  registros  so- 
bre minas  que* hubiesen  sido  labradas  en  lo  antiguo,  ó  que  hubiesen^ 
obtenido  tit^jlo  de  propiedad  en  los  tiempos  modernos,  se  reducirán  ái 
la  petición  de  formación  de  expediente  para  que  en  cualquiera  de  lo» 
dos  casos  de  declararse  la  caducidad,  ó  de  estar  ya  declarada,  se  adju- 
dique la  mina  al  solicitante.  Este  acompañará  al  registro  la  designación; 
7*hiego  de  declararse  la  caducidad, ó  aparecer,  anteriormente  declara* 
da,  solicitará  la  demarcación  sin  estar  sujeto  á  la  ojecucion  de*  la  labor 
legal.  El  concesionario  que  por  consecuencia  de  tales  registros  ó  por  el 
procedimiento  de  oficio  se  considere  lastimado  en  sus  derechos  por  It 
declaración*  de  caducidad,  podrá  recurrir  al  Gobernador  superior  cItíI 
dentro  de  30  dias,  contados  desde  la  notificación;  y  si  se  sintiese  agra^ 
tiado  de^la  resolución  que  aquel  tenga  á  bien  dictar,  podrá  presentar- 
ae'ai  Consejo  de  Administración  en  la  via  contenciosa  en  el  términode 
30  días  después  de  la  notificación.  Del  fallo  del  Consejo  podrá  interpo- 
defrse  apelación  para  ante  el  Consejo  de  Estado  en  los  términos  prea« 
critos  enel  Real  decreto  de  4  de  Julio  de  1864.  Ejecutoriada  la  cidttci^ 
dad  de  una  concesión  de  mina;  terrero  ó  escorial,  ó  permiso  para  ia^ 
reafigacion,  ó  pronunciado  el  fenecimiento  de  un  expeliente  de  reglan 
tro,  se  declararán  por  el  Gobernador  del  departamento  libremenl»  re^i 
gistrables'  estos  terrenos,  anunciándose^  al  público.  En  el  caso  de> 
declaración  de  caducidad  por  consecuencia  de  un  registro,  tendrá  éts 
registrador  la  preferencia  para  la  demarcación  y  sucesiva  posesión. 'Si 
eijécutoriada  la  caducidad  de  una  concesioa  de  mina^  terrero  ó  eseorifllv 
d permiso  para  investigación,  ó  proniindado  el  fenecimiento  de  nti 
expediente  de  registro,  se  hallase  registrado  ó  concedido  en  investinA- 
clon  el  terreno  de  las  inmediaciones  de  modo  que  no  tenga  cabida  una 
pertenencia  completa,  reaparecerá  la  mina  primitiva  con  sus  anteriores 
dimensiones;  y  si  éstas  no  fuesen  conocidas,  ó  no  al(;Aiizase  á  darles 
<9A>ida  el  terreiiO  franco,  quedará  sin  efecto  la  nueva  aolioitud;  y  áqüel 
espacio  entrará  en  el  orden  comuii  de  las  demasías. 
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ArL  70.  Si  declarada  ooa  caducidad  coaviaiese  al  ouavo  r^iatra- 
dor  uiilizar  loa  edificios  de  la  perteneacia  ó  perieneDciaa  caducadas,, 
ó  aervirae  de  las  máquinas  que  hubiere  eo  ellas,  teadrá  derecho  á  U  ^ 
expropiación  forjKOBa  con  arreglo  á  la  ley.  . 

i  Art.  71.  En  las  pertenencias  abandonadas  por  espacio  de  10  años 
sin  registrarse  ni  laborearse  iiueTamente  los  terrenos  que  fueron  ocu- 
pados para  atenciones  y  servidumbres  mineras»  y  los  solares  de  edifi- 
cios ya  inservibles  para  su  primitivo  objeto,  reyertirán  llanamente  al 
dueño  de  la  finca. 

CAPITULO  X. 
De  ¡as  oficinas  de  beneficio  de  minerales. 

Art.  72.    Todo  beneficiador  de  minerales  en  establecimientos  fijos . 
disfrutará  de  los  derechos,  tendrá  las  obligaciones  y  estará  sujeto  4  las 
indemnizaciones  de  que  trata  el  capítulo  VIH  de  este  decreto,  siempre 
que  lo  en  él  dispuesto  sea  aplicable  á  la  fabricación. 

Arí.  73.  Cuando  el  fabricante  no  se  aviniere  con  el  dueño  del  ter-*. 
reno  donde  intente  plantear  su  oficina  de  beneficio,  acudirá  al  Gober- 
nador del  departamento  para  que  instruido  el  expediente  prescrito  por. 
la  ley  de  expropiación  forzosa,  recaiga  la  declaración  de  si  es  ó  no  de, 
publica  utilidad  el  establecí mieqto.  De  la  declaración  del  Gobernador 
podrá  reclamarse  por  los  dueños  del  terreno  ó  por  el  industrial  ante  el 
Gobernador  superior  civil,  y  la  resolución  de  éste  será  definitiva  á  ina- 
pelable. 

ArL  74.  Cuando  hayan  de  establecerse  altos  hornos  ó  forjas  cata-, 
lanas,  ú  otra  cualquiera  oficina  de  beneficio  que  requiera  combustible 
vegetal  ó  salto  de  aguas,  es  necesaria  la  autorización  del  Gobernador 
superior  civil,  previo  expediente  instruido  por  el  Gobernador  del  de- 
partamejDto,  con  audiencia  de  los  interesados,  de  un  Ingeniero  de  M.i 
ñas,  del  Ingeniero  ó  funcionario  de  Montes,  si  lo  hubiere,  del  Go))ec«, 
Bador  ó  Alcalde  letrado  de  cuya  jurisdicción  haya  de  sacarse  el  com.*^ 
bustihle,  y  del  Consejo  de  Administración.  El  Gobernador  del  depart^-; 
mentó  no  podrá  dilatar  más  de  seis  meses  el  término  para  instruir  y> 
remitir  al  Gobernador  superior  civil  el  expediente. 

Art,  .75.  Eñ  todo  loque  sea  relativo  á  las  oficinas  de  beneficio  de, 
mkierales  y  no  se  halle  determinado  en  es^  capitulo,  regirán  las  re?- 
1^  de  derecho  común  aplicables  á  los  demás  establecimientos  indusr. 
tríales  y  se  observarán  los  reglamentos  y  órdenes. de  sanidad  y  policía., 

CAPITULO  XI. 

De  las  contribuciones  del  ramo  de  minas. 

.  Art,  76.    Porcada  pertenencia  minera  de  las  dimensiones  señala-, 
das  en  el  párrafo  primero  del  art.  13 se  satisfará  anualmente  el. canon. 


fijado  de  40  escudos.  Las  perteDencias  del  párrafo  segundo  del  mismo 
artículo  aunque  de  mayor 'eitension  que  las  demás,  solo  pagarán  20  es- 
cudos. Los  escoriales  y  terreros  satisfarán  de  canon  anual  50 escudos  por 
cada  40.000  metros  superficiales.  Las  pertenencias  incompletas- y  las 
demasías  pagarán  én  proporción  de  la  superficie  respectiva.  Iguat  pago 
efectuarán  las  pertenencias  actualmente  concedidas  con  menor  super« 
.  ficie  desde  el  dia  en  que  las  presentes  disposiciones  sean  obligatorias. 
Los  permisos  para  investigación  pagarán  20  escudos  al  año,  sean  de 
una  ó  dos  pertenencias.  En  las  galerías  generales  se  pagará  el  canon 
correspondiente  á  las  pertenencias  mineras  que  les  estuvieren  reserva* 
das  por  la  concesión,  desde  el  dia  en  que  sean  registradas  ó  puestas  en 
investigación  según  el  art.  42.  El  canon  empezará  á  devengarse  res* 
plsctivamente  desde  la  fecha  de  la  deknarcacion  de  pertenencias  y  de  la 
concesión  del  pernáiso  para  investigaciones. 

Árt.  77.  Las  pertenencias  actualmente  concedidas,  las  incompletas 
y'demasíasy  las  pendientes  de  tramitación  disfrutarán  del  beneficio  de 
este  decreto,  aplicándoseles  el  canon  según  el  art.  76,  con  la  rebaja  cor- 
respondiente en  razón  déla  menor  superficie  que  tengan  respecto  de 
lás  nuevas  pertenencias  aquí  establecidas;  pero  también  alcanzarán  á 
los  expedientes  en  tramitación  la  carga  del  pago  del  canon  desde  el 
dia  en  que  las  presentes  disposiciones  sean  obligatorias. 

krtm  78.  Las  pertenencias  de  minas  de  hierro  y  combustibles  mi« 
nerales  quedarán  exentas  del  canon  anual  por  espacio  de  30  año8| 
contados  desde  la  publicación  del  presente  decreto. 

Krt,  79.  Todos  los  minerales  y  metales  de  cualquier  clase. que  sean 
pueden  exportarse  de  la  Isla,  y  no  pag^irán  derechos  por  su  salida 
mientras  otra  cosa  no  se  disponga  en  los  Aranceles.  También  estará 
exento  del  pago  de  derechos  de  importación  con  igual  reserva,  el  car- 
bón de  piedra  que  se  introduzca  para  las  necesidades  de  la  minería  y 
déla tiietalürgia.  Los  Aranceles  fijarán  los  derechos  que  deban  satisfa- 
cer á  su  importación  los  demás  productos  minerales  extranjeros. 

Arl.  80.  Se  pagará  además  el  5  por  100  de  los  productos  totales, 
sin  deducción  de  costos  de  ninguna  claise.  Quedarán  exentas  por  espa- 
cio de  30  años  del  impuesto  del  3  por  100  todas  las  sustancias  expre* 
sádas  en  el  art.  i."*  , 

Art.  84.  Las  industrias  minera  y  metalúrgica  no  podrán  ser  recar* 
gadas  con  contribución  alguna  ni  con  otro  impuesto  fuera  de  los  aquí 
expresados.  Tampoco  se  exigirá  derecho  de  ninguna  otra  clase  á  laeir* 
ctílacion  y  expedición  de  los  minerales  dentro  de  la  Isla  ni  al  trasporte 
del  cabotaje;  pero  serán  decomisados  cuando  fuesen  conducidos  sin  lá 
gtiia  que  acredite  su  procedencia. 


. » 


CAPITULO  XII. 

De  la  Autoridad  y  jurisdicción  en  minería. 

Ari»  82.  Tqdos  los  expedientes  que  se  instruyan  para  obttener  coQ^ 
cesiones  en  minería  son  paramente  gubernatiyos.  Se  resuelven  en  de^. 
finitiva  por  el  Gobernador  superior  civil  de  las  Islas. 

Arf»  83..  m  Gobernador  superior  civil,  cuando  lo  estima  convQ* 
Diente  y  siempre  que  los  expedientes  instruidos  sobre  concesión  d^ 
propiedad  contuviesen  oposición,  oirá  al  Consejo  de  Admioistracioo^ 
pleno  ó  en  Sección  de  Gobernación  y  Fomento.  En  el  caso  de  que  io.fl( 
negocios  coosultados  puedan  llegar  á  ser  contenciosos,  se  infoimaráo 
solaimente  por  la  expresada  Sección. 

ArL  84.  De  toda  disposición  ó  medida  que  se  adopte  por  los  Go- 
beruadores  ó  Alcaldes  letrados  ó  Gobernadores  de  departamento  ev^ 
minería  podrá  la  parte  que  se  considere  agraviada  representar  guber- 
nativamente á  la  Autoridad  superior  inmediata  por  conducto  de.  la  que 
bubiese  dictado  la  providencia,  que  dará  curso  <á  la  instancia  can  su 
informe^ 

ArL  85.  De  las  resoluciones  finales  dictadas  por  el  Gobernador  s^?' 
perior  civil  en  minería  cabrá-recurso  contencioso-administratlvo  par^ 
ante  el  Consejo  de  Admioistracion: 

i.''  Contra  las  resoluciones  por  las  cuales,  se  confírmf  ó  se  dese9ti- 
me  el  permiso  ó  negativa  para  la  investigación. 

2/  Contra  las  dictadas  concediendo  ó  negando  la  aatorizacio(\  pai^4 
abrir  socavones  ó  galerías  generales. 

S.°  Contra  las  resoluciones  dictadas  concediendo  ó  negando  la  pro- 
piedad de  minas,  escorialesf,  terreros  y  galerías  generales. 

4.°  Contra  la  resolución  de  declaración  de  caducidad,  según  ei^^* 
ticulo  69. 

Art.  86.  Los  recursos  por  la  via  contenciosa  de  que  habla  el  t]^» 
ticulo  anterior  podrán  ser  entablados,  tanto  por  los  interesados  en  i^ 
resoluciones  contra  las  cuales  les  queda  señalado  el  expresado  i^me- 
dio,  como  por  cualesquiera  otros  que  en  tiempo  bábil  hubiesen  pi^e^- 
seotado  sus  oposiciones  á  loa  Gobernitdores  ó  Alcaldes  letradps  pari^ 
que,  según  los  artículos  36  y  46,  los  unieran  á  los  respectivos  expe- 
dientes. 

ArL  87.  £1  términopara  entablar  el  recurso.á  que  se  refiérete  lp% 
dosr  artículos  anteriores  aerd  el  que  señala  el  reglamento  de  proced^- 
aaientos  para  los  negocios  contenciosQS  de  la  Administracipn  de  4,  4f| 
itilio  de  1861. 

ArL  88.  Todo  el  que  promoviese  expedientes  de  minería  6, de  m% 
talürgia  tendrá  un  apoderado  en  la  cabecera  de  lá  respectiva  jurisdic- 
ción. En  falta  de  interesado  principal  y  de  su  apoderado,  la  publica- 


cion  de  una  provideDcia  ea  el  periódico  oficial;  y  si  no  lo  hubiere,  un 
pregOQ  fijado  en  el  sitio  de  costumbre  producirá  ios  mismos  efectos  le- 
.gftles.quela  notificación  personal. 

Krt.  89.  Corresponde  ai  Gousejo  de  Administración  el  conocimien- 
to por  la  Via  contenciosa  de  las  cuestiones  que  se  promuevan  entre  la 
A4minÍ8tracion  y  los  concesionarios  sobre  la  inteligencia  y  cumpli- 
<DÍenio  de  las  condiciones  establecidas  en  la  concesión. 

ArL  90.  Conocerán  los  Tribunales  ordinarios  de  todas  las  cuestio- 
nes que  sobre  mioa6,  escoriales,  terreros,  socavones  ó  galerías  y  ofici- 
nas de  beneficio  se  promovieren  entre  partes  sobre  propiedad,  partici^- 
paoion  y  deudas,  así  como  de  los  delitos  comunes  que  se  cometieren 
«D  los  mismos  establecimientos  y  sus  dependencias.  La  intervención  de 
los  Tribunales  ordinarios  no  entorpecerá  la  tramitación  administrativa 
délos  expedientes  ni  la  marcha  de  las  labores.  En  las  demandas  contra 
^tablecimientos  mineros  por  deudas  podrá  decretarle  el  embargo  de 
todo  «parte  de  los  productos,  y  también,  según  los  casos,  la  ejecución 
j^  venta  de  los  mismos  establecimientos;  pero  sin  que  elprocedioMento 
judicial  infiera  perjuicio  al  laboreo,  fortificación^  desagüe  y  ventilación 
úe  las  minas  demandadas  oí  de  las  colindantes.  El  Gobernador  del  de- 
partamento, y  el  Gobernador  ó  Alcalde  letrado  de  la  jurisdicción,  ejer- 
cerán su  vigilancia  ene!  mismo  sentido. 

krt.  91.  Los  Tribunales  competentes  para  entender  en  las  causas 
de  fraude  contra  los  intereses ileí  la  Hacienda  publica,  lo  serán  igual- 
Biente  para  conocer  de  las  de  defraudación  en  el  pago  de  impuestos  de 
Juinas»  y  en  las  de  circulación  de  minerales  y  naetales  sin  la  correspon- 
diente guia. 

CAPITULO  Xlll. 

De  los  Ingenieros  de  Minas. 

'  KrL  92.  Los  individuos  del  Real  cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas  con- 
.tiouarán,  como  hasta  aquí,  prestando  sus  servicios  en  las  Islas;  des- 
.oippeüando  las  comisiones  científicas  dosu  profesión,  y  ejerciendo  las 
atribuciones  que  les  corresponden  por  este  decreto  y  por  los  reglamen- 
tos. Para  ayudar  á  los  Ingeaievos  en'sos  operaciones  habrá  auxiliares 
f&coltativos  en  numero  proporcional  á  las  necesidades  del  servicio. 

El  reglamento  determinará  la  organización  del  ramo  en  las  Islas. 
£1  Gobernador  superior  civil,  dentro  de  las  condiciones  que  determine 
dicb(f  reglamento,  distribuirá  los  Ingenieros  existentes  en  las  mismas 
aegon  las  expresadas  necesidades.  Qorresponde  á  los  mencionados  In- 
.genieros  formar  la  estadística  de  los  expedientes  de  minas  en  que  inter- 
vengan con  la  distinción  conveniente,  y  formar  la  Menioria  anual  del 
ramo.  De  aiiaibo8tral>ajos«eteiilitirá  copia  al  Gobierno  supremo. 
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DI8P08ICIOVBS  GIHEBÁLBS.         ' 

4 .'  En  todas  las  loíoas  y  establecimientos  mineros  ejercerá  el  6o« 
bierno  de  las  Islas,  por  medio  de  los  logenieros^  la  vigilancia  é  inspec- 
ción necesarias  al  cumplimiento  de  este  decreto  con  sujeción  á  los  re- 
glamentos. 

2.'  Los  reglamentos  determinarán  la  forma  en  que  se  ha  de  ejercer 
dicha  inspección,  y  si  habrá  alguna  especie  de  explotación  que  exíjala 
dirección  de  un  Ingeniero  ó  facultativo  autorizado,  cuáles  podrán  ser- 
Tirse  de  facultativos  ó  peritos,  y  cuáles  se  exceptúan  de  una  y  otra 
obligación. 

3/  Las  concesiones  y  autorizaciones  otorgadas  conforme  al  Real 
decreto  orgánico  de  1825,  con  las  aclaraciones  posteriores,  subsistirán 
en  su  actual  estado,  siempre  que  cumplan  exactamente  las  condicio- 
nes  con  que  fueron  expedidas;  entrando  desde  luego  en  el  goce  de  to- 
das las  ventajas  que  este  decreto  les  proporciona,  con  tal  que  sea  sia 
perjuicio  de  tercero. 

4.'    Todos  los  plazos  que  se  fijan  en  el  presente  decreto  empezarán 

á  contarse  desde  el  día  siguiente  al  de  la  notiflcaclon  administrativa,  ó 

"al  de  la  citación  ó  aviso  en  los  periódicos  oficiales,  ó  en  su  defecto  ea 

pregones  fijados  en  ios  sitios  de  costumbre,  ó  al  de  la  inserción  en  los 

mismos  de  las  resoluciones  de  la  Autoridad,  según  se  especificará  en  el 

reglamento. 

DisposioioarES  transitorias. 

I."  Les  individuos  ó  empresas  que  hayan  obtenido  propiedad  de  per- 
tenencias mineras  con  arregló  ala  anterior  legislación,  podrán  acumtt» 
lar  mayor  niimero  de  pertenencias  contiguas  en  terreno  franco,  solici- 
tándole según  lo  prevenido  en  el  art.  16. 

2.*  Los  expedientes  que  se  hallaren  pendientes  al  publicarse  este 
decreto  se  terminarán  por  los  trámites  que  en  él  establecen  como  más 
breves  y  expeditos, á  menos  qué  los  interesados  declaren  por  escrito 
al  Gobernador  ó  Alcalde  letrado  respectivo  que  prefieren  la  tramita- 
ción anterior  dentro  de  los  60  dias  de  la  publicación  del  presente  de- 
creto. 

Disposición  FUr AL. 

Quedan  derogadas  todas  las  disposiciones  generales  existentes  en 
minería  con  anterioridad  á  la  publicación  de  este  decreto.  El  Goberna- 
dor superior  civil  propondrá  á  la  aprobación  del  Gobierno  el  reglamen- 
to pdra  su  ejecución. 

D«rdo  en  Palacio  á  catorce  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
8Íete.=Está  rubricado  de  la  Real  mano.=El  Ministro  de  Ultramar,  Ale- 
jandro Castro. 

(Gaceta  de  29  de  Mayo  de  1867). 
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MINISTERIO  DE  ULTRAMAR. 

Real  orden  sobre  exención  de  derechos  á  los  aparatos^  instru- 
mentos y  máquinas  que  se  introduzcan  en  la  isla  de  Cuba 
con  destino  al  laboreo  de  minas  de  cobre. 

Ezcmo.  Sr.:  He  dado  cuenta  ala  Reina  (Q.  D.  G.)  de  la  carta  núme- 
ro Z9,  de  99  de  Enero  üUimo,  en  que  el  Gobernador  superior  civil  de 
esa  isla  propúsola  exención  de  derechos  á  los  aparatos,  instrumentos 7 
máquinas  que  se  introduzcan  en,  la  misma  con  destino  al  laboreo  ^e 
minas  dQ  cobre;  y  e;)terada  S.  M.  de  cuantos  fundamentos  se  aducen 
por  aquella  Autoridad  en  apoyo  de  su  propuesta,  y  de  los  documentos 
que  en  copia  se  acompañan  ala  misma;  teniendo  en  consideración  la 
importancia  de  la  industria  minera  y  la  utilidad  que  de  su  incremento 
ha  de  resultar  al  país;  que  en  beneficio  de  este  elemento  de  riqueza  fué 
declarada  la  exención  de  derechos  de  Aduana  á  las  máquinas  y  arte- 
factos que  para  el  laboreo  se  importasen  por  la  Real  orden  de  SO  de 
Noviembre  de  1844;  y  que  esta  disposición*  si  no  fué  expresamente 
confirmada  por  el  Arancel  que  empezó  á  regir  en  <953,  debió  entendejr- 
ae  en  suspenso,  y  por  tanto  provocarse  por  esas  oficinas  la  aclaración 
correspondiente  para  que  fuese  dictada  por  esta  Superioridad;  que  ha- 
biendo siempre  dominado  en  el  ánimo  del  Gobierno  de  S.  N.  la  idea  de 
conceder  su  decidida  protección  á  la  industria  minera  por  medio  de  las 
franquicias  que  están  en  armonía  con  el  sistema  general  establecido 
|)ara  la  Administración  de  esa  Antilla,  no  pudo  entonces  revocarse  con 

-  ánimo  deliberado  la  concedida  por  la  Real  orden  citada  y  que  es  la  yo- 
Inntad  soberana  sostener,  S.  M.  se  ha  serrido  disponer: 

1/    Que  á  pesar  de  haber  hecho  caso  omiso  de  esta  exención  el  ex^ 
presado  Arancel  de  1853,  se  entiendan  subsistentes  las  disposiciones  de 
la  repetida  Real  orden  de  30  de  Noviembre  de  1844. 
S.*    Que  como  adición  al  Arancel  de  li  de  Marzo  último  en  la  parte 

.relativa  á  los  articules  exentos  de  derechos  de  importación  se  expre- 
sen entre  ellos  las  máquinas  y  aparatos  con  especial  destino  á  la  expío* 
tacion  y  laboreo  de  minas. 

3.*  Que  como  dato  estadístico,  y  á  los  efectos  que  procedan  en  este 
Ministerio,  remita  V.  E.  ft  la  mayor  brevedad  noticia  circunstanciada 
de  cuantas  introducciones  de  aquellos  artefactos  se  hayan  verificado 
por  los  puertos  de  eia  isla  desde  que  empezó  á  regir  el  Arancel  repetido 
de  1853,  con  expresión  de  los  derechos  que  según  él  debieron  satis- 
facer. 

4.*  Que  cuide  Y.  E.  muy  especialmente  de  que  á  la  sombra  de  esta 
franquicia  no  se  cometa  fraude  alguno,  á  cuyo  fin  habrá  de  exigirse 
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la  comprobacioD  correspondieote  de  las  piezas  y  -efectos  que  se  iatro- 
diucao,  llevAfidosé  i^or  este  concepto  uD  registro  especial.        ^         ó 

Y  5.*  Que  esa  DireccioiThagaeoteQder  á  las  oficioas  todas  del  rab- 
ino que  eo  casos. dudosos  sobre  la  vlubsisteacia  -.de-dÍ8.posicioiies  8Uf>é- 
^ores,  como  jel  de  quesQ'trata«  se  Abstenga  n  de  resolverlos  por,sQ.pro* 
pió  criterio,  promovieodo  por  el  coptrajrio  la  copsuUa  correspondieote 
para  que  esta  Superioridad  las  resuelva  como  de  su  exclusiva  compe- 
tencia. 

0e  Realórdeulo  digoá  V.  E,  para  su  conocimiento  y  efectos  cor* 
respondíeote^i  Dio^  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  11  de  Junio  de 
i8(>7.7c|fArfori.F=Sr.  Director  general  «de  AdmiDistracion  de  la.isk/i46 
Cuba. 

(Gaceta  de  iideJunio  deíQ&Sj. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


^ñealérden  concediendo  autorizaHon  para  conducir  por  ierre- 
nos  públicos  aguas  altmibradas  en  término  de  Horta. 

t  * 

'  Excmo.  Sr.:  Conformándose  la  Reina  (Q.^  D.  G.j)  con  el  dictiiyieQ 
'emitido  por  la  Sección  de  Oobernacion  y  Fomento  del  Consejo  de  fis- 
gado, se  ha  servido<aotocixar  á)  l>.  Antonio  Alsinafy  D.  Juan  Samsó  paca 
ipie,  salvo  él  derecho  ^e  propiedad  y  sin  perjuicio  de  tercero/ puedan 
«conducir  por  terrenos  públicos,  aguas-  de  su  pertenencia  alumbradae^.en 
•«l'ték'mino  de  Horia,  oonidestitío  al  abastecimiento  de  la  vlUa  de(4ijra* 
cia,  provincia  :de'Bardeloina.  «El  concesionario  deberá  sujetarse  éiUs 
-condiciones  siguientes: 

1.*  Las  obras  se  ejecutarán  cob  arreglo  al  proyecto  aprobada  «en 
esta  fecha  y  bajo  la  vigilancia  del  Ingen  iero  Jefe  de  la  prov^incia. 

2/  La  prolongación  y  mayor  profundidad  de  la  mina  deabsor^ion 
-propuesta  en  el<  pía  so  se  limitará  exclusivamente  altterreno  de  .dominio 
partícula r^'oegándose  la  prolongación  señalada  desde  A  hasta  B  que 
se  proyecta  siguieodo  la  calle  de  Gomis: 

3.*  Para  cruzarel  camino  de  S^n  Coculate  y  calle  de  Gomis  se:  li- 
mitarán las  noinas  de  absoroion  á  la  anchura  de  Itfs  mencionadas  vita 
< 'públicas,  constituyendo  al  efecto  bajo  cada  una  dos  muretes  impermeA- 
obles,  uniéndolas  dos  partes  de<la  fn^na  por  medio  de  tubos  de  eondiie- 
eion  perfectamente  calafateados  é  impermeables. 

4.*  Podrá  modiflcarse  la  rasante  de  las  minas  hasta  el  pozo<ae&a- 
'ilado  en  el  pleno  con  la  letra  A  v  pero  ejecutando  ioda  la  obra  sin  ^bs- 
•Irnii  el  ccmioo  riera  de*  Val  Icárea. 


5/    Toda  la  cañería  de  conducción  que  compréndelos  caminos  y^^ 
blicos  y  rieras  será  precisamente  de  tubería  é  impermeable. 
>6.'    Seri  de  cuenta  exclusiva  de  los  concesiona  dos  la  indemnización 
de  ios  perjuicios  que  ocasionaren  en  las  propiedades  coliniantes  con 
motivo  de  la  ejecución  de  las  obras. 

7.'  Serán  igualmente  de  cuenta  de  los  mismos  concesionarios  todos 
los  gastos  q\^ese  originen  con  la  ejecución,  conservación  y  reparación 
de  las  obras. 

8.*  Ko  podrá  darse  á  tas  aguas  conducidas  otra  aplicación  que  la 
del  abastecimierilo  propuesto  para  la  población  déla  villa  de  Gracia. 

9/    Los  concesionarios  se  atendrán  á  las  reglas  que  les  fijen  los 
Ayuntamientos  de  los  pueblos  por  cuyas  calles  atraviese  el  acueducto. 
De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  su  Conocimiento  y  demás  efec- 
tos. Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  7  de  Junio  de  18G7.=s 
Orovio.=Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gaceta  de  i^  de  Junio  de  1867j. 


Ley  para  otorgar  en  subasta  pública  la  concesión  del  ferro- 
carril de  Granollers  á  S.  Juan  de  las  A  badesas  y  fijmio  el 
Upo  máximo  de  peaje  y  trasporte  al  cok  y  carbón  min^traL 

Ddña  Isabe!  U,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución,  Reina  dé  las 
EspaDas.  A  todos  los  que  aprésente  vieren  y  entendieren,  sabed:  que 
las  Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Artieulo  i.*  Se  autoriza  at  Gobierno  de  S.  M.  para  otorgar  en  su* 
basta  pública,  relevándole  del  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  los  ar- 
iicuíos  95,  26. 5í7  y  29  de  la  ley  general  de  3  de  Junio  de  1855,  la  con- 
cesión del  ferro-carril  de  Granollers  á  San  Juan  de  las  Abadesas. 

Art.  2.**  Esta  concesión  habrá  de  hacerse  con  arreglo  al  proyecta 
que  apruebe  el  Gobierno  en  vista  del  resultado  que  arrojen  los  estudios 
que  al  efecto  se  están  practicando  en  virtud  de  Real  orden  de  io  de 
Koviembra  último,  y  se  otorgará  con  sujeción  al  pliego  de  condiciones^ 
particulares,  tarifas  de  precios  máximos  de  peaje  y  trasporte  y  rela- 
ción del  material  que  defl altivamente  se  adoptaren.  El  tipo  máximo 
de  peaje  y  trasporte  del  cock  y  carbón  mineral  no  podrá  exceder  del 
lijado  por  tonelada  y  kilómetro  en  el  art.  5.*  de  la  ley  de  20  de  Julio  de 
I  1862  sobre  concesión  de  ferro -carriles  á  cuencas  carboníferas,  y  el  pea  - 
je  y  trasporte  de  Granollers  á  Barcelona  "según  la  concesiop  de  22  de 
Enero  del  mfsmo  año. 

Art,  S.*  El  Gobierno  subvencionará  este  camino  con  la  cantidad  de 
2.B00.000  escudos,  y  además  con  la  suma  á  que  ascienda  la  equivalen- 
cia de  los  dereclibs  de  introducción  del  material,  con  arreglo  á  lo  que 

SeCGIOH  AItMiaiSTRATIVA.— T.   111.  II 


dispone  el  att.  6/  (Jé  la  ley  de  20  de  Julio  de  1862.  El  pago  de  «npib^s 
subvenciones  se  veriñcará  en  títulos  del  3  por  lÜO  consolidado,  al  tipo 
de  50  por  400,  y  la  foroaa  en  que  ha  de  hacerse  la  entrega  será  á  medi- 
da que  se  vayan  ejecutando  obras  y  acopiando  materiales,  guardaodp 
la  proporción  en  que  después  de  la  subasta  se  halN^  el,  total  dé  ambas 
subvenciones  con  el  presupuesto  deOnittvo,  y  siempre  en  virtud  de. 
certiGcacion  y  relación  valorada,  expedida  por  el  Ingeniero  Inspector 
del  Gobierno. 

Art,  4.*  La  subasta  se  verificará  con  arreglo  á  lo  que  dispone  el 
Real  decreto  de  27  de  Febrero  de  1852  é  instrucción  para  su  cumpli- 
miento de  18  de  Marzo  del  mismo  año.  Se  anunciará  por  el  término  de 
40  días,  y  versará. sobre  la  reducción  del  subsidio  ofrecido:  y  en  jbI 
caso  de  que  los  postores  renunciasen  completamente  á  la  subvenciop, 
la  subasta  habrá  de  recaer  sobre  la  rebajando  los  tipos  de  peaje  y  tras- 
porte Gjados  en  la  tarifa.  ,     .     -'.t' 

Art,  S.*"  La  empresa  con::es!onaria  abonará  en  el  plazo  de  60  dia^, 
contados  desde  la  fecha  de  la  concesión,  el  valor  de  los  estudios,  ohras 
ejecutadas,  materiales  acopiados  y  terrenos  expropiados  con  destino^l 
camino,  inlportantes  según  tasación  pericial  1.837.401  escudos  578 
milésimas.  Esta  cantidad  habrá  de  entregarse  á  la  sindicatura  de  la 
quiebra,  previa  la  deducción  á  que  se  refiere  el  art.  28  de  la  ley  ge- 
neral. 

Art.  6.°  Si  el  desarrollo  dado  á  los  trabajos  no  fuese  taataii^ta>á 
juicio  del  Ingeniero  Inspector  para  terminar  el  camino  dentro  del  plj- 
zo  que  .<e  fije  en  el  pliego  de  condiciones,  el  Gobierno,  oyendo  previa* 
siente  á  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales.y  Puertos  y  al  CpQ^^> 
jo  de  Estado,  queda  autorizado  para  declarar  la  caducidad  déla  opfice- 
sion  antes  del  tiempo  designado  para  U  conclusión  de  las  obras.  Uaa 
vez  caducada  la  concesión  será  potestativo  en  el  Gobierno,  á  procederá 
otorgarla  de  nuevo  con  arreglo  á  la  presente  ley,  ó  continuar  lasobfas 
por  cuenta  del  Estado  en  la  forma  que  crea  más  conveniente. 

Art.  7.°  La  concesión  de  este,  ferro -carril  se  otorgará  por  99»  años 
contados  desde  la  fecha  de  la  concesión  y  con  sujeción  á  la3  leyes»  re? 
glamentos  y  disposiciones  dictadas  oque  se  dicten  con  carácter  gene^ 
ral  sobre  ferro-carriles  y  especialmente  á  las  que  se  referan  al  apro- 
vechamiento de  cuencas  carboníferas  «en  todo  aquello  que  Jes  ^^p 
aplicables. 

Portante:  .,  ....«' 

Mandamos  á  todos  los  Tribunalete,  Justiciasi,  Jefes,  Gobernadoj-e^y 
demás  ^Autoridades,  así  civiles  como  militares  y  eclesiásticas,  de  cual- 
quiera  clase  y  dignidad,  que  guarden  y  hagan  guardar,  cumplir  y  eje- 
cutar la  presente  ley  en  todas  sus  parles.  , 

Dado  en  Palacio  á  veintiséis  de  Junio  de  mil  ochocientos  se^pota 
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MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


fíeal  orden  fijando  las  cuotas  que  deben  pagar  las  minas^  ter- 
reros y  escoriales. 

limo.  Sr.:  Siendo  conyeniente  armonizar  ias  reglas  administrativas 
y  de  recaudación  del  impuesto  sobre  las  industrias  minera  y  metalárgi- 
ca  con  las  bases  relativas  á  las  misma:*,  aprobadas  por  el  art.  7.*  de  la 
ley  de  presupuestos  de  29  de  Junio  último  y  con  la  Real  orden  de  IB 
del  mismo  mes,  que  determina  que  la  recaudación  de  los  derechos  que 
se  fijan  á  1o9  minerales  y  metales  que  se  exporten  se  haga  por  las  Ad- 
ministraciones de  Aduanas,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  faa  dignado  mandar 
que  se  observen  las  disposiciones  siguientes^ 

Arlícuh  1.*  Conforme  á  lo  que  determinan  los  artículos  8Q  al  82 
inclusive  de  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  1859  y  las  bases  aproba- 
das por  elart.  7/ de  la  de  presupuestos  vigente,  las  minas,  terreros  y 
escoriales  pagarán  por  derechos  de  superficie  ó  canon  fijo  las  cuotas 
siguientes:  .  *         • 

1."  Cada  pertenencia  minera  común,  ó  sea  lo  que  constituye  ua  só- 
lido de  base  rectangular  de  500  metros  de  largo  por  200  de  ancho,  SO 
escudos  anuales. 

2.'  Si  son  de  carbón  de  piedra,  antracita,  lignito,  turba,  asfalto, 
arcillas  bituminosas  ó  carbonosas,  sulfato  de  sosa ,  y  sai-gemtída,  ó  de 
arenas  auríferas  ó  estanníferas,  aunque  de  mayor  extensión  que  las  co* 
muñes,  pagarán  solo  porcada  pertenencia  20  escudos, 

3/  Los  escoriales  y  terreros  satisfarán  de  canon  anual  40  escadosr 
por  cada  40.000  metros  de  superficie. 

4/  Las  pertenencias  incompletas  y  las  demasías  pagarán  en  pro- 
porción déla  superficie  respectiva. 

5^.'  Los  permisos  para  la  investigación  pagarán  cada  ano  20  eseu- 
dos  al  año,  sean  de  una  6  dos  pertenencias. 

6/  En  las  galerías  generales  se  pagará  el  canon  correspondiente  i 
las  pertencias  mineras  que  les  estuviesen  reservadas  por  la  Real  con- 
cesión,  que  sean  registradas  ó  puestas  en  investigación. 

£1  canon  se  devengará  respectivamente  desde  la  fecha  de  la  demar- 
cación de  pertenencias  y  de  la  concesión  del  permiso  para  investiga- 
ciones. 

Art,  2.* '  No  seexigirá  cantidad  alguna  alas  pertenencias  de  misera-' 


les  de  hierro  basta  pasados  3Ü  anos,  contados  desde  et  9  de  Octubre  de- 
1859  eD  que  se  publicó  la  ley  de  oiioas  del  mismo  año;  pero  deberán' 
cootribuir  con  el  canon  correspondiente  á  su  superficie,  si  á  pesar  de 
haber  sido  registradas  y  coocedidiis  como  de  hierro  contuviesen  tam- 
bién algún  otro  metah  beneficiable 

Art.  3.*    Según  lo  dispuesto  en  las  ya  citadas  bases  aprobadas  por- 
el  art.  7.*  de  la  Iqy  de  presupuestos  de  29  de  Junio  ultimo,  los  minera- 
les y  metales  que  se  exporten  al  extranjero  y  é  nuestras  provincias  de* 
Ultramar  pagarán  además  de  los  derechos  que  establecen  los  Arance- 
les de  Aduanas,  los  siguientes: 

I.*    Tres  por  100  sobre  el  valor  de  los  minerales,  inclusa  la  caiami^*' 
na  y  la  blenda. 

2.*    El  mismo  T^  por  100  sobre  el  de  los  metales,  sin  deducción  d& 
gastos  de  ninguna  especie. 

S.*  Los  plomos  argentíferos  pagarán  además  por  derechos  de  la 
plata  que  contengan  200  milésimas  de  escudo  por  cada  46  kilogramos 
/e^ivalecte  á  un  quintal)  los  producidos  en  Sierra  Almagrera;  12& 
milésimas  de  escudo  ios  de  la  provincia  de  Murcia;  100  milésimas  los 
4e  Alintria  procedentes  de  Sierra  Athamilla  y  Cabo  de  Gata;  50  milési- 
mas  los  de  Motril  y  de  la  provincia  de  Jaén,  y  los  de  otras  proceden- 
cias el  derecho  correspondiente  al  grupí^.  á  que  pertenecieren,  según 
la  parte  que  contengan,  previo  ensayo  por  los  Ingenieros  del  Go- 
bierno. 

Arl.  4.*  £1  pago  del  3  por  i 00  sobre  los  minerales  y  metales  que 
se  exporten  y  el  del  recargo  por  razón  de  plata  de  los  plomos  argén  ti* 
teros,  se  hará  precisamente  en  los  puntos  de  exportación,  pero  por  el 
precio  que  tengan  en  el  productor,  para  lo  cual  los  que  procedan  de 
diferentes  puntos  de  aquellos  porque  hayan  de  exportarse  se  conduci- 
r¿D  con  guias  arregladas  al  modelo  núm.  1."* 

Art.  5.*    Se  exceptúan  del  pago  del  5  por  100  y  del  recargo  sobre  la 
platti  todos  los  minerales  y  metales  que  se  consuman  en  el  reino:  su 
circulación  y  beneficio  será  completamente  libre  en  el  interior:  pero 
el  comercio  de  cabotaje  queda  sujeto  á  las  formalidades  de  instruc- 
ción. 

Gonlináan  asimismo  exceptuados  por  espacio  de  20  años,  á  contar 
desde  el  9  de  Octubre  de  4859,  fecha  de  la  publicación  de  la  referida 
ley  de  6  de  Julio  del  mismo  año,  la  mena  de  hierro,  los  combustibles 
fésilea,  el  hierro,  cok  y  zinc  que  se  exporteo. 

Art  6/  En  conformidad  también  ^  lo  que  determinan  las  referi* 
das  bases,  los  edificios  destinados  á  las  industrias  minera  y  metalúrgi- 
ca pagarán  en  la  forma  y  épocas  que  disponen  las  instrucciones  res- 
pectivas, la  contribución  de  inmuebles  con  arreglo  á  su  valor,  y  las  fá- 
bricas de  fondicien  de  minerales  satisfarán  por  la  de  subsidio  las  cuo- 


I4S  .qQ9  señala  la  tarifa  diíod.  3  de  las  aprobadas,  por  Real  orden  de  S 

40Juliodel864. 

..  Ari.  7."    La  admimstracioD  y  recaudación  del  canon  pjo  sobre  lai^ 

minas,  terreros  j  escoriales  continuará  á  cargo  déla  Dirección  gepe* 

fal  d^  Contribuciones  y  de  las  Administraciones  de  Hacictida  pública^ 

•  Corresponde  por  lo  tanto  á  dichas  Administraciones  la  recaudacioa 
del  expresado  canon  fijo. 

Ari.  8.*  Los  Administradores  subalternos  de  Rentas  Estancadas  y 
de  Aduanas  podrán  sin  embargo  cobrar  directamente  de  los  mineros  6 
desús  apoderados  las  cantidades  que  por  el  canon  de  las  minas,  terre-' 
ros  y  escoriales  de  sus  respectivos  distritos  les  haga  cargo  la  Adminis- 
Iracion  de  Hadeoda  de  la  provincia,  dando  á  los  interesados  cartas  de 
pago  formales. 

Ari,  9.*  Los  expresados  Administradores  subalternos,  al  remitir  las 
cuentas  mensuales  á  los  de  Hacienda  pública  de  la  provincia,  acompa  • 
ñarán  á  las  del  canon  de  minas  relación  nominal  y  circunstanciada  de 
las  cantidades  que  hayan  recaudado  por  este  concepto.  ^ 

ÁrL  10.  Las  Administraciones  de  Hacienda  pública  verificarla  ids 
ingresos  de  los  productos  de  dicho  canon  en  Tesorería  con  (as  formar 
Hdades  de  instrucciop,  haciendo  ios  abonos  correspondientes,  en  iá 
culata  de  cada  mina,  terrero  ó  escorial, 

Ari.  11.    Los,  productos  procedentes  del  canon  respectivo  á  las  mi,- 
ñas,  terreros  y  escoriales  enclavados  en  el  terri.ttOrio  del  distrito  de  la 
capital  6  en  el  de  los  partidos  administr^^tivos,  ingresarán  directaoiea  - 
te  en  las  Cajas  del  Tesoro,  mediante  cargaremes  de  los  Administra- 
dores^ ,      , 

ArL  12.    Las  Sociedades  ó  mineros  qoe^  quieran  satisfacer  d^ecta- 
niente  en  las  Tesorerías  el  importe  del  canon  podrían  verificarlo,  en 
cuyo  caso  Ips  Administradores  de  Hacienda  darán  aviso  á  los  subal* 
temos  del  distrito  en  que  se  hallen  las  minas  para  que.hag^an  los  asiea» 
tos  que  correspondan . 

ArL  13.  Los  cargos  para  la  exacción  del  canon  respecto  á  las  per» 
tecencias  que  se  soliciten  con  arrreglo  á  la  ley  de  miaas,  se  abrirán 
por  las  Administraciones  de  Hacienda  pdblica,  con  presencia  de  los 
datos  que  les  faciliten  los  Gobernadores.de  las  respectivas  provincias, 
desde  la  fecha  de.  la  demarcación  de  pertenencias  y  de  la  concesión  de 
4)ermisos  para  investigaciones. 

ArL  14.    Los  Gobernadores  facilitarán  á  las  A4ministraciones  d^ 

Hacienda  pública  con  toda  brevedad  cuantos,  .datos  les  reclamea  para 

la  mejor  y  más  pronta  regularizacion  de  este  servicip,  y  cuidarán,  del 

exacto  cumplimiento  délo  prevenido  en  el  art.  Bl  del  reglamento  de 

:^  de  Febrero  de  1863.^  .      . 

Art^  15.    Las  Administraciones  de  Hacienda  pública  señalarán  la 
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extensión  de  los  distritos  en  cuyas  Administraciones  subalternas  po- 
4;rá  pagarse  el  canon  de  las  minas,  terreros  y  escoriales,  y  las  pasarán 
relaciones  mensuales  de  las  pertenencias  que  deban  satisfa  cer  dicho  ca- 
non, con  expresión  de  la  fecha  en  que  haya  empezado  á  devengarse  y 
dé  todas  las  demás  circunstancias  quesean  necesarias  para  que  pueda 
recaudarse  lo  que  legítimamente  corresponda  al  Tesoro. 

Art  i6.  El  cobro  liel  canon  tendrá  lugar  por  trimestres,  los  cua- 
les se  considerarán  vencidos  en  la  época  fijada  para  las  demás  contri- 
buciones directas. 

Art,  17.  Cuando  las  minas,  terreros  y  escoriales  pertenezcan  áSo-^ 
ciedades  constituidas,  los  Presidentes  de  sus  Juntas  directivas  son  res- 
ponsables al  pago  del  canon,  sin  perjuicio  de  la  acción  que  les  asista^ 
contra  sus  consocios. 

Sin  embargo,  los  procedimientos  se  dirigirán  en  su  caso  contra  los 
bienes  que  conozcan  déla  pertenencia^  de  las  miámas  .Sí^ci edades  en 
primer  término,  y  de  no  haberlos,  contra  los  sujetos  que  se  hallen 
ejerciendo  el  indicado  cargo  de  Presidente,  toda  vez  que  al  admitirlo 
deben  aceptar  también  la  responsabilidad  que  pudiera  cabera  sus  an- 
tecesores en  cuanto  á  los  descubiertos  que  procedan  de  sus  respectivas 
épocas. 

Art.  18.    En  los  mismos  términos  se  procederá  para  hacer  efecti- 
vos Ips  descubiertos  que  resulten  contra  minas,  terreros  y  escoriales 
que  hayan  sido  abandonadas  en  debida  forma  por  dichas  Sociedades  6- 
declarados  de  caducidad,  y  que  lo  sean  en  lo  sucesivo. 

Ar/.  49.  Hasta  que  los  dueños  de  minas,  terreros  y  escoriales  no 
participen  al  Gobernador  de  la  provincia  su  desistimiento  ó  abandono 
permanecerán  sujetos  al  pago  del  canon,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  63  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  4859. 

Si  el  abandono  tiene  lugar  sin  dar  aquel  aviso,  prevenido  por  el  ar« 
tfculo  62  de  la  misma  ley,  la  obligación  al  pago  del  canon  no  cesará 
hasta  que  la  mina,  terrero  ó  escorial  se  declare  legalmente  caducada* 
ya  sea  de  oficio,  ya  á  instancia  de  un  tercero  que  las  haya  denon- 
dado. 

Art.  20.  Las  Administraciones  de  Hacienda  pública  procurarán  bajo 
su  responsabilidad  que  la  recaudación  del  canon  se  verifique  precisa* 
mente  en  la  época  marcada  por  el  art.  46. 

Art  ^i.    Contra  los  morosos  se  emplearán  los  medios  coercitivos 
establecidos  ó  que  se  establezcan  para  la  cobranza  de  las  demás  contri- - 
huciones  directas  del  Estado.  ' 

Ari  22.    Cuando  los  responsables  al  pago  del  canon  resulten  insol- 
ventes, las  Administraciones  de  Hacienda  pública  pasarán  los  expedien- 
tes en.que  se  Justifique  este  extremo  á  los  Gobernadores  de  provincia,., 
á  fio  de  que  ded*rea,ili  los  hallan  conformes,  la  caducidad  de  la  mina,,. 


terrero  ó  escorial,  segqa  lo  que  dispoDe  el  ait.  65  de  la  precitada  ley. 
<}e  6  de  Julio  de  1859. 

.  Art,  23.  Una  vez  acordada  la  expresada  declaracioa  de  caducidad 
y  hecho  constar  así  en  los  expedientes,  seráa  consultados  por  las  mis- 
loas  Adoiinistraciooes  á  la  Dirección  general  de  Contribuciones  para  la 
resolución  que  proceda  redpecto  á  la  b;'ja  en  la  cuenta  de  rentas  pú- 
blicas de  los  débitos  á  que  se  refieran 

Art.  24.  La  administración  del  3  por  100  sobre  los  minerales  y 
metales  que  se  exporteo  y  del  recargo  por  razón  de  la  plata  de  los 
plomos  argentíferos  continuará  también  centralizada  en  la  Oirebcion 
general  de  Contribuciones. 

ArL  25.  Los  Administradores  de  Hacienda  pública,  por  lo  tanto, 
fijarán  el  precio  de  los  minerales  y  metates,  en  virtud  do  los  datos  que 
acerca  de  su  valor  les  faciliten  los  Corredores  de  comercio  de  los  mer- 
cados respectivos,  los  Ayuntamientos  ó  las  demás  petsonas  á  quienes 
estimen  conveniente  pedirlos. 

El  precio  que  de  esta  manera  se  fije  regirá  un  trimestre  y  se  reno- 
vará ó  confirmará  en  los  primeros  10  dias  del  siguiente. 

Art,  2(>.  Los  Administradores  referidos  dispondrán  que  se  publi- 
quen los  precios  fijados  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia,  para  que 
de  este  modo  puedan  ser  conocidos  por  los  exportadores: 

De  dicho  Boletín  oficial  remitirán  un  ejemplar  á  la  Dirección  gene- 
ral de  Contribuciones. 

ArL  27.  Si  algún  exportador  creyera  que  los  precios  fijados  no 
son  los  corrientes  en  el  mercado,  podrá  reclamar  al  Gobernador  de  la 
provincia  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  de  la  publicación  en 
el  Boletín  oficial. 

El  Gobernador*  después  de  tomar  los  informes  y  noticias  necesarias 
y  de  oir  á  la  Administración  de  Hacienda  pública,  resolverá  lo  que  es- 
time procedente,  llevándose  á  efecto  la  resolución,  sin  perjuicio  de  las 
reclamaciones  que  puedan  hacer  al  Gobierno  de  S.  M.,  cuyo  acuer- 
do causará  estado  y  no  será  apelable. 

Art.  28.  Las  guias  á  qve  se  refiere  el  art.  4."  se  expedirán  por  el 
Administrador  de  Hacienda  pública  ó  subalterno  respectivo  del  distrito 
á  que  pertenezca  la  mina  ó  fábrica  de  que  procedan  los  minerales  6 
metales. 

De  dicha  guia  se  remitirá  ea  seguida  un  duplicado  por  el  que  las 
expida  á  la  Administración  de  Hacienda  de  la  provincia  porque  haya 
de  verificarse  la  exportación;  y  cuando  ésta  tenga  lugar  por  la  misma 
provincia  de  que  procedan  los  minerales  ó  metales,  y  la  guia  la  libre 
el  Administrador  de  Hacienda  de  ella,  se  anotará  en  un  libro-registro 
que  debe  llevarse  para  este  caso  en  su  dependencia. 
^  krt,  29.    Debiendo  verificarse  el  cobro  del  3  por  100  de  los  minera» 
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les  y  metales  qüe^se  exporten  y  el  del  recargo, por  razón  da  pUU  de 
los  plomos  argentíferos  precisamente  en  los  puotos  de  salida,  confar* 
me  á  )o  dispuestp  en  la  base  2/  de  las  aprobadas  por  el  art.  7.*  de  U  ley 
vigente  de  presupuestos,  y  en  el  art.  4."  de  esta  Real  orden,  la  recau* 
dación  de  dichos  derechos  sé  hará  en  conformidad,  también  á  loque 
determioa  la  de  18  de  Junio  último  para  los  Administradores  princi- 
pales  y  ¡^ubaiteroos  de  Aduanas  de  ios  puntos  por  donde  tengan  lugar 
las  exportaciones.         .        , 

krL  30.  Cuando  los  minerales  y  metales  procedan  de  minas  y  fá- 
bricas enclavadas  en  ^1  distrito  por  donde  hayan  de  exportarse^  el  Ad« 
ministrador  de  Aduanas  respectivo  veriflcará  el  cobro  del  3  por  100- 
por  el  precio  que  tengan  en  el  mercado  del  mismo,  y  el  del  recar^  de 
la  plata  sobre  los  plomos  argentíferos  con  arreglo  al  que  les  corres- 
ponda, según  el  grupo  á  que  pertenezcan;  pero  si  los  minerales  y  me* 
tales  proceden  de  otros  distritos,  practicarán  en  vista  de  la  guia  con 
que  deban  ir  acompañados  la  liquidación  de  lo  que  d.eben  satisfacer 
por.  uno  y  otro  concepto  y  harán  el  cobro  por  el  resultado  que  esta  li- 
quidación arroje. 

Si  no  van  acompañados  de  dicha  guia,  servirá  de  base  para  el  co- 
bro del  5  por  100  el  precio  que  los  minerales  tengan  eo,  el  punto  de  ex- 
portación. 

Art,  31.  Los  mismos  Administradores  de  Aduanas  expedirán  car- 
las  de  pago  por  las  caütidades  que  cobren  de  los  derechos  de  que  trata 
el  artículo  aqterior,  en  la  forma  que  por  punto  general  se  halla  esta- 
blecida, y  consignando  en  ellas  el  nombre  del  exportardor,  laclase  de 
los  minerales  ó  metales,  su  peso,  punto  de  que  procedan,  precio  qae 
haya  servido  de  tipo  para  la  exacción  y  las  demás  circunstancias  que 
se  estimen  necesarias. 

ArL  32.  Los  Administradores  de  Aduanas  oo  permitirán  en  oingan 
caso,  bajo  su  lesponsabilídad,  que  se  verifique  la  salida  de  los  minera- 
les ó  metales  sin  que  antes  se  haya  hecho  el  pago  de  los  derechos  cor- 
respondientes; y  sin  haberse  asegurado  de  que  aquellos  son  los  mism<M 
á  que  se.  teílere  la  guia. 

hrt.  33.  Los  Administradores  de  Aduanas  rendirán  cuenta  men- 
¿^almeateá  los  de  Hacienda  pública  de  la  respectiva  provincia  délas 
cantidades  que  hayan  recaudado  por  el  3  por  100  de  los  minerrles  y 
meUle&^xportados  en  el  mismo  mes,  y  por  el  recargo  de  la  plata  con- 
tenida en  los  plomos  argentíferos. 

En  el  examen  de  dicha  cuenta  tendrán  presente  las  Administracio- 
nes de  Hacienda  los  duplicados  de  las  guias  á  que  se  refiere  el  art.  2ft, 
y  los  registros  de  las  que  ellas  mismas  hayan  expedido  para  dentro  de 
su  provincia. 

Ar/.  34.    Los  Administradores  de  Aduanas  entregarán  en  las  res* 


fibctiVBS  Tesororias,  m^dianva  earga^énes  <{üe  éxpédirád  !ás  d«  Há- 
cieoda  pública,  y  en  Iné  épocaa  «n  que  lo  verifiquen  de  tos  demás  ra- 
mtíBi  loa  productos  del  3  por  100  de  los  minerales  y  metales,  y  del  re- 
cargo de  ios  plomea  «rgnoiiferos. 

Los  iogresoa  se  veriflearáD  eo  concepto  de  valores  á  cargo  de  la  Di- 
rección geoeral  de GoDlribncioDes,  y  flguraráo  bajo  el  mismo  concep- 
to eo  lafs  cuentas  de  Rentas  públicas. 

Art.  35.  Los  funcionarios  de  las  Administraciones  de  Aduanas  que 
nalervengao  eo  la  recaudacioo  de  los  derechos  que  á  so  exportación 
deben  satisfacer  los  minerales  y  metales,  quedan  obligados  ¿  reinte'- 
gtar  al  Tesoro  las  somas  que  se  hayan  dejado  de  satisfacer  al  mismo 
por  falta  de  cumplimiento  de  sus  respectivos  deberes;  siá  perjuicio  de 
la  responsabilidad  criminal  que  pueda  exigif ráeles  eocfbrme  alo  ésta- 
bleeido  en  el  capitulo  42  de  la  Real  instrucción  de  2S  de  Enervo  de 
4850. 

Arl.  56.  Cuando  se  cometa  defraudación  eludiendo  et  pago  de  los 
derechos  señalados  á  la  exportación  de  minerales  y  metales,  y  coándb 
se  intente  la  defraudación,  ya  en  la  forma  prevista  por  el  párráfb 
cuarto  del  art.  i9  del  Real  decreto  de  M  de  Junio  de  185%,  6  ya  tra  • 
tando  de  ejecutar  el  embarque  de  los  minerales  ó  metales  fuera  de  las 
Aduanas  ó  puntos  habilitados  al  efecto,  se  procederá  á  la  instrucción 
del  oportuno  expediente,  el  cual  se  tramitará  y  resotirerá  en  la  form^ 
establecida  por  el  citado  KeaJ  decreto. 

Ar¿.  37.  A  los  mineros  que  dispongan  délos  productos  de  sus 
pertenencias  sin  los  requisitos  establecidos  en  el  art.  58  de  la  ley  de 
minas  de  6  de  Julio  de  1859,  les  impondrán  los  Gobernadores  de  (Jro- 
▼incia  la  multa  del  duplo  del  canon  anual  délas  mismas  pertenencias, 
y  del  triple  en  los  casos  de  reincidencia. 

Arl.  38.  Los  expedientes  ó  consultas  que  se  refieran  al  derechd 
del  3  por  100  de  los  minerales  y  metales  que  se  exporten  y  al  delre- 
cargo  de  la  plata  de  los  plomos  argentíferos,  se  someteráo  directa^ 
mente  por  los  Administradores  principales  de  Aduanas  á  la  resolución 
déla  Dirección  general  de  Contribuciones,  ya  procedan  de  sus  misdiiS 
dependencias,  ó  ya  de  los  subelternos  de  la  piroviocia. 

Kri.  39.  Los  Administradores  subalternos,  encargados  en  siis  rés^ 
pectivos  distritos  de  la  recaudación  del  canon  fijo  señalado  á'láá  per- 
tenencias mineras^  pasarán  meosual^ente  á  las  Admioistreciones  dé 
Hacienda  un  estado  arreglado  al  modelo  número  2;* 

Arl.  40.  Los  Administradores  subalternos  de  Aduanas  de  leí  puntos 
habilitados  para  la  exportación  de  minerales  y  metales,  y  que  por  fó 
tanto  recaudan  los  derechos  á  ellos  señalados,  pasarán  á  la  A4!minifií'> 
tracion  principal  del  mismo  ramo  de  la  provincia,  también  nüeosual^ 
mente,'  estados  expresivos  de  la  exportación  de  mitíerales  y  metales  j 


4?  plomos  argenüferos  verificada  doranle  éí  propio  mesy  redacUodo** 
ioa  coQ  sujeción  á  los  modelos  oúmerot  3/,  4.*  y  5.* 

.  Af/.  41.    Las  Admioistracioaes  de  Hacienda  pública  dispondréo 

'4|ue  se  examinen  y  comprueben  los  estados  mensuales. de  que  trata  el 

art.  39,  y  encontrándolos  conformes  ó  después  de  haber  pedido  y  ob* 

tenido  en  caso  de  hallar  diferencia  las  explicaciones  conYeoienles, 
formarán  cada  trimestre  un  estado  resumen  de  aquellos  incluyendo  en 
4I8Q8  propios  datos,  todo  con  sujeción  al  modelo  núm.  6.%  y  lo  remi- 
iírán  á  la  Dirección  general  de  Contribuciones  ea  la  primera  quincena 
del  mes  siguiente  al  último  de  cada  trimestre. 

, ,  ArL  42.  Las. Administraciones  principales  de  Aduanas  practicarán 
lo  mismo  con  respecto  á  los  estados  parciales  que  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 40  leS'haa  de  facilitar  los  subalternos  del  ramo,  y  remitirán  á 
1/8  Dirección  general  de  Contribuciones  también  por  trimestres  los  es- 
tados- resúmenes  á  que  se  reOereo  los  modelos  números  7.",  8.°  y  9.** 
De  Real  urden  lo  comunico  á  V.  L  para  su  inteligencia  y  efectos 
correspondientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  5  de  Julio 
4e  i8G7.?^Barzanallana.=^Sr.  Director  general  de  Contribuciones. 

(Gaceta  de  i4  de  Julio  de  1867;. 


Resolución  en  el  expediente  instruido  en  reclamación  del  pago 
hecho  por  el  ^por  100  de  exportación  y  recargo  de  1800 
quintales  de  plomo  argentífero  embarcados  para  el  extran- 
jero. 

limo.  Sr.:  He  dado  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  io&- 
tri^ido  con  motivo  de  la  reclamación  presentada  por  D.  Cayetano  R. 
Ardois,  vecino  y  del  comercio  de  la  ciudad  de  Málaga,  sobre  que  se  le 
devuelvan  320  escudos  400  milésimas  que  tiene  satisfechos  por  el  2  por 
100  de  exportación  y  recargo  por  razón  de  plata  de  1.800  quintales  de 
plomos  argentíferos  que,  procedentes  de  la  mina  Arrayanes  propia  del 
Estado,  en  .Libares,  ha  embarcado  para  el  extranjero. 

En  su  vista  asi  como  del  dictamen  emitido  sobre  el  particular  por 
acuerdo  unánime  de  la  Junta  superior  facultativa  de  Minería  del  Reino, 
7.  de  lo  informado  taoibien  por  la  Dirección  general  de  Propiedades  y 
Derechos  del  Estado: 

Resultando  que  las  minas  que  éste  se  reserv4S  al  promulgarse  la  ley 
de  minarla  «le  6  de  Julio  de  1851)  quedaron  exentas  del  pago  del  3  por 
too  y  del  canon  de  superficie  que  satisfacian  las  explotadas  por  piarti- 
eulareSy  sin  que  nunca  se  hayan  exigido  tales  derechos  á  los  rematantes 
de  metales  que  el  Gobierno  enajena  en  pública  licitación: 

Resultando  ser  cierto  que<  según  las  condiciones  de  estos  remates». 
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los  plomos  de  que  se  trata  bao  estado  exentos  de  iodo  impuesto  mine- 
ro basta  la  publicacioo  de  la  leyde  presupuestos  det  año  económico 
próximo  pasado,  la  cual  sujetaba  A  los  minerales  y  metales  á  un  dere  • 
cho  de  exportación,  sin  bacer  excepción  alguna  en  favor  de  los  proce- 
Qentes  de  minas  del  Estado: 

'  Resultando  que  por  baberse  comprendido  después  que  también  es- 
taban libres  de  satisfacer  los  derechos  fijados  eu  dicha  ley  han  conti- 
nuado haciéndose  las  ventas  basta  aqui  con  siigecion  al  mismo  pliego 
do  condiciones  aprobado  anteriormente  deBeal  orden,  ó  sea  en  el  con- 
cepto de  libres  de  todo  derecho,  como  se  venia  efectuando  desde  el  año 
1849,  consignándose  también  dicha  circunstancia  en  las  guias  que  se 
han  expedido  posteriormente: 

GoDsideraedo  que  por  esta  razón  los  compradores  han  hecho  sus 
proposiciones  en  tal  inteligencia,  y  que  hoy  no  seria  justo  ni  equitativo 
exigirlos,  sin  previo  aviso,  aquellos  derechos,  pu.es  es  indudable  que 
de  haberlo  sabido  hubieran  deducido  en  sus  proposiciones  lo  necesario 
para  cubrir  el  impuesto: 

Y  considerando,  por  último,  que  bajo  este  puntó  de  vista  es  in- 
caestionable  el  derecho  que  asiste  al  reclamante  para  la  dev.oluoioa 
que  solicita,  y  la  conveniencia  de  que  se  dicte  sobre  el  asunto  una  me- 
dida general  qu.e  evite  torcidas  interpretaciones; 

S.  M.,.  conformándose  con  lo  propuesto  por  ésa  dirección  general, 
se  ha  servido  declarar  procedente  la  devolución  al  mencionado  D.  Ga- 
jetano  R.  Ardois,  de  Málaga,  de  las  cantidades  qae  haya  satisfecho 
poc  el  2  por  100  y  recargo  por  razón  de  plata  de  los  plomos  proceden- 
tes de  la  mina  Arrayabas  de  Linares  que  ha  exportado  para  el  extran- 
jero, y  disponer  como  medida  general  que  las  ventas  de  minerales  y 
metales  de  minas  propias  del  Estado  veriflcadas  hasta  el  dia  se  consi- 
deran libres  de  toda  clase  de  impuesto  minero  para  el  Tesoro;  pero  que 
desde  la  publicación  de  esta  medida  los  mismos  minerales  y  metales 
cuando  por  medio  de  subasta  pública  pasen  á  poder  de  particulares  ó 
sociedades  y  sean  exportados  al  extranjero,  deberán  satisfacer  todos 
los  derechos  que  por  regla  general  se  fijan  en  la  vigente  ley  de  presa- 
cuestos,  lo  cual  se  consignará  en  los  primeros  pliegos  de  condiciones 
para  su  venta  que  se  sometan  á  la  Real  aprobación  y  se  publiquen. 

Qe  órdea  de  S.  M^  lo  digo  á  V.  I.  para  su  inteligencia  y  efectos  cor* 
respondientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  3,  de  Julio  de 
i862.=BarzanaUana.=Sr.  Director  general  de  Contribuciones. 

(OíOMia  de  i2  de  Julio  de  1807;. 
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MINISTERIO  DB  FOMENTO. . 

fíeal  orden  concediendo  autorización  bajo  derlas  condiciones 
pata  encauzar  y  alumbrar  aguas. 

Excmo.  Sr.:  D.  Pedro  Lozano  y  otros  Tecioos  de  la  villa  de  Fortii* 
Dfl,  en  la  provincia  de  Narcia,  han  pedido  autorización  para  ejecutar 
<)bras  de  eacauzamieoto  y  alumbramiento  en  la  rambla  del  Cantalar  coa 
eí  objeto  de  abastecer  dé  aguas  aquella  población  y  aprovechar  las  so* 
branles  en  riego  de  tierras  de  su  propiedad  particular. 
-  En  vista  de  lo  que  previene  la  ley  de  3  de  Agosto  del  año  anterior, 
de  acuerdo  con  el  parecer  de  la  Sección  quinta  de  la  Junte  consultiva 
de  Caminos,  Canales  y  Puertos  y  con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  ge» 
oeral,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  mandar  lo  siguiente: 

í.*  Se  autoriza  ¿  D.  Pedro  Lozano  y  demás  vecinos  de  la  villa  dé 
Fortuna  para  ejecutar  en  el  término  de  la  misma  obras  de  encauza* 
DTfento  y  alumbramiento  para  aprovechaír  las  aguas  de  la  rambla  del 
Cantalar,  con  sujeción  á  las  prescripciobes  generales  de  la  ley  de  3  de 
Agosto  de  1866. 

S.*"  De  estas  aguas,  asi  délas  que  corren  actualmente  por  la  rambla 
cómo  de  las  que  se  obtengan  á  consecuencia  de  alumbramiento  y  apro- 
vedhando  las  que  discurren  filtradas  por  las  arenas  de  la  rambla,  sé 
destinarán  cuatro  litros  por  segundo  para  el  abastecimiento  exclusivo 
de  la  villa  de  Fortuna,  sin  que  pueda  distraerse  cantidáii  ninguna  del 
agua  mientras  no  resulte  completa  la  dotación  del  abastecimiento. 

3/  Los  cuatro  litros  expresados  quedarán  én  propiedad  perpétiiá 
del  común  de  vecinos. 

I.*  Los  peticionarios  podrán  invertir  en  riego  las  aguas  que  eó  lós 
pilones  de  las  fuentes  públicas  resultaren  sobrantes  de  los  cuatro  li> 
trd^'referidos. 

S.*  Tales  sobrantes  se  declaran  de  perpetua  propiedad  de  los  peti- 
cicínarios;  pero  sin  que  éstos  puedan  exigir  en  ningún  tiempo  del  eó* 
intin  de  vecinos  canon  ni  retribución  de  ninguna  especie  á  tituló  del 
coste  délos  trabajos  que  ejecuten  ó  hayan  de  ejecutar. 

6.**  A  costa  de  los  mismos  peticionarios  sé  establecerá  en  lá  éasa 
llamada  de  lós  Tablachos,  donde  hoy  existe  el  mareo  que  rervía  para 
la  distribución  de  las  aguas,  un^  módulo  por  niedió  del  cuál  sé  toáieo 
constantemente  del  caüal  los  cuatro  títros  exclusiva  y  preferente* 
mente  destinados  al  abastecimiento  de  la  villa  de  Fortuna. 

7.*    Las  obras  se  ejecutarán  á  costa  de  los  interesados  con  arregla 
al  proyecto  aprobado  con  esta  fecha  y  con  sujeción  al  sistema  de  esta» 
blecimiento  de  una  tajea  filtrante. 


8/  Las  dichas  obras  se  Uevaráp  á  cabo  bajo  la  vigilaocia  del  loge- 
TQ  Jefe  4e  la  proTÍocia,  y  debefáa  estar  termioadas  en  el  plazo  de  cua-> 
tro  años. 

9.*    Antes  de  d^r  principio  i  los  trabajo?,  la  presa  que  hoy  existe  en. 
la  rambla  del  Gantalar  y  que  oo  ha  de  sufrir  fariacion  eo  su  <)lturi^  se 
referirá  é  uo  puoto  Qjo,  ó  se  establecerá  caso  de  no  haberlo  en  las  in- 
mediaciones. '. 
.10.    Si  las  obras  que  han.de  ejecutarse  no  llegasen  á  producir  resul- 
tado ni  en  poco  ni  en  noiucbo  respecto  á  la  cantidad  <le  agua  y  al  objeto  . 
que  Iqs  peticionarios  se  proponen,  la  Compañia  no  tend.-'á  derecho  á 
iodenaoizacion  ó  resarcí ipiento  de  ninguna  clase* 

De  Real  orden  lo  ((iga  i  V.  E.  para  su  conocimiento  y  efectos  cor- 
respondientes. Dios  guarde  á  V.  B.  muchos  años.  Madrid  8  de  Julio  de 
l867.=OroTÍo.=Sr.  Director  general  de  Obras  públicas.    * 

{Gécété  de  15  de  Julio  4e  1867). 


Ley  concediendo  á  la  Sociedad  espacial  minera  La  Carbonera 
española  la  construcción  de  un  ferro^carril  por  un  sistema 
económico. 

Doña  Isabel  I!,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Gonstitucipn.  Reipa  de  las 
Sspañas.  A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren  sabed:  que 
las  Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Artículo  i,*  Se  autoriza  al  Gobierno  para  otorgar  directamentey 
sin  subvención  alguna  del  Estado  á  la  sociedad  especial  minera  La 
CarboTtera  española  la  concesión  de  un  ferro  carril  por  un. sistema  eco» 
cómico,  qué.partiendo  de  Manresa  en  el  de  Zaragoza  á  Baecelona  ter- 
mine en  Guardiola  por  la  cuenca  carbonífera  de  Berga. 

'Art,^.*  Esta  concesión  se  otorgará  con  arreglo  al  proyecto  que  en 
definitiva  apruebe  el  Gobierno  en  vista  de  los  estudios  presentados  por 
la  Sociedad  y  con  sujeción  ala  tarifa  de  precios  máximos  de  peaje  y 
trasporte  y  relación  de  material  necesario  para  la  construcción  que  en 
su  vista  se  adopten*  no  pudiendo  exceder  el  precio  total  del  trasporte 
de  carbón  y  cok  del  tipo  máximo  Qjado  en  el  art.  5/  de  la  ley  de  20  de 
Julio  de  1862. 

ArL  3.*  El  plazo  para  la  construcción  de  este  camino  será  de  dos 
años,  contados  desde  la  ñocha  déla  concesión,  siendo  potestativo  en  el 
Gobierno  declarar,  previo  informe  del  Consejo  de  Estado  y  de  la  Junta 
consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  la  caducidad  antes  de  su 
vencimiento  si  el  desarrollo  dado  á  las  obras  oo  fuese  bástante  á  juicio 
del  Ingeniero  Inspector  para  suponer  racionalmente  posible  la  termi- 
Dación  déi  camiao  en  el  plaz6  fijado. 
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Ari,  4.*  La  coQcésióB  se  otorgará  por  99  años,  ecltita dos' d^sde  el 
•día  |o  que  termine  el  plazo  de  coñstmccion  y  con  sajecioo  á  la  ley  dé 
iO  de  Julio  de  1862  y  demás  disposiciones  generales  Tigentes  solrte  tá^ 
minos  de  hierro  en  todo  aqaello  en  qde  le  sean  aplicables. 

Por  tanto :  ^ 

Mandvnos  á  todos  los  Tribunales,  Justicias,  Jefes;  Gobernadores  y 
demás  Autoridades,  así  cítíIcs  como  militares  y  eclesiásticas,  de  cual* 
quiera  dase  y  dignidad,  que  guarden  y  hagan  guardar,  cutnplir  y  eje- 
cutar la  presente  ley  en  todas  3us  partes. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  quince  de  Julio  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  siete.ccYo  la  Reina. =El  Ministro  de  Fomento,  Manuel  deOrovio. 

'     {Gaceta  de  n  de  Jüüú  de  íMV). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  Decreto. 

Resolución  en  el  pleito  pendiente  en  grado  de  apelación  sobre 
caducidad  de  la  mina  San  Rosendo. 

• 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar*. 
quia  Española,  Reina  de  las  Españas.  Al  Gobernador  y  Consejo  provin- 
cial de  Almería,  y  á  cualesquiera  otras  Autoridades  y  personas  á  quie- 
nes  toca  su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  be  venido  en  de« 
cretar  lo  siguiente: 

■En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  grado  de  apela* 
clon,  entre  partes,  de  la  una  la  Sociedad  especial  minera  denominada 
San  Rosendo^  representada  por  el  Doctor  D.  Juan  Astudillo  de  Guzman, 
apelante^  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  Administración,  ape- 
lada y  coadyuvada  por  él  Doctor  D.  Diego  Suarez,  eti  representación  de 
D.  Juan  Correa  y  Burgos,  denunciador  de  la  citada  mina  con  el  nom*, 
bre  de  Nuestra  Señora  del  Rocío^  sobre  caducidad  de  la  mina  San  Ro» 
sendo. 

Visto: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  D.  Juan  Correa  y  Burgos  acudió  al  Gobernador  de  la  provincia 
de  Almería  en  27  de  Setiembre  de  1864  denunciando  con  el  nombre  de 
Nuestra  Señora  del  Rocío  la  propiedad  de  dos  pertenencias  de  mine- 
ral plomizo  que  se  hallaba  al  descubierto  en  las  labores  de  la  mina 
denominada  ^anHoseneío,  á  la  que  representaba  D.  Antonio  Vivas  Ar- 
queros, por  encontrarse  esta  mina  en  su  sentir  abandonada  por  más 
de  dos  años,  y  por  consiguiente  en  circunstancias  de  caducidad: 


Que  d«. orden  de  la  citada  Autoridad  se  ÍDStrttydeo  8  dto.Noviembre 
siguiente  de  las  causas  en  que  se  fundaba  el  denuaclo  interpuesto  '$Í 
mencionado  D.  Antonio  Viras  Arqueros,  representante  de  la  sociedái^ 
especial  minera  San  Roiéndo,  haciéndole  entender  qué  ai  tenia  algo 
que  exponer  en  defensa  de  la  concesión  lo  verificase  dentro  del  térmi- 
cío  de  15  días;  y  en  24 del  mismo  mes  acudió  con  escrito  de  oposición 
el  referido  representante  de  la  mina  San  Rosmdú:  '^ 

Que  á  fio  de  acreditar  el  extremo  en  que  fundaba  el  denuncio,  pre« 
sentó  D.  Juan  Correa  y  Burgos  una  información  practicada  ante  el  Aú 
caldede  Pechina,  en  la  que  declararon  cinco  testigos  mayores  de  edad 
y  trabajadores  de  minas  colindantes,  asegurando  tres  que  en  la  minar 
San  Rosendo  no  se  habia  trabajado  hacia  más  de  un  año,  y  los  otros 
dos  restantes  que  no  se  trabajaba  eñ  ella  desde  Enero  de  18fi4  á  51  de 
Octubre  de]  mismo  a5o,  fiecha  desús  declaraciones: 

Que  el  propio  Correa  y  Burgos  acudió  al  Gobernador  de  la  provin- 
cia en  17  de  Enero  de  1865  en  queja  de  que  la  empresa  concesionaria 
de  la  mina  San  Rosendo  habia  empezado  á  practicar  trabajos  con  el  fin 
d  e  hacer  desaparecer  las  señales  evidentes  del  abandono;  y  esta  Auto- 
ridad'en  decreto  del  mismo  dia  ordenó, al  Alcalde  de  Nijar  que  procer 
diese  á  la  justificación  de  los  hechos,  y  que  en  el  caso  de  ser  ciertos 
suspendiese  eu  el  acto  las  labores  y  procediese  al  depósito  del  minefaU 
haciendo  entender  al  encargado  de  los  trabajos  que  se  abHuviei»  de 
continuarlos  mientras  no  se  ejecutase  el  reconocimiento  facultativo:  ,, 

Que  practicada  en  los  dias  18,  2i  y  22  de  Enero  de  1865  la  justifi- 
cacion  indicada  en  la  orden  gubernativa  anterior,  resultó  que  ante  el 
Alcalde  de  la  villa  de  Nijar  declararon  cinco  testigos  mayores  de  eda4 
que  la  mina  San  Rosendo  habia  estado  abandonada  por  más  ó  menos 
tiempo»  desde  el  mínimum  de  más  de  seis  meses  al  máximum  de  más 
de  dos  años;  añadiendo  tres  de  ellos  que  en  las  vísperas  de  la  Pascua 
anterior  á  sus  declaraciones  se  pusieron  á  trabajar  en  la  mina  unos 
operarios  que  nocpnocian;  otro  de  los  testigos  que  los  trabajos  empe- 
zaron en  Diciembre  anterior  sin  determinar  el  dia,  y  el  quinto  se  refirió 
al  dia  5  del  mismo  mes  como  la  época  en  que  dieron  principio  los  tra- 
bajos. Asimismo  depusieron,  un  testigo  de  edad  de  21  años  que  habia 
trabajado  en  la  mina  San  Rosendo  desde  5  de  Enero  del  referido  año 
de  4865,.  que  ignoraba  si  la  habiap  trabajado  antes;  y  el  capataz  de  la 
propia  mina  San  Rosendo  que  se  empezó  á  trabaj«r  en  la  mina  de  or- 
den de  D.  Antonio  Vivas  el  dia  l.*'ó  2.''  de  Diciembre  anterior,  y  que  le 
acompañaron  José  Paxdo,  vecino  de  Pechina,  y  otro  cuyo  nombre  ig- 
noraba: 

Que  por  una  certificación  librada  en  24  de  Marzo  por  la  Administra*^ 
cion  de  Hacienda  pública  de  la  provincia  de  Almería  se  acreditó  pos  el 
denunciador  D.  Juan  Correa  y  Burgos  que  en  2d  de  Setiembre  de  1864» 
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féiÁeí  de  su  dieatmcio,  U  mití^rS^tn  Rosendo  se  hslUba  adeudando  por  ^ 
c!  derecho  de  superficie  919  rs.  SO  eénis.^  que  no  se  hicieron  efectivos" 
^pr  D.  Aotoóio  Vifas  hasta  31  de  Diciembre  del  mismo  año: 

Que  el  Ingeoiero  ioformó  eo  20  dé  Junio  que  las  labores  de  la  mitía 
^an  üoséiicío  eonsislian  eo  una  trancada  de  80  metros  seis  centime» 
tros;  otra  de  cinco  metros  60  centímetros:  otra  de  18  metros  19  centí- 
metros; otra  de  3  metros  30  centímetros:  que  sumadas  todas  estas  la- 
bores formaban,  según  su  cálculo,  56  metros  20  centímetros»  y  se  ha- 
lla t>an  practicadas  en  un  terreno  en  extremo  duro:  añadiendo  que.  no 
reconoció  otras  dos  laborea  por  encontrarse  atoradas,  y  que  descontán- 
dose los  primeros  20  metros  6  centímetros  que  tenia  practicados  ésta 
mloa  cuando  se  demarcó,  resultaban  abiertos  desde  que  su  concesio- 
n^riq  recibió  la  posesión  36  metros  14  centímetros  de  labor,  y  las  dos 
labores  atoradas  de  que  se  ha  hecho  mérito;  por  lo  que  á  su  juicio  la 
expresada  mipa  no  había  estado  abandonada  por  más  tiempo  del  que 
scioala  la  ley: 

Que  D.  Juan  Gcirrea,  con  vista  del  anterior  informe  del  Ingeniero, 
expuso  en  instancia  de  4  de  Jelio  al  Gobernador: 

Que  el  Ingeniero  incurrió  en  un  error  al  jsuponer  qnela  labor  de  San 
Rosfíndo  consistía  en  56  metros  20  centímetros,  porque  solo  compo- 
nía un  total  de  49  metros  35  centímetros,  por  lo  que  habia  un  exceso 
de  6  metros  85  centímetros  en  el  cálculo: 

Que  el  terreno  en  que  estaban  practicadas  esas  labores,  era  de  fácU 
perforación,  puesto  que  se  habían  ejecutado  usando  indistintamente 
del  pico  y  los  barrenos: 

Que  las  labores  atoradas  no  pasaban  de  un  metro,  y  que  el  atora - 
miento  probaba  su  abandono: 

Que  ios  trabajos  practicados  por  la  sociedad  San  Rosefido  desdé  13 
de  Mayo  de  1863  á  48  de  Enero  de  1865  en  que  recibió  la  posesión  y  se 
paralizaron  los  expresados  trabajos  consistían  en  29  metros  29  centí- 
metros en  cuatro  labores  diferentes  é  insignificantes  que  se  habían 
abierto  en  menos  tiempo  de  40  dias  de  trabajos. formales;  y  que  eo  el 
informe  facultativo  se  omitía  expresar  que  la  mina  San  Rosendo  carecía 
débitos,  déla  señal  que  está  prevenida  para  marcar  su  punto  de  par- 
tida, del  libro  de  visitas  que  prefijaba  el  art.  67  del  reglamento,  y  de 
cortijos;  y  que  el  vaciadero  estaba  lleiio  de  vegetación,  y  todas  las  servi- 
dumbres de  la  mina  se  hallaban  apisonadas  por  la  acción  de  un  aban- 
dono mayor  de  dos  años: 

Que  D.  Juan  Correa  y  BiirgoS'  en  26  de  Julio  acudió  al  propio  Gober- 
nador para  obligar  á  D.  Antonio  Vivas  á  la  exhibición  de  los  libros  déla 
soeiedadSan  Bkísendf^^  que  en  su  sentir  demostrarían  cumplidamente 
los  hechos  denunciados;  en  otra  exposición  de  27  del  mismo  mes  se 
quejó  de  que  la  negativa  de  la  indicada  sociedad  á  exhibir  los  libros  do 
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tenia  otro  objeto  que  ganar  tiempo  para  formalizarlos  é  Jmprimir  laa 
lámioas  y  reglamento  de  que  carecía;  y  por  consecuencia  de  órdea.del 
Gobernador  el  Alcalde  de  Almería,  comisionado  al  efecto,  convocó  á 
todos  los  individuos  que  formaban  la  sociedad,  requiriendo  á  su  presi- 
dente D.  Antonio  Vivas  á  que  presentase  sus  libros;  resultando  de  la 
diligencia  de  reconocimiento  el  estado  poco  8AtÍ3factorio  de  Io$ 
mismos: 

Que  el  denunciador  Correa  y  Burgos  presentó  como  medio  de  prue- 
ba con  escrito  de  8  de  Agosto  copia  de  la  explicación  del  plano  de  de- 
marcación déla  mina  San  Rosendo^  ep  la  cual  se  hace  constar  que  ál 
verificarse  aquella  operación  tenia  una  labur  de  20  mejtros  seis  centN' 
metros,  y  que  nada  se  había  consignado  sobre  la  dureza  del  terreno  en 
que  estaba  practicada;  dos  certificaciones  libradas  por  el  Secretarlo 
del  Ayuntamiento  de  Níjar,  que  justificaban,  la  una  que  so  se  había 
satisfecho  cantidad  alguna  por  el  impuesto  de  consumos  en  los  años 
de  1863, 1864  y  1865  por  la  citada  mina  San  Rosendo^  y  la  otra  que  la 
sociedad  no  estaba  provista  del  libro  que  previene  el  art.  67  del  regla- 
mento; dos  certificaciones  libradas  por  la  Sección  de  Fomento  de  la 
provincia,  que  acreditaban  que  el  titulo  de  la  referida  mina  se  expidió 
60^8  de  Agosto  de  1861,  y  no  se  entregó  á  su  concesionario  hasta  26 
de  Igual  mes  de  1862.  que  en  13  de  Mayo  de  1863  se  djíó  la  posesión  al 
mismo,  y  que  la  escritura  de  sociedad «  otorgada  en  24  de  Setiembre  de 
1862,  no  se  presentó  á  su  aprobación  hasta  22  de  Mayo  de  1863;  una^ 
justificación  practicada'en  Julio  de  1865  ante  el  Juez  de  primera  ins-. 
tancia  de  Almería,  en  la  cual  se  comprendió  la  confesión  judicial  de 
D.  Antonio  Vivas  Arqueros,  representante  de  San  Rosetido^  quien  de- 
elaró  al  absolver  las  posiciones  del  interrogatorio  del  denunciador: 

Que  durante  los  16  meses  qu^  mediaron  entre  la  posesión  y  el  de- 
nuncio solo  se  trabajó  en  la  nina  de  15  á  20  días  en  la  varada  de  Car- 
naval i  Semana  Santa;  que  después  se  trabajó  en  la  varada  de  San 
Juan  á  Feria,  sin  expresar  los  días;  que  era  cierto  en  todas  sus  partes 
que  desde  l.'de  Diciembre  de  1864,  facha  posterior  al  denuncio  hasta 
18  de  Enero  de  1865  se  había  trabajado  la  mina  sin  interrupción  con 
un  capataz  y  seis  operarios  que  ejecutaron  la  mayor  parte  de  las  la- 
bores que  existían  en  ella;  que  desde  28  de  Agosto  de  1861  en  que  se 
expidió  el  titulo  de  propiedad  de  la  mina  se  hicieron  las  labores  preli« 
minares  hasta  26  de  Agosto  de  1862  en  que  aquel  título  se  entregó  al 
concesionario,  y  que  las  grand<^s  obras  se  ejecutaron  después  de  la 
toma  de  posesión  (13  de  Mayo  de  1863): 

Que  por  parte  de  la  sociedad  San  Rosendo^  su  representante  el 
mencionado  D.  Antonio  Vivas  Arqueros  expuso  al  Gobernador  en  10 
de  Agosto  del  mismo  año  de  1885,  entre  otras  consideraciones  genera- 
les en  defensa  del  derecho  que  á  su  juicio  asistía  á  la  compaíila  para 
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q^ue.^e  Ja  sostuviera  en  U  concesión,  que  no  había ?pQdí4o.U.4e|](^pri^; 
adelantar  las  labores  todo  lo  que  quisiera  ni  mantener  constanteofífQ» 
te  los  trabajosa  causa  d3  la  dureza  del  terreno  que  resistía  al  acero  jj 
¿la  falta  de  ventilación;  7  acompañó  al  propio  tiempo  una  justifica- 
ción practicada  en  26  de  Julio  del  propio  año  ante  el  Teniente  Alcalde 
de  Almería,  en  la  cual  cinco  testigos  mayores  de  edad  depusieron  dfi. 
ciencia  propia  que  la  mina  San  Bosendo  ¿e  había  trabajado  en  la  va^i 
rada  de  Semana  Santa  y  Feria  del  ano  de  1864,  sin  expresar  los  dips 
que  se  trabajó,  ni  cuántos  operarios  la  labro  ron,  y  solo  el  capataz  de^ 
la  mina  Antonio  Paniagua  expresó  qu  e  fueron  cinco  los  que  estuvieron 
trabajando: 

Que  pasado  el  expediente  al  Consejo  provincial,  de  conformidad 
con  su  dictamen,  el  Gobernador  de  la  proviDcia  de  Almería  por  su  de* 
creto  de^t  de  Octubre  de  1865  declaró  la  caducidad  de  la  referida  mi- 
na San  Rosendo,  y  mandó  que  continuase  la  tramitación  del  registro- 
denuncio  Nuestra  Señora  del  Rocío. 

Vista  la  demanda  propuesta  ante  el  Consejo  proviocial  de  Almería 
por  D.  José  Riancho,  en  nombre  de  D.  Antonio  Vivas,  presidente  y  bajo 
tal  concepto  representante  legal  de  la  sociedad  especial  minera  San 
Rosendo,  con  la  solicitud  de  que  se  revocase  el  anterior  decreto  gu- 
bernativo, y  de  que  se  anulase  y  cancelase  el  registro  Nuestra  Señora 
del  Rodo: 

Vistos  los  escritos  de   cootesiagion  del  Promotor  fiscal  y  del  coad- 
yuvante D.  Juan  Correa  y  Burgos, dueño  del  denuncio  registro  NueS' 
tra  Señora  del  22ocio,  con  la  pretensión  de  que  se  desestimase  la  de-  . 
manda  interpuesta,  y  en  su  consecuencia  que  se  confirmase  en  todas 
sos  partes  el  decreto  gubernativo  impugnado: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  en  los  que  las  partes  repro- 
dujeron y  esforzaron  sus  respectivas  pretensiones:  \ 

Vista  la  prueba  pract  icada  por  el  denunciador  D.  Juan  Correa  7 
Burgos: 

Vista  la  sentencia  dictada  Ipor  el  propio  Consejo  provincial  de  Al- 
mería en  23  de  Mayo  de  1866,  por  la  cual  se  confirmó  en  todas  sus 
partes  el  decreto  gubernativo  de  21  de  Octubre  de  1865: 

Vistos  el  escrito  del  representante  de  la  sociedad  especial  minera 
San  Rosendo  interponiendo  en  tiempo  contra  la  precedente  sentencia 
los  recursos  de  nulidad  y  apelación,  y  el  auto  del  Consejo  provincial 
admiliendo  solo  el  de  apelación: 

Visto  el  escrito  presentado  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Doctor 
D.  Juan  Astudillo  de  Guzman  mejorando  á  nombre  de  D.  Antonio  Vi- 
¥as  Arqueros,  presidente  de  la  sociedad  San  Rosendo j\sí  apelación  in- 
terpuesta con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  sentencia  apelada  eD 
razón  á  no  hallarse,  en  su  juicio»  conforme  con  los  principios  de  jus- 


tfif&1^¿f!%ft^gíádá'á  las  (lis'posicioDes  vigentes  eñ  ifiatería  de  mitierfa:' 
"tfsto  el  de  coatestac  ion  de  mi  Fiscal,  ea  que  pide  que  se  confirme 
lá  expresada  sentencia  apelada: 

Visto  eldel  Doctor  D.  Diego  Suarez;  en  nombre  de  D.Juan  Corrida 
y  Burgos,  dueño  seguñ  se  ha  expresado  del  registro*>denoncio  Nuestra 
Señora  del  Rocío .  en  concepto  de  coadyuvante  de  la  Ádministrapioo, 
formulando  idéntica  petición  que  mi  Fiscal: 

Visto  el  art.  50  de  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  1859,  que  deter- 
mina q'ue  desde  la  posesión  de  las  pertenencias  mineras  se  establecerán 
labores  formales,  que  por  lo  menos  han  de  sostenerse  183  dias  al  ano: 
Visto  el  art.  65  de  la  propia  ley,  que  dice:  «Caduca  y  se  pierde  la 
propiedad  de  las  pertenencias  mineras  por  abandono,  no  guardándose 
las  reglas  establecidas  en  los  artículos  50,  51,  52  y  53.  > 
'  Considerando  que  se  halla  plenamente  probado,  hasta  por  confesión 
eiplfeitadel  apelante,  que  la  mayor  parte  de  las  labores  existentes  en 
IdímiüB  San  Rosendo  se  ejecutaron  con  posterioridad  á  haber  sidode- 
nfonciada  por  abandono,  y  que  en  los  46  meses  con  anterioridad  tras- 
curridos desde  la  tofna  de  posesión  solo*  se  trabajó  por  dos  cortos  pe- 
riodos, que  en  todo  no  alcanzan  con  mucho  al  tit*mpo  señalado  por  la 
ley  para  estimar  poblada  una  pertenencia  minera: 

Y  considerando  que  en  tal  concepto  fué  procedente  la  declaración 
de  cadacidad  de  la  citada  mina  que  contiene  así  la  providencia  del 
Gobernador  civil  como  la  sentencia  apelada; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruiz  de 
la  Vega,  Presidente,  D.  Antero  deEcharri,  D.  Francisco  de  Cárdenas, 
D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio»  D.  Eugenio  de  Ochoa,  D.  Tomás  Retorti- 
Uo,  D.  Francisco  Aynat  y  Funes,  el  Marqués  de  Alhama,  D.  Evaristo 
de  Castro  y  Rojo,  D.  Gabriel  Enriquez  y  D.  Rafael  de  Liminiana  y  Brig- 
oole , 

Vengo  en  confirmar  en  todas  sus  parjtes  la  sentencia  dictada  por  el 
Consejo  provincial  de  Almería. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
fliete.rsEstá  rubricado  de  la  Real  mano.=El  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros,  Ramón  María  Narvaez.  • 

Publicación. =Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado»  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó,  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos»  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta, 
De  que  certifico. 

Madrid  6  de  Junio  de  4867.=Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  17  de  Agosto  de  1867). 
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TRIBÜfíAL  ^PREMO.  't 

Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  en  el  pleito  sobre  rendición  de  cuentas  dé  'Ü^ 
administración  de  una  mina.  } 


•     A 


Eq  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Setiembre  de  1867,  en  el  pleílb 
pendiente  ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguido  en  el  Juzgado  ^e 
prinoiera  instancia  de  Reinosa  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Aodieii- 
cia  de  Burgos  por  D.  Nicolás  Gómez  con  D.  Anselmo  Ruiz  sobre  reí* 
dicion  de  cuentas: 

Resultando  que  en  27  de  Abril  de  i86i  otorgaron  un  contrato  pfl- 
rado  D.  Antonio  GrijaWa,  D.  Anselmo  Ruiz  y  D.  Nicolás  y  D.  Anpgél 
Gómez,  que  se  obligaron  á  elevar  á  escritura  pública,  por  el  que  for- 
maron sociedad  para  la  explotación  de  una  mina  de  carbón  de  piedra 
que  el  primero  habia  denunciado  en  el  pueblo  de  Villanueva  de  la  Pe- 
na; y  que  por  las  condiciones  5.'  y  B.*  de  dicho  contrato  nombrároo 
depositario  para  percibir  los  dividendos  que  se  repartiesen  para  ex- 
plotar la  mina,  asi  como  percibir  el  importe  de  los  minerales,  pagftr 
jornales  y  cualquiera  otra  cosa  concerniente  á  ella,  á  D.  Anselmo  Ruiz, 
que  seria  el  único  socio  que  pudiera  hacer  contratos  de  ventas,  de 
acuerdo  con  los  demás: 

Resultando  que  en  27  de  Noviembre  de  1863  demandó  D.  Nicolás 
Gómez  á  D.  Anselmo  Ruiz  para  la  rendición  de  cuentas  de  la  admi&k- 
tracion  de  la  mina  y  para  que  se  allanase  á  reducir  á  escritura  públi* 
ca  el  convenio  particular;  que  conforme  con  este  último  extremo  "el 
demandado  acompañó  una  cuenta  reconviniendo  á  D.Nicolás  Gómez  y 
á  8u  hijoD.  Ángel  para  el  pago  de  5. 329  reales  y  II  céntimos,  importe 
de  sus  dos  terceras  partes  de  representación  en  el  alcance  que  resultaba 
á  su  favor,  y  á  que  sé  allanasen  á  contribuir  en  la  misma  proporción  cod 
los  gastos  para  tener  poblada  la  mina:  y  que  por  sentencia  de  iO  de 
Abril  de  1866  se  condenó  á  Ruiz  á  rendir  en  el  término  de  un  mes 
cuenta  justificada  de  su  administración,  con  entrega  del  saldo,  si  re- 
sultaba, y  á  que  se  prestase  á  elevar  á  escritura  pública  el  citado  con» 
venio,  absolviendo  al  demandante  de  la  reconvención  propuesta  por  el 
demandado: 

Resultando  que  en  í3  de  Mayo  siguiente  presentó  D.  Anselmo  Roiz 
la  cuenta  de  su  administración,  que  comprende  un  cargo  de  57.859 
reales  29  cents.,  importe  de  carbón  vendido,  ascendiendo  lá  daU  á 
57.640  rs.  30  cents,  y  produciendo  por  tanto  un  saldo  á.  su  favor  de 
218  rs.  y  47  cents.,  hallándose  sin  justificar  diferentes  partidas  dé  la 
última,  importantes  36.638  rs.  por  razón  de  arrastréis  de  carbón  de 


Alar  á  Reioosa  y  desde  la  misma  é  Alar,  y  1.534  satisfechos  para  el  cum- 
plimiento de  cierto  coütralo  que  D«  Aotoolo  Grijalva  habia  hecho  con  la 
sociedad  gastos  para  seguir  ud  recuiso  contra  éste,  viajes  a  Alar  y  otros: 
^^o;> Resultando  que  Gómez  impugnó  la  cuenta  admitiendo  como  legiti- 
mo el  cargo,  reduciendo  la  data  á  5.917  rs.  48  cents.,  y  produciendo 
por  couáiguiente  un  saldo  contra  Ruiz  de  51.941  rs.  79  cents.,  del  cual 
l&ábia  i|ue  deducir  2.577  r».  que  D.  Nioolás  y  su  hijo  tenian  suplidos, 
.inanif^tando  que  no  abonaba  más  partida  de  data  que  las  acreditadas 
r.cioii  los  correspondientes  recibos  y  algunas  otras  por  ser  verdaderas, 
a^soque  ioferiores,  según  aparecía  de  la  nota  y  liquidacioa  que  acom* 

Resultando  que  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal  se  acreditó 

.0^  ieferencia  á  los  libros  de  la  estación  del  ferro-carril  de  Reinosa 
^ue  el  importe  del  trasporte  de  carbón  desde  Abril  del  63  á  Agosto  del 

^.  65  ascendía á  Ü.537  rs.  31  cents.,  no  pudiéndose  hacer  constar  el  ¿e 
Uys  anteriores  á  dicha  fecha  por  haberse  quemado  los  libros: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Rúrgos 
dictó  sentencia  revocatoria  en  6  de  Diciembre  de  1866,  en  la  qne  con- 
sigoando'como  fundamentos  que  no  debian  ser  de  abono  á  Ruiz  as 

.partidas  de  data  importantes  á  una  suma  1.534  reales  24  célDts.  por 
no  haberlas  justificado,  así  como  tampoco  las  relativas  á  los  arrastres 

.más. que  en  la  cantidad  que  habia  acreditado  con  la  certiflcacion  délos 
libros  del  ferro-carril,  declaró  que  la  que  debia  abonar  al  demandante, 

^  y  en  la  que  se  le  condenaba  por  razón  de  la  cuenta  presentada,  era  la 

.  .que  á  éste  correspondiese  percibir  por  su  participación  en  la  sociedad 
de  20.054  reales  á  queasceodia  á  una  suma  el  alcance  por  el  resulta- 
do que  arrojaba  dicha  cuenta,  hechas  las  deducciones  referidas,  dejan- 

.  do  á  salvo  el  derecho  y  acción  que  D.  Nicolás  Gómez  tuviera  para  re* 
clamar  deD.  Anselmo  Ruiz  les  2.624  rs.  que  figuraban  en  la  nota  de  su 
cuenta  como  débito  particular  de  éste  á  aquel: 

Resultando  que  D.  Anselmo  Ruiz  interpuso  recurso  de  casación  ei- 
taodo  como  infringidas 

I.*  La  ley  16,  tít.  10,  Partida  5.*,  por  cuyo  contexto  se  demostraba 
que  los  gaslos  de  viajes,  encargos  y  servicios  y  otros  de  esta  natura- 
leza, como  eran  los  que  se  desechaban  en  la  primera  declaración  de  la 
seotencia,  debian  ser  legítimamente  sacados  del  fondo  de  la  compañía 
y  abonados,  aunque  no  se  sujetasen  á  una  rigorosa  responsabilidad: 

2.*  La  ley  28,  tít.  12,  Partida  5.\  de  la  cual  se  infiere  que  las  des- 
pensas que  se  ejecutan  con  buena  fé  en  pro  de  un  servicio  ajeno  no 
paeden  menos  de  ser  abonadas  siempre  que  se  hayan  hecho  en  la  con- 
fianza y  seguridad  de  que  no  habia  de  exigirse  una  contabilidad  rigo- 
rosa; y 
S;*    La  ley  1.*,  til.  1.*,  lib.  10  déla  Novísima  Recopilación,  y  la  juria- 


prudencia  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  en  las  seotendas  -ée 
31  de  Diciembre  de  4857,  l{  de  Setiembre  de  i859,4de  Octubre  deil{60, 
%de  Febrero  de  1801,  l.'de  Febrero  de  1862  y  28  de  Marzo  de  1863, 
60  las  que  se  establece  que  en  los  contratos  la  voluntad  de  los  contra- 
yentes es  la  ley  en  la  materia;  y  que  cuando  en  una  sentencia  se  ínter* 
preta  mal  un  contrato  ó  se  viola  con  ineíactos  fundamentos,  procede 
el  recurso  de  casación,  toda  vez  que  en  la  base  5.*  del  convenio  de  27 
de  Abril  de  1861  se  determinaba  con  exactitud  el  carácter  y  ia  signi- 
ficación que  los  contrayentes  hablan  querido  dar  y  dado  al  que  ha- 
blan nombrado  depositario,  habiéndose  establecido,  si  se  hubiera  teni- 
do la  intención  de  exigir  la  contabilidad  con  el  rigorismo  que  se  re** 
clamaba,  épocas  determinadas  para  la  rendición  de  cueiitas,  lo  cual 
noliabia  sucedido;  sentándose  por  el  contrario  en  la  sentencia,  para 
julgar  de  la  conducta  del  recurrente,  un  criterio  enteramente  diferen- 
te del  que  se  habla  tenido  presente,  consentido  y  aceptado  al  formar 
el  contrato  de  27  de  Abril  de  1861: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Buenaventura  Alvarado: 

Considerando  que  ía  resolución  de  las  cuestiones  de  hecho  es  de  la 
exclusiva  competencia  de  la  Sala  sentenciadora,  sin  que  sobre  ella  se 
dé  lugar  á  la  casación,  á  no  ser  que  se  hubiese  infringido  alguna  ley 
6  doctrina  en  la  calificación  ó  apreciación  de  las  pruebas: 

Considerando  que  después  de  ejecutoriado  el  punto  de  que  el  de- 
mandado venia  obligado  á  rendir  justificada  la  cuenta  del  tiempo  de  aa 
administración,  ya  no  versó  el  pleito  sino  sobre  si  la  cuenta  que  pro- 
dujo se  hallaba  ó  no  bastantemente  justificada,  y  esta  cuestión  de  puro 
hecho  la  resolvió  la  Sala  sentenciadora  apreciando  aquella  justifica- 
ción como  lo  creyó  más  acertado: 

Y  considerando,  por  tanto,  que  ninguna  aplicación  tienen  á  la 
cuestión. de  autos  las  leyes  y  jurisprudencia  que  se  citan  como  infrin- 
gidas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Anselmo  Ruiz,  á  quien  condena- 
mos en  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Real  Audiencia  deBdr-^ 
gos  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in  -• 
sertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=Eduardo  Elío.ss 
Joaquín  de  Palma  y  Vínuesa.=Gregorio  Juez  Sarmierto.=José  María 
Herreros  de  Tejada. =Buena  ven  tura  Alvarado. =CaIlxto  de  Montalvo  y 
GoUantes.= Lucia  no  Bastida. 

Publicación. =^ Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por. el 
limo.  Sr.  D.  Buenaventura  Alvarado,  Ministro  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  publica  en  ¿u  Sala  primera 


\ 
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Sección  segunda, el  dia  de  boy,  deqae  certifico  como  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  9  de  Setiembre  de  1867.=Gregorio  Camilo  García. 

{Gaceta  de  12  de  Setiembre  de  1867). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  decreto. 
Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Real  orden  con' 

* 

firmatoria  del  decreto  del  Gobernador  de  Córdoba  que  d^ó 
sin  efecto  el  expediente  de  la  mina  La  Campaña. 

Dona  Isabel  II,  por  la  gracia  dé  Dios  y  la  Constitución  de  la  Nonar* 
quia  española.  Reina  de  lasEspañas.  A  todos  los  que  las  presentes  vie- 
ren y  entepdieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento, 
8a1>ed:  ique  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

lEq  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
^instancia,  entre  partes»  de  la  una  el  Licenciado  D.  Isidro  Aguado  y 
Mora,  á  nombre  de  la  sociedad  especial  minera  denominada  Fusión 
carbonífera  y  metalífera  de  Belmez  y  Espicl^  registradora  de  la  mina 
LaCampaña,  demandante,  y  de  la  otra  la  Administración  general, de- 
mandada, y  representada  por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  de  la  Real 
orden  de  4  de  Diciembre  de  1863,  conñrmatoria  del  decreto  delGober- 
nador  déla  provjocia  de  Córdoba  de  3  del  mismo  mes  y  año  de  I86Í9 
que  dejó  sin  efecto  el  expediente  de  la  citada  mina: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  que  resulta; 

Que  en  iO  de  Noviembre  de  4852  D.  Manuel  Gil  presentó  solicitud 
.  de  registro  para  adquirir  cuatro  pertenencias  de  carbón  en  el  término 
de  las  villas  de  Espiel  y  Villanueva  del  Rey«  en  terreno  común,  y  les 
dio  el  nombre  de  La  Campaña: 

Que  hecho  el  reconocimiento,  admitido  el  registro,  ejecutada  la 
desiguacion  por  la  sociedad  á  causa  de  haber  adquirido  el  derecho  que 
tuviera  el  registrador,  habiendo  optado  asi  bien  por  la  legislación  de 
Ift49,  manifestó  su  representante  en  escrito  de  9  de  Noviembre  de  4860^ 
qiie  babia  practicado  la  labor  legal,  y  pidió  el  segundo  reconocimien- 
to, que  fué  estimado: 

Vista  el  acta  extendida  en  30  de  Actubre  de  1861  por  el  Ingeniera 
Jefe  del  distrito,  de  la  que  aparece  haber  expresado  el  capataz  de  la 
m^pa  que  no  sabia  que  la  sociedad  tuviese  otra  pertenencia  con  el  nom- 
bre de  LaCampaña  que  la  que  se  hallaba  situada  en  el  barranco  de  la 


— 184  — 

Jabalina,  y  faé  reconocida  en  o  de  Agosto  inmediato  anterior,  y  que 
por  eso  no  se  babia  habilitado  la  labor  de  la  que  se  estaba  recono* 
cieüdo: 

Visto  el  informe  do)  Ingeniero  emitido  en  la  misma  diligencia,  del 
que  resulta  que  la  mina  objeto  del  actual  recpnocimienio  era  distinta 
de  la  que  se  hallaba  en  el  barranco  de  la  Jabalina,  como  distintos  sus 
expedieutes;  que  no  existia  labor  habilitada,  ni  linderos  que  determi- 
oaran  el  terreno  del  presente  registro;  y  que  suspendió  la  demarcación 
por  falta  de  labor  legal  y  de  mineral: 

Visto.i  el  decreto  dado  por  el  tiobernador  de  ta  provincia  en  3  de  Di* 
ciembre  del  menc¡onad4)  año  1861,  dejando  sin  efecto  el  expediente; 
el  escrito  de  la  sociedad  interesada  alzándose  para  ante  el  Ministerio; 
7  Ka  Real  orden  de  4  de  Diciembre  de  1863  que  confirmó  la  expresada 
providencia: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado D.  Isidro  Aguado  y  Mora,á  nombre  de  la  sociedad  especial  mi- 
nera Fusión  carbonífera  y  metalífera  de  Belmez  y  Espiel,  pidiendo 
que  se  modifique  la  mencionada  Real  orden  en  el  sentido  de  que  la  ca- 
ducidad del  expediente  de  registro  La  Campaña  no  ba  de  ser  en  ab- 
soluto, sino  reservando  á  la  compañía  el  derecho  de  continuar  las  la- 
bores por  investigación  en  la  forma  dispuesta  por  el  último  párrafo  del 
art.  57  del  reglamento  de  28  de  Enero  de  1863: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  la 
absolución  de  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden: 

Vistos  los  artículos  50  y  58  del  reglamento  de  31  de  Julia  de  1849: 

Considerando  que  según  han  declarado  el  capataz  de  la  sociedad  que 
había  registrado  la  mina  Campaña  y  el  Ingeniero  encargado  de  prac- 
ticar el  segundo  reconocimiento,  no  habia  labor  habilitada  que  reco- 
nocer: 

Considerando  que  no  estando  habilitada  la  labor  legal  debe  decla- 
rarse sin  efecto  el  expediente; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Ruíz  de  la 
Vega,  Presidente,  D.  Antonio  Escudero,  D.  Antero  de  Ecbarri,  D.  Pa- 
blo Jiménez  de  Palacio,  El  Blarqués  deRoncali,  D.  Agustin  de  Torres 
Valderrama«  D.  Tomás  Retortillo,  D.  José  García  Barzauallana,  Dou 
Juan  Antoine  y  Zayas,  D.  Rafael  de  Liminiaua  y  Brignoley  D.  Carlos 
Yauch  y  Condamy, 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda  y  en  confir- 
mar la  Real  orden  reclamada. 

> 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  8Íete.=Está  rubricado  de  la  Real  mano.=El  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 
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Pablicacioc.=Leido  y-pubücado  el  anterior  Real  decreto  por  mf  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  ]p  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  re- 
solución fina]  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
mismos,  se  notifique  en  forma  alas  partes  y  sé  inserte  en  la  Gaeeta\ 
De  que  certifico. 

Madrid  "¿2  de  Junio  de  l867.=Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  18  de  Setiembre  de  1867). 


Cédula  haciendo  saber  á  D,  Rómulo  Zaragoza  concesionario 
de  la  mina  Nevada  la  existencia  de  autos  sobre  revocación 
déla  Real  orden  que  aprobó  el  expediente  de  dicha  mina. 

En  el  dia  15  de  Febrero,  año  del  sello,  dada  cuenta  á  la  Sección  de 
lio  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  de  un  escrito  presentado  por  el 
Fiscal  de  S.  M.,  eo  que  contestando  á  la  demanda  propuesta  por  Don 
MagÍQ  de  Grace  y  Figueras,  representado  por  el  Licenciado  D.  José 
Fernandez  de  la  Hoz,  con  domicilio  en  la  calle  de  la  Colegiata,  nüm.  7 
sobre  revocación  de  la  Real  orden  que  aprobó  el  expediente  déla  mina 
Nevada,  por  un  primero  y  segundo  otrosí  pide  que  se  reclamen  del  Mi- 
nisterio de  Fomento  los  expedientes  de  las  minas  Potencia  y  Provi-  ' 
defida,  y  que  se  haga  saber  á  D.  Rómulo  Zaragoza  la  existencia  de  esr 
tos  autos  para  que  como  concesionario  de  la  Nevada  comparezca  por « 
medio  de  Abogado  á  coadyuvar  la  acción  de  la  Administración,  si  le 
conviene,  acordó  el  siguiente 

Auto. — Sres.  Presidei)le.=Echarri.=Jimenezde  P3lacio.=Retorti- 
llo. — Liminiaoa. 

En  lo  principal,  á  los  autos;  y  respecto  del  primero  y  segundo 
otrosí,  como  lo  propone  el  Fiscal  de  S.  M. 

Y  resultando  de  las  diligencias  practicadas  por  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Hijar,  á  quien  se  le  dirigió  el  oportuno  despacho  para  el ' 
emplazamiento  acordado,  que  éste  no  pudo  tener  efecto  por  igoorars  e. 
el  paradero  del  mencionado  D.  Rómulo  Zaragoza:  la  Sección,  á  quien 
he  dado  cuenta,  ha  acordado  se  inserte  esta  cédula  en  la  Gaceta  de  Ma' 
drid  y  Boletin  oficial  de  la  provincia  de  Teruel,  con  arreglo  á  lo  dís- 
paesto  en  el  art.  70  del  leglamento  de  30  de  Diciembre  de  1846. 

Madrid  4  de  Noviebubre  de  1867.=Pedro  de  Madrazo. 

{Gapelade  i^  de  Noviembre  de  1867). 
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TRIBUNAL  SUPREMO. 


*^  Sentencia  confirmando  la  de  la  Audiencia  de  Granada  dene- 
gando  la  admisión  del  recvrso  de  casación  en  los  autos  so- 
bre parlicipacion  en  la  mina  Adra, 

<^  Eq  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7.  de  Noviembre  de  1867,  en  los  au- 
-  tos  que  eo  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Berja  y  en  la  Sala  tercera 
'  de  la  Beal  Audiencia  de  Granada  ha  seguido  l^oña  María  Engracia^Arro- 
yo  COR  D.  Antonio  María  Torres  sobre  ejecución  de  una  sentencia;  los 
,^ieua1es  penden  ante  Nos  en  virtud  de  la  apelación  interpuesta  por  la' 
Doña  María  de  la  providencia  que  en  tO  de  Octubre  de  1865  dictó  la 
j  referida  Sala  denegando  la  admisión  del  recurso  de  casación  entabla  • 
(  do  por  la  misma: 

■''*■     Resultando  que  en  el  año  de  1855  D.  Juan  Pablo  Sánchez  Gadeo  y 

'-  D.  José  Ignacio  Alvarez  Campana  acudieron  al  Juzgado  de  la  Inspec- 

ncionde  Minas  de  la  provincia  de  Granada  exponiendo  que  eran  socios 

"^ide  la  compañía  que  explotaba  la  mina  nombrada  de  Adra^  situada  en 

^  Sierra  de  Gaúor,  y  les  había  sorprendido  la  noticia  de  que  la  compañía 

titulada  Juan  Hernández  estaba  explotando  una  lumbrera  y  subterráneo 

perteneciente  á  la  demarcación  de  dicha  mina, despojándoles  déla  po- 

sesión  de  sus  respectivas  acciones,  y  solicitaron  que  se  les  mantuviese 

en  ella  restituyéndoles  en  la  que  tenían  en  dicha  lumbrera  y  terreno,  y 

se.  les  abonaran  los  productos  correspondientes  á  las  acciones  que  po* 

seian  desde  que  se  apoderó  de  ellas  la  compañía  de  Berja,  á  la  que.es* 

>  taba  agregada  la  mina  de  Juan  Hernández: 

Resultando  que  sustanciados  los  autos  á  que  dio  principio  esta  so- 
licitud, dictó  definitivo  el  referido  Inspector  en  6  de  Mayo  de  1835;  é 
interpuesta  apelación  por  Gadeo  y  Alvarez  Campana  fueron  remitidos  - 
al  Tribunal  Supremo  de  Minas  del  Reino,  el  cual  en  27  de  Julio  de  1836 
pronunció  sentencia  de  vista  revocando  el  definitivo  apelado,  decía- 
rau'j o  procedente  el  interdicto  de  recuperar  intentado' por  parte  de 
D.  José  Ignacio  Alvarez  Campana  y  D.  Juan  Pablo  Sánchez  Gadeo,  y  e'a' 
8u  consecuencia  que  debían  ser  y  fuesen  inmediatamente  reí n legrados 
en  la  posesión  y  disfrute  de  una  acción  de  24  el  primero  y  de  otra  de 
'  i7el  segundo,  que  tenían  y  les  pertenecía  en  la  mina  titulada  A  (ira, 
y  la  lumbrera  y  terrenos  que  á  ésta  corresponc^esen,  con  todos  los 
frutos  que  de  los  mismos  se  h^ubieran  extraído  desde  la  escritura  de 
18  de  Setiembre  de  1834  por  la  compañía  de  fierja,  á  cuyo  reintegro  se 
'  la  condenaba  en  las  respectivas  porciones  de  ambos  partícipes,  reser- 
-ifráúdoles  su  derecho  para  la  averiguación  de  místales  extraídos  de  sus 
pertenencias  y  para  repetir  daños  y  perjuicios  contra  qujien  b.Mt^iese 
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Ipgar  por  no  haberse  llevado  á  efecto  la  ioterveacion  qae  solicitaren 
y, fué  acordada;  y  haciendo  también  otras  reservas  á  favor  déla  com  - 
pf  Día  de  Berja  y  de  la  Hacienda  pública: 

Resultando  que,  adoaitida  la  súplica  de  esta  sentencia,  se  dictó  la 
de  revista  en  7  de  Noviembre  de  1836  confirmándola  en  todas  sus  par- 
tes y  mandando  devolver  los  autos: 

Resultando  que  á  petición  de  Gadea  y  Alvarez  Campana  se  suspen- 
dió la  devolución  por  la  inseguridad  de  los  caminos,  no  habiéndose  ve- 
rificado hasta  10  de  Diciembre  de  1849  en  que  por  supresión  de  los  Tri- 
bunales especiales  de  minas  fueron  remitidos  á  la  Real  Audiencia  de 
Granada: 

Resultando  que  la  Sala  tercera  de  la  misma,  á  instancia  de  Gadeo, 
mandó  en  3  de  Abril  de  185Ü  que  se  remitiesen  dir.hos  autos  al  Juzga- 
do de  Berja  para  que  se  cumpliera  la  ejecutoria  recaída  en  ellos;  pero 
que  entregados  sin  duda  con  el  despacho'  correspondiente  á  Gadeo,  no 
Iqs  presentó  su  viuda  Doña  María  Engracia  Arroyo  hasta  11  de  Octubre 
de  1864  en  que  lo  hizo  solicitando  que  se  notificara  la  ejecutoria  al 
Presidente  ó  apoderado  de  la  mina  *ie  Berja,  requiriéndole  para  que  coo 
exhibición  de  los  libros  de  la  sociedad  presentara  )as  dividendos  que 
desde  la  época  que  se  mandaba  correspondían  á  la  parte  que  repre- 
sentaba, bajo  apercibimiento  de  apremio: 

Resultando  que  por  auto  de  3  de  Febrero  de  1865  se  mandó  guar- 
dar y  cumplir  la  ejecutoria,  y  que  á  fin  de  que  pudiera  tener  efecto 
manifestase  la  Doña  María  si  la  mina  titulada  de  Adra  estaba  constitui- 
da en  sociedad  especial  minera  con  arreglo  é  la  ley  de  6  de  Julio  de 
1859,  y  en  caso  afirmativo,  quién  era  el  Presidente  de  ella;  y  que  no- 
tiflcada  esta  providencia,  dijo  la  Dona  María  Eogracia  que  luego  que 
adquiriese  las  noticias  que  pedia  el  Juzgado  solicitaría  la  restitución 
de  la  acción  que  la  correspondía  en  la  minado  Adra,,  pero  que  por  en- 
tonces la  interesaba  que  se  cumpliese  la  ejecutoria  en  el  extremo  de 
la  restitución  y  reintegro  de  los  frutos  extraídos  por  la  compañía  de 
Berja,  condenada  á  verificarlo,  y  por  eso  pedia  que  se  accediese  á  la 
pretensión  de  su  anterior  escrito: 

Resultando  que, por  auto  de  8  de  Febrero  se  mandó  hacer  saber  á 
D.  José  María. Torres,  como  representante  de  la  sociedad  que  explota- 
ba la  mina  de  Berja,  que  en  término  de  10  días  exhibiese  los  libros  de 
la  misma  y  presentara  los  dividendos  activos  que  desde  18  de  Setiem- 
brerde  1834  hasta  la  fecha  hubiesen  correspendido  á  una  acción  de  17 
que  D.  Juan  Pablo  Sánchez  Gadeo  tenia  en  la  mina  titulada  de  Adra  y 
U  lumbrera  y  terrenos  i  ella  correspondíentei ,  de  que  fu¿  despojado 
Gadeo  por  la  expresada  sociedad  de  la  mina  de  Btsrja;  habiendo  sido 
reproducido  este  precepto  por  providencia  de  1/  de-Marzo  con  térmi- 
no de  cuatro  días: 


>  i«> 


f^  R^tiltaddo  queTorrés  ekhibló  cierto  libro  dé  que  s^pusoTiiates  - 
^lÉfdñfdJ  pero'no  presentó  los  dividendos;  y  qae  Doña  María  EngracfiL 
Arfó)fO  formó  liquidacioo  de  lo  qae  se  la  debia,  pidiendo  que  ^e  diera 
YÜtá  á  Torres  por  un  término  que  no  excediera  de  seis  dias,  y  si  do  se 
T^bnia  á  ella  ó  no  probaba  que  en  algo  era  inexacta,  se  aprobase  y 
lamiera  su  importe  por  la  via  de  apremio,  segao  lo  prescrito  en  el  tí- 
%blo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  trata  de  la  ejecución  de  las 
Twntencías: 

^'^  Resaltando  que  por  auto  de  15  de  dicho  mes  de  Marzo  de  1865  se 
'áíándó  dar  vista  á  Torres  de  la  liquidación  por  seis  dias,  poniéndose 
al  efecto  de  maniñesto  en  la  Escribanía  del  actuario  con  arregló  al  ar- 
tículo 915  de  la  ley  de  Enjuiciamiento;  y  que  Torres  pidió  reposición 
y  que  se  mandara  á  Doña  María  Engracia  que  usase  de  su  derecho  en 
lá  forma  correspondiente,  pues  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  no  era 
aplicable  á  un  negocio  empezado  antes  de  su  publicación: 

Resultando  qae  por  auto  de  30  de  Marzo  negó  el  Juez  la  reposición 
y  mandó  que  se  estuviera  á  lo  acordado  en  el  dia  15;  pero  la  Sala  ter- 
cera de  la  Real  Audiencia  de  Granada  revocó  por  su  sentencia  de  30  de 

'Setiembre  dichas  providencias  y  mandó  devolverlas  actujiciones  al 
Jú^t  para  que  proceda  en  ellas  con  arreglo  á  derecho: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  Doña  María  Engracia  re- 
curso de  casación  por  infracción  délas  leyes  que  citó:  que  la*Audien- 

'Cia  por  auto  de  10  de  Octubre  negó  la  admisión  del  recurso,  conde- 
nando en  costas  al  Licenciado  D.  José  Eduardo  Gómez  Magaña  qjOíBx 

'filmaba  el  escrito;  y  que  habiendo  apelado  aquella,  se  denegó  también 
la  apelación  con  igual  condena  de  costas;  pero  en  virtud  de  queja  pre- 
sentada en  este  Supremo  Tribunal  se  declaró  admitida  dicha  apelación: 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Haro: 

'      Considerando  que  las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 

-  vil  no  son  aplicables  á  los  incidentes  do  ejecución  de  sentencias  dicta- 

'"das  antes  de  su  publicación,  si  las  partes  no  han  convenido  en  ello, 
segon  lo  dispuesto  en  el  art.  3.*  del  Real  decreto  de  5  de  Octubre  de 
1855: 

Y  considerando  qué  no  habiendo  D.  Antonio  María  Torres  mani* 

■festadosu  acuerdo  de  que  el  incidente  de  ejecución  de  sentencia  obje- 
to de  este  pleito  se  tramite  por  la  nueva  legislación,  es  procedente  la 

-providencia  de  la  Audiencia  de  Granada  de  10  de  Octubre  de  1865  que 
deniega  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Ma- 
ría Engracia  Arroyo; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costaa  U 
referida  providencia  apelada  de  10  de  Octubre  de  1865,  y  mandamos 
que  se  devuelvan  los  a  ntos  á  la  Audiencia  de  nranada  con  la  certifi» 
cacion  correspondiente. 


Asi  por  esta  nuestra  seDiencia»  que  se  publicará  en  la  GjBiCBtfi  dé 
Madrid  dentro  de  los  cioco  días  siguientes  al  de  su  fecha  é  inser^f^^ 
en  la  Colección  legisíaHva^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesariiii^ 
lo  proouiiciamos^  roaudanios  y  firmamos. =:Gabriel  Ceruelo  de  Ve)aff 
co.=Ventura  de  Golsa  y  Pando.=José  M.  Cáceres.=Valentin  GarraJ^ 
da.=Francisco  María  de  Gastilla¿==:Hil8rio  de  Igón.=:José  Alaria  VL^vg^ 

Publicacioo.= Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  po^.^j^ 
limo.  Sr.  D.  José  María  Uaro,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Ji^||- 
cia,  estando  celebrando  Audiencia  pública  la  Sección  primera  de  la 
Sala  primera  del  mism  o,  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Seci:«t,- 
torio  de  S.  N.  y  su  Bscribano  de  Cámara. 

Madrid  7  de  Noviembre  de  1 867.= Dionisio  Antonio  de  Puga. 

{Gaceta  de  19  de  Noviembre  de  4867). 
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MINISTERIO  DE  HACIENDA; 


Real  orden  sobre  exención  del  pago  de  3  por  100  de  los  brofi- 
ees  viejos pt^ocedentes  de  material  inútil. de  ferro-carrilH. 

limo.  Sr.:  He  dado  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  ioq- 
truido  en  esa  Dirección  general  con  motiro  de  una  solicitud  de  la 
compañía  de  los  ferro-carriles  del  Norte  de  España  pidiendo  la  exen- 
ción del  pago  del  5  por  100  sobre  5.710  kilogramos  de  bronces  viejos 
en  piezas  procedentes  de  material  inútil  de  sos  lineas,  que  desea  ex- 
portar al  extranjero. 

En  su  vista,  y  considerando  que  el  referido  5  por  100  de  exporta* 
cion«  según  el  espirita  y  letra  de  la  ley,  grava  dnicamente  sobre  los 
minerales  y  metales  producidos  en  el  suelo  del  pafs  que  sin  elabora- 
ción ni  manufactura  alguna  se  exporten  al  extranjero,  cono  asi  lo  jus- 
tifica el  hecho  de  servir  de  base  para  su  exacción  el  valor  de  los  mia- 
mos en  el  punto  productor: 

Considerando  que  los  bronces  de  que  se  trata,  aunque  inútiles,  es- 
tán elaborados  en  piezas  que  han  tenido  una  aplicación  directa  y  de- 
terminada en  el  material  de  las  líneas  férreas,  que  en  su  tiempo  intro* 
dujeron  libre  las  empresas  por  virtud  de  sus  respectivas  leyes  de  cop- 
cesion: 

Considerando  que,  atendida  la  procedencia  de  esos  mismos  bron- 
ces, no  pueden  estimarse  en  manera  alguna  como  un  producto  minero 
del  pafs;  '.-.^i 

Y  considerando,  por  último,  que  para  evitar  en  l<^aueesii{o  teftii^- 
das  que  pudieran  ocurrir  en  casos  análogos  convieaeidi^riusai(flMÜ- 


da'ttüe  determine  !á  interpreta cioo  expUcfta  queép  etpaníb  áe  ^ué^^"^ 
trata  debe  darse  á  la  ley;  S.  M.,  de  cooforknidad  con  fo  propuesta  por^ 
Y;  f!,  se  ha  servido  declarar  q  ue  no  procede  exigir  el  3  por  tOO  sobre 
loéVeferidos  5.710  kilogramos  de  bronces  viejos  que  la  compañía  )de 
los  ferro-carHles  del  Norte  desea  reexportar  por  la  Aduana  de  Irun,  y 
que  esta  resolución  forme  jurispradeticia  como  medida  general  para 
totlos  los  casos  de  igual  na  turaleza  que  ocurran  en  lo  sucesivo. 

Be  Real  órdeo  lo  digo  á  T.  I.  para  su  inteligencia  y  efectos  corres- 
pondientes. Dios  guarde  ¿  V.  I.  mochos  años.  Madrid  5  de  Noviembte 
de  i867. 

BAfeZAVáLLAlTÁ. 

Sr.  Director  general  de  Contribuciones. 

(Ga  etta  de  2i  de  Noviembre  de  1867.) 


PRESIDENCIA  DEL  CONSEJO  DB  MINISTROS. 


Real  degreto. 

' Resolución  en  los  autos  de  .competencia  suscitada  entre  la 
Audiencia  de  Albacete  y  el  Gobernador  de  Murcia  por  haber 
entrado  una  cuadrilla  de  trabajadores  en  la  finca  donde 
estaban  las  minas  San  Pedro  y  Giralda. 

En  los  autos  y  expediente  de  competencia  suscitada  entre  la  Aa* 
diencia  de  Albacete  y  el  Gobernador  déla  provincia  de  Murcia,  délos 
cuales  resulta: 

Que.  por  D.  Santiago  López  González  Caballero  se  presentó  en  el 
Juzgado  de  la  Catedral  de  Murcia  un  interdicto  de  recobrar  contra  Don 
GinésGuirao  y  D.  Juaa  Móntealegre,  por  haber  entrado  con  una  cua- 
drilla de  trabajadores  en  la  finca  del  demandante  llamada  de  los  Tea- 
tinos,  ocupando  parte  del  terreno  y  causando  daños  de  consideración: 

Que  sustanciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  despojante,  y  acor* 
dada  la  restitución,  apelaron  de  ella  Guirao  y  Móntealegre  para  ante 
la  Audiencia  del  territorio: 

Que  por  D.  Pedro Gasciaro  se  acudió  al  Gobernador  déla  provineia 
exponiendo  que  era  dueño  de  las  minas  San  Pedro  y  Giralda^  en  el  si- 
tio llamado  de  los  Teatinos;  que  en  el  mismo  sitio  se  le  habia  conce- 
dido en*  14  de  Marzo  de  1865  la  investigación  titulada  La  Belleza;  y 
qae  estando  trabajando  en  la  llamada  San  Pecíro  sus  dependientes  Gui- 
rao y  üontealegre,  se  les  había  obligado  á  suspender  las  labores  en 
TÍrtud  del  referido  interdicto;  y  por  estas  causas  pedia  que  se  requirie- 
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s^4^  iohibipictn  aWuzgado,  couo  lo  hizool  Goh^rpador;  {uDd4n40i|^%o 
eo  q1  ultimo  párrafo  del  art.  94  de  la  ley  de  Mioas  vigente:  /«,.  jj 

.  Que  el  Juez  recibió  el  requerimiento  después  de  admitida  la  apelf  «v 
clon,  y  á  pesar  de  ello  sustanció  el  incidente  acabando  por  decir  ea,^| 
sentencia  motivada  que  carecía  de  atribuciones  para  conocer  del  con-,, 
flicto:  '         i- 

Que  dirigido  el  requerimiento  á  !a  Audiencia  de  Albacete  y  sustan,%v 
ciada  la  contienda,  declaró  la   Sala  primera  tener  competencia  para 
entender  del  asunto,  apartándose  del  dictamen  fiscal  y  fundándose  eo  - 
el  art.  S.*"  de  la  ley  de  Minas,  en  el  l.^de  la  de  expropiación  forzosa,  y  i 
en  que  no  procedió  á  la  ocupación  del  terreno  ni  la  licencia  del  dueño 
ni  la  expropiación: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  insistió- 
en  su  requerimiento,  resultando  el  presente  conflicto,  que  ha  seguido 
sus  trámites: 

Visto  el  art.  94  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859,  que  en  su 
último  párrafo  previene  que  la  intervención  de  los  Tribunales  ordina- 
rios en  ciertas  cuestiones  sobre  minas  no  entorpecerá  la  tramitacioo 
administrativa  de  los  expedientes  ni  la  marcha  de  las  labores: 

Visto  el  art.  5/  de  la  misma  ley,  que  se  refiere  á  las  sustayias 
inorgánicas  que  no  están  sujetas  á  las  formalidades  ni  cargas^  la 
misma,  según  expresa  el  art.  8."*  en  su  último  párrafo: 

Visto  el  art.  i.*  de  la  ley  de  expropiación  forzosa  de  47  de" Julio  de 
4836,  según  el  cual  han  de  precederá  toda  enajenación  forzosa  los  re- 
quisitos siguientes: 

4/  Declaración  solemne  de  que  la  obra  {proyectada  es  de  utilidad 
pública,  y  por  miso  competente  para  ejecutarla. 

2.*  Declaración  de  que  es  indispensable  que  se  ceda  ó  enajene  el 
todo  ó  parte  de  una  propiedad  para  ejecutar  la  obra  de  utilidad  pública. 

3.*    Justiprecio  de  lo  que  haya  de  cederse  ó  enajenarse, 

4/    Pago  del  precio  de  la  indemnización. 
Considerando: 

4.^  Que  el  hecho  que  motiva  el  interdicto  ha  tenido  tugaren  virtud 
de  una  providencia  administrativa,  cual  es  la  concesión  de  una  mina, 
y  por  consiguiente  suá  inmediatos  efectos  son  suspender  las  labores 
mineras,  contra  lo  expresamente  prevenido  en  el  citado  art.  94  de  la 
ley  de  6  de  Julio  de  1859. 

V  Que  la  cuestión  promovida  tiene  por  objet.o  sustanciad  averiguar 
si  en  la  concesión  de  minas  se  han  llenado  ó  no  todas  las  circuns^taü- 
cias  necesarias  para  tener  por  hecha  legelmente  y  eo  debida  forma  la 
concesión;  y  por  tanto,  si  en  un  acto  administrativo  se  han  cumplido 
ó  no  las  prescripciones  legales,  lo  cual' es  propio  de  las  Autoridades 
de  este  orden; 
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Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de,  Bstado  en 
pleno, 

Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  déla  Admlnii^tracion. 

Dado  én  Palacio  á  veinticiuco  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  siete. 

Está  Rubricado  de  la  Rbal  mano. 

(  El  Presidente  del  Coa  tejo  de  Minisiros. 

RáMOv  Mabía  Narvaez. 

(Gaceta  de  4  de  Diciembre  de  i867j. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Rml  orden  concediendo  autorización  para  construir  una  mi^ 
na  de  absorción  de  aguas. 

Excmo.  Sr.:  Conformándose  la  Reina  (Q.  D.  6.)  con  lo  propuesto 
porosa  Dirección  general  y  por  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Cana- 
les y  Puertos,  se  ha  servido  autorizar  á  D^  José  Caralt  y  otros  propie- 
tarios de  Argeotooa,  provincia  de  Barcelona»  para  <|ue«  salvo  el  dere- 
cho de  propiedad  y  sin  perjuicio  de  tercero,  puedan  coostruir,  con 
destino  al  riego  de  tierras  de  su  propiedad,  una  mina  de  absorción  de 
aguas  á  través  del  torrente  de  Sirés,  término  de  Mataré,  y  conducirlas 
por  debajo  del  predio  de  D.  José  Romeu  hasta  incorporarlas  con  las  de 
la  mina  llamada  de  las  Materas,  debiendo  sujetarse  el  concesionario  á 
las  condicioueS"  siguientes: 

1/  Las  obras  se  ejecutarán  bajo  la  vigilancia  del  Ingeniero  jefe  de 
la  provincia  y  coa  arreglo  ai  proyecto  aprobado  en  esta  fecha. 

2/  La  dirección  de  las  minas  de  absorción  y  conducción  será  exac- 
tamente la  misma  señalada  en  el  plano. 

3.'  La  mina  de  absorción  se  limitará  al  solo  cauce  del  torrente, 
contrayéndose  al  eff^cto  una  pared  de  40  centímetros  de  espesor  con 
mamposterfa  hidráulica,  en  el  origen  y  al  fio  de  la  mina  de  conduc- 
ción. 

4/  La  conducción  de  las  aguas  podrá  verificarse  por  la  mina  pro- 
yectada ó  por  medio  de  cañería  cerrada.  En  el  primer  caso ,  el  loge» 
niero  de  la  provincia  ó  el  que  éste  delegue  fijará  las  dimensiones  en 
alto  y  en  ancho  que  deba  tener,  revistiéndola  convenientemente  para 
hacerla  impermeable.  En  el  segundo  caso,  señalará  el  propio  Ingenie- 
ro las  dimensiones  vías  circunstancias  que  deba  reunir  la  cañerja, 
después  que  se  conozca  el  volumen  de  agua  que  suministre  la  mina 
absorbente,  revistiéndola  con  ladrillo  ó  mamposteria  hidráulica  de  un 
macizo  de  30  centímetros  de  espesor  todo  alrededor  del  cañón. 
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5/    Los  pozos  que  sea  oecesario  abrir  para  la  coQstruccioD.de  la 
ixññá  WfAráñ  áé  modo  <)ue  no  perjudiqueo  él  tríosito  délos  éarrlia- 
jes,  y  con  las  oecesarias  precauciones  para  evitar  todo  peligro,  rev-isf? 
tiéodolos  conveoieolemente  si  lo  exige  así  la  oaluraleza  del  terreno. 

6/  Las  tierras  procedentes  de  la  perforación  de  la  mina  se  deposi- 
tarán eu  sitio  en  que  uo  puedáq  causar  perjuicio  alguno. 

7/  Se  dejarán  uno  ó  más  pozos  abiertos  y  revestidos,  que  se  cu- 
brirán con  una  losa  y  una  capa  de  tierra  de  un  metro  de  profundidad, 
para  que  pueda  registrársela  mina  siempre  que  sea  necesario.  El  In- 
geniero determinará  el  punto  ó  situación  de  estos  pozos,  según  las  cir- 
cunstancias del  terreno,  en  el  acto  de  construir  las  obras. 

8.*  La  cantidad  que  como  máxima  se  concede  es  la  de  82  litros  por 
segundo  que  resultan  necesarios  para  el  riego;  y  á  fin  de  que  no  pueda 
aprovecharse  mayor  cantidad  en  el  caso  de  que  la  hubiere,  se  estable- 
cerá en  el  extremo  inferior  de  la  mina  de  las  Materas  la  obra  de  fábri- 
ca necesaria  para  asegurarse  deque  no  pasa  mayor  volumen  que  el 
indicado,  ajuicio  del  Ingeniero,  dando  cuenta  á  la  Dirección  general 
del  medio  empleado. 

9.'  La  cantidad  de  agua  eoncsdida  se  destinará  ai  riego  de  108.6081 
hectáreas,  de  las  cuales  corresponden  24*8448  al  término  del  pueblo 
de  Argentona;  35*8688  al  de  Cabrera,  y  47*8345  ai  de  Mataré. 

10.  Esta  Autorización  caducará  si  en  el  término  de  dos  años  no  se 
hubiesen  ejecutado  las  obras  y  dado  á  las  aguas  el  uso  solicitado,  á  no 
ser  que  se  demuestre  haber  sido  ocasionado  el  retraso  por  tuerza 
mayor. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  ios  efectos  consiguientes.  Dios 
guarde  á  V.  &.  muchos  años.  Madrid  14  de  Diciembre  de  1867. 

Orovio. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

{Gaceta  de  25  de  Diciembre  de  1867) . 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  orden  concediendo  autorización  para  construir  un  mue-^ 
lie  embarcadero  en  el  rio  Odiel  para  el  embarque  de  los  pro- 
ductos  de  varias  minas. 

Excmo.  Sr.:  De  acuerdo  con  lo  propuesto  por  la  JuntavConsultiva  de 
Caminos,  Canales  y  Puertos,  y  visto  lo  que  disponen  los  artículos  25 
y  28  de  la  ley  de  Aguas  vigente,  S.  M.  la  Reina  (Q.  ú,  G.)  se  ha  digna-' 
do  conceder  á  D.  Carlos  Teuoant  la  autorización  que  solicita  para  cons- 
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truir  an  maelle  embarcadero  ea  el  rio  Odiel,  sitio  deoomioado  el  Frai- 
le, proviocia  de  HaelTa,  desiioado  al  embarque  de  los  productos  de 
▼arias  minas  de  sa  propiedad*  con  sujeción  á  las  coodicioDes  si- 
mientes: 

I.*  Esta  coDcesioD  se  entenderá  sin  perjuicio  (te  tercero  y  salvp  el 
derecho  de  propiedad. 

2/  Las  obras  se  construirán  con  arreglo  al  proyecto  preseniado 
bajóla  Tígilancia  de!  Ingeniero  jefe  de  la  provincia  de  Huelva. 

S.*  Uoa  Tez  terminadas,  certificará  dicho  funcionario  si  se  han  eje* 
eutado  conforme  á  la  presente  concesión. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  su  inteli^ncia  y  efectos  consi- 
guientes. Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  21  de  Diciéonbre 
de  1867. 

Orov:o. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gaceta  de  3  de  Enero  de  18G8;. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  la  Compañía  de  minas  de  cobre  de  Huel** 
va  en  pleito  sobre  pago  de  maravedís. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Diciembre  de  1867,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguido  en  el  Juzgado  de 
primera  iustancia  de  Valverde  del  Camino  y  en  la  Sala  tercera  de  la 
Beal  Audiencia  deSoYÜla  por  D.  Osear  Deligfty  con  D.  Victor  Mercier, 
Gerente  de  la  compañía  de  minas  de  cobre  de  Huelva  conocida  con  la 
razón  social  de  V.  Mercier  y  compañia,  sobre  pago  de  maravedís: 

Resultando  que  en  10  de  Julio  de  1862  entabló  demanda  D.  Osear 
Deligny  exponiendo  que  0.  Eugenio  Duder,  Gerente  de  la  sociedad  ti- 
tulada Compañía  de  minas  de  cobre  de  Huelva^  habia  nombrado  al  de- 
mandante, que  se  bailaba  á  la  sazón  en  Bélgica,  Secretario  represen- 
tante del  Ingeniero  Director  de  los  establecimientos  de  dicjlia  compa- 
ñía en  aquella  proviocia,  viniendo  por  tanto  á  España,  y  tomando  po- 
sesión de  dicho  destino:  que  después  en  Agosto  de  1858  le  confirió  Du- 
der poder  general  para  que  le  representase  en  la  misma  provincia;  de- 
jando de  figurar  entre  los  empleados  de  la  empresa  desde  1.*  de  Se- 
tiembre de  dicho  año,  habiendo  continuado  desempeñando  ese  cargo 

'a  31  de  Diciembre  del  mismo:  que  pocos  días  antes  de  esta  fecha 
tíotlcia  de  que  trataban  de  hacerse  ciertas  alteraciones  en  el  alto 
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•]^crsooaI  de  la  empresa  y  que  estaba  para  llegar  D.  Víctor  Mercier  en 
clase  de  represeqtante  del  Gerente,  lo  cual  le  había  hecho  escribir  á 
Oacler  que  le  relevase  de  su  car^o;  pero  como  el  Gerente  necesitase  en 
llndríd  al  Ingeniero  Director,  y  D.  Víctor  Mercier  había  llegado  recién* 
temente  á  la  mina  Tharsis,  que  no  tenia  por  tanto  conocimientos 
-prácticos  délos  r.egocíos  relativos  i  la  misma,  Ducler  h'abia  exigido  al 
demandan  te  qué  se  quedase  en  elU  algunos  meses  en  funciones  de  Di- 
rector, como  lo  había  hecho,  conviniendo  en  que  cobrase  el  sueldo  en 
'i^arfs:  que  como  tal  Director  interino  había  estado  en  dicha  mipa 
Tharsis  en  coofpañia  de  Mercier  desde  1/  de  Enero  hasta  7  de  Marzo 
46  1859  en  que  se  habia  retirado  á  Huelva,  desde  donde  con  el  propio 
carácter  se  comunicaba  con  Mercier  y  Ducler  en  sus  respectivas  resi- 
dencias, peirmaneciendo  en  tal  situación  hasta  la  segunda  quincena  de 
Mayo  de  dicho  año:  que  sin  embargo  de  lo  convenido,  el  demandante 
no  había  cobrado  en  París  sus  haberes  y  habiéndole  escrito  Ducler  una 
carta  para  que'los  reclamase  de  Mercier,  á  la  sazón  todavía  su  depen- 
diente, S3  la  trascribió  á  éste,  que  marchó  á  París  sin  contestarla:  que 
Á  su  regreso  al  cabo  de  un  año,  se  negó  á  la  liquidación  y  pago  sin 
motivo  ju«to  para  ello,  puesto  qué  Ducler,  en  pleno  ejercicio  del  cargo 
de  Gerente  de  la  compañía,  habia  norabrado  al  demandante  Director 
interino  por  ausencia  del  propietario,  habiendo  ejercido  este  <;iirgo 
desde  1.°  de  Enero  hasta  la  segunda  quincena  de  Mayo  de  dicho  año, 
sin  embargo  de  lo  que  limitaba  su  reclamación  á  cuatro  meses  y  á  los 
gastos  de  regreso  á  so  país;  y  deduciendo  como  fundamentos  legales 
qae  de  aquel  nombramiento  nacian  obligaciones  recíprocas  civilmente 
exigí  bles:  que  en  este  supuesto  tenia  derecho  á  qué  se  le  pagasen  sus 
sueldos  en  España,  ya  que  no  se  habia  verificado  en  París:  y  que  lo  que 
llucler  había  ordenado  acerca  do  este  particular  habia  debido  cumplirlo 
.indeclinablemente  Mercier  en  aquella  fecha  quaera  todavía  su  depen- 
diente, y  en  la  actualidad  la  empresa  y  en  su  nombre  los  qae  la  repre- 
seotatan,  suplicó  se  condenase  á  D.  Víctor  Mercier,  Gerente  de  la  mis- 
ma, é  satisfacerle  la  cantidad  de  10.000  rs.  que  le  adeudaba  por  los 
sueldos  de  cuatro  meses  á  razón  de  2.000  rs.  cada  uñó,  y  por  los  gas- 
tos de  viaje  de  regreso  á  so  país,  que  se  calculaban  en  otros  2.000«  con 
las  costas: 

ResuUaniio  que  D.  Víctor  Mercier  impugnó  la  demanda  alegando 
rque  era  cierto  que  el  demandante  habia  sido  empleado  en  el  servicio 
de  ía  compañía  ha^Ca  el  mes  de  Agosto  de  1858,  por  nombramiento  de 
sji<ferente  D.  Eugenio  Ducler,  pero  que  desde  i/de  Setiembre  de. di- 
cho año  habia  dejado  voluntariamente  el  servicio  de  la  sociedad  pa- 
^S^ndo  al  particular  de  aquel,  lo  cual  reconocía  él  mismo  en  su  dem^^- 
da:  que  á  poder  del  actual  Gerente  de  la  compañía  no  llegó  cart¿^  al* 
^una  del  antiguo  Gerente  Ducler  para  que  abonase  al  demandante  los 


sueldos  que  reclamaba,  y.  que  debia  presumirse  los  babia  de  abon»r'4^ 
su  bolsillo  particular,  porque  así  lo  t^abia  consignado' en  la  momori» 
leída  en  la  junta  general  en  15  de  Setiembre  de  1 858:  que^egun  la  cir» 
cular dirigida  por Ducler  en  50  de  Marzo  de  1859,  Deligoy  dejó  desee 
representante  de  la  compañia  á  virtud  de  dimisión  que  habia  hecho  ea 
4.*  de  dicho  mes,  desdé  cuya  fecha  figuraba  como  represeniante  Mer- 
cier:  que  la  dimisión  de  Deligoy  fué  remitida  á  Ducler  ea  22  de  Febrero 
dd4859«  según  carta  de  aquel  de  la  misma  fecha,  lo  cual  probaba  1.a 
imposibilidad  de  que  hubiese  sido  admitida  antes  de  SI  de  Diciembre 
de  1858  y  deque  se  le  hubiese  nombrado  en  su  vista  Director  iaterino: 
que  cualquiera  que  fuese  el  contrato  particular  que  el  demandante  ce* 
lebrara  con  Ducler,  ajeno  por  completo  á  la  compañia,  ésta  desconocía 
todo  motivo  de  obligación  respecto  á  Deligny  desde  1.*"  de  Setiembre 
de  1858  en  que  habia  dejado  espontáneamente  su  servicio;  y  que  no 
batiendo  obligación  contraída  p3r  aquella  en  ningún  cgncepto»  no  ha- 
bia razón  legal  posible  para  sujetarse  al  cumplimiento  de  lo  que  iode# 
bidaméote  se  la  demandaba: 

Resultando  que  practicadas  pruebas  por  una  y  otra  parle,  declard 
D.  Eugenio  Ducler  que  cuflndo  apideró  á  Mercier  en  el  año  de  1858 
para  que  pasase  á  las  minas  no  le  habia  pagado  sueldo  alguno  de  su 
bolsillo  particular,  siendo  más.  bien  un  Gerente  ea  espectativa  que  su 
apoderado  personal:  que  Deligny  era  apoderado  de  la  sociedad  á  pro- 
puesta del  Ingeniero  Lan:  que  además  se  le  habia  encargado  de  repre- 
sentar la  Gerencia  en  las  minas  y  no  queriendo  gravar  á  la  sociedad 
por  este  servicio,  le  habia  pagado  de  su  bolsillo  particular  la  diferen- 
cia que  le  correspondía  por  el  aumento  de  trabajo  y  de  responsabili- 
dad, volriendo  aquel  á  su  primer  destino  de  empleado  en  la  sociedad 
en  1.**  de  Enero  de  1859,  cuando  habia  ido  á  representar  la  Gerencia 
D.  Victor  Mercier-;  y  que  no  recordaba  si  habid  estipulación  formal 
acerca  de  la  indemnización  de  2.Ü00  rs.  en  concepto  dn  gastos  de  via-  * 
je  de  regreso  á  París,  p3ro  que  en  todas  las  compañías  que  conocia  $e 
acostumbraba  á  hacer  esos  abonos: 

Resultando  que  absolviendo  Mercier  posiciones,  manifestó,  entre 
otras  cosas,  que  Ducler  como  Gerente  tenia  la  facultad  de  nombrar  y 
separar  empleados  y  señalarles  sueldo,  pero  con  obligación  de  dar  avi- 
so á  la  casa  social  de  París  para  su  conocimiento  y  aplicación  y  dis- 
tribución de  fondos: 

Resultando  que  condenado  Mercier  como  Gerente  de  la  indicada 
compañia  al  pago  de  la  cantidad  demandada,  con  las  costas,  por  sea- 
tencia  del  Juez  de  primera  instancia,  que  con  igual  condenación  con* 
firmó  la  Sala  tercera  de  la  Real.Audiencia  de  Sevilla  en  5  d«  Diciembre 
de  1866,  interpuso  recurso  de  casación,  citando  como  infringidas; 

1  •    La  ley  i.',  til.  \.\  libro  10  déla  Novísima  Recopilación,  citada 
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'^n  el  fotlo;  puesto  quehabia  estimado  que  parecía  de  los  auitosquela 

-^eómpama  había  querido  obligarle  á  pagar  á  Dblígay  los  sueldos  y  ^ra« 

tifieaciooes  á  que  se  la  había  condenado,  cuando  lo  qoe  aparecía  de 

-cfHos  y  se  había  evidenciado  era  que  se  había  comprometido  á  no  CQ<^ 

erar  sus  sueldos  de  la  empresa: 

2/  Con  referencia  á  la  gratificación  de  2.000  rs.  por  vía  de  índem* 
tiizacioo  de  gastos  de  regreso  á  Francia»  á  que  también  se  condenaba  á 
la  sociedad,  las  leyes  4/,  5.'  y  6.%  tít.  2.°,  Partida  1/,  que  disponen  y 
^iplican  qué  cosa  es  costumbre;  y  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales 
y  las  mismas  leyes,  adoptando  como  costumbre  un  hecho  expuesto  y 
no  probado,  c^ial  lo  era  el  de  que  la  compañía  estuviese  obligada  á 
pagar  tales  indemnizaciones  á  sus  empleados  aun  cuando  voluntaria- 
mente hubieran  dejado  $u  servicio,  como  había  sucedido  en  el  caso 
actual.  ' 

Z*  Con  relación  á  uno  y  otro  extremo,  las  leyes  1.*  y  2.\  tit,  14, 
Partida  3.*;  toda  vez  que  el  demandante  no  había  probado  su  demanda, 
bastando  á  la  compañía  respecto  á  la  indemnización  la  absoluta  falta 
^e  prueba  dirigida  á  este  extremo,  aun  cuando  no  hubiera  negado, 
como  lo  había  hecho,  la  costumbre  de  hacerlo. 

Y  4."  Y  en  cuanto  á  la  condenación  de  costas  impuesta  á  la  socie- 
dad, las  leyes  2.%  tít.  19,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopilación,  en  su 
parte  2.*  y  8.\  tít.  22,  Partida  3.';  puesto  que  jamás  podía  compren- 
derse <]ue  la  compañía  hubiera  sostenido  este  pleito  sin  razón  derecha: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Luciano  Bastida: 

Considerando  que  una  sociedad  queda  obligada  por  los  actos  que 
-«jecuta  su  Gerente  dentro  del  límite  de  las  atribuciones  que  le  están 
concedidas: 

Considerando,  en  este  pleito,  que  es  un  punto  en  (jiie  conviene  la 
parte  demandada,  que  el  Gerente  que  fué  de  la  sociedad,  D.  Eugenio  Du- 
-^ler,  .se  hallaba  facultado  para  nombrar  y  separar  empleados  y  seña- 
larles sueldo,  quedando  reducida  la  cuestión  respecto  al  primer  extre- 
ffiodela  demanda,  referente  al  pago  de  mensualidades  reclamadas  por 
^í  demandante,  á  si  éste  estuvo  ó  nó  durante  los  cuatro  primeros  me- 
ses del  año  de  1B59  al  servicio  de  la  sociedad,  desempeñando  el  desti- 
no ^ue  expresa  con  el  sueldo  de  2.000  rs.  menluales  en  virtud  de 
nombramiento  del  Gerente;  y  que  habiendo  la  Sala  juzgadora  resuelto 
-este  particular  en  sentido  afirmativo,  sin  que  contra  esia  apreciación 
'86  haya  alegado  ley  ó  doctrina  infringida,  carecen  de  aplicación  las 
leyes  que  partiendo  del  supuesto  contrarióse  alegan  como  infringidas 
eo  los  motivos  I.""  y  3.**  del  recurso: 

Considerando,  respecto  de  los  motivos  2.°  y  3."*  en  cuanto  este  re- 
fiere al  segunda  extremo  de  la  demanda,  que  al  reclamar  el  deman- 
dante 2.000  rs.  por  gastos  de  viaje,  fundándose  en  la  costumbre,  no 
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alude  á  la  que  se  deñae  en  las  leyes  4.%  5*  y  6.',  art.  S.""  de  la  Partida' 
i.%  como  origen  del  derecho  consuetudinario,  sino  que  se  limita  á  pe- 
dir el  cumplimiento  de  una  regla  establecida  por  la  sociedad  minera^ 
relativa  á  la  manera  de  retribuir  á  sus  empleados,  como  una  condición 
que  se  sobreentiende  puesta  en  esta  clase  de  contratos  y  es  obligatoria^ 
para  aquella  igualmente  que  si  constase  en  sus  reglamentos;  y  que  iao^ 
habiéndose  contradicho  ni  negado  este  particular  por  la  sociedad  debe 
tenerse  por  probado,  y  por  tanto  la  sentencia  que  condena  á  la  parle 
demandada  no  ha  infringido  la  ley  1.*,  tit.  14  de  la  Pariida  3.*,  ni  la 
jurisprudencia  y  dem<$s  leyes  que  se  citas  en  los  referidos  motivos,  que 
no  ^on  aplicables  al  caso  actual: 

Y  considerando,  por  ultimo,  en  cuanto  al  motivo  que  versa  sobre 
la  condena  de  costas,  que  no  ha  sido  infringida  la  ley  8/,  tit.  22  de  la- 
Partida  3/,  referente  solo  á  la  primera  instancia,  pues  dejándose  ew 
ella  la  decisión  acerca  de  la  buena  fé  ó  temeridad  de  los  litigantes  aK 
juicio  del  Tribunal  sentenciador,  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia 
des^evitla  alcondener  en  las  costas  á  la  parte  demandada  b<a  obrado 
dentre  de  las  facultades  que  dicha  ley  la  concede;  y  que  tampoco  se  > 
ha  infringido  la  2.*,  tit  19,  libro  11  de  la  Novisia)a  Recopilación*  qae~ 
rige  para  segunda  instancia,  puesto  que  habiéndose  confirmado  la  seo- 
tencla  apelada,  la  imposición  de  costas  al  apelante  se  ajusta  á  sus  dis&^ 
posiciones. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declardmos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesjlo  por  D.  Víctor  Mercier,  como  Gerente  de 
la  Compañia  de  minas  de  cobre  de  Huelva,  ¿  quien  condenamos  en  las^ 
costas  y  á  la  pérdidd  del  depósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  )é  . 
ley;  devolviéndose  los  autos  á  la  Real  Audiencia  de  Sevilla  coii  la  certi 
flcaciOB  corresp(ft  diente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  y  ser- 
insertará  en  la  Coleccien  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias lo  pronunciamos,  rosíndamos  y  fírmamos.=Edu2frdo  Elio.=- 
Joaquin  de  Palma  y  Vinuesa.=Tomás  Huet.=Gregorio  Juez  Sarmiento.. 
=:iOsé  Mafia  Herreros  de  Tejada. =Calixto  de  Montalvo  y  CollaQtes'.=s^ 
Luciano  Bastida.        « 

Publicación.  ==Leida  >;  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  ét 
limo.  Sr.  D.Luciano  Bastida,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jusli» 
cia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera,  Sec- 
ción segunda,  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  tomo  Escribano  de  Gá» 
mará. 

Madrid  5  de  Diciembre  de  i867.=Gregorio  Camilo  Garcia. 

(Gaceta  de  3  de  Enero  dé  186a;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Reales  Órdenes. 

Resolución  m  la  demanda  presentada  contra  la  Real  órdén 
diictadacon  relación  al  expediente  de  la  mina  San  Antonio 
de  Pádua. 

<  *  • 

limo.  Sr.:  Eq  Wsla  de  la  demanda  presedUdá  conira  la  Real  ótiden 
de  8  de  Julio  último,  dictada  cod  relacioa  al  expediente  de  la  mioa  SM 
Aniüfíio  de  Pádua,  la  Secciotí  de  lo  cooteocioso  del  Consejo  de  Esta- 
do ha  infornv&do  lo  siguiente: 

•Excmo.  Sr.:  E^iaSeccíOD  ha  examinado  la  demanda  Cuya  copia  es 
adjunta,  presentada  en  23  de  Agosto  último  pot  el  Licenciado  D.  Fraíi* 
cisco  dé  Paula  Canalejas,  en  nombre  de  los  herederos  del  Marqués,  de- 
ViUafranca,  contra  la  Real  Orden  de  8  de  Julio  de  anterior,  comunica- 
da álos  interesados  en  $7  del  mismo  mes^  la  cual  aprobó  el  expedien- 
te de  la  mina  San  Antonio  de  Pád\M  y  maodó  que  se  expidiera  el  ti- 
tulo de  propiedad  de  la  misma  á  farorde  D.  Fernando  de  Morete,  di9? 
ponietido  al  prüpio  tiempo  que  el  Mlsr^ué^  de  Villaf tanca  ú^ase  de  dtt 
a^ééíio  atíté  Mi  Trrbttüal^^  otvflfifttiod  eti  la  fbtma  qtna  buMero  de 
convenirla. 

Resulta  de  ios  antecedentes  que  adjuntos  se  devuelven: 

Qfue  D.  Manuel  María  Harin  en  14  de  Junio  de  1864  recorrió  al  6o- 
berrnador  de  la  pro^vincia  de  Murcia  solicitando  hi  propiedad  de  una 
mima  ctín  eliiombre  de  San  Antonio  de  Pádua^  de  mineral  plomiso, 
qtté  yh  sb  habia  conocido  cod  el  nombre  de  Consuelo^  pero  eo  aquella 
feeha  estaba  abandonada: 

Que  sustanciado  en  fortna  este  exp^dient^,  y  dado  traslado  á  los 
interesados  en  la  mina  Conmtlo,  se  opuso  á  la  demarcación  de  la  d6> 
SánAnitíwio  el  mencionado  Marqués  de  Villaíranca,  presentando  como 
justificante  del  derecho  de  propiedad  q\ie  ostentaba,  una  escritura  en 
yittudDe  la  cual  D.  Félit  Zamora,  dueño  de  la  mina  Consuelo,  veodi4 
al  mencionado  Marqués  todos  los  minerales  aluminosos  que  pudiera 
Gíóütenér  aquella,  reservándose  el  vendedor  los  de  naturaleza  argenti- 
na ó  i^Omiza: 

Que  Marín  cedió  sus  derechos  á  D.  Fernando  Morete,  y  en  conse- 
cuencia s^  dictó  la  Real  orden  m:encionada,  contra  la  cual  se  ha  pre» 
sent^ido  demanda  en  los  términos  eiptie^tos. 

Visto  el  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859,  citando 
taxativamente  los  casos  en  que  procede  el  recurso  contencioso: 

Considerando: 
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« 

4.*"  Queseguo  los  documentos  traídos  al  expediente  por  el  Marqués 
deVillafranca,  éste  no  habia^ómprado  al  dueño  de  la  mina  Consuelo 
otra  cosa  que  el  derecho  de  extraer  de  ella  los  minerales  aluminosos, 
no  siendo  por  lo  tanto  dueño  de  la  meiTcioDada  miod,cuya  propiedad 
conservó  D.  Félix  Zamora. 

.  S.**  Que  según  el  articulo  citado  de  la  ley  de  Minas  vigente,  solo  Bt 
concede  el  recurso  contencioso  é  los  que  soliciten  la  propiedad  de  una 
xmna,  ó  A  los  que  se  opongan  á  ello  como  el  dueño  de  otra  que  ocupó 
el  mismo  terreno, 

'      La  Sección  opina  que  no  procede  la  admisión  de  la  demanda  de 
que  se  trata.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  B!.  la  Reina  (Q.  0.  6.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  1.  de  su  Real  orden  para  su  in- 
teligencia y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  much¿s  años. 

Madrid  4  de  Enero  de  1868. 

Orovio. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Caceta  de  12  de  Enero  de  1868;. . 


Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  sobre  constitución  de  la 
Sociedad  especial  minera  La  Union  de  las  Alpujarras. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
de  15  de  Abril  ultimo,  dictada  con  relación  al  expediente. sobre 
constitución  de  la  sociedad  especial  minera  La  Union  de  las  Alpujar^ 
ras,  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha  informado 
lo  siguiente: 

«Esta  Sección  há  examinado  la  demanda,  cuya  copia  es  adjunta, 
presentada  en  7  de  Junio  último  por  D.  Pablo  Martínez  Vázquez,  veci- 
no de  Granada,  contra  la  Real  orden  de  13  de  Abril  anterior,  que  con* 
firmó  él  decreto  por  el  cual  el  Gobernador  de  la  provincia  apfobó  la 
escritura  de  constitución  de  la  sociedad  especial  minera  Union  de  A/- 
pujarras. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven,  que  en 
4864  D.  José  Gómez  recurrió  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Grana- 
da solicitando  que  se  aprobase  la  escritura  de  que  se  ha  hecho  mérito: 

Que  á  ello  se  opusieron  R.  Pablo  Martínez»  D.  Juan  Martin  Vela  y 
D.  Francisco  Antonio  Bosquet,  fundándose  en  que  se  habia  faltado  en 
el  mencionado  documento  á  lo  dispuesto  en  el  art.  8.*"  déla  ley  sobre 
sociedades  mineras: 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Consejo 


{iroTincial,  decretó  que  se  suspendiese  la  aprobación  meucionada  has- 
ta que  .se  a^ub^aaáseo  los  defectos  nolados:  • 

Qoe  eo  vista  de  este  acuerdo,  D.  José  («oínez  recurrió  Doevameote 
al  Goberoador,  presentando  escritura  de  ratificación,  de  la  sociedad  mi- 
nera de  que  se  trata;  y  en  su  consecuencia,  por  decreto  de  6  de  Fe*- 
i»rero  de  4865,  el  Gobernador»  de  confornaidad  también  con  el  Consejo 
provincial,  aprobó  la  escritura  en  cuestión: 

Que  D.  Pablo  Martínez  se  alzó  de  esta  resolución  para  ante  el  Hl« 
nisterio  de  Fomento  en  8  de  Marzo  siguiente: 

Que  en  su  virtud  recayó  la  Real  orden  reclamada,  que  fué  notifica- 
da al  interesado  en  9  de  Mayo  último,  contra  la  cual  se  ha  presentado 
demanda  en  los  términos  expuestos. 

Visto  el  art.  89  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  que  numera  taxati- 
vamente los  casos  en  que  en  cuestiones  de  minas  procede  el  recurro 
contencioso: 

Consideri^ndo: 

i.*  Que  el  articulo  citado  no  se  ocupa  de  la  aprobación  ó  desapro- 
bación de  las  escrituras  de  constitución  de  sociedades  mineras. 

2."  Que  en  la  materia  en  cuestión  solo  procede  el  recurso  conten- 
cioso en  los  casos  taxativamente  numerados  en  la  citada  Real  dispo- 
sición. 

La  Sección  opina  que  no  procede  4a  admisión  de  la  demanda  de 
que  se  trata.*  ' 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el 

preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  1.  de  su  Real  orden  para  su 

inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  áV.  I.  muchos  años. 

Bladrid  4  de  Enero  de  48G8. 

Orovio.     , 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

{Gacela  de  12  de  Enero  de  1868). 


Besolucion  en  la  demanda  presentada  contraía  Real  orden 
dictada  con  relaciún  á  los  expedientes  de  La  Descuidada  y 
El  Vencedor. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contraía  Real  orden 
de  4  de  Mayo  último,  dictada  con  relación  á  los  expedientes  de  la  in- 
Testigacion  La  Descuidada  y  regisito- áenxincio  El  Vencedor,  la  Sec- 
ción de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha  informado  lo  si- 
guiente:        ^ 

«Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  de  que  se  acompaña  cor 
{lia,  presentada  anteel Consqo  de  Estado  en  22  de  iuüio  de  1867  por 
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« 

4/  QueseguQ  los  documentos  traídos  al  expediente  por  el  Marqués 
de  Viliafranca,  éste  no  habia  comprado  ai  dueño  de  la  mina  Consuelo 
otra  cosa  que  el  derecho  de  extraer  de  ella  los  minerales  alaminosos, 
no  siendo  por  lo  tanto  dueño  de  la  metfcioBada  mina,  cuya  propiedad 
cobserró  D.  Félix  Zamora. 

.2.**  Qoe  según  el  articulo  citado  de  la  ley  de  Minas  vigente,  solo  ae 
concede  el  recurso  contencioso  é  los  que  soliciten  la  propiedad  de  una 
mina,  ó  á  los  que  se  opongan  á  ello  como  el  dueño  de  otra  que  ocupó 
el  mismo  terreno. 

La  Sección  opina  que  no  procede  la  admisión  de  la  demanda  de 
que  se  trata.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  B!.  la  Reina  (Q.  0.  6.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  1.  de  su  Real  orden  para  su  in- 
teligencia y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  mucb¿s  años. 

Madrid  4  de  Enero  de  1868. 

Orovio. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  cíe  42  í/c  Enero  de  1868;. . 


Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  sobre  constitución  de  la 
Sociedad  especial  minera  La  Union  de  las  Alpujarras. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
de  15  de  Abril  ultimo,  dictada  con  relación  al  expediente  sobre 
constitución  de  la  sociedad  especial  minera  La  Union  de  las  Alpujar* 
ras,  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha  informado 
lo  siguiente: 

«Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  cuya  copia  es  adjunta, 
presentada  en  7  de  Junio  último  por  D.  Pablo  Martínez  Vázquez,  veci- 
no de  Granada,  contra  la  Real  orden  de  13  de  Abril  anterior,  que  con« 
firmó  el  decreto  por  el  cual  el  Gobernador  de.  la  provincia  apfobó  la 
escritura  de  constitución  de  la  sociedad  especial  minera  Union  de  A/- 
puj arras. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven,  que  en 
1864  D.  José  Gómez  recurrió  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Grana- 
da solicitando  que  se  aprobase  la  escritura  de  que  se  ha  hecho  mérito: 

Que  á  ello  se  opusieron  R.  Pablo  Martínez»  D.  Juan  Martin  Vela  y 
D.  Francisco  Antonio  Bosquet,  fundándose  en  que  se  habia  faltado  en 
el  mencionado  documento  á  lo  dispuesto  en  el  arl.  d,"  déla  ley  sobre 
sociedades  mineras: 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Gonse}o 


pneyindal,  decretó  que  se  suspendiese  la  aprobación  meucionada  has- 
ta que  .se  subsanasen  los  defectos  nolados:  ' 

Que  en  vista  de  este  acuerdo>  D.  Joséiiotnez  recurrió  nuevamente 
al  Gobernador,  presentando  escriturado  ratificación  de  la  sociedad  mi- 
nera de  que  se  trata:  y  en  su  consecuencia,  por  decreto  de  6  de  Fe*- 
brero  de  4&&5,  el  Gobernador,  de  conformidad  también  con  el  Consejo 
provincial,  aprobó  la  escritura  en  cuestión: 

Que  D.  Pabló  Martínez  se  alzó  de  esta  resolución  para  ante  el  Mi- 
nisterio de  Fomento  en  8  de  Marzo  siguiente: 

Que  en  su  virtud  recayó  la  Real  orden  reclamada,  que  fué  notifica- 
da al  interesado  en  9  de  Mayo  último,  contra  la  cual  se  ha  presentado 
demaoda  en  los  términos  expuestos. 

Visto  el  art.  89  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  que  numera  taxatí- 
▼amenle  los  casos  en  que  en  cuestiones  de  minas  procede  el  recurro 
contencioso: 

Considerando: 

i.*  Que  el  articulo  citado  no  se  ocupa  de  la  aprobación  ó  desapro- 
bación de  las  escrituras  de  constitución  de  sociedades  mineras. 

2/  Que  en  la  materia  en  cuestión  solo  procede  el  recurso  conten- 
cioso en  los  casos  taxativamente  numerados  en  la  citada  Real  dispo- 
sición. 

La  Sección  opina  que  no  procede  la  admisión  de  la  demanda  de 
que  se  trata.*  ' 

Y  .habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  cqu  el 

preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  ].  de  su  Real  orden  para  su 

inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  áV.  I.  muchos  años. 

Madrid  4  de  Enero  de  18G8. 

Orovio.     , 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gacela  de  12  de  Enero  de  1868). 


Besolucion  en  la  demanda  presentada  contraía  Real  orden 
dictada  con  relación  á  los  expedientes  de  La  Descuidada  y 
El  Vencedor. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contraía  Real  orden 
de  4  d.e  Mayo  último,  dictada  con  relación  á  los  expedientes  de  la  in- 
Testigacion  La  Descuidada  y  registro- denuncio^/  Vencedor,  la  Sec- 
ción de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha  informado  lo  si- 
guiente:        V 

«Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  de  que  se  acompaña  co* 
pía,  presentada  ante  el  Consto  de  Estado  en  22  de  iuiiio  de  1807  por 


elOr.  D.  Onesimo  Ai varez Sobrino,  á  oombre  de  D.  FauBiino  García  de 
Enciso,  regístr(idor  de  la  mina  El  Vencedor,  en  solicitud  de  que  8e  re- 
voque la  Real  ¿rdeade  4  de  Mayo  de  Í8S7,  notificada  al  ioteresado  en 
22  del  mismo  mes  y  año,  por  la  cual  se  declaró  nulo  el  expediente  del 
mencionado  registro  y  se  mandó  que  se  siguiera  por  todos  los  trámi- 
tes el  de  la  investigación  La  Descuidada: 

Resultado  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven,  que  en  ^5  de» 
Noviembre  de  1865  D.  Faustino  García  de  E^ciso  acudió  alGoberua* 
dor  de  la  provincia   de  Córdoba  maolfestacdo  que  deseaba  adquirir 
dos  pertenencias  mineras  de  plomo  y  calamina  con  el  titulo  de  El 
Vencedor^en  término  déla  expresada  ciudad,  paraje  que  llaman  Lagar 
de  Aylloo,  é  hizo  la  designación  comprendiendo  gran  parte  de  Lw 
Aparecida^  que  .se  hallaba  en  abandono,  y  solicitó  la  caducidad.  El 
Ingeniero  á  quien  se  pidió  informe  expresó  que  esta  mina  estaba  aban- 
donada, y  en  su^vírlud  el  Gobernador  declaró  la  caducidad  déla  mis- 
ma por  decreto  de  10  de  Octubre  del  referido  año  de  Í8A6,  y  por  otro 
de  49  deDicíembre  próximo  admitió  el  registro  de  El  Venceder,  - 

Se  opuso  á  este  expediente  D.  Juan  Pedro  Alcázar  y  Torrecilla, 
fundándose  en  que  en  23  de  Setiembre  de  1865  habia  pretendido  el 
mismo  terreno  para  investigar  dos  pertenencias  con  el  nombré  de  La 
Descuidada^  y  por  lo  tanto,  que  como  de  fecha  anterior  tenia  p^efé^ 
rencia;  más  el  Gobernador  desestimó  la  oposición,  y  habiendo  apelado 
Alcázar  para  ante  el  Ministerio,  se  dictó  la  Real  orden  de  4  de  Mayó  di 
1867,  por  la  que  tomando  en  cuenta  la  prioridad,  circunstancia  4ue 
confiere  derecho  preferente  con  arreglo  al  art.  20  de  la  ley,  se  revo'éá* 
ron  los  decretos  apelados,  se  declaró  nulo  el  registro-denuncio  El  Ven^ 
cedor^  y  se  mandó  que  siguiera  por  todos  sus  trámites  el  de  la  investí^ 
gacion  Descuidada;  y  centra  esta  resolución  ^e  ha  propuesto  la  de* 
manda. 

Visto  el  art.  89,  párrafos  primero  y  tercero  de  la  ley  de  Minas  de  6 
de  Julio  de  1859,  en  que  se  previene  que  cabe  recurso  contencioso  para 
ante  el  Consejo  de  Estado  acerca  de  las  Reales  órdenes  en  minería,  ya 
contra  las  resoluciones  por  las  cuales  se  confirme  6  se  dbsestlbaé  eT 
permiso  ó  negativa  para  la  investigación,  y  ya  contra  las  deeiíiolsies 
finales  concediendo  ó  negando  la  propiedad  de  minas: 

Visto  el  art.  86  del  reglamento  de  25  de  Febrero  de  1865,  en  que  se 
manda  que  no  se  admitan  más  recursos  que  los  expresamente  deter- 
minados en  la  ley  y  reglamento: 

Vistos  el  art.  91  déla  ley,  y  oúm.  6 del  art.  86  del  reglamento,  en 

qtté  se  previene  que  el  término  para  entablar  las  mencionadas  reclá^ 

maciones  será  de  50  dias,  contados  desde  la  fecha  de  la  notifícaciod^ 

hasta  el  di  a  en  que  se  haga  la  presentación  en  la  Secretoria  general 

del  Consejo,  y  que  trascurrido  el  plazo  será  ejecutoria  la  resolución: 


Considerando  que  por  la  Real  órdea  de  4  de  Mayo  de  1867  no  se 
concedió  i  D.  Jaan  Pérez  Alcázar  éi  permiso  para  la  in?estigacion,  ni 
se  negó  á  D.  Paustioo  García  Cnciso  la  propiedad  de  la  mina  El  Ven^ 
eedwTj  y  por  consiguiente  no  está  comprendida  la  demanda  en  los  par* 
rafos  citados  del  art.  89  de  la  ley: 

Considerando  que  no  ha  sido  una  resolución  flual,  sino  de  mero 
trámite,  y  por  lo  tanto  no  se  halla  en  caso  alguno  délos  taxativamea- 
te  marcados  en  la  ley  y  reglamento  para  que  procediera  la  via  conten- 
ciosa: 

Considerando  además  que  notificada  la  decisión  ministerial  á  Don 
Patíslioo  García  Enciso  eo  22  de  Mayo  de  1867  no  presentó  el  escrito 
de  demanda  en  Seóretaria  basta  el  22  de  Junio  próximo,  ó  sea  duendo 
había  terminado  el  plazo  de  los  30  días  y  la  re¿oíucion>era  ejecutoria; 
la  Sección  opina  que  la  demanda  es  improcedente.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina'  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el' 

preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  su 

inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 

Madrid  4  de  Soero  de  1868. 

Orovio. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura  j  Industria  y  Comercio. 

(Gacela  de  12  de  Enero  dé  1868). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 

Real  decreto. 

Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Real  orden  que 
declaró  nulo  el  expediente  déla  mina  Santa  Bárbara  y  se 
aprobó  el  de  la  denominada  San  Miguel. 

Doña  Isabel  It,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía española,  Reina  de  las  Españas.  A  todos  los  que  las  presentes  yie- 
ren  y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento, 
sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  penda  en  primera  y  úúica 
instancia, entre  parte*»  de  launa  el  Licenciado  D.  José  María  Martes» 
á  nombre  de  |a  Compañía  de  Censos,  sobre  la  empresa  minera  La 
Buelvana^  registradora  de  la  mina  Sania  bardara,  demandante,  y  de 
la  otra  la  Administración  general,  demandada  y  representada  por  tai 
Fiscal  coadyuvada  por  el  Or.  D.  Diego  Suarez,  representante  de  la  so* 
ciedad  minera  de  cobn  de  Huelva,  conocida  bajo  la  razón  social  Don 


Viclor  Mercver  y  compañía,  registradora  de  Ik  n^ifia  San  Miguel^  sotare 
revocacfoo  de  la  Real  orden  de  8  de  Enero  de  t866.  en  que  se  declaró 
fiolo  életpediente  de  la  naencionada  mina  Santa  Bárbara  y  se  aprobó 
el  de  la  denominada  San  3Hguel: 

Vistos: 

Visto  el  expediente  gubernativo  de  la  mina  Sania  Bárbara,  del  que 
resulta:  que  en  i3  de  Febrero  de  1854,  D.  Vicente  Delgado  Zarza  ex- 
puso al  Gobernador  de  la  provincia  de  Hueka  que  la  mina  decobre 
antigua  situada  en  el  Lomero  del  Acebuche,  distrito  municipal  de  la 
villa  del  Cerro,  se  encontraba  abandonada  desde  tiempo  inmemoriaU 
ignorándose  quien  fuese  su  último  denunciante  y  poseedor;  y  pidió  que 
hallándose  el  caso  comprendido  en  el  párrafo  tercero,  art.  24  de  la  ley 
deMiiferia,  se  declarase  la  caducidad  de  la  citada  mina: 

Vistos,  una  información  de  tres  testigos,  (\e  la  queaparec«)  que  la 
mina  se  hallaba  por  mucho  tiempo  en  abandono  y  sin  dueño  conoci- 
do; y  los  decretos  del  Gobernador  de  la  provincia,  en  que  declaró  en 
ii  de  Agosto  de  1864  la  caducidad  de  la  mina,  y  en  que  dejó  sin  efec- 
to el  expediente  en  27  de  ^larzo  de  4855  por  no  haberse  elevado  el  de- 
nuncio á  registro  en  el  término  de  30  dias,  disponiendo  así  bien  que  se 
anunciara  la  expresada  caducidad  en  el  Bolelin^oficial  de  la  proviu- 
cia,  para  que  cualquiera  otra  empresa  ó  particular  pudiera  solicitar  la 
concesión  con  arreglo  al  párrafo  sétimo  del  art.  403  del  reglamento: 

Visto  el  escrito  que  en  3  de  Abril  del  mencionado  año  1855  presen- 
tó D.  José  María  Pinto  al  Gobernador,  en  que  dijo  que  deseaba  adqui- 
rir la  propiedad  de  dos  pertenencias  de  mina  de  cobre  en  el  Lomero 
del  Acebuche,  término  municipal  del  Cerro,  conocida  con  el  nombre 
de  Santa  Bárbara,  denunciada  por  D.  Vicente  Delgado  Zarza;  y  pidió 
que  se  le  admitiese  la  solicitud  de  registro,  cediendo  sus  derechos  á 
D.José  Moray  García: 

Visto  el  que  este  sujeto  dirigió  en  15  del  referido  mes  y  año,  ex- 
presando que  la  citada  mina  lindaba  por  Norte  con  la  cumbre  del  Lo- 
mero del  Acebuche,  por  Poniente  con  la  oiina  de  ¿os  Poyatos,  por  el 
Sor  con  vegas  de  los  Amarguillos  y  por  Levante  con  la  ribera  de  Pe- 
jada: 

Vistos,  el  informe  del  Ingeniero,  en  que  aseguró  que  existia  mine- 
ral y  terreno  franco;  la  manifestación  del  interesado  preQrieodo  la  ley 
de  11  de  Abril  de  1849  para  la  tramitación  del  expediente;  la  admisión 
del  registro  hecha  por  el  Gobernador*eo  decreto  de  29  de  Noviembre  de 
1859,  y  la  publicación  ce  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  en  9  de  6i  - 
ciembredel  mismo  año,  anunciando  que  se  hallaba  situada  la  mineen 
el  Lomero  del  Acebuche,  término  del  Cerro: 

Vistos,  la  designación  ejecutada  en  7  de  Enero  de  1860,  y  el  reco-^ 
oocimiento  y  demarcación  practicados  por  el  Ingeniero  en  17  de  Se* 
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tieisbre  del  mismo  ano,  coa  citacioo  previa  y  asistencia  del  represen- 
laDte  de  la  cooQpañia  de  minas  de  cobre  D.  Emilio  Bezard»  quien  oo  ür* 
mó  el  acta  á  causa  de  haber  sabido,  después  de  extendida  la  diligea* 
cia,  que  parle  del  terreno  pertenecía  á  la  mina  San  Mignelt  registrada 
por  la  sociedad  de  la  que  era  apoderado,  así  como  de  la  llamada  Se* 
gumía  Cartivana,  que  fué  por  la  que  concurrió: 

Visto  el  escrito  presentado  al  Gobernador  por  D.  Eocique  Díaz,  re> 
presentante  de  la  sociedad  Yíct^oi*  Mercier  y  compañía,  registradora. de 
ia  mina  San  Miguel,  pidiendo  en  3  de  Octubre  siguiente  que  dejara  en 
suspenso  el  expediente  de  la  Santa  Bárbara  hasta  que  se  damarcaran 
Sos  que  fuesen  más  antiguos;  y  el  decreto  dictado  por  aquella  Autori* 
dad  en  31  del  mismo  mes  y  año,  en  que  suspendió  los  efectos  de  la 
demarcación  y  mandó  dovolver  el  expedid  nte  al  Ingeniero  para  que 
ejecutase  la  de  La  Cor  lejana  teniendo  de  raaniflesto  el  expediente  de 
San  Miguel: 

Visto  el  informe  del  Ingeniero,  dado  en  30  de  Julio  de  IttGl,  en  el 
sentido  de  que  la  mina  San  Miguel  no  hal)ia  podido  ser  demarcada  por 
falt9  de  labor  legal,  y  en  su  concepto  procedía,  con  arreglo  al  art.  58 
del  reglamento  de  31  de  Julio  de  1849,  la  nulidad  de  este  expediente» 
00  existiendo  entonces  óbice  algupo  para  que  el  titulado  5an¿a  Bir* 
bara  siguiera  su  curso: 

Vistos,  el-acuerdo  del  Gobernador  de  27  de  Agosto,  en  que  se  pre* 
▼ino  que  el  apoderado  de  Sania  Bárbara  manifestase  si  aceptaba  ó  no 
las  condiciones  do  la  ley  y  reglamento;  la  diligencia  en  que  consta  su. 
aceptación;  la  nota  en  que  aparece  la  remesa  del  expediéntela  la  Di* 
reccion  general  del  ramo;  y  la  orden  de  este  centro,  dictada  en  13  do 
Noviembre  de  1863,  mandando  que  se  devolvieran  al  Gobernador  los 
expedientes  de  la  Santa  Bárbara  y  San  Miguel^  para  que  según  su  es« 
tado,  y  tomando  en  cuenta  lo  que  resultaba  en  el  ultimo,  determinara 
en  ambos  lo  que  creyera  procedente: 

Vista  la  providencia  del  Gobernador  de  30  de  Mayo  de  1864,  en 
que  se  decidió  que  se  demarcara  la  mina  Santa  Bárbara  después  de 
que  se  practicara  la  demarcación  de  la  de  San  Miguel: 

Visto  el  informe  del  Ingeniero,  de  26  de  Octubre  del  mismo  aña» 
expresando  que  suspendía  la  demarcación  de  la  manera  que  se  le  ha- 
bla prevenido  hasta  que  la  Superioridad  resolviese  si  debía  demarcar 
Qoa  mina  ya  demarcada,  cuya  labor  legal  en  la  primera  demarcación 
estaba*  en  su  terreno,  y  en  la  segunda  en  terreno  de  otras,  desapare- 
ciendo por  consiguiente  el  punto  de  partida: 

Visto  el  testimonio  expedido  por  Escribano,  con  referencia  á  la  cO* 
pia  certificada  de  una  escritura,  de  la  que  consta  que  la  mina  Santa 
J^iír6ara  perteneció  á  D.  Vicente  Delgado  Zarza,  quien  la  cedió  á  Don 
Jorge  Rickea,  el  quo  la  traspasó  ¿  la  sociedad  La  Huelvana: 
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Visto  el  expediente  de  la  mioa  íian  Mi^uel^  del  qué  resüHa  que  6h 
39  de  Marzo  de  f855  D.  Miguel  Sánchez  manifestó  al  Goberúadór  de  fa 
provincia  que  se  hallaba  abandonada  una  mina  antigua  de  cobré.  Ig- 
norando el  nombre  de  ella  y  el  de  so  poseedor^  3i  bien  se  hallaba  si- 
tuada en  el  punto  llamado  de  las  Pozancas,del  pueblo  y  distrito  muni- 
cipal de  Cortejana,  lindante  por  Norte  con  el  alto  de  Poyato,  por  Le- 
vante con  el  Lomero  del  Acebnche,  por  Sur  con  el  Cafion  de  la  Merina 
y  camino  de  Cabezas  Rubias,  y  por  Poniente  con  el  llamado  del  Par- 
ragal,  y  concluyó  pidiendo  que  se  declarara  su  caducidad: 

Vistos,  la  justificación  hecha  para  acreditar  el  abandono;  la  decla- 
ración de  caducidad,  y  el  escrito  de  6  de  Octubre  de  1856,  en  que  el 
interesado  elevó  el  denuncio  á  registro,  repitiendo  los  linderos  ante- 
riormente expresados  y  solicitando  la  concesión  de  dos  pertenencias 
4]e  mina  con  el  nombre  deSafi  Migueh 

Vistos,  el  reconocimiento  practicado  por  el  Ingeniero  en  9  de  Agoe» 
to  de  4859,  del  que  resulta  que  habla  trabajos  antiguos  y  terreno  íhin- 
co;  y  el  decreto  del  Gobernador,  en  que  se  admitió  el  registro  en  4  .*  de 
Diciembre  del  noismo  año: 

Vistos,  la  manifestación  que  ^1  interesado  hizo  optando  por  la  le- 
gislación de  4849;  la  trasmisión  de  su  derecho  á  la  empresa  minera  de 
cobre  Víctor  Mercier  y  compañ{a;^'la  designación  que  ésta  ejecutó;  la 
solicitud  que  interpuso  para  que  tuviera  efecto  el  segundo  reconoci- 
miento, y  el  decreto  en  que  fué  estimado: 

Visto  el  iuforme  del  Ingeniero,  dado  en  40  de  Junio  de  4864  al  prac- 
ticar esta  operación,  en  que  afirmó  que  existia  terreno  franco,  pero  liD 
labor  legal,  porque  el  punto  de  partida  de  la  mina  consistía  en  un  po- 
zo de  nueve  varas  y  en  otros  abandonados,  por  lo  que  suspendió  la 
demarcación: 

Visto  el  decreto  del  Gober  nador,  que  en  su  virtud  recayó  en  43  de 
Diciembre,  por  el  que  se  anuló  el  expediente,  conforme  al  art.  £[8  del 
regl9imentade34  de  Julio' de  4849: 

Visto  el  recurso  que  la  empresa  elevó  al  Ministerio  contra  el  decre- 
to  anterior,  acompañando: 

4.*  Una  información  de  tres  testigos,  quienes  declararon  que  la  la- 
bor legal  de  la  citada  mina  S3  habia  profundizado  hasta  43  varas  y  que 
se  cegó  un  poco  por  las  lluvias. 

2/  Certificado  expedido  por  el  Ingeniero  director,  de  varias  perte- 
nencias mineras  de  la  compañía,  del  que  resultaba  que  se  hizo  la  labor 
legal  con  43  varas  de  profundidad,  y  que  después  del  reconocimiento* 
halló  que  tenía  menos  de  10  á  cause  del  fuerte  temporal  de  lluvias  que 
arrastró  escombros  al  fondo  de^4;)ozo.  habiéndose  desprendido  parte 
delosastiales:  oü 

Vista  la  Real  orden  de  34  de  Octubre  de  1862,  por  la  cualsedejió 
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,^n  efecto  ^Idecralk)  d^  nali4ad  y  s^  aeordó  que  se  siguiera  y  suetao- 
.€iar«  el  ei^psdlenie  hasta  sa  termiaacioo»  fandándose  en  que  ooera 
necesaria  la  labor  legal  en  expedientes  que  procedian  de  denuncia,  con 
arreglo  é  lo  dispuesto  en  el  caso  8.°,  art.  103  del  reglaoíiento  de  31  de 
julio  de  1849: 

Vista  la  demarcación  que,  previas  las  correspondientes  citaciones, 
hizo  el  Ingeniero  en  25  de  Octubre  de  1864,  de  la  que  resulta  hallarse 
comprendido  en  la  segunda  pertenencia  el  punto  de  partida  de  la 
Sania  Bárbara^  y  concluyó  el  acta  expresando  que  no  hubo  protesta 
ni  reclamación  alguna: 

Vista  la  instancia  que  en  24  de  Noriembre  dirigió  el  representante 
de  la  sociedad  minera  LaHuelvana  al  Gobernador,  haciendo  presente 
que  las  fuertes  lluvias  y  el  recio  temporal  que  pusieron  intransitables 
los  caminos  le  impidieron  su  asistencia  al  acto  déla  demarcación,  y 
pidió  que  se  señalase  nuevo  dia  en  que  tuviera  efecto  la  diligencia;  la 
nota  en  que  aparece  la  remesa  del  expediente  á  la  Superioridad  sin  ha- 
berse dictado  providencia;  y  la  Real  orden  de  8 de  Enero  de  1866,  por 
la  que  se  d  eclaró  nulo  el  expediente  de  la  mina  Sania  Bárbara  y  se 
aprobó  el  de  la  denominada  San  Miguel,  en  atención  á  su  prioridad, 
disponiendo  que  se  expidiera  el  correspondieute  titulo  á  favor  de  la 
empresa  Víctor  Mercier  y  compañía-,  con  arreglo  á  la  ley  de  1849: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Li* 
cenciado  D.  Jbsé  Maria  Martos,  á  nombre  de  la  Gompafiia  de  Censos 
sobre  la  empresa  minera  La  Huelvana,  registradora  de  la  mina  Santa 
Bárbara,  pidiendo  que  se  revoque  la  meocionada  Real  orden  y  que  se 
Qxpida  á  su  favor  el  titulo  de  propiedad  de  la  citada  mina: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  la 
absolución  de  la  dema  nda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  impug- 
nada: 

Visto  el  del  Licenciado  D.  Diego  Suarez,  en  nombre  de  la  sociedad 
ininera  de  cobre  de  Huelva  Víctor  Mercier  y  Compañía,  registradora 
lie  ja  mioa  San  Miguel,  reproduciendo  la  misma  pretensión  que  mi 
Fiscal: 

Visto  el  art.  8.*  del  reglamento  de  31  de  Julio  de  1849  para  la  eje- 
cución de  la  ley  de  Minas  del  mismo  año,  que  dá  la  preferencia  en  la 
concesión  al  expediente  m.ás  antiguo: 

Visto  el  aft.  56 del  misqi^o  reglamento,  que  prescribe  que  las  de- 
marcaciones de  minas  contiguas  deben  hacerse  por  rigorosa  anti- 
güodnd: 

Visto  el  párrafo  octavo  del  403,  que  declara  no  ser  necesario  acre- 
ditar la  labor  legal  en  los  expedientes  en  que  se  proceda  por  denuncia: 

Considerando  que  declarada  la  caducidad  de  la  antigua  mina  Santa 
Bárbara,  y  habiéndose  dejado  después  ^in  efecto  el  denuncio  que  sobre 


ella  hiciera  0.  Viceate  Delgado  Zarza,  por  no  haberse  elevado  á  registro 
eo  tiempo  o[.ortuno,  la  prioridad  y  mejor  derecho  de  los  expedientes 
sucesivos  debe  resolverse  por  la  fecha <Se  los  respectivos  registros: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  la  compañía  demandante 
hi20su  nuevo  denuncio  en  5  de  Abril  de  4855,  no  lo  es  menos  que  la 
empresa  demandada  lo  habla  va  presentado  el  29  de  Marzo,  ó  sea  cin- 
co dias  antes«  y  elevado  á  registro  en  tiempo  y  forma,  y  por  consi- 
guiente que  su  derecho  á  la  concesión  de  ia  mina  es  incuestionable: 

Considerando  que  eo  nada  lo  amengua  la  declaración  de  nulidad 
que  respecto  de  su  expedieule  hÍ7.o  el  Gobernador  de  la  provincia,  su- 
poniendo no  haberse  encontrado  eo  el  reconocimiento  de  la  mina  la 
labor  legal  habilitada,  porque  habiéndose  alzado  de  ella  la  sociedad 
Mercier  y  compañía,  fué  revocada  por  el  Ministeric,  mandando  conti- 
nuar con  preferencia  el  citado  expediente: 

Considerando  que  por  esta  razón  todos  cuantos  actos  y  gestiones  se 
practicaron  por  la  parte  demandante  mientras  en  la  Superioridad  se 
tramitaba  y  resolvja  el  recurso  de  alzada  interpuesto  por  la  demanda- 
da, inclusa  la  demarcación  de  la  mina,  eran  ineficaces  porque  no  te- 
nían otro  fundamento  que  el  de  una  providencia  que  no  había  causa- 
do estado  y  que  fué  después  revocada  por  la  Autoridad  superior  com- 
petente: * 

Y  considerando,  por  fin,que  ni  la  demarcación  de  la  mina  hecha 
en  las  condiciones  expresadas  pudo  dar  derecho  alguno  ^\\  registrador 
de  la  San/a  Bárbara^  ni  son  tampoco  de  apreciar  la  falta  de  protesta 
que  sobre  aquel  acto  se  imputa  á  la  parte  demandada,  ni  el  hecho  de 
que  la  mina  tuviera  ó  dejara  detener  labor  habilitada,  porque  la  Real 
orden  impugnada  declaró  que  no  era  necesaria  en  expedientes  de  esta 
clase,  de  acujBrdo  con  el  párrafo  octavo  del  art.  103  del  reglamento  dé 
Minas: 

Conformándome,  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  I).  Domingo  Ruiz 
déla  Vega,  Presidente,  D.  Aiitonio  Caballero, D.  José  Amonio  de.OIa- 
ñeta;  D.  Juan  José  Martínez  de  Espinosa,  D.  Antero  de  Echarri,  el  Con- 
de de  Velarde,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  D.  Tomás  Retortilío,  Don 
José  García  Barzaoallana,  el  Marqués  de  Alhama  y  D.  Rafael  de  Limi- 
niana  y  Brignole, 

Vengo  en  confirmar  la  Real  orden  de  8  do  Enero  de  4866. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  siete. =Está  rubricado  de  la  Real  mano.=:El  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. =Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  coma 
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resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  yse  inserte  en  la  6a- 
ceta.  De  que  certifico. 

Madrid  28  de  Noviembre  de  l867.=Pedro  de  Madrazo.  ^ 

{Gaceta  de  tí  de  Enero  de  i  868;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Reales  Órdenes. 

Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  de  la  mina  San  Astéban« 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contralla  Real  orden 
de  27  de  Julio  de  1866,  dictada  con  relación  al  expediente  de  la  mina 
San  Esteban^  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha  in- 
formado lo  siguiente: 

«Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  de  que  se  acompaña  co- 
pia, presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  en  9  de  Octubre  de  1866  por 
el  Licenciado  D.  Juan  García  López,  á  nombre  de  D.  Cesáreo  Amat, 
Cruz,  registrador  de  la  mina  San  Esteban,  en  solicitud  de  que  se  re- 
voque la  Real  orden  de  27  de  Julio  próximo  anterior,  notificada  en  10 
de  Setiembre  del  mismo  año,  por  la  cual  se  declaró  nulo  el  expediente 
de  la  mencionada  mina. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven,  que  en  6  de 
Setiembre  de  1865  D.  Cesáreo  Amat  Cruz,  dirigiéndose  al  Gobernador 
déla  provincia  de  Almería,  manifestó  que  deseaba  adquirir  las  perte- 
nencias que  se  demarcaron  para  el  registro  San  Qnofre^  cuyo  expe- 
diente  fué  declarado  nulo  á  causa  de  no  abonar  el  interesado  el  papel 
de  reintegro  para  que  se  extendiera  á  su  favor  el  titulo  de  propiedad. 

Dio  Amata  la  mina  el  nombre  de  San  Esteban  é  hizo  la,  designa- 
ción, y  se  le  admitió  el  registro. 

Unido  el  plano  á  las  actuaciones,  habilitada  la  labor  legal  y  preten- 
dida la  demarcación,  la  ejecutó  el  Ingeniero  en  5  de  Abril  de  1866, 
expresando  que  localizaba  la  mina  en  un  espacio  que  solo  comprendía 
13.974  metros  y  77  decimetros  cuadrados;  y  en  su  consecuencia  sede- 
claró  nulo  el  expediente  por  la  Real  orden  reclamada  en  27  de  Julio 
de  1866,  tomando  en  cuenta  que  la  mencionada  mina  San  Esteban  ca- 
recia  de  la  extensión  mínima  prescrita  para  formar  una  pertenencia 
incompleta. 

Visto  el  párrafo  tercero,  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de 
i859,  en  que  se  previene  que  cabe  recurso  por  la  via  contencioso -ad- 

Sección  administrativa.— T.  III.  14 
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miDislratiya  acerca  délas  Reales  órdenes  en  minería  contra  las  reso- 
lucioaes  finales  eu  que  se  conceda  ó  se  niegue  la  propiedad  de  las' 
minas: 

Visto  el  8G  del  reglamento  de  25  de  Febrero  de  4865,  en  que  se 
manda  que  no  se  admitan  en  la  via  contenciosa  ante  el  Consejo  de 
Estado  más  recursos  que  los  intentados  con  arreglo  á  la  ley  y  regla* 
mentó: 

Considerando  que  en  ia  Real  orden  impugnada  no  se  ha  concedido 
ni  se  ha  negado  á  1).  Cesáreo  AroatCruz  la  propiedad  de  la  mina  San 
Esteban,  y  por  consecuencia  no  se  halla  comprendida  la  demanda  en 
el  citado  artículo  de  la  ley,  m  se  encuentra  en  caso  a!guoo  de  los  mar- 
cados taxativamente  en  los  restantes  de  la  misma  disposición  ni  del 
reglamento: 

La  Sección  opina  que  no  es  procedente.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el 
preinsertü  dictamen  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  su 
inteligencia  y^efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  í.  muchos  años. 
Aladrid  4  de  Enero  de  I8G8. 

Orovio. 
Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

{Gaceta  de  15  e/e  Enero  de  1868). 


Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  del  registro  Pajarito. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  órdeu 
de  15  de  Abril  último,  dictada  con  relación  al  expediente  del  registro 
titulado  Pajarito,  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado 
ha  informado  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  de^ue  se 
«compaña  copia,  presentada  en  11  de  Junio  último  por  D.'  Pablo  Mar- 
tínez, y  en  su  propia  representación,  contra  la  Real  orden  de  15  de 
Abril  anterior,  que  declaró  nulo  y  sin  curso  el  expediente  de  registro 
déla  mina  Pa;an7o«  en  el  término  de  Trojillos.  Resulta  de  los  antcce* 
dentes,  que  adjuntos  se  devuelven,  que  en  17  de  Junio  de  1864  Don 
Francisco  García  registró  dos  pertenencias  mineras  con  el  nombre  de 
Pajarito: 

Que  en  27  del  propio  mes  el  mismo  interesado  recurrió  nuevamen- 
te al  Gobernador  exponiendo  que  sabia  que  el  terreno  quehabia  regis- 
trado pertenecía  á  la  mina  San  Antonio:  y  como  al  mismo  tiempo  le 
constaba  que  esta  sociedad  no  habia  llenado  los  requisitos  que  previe- 
ne el  arl.  24  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  protestaba  contra  la  pre- 
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-mentación  extemporánea  que  se  hieiera  de  algnoá  eseriCara  social  te 
iá  mina  SaH  Antonio: 

Qué  después  que  se  aprobóla  escritora  de  constitución  de  la  socie- 
dad minera  Union  de  las  Alpujarras^  el  Gobernador  de  la  pronaeia 
por  decreto  de  27  de  Enero  de  1865  declaró  sin  curso  y  fenecidé  el 
espediente  de  la  mina  Pajarito, 

Que  íf.  Francisco  García  cedió  la  mencionada  mina  á  D.  Pablo  Mar- 
tinez,  quien  se  alzó  de  aquella  proridencia  ea  9  deMarzosigaiente; 

Que  en  su  consecuencia  se  dictó  la  Real  orden  expresada,  contra 
la  cual  se  ba  presentado  demanda  en  los  términos  expuestos: 

Visto  el  art.  89  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  4859,  que  establece  los  ea» 
sos  en  los  cuales  procede  la  vía  contenciosa  : 

Considerando  que  la  Real  orden  impugnada  no  versa  sobre  ningu  -^ 
no  de  los  casos  á  que  se  reflere  el  artículo  citado; 

La  Sección  opina  que  no  procede  la   admisión  de  la  demanda  de 
•  qoe  se  trata.» 

Y  habiendo  resueltos.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  coa  él 

preinserto  dicta mfen»  se  lo  participo  á  V.  1.  de  su  Real  orden  para  su 

inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Bios  guarde  á  V.  f .  muchos  años. 

Madrid  4  de  Enero  de  Í8G8 . 

Oaovio. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura.  Industria  y  Comercio» 

(Gaceta  dei^de  Enero  de  1868). 


fíesolucion  en  la  demanda  preseatada  contra  la  Real  orden 
dictada  conrelacion  al  expediente  del  r^^iXro  Relámpago. 

limo  Sr.:  En  vista  de  la  demandar  presentada  contra  la  Real  orden 
de  43  de  Abril  último,  dictada  con  relación  al  expediente  j)et  registro 
Relámpago,  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha  íq«> 
.forñaado  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  cuya  copia 
adjunta  devuelvo,  presentada  en  1 1  de  Junio  último  por  D.  Pablo  Mar  » 
linez  Vázquez,  en  su  propia  representación,  contra  la  Real  orden  de 
13  de  Abril  anterior,  que  declaró  nulo  y  sin  curso  el  expediente  del 
regMro  Relámpago,  en  el  término  de  Trojillos. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  se  devuelven,  que  D.  Ploreneia 
García  en  17  de  Junio  de  1864  solicitó  dos  pertenencias  mineras  coa  ei 
nombre  de  Relámpago: 

Que  en  2!#  del  propio  mes  recurrió  el  interesado  nnevameole  al  Go^ 
4>ernador  exponiendo  que  el  terreno  qae  habla  registrado  resultaba 
.fiertenecer  á  otra  miña  de  la  empresa  Ofüon  de  Alpujarras^  y  oom» 
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«sla  sociedad  oo  habia  llenado  los  reqolsitos  establecidos  por  el  artícu»> 
lo  24  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Jallo  de  1859,  protestaba  decide  luego» 
contra  la  presentacioa  4e  cualquier  escríLura  coostituyéodose  la  meo- 
cioiia4la  sociedad: 

Que  por  decreto  de  9  de  Febrero  de  1865  se  declaró  sin  curso  y  fe* 
Decido  el  expediente  de  la  mina  Reldmpuffo: 

Que  0.  Fioreocio  García  cedió  aus  dereciios  á  D.  Pablo  MartioeaL- 
quiense  alzó  del  expresado  decreto  para  ante  el  Ministerio  de  Fomen- 
to ea  11  de  Marzo  siguiente: 

Que  en  su  consecuencia  se  dictó  la  Real  orden  mencionada»  contra^ 
la  eaal  se  ha  presentado  demanda  eo  los  términos  expuestos. 

Visto  el  art.  89,de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  i859«en  la  que, 
se  eipresan  los  casoa  por  los  cuales  es  admisible  la  ria  contencioso» 
admioistratiTa  contra  las  Reales  órdenes  de  minería: 

Considerando  que  la  demanda  presentada  en  su  representación  por 
O.  Pablo  Martínez  Vázquez*  de  que  se  ba  hecho  mérito,  no  versa  sobre-. 
nio^Do  de  los  casos  comprendidos  ea  el  citado  articulo; 

La  Sección  opina  que  no  procede  la  admisión  de  la  demanda.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  B.  6.)  de  acuerdo  con  et' 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  sa-i 
inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  1.  muchos  años.. 
Madrid  4  de  Enero  de  186a. 

OaoTio. 
Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  iZ  de  Enero  de  1868). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  decreto. 

Resolución  en  el  pleito  pendiente  entre  ^l  registrador  de  las-^ 
minas  yihoT^f  Rosa  y  Cohete  y  la  Administración  general. 

Doña  Isabel  U,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Conititucion  delaMonar- 
qnia  españolo.  Reina  de  las  Espa ñas.  A  todos  los  que  las  presentes  rie*- 
ren y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento,, 
sabed: que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

•Bn  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  eo  primera  y  úni-. 
ca  instancia,  entre  parte?,  de  la  una  D.  Pablo  Martínez  Vázquez;  Re- 
gistrador de  las  minas  Víbora,  Rosa  y  Cohete^  demandante,  y  de  la 
otra  la  Administración  general,  demandada  y  representada  por  mi 
I^caly  sobre  revoeacioa  de  la  Real  orden  de  4  de  Agosto  de  1865  y  de- 
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«^laracioD  de  nulidad  d€il  expedleDtdde  la  mina  San  Miguel  Segundo^  y 
-de  subsistencia  de  los  indicados  registros  Viborat  Rosa  y  Cohete: 
Visto: 

Vistos,  el  escrito  de  denuncio  presentado  en  20  de  Abril  de  1851 
por  D.  Fernando  García  Ogallar,  manifestando  que  la  m¡n<i  San  Migutí 
se  hallaba  abandonada,  y  pidiendo  que  se  declarase  su  caducidad;  y  el 
certificado  expedido  por  el  Secretarlo  del  Gobierno  de  -ia  provincia  de 
€ranada,  en  que  consta  que  el  demandante  depositó  la  suma  de  80 
reales. 

Visto  el  decreto  del  Gobernador  de  la  citada  provincia,  dado  en  23 
de  Mayo  inmediato  siguiente,  disponiendo  qae  mediante  á  que  la  mina 
-denunciada  se  había  declarado  en  abandono  en  30  de  Julio  de  1847,  se 
€ntendiera  la  solicitud  de  denuncio  como  de  registro,  eo  conformidad 
á  la  regla  14  de  la  Real  orden  de  8  de  Marzo  de  1852,  y  se  previniera 
al  interesado  que  en  el  término  de  50  dias  pidiera  la  concesión: 

Vistos,  la  solicitud  de  registro  que  García  Ogallar  presentó  en  i7 
de  Julio  del  referido  año  4854,  en  que  significa  que  deseaba  adquirir 
con  sujeción  á  la  ley  de  Minería  la  propiedad  de  dos  pertenencias  de 
una  mina  plomiza  en  la  cañada  de  Roblecillo,  término  de-Trujillos,  en 
terreno  común  y  franco,  y  con  la  denominación  de  San  Miguel  Según* 
do;  y  un  recibo  de  la  Depositaría,  en  qae  aparece  que  el  interesado 
satisfizo  400  rs.  para  gastos  de  expediente: 

Vista  la  escritura  pública  otorgada  en  15  de  Agosto  de  4857  por 
D.  Fernando  García  Ogallar,  vendiendo  á  D.  Francisco  Peralta  todo  el 
•derecho  que  tuviera  sobre  la  mina: 

Visto  el  decreto  del  Gobernador,  de  6  de  Febrero  de  1858,  en  que 
hubo  por  presentada  la  solicitud  de  regislro  y  en  que  dispuso  que  se 
procediera  al  reconocimiento  preliminar: 

Visto  el  informe  que  el  Ingeniero  dio  en  16  de  Marzo  del  expresvdo 
año,  manifestando  que  la  mina  era  antigua  y  reuoia,  entre  las  excava» 
cienes  que  antes  tuvo  con  las  que  posteriormente  se  hicieron,  unas  80 
▼aras  lineales  de  forma  irregular:  que  c:>ntenia  mineral,  y  que  podia  ó 
no  tener  terreno  franco,  según  la  resolución  que  recayera  en  los  ex» 
-pedíentes  denuncio  Nuestra  Señora  de  las  Angustias  y  Virgen  de  ias 
^mercedes: 

Vista  la  escritura  de  20  del  referido  Marzo,  otorgada  por  D.  Frait- 
xisco  Peralta  y  otros  varios  individuos,  por  la  que  constituyeron  socie- 
dad con  el  nombre  de  Onion  de  Alpujarras  para  explotar  la  miaa 
San  Miguel  Segundo  y  nombraron  apoderado  á  D.  Pablo  Martines  Vaz- 
-^uez,  con  facultad  de  sustituir  el  poder  á  favor  de  1^.  Juan  Suareí,  á 
>quien  en  14  de  Junio  inmediato  siguiente  se  le  encomendó  exclusiva* 
emente  este  encargo: 

Visto  el  decreto  dado  por  él  Gobernador  después  de  haberse  ven- 
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tüado  la  coestioQ  de  prefereoeia  entre  los  regUtradores  de  las  mencio— 
nadas  minas,  por  elcualse  annlaron  los  expedientes  de  Nue$lra  Seño^ 
ra  délas  Angustias' y  San  Miguel  Segundo  y  &e  declaró  eficaz  el  de  lft> 
Virgen  de  las  Mercedes: 

Vista  la  Real  orden  de  12  de  Marzo  de  1860,  por  la  que  se  conside- 
raron de  niogofl  valor  los  de  las  minas  San  Miguel  Primero^  antes  For^ 
lima,  y  Santa  Lucía;  se  declaró  nulo  el  de  Nuestra  Señora  de  las  An- 
guslias  y  Nuestra  Señora  de  las  Mercedes,  y  2»e  dejó  sin  efecto  el  de- 
creto de  nulidad  dictado  por  el  Gobernador  respecto  al  de  San  Miguel 
Segundo^  mandando  que  siguiera  por  todos  sus  trámites,  asi  como  por 
el  orden  de  su  respectiva  prioridad  los  titulados  San  Juan,  Santa  Rosa^ 
Sanio  Cristo  del  Paño  y  La  Rosa^  si  existiese  terreno  franco: 

Vistos  el  decreto  del  Gobernador  de  27  del  mismo  mes  y  año,  ea 
que  se  admitió  el  registro  de  la  mina  San  Miguel  Segundo;  el  certiñca- 
do  que  compreude  su  amojonamiento;  el  escrito  de  14  de  Mayo  en  que 
el  registrador  de  la  citada  min^  hizo  la  designación,  y  la  providencia 
en  que  le  fué  admitida: 

Vistos,  el  Boletín  o ficialúe  la  provincia  de  20  del  mes  y  año  últi- 
mamente mencionados,  en  que  se  hizo  la  publicación;  los  escritos  d& 
oposición  por  los  registradores  de  las  minas  Víbora  y  Rosa;  la  peti- 
ción de  segundo  reconocimiento  del  interesado  en  la  mina  San  Miguel 
Segundo  de  11  de  Agosto;  la  providencia  en  que  se  estimó,  y  el  acta  de 
demarcación  de  sus  dos  pertenencias,  de  la  que  resulta  que  se  hallaba 
comprendido  en  una  de  ellas  el  registro  de  la  Víbora,  por  lo  que  el  in- 
teresado de  esta  mina  protestó  igualmente  que  el  de  La  Rosa  y  el  de* 
la  denominada  El  Cohete: 

Vistas  las  alegaciones  de  los  opositores  en  el  sentido,  la  primera  de 
que  Ogallar  propuso  el  denuncio  debiendo  de  haber  presentado  el  re- 
gistro: la  segunda,  de  que  cuantas  gestiones  se  han  becho  por  otra  per- 
sona que  no  fuera  D.  Juan  Suarez,  único  representante  de  San  Miguel 
Segundo  desde  14  de  Junio  de  1858,  son  nulas:  la  tercera,  de  que  Oga-» 
llar  no  hizo  reclamación  alguna  á  pesar  de  que  el  Gobernador  tarda 
tres  años  en  dar  por  presentada  la  solicitud  de  registro,  debiendo  pro- 
ducir la  cancelación  del  expediente  con  arreglo  á  la  disposición  13  del 
reglamento  de  31  de  Julio  de  1849:  la  cuarta,  de  que  no  está  arreglada 
la  solicitud  de  registro  al  modelo  número  5,  adjunto  al  reglamento;  de^ 
que  no  se  hallaba  situada  la  mina  en  la  cañada  del  Roblecillo,  que  en 
aquella  pretensión  se  expresa;  y  de  que  el  terreno  demarcado  era  dis- 
tioto  del  solicitado;  debiendo  por  tanto  declararse  la  nulidad:  la  quinta». 
de  que  si  bien  se  hizo  el  depósito  para  el  expediente  de  San  Miguel,  se 
retiró  después  debiendo  de  haberse  declarado  sin  curso  al  tenor  de  la- 
i(eal  orden  de  26  de  Enero  de  1857:  la  sexta,  de  que  incurrió  además^ 
411  nulidad  al  tenor  del  art.  64  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859  y  75  deh 
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reglamento  de  5  de  Octubre  del  mismo  aoo,  por  no  haber  hecho  la  de* 
sígnacion  en  la  época  que  prescriben  los  artículos  21  y  29  de  una  y  otra 
disposición  y  por  no  haber  expresado  con  claridad  el  punto  de  partida 
y  demás  circunstancias  que  requiere  el  art.  «^0  del  citado  reglamento; 
y  la  sétima,  de  que  no  participó  tener  habilitada  la  labor  legal  ni  solí* 
citó  la  demarcación  dentro  del  plazo  establecido: 

Visto  el  informe  del  Ingeniero,  expresando  que  la  mina  se  hallaba 
coostituida  en  la  cañada  denominada  del  Roblecillo,  vertiente  de  la 
loma  de  la  Silleta:  que  el  registrador  hizo  la  designación  de  una  ma» 
ñera  exacta;  y  que  en  cumplimiento  de  su  deber,  al  ejecutar  la  de- 
marcación tomó  por  punto  de  partida  el  mismo  sobre  que  versó  el  re- 
conocimiento: 

Visto  el  expediente  de  la  mina  Víbora,  del  que  resulta  que  en  4  de 
Febrero  de  i 859  presentó  solicitud  de  registro  D.  Pablo  Marti nez  Váz- 
quez para  adquirir  sus  pertenencias;  y  el  ingeniero  en  el  acto  de  hacer 
el  reconocimiento  preliminar,  informó  que  existía  mineral  descubier- 
to, pero  que  se  hallaba  á  450  metros  déla  boca-mina«  punto  de  partid 
da  de  San  Miguel  Segundo^  y  por  consiguiente  dentro  de  la  demarca- 
ción de  ésta  declarando  el  Gobernador  en  4  de  Setiembre  de  1861  sin 
curso  y  fenecido  el  mencionado  expediente  de  la  Víbora: 

Visto  el  informe  emitido  por  la  Junta  superior  facultativa  de  Mi- 
nería de  24  de  Abril- de  1862,  en  el  sentido  de  que  el  expediente  de  la- 
Vibora  era  más  moderno,  y  posteriores  á  ésta  los  de  la  La  Rosa  y  Co- 
hete: 

Vista  la  Real  orden  de  4  de  Agosto  de  1863,  por  la  cual  se  desesti- 
maron las  oposiciones  hechas;  se  declararon  deQnitivamente  anulado» 
los  expedientes  San  Miguel  Primero,  Lucía,  Nuestra  Señora  de  las  An- 
gustias y  Nuestra  Señora  délas  Mercedes;  se  confirmaron  los  decre- 
tos de  nulidad  dictados  por  el  Gobernador  en  los  déla  Viboray  Santa 
Cristo  del  Paño,  y  se  aprobó  el  de  San  Miguel  Segundo,  mandando  se 
expidiera  el  título  de  propiedad  á  favor  de  la  sociedad  Union  de  A/pu- 
jarrai: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Li» 
cenciado  D.  Manuel  Malo  de  Molina,  á  nombre  de  los  registradores  de 
las  minas  Vt^^ora,  Rosa  y  Cohete,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque 
la  Real  orden  mencionada  y  se  declare  nulo  el  expediente  de  la  mina 
^an  Miguel  Segundo,  y  subsistentes  los  de  los  espresados  Víbora,  Ro-^ 
sa  y  Cohete: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  1» 
ahsolucion  de  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  órdeu  por  la 
misma  impugnada: 

Vistos,  el  auto  déla  Sección  de  lo  Contencioso  en  que  se  dispuso 
que  se  hiciera  saber  el  estado  del  pleito  á  la  sociedad  concesionaria  de 
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lamina  San  Miguel  Segundo;  la  diligencia  de  emplazamiento;  y  el 
proveído  en  que  se  la  hubo  por  decaída  del  derecho  de  comparecer: 

Vistos  los  artículos  8.*  del  reglamento  de  31  de  Julio  de  i840,  ^ 
de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859  y  27  del  reglamento  de  5  de  Octubre 
del  mismo  año,  según  los  cuales  lá  prioridad  en  la  solicitud  en  mate- 
ria de  minería  dá  derecho  ala  preferencia  para  la  concesión: 

Considerando,  respecto  de  las  alegaciones  hechas  á  nombre  de  la 
mina  San  Miguel  Primero,  que  no  hay  reclamación  alguna  de  los  in- 
teresados, ni  poder  de  los  mismos  en  favor  del  demandante  para  com- 
batir la  Real  orden  de  4  de  Agosto  de  1863: , 

Considerando  que  la  solicitud  de  registro  de  la  mina  San  Miguel  Se* 
gund'o  precedió  cuatro  años  y  algunos  meses  á  la  de  la  mina  Víbora, 
que  fué  la  primera  de  las  tres  que  representa  el  demandante: 

Considerando  que  si  hubo  alguna  dilación  ú  omisión  en  el  primer 
período  de  la  instrucción  del  expediente  de  la  mina  San  Miguel  Según  - 
do,  todas  quedaron  legalmente  subsanadas  antes  que  los  interesados  en 
las  minas  Víbora,  Rosa  y  Cohete  estuvieran  en  aptitud  de  disputarle 
la  preferencia,  porque  les  aventajaba  mucho  en  antigüedad,  y  porque 
esta  circunstancia  es  decisiva  en  cuestiones  de  minas  en  igualdad  de 
casos; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Domingo  Raíz  de 
la  Vega,  Presidente,vD.  Antonio  Caballero,  D.  Antero  de  Echarri,  Don 
Pablo  Jiménez  de  Palacio,  D.  Lorenzo  Nicolás  Quintana,  D.  Agustín  de 
Torres  Valderrama,  D.  Tomás  Retortillo,  el  Marqués  de  Alharoa,  Don 
Evaristo  de  Castro  y  Rojo,  D.  Rafael  de  Limioiana  y  Brignole  y  D.  Se- 
gundo Diaz  de  Herrera, 

Vengo  en  absolfer  do  la  demanda  á  la  Administración  y  en  confir- 
mar la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  Noviembre  de  mil  ochocieqtos  se - 
seota  y  siete.=Está  rubricado  de  la  Real  mano.=El  Presidente  del 
Consejo  de  iMínistros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.  =:Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,. acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes»  y  se  inserte  en  la  Cace" 
ta.  De  que  pertifico; 

Madrid  28  de  Noviembre  del867.=Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  14  de  Enero  dé  1868). 
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Real  orden  modificando  la  redacción  del  art.  e.*"  del  regla-- 
mentó  para  el  régimen  interior  de  la  Junta  consultiva  de 
Obras  públicas  fin  las  Islas  Filipinas. 

Excmo.  Sr.:  Vista  la  propuesta  de  la  Junta  consuUÍTa  de  Obras  pú> 
|)licas  de  esas  islas,  con  objeto  de  que  se  modifique  el  art.  6.**  del  regla* 
meoto  para  el  régimen  ioterioi'  de  la  misma,  aprobado  por  Real  órdea 
de  28  de  Junio  próximo  pasado: 

Visto  el  articulo  que  se  cita: 

Considerando  que  es  de  indudable  conyenieocia  el  que  los  Itigenie^ 
TOS  de  Minas,  como  Vocales  de  aquella  corporación,  sean  los  que  la- 
formen  en  asuntos  de  su  facultad,  la  Reina  (Q.  D.  6,)  faa  tenido  á  bien* 
resolver  de  coníbrmidad,  y  en  su  consecuencia  el  expresado  art.  6."" 
quedará  así  redactado:  «Serán  ponentes  en  las  diversas  cuestiones  que 
»se  someten  al  examen  de  la  Junta,  los  Ingenieros  de  Gimióos  Jefes  de 
•distrito  excepto  cuando  se  trate  de  asuntos  relacionados  con  la  miae* 

•  ría  y  metalurgia,  que  lo  será  el  Ingeniero  Jefe,  de  Minas;  cuando  se 

>  trate  de  lineas  telegráficas,  que  lo  será  el  Jefe  de  Telégrafos;  ó  cuando 

•  la  Junta  haya  de  ocuparse  de  asuntos  relativos  á  las  construcciones 

•  encomendadas  á  los  Arquitectos,  en  cuyo  caso  ejercerá  dichas  fuD-* 

>  ciones  el  Vocal  de  esta  clase.  > 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  su  conocimiento  y  efectos  cor- 
respondientes. Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  9  de  Enero 
de  1868. 

Marfori. 
Sr.  Gobernador  superior  civil  de  las  Islas  Filipinas. 

(Gaceta  deil  de  Enero  dé  1868). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  del  registro  tituhéo 
Dulcinea, 

limo.  Sr.:  Ea  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  órdeo 
^e  13  de  Abril  ultimo,  dictada  con  relación  al  expediente  del  registro 
titulado  Dulcinea^  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado 
faa  informado  lo  siguiente: 
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«Ezcmo.  Sr.:  Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  de  que  se 
acompaña  copia^  {>reseiitfadA  eo  41  de  luoío  último  pcír  D.  Pablo  Mar- 
lioez  Vázquez,  natural  de  Granada,  contra  la  Real  orden  de  15  de  kbril 
jiDt^ior,  que  declarónuloy  sin  curso  el  expediente  del  registro  Dulcid 
nea,  en  el  término  de  TrujilLos: 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven,  que  D.  Pa^ 
blo  Martines  recurrió  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Granada  en  6 
de  Junio  de  1864,  manifestando  que  deseaba  adquirir,  con  el  nombre 
de  Dulcineai  <^os  pertenencias  mineras: 

Que  en  SO  del  propio  mes  el  interesado  elevó  una  exposición  ma- 
nifestando que  el  terreno  designado  para  la  mina  que  él  habia  regis- 
trado  comprendia  gran  parte  del  demaroado  para  la  titulada  San  Anto- 
nio SegundOf  de  la  sociedad  minera  Union  de  las  Alpujarras;  pero  co- 
mo le  constaba  que  esta  compañía  no  habia  cumplido  con  lo  dispuesto 
enelart.  24  de  la  ley  de  Sociedades  mineras,  protestó  contra  la  presen- 
tación extemporánea  de  cualquiera  escritura  de^  constitución  social  de 
la  mina  San  Antonio  Segundo: 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  c4  dictamen  del  Consejo 
provincial,  después  de  haber  aprobado  la  escritura  de  constitución  de 
la  sociedad  minera  Union  de  las  Alpujarras^  declaró  sin  curso  y  fene- 
cido el  expediente  de  la  mina  Dulcinea: 

QueD.  Pablo  Martínez  soalzó  de  esta  resolución  para  antee!  Minis- 
terio de  Fomento,  y  en  su  consecuencia  se  dictó  la  Real  ór^en  mencio- 
nada, contra  la  cual  se  ha  presentado  demanda  en  los  términos  ex- 
puestos: 

Visto  el  art.  89  de  la  ley  de  Alinas  de  1859,  que  enumera  los  casos 
en  los  cuales  procede  la  via  contenciosa: 

Considerando  que  la  Real  orden  impugnada  no  versa  sobre  ninguno 
de  leseases  á  que  se  refiere  el  articulo  citado; 

La  Sección  es  de  dictamen  que  no  procede  la  admisión  de  la  de- 
manda de  que  se  trata.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictánien,  se  lo  participo  á  V.  1.  de  su  Real  órdeu  para  su  in- 
teligencia y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 
Madrid  4  de  Enero  de  1868. 

Oro  vio. 

&r.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  19  de  Enero  de  1868;. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 

t 

Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  camcion 
interpuesto  en  el  pleito  sobre  nulidad  de  un  contrato  y  de- 
una  escritura. 

Eo  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9Vde  Enero  de  1868,  ea  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguido  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Logrosan  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audien- 
cia de  Gáceres  por  D-  Manuet  Fernandez  Galán,  como  marido  de  Doña 
Rosa  Cecilia  Calzada^  con  D.  Mario  de  Luna,  sobre  aulidad  de  un  con- 
trato y  de  una  escritura: 

Resultando  que  D.  José  Juan  Calzada  y  otros  otorgaron  escritura 
ante  e)  Notario  de  Reinos  y  Secretario  del  Ayuntamiento  de  la  villa  de 
Logrosan  D.  José  González  Trejo,  á  28  de  Febrero  de  1840,  por  la  que, 
como  dueños  de  varias  heredades  situadas  en  la  Costanaza,  de  aquel 
término,  por  las  que  pasaba  un  filón  de  piedra  caliza  fosfórica,  cedie- 
ron ¿  D.  Julián  Luna  el  derecho  exclusivo  de  explotarle  que  á  cada 
uno  correspondía  en  sus  respectivas  tierras,  con  las  condiciones  de  re- 
sarcir los  f  erjaicios  que  ocasionase  y  de  satisfacer  4  reales  por  cada 
▼ara  superficial  medida  á  lo  largo  del  filón  en  la  dirección  que  llevaba. 
entregando  á  cada  interesado  la  parte  que  le  correspondiera  según  las 
varas  de  longitud  que  en  su  heredad  tuviera  el  filón  que  por  ella  cru- 
zaba; y  que  aceptada  la  cesión  por  D.  Julián  Luna,  se  obligó  á  cumplir 
las  citadas  condiciones,  habiéndose  tomado  razón  de  la  escritura  en  la 
Contaduría  de  Hipotecas  en  25  de  Febrero  de  1861: 

Resultando  que  D.  Manuel  Fernandez  Galán,  como  marido  de  Doña 
Rosa  Cecilia  Calzada,  entabló  demanda  en  30  de  Setiembre  de  186S 
para  que  se  declarase  nula  la  citada  escritura  y  el  contrato  de  venta  en 
eilli  contenido,  con  imposición  de  costas  á  D.  Julián  de,Luna,  hijo  del 
D.  Mario,  pretensión  que  fundaron  en  que  la  escritura  estaba  otorgada 
por  un  Notario  de  Reinos  en  la  villa  de  Logrosan,  de  la  cual  era  única 
numerario  á  la  sazón  D.  Antonio  Ruiz  Arenas,  residente  en  ella  y  en  el 
libre  gjercicio  de  su  oficio,  y  en  que  las  fincas  por  las^que  cruzaba  el 
filón  de  fosfato  calizo,  cuyo  derecho  de  explotación  habla  enajenado 
D.  José  Juan  Calzada,  eran  de  su  mujer  Doña  Ana  Fernandez  Cano,. 

« 

madre  de  la  demandante,  en  concepto  de  bienes  parafernales  que  no 
habia  entregado  á  su  marido  en  dominio,  ni  dádole  autorización  para 
eDajenarlos  en  todo  iii  en  parte,  ni  imponer  sobre  ellos  ningún  dere- 
cho real,  siendo  por  tanto  nula  la  venta  por  carecer  el  vendedor  de  fa- 
4efilUde8  para  hacerla: 

Resultando  que  el  denaandado  impugnó  la  demanda  alegando  qu» 


tso  se  justificaba  la  aportación  por  Doña  Ana  Fernandez  Cano  á  sa  ma» 
trimonio  de  las  tierras  en  caestion,  no  expresándose  tampoco  sí  las  ha* 
tía  aportado  c^mo  dótales  ó  adqairido  dorante  aquel  como  paraferoa* 
les:  que  ya  fueran  de  una  é  de  otra  clase*  no  tratándose  de  una  venta» 
sino  dé  la  cesión  de  un  derecho  para  explotar  una  sustancia  mineral 
con  arreglo  á  las  leyes,  D.  José  Juan  Calzada  había  podido,  como  ma  - 
rido  de  Doña  Ana  y  su  Administrador  legal,  ceder  el  indicado  dere» 
cho  de  corta  estimación,  que  podia  indemnizarse  y  retribuirse  con  las 
gananciales  ó  bienes  del  marido,  tanto  más  cuanto  que  la  cesión  Jiabia 
sido  consentida  por  su  mujer,  puesto  que  se  habia  consignado  en  una 
escritura  pública,  habia  recibido  el  precio,  y  se  habia  Yeoido  haciendo 
la  explotación  por  largos  años  durante  su  vida,  sin  contradicción  de 
nadie,  estando  por  ello  obligados  sus  hijos  á  recibir  las  Qncas  en  el 
estado  que  se  las  habian  dsjado  y  á  garantir  como  herederos  forzosos 
los  contratos  de  sos  padres  y  sostener  su  validez  y  legitimidad;  y  que 
de  todos  modos ,  haciendo  más  de  25  años  que  la  escritura  se  habia 
otorgado,  habiéndose  tomado  razón  de  ella  en  la  Contaduría  de  Hipo-, 
tecas,  no  podia  según  la  ley  Hipotecaria,  ser  ya  objeto  de  controversia 
el  derecho  real  que  por  ella  se  habia  trasferido;  y  que,  por  ultimo «  y 
con  relación  á  la  nulidad  de  la  escritura,  expuso  que  aun  cuando  fue» 
ra  informal  y  nula,  el  contrato  sería  siempre  legitimo  y  valedero,  f 
además  estaba  reconocido  como  que  era  el  supuesto  de  la  demanda 
misma: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partVs  para  demostrar  el 
origen  y  procedencia  de  las  Ancas,  dictó  sentencia  la  Sala  primera  de 
la  Real  Audiencia  de  Cáceres  en  47  de  Enero  del  año  último,  que  no 
fué  enteramente  conforme  eon  la  de  primera  instancia,  absolviendo  á 
D.  Mario  Luna  de  la  demanda  en  el  extremo  relativo  á  la  nulidad  del 
contrato  celebrado  en  28  de  Febrero  de  4840,  y  declarando  nula  y  sin 
valor  alguno  la  escritura  de  dicha  fecha  celebrada:  estableciendo  como 
fundamentos  que  no  se  habia  justificado  que  las  'fincas  en  cuesClon 
fueran  pertenecientes  á  Doña  Ana  Fernandez  Cano:  quo  aun  cuando  se 
hubiera  probado  que  pertenecieran  á  los  bienes  parafernales  de  la 
misma,  lejos  de  haberse  desprendido  de  su  dominio  ni  impuésloles 
gravamen,  se  habia  aumentado  su  producto:  que  si  bien  los  documen- 
tos públicos  otorgados  por  Notarios  de  Reinos  en  pueblos  donde  ha  • 
biera  Escribano  de  número  eran  nulos,  no  lo  eran  por  ello  los  contra  - 
ios  á  que  se  referían,  que  podian  ser  justificados  por  otros  medios  de 
-prueba;  y  por  último,  que  desde  4859  en  adelante  no  podia  gestionarse 
«obre  la  propiedad  de  los  sulfates  calizos,  en  razón  de  que  desde  aqae» 
lia  f«cha  habian  sido  declarados  de  la  propiedad  del  Estado: 

Resultando  que  D.  Manuel  Fernandez  Galán  interpuso  recurso  de 
«asacioniOn  el  que,  alegando  que  se  hallaba  suficientemente  acredita-^ 
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do  que  las  fiocas  por  donde  cruzaba  el  filoo  pertenecían  i  DoQa  Ao^l^ 
Fernandez  Cano  en  concepto  de  bienes  parafernales,  citó  como  infrin- 
gidas la  lej  17,  tit.  il  de  la  Partida  4.\  según  la  cual  los  bienes  para- 
lernales  han  tal  priTÜegio  como  la  dote,  y  no  pueden  enajenarse  sioo- 
por  las  personas  en  quienes  radica  su  dominio;  y  la  jurisprudencia 
constante  en  los  Tribunales  de  que  el  marido  para  vender  bienes  de  1» 
miyer  necesita  tener  préfiamente  su  coosenlimieuto  y  autorización. 

Visto»  siepdo  Ponente,  el  Ministro  D.  filena? entura  Alvarado: 

Considerando  que  en  las  cuestiones  de  hecho  debe  estarse  áU  apre- 
ciación de  las  pruebas  que  haga  la  Sala  sentenciadora*  si  no  ha  infrin- 
gido alguna  ley  ó  doctrina  legal:  . 

Considerando  que,  según  la  apreciación  déla  Sala  juzgadora,  no  h» 
justificado  el  demandante  que  las  tierras  á  que  la  demanda  se  refiero 
perteneciesen  como  supone,  ¿  los  bienes  parafernales  do  Doña  Ana 
Fernandez  Cano,  madre  de  su  mujer;  y  que  faltando  'la  prueba  de  esto 
piincipal  supuesto*  ninguna  aplicación  tienen  la  ley  y  jurisprudencia 
que  como  üníco  fundamento  del  recurso  se  citan; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  do 
casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Fernandez  Galán,  á  quien  conde- 
namos en  las  costas;  devolviéndose  los  autos  á  la  Real  Audiencia  do 
Cáceres  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  ,80 
insertará  en  la  Coieccion  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.=Joaquin  de  Palma 
y  Viuuesa.s Tomás  Huet.=Eusebio  Morales  Puidebao.=Gregorio  Jue¡r. 
Sarmiento.= José  María  Herreros  de  Tejada.=:Teodoro  Moreno.=Bue- 
naventura  Alvarado. 

Publicación.  =:  Leid a  y  publicada  fué  la  anteiior  sentencia  por  el 
llustrisimo  Sr.  D.  Buenaventura  Alvarado,  Ministro  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  cstáudose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala, 
primera,  Sección  segunda,  el  dia  de  boy,  de  que  certifico  como  Escri- 
bano de  Cámara.  Madrid  9  de  Enero  de  1868.=:Gregorio  Camilo  Garcia. 

.  (Gaceta  de  2 i  de  Enero  de  1868). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Beal  orden  concediendo  á  los  consignatarios  de  buqués  el  pla- 
zo de  90  días  para  satisfacer  á  la.  Hacienda  las  sales  que^ 
carguen  para  puertos  extranjeros  y  posesiones  españolas 
de  ultramar. 

limo.  Sr.:  He  dado  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  la  exposición  de 
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T.  I.,  fecha  24  de  Diciambre  último,  acompañando  las  ipsUncias  qoe 
flan  presentado  en  esa  Dirección  general  ü.  Antonio  Talayera  é  hijo» 
f).  Antonio  II irailes y  D.  José  Onteniente,  consignatarios  de  los  buqim 
que  cargan  sal  para  el  extranjero  en  la  fáb  rica  de  Torrevieja,  en  «oHci* 
tud  de  que  se  amplíe  á  90  diás  el  plazo  de  30  qae  hoy  está  señalado  part 
el  pago  de  las  cantidades  del  referido  articulo  qoe  exportan  coa  aquel 
destino. 

En  su  vista,  y  » 

Considerando  que  la  libertad  de  embarcar  sal  para  el  extranjero 
está  en  cierto  modo  cohibida  por  la  cortedad  del  plazo  en  que  preeisa«^ 
mente  debe  verificarse  su  pago,  siendo  ésta»  sin  duda  la  causa  de  la  no-. 
table  diferencia  que  se  observa  entre  las  extracciones  que  se  hacen  de 
nuestras  salinas  y  las  que  se  verifican  de  las  de  Portugal,  Italia,  Frao'». 
cia  é  Inglaterra. 

Considerando  que  cuanto  más  se  limita  el  pla^o  áel  pago  más  sedií* 
flcultael  empleo  de  capitales;  y  de  aquí  que  si  hay  algunos  qae«  por 
hallarse  desde  antiguo  ocupados  en  este  comercio,  siguen  haciendo 
extracciones,  habrá  otros  que  rehuyan  verificarlas  por  no  contar  coa 
fondos  suficientes  á  suplir  el  valor  de  la  sal  en  los  tres  meses  que  Ur* 
dan  en  realizarlo  de  las  casas  compradoras: 

Considerando  que  este  inconveniente  ocasiona  aun  mayores  perjoi»' 
cios  á  los  consignatarios  de  la  villa  de  Torrevieja,  que  son  los  que  ha- 
cen en  mayor  escálala  exportación  de  sal  al  extranjero,  puesto  qae  los 
4)uques  que  vienen  á  cargarla  jamás  traen  metálico,  y  ellos  se' ven  enlo- 
oecesidad  de  garantir  el  importe  de  ios  cargamentos  con'  pagarés  á  90 
dias,  y  al  paso  que  remiten  á  las  casas  extranjeras  los  conocimien  tos 
de  las  sales  cargadas,  expiden  contra  las  mismas  letras  de  su  valor  que 
son  aceptables  á  pagar  á90  dias,  y  cuya  realización  tienen  que' efec- 
tuar sobre  Bancos  extranjeros  también,  por  lo  cual  se  difiere  muchas 
veces  del  mencionado  término  por  circunstancias  puramente  mercan  - 
tiles,  y  en  esta  situación  tienen  que  adelantar  cantidades  considerables 
que  generalmente  no  están  en  arnionia  con  su  capital  disponible,  se^ 
gun  manifiestan  los  exponentes: 

Considerando  que  no  es  justo  que  á  los  qae  coadyuvan  al  fomento 
de  los  intereses  de  la  Hacienda  publica»  quizá  con  riesgo  de  los  suyos 
propios,  se  les  niegue  la  consideración  que  permite  la  seguridad  de 
aquellos  mismos  intereses,  con  tanta  más  razón,  cuanto  que  á  los  con» 
signatarios  expresados  puede  considerárseles  para  este  efecto  en  el 
mismo  caso  queá  los  extractores  de  mercancías  de  otra  clase;  y 

Considerando,  por  último,  que  según  el  art.  81  de  las  ordenaoias 
de  Aduanas,  cuando  los  derechos  de  las  mercancías  que  se  importen  6^ 
exporten  asciendan  á  más  de  300  escudos,  se  concede  á  los  adeudantes 
la  gracia  de  que  puedan  satisfacerlos  en  pagarés  al  plazo  de  ¿Odias 
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üjos,  gbrantjzados  po«  otra  casa  de  comercio  á  satisfacción  y  big(^la 
respoo9ai)Hidad  del  Adtninistrador  de  la  Aduana  y  del  TesSraro  4e)a 
provincia  ó  del  Deipoaitario  de  la  Reata,  si  no  estuyieae  la  Aduana  en 
la  capital;  y  sienapre  que  los  derechos  de  tas  mercisocias  despachadas 
eo  el  muelle  eicedan  de  aquella  cantidad,  puedeo  satisfacerse  por  loa 
interesados  en  pagarés  á  90  días  fecha  y  cop  las  garantías  menciona- 
das, y  en  esta  atención  no  hay  motivo  para  dejar  de  conceder  igaal 
gracia  ¿  los  que  e;iportan  nuestras  sales ,  porque  aprovechándose  en* 
tonces  de  este  beneficio,  procurarán  ensanchar  el  circulo  de  las  extrae^» 
piones  y  el  resultado  será  muy  favorable  al  Tesoro  publico,  sin  que 
pueda  sufrir  por  este  concepto  peijukios  de  ningún  género  sise  adop* 
tan  por  parte  de  la  Administración  las  medidas  y  precauciones  nece- 
sarias á  evitarlos;  se  ha  servido  S.  M.  conceder,  como  gracia  especial,- 
á  los  consignatarios  de  buques  el  plazo  de  OQ  dias  para  satisfacer  á  la 
Hacienda  pública  las  sales  que  carguen  para  puertos  extranj.eros  y  po  - 
sesiones  españolas  de  Ultramar  en  las  salinas  de  Torrevieja,  Ibiza,  Por- 
mentera  y  San  Pedro  del  Pinatar,  admitiéndoles  pagarés  garantizados 
por  otra  casa  de  comercio  á  satisfacción  y  bajo  la  responsabilidad  de 
los  respectivos  Administradores  de  aquellos  establecimientos;  man- 
'dando  al  propio  tiempo  que  esta  disposición  empiece  á  regir  desde  el 
dia  i."*  del  actuaU  y  que  se  comunique  al  Ministerio  de  Estado  para 
que  por  el  mi^mose  trascriba  alGíierpo  cogsulareo  el  extranjero,  con 
•encargo  de  que  se  le  dé  toda  la  mayor  publicidad  posible. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  cumplimiento.  Dios  guarde  á 

V.  1.  muchos  años.  Madrid '3  de  Enero  de  4868. 

Rarzahallana. 
^r.  Director  general  de  Rentas  Estancadas  y  Loterías. 

(Gacela  de  ^^  de  Enero  de  1868). 


Real  orden  mandündo  habilitar  el  punto  denominado  de 
Osimbiribill,  enelrio  Vidasoa^para  el  embarque  de  mine* 
ral  de  hierro. 


Ezcmo:  Sr.:  He  dado  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  6.)  de  la  instaacia 
elevada  á  este  Ministerio  por  D.Emilio  Ferrier,  Ingeniero  director  de 
las  obras  de  explotación  délas  minas  del  Vidasoa«  en  lajurisdiccionde 
Irun«  solicitando  que  se  habilite  el  punto  denomidado  Osimbiribill,  en 
H3l  rio  Vidasoa,  para  el  embarque  de  mineral  de  hierro  con  destiiio  á 
los  puertos  de  Francia,  por  hallarse  las  referidas  minas  más  próximas 
á  este  punto  que. ala  estación  del  ferro-carril  del  Norte  y  ser  menos 
costosa  la  conducción  por  este  medio: 

En  su  vista: 
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GoDsideraado  que  los  iofornies  emitidos  por  el  Gobernador  deGuK 
püzcoa,  Admibistrador  principal  de  Aduanas  de  Sao  Sebastian  y  Co* 
mandante  dfi  Carabineros  de  la  provincia  son  favof ables  á  lo  que  se 
eolicila;  y  considerando  que  los  minerales  de  que  se  trata  son  librea 
de  derechos  á  su  exportación ,  por  lo  cual  ningún  perjuicio  se  irroga  ¿ 
los  intereses  de  la  Hacienda  en  acceder  á  lo  solicitado,  favoreciendo 
al  paso  á  la  industria  y  productos  del  país;  S.  M.  se  ha  dignado  man- 
dar que  se  habilite  el  punto  denominado  Osimbiribill,  en  el  rio  Vida» 
soa,  para  el  embarque  de  mineral  de  hierro  que  de  las  precitadas. mi- 
nas se  exporta  al  extranjero,  con  la  debida  autorización  del  Fielato  de 
Aduanas  establecido  en  el  puente  de  fiehovia,  el  cual  vigilará  las  ope- 
raciones de  carga,  facilitando  á  su  fez  los  correspondientes  docu- 
mentos. 

De  Keal  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  los  fines  consiguientes^  Dio» 

guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  4  de  Enero  de  1868. 

Barzahallana. 

Sr.  Comisionado  Regio  Inspector  de  la  Dirección  de  Impuestos  indi- 

rectos 

{Gacela  de  4 .'  de  Febrero  de  4  868;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Reales  Órdenes. 

Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  Id  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  del  registro  titulado  Et 
Águila. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  (*eaianda  presentada  contra  la  Real  orden 
de  13  de  Abril  último,  dictada  con  relación  al  expediente  del  registra 
titulado  El  Águila^  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Esta  - 
do  ha  informado  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  EJta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  de  que  se 
acompaña  copia,  presentada  en  11  de  Junio  último  por  D.  Pablo  Mar  - 
tinez  Vázquez,  Tecino  de  Granada,  contra  la  Real  orden  de  13  de  Abril 
anterior,  que  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de  la  mina 
Águila^  en  el  término  de  Trujillos. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven,  que  en  9  de 
Junio  de  1864  el  mencionado  D.  Pablo  Martínez  Vázquez-solicitó  dos 
pertenencias  mineras  con  el  nombre  de  que  se  ha  hecho  mérito: 

Que  en  24  del  mismo  mes  y  año  recurrió  nuevamente  al  Gobernador 
de  Granada  manifestando  que  el  terreno  que  él  habia  registrado  forma- 


ba  parte  del  de  otras  minas  de  la  sociedad  Union  de  las  Alpujarras^ 
pero  qHe  como  esta  compañía  no  habia  cumplido  coa  ios  requisitos  exi- 
gidos por  el  art.  24  de  la  ley  de  Sociedades  mioeras,  protestaba  contra 
la  presentación  extemporánea  que  pudiera  bacerse  de  cualquiera  escri* 
tura  de  constitución  social: 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  el  Consejo  provincial, 
después  debaber  aprobado  la  escritura  de  constitución  de  la  sociedad 
especial  minera  Union  de  las  Alpujarras^  declaró  nulo  y  sin  curso  el 
expediente  de  la  mina  A^ila: 

Que  D.  Pablo  Martínez  se  alzó  de  está  providencia  para  ante  el  Mi- 
nisterio de  Fomento,  y  en  su  consecuencia  se  dictó  la  Real  orden  ex  - 
presada,  contra  la  cual  'se  ha  presentado  demanda  en  los  términos  ex- 
puestos. ^ 

Visto  el  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  f  B59,  que  esta- 
blece los  casos  en  que  precédela  vía  contenciosa:^ 

Considerando  que  la  demanda  interpuesta  por  Martínez  Vazqaez  no 
versa  sobre  ninguno  délos  casos  á  que  se  refiere  el  óitado  articulo; 

La  Sección  opina  que  no  procede  la  admisión  de  la  demanda  de  que 

se  trata.» 

.  Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.}de  acuerdo  con  el 

preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  su 

inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 

Madrid  27  de  Enero  de  1866. 

Oro  VIO. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  5  de  Febrero  de  1868). 


Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  conreladon  al  expediente  del  registro  El^Rayo. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
de  15  de  Abril  último,  dictada  con  relación  al  expediente  del  registro 
titulado  El  RayOt  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado 
ha  informado  lo  siguiente: 

•Excmo.Sr.:  Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  de  que  acom- 
paño copia,  presentada  en  12  de  Junio  último  por  D.  Pablo  Martinez 
Vázquez,  vecino  de  Granada^  contraía  Real  orden  de  13  de  AbHl  ante- 
rior, que  declaró  nulo  y  sin  curso  el  expediente  del  registro  Rayo^  en 
el  término  de  Trujillos. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven,  que  Don 
Francisco  García  recurrió  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Granada 
en  30  de  Junio  de  1864,  manifestando  que  deseaba  adquirir  dos  per- 

SlOClOV  ADMIHISTRATIVA.— T.   III.  15 


—  226  — 

teoeocias  mineras  con  el  nombra  de  El  Rayo^  descubiertas  en  la  ex  - 
ca'vacian  que  sirvió  de  punto  de  partida  para  demarcarla  mina  llama- 
da 5an  Antonio  segundo,  de  la  sociedad  minera  Union  de  las  Alpu- 
jarras;  pero  como  aquella  compañía  no  habia  cumplido  lo  dispuesto 
'  en  el  art.  24  de  la  ley  de  Sociedades  mineras,  habia  caducado  todo  de- 
recho que  con  relación  á  lá  referida  mina  pudiera  corresponderle;  y 
en  su  consecuencia  solicitó  que  en  su  día  se  le  expidiese  el  cerrespon» 
diente  título  de  propiedad: 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  €onseJo 
proi^incial,  después  de  haber  aprobado  la  escritura  de  constitución  de  ' 
la  sociedad  minera  Union  délas  Alpujarras^  declaró  nulo  y  sin  curso 
el  expediente  de  registro  de  la  mina  El  Rayo: 

Que  D.  Francisco  García  cedió  sus  derechos  de  la  mina  de  que  se 
ha  hecho  mérito  á  D.Pablo  Martínez,  quien  se  alzó  de  aquella  prori- 
dencia  para  ante  el  Ministerio  de  Fomento,  recayendo  en  43  de  'Abril 
último  la  Real  orden  mencionada,  contra  la  cual  se  ha  presentado  de- 
manda en  los  términos  expuestos. 

'  Visto  el  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  4859,  que  enumera  los  casos 
en  que  procede  4a  via  contenciosa:  ^ 

Considerando  que  i  a  Real  orden  reclamada  no  versa  sobre  aingu* 
DO  de  los  casos  á  que  se  refiere  el  citado  artículo; 

•  La  Sección  opina  que  no  procede  la  admisión  de  la  demanda.» 

Y  habiendo  resuelto  S.   M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de 'acuerdo  coo  el 

preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  su 

inteligencia  y  efectos  consijguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 

Madrid  27  de  Enero  de  1868. 

Orovio. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  5  de  Febrero  de  1868^. 


Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  del  registro  Peregil. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
deis  de  Abril  último,  dictada  con  relación  al  expediente  del  registro 
titulado  Peregil^  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha 
informado  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  Esta  sección  ha  examinado  la  demanda,  de  que  se 
acompaña  copia,  presentada  en  12  de  Junio  último  por.D.  Pablo  Mar- 
tínez Vázquez,  vecino  de  Granada,  contra  la  Real  orden  de  13  de  Abril 
anterior,  que  declaró  nulo  y  sin  curso  el  expediente  de  registro  de  la 
mina  Peregil,  en  el  término  déTrujillos. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjHntos  se  devuelven,  que  el 
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taen  cionado  D.  Pablo  Martínez  solicitó  dos  perteDencias  mineras  con 
e(  nombre  de  que  se  ha  hecho  mérito. 

Qoe  después  expuso  que  el  terreno  registrado  hacia  parte  de  Ja 
mina  San  Antonio  primero,  de  la  sociedad  minera  ünion  de  las  A/- 
.pujarras;  pero  como  esta  compañía  no  habia  cumplido  con  los  requi  - 
sitos  exigidos  por  el  art.  24  de  la  ley  de  Sociedades  mineras,  protes- 
taba contra  la  presentación  exlempQránea  de  cualquiera  escritura  de  . 
constitución  social: 

Que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Granada,  de  conformidad  con 
«á  Consejo,  después  de  aprobar  la  escritura  de  constitución  de  la  so- 
ciedad Ünion  de  las  Alpujarras,  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expe- 
4]iente  de  la  mina  Peregil: 

<}ue  D.  Pablo  Martínez  se  alzó  de  esta  providencia  para  ante  el  Mi- 
nisterio de  Fomento: 

Qoe  en^'su  consecuencia  se  dictó  la  Real  orden  reclamada^  contra  la 
cual  se  ha  presentado  dejnanda  en  los  términos  expuestos. 

Visto  el  art.  89  de  la  ley  de  Minus'  de  6  de  Julio  de  1859,  que  esta- 
blece los  casos  en  los  cuales  procede  la  via  contenciosa: 

Considerando  que  la  Real  orden  reclamada  no  versa  sobre  ninguno 
de  los  casos  comprendidos  en  el  referido  artículo; 

La  Sección  opina  que  no  procede  la  admisión  de  la  demanda  de 
-qne  se  trata. > 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  su 
inteligeocia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 

Madrid  27  de  Enero  de  1868. 

Orovio. 
iSr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

{Gaceta  de  5  de  Febrero  de  1868). . 


Besolucion  en  la  demanda  presentada  contraía  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  de  los  terreros  San  Je- 
rónimo y  San  Juan  y  mina  San  Ramón. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  ór» 
den  de  8  de  Febrero  de!  año  anterior,  dictada  con  relación  á  los  expe- 
dientes de  los  terreros  San  Jerónimo  y  San  Juan  y  mina  San  Ramofíy 
la  Sección  de  lo  Contencioso  d^l  Consejo  de  Estado  ha  informado  lo  si- 
guiente: 

«Cxcmo.  Sr.:  La  Sección  délo  Conlenicfoso  de  este  Consejo  ha  exa- 

mloado  la  demanda,  de  que  acompaña  copia,  presentada  en  el  inismo 

^Idia  16  de  Abril  último  por  el  Licenciado  D.  José  Pantoja,  á  nombre 


r. 

L 
I 
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de  D.  José  Martínez  García^  vecino  de  Cartagena,  contra  la  Real  órdem^ 
expedida  por  ese  Ministerio  en  8  de  Febrero  próximo  anterior,  notifi- 
cada al  interesado  el  día  20  de  Marzo  siguiente^  por  la  cual  se  confir- 
mó  el  decreto  dol  Gobernador  de  la  proviociade  Marcia  sobre  nuil  dadt 
del  expediente  del  terrero  San  Jerónimo,  y  se  declaró  nulo  el  del  ter* 
reno  San  Juan,  y  mandó  seguir  por  todos  sus  trámites  en  legal  formí^ 
el  déla  mina  San  Ramón,  desestimando  la  oposición  hecha  por  Ios- 
interesados  en  los  terreros  Norma,  Narcisa  y  Aslrea^ 
Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelvea: 
Que  en  23  de  Enero  de  1862  se  registró  la  mina  San  Ramon^  en* 
término  de  Garbanzal,  profincia  de  Murcia,  eu  el  paraje  iiaiiiado  Ram-r 
bla  déla  Soltada,  denunciando  á  la  vez  la  llamada  Jüaquinitoqueocvk'- 
pabael  mismo  terreno,  y  cuya  caducidad  se  declaró  por  sentencia  eje»^ 
CQtoria  del  Consejo  provincial  de  8  de  Julio  de  1864: 

Que  á  este  tiempo  se  hallaba  incoado  el  expediente  del  teitero  San 
Jerónimo,  registrado  en  19  de  Diciembre  de  1862,  en  el  mismo  paraje 
de  la  Soltada,  en  las  labores  de  la  ní^ioa  Marte,  la  cual  resultó  estar 
anulada  desde  el  año  1857;  y  admitido  en  su  virtud  este  registro,  sir 
guió  hasta  el  caso  déla  demarcación,  á  cuyo  acto  se  opusieron  la  íd<^ 
dicada  mina  San  Ramón  y  los  terreros  Narcisa  y  Norma,  alegando 
derechos  en  los  terrenos  que  ocupaba  San  Jerónimo^  llamado  antes 
Juaquinilo,  siendo  el  resultado  el  que  se  anulase  el  expediente  del 
terrero  San  Jerónimo  por  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  29^ 
de  Enero  de  4866. 

.  El  terrero  San  /tiunfué  registrado  á  nombre  de  D.  José  Martines 
Garcfa  en  3  de  Junio  de  1865  sobre  el  espacio  del  terrero  San  Jerómi^ 
ffio,  fundado  en  que  éste  tenia  vicios  que  anulaban  su  expediente;  y 
consiguiente  al  referido  decreto  de  nulidad  de  San  Jerónimo^  se  acor«^ 
dó  suspender  el  curso  de  la  mina  San  Ramón  antes  que  fuese  deoaar* 
cada  y  la  del  terrero  San  Jtiafi,  para  acordar  lo  conveniente  despae»- 
que  se  ejecuta  ríase  la  nulidad  decretada. 

El  interesado  en  el  registro  anulado  recurrió  en  queja  á  ese  Hinia^. 
terio»  dictándose  en  su  virtud,  con  vista  de  todos  los  expedienten .  1» 
Real  orden  de  8  de  Febrero  al  principio  expuesta,  contra  la  cual  ha 
presentado  la  actual  demanda  el  interesado  en  el  terrero  San  Juan  éa 
cuanto  é  éste  se  reflere. 

Visto  er  párrafo  tercero  del  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julia 
de  1859,  en  que  se  concede  el  recurso  contencioso  contra  las  resoln» 
cienes  finales  concediendo  ó  negando  la  propiedad  de  minas,  escoria^^ 
les,  terreros  y  galerías  generales: 

Considerando  que  la  Real  orden  impugnada  porlapiesentedemaiH^ 
da  00  contiene  reeoludon  definitiva,  limitándose  á  mandar  qoe  codU«^ 
nde  por  su  via  legal  el  expediente  de  la  mina  Sam  RawMni 
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GoQBiderando  que  cuando  llegue  el  caso  de  conceder  ó  negar  esto 
4BÍ8mo  será  cuando  puKda  recurrirá  la  via  couteoctosa  eiqoese  sia- 
^4iese  agraviado  ea  sus  derechos; 

La  Sección  cree  que  no  puede  admitirse  la  expresada  demanda  en 
"«I  actual  estado  del  asunto.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el 

'.|>reinseTto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  9U 

inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 

Madrid  27  de  Enero  de  1868. 

Orovio, 

:Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  5  de  Febrero  de  1868;. 
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ilesqlucion  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  rehcion  al  expediente  de  la  mina  Seguridad. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  prerentada  contra  la  Real  órdet 
^e  14  de  Enero  de  1864,  dictada  con  relación  al  expediente  de  la  mina 
'íeguHdad,  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  'Consejo  de  Estado  ha  iü* 
ibrmado  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr*:  Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  cuya  copia  es 
-adjunta,  presentada  ante  este  Consejo  por  el  Licenciado  D.  Fraüciéeo 
dé  Paula  Canalejas,  á  nombre  de  D.  Diego  López  Cantero*  contra  las 
Heales  órdenes  de  20  de  Abril  de  1863  y  14  de  Enero  de  1864,  por  las 
•que  se  desestimaron  las  reclamaciones  de  éste  respecto  á  la  mina  lia- 
mada  Seguridad^  situada  en  el  Cabezo  de  Santl- Espíritu,  término  de 
Cartagena. 

Del  expediente  gubernativo,  que  se  acompaña,  resulta,  entre  otras 
^osas,que  por  decreto  del  Gobernador  de  Murcia,  de  7  de  Octubre  de 
'i850,se  declaró  la  caducidad  de  la  mina  que  con  el  nombre  de  SeigU' 
ridad  denunció  en  10  de  Abril  de  1647  D.  Fulgencio  Rovira;  cuyo  de- 
creto fué  notificado  á  éste  en  30  del  mismo  mes  de  Octubre,  sin  que 
-conste  que- reclamara  al  Ministerio  de  Fomento  contra  dicha  caduci- 
dad, ni  ante  el  Consejo  provincial  en  la  via  contenciosa. 

Sin  embargo,  D.  Fulgencio  Meseguer  Ulan  y  D.  Juan  Ulan  Pelegrin, 

-como  cesionarios  de  Rovira  en  virtud  de  la  escritura  pública  que  éste 

les  otorgó  en  Noviembre  de  1850,  acudieron  con  demanda  ante  el  C!on- 

:iseJo  provincial  para  que  dejara  sin  efecto  el  citado  decreto  4t  eaduói* 

dad;  j  seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  recayó  sepleneia  en2 

de  Abril  de  1851,  por  la  que  se  confirmó  el  repelido  decreto  de  7  de 

«^Octubre  del  aüo  anterior,  y  contra  la  cual  no  resulla  que  se  interpu- 

atídse  apelación. 


I 


I 
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Teniendo  Rovira  otorgada  escritura  publica  de  so(^iedad  para  la  ex-- 
plotacion  de  dicha  mina  Seguridad  en  48  de  Marzo  de  1848,  cuya  so- 
ciedad cedió  sos  derechos  á  D.  Diego  López  Captero*  por  escrituras  de 
31.de  Diciembre  de  1857  y  11  de  Marzo  de  1859,  éste  proniovió  pleito 
ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Murcia  sobre  nulidad  de  la^ 
escritura  que  en  No?iembre  de  1850  otorgó  Rovira  á  favor  de  los  ex- 
presados Meseguer  é  Ulan;  cuya  nulidad  fué  declarada  por  sentencia  de 
2  de  Setiembre  de  1861,  en  atención  á  que  R,ovira,  por  sí  y  sin  inter- 
vención alguna  de  los  demás  socios,  ni  autorizado  de  éstos,  habla  otor- 
gado la  repetida  escritura  de  1850. 

ínterin  seguía  este  pleito  ante  dicho  Juzgado,  acudid  D,  Diego  Ló- 
pez Cantero  al  Ministro  de  Fofnentoen  solicitud  de  que  se  le  amparase 
en  la  posesión  de  la  mina  Seguridad;  y  en  su  virtud  se  dictó  la  Real 
orden  de  19  de  A.bril  de  1R58,  por  la  que  se  desestimó  su  pretensión» 
fundándose  en  que  estaba  ejecutoriada  la  caducidad  de  la  expresad» 
mina. 

El  mismo  López  Cantero  reprodujo  sus  reclamaciones  ante  dicho- 
Ministerio  contra  la  caducidad  de  la  mina  Seguridad^  las  cuales  me-- 
tivaron  las  citadas  Reales  órdenes  de  20  de  Abril  de  1863  y  14  de 
Enero  de  1864^  sóbrelas  que  se  interpuso  la  demanda  deque  se  trata... 

Visto  el  art.  Zf  del  Real  decreto  de  21  de  Mayo  de  1853|  que  fija  el 
plazo,  de  seis  meses  para  reclamar  contra  las  lesoluciones  guberoatiTas- 
que  ofendau  algún  derecho  y  causen  estado: 

CoQsiderando^  que  la  Real  orden  de  14, de  Enero  de  1864  nada  re* 
solvió  acerca  de  la  pretensión  que  se  formula  en  la  demanda,  ni  ea 
más  que  la  confirmación  de  la  de  20  de  Abril  1^65,  que  tampoco  deci- 
dió sobre  el  fondo  del  asunto,  y  respecto  de  la  cual  la  demanda  esid* 
presentada  fuera  de  tiempo; 

La  Sección  opina  que  no  procede  su  admisión.* 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  L  de  su  Real  orden  para  un>i 
inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  L  muchos  años». 
Madrid27deEnerodel868. 

Oaovio. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  9  de  Febrero  de  1868;.       • 


ñesolucion  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  ordena 
dictada  con  relación  al  expediente  de  la  mina  Jnanuca. 

,    limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda-  presentada  contra  la  Real  órdei»^ 
de  10  de  Diciembre  de  1866,  dictada  en  el  expediente  de  la  mina  /tta^ 


•  -  -  ■ 
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nuea*  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha  informado 
loaiguiente: 

•Excmo.  Sn:  La  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado 
ha  examinado  la  demanda,  de  que  se  acompaña  copia,  presentada  en 
la. Secretaria  general  del  mismo  el  dia  7  de  Febrerp  último  por  el  Li- 
cenciado D.  Fidel  Garcia  Lomas,  á  nombre  de  D.  Joaquin  Garcia  Ve- 
larde,  D.  Fernando  tíalderon  de  la  Barca  y  D.  Máximo  GomexCadórni- 
ga«  vecinos  respectivamente  el  primero  de  la  villa  de  Cartes,  y  los  dos 
últimos  de  la  de  Torrelavega,  en  la  provincia  de  Santander,  contta  la 
Real  orden  expedida  por  ese  Ministerio  en  i9  de  Diciembre  de  186S, 
notificada  á  los  interesados  en  los  dias  9  y  12  de  Enero  signiente,  por 
la  cual  se  aprobó  el  deslinde  y  rectificación  del  grupo  de  minas  llama- 
do Mercüdal  y  se  dispuso  que  se  demarcase  de  nuevo  la  mina  Juanu* 
ea^  y  que  en  los  expedientes  de  las  concedidas  por  el  Estado,  tituladjis 
Lorema  primera.  Olvidada^  Máxima,  Maximina,  Tres  Pupilos  y  San 
Francisco,  se  practicase  y  extendiera  acta  de  rectificación  de  demar- 
cación y  planos  conforme  al  resultado  del  deslinde,  dando  á  cada  una 
un  plano  con  copia  de  esta  Rieal  resolución. 

Resulta  dé  los  antecedentes  remitidos  ¿  este  Consejo  con  Real  urden 
de  i.*  de  Mayo  y  i5  de  Julio  últimos,  que  adjuntos  se  devuelven: 

Que  D.  Máximo  Gómez  Cadórniga  presentó  escrito  ante  ol  Goberna - 
dor  de  la  provincia  de  Santander  el  dia  2S  de  Agosto  de  1857,  reg;Í8- 
trando  dos  pertenencias  de  una  mina  de  calamina  y  otros  minerales, 
que  habia  de  llamarse  Juanuca,  en  el  sitio  llamado  de  Espino,  del  pue- 
blo de  Mercadal,  distrito  municipal  de  Beoniz;  y  previo  reconocimien- 
to preliminar  del  terreno  é  informe  evacuado  por  el  Ingeniero,  dictó 
|)rovidencia  el  expresado  Gobernador  en  31  de  Mayo  de  1859,  admitien- 
do la  solicitud  de  registro,i  en  consideración  á  que,  según  decia  el  In- 
geniero, existia  mineral  ó  criadero  en  el  punto  registrado,  y  terreno 
franco  para  la  concesión  solicitada: 

Que  hecha  por  el  interesado  la  designación  de  la  mina  con  arreglo 
á  ley,  pedida  su  demarcación,  tuvo  lugar  en  30  de  Marzo  de  1860  este 
acto«  el  cual  fué  protestado  por  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,  como  due- 
ño de  otra  mina  colindante  titulada  Petra;  y  remitido  el  expediente  á 
la  Superioridad,  se  devolvió  á  la  provincia  para  que  se  subsanasen  los 
defectos  notados  por  la  Junta  superior  facultativa  de  Minería,  siendo 
nno  de  los  reparos  hechos  la  circunstancia  de  que  nó  concordaba  la 
posición  de  otra  mina  colindante  llamada  Tres  Pupilos^  relativamente 
á  la  Peéra^  ni  en  los  antecedentes  que  obraban  en  la  Junta,  ni  el  plano 
del  expediente  Juanuca: 

Que  contestando  A  este  extremo  el  Ingeniero,  manifestó  que  en  la 
posición  que  ocupaban  las  referidas  minas  solo  habia  una  pequeña  di- 
ferencia en  las  distancias,  7  que  no  se  atrevía  á  hacer  variaciones  sin 


órdco  superior,  persuadido  ademas  de  que  el  valle  de  Mercadal  teota 
algon  desófdeo  en  los  amojonamientos  y  de  que  cualquiera  operación 
sobre  este  asunto  podria  ocasionar  reclamaciones  y  pleitos: 

Que  elevado  segunda  rez  el  expediente  á  la  Superioridad,  y  en  vis- 
ta de  las  nuevas  observaciones  de  la  Junta  superior  de  Minas,  en  ñr- 
tud  de  las  cuales  fué  aquel  devuelto  á  la  provincia,  el  Ingeniero  prac- 
ticó un  deslinde  general  de  las  pertenencias  del  grupo  de  Mercadal^ 
cuyo  plano  con  el  expediente  fueron  remitidos  ¿  la  Dirección  general 
del  ramo,  por  la  que  se  mandó  devolver  á  fin  de  que  se  llevase  á  efec- 
to el  dictamen  déla  expresada  Junta  de  Mineria,  en  el  '^ue  proponía  qae 
se  rectificasen  todas  las  minas  que  figuraban  en  el  indicado  plano, 
haciendo  desaparecer  la  sBperposicion  de  la  mina  Juanuca  en  la 
Petra  y  procurando  que  quedasen  los  mismos  espacios  francos  posi- 
bles;^ previniendo  allngeniero  el  mayor  detenimiento  en  esta  ope* 
ración,  para  lo  que  debería  teñera  la  vista  todos  los  expedientes  origi- 
nales: 

Que  reclamados  en  su  virtud  por  el  Ingeniero  los  expresados  expe- 
dientes de  las  minas  San'Francisco^  Lorenza^  Máxima,  Maximina,  Pri- 
mera, Olvidada^  Tres  Pupilos  y  Peíra^  verificó  la  citada  operación,  de 
que  levantó  el  correspondiente  plano;  habiéndose  protestado  por  Boa 
Fernando  Calderón  de  la  Barca  y  por  D.  Joaquín  Garcia  Velarde,  como 
interesados  respectivamente  en  las  mencionadas  minas;  y  elevado  to- 
do á  la  Superioridad,  considerando,  entre  otras  cosas,  que  había  cesa- 
do la  oposición  principal  en  el  hecho  de  haber  caducado  la  mina  titi- 
lada Petra,  se  dictó,  de  conformidad  con  lo  informado  en  el  asunto 
l^or  la  Junta  superior  de  Mineria  y  la  Sección  de  Gobernación  y  Fo- 
mento de  este  Consejo,  la  Beal  orden  al  principio  expuesta,  contra  la 
que  han  recurrido  los  demandantes  pretendiendo  que  se  abra  ia  vía 
contenciosa:  primero*  porque  habiéndose  alterado  las  demarcaciones, 
se  falta  al  cumplimiento  de  una  de  las  condiciones-de  la  concesión,  que 
es  caso  previsto  en  el  art.  95  de  la  ley;  y  segundo,  porque  al  siguien- 
te dia  de  dictarse  la  referida  Real  orden,  y  como  consecuencia  déla 
misma,  bao  recaído  otras  particulares  en  los  respectivos  expedientes, 
denegando  ciertas  coocesiones  de  demasías  que  los  interesados  tenían 
reclamadas,  y  bajo  este  concepto  es  también  proeedeute  el  recurso 
contencioso -ad  mi  nistra  ti  vo. 

Vistos  los  artículos  89  y  93  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio>  de  ifi^, 
y  el  87  del  reglamento  reformado  para  su  ejecución:* 

Considerando  que  aunque  la  cuestión  sobre  rectificación  delimites 
de  las  pertenencias  mineras,  de  que  trata  la  Real  órdea  impugnada 
por  la  presente  demanda,  sea  déla  competeneia  de  la  Administración 
con  arreglo  al  párrafo  cuarto  del  citado  art.  87  d^  reglamento^  no  está 
comprendida  en  ninguno  de  los  casos  en  que  taxativamente  cabe  el  re- 
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carao  conUncioso-admÍDisirativo  al  i0aor  de  los  eipresadoa  articolos 
89  y  93  de  la  ley,  y  el  86  del  mencioiíado  reglamento; 

La  Sección  opioa  que  no  puede  admitirse  la  demanda  de  que  se 
trata.» 

En  su  Tirtud,  y  considerando  ademésque  limitándose  la  Real  dr> 
dea  reclamada  &  disponer  que  se  rectifique  la  demaroacion  de  las  mi- 
llas para  qoe  conste  bien  sa  posición  á  eonsecueacia  del  deslinde  que 
se  ka  practicado,  no  puede  decirse  queso  hsyao  vanado  las  conoesio* 
nes,  ñique  se  hayan  alterado  en  nada  las  condiciones  coo  que  fueren 
otorgadas,  y  por  lo  tanto  no  se  ha  lastimado  ningún  derecho  que*  pue« 
da  ser  defendido  en  la  vía  contenciosa;  sieudot  por  lo  tanto,  el  punto 
de  la  fijación  de  limites  ó  rectificación  de  demarcación  una  facultad  de 
Índole -puramente  gubernativa,  tndiapensable  para  «vitar  superposicio- 
nes y  conflictos  en  la  colocación  de  las  minas,  y  contra  la  cual,  por  lo 
tanto,  es  razonable  en  principio  y  conforme  al  espíritu  de  la  ley  que 
no  se  otorgue  el  recurso  contencioso;  la  Reina  (Q.  Ü.  6.)  se  ha  servido 
declarar  improcedente  la  demanda  de  que  se  trata. 

De  Real  orden  lo  participo  á  V.  I.  para  su  inteligencia  y  efectos 

consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  1.  muchos  años.  Madrid  27.de  Doero 

de  4868. 

Orotio. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

{Gaceta  de  10  de  Febrero  de  1868). 


MINISTERIO  DE  ULTRAMAR. 


Resolución  en  la  demanda  jíresentada  contra  la  Real  orden 
dictada  en  el  expediente  de  disolución  y  liquidación  de  la 
Sociedad  de  minas  de  Guaracabuya. 

Bzemo. &r.s En vista.de la  demaada  presentada contralaReal  orden 
de  3  de  Abril  del  año  último,  dictada.en  el  expediente  de  disolución  y 
liquidación  dé  la  Sociedad  de  minas  de  Guaracabuya,  U  Seccioii  de  lo 
Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha  informado  lo  que  sigue: 

•Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  que  en  copia  acompaña, 
presentada  ante  este  Conseje  en  49  de  Noviembre  liltimo  por  el  Dr.  J)on 
Pedro  Gómez  de'  la  Serna,  á  nombre  éeD.  Pedro  de  Lemonenria  y  Den 
Blas  Domingo  de  Toron,  contra  la  Real  orden  ,de  3  de  Abril  anterior, 
queaprobó  en  su  esencia  la  resolución  del  Gobernador  superior  civil  de 
la  isla,  de  45  de  Enero  de  4867,  declarando  que  se  disuelva  la  Compe- 
ñia  de  minas  de  Guaracabuya,  pero  sin  que  pudiera  htfber  juntas,  ni 
accionistas,  ni  acuerdos.  ^ 
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Resulta  denlos  antecedentes,  qae  adjuntos  se  devuelven,  que  ins- 
truida expediente  por  el  Gobernador  superior  civil  de  la  ibla  de  Cuba 
para  averiguar  si  la  Sociedad  de  que  se  ha  hecho  mérito  se  hallaba 
constituida  legalmente,  y  en  vista  de  lo  que  resultó  del  mismo,  resol- 
vió que  la  junta  general  de  accionistas  de  la  mencionada  Sociedad  se 
reuniese  para  acordar  la  disolución  y  liquidación  de  la  compañía. 

Que  remitido  este  éfxpediente  al  Ministerio  del  digno  cjorgo  de  V.  E., 
se  dictó  la  Real  orden  expiesada*  contra  la  cual  se  ha  presentado  de- 
manda en  jos  términos  expuestos. 

Visto  el  art.  56  de  la  ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado,  según  el 
cual  puede  reclamar  en  la  via  contenciosa  el  que  se  sintiese  agraviado 
^en  sus  derechos  por  alguna  resolución  administrativa. 

Considerando  que  el  Gobierna  de  S.  M.  al  disolver  una.Sociedad 
minera  por  no  estar  constituida  legalmente,  obra  en  virtud  de  su  fa- 
cultad discrecional  sin  que  proceda  la  vía  contenciosa  contra  Jas  re- 
soluciones dictadas  en  este  concepto; 

La  Sección  entiende  que  no  procede  la  admisión  de  la  demanda  de 
que  se  trata.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  O.  G.)  de  acuerdo  con  el 

preinserto  dictamen,  lo  participo  áV.  E.  de  su  Real  orden  para  su  ior 

teligencia  y  efectos  correspondientes.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos 

años.  Madrid  5  de  Febrero  de  1868. 

Maafoei. 

Sr.  Gobernador  superior  civil  de  la  isla  de  Cuba. 

{Gaceta  de  i6  de  Febrero  de  1868). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  Decreto. 

Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Realórdén  que 
aprobó  el  expediente  déla  Restauración. 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía española.  Reinado  las  Españas.  A  todos  los  que  las  presentes  vie- 
ren, y  entendieren,  y  ¿  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento, 
sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  sigaiente:   * 

•En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y 
única  instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Tomás  Pé- 
rez Anguita  á  nombre  de  D.  Tomás  fleredia  y  Livermore,  D.  Gaspar 
Granados  y  D.  Joaquín  Rivero  Valverde,  registradores  respectivamente 
de  las  minas  Ermitaño^  Isabel  y  Viva  el  Rey»  demandantes:  y  de  Ja 
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otra  la  AdmüiistraGiojí  geDeral,  demandada  y  representa  por  mi 
Fiscal,  y  como  caodyuvante  de  la  misma  el  Dr.  D.  Fernando  de  Ma- 
drazo,  representando  á  D.  Ramón  Rubio,  dueño  de  la  mina  Restaura- 
ción^ sobre  revocación  de  la  Real  orden  que  aprobó  el  eipediente  de 
esta  última  mina,  desestimando  la  oposición  hecha  al  mismo  por  los 
demandantes: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes  gubernativos  de  los  cuatro  registros  men- 
cionados, de  los  cuales  resulta: 

Que  DI  Simón  Terol,  á  nombre  de  D.  Gaspar  Granados,  presentó  en 
25  de  Febrero  de  1864  solicitud  de  registro  con  el  nombre  de  Isabel^ 
de  dos  pertenencias  mineras  de  calamina  y  hierro  que  situó  en  terre- 
no nealengo,  término  de  Yunquera,  paraje  nombrado  barranco  de  Duar- 
te;  y  en  la  parte  de  la  umbría  de  éste,  á  distancia  sobre  seis  metros  de 
una  excavación  antigua,  lindando  por  Norte  con  el  barranco  nombra- 
do de  los  Sames  y  cercada  del  convento  de  las  Nieves;  por  Poniente 
con  las  corrientes  de  dicho  Barranco  de  Duarle;  por  Sur  con  el  puerto 
de  las  Palomas  y  vereda  que  conduce  á  Yunquera,  y  por  Levante  con 
el  barranco  de  los  Monjes;  y  verificó  la  designación  señalando  como 
punto  de  partida  la  boca  de  la  mina  en  la  umbría  del  barranco  de 
Duarte;  pero  llegado  el. expediente  sin  oposición  al  estado  de  demar- 
cación y  precediéndose  al  reconocimiento  para  practicarla,  suspendió 
el  acto  el  Ingeniero  D.  Francisco  de  Madrid  Dávila,  cumpliendo  con 
el  párrafo  segundo,  art.  30  del  reglamento  de  Minería,  por  resultar 
conforme  con  la  protesta  presentada  por  el  apoderado  del  registrador 
de  la  mina  Restauración:  que  el  punto  de  partida  de  la  Isabel  estaba 
enclavado  en  el  barranco  de  la  Mina  y  no  en  el  de  Duarte;  que  no  era 
exacto  el  lindero  Poniente;  que  tampoco  lo  era  el  del  Sur  en  cuanto  al 
puerto  de  las  Palomas,  y  que  el  de  Levante  debía  ser,  según  los  testi- 
gos, el  cerro  de  la  Cruz,  presentándose  en  el  mismo  sentido  y  en  la 
vertiente  opuesta  el  barranco  del  Monje  en  vez  del  de  los  Monjes  ex- 
presado en  el  registro;  y  devuelto  el  expediente  por  el  Ingeniero,  y 
unidas  al  mismo  des  informaciones  testificales  presentadas  por  el  re- 
gistrador de  Isabel,  que  había  protestado  contra  la  suspensión,  dirigi- 
das á  probar  la  exactitud  de  los  nombres  y  linderos  de  la  solicitud  de 
registro,  y  otra  información  producida  en  sentido  contrario  por  el  re- 
gistrador de  la  Restauración;  el  Gobernador,  de  conformidad  con  lo 
propuesto  por  ¿1  Consejo  provioclaL  declaró  sin  curso  y  fenecido  el 
expediente,  como  comprendido. en  el  párrafo  segundo,  art.  30  del  re- 
glamento, por  su  decreto  de  i8  de  Octubre  de  i8M,  contra  el  tsual  in- 
terpuso oportunamente  el  interesado  recurso  de  alzada  al  Ministerios 

Que  en  30  de  Mayo  de  1864  D.  Tomás  Heredia  presentó  solicitud 
de  registro,  con  el  titulo  de  El  Ermitaño,  de  dos  pertenencias  mineras 
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de  calamina  y  hierro  eo  la  sierra  de  las  Nieves,  sitio  llamado  cerro  de 
los  Ermitaños,  término  de  Yuoquera,  lindante  por  N.  y  P.  con  tierras 
de  D:  Manuel  de  losRios,  L.  cerro  déla  Cruz,  y  S.  con  el  barranco  de 
la  Mina  y  de  Ouarte,  haciendo  en  el  mismo  escrito  la  oportuna  desig- 
nación; y  llegado  el  expediente,  cómo  el  déla  mina  Isabel^  sin  oposi» 
cion  alguna  al  estado  de  demarcación,  suspendió  practicarla  el  Inge- 
niero después  de  consignar  en  el  acta  que  la  labor  legal  consistía  en 
dos  zanjas  paralelas  y  separadas  por  uña  pared  ó  hastial  de  muy  poco 
espesor,  siendo  una  de  aquellas  de  7  metros  de  largo,  77  centímetros 
de  ancho  y  un  metro  40  centrmetros  de  alto,  término  medio;  y  la  otra 
de  4  metros  60  centímetros  de  largo,  un  metro  de  ancho,  y  un  metro 
i 5  centímetros  de  alto,  término  medio:  que  examinadas  estas  labores^ 
resultó  que  no  existia  eo  ellas  mineral  de  la  especie  que  se  solicitaba; 
que  por  tanto  procedía  suspender  la  damarcacion«  y  que  era  infunda- 
da la  protesta  del  representante  de  la  Restauración  respecto  de  la 
inexactitud  de  los  linderos  del  Ermitaño;  y  devuelto  el  expediente,  y 
después  de  solicitar  en  9  de  Noviembre  siguiente  él  mismo  registrador 
que  toda  vez  que  por  la  falta  de  mineral  descubierto  no  podía  conti- 
nuarse como  de  registro,  se  ultimara  por  los  tráiúites  de  permiso  para 
investigar,  denegó  el  Gobernador  esta  pretensión,  por  no  estar  arre- 
glada á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero  del  árt;  75  del  regfiamento» 
y  declaró  nulo  ei  expediente,  como  comprendido  en  el  art.  54  de  la 
ley,  por  su  decreto  de  25  de  Diciembre  de  4864«  del  cual  se  alzó  el  in- 
teresado para  ante  el  Ministerio: 

Que  en  2  de  Junio  del  mismo  año  1861  registró  D.  Ramón  .Rubio, 
con  el  título  de  Restauración,  dos  pertenencias  de  mineral  calamina  y 
plomizo  en  terrenos  baldíos  del  común  de  Yunquera,  sierra  de  las  Nie- 
ves; paraje  denominado  barranco  de  la  Mina,  lindante  por  N.  con*las 
erillas  de  D.  Manuel  de  los  Rios,  por  L.  eon  el  cerro  do  la  Cruz,  por 
S.  con  el  segundo  picacho  más  abajo  del  puerto  de  Duarte,  y  por  P. 
con  el  cerro  de  los  Ermitaños,  manifestando  que  el  mineral  se  encon-' 
traba  al  descubierto  en  una  mina  abandonada  llamada  Virgen  del  Car,' 
f)i0n,  denunciada  por  D.  Manuel  Gamacho;  y  verificada  la  designación 
oportuna,  y  habiéndose  opuesto  en  tiempo  á  este  registro  D.  Tomás 
Heredia  por  tratarse  del  mismo  terreno  que  tenia  solicitado  para  El 
Ermitaño,  en  dos  escritos  que  se  unieron  al  expediente  con  copia  de  la 
la  designación  y  del  certiQcado  de  amojonamiento  de  esta  última  mi- 
na, y  después  de  remitido  todo  al  Ingeniero  para  que  con  vista  de  la 
oposición  procediera  á  lo  que  hubiese  lugar,  informó  el  mismo  inge- 
niero que,  según  resultaba  del  deslinde  practicado,  el  punto  de  parti- 
da de  la  Restauración  estaba  dentro  del  perímetro  solicitado  en  U 
designación  del  Ermitaño,  cuyo  representante  había  protestado  con 
razoQ  en  el  acto  del  deslinde  de  la  indeterminación  con  que  estaba  re- 
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laeiooado  aquel  punto  de  partida  por  el  registrador  D..  Ramón  Rabio; 
j  coo  presencia  de  éste  informe,  y  considerando  que  el  terreno  en 
cuestión  estaba  pretendido  con  anterioridad  á  ia  solicitud  de  Rubio  y 
en  curso  el  expediente,  acordó  el  Gobernador  en  23  de  Diciembre  da 
1864,  de  conformidad  con  lo  establecido  en  el  párrafo  tercero,  art.  79 
del  reglamento,  suspender  la  prosecución  del  expediente  hasta  que  se 
resolviera  el  que  obraba  en  la  Superioridad  con  el  nombre  de  Isabel: 

Que  en<  4i  de  Octubre  del  propio  año  de  1864  D.  Joaquín  Rivero  y 
Valferde  presentó  solicitud  de  registro,  con  el  titulo  de  Viva  el  Rey^ 
de  dos  pertenencias  ó  una  completa  6  supletoria,  según  el  terreno 
franco  que  hubiera,  de  mineral  de  zinc  ó  hierro,  situándolas  en  terre- 
no realengo  y  baldío  del  término  de  Yunquera,  barranco  de  Ouarte  y 
de  la  Mina,  lindanies  por  N.  con  este  barranco  y  tierras  de  0.  Manuel 
de  los  Biscos,  por  L.  con  el  cerro  de  la  Crusy  la  investigación  Veré-- 
mos^  por  el  S.  con  terreno  franco,  y  por  P.  con  el  cerro  de  las  Ermitas 
ó  de  los  Ermitaños,  expresando  que  se  proponia  descubrir  el  mineral 
aunque  estaba  descubierto  en  a  Igunas  labores  irregulares  practicadas 
por  los  registros  Isabel  y  Restauración,  cuyos  expedientes  hablan  in* 
currido  en  los  vicios  de  n  ulidad  que  se  determinaban  en  el  escrito  ad- 
junto á  su  solicitud,  reducidos  en  resumen  á  la  indeterminación  de  los 
linderos  de  Isabel  y  á  la  ilegalidad  de  tramitarse  el  Restauración  i 
pesar  de  referirse  á  terreno  registrado  con  anterioridad;  y  hecha  la 
oportuna  designación  y  pasada  la  solicitud  al  Ingeniero  para  que  la 
tuviese  presente  al  practicar  los  reconocimientos  que  á  la  sazón  esta-% 
ban  acordados  de  los  registros  Isabel  y  Restauración^  la  devolvió 
acompañada  de  un  plano  de  deslinde  de  todas  las  citadas  minas;  y  el 
Gobernador,  en  virtud  de  lo  expuesto,  acordó  en  23  de  Diciembre  de 
1864  suspender  la  admisión  de  este  registro,  de  conformidad  con  lo  es- 
tablecido en  el  párrafo  tercero,  art.  79  del  reglamento,  por  resultar 
qné  el  terreno  á  que  se  referia  estaba  solicitado  anteriormente: 

Que  remitidos  todos  los  expedientes-  á  la  Dirección  general  del  ra*  . 
mo,  en  virtud  de  los  recursos  de  alzada  en  su  lugar  referidos,  los  de» 
▼olvió  á  aquel  centro  el  Gobernador,  previniendo  que,  previo  el  opor- 
tuno reconocimiento  del  terreno  con  citación  délas  partes  interesadas, 
se  levantara  por  el  Ingeniero  Jefe  un  plano  topográfico  de  todo  el  ter« 
reno  á  que  alcanzaban  las  citas  referentes  al  expediente  Isabel^  sin 
omitir  detalle  ni  objeto  de  los  mencionados  en  todos  los  demás  expe* 
dientes  y  documentos  de  defensa  y  oposición;  y  levantado  con  efecto 
dicho  plano  y  remitido  con  los  expedientes  al  Ministerio  de  Fomento, 
recayó  la  Real  orden  de  30  de  Junio  de  1866,  que,  de  conformidad  con 
lo  propuesto  por  la  Junta  consultiva  de  Mineria,  confirmó  los  decretos 
de  nulidad  dictados  por  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Málaga  en 
los  expedientes  ftafttfi  y  Ermitaño,  declaró  nulo  y  sin  efecto  el  regís- 
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tro  Viva  el  Rey,  y  mandó  que  se  siguiera  la  ReHauracion  por  todos 
sus  trámites: 

Que  notificada  esta  Real  orden  á  todos  los  interesados,  y  después 
de  pedir  y  obtener  los  registradores  de  Isabel^  Ermitaño  y  Viva  el  Rey 
que  se  les  tuviera  por  opuestos  á  ella,  con  el  fin  de  ejercitar  en  su  día 
el  oportuno  recurso,  protestaron  los  tres  en  el  acto  del  reconocimien- 
to y  demarcación  de  la  Restauración  sin  expresar  razón  alguna,  pero 
manifestando  que  explanarían  sus  protestas  ante  el  Gobernador  de  la 
provincia,  lo  cual  no  resultó  que  llegaran  á  efectuar:  y  por  último, 
elevado  el  expediente  ¿  la  Superioridad,  recayó  la  Real  orden  de  8  de 
Marzo  último,  que  de  acuerdo  con  lo  informado  por  lá  junta  facultativa 
de  Minerfa  y  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Esta* 
do,  aprobó  el  expediente  Restauración,  desestimó  la  oposición  hecha 
al  mismo  por  los  interesados  §n  los  registros  anulados,  y  maudó  expe- 
dir el  titulo  de  propiedad  á  favor  de  D.  Ramón  Rubio. 

Vista  la  demanda  que  el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  Anguita,  en 
nombre  de  los  registradores  de  las  minas  Ermitaño,' Isabel  y  Viva  el 
Rey,  interpuso  ante  el  Consejo  de  Estado  coh  la  pretensión' de  que  se 
revoque  la  referida  Real  orden  de  8  de  Marzo,  y  en  su  lugar  se  decla- 
re la  nulidad  del  registro  Restauración,  se  continúe  por  su  orden  la 
tramitación  de  los  expedientes  incoados  en  solicitud  del  mismo  terre- 
no, y  que  éste  se  adjudique  en  su  dia  definitivamente  al  que  resulte 
con  mejor  derecho  y  en  mejores  condiciones  de  legalidad;  alegando  al 
efecto  que  se  han  infringido  los  artículos  24  y  del  64  al  68  de  la  ley, 
y  del  75  al  79  del  reglamento,  así  como  el  párrafo  primero,  disposi-^ 
cion  i3  de  las  genérales  del  mismo: 

Vistas  las  contestaciones  propuestas  á  la  expresada  demanda  por 
mi  Fiscal  y  por  elDr.  D.  Fernando  de  Madrazo,  admitido  como  coad- 
yuvante de  la  Administración,  en  nombre  de  D.  Ramón  Rubio,  pidien- 
do ambos  la  absolución  de  dicha  demanda  y  la  confirmación  de  la 
Real  orden  por  la  misma  impugnada: 

Vistos  los  artículos  54  y  64  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859, 
y  el  50  del  reglamento  dictado  para  su  ejecución,  según  los  cuiales  la 
vaguedad  en  las  designaciones,  la  faita  de  la  labor  legal  y  la  inexíMen* 
cia  de  mineral  descubierto  producen  el  fenecimiento  ó  nulidad  de  los 
expedientes  de  registro;  y  que  decretada  por  el  Gobernador  dé  la  pro- 
vincia, no  cabe  otra  reclamación  que  la  de  alzada  ante  el  Ministerio 
de  Fomento,  que  decide  sin  ulterior  recurso: 

Visto  el  art.  75  del  mismo  reglamento,  que  si  bien  prohibe  en  su 
párrafo  segundo  la  admisión  de  solicitudes  de  registro  que  se  refieran 
á  terrenos  registrados  ó  investigados;  cuyos  expedientes  se  bailen  en 
trámites  después  de  admitidas  las  solicitudes  y  publicada  la  designa- 
ción, autoriza  sin  embargo  en  el  párrafo  tercero  aquella  admisión 


cuando  las  solicitades  se  refieren  á  terrenos  objeto  de  expedientes  que 
contengan  tícíos  de  nulidad  que^  los  invaliden: 

Vistos  los  artículos  64  al  68  de  la  ley  mencionada*  7  los  75  al  79  del 
reglamento: 

Considerando  qnela  Real  orden  de  30  de  Junio  de  1866  ejecutorió 
sin  ulterior  recurso  la  nulidad  de  los  expedientes  do  registro  de  la 
mina  liabel  y  Ermitaño^  sin  que  por  lo  mismo  pueda  discutirse  aque- 
lla resolución,  que  además  está  apoyada  con  preceptos  explícitos  déla 
ley  y  del  reglamento: 

Considerando  que  la  admisión  de  la  solicitud  de  registro  de  la  mina 
Restauración  no  fué  contraria  á  lo  dispuesto  en  el  art.  75  del  regla- 
mento, porque  los  expedientes  de  los  dos  registros  anteriores  conte- 
nían vicios  de  nulidad  que  el  reconocimiento  facultativo  puso  de  ma- 
Difiesto,  y  porque  el  Gobernador  de  Málaga,  arreglándose  á  lo  préve- 
DÍdo  en  el  párrafo  tercero  del  mismo'  artículo,  suspendió  aquella  ad- 
misión hasta  la  resolución  de  dichos  dos  expedientes  más  antiguos: 

Considerando  que  solo  cuando  este  obstáculo  se  removió,  y  no  ha- 
bieijdo  otro  expediente  en  trámite  relativo  al  terreno  en  que  se  había 
designado  la  mina  Resiauracioni  pues  la  titulada*  Virgen  del  Carmen 
estaba  abandonada  y  no  tenia  expediente,  fué  cuando  se  dio  curso  al 
primero.  Como  era  inevitable  según  lo  dispuesto  en  la  ley  y  lo  man- 
dado ee  la  Real  orden  de  30  de  Junio  de  4866: 

Considerando  que  ni  al  hacerse  ésto  ni  al  acordarse  la  Real  orden 
de  concesión,  objeto  de  la  demanda,  se  faltó  á  las  prescripciones  da 
los  artículos  de  la  ley  y  del  reglamento  que  en  ella  se  invocan  vaga  y 
genéricamente  y  sin  expresar  el  vicio  ó  defecto  de  que  el  expediente 
adoleciera: 

Considerando  que  la  solicitud  de  registro  do  la  mina  Vtva  el  Rey 
fué  posterior  en  más  de  cuatro  meses  á  la  de  la  Restauradant  y  por 
consiguiente  ineficaz  para  privarla  de  la  preferencia  inherente  á  la 
prioridad; 

'  Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado,  en  sesión  áque  asistieron  D.Antonio  Escudero, 
Presideete,  D.  José  Antonio  de  Olañeta,  D.  Antero  de  ficharri,  D.  Fran- 
cisco de  Cárdenas,  el  Conde  de  Velarde,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio, 
DrJosé  Sánchez  Ocaña«  D.  Tomás  Retortillo,  el  Marqués  de  Alhama, 
D.  Claudio  Sanz  y  Martin  y  D.  Rafael  de  Liminiana  y  Rrignele, 

Vengo  en  absolver  déla  demanda  á  la  Administración  y  en  confir- 
mar la  Real  orden  .de  8  de  Marzo  del  año  último. 

'  Pado  en  Palacio  á  treinta  de  Enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
ocho.=Está  rubricado  de  la  Real  mano.=:El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaec.» 

Publicación  .=Leido  y  publicado- el  anterior  Real  decreto  por, mí  el 
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Secretario  geoeral  Jel  CoDsejo  de  Estado,  hallándoáe  celebrando  aa* 
diencia  publica  la  Sala  de  lo  Gonteacioso,  acordó  qae  se  tenga  como 
resolucioD  final  en  la  instancia  y  autos  ¿  que  se  refiere:  que  se  una  & 
los  misDQOs,  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Ga* 
ceta.  De  que  certiOco. 

Madrid  15  de  Febrero  de  4868.=:  Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  dei9  de  Febrera  de 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Reaolucion  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  sobria  adjudicación  de 
una  demasía  á  la  mina  Tet  uan . 

limo.  Sr.:  En  Tíata  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
de  il  de  Octubre  último,  dictad&con  relación  al  expediente  sobre  ad* 
judicacion  de  una  demasía  á  lamina  Teluaiu^  la  Sección  délo  Conten- 
cioso del  Consejo  de  Estado  ha  informado  lo  siguiente: 

«Éxcmo.  Sr.:  La  Sección  de  lo  Contenciosa  de  este  Consejo  ha  exa- 
minado la  demanda,  de  que  se  acompaña  copia»  presentada  ante  el 
mismo  en  19  de  Noviembre  último  por  el  Licenciado  JO.  Fidel  Garcia 
Lomas,  eo  nombre  de  D.  Bartolomé  Spoltorno  y  Marfa«  como  presiden- 
te de  la  sociedad  minera  El  Ramo,  concesionaria  de  la  mina  Violeta^ 
contra  la  Real  orden  expedida  por  ese  Ministerio  en  il  y  comuni- 
cada al  demandante  en  29  de  Octubre  inmediato  anterior,  por  la  cual 
se  confirmó  el  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Üurcia  que 
desestimó  las  pretensiones  de  la  expresada  sociedad  minera  respecto 
acierta  demasía,  y  mandó  que  se  demarcase  ésta  á  favor  de  la  oiina 
Teluan. 

Resulta  del  expediente,  que  adjunto  ae  devuelve,  que  á  nombre  de 
la  sociedad  especial  minera  titulada  Las  Templarios  se  solicitó  ante  el 
Gobernador  de  la  expresada  provincia,  en  concepto  da  demasía  un  ter- 
reno frameo  de  mineral  plomieo  en  el  sitio  llamado  Cuevas  del  Blanco 
7  Cabeza  de  los  Ermitaños,  dip  utacion  del  ^Igar,  término  de  Carta- 
gena, lindante.Norte  mina  Tetixan^  Levante  La  Cuarenta,  Mediodía £a 
Tercera  Española  j  Poniente  minaSm»  AnioetOi 

Que  formado  el  plano  correspondiente  per  el  Ingeniero  Jefe  de  Mi* 
ñas  de  orden  del  Gobernador  de  la  provincia,  notificados  loa  dueños  de 
las  minas  colindantes  y  verifiisada  la  publicación  del  anuncio  en  el  iSo- 
letin  oficial^  se  presentó  oposición  por  parte  de  la  sociedad  El  Rama^ 
como  dueña  déla  mina  Violeta^  en  15  de  Marzo  de  1867,  pidiendo  que 


j$  aniese  al  expediente  efiplábo  qtie  con  etra  instancia  líabfa  preíen- 
lad^eo  fta  de  Enertt  imnédiáto  anUefior;  fuQdáodode  en  que  habiendo 
caducado  la  mina  Sin  A^eetú,  si  e^ta  Caducidad  subd^t^  y  ctiíbsa  «j^^ 
:Catoria,  la  mina  Violeta,  por  su  antigüedad,  posición  y  circ^á^tanCia^i 
Tendrá  á  ostentar  no  derecho  preferente  sobre  la  Tetuan^  h'ibiendo  de 
cambiar  el  estado  é%  cosas  de  una  manera  esencial,  según  subsista* d' 
no  la  concesión  4e  ^ia<mlp^a  y  su  denB8fa;\por  lo  que  concluyó  pidien- 
do que  se  suspendiera  el  curso  del  negocio  ínterin  no  se  resuelva  la 
cuestión  pendiente  sobre  la  mina  San  Aniceto,  por  ser  la  base  de  donde 
lian  de(piiHjt  l)>jr  4f^e<^#s  dela94emás  p^rteéen^U^  4el  gtutik)  minero: 
Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  dicté 
providencia  en  f  .*  de  Agosto  de  4867,  por  la  cual,  on  consideración 
principalmente  á'  qde  la  oposi-cion  de  le  sociedad  Ei'tiamo  alega  dere  • 
«faM»  preferente  por  la  mina  Violeta  para  e^l  caso  de  que  se'ejeeiiK^rie  la 
caducidad  de  la  mina  San  Aniceto,  y  que  la  mina  Viakta  no  Ui|d4  en 
la  actualidad  con  el  terreno  franco  solicitado  como  demasía  por  la  Te^ 
Itmn,  «iendo  ésta  la  más  antigua  entre  l&s  colindantes,  desestimó  las 
pretensiones  de  la  sociedad  Él  ñamú  y  mandó  que  se  adjudicase  la  de* 
masía  á  la  mina  Tetuan: 

■  Y  que  habiéndose  ahado  la  sociedad  El  Ramo  de  lá'reférida  pro- 
cidencia para  ante  ese  Ministefrio,  recayó  la  Beal  orden  relacionada  al 
prioclpifo,de  14  deíOtetubre  delB87,  confirmatoria  de  la  misma  provi- 
•dencin,  interponténdóse  en  sn  coosecúencia  la  presente  demanda. 
i  En  virtud  de  los  relacionados  antecedentes: 
'  Vistos  la  ley  de  Minaií  dé  6  de  Julio  de '4:859  y  el  reglamento  de  28 
^e  Febrero  de  4863: 

Considerando  quelüs  artículos  de  la  ley  y  del  reglamento  que  auto- 
rizan la  via  contenciosa  contra  las  resGluCioaes  floalés  que  concedan 
ÓDÍégnen  la  propiedad  de  las 'minas,  se  reQeren  eviden  temen  ief  á  las 
^jue  se  dicten  después  de  se^^uir^e  el  expediente  por  todos  los  trámites 
establecidos  y  de  ser  remitido  al  Gobierno,* conforme  á  los  artículos  8( 
y  46  déla  ley»  20  y  f4  del  reglamento: 

I  •  Considerando  ^ue  entender  de  otro  moéfo  las  citadas  disposiciones 
tal dria  tanto  como  otorgar  la  via  contenciosa  contra'  todas  las  provi- 
dencias que  deniegan  la  adoaision  de  los  registros,  decDiran  su  nulidad 
y  ordeoaQ  la  cancelación  de  los  expedientas,  porque  .todo  elfo  equiva* 
le' Tirtual mente  á  negar' la  concesión  á  qde  se  aspira,  lo  cuál  «s  noto- 
riamente contrario  á  la  letra  y  espíritu  de  la  ley: 

Cotosideraadó  que  la  disposición  gubernaii va  contra  la  cual  se  enta*^ 
hU:  la  demanda  do  está  comprendida  en  el  caso  8.*  del  artículo  89  dental 
l^y.y  que  ningún  otro  puede  serle  aplicable;  ' 

La  Sección  opina  que  es  iniprobedente  dicha  demanda  y  debe  ne- 
garse su  admisión.»   '      * 

SbCCIOü  ADIIIIIISTRATIVA.— T.  UI.  46 
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Y  habieodo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  coq  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  su 
inteligeiticia  y  efectos  consigientes.  Dios  guarda  á  V«  ¡..muchos  años» 
Madrid  i4  de  Febrero  de  18B8. 

OftOTlOé 

Sr.  Director  general  de  Agricultura.  Industria  y  Gomereio, 

(Gaceta  de  21  de  Febrera  de  1868). 


PRESIDENCIA  DEL  CONSEJO  DE  MINISTROS. 


Resolución  enlosmtos  de  competencia  suscitada  en  lar^cla^ 
ma€Í9n  de  un  terreno  perteneciente  á  la  mina  de  carbón 
Hernán -Cortés. 

En  el  expediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobar-> 
nador  de  la  prov|acia  de  Córdoba  y  el  Jaec  de  primera  instamcia  de 
Fuente  Obej una;  de  los  cuales  resulta:  . '    > 

Que  á  nombre  de.  D.  ioaquio  de  Burdos,. como  representante  4s  la 
sociedad  especial  minera  la  Munchega^  Bélica,  j  Vizcaína,  se  presepio 
eq  aquel  Juzgado  un  inierdicto  de,  recobrar  contra  D.  Luis  SauTan,  di<- 
rectoc  de  la  empresa  CQnstrMcliora  del. ferro-carril  de  Bélmez  é'Almor* 
chon,  por  haberse  apodera^ik)  4e,un»  terreno  p^rteneQíenteá  la  minet  de 
carbpn  llamada  iíT^nanÜ^/és,  haciendo  eJi  él  hornos,  canteras,  des- 
montes y  terraplenes  para  la  construcción  dé  la  línea  férrea: 

.  Que  susUinciada  el  interdicto  sin  audiencia  del  despojante,  acorda- 
da y,  isjecutada  la  rettitucion^*  y  tasadas  las  costas,  el  Gobernador  de 
la  proviociA  re(}i^irió  daíQhibicion  al  Juzgiid^,  de  acuerdo  con  el  Con* 
sejo  proyincial,  fundándose  en  la  Real  orden  de  49  de  Setiembre  de* 
^845  é  instrucción  de  iO  de  Octubre  del  mismo  año,  y  en  ?ista  de  Jaa 
instancias  de  D.  Luis  Sauvan  y  del  expediente  insiruido  por  las  recla- 
maciones de  D.  Joaquín  de.  Burgos^  en  el  cual  resultal^a  la  conformidad 
del  anterior  dueño  del  terteno  en  cuestión  en  cederlo  á  la,  empresa 
^oo9trivictora  raediainte  cierta  cantidad  en  que  se  incluiaq  las  ind^m* 
niza  clones 'Cor  re  sppndjer^  tes:  >.     . 

,  Que.etl  Jqez  s^e  declaró  complétente,  después  de  sustanciar  el  oonflic* 
to,  en  atención  á  que  la  obra  he^ha  noestaba  ordenada  por  el  Gobier- 
no ai  podia  cansiderarse.obra  pública  con  arreglo  al.  a r|.  29  de  lains* 
truccion  d^  IM  de  Octubre  de  1845,  y  en  que  no  se  podia  suscitar  coip- 
petencia  en  pleitos  fenecidos  por  se^teocia  pasada  en  autoridad  de 

cosa  jpa&gada,.  como  üo  estaba  el  interdicto: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  .proYíncial,  insistió 


f      - 
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en>  su  requerimieoto,  y  á  instancia  de  la  empresa  constructora  del  ^ 

ferro-carril  dispuso  la  continuación  de  las  obras  suspendidas  por  la 

restitucioo  judicial,  fundándose  en  una  Real  orden  de  46  de  Abril  de 

1859,  dictada  para  un  caso  análogo,  y  en  yarias  decisiones  de  conope- 

tencias,  y  partidpáodolo  al  Juzgado  para  que  no  se  opusiera  ¿  ello» 

sin  perjuicio  de  la  continuación  de  la  contienda  de  competencia  que  \ 

deaqui  resultó. 

Visto  el  art.  30  de  la  instruecion  de  10  de  Octubre  de  1845,  que  re- 
produce la  Real  orden  de  19  de  Setiembre  del  mismo  año,  según  el 
cual  no  se  detendrá  ni  paralizará  ninguna  obra  publica  en  curso  de  eje- 
cución por  las  oposiciones  que  bajo  cualquier  forma  puedan  intentarse 
cdn  motivo  de  los  daños  y  perjuicios  que  al  ejecutarlas  se  ocasionen 
por  la  ocupación  de  terrenos,  excavaciones,  extracción,  acarreo  y  de- 
pósito de  materiales  y  otras  servidumbres  á  que  están  necesariamente 
sujetas  bajo  la  debida  indemnización,  con  arreglo  á  la  ley  de  17  de 
Julio  de  183B,  las  propiedades  contiguas  á  las  mismas  obras: 

Visto  el  reglamento  de  27  de  Julio  de  1853  para  U  ejecución  de  la 
ley  de  enajenación  forzosa  por  causa  de  utilidad  pública,  de  17  de  Julio 
de  1836,  que  en  sos  artículos  25,  26  y  27  establece  el  recurso  cooten- 
cioso-administrativo  contra  la  decisión  gubernativa  cuando  se  falte  á 
las  disposiciones  de  la  referida  ley,  Reales  decretos  y  del  mismo  regla- 
mento, sobre  la  necesidad  de  que  el  todo  ó  parte  de  una  propiedad 
deba  ser  cedida  para  la  ejecución  de  las  obras  públicas  provinciales  6 
municipales  declaradas  ya  de  utilidad  pública;  sobre  las  faltas  que  en 
la  tasación  minoren  él  valor  que  den  los  dueños  á  su  propiedad,  y  só- 
brela ocupación  temporal  de  terrenos  y  aprovechamiento  de  materia- 
les, siempre  que  en  estos  casds  ó  en  su  estimación  se  perjudique  á  ios 
derechos  de  los  interesados: 
Considerando: 

1/  Que  el  auto  restilutorio  dictado  en  interdicto  no  paede  estimar* 
se  sentencia  ejecutoria  para  el  efecto  de  impedir  que  se  suscite  cues* 
tion  de  competencia,  según  se  ha  establecido  con  ^repetición,  porque 
no  hace  declaración  de  derechos  que  quedan  á  salvo  para  el  corres- 
pondiente juicio  plenario. 

%*  Que  la  construcción  de  un  ferro-carril  cencedido  por  una  ley  es 
notoriamente  una  obra  pública  cuyos  trabajos  no  se  pueden  paralizar 
ni  entorpecer,  según  previene  el  citado  art.  30  de  la  instrucción  de  10 
de  Octubre  de  1845,  y  el  proveído  del  Juez  en  el  interdicto  causa  ne- 
cesariamente esta  suspensión. 

3."  Que  la  necesidad  de  la  expropiación  de  un  terreno  ó  de  su  ocu- 
pación temporal  para  la  ejecución  de  una  obra  pública  solamente  pue- 
de apreciarla  la  Administración,  que  determina  el  trazado  de  la  obra 
y  las  demás  condiciones  que  ésta  ha  de  tener. 
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4/  Que  si  bien  ios  contratos  que  medien  entre  los  propietarios  de 
terrenoa  expropiados  ú  ocupados  temporalmenta  y  los  concesionarios 
de  obras  púbiicas  solo  deben  interpretarlos  los  Tribunales  de  justicia 
cuando  se  promueva  cuestión  sobre  ellos,  ni  se  trata  en  el  interdicto 
de  su  inteligencia,  validez  y  cumplimiento,  ni  aunque  así  fuera  podría 
la  cuestión  judicial  causar  el  efecto  de  embarazar  la  construcción  de 
la  obra  pública. 

5.**  Que  siendo  sustancialmente  administrativa  la  cuestión  promo- 
vida entre  la  empresa  constructora  de  un  ferro-carril  y  un  propietario 
de  terrenos  ocupados  por  la  obras,  las  quejas  de  éste  deben  dirigirse  á 
las  Autoridades  del  orden  administrativo,  que  han  de  hacer  la  aplica- 
don  de  las  disposiciones  del  mismo  género. 

Conformácdome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en 
pleno. 

Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración,  y 
io  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  siete  de  Enero  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  ocho. 

Está  Rubbicado  pe  la  Real  mano. 

El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros. 

Ramoic  María  Narvaez. 

{Gaceta  de  4  de  Marzo  de  1868). 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  confirmando  la  recaída  en  los  autos  promovidos 
entre  partícipes  para  la  eocplotadon  de  la  mina  Opensac. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Marzo  de  1868,  en  los  autos 
que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Magdalena  y 
en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  Sevilla  ha  seguido  D.  Froi  • 
lao  Domínguez  con  D.  Joaquín  José  Tourné  sobre  cumplimiento  de  una 
sentencia;  los  cuales  penden  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  inter- 
puesta  por  Tourné  déla  providencia  que  en  3  de  Octubre  de  1867  dic- 
tó la  referida  Sala  denegando  la  admisión  del  recurso  de  casación  en- 
tablado por  el  mismo: 

Resultando, que  por  documento  privado  de  14  de  Setiembre  de  1864 
D.  Froilan  Domioguez  cedió  á  D.  Joaquín  José  Tourné  10  acciones,  ó 
sea  el  10  por  100  del  17  que  tenia  reconocido  en  la  escritura  de  socie- 
dad celebrada  en  1."  de  Abril  de  aquel  año  con  D.  Santiago  Qalvez  Pa- 
(UUa  para  llevar  á  efecto  el  contrato  que  éste  hizo  con  D.  Antonio  Be* 
uito  Cordón  para  la  explotación  de  la  mina  Opetísac,  sus  terrenos  y  es» 
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córlales,  y  demás  minas  que  dicho  contrato  comprendía,  y  además  la 
administración  de  la  referida  sociedad  con  todos  los  derechos  que  la 
citada  escritura  le  atribuía;  obligándose  á  formalizar  la  cesión  por 
medio  de  escritura  pública  el  dia  10  del  siguiente  mes  de  Octubre,  en 
cuyo  acto  el  D.  Joaquín  le  entregarla  iOO.OOO  rs.  y  el  importe  de  lo  que 
tenia  suplido  á  dicha  sociedad,  que  aparecería  de  la  cuenta  que  había 
de  presentar  flrmad&  por  el  Director: 

Resultando  que  D.  Santiago  Gal  vez  Padilla,  por  comunicación  que 
como  Director  de  la  sociedad  expresada  dirigió  en  4/  de  Octubre  de 
i864  á  D.  Proiláo  Domínguez,  aprobó  las  cuentas  que  éste  le  había  pre- 
sentado, y  reconoció  á  favor  del  mismo  el  saldo  de  75.374  rs.  53  cents.: 

Resultando  que  en  48  dd  Enero  de  1865  Domínguez  entabló  deman* 
da  ordinaria  para  que  se  condenara  á  D.  Joaquín  José  Touroé  á  firmar 
y  aceptarla  escritura  de  cesión  de  las  iO  acciones  de  las  minas  Opett- 
$ac,  San  Antonio^  la  Peregrina  y  la^  Granada^  entregando  en  el  acto 
181.374  rs.  y  53  cents,  y  abonándole  los  daños  que  se  le  habían  oca- 
sionado y  se  le  ocasionasen,  y  las  costas: 

Resultando  que  Tourné  se  opuso  áesta  solicitud  alegando  que  fal- 
taba la  integridad  de  la  cosa  vendida,  pues  según  se  le  había  asegura- 
do, los  escoriales  procedentes  de  las  antiguas  fundiciones,  vendidos 
como  pertenecientes  á  la  mina  Opensac,  estaban  comprendidos  en  la 
pertenencia  de  otra: 

Resultando  que  seguido  el  pleito,  el  Juez  de  primera  instancia  dic- 
tó sentencia  en  la  que  condené  á  D.  Joaquín  José  Tourné  á  Armar  y 
aceptar  la  escritura  de  cesión  de  10  acciones  déla  mina  Opensacy  San 
Antonio,  la  Peregrina  y  la  Granada,  y  á  entregar  á  D.  Froilin  Domín- 
guez en  el  acto  del  otorgamiento  de  la  escritura  175.374  rs.  y  53  cén- 
timos, recibiendo  por  su  pártelas  10  acciones  y  la  administración  de 
la  sociedad  con  todos  sus  derechos  y  consecuencias;  reservó  al  mismo 
el  que  pudiera  tener  para  declamar  en  juicio  separado  si  algo  faltase 
60  las  minas  de  lo  que  correspondiera*  en  virtud  del  contrato,  y  le  ab- 
solvió délos  demás  extremos  déla  demanda,  sin  hacer  expresa  conde- 
Dacion  de  costas: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  de  esta  sentencia,  la  Sala  se- 
gunda de  la  Real  Audiencia  de  Sevilla  la  confirmó  en  todas  sus  partes 
por  la  suya  de  6  de  Noviembre  de  1866: 

Resultando  que  devueltos  los  autos  al  Juzgado,  inferior  á  petición 
de  Domínguez,  se  acordó  por  providencia  de  12  de  Diciembre  que  en 
«I  término  de  cinco  días  cumpliera  Tourné  lo  mandado  en  la  ejecuto- 
ria; y  con  este  motivo  presentó  el  mismo  un  escrito  pidiendo  que  se 
hiciera  saber  á  D.  Froílán  Domínguez  que  antes  de  otorgarse  la  escri^ 
tura  y  de  la  entrega  de  los  175.374  rs.  y  53  cents,  presentara  en  Escri- 
b  ania  las  láminas  de  las  acciones,  los  documentos  de  propiedad  de  las 


; 
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minas  y  los  libros,  vlistas  de  operarios,  notas  de  mineral  y  materiales 
existentes,  nóminas  de  empleados  y  arqueo  de  fondos  que  simboliza- 
ban la  administración  déla  compañía,  y  se  le  entregasen  para  quejo 
reconociera,  su  Abogado: 

Resultando  que  por  auto  de  28  de  Diciembre  se  declaró  no  haber 
lugar  á  lo  que  solicitaba  Tourné  en  su  escrito,  y  se  mandó  que  se  le 
hiciera  saber  que  cumplierioi  inmediatamente  con  loque  le  estaba  pre- 
▼eoido  en  la  providencia  del  día  12:  > 

Resultando  que  él  mismo  pidió  reforma*  alegando  que,  según  ha- 
bía llegado  á  entender,  por  sentencia  ejecutoria  dictada  en  autos  que 
había  seguido  D.  Antonio  Benito  uordon  en  el  Juzgado  del  distrito  de 
San  Vicente  de  aquella  ciudad  de  Sevilla,  se  habia  rescindido  el  contra- 
to que  para  la  .explotación  de  la  mina  Opensac  celebró  Gordon  con.Doo 
Santiago  Galvez  Padilla,  del  cual  pendía  la  subsistencia  de  la  compa- 
Dia  formada  por  éste  y  la  validez  de  las  acciones  que  le  cedió  Domín- 
guez, y  que  no  era  justo  que  sin  examinar  los  títulos  firmara  la  escri- 
tura y  entregara  el  precio,  exponiéndose  á  perderle:  que  en  un  primer 
otrosí  pretendió  que  se  oficiara  al  referido  Juzgado  de  San  Vicente  para 
que  remitiese  testimonio  de  la  sentencia  indicada;  y  que  en  un  segun- 
do otrosí,  para  el  caso  de  que  no  se  accediera  á  la  reforma,  apeló  del 
auto  del  día  28  de  Diciembre: 

Resultando  que  en  otro  de  5  de  Enero  de  1867,  apelado  también  por 
Tourné,  se  negó  la  reforma  y  la  solicitud  del  primer  otrosí  y  se  admi- 
tió la  alzada  en  un  solo  efecto: 

Resultando  que  á  instancia  de  D.  Floiláo  Domínguez  se  dictó  otro 
auto  en  29  del  mismo  mes  de  Enero,  mandando  que  se  hiciera  saber  á 
Tourné  y  al  D.  Froilán  que  al  día  siguiente  de  la  noliíicacion  concur- 
rieran á  la  Notaría  que  designasen  de  común  acuerdo,  y  en  su  defecto 
ala  más  antigua  del  Juzgado,  á  otorgar  la  escritura  de  cesión  preve- 
nida en  la  ejecutoria  y  á  cumplir  ios  demás  extremos  que  la  misma 
CQmprendiai  y  sin  perjuicio  se  hiciese  desde  luego  la  anotación  pre- 
y^ntiva  en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  bienes  de  Tourné  suficientes 
á  asegurar  el  pago  de  los  175.574  rs.  y  55  cents.: 

Resultando  que  admitida  en  un  solo  efecto  la  apelach>n  de  este 
auto,  y  habiendo  comparecido  Domínguez  y  el  Abogado  de  Tourné  á 
la  Notaría  de  Saavedra,  exhibió  el  primero  varios  documentes  que 
impugnó  el  segundo  diciendo  que  no  eran  títulos  bastantes  de  lo  ven- 
dido, por  lo  cual  no  se  otorgó  la  escritura,  y  que  con  vista  de  dichos 
documentos  el  Juez  dictó  providencia  en  i9  de  Marzo,  de  qu9  también 
apeló  Tourné,  mandando  que  se  hiciera  saber  á  las  partes  que  cum- 
pliesen lo  prevenido  en  otra  anterior  compareciendo  en  la  Notarla  de 
Saavedra  el  dia  22  de  aquel  mes,  á  las  doce  de  la  mañana,  al  otorga- 
miento de  la  escritura  en  los  términos  acordados: 

/ 

) 
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Resulta D do  q)ie,]3  Sala  sesupd^,  de  l^  Real  Audiencia  <|le  Sevilla 
por  sentencia  deslOde  Setiembre  condrthó  con  óóst^^  dichos  autos  de 
28  de  Diciembre  de  1866.  5  y  29  de  Enero  y  19  de  Marzo  de  1867:^ 

Y  resultando  que  contra  e&te,faliiO  ijQAQ?pu<:o  Tourné  recurso  de  ca- 
sación y  por  proveído  de  3  de  Octubre,  de  que  apeló  después,  se  negó 
la  admisión  del  recurso:  ^  .'    '>  ^'  .    «  .- 

Vistos,  siendo  Ponente  el  ^ünistro  (F.  dauiea^uo'deárríBta:  « 

Considerando  que  según  lo  prevenido  por  la  ley  de  Enjuiciamiento^ 
civil  y  porla  jurispradencia  de  este  Supremo  Tfibonal,  iioseda  recur- 
so de  casación  contra  las  providencias  dirigidas  á  líevat  á  efecto  uúa 
sentencia  ejecutoria,  á  no  ser  que  contengan  alguna  nueva  declaración 
de  derechos  no  conapréndidos  en  f a  ejecutoria  mistóa: '       .  ' ' 

Considerando  que  no  se  halla  en  este  último  caso  'el'aato  tüctado 
en  10  de  Setiembre  de  186!/  porla  Sala-  segunda  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  conGrmando  los  pronunciados  por  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia en  28  de  Diciembre  de  1866,  5  y  29  de  Enero  y  19  de  Marzo  si - 
guienteSy  puesto  que  estás  providencias  se  ha'n  lin^itBfdo  á  emí3lear  los 
medios  necesarios  para  dar  cumplimiento  á  la  ejebutcM-ia  de  6  de- No- 
viembre de  1866,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  895  de  dicha  ley, 
sin  resolver  cuestión  ninguna  que  en  aquella  no  se  hallase  compren- 
dida; 

iPatíamos  que  debemos  confirmar  y  confírna^mos  con  las  costas  el 
auto  apelado  de  3  de  Octubre  de  1867,  por  el  que  lá  Audiencia  men- 
cionada denegó  la  admisión  del  recurso  de  óasaoion  interpuesto  por 
D.  Joaquin  José  Tourod  contra  la  citada  providencia  de  10  de  Setiem- 
bre-anterior:  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Real  Audiencia  de  Sevilla 
con  la  certificación  correspondiente. 

-  Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  áeüito  de  los  cinco  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  ié '  f nfsertará 
en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  maodátiióá  y  fincamos lí^tVehtura  de Golsa  y  Pando. 
iirJosé  M.  Cáceres.íiíLaüíeano  de  A^rtetá.'=Valentití  Glif raída. ü:Fran- 
cisco  María  de  Castilla.  .'     «  . 

'Publicáci'on.=Leida  y  publicada  fué  la  sentencih  atíterior  por  el 
limo.  Sr.  D.  Laurearfo  de  Arrieta,  Mihis'tro  del'Trttunal  Supremo  dé 
Justicia,  estando  celéf^^randóaudféiicla  publica  Ta  Sección  primera  de 
la  Sala  primera  del  mismo  el  dia  de  hoy,  de  que  certificó  cómo  Secre- 
taria de  S.M.  y  su  Esciribanó  de  Cámara.'        •     '  '  * 

Madrid  2  de  Marzo  de  1868.~Dionisio  Antonio  de  Puga.  '  i 

{Gacela  áe^  dé  Mario  de'\^^^). 


I 


( 
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MINISTERIO  DE  FOMENTO- 


.  Real  decreto. 

ñesolucion  en  el  expediente  para  el  establecimiento  da  una 
Sociedad  con  el  titulo  de  Metalúrgica  de  Vinuesa. 

Visto  el  expediente  át  califlcacioa  instruido  eo  el  Gobierno  civil  de 
esta  provincia  pai>a  el  establecimiento  de  una  sociedad  cowañditarift 
por  acciones  con  el  título  de  Metalúrgica  de  Vinuesa  y  razón  social 
de  Robles  y  compañía ^  y  especialmente  la  escritura  de  coostitucioo 
otorgada  en  4  de  Enero  de  i 867,  los  estatutos  consignados  en  ella  y  los 
inforoGies  emitidos  por  la  Diputación  y  Consejo  provincial,  Ayuntar 
miento  de  esta  corte»  Tribunal  de  Comercio  y  sociedad  económica  Ha* 
tritense: 

Vistas  las  instancias  remitidas  por  el  Gobernador  de  esta  provincia 
en  4  de  Mayo  siguiente,  pidiendo  que  se  suspendiese  la  tramitación  de 
dicho  expediente,  porque  !a  nueva  Sociedad  trataba  de  explotar  un  es- 
tablecimiento de  fundición  de  hierro  en  término  de  Vinuesa,  que  se 
decia  pertenecer  á  otra  compañía  titulada  La  Numantina: 

Vista  la  comunicación  de  la  expresada  Autoridad,  fecha  3  de  Junio 
último,  proponiendo  que  continuase  el  expediente  por  haber  cesada 
las  causas  que  dieron  motivo  á  solicitar  su  suspensión,  seguo  resultar 
.  ba  del  testimonio  de  escritura  que  acompañaba: 

Vista  la  Real  orden  de  25  de  Agosto  siguiente,  eo  la  cual  de  CGtnfop- 
midad  con  lo  propuesto  por  el  Consejo  de  Estado,  se  acordó  que  antas 
de  otorgar  la  autori^cion  solicitada  debiao  los  fundadores  de  la  eom* 
pañia  acreditar  que  la  fábrica  y  pertenencias  que  trataban  de  cederse  á 
la  sociedad  estaban  libres.de  todo  gravamen  y  correspondían  al  apor- 
tante, acomodar  la  denominación  social  al  carácter  de  comandita  con 
que  pretendía  establecerse,  y  reformar  sus  estatutos  en  los  términos 
que  dicha  disposición  previene : 

Vistos  los  documentof  remitidos  por  el  citado  Gobernador  en  O  de 
Octubre  y  el  informe  del  de  la  provincia  da  Spria  para  justificar  los 
requisitos  exigidos  por  la  mencionada  resolución: 

Vista  la  orden  de  la  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria  y 
Clomercio,  fecha  4  de  Noviembre*  acordando  la  ampliación  de  estéis 
justificantes: 

Vistas  las  comunicaciones  del.  Gobernador  de  Madrid,  fechas  5  de 
Noviembre  y  6  de  Diciembre  últimos,  la  valoración  pericial  de  la  fer- 
rería  y  demás  pertenencias  que  tratan  de  aportarse  á  la  proyectada 
compañía,  la  escritura  adicional  á  la  de  constitución  de  ésta  y  un  tes-^ 


timonio  de  las  actiutcionfes  judiciales  coovocando  á  tos  aereedot'es  d^ 
La  Numantinat  ya  disueltai  ^   i 

Vista  la  Real  órdeode  14  de  Enero  próximo  pasado  apiobahéo  los 
estalillos  porque  t)reteDde  reigi^se  la  coáipafila  comiátiditaria  |jf(yyec- 
tada  bajo  la  razou  social  áe'Robles  y  compañía,  tal  como  se  hiWsk 
coosigoadotf  en  las  escritoras  dé  3  de  Ocibbf e  y  29  de  NoTlemibre  úéí 
Año  úUino  y  4  de  Eoero  del  actual;  y  reclatnando  |»ara  ^ápletar  el 
expfedieotealgbDos  documentos,  que  el  Gobernador  réniitiá  eil' S4  dis 
Febrero  siguiente.  '    •  * 

Considerando  que  de  éstos  resulta  la  aquiescencia  de  los  acreedo- 
res de  la  compáñia  denominada  La  Numanüna  á  recibir  en  pa|[t)  die 
eos  créditos  acciones  de  la  sociedad  Roblen  y  compañía:   ' 

Considerando  que  de  las  actuaciones  seguidas  en  el  JusgAdo  d^ 
primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  esta  corte  aparece  quíe  no 
se  ha  preéefotado  acreedor  algtfoo  de  la  primera  dé  dichas  compa- 
ñías; y  '    *      ) 

Considerando,  finalmente,  acreditadas  la  suscricion  de  accionas  nih 
cesarías  para  cubrir  el  capital  total  y  la  realisacioD  del  primer  divi- 
dendo pasivo  de  %  por  100  de  las  que  no  se  hallan jJéclas  al  pago  de 
aportaciones;  > 

De  conformidad  con  lo  propuesto  por  d  Gonsejo^de  Estado  en  pleno. 

Vengo  en  áutoriiar  la  cobstitucioa  definitiva  de  la  sociedail  coittian- 
ditaría  por  accionéis  bajo,  la  razón  social  Rohies  y  compañía  cod  él 
capital  de  600.000  escudos;  señalándole  el'plaso  de  un  mes,  denlro  ddl 
cual  dará  principio  á  bus  oparacloneSé 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil  ocbocieatoa  aeseíato 
y  ocho.  *  "    '   t 

BSTÁ  RaBBICADO  DE   LA  BSAL*  HAJ^CH. 
Bl  Minfairo  d«  Pamento.  ,       ,'      •  f 

Makukl  0£  Obovio» 

{Gaceia  de.U  4b  Marzo  de  i^9>J.  \ 


I 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Realeís  decretos.  ' 

Itesúlíwhn  en  el  pleito  sobre  fevócaeion  de  la  serUencéu  dd 
consto  provincial  de  Murtín  en  la  cuestión  sobre  propio- 
dad  y  derechos  entre  las  mindÉ  Buenavísta  y  Rómulo.     '^[ 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  laGondtituoioii  delaMo^ar-* 
qoia española.  Reinada  las  fispañaa.  Al  Gobernador  y  Conae|o  p/ovin- 


cial  dc){Mur€da,  y  á  cualesquiera  otra$  Autoridades  y  .personas  á  quie- 
nes toca  su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  veaido  en  de- 
jQret«frJofiigu¡e«(«:,. .  í         i  i      .. 

. , .  f^^i\  %\  pleÁJlQique  aate  el  Consejo,  de  Estado  pende  eq  gf^do  de!;ape^ 
lacipi),  eníf.^  partes,  die  U  una  Dpña  A^cocsiop,  tiequeiia,  y  e(i  su  re^ 
.preseotaci^p.cl  UeenciadoB.  Cáodido  Noitedal^  apielante^  y  de  la 
otra  wi  JFiscal,  ep  nombre  He  la  Administración  .|;eoetaI.  del  Estado, 
4peUdAy;Co«dyuyada  por.  el  JLícaBciado.D,  José  María  Paotoja,  repre- 
sentando á  la  sociedad  especial  minera  San  Fulgeneio;  sobre  .revoca- 
ción ÚQ\b  sentencia  del Coosejio provincial  de  Murcia  en  quese  dacla- 
w6  ráe^mpetente  per  falta  de  jurisdicción  para  deoidir  acer<m  de  i^ 
cuestión  suscitada  sobre  propiedad  y  derechos  entre  las  miofls  Buem' 
vista  y  Sómulox 
..   Visto:  ^ 

.  .Visto  el  expediente  de  la  mina  Buenetvista^  del  cual  re^Ua:  . 

Que  D.  Bias  Bequena  en  i.*  de  Abril  de  ^41  solicitó  el  registro  de 

«oa  flaina  en  la  umbria.del  Cabejso  deD.  J«an,  sitio  de  Buenavisia,  en 

la  Ladera;  que  lioda  por  Norte  con  la i  prolongación  de  la  Ladera^  Me 

4liod{a  ^con  el  Cabezo  de  D.  Ju«n,  por  tevaniíe  ooo  el  barranco  PajariUo 

y  á  Poniente  con  la  '.adera  y  límites  del  pozo  de  Buenaviata;  á  la  cual 

,dió  el  nombre  ta<mbifeQ  áñ  Buenavista: 

Que  aümitidOi dicho  4l&nuDeio  por  la  InspeccioD  de  Minas^del  dis- 
irito  de  Sierra  Almagrera  y  Murcia,  sin  perjuicio  de  tercero,  y  fijados 
ios  eiüctds.eo  Cartagena  por  si  alguno  tenia  que  oponersi^^  sin  qu^  se 
presentase  nadie,  solicitó  y  obtuvo»  el  registraiior  la  desigpacion  deia 
/exf)re8ada  mina;] y  habiendo  expuesto  que  tenia  habilitada  la  labor  le- 
gal correspondiente,  pidió  que  se  hiciese  la  demarcación  y  se  le'diese 
Hi  oportuna  posesión,  loque  sevoriQcó  en  9  de  Marzo  de  1862. 

Visto  el  expediente  de  deslinde  de  las  minas  Buetiú^stá  iRómulo^ 
en  el  que  consta  que  por  parte  de  D.  Blas  Bi^quena  ^  recuri*ió  al  Go- 
bernador de  lá  provincia  de  Murcia 'en  ^HieMayo  de  4860  pidiendo  que 
se  procediera  al  deslinde  délas  citadasminás  y  que  se  retirara  la  Bó- 
mulo  hasta  dejar  expedito  el  terreno  de  la  Buenavisia: 

Que  practicado  el  deslürdéí,  U  protestó'|)oV  él  representante  de  la 
socied/id  minera  San  Fulgencio^  lioy-concesionaria  déla  mina  Bómuloi 

Que  en  i4  de  Setiembre,  de  I86Q  la  .misma  socieda^d  minera  solicitó 
que  quedasen  las  cosas  én  el  ser  y  estado  que  tenían,  podiendo  Don 
felas  liequena  tasar  de  su  derecho' dcnda^oorDeí^pdndtera»  fuMáudosec 
.  1/ .  £b^  queja  tíaxvt^  Buenani^U^  te(|U  abandonabas  sus  labores  por 
lo  menos  desd^e  prii^cipio  de  185Q>,  habiendo  incurrido  por  .tant,o  en  la 
penado  caducidad. 

3.*    En  que  el  terreno  de  la  oáisma  mina  fué  concedido  á  la  mina 
'Gúsualidad  en  concepto  de  franco  en  dicho  año,  hecho  que  quedó 


eoitsumado  sio  protesta  desiioguo  género  por  parte. .de  Requena» 
.3.*  En  que  asi  qaeclaroB,'h9  cosas  hasta  Í8S5  eo  que  se  deouncú^ 
eomo  abandonada  la  mi^9  Casualidad  y  se  regislfó  el  terceno  que 
odvipaba  con  el  nombre  de  Rómulo,  c6d  aquiescencia  y  iáf^ito  ceosenr 
timiento  de  D.  Blas  Beguena;  y        \   ,., 

-4.*  En  que  abandonada  ésta  mina  hacia  10  años,  aun  defjando 
apártela  legislación  de  nrioafiy  rigiéndose  únicamente  por  la  legisla* 
eion  común,  habia  ya  prescrito  el  derecuo  que  á  ella  pudiera  tener. 

Que  pasado  este  expediente  á  informe  del  Ingeoieio  Jefe  deí  distri^ 
to  lo  evaóuó  manifestando  que  en  la  superficie  que  se  asignaba  á  la 
mimBuenavista^  según  el  punto  de  partidla  dado  por  B.  Blas  Resue- 
na, no  existia  labor  subterránea  d€  importancia ,**y  que  según  Ja  mani- 
festación de  dicho  Requena,  lasque  existían  habían  sido  hechas  por 
los  pozos  de  las  minas  Cresoencia  segunda  y  Descuidada:  ^  . 

Que  el  Gobernador,  en  provideBcia  de  25  de  Abril  de  4861  ^  de  coo»- 
formidad  con  to  informado  por  el  Consejo  provincial,  mandó  que  se 
reputara  como  feaecido  y  nulo  el  expediente  de  la  mina  Buenávista^ 
y  ésta  como  caducada,  en  virtud  de  la  aquiescencia  y  consentimiento 
^e  B.  Blas  Reqaena  á  los  registros  posteriores^  y  de  la  reversión,  tá- 
cita pprmero  y  terminante  después,  del  terreno  al  Estado  como  franco 
y  libre. 

Visto  el  expediente  de  registro  de  la  mina  San  Anf-onia,  promovido 
por  B.  Antonio  Albaladejo  en  27  de  Agosto  de  1860,  del  cual  re'sulta 
que  denunciada  con  aquel  nombre  la  pertenencia  minera  conocida  an- 
teriormente por  Éuenavista,^  mandó  forinar  el  expediente  para  la  de- 
claración de  caducidad,  á  la  que  se  opuso  &.  Blas  Requena: 

Que  el  Ingeniero  manifestó  quepftra  la  resolución  del  expediente 
podía  influir  en  gran  parte  la  que  se  tomascen  el  deslinde  entré  las 
mina^  Buenavi9ia  y  Rómulo,  y  el  repr^sií^ntante  de  la  sociedad  minera 
San  Fulgencio  expuso  que  bahía  observado  con  ocasión  del  denuncio 
hecho  por  U.  Antonio  Albalftdejb,  que  se  trataba  precisamente  del  ter- 
reno de  la  pertenencia  Rámulo,  una  de  las  comprendidas  eo  el  coto 
minero  6  grupo  concedido  á  dicha  sociedad: 

Que  en  su  vista,  el  Gobernador  de  la  provincia»  eo  26  de  Abril  de 
i86l,  declaró  fenecido  y  sin  curso  este  expediente  para  todos  los  efec- 
'tos  legales,  en  atención  á  que,  reputada  como  nula  por  su  decreto  del 
día  anterior  la  <ioncesÍi3h  déla  mina  Buenavisia^  por  ocupür  el  terreob 
de  la  Rómulo^  sobre  la  que  se  declaró  el  preferente  derecho,  carecía  ql 
expediente  de  base,  puesto  que  no  existe  la  mina  duyo  abandono  se 
denunció,  y  su  terreno  se  halla  leg(timamept«  ocupado  por  otra  que 
tenia  en  completa  actividad  sos  trabajos: 

Vista  la  demanda  que  á  nombre  de  B.  Blas  Requ^na  se  interpuso 
ante  el  Consejo  provincial  de  Murcia  con  la  solicitud  defínese  declara- 
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se  oulo  y  de  niogao  valor  ni  efecto  e)  decreto  dictado  por  el  Goberna- 
dor en  25  de  Abril  de  4861,  por  el  cual»  resoWieDdo  la  cuestión  susci- 
tada  entre  los  dueños  de  las  minas  \0tf enamta  y  Rómulo  con  motivo 
de  la  superposición  de  ésta  i  la  demarcación  de  aquella,  se  declaró  fe* 
Decido  y  nulo  el  expediente  Buenavista  y  caducada  su  coocesion:  y 
cuando  á  ello  no  hubiere  lugar,  acordar  su^evocacioo  dejándolo  sio 
efecto,  y  subsistente  la  pertenencia  Buettavisia: 

Visto  el  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  presentado  á  nombre 
de  la  Administración,  pidiendo  que  se  confírmase  en  todas  sus  partes 
d  decreto  impugnado: 

Visto  el  presentado  por  parte  de  la  sociedad  minera  San  Fulgenda, 
en  concepto  de  coadyuvante  de  la  Administración,  adhiriéndose  á  lo 
pretendido  por  ésta«  y  alegando  al  propio  tiempo  la  incompetencia  d4 
Gopsejo  de  provincia  para  conocer  y  decidir  en  el  presente  negocio, 
que  no  versa  sobra  una  cuestión  de  caducidad,  puesto  que  el  Goberna- 
ilor  lo  que  únicamente  habia  hecho  era  negarse  á  que  se  retirasen  laft 
líneas  de  demarcación  de  la  mina  Rómulo^  considerando  fenecida  y 
nula  la  que  se  encuentra  dentro  de  su  perímeiro: 

Visto  el  escrito  de  réplica,  en  el  que  la  parte  actora  poslieiie  la 
competencia  del  Consejo  provincial,  puesto  que  el  decreto  origen  del 
litigio  declara  la  caducidad  de  la  mina  Buenavista: 

Vistos  los  escritos  de  contraréplica  formulados  por  el  representan* 
te  de  la  Administración  reiterando  su  anterior  solicitud,  y  por  su  coad- 
yuvante, que  á  su  vez  insiste  en  que  se  declare  el  Tribunal  incompe* 
tente«  y  nulo  el  expediente  de  la  mina  BuenavUta,  por  no  haberse  uU 
timado  la  via  gqberoatfva; 

Vistas  las  pruebas  practicadas  á  instancia  de  las  partes: 

Vista  la  sentencia  que  en  su  vista  dictó  el  referido  Consejo  provin- 
cial en  24  de  Noviembre  de  4862,  por  la  cual  se  declara  incompetente 
por  falta  de  jurisdicción  y  anula  lo  actuado,  reservando  á  las  partes.aa 
derecho  para  que  acudan  dónde  y  cómo  corresponda: 

Vistos,  el  recurso  de  apelación  interpuesto  contra  la  anterior  sen  • 
tencia  por  parte  de  D.  Blas  Requeca,  y  el  auto  del  expresado  Goosj^o 
en  que  le  fué  admitido: 

Vista  la  demanda  de  agravios  propuesta  ante  el  Consejci  de  Esiadn 
i  nombre  del  apelante,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  el  fallo 
del  inferior  y  se  declare  nulo  el  decreto  del  Gobernador,  origen  .del 
pleito: 

Vistos,  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  en  el  propio  Conse- 
jo, y  el  del  representante  de  la  sociedad  San  Fulgencio,  en  qvie  raspee* 
tivamente  piden  la  confirmación  de  la  sentencia  apelada: 

Vistos,  el  escrito  que  en  |al  estado  y  por  consecuencia  de  haber 
fallecido  D.  ^las  Requeoa  presentó  el  Licenciado  D.  Cándido  Nocedal» 
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en  nombre  de  Doña  Ascensión  Requená,  heredera  de  los  bienes  y  de- 
rechos de  aquel;  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso,  en  qo^.  se 
le  hubo  por  parte  en  dicha  repreáeoiacidn:  * 

Vistas la^  instancia»  del  mismo  Letrado  pidiendo  permiso  para  re- 
plicar, y  la  autorización  que  al  efecto  se  le  concedió: 

Vistos  el  escrito  presentado  por  parte  de  la  sociedad  minera  San 
Fulgencio^  con  la  pretensión  de  que  se  decía  re -depaido  el  derecho!  4td 
replicar  al  Licenciado  Nocedal,  y  el  auto  de  la  Seccioa  ^^  que  asiese 
acordó: 

Visto  el  Real  decreto  de  4  de  Julio  de  4825,  comprensivo  de  la  ins- 
trucción para  el  arreglo  de  la  minería: 

Vista  4a  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  y  la  inslrnccion  dictada  para  su 
ejecución: 

Considerando  que  el  decreto  del  Gobernador  de  Mui^cia  de  25  éf' 
Abril  de  1861,  origen  y  objeto  de  la  demanda^  no  hizo  n^ás  que  cob^ 
signar  un  hecho,  á  saber,  el  abandono^  por  el  demandante  deJauíbina 
Buenavisía,  manifestado  por  su  »ileQoio  y  aquiescencia  al  hacerse^ 
otros  registros  en  el  terreno  en  que  estaba  situada: 

Considerando  que,  cualesquiera  que  fueren  la  justicra  «é  los  funda  *' 
mentes  de  tal  declaración,  solo  á  la  Autoridad  siiperiér  administrativa' 
correspondía  examinar  una  y  otros  y  reparar  en  se  ca&o  con  arreglo  á' 
las  leyes  los  agrá ^iodqu«  dicha  declaración  irrogara,  porque  no  se  dit^ 
tó  en  un  expediente  de  caducidad  formado  y  resuelto  por  los  trámitefi 
establecidos,  ni  se  halla  comprendida  en  ninguno  de  los  casos  tasati* 
Tamente  expresados  en  la  ley  para  que  precédala  via  contenciosa: 

Considerando  que  la  sentencia  del  Consejo  provincial  'de  HukH^ia 
está  arreglada  á  la  ¿octirina  expuesta  y  adoptada  por  el  de  Estado:    ■  ' 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo'  ContendY)s6' 
del  Consejo  de  Estado^  en  sesión  é  que  asistieron  D.  Ahtonió  Escudé-' 
ro.  Presidente,  D!  Antero  dé  Echarri,  0.  Pablo  Jimetrei'  dé  Palacie,^ 
Ik  José  Sánchez  Ocaña,  D.  Domingo  Moreno,  D.  Agustín  de  Torres  Val- 
derrama,  D.  Eugenio  de  Ochoa,  Ó.  Tomás  Retortillo,  D.  Jukín  Antoine 
y2ayas,  D.  Evaristo  de  Castro  y  Rojo  y  D.  Rafael  úe  Liminiana  f 
Brignole,  •        : 

Vengo  en  confirmar  la  referida  sentencia. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  y  uno  de  Enero  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  ocho.=:Está  rubricado  de  la  Real  mano. =£1  Presidente  d^f 
Consejo  de  Ministros,  Ramón  María  I^arvaez.  >  "  ^^ 

Poblicaciain.s=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  eí 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  'au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contenci(|so,  acordó  que  se  tenga  combxe,- 
solucion  fipal  en  la  instancia  y  autos,  i  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
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se  oulo  7  de  niogun  yalor  ni  efecto  e)  decreto  dictado  por  el  Goberna- 
dor en  25  de  Abril  de  4881,  por  el  cual,  resolviendo  la  cuestión  sqscI* 
tada  entre  los  dueños  de  las  míoas  BuenaviHü  y  Rómulo  con  motivo 
de  la  superposición  de  ésta  i  la  demarcación  de  aquella,  se  declaró  fe* 
Decido  y  nulo  el  expediente  Buenavista  y  caducada  su  coocesion:  j 
cuando  á  ello  no  hubiere  lugar,  acordar  stt^evocacion  dejándolo  sin 
efecto,  y  subsistente  la  pertenencia  Buenavista: 

Visto  el  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  presentado  á  nombre 
de  la  Administración,  pidiendo  que  se  confirmase  en  todas  sus  partes 
d  decreto  impugnado: 

Visto  el  presentado  por  parte  de  la  sociedad  minera  San  FulgendOy 
en  concepto  de  coadyuvante  de  la  Administracioo,  adhiriéndose  á  lo 
pretendido  por  ésta,  y  alegando  al  propio  tiempo  la  incompetencia  d^ 
Gopsejo  de  provincia  para  conocer  y  decidir  en  el  presente  negocio, 
que  no  versa  sobre  una  cuestión  de  caducidad,  puesto  que  el  Goberna- 
dor lo  que  únicamente  había  hecho  era  negarse  á  que  se  retirasen  laft 
líneas  de  demarcación  de  la  mina  Rómulo^  considerando  fenecida  y 
nula  la  que  se  encuentra  dentro  de  su  perímetro: 

Visto  el  escrito  de  réplica,  en  el  que  la  parte  actora  postiefie  la 
competencia  del  Consejo  provincial,  puesto  que  el  decreto  origen  del 
litigio  declara  la  caducidad  de  la  mina  Buenavista: 

Vistos  los  escritos  de  contraréplica  formulados  por  el  representan* 
te  de  la  Administración  reiterando  su  anterior  solicitud,  y  por  su  coad- 
yuvante, que  á  su  vez  insiste  en  que  se  declare  el  Tribunal  incompe- 
tente«  y  nulo  el  expediente  de  la  mina  Buenavista,  por  no  haberse  ul» 
timado  la  via  gqberoatlva; 

Vistas  las  pruebas  practicadas  á  instancia  de  las  partes: 

Vista  la  sentencia  que  en  su  vista  dictó  el  referido  Consejo  provio- 
cial  en  24  de  Noviembre  de  4862,  por  la  cual  se  declara  incompetente 
por  falta  de  jurisdicción  y  anula  lo  actuado,  reservando  á  las  partes  su 
derecho  para  que  acudan  dónde  y  cómo  corresponda: 

Vistos,  el  recurso  de  apelación  interpuesto  contra  la  anterior  sen  • 
tencia  por  parte  de  D.  Blas  Requeoa,  y  el  auto  del  expresado  Goosi^o 
en  que  le  fué  admitido: 

Vista  lá  demanda  de  agravios  propoiosta  ante  el  Consejci  de  Estado 
i  nombre  del  apelante,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  el  fallo 
del  inferior  y  se  declare  nulo  el  decreto  del  Gobernador,  origen  del 
pleito: 

Vistos,  el  escrito  de4$oiitestaeion  de  mi  Fiscal  en  el  propio  Conse- 
jo^ y  el  del  representante  de  la  sociedad  San  Fulgencio^  en  que  respee- 
tivamente  piden  la  confirmación  de  la  sentencia  apelada: 

Vistos,  el  escrito  que  en  jbal  estado  y  por  consecuencia  de  haber 
fallecido  D.  Qlas  Requeoa  presentó  el  Licenciado  D.  Cándido  Nocedal, 


en  nombre  de  Doña  Ascensión  Requená,  heredera  de  los  bienes  y  <ie> 
rechos  de  aquel;  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso,  en  qu^.  se 
le  hubo  por  parte  en  dicha  repreéeoiacion:  ' 

Vistas  las  instancia»  del  misma  Letrado  pidiendo  permiso  para  re- 
plicar, y  la  autorización  que  al  efecto  se  le  concedió: 

Vistos  el  escrito  presentado  por  parte  de  la  sociedad  minera  San 
FulgBncio^  con  la  pretensión  de  que  se  declare  depaido  el  derechoi  4^ 
replicar  al  Licenciado  Nocedal,  y  el  auto  de  la  Secpioa  ^n  que  asi,  se 
acordó: 

Visto  el  Real  decreto  de  4  de  Julio  de  4825,  comprensivo  de  la  ins- 
trucción para  el  arreglo  delamineria: 

Vista  4a  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  y  la  inslrnccion  dictada  para  su 
ejecución: 

Considerando  que  el  decreto  del  Gobernador  de  Murciado  25  éf 
Abril  de  1861,  origen  y  objeto  de  la  demanda,  no  hizo  más  que  coa* 
signar  un  hecho,  á  saber,  el  abandono,  por  el  demandante  deiai'ibina 
Muén^vista,  manifestado  por  su  sileooio  y  aquiescencia  al  hacerae> 
otros  registros  en  H  tefreno  en  que  estaba  situada: 

Considerando  que,  cualesquiera  que  fueren  la  justicia  «é  tos  funda*' 
mentes  de  tal  declaración,  solo  á  la  Autoridad  superior  administrativa' 
correspondía  examinar  una  y  otros  y  reparar  en  se  ca&o  con  arregloi* 
las  leyes  los  agrarios  que  dicha  declaración  irrogara,  porque  no  se  éi^ 
tó  en  un  expediente  de  caducidad  formado  y  resuelto  por  los  trámitefi 
establecidos,  ni  se  halla  comprendida  en  ninguno  de  los  casos  taxati* 
Tamente  expresados  en  la  ley  para  que  preceda  la  via  cofltenciosa: 

Considerando  que  la  senteOcia  del  Consejo  provincial  'de  Huítia 
está  arreglada  á  la  docti'ina  expuesta  y  adoptada  por  el  de  Estado:    '  ' 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo'  Contencioso' 
del  Consejo  de  Estado^  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Aiitonió  Escuda-' 
ro.  Presidente,  O!  Antero  dé  Echarri,  0.  Pablo  Jiménez  de  Palacio, 
IX  José  Sánchez  Ocaña,  D.  Domingo  Moreno,  D.  Agustín  de  Torres  Val* 
derrama,  D.  Eugenio  de  Ochoa,  Ó.  Tomás  Retortillo,  D.  Julin  Antoine 
yZayas,  D.Evaristo  de  Castro  y  Rojo  y  D.  Rafael  de  Liminiana  f 
Brignole, 

Vengo  en  confirmar  la  referida  sentencia. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  y  uno  de  Enero  de  mil  ochocientos  se- 
senta  y  ocho.=:Está  rubricado  de  la  Real  maDO.=Ei  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros,  Ramón  María  I^arvaez.  > 

Publicación. =Leido  y  publicado  el  antetior  Real  decreto  por  mi  et 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencicjso,  acordó  que  se  tenga  combxe,- 
solución  final  en  la  instancia  y  autos  i  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 


ipe»  a$f  U«estimó  eo  i3do.Eiiero.de  i865,  habiéndose  notificado  admi-- 
niatraUvamenyte  eftte  Aecr^U)  al  N^re^otaole  de  FuMer  en  44  de  Febre* 
ro  siguiente,  y  publicado  en  el  J?o/éfmo/Scia/  de  19  del.  mi9oio,  según 
Dat4  dal  Qñcial  del  Negociado.         -       i 

,11  Yistai  la  demanda  entablada  Anto.el  Consejo .  provincial  ^de  Mureía 
ppr  D.  Francisco  Dorda  y  Lloberas,  eo  eoncepto  de  concesionario  de  k 
mina  Iberia,  manifestando  que  sus  labores  ezistian  dentro  del  espacio 
aoliaUado  portel  re^istco  San /«{«foro,. 5^  $e  conti anabá  cao  actíTldad 
090  el  número  de  operacíos  que  pretcribia  el  Art.  50  de  la  ley:  qué  la 
ip¡,n«  se. hallaba  al  corriente. en  el  pbgo.  delj  cAnoo  4}Q  que  les  esftalMi 
iittpuBsta;vy  00  babia  incurrido  ea  ninguno  de  l0s  casos  de  caducidad: 
que  segun el  artw  78  del  reglamento  que  rige  par^  la  ejecuoioo.de  la  leyi 
¿9  Minería  vi|^en4e,  es  requisito  indispensable  para  h4oer  csta<  declara'^ 
cipo  quOi  el  decretob  eipresando  las  causas  que  podían  motivarle,  se 
QQtifictraal  concesiiOnariotipara  q:ue  en  el  término  de  ISdias  alegase 
lo  que  conviniere  ásu  derecho:  trámite  de  i nexcusablie  observancia,  y« 
sufii  qup  el^ezpedientte  se  instruyera  de  ofloio,  bien  á  iostanosa  ide  parte: 
q«^  el  decreto.de  12  de  £nera  de  4865  en  ^ue  se  declaró  )a  Kmducidljad 
4«<>ls  <»iH4  Nue$traSeii^m  del  Carmen  y  de  cualquiera  otra  que  se 
ooqiprendiera  en  el  terreno  solicitado,  para  $Ati  Mdo^ro^  ea  cuyo  casi» 
S^b^Uabft  la  Iberia^  no  se  notificii  é  Don  Francisco  Dorda,  concesiooaír 
rio  de  ésta,  y  por  lo  tanto  es  nulo;  y  eoncluyd  pidiendo  la  nulidad  de 
Ufiprovid^ncia.gubernativia,  6  en  oleo  eaao.que  se  revocase,  'dejando 
^^Vsi^tent0 la  concesión:     /  ;.    .      . 

Vista  la  cootestasion  dada  por  «el  Letrado  nombrado  por  la  Admi* 
^is^raeion  y  en  repreBentseiondejta  misma,  en  que  lexpresa:  que  esa 
4((lctxiiyB,ideduc¡da  de,  las  <!isposiciones  legales  en  la  materia»  sancio* 
Q(|d$^  ppr  la  práctica,.)r  cODfSrmadn  pof |  las  disposiciones  del  Consejo^ 
que  cuando  se  ignoraba  la  persona  interesada  en  una  consesion,  ó 
e()AndP|  ésta  se  hallaba  ansentei^ia.  saberse  su  paradero,  ó:  cuando  se 
li^biere  tirsentJKdo  de  Jia  capitai.de  provincia  su  rep:resentaate  legal 
(]pbi%jiac9rse  JU  notificaeion  aduainistrativaien  el  B^letin^  oficial  de  la 
qiis4A,  ique  surtía  idénticos  efectos  á  que.se  hubiera  verificado  en  ea 
persona;  que  por  otra  parte  el  abandono  de  una  mina  |ior>el  tiempo 
prftVieaida  en  el  act.  90  de  la  ley  del  ramo,  era  csms^  de  caducidad' de 
Iapecteneipicia«  según  elait*  65  de  la  propia  dispo}siciQfl:/y  pidié  que 
9fi  d<|cUrase  vilido  «1  decreto,  impugnado,  y  que  s^  confirmara  ,eo  to>». 
das  fus  partes:  .-; 

.  cYjiStos  los  escritos  de  rétplica  y  duplica  en  que  cada  parte  reprodujo 
suf.aalerioces  pretensiones:  i  .  , 

ti  Vistas  las  pruebas  practicadas  á  instaucia  de{>*  FKei>iPÍ9Co  Itorda^^ 
comprensivas  de  los  documentos  siguientes:  primero,  luno  privado : 
qi^e  firma  Fuster  en  10  dei  Abril  je  1865,  y  que  después  reoouoció  como 
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suyo,  en  que  decía:  qae  habiéndose  opuesto  Dorda  desde  luego  á  su 
registro  San  Isidoro^  le  manifestó  que  no  afectaba  á  las  líneas  de  la 
lieria:  que  como  volviese  á  oponerse  en  el  trámite  del  expediente,  in* 
sistió  expresando  que  nunca  habia  tenido  ánimo  de  perjudicarle,  por 
lo  que  rectificaba  en  su  caso  la  desigaacioa;  y  concluyó  con  afirmar  que 
estaba  en  labores  la  citada  mina  Iberia:  segundo,  declaraciones  de  10 
testigos  mayores  de  edad,  á  quienes  no  compreouian  las  generales  de 
la  ley,  y  que  aseguraron  que  la  mina  Iberia  habia  estado  constante- 
mente poblada,  teniendo  en  actiyidad  su  explotación,  y  sin  otra  para- 
lización en  los  trabajos  que  las  yaradas.de  costumbre:  tercero,  testimo- 
nio publico,  con  referencia  al  Real  título  de  propiedad  de  la  mina 
Iberia,  del  que  resulta  que  fué  expedido  á  favor  de  D.  Blas  Reig  en  8 
de  Febrero  de  1850,  y  que  liudaba  la  mina  con  las  llamadas  Monser- 
rat.  Angeles  y  Nuestra  Señora  del  Carmen:  cuarto,  certificado  expedid 
do  por  el  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento,  con  V.**  B.*  del  Goberna'lor, 
con  referencia  á  la  Real  orden  de  5  de  Mayo  de  18B6.  en  que  se  otorgó 
la  oportuna  autorización  para'  que  pudieruu  concentrarse  las  labores 
de  las  minas  Santa  Catalina,  Nuestra  Señora  de  Monserrat,  Nuestra 
Señora  de  los  Angeles  é  Iberia^  con  la  condición  de  que  en  el  punto  ó 
puntos  en  que  se  establecieran  las  labores  se  habría  de  emplear  todo  el 
ptieíble  correspondiente  á  las  mencionadas  minas:  quinto,  declaración 
del  ingeniero  D.  José  Jiménez  y  Fría»,  en  que  expresa  que  al  practicar 
el  reconocimiento  del  terreno  designado  por  D.  Juan  Antonio  Fuster 
con  o))jeto  de  demarcar  su  registro  San  Isidoro,  tan  solo  fijó  su  aten*, 
cion  en  las  labores  abandonadas  de  la  mina  Nuestra  Señora  del  Car- 
men, según  los  informes  que  en  el  acto  le  dieron,  y  que  de  ninguna 
manera  se  refería  á  la  nombrada  Iberia^  propia  de  D.  Francisco  Dorda\ 
la  cual  se  hallaba  en  actividad  en  aquella  ocasión,  como  en  los  demás 
^ue  atravesó  por  aquel  sitio:  sexto,  el  informe  del  Ingeniero  D.  Ma- 
Duel  Malo  de  Molina,  nombrado  de  acuerdo  de  los  interesados,  en  que 
expresó:  que  como  el  registro  San  Isidoro  no  tenia  un  punto  fijo  de 
partida  relacionado  con  un  punto  fijo  del  terreno,  no  le  era  posible 
asignarle  una  posición,  que  por  eso  en  el  plano  unido  al  expediente  re- 
presentaba ambas  posiciones;  que  tanto  en  la  primera  como  en  la  se- 
gunda, el  registro  San  Isidoro  se  sabreponia  á  las  minas  Iberia,  Virgen 
de  los  Angeles,  Nuestra  Señara  de  Monserrat  y  Marta  Jesús,  de  Don 
Francisco  Dorda,  y  Amapela,  de  D.  Francisco  Bosch,  existiendo  ade- 
más superposiciones  en  el  caso  segundo  á  la  investigación  Diana:  y 
concluyó  afirmando  que  la  única  localizacion  que  el  registro  San  Isi- 
doro podía  adoptar  para  no  perjudicar  derechos  creados  era  intestando 
coD  las  minas  Iberia^  Virgen  de  los  Angeles  é. investigación  Diana, 
invirtiendo  el  rumbo: 

Vista  la  declaración  del  Ingeniero  D.  Ricardo  Belda,  nombrado  por 
Sección  admiiiistrativa. — T.  III.  i  7 


el  Jefe  del  distrito  eo  prueba  solicitada  por  el  representante  de  la  Ad- 
miDistracioo,  y  de  la  que  resulta:  que  dentro  del  perímetro  designado 
por  el  registro  San  Isidoro  existiau,  además  del  registro  Nuestra  Seño- 
ra del  Carmen,  las  minas  Iberia,  Virgen  de  los  Angeles,  Nuestra  Se- 
ñora de  Monserrat,  La  Amapola  y  María  Jesús,  todas  de  la  propiedad 
de  D.  Fj'ancisco  Dorda,  y  también  parte  do  la  investigación  Diana:  que 
las  minas  pertenecientes  áeste  sujeto  se  hallaban  po))ladas,  sib  que  lo 
estuviera  la  citada  investigación;  y  terminó  expresando  que  solo  podía 
darse  á  Fuster  una  pertenencia  que  lindaría  por  Norte  con  la  Iberia, 
por  Oeste  con  la  Angeles,  por  Sur  con  la  investigación  Diana^  y  por 
Este  con  terreno  franco: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Murcia  en 
iS  de  Junio  de  4867,  por  la  cual  revocando  el  decreto  del  ^Gobernador 
de  i2  de  Enero  de  i865,  declaró  subsistente  la  concesión  de  la  mina 
Iberia  perteneciente  á  D.  Francisco  Dorda,  como  cualquiera  otra  de 
las  que  se  hallasen  concedidas  al  mismo,  y  caducado  y  sin  curso  el 
registro  San  Isidoro  eü  la  parte  que  se  relacionaba  con  las  expresadas 
pertenencias: 

Vistos,  la  apelación  que  el  Letrado  defensor  de  la  Administración 
interpuso,  y  el  auto  en  que  le  fué  admitida: 

Visto  el  escrito  de  mejora  presentado  por  mi  Fiscal  á  nombré  dehí 
Administración  ante  el  Consejo  de  Estado,  con  la  solicitud  de  que  se 
consulte  la  revocación  de  la  mencionada  sentencia,  y  lá  confirmación 
en  todas  sus  partes  del  decreto  del  Gobernador: 

Visto  el  del  Licenciado  D.  Juan  Ramón  Garcia  Flores,  en  represen- 
tación dé  D.  Francisco  Dorda  y  Lloberas,  pidiendo  que  se  confirme  la 
sentencia  apelada  en  todos  los  extremos  que  comprende,  con  imposi- 
ción de  costas: 

Visto  otro  escrito  del  mismo  Letrado,  presentando  un  ejemplar  del 
Boletín  oficial  de  la  provincia  de  Murcia  de  19  de  Febrero  de  i 865,  eo 
que  se  publicó  la  caducidad  de  la  mina  Nuestra  Señora  del  Carmen, 
j  de  cualquiera  otra  concesión  que  pudiera  existir  en  el  mencionado 
terreno: 

Visto  el  art.  65  de  la  ley  de  Minas  vigente^  que  dice:  *El  antiguo  y 
completo  abandono  de  una  mina  es  causa  de  caducidad:» 

Vistos  los  68  y  88  de  la  misma  ley,  que  prescriben  que  contra  los 
decretos  de  caducidad  solo  pueden  reclamar  los  concesionarios  de  la 
mina  que  se  declara  caducada,  sus  sucesores  ó  causa-habientes: 

Considerando  que  del  expediente  no  aparece  que  D.  Francisco  Hor- 
da haya  sido  cesionario  de  la  mina  Nuestra  Señora  del  Carmen,  ni 
sucesor,  ni  causa -habiente,  bajo  concepto  alguno,  deotro  que  lo  fuera: 
Considerando  que  el  abandono  y  falta  de  labores  déla  mencionada 
mioá  es  un  hecho  reconocido  por  todos,  y  consignado  así  en  el  ex- 


peálente  guberaatíYO»    por  euaotos  logeoieros   la  han  reconocido: 

Considerando  que  sean  cuales  fueren  los  derechos  iodividiiales  ó 
colectivos  que  por  razón  de  las  pertenencias  situadas  á  la  inmediación 
ás  Nuestra  Señora  del  Carmen  le  correspondan;  derechos  que  nadie  le 
ha  disputado  hasta  el  día,  pudieran  dar  lugar  en  su  caso  á  un  eipe- 
diente  de  achracion  ó  deslinde,  pero  de  ainguoa  manera  le  autorizan 
para  alzarse  é  impugnar  la  provideocia  de  caducidad  dictada  por  el 
Gobernador  de  Murcia  respecto  déla  mina  Nuestra  Señora  delCannen: 

Y  considerando  que  admitida  á  pesar  de  las  razones  expuestas  su 
demanda  en  el  Consejo  de  la  provincia,  éste,  en  vez  de  contraerse  en 
8u  fallo  á  resolver  sobre  el  punto  concreto  de  la  caducidad,  se  ha  ex< 
tralimitado,  haciendo  declaraciones  importantes  sobre  extremos  no 
litigados; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Antonio  Escudero, 
Presidente,  D.  Juan  José  Martínez  de  Espinosa,  D.  Antero  de  Echarri» 
D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  D.  José  Sánchez  Ocaña»  D.  Domingo  Mo* 
reno,  D.  Agustín  de  Torres  Valderram'a,  D.  Tomás  Retortillo,  D.  Rafael 
laminiana  y  Brignole,  D.  Segundo  Díaz  de  Herrera  y  Mella  y  D.  Aoto- 
nio  Rentero  y  Villa, 

Vengo  en  revocar  la  sentencia  pronunciada  en  estos  autos  por  el 
Consejo  provincial  de  Murcia,  dejando  en  su  fuerza  y  vigor  la  provi<» 
dencia 'dictada  por  el  Gobernador  en  12  de  Enero  de  i8o5,  sin  perjuicio 
de  los  derechos  que  correspondan  á  D.  Francisco  Dorda  en  el  doble 
concepto  con  que  ha  litigado . 

Dado  en  Palacio  á  doce  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
ocho.=Está  rubricado  de  la  Real  mano.=:El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros.  Ramón  María  Narvaez.* 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  al 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere,  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta, 
De  que  certifico. 

Madrid  15  de  Febrero  de  1868.=Pedro  de  Madrazo. 

{Gaceta  de  15  de  Abril  de  1868). 


Jtesoltidon  en  el  pleito  sobre,  revocación  ó  subsistencia  de  la 
sentencia  del  Concejo  provincial  de  Jaén  relativa  á  la  ca- 
duddad  de  la  mina  San  Francisco. 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar* 


[ 
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quia  española,  Reioa  délas  Espanas.  AI  Gobernador  y  GoDsejo  proviü- 
cial  de  Jaén,  y  ^cualesquiera  otras  Autoridades  y  personas  á  quienes 
toca  sa  observancia  y  cuoaplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  decre- 
tar \o  siguiente:  / 

tEn  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  en  grado  de  apela- 
ción, entre  partes,  de  la  una  la  sociedad  especial  minera  La  Argentina, 
representada  por  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Mosquera,  apelante ,  y 
de  la  otra  mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  Administración  general  del  Es- 
tado, apelada  y  coadyuvada  por  D.  Martin  Arboleda  Vera,  á  quien  de- 
fiende el  Dr.  D.  Francisco  de  Paula  Lobo;  sobre  revocación  ó  subsis- 
tencia de  la  sentencia  del  Consejo  provincial  de  Jaén  relativa  á  la  ca- 
ducidad de  la  mina  San  Francisco: 
Visto: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 
Que  en  i5  de  Enero  de  1B66  presentó  D.  Martin  Arboleda  solicitud 
de  registro  á  dos  pertenencias  de  mineral  plomizo,  á  las  que  dio  el 
nombre  úe  San  Martin  primero  y.  segundo f  sitas  en  terreno  común  de. 
la  villa  de  Linares,  en  el  paraje  llamado  el  Mimbre,  acompañando  poco 
después  la  licencia  del  dueño  del  terreno  y  certificación  de  hallarse 
amojonado: 

Que  en  10  de  Febrero  siguiente  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Jaén  admitió  la  solicitud  de  registro,  y  por  otro  decreto  dictado  al  día 
siguiente,  ocurriendo  dudas  sobre  si  las  referidas  pertenencias  erao 
las  mismas  que  se  conocían  con  el  nombre  de  Abandonada,  y  que  pi- 
dió D.  Pftdro  Calderón,  fundándose  en  que  la  Sociedad  Argentina  coa- 
cesionaria  no  cumplia  con  las  prescripciones  legales,  acordó  el  referi- 
do Gobernador  que  se  diera  vista  del  expediente  á  D.  Toribio  de  Mi- 
guel Calle,  representante  de  la  sociedad,  para  que  en  el  término  d^ 
15  días  expusiera  lo  conveniente  á  su  derecho: 

Que  en  su  consecuencia  se  opuso  el  citado  D.  Toribio,  á  nombre  de 
la  Sociedad  Argentina,  en  concepto  de  concesionario  de  la  mina  San>, 
Francisco,  vulgo  El  Mimbre^  por  si  fuese  la  registrada  por  Arboleda, 
y  éste  á  su  vez  pidió  término  para  hacer  valer  su  derecho  en  el  teñe- 
DO  registrado:  acordándose  en  su  virtud  por  decreto  del  Gobernador  da  - 
3  de  Mayo  del  referido  año  1866«  que  fué  notificado  al  representante 
de  la  indicada  sociedad  en  el  siguiente  dia,  conceder  á  los  interesados 
el  término  prefijado  por  el  art.  78  del  reglamento  vigente  de  minas,  á 
fin  de  que  dentro  de  él  practicaran  y  presentasen  las  pruebas  condu- 
centes: 

Que  utilizando. este  derecho  D.  Martin  Arboleda^  .trató  de  justificar 
q*je  la  Sociedad  Argentina  tenia  abandonada  la  mina  sita  en  el. expre- 
sado terreno,  con  el  nombre  de  San  Francisco ,  vulgo  El  Mimbré,  d^s- 
de  fin  de  Junio  de  1865,  practicando  al  efecto  una  información  ante  el; 
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Alcalde  de  Lloares,  reproducida  después  ante  elJazgado  de  primera 
instancia  de  Baeza,  con  citación  del  representante  de  la  referida  so- 
ciedad, en  la  que  siete  testigos  declararon^el  abandono  de  dicha  mina 
de»de  el  citado  mes  de  Junio;  laque  prescito  al  Gobernador  déla pro- 
Tincia  para  que  se  uniera  al  expediente,  juntamente  con  tres  certifica- 
doisdela  Alcaldía  de  Linares,  librados  en  Abril,  en  Mayo  y  en  Junio 
del  citado  año  1866,  en  los  que  manifestaba  que  en  estas  fechas  no  te- 
nia establecidas  labores  la  Sociedad  Argentina  ni  otra  persona  alguna 
en  la  mina  de  que  se  trata,  según  resultaba  de  los  informes  tomados: 
Que  en  su  vista  el  expresado  Goberpador  decretó  en  5  de  Julio  de' 
1&66  la  caducidad  de  la  indicada  mina,  y  como  el  mismo  día  presen- 
tase escrito  la  Sociedad  Argentina  en  solicitud  de  próroga  de  un  meS 
Sara  la  presentación  de  la  justificación  que  á  sü  derecho  conviniera, 
ictó  providencia  el  mismo  Gobernador  en  el  siguiente  día  6,  dene- 
gando la  próroga  pedida,  y  mandando  que  se  estuviese  á  lo  acordado 
éfn  el  decreto  en  que  declaró  la  caducidad. 

Vista  la  demanda  presentada  por  la  expresada  sociedad  aúte  el 
Cdusejo  provincial  de  Jaén,  en  la  que  expuso  que  su  mencionada  mina 
San  Francisco,  vulgo  el  Mimbre,  había  estado  en  labores  hasta  fin  de 
iuoio  de  1865,  en  que  se  suspendieron  porque  los  tufos  impedían  los 
trabajos,  y  que  la  epidemia  del  cólera  en  Madrid  desde  Julio  á  Diciemf- 
bredel  mismo  año,  y  la  sublevación  del  General  Prim  en  Enero  de  1866, 
fueron  causas  que  motivaron  las  ausencias  de  los  socios  de  Madrid,  en 
donde  la  compañia  se  hallaba- domiciliada,  haciendo  imposible  la  eo> 
branza  de  dividendos  por  lo  que  pidió  que  si  el  Consejo  lo  creía  nece- 
sario concediera  á  la  sociedad  demandante  un  nuevo  término  para 
(lírobar  el  pueble  de  la  mina  con  arreglo  á  la  ley,  y  que  se  desestima > 
rh  el  decreto  de  caducidad  dictado  por  él  Goberáador,  el  cual,  además 
dé  improcedente,  era  nulo  por  no  ser  exacto  que  la  Sociedad  Argenli» 
Ha  hubiese  dejado  de  intentar  la  referida  prueba,  según  se  decía  en  el 
mismo: 

Vistas  las  diligencias  que  acompañó  á  la  demanda  para  justificar 
mte  extremo,  relativas  á  la  instancia  que  hizo  la  sociedad  en  1.**  de 
Junio  de  1866  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Baeza,  pidién- 
dola práctica  de  una  información  testifical,  dirigida  aprobar  que  la 
tifiada  mina  no  habia  estado  abandonada,  de  las  que  resulta,  que  há- 
biéhdose  opuesto  el  referido  D.  Martin  Arboleda  á  que  se  practicase 
tal  información,  no  llegó  ésta  á  tener  efecto: 

Visto  el  escrito  de  contestación  presentado  por  el  representante  de' 
•la  Administración,  con  la  solicitud  de  que  se  desestimara  la  demanda 
y  se  confirmase  la  providencia  del  Gobernador  que  por  la  misma  se 
impugnaba: 

'  Visto  el  que  con  igual  objeto  presentó  la  parte  de  D.  Martin  Arbo- 
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leda,  admitida  en  los  autos  como  coadyuvante  de  la  AdministracioD^ 
en  el  que  introdujo  la  misma  pretensión,  y  pidió  además  que  se  im- 
pusieran las  co3tas  al  actor: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica  en  los  que  las  partes  repro» 
dujeron  respectiyamente  sus  anteriores  pretensiones: 

Vistas  las  pruebas  practicadas  á  instancia  de  las  partas,  en  las  que 
por  la  sociedad  demandante  se  intentó  justificar  que  por  causa  de  los 
tufos  se  pararon  las  labores  de  la  mina  en  cuestión  desde  9  de  Febre- 
ro hasta  fin  de  Junio  de  1865: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  expresado  Consejo  provincial  en- 
19  de  Julio  de  1867.  por  la  cual  confirmó  con  las  costas  del  expedien» 
te  contencioso  los  citados  decretos  del  Gobernador  de  5  y  6  de  Julia 
de  1866,  y  declaró  improcedente  la  demanda  de  la  Sociedad  Ar- 
gentiná: 

Vistos,  el  recurso  de  apelación  que  por  parte  de  la  sociedad  deman- 
dante  se  interpuso  contra  la  expresada  sentencia,  y  el  auto  en  que  1&- 
fué  admitida  en  ambos  efectos: 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelación  presentado  en  el  Consejo 
de  Estado  por  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Mosquera,  á  nombre  de 
la  sociedad  apelante,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  sentencia, 
apelada;  y  dejando  también  sin  efecto  los  decretos  del  Gobernador  de 
la  provincia  de  Jaén,  en  que  declaró  la  caducidad  de  la  referida  mina,, 
subsistente  su  concesión  á  favor  de  la  Sociedad  Argentina^  y  nulo  el 
registro  solicitado  por  D.  Martin  Arboleda: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  conflr-- 
me  la  expresada  sentencia: 

Vista  la  que  presentó  el  Licenciado  D.  Francisco  de  Paula  Lobo,  eit 

nombre  del  referido  D.  Martin  Arboleda,  admitido  también  en  esta 

instancia  como  coadyuvante  de  la  Administración»  en  la  que  solicita, 

como  ésta,  que  se  confirme  la  sentencia  inferior  y  quesea  con  expresa 

condenación  de  costas  de  esta  segunda  instancia: 

Visto  el  art  50  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859,  que  dis- 
pone que  en  las  pertenencias  mineras  se  establecerán  labores  formales 
que  por  lo  menos  han  de  sostenerse  183  dias  al  año: 

Visto  el  art.  65  de  la  propia  ley,  que  dice:  «caduca  y  se  pierde  la 
propiedad  de  las  pertenencias  de  minas:  cuarto,  por  abandono,  na 
guardándose  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  50,  51,  52  y.SS:»- 

Visto  el  art.  66  de  la  citada  ley,  que  dice:  «En  los  casos  1.*  y  4.''  del 
artículo  anterior,  serán  excepciones  admisibles  la  guerra,  el  hambre  y 
la  peste  en  el  radio  de  60  kilómetros,  etc.:> 

Visto  el  art.  78  del  reglamento  de  25  de  Febrero  de  1863,  dictado 

para  la  ejecución  de  la  citada  ley,  en  el  cual  se  establece  que  en  loa 

expedientes  que  se  instruyan  de  oficio  para  la  declaración  de  caduei- 
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« 

dad,  «el  Gobernador  dispondrá,  si  lo  juiga  necesario,  que  se  hagan  Jas 
informaciones  conducentes  al  esclarecimiento  de  la  verdad,  y  oirá  el 
dictamen  del  Ingeniero  á  qmen  corresponda  emitirlo.» 

Gonsiderandoque.es  un  hecho  confesado  por  la  sociedad  deman- 
dante que  en  la  mina  San  Francisco  (vulgo  el  Mimbre),  solo  hubo,  la- 
bores formales  desde  el  9  de  Febrero  de  1865  hasta  fin  de  Junio  si- 
guiente, en  que  totalmente  cesaron  los  trabajos,  con  lo  que  viene  á  re- 
conocer que  no  cumplió  el  precepto  antes  trascrito  del  art.  50  de  la 
ley: 

Considerando,  que  asimismo  es  un  hecho  reconocido, por  parte  de 
la  referida  sociedad,  que  al  dictarse  por  el  Gobernador  el  decreto  de 
caducidad  de  la  mina  San  Francisco ^  ésta  se  halls^ba  en  el  propio  esta- 
do de  abandono  en  que  se  habia  dejado  en  fin  de  Junio  de  4865: 

Considerando  que  este  expreso  reconocimiento  por  parte  de  la  so- 
ciedad de  la  falta  de  pueble  de  la  mina  en  el  citado  año,  unido  á  la 
prueba  practicada  en  el  expediente  gubernativo,  hacia  innecesaria  en 
el  mismo  toda  otra  información  que  condujese  al  esclarecimiento  de 
on  hecho  aceptado  por  aquel  á  quien  perjudicaba: 

Considerando  que  concedido  á  las  partes  en  el  propio  expediente 
el  término  señalado  en  el  reglamento  para  que  dentro  de  él  practicasen 
y  presentasen  la  prueba  que  á  su  derecho  conviniese,  resulta  dejó  es- 
pirar el  demandante  dicho  plazo  sin  haber  practicado  prueba  alguna; 

Y  considerando  que  las  circunstancias  que  el  demandante  alega 
como  excepciones,  aun  en  el  supuesto  de  que  fueran  las  que  marca  en 
primero  y  tercer  lugar  el  art.  66  de  la  ley,  no  serian  aplicables  al  caso 
presenté,  por  no  haber  ocurrido  ea  el  radio  de  60  kilómetros  del  sitio 
en  que  debia  ejecutarse  el  laboreo; 

,  Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Antero  de  ficharri, 
Presidente  accidental,  el  Conde  de  Velarde,  D.  Gerardo  de  Souza,  Don 
Pablo  Jiménez  de  Palacio,  D.  Tomás  Retortillo,  el  Marqués  de  Alhema, 
D.  José  García  Barzanallana,  D.  Juan  Antoine  y  Zayas  y  D.  Rafael  d» 
Liminiana  y  Brignole, 

Vengo  en  confirmar  la  sentencia  que  el  Consejo  provincial  de  Jaén 
dictó  en  estos  autos  en  49  de  Julio  de  1867,  entendiéndose  absuelto  el 
demandante  de  lafs  costas  que  en  la  misma  se  le  imponen. 

Dado  en  Palacio  á  cuatro  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
ocho.=E8tá  rubricado  de  la  Real  mano.=:El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  MariaNarvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolacion  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere*  que  se  una  & 
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los  mismoSf  se  Doiifique  eo  forma  á  las  partes  y  se  inserte  eo  la  Gacetet. 
De  qoe  certifico. 

Madrid  12  de  Marzo  de  i868.=PedrodeMadrazo. 

{Gaceta  de  27  de  Abril  de  4868;.    . 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Reales  Ordenes. 

Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  relación  al  espediente  del  registro  La  Diadema , 

'  Excmo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  or- 
den de  41  de  Octubre  último,  dictada  con. relación  al  expediente  del 
r^egi^tro  La  Diadema,  la  Sección  de  lo  Contencioso  dei  Consejo  de  Es- 
tado ha  infoima<^o  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sección  de  lo  Contencioso  de  este  Consejo  ha  exa« 
mioado  la  demanda,  de  que  seacom{/aDa  copia,  presentada  ante  el 
mismo  en  20  de  Noviembre  de  1867  por  el  Licenciado  D.  Bernardo  de 
Toro  y  Moya,  en  nombre  deD.  Francisco  Salmerón  Borranco,  contraía 
Beal  orden  expedida  por  ese  Ministerio  en  11  y  comunicada  al  recla- 
mante en  29  de  Octubre  inmediato  anterior,  por  la  cual  se  confirmó 
el  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Almería  que  le  denegó  la. 
admisión  del  registro  La  Diadema, 

Resalta  de,lo$  aoteoedenies,  que  adjuntos  se  devuelven: 
Que  el  expresado  D.  Francisco  Salmerón  Barranco  presentó  en  3- 
de  Marzo  de,  1867  una  s<>licitod  de  registro  denominado  La  Diadema^ 
de  mineral  plomizo,  que  se  bailaba  al  descvibi^to  eo  la  humbrera 
que  fué  de  la  mina  SanManud,  eo  tierra  de  secano  de  D.  José  María 
del  Moral,  paraje  Hof  a  de  los  Alamos,  falda  dei  Pecho  del  Conejo,  tér  • 
mino  de  Presidio,  lindante  por  el  Norte  ^an  Antom'o,  Sur  Virgen  de 
Gracia,  Poniente  Casualidad  y  Levante  Descon/Saitza,  sosteniendo  que 
en  el  espacio  que  ocupa  la  designación  de  La  Diadema  está  compren- 
dida la  investigación  Elporsi  acaso,  que  adolece  de  vicio  de  nulidad 
por  referirse  al  terreno  registrado  con  el  nombre  de  SanMarutel^  cuyo 
eipediente,auo  cuando  fué  anulado  eo  su  dia  por  el  Gobernador  d«la 
provincia,  continuó  sus  trámites,  según  lo  pru^a  la  apelación  fueia* 
terpuso  su  concesionario  ante  la  Supecioddad  eo  la  cuealion  que  sos*, 
tenia  con  la  mina  Casualidad^  habiendo  necaido  la  declaración  de  nu- 
lidad de  él  posteriormente,  en  44  de  Enero  del  propio  año  de  1807,  eo 
▼irtud  de  Real  orden  que  dejó  subsistente  el  derecho  á  k  Casualidad: 
por  todo  lo  que  estimaba  jos^o  que«  con  arreglo  al  F«glameolo  vigente' 
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de  Minas,  se  declarase  le  nulidad  de  la  referida  investigación  El  por 
8i  acaso: 

Que  el  Gobernador  oyó  al  Consejo  provincial,  y  de  conformidad  coa 
BU  dictamen  declaró  en  7  de  Abril  subsistente  el  expediente  de  inres- 
ligación  El  por  si  acaso  y  decretó  la  cancelación  del  expediente  de  re- 
gistro Diadema^  en  consideración  principalmente  á  que  se  refiere  ést^ 
al  terreno  de  la  investigación  El  por  si  acaso  que  existia  con  anterio- 
ridad, y  á  que  ni  cuando  se  presentó  la  investigación  referida  El  por 
si  acaso  se  hallaba  en  trámite  el  expediente  del  registro  San  Manuel, 
ni  babia  necesiolad  de  solicitar  su  caducidad,  que  estaba  ya  declarada 
por  el  mismo  Gobernador  y  foá  confirmada  de  Real  orden: 

Y  que  habiéndose  alzado  el  reclamante  para  ante  la  Superioridad, 
recayó  Real  orden  confirmatoria  del  decreto  del  Gobernador,  expedi- 
da por  ese  Ministerio  én  11  de  Octubre  último,  contra  la  cual  se  ha 
interpuesto  la  presente  demanda. 

En  virtud  délos  relacionados  antecedentes: 

Vistos  los  artículos  64,  67  y  89  de  la  ley  de  Minería  de  6  de  Julio 
de  1859: 

Considerando  que  si  bien,  según  los  artículos  primeramente  cita- 
dos de  la  ley  de  Minería,  pudo  el  interesado  reclamar  al  Ministerio 
contra  la  resolución  negativa  de  admisión  del  registro  de  que  se  trata, 
acordada  por  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Almería,  no  le  está 
concedido  recurso  conteocioso-administrativo  contra  la  Real  resolu- 
ción que  ha  recaído  en  el  mismo  negocio,  puesto  que  el  a^t.  89  última- 
mente citado  de  la  referida  ley  no  comprende  el  expresado  caso  entre 
los  que  taxativamente  señala  como  únicos  en  que  el  recurso  es  proce- 
dente; 

La  Sección  opina  que  no  puede  darse  curso  á  \b  presente  demanda, > 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina   (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con   el 

preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  stl 

inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 

Madrid  16  de  Abril  de  1868. 

Oeovio. 

Sr.  Director  genera!  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

{Gaceta  de  A  de  Mayo  de  1868). 


Reáólucum  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  en  el  expediente  sobre  disolución  de  la  Sociedad 
e^ecialminera  La  Esperapza. 

ihuo.  Sr.;  fin  vista  déla  demanda  presentada  contra  la  Real  órdeu 
da  i8  de  Marso  del  arfio  anterior,  dictada  en  el  expediente  sobre  disolu- 
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de  25  de  Noviembre  lillimo,  dictada  con  relación  á  los  expedientes  de 
la  i¿lDa  P/ti¿oydel  registro  denuncio  La  Disputada;  U  Sección  de  lo 
Contencioso  del  Conseja  de  Estado  ba  informado  lo  siguiente: 

•Excmo.  Sr.:  Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  de  que  se 
acompaña  copia,  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  ea  2  de  Enero 
de  1868  por  el  Dr.  D.  José  de  la  Concha  y  Alcalde,  á  nombre  de  D.  Do* 
natoPeñalosa  y  Cordeiro,  vecino  de  Cáceres,  en  solicitud  de  que  se  re- 
voque la  Real  orden  de  25  de  Noviembre  de  1867,  trasladada  al  inte- 
resado en '3  de  Di  iembre  del  mismo  año,  por  la  cual  se  declaró  sub- 
sistente la  concesión  de  la  mina  Ptuto,  y  nulo  y  sin  curso  el  expedien- 
te del  registro-denuncio  hecho  por  Peñalosa  con  el  nombre  de  La  DiS' 
puiada. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven,  que  en  6  de 
Febrero  de  1866  D.  Donato  Peñalosa  v  Cordero  ucudió  al  Gobernador  de 
la  provincia  de  Cáccres  manifestando  (|ue  deseaba  adquirir  do$  perte- 
nencias de  mineral  plomizo  con  la  denominación  de  La  Disputada^  eú 
terreno  de  labor  de  la  propiedad  de  D.  Juan  Ganzalez  Zavala,  en  la 
villa  de  Plasenzuela  y  sitio  Herrería  de  la  Hoya  del  Monte,  concedida 
á  D.  Cesáreo  Duque  con  la  de  Pluto^  y  como  abandonada,  pidió  ia  ca- 
ducidad é  hizo  la  designación. 

Seguido  el  expediente  por  sus  trámites  regulares,  declaró  el  Go- 
bernador en  providencia  de  5  de  Agosto  de  1867  subsistente  la  conce- 
sión hecha  á  favor  de  0.  Cesáreo  Duque  con  el  nombre  de  Fluto,  y 
cancel(^  el  registro  ejecutado  por  Peñalosa;  taái  como  éste  elevase  el 
competente  recurso  al  Ministerio,  recayó  la  Real  orden  de  25  de  No- 
viembre del  mismo  ano, .confirmatoria  del  decreto  del  Gobernador. 

Vista  la  ley  de  Minería  de  6  de  Julio  de  1859,  y  el  reglamenio  dic* 
tado  para  su  ejecución  de  25  de  Febrero  de  1863: 

Considerando  que  en  conformidad  al*  art.  86  de  e^ta  disposición 
solo  deben  admitirse  en  la  via  contencioso-administrativa  los  recur- 
sos expresamente  determrnados  en  la  )ey  y  r^glamento: 

Considerando  que  ni  en  la  una  ni  en  el  otro  se  halla  comprendido 
eomo  procedente  el  caso  en  que  el  registrador  por  caducidad  redanáe 
contra  la  Real  orden  en  que  se  declare  la  subsistencia  dé  la  coocesloff 
y  la  nulidad  del  registro-denuncio,  que  es  precisamente  lo  resuelto  en 
la  Real  orden  c*  Mira  la  cual  se  ha  incoado  la  demanda; 

La  Sección  opina  que  no  debe  admitirse.* 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  stt  Real  orden  pera  stt 
ioteligeocia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 
Madrid  22  de  Abril  de  1868.=OroVio. 
Sr.  Director  general  de  Agricultura,- Industria  y  Comercio. 

(Gacela  de  4  de  Mayó  de  1868;. 
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Kesolucion  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  del  registro  titulado 
San  Joaquín  y  San  José. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
de  29  de  Enero  ultimo,  dictada  con  relación  al  expediente  del  registro 
titulado  San  Joaquín  y  San  José,  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Con- 
sejo de  Estado  ha  informado  lo  siguiente: 

«Eicmo.  Sr.:  La  Sección  de  lo  Contencioso  de  este  Consejo  h^  exa- 
minado la  demanda,  de  que  acompaDa  copis,  presentada  en  la  Secre- 
taria general  del  mismo  el  día  28  de  Febrero  último  por  el  Licenciado 
D.  Francisco  de  Paula  Canalejas,  á  nombre  de  D.  Juan  Antonio  Oroz- 
00  y  Baños,  vecino  deja  ciudad  de  Vera,  contra  la  Real  orden  expedi- 
da por  ese  Ministerio  en  29  de  Enero  próximo  anterior,  que  fué  noti- 
ficada  al  representante  del  interesado  en  11  de  Febrero  siguiente,  por 
la  cual  se  cooflrmó  el  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Al- 
mería que  habla  declarado  nulo  el  registro  titulado  San  Joaquín  y 
San  José. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven: 

Que  D.  Joaquín  Gualda,  vecino  de  Almería,  presentó  solicitud  de 
registro-denuncio  ante  el  Gobernador  de  aquella  provincia  el  dia  4  de 
Julio  de  1867,  de  una  pertenencia  completa  de  mineral  plomizo  en 
terreno  realengo,  térmico  de  Cuevas,  paraje  llamado  Llano  de  las  H6r- 
rerias,  linde  al  Norte  Las  tres  Naciones^  Sur  Santa  Ana,  Levante  ter- 
reno franco,  y  Poniente  la  mina  La  Verdad,  que  habría  de  llamarse 
San  Joaquín  y  San  José,  manifestando  que  el  expresado  mineral  se 
hallaba  descubierto  en  un  pozo  que  sirvió  de  punto  de  partida  á  la  an- 
tigua mina  El  Tajo,  la  cuaL  asi  como  las  tituladas  Irurabat  y  Centi- 
nela^  antes  La  Union,  se  encontraban  abandonadas  y  en  circunstan* 
cías  evidentes  de  caducidad: 

Que  admitida  la  solicitud  y  publicada  oportunamente  en  el  Boletín 
üficialáelsL  provincia,  presentó  escrito  oponiéndose  al  denuncio  Don 
Federico  Flores  Macquez,  en  coacepto  de  dueño  de  otro  registro-de- 
nuncio con  el  nombre  de  El  Centinela,  exponiendo  que  en  el  titulado 
San  Joaquín  y  San  José  se  comprendían  las  minas  El  Tajo,  Irurabat 
y  Centinela;  que  la  mina  Tajo  hacia  mucbo  tiempo  que  no  existia, 
ocupando  parte  de  su  terreno  la  nombrada  La  Union  que  fué  denun- 
ciada por  el  ezponente  con  el  titulo  de  Centinela,  hallándose  este  ex** 
pedienteen  trámites,  y  que  lo  mismo  sucedía  respecto  á  la  mina  Iru* 
rabat,  de  cuya  caducidad  se  estaba  tratando  á  instancia  del  recur- 
rente: 

Que  habiéndose  acordado  por  el  Gobernador  que  se  hiciera  cons- 
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lar  8i  teniao  cuenta  abierta  por  derechos  de  superficie  las  minas  de- 
nunciadas por  D.  Joaquin  de  Gualda,  informó  la  Administración  de 
Hacienda  piliblica  de  la  provincia  que  no  aparecían  en  los  libros  lleva  - 
dos  al  efecto  las  minas  llamadas  Tajo  y  Cenlinela,  j  que  tenia  cuenta 
la  llamada  Irurabal: 

Que  instruido  D.  Joaquín  de  Gualda  de  la  oposición  hecha  á  su  re- 
gistro, impugnó  ésta  á  su  vez,  fundándose  en  que  El  Centinela  no  ha.^ 
1bia  registrado  el  terreno  del  /ruraftaf,  y  aunqtfe  hubiese  tomado  parte 
de  la  mina  El  Tajo,  ésto  no  impedia  para  que  lo  restante  de  esta  mina 
se  adjudicara  á  San  Joaquín  y  San  José  con  todo  el  terreno  de  Irura- 
batylos  realengos  francos  colindantes;  y  habiendo  acordado  el  Gober- 
nador que  pasase  el  expediente  al  Ingeniero  Jefe  de  Minas  de  la  pro- 
Tincia  para  que  dijera  si  el  terreno  registrado  por  Gualda  se  referia  al 
llamado  Centinela»  previo  el  oportuno  deslinde  informó  el  Ingeniero 
que  practicada  esta  operación  entre  la  mina  El  Centinela,  antes  Unioñ^ 
San  Joaquín  y  San  José,  tesüliahaiqMeh  designación  de  la  segunda, 
aun  apoyándola  en  Santa  Ana,  que  era  el  caso  en  que  más  se  separa- 
ba de  la  designación  de  El  Centinela,  ocupaba  una  gran  porción  de 
ésta: 

Que  el  expresado  Gobernador,  en  su  vista,  y  teniendo  presente  que 
el  registro  San  Joaquín  y  San  José  se  referia  al  terreno  del  llamado  El 
Centinela,  en  trámites  y  publicada  su  designación  cuando  se  presentó 
la  solicitud  de  aquel  registro;  que  la  concesión  Irurabat  estaba  com- 
preiQdidaen  la  designación  del  registro  El  Centinela,  esiánáose  practi- 
cando en  él  las  debidas  diligencias  sobre  caducidad  ó  subsistencia,  y 
que  la  mina  El  Tajo  no  constaba  que  se  constituyera,  según  aparece 
del  expediente  del  registro  anulado  San  Manuel,  sin  que  por  lo  mismo 
hubiera  términos  hábiles  para  considerar  á  uno  y  otras  objeto  de  de-* 
nuncio  según  se  pretendía  por  Gualda,  declaró  por  su  decreto  de  7  de 
Diciembre  de  4867  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  San  Joaquín  y 
San  José,  con  arreglo  al  párrafo  segundo  del  art.  75  del  reglamento 
de  Minas: 

Que  en  tal  estado,  el  dueño  del  Tegistro  El  Centinela  presentid  es- 
crito desistiendo  de  su  oposición  al  titulado  San  Joaquin  y  San  José 
en  yirtud  de  la  renuncia  que  habia  hecho  del  suyo  El  Centinela^  y  á 
su  virtud  el  referido  D.  Joaquin  de  Gualda,  á  quien  se  notiflcó  el  de- 
creto del  Gobernador  que  declaraba  la  nulidad  de  su  expediente  en  12 
del  citado  Diciembre,  presentó  también  escrito  6n  el  siguiente  19  con- 
formándose con  la  expresada  providencia  del  Gobernador  y  reclaman- 
do el  sobrante  de  su  depósito,  el  que  le  fué  devuelto  previa  la  corres- 
pondiente liquidación: 

Que  poco  después  acudió  al  mismo  Gobernador  D.  Juan  José  Gle- 
mente,  como  apoderado  de  0.  Juan  Antonio  Qrozco  y  Baños,  acredP 
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tando  que  el  referido  Gualda  había  cedido  y  renunciado  por  escritura 
de  5  del  mencionado  Diciembre,  en  favor  de  Orozco  los  derechos  que 
tenia  al  registro  San  Joaquín  y  San  José,  y  acompañó  un  recurso  de 
alzada  para  ante  ese  Midisterio  contra  el  decreto  del  Gobernador  en  que 
declamó  la  nulidad  de  este  registro;  todo  lo  cual  fué  remitido  á  ese  Mi- 
nisterio, recayendo  en  su  yista  la  Real  orden  al  principio  expuesta  de 
29  de  Enero  último,  confirmatoria  del  decreto  del  Gobernador,  y  con- 
tra la  cual  se  recurre  por  la  actual  demanda.' 

Visto  el  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859: 
Consideran  do  que  la  cuestión  promovida  por  el  recurrente  no  está 
comprendida  en  ninguno  de  los  casos  que  taxativamente  señala  el  ci- 
tado art.  89  como  susceptibles  de  la  via  contenciosa; 

La  Sección  opina  que  no  es  admisible  la  demanda  de  que  se  trata.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el 

preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  su 

inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  1.  muchos  años . 

Madrid  8  de  Mayo  de  1868. 

Catalina. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  deiZ  de  Mayo  de  1868). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Real  orden  estableciendo  dos  nuevas  partidas  en  el  arancel 
para  el  pago  de  der  echos  del  pet  raleo .  ^ 

limo.  Sr.:  Vista  la  ins  tancia  de  D.  Mariano  Borderas,  dueño  de  una 
fábrica  de  rectificación  de  aceites  minerales,  situada  en  la  provincia 
dé  Guipúzcoa,  en  solicitud  deque  se  establezcan  para  el  petróleo  pu- 
rificad o  m  ayores  derechos  que  los  señalados  a!  bruto  en  la  partida  32 
del  ara  ncel  vigente,  fundándose  en  que  satisfaciendo  una  y  otra  clase 
el  mismo  derecho,  le  e9  imposible  sostener  la  competencia  con  las  fá- 
bricas extranjeras: 

Vista  la  pa  rtida  51 0el  arancel  que  comenzó  á  rcjgir  en  1.**  de  Enero 
de  1863,  en  la  que  figuran  tarifados  el  petróleo,  nafta  y  schist,  en 
unión  de  los  asfaltos  y  calizas  betuminosas,  con  un  derecho  de  3  rs.  60 
cents,  cada  100  kilogramos  en  bandera  nacional  y  4  rs.  30  cents,  en 
extranjera: 

Vístala  Real  orden  de  30  de  Julio  de  1865  disponiendo  que  se  en- 
globen en  una  sola  partida  los  asfaltos,  breas,  alquitrán^  resinas  y  to- 
dos los  aceites  minerales,  rebajándose  por  esta  disposición  lus  dere- 
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cho8  de  estos  ültiruos  á  2  rs.  65  céats.  y  3  rs.  19 cents,  los  400  kilo- 
gramos. 

Considerdado  que  la  escasa  importancia  de  aceites  minerales  de  la 
Peniosuia  en  épocas  anteriores  fué  sin  duda  el  motivo  de  que  estos 
productos  hayan  estado  agregados  á  otros  análogos  en  los  aranceles; 
pero  no  subsistiendo  ahora  la  misma  causa,  es  procedente  veriQcar  la 
reforma  de  derechos  que  reclama  la  importancia  y  crecidas  introduc- 
ciones de  este  articulo  de  comercio: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  17  de 
Julio  de  1849,  el  derecho  de  los  productor  de  que  se  trata  debe  deri- 
varse de  un  tipo  de  imposición  comprendido  en  la  escala  de  1  á  14 
por  100: 

Considerando  que  es  conveniente  elevar  el  actual  derecho  de  los 
aceites  minerales  dentro  de  dicha  escala,  proporcionando  de  esie  mo- 
do mayores  recursos  al  Tesoro  público^  sin  gravar  en  demasía  el  pre- 
cio para  el  consumo;  la  Reina  (Q.  D.  G.),  de  conformidad  con  lo  infor- 
mado por  la  Junta  de  Aranceles  y  lo  propuesto  por  V.  I.,  ha  tenido  á 
bien  disponer: 

1.**  Que  se  eliminen  de  la  partida  32  del  arancel  el  petróleo,  el 
schist,  el  gasógeno  y  la  lucilina,  suprimiéndose  la  nota  5/  del  mismo 
arancel. 

Y  2.*  Que  se  establezcan  dos  nuevas  partidas  redactadas  en  la  for- 
ma siguiente:  «Petróleo  bruto,  incluso  el  envase^ao  siendo  de  made- 
ra: cada  100 kilogramos,  un  escudo  y  330  milésimes  en  bandera  na- 
cional, y  un  escudo  y  590  milésimas  en  bandera  extranjera.» 

«Petróleo  destilado  y  rectificado,  el  schisl,  el  gasógeao  y  ialaciU- 
na,  incluso  el  envase  interior,  excepto  los  de  madera:  cada  lOOkiló^ 
gramos,  2  escudos  y  380  milésimas  en  bandera  nacional,  y  2  escudos 
y  850  milésimas  en  bandera  extranjera.- 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  inteligencia  y  efectos  consi- 
guientes. Dios  guarde  á  V.  i.  muchos  años.  Madrid  7  de  Hayo  de  18€8. 

Orovio. 

8r.  Director  genial  de  Impuestos  indirectos. 

(Gaceta  de  21  de  Mayo  de  1868;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Ley  autorizando  al  Gobierno  para  modificar  en  sentido  más 
económico  el  trazado  del  ferro-carril  de  Belmez  á  Córdoba 
y  fijando  tarifa  para  el  trasporte  del  carbón. 

DOÑA  ISABEL  H, 

Por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monarquía  española. 
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Reina  de  las  Españas.  A  todos  los  que  la  presente  vieren  y  entendie- 
ren, sabed:  que  las  Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Af'tieulo  1."  Se  autoriza  al  Gobierno  para  modiflcar  eo  sentido  más 
económico  el  trazado  aprobado  del  ferro-carril  de  Belmez  á  Córdoba,  en 
la  parte  comprendida  entre  la  Albondiguilla  y  aquella  ciudad,  adoptan- 
do al  efecto  para  curvas  y  pendientes  los  límites  que  la  ciencia  y  la  ex- 
periencia hayan  demostrado  que  pueden  adoptarse  dentro  de  las  con*» 
diciones  del  sistema  ordinario  de  explotación  que  debe  emplearse  en 
el  resto  de  la  Hoea. 

Art.  t'  Esta  autorización  do  alterará  en  nada  el  total  de  lá  sub- 
vención con  que  fué  adjudicado  este  camino  en  pública  subasta,  aun 
cuando  se  aumente  ó  disminuya  el  número  de  kilómetros  á  consecuen- 
cia de  la  variación  del  trazado. 

Art,  S,"*    ¿as  tarifas  para  el  trasporte  del  carbón  serán  las  de  30 
céntimos,  con  arreglo  al  art.  5.**  déla  ley  de  14  de  Junio  de  4862. 
Por  tanto: 

Mandamos  á  todos  los  Tribunales,  Justicias,  Jefes,  Gobernadores 
y  demás  Autoridades,  asi  civiles  como  militares  y  eclesiásticas,  de 
cualquiera  clase  y.  dignidad,  que  guarden  y  hagan  guardar,  cumplir 
y  ejecutar  la  presente  ley  en  todas  sus  partes.   , 

Palacio  á  veintisiete  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho. 

YO  LA  REINA. 

El  Ministro  de  Fomento. 

Sbv^ro  Catalina.  ^ 

{Gaceta  de  29  de  Mayo  de  1868). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  decreto. 

Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Real  orden  que 
aprobó  el  expediente  de  la  mina  Dulcinea. 

Itoña  Isabel  IL  por  la  gracia  de  Bios  y  la  Constitución  de  la  Mo- 
narquía española,  Reina  de  las  Españas.  A  todos  los  que  las  presentes 
vieren  y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento, 
sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente : 

«En  el  pleito  que  ante  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y 
única  instancia*  entre  partes, de  la  una  D.  Ilanuel  Quejana  deSalaya^ 
como  Presidente  de  la  sociedad  minera  Justa  Madrileña,  demandante 
y  representado  por  el  Licenciado  D.  Felipe  González  Vallarino,  y  de  la 
otra  la  Administración  general  del  Estado,  demandada  y  en  su  repre^ 

SlCClOK  ADMINISTRATIVA.— T.   111.  i8 
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sentaciou  mi  Fiscal,  y  como  coadyuvante  de  la  misma  el  Liceociado 
JD.  Joaquín  Ruiz  CañaTate,  en  nombre  déla  sociedad  minera  titulada 
Dulcinea;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  que  aprobó  el  expediente 
de  la  mina  denominada  también  Dulcinea,  mandando  que  se  expidiese 
titulo  de  propiedad  á  favor  deD.  Manuel  Alvarez. 

Visto: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  \*  de  Abril  de  1856,  el  mencionado  Alvarez  denunció  por 
abandonada  la  mina  Santa  Cruz  de  Haro,  y  en  3  de  Octubre  de  4857 
se  declaró  su  caducidad,  mandando  que  se  publicase  esta  resolución 
en  elBoleiin  oficial  de  la  provincia  para  conocimiento  del  denuncia- 
dor, á  quiea  se  concedió  el  término  de  30  dias  con  el  fin  de  que  ma- 
nifestase si  insistía  en  el  registro,  v  lo  formalizase  en  caso  a&rmativo: 

Que  en  su  virtud,  el  interesado  solicitó  en  el  'mismo  día  el  registro 
de  que  se  ha  hecho  mérito,  con  ei  nombre  de  Dulcinea,  y  en  11  de 
Mayo  del  propio  año  tuvo  lugar  el  reconocimiento  preliminar,  al  que 
asistió  D.  Francisco  López  Campos,  en  representación  de  la  mina  co- 
lindante. Virgen  de  Monserrat: 

Que  en  l.^de  Octubre  de  1858  se  admitió  en  definitiva  el  Registro 
déla  Dulcinea;  con  la  misma  fecha  se  fijaron  los  edictos  en  las  tablas 
de  anuncios  del  Gobierno  de  la  provincia,  y  en  14  del  propio  mes  y 
año  se  publicó  en  el  Boletín  oficial  dé  la  misma: 

Que  en  tal  estado,  y  sin  que  se  hubiese  presentado  oposición  algu- 
na, el  interesado  hizo  la  designación  de  la  pertenencia  minera  expre- 
sada en  12  de  Setiembre  de  1858: 

Que  á  consecuencia  de  haber  dado  aviso  D.  Manuel  Alvarez  d^ en- 
contrarse practicada  la  labor  legal  del  registro  en  cuestión,  se  proce- 
dió al  reconocimiento  y  demarcación,  que  fueron  practicados  en  el  ex- 
presfido  dia  18  de  Febrero  de  1859  por  el  Ingeniero  de  Juinas,  ayuda- 
do de  un  auxiliar  facultativo  y  con  la  asistencia  de  un  Escribano  pú- 
blico y  délos  representantes  dejas  minas  Virgen  de  Monserrat^  San 
Ildefonso  de  Caparros  y  Águila: 

Que  al  comenzar  la  demarcación,  D.  Antonio  Falces,  en  represen- 
tación de  la  Monserrat  y  manifestó  que  de  las  operaciones  practicadas 
por  el  Ingeniero  Tirado  en  Nov^iembre  de  1857  había  resultado  una 
sobreposicion  en  la  Niñas;  que  posteriormente  se  había  solicitado  del 
Gobernador  que  hiciese  desaparecer  esta  sobreposicion,  dando  al  efec- 
¿  la  mina  Monserrat  por  la  parte  del  Sur  el  terreno  que  le  faltaba,  lo 
que  podría  tener  lugar  en  atención  á  estar  denunciada  la  mina  Santa 
Cruz  (hoy  Duleinea)^  no  habiendo  recaído  acuerdo  alguno  que  resol- 
viera esta  pretensión;  por  lo' cual  protestaba  y  se  oponia*á  la  domar* 
cacion  de  la  Dulcinea,  si  esta  operación  pudiera  entorpecer  el  buen 
resultado  de  sus  solicitudes. 
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Visto  el  expediente  de  la  mina  Virgen  de  Monserrat^  en  el  qae 
consta  que  efectivamente  se  hizo  la, referida  reclamación,  y  aunqae 
se  estimó  en  un  principio,  se.  mandó  después  que  ínterin  se  revolvía 
el  expediente  do  la  Ifiñas,  se  suspendiese  toda  demarcación,  puesto 
que  según  manifestación  del  Ingeniero  D.  Diego  de  la  Viña,  si  se  de- 
clarábala caducidad  déla  miíía Niñas^  como  se  había  solicitado, des- 
aparecería  la  superposición  sin  lastimar  derechos  de  tercero,  y  aun 
sin  esta  declaración  podría  conseguirse  el  mismo  objeto  recorriendo  ai 
Norte  la  pertenencia  de  la  Niñas: 

Vístala  Real  orden  de  28  de  Agosto  de  1861,  que  recayó  en  el  ex- 
pediente de  la  Dulcinea,  por  la  cual  se  mandó  expedir  el  título  de  pro- 
piedad de  esta  mina  á  favor  de  D.  Manuel  Alvarez: 

Vista  la  demanda  interpuesta  contra  la  referida  Real  orden  por  el 
Licenciado  D.  Felipe  González  Vallarino,  en  represe^ntacion  de  la  socio- 
-dad  minera  Justa  Madrileñc^  fundándose  en  que  habla  resuelto  el  ex- 
pediente sin  haber  oido  á  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del 
Consejo  de  Estado: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  Ad- 
ministración general  del  Estado,  solicitando  la  absolución  de  la  deman- 
da y  la  conñrmacioQ  de  ta  Real  orden  en  la  misma  impugnada: 

Visto  el  del  coadyuvante  de  la  Administración,  representando  ¿  la 
sociedad  minera  Dutcineaj  en  el  cual  reprodujo  la  pretensión  de  mi 
Fiscal: 

Vista  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859,  á  la  cual  debe  arregla r- 
-se  el  examen  y  la  decisión  de  este  expediente,  y  cuyo  art.  24  fija  el 
término  de  60  días,  después  de  la  publicación  de  la  investigación  ó  re- 
l^istro  de  una  mina,  para  la  presentación  de  las  oposiciones  á  los  que 
se  consideren  con  derecho  al  todo  ó  parte  del  terreno  solicitado^  pre- 
TÍoiendo  que  pasado  aquel  plazo  no  serán  admitidas: 

Vistos  los  artículos  36  y  87  de  la  misma  ley,  según  los  cuales  solo 
es  necesaria- ú  obligatoria  la  audiencia  de  la  Sección  de  Fomento  del 
Consejo  de  Estado  en  los  expedientes  en  que  haya  habido  oposicioq. 

Considerando  que  publicada  la  admisión  del  registro  de  la  míi^a 
Dulcinea  en  1."  de  Octubre  de  1858,  no  se  hizo  la  menor  reclamación 
por  el  representante  de  la  mina  Virgen  de  Monserrat  hasta  el  18  de  Fe- 
brero de  1859,  habiendo  trascurrido  por  consiguiente  muchos  más  de 
los  60  días  señalados  para  hacerlo  con  resultado: 

Considerando  que  las  oposiciones  extemporáneas  no  pueden  produ- 
cir ningún  efecto,  ni  aun  admitirse,  según  el  precepto  explícito  de 
la  ley: 

Considerando  que  00  habiendo  mediado  oposición  oportuna  y  ad- 
misible, no  hubo  necesidad  de  consultar  á  la  Sección  de  Fomento  del 
Consejo  de  Estado: 
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Considerando  que  declarada  la«cadacidad  de  la  antigua  mina  Ni^ 
ñas,  desapareció  la  superposición  en  que  se  fundara  la  reclamación  in- 
tempestiva hecha  á  nombre  de  ia  titulada  Virgen  de  ñíonserrat. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  det 
Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  José  Sánchez  Ocana, 
Presidente  accidental,  D.  Antero  de  Echarri,  0.  Fraciscode  Cárdenlas, 
D*.  Leopoldo  Augusto  de  Cueto,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio*  D.  Tomás 
Retortillo,  el  Marqués  de  Alhama,  D.  Rafael  de  Liminiana  y  Brignole  y 
el  Marqués  de  la  Rivera, 

Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración  y  en  conflr- 
mar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
ocho.=Está  rubricado  de  la  Real  maao.i?=El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Luis  Gpnzalez  Brabo.» 

Publicación. =Leido  y  publicado  él  anterior  Real  decreto  por  miel 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado*  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  flnal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  misnios,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  ia  Gac  e^ 
ta.  De  que  certifico. 

Madrid  7  de  Mayo  de  1868.=Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  30  de  Mayo  de  1868). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  orden  concediendo  autorización  para  iluminar  aguas^ 
en  la  vega  de  Anéelos ^  provincia  de  Lugo. 

Excmo.  Sr.:  De  conformidad  con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  ge- 
neral y  con  lo  informado  por  la  Sección  quinta  de  la  Junta  consultiva 
de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido 
autorizar  á  D.  Vicente  López  para  que,  salvo  el  derecho  de  propiedad 
y  sin  perjuicio  de  tercero,  pueda  iluminar  aguas  en  la  vega  de  Ancelos, 
distrito  municipal  de  Lóncera,  provincia  de  Lugo,  con  destino  al  sur- 
tido gratuito  de  aguas  de  un  abrevadero  de  servicio  común  y  riego  coa 
las  sobrantes  de  una  finca  propia  del  interesado,  situada  en  la  referida' 
vega.  El  concesionario  deberá  sujetarse  á  las  condiciones  siguientes: 

1.'  Las  obras  se  ejecutarán  con  arreglo  al  proyecto  aprobado  en 
esta. fecha  y  bajóla  vigilancia  del  Ingeniejo  Jefe  de  la  provincia. 

2.'  La  dotación  de  agua  que  se  concede  es  la  de  i 5  centilitro»  por 
cada  segundo  de  tiempo,  tomados  por  medio  de  un  módulo  que  no  de- 
je pasar  mayor  cantidad. 


í 
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3.*  El  concesionario  podré  emplear  para  la  conducción  del  agua  ca- 
oeria  de  plomo  ó  de  otra  materia,  en  lugar  de  la  zanja  que  se  propone. 

4/  Esta  autorización  caducará  si  en  el  término  de  un  año  no'  se 
hubiese  dado  á  las  ajg^uas  el  empleo  concedido,  á  no  ser  que  se  proba- 
ra que  el  retraso  babia  sido  ocasionado  por  fuerza  ipayor. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  su  conocimiento  y  demás  efec» 
tos.  Dios  guarde  á  V.  B.  mucbos  años.  Madrid  21  de  Mayo  de  4868. 

Catalina. 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gaceta  de  3  de  Junio  de  1868). 


Real  orden  concediendo  autorización  para  iluminar  aguas  en 
el  barranco  de  Carrasquilla ^  provincia  de  Murcia. 

Ezcmo.  Sr.:  De  conformidad  con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  ge- 
neral, S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  autorizar  á  la  sociedad  ti  - 
tulada  Las  Canales  y  Carrasquilla  para  que  salvo  el  derecho  de  pro- 
piedad y  sin  perjuicio  de  tercero,  ejecute  las  obras  necesarias  á  fin  de 
iluminar  aguas  en  el  sitio  conocido  por  barranco  de  la  Carrasquilla, 
diputación  de  la  Sierra,  término  de  la  villa  de  Totana,  en  la  provincia 
de  Murcia,  en  terreno  que  linda  por  Levante  con  la  vertiente  áéi  refe- 
rido barranco;  por  el  Mediodía  con  el  barranco  de  la  Madre  de  Dios; 
por  Poniente  con  la  propiedad  de  la  Carrasquilla,  y  por  Norte  con  la 
misma  hacienda;  de  cuyas  aguas  si  las  encontrare,  podrá  disponer  á 
perpetuidad  el  concesionario. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  los  efectos  oportunos.  Dios  guar-^ 

de  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  29  de  Mayo  de  1868. 

Catalina. 
St*  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Caceta  de  3  de  Junio  de  1868). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Reales  Decretos. 

ñesolucionen  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Real  orden  que 
aprobó  el  expediente  de  demasía  de  La  Herculana. 

Doña  Isabel  11,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar* 
qoia  española,  Reina  de  las  Bspañas.  A  todos  los  que  las  presentes  vie- 
Ben  y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimientOt 
aabed:  qaehe  venido  en  decretar  lo  siguiente: 
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«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes»  de  la  ana  el  Licenciado  D.  Fidel  Garcia  Lomas, 
á  nombre  de  D.  José  Luis  Antuñano,  vecino  de  Madrid  y  Presidente  de 
la  sociedad  minera  titulada  La  ImpóríanU,  concesionaria  de  la  mina 
conocida  con  el  nombre  del  AposloladOj  demandante  y  de  la  otra  \%  Ad" 
ministracion  general,  demandada  y  representada  por  mi  Fiscal,  coad- 
yuvado por  el  Licenciado  I>.  Tomás  Pérez  Aoguita,  á  nombre  de  la  so" 
ciedad  de  desagüe  y  explotación  de  minas  de  Sierra  Almagrera  La  //er- 
eulana^  concesionaria  de  la  mina  Californias;  sobre  revocación  de  la 
Real  orden  de  5  de  Marzo  de  1866,  que  desestimando  la  oposicioa  he- 
cha  por  la  empresa  minera  La  Importante^  aprobó  el  expediente  de 
demasía  de  La  Htnmlana  y  mandó  que  se  le  expidiera  el  titulo  de  pro- 
piedad: 

Visto: 

Visto  el  expedienta»  de  registro  de  la  mina  Angeles,  del  que  re- 
sulta: 

Que  en  10  de  Noviembre  de  1856,  D.  Francisco  Montero  expuso  al 
Gobernador  de  la  pro?iucia  de  Almería  que  deseaba  adquirir  la  propie- 
dad de  una  pertenencia  supletoria  de  mineral  plomizo,  situada  en  Sier- 
ra Almagrera,  barranco  del  Hospital  del  Mar,  terreno  realengo,  térmi- 
no y  distrito  municipal  de  Cuevas,  y  la  dio  el  nombre  de  Angeles: 

Que  seguido  el  expediente  por  todos  sus  trámites,  el  Ingeniero  de- 
marcó esta  mina  en  18  de  Enero  de  1863,  comprendiendo  un  espacio^ 
de  60.000  varas  cuadradas,  lindante  por  S.  0.  con  El  Apostolado^  en 
parte,  siendo  tangente  con  la  San  Agustín^  y  añadió  que  habla  varia- 
do la  designación  de  Angeles  para  que  cerrase  una  pertenencia  com-^ 
pleta,  en  vez  de  la  incompleta  eoiicitada: 

Que  en  28  de  Febrero  siguiente,  el  Gobernador  dispuso  que  hiciera 

« 

la  demarcación  como  pertenencia  supletoria,  por  lo  que  en  16deMarxo 
del  mismo  afio  la  ejecutó  comprendiendo  un  perímetro  de  40.000  várate 
cuadradas,  que  lindaba  por  N.  N.  O.  con  la  mina  San  Agustín  en  una 
extensión  de  187  metros,  siendo  tangente  por  el  S.  con  la  Siem- 
previva: 

Y  que  remitidas  las  diligencia  al  Ministerio,  recayó  Real  orden  en 
30  de  Julio  de  1864,  por  la  cual  se  aprobó  el  expediente  con  la  demar- 
cación dada  ¿  la  mina  para  una  pertenencia  completa: 

Visto  el  expediente  de  demasía  para  las  minas  Apostolfido  y  Gapri^^ 
eho^  del  que  aparece  que  en  .24  de  Febrero  de  1863  D.  Vicente  Joaquín 
Pascual,  Presidente  de  la  sociedad  especial  minera  La  ImporíáMe^ 
dueña  de  la  mina  Apostolado,  pidió  que  se  le  concediera  uu  espaício 
que  habia  entre  esta  mina,  la  de  Angeles,  Siempremva  y  Californias ^  k 
causa  de  no  ser  suficiente  para  que  se  pudiera  colocar  una  pertenenoia^ 
ordinaria  ni  supletoria;  y  seguida  la  tramitación  correspondiente,  !•- 


y 


--57»  — 
dicló  Real  orden  en  28  de  Octubre  de  i854,  por  la  cual  atendiendo  en 
primer  lugar  á  que  de  existir  el  terreno  de  esta  demasfa  corresponde* 
r!a  á  la  mina  Apostolado,  que  no  hizo  renuncia  de  él,  y  en  segundo  y 
principalmente  á  que  no  existia  la  demasía  en  los  términos  que  resul- 
taba del  plano,  pues  que  por  Real  orden  de  30  de  Julio  último  Jaó 
aprobado  el  expediente  de  la  mina  colindante  An^e/es  con  una  exten-^ 
sion  completa,  y  no  con  la  incompleta  que  en  el  plano  aparecía,  se 
declaró  nulo  el  expediente  del  Capricho : 

Vistos,  la  instancia  que  en  9  de  Julio  de  i86i  habia  preseotadn  9I 
Gobernador  la  sociedad  Bereulana,  dueña  déla  mina  Californias,  ma- 
niíestRndo  que  eotre  rarias  minas  de  la  propiedad  de  esta  empresa^  ; 
denominadas  Steiripretnua,  Las  Californias,  San  Ildefonso  y  San  AguS' 
fin,  existia  un  espacio  que  no  era  suficiente  para  una  pertenencia,  y 
pidió  que  se  declarase  á  su  favor  la  prioridad  para  la  demasía  que  re- 
sultase del  terreno  comprendido  entre  todas  ellas  después  que  fuera 
designada  la  de  los  Angehs;  el  decreto  del  Gobernador  de  2  del  mismo 
mes  y  año,  por  el  que  se  declaró  sin  curso  la  solicitud  en  atención  á 
que  no  se  encontraba  cerrado  el  espacio  que  se  preteodia;  el  escrito 
que  en  S4  de  Octubre  interpuso  la  citada  empresa  insistiendo  en 
su  anterior  pretensión,  y  la  providencia  del  Gobernador,  dictada 
en  4  de  Noviembre  siguiente,' resolviendo  q»e  se  estuviera  á  lo  acor- 
dado: 

Vistos,  la  solicitud  que  el  Presidente  de  la  mencionada  sociedad 
dirigió  al  Gobernador  en  20  de  Enero  de  1865,  expresando  que  por  el 
Ingeniero  D.  Diego  de  la  Viña  fué  demarcada  la 'mina  Angeles,  situada 
en  Sierra  Almagrera,  banranco  del  Hospital  del  Mar,  térnaino  de  Cae- 
Tas,  y  que  como  quedaba  entre  ésta  y  las  df^nominadas  San  AgusHn^ 
Felis  encuentro,  Califomiüs  y  Siemprmtioa  un  espacio  franco  dende  no 
podía  acomodarse  una  pertenenoia  ordinaria  ni  supletoria,  pedia  que  > 
se  le  adjudicase  en  concepto  de  demasía;  el  acuerdo  de  dicha  Aatori» 
dad  disponiendo  que,  en  conformidad  al  art.  21  del  reglamento,  se 
hiciera  el  reconocimiento  por  el  Ingeniero:  el  informe  que  éste  dio,  en 
que  asegura  que  existía  un  espacio  que  no  llegaba  á  40.000  metros  coa*} 
drados.  solicitado  también  por  el  dueño  de  la  mina  San  Aguslin  y  por 
la  sociedad  de  desagüe;  y  el  decreto  del  Gobernador,  expedido  en  25  de 
Agosto,  por  el  que  declaró  sin  curso  y  fenecido  este  expediente  á  cau- 
sa de  haberse  pretendido  el  mismo  terreno  por  el  propietario  de  la 
San  A(jfti«lm,-que  era  más  antigua,  y  en  tal  concepto  debería  adjudi- 
carse al  dueño  de  esta  mina: 

Vistos,  el  recurso  que  el  Presidente  de  la  sociedad  remitió  al  Minis- 
terio contra  la  providencia  anterior,  y  la  Real  orden  de  1  .*  de  Febrero 
de  18G4,  por  la  que  se  declaró  sin  efecto  la  nulidad,  tomando  en  cuenta 
1»  renuncia  que  había  hecho  de  su  derecho  el  interesado  en  la  mina 
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SanAgusHn,  que  tenia  la  prefereocía,  siguiéndole  por  orden  de  anti- 
güedad la  mtna  Californias: 

'Vistos,  el  acuerdo  del  Gobernador  oaandando  que  se  hicieran  las 
correspondientes  publicaciones;  los  anuncios  que  se  fijaron  en  las  ta- 
blas del  Gobierno  de  provincia  con  fecha  de-24  del  mencionado  Febre- 
xo,  j  en  e1  Boletin  oficial  can  la  del  2  de  Marzo  siguiente;  y  el  decre- 
to ide  adjudicación  que  en  su  consecuencia  recayó  en  favor  del  intere- 
sado en  la  mina  Californias: 

Visto  el  acto  de  demarcación  de  9  del  referido  mes  de  Marzo  y  año 
de  1865,  en  que  resulta  estar  comprendida  la  demasía  en  un  espacio  de 
81.421  metros  cuadrados  con  la  forma  de  un  poligono  irregular  de  10 
lados,  y  que  se  protestó  por  D.  José  Luis  Antuñano,  en  representación 
del  Apostolado^  fundándose  en  que  tenia  entendido  que  el  representante 
de  la  mina  Californias  había  solicitado  otra  demasía  por  distinto  rumbo: 

Visto  el  informe  de  la  Junta  superior  facultativa  de  Minería,  del 
que  aparece  que  el  orden  de  prioridad  de  las  minas  era  el  siguiente: 
San  AgusHn,  Californias^  El  Apostolado  y  Angeles,  añadiendo  que<Saft 
Agustín  renunció  su  derecho,  y  por  consiguiente  que  debiera  adjudi- 
carse la  demasía  á  las  Californias,  siendo  infundada  la  protesta  del 
Apostolado: 

Vista  la  Real  orden  de  5  de  Marzo  de  1866,  por  la  cual,  desestiman- 
do la  oposición  hecha  por  el  concesionario  de  la  mina  Apostolado,  se 
aprobó  el  expediente  sobre  adjudicación  de  la  demasía  para  la  mina 
Californias: 

Vista  la  demanda  entablada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licencia- 
do D.  Cándido  Nocedal,  á  quien  reemplazó  el  Licenciado  D.  Fidel  Gar- 
cía Lomas,  en  representación  de  la  sociedad  minera  La  importante^ 
concesionaria  de  la  mina  El  Apostolado,  con  la  pretensión  de  que  se 
deje  sin  efecto  la  Real  orden  de  5  de  Marzo  de  1866  y  se  declare  que  la 
mina  Californias  perdió  en  1861  su  derecho  á  la  demasía;  ó  cuando  á 
ésto,  no  hubiese  lugar,  :que  se  estime  que  el  interesado  de  la  misma 
mina  no  tiene  derecho  sino  á  la  demasía  tal  como  le  fué  demarcada  y 
resalta  en  los  planos  de  1863,  y  que  en  ningún  caso  puede  extenderse 
su  demasía  á  una  superficie  lineal  de  más  de  300  metros: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  con'  la  solicitad  de  que  se  consulte  la 
absolución  de  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  por  la 
misma  reclamada: 

Visto  el  del  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  Anguita,  á  nombre  de  la  so- 
ciedad de  desagüe  y  explotación  de  minas  de  Sierra  Almagrera  La 
/Tsreti^ayia,  concesionaria  de  la  miutí  Californias,  en  cuncepto  de  coad- 
yuvante de  la  Admi  nistracíoD,  haciendo  la  misma  pretensión: 

Vistos  los  artículos  14  y  15  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de 
iftRQ  r,  a1  30  ¿el  reglamento  dictado  para  sa  ejecución: 
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Considerando  que  las  resolaciones  de  20  de  Julio  y  4  de  Noviembre 
de  1864,  dictadas  á  las  instancias  de  la  sociedad  coadyuvante,  no  cons- 
titnian  un  obstáculo  para  que  mástarde  pudiera  reproducirlas,  porque 
la  razón  de  aquellas  negativas  fué  la  falta  de  terreno  delinaitado'y  co- 
nocido, que  00  existió  con  estas  condiciones  hasta  época  posterior: 

Considera udo  que  la  faha  de  protesta  &  pombrede  La  HerculanaeA 
demarcarse  la  mina  Angeíesy  ñl  resolverse  el  expediente  de  las  minas 
Apostohdo  y  Capricho  no  puede  producir  los  efectos  de  la  renuncia 
expresa  que  exige  el  art.  15  dé  la  ley  para  que  pueda  adjudicarse  una 
demasía  al  dueño  de  la  mina  siguiente  en  orden  á  la  que  tiene  la  prio- 
ridad, porque,  sobre  no  ser  aquella  omisión  una  misma  cosa  que  la 
renuncia,  el  espacio  que  forma  la  demasía  en  cuestión  no  fué  bien  co- 
nocido ni  quedó  franco  hasta  que  se  terminó  el  expediente  de  la  pri» 
mera  de  dichas  minas: 

Considerando  que  la  ley  de  Minas  exige  para  la  adjudicación  de  un 
terreno  como  demasía,  que  su  extensión  superficial  no  exceda  de  las 
dos  terceras  partes  de  una  pertenencia  completa; 

Conformándome  con  lo  Consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado,  en  sesión  A  qne  asistieron  D.  Antonio  Escudero, 
Presidente,  D.  José  Antonio  de  Olañeta,  D.  Antero  de  Echarri,  el  Con- 
de de  Velarde,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  D.  Domingo  Moreno,  Don 
Tomás  Retoriillo,  D.  Francisco  Aynat  y  Punes,  D.  Evaristo  de  Castro 
y  Rojo,  I).  Rafael  de  Liminiana  y  Brígnole  y  el  Marqués  dé  la  Rivera, 

Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración  y  en  confir- 
mar la  Real  orden  reclamada,  sin  perjuicio  de  que  rectificada  la  me- 
dida de  la  demasía,  objeto  de  este  pleito,  y  en  el  caso  de  exceder  de  los 
limites  fijados  en  la  ley,  se  formen  dos  ó  más,  según  en  la 'misma  se 
dispone. 

'  Dado  en  Palacio  á  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
ocho.ssEstá  rubricado  de  la  Real  mano.scBl  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Luis  González  Bravo.* 

Publicación. =:Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mf  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Bstado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  ana  á 
loa  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gae^^ 
ü.  De  que  certifico. 

Madrid  7  de  Mayo  de  1868.=Pedro  de  Madrazo. 

>  {Gaceta  de  5  de  Junio  de  1868). 


Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la . 
Real  orden  que  declaró  nulo  el  expediente  de  la  mina  Saa 
Francisco  de  Puerta. 

Doña  Isajoel  11,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Coosiilueion  dé  la  Monar- 
qoia  española,  Reíaa  de  las  Espaüas.  A  iodos  las  que  las  preseotes  Fie- 
reD  y  enteadiereo,  y  á  qaieoes  toca  su  observancia  y  cumplimiento, 
sabed:  que  be  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  pactes,  de  la  una  D.  Ramón  González  Valero,  vecino- 
^e  Almerfa,  y  en  su  nombre  el  Liceaciado  D.  Ángel  Barroeta,  deman* 
dante,  y  de  la  otra  la  Adoaioistracioa  general  del  Estado,  demandada, 
y  representada  por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la 
Real  orden  de  f  5  de  Febrero  de  1866,  que  declaró  nulo  el  expediente  de 
la  mina  San  Francisco  de  Puerta: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  eo  i5  de  Abril  de  1925  fué  concedida  una  mina  de  una  perte- 
nencia, con  el  nombre  de  San  Guillermo ^  sita  en  sierra  de  Gador,  para- 
je llamado  el  Sueño,  término  de  Berja,  en  la  provincia  de  Almería;  y 
en  24  de  Octubre  de  á86S  se  declaró  su  caducidad  por  el  Gobernador 
de  aqueUa  provincia,  á  consecuencia  de  registro-denuncio  presentado- 
á  instancia  de  D.  José  Cortés  Puetta,  el  cual  después  renunció  todos  sus 
derechos  en  14  de  Marzo  de  i864: 

Que  en  el  día  15  del  propio  mes  de  Marzo  D.  Ramón  G&uuUi  Va^. 
lero  presentó  solicitud  de  registro,  manifestando  que  se  refería  al  ter- 
reno que  ocupóla  antigua  mina  San  Guillermo,  en  el  sitio  indicado,  y 
que  ésta  se  hallaba  caducada  y  revertida  al  Estado,  por  lo  que  deseaba 
adquirirla  con  el  nombre  áe  San  Francisco  de  Puerta,  y  que  reapare-». 
ciera  con  sus  anteriores  dimensiones,  confofme  al  ari.  68  de  la  ley« 
para  lo  cual  hi^o  la  correspondiente  designación: 

Que  adotítiéa  la  solicitad  por  el  referido  Gobernador,  siguió  su 
curso  el  expediente  hast»el  acto  de  la  demarcación,  y  reconocida  par. 
el  Ingeniero  la  labor  legal  en  10  de  Agosto  siguiente,  suspendió  aque-^ 
Ha  diligencia  eo  razón  á  que  el  terreno  registrado,  ó  sea  la  demarca- 
ción de  la  mina  San  Guillermo,  se  hallaba  pisada  por  la  antigua  min||\ 
La  Sierpe,  la  cual,  si  bien  tenia  señales  de  abaadono,  no  contaba  f  ue 
se  hubiera  revertido  al  ^M^:  ^ 

Que  en  su  consecuencia  se  trató  de  averiguar  si  esta  mina  se  halla- 
ba ó  no  abandonada;  y  por  el  resultado  del  expediente  decretó  su  ca- 
ducidad el  citado  Gobernador  en  15  de  Noviembre  de  1864,  disponien- 
do además  que  luego  que  su  providencia  fuera  ejecutoriada,  volviera  el 
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logeniero  A  practicar  la  demarcacioD  de  la  pertenencia  solicitada;  dili* 
gencia  que  se  llevó  á  efecto  en  40  de  Julio  de  1865,  sin  protesta  ni  re- 
clamación alguna,  expresándose  en  ella  que  la  pertenencia  tenia  de  su- 
perficie 7.800  metros,  y  que  demarcada  con  arreglo  ¿  la  designación,, 
habia  reaparecido  con  ésta  la  antigua  concesión  San  Guillermo: 

Que  elevado  el  expediente  á  la' Superioridad,  y  pasado  á  la  Junta 
superior  de  Mioeria,  opinó  ésta  por  m«t)oria  que  procedia  aprobar  ei 
expediente,  con  arreglo  á  la  Real  orden  de  i  7  de  Febrero  de  1865,  eu 
ratón  ¿  que  el,  terreno  que  se  solicitaba  babia  revertido  al  Estado  ea 
la  época  del  registro. 

Vis  ta  la  Real  orden  dictada  en  pu  virtud  en  15  de  Febrero  de  180$, 
por  la  cual  de  conformidad  con  el  anterior  parecer,  se  declaró  noto  el. 
expediente  de  la  mina  San  Francisco  de  Puerta: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  expresada  Real  orden  presentó  el 
Licenciado  D.  Ángel  Barroeta,  en  nombre  de  D.  Ramón  González  Vale- 
ro, ante  el  Consejo  de  Estado,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la 
citado  Real  resolución  y  surta  todos  sus  efectos  el  registro  de  que  se 
trata;  yr  porque  la  Real  orden  de  17  de  Febrero  de  1865  no  era  aplica* 
ble  á  hechos  ocurridos  anteriormente,  ya  también  por  no  haberse  eido 
á  la  Sección  de  Fomento  del  Consejo  de  Estado  en  vista  de  la  oposición 
de  la  Administración  á  la  aprobación  de  la  mina  de  que  se  trata: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  ea  la  que  pide  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  impugnada  por  la 
misma: 

Visto  el  art.  68  de  la  ley  de  Minas  vigente,  que  dice:  «Ejecutoriada 
la  caducidad  de  una  coucesioa  minera,  terrero  ó  escorial,  permiso 
para  investigación,  ó  pronunciado  el  fenecimiento  de  un  expediente 
d  e  registro,  se  declararán  por  el  Gobernador  libremente  registrables 
estos  terrenos,  anunciándose  al  público.  En  el  caso  de  declaración  de- 
caducidad  por  consecuencia  de  un  registro,  *  tendrá  el  registrador  la- 
preferentia  para  la  demarcación  y  sucesiva  posesión:» 

Visto  el  art.  36  de  la  misma  ley,  que  declara  los  casos  en  que  el 
lÜDislerio  debe  oir  á  la  Sección  de  Fom^ento  del  Consejo  de  Estado  aates 
de  resolver  en  expedientes  de  esta  clase:  • 

Vista  la  Real  orden  *d6  47  de  Febrero  de  1865,  que  contiene  varias 
reglas  para  la  interpretación  de  la  ley  de  Minas  vigente;  y  con  especia* 
lidad  la  7.'  y  8.',  referentes  á  la  demarcación  de  pertenencias  incom» 
pletas  y  reaparición  de  minas  antiguas,  las  cuales  respectivamente  dis- 
ponent  primero,  que  si  entre  pertenecclas  demarcadas  hay  minas  anli** 
gaas  cuya  caducidad,  abaadooo  ó  renencia  consta  ya  declarada  y  eje^ 
euloriada,  tales  terrenos  se  consideraráo  oomo  pertenencias  ó  como  de* 
niBiias;  segundo,  que  soleen  el  caso  en  q^e  á  coosecuencia  de  un  re« 
gistro  se  pida  la  previa  declaración  de  caducidad,  cuando  no  eslé  fm 


—284— 

declarada  y  y  después  de  ejecuicriada  declare  el  Gobernador  libremente 
regisirable  aquel  terreno,  pueda  tener  lagar,  al  tenor  del  art.  68  de  la 
lej,  la  reaparición  de  la  pertenencia  primitiva  en  favor  del  demandan- 
dante,  como  gracia  especial  en  premio  de  su  deonncio: 

Considerando  que  para  que  la  demanda  de  D.  Ramón  González  pu- 
diera estimarse,  con  arveglo  á  las  diaposiciones  que  acaban  de  citarse, 
era  necesario  ante  todo  quela  caducidad  de  la  antigua  mina  deque  en 
este  pleito  se  trata  hubiese  sido  declarada  por  virtud  de  su  registro;  y 
reauUa-'por  el  contrario  que  lo  habia  sido  anteriormente  y  ¿  oonsecuen» 
cia  de  las  gestiones  de  D.  José  Cortés,  que  poco  despaje?  hizo  formal 
renuncia  del  beneflcio  que  boy  pretende  el  demandante: 

Considef  ando  que  aun  cuando  por^n  momento  pudiera  concederse 
que  la  disposición  de  la  ley  de  Minas  en  su  art.  68  Aiera  dudosa  como 
ipfundada mente  sostiene  González,  esta  suposición  se  disiparía  con  la 
declaración  auténtica  de  la  Real  orden  de  i7  de  Febrero  de  1865,  dic- 
tada precisamente  para  fijar  la  verdadera  inteligencia  de  aquella  en  la 
parte  que  se  reHere  á  la  demarcación  de  pertenencias  incompletas  y 
reaparición  de  minas  antiguas: 

Considerando  que,  aparte  de  las. razone»  expuestas,  se  trata  de  una 
antigua  mina  completamente  cerrada*  de  fofma  irregular  y  dimensio- 
nes tan  exiguas  que  no  ofrece  más  superficie  que  la  de  7.800  metros» 
terreno  insuficiente  hasta  para  formar  una  pertenencia  incompleta: 

Y  considerando  que  el  ari.  36  de  la  ley  de  Minas  vigente  solo  exi- 
ge la  audiencia  previa  déla  Sección  de  Fomento  del  Consejo  de  Estado 
para  resolver  los  expedientes  de  esta  clase,  cuando  en  ellos  ha  habido 
oposición;  y  en  el  presente  ninguna  be  ha  suscitado; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Antero  de  Echarri, 
Presidente  accidental,  el  Conde  de  Velarde,  D.  Gerardo  de  Souza,  Don 
Pablo  Jiménez  de  Palacio,  D.  Toosás  Retortillo,  el  Marqués  de  Alhama, 
D.  José  Garcia  Barzanallana,  D.  Juan  Antoine  y  Zayas  y  D.  Rafael  de 
Liminiana  y  Brignole, 

Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración  y  confirmar 
la  Real  orden  impugqadn. 

Dado  en  Palacio  á  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
ocho.=Está  rubricado  de  (a  Real  mano.s^El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Luis  González  Brabo.> 

Pablicacion.=:Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mf  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au« 
diencia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  ea  la  iastaocia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  ep  la  Caoa- 

De  que  certifico. 


I 
\ 
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Madrid  7  de  Mayo  de  1868.=sPedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  dé  5  </e  Junto  de  1868;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


9  » 


Reales  Órdenes. 

Resolución  en  la  demanda  contra  la  Real  arden  diotada  con 
relación  al  expediente  de  la  investigación  La  Favorita  se- 
gunda. 

limo.  Sr.:  Gq  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
de  4  de  Enero  último,  dictada  con  relación  al  expediente  de  laiavesti- 
gacfon  La  Favorita  segunda,  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo 
de  Estado  ha  informado  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sección  de  lo  Contencioso  de  este  Consejo  ha  exa- 
minado la  demanda,  de  que  se  acompaña  copia,  presentada  ante  el 
mismo  en  45  de  Febrero  último  por  el  Licenciado  D.  Francisco  María 
deCootreras,  en  nombre  deD.  José  Serrado  y  Toro,  vecino  de  Córdo- 
ba, reclamando  por  la  via  contencioso- administrativa  contra  la  Real 
orden  expedida  por  ese  Ministerio  en  4  de  Enero  anterior,  y  comuni- 
cada al  demandante  en  i 7  del  propio  mes,  que  confirmó  el  decreto  del 
Gobernador  en  la  provincia  de  Córdoba  que  á  su  vez  declaró  nulo  y  sin 
curso  el  expediente  de  la  investigación  La  Favorita  segunda. 

Resalta  délos  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven: 

Que  D.  José  Serrano  en  8  de  Enero  de  1864  presentó  solicitad  para 
investigar  dos  pertenencias  mineras  con  el  título  de  La  Favorita  se- 
gunda,  de  mineral  de  carbón,  en  término  de  Villanueva  del  Rey,  en  la 
expresada  provincia,  haciendo  la  oportuna  designación: 

Que  el  Ingeniero,  al  hacer  el  reconocimiento,  manifestó  que  en  la 
designación  no  se  determinaba  con  fijeza  el  punto  de  partida,  ni  se  ea« 
presaba  claramente  el  perímetro  de  las  dos  pertenencias;  y  en  su  con- 
secuencia el  Gobernador  en  8  de  Agosto  de  1867  declaró  nulo  el  expe- 
diente: 

Qne  notificada  esta  providencia  al  interesado,  se  alzó  para  ante  ese 
Ministerio',  dictándose  en  «u  virtud  la  Real  órdep  impugnada  por  la 
presente  demanda,  qae,  según  se  ba  expuesto,  confirmó  el  decreto 
apelado,  fundándose  en  que,  lejos  de  haberse  encomendado  los  defec- 
tos de  localizacion  que  se  notaron  en  el  registro  de  que  proviepie  la 
investigaeion,  se  han  cometido  mayores  en  ésta,  hasta  el  punto  de 
que;  según  el  reconocimiento  facultativo,  no  puede  mepos  de  conside- 
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rarse  distinto  el  sitio  pretendido  de  aquel  en  que  se  ha  practicado  el 
reconocinoieato, lo  cuales  cansa  de  nulidad,  como  se  piescribe  en  el 
párrafo  segundo  del  art.  30 del  reglamento  vigente  de  minería. 

Visto  este  párrafo  que  dice:  «Cuando  de  los  reconocimientos  del 
Ingeniero  resultara  que  oí  los  plintos  de  referencia  ni  los  linderos  cor- 
responden á  ios  mencionados  en  la  designación,  ó  que  éstos  últimos 
no  son  linderos  ó  distan  del  punto  de  partida  de  las  labores  un  espa  - 
cío  duplo  del  citado  en  la  solicitud  ó  escrito  respectivo,  se  considerará 
distinto  el  terreno  pretendido  de  aquel  en  que  se  practique  el  recono  - 
cimiento^  y  quedará  sin  efecto  la  designación  y  sin  curso  el  expedien  - 
te,  decretándolo  asi  el  Gobernador. 

«De  su  resolución  podrá  representarse  al  Ministerio  de  Fomento, 
-que  decidirá  sin  ulterior  recurso.» 

Considerando  que,  á  tenor  de  esta  disposición,  no  cabe  isontra  la 
decisión  ministerial,  objeto  de  la  presente  demanda,  recurso  alguno; 

La  Sección  es  de  parecer  que  no  procede,  en  el  caso  de  que  se  trata, 
la  via  contenciosa.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  6.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  f.  de  su  Real  orden  para  su 
inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 
Madrid  27  de  Mayo  de  1868. 

Gátalira. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  2  de  Junio  de  1868). 


Resolución  en  la  demanda  contra  la  Real  orden  dictada  con 
Relación  al  expediente  de  la  investigación  La  Favorita. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
de  4  dé  Enero  último,,  dictada  con  relación  a)  expediente  de  la  investi- 
^gacion£a  Favorita,  la  Sección  délo  Contencioso  del  Consejo  de  Esta- 
do ha  informado  lo  que  sigue: 

•Excmo.  Sr.:  Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  que  en  copia 
acompaña,  presentada  ante  este  Consejo  en  15  de  Febrero  del  presente 
año  por  el  Licenciado  D.  Francisco  M.  de  Contreras,  en  nombre  de  Don 
José  Serrano  y  Toro,  contra  la  Real  orden  de  4  de  Enero  anterior,  qae 
declaró  nulo  y  sin  curso  el  expediente  de  investigación  La  Favorita 
por  considerarse  diferente  el  sitio  pretendido  de  aquel  en  que  se  había 
practicado  el  reconocimiento: 

Resulta  délos  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven: 

Qae  por  Real  orden  de  24  de  Noviembre  de  1863  se  dejó  sin  efecto 
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0l  expediente  de  lamina  La  Favorita^  con  reserva  á  la  parte  ioteresa- 
da  del  derecho  de  continuar  las  labores  como  de  investigación: 

Que  en  su  consecuencia  D.  José  Serrano  y  Toro,  á  quien  la  socie- 
dad carbonífera  La  Iberia  cedió  sus  derechos,  solicitó  la  mencionada 
investigación,  señalando  el  punto  de  partidn  y  acompañando  el  per- 
miso del  dueño  del  terreno: 

Que  Mr.  Sosthañé  le  Francois  se  opuso  á  la  mencionada  investiga- 
ción porque  perjudicaba  á  la  de  las  dos  primeras: 

Que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Córdoba  por  decreto  de  8  dé 
Agosto  de  i867,  de  conformidad  con  el  informe  del  Ingeniero,  declaró 
nulo  el  expediente  de  investigación  Favorita,  por  cuanto  lejos  de  ha* 
berse  corregido  los  defectos  de  localízacion  de  que  adolecía  el  expe- 
^  diente  de  registro,  no  se  expresaban  bien  los  linderos  de  N.  y  OE.,  y 
aun  éstos  no  debían  admitirse  por  hallarse  muy  próximos  al  punto  de 
partida,  no  se  citaba  ninguna  labor  como  puqto  de  partida  de  la  de- 
signación, y  ésta  no  se  hallaba  arreglada  i  las  prescripciones  legales: 

Que  D.  José  Serrano  y  Toro  se  alzó  de  este  acuerdo  para  ante  el  Mi- 
nisterio de  Fomento,  y  en  su  consecuencia,  de  conformidad  con  el  in- 
forme facultativo,  se  dictó  la  mencionada  Real  orden,  que  fué  notifica- 
da al  interesado  en  Í7  de  Enero  último,  y  contra  la  cual  se  ha  presen- 
tado demanda  en  los  términos  expuestos. 

Visto  el  párrafo  segundo  del  art.  30  del  reglamento  en  materia  de 
minas  de  25  de  Febrero  de  Í863  según  el  cual,  «cuando  de  los  recono- 
cimientos del  Ingeniero  resultare  que  ni  los  puntos  de  referencia  ni 
los  linderos  corresponden  á  los  mencionados  en  la  designación,  ó  que 
éstos  últimos  no  son  linderos  ó  distan  del  punto  de  partida  de  las  la- 
bores un  espacio  duplo  deleitado  en  la  solicitud  ó  escrito  respectivo, 
se  considerará  distinto  el  terreno  pretendido  de  aquel  en  que  se  practi- 
que el  reconocimiento,  y  quedará  sin  efecto  la  designación  y  sin  cur- 
so el  expediente,  decretándolo  asi  el  Gobernador. 

«De  su  resolución  podrá  representarse  al  Ministerio  de  Fomento, 
que  decidirá  sin  ulterior  recurso.» 

Considerando  que  la  Real  orden  impugnada,  al  declarar  nulo  el  ex- 
pediente de  investigación  de  La  Favorita,  se  fundó  en  que  se  observa  • 
ban  defectos  de  locallzacibn  y  no  se  hablan  expresado  bien  algunos 
linderos: 

Considerando  que  de  las  resoluciones  que  dictan  los  Gobernadores 
de  provincia  en  esta  clase  de  negocios  podrá  apelarse  para  ante  el  Mi- 
nisterio de  Fomento,  que  decidirá  sin  ulterior  recurso,  como  termi- 
nantemente dispone  el  art.  30  del  reglamento  citado; 

La  Sección  opina  que  no  procede  la  demanda  de  qiie  se  trata.  > 

T  habiendo  resuelto  S.  H.  la  Reina  (Q.  D.  6.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  L  de  su  Rei^l  orden  para  su 
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inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años 

Madrid  27  de  Mayo  de  1868. 

Catalina. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  9  de  Junio  de  1868). 


Resolución  en  la  demanda  contra  la  Real  orden  dictada  con 
relación  á  los  expedientes  de  la  mina  Esperanza  y  regis- 
tro El  Descuido. 

limo  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
de 28 de  Noviembre  de  1885,  dictada  con  relaciónalos  expedientes  de 
la  mina  Esperanza  y  registro  El  Descuido,  la  Sección  de  lo  Contencio- 
'80  del  Consejo  de  Estado  ha  informado  lo  siguiente: 

<£xcmo.  Sr.:  Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  de  que  se 
acompaña  copia,  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  en  17  de  Enero 
de  1866  por  el  Dr.  D.  Antonio  de  Mena  y  Zorrilla,  á  nombre  de  D.  José 
María  Ortega  y  Feria,  registrador  de  la  mina  Descuido^  en  solicitud 
de  que  se  revoque  la  Real  orden  de  28  de  Noviembre  de  1865,  trasla* 
dada  al  interesado  en  19  de  Diciembre  del  propio  año,  por  la  cual  se 
declaró  definitivamente  anulado  este  registro  y  se  dispuso  que  se  ex  - 
pidiera  titulo  de  propiedad  de  la  mina  Esperanz(^  á  favoi;  de  D.  Vicen* 
te  de  La  Corte. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven: 

Que  en  2  de  Diciembre  de  1862  La  Corte  acudió  al  Gobernador  de 
la  provincia  de  Euelva  manifestando  que  deseaba  adquirir  una  perte» 
nencia  minera  con  el  titulo  de  Esperanza^  en .  el  pueblo  de  Calañas, 
paraje  llamado  Cumbre  del  Valle,  é  hizo  la  designación  y  el  amojonar 
miento.  Como  manifestase  que  tenia  practicada  la  labor  legal,  se  man» 
dó  que  el  Ingeniero  procediera  al  reconocimiento  y  demarcación,  que 
tuvo  efecto  en  9  de  Marzo  de  1864  sin  protesta  ni  reclamación  alguna. 

Asimismo  aparece  que  en  28  de  Diciembre  de  1863  D.  José  María 
Ortega  y  Feria  presentó  instancia  al  Gobernador  pidiendo  una  perte- 
nencia con  el  nombre  de  Descuido^  en  terreno  perteneciente  á  Rarto- 
lomé  Tejero,  é  hizo  la  designación  y  amojonamiento.  Publicado  el  re- 
gistro, se  opuso  D.  Vicente  de  La  Corte  por  tener  demarcada  en  el 
mismo  sitio  la  mina  Esperanza, 

En  este  estado,  el  representante  de  Ortega  manifestó  que  habia  eje- 
cutado la  labor  legal,  y  pretendió  el  reconocimiento  y  demarcación; 
más  el  Gobernador  de  la  provincia  decretó  en  IS'de  Mayo  de  1864  la 
nulidad  de  este  registro,  oon  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  cuar  • 
to,  art.  75  del  reglamento,  por  hallarse  en  el  mismo  si^io  el  titulado 
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Esperanza.  Remitidos  los  expedientes  á  la  superioridad,  so  dictó  la 
Real  orden  de  28  de  NoTÍembre  de  4865,  contra  la  que  se  ha  propues- 
to la  demanda.. 

Visto  el  art.  90  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  y  el  86,  párrafos 
•segundo  y  tercero  del  reglamento  de  25  de  Febrero  de  i863: 

Considerando  que  cabe  r  ecurso  por  la  Tia  contenciosa  contra  las 
Keales  órdenes  en  minería  en  que  se  Qonceda  la  propiedad  de  una  mi- 
sa, cuando  el  interesado  hubiese  presentado  su  oposición  en  tiempo 
hábil  ante  el  Gobernador  déla  provincia,  ó  protestado  en  el  acto  déla 
demarcación: 

Considerando  que  D.  José  María  Ortega  y  Feria  ni  protestó  la  de- 
marcación de  la  mina  Esperanza^  ni  hizo  oposición  alguna  á  este  re- 
.gistro  durante  el  curso  del  expediente  en  el  Gobierno  de  provincia; 

La  Sección  opina  que  es  improcedente  la  demanda.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.j  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  de  su  Real  orden  para  su 
inteligencia  y  efectos  consiguientes. 

Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  27  de  Mayo  de  1868. 

Catalina. 
;Sr.  Director  general  de  Agricultura.  Industria  y  Comercio, 

(Gaceta  de  9  de  Junio  de  1868;. 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Reales  decretos. 

^Resolución  en  el  pleito  sobre  admisión  de  losfegistros-dentin^ 
dos  de  varios  escoriales. 

Dona  Isabel  H,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar- 
•quía  española,  Reinado  lasEspañas.  A  todos  los  que  las  presentes  vie- 
ren y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento, 
sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

tEo  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y 
única  instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Tomás  Maria 
.Mosquera,  en  nombre  de  la  Compañía  general  de  31inas  en  España^ 
domiciliada  en  esta  corte,  demandante;  y  de  la  olra  mi  Fiscal,  repre- 
sen taodo  á  la  Administración  general  del  Estado,  demandada  y  coad- 
yuvada por  el  Licenciado  D.  José  Soto,  en  representación  de  D.  Juan 
Gonin,  vecino  de  Córdoba;  sobre  admisión  da  los  registros-denuncios 
de  cienos  escoriales,  y  en  el  dia  sobre  abandono  de  los  mismos  por  la 
^citada  compañía: 

Secciom  administrativa. — T.  III.  19 
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Visto: 

Visto  el  expediente  gabernativo,  del  cual  resalta: 
Que  los  escoriales  plomizos  titulados  El  Recuerdo ^  San  Eufrasio^, 
Afortunado,  Santo  Cristo  y  Gran  Profeta,  sitos  ea  térmiDO  de  Pesia- 
das, provincia  de  Córdoba,  fueron  coocedidos  con  arreglo  á  Ialegisla«^ 
cioD  de  i849  ¿  la  mencioDada  compañia: 

Que  D.  Juan  Gooin  presentó  solicitud  de  registro- denuncio  con  los- 
mismos  nombres  de  aquellos  escoriales,  fundado  en  que  se  bailaban 
en  evidentes  condiciones  de  caducidad,  por  no  baber  estado  pobladoa- 
duraitte  el  tiempo  que  señala  la  ley: 

Que  practicadas  las  ¡pruebas  oportunas  y  oidos  los  informes  con?e- 
nientes,  declaró  el  Gobernador  subsistentes  las  concesiones  de  los  es» 
córlales  referidos,  y  nulos  los  expedientes  de  registro  de  los  mismos;. 
y  apelada  esta  resolución  por  Gonin,  acompañando  una  información, 
practicada  con  citación  contraría,  y  en  su  vista,  se  dictó  la  Real  órdeQ^ 
de  8  de  Agosto  de  1865,  que  declaró  sin  efecto  los  decretos  reclamados 
y  dispuso  que  fueran  admitidos  los  registros-denuncios  de  los  citados- 
escoriales,  declarando  en  consecuencia  la  caducidad  de  las  primitivas 
concesiones: 

Vista  la  demanda  que  el   Licenciado  D.  Tomás  María  Mosquera,  en. 
nombre  de  la  compañfa  referida,  interpuso  ante  el  Gposejo  de  Estado* 
con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  precedente  Real  orden: 

Vistos  los  escritos  de  contestación  á  la  misma,  presentados  respec* 
tivamente  por  mi  Fiscal  en  nombre  de  la  Administración  y  por  el  Li» 
cenciado  D.  José  Soto  en  representación  de  D.  Juan  Gonin,  admitida- 
en  el  pleito  como  parte  coadyuvante  de  la  Administración,  con  la  so- 
licitud ambos  de  que  se  confirme  la  Real  orden  impugnada: . 

Vista  la  comunicación  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Córdoba- 
de  12  de  Julio  de  4866,  trasmitida  á  la  Sección  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado  por  orden  de  la  Dirección  general  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio  de  8  de  Octubre  siguiente,  en  la  que  aparece  que 
en  el  mismo  día  la  compañia  que  en  este  pleito  figura  como  deman- 
dante habia  hecho  renuncia  formal  de  los  escoriales  qiie  en  él  se  dis- 
putan, la  cual  le'habia  sido   admitida. 

Considerando  que  esta  renuncia,  hecha  expontáneamente  por  la^. 
compañia  demandante^  envuelve  su  desistimiento  del  presente  juicio; 
Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  dé  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Antonio  Escudero,. 
Presidente,  D.  Antero  de  Echarri,  el  Conde  de  Velarde,  D.  Pablo  Jimé- 
nez de  Palacio,  D.  Tomás  Retortillo,  D.  José  García  Barzanallana,  Doq^ 
Rafael  de  Liminiana  y  Brignote,  D.  Claudio  Sanzy  Martin  y  el  Marqués 
de  la  Rivera, 

Vengo  en  tener  por  desistida  á  la  Compañia  general  de  Minas  m^ 
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^spañaáe  la  continoacton  de  este  pleito,  quedando  flrme  la  Real  ór« 
-den  de  8. de  Agosto  de  1865;  y  devuéUjíDse  al  Miaisterio  del  ramo  loa 
•esjpedientes  sobre- los  registros  de  los  escoriales  para  los  efectos 'coosi- 
guientes. 

Dado  en  Palacio  'á  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
Q£,he.=Está  rubricado  de  la  Real  maoo.=El  Presidente  del  Consejo  da 
¡Ministros,  Luis  González  Brabo.* 

PubIicacion.:::::Leido  y  publicado  el  anterior  Rea]  decreto  por  mf  el 
^cretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando 
Audiencia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
•iiesolui^ion  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
ios  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gace- 
la. De  que  certifico. 

Madrid  46  de  Mayo  de  i868.-=Joséde  6rijal?a. 

(Gaceta  de  29  de  Junio  de  4868;. 


Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  Real  arden  qtie 
concedió  la  propiedad  de  la  mina  Nevada. 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar* 
quia  española,  Reina  de  lasEspañas.  A  todos  los  que  las  presentes  vie^* 
TOO  y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimiento, 
«abed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

•:En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y 
única  instancia,  entre  partes,  de  la  uno  D.  Magín  de  Gran  y  Figueraa, 
wecino  de  Rarcelona«  demandante,  representado  pnr  el  Licenciado  Don 
José  María  Fernandez  de  la  Hoz,  y  de  la  otra  la  Administración  gene- 
Tal  del  Estado,  demandada,  y  en  su  nombre  el  Fiscal  de  S.  M.;  sobre 
revocación  de  la  Real  orden  que  ■  concedió  á  D.  Rómulo  Zaragoza  la 
.propiedad  de  |a  mina  ífevada: 

Visto: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resalta: 

Que  el  expresado  D.  Rómulo  Zaragoza  recurrió  al  Gobernador  de  la 
pvotincia  de  Castellón  en  4.*  de  Febrero  de>1864,  manifestando  que 
ikseaba  adquirir  cuatro  propiedades  minoraste  carbón  de  piedra  cob 
vol  titulo  de  la  Nevada^  designando  como  punto  de  partida  una  calíca- 
la  abierta  en  una  heredad  sita  en  el  punto  llanMido  Torrente  de  Clots: 

Que  trascurridos  algunos  dias,  Zaragoza  presentó  un  documento  eo 
«el  oual  Simón  y  José  Royo  le  autorizaban  para  practicar  labores  mi* 
ñeras  en  los  puntos  que  ambos  poseían  en  el  mencionado  término: 

Que  en  28  de  Agosto  del  propio  año  se  procedió  á  la  demarcación  de 
la  mina  Nevada^  y  según  manifestó  el  Ingeniero,  las  muestras  que  ha- 
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bia  recogido  del  criadero  eran  iguales  á  las  presentadas  por  el  intere- 
sado, el  punto  de  partida  estaba  bien  determinado,  y  habiéodose  com- 
probado los  linderos  y  encontrándolos  exactos,  je  estaba  en  el  caso  qae 
establece  el  párrafo  segundo  del  art.  3.*  del  reglamento  reformado: 

Que  D.  Magio  de  Grau  protestó  contra  este  acto,  fundándose  en  que 
Zaragoza  en  su  solicitad  de  registro  y  designación  habia  manifestado 
que  el  punto  de  partida  se  encontraba  en  terreno  de  Juan  Boyo,  y  el 
de  que  se  hadía  partir  en  el  de  Simón  Royo,  y  sin  embargo  el  Inge- 
niero dio  por  terminado  el  acto,  en  atención  á  que  se  hallaba  habilita- 
da la  labor  legal,  el  mineral  al  descubierto,  y  existia  terreno  franco: 

Que  igual  protesta  ele?óGrau  al  Gobernador  de  la  provincia,  acom- 
pañando una  información  testifical  relativa  á  que  con  anterioridad  al 
dia  6  de  Julio  de  1864  no  habia  existido  calicata  ni  labor  alguna  mine- 
ra en  las  heredades  de  Simón  y  José  Royo,  en  el  termine  de  Fredes,  ni 
en  la  finca  de  Antonio  Abella,  en  el  punto  titulado  Gorban;  y  una  cer- 
tificación expedida  por  el  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento  del  Gobierno 
de  la  provincia,  de  que  habia  apelado  de  las  providencias  que  declara- 
ron sin  curso  y  fenecidos  los  expedientes  de  las  minas  Potencia  y  Pro- 
videncia: 

Que  remitido  el  de  la  Nevada  al  Ministerio  de  Fomento,  recayó 
Real  orden  en  10  de  Abril  de  1865,  por  la  cual  se  aprobó  este  expedien- 
te* y  desestimando  la  oposición  hecha  por  D.  Magin  de  Grau,  se  mandó 
expedir  título  de  propiedad  de  la  mina  Nevada  á  D.  Rómulo  Zaragoza. 

Vista  la  demanda  interpuesta  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Li- 
cenciado D.  José  Fernandez  de  la  Iloz,  en  representación  de  D.  Magia 
de  Grau,  pidiendo  la  revocación  de  la  mencionada  Real  orden  y  que  se 
declarase  sin  efecto  la  demarcación  de  la  mina  Nevada  y  fenecido  y 
sin  curso  su  expediente: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal  solicitando  la  absolución  de  la 
demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  en  la  misma  reclamada: 

Visto  el  art.  27  del  reglamento  reformado  para  la  ejecución  de  la 
ley  de  Minas,  que  establece  que  el  derecho  de  preferencia  para  la  con- 
cesión y  propiedad  de  las  pertenencias  mineras,  en  igualdad  de  casos, 
se  regulará  por  la  fecha  de  presentación  de  las  solicitudes: 

Visto  el  art.  30  del  propio  reglamento,  que  dice:  «Los  investigado- 
res y  registradores  designarán  las  pertenencias  que  soliciten,  expre- 
sando clara  y  circunstanciadamente  el  punto  donde  hayan  comenzado 
6  hayan  de  comenzar  las  labores,  á  partir  del  cual,  y  con  relación  ai 
perímetro  del  terreno  que  pretendan,  determinarán  los  linderos  con 
toda  precisión,  ya  indicando  lugares  fijos,  visibles,  etc.,  ya  marcando 
los  vientos,  así  de  los  mismos  linderos  como  de  las  direcciones  en  que 
hayan  de  trazarse  las  pertenencias,  para  cuyo  efecto  determinarán 
igaalmente  en  metros  la  logitud  y  latitud. 
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« Guando  de  los  recoDocimientos  del  Ingeniero  resultare  que  ni  lo» 
pantos  de  referencia  ni  los  linderos  corresponden  á  los  mencionados 
en  la  designación^  ó  que  estos  últimos  no  son  linderos  ó  distan  del 
punto  de  partida  de  las  labores  un  espacio  duplo  del  fijado  en  la  soli- 
citud, se  considerará  distinto  el  terreno  pretendido  de  aquel  en  ques^ 
practique  el  reconocimiento»  etc.: 

Visto  el  art.  75  del  citado  reglamento,  que  entr,e  otras  cosas  pre- 
viene «puedan  admitirse  solicitudes  de  investigación  ó  registró  que 
se  refieran  á  terrenos  objeto  de  expediente  en  tramitación,  cuando  en 
dichas  solicitudes  se  exprese  que  estos  contienen  vicios  de  nulidad  que 
ios  invalidan. 

«Guando  no  existiese  la  causa  de  nulidad  alegada,  la  solicitud  de 
investigación  6  registro  que  la  presuponga  será  desestimada,  quedan- 
do sin  curso  ni  valor  alguno,  y  el  expediente  primitivo  continuará  su 
curso  en  la  forma  y  con  los  plazos  que  correspondan:» 

Gonsiderando  que  si  bien  b.  Rómulo  Zaragoza,  en  su  solicitud  de 
registro  de  la  mina  Nevada  de  4.**  de  Febrero  de  1864,  atribuyó  d^l 
propiedad  de  Juan  Royo  el  terreno  que  designaba  con  el  nombre  de 
Torrente  de  Glots,  tal  circunstancia  ni  alteraba  en  nada  la  designacioii 
misma,  ni  podia  inducir  nulidad  del  expediente,  toda  vez  que  apare- 
cen en  dicha  solicitud  perfectamente  fijadas  las  pertenencias  que  se 
pretendían,  y  clara  y  circunstanciadamente  expresado  el  punto  en  que 
oomenzarian  las  labores,  determinándose  asimismo  los  linderos  coa 
toda  precisión,  marcando  los  vientos  y  las  direcciones  en  que  habiaii 
de  trazarse  dichas  pertenencias: 

Gonsiderando  que  aun  en  el  supuesto  de  que  el  haberse  señalado 
como  propiedad  de  Juan  Royo  la  que  era  de  Simón  Royo  fuese  un 
error  atendible,  habiéndose  éste  desvanecido  poco  después  en  4.*  de 
Marzo  siguiente,  y  antes  de  la  presentación  de  las  solicitudes  de  Don 
Magin  Grau  respecto  á  las  minas  Potencia  y  Providencia^  acompañan- 
do el  permiso  escrito  del  propietario  del  terheno,  y  manifestándose 
por  el  Ingeniero,  en  el  acto  de  la  demarcación  de  la  Nevada^  que  el 
punto  de  partida  estaba  bien  determinado,  encontrando  exactos  tojdos 
los  linderos,  es  evidente  que  dejando  de  existir  aquel  error  faltaba  el 
fundamento  de  la  oposición  del  citado  Grau,  y  por  consiguiente  la  su- 
puesta nulidad  del  expediente: 

Gonsiderando  que  cumplidos  exactamente  en  el  registro  de  la  mina 
Nevada  ios  requisitos  prevenidos  en  las  disposiciones  del  regla tíiento 
que  se  citan,  no  es  aplicable  al  caso  presente  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo segundo  del  art.  30,  y  si  lo  que  se  ordena  en  el  párrafo  segundo 
del  art.  75  del  propio  reglamento: 

Y  considerando  que  por  lo  expuesto  es  notoria  la  temeridad  coa 


<|Qe  se  ha  sostenido  por  parte  delí  de  mandante  la  supuesta  nulidad  del 
espediente  de  la  citada  mina  Nevada; 

Conformándome  coo  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Concejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Antonia  Escudero» 
Presidente,  D.  José  Antonio  deOlañeta,  D.  Anterode  Ecbarri«  el  Con- 
de  de  Veíarde,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  B.  Domingo  Moreno,  Don 
Tomás  Betortillo,  el  Marqués  de  Alhama,  D.  José  Garcia  Barzanallana, 
D.  Evaristo  de  Castro  y  Rojo  y  D.  Rafael  «le  Liminiana  y  Brígnole, 

Vengo  en  absolver  de  la  demainda  á  la  Administración  y  en  confir- 
Bar  la  Real  orden  reclamada,  con  imposición  de  las  costas  de  este  ptei- 
to  á  D.  Magia  Grau. 

Dado  en  Palacio  i  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
ocho.=Está  rubricado  de  la  Real  mano.s=rEl  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Luis  González  Brabo.> 

Publicacion.=^Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebraodoau- 
QÍencia  pública  ía  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  flnal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gace- 
ia.  De  que  certifico. 

Madrid  16  de  Mayo  de  f 868.=José  de  Grijalva. 

(Gaceta  de  29  de  Junio  de  1868). 


ílesolucion  en  el  pleito  sobre  disolución  de  la  sociedad  espe- 
cial minera  titulada  Cuatro  Santos  y  caducidad  de  ciertas 
minas. 

Dofia  Isabel  n>  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar< 
quiá  española.  Reina  de  Us  Españas.  Al  Gobernador  y  Consejo  provin- 
dálde  Murcia,  y  á  cualédquiera  otras  Autoridades  y  personas  á  quie- 
nes toca  su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  de- 
d'etar  lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  etí  el  Consejo  de  Estado  pende  en  grado  de  apela- 
ción, entre  partes,  de  la  una  ol  Licenciado  D.  Vicente  García  Ontiveros, 
en  hombre  de  la  sociedad  especial  minera  titulada  Cuatro  Santos\  do- 
miciliada en  Cartagena,  provincia  de  Muróla,  apelante,  y  de  la  otra  mi 
Fiscal,  representando  á  la  Administración  pública,  apelada;  sobre  di- 
sducioB  de  dicha  sociedad  y  caducidad  de  ciertas  minas  que  le  perte- 
oecian: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  los  afios  1846  y  1847  tuvieron  lugar  las  diligencias  de  de- 


ioarcacion  y  posesíoq  de  la  mioa  Santa  Rita  y  su  ampUajCioo,  sitas  6Q 
*el  barranco  del  Francés,  Sierra  Alnjiagrera,  proviaeia  de  Almería,  per- 
tenecientes á  la  referida  sociedad: 

Que  el  expediente  de  la  primera  se  aprobó  en  10  de  Setiembre  de 
186^1,  y  el  déla  ampliación  bastante  antes,  en  2  de  Mayo  de  4852,  poro 
la  sociedad  no  obtuvo  los  títulos  de  propiedad  hasta  los  dias  9  y  10  de  . 
Julio  de  1863: 

Que  publicada  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  trató  de  reorganizarse 
como  especial  minera  por  medio  de  escritura  pública  de  11  de  Diciem- 
bre del  mismo  año,  que  el  Gobernador  de  la  provincia  no  admitió  en 
razón  á  faltar  entonces  los  títulos  de  propiedad  délas  minas: 

Que  más  de  nueve  meses  después  de  recibidos  estos  títulos,  se  otor* 
gó  otra  escritura  en  21  de  Abril  de  1864,  calificándose  de  adicional  á 
la  de  1859;  pero  el  Gobernador,  considerando  que  la  sociedad  no  se 
liabia  constituido  en  tiempo  hábil,  la  declaró  disuelta,  y  revertidos  al 
Estado  sus  derechos,  en  providencia  de  4  de  Agosto  de  1864. 

Vista  la  demanda  propuesta  ante  el  Consejo  provincial  de  Murcia 
por  el  Presidente  de  la  referida  sociedad,  con  la  pretensión  de  que  se, 
irevoque  la  providencia  que  antecede: 

Vista  la  contestación  del  defensor  de  la  Administración,  en  el  sea.^ 
tido  de  que  se  confirme  el  decreto  gubernativo  impugnado; 

Vista  la  sentencia  que  en  su  virtud  dictó  el  expresado  Gqerpo  en 
14  de  Agosto  de  1867,  en  la  que  confirmó  la  providencia  gubernativa 
-origen  del  pleito: 

Vistos,  el  recurso  de  apelación  entablado  contra  este  fallo  por  par- 
te de. la  sociedad,  y  el  auto  en  que  se  le  admitió  para  ante  la  Superio- 
ridad: 

Visto  el  escrito  presentado  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Liceo* 
<;iado  D.  Vicente  García  Ontiveros*  en  nombre  de  la  parte  apelante^ 
mejorando  el  recurso  deducido,  con  la  solicitud  de  <iue  se  revoque  la. 
eentencia  del  inferior: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal  pretendiendo  que  se  confirme  la 
sentencia  reclamada: 

Visto  el  art.  9.*  del  Real  decreto  sobre  minas  de  4  de  Julio  de  1825» 
-que  dice:  «El  testimonio  de  las  diligencias  se  entregará  al  interesado  y 
le  servirá  de  titulo  para  el  disfrute  de  la  mina:> 

Vistos  los  articules  101  y  102  de  la  instrucción  de  8  de  Diciembre 
4e  1825  para  la  aplicación  del  citado  Real  decreto,  que  establecen  que 
-después  de  las  diligencias  de  demarcación  y  posesión  de  las  mismas  se 
remitan  los  expedientes  á  la  Dirección  general  para  su  debida  califi* 
•cacion  y  aprobación:  y  que  á  consecuencia  de  la  devolución  del  expe* 
diente  aprobado,  se  librará  al  interesado  testimonio  etc.: 

Vistos  los  artículos  4.*"  y  5.*  de  la  ley  de  Sociedades  mineras  de  6 
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de  Julio  de  i 859,  qae  dicen:  «No  se  formará  sociedad  especial  minera* 
para  la  explotación  de  una  ó  mas  minas,  escoriales  ó  terreros,  sin  qne^ 
previamente  se  haya  obtenido  del  Gobierno  el  respectivo  titulo  de- 
propiedad.  Tampoco  podrá  formarse  sociedad  especial  minera  para  la 
investigación  de  minerales  sin  que  se  haya  obtenido  anticipadamente^ 
permiso  para  investigar:» 

Visto  el  art.  7/  déla  citada  ley,  que  dispone  qae  la  constitución  de 
las  sociedades  mineras  se  veriflque  siempre  por  medio  de  escritura 
publica  en  la  que  ha  de  copiarse  integro  el  titulo  de  propiedad  de  la»^ 
minas  ó  el  permiso  para  la  investigación: 

Vistos  los  artículos  24  y  25  de  la  propia  ley,  que  señaló  él  término 
de  seis  meses  para  que  las  sociedades  mineras  entonces  existentes  que 
tuvieran  el  titulo  de  propiedad  de  sus  pertenencias  adoptaran  la  form»^ 
de  colectivas,  comanditarias,  anónimas  ó  especiales  mineras,  «y  las 
que  no  tuviesen  aun  dicho  titulo  podian  disponer,  además  del  plaza 
antedicho,  de  todo  el  tiempo  que  trascurra  hasta  un  mes  después  de  1»- 
obtención  del  titulo;  >  declarando  disueltas,  y  caducados  sus  derechos 
7  revertidas  al  Estado,  las  pertenencias  de  las  sociedades  que  dejaseo- 
trascurrir  respectivamente  los  plazos  señalados  sin  ajustarse  á  las  con-- 
diciones  de  dicha  ley: 

Vista  la  Real  orden  de  i 8  de  Noviembre  de  1859,  en  cuya  regla  5.^ 
se  dice:  «Para  que  se  coí)sid,ere  cumplido  lo  que  previene  el  art.  7.*  de 
la  ley  respecto  á  que  en  la  escritura  se  copie  íntegro  el  título  de  pro-- 
piedad,  será  bastante  con  que  se  inserte,  al  tratarse  de  minas  conce-> 
didas  conforme  á  la  legislación  de  4825,  el  acta  de  demarcación  y  pe< 
sesión  con  la  aprobación  de  la  Superioridad:» 

Considerando  queja  sociedad  minera  nombrada  Cuatro  Santos,  de- 
Cartagena,  al  otorgar  la  escritura  de  ii  de  Diciembre  de  1859,  para 
constituirse  y  adoptar  la  forma  de  especial  minera,  carecía  de  aptitud 
legal  á  este  objeto,  toda  vez  que  las  diligencias  ó  actas  de  demarcacioih 
y  posesión  déla  mina  Santa  Rita  y  de  su  ampliación,  dadas  en  4846 y 
4847,  no  fueron  aprobadas  por  la  Superioridad  hasta  iO  de  Setiembre 
de  4864  y  2  de  Mayo  de  4862,  único  caso  en  que  como  título  de  pro- 
piedad hubieran  sido  bastantes  para  poderse  insertar  en  la  escritura 
de  constitución  y  surtir  sus  legales  efectos  con  arreglo  á  las  prescrip-- 
clones  citadas: 

Considerando  que  si  bien  la  escritura  de  24  de  Abril  de  4864,  de- 
nominada adicional  de  la  anterior,  se  otorgó  cuando  la  sociedad  habir 
obtenido  y  recibido  en  9  y  40  de  Julio  de  4863  los  cerliflcados  de  apro-* 
bacion  de  las  actas  de  demarcación  y  posesión,  verdaderos  títulos  de- 
propiedad  para  la  explotación  de  la  mina  Santa  Rita  y  de  su  aniplia- 
cion,  no  puede  ponerse  en  duda  habia  ya  tras/surrido  con  mucho  exce- 
do el  término  de  un  mes  después  de  la  obtención  del  título,  que  señalav 
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el  art.  24  de  la  ley  á  las  sociedades  qae  é  su  pdblicacioa  no  lo  taviesen: 

Coosideraodo  qae  la  sociedad  demandante  oi  solicitó  oi  obtuvo  en 
tiempo  alguno  permiso  para  la  inrestigacion  de  minerales,  constitu- 
yéndose en  la  escritura  de  il  de  Diciembre  citada  solo  sobre  la  base 
de  especial  minera,  y  obligándose  por  la  de  21  de  Abril  indicada  á  la 
explotación  de  la  mina  Santa  Rita  y  su  ampliación,  como  lo  venía  ve* 
rificandoi 

Y  considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  sociedad  de  que  se  trata 
se  halla  en  el  caso  previsto  en  el  art.  25  de  la  propia  ley,  del  cual  se 
hizo  exacta 'aplicación^  asi  en  la  providencia  del  Gobernador  de  la  pro» 
vincia  de  Murcia  de  4  de  Agosto  de  1864,  como  en  la  sentencia  apelada; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Antonio  Escudero, 
Presidente,  D.  José  Caveda,  D.  José  Antonjo  de  Olañeta,  D.  Antero  de 
Echarri,  D.  Francisco  de  Cárdenas,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Don 
Eugenio  de  Ochoa,  D.  Tomás  Retortillo,  D.  José  Garcia  Barzanallana, 
D.  Evaristo  de  Castro  y  Rojo  y  D.  Rafael  de  Liminiaoa  y  Brignole, 

Veogo  en  confirmar  la  sentencia  que  el  Consejo  provincial  de  Mur- 
cia dictó  en  estos  autos  en  14  de  Agosto  de  1867. 

Dado  en  Palacio  á  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
ocho.=:Está  rubricado  de  la  Real  msno.^El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Luis  González  Brabo.> 

PubItcacioo.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando 
audiencia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  eti  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Ga^ 
ceta.  De  que  certifico. 

Madrid  16  de  Mayo  de  1868.=José  de  Grijalva. 

{Gaceta  de  29  de  Junio  de  1868;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Ley  reformando  algunos  artículos  de  la  ley  de  minas  de  6  de 
Julio  de  ISIÍ9. 

mftk  ISABEL  n. 

Per  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monarquía  Reina  de 
las  Españ¿s.  A  todos  los  que  1^  presente  vieren  .y  entendieren,  sabed: 
que  las  Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

ABTÍCULO  PBIMBBO. 

Quedan  reformados  en  los  términos  que  á  continuación  se  expre* 


-^ase- 
de Julio  de  1859,  qae  diceo:  «No  se  formará  sociedad  especial  minera* 
para  la  explotación  de  una  ó  mas  minas,  escoriales  ó  terreros,  sin  que- 
previamente  se  haya  obtenido  del  Gobierno  el  respectivo  título  de- 
propiedad. Tampoco  podrá  formarse  sociedad  especial  mioera  para  la 
investigación  de  minerales  sin  que  se  haya  obtenido  anticipadamente^ 
permiso  para  investigar:» 

Visto  el  art.  7.°  déla  citada  ley,  que  dispone  que  la  constitución  de 
las  sociedades  mineras  se  verifique  siempre  por  medio  de  escritura 
pública  en  la  que  ha  de  copiarse  integro  el  titulo  de  propiedad  de  las* 
minas  ó  el  permiso  para  la  investigación: 

Vistos  los  artículos  24  y  25  de  la  propia  ley,  que  señaló  el  término 
de  seis  meses  para  que  las  sociedades  mineras  entonces  existentes  que 
tuvieran  el  título  de  propiedad  de  sus  pertenencias  adoptaran  la  forma^ 
de  colectivas,  comanditarias,  anónimas  ó  especiales  mineras,  «y  las 
que  no  tuviesen  aun  dicho  título  podían  disponer,  además  del  plazo 
antedicho,  de  todo  el  tiempo  que  trascurra  hasta  un  mes  después  de  !»• 
obtención  del  titulo;»  declarando  disueltas,  y  caducados  sus  derechos 
j  revertidas  al  Estado,  las  pertenencias  de  las  sociedades  que  dejaseo- 
trascurrir  respectivamente  los  plazos  señalados  sin  ajustarse  á  las  con*^ 
diciones  de  dicha  ley: 

Vista  la  Real  orden  de  18  de  Noviembre  de  4859,  en  cuya  regla  5.^ 
se  dice:  «Para  que  se  considere  cumplido  lo  que  previene  el  art.  7.*  de 
la  ley  respecto  á  que  en  la  escritura  se  copie  íntegro  el  título  de  pro-^ 
piedad,  será  bastante  con  que  se  inserte,  al  tratarse  de  minas  conce» 
didas  conforme  á  la  legislación  de  i825,  el  acta  de  demarcación  y  po« 
sesión  con  la  aprobación  de  la  Superioridad:» 

Considerando  queja  sociedad  minera  nombrada  Cuatro  Sanios^  de* 
Cartagena,  al  otorgar  la  escritura  de  11  de  Diciembre  de  i859«  para 
constituirse  y  adoptar  la  forma  de  especial  minera,  carecía  de  aptitud 
legal  á  este  objeto,  toda  vez  que  las  diligencias  ó  actas  de  demarcación^ 
7  posesión  déla  mina  Santa  Rita  y  de  su  ampliación,  dadas  en  Í8467 
1847,  no  fueron  aprobadas  por  la  Superioridad  hasta  10  de  Setiembre 
de  1864  y  2  de  Mayo  de  4862,  único  caso  en  que  como  título  de  pro- 
piedad  hubieran  sido  bastantes  para  poderse  insertar  en  la  escritura 
de  constitución  y  surtir  sus  legales  efectos  con  arreglo  á  las  prescrip-- 
clones  citadas: 

Considerando  que  si  bien  la  escritura  de  24  de  Abril  de  4864,  de- 
nominada adicional  de  la  anterior,  se  otorgó  cuando  la  sociedad  habia- 
obtenido  y  recibido  en  9  y  40  de  Julio  de  4863  los  certificados  de  apro- 
bación de  las  actas  de  demarcación  y  posesión,  verdaderos  títulos  de- 
propiedad  para  la  explotación  de  la  mina  Santa  Rita  y  de  su  amplia- 
ción, no  puede  ponerse  en  duda  había  ya  tras/^urrido  con  mucho  exce- 
do el  término  de  un  mes  después  de  la  obtención  del  título,  que  señala. 
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el  art.  24  de  la  ley  á  las  sociedades  qae  é  su  paNicacioo  no  lo  taviesen: 

Coosideraodo  qae  la  sociedad  demandante  ni  solicitó  ni  obtuvo  en 
tiempo  alguno  permiso  para  la  inrestigacion  de  minerales,  constitu- 
yéndose en  la  escritura  de  il  de  Diciembre  citada  solo  sobre  la  base 
de  especial  minera,  y  obligándose  por  la  de  21  de  Abril  indicada  á  la 
explotación  de  la  mina  Sania  Rita  y  su  ampliación,  como  lo  venía  ve» 
rificandox 

Y  considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  sociedad  de  que  se  trata 
se  halla  en  el  caso  previsto  en  el  art.  25  de  la  propia  ley,  del  cual  se 
hizo  exacta 'aplicación^  asi  en  la  providencia  del  Gobernador  de  la  pro» 
Tincia  de  Murcia  de  4  de  Agosto  de  1864,  como  en  la  sentencia  apelada; 

Conformándome  con  lo  consultado  porta  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Antonio  Escudero, 
Presidente,  D.  José  Caveda,  D.  José  Antonjo  de  Oiañeta,  D.  Antero  de 
Echarri,  D.  Francisco  de  Cárdenas,  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Don 
Eugenio  de  Ochoa,  D.  Tomás  Retorlillo,  D.  José  Garcia  Barzanallana, 
D.  Evaristo  de  Castro  y  Rojo  y  D.  Rafael  de  Liminiana  y  Brignole, 

Vengo  en  confirmar  la  sentencia  que  el  Consejo  provincial  de  Mur- 
cia dictó  en  estos  autos  en  14  de  Agosto  de  1867. 

Dado  en  Palacio  á  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
ocho.=:Está  rubricado  déla  Real  mano.=El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Luis  González  Brabo.> 

PublÍcacion.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando 
audiencia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  cq  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Ga* 
eeta.  De  que  certifico. 

Madrid  16  de  Mayo  de  l868.=Jo8é  de  Grijalva. 

{Gaceta  de  29  de  Junio  de  1868;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Ley  reformando  algunos  artículos  de  la  ley  de  minas  de&  de 
Julio  de  ISm. 
mftk  ISABEL  n. 

Per  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monarquía  Reina  de 
las  Españ¿s.  A  todos  los  que  1^  presente  vieren  .y  entendieren,  sabed: 
que  las  Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

ABTÍCULO  PBIMBBO. 

Quedan  reformados  en  los  términos  que  á  continuación  se  expre* 


SAO  lo»  ftptfoulos  q^ie  se  citan  de  la  ley  de  Mioas  de  6  de  Julio  de  4859: 

Articulo  iJ  Sao  objeto  especial  del  ramo  de  mineria  lodas  las  sus» 
taacias  inorgánicas,  metaliferas,  combustibles  ó  salioas,  los  fosfatos 
calizoSt  la'bftritioa.  espato  flúor  y  las  piedras  preciosas,  ya  se  presen- 
ten éa  filones,  ya  en  capas  ó  cualquier  otra  forma  de  yacimiento,  con 
tal  que  exija  su  disfrute  un  ordenado  laborea,  bien  sea  éste  superfi* 
cial  ó  subterráneo. 

Arl,  2.*  La>  propiedad  de  las  sustancias  designadas  eo  el  artículo 
anterior  corresponde  al  Estado,  y  nadie  podrá  disponer  de  ellas  sin 
concesión  del  Gobierno,  otorgada  en  su  noiubre  por  los  G<rbernadores 
de  las  provincias. 

Art.  4.*  No  se  consentiré  la  explotación  de  las  sustancias  especi- 
ficadas en  el  articulo  anterior  sin  permiso  especial  del  dueño,  cuanda 
el  terreno  fuere  de  propiedad  privada.  Pero  encaso  de  destinarse  ala. 
alfarería,  fabricación  de  loza  ó  porcelana,  de  ladrillos  refractarios, 
cristal  ó  vidrio  ú  otro  ramo  de  industria  fabril,  podrán  los  Goberna» 
dores  conceder  autorizacian  para  explotarlas  á  cualquiera  que  las  soii- 
citare^  previo  expediente  instruido  por  los  mismos,  con  audiencia  del 
dueño  del  terreno  y  mediante  infornae  de  un  Ingeniero  de  Minas  y  del 
Consejo  provincial. 

Si  el  dueño  del  terren(9  se  obliga  á  hacer  la  explotación  por  si,  em- 
pezándola dentro  del  plazo  que  se  le  fijase  por  el  Gobernador,  que  no 
bajará  de  tres  oleses,  tendrá  la  preferencia  sobre  los  estraños.  ' 

Arl.  5.**  Obtenida  que  fuese  por  un  extraño  la  autorización  para 
explotar  alguna  de  las  sustancias  de  que  tratan  los  dos  artículos  an- 
teriores, indemnizará  al  dueño  de  la  finca  del  valor  del  terreno  que- 
hubiere  de  ocuparle,  y  una  quinta  parte  más;  y  también  pagará  en  su 
caso  el  menoscabo  ó  demérito  que  el  predio  experimente,  y  prestará 
fianza  para  responder  de  tos  ulteriores  daños  y  perjuicios  que  pudiese 
ocasionarle  en  lo  sucesivo.  Hasta  después  de  haber  llenado  estos  requi- 
sitos no  podrá  emprender  sus  trabajos.  La  autorización  caducará 
cuando  el  concesionario  dejare  trascurrir  un  año  sin  explotar  las  ex* 
presadas  sustancias. 

Art,  i2.  No  pueden  abrirse  calicatas  ni  otras  labores  mineras  á 
m«nor  distancia  de  40  metros  de  un  edificio,  camino  de  hierro,  carre- 
tera, canal,  fuente,  abrevadero  ú  otra  servidumbre  pública,  y  1.406  de 
los  puntos  fortiíl'.idos,  á  menos  de  que  en  esté  último  caso  se  obtenga 
licencia  dé  la  Autoridad  militar, y  en  los  demás  del  Gobernador  si  se 
tratare  de  servicios  ó  servidumbres  públicas,  ó  del  dueño  cuando  se 
trate  de  edificios  de  propiedad  particular. 

Art,  17.  Eí  permiso  para  investigación  podrá  comprender  el  mis- 
mo número  de  pertenencias,  según  su  clase,  que  se  expresa  en  el  ar- 
ticulo anterior. 


ÁrL  18.  Es  iQdiv>isible  laexteDsioQ  comprendida  en  una  sela  per- 
teimncia:  peroneo  el  casi^  de  que  la  eoncesioo  sea  de  dos  ó  más  perte- 
Dencia»,  podrán*  ébtas  separarse^  media-nte  apr^bacioo  del  Gobernaéor. 

Art.  19.  Todo  individuo  6  conpañia  puede  libremeote  adquirir 
por  compra  ó  por  otro  medio  legal  cualquier  numero  de  pertenencias 
mineras,  antes  ó  después  de  expedido  el  titulo  de  propiedad.  Pera  las 
compaólM  adquireotes  no  tendrán  en  cada  caso  más  derecho  que  sua 
causantes,  nd  podrán  pretender  como  tales  ecnnpañias  aumento  deper- 
tienencias,  á  qo  existir  terreao  franco. 

Arl.  31.  El  que  con  calicata  ó  sin  ella  se  proponga  explorar  y  re«» 
conocer  el  tefreno,  emprendiendo  labores  más  extensas  é  inportantes 
que  las  calicatas,  como  son  las  de  pozo,  socavón,  zanja  6  desmootov 
presentará  su  solicitud  por  escrito  al  Gobernador  ée  la  provincia,,  pi* 
dieado  permiso  para  investigación  en  terreao  franco. 

fil  que  con  sali^sataó  sin  ella  prefiera  registrar  una  ó  más  perteneii'» 
cías  en  terreno  franco,  presentará  al  Gobernador  por  escrito  cu  solici- 
tad de  registro,  expresando  si  se  halla  ó  no  descubierto  el  mineral 
cuya  explotación  se  propone. 

Tanto  el  investigador  como  el  registrador  acompañarán  al  propio 
tiempo  la  designación  de  la  pertenencia  ó  pertenencias  que  respecti- 
vamente hubieren  solicitado. 

Ar<«24.  Dentro  de  los  60  dias  después  de  )a  publica<:iou  de  la  iu- 
▼estigacion  ó  registro  presentarán  al  Gobernador  sus  oposiciones  los 
que  se  considerasen  con  derecho  al  todo  ó  pane  del  terreno  solicitado, 
é  los  dueños  de  la  finca  qud  tuvieren  que  reclamar;  pasado  este  plazo 
no  serán  admitidas.  El  Gobernador  dará  inmediatamente  vista  délas 
oposick>nes  al  investigador  ó  registrador,  quien  contestará  en  término 
de  10  dias;  loego  informará  dentro  de  iOdias  el  Consejo  provincial,  y 
todo  ello  se  unirá  aV expediente  respectivo,  oyéndose  también,  ajuicio 
del  Gobernador  y  dentro  de  un  término  que  no  exceda  de  20  dias,  al 
ingeniero,  si  lo  exigiese  la  índole  de  las  cuestiones.  Inmediatamente 
después  se  dictará  por  el  Gobernador  la  resolución  que  procediere, 
desestimando  las  oposiciones  ó  anulando  el  registro  ó  investigación. 

Estas  resoluciones  se  notificarán  en  la  forma  ordinaria  á  los  oposi- 
tores y  demás  interesados,  y  se  publicarán  en  el  Boletín  oficial  con  re- 
lato de  sus  antecedentes. 

Contra  ellas  puede  apelarse  en  el  término  de  30  dias  para  ante  el 
Ministerio. 

Ari,  35.  Las  pertenencias  completas,  las  incompletas,  las  demasías, 
los  cotos  mineros,  las  galerfaa  generales,  los  terreros  y  los  escoriales 
se  demarcarán  según  sus  condiciones  respeetivas,  con  arreglo  á  los 
artículos  13,  14,  15, 16,  17, 42  y  47. 

El  investigador  podrá  pedir  la  demarcación  de  las  pertenencias  que 
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tuviese  designadas;  y  si  renunciase  alguna  de  ellas,  podrán  demar* 
carse  las  que  conservase  en  la  disposición  que  mejor  le  conviniere 
dentro  de  la  designación  i^ue  anteriormente  hubiere  hecho  para  la  to- 
talidad. El  terreno  sobrante  quedará  franco. 

Art  36.  Dentro  del  plazo  de  30  dias  después  de  la  demarcación,  el 
Gobernador  dictará  providencia  aprobando  ó  anulando  el  expediente  y 
mandando  en  el  primer  caso  que  se  expida  el  titulo  de  propiedad. 

Ari. 37.  Trascurridos  30  dias  sin  haberse  apelado  de  la  providen- 
cia del  Gobernador,  expedirá  éste  en  nombre  del  Gobierno  el  titulo  de 
propiedad.  En  él  se  expresarán  las  condiciones  generales  de  ley  y  re- 
glamento, y  en  su  caso  las  especiales  requeridas  por  la  conveniencia . 
publicaren  razón  de  la  naturaleza  del  mineral  ó  de  las  circunstancias 
del  terreno  y  de  la  empresa. 

Mas  estas  condiciones  especiales  se  habrán  consultado  previamen- 
te en  cada  caso  al  Ministerio,  el  cual  podrá  aprobarlas,  ó  bien  modifi- 
carlas si  las  considerase  aceptables  en  lo  esencial. 

Si  fuere  resistida  alguna  de  las  condiciones  impuestas,  no  podrá 
hacerse  concesión  de  aquella  pertenencia  é  pertenencias  á  otra  empre<> 
sa  ó  persona  sino  con  las  mismas  condicione?,  á  no  renunciar  volun  - 
tariamente  y  por  escrito  su  derecho  preferente  la  primitiva  peticio» 
naria. 

Art,  38.  Expedido  el  título  de  propiedad,  el  Gobernador  dispondrá 
su  inmediata  entrega  al  interesado  y  comisionará  al  Alcalde  respecti- 
TO  para  que  en  el  término  preciso  de  dos  meses  ponga  en  posesión  de 
la  pertenencia  ó  pertenencias  &l  dueño  de  ellas,  por  ante  el  Escribano 
ó  Secretario  de  Ayuntamiento. 

ArL  39.  Las  concesiones  de  pertenencias  de  minas  son  por  tiempo 
ilimitado  mientras  los  mineros  cumplan  las  condiciones  de  esta  ley  y 
las  especiales  que  contuviere  el  titulo  de  propiedad. 

Art,  41.  El  empresario  presentará  su  solicitud  al  Gobernador  de  la 
provincia  con  los  planos  de  la  obra  proyectada,  firmados  por  un  Inge- 
niero de  Mioas,  y  copia  autorizada  de  los  conciertos  celebrados  con  los 
Mineros  á  la  sazón  interesados  en  el  terreno,  en  obviacion  de  cuestio- 
nes ulteriores  y-  para  el  arreglo  de  recíprocos  disfrutes. 

El  Gobernador,  hechas  las  publicaciones  correspondientes  según  el. 
articulo  23,  concederá  en  nombre  del  Gobierno  la  apertura  de  las  ga- 
lerías generales,  por  medio  de  órdenes  en  las  que  se  expresarán  las 
condiciones  facultativas  y  demás  que  convenga  imponer  á  los  intere- 
sados, según  los  casos. 

Trascurridos  30  dias  sin  apelarse  de  la  resolución  por  la  que  se  hu- 
biere concedido  una  galería  general,  el  Gobernador  dispondrá  que  se 
dé  la  posesión  en  el  tiempo  y  forma  señalados  en  el  art.  38. 

ArL  46.    La  solicitud  se  dirigirá  al  Gobernador  acompañada  de 
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la  designación  y  de  un  plano  firmado  por  un  Ingeniero  de  minas. 
La  labor  legal  consistirá  en  ires  pozos  ó  zanjas  en  diferentes  pun- 
tos del  manchón,  con  las  dimensiones  necesarias  para  pouer  de  mani- 
festó la  naturaleza  y  circunstancias  del  escorial  ó  terrero. 

ArU  47.  La^  designaciones  y  demarcaciones  en  escoriales  y  ter- 
reros serán  en  figura  poligonal  rectilínea,  según  designare  el  peticio* 
nario;  pero  su  extensión  superficial  no  excederá  'del  doble  de  una  per- 
tenencia, según  ol  párrafo  segundo  del  art.  13,  ó  sean  300.000  metros 
cuadrados  para  una  persona  ó  compañía. 

La  tramitación  de  estqs  expedientes,  la  expedición  de  los  títulos  de 
propiedad  y  la  posesión  en  los  terreros  y  escoriales  se  verificarán  ea 
los  términos  establecidos  para  los  registros  de  pertenencias  de  minas. 

Art,  50.    Desde  la  toma  de  posesión  de  las  pertenencias  juaneras, 
escoriales  ó  terreros  y  de  la  concesión  de  las  investigaciones  se  esta- 
blecerán en  unos  y  otros  parajes  labores  formales,  que  por  lo  meaos 
han  de  sostenerse  i83  dias  al  año. 

Para  que  se  consideren  pobladas  ó  en  actividad  las  minas,  escoria- 
les, terreros  é  investigaciones,  han  de  tener  cuatro  operarios  por  ra- 
zón de  cada  pertenencia  durante  la  mitad  del  año. 

Art,  52.  Para  el  pueble  no  es  indispensable  que  estéa  los  trabaja- 
dores distribuidos  en  todas  las  pertenencias  de  que  conste  cada  con- 
cesión minera  ó  permiso  para  investigación;  sino  que  acudirán  adon- 
de en  cada  caso  conviniere  más  á  los  intereses  de  la  empresa. 

En  el  cómputo  del  pueble  se  tomará  en  cuenta  la  fuerza  mecánica 
que  se  empleare  y  el  trabajo  para  eldesagfie  extraordinario  que  ocur- 
riere por  inundaciones  imprevistas. 

.  Los  dueños  de  cotos  mineros,  así  como  los  de  minas  y  de  investi- 
gaciones que  tengan  más  dedos  pertenencias  unidas,  disfrutarán  tam- 
bién el  derecho  de  localizar  ó  acumular  las  labores  én  el  punto  ó  pun- 
tos donde  les  conviniere»  Este  derecho  se  extiende  á  proteger  y  res- 
guardar la  propiedad  de  una  ó  varias  pertenencias  del  mismo  dueño 
y  segregadas  ó  dispersas^  en  la  misma  cuenca  ó  comarca  minera,  cu- 
yos puebles  se  computarán  y  adicionarán  en  el  punto  ó  puntos  de  lo- 
calizacion  y  acumulación  de  labores,  siempre  que  el  número  total  de 
las  pertenencias  segregadas  ó  dispersas  no  llegue  al  de  las  componen- 
tes del  manchón  principal  que  hiciere  de  cabecera. 

Art.  53.  La  labor  mínima  que  anualmente  ha  de  resultar  hecha  en 
cada  pertenencia  en  el  punto  correspondiente,  si  hubiese  existido  acu- 
mulación de  trabajos,  como  prueba  de  haber  tenido  su  pueble  con  ar- 
reglo á  la  ley,  se  fijará  por  ios  Ingenieros  en  cada  caso  particular,  te- 
niendo presentes  la  naturaleza  del  terreno  y  todos  los  demás  acciden- 
tes que  hayan  podido  ocurrir  en  cada  concesión. 

Si  el  minero  no  se  conformase  con  la  declaración  oficial  de  los  In- 


•genieros,  podrá  nombrar  por  su  parte  otro  perito  que  haga  elrecooOf 
cimiento  ^  apreciacioo  de  las  labores;  y  en  caso  de  discordia»  nombra- 
rá el  Crobernador  un  tercero  para  la. decisión  deñnitiYa. 

Cuando  ae  demuestre  la  dificultad  de  beneficiar  y  utilizar  los  pro* 
dnctos  de  una  mioa.  escorial  ó  terrero,  podrá,  después  d«  oifse  el  dic- 
támet)del  Ingeniero,  autorizarse  por  el  iGobernador  la  reducción  del 
-pueble  á  la  mitad  del  correspondiente  según  el  art.  50,  por  el  término 
de  do«  años. 

Art.  58.  Para  disponer  de  los  minerales  es  preciso  que  el  minero 
haya  ot)ten'ído  el  tHulo  de  propiedad  de  sus  pertenencias. 

Art,  M.  Los  expedientes  de  minas,  escoriales  y  terreros  quedarán 
sin  curso  y  feneGÍdos: 

Primero.  Guando  se  faltare  á  cualquiera  de  los  requisitos  estal>le- 
cidos  en  la  presente  ley  para  los  registradores,  á  saber: 

Consignar  la  cantidad  que  determine  el  reglamento  para  cubrir 
gastos  oficiales  y  satisfacer  los  de  expedición  de  títulos  de  propiedad. 

Acompañar  al- registro  la  designación. 

Habilitar  la  labor  legal. . 

Solicitarla  demarcación  dentro  >del  plazo  señalado. 
Segundo.    Cuando  apremiado  al  pago  del  canon  fijo  resultare  in- 
iolvente. 

En  les  expedientes  de  permiso  para  ioTestigacion  «e  procederá  ée 
un  modo  análogo,  con  la  diferencia  de  no  ser  obligatoria  la  labor  le- 
gal; pero  sí  lo  será  la  petición  de  demarcación  en  cuanto  se  descubría  - 
re  el  mineral,  según  l<;8  artículos  I,',  O!',  7.'  y  SO. 

Tercero,  Guando  alguno  de  los  registradores  de  pertoMnciae  é.de  - 
masías  de  terreros  ó  escoríales,  ó  solicitante  de  permiso  para  investi- 
gación, acudieRe- al  iroberoador  por  escrito  desistiendo  de  su  propó« 
■sito. 

En  cualquiera  de  estos  casos  declarará  el. Gobernador,  por  los  irá- 
mites  de  reglamento,  fenecido  ó  cancelado  el  expediente,  y  franco  ^r 
registra  ble  el  terreno  de  las  pertenencias  de  minas,  itecreffos^  esQoria- 
les  tS  investigaciones. 

Art.  ^5.  Caduca  y  se  pierde  la  propiedad  de  las  pertenencias  de 
minas,  Cerreros  =ó  escoriales: 

Primero.  Cuando  no  se  cumplen  las  condiciones  de:la  eoneesioii 
consignadas  en  el  título  de  propiedad,* con  arreglo  á  esta  ley  y  regla- 
mento para  su  ejeeucioa. 

Segundo.    Cuando  por  faUa  da  desagüe  ó  mala  direceion  y  ejecucioA 

de  las  labores  amenacen  éstas  'ruina,  síeaupie  que  requerido' el  dueño 

no'lasfortifiqueenel  término  qoe«e  Ic'señalaae  y  según  las  inatruc- 

dones  del  Ingeniero-aprobadas  por  el  Gobernador. 

Tercero.    Cuando  falttodoae  al  pago  deleznen  fijo  que  se  señala  en 
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t\  art.  80,  y  perseguido  el  deudor,  por  la  vía  de  apremio,  resultase  io« 
solvente. 

Cuarto.  Por  abandono,  no  guardándose  las  reglas  establecidas  ea 
ios  artículos  50,  51,  32  y  53. 

Y  quinto.  Por  renuncia  voluntaria,. haciéndose  dejación  de  la  per- 
tenencia ó  pertenencias  en  la  forma  establecida  en  el  artículo  62. 

Los  que  hubieren  obtenido  permiso  para  investigación  no  podrán 
ser  desposeídos  sino  por  alguna  de  las  catiras  que  en  este  articulo  se 
especiflcan^  y  con  las  mismas  formalidades,  trámites  y  derecho  á  re- 
currir que  se  expresan  en  el  art.  68. 

Sin  embargo  de  lo  arriba  dispuesto,  podrán  las  empresas  mineras 
que  hubiesen  empleado  capitales  de  consideración  mantener  en  sus- 
penso los  trabajos  por  espacio  de  dos  años  sin  incurrir  en  caducidad, 
siempre  que  justifiquen  la  concurrencia  de  motivos  graves,  como  la 
depreciación  de  los  minerales  respectivos,  elevación  de  jornales,  ó  de 
alguna  de  las  causas  especificadas  en  el  art.  66.  Al  efebto  deberán  di» 
rigir  la  oportuna  solicitud  por  conducto  del  Gobernador  al  Ninisterio 
de  Fomento,  antes  del  trascurso  de  un  semestre  desde  la  interrupción 
de  sus  labores,  pidiendo  Real  autorización  para  suspenderlas  por  los 
dos  años. 

Cuando  en  los  Tribunales  ordinarios  pendiese  pleito  entre  el  posee» 
dor  de  una  mina  y  otro  litigante,  no  perderá  éste  el  derecho  á  la  pro» 
piedad  de  la  mina  en  caso  de  obtener  sentencia  que  se  le  conceda,  aun 
cuando  aquel  hubiese  hecho  abandono  formal  ó  dado  lugar  á  que  un 
tercero  pidiese  la  declaración  de  la  caducidad  de  la  misma. 

Art,  68.  En  los  casos  del  art.  65  decretarán  los  Gobernadores  la 
caducidad,  previo  expediente  instructivo,  ya  de  oficio, ya  á  instancia 
departe  por  medio  de  registro. 

Estos  registros  sobre  minas  que  hubieran  sido  labradas  en  \o  anti- 
guo ó  que  hubieren  obtenido  titulo  de  propiedad  en  los  tiempos  mo* 
éernos,  se  redueiráa  á  la  petición  de  lafor^nacion  de  expediente  para 
que,  en  cualquiera  de  los  dos  casos  de  declararse  la  caducidad  ó  dd 
eatarya  declarada,  se  a4jifedique  la  mina  al  p&Ucionario.  Este  acompa- 
ñará al  registro  la  designación,  y  luego  de  declararse  la  caducidad  6 
aparecer  aateriorinente  declarada,  solicitará  la  demarcación  sin  estar 
sujeto  á  la  ejecución  de  la  labor  legal. 

El  anterior  concesionario  que  por  consecuencia  de  tales*  regislros  6 
por  el  procedimiento- de  oficio  se  considerase  lastimado  en  sus  dera* 
chos  por  la  declaración  de  caducidad,  podrá  recurrir  por  la.viaicoo- 
leaciosa  ante  el  Consejo  provincial  en  el  término  de  iO  dias  despuas  de 
la  notificación.  Del  fallo  del  Consejo  provincial  podrá  iolerpoiierso 
apelación  ante  el  Gonsq'o  de  Estado  dentro  de  60  dias.  £n  estos  juicios 
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podrá  el  registrador  mostrarse  parte  como  coadyuvante  de  la  Admi» 
DístracioD. 

Ejecutoriada  la  caducidad  de  uoa  concesión  de  mina,  terrero  ó  es- 
corial, ó  permiso  para  investigación,  ó  pronunciado  el  fenecimiento 
de  un  expediente  de  registro,  se  declararán  por  el  Gobernador  libre- 
mente registrables  estos  terrenos,  anuncilndose  al  público.  En  el  caso 
de  declaración  de  caducidad  por  consecuencia  de  un  registro,  tendrá 
el  registrador  la  preferencia  para  la  demarcación  y  sucesiva  posesioB 
si  existiere  terreno  franco. 

ArL  73.  Guando  hayan  de  establecerse  altos  hornos  ó  forjas  cata- 
lanas, ú  otra  cualquiera  oficina  de  beneficio  que  requiera  salto  de 
aguas,  es  necesaria  la  autorización  del  Gobernador,  previo  el  expedien- 
te instruido  con' audiencia  de  los  interesados,  de  un  Ingeniero  de  Mi- 
nas del  distrito,  de  otro  de  Caminos  y  del  Consejo  provincial. 

El  Gobernador  no  podrá  dilatar  por  más  de  seis  meses  el  término 
para  instruir  y  resolver  el  expediente. 

Art,  74.  En  todo  lo  que  sea  relativo  á  las  oficinas  de  beneficio  de 
minerales  y  no  se  halle  determinado  en  este  capítulo,  regirán  las  re- 
alas del  derecho  común  aplicables  á  los  demás  establecimientos  in- 
dustriales y  se  observarán  los  reglamentos  y  órdenes  de  sanidad  y  po- 
licía. En  su  consecuencia,  los  daños  y  deterioros  causados  en  arbolado 
y  siembras  por  los  humos,  gases  y  sublimaciones  procedentes  de  los 
hornos  de  una  oficina  de  beneficio  serán  indemnizados  por  el  dueño  de 
^sta. 

Art.  80.  Porcada  pertenencia  minera  de  las  dimensiones  señala- 
das en  el  párrafo  primero  del  art.  13  se  satisfará  anualmente  el  canoa 
fijo  de  50  escudos. 

Las  pertenencias  del  párrafo  segundo  del  mismo  artículo,  aunque 
de  mayor  extensión  que  las  demás,  solo  pagarán  20  escudos. 

Los  escoriales  y  terreros  satisfarán  de  canon  anual  40  escudos  por 
cada  40.000  metros  de  superficie. 

Las  pertenencias  incompletas  y  las  demasías  pagarán  en  proporción 
de  la  superficie  respectiva. 

Los  permisos  para  investigación  pagarán  10  escudos  al  año  porca- 
da pertenencia. 

En  las  galerías  generales  se  pagará  el  canon  correspondiente  á^  las 
pertenencias  mineras  que  les  estuvieren  reservadas  por  la  concesión, 
desde  el  diaen  que  sean  registradas  ó  puestas  en  investigación,  según 
el  art.  42. 

El  canon  empezará  á  contarse  respectivamente  desde  la  fecha  de  la 
demarcación  de  pertenencias  y  de  la  concesión  del  permiso  para  iayes- 
tigaciones. 

'"'   84.    Los  derechos  arancelarios  que  según  el  artículo  preco* 
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jdentepaguéo  los  minerales  ó  metales  á  su  efpoftacioa.de8ile«flaiqaier 
panto  del  reino  no  excederán  deJ  3  por  tOO  ^e  su  v{Üor,.sin  deducción 
de  gastos  de  niogtaiar  elase«  Los  plomos  argentíferos  pagarán  los. dere- 
chos de  exportación,  tanto  por  el  plomo  como  por  la  plata  que  contea- 
gan^.  Al  efecto  se  establecerán  por  el  Gobierno,  par/^ si mpÜñcar  la  ope- 
raoioo  arancelaria,  tipos  de  la  respectiva  ley.  de  plata  por:cir.cao6cripr 
cipoes  mineras,  cuya  comprobación  y  rectificación  por  ensayas  de  \ñ 
riqueza  específica  se  ejecutarán  en  épocas  prudencial meute  determina  - 
das.  El  pago  de  los  derechos  de  exportación  por  el  plomo  'yüplata  dp 
los  plomos  argentíferos  se  hará  precisamente  en  los  puntos  d»  -^ajida 
del  reino,  y  lo  mismo  el  délos  demás  metales  y  minerales,  computa** 
dos.  sos  precios  por  los  que  tengan  en  los  parajes  de  la  respectiva  pro - 
duecTon;  á  cuyo  efecto,  los  procedentes  de  puntos  distintos  del  de  em,- 
barqué  ó  salida  llevarán  guias  expresivas  de  su  procedencia  y  precia. 
Los  que  so  llevaren  guia  pagarán  los  derechos  por  el  precio  que  el 
mioeral  ó  el  metal  tuviere  en  el  punto  de  su  embarque  ó  salida. 

Quedao  exceptuados  del  pago  de  derechos  á  su  exportación  la  me^ 
Da*  de  hierro,  el  hierro  metálico,  los  combustibles  fósiles  y  el  cok,  la 
calamina,  la  blcjada  y  el  zinc  metálico,  hasta  que  se  completen  los  W 
.años  por  cuyo  término  les  fué  concedida  esta  frauquÍQia  en  la  ley  de  6 
de  Julio  de  1859. 

'<  Los  minerales  y  ios  metales  no  elaborados  están  exentos,  da  to^o' 
'{ia|^  de  derechos  en  !iu  eirculacion  dentro  del  reino,  laj;ual  será  com,- 
pletamente  libre.  ... 

Art.  85.  La  industria  miaera  no  pqdfá.^er  recargada  con  otros  im- 
puestos especiales  fuera  de  los  aquí  establecidos.  La  industria  metalúr- 
gica pagará  el  impuesto  de  subsidio  correspondiente  á  su  clase  y  á  sus 
utilidades  ó  gartaociás. 

ArL  86.  Todos  los  expedientes  que  se  instruyan  para  obtener  con- 
cesiones en  minería  son  puramente  gubernativos.  Se  sustancian  y  ter* 
-minan  por  los- Gabernaderes*  •' 

'  Ant.  417  •  Los  UobercMdores  oirán  ú  los  Consejos  provinciales  eu  io- 
dos los  casos  que  dispone  la  presente  ley,  y  siempre  que  lo .  cveyesna 
oportuno,  uniendo  á  los  expedientes  los  informes  de  aquellas  corpora* 
eiooe^.       .  ■'         I       .  ■^  »     j       .  . 

Art  88v  De  toda  disposición  ó.  nedidd  adopitada  por  lo^  Gob^co^- 
dores  eo  mioeria  puedfi  repi-eseatarfiegubeirqatiiiva(p»ente  al  Hinister^ 
de  Fomento  por  la  part^quo^se  «onsideee  penjudi^fids^;  pero  la  Ti^prc^- 
^eMucionfbii  de  dirigirse  por  conducto  dBl.iGoberniidor  re^p^ctivo, 
quien  la  acompañará  con  su  informe,  mandando  dar  recibo  deellii>fti 
Ínter esadd.'  <   n   •      *  i 

Se  exceptúan  las  providencias  de  declara4ú«ii.dekr  caducidad  según 
el  ari.  68,  en  las  cuales  procede  el  recurso  for<la^^iar>conteDeioso-ad« 
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AW.  3/  Serán  da  Ubre  aprovechamiento,  consintiéndolo  el  dueña 
d^l  terreno,  la»  producciones  minerales  enumeradas  en  elart.  5*  de  la 
ley  entre  las  cuales  debe  considerarse  comprendida  la  esteatita,  vulgo 
j«bonciI1ode  sastre,  aun  para  los  casos  de  aplicarse  tales  producciones 
á.la  vaMjeria  da  alfar,  fat^ricacÍQU  de  iozaó  porcelana  y  ladrillos  re- 
fractarios, cristal  ó  vidúo  ú  otro  ramo  de  la  industria  fabril;  y.9ola 

:  para  es^os  qsos,  cnando  el  dueño  negare  su  consentimiento,  podrá 
conceder  el  Gobernador  la  autorización  para  explotarlas,  previa  laÍQ;i- 
«truteíon  de  expediente  ealos  términos  y  coa  las  formalidades  que  la^ 
misma  ley  establece  en  su  art.  4.' 

Para  los  efectos  de  este  mismo  articulo  de  la  ley  y  del  siguiente» 
se  tendrá  por  explotación  el  arranque,  extracción  y  enajenación  6  ce- 
sión de  las  producciones  minerales  áque  se  refieren,  aunque  e\  dueño 
.de  los  terrenos,  ó  el  concesionario  en  su  caso,  no  sean  los  industriales 
ni  ios  fabricante?  que  los  apliquen  inmediatatpeot,e  á  los  usos  indica- 
dos en  el  p.'^rrafa  anterior. 

Ar/.  A."  El  expediente  que  se  instruya  para  conceder  la  autoriza- 
ción de  explotar  las  producciones  minerales  nombradas  é  indicadas  ea 
el  arjti  3  °  de  la  ley  comeqzará  en  la  solicitud  presentada  por  el  inte- 
resado bajo  la  fórmula  que  contiene  el  modelo  nüm.  i. 

.  El  Gobernador  dispondrá  que  se  haga  la  oportuna  notiñcacion  al 
.dueño  del  terreno  para  que  exponga  como  tal  dueño,,  dentro  del  plazo 
de  I5dias,  las  razones  de  negar  el  permiso  para  la  explotación,  ó  ma- 

..  nifiestesi  se  obliga  á  hacerla  por  su  cuenta. 

En  este  último  caso  el  Gobernador.  Gjará  desde  luego  el  plazo  den- 
tro de{  cual  el  dueño  del  terreno  ha  de  principiar  la  explotación,  con 
tal  que  uo  baje  ,de  tres. meses  ni  exceda  de  seis.  Durante  el  plazo  que 
se  señale  quedará  en  suspenso  la  solicitud  de  autoriza.cion. 

Si  el  dueño  del  terreno  en  el  término  de  los  45  días  rada  hiciese 
presente  respecto  de  obligarse  ó  no.  á  hacer  la  explolacion  por  su  cuen- 
ta, se  entenderá  que  la  renuncia;  y  lo  misp|ioen  este  capo  qae  euel  de 
negarse  á  explotar  por  si  ei  terreno  de  su  propiedad  con  la  exposición 
deilos  mptiyus  por  los  cuales  no|  consienta  la  e^plo^cion  de  un  terce- 
fo^  é.i|(ualcttfAteen  el  caso  de  que  hubiere  dejado  trascurrí;^  sin  dar 
principio  á  la  explotación  el  plazo  que  se  \fi  hubiera  lijado  con  arro- 
gólo alo  que  se  expresa  en  el  párrafo  anterior^  se  seguirá  el  expediente, 

,,  oyendo  el  paracer  del  Ingeniero  de  Minas  y  del  Consejo  provincial^  j 
.(fletará  el  Gobernador  la  insolación  qu^  proceda,,  concediendo  ó  ue- 

^  gando  la  autorización.    . 

jP.Ojdrát  apelarse  de  e^tá  r$so|ucioQ.  para,  ante  el  Ministerio  de  Po- 

^  m(^0[^o  dentro  del  plazo  de  30  d¡a^.  „..,.. 

Áf^..  5/  Ejecutoriada  que  sea  la  concesión  de  la  autorización,  el 
^Qbernador  de  la  proviocia  dictará  las  oportunas  providencias  para 
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^0^  inmediatamente  se  tasen  los  terrenos  qae  se  hayan  de  ocupar,  y 
se  haga  desde  luego  á  su  dueño  el  pago  del  Valor  tasado  y  una  qüiúta 
parte  más,  con  la  prestación  de  la  fianza  á  que  se  refiere  el  art.  S.'  dé 
la  misma  ley.' ,  • 

La  tasación  se  hará  por  peritos  que  nombren  las  partes,  y  por  un 
tercero  en  caso  dé  discordia,  que  designará  el  Gobernador  al  tiempo 
<le  elegir  aquellas  los  suyos.  A  e^te  fiq  darán  noticia  á  dicha  Autoridad  ' 
oportuoameptedel  nombramientohecho,  y  lamisma  les  notificará  in- 
mediatamente el  del  tercero  en  discordia. 

La  fianza  se  estimará  por  el  mismo  Gobernador,  oido  el  Consejo 
provincial.  . 

Art.  C.**    Hechas  las  indemnizaciones  y  prestada  la  fianza  de  que 
trata  el  art.  5."  de  la  ley  y  e]  de  este  reglamento  que  antecede,  el  Go- 
bernador dispondrá  sin  el  menor  relardo  que  se  proceda  á  demarcar' 
el  terreno  por  el  Ingeniero  á  quien'corresponda. 

La  demarcación,  que  nunca  excederá  de  20.000  metros  cuadrados, 
tendrá  deutrode  e.sie  limítela  extensión  que  el  peticionario  solicite  y 
la  figura  que  quiera  darle,  siempre  que  sea  poligonal  y  del  menor  nd- 
mero  posible  de  lados.  Se  considerará  como  la  más  perfecta  y  preferí-' 
ble  la  del  paralelógramo  rectángulo. 

El  Ingeniero  levantará  dos  planos  topográficos  del  terreno  que  haya  < 
.de  explotarse,  de  los  cuales  se  incluirá  uno  en  el  expediente  y  btro'se 
«nlregará  al  interesado.  Se  orientarán  estos  planos  con  la  posible  exac- ' 
titud  y  se  hará  constar  én  ellos  los  limites  del  terreno  concedido  para 
la  explotación,  fijando' el  punto  üé  partida,  el  cual  será  relacionado  ' 
convenientemente  para  deieribinar  de  una  manera  fija  é  invariable Bti 
▼é'r'dadéra  situación  y  recduoéerlo  siempre  sin  dudas  ni  entorpeci- 
mientos. "  •.       • 

Si  por  efecto'  de  la  demarcación  resultasen  algunas  diferencias  en* 
tré  el  terreno  comprendido  eb  su  perímetro,  y  el' que  fuera  objeto  dé  ' 
la  tasación  é  indemnización  y  fianzas,  se  pro>céderá  á  rectificar'la  ta- 
sación por  los  mismos  peritos  que  én  ella  intervinieron,  á  ser  posible, ' 
ó  por  otros  en  caso  contrario,  elegidos  en  los  propios  térhiMioá  que' 
ellos.  Hasta  que  la  rectificación  y  los  abonos  hayau  tenido  iugat,  ¿i 
debe  hacerlos  el  concesionario,  ó  su  importé  ée  haya  consi^rnádo  del" 
modo  que  establece  el  articulo  siguiente,  no  podrán  emprenderse  los- 
t  raba  jos.  '    *  ' 

Art,  7.*    Cuando  alguna  de  las  partes  dejafe  de  nombrar  perito,  le  ; 
hará  en  su  defecto  el  Gobernador.  •  • 

No  sesuspenderáflá  demarcación  ni  sé  ponHrá  obstáculo  á  las  labo- 
rea necesarias  para  la  explotacioif  por  úo'  conformarse  los  intérbsadoa 
-con  las  tasaciones  de  los  dos  peritos  ó  del  tercero  en  discordia  en  sa 

«MO. 
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tíuaodo  esto  suceda,  el  particular  á  quien  se  hubiese  concedido  la 
autorización  para  explotar  consignará  en  la  Caja  generelde  Depósitos,  ' 
ó  en  sos  dependencias,  el  valor  tasado  üe  las  indemnizaciones,  con 
los  aumentos  á  que  se  refiere  el  art.  5/  de  la  ley,  quedando  reservada 
la  entrega  de  las  cantidades  que  correspondan  por  indemnización  para 
cuando  se  hayan  resuelto  en  debida  forma  los  recursos  intentados  por 
las  partes,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  art.  84  de  este  reglamento» 

Art.  8/  La  caducidad  de  la  autorización,  si  el  conce^onario  de- 
jare trascurrir  un  año  sin.  explotar  las  sustancias  de  qu£t  hablan  los  ar- 
tículos S.^'y  4.°  de  la  ley,  para  cumplir  su  art.  5.*,  se  declarará  de  ofi- 
cio ó  á  instancia  de  parte  por  el  Gobernador  de  la  provincia.  Se  repu* 
taran  como  partes  para  promover  la  declaración  de  caducidad,  asi  ei 
dueño  del  terreno,  como  cualesquiera  otros  interesados  que  con  su 
consentimiento  ó  sin  él  intentasen  explotar  las  mismas  sustancias  ea 
el  propio  sitio  y  lugar. 

,  Contra  las  declaraciones  que  se  hagan  por  el  Gobernador  en  el  ex- 
pediente de  caducidad  de  autorización  podrá  representarse  al  Ministe- 
rio de  Fomento;  pero  contra  esta  resolución  delCobíerop,  para  la  cual 
se  oirá  previamente  á  la  Sección  respectiva  del  Consejo  de  Estado,  na 
podrá  intentarse  recurso  alguno  ulterior. 

Art,  9.*  Los  expedientes  para  la  concesión  de  explotar  arenas  aa- 
riféras  y  estanníferas  ú  otras  producciones  mioerales  de  los  rios  y  pía-  ' 
ceres,  ruando  hayan  de  beneficiarse  en  establecimientos  fijos  y  formar 
pertenencias  mineras,  podrán  instruirse  sin  que  preceda  á  la  solicitud 
la  construcción  de  las  oficinas  de  beneficio,  siendo  bastante  que  se  d^ 
principio  á  las  obras  en  el  término  de  un  mes,  contado  desde  la  fecha 
en  que  se  presente  dicha  solicitud. 

La  concesión  no  podrá  hacerse,  sio  embargo,  ni  tampoco  apro- 
bárselos expedientes  definitivamente,  mientras  no  se  acredite,  dentro 
del  plazo  señalado  por  el  Gobernador  para  cada  caso,  que  la  oficina  de 
beneficio  se  halla  concluida,  ó  al  menos  eo  estado  de  dar  principia  á 
sus  trabajos. 

ArL  10.  En  los  casos  en  que  el  beneficio  del  hierro  reclamase  co-^ 
mp  primeras  materias  las  tierras  ferruginosas  de  que  trata  el  art.  7/ 
de  la  ley,  los  expedientes  se  iifstruirán  desde  luego  como  todos  los  de» 
mis  en  que  se  pretenda  la  concesión  de  pertenencias  mineras,  sin  que  , 
haya  necesidad  de  acreditar  la  existencia  de  establecimientos  fijos  de 
beneficio,  ñi  de  crearlos  por  los  explotadores,  reputados  para  este  caso- 
en  iguales  circunstancias  que  los  concesionarios  de  minas  donde  se  ba*^ 
Ueu  |as  sustancias  enumeradas  en  e|  ari.  i.*  de  la  ley. 
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CAPITULO  II. 

De  las  calicatas^ 

kri,  ii.  La  facolUd  óe  hacer  libremente  labores  someras  cooel 
nombre  de  calicatas  {>ara  descubrir  mioerales,  concedida  por  el  ártica* 
lo  8.* de  la  ley,  cuando  los  terrenos  no  estuviesen  destinados  ai  culti» 
To,  será  fiXtensira,  siempre  con  esta  ültim»  condición,  á  los  terreno» 
acotados,  ya  pertenezcan  al  Estado  ó  á  los  pueblos,  ya  sean  de  propie- 
dad particular. 

Art.  i%.  Las  solicitudes  que  se  presenten  al  Gobernador  de  la  pro- 
víDCia  en  los  casos  de  pretender  autoritaciou  para  hacer  calicatas  en 
terrenos  de  secano  que  contengan  arbolado  ó  viñedo  ó  estén  dedicados 
á  pastos  ó  labor,  cuando  el  dueño  ó  quien  le  represente  se  hubiese  ne- 
gado á  consentirlo,  ó  hubiesen  trasícurrido  dos  meses  sin  concederlo, 
se  notificarán  desde  luego  al  mismo  dueño,  fijándote  el  plazo  de  i5 
dias  para  que  exponga  las  razones  de  .^u  negativa  ó  silencio.  Trascur* 
ridoeste  plazo  sin  contestar,  se  entenderá  que  renuncia  al  derecho  de 
ser  oido  que  le  otorga  el  art.  9.**  de  la  ley.  Las  solicitudes,  se  redacta* 
ránen  la  forma  del  modelo  núm.  4,  con  las  alteraciones  que  son  coa- 
sigofenles. 

krt.  43.  Contra  la  resolución  del  Gobernador  de  la  provincia  nes- 
gando ó'Coneediendo  la  autorización  para  hacer  las  calicatas,  4  que  se 
refiere  el  art.  9.*  de  la  ley,  podrá  representarse  por  conducto  déla 
misma  Autoridad  al  Ministerio  de  Fomento;  pero  lo  que  por  éste  se 
mande  se  considerará  como  definitivo,  sin  ulterior  recurso. 

Art  44.  Los  que  soliciten  licencias  del  dueño  del  terreno  para  ha  • 
eer  calttatas,  ea  loa  casos  á  que  se  refieren  los  artículos  9.'  y  40  de  la 
ley,  lo  pondrán  por  escrito  en  conocimiento  del  Alcalde  cuya  jurisdie- 
cioir  comffrenda  ei  lugar  de  ía  calicata.  £1  Alcalde  anotará  en  el  escri* 
tfi  citado,  por  letra  y  con  toda  claridad,  la  fecha  de  su  presentación,  j 
eDiregará  al  interesado  que  la  suscriba,  ó  á  su  legítimo  y  acreditadla 
representante,  el  resguardo  que  justifiqué  haberae  dado  la  oportuna 
noticia  á  la  Autoridad  local. 

Arl.  15.  Para  obtener  la  concesión  y  propiedad  mineras  no  se  po* 
d^á  eff  ningún  caso  invocar  la  prioridad  que  pretenda  fundarse  en  las 
fechas  de  las  soifcitudea  para  hacer  calicatai»,  ó  en  las  fechas  de  sa 
presentación,  ni  tampoco  en  las  pruebas  testificales  ó  de  otra  ciase  con 
410  se  intente  acreditar  el  tiempo  en  que  la  calicata  fué  hecha,  aunqoíe 
•e  trate  de  los  tferrenes  en  los  cuales  la  explotación  se  declara  libre 
per  4a  ley. 

Arl.  16.  Los  dueñoa  délos  terrenos,  bien  sean  incultos  ó  de  seca* 
ne»  qoe  contengan  arbolado  ó  viñedo,  ó  estén  destinados  á  pastos  é 
labor,  ftieo  se  hallen  ocnpadbs  por  jardines,  buertaa  y  cttales^aier» 
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otras  fincas  de  regadío,  tendráo  siempre  derecho  á  exigir  del  explora- 
dor que  constituya  previamente  ñanza  para  iodemnizacioD  del  dete- 
rioro que  la  calicata  acasionas^.   >  - 

La  iadeniDizacioQ»  cuando  no  medie  convenio,  se  Qjará  ppr  los  pe- 
ritos que  nombren  las  partes  y  tercero  en  discordia,  designado  por  el^ 
Gobernador  de  ia  provincia  al  tiempo  de  elegir  aquellas,  los  isuyos/ 
A  este  fio  darán  oportuna  lolicia  á  dicha  Autoridad  de^  nombriamiea-. 
to  hecho,  y  la  misma  les  notificará  inmediaXamenie.  el  del  tercero  ea 
discordia.  *  ■  <. 

Guando  entre  las  partes  falte  el  acuerdo  para  fijar  la  fianza  <[ue  ga- 
rantice las  indemnizaciones,  el  Gobernador,  oído  6l  Consejo  provinoial»- 
determinará  la  suma  en  que  haya  de  consistir. 

También  oirá  al  Consejo  provincial  para  fijar  la  fianza  cuando  supU 
con  .su  permiso  la  falta  de  consentimiento  del  dueño  y  la  negativa  de 
éste  para  que  se  hagan  calicatas  en  el  terreno,  de  su  |>];opiedad  quQ  se. 
haUeen  él  caso  de  que  trata  el^rt.  9/deia  ley. 
'-  krti  47.  Si  las  partes  interesadas,  en  el  caso  á  que  se  refiere  el  ar* 
ticQlo  anterior,  no  se  conformasen  con  la  tasación  de  las  indempjza.'* 
ciones,  se  procederá  por  analogía  según  establece  el  ar;.  7.*  de  este 
reglamento  al  tratar  de  la  autorización  para  que  se  exploten  las  sustao». 
cias  minerales  ref3rida8  en  el  art.  3.*"  de  la  ley. 

Arl.  18.  Las  distancias  de  40  y  4. 400  metros  qi^e  exige  el.  art.  í% 
de  ¡a  ley  para  hacer  calicatas  ú  otras  labores  mineras  en  los  casos  7 
circunstancias  que  expresa,  se  contarán:  en  los  edificios, .4esde  sug 
muros  exteriores,  paredes  ó  cercas;  en  los  caminos  de  hierro»  desde  la^ 
línea  inferior  de  los  taludes,  desdóla  aup/erior  4o  los  de^n^nte^  ytdfs- 
de  el  borde  extorior  de  las  cunetas,  y  ,á  Ul^a  do  éstas,  losda  una  dlnea, 
trazada  á  metro  y  medio  del  carril  exterior  déla  v{a;.en  jas  carreteras, 
en  forma  igual  á  las  vías  fécre^s,  eon  la  difereo^f  que  á  falt^  4^  cunai*, 
tas  se  partirá  de  una  linea  trazada  é  un  metro  de  la  c#ja,(lel  aamino;/eAt 
los  canales,  desde  la  jíoea  exterior  de  la  senda  destiü4da.á  l4t9Íriga¡;.ejP) 
Ifts  fuentes,  desde  la  parte,  exterior  4el  pUon,  si  b. tuviesen,  ó  deMe  el 
logar  en  que  se  depositen  las  aguas;  en  los  abrevaderos  y  demáa  eern 
▼idombres  públioas,  dasde/la  lín^a  exterior,  que  más  inmediata  se  Jl>a- 
lle  al  logar  délas  labores  mineras;  y  ppr  iUtiqQO,/eQ  loa  puPtQs  fortifitt 
cados,  desde  las  obras  de  defensa  que  ftengaa «más  ^ danzadas  y  máa» 
próximas  al  sitio  en  que  tes  mismas  labores  hayao.de  ^ecul^^ree.  .  , 
Art.  49.  Las  solicitudes  de  licencia . para  ejecutar  la¿ore9^  mioeca% 
á  menores  dísianciasdelaa  designadas  en  leliarttcttla  Drecede^teeft.<lifi 
rigirán  al  Gobernador  de  la  provincia,  é  á  la  Autoridad  militar  felpee*; 
tira  cuando  se  trate^de  fortificaciones,  «difipios  9  terrenos  ¿esij^adiots  al 
servicio  de  la  milicia^ inatruyénd^Me.eo  el  priUnerciaso.el.  qpoj-tun^  ^Kn 
padiente  con  aadienciaidel  Ingeniero  de  HinaSr  /  MI  Qop|ejO)PrOiTÍJl-i 


oial  si  se  traíase  deserytcios  ó. servidumbres  públicas»  Si  éstas  las 
oeoslitoyeit  Qatninos  ócanales,  deberá  informar  también  el  logeoier'O 
de  este  ramo  á  quien. corresponda. 

'  L«  negativa,  de  la  Autoridad  militar  se  considerara  como  deflnitiva, 
sin  ulterior  recurso.  Contra  la  que  dictare  el  Gobernador  podrá  apelar-;; 
Bf(  para  aate*  el  Ministerio  de  Fomento  dentro  del  término  de  oOdi^s. 
No  se  admite  oingun  recurso  contra  la  negativa  del  dueño,  cuando  se 
trate  de  edificios  de  propiedad  particular. 

CAPÍTULO  III. 

,  .        .  Délas  pertenencias  de  minas. 

Ari.  20.  Los  Ingenieros  que  visiten  las  comarcas  donde  se  expío*. 
teclas  minas,  y  los  que  hagaq  las  demarcaciones,  cuidarán  de  examir 
nar  si  entre  las  ya  concedidas  por  el  Estado  existen  fajas  ó  esp9cios> 
francos  sin  la  extensión  necesaria  para  formar  pertenencias  con  arre-, 
gloá  ios  artículos  13  y  14  de  la  ley;  y  en  ambos  casos,  y  siempre  que 
de  tal  hecho  tengan  noticia  por  cualesquiera  otros  medios,  lo  pondrán 
en  conocimiento  del  Gobernador  de  la  provincia.  Este,  considerando; 
los  terrenos  como  demasías,  según  el  art.  45  de  ia  misma  ley,  dentro 
del  plazo  de  30  dias,  contados  desde  la  fecha  en  que  reciba  los  avisos 
délos, Ingenieros,  priqcipiará  á  instruir  el  expediente  de  adjudicación. 
k\  aviso  se  acompañará  el  plano  topográfico  de  las  pertenencias  entr« 
las  qae  resulten  las  fajas  ó  espacios  francos  insuficientes  para  formarlas 
iocfimpletas,  y  en^u  vista  el  Gobernador  dispondrá  se  ootifi«|ue  al. 
dueño  de  la  mina  más  antigua  de  las  colindantes,  para  que  diga  si^ 
acepta  ó  nó'ol  tecr^no  que  podrá  adjudicársele  como  demasía.  Asi  en 
ealacaso  como  en  el  de  exceder  el  terreno  de  los  dos  tercios  de'  una 
parteneocia  completa  dé  su  clase,  la  notiflcaicion  para  que  maniflesteo 
si -aceptan  óno^la^leroasía  se  hará  á  .los  demás  colindantes,  publican* 
dose  en  el  Boletín  oficial,  i 

,Eb  el  térmico  de.  60  dias  se  presentarán  las  oposiciones,  y  lo  mis- 
m4>  el  du^Sp  de  la  mina  más  aqtigua  que  los  demás  á  quienes  por  el^ 
ófdeo  de  prioridiad  fueda  corresponder  la  aüjudicaciom  del  todo  ó, 
parte  de  las  demasías,  dentro  del  mismo  plaaio  participarán  al  Gober^i 
nadoffsi  la  FenuniMao  ó  no:  en  el  concepto  de  que»  trascurrido,  susi- 
leaaie  se  iQterprjetará  como  prueba  de  aceptación. 

Pasados  los  60  dias,  el  Gobernador  sin  aplazamiento  de  ningún  g^-. 
narO|  a^rdará  <m^  se  practique  la  demarcación,  y  hecha  ésta,  dictará 
PfOvifl^Qoiaaprol^ndo.  el  ei^pediente  ó  declamándole  pulo,  si  asi  proce^j 
diere,  ymm^aado^  eodl  primer  caso  que  se  expida  el  titulo  de  propio-^ 
dad  de  la  dem^fUa,  debiendo  observarse,  en  todo  aquello  que  no  sede-, 
termi na  especia ImeoteeQ  este  articaíoi  ctianto  se  dispo()^e  para  ios  ex- 
pedientes de  pertenencias. 
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Del  recibo  de  los  aTisos  y  planos  que  remitan  los  logeaieros  para 
)c^  fitíes  de  este  articulo  se  les  dará  noticia,  aoolindose  la  fecha  de  aa 
entrada  en  las  oGcioas  del  Gobierno  de  provincia,  en  la  rnisma  forma: ' 
qne  la  presentación  de  las  solicitudes.  Desde  esta  fecha  se  contará  el 
ptázo  de  los  30  dias  exigido  por  el  párrafo  primero. 

Art,  21.  También  podrá  solicitarse  por  los  dueños  de  las  minas 
colindantes  la  adjudicación  de  la  demasía  ó  demasías,  sujetándose  al 
orden  de  preferencia  que  designa  la  ley;  pero  no  se  concederán  sin 
que  precedan  el  reconocimiento  é  in fiarme  del  Ingeniero  respectivo  y 
la.formacion  del  plano  topográfico  á  qne  se  reflere  el  artículo  anterior. 

Tan  luego  como  se  presente  la  solicitud,  el  Gobernador  mandará 
qué  los  Ingenieros  practiquen  el  reconocimiento^  levanten  el  (llano 
topográfico  de  las  pertenencias  entre  las  que  resulten  las  fajas  ó  espa- 
cios francos  y  emitan  su  informe  dentro  del  plazo  de  seis  meses,  con-' 
tados  de^de  la  fecha  en  que  se  den  por  enterados  de  la  orden  de  aque- 
lla Autoridad. 

Cumplidas  estas  formalidades,  se  harán  las  oportunas  notificacio- 
nes, y  continuará  el  expediente  por  los  trámites  y  con  sujeción  á  las 
reglas  que  fija  el  art.  20  para  las  adjudicaciones  de  oficio.- 

Art  22.  En  todos  los  casos  las  demasias,  si  no  las  renunciaren  ex- 
presamente todos  los  colindantes^  habrán  de  quedar  adjudicadas  aníñfl 
que  trascuñan  dos  años  desde  la  fechn  de  concesión  de  la  pertenencia 
minera  más  moderna  que  determine  el  perímetro  del  espacio  franco 
entre  tres  ó  más  pertenencias,  ó  que  entre  dos  forme  la  faja  de  que  ha^ 
blan  los  artículos  44  y  45  de  la  ley. 

Art,  23.    Cada  uno  de  los  expedientes  dé  min-is  soto  tendrá  por  ob- 
jeto el  número  de  pertenencias  á  que  puede  Contraerse  una  solícitiíd; 
según  los  casos  de  que  trata  el  art.  10  de  la  ley.  Se  exceptúan  única- 
mente las  peticiones  de  cotos  mineros,  quepottrán  hacerse  en  la  for- 
ma designada  en  el  art.  42  de  este  reglamento'. 

A  las  solicitndes  hechas  en  nombre  de  sociedades  colectivas,  co- 
manditarias y  anónimas,  y  también  de  las  sociedades  especiales  mine** 
i^s  cnando  se  hallen  legalmente  constituidas,  acoftipañai'á  escritura  6 
testimonio  en  forma  que  acredítela  existencia  social. 

Los  Gobernadores  denegarán  la  admisión  de  foda  solicitud  h^dha 
en  nombre  de  dos  ó  más  iúdividuos  cuando  no  hagan  con^ttai  que  ha- 
ya^ constituido  sociedad  en  forma,  legal. 

Art,  24.  Si  el  regii<tro  se  refiere  á  un  ^opósito  ó  rtáncfaon  dé  tuir- 
ba  que  no  llegue  á  la  extensión  de  una  perteoenóia  incoroplélá  be  su 
clase,  podrá  hacerse  la  designación  en  la  forma  de  un  rectángula  que 
encierre  ó  comprenda  el  depósito.  La  concesión  se  liiúitará  á  éste  es-' 
pació,  observándose  para  otorgaría  las  prescripciones  dlétailas  paral 
«—  ^nirii^g  de  80  clase. 
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Cuando  se  trate  de  explotar  vanos  manchoDes  pequeños  de  tarba, 
se  pediráu  y  designarán  en  una  misma  solicitud  de  registro  todos  los 
qx^e  existan  en  el  espacio  de  cuatro  pertenencias  contiguas  de  las  di- 
mensiones expresadas  en  el  párrafo  segundo  del  art.  43  de  la  ley.  ó  00 
doble  espacio  si  las  pretendiese  una  compañía,  sin  perjuicio  de  de- 
marcar cada  manchón  aisladamente  cuando  corresponda,  formando 
UD  rectángulo  bastante  á  encerrarlo  ó  comprenderlo  por  completo. 

En  el  plano  topográfico  cada  manchón  se  trazará  distintamente  se- 
gún ia  situación  que  tenga,  y  en  el  acto  del  reconocimiento  y  demar- 
cación se  hará  constar  su  superficie,  asi  como  también  la  suma  de  me- 
tros cuadrados  de  todos  los  manchones  que  hayan  de  ser  objeto  déla 
concesión.  Esta  se  limitará  á  los  espacios  demarcados,  y  los  concesio- 
oarios  satisfarán  el  canon  que  por  ios  mismos  espacios  corresponda 
según  los  párrafos  segundo,  cuarto  y  sétimo  del  art.  80  de  la  ley. 

Para  reputar  pobladas  estas  concesiones  bastará  que  tengan  el  oü- 
mero  de  trabajadores  que  correspondan  al  espacio  de  una  ó  más  perte- 
nencias priniitivamente  designado,  quedando  francos  los  espacios  in- 
termedios para  concesiones  mineras  de  otra  clase. 

Art,  25.  Para  separar  dos  ó  más  pertenencias  que  hayan  sido  ob- 
jeto de  una  concesión,  so  instruirá  el  oportuno,  expediente,  comenzáo*' 
dolo  con  las  solicitudes  de  los  interesados,  oyendo  al  Ingeniero  de 
Minas  que  corresponda  y  resolviendo  después  el  Gobernador  según  cre- 
yese procedente.  Si  se  nega>e  la  aprobación,  podrá  apelarse  para  «nte 
el  Ministerio  de  Fomento  en  el  término  de  30  dias.  Confirmada  la  ne- 
gativa por  el  Ministerio,  no  podrá  solicitarse  de  nuevo  la  separación 
de  las  pertenencias,  á  no  ser  que  se  modificasen  las  causas  de  la  nega- 
tiva«  yapor  la  explotación  subsiguiente,  ya  por  otras  razones  que  se 
apreciarán  en  cada  caso  con  arreglo  á  las  circunstancias  qUe  en  él  con- > 
curran. 

Se  cuidará  en  estos  expedientes  dé  que  á  las  pertenencias  separa- 
das se  las  Aé  un  nombre  que  se  las  distinga  de  la  primitiva  concesión 
á  que  pertenecieron,  y  se  dará  el  correspondiente  aviso  á  la  Adminis- 
tración de  Hacienda  pública  para  los  efectos  oportunos  respecto  al 
pago  del  canon  fijo.  '       • 

Árí.  26.  Cuando  los  individuos  6  las  compañías  adquieran  por 
compra  ó  por  otro  medio  legal  cualquier  número  de  pertenencias  mi- 
neras concedidas  ya  por  el  Estado',  lo  pondrán  en  conocimiento  del 
Gobernador  de  la  provincia  dentro  de  fos  primeros  i5  dias  inmediatos 
•í  dé  la  adquisición. 

Si  las 'coropañras  aáquirentes  pretendiesen,  por  existir  terreno 
franco,  el  aumento  de  pertenencias  que  la  ley  les  concede,  el  expedien- 
te principiará  y  se  continuará  en  la  forma  que  se  establece  por  regla' 
general  para  los  registros  y  concesiones  ordinarias. 
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Cuando  los  individuos  ()  Us  compañfas,  por  los  medios  indicados 
eq  el  párrafo  primero  de  este  articulo,  adquieran  las  pertenencias  aun 
DO  concedida^»  cuyos  expedientes  sigan  los  trámites  legales,  deberán 
participar  la  compra. ó  cesión  á  los  Gobernadores  de  las  provincias  á' 
la  mayor  brevedad  posible,  exhibiendo  el  instrumento  pilblico  que  las' 
acredite,  y  manifestándola  voluntad  de  que  el  expediente  respectivo 
prosiga  en  nombre  y  representación  de  los  mismos  individuos  écom'' 
pañías.  Mientras   ésto  no  conste,  aquellas  Autoridades  continuarán  la 
instrucción  de  los  expedientes,  reconociendo  solo  por  única  parte  le- 
gitima á  quien  los  hubiere  incoado  y  proseguido  sin  mediar  enajena* ' 
clon  ó  trasferencia  debidamente  justificadas,  ó  á  quien  tuviese  carao- ' 
ter  y  personalidad  bastante  para  el  objeto,  acreditados  ante  los  mis- 
mos Gobernadores. 

CAPITULO  IV. 

De  la  peíMon  de  pertenencias  mineras, 

kri.  27.  El  derecho  de  preferencia  para  la  concesión  y  propiedad 
de  las  pertenencias  mineras  por  razón  de  la  prioridad  de  solicitud  á 
que  se  refiere  el  art.  20  de  la  ley,  se  regulará  en  igualdad  de  casos, 
por  la  fecha  de  presentación  de  las  mismas  solicitudes.  Cuando  en 
ellas  se  pretenda  investigar  ó  explotar  en  jardines^  huertas  y  cuales- 
quiera fincas  de  regadío,  aunque  para  presentarlas  no  fuese  necesaria 
la  licencia  del  dueño,  si  éste  se  negase  á  consentir  el  principio  de  las' 
labores  y  formulase  su  negativa  en  el  término  de  dos  meses,  no  podrá 
intentarse  recurso  ni  apelación  de  ninguna  clase  y  las  solicitudes  que- 
darán sin  curso. 

, .  Si  el  dueño  dé  los  terrenos  indicados  en  este  artículo,  á  los  dos  me- 
ses  de  habérsele  pedido  el  permiso,  nada  hubiese  contestado  negando- ' 
1q  ó'concediéúdolo,  seenleoderá  que  accede  á  la  ejecución  de  les  labo- 
res, y  en  tal  concepto  seguirá  el  curso  del  expediente,  autorizando  el 
Gobernador  de  la  provincia  al  investigador  ó  registrador  para  que  las 
cqmiencen,  prestando  fianza  d  indemnizando  en  los  términos  cequerf-  \ 
dos  por  el  art.  11  de  la  ley  y  5.*,  7."  y  16  de  este  reglamento. 

También  quedarán  sin  curso  las  solicitudes  de  investigación  ó  re- 
gistro si  no  ^e  obtiene  la  licencia  para  plantearlas  labores  á  menor  dis- 
taqcia  de  la  exigida  por  ^l  art.  12  de  la  ley,  cuando  se  pretenda  hacer- 
las inaaediatas  á  los  edificio^*  caminos,  servidumbres  públicas  y  forii- 
flcaciones  que  el  mismo  expresa.  En  todos  estos  casos,  y  en  los  demás 
á  que  se  refiere  el  art.  20  de  la  ley,  los  investigadores  ó  registradores, 
al  solicitar  el  permiso  para  los  trabajos,  lo  pondrán  en  conocimiento  , 
del  Alcaide  en  cuya  jurisdicción  hayan  de  emprenderse,  siguiendo  lia 
forma  que  queda  establecida  en  el  art.  14. 
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Las  solicitudes  que  tengan  por  objeto  la  disminución  de  distancias 
¿. que "se  contrae  el  párrafo  anterior  sé  dirigirán  al  Gobernador  déla 
provincia,  y  les  será  aplicable  cuanto  prescribo  el  art.  19  de  este  re- 
glamento. 

Los  interesados  pondrán  también  en  conocimiento  de  la  Autoridad 
local  las  solicitudes  que  hagan  á  los  daeños  de  jardines,  huertas  y  fla- 
cas de  regadío  del  permiso  para  que  continúen  las  labores  principia- 
das por  el  terreno  que  ocupen  dichas  propiedades.  Trascurridos  dos 
meses  sin  obtenerlo,  ó  caso  de  negarse  ^ntes  dé  espirar  este  plazo,  el 
Gobernador  de  la  provincia  podrá  concederlo  según  se  establece  por  él 
párrafo  segundo  del  att.  20  de  la  ley,  precias  las  indemnizaciones  y 
fianzas  que  se  mencionan  en  su  art.  1Í  y  observando  lo  qué  acerca  de 
las  mismas, establecen  los  artículos  5.*,  71* y  16  de  este  reglamento. 

Si  el  Gobernador  negase  el  permiso,  podrá  apelarse  {^ara  ante  el  Mi- 
nisterio de  Fomento,,  y  contra  "las  resoluciones  de  éste  no  se  admitirá 
recurso  alguno  ulterior. 

Art.tQ.  Cq  el  término  de  50  días,  contados  desde  la  presentación 
dQ  toda  solicitud  de  investigación  ó  registro,  siempre  que  el  terreno 
sea  de  aquellos  en  que  para  comenzar  ó  continuar  las  labores  fuera 
o^e,cesaria  la  licencia  del  dueño,  ^  en  su  defecto  la  del  Gobernador,  los 
interesados  respectivos  tendrán  la  obligación  de  exhibir  el  permiso  ó 
negativa  de  dicho  dueño  del  terreno  para  unirlos  al  expediente,  ó  iba- 
oifestar  por  escrito  la  fecha  en  que  le  haya  sido  piedida  la  autorización. 
Si  al  espirar  el  indicado  término,  que  en  loa  registro  denuncios  empe- 

^  ¡^ará  á  contarse  desd'e  que.^e  ejecutoríe  la  caducidad,  no  sé  hubiese 
acreditado  cualquiera  de  los  dos  extremos,  se  entenderá  que  se  renun- 
cia á  la, prosecución  del  expediente,  cuya  solicitud  de  i^nvestigacion  ó 

^registrQ)quedará  sin  curso  y  fenecida. 

Art\  29.  Las  solicitudes  de  investigación  y  de  registro  se  réda^cja- 
ráo  en  la  forma  del  modelo^úm.2.  '  ^  '  ' 

La  4^si'gnacion  podrá  hacerse  en  la  misma  solicitud  ó'  en  escrito  que 
^e  acqnapañe  por  separado;  pero  no  se  disp.en'sará  nunca  la  preseota- 
eioo  simultánea  de  uno  y  otro  documento,  ni  seadmiitírán  las  solicita- 
áfi9  que  carezcan  de  la  designación  ó  ñola  inclayao. 

Art.  30.  Los  investigadores  y  registradores  designarán  las  perte- 
oencias  que  soliciten,  expresando  clpra  y  circunstanciadamente  ef  pun- 
to donde  hayan  comenzado  ó  hayan  de  comenzar  las  labores,  á  partir 

,,éfil  cual,  y  con  relación  al  perímetro  del  terreno  que  pretendan,  deter- 
jQiínaráo  )ps  linderos  contoda  precisión ,  ya  in^licando  fugares  fljós,  vi« 
•ibW^  ciertos  y  conocidos,  á  los  que  relacionen  en  metros  lá  lOngitiid 
y  latitud  de  las  pertenencias'pára  qiie  resulten  exactamente  él  réctfn- 
gi|loó.flgpr4  qtiejas  mismas  hayan  de  tener,  ya  mar'cando  los  vfentós» 
aaf  de  los  mismos  linderos  como  de  las  direcdoñes'  eú  ((tié  hayan  de 


traiarse  ¡as  pertenencias,  para  cuyo  efecto  determioaráD  igualioente 
en  metros  la  longitud  y  latitud. 

Cuando  de  los  reconocimientos  del  Ingeniero  resultare  que  ni  loa 
puntos  de  referencia  ni  los  linderos  corresponden  álos  mencionados  éo 
la  designación,  ó  que  estos  últimos  no  son  linderos,  ó  distan  del  punto 
de  partida  de  las  labores  un  espacio  duplo  (|el  fijado  en  la  solicitud  ó 
escrito  respectivo,  se  considerará  distinto  el  terreno  pretendido  de 
aquel  en  que  se  practique  el  reconocimiento,  y  quedará  sin  efecto  la 
designación  y  sin  curso  el  expediente,  decretándolo  asi  el  Gobernador. 
De  su  resolución  podrá  apelarse  para  ante  el  Ministerio  de  Fomento, 
qoe  decidirá  sin  ulterior  recurso. 

Art.  ol.  En  el  acto  de  presentarse  las  solicitudes  de  inyestigacion 
ó  registro.se  anotará  en  las  mismas,  con  la  firma  entera  del  Oficial 
respectivo,  la  hora  y  minutos,  y  el  üia,  mes  y  año  de  la  presentación, 
escrito  todo  en  letra,  expresándose  igualmente  que  se  ha  consignado 
el  depósito  de  50  escudos  exigido  por  el  art.  73.  Para  el  caso  de  hacer- 
se la  designación  en  ejscrito  separado,  se  hará  constar  esta  circunsUo- 
cia  en  la  misma  nota^  extendiendo  en  el  escrito  otra  filmada  tambiea 
por  el  mismo  Oficial,  que  acredite  la  presentación  simultánea  exigida 
por  el  art.  29  de  este  reglamento. 

Inmediatamente  después  de  las  formalidades  expresadas,  el  Gober- 
nador de  la  provincia  decretará  a  admisión  de  las  solicitudes  segúo 
previene  el  artículo  22  de  la  ley. 

Los  números  de  orden  para  las  solicitudes,  de  que  habla  el  mismo 
artículo  en  su  seguúdo  párrafo,  serán  los  que  las  hayan  correspondido 
en  el  libro  talonario,  y  se  escribirán  en  letra,  sin  raspaduras  ni  eb» 
miendas; 

Art,  32.  En  los  Gobiernos  de  provincia,  para  cumplir  en  todas  sos 
partes  el  párrafo  segundo  del  art.  22  de  la  ley,  habrá  dos  libros,  abo 
titulado  de  Investigaciones  y  otrq  de  Registros. 

Los  dos  libros  estarán  encuadernados  á  pliego  metido  y  serán  talo» 
qarios.  El  Gobernador  rubricará  todas  sus  hojas  en  términos  de  que  en 
el  talón  y  en  el  resguardo  aparezca  siempre  su  rúbrica,  y  todos  losfó- 
*  líos  se  enumerarán  repitiendo  los  números  con  el  propio  objeto. 

Gflda  libro  tendrá  separadamente  un  Índice  en  que  por  abecedario 
se  anoten  los  nombres  de  las  investigaciones  ó  pertenencias  solicitadas, 
haeiépdose  referen  cía  al  folio  del  libro  en  que  se  halle  anotada  la  pi^* 
sentacion  déla  solicitud. 

Ed  el  libro  de  Investigaciones  se  anotarán  las  solicitudes  qué  ao 
presenten  para  llevarlas  á  efecto,  y  también  las  que  se  refieran  á  Yat 
.  galerías  generales  de  investigación,  de  trasporte  y  desagüe  y  á  los  do« 
loa  mineros  de  investigación. 

£o  el  libro  de  Registros  se  anotarán  las  solicitudes  de  éstos*  laa  do 


demasfas,  las  peticiones  de  escoriales  y  terreros,  las  de  cotos  mioeros 
de  registro,  las  qoe  tepgap  por  objeto  la  explotacioQ  'de  las  sustaociaa 
de  que  tratan  los  arifcuios  4.*  y  5/  de  la  ley,  y  las  que  se  refieran  á  las 
¡iroducciones  minerales  expresadas  en  el  6.*  cuando  el  beaeflcio  se  baga 
en  establecimientos  fijos. 

En  cada  una  de  las  hojas  de  ambos  libros,  disidida  en  dos  partea, 
00  se  hará  más  asiento  que  el  relativo  á  una  t^olicitud.  En  la  parte  de 
la  izquierda  se  anotarán  claramente  y  coa  toda  expresión  el  nombre 
del  interesado,  y  en  su  caso  el  de  su  representante,  el  objeto  de  lo  que 
pretende,  si  la  designación  se  hace  en  la  misma  solicitud  ó  por  separa- 
do, y  en  letra  la  hora  y  minutos  y  el  dia,  mes  y  año. de  la  presentación. 
A  continuación  de  este  primer  asiento  se  anotarán  los  trámites  princi- 
pales que  siga  el  expediente  basta  terminarse. 

Se  entenderán  por  trámites  principales  la  admisión  de  la  solicitud, 
la  publicación  de  la  designación,  los  permisos  6  negativas  para  investi- 
gar y  explotar  ó  para  comenzar  las  labores;  ios  avisos  de  tener  solici- 
itadas  las  licencias  de  los  dueños  de  los  terrenos;  el  aviso  de  hallarse 
techa  la  labor  legal;  el  reconocimiento  y  demarcación,  y  la  aprobación 
d. declaración  de  nulidad  en  cualquiera  de  los  casos  comprendidos  en 
la  ley  y  reglamento. 

En  la  parte  de  la  derecha  se  certificará  por  el  mismo  Oficial  que 
k«biese  autorizado  las  notas  en  la  solicitud,  con  el  V.*  B.*  del  Gober- 
nador de  la  provincia,  la  repetición  del  asiento  hecho  en  la  parte  de  la 
izquierda,  de  la  cual  se  separará,  cortándola  para  entregarla  al  intere- 
.aadocomo  resguardo. 

lio  se  dejarán  claros  entre  las  anotaciones  que  hayan  de  continuar- 
ae  en  la  parte  izquierda  de  las  hojas,  ni  tampoco  se  harán  raspadvrM 
.ni  enmiendas.  8i  alguna  de  estas  últimas  fuere  indispensable,  se  sub- 
4aoará  ppr  medio  de  nota  aclaratoria  visada  por  el  Gobernador  de  la 
provincia  y  firmada  por  el  Oficial  encargado  á  quien  corresponda  h«- 
.cerlo. 

Para  la  debida  uniformidad,  los  libros  se  construirán  siempre  en 
.  Madrid,  remitiéndose  por  el  Ministerio  de  Fomento  á  los  Gobemado- 
.res.  de  provincia  «egün  los  necesiten. 
,  Ari.  33.  Al  solicitar  investigación,  registro,  escorial  ó  terrero»  gale- 
ría general  de  iovestigacicn,  trasporte  6  desagüe  y  las  autoriiacio«es 
.para  explotar  las  sustancias  referidas  eñ  el  art.  5.*  de  la  ley,  loa  íiite- 
trespidoa  darán  un  nombre  á  la  mina,  labor  ú  objeto  de  su  pretensión. 

Los  Gobernadores,  sin  aUerior  recurso,  rechazarán  cualquier  noip- 
.bre  gue  pueda  ser  ofemsivo  6  malaoiüante, considerado  nLOxa)  óciviil- 
psfBnte^  obligando  á  ios.aolicitantes  á  que  elijan  óteos  exe^toa  de^  tilles 
iqconvenientea. 

En  las  solicitudes  de  ampliación  ó  aum^to.  de  pefteoenciaa  y  >4« 


ifemasiars  üunca'se  permitirá  dará  edtas  agr^gacionies  an  nombte  dts^ 
tíDlo'del  quesetiay^  dado  á  las  concédionj»  ya  otorgadas  y  de'Iafs 
eualey  deben  formar  parte. 

Art.  34.  En  los  casos  á  que  se  reñ^^reel  art.  27  de  este  reglam^Dttf, 
los  plazos  ñjados  por  los  artículos  23  y  24  de  la  fey'  parapubiiciar  J& 
investrgadon  ó  él  registro,  y  para  JedUcir  las  oposiciones,  se  conta- 
rán df^^de'la  fecha  en  que  se  baya  obtenido  para  conaen^íar  las  labores 
e!^  permiso  del  dueño  del  terreDt>ó  del  Gobernador  déla  prOYiticia. 

Tampoco  procederá  esta  Autoridad  enlos  mismos  casos  á  decretar 
ia  admisión  de  las  solicictides  en  la  forma  pre^eoi^a  por  el  art!  22  de 
la  4ey,  arttes  de  obtenido  el  indtcado  permiso  dd  dueño  ó  de  otorgar- 
se según  el  citado  art.  27  del  reglamento;  pero  trascurridos  los'plazds 
improrogables  de  que  éste  trata,  sin  dilación  ni  aplazamiento' ^e  nin- 
gún genero  el  Gobernador  decretará  la  adm^isión,  cumpliendo  todo  lo 
que  previeoe  la  ley  acerca  de  los  primeros  trámites  y  fonnaHdades  del 
expediente.  n  ■ 

Árí¿  55.  En  los  mismos  términos  que  eíxpresa  el  arifoulo  anterior 
para  los  casos  que  comprende-,  &e  eontará  ^el  plazo  exigido  por  el  arti- 
culo 25  de  la  ley  para  la  decisfon  dUl  "Gobi^nador  en  hs  8«>lf^i«des  de 
lovestigacion. 

•  iir(.  36.  .El  permi^  parainTestiglirque  lOs  Gobernadores  délas 
pr^fincies  concedan  será  por  el  término  dé  seis-'afíos,  siempre  queduf- 
^ante  éste  tiempo  cumplan  los  interesados  coa  lad  condioioties  impaes* 
tas  por  'la  ley  y  llenen  tas  formalidades  que  erige.    '  '     '  ' 

Si  al  terminar  dicho  plazo  la  investigación  continuase  en  mudm 
profundidad,  d  Gdbef fiador  de  la  provincia^  con  tisto  delinforniíe  del 
'Ingeniero  respectivo,  podrá  pro  rogar  el  pernü«o 'por  otro»*  setis  añol, 
siempre  que  los  investigadores  lo  solicitasen  anl«s  <Ie  espirar  aquíd 
término.  Solo  por  el  BfinisrteHo  de  FOfáento  podrán  oonceUerse' otras 
próro^as-.        •  '     •  ■  •  ♦•     ."     •     •.'••»•■      •    n  -i  ^  .  ; 

El  permiso  concedido  para  investigar  no  servirá  para  antorisar  la 
^'Kbre4ispo$icron  de  los  minerales.        ■  i    o     j  .  -  •{ 

'•'  En  cimlquiér  tieúipo  en  qué  éstos  se  descubran  y  pueda  hacerse  la 
labor  legaU  según  se  prescribe  en  fos  articulo»  SO*y  S^-dela.  le^,'los 
In^vestigadol-é^  %oti6i(arán'  la'  ilel&^'rcaeíoo  y 'concesión,  i nstruyénflose 
les  eiípedieotefií  enría  misma  fofma  que 'los  déMíe^istro.    •   *  ^    ^''' 

•  ArL  37.  •  Adniitida  ^k' solicitud  de  itítesligaoion  ó  #e  fegfstto  en  U 
fflisttifi  fecha  de  su  presen taciou /el  plazo  fletStíatro  mlfs^Épara  ttabíK- 
lar  la  labo^legat  de  40  raéUfosfSe  «otoldrái<del'modDekt>ve^ado'en  el  ar- 
liciilo' 29  tie  la  ley;  pero  en  lós'casoá  4le^««  tiMittfb  I9s  ariie^los^  t7,  >M 
^85  de^sie  ^gla'meoto  ae  cortlará  d(&éO^  eldftf  s>igiíiente3al'da  lá  nb- 
lificacion  del  decreto  de  admisión  déla  solicitud  didttdo' pof  ^l  Gó- 
^^-bernador  da  U  fnrotincia.        <'    < 


Antes  de  vencer  dicht)  plazo,  los  interesados  6  sus  representantes 
entregar.íD  en  el  respectivo  Negociado  el  escrito  por  el  que  participen 
que  tieaei)  habilitada  la  labor  legal  ji  su  forma.  De  este  escrito  sedará 
á  la  parle  el  oportuno  resguardo*  visado  por  el  Gobernador  y  firmado 
por  el  06ciaK 

Art.  3S.  I^os  expedientes  de  minas,  se  formarán  con  los  documentos 
or]giDi.les,  y  nunca  por  copias  más  órnenos  antorixadas.  A  este  fiase 
acompañaron  originales  las  solicitudes,  p«.ticiooes«  recorsos,  decretos, 
providencias,  iuformes,  notificaciones  y  diligencias  que  con  relapion 
á  los  mismos  expedientes  tengan  lugar,  y  se  seguirá  el  mayor  drden; 
haciendo  clara  y  correlativa  la  instrucción.  La  foliación  será  por  hojaSi 
rubricándola»  el  Oficial  á  (^uien  corce^ionda  y  cuidándose  especial- 
miente  de  gue  las  diligencias  se  hagan  constar  en  el  orden  sucesivo  en 
que  tengan  efecto,  sin  que  ninguna  de  fecha  posterior  se  extienda  ó 
consigne  al  margen  de  los  escritos,  ni  con  anterioridad  á  otra  que  le 
haya  precedido. 

Los  claros  que  forzosamente  resoltaren  en  algunos  folios,  inclusas 
las  solicitudes,  se  tacharán  convenientemente  según  ocurra.  , 

Solo  en  el  caso  de  afectar  lo  resuelto  en  un  expediente  á  otros  de 
oposición,  se  trasladará  á  éstos,  por  certificación  que  visará  el  Gober- 
nador de  la  provincia,  el  decreto  original  extendido  eo  aqueL 

Las  prescripciones  anteriores  se  entenderán  aplicables  á  toda  clase 
de  expedientes  relativos  al  ramo  de  minería,  y  se  rechaia  por  lo  taoio 
eomo  innecesaria  é  inútil  la  práctica  de  llevar  extractos  por  separado. 
Art.  39.  Eo  todo  expediente  deberá  hacerse  constar  al  finaUpor  el 
Oficiala  quien  corresponda,  los  folios  que  contiene,  que  están  cubier- 
tos los  claros,  y  cualesquiera  otra  circanstaneias  que  parezcan  cooTe« 
sientes  y  oportunas  en  cada  caso.  La  nota  se  escribirá  toda  en  letra 
sin  guarispio  alguno. 

Art.  40.  Todos  los  expedientes  pueden  seguirse  por  los  mismos  lo - 
taBesados  ó  por  medio  de  representantes.  Para  esto  último  se  exigirá 
la  presentación  del  poder  legal,  del  que  se  tomará  la  oportuna  razod 
anotándolo  en  el  expediente,  á  no  convenir  el  interesado  en  qoe  se 
una  original  á  éste. 

El  interesado  ó  su  representante  deberán  residir  en  la  capital  en 
que  se  siga  el  expediente,  y  la  Administración  se  entenderá  con  ellos 
para  las  diligencias  que  deban  practicarse  y  para  las  notificaciones 
que  haya  de  hacer. 

Cuando  por  cualquier  circunstancia  se  hubiesen  ausentado  de  la 
eapiiaU  ó  no  residiesen  en  ella,  el  interesado  6  su  representante,  las 
Botificaeiooes  se  harán  por  medio  de  los  B0kline$  a/ioia/as,  uniéndo- 
se al  expjedieoto  el  respectivo  ejemplar  que  lo  acredite,  y  que  produ- 
cirá los  mismos  efectos  legales  que  la  notificación  en  persona. 

SeCGIOR  ADMIRISTRATIVA.— T.   III.  Si 
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Art,  Ai.  Para  que  la  labor  legal  ponga  de  manifiesto  la  existencia 
del  mineral  ctiya explotación  se  intente,  se  hará  siempre  dentro  délos 
respaldos  del  filón,  veta  ó  capa  descabiertos  en  los  criaderos  regulares, 
7  en  los  irregulares  como  mejor  convenga  según  su  forma. 

Art,  42.  Todo  particular  ó  sociedad  legalmente  constituida  podrá 
solicitar  la  concesión  de  un  gran  grupo  ó  coto  minero,  lo  mismo  de 
investigación  que  de  registro,  con  las  siguientes  condiciones: 

i^  El  grupo  ó  coto  minero,  así  de  investigación  como  de  Registro, 
habrá  de  contener  20  pertenencias  á  lo  menos  y  no  exceder  de  60. 
Estas  pertenencias  tendrán  la  extensión  que  les  corresponda  según  la 
clase  de  mineral. 

2.'  A  la  solicitud  acompañará  un  plano;  topográfico  tan  exacto  como 
sea  posible,  levantado  por  un  Ingeniero  en  la  escala  de  t  por  10.000, 
en  el  que,  fijándose  y  relacionándose  convenientemente  un  punto  de 
partida,  se  trazarán  con  la  debida  separación,  numerándolas,  todas 
las  pertenencias  unidas  según  mejor  convenga.  Se  presentará  ademán 
una  memoria  en  que  se  haga  constar,  bajo  el  punto  de  vista  científico 
j&  industrial,  la  conveniencia  y  ventajas  de  conceder  el  grupo  pre« 
tendido. 

3/  AI  presentar  la  solicitud  se  consignará  la  cantidad  de  40  escu- 
dos por  cada  una  de  las  pertenencias  que  hayan  de  formar  el  coto. 

4.*  Para  las  solicitudes  de  cotos  de  investigación  se  seguirán  igua- 
les trámites  que  para  las  de  investigación  ordinaria,  y  para  las  de  cotos 
de  registros  los  que  están  señalados  para  ésios,  sin  más  diferencia  en 
los  últimos  que  la  de  hacerse  la  labor  legal  en  solos  cuatro  puntos  del 
coto,  distantes  entre  si  por  lo  menos  el  espacio  de  400  metros,  cuando 
se  trate  de  las  minas  á  que  se  refiere  el  párrafo  primero  del  art.  13  de 
la  ley,  y  de  600  cuando  sea  de  las  contenidas  en  el  párrafo  segundo  del 
citado  articulo. 

5/  Son  respectivamente  aplicables  á  estos  expedientes  y  á  su  ins- 
trucción todas  las  demás  reglas,  condiciones  y  garantías  que  se  esta- 
blecen en  la  ley  y  en  este  reglamento  para  los  expedieates  de  investi- 
gación y  de  registro. 

CAPITULO  V. 

De  las  demarcaciones  y  concesiones  de  propiedad. 

krt.  43.  Para  comprender  en  la  demarcación  terrenos  de  fincas 
que  se  hallen  en  el  caso  expresado  en  el  art.  10  de  la  ley,  se  solicitará 
permiso  del  dueño  de  los  mismos;  y  si  dentro  de  dos  meses  lo  negare 
ó  guardare  silencio,  el  Gobernador  autorizará  la  demarcación  en  U 
forma  pedida,  previa  la  fianza,  é  indemnización  correspondientes,  ea 
tos  términos  requeridod  por  el  art.  11  de  la  misma  ley  y  5.%  7/  y  16 
de  este  reglamento. 
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La  solicitud  del  permiso  hecha  al  daeño  se  pondrá  en  coDocimien  - 
to  del  Alcalde  respectivo,  siguiendo  la  forma  y  trámites  expresados  ea 
los  artículos  14  y  27  que  preceden. 

Art.  44.  El  plazo  de  cuatro  meses,  fijado  por  el  art.  50  de  la  lej 
para  que  el  registrador  pida  la  demarcación,  se  computará  de  la  ma- 
nera establecida  en  el  art.  57  de  este  reglamento,  que  trata  de  la  labor 
legal. 

Si  el  registrador  dejase  trascurrir  dicho  plazo  sin  pedir  la  demar- 
cación, el  expediente  quedará  sin  curso  y  fenecido,  según  se  previene 
por  el  art.  64  de  la  misma  ley  en  el  caso  cuarto  de  su  primera, parte. 

Los  Gobernadores,  bajo  su  mas  estrecha  responsabilidadi  cuidarán 
de  que  no  se  rechace  en  ningún  tiempo,  dentro  del  período  de  los  cua- 
tro meses,  la  solicitud  en  que  los  interesados  pidan  la  demarcación  de 
sus  respectivos  registros,  y  teniéndolas  por  presentadas  y  admitidas 
tan  luego  como  se  entreguen,  darán  cumplimiento  inmediatamente  y 
sin  excusa  alguna  á  lo  prevenido  en  el  art.  5i  de  la  ley,  siempre  que 
hubieren  trascurrido  los  60  días  que  señala  el  art.  24  déla  misma  pira 
presentárselas  oposiciones. 

Art,  45.  Los  Gobernadores  dispondrán  que  se  hagan  en  la  capital 
de  la  provincia  las  notificaciones  de  que  habla  el  párrafo  tercero  del 
art.  51  de  la  ley,  si  en  la  misma  capital  residiesen  los  dueños  ó  solici- 
tadores de  las  minas,  investigaciones,  registros,  galerías,  escoriales  y 
terreros  lindantes  con  la  demarcación  que  haya  de  ejecutarse,  ó  las 
personas  que  legítimamente  les  representen. 

Si  estuviesen  ausentes  de  la  capital  unos  y  otros,  á  la  notificación 
«n  persona  suplirá  el  correspondiente  anuncio  en  e!  Boletín  oficial^ 
con  sujeción  á  lo  establecido  en  el  art.  40 y  en  la  disposición  2.*  de  las 
generales  de  este  reglamento.  Además,  las  demarcaciones  se  anuncia- 
rán siempre  previamente,  como  se  manda  al  final  del  citado  art»  51  de 
la  ley;  y  para  hacerlo  con  la  debida  anticipación,  los  Ingenieros  remi- 
tirán oportunamente  á  los  Gobernadores  de  provincia  los  avisos  cor- 
respondientes, expresando  en  ellos  con  toda  claridad  y  fijeza  los  días 
dentro  de  ios  cuales  hayan  de  verificarse  las  demarcaciones. 

Si  los  dueños  de  minas  ó  registros  y  los  de  los  trabajos  mineros  co* 
lindantes,  inclusos  los  de  investigación,  no  concurriesen  á  presenciar 
las  demarcaciones,  ni  tampoco  en  representación  suya  sus  legítimos 
apoderados,  en  este  caso  los  Ingenieros  requerirán  en  la  misma  locali- 
dad á  los  capataces  ó  encargados  de  las  labores;  y  cuando  tampoco  es- 
tuviesen presentes,  lo  harán  así  constar  con  toda  claridad  en  el  acta 
úe  la  demarcación.  Se  expresará  especialmente  en  ella  el  requerimien- 
to y  la  ausencia  ó  presencia  de  los  dueños,  así  como  de  sus  represen- 
tantes, comprendiendo  no  salo  á  los  que  lo  sean  de  la  mina  que  se  pre» 
teoda  demarcar,  sino  también  á  los  de  las  pertenencias  colindantes. 
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Si  los  dueños  ó  interesados  á  quienes  se  hubiese  notificado  en  la 
capital  de  ia  provincia,  ó  que.  ausentes,  debieran  reputarse  sabedores 
del  hecho  por  los  anuncios  del  Boletín  oficial^  no  eoncurriesen  al  acto 
déla  demarcación,  se  entenderá  que  renuncian  su  derecho  de  reclamar 
contra  los  efectos  déla  operación,  lo  mismo  que  si  por  no  presentarse 
los  capataces  ó  encargados  de  los  trabajos  colindantes  dejare  de  hacer- 
se sobre  el  terreno  el  requerimiento  de  que  habla  este  artículo. 

Contra  las  demarcaciones  no  se  admitirán  más  recursos  que  las  pro- 
testas, observaciones  y  reclamaciones  hechas  en  el  acto  mismo  del  re- 
conocimientp  y  fijación  ^e  las  estacas  ó  mojones. 

Art.  46.  Las  demarcaciones  dejarán  de  hacerse  por  los  Ingenieros 
cuando  no  resultase  terreno  franco,  no  estuviese  habilitada  la  labor  le- 
gal ó  no  se  comprobase  la  existencia  del  mineral.  En  todos  estos  casos 
el  expediente  se  devolverá  al  (jobernador  de  la  provincia,  haciéndolo 
co;istar  en  el  mismo  por  nota  expresiva  de  las  causas  de  la  devolución. 

Art.  47.  Para  hacer  las  demarcaciones  se  seguirá  el  orden  de  pre- 
ferencia  de  los  expedientes  con  relación  á  su  prioridad,  contada  desde 
la  fecha  de  presentación  de  las  solicitudes,  siempre  que  se  trate  de  mi- 
nas situadas  en  una  misma  comarca. 

A  este  orden  rigoroso  solo  podrá  faltarse  cuando  la  distancia  y  el 
aislamiento  de  las  minas  alejen  todo  temor  de  causar  perjuicios» 

Ar(.  48.  Jíi  después  de  publicada,  ni  en  el  acto  del  reconocimiento 
y  demarcación,  podrán  los  interesados  variar  ía  designación  presenta- 
da con  la  solicitud. 

Se  exceptúan  los  casos  á  que  se  contrae  el  párrafo  segundo  del  ar- 
ticulo o2  de  la  ley;  pero  si*  en  éstos  no  hubiese  acuerdo  entre  los  In- 
geníelos y  los  interesados,  la  operación  se  llevará  á  cabo  desde  luego 
según  decidan  los  primeros,  quedando  á  los  segundos  la  facultad  de- 
recurrir  al  Gobernador  de  la  provincia  para  la  resolución  que  con* 
venga. 

Si  el  recurso  no  se  interpusiese  en  el  término  de  dos  dias  por  con- 
ducto de  los  Ingenieros  para  que  informen  acerca  de  su  contenido  y  lo 
remitan  al  Gobernador,  se  tendrá  por  consentida  la  demarcación. 

Art.  49.  Al  hacer  las  denía  rea  clones  también  procurarán  losloge- 
DÍeros  colocarlas  de  mcdo  que,  sin  menoscabo  de  la  explotación,,  se 
eviten  en  lo  posible  los  espacios  francos  ó  las  fajas  entre  pertenencias. 
Con  este  objeto,  y  siempre  que  no  resulte  perjuicio  de  tercero,  podrán 
apartarse  dichos  Ingenieros  de  las  designaciones  hechas  por  los  inte- 
resados, bien  con  su  acuerdo  ó  bien  pj-escindiendo  de  él.  Si  esto  últi- 
mo ocurriese,  habrá  lugar  al  recurso  que  indica  el  final  del  párrafo^ 
segundo  del  articulo  precedente» 

Art,  50.  Las  demarcaciones  se  harán  únicamente  por  el  Ingeniera 
i  quien  corresponda,  sin  asistencia  de  Escribano.  Los  testigos,  losio^ 
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ieresadosó  sus  representantes  y  los  dueños  ó  encargados  de  las  minas 
y  de  las  labores  mineras  colindantes  presenciarán  las  operaciones, 
extendiéndose  de  ellas  por  el  mismo  ingeniero  ol  acta  correspondiente 
con  toda  expresión,  claridad  y  minuciosidad,  sin  omitir  ningbna  cir* 
canstancia  que  dé  idea  cabal  del  terreno,  de  la  orientación  de  la  mina  , 
de  su  amojonamiento  y  relación  con  los  puntos  fijos  y  ciertos  del  sitio 
eb  que  se  establece,  de  la  naturaleza  del  mineral,  de  su  conformidad 
ódifereocias  con  las  muestras  presentadas,  del  yacimiento,  espesor  y 
demás  condiciones  del  criadero,  y  dé  las  protestas,  reclamaciones  y 
observaciones  hechas  por  los  convocados  á  presenciarla  demarcación, 
que  perderán  todo  derecho  áser  oidos  después,  según  previene  el  ar- 
ticulo 45  de  este  reglamento,  si  dejasen  de  asistir  á  dicho  acto. 

En  los  expedientes  de  registros  por  caducidad,  ó  sea,  registro-de- 
nuncio, en  que  no  es  necesaria  la  habilitación  de  labor  legal,  no  debe- 
rá omitirse  la  desci'ipcion  del  criadero  y  minerales  que  le  constituyan, 
á  no  ser  en  el  solo  caso,  que  deberán  hacer  constar  en  el  acta,  de  que 
sea  absolutamente  imposible  por  el  estado  de  la  antigua  y  caducada 
mina. 

Firmarán  el  acta  con  el  ingeniero  todos  los  concurrentes  que  sepan 
-escribir.         . 

ArL  5{.  De  toda  demarcación  se  levantarán  por  los  Ingenieros  dos 
planos  topográficos,  trazados  en  papel  de  marquilla  ó  tela,  y  acomfia- 
nado  cada  uno  de  la  oportuna  explicación.  Ambos  tendrán  el  márgeb 
Suficiente  para  que  puedan  unirse  a!  expediente: 

La  escala  de  los  planos  será  de  1  por  5.600,  püdiendo  sin  embargo 
el  Gobernador  y  el  Ministerio,  en  casos  especiales,  acordar  que  se  for- 
men con  otra  diferente,  mayor  ó  menor,  según  convenga. 

Para  las  minas  de  que  trata  el  párrafo  segundo  del  art.  13  de  la 
ley,  lo  mismo  que  para  los  cotos,  la  escala  de  los  planos  será  de  1  por 
iO.OOO.  Guando  en  un  plano  deban  figurar  pertenencias  de  diferentes 
clases,  todas  se  sujetarán  á  la  escala  que  corresponda  á  la  concesión' 
olq'eto  principal  del  plano. 

Los  planos  se  dibujarán  con  esmero  y  limpieza,  empleándose  va- 
riedad de  tintas  para  mayor  claridad,  y  se  determinará  la  situación  de 
las  investigaciones,  registros,  labores  mineras  y  minas  colindantes^ 
marcándose  sus  bocas  ó  puntos  de  partida  siempre  que  fuese  posible* 

Para  la  formación  de  los  planos  y  extensión  de  las  actas  de  demar^» 
cacioñ  los  Ingenieros  se  atendrán  á  las  reglas  y  modelos  publicados 
por  la  Real  orden  de  25  de  Febrero  de  4863. 

ArL  52.    Para  conseguirlos  investigadores  la  demarcación  á  qué  se 
refiere  el  párrafo  segundo  det  art.  35  de  la  ley,  (ieberán  ajustar  su  soli- 
citud á  los  términos  prefijados  en  el  art.  30  de  la  misma,  y  presentar 
Jontamente  con  ella  las  muestras  del  mineral  descubierto^  que  ajuicio 
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del  logeniero  basteo  á  comprobar  so  existencia  y  la  posibilidad  de  ez«^ 
plotarse  co^oTeDienteiueote. 

Art,  53.  Los  logeoicros  de  Minas  se  ajustarán  estrictamente  á  lo 
dispuesto  en  la  ley  y  á  cuanto  se  previene  por  este  reglamento  sobre  el 
modo  de  hacer  las  demarcaciones,  extender  el  acta  de  ellas  y  leyantar 
los  planos,  y  tendrán  el  mayor  cuidado  al  practicar  los  reconocimien^ 
loft  y  todas  las  operaciones  facultatiyas,  sin  omitir  niogun  dato,  cir» 
cunstancia  ó  advertencia  que  pueda  en  todo  tiempo  contribuir  á  la 
mayor  ilustración  y  esclarecimiento  délas  cuestiones  que  se  susciten,- 
para  que  asi  la  demarcación  como  los  planos  conténganla  basey  fun* 
damento  de  los  derechos  dé  las  partes  y  los  fijen  y  garanticen  su  legi- 
timidad, evitando  dudas,  quejas  y  reclamaciones. 

A  este  efecto,  cuando  se  presenten  en  el  terreno,  procurarán  tener 
conocimiento  exacto  acerca  de  la  situación  de  todas  las  coocesiones^ 
colindantes,  habiendo  examinado  para  ello  los  antecedentes  y  datos- 
correspondientes  de  su  oficina  ó  reqlam  ado  de  la  Autoridad  los  expe- 
dientes que  pudieran  ser  necesarios. 

Arf,  54.  Lo  que  establecen  los  artículos  anteriores  para  las  demar-- 
caciohes  de  pertenencias  mineras  es  aplicable  y  extensivo  á  la  demar- 
cación de  los  grandes  grupos  ó  cotos,  escoriales,  terreros  y  demasías». 
Arl.  55.  Los  ingenieros  de  Minas  encargados  délos  reconocimien- 
tos y  demarcaciones  devolverán  á  los  Goberoadores  de  las  pruvincias 
los  expedientes  respectivos  dentro  de  los  plazos  designados  en  el  pár^ 
rafo  segundo  del  articulo  34  de  la  ley,  haciendo  constar  las  diligea- 
ciu  y  operaciones  practicadas,  con  inclusión  de  los  planos,  y  expre» 
sando  al  mismo  tiempo  por  oficio  separado  laa  condiciones  particula» 
res  que  además  de  las  generales  de  la  ley  y  del  reglamento  deban  im-^ 
ponerse  á  los  que  pretendan  la  concesión. 

Todos  los  planos  llevarán  el  V.*  B.'  del  Ingeniero  Jefe*  cuya  sus» 
cricion  le  hará  responsable  de  la  conformidad  del  mismo  plano  con  el 
resultado  del  acta  de  demarcación,  asf  coqao  también  de  que  en  la 
descripción  gráfica  se  han  observado  todas  las  reglas  marcadas  en  la. 
ley  y  en  este  reglamento. 

ArL  56.  Dentro  del  término  de  15  dias,  contados  desde  el  siguien- 
te al  en  que  se  haya  hecho  la  demarcación.  los  iuteresados  ó  qoienea 
Jos  representen  entregarán  en  los  Gobiernos  de  provincia,  en  papel  de 
reintegro,  la  cantidad  de  6  escudos  por  cada  pertenencia  completa  ó 
incompleta  de  mina  que  fuere  objeto  del  expediente.  Igual  cantidad- 
se  abonará  por  cada  demasía  y  pertenencia  de  escorial  ó  terrero. 

Entregarán  además,  dentro  del  mismo  plazo  y  también  en  papel 
4e  reintegro,  la  cantidad  que  corresponda  al  papel  del  sello  en  que 
baya  de  extenderse  el  titulo  de  propiedad. 

El  plazo  de  los  i5  dias  se  contará  siempre  desde  la  fecha  del  pri- 


mar  rBeonocimiento  en  que  á  la  vez  se  h«ya  becho  demarcación,  y  na 
se  entenderá  prorogado  ni  suspendido,  ya  sea  porque  el  Ingeniero  de* 
tenga  la  devolocion  del  expedienta,  ya  porque  se  rectifique  ó  modifique 
la  demarcación  primitiva,  ya  por  cualesquiera  otros  incidentes  que 
alteren  el  carácter  de  definitivas  que  por .  regla  general  b^n  de  tener 
las  indicadas  operaciones. 

Art.  57.  Las  consultas  previas  al  Ministerio  sobre  las  condiciones 
especiales  que  deban  imponerse  á  una  concesión,  de  que  babia  el  par* 
rafo  segundo  del  art.  37  de  la  ley,  solo  deberán  bacerse  cuando  se  re* 
fieran  á  circunstancias  ó  casos  que  no  se  bailen  comprendidos  en  la 
misma  ley  ni  en  este  reglamento»  y  lo  ejecutarán  los  Gobernadores  asi 
que  los  Ingenieros  bayan  devuelto  los  expedientes  con  la  demarcación 
practicada. 

£1  Gobierno  oirá  sobre  este  punto  á  la  Junta  facultativa  de  Minería 
cuando  las  condiciones  de  que  se  trate  sean  facultativas  y  referentes 
al  mioeral  ó  á  su  beneficio. 

El  titulo  de  propiedad  de  las  pertenencias  de  minas,  demasías,  es- 
coriales y  terreros  se  arreglará  al  modelo  núm.  4y  se  expedirá  por  los 
Gobernadores  dendro  del  término  de  15  dias  después  de  trascurrido  sin 
apelación  el  plazo  de  30  á  que  se  refiere  el  párrafo  primero  del  art.  37 
de  la  ley. 

Acompañará  siempre  al  mismo  título  uno  de  los  planos,  que  al 
efecto  se  desglosará  del  expediente,  poniéndole  el  sello  del  Gobierno 
de  provincia. 

CAPITULO  VI. 

De  ías  galerias  generales  de  invesiigaeian^  desagüe  y  trasporte, 

•    Arl.  58.    No  se  admitirá  ninguna  solicitud  para  la  apertura  de  so- 
cavón ó  galería  cuando  hayan  de  atravesar  tertenos  ocupados  en  todo  f 
ó  en  parte  por  minas  concedidas  ó  registradas  ó  en  investigación,  si 
no  se  acompañan  testimonios  en  forma  de  los  conciertos  6  estipulacio- 
nes á  que  se  contraen  los  artículos  40  y  41  de  la  ley. 

Las  solicitudes  para  bacer  galerias  de  investigación,  desagüe  6 
trasporte  se  formularán  con  arreglo  al  modelo  núm,  5,  y  en  el  plano  , 
que  acompañe  á  dicbas  solicitudes  se  determinará  la  situación  de  los 
registros  y  minas  de  otros  interesados  que  en  su  caso  pudieran  com-  ^ 
prender. 

ArL  59.  Guando  se  preteqda  la  concesión  de  galerías  generales  de 
inTestigacion;  desagüe  ó  trasporte,  al  publicar  la  designación  en  los 
términos  á  que  se  refiere  el  párrafo  segundo  del  art.  4i  de  la  ley,  el 
Gobernador  de  la  provincia  dispondrá  que  se  hagan  las  oportunas  no- 
tificaciones personales  álos  interesados  y  dueños  délos  registros  ó  mi- 
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Des  qae  hubieren  de  comprenderse  en  el  espaeio  que  recorra  la  gale- 
ría general.  ' 

Las  notificaciones  se  harén  á  los  apoderados  ó  representantes  de  los 
interesados  ó  doeños^si  éstos  los  tuvieren  legalmente  autorizados. 

Cuando  haya  de  hacerse  la  notificación  por  existir  los  registros  y 
minas  á  que  alude  el  párrafo  anterior,  se  practicará  lo  que  para  ia*^ 
Téstigaciones  v  registros  dispone  el  art.  24  de  la  ley,  y  lo  que  corres- 
ponda de  lo  establecido  en  los  articules  5.",  7.%  44.  16.  27,  34  y  35  de 
éste  reglamento. 

Art.  60.  La  reserva  de  pertenencias  para  el  empresario  de  una  ga- 
lería general,  según  el  art.  42  de  la  ley,  sesolieitará  por  el  mismo  em- 
presario cuando  pretenda  la  autorización  para  ejecutar  los  trabajos, 
expresando  el  número  de  ellas,  designándolas  y  haciendo  que  aparez* 
can  trazadas  en  el  plano.  Sobre  el  terreno  que  ocupen,  según  el  mismo 
plano,  no  se  admitirá  registro  ni  investigación  alguna  mientras  dure 
el  permiso  para  ejecutar  los  trabajos  de  la  galetfa  general,  y  solo 
cuando  los  practicados  subterráneamente  las  revasen  y  el  empresario 
no  las  haga  objeto  de  investigación  ó  registro,  los  Ingenieros,  al  viai» 
tar  las  minas  de  ^a  comarca,  darán  el  oportuno  aviso*al  Gobernador  de 
laprorincia  para  que  disponga  en  el  término  de  15  días  que  el  mismo 
empresario  ó  su  representante  opten  entre  la  instrucción  del  oportuno  ' 
expediente  para  investigar  ó  registrar,  ó  la  declaración  de  hallarse 
ei  terreno  franco»  porque,  no  conviniéndole,  renuncia  las  pertenen- 
oias. 

Esta  declaración  se  hará,  por  qI  Gobernador,  cuando  corresponda,  á 
los  ocho  dias  de  haberse  recibido  la  contestación  del  empresario,  pu- 
blicándola en  el  BoUlin  oficial  de  la  provincia.  Si  el  empresario  no 
contestase  á  la  intimación  del  Gobernador  en  el  plazo  de  los  45  días,  ae 
entenderá  que  renuncia  su  derecho  y  se  declararán  renunciadas  las 
pertenencias  y  franco  el  terreno. 

En  ambos  casos  procede  contra  esta  declaración  el  recurs^  de  alza- 
da para  ante  el  Ministerio  de  Fomento  deniro  del  plazo  de  30  dias. 

ArU  64.  Para  la  variación  de  la  linea  ó  lineas  sefialaiias  en  la  con- 
cesión de  las  galerías  generales,  el  expediente  que  se  instruya,  seg<iQ 
previene  el  articulo  43  de  la  ley,  seguirá  los  mismos  trámites  y  con- 
tendrá las  mismas  formalidades  que  el  expediente  primitivo  de  con* 
cesión. 

krt,  62.  En  los  casos  de  no  conformarse  las  partes  interesadas  con 
las  tasaciones  de  que  habla  el  párrafo  segundo  del  art.  44  de  la  ley,  se 
procederá  á  lo  que  corresponda  según  lo  establecido  en  los  artfculoii 
5.*  y  7.'  de  este  reglamento.  '  , 

krt.  .63.  Antes  de  que  el  Gobernador  dicte  la  resolución  conducen- 
te con  arreglo  á  lo  que  se  dispone  en  el  párrafo  segundo  del  art.  41  de 
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Ib  ley;  oirá  al  logeaiero  de  Minaé,  por  qoieñ  se  expresarán  las  condi- 
ciones facultativas  que  deban  imponerse. 

CAPITULO  VIK 

De  la  eoneesimí  de  itrreros  y  eeeeriáles. 

Art,  64.  Los  expedietiteis  cfue  se  formen  pbra  obtenerla  concesión 
de  explotar  terreros  y  escoríales  seguirán  en  su  instrucción  lo  dispues- 
to en  la  ley  y  lo  que  establecen  para  los  registros  los  capflqlos  iVy  V 
dé  este  reglamento. 

Arl.  65.  La  preferencia  que  al  dueño  de  uñ  escorial  ó  terrero  con- 
cede  el  articulo  48  de  la  ley  cuando  por  un  extrañóse  solicítase  labrar 
ana  mina  dentro  de  la  demarcaciotf  de  los  mismos,  tendrá  lugar  en  los 
casos  de  pretenderse  un  registro  ó  la  autorización  para  ioTestigar. 

En  ambos  el  Gobernador,  al  presentarse  Ta  solicitud,  dispondrá  la 
notificación  oportuna  al  concesionario  del  terrero  ó  escorial,  ó  á  su  re- 
presentante, y  si  en  el  término  de  los  30  dias  que  flja  la  ley  no  hubie* 
se  hecho  constaren  el  6obierno.de  la 'provincia  ^u  respuesta,  sé  en- 
tenderá que  renuncia  el  derecho  de  preferencia. 

Si  el  escorial  ó  terrero  no  se  hallare  demarcado  al  tiempo  de  pre- 
entarse  la  solicitud  de  registro  ó  investigaciotí  de  una  mina  ,  no  podrá 
redamarse  la  preferencia  indicada,  ni  tampoco  los  Interesados  en  la 
nueva  pretensión  podrán  gocár  de  la  propiedad  que  les  debiera  el  ar* 
tfcnlo  59  de  la  ley.  Todod  se  pnjetaráor  á  la  prosecución  de  sos  expe- 
dientes, que  deberán  ser  objeto  de  concesión  cuando  proceda,  sin  de» 
recho  alguno  de  preferencia,  diempre  que  al' explotar  las  respectivas 
pertenencias  se  guarden  las  reglas  de  policía  y  seguridad  ya  dictadas* 
ó  que  se  dicten  en  la  sucesivo. 

r 

CAPITULO  Vil!. 

Condiciones  generales  de  la  mineria. 

Arl.  66.  Los  mineros  harán  ejecutar  Ids  labores  con  sujeción  á  las 
reglas  del  arte  y  cuidarán  de  que  las  minas  estén  limpias,  desaguadas 
7  bien  ventiladas.  Se  reputará  contraria  á  la  ley  toda  explotación  co- 
diciosa en  que,  además  dé  no  fortificarse  ni  asegurarse  la  mina,  se 
imposibilite  ó  dificulte  el  ulterior  aprovechamiento  y  se  comprometa 
la  vida  de  los  operarios. 

Será  obligatoria  para  los  mineros  la  conservación  de  los  hitos  ó 
ibojones  que  se  fijen  al  demarcar  las  pertenencias,  y  la  observancia  de 
las  disposiciones  que,  tanto  sóbrela  fortificación  como  sobre  la  policía  y 
salobridad,  bontengan  los  reglamentos  quehuhiese  sobre  esta  materia, 
las  reglas  que  en  cada  caso  particular  prescriban  los  Ingenieros  y  las 
que  exclusivánáeote  sobre'salobrídad  les  dicten  las  Autoridades  loca- 
les, previo  el  informe  facultativo.  > 


—  530— 

Los  Gobernadores,  mediante  el  reconocimiento  y  el  informe  del  la* 
geniero  á  quien  corresponda,  fijarán  en  cada  caso  y  A  íostaBCii)  de  parte 
el  plezo  dentro  del  cual  hayan  de  achicarse  las  aguas  acumuladas  en  las 
labores  de  una  mina ,  obrando  en  este  punto  con  la  mayor  exactitud  y 
señalando  los  más  breves  términos  posibles,  á  fin  de  evitar  que  se  uti- 
lice una  mina  á  expensas  ó  con  perjuicio  de  otra. 

Art.  67.  Para  los  efectos  y  cumplimiento  del  articulo  anterior,  y 
para  vigilar  el  délas  prescripciones  de  la  ley  y  de  este  reglamento,  ios 
dueños  de  una  ó  más  minas  y  los  concesionarios  de  galerías,  investiga- 
ciones, terreros  y  escoríales  tendrán  qn  libro  encuadernado,  foliado  j 
rubricado  en  todas  sus  hojas  por  el  Alcalde  de  la  jori^iccion. 

Este  libro  se  titulará  Libro  de  visita  de  la  mina (gakria  6 

investigación.  .  •  .  .  .J,  sita  en  término  de »  y  en  su  hoja 

primera  se  extenderá  diligencia  por  el  respectivo  Alcalde  y  Secretario 
del  Ayuntamiento  haciendo  constar  los  folios  deque  el  libro  secom* 
pone. 

Art.  68.  Los  Ingenieros,  una  vez  al  año  cuando  menos,  si  nd  lo 
impiden  atenciones  más  urgentes  del  servicio,  girarán  visitas  á  lasmi« 
ñas  y  trabajos  mineros,  y  harán  constar  por.  niedio  de  acta  en  el  libro 
de  que  habla  el  articulo  anterior  el  estado  en  que  los  hallen  y  los  de- 
fectos que  observen  en  sus  labores.  Ajando  las  reglas  que  concepiúea 
oportunas,  lo- mismo  acerca  del  método  de  éstas,  que  en  lo  relativo  á 
policía^  salubridad  y  á  cuaoti>  sea  necesario  para  el  adelanto  de  la  in* 
dttstria  y  legitimo  beneficio  de  los  explotadores. 

Durante  las  indicadas  visitas  se  darán  los  avisos  de  que  hablan  los 
articules  20  y  60  de  este  reglamento. 

En  la  oficina  del  Jefe  de  cada  distrito  se  Hevará  también  un  libro 
foliado  y  rubricado  en  que  se  hagan  constar  las  visitas  de  las  minas. 
En  este  libro  los  Ingenieros,  por  diligencia  autorizada  por  su  superior, 
consignarán  el  resultado  de  cada  una  de  las  visitas  practicadas,  y  las 
reglas  ó  advertencias  que  hubiesen  dejado  anotadas  en  el  libro  de  la 
mina  ó  de  las  «demás  labores  de  este  género. 

Esto  no  impedirá  que  durante  su  comisión  de  recorrer  la  comarca 
pongan  inmediatamente  en  conocimiento  de  los  Gobernadores,  por 
conducto  del  Jefe  respectivo,  las  faltas  graves  que  no  hayan  podido 
evitar  por  sí  y  que  deban  enmendarse  ó  merezcan  corrección  é  castigo 
según  las  prescripciones  de  la  ley. 

Art.  W*  Pueden  acumularse  los  trabajos  de  una  concesión  en  cual- 
quiera de  las  diferentes  pertenencias  de  que  conste,  pero  es  indispen* 
sable  que  se  emplee  el  pueble  correspondiente  á  todas  ellas  con  arreglo 
á  lo  que  se  dispone  en  los  artículos  50  y  52  de  la  ley. 

Del  mismo  beneficio  podrán  disfrutar  los  mineros  que  tengan  dife- 
rentes concesiones,  cuando  éstas  sean  colindantes.  Farm  este  efecto  so 
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tonsiderarin  coliadaotes  ias  parteDeocias  caaodo  eolre  ellas  oq  me- 
dien otros  espacios  que  aquellos  en  que  no  puedft  tener  cabida  ana  per* 
tenencia  completa  ó  incompleta. 

Los  mineros  que  se  encuentren  en  el  caso  del  párrafo  anterior  la- 
dran además  hacer  extensivo  el  beneficio  de  la  acumulación  de  labO'^ 
resá  otras  minas  que  tengan  en  la  misma  comarca  minera,  siempre 
que  concurran  las  dos  circunstancias  siguientes: 

I.*    Que  el  ndmero  dé  estas  minas  separadas  sea  menos  de  la  mitad 
de  las  que  formen  el  manchón  ó  grupo  principal. 

Y  9/    Que  la  distancia  de  las  primeras  á  las  segundas  no  exceda 
del  espacio  que  puedan  ocupar  cnatro  pertenencias  de  su  clase. 

Ari,  70.  Siendo  muy  difícil»  si  no  imposible,  seoalac  de  antema- 
no respecto  de  una  mina  en  que  no  se  hayan  principiado  los  trabajos 
cuáles  sean  las  labores  que  deban  resultar  hechas  para  considerarla 
poblada  en  los  términos  que  se  exigen  en  la  ley,  lo  que  respecto  de 
este  punto  se  dispone  en  el  art.  55  de  la  misma  se  refiere  y  debe  enten* 
derse  tan  solo  de  los  casos  en  que  tratándose  de  averiguar,~ya  de  ofi- 
cio, ya  en  expediente  á  instancia  de  parte  si  uaa  mina  ha  estado  ó  no 
en  abaedono,  se  examine  este  extremo  por  los  Ingenieros  teniendo  en 
cuenta  la  Daturaieza  ^el  terreno,  la  clase  de  obras  practicadas  y  los 
demás  accidentes  que  bayan  podido  ocurrirán  cada  explotación. 

En  estos  casos  (amlñen  se  tomará  en  cuenta  por  los  Ingenieros  la 
Iberza  mecáDíea  que  se  haya  empleado,  asi  como  loe  trabajos  de  des- 
agües extraordinarios  por  inundaciones  imprevistas,  y  los  de  galerías 
generales  de  desagüe  y  trasporte  que  sean  indispensables  ó  conocida- 
mente útiles  para  el  laboreo  y  aprovechamiento  de  las  minas  ó  esco- 
riales; y  para  la  computación  de  todo  ésto  con  el  pueble  se  atendrán  á 
laff  reglas  y  condiciones  qoe  según  las  circunstancias  de  cada  caso 
conceptúen  más  acertadas. 

Después  qoe  en  expedientes  detesta  clase  haya  dado  so  dictamen 
el  Ingeniero,  el  Gobernador,  antes  de  dictar  providencia,  hará  que  se 
ponga  aquel  de  manifiesto  al  dueño  ó  concesionario  de  la  mina  para 
qoe  exprese  si  se  conforma  ó  no  con  el  mismo,  y  pueda  tener  lugar 
en  so  caso  lo  que  sobre  nombramiento  de  otros  peritos  se  previene  en 
el  párrafo  segundo  del  citado  articulo  53  de  la  ley. 

No  podrán  considerarse  peritos  para  este  caso  sino  individuos  quo 
tengan  titulo  de  Ingenieros,  de  Minas  ó  que  se  hallen  autorizados  como 
tales  por  el  Ministei io,  con  arreglo  á  lo  que  se  previene  en  la  primera 
délas  disposiciones  generales  de  este  reglamento. 

Arl.  71 .  Los  dueños  de  pertenencias  que  den  productos  de  los  que 
las  leyes  fiscales  declaren  estancados  no  podrán  disponer  de  ellos  sino 
con  la  intervención  y  bajo  las  condiciones  que  fijen  el  Ministerio  de 
Hacienda  ó  sos  dependencias. 
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hrL  72.  Además  de  las  obligaciones  generales  que  imponen  la  ley 
y  este  regltmento  á  los  mineros,  qaedarén  sujetos  á  las  particulares 
qu^  en  cada  caso  especial  puedan  exigtrsetes  y  que  se  expresarán  y 
consignarán  en  el  titulo  de  propiedad  y  en  tas  autorizaciones  que  se 
concedan. 

La  Guardia  rural  llenará  los  deberes  propios  de  su  institución  con 
respecto  á  los  minerales,  edificios,  herramientas  y  detnás  objetos  de  la 
piropiedad  de  los  mineros,  que  se  hallen  en  el  terreno  superficial  de  las 
pertenencias. 

Los  Gobernadores  podrán  además,  cuando  lo  exijan  las  circunstao  - 
cías  6  condiciones  de  cada  comarca  minera,  dictar  reglas  é  advertencias 
especiales,  oyendo  al  Ingeniero  Jefe,  para  que  la  Tigilancia  de  la  Guar- 
dia rural  ofi^ezca  la  más  segura  garantía  en  favor  de  esta  propiedad. 

Arl.  73.  Ai  presentar  las  solieitodes  de  registro,  sea  completa  ó 
incompleta  la  pertenencia,  las  de  demasía,  de  inTestigacion.de  terre- 
ros y  escoriales  y  las  de  beneficio  de  las  producciones  minerales  indi* 
cadas  en  el  art.  3/  de  la  ley,  y  de  las  arenas  auríferas;  ó  estanníferas 
en  establecimientos  fijos,  entregarán  los  interesados  U  cantidad. de  30 
escudos.  No  se  admitirá  ninguna  solicitud  si  se.  omite  la  entrega  de  la 
soma  mencionada.  Para  las  que  se  refieran  á  los' cotos  mineros  se  ob- 
servará lo  establecido  en  el  art.  42  de  «ste  reglamento. 

Art  74.  Las  sumas  que  resulten  de  la  entrega  de  los  30  escudos  á 
que  se  contrae  el  artículo  anterior  se  consignarán* semana Imen te  por 
los  Gobernadores  en  las  Tesorerías  de  profincia,  teniéndolas  á  su  dis* 
posición  para  atender  á  las  dietas  de  Ingenieros  y  Auxiliares.  El  so- 
brante que  resultare  se  devolverá  á  los  interesados. 

Si  con  los  30  escudos  no  se  cubriesen  los  gastos  del  expediente  para 
el  que  se  consignó  el  depósito,  los  interesados  ó  sus  representantes  ha* 
brán  de  satisfacerlos  que  faiteo  hasta  completarlos,  dentro  del  plazo 
de  ocho  dias,  cootados  desde  que  se  les  notifique  el  exceso  de  gaslos. 

La  notificación  sobará  constaren  el  expediente,  y  lo  mismo  el  pa- 
go, con  las  íormalidades  requeridas  por  los  artículos  31  y  38  de  este 
reglamento. 

£n  ceda  semestre  se  publicará  en  el  Boleiin  oficial  de  la  provincia 

ün  estado  demostrativo  del  ingreso  y  distribución  de  los  fondos  á  que. 

se  contrae  este  articulo. 

.    Lo  que  en  él  se  dispone  se  considerará  como  complemento  de  lo 

prevenido  en  el  art.  61  de  la  ley  y  en  el  36  del  reglamento  ai  uablar  de 

las  demarcaciones. 

CAPITULO  IX. 

De  la  cancelación  de  txpedientes^  caducidad  de  concesiones  y  trimües^ 

de  nueva  adjudicación. 

Art,  75.    Con  arreglo  á  lo  dis[mesto  en  el  art.  64  de  la  ley,  no  sé 
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admitirá  ni  dará  curso  á  DÍngana. solicitud  de  registro,  demasía,  in* 
festigacion,  concesión  de  escoriales  6  terreros,  beneficio  de  prodiic- 
dooes  minerales  indicadas  en  el  art.  3/  de  la  misma  ley,  y  explota- 
4>ioo  y  beneficio  de  las  arenas  auríferas. y  estaooiferas»  sin  que  se  rea» 
licela  entrega  de  la  cantidad  fijada  por  el  art.  73  de  este  regiameoto  y 
a^D  que  se  verifique  la  desigoacioa  aeguu  previene  el  art.  29  del  mis0o. 

Tampoco  se  admitirá  oi  dará  carao  á  las  &oliciiu4e8  de  registro  ó 
ioveatigaciou  que  se  refieran  á  terreóos  ya  registrados  ó  iavestigados, 
cayos  expedientes  se  hallen  en  trámite  y  tengan  admitidas,  las  soiitsi- 
tades  y  publicada  la  designación. 

Sio  embargp,  podrán  admitirse  las  solicitudes  de  inyestigacioo  ó 
registro  que  se  refieran  á  terrenos  objeto  de  expedientes  en  tramita* 
cioQ,  cuando  en  dichas  solicitudes  se  exprese  que  estqs  coniieoen  vi- 
cios de  nulidad  que  loa  invalidan,  ó  cuando,  aunque  no  se  exprese, 
baya  motivo  fundado  para  creer  la  existencia  de  semejantes  vicios.  En 
t^les  casos«  si  la  nulidad  es  cierta  y  procede  declararla,  con  sujecíqn 
á  los  preceptos  de  la  ley  y  reglamento,  el  Gobernador  providenciará  io 
conveniente  al  efecto,  siguiéndose  el  nuevo  expediente  por  los  trámites 
]«gales;  Guando  no  existiese  la  causa  de  nulidad  alegada,  la  solicitad 
de  investigación  ó  registro  que  la  presuponga  seta  desestimada,  quQ* 
dando  sin  curso  ui  valor  alguno,  y  el  expediente  primitivo  continuacá 
ancurso  en  la  forma  y  con  los  plasoa  que  correspondan. 

Luego  q.tte  los  interesados  incurran  en  cualquiera  de  las  faltas  qiie 
señala  el  citado  art.  64,  y  cuando  tenga  logar  la  meticionada  en  el  par» 
rafo  segundo  de  este  articulo,  los  Gobernadores  decretarán  la  cancela* 
cion  de  los  expedientes  como  nulos  y  sin  valor,  mandando  que  se  ha-, 
gao  oportuna  y  debidaoieote  las  notificaciones  á  las  partes. 

Las  publicaciones  en  los  Boietines  de  los  decretos  de  cancelación  oo 
ee  baráa  hasta  queT dichas  providencias,  pueden  firmes,  entendiéndose 
ést^  sin  perjuicio  de  lo  establecido  eael  párrafo  tercero  del  art.  40  de 
este  reglamento. 

Ar/«  76.  En.los  caaos á  que  se  refieren  ios  párrafes  segundo  y  ter» 
eero^del  articulo  anterior,  el  expediente  (cancelado  no  podrá  revalidar- 
se ni  t^oer  curso  ni  efecto  en  ningún  tiempo,  aunque  ips  expedientes 
preferidos  que  originaron  su  Oiulidad  incurriesen  en  ella  posterior- 
mente. 

ArL  77.  .  Además  de  las  conciQsiope^  á  que  se  refiere  el  art.  65  de  la 
ley  al  determinar  las  causas  que  habrán  de  ocasionar  la  declaración  de 
caducidad,  caducará  y  se  perderá  el  derecho  á  una  galeria  general 
aiempre  que  no  se  cumplan  ó  Ueneo  las  condiciones  con  que  se  hubie- 
se autorizado  su  ejecución.  r 

krí,  78.  El  expediente  que  se  instruya  do  oficio  para  la  declaración 
4c  caducidad  principiará,  por  el  decreto  del  Gobernador^  euquee^oa- 
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galas  causas  que  podrán  motivarla.  Esta  resalacion  se  ootiflcaráát 
concesionario  para  qoe  en  el  término  de  45  días  alegae  lo  convenien- 
te á  su  derecho.  Trascurrido  este  plazo,  haya  ó  no  contestado,  el  Go* 
bernador  disp3ndrá,  si  lo  juzga  necesario,  que  se  hagan  de  oflcio  les 
informaciones  conducentes  al  esclarecimiento  de  la  verdad,  y  oirá  el 
dictamen  del  Ingeniero  á  quien  corresponda  emitirlo,  procediendo 
después  con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  art.  70  de  este  reglamento. 

Asi  instruido  el  expediente,  el  Gobernador  declarará,  según  proce* 
da,  la  caducidad  ó  la  subsistencia  de  la  concesión. 

Los  mismos  trámites  se  seguirán  cuando  el  expediente  empezase  á 
instancia  desparte,  debiendo  el  Gobernador  dictar  su  providencia  para 
la  instrucción  del  expediente  acto  oont  fnno  de  presentada  la  solicitud* 

En  esta  providencia  se*  dispondrá  que  pase  á  informe  del  Ingeniero 
la  solicitad  del  nuevo  registrador  y  que  se  notifique  su  presentación 
9l  concesionario  para  que  exponga  lo  que  creyere  conducente  á  su  de* 
recho  dentro-  del  plazo  de  45  dias.  El  Ingeniero  deberá  practicar  el  re* 
conocimiento  y  evacuar  su  informe  dentro  délos  dos  meses  siguientes 
á  la  presentación  de  la  solicitud,  y  sin  perjuicio  de  exponer  su  dictá^ 
men  sobre  todas  y  cada  una  de  las  circunstancias  alegadas  por  el  re- 
gistrador como  fundamento  de  su  pre  tensión,  y  de  tener  presente  lo 
que  se  previene  en  el  art.  70,  su  informe  deberá  comprender: 

i."  El  estado  y  clase  de  los  trabajos  de  la  pertenencia  ó  perteneb- 
cias  de  que  se  trata,  fijando  con  la  mayor  exactitud  la  medida  de  su 
importancia  respettiva  y  extensión  tota!. 

i.*  La  medida  y  extensión,  según  cálculo  aproximado,  de  las  la- 
bores  de  la  misma  clase  que  bayau  podido  realizarse  en  cada  año  du- 
rante el  plazo  y  con  el  pueble  que  la  ley  exige,  á  contar  desde  la  po- 
sesión del  concesionario. 

Tanto  el  registrador  como  el  concesionario  poárán  nombrar  un  In- 
geniero que  se  asocie  al  nombrado  por  el  Gobernador,  y  sus  informes 
se  unirán  al  expediente. 

Practicado  ésto,  y  cumplid  ndose  además  en  su  caso  con  lo  que  se 
previene  ec  el  párrafo  segundo  del  art.  5S  de  la  ley  y  párrafos  tercero 
y  coarto  del  70  de  este  reglamento,  el  Gobernador  dictará  la  providen- 
cia que  corresponda  dentro  del  término  de  un  mes. 

Se  considerará  como  de  oficio  el  expediente  de  caducidad  que  se 
instruya  por  abandono  formal  y  explícito  de  la  concesión,  en  cuyo  caso 
se  observará  además  lo  prescrito  en  los  artf culos  02  y  63  de  la  ley. 

Para  que  el  que  litigue  ante  los  Tribunales  contra  el  poseedor  de 
«na  mina  tenga  el  derecho  que  se  le  señala  en  el  último  párrafo  del 
art.  65  de  ley,  es  necesario  que  concurran  las  circunstancias  siguien- 
tes: primera,  qee  tü  expediente  sobre  renuncia  6  caducidad  de  la  mine  , 
se  haya  incoado  en  el  Gobierno  civil  con  posterioridad  á  la  presenta- 
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cioo  de  la  demanda  ante  los  Tribunales,  pues  que  si  lo  hubiera  sido 
antes,  no  podrá  el  litigante  alegar  ningún  derecho  contra  su  resulta- 
do, aun  cuando  en  los  Tri  bunales  obtenga  sentencia  é  su  fa?or;  y  se« 
gunda,  que  dentro  del  término  de  ocho  dias  después  de  incoado  el  plei-* 
to  ante  los  Tribunales,  presente  up  escrito  el  litigante  al  Gobernador 
obligándose  á  tener  poblada  la  mina  durante  el  pleito  en  el  caso  que 
el  concesionario  la  renunciase  y  en  el  de  que  tuviese  noticia  aquella 
Autoridad  del  abandono  délas  labores. 

Llenado  este  último  requisito  por  el  litigante,  el  Gobernador  acor* 
dará  lo  oportuno  para  que  aquel  pueda  Teriflcar  los  trabajos  de  la  mina, 
acordando  al  propio  tiempo  lo  con?eniente  sobre  intervención  en  las 
labores  y  fianza  que  responda  de  los  minerales  que  se  exploten. 

Si  después  de  estar  autorizado  el  litigante  para  hacerlas  labores  no 
las  emprendiese  dentro  del  plazo  que  se  señalare  por  el  Gobernador. 
que  no  deberá  exceder  de  cuatro  meses,  ó  si  las  abandonase  después 
de  empezadas,  dando  lugar  á  que  proceda  la  caducidad  de  la  conce- 
sión, tampoco  tendrá  el  derecho  que  se  expresa  en  el  citado  párrafo 
final  del  art.  65  de  la  ley. 

Art.  79.  Para  la  más  completa  inteligencia  de  lo  que  se  dispone  en 
el  artículo  precedente  y  en  los  párrafos  segundo  y  cuarto  del  68  de  la 
ley, se  tendrán  en  cuenta  las  reglas  siguientes: 

I.*  El  expediente  de  caducidad  á  instancia  de  parte  debe  incoarse 
por  medio  de  solicitud  de  registro  sujeta  á  toias  las  condiciones  y 
acompañada  de  todos  los  requisitos  que  para  las  de  su  clase  fijan  la 
ley  y  este  reglamento.  Únicamente  se  diferenciará  la  solicitud  en  ha- 
cer presente  que  en  el  terreno  pretendido  existe  una  concesión  ante- 
rior, cuyo  nombre  y  el  del,  concesionario  se  expresarán  si  se  supiere; 
y  que  hallándose  en  circunstancias  evidentes  de  caducidad,  según  la 
misma  ley  y  reglanfento*  por  las  faltas  que  se  indicarán  con  toda  ex- 
presión, se  aspira  á  que,  previa  la  declaración  de  caducidad,  se  ins* 
truya  y  siga  el  expediente  de  registro.  Cuando  se  trate  de  la  caducidad 
de  una  investigación,  se  pretenderá  por  medio  de  solicitud  de  inv^tí- 
gacion  con  las  condiciones  y  formalidades  que  les  son  obligatorias,  ha- 
ciéndose las  indicaciones  exigidas  para  los  registros  en  el  caso  ante- 
rior. 

S.*  Decretada  y  ejecutoriada  la  caducidad,  desde  la  fecha  en  que 
ésto  tenga  lugar  principiará  á  correr  el  término  para  solicitar  la  de- 
marcación; pero  si  no  fuese  ó  no  se  considerase  procedente  la  caduci- 
dad y  se  declarase  subsistente  la  anterior  concesión,  acto  continuo  se 
decretará  la  cancelación  del  expediente  de  registro  ó  de  investigación. 
Guando  la  mina  caducada  no  tuviese  la  extensión  que  para  una  per- 
tenencia completa  ó  incompleta,  según  su  clase,  se  señala  en  el  ar- 
ticulo 13  de  la  ley,  y  no  hubiese  terreno  franco  en  las  inmediaciones 
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para  qae pueda  completarse  la^pertt^neocia  solicitada  por  el  Quevo  re- 
gistro, se  declarará  éste  nulo,  debieodo  adjudicarse  el  ierreoo  coidq 
demasía,  con  arreglo  á  lo  que  se  dispone  en  el  a.rt  45  de  la  mí^r 
ma  ley. 

3/  Guaodp  se  aolicitase  simplemente  un  registro  ó  investigacioQ 
sin  expresar  que  en  el  terreoo  designado  existe  una  concesión  anterior, 
y  sin  pretender  por  consiguiente  la  oportuna  declaración  de  caduci-' 
dad,  esta  circunstancia  no  invalidará  lo  solicitado  ni  perjudicará  al 
legro  déla  concesión  á  que  se  aspire.  Loque  se  hará  eo  cualquier  es- 
tado de  los  expedientes  de  in?estigacion  ó  de  registro,  en  cuanto  llega- 
re á  constar  la  existencia  de  una  concesión  anterior  no  caducada  le- 
galmeote,  será  suspender  la  prosecución  de  los  expedientes  en  trámite 
hasta  practicar  á  continuación  délos  mismos.ias  pportunais  diligencias 
para  la  declaración  que  eorrespooda;  volviendo  á  seguir  su  curso»  se- 
gún el  estado  qae  tuviera,  tan  luego  como  la  caducidad  sea  ejecutoria., 
6  cancelándose  en  el  caso  contrario. 

4/  Si  por  ignorarse  y  no  hacerse  constar  la  existencia  de  una  con- 
cesión anterior  en  el  terreno  solicitado,  siguiese  el  expediente  todos 
ftts  trámites  hasta  concederse  la  investigación  ó  registro  después  de 
trascurrido  el  plazo  para  reclamar,  según  la  ley  yelart.  86  de  este  re» 
glamento,  sin  haberlo  vérifícado,  no  se  admitirá  recurso  alguno  que 
tenga  por  objeto  an  ular  el  nuevo  expediente  fundándose  en  la  falta  de 
la  declaración  previa  de  caduci<1ad.  Para  estos  casos  y  para. todos  los 
tfeclQs  legales  sucesivos,  se  reputará  caducada  la  concesión  en  cuyo 
terreno  posteriormente  se  haya  obtenido  otra  de  cualquier  clase 
que  &ea. 

CAPITULO  X. 

De  las  oficinas  de  beneficio  de  minerales. 

Ar<.  80.  Todo  beneficiador  de  minerales  en  establecimientos  fijos 
obtendrá  los  derech  os  y  contraerá  las  obligaciones  á  que  se  refiere  et 
art.  71  de  la  ley. 

CAPITULO  XL 

> 

Helas  contribuciones  del  ramo  de  minas. 

Art,  81.  Cuando  los  expedientes  se  hallen  en  estado  de  devengai; 
el  canon  anual  con  arreglo  alo  prevenido  eo  los  artículos  80  y  81  do 
la  ley,  los  Gobernadores  cuidarán  bajo  su  responsabilidad  de  dirigir  el 
opoituno  avisoá  las  oflcioas  respectivas  dependientes  del  Ministerio  de 
Hacienda  para  que  pueda  verificarse  el  cobro  de  lo  que  por  el  indicada 
concepto  corresponda. 

En  los  expedientes  se  hará  constar  que  se  ha  cumplido  con  esta 
formalidad,  y  la  anotación  que  lo  exprese  se  ifutorizará  cou  el  V.*  fL* 
del  Gobernador  y  la  firma  entera  del  Oficial  encargado. 
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Lo  mismo  se.practicará  para  los  efectos  contrarios  coando  se  aoiile 
ooa  (lemarcacion  y  coaado  se  ejecutorié  la  cvdttcidad  de  una  coDcesioo. 
Art.  82.    Corresponde  al  Ministerio  de  Hacienda  dictar  las  resolu- 
ciones que  estime  oportunas  para  la  recaudación  de  lo9  impuestos  que 
se  establecen  en  el  capítulo  i2  de  la  ley. 

CAPITULO  xil. 

De  ¡a  autoridad,  y  jurisdicción  m  mineria. 

Art.  83.'  Los  términos  para  apelar  de  las  decisiones  del  Consejo 
proTíncial  ante  el  Consejo  de  Estado  en  los  juicios  de  caducidad  á  que 
se  refieren  el  art.  68  y  el  párrafo  segundo  del  88  de  la  ley,  serán  los 
que  señale  para  todos  los  cases  de  apelación  el  reglamento  vigente  so- 
bre el  modo  de  proceder  en  los  negocios  contenciosos  de  la  Adminis- 
tracloQ,  ó  los  que  por  la  ley  ó  reglamento  para  el  mismo  procedimien- 
to se  fijaren  en  lo  sucesivo. 

Para  reclamar  gubernativamente  al  Ministerio  de  Fomento  de  las 
providencias  del  Gobernador  en  los  casos  á  que  se  refieren  los  artícu- 
los 67  y  88  de  la  ley,  se  interpondrá  el  recurso  ó  representación  en  el 
término  de  los  30  dias  que  para  este  fin  establecen  el  párrafo  primero 
del  art.  67  y  el  ultimo  del  88.  Estos  recursos  se  presentarán  siempre 
ante  los  Gobernadores,  quienes  los  remitirán  al  Ministerio  con  los  ex- 
pedientes respectivos  para  la  resolución  que  proceda.  Solo  podrá  re- 
currir directamente  al  Ministerio  cuando  el  Gobernador  denegare  ó  re- 
sistiere la  admisión  del  recurso  de  alzada. 

Contra  las  providencias  délos  Gobernadores  declarando  la  caduci- 
dad se  interpondrá  el  recurso  de  apelación  ante  el  Consejo  provincial 
en  el  término  de  30  dias,  señalado  igualmente  para  este  fin  en  eipár- 
rafq  tercero  del  articulo  68  de  la  ley  y  en  el  citado  último  párrafo  del 
art.  88  dala  misma. 

Art,  81.  Además  de  los  casos  en  que  por  el  art.  89  de  la  ley  se  con« 
cede  el  recurso  ante  el  Consejo  de  Estado  contra  las  Reales  órdenes  que 
definitivamente  resuelvan  los  expedientes  de  minería,  se  admitirá  tam- 
bién, con  arreglo  á  los  artículos  25  y  26  del  jregla mentó  de  27  de  Julio 
de  1853  para  la  ejecución  de  la  ley  de  enajenación  forzosa  por  causa 
de  utilidad  pública,  en  las  cuestiones  que  se  susciten  por  no  confor- 
márselos interesados  con  las  tasaciones  de  indemnización  de  que  tra- 
tan fos  artículos  5.*,  14,  44  y  71  de  la  le^  y  los  artículos  5.%  7.%  16, 17, 
27,  43,  59, 62  y  80  de  este  reglamento. 

Art.  85.  Las  reclamaciones,  asi  gubernativas  como  contenciosas, 
que  se  hagan  por  los  ipteresados  relativas  á  las  indemnizaciones,  no 
interrumpirán  las  labores  ni  la  tramitación  de  los  respectivos  expe- 
dientes, á  cuyo  fin  se  cumplirá  lo  prevenido  en  el  art.  7.*  de  este  re* 
glamento* 
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AH,  86.  No  se  admitiráa  eo  la  via  cooteDciosa  ante  el  Consejo  de 
EHado  más  recursos  que  los  iuteotados  coa  arreglo  á  la  ley  y  regla- 
meoto:  , 

1/  Poc  los  interesados  á  quienes  se  negase  ó  concediese  la  iiiTesti* 
gacion  ó  explotación  mineras  objeto  del  respectivo  expediente,  en  los 
tres  casos  que  designa  elart.  89  de  la  ley. 

2."  Por  los  interesados  en  lof  mismos  tres  casos  que  hubiesen  pre- 
sentado á  lo^  Gobernadores  en  tiempo  hábil  sus  oposiciones. 

3."  Por  los  que  hubiesen  protestado  en  el  acto  de  las  demaroaciones 
contra  esta  operación  y  suis  consecuencias. 

4/  Por  los  concesionarios  en  cuyo  terreno,  ignorándose  la  existen- 
cia del  derecho  que  pudiera  asistirles,  se  hubiese  otorgado  nuevamen- 
te otra  concesión.  ,  ' 

5.**  Por  los  interesados  ó  dueños  de  pertenencias,  siempre  que  «e 
pretenda  alterar  la  situación  ó  invadir  el  terreno  comprendido  en  sus 
demarcaciones. 

6."  Por  los  interesados  que  no  se  conformasen  con  las  tasaciones 
de  indemnización  á  que  se  refiere  el  art.  84  de  este  reglamento. 

Para  entablar  estos  recursos,  el  término  dé  30  dias  que  fija  el  ar- 
tículo 91  de  la  ley  se  contará,  según  los  casos,  desde  la  fecha  de  la 
notificación  ó  de  la  publicación  de  las  Reales  órdenes  en  e\  Boletín  ú/í» 
eialáe  la  provincia,  hasta  el  dia  en  que  se  haga  la  presentacioB  en  la 
Secretaria  general  del  Consejo  de  Estado. 

Trascurridos  los  plazos  indicados  y  todos  los  demás  dentro  de  los 
cuales  la  ley  y  este  reglamento  conceden  facultad  de  representar  ó  re- 
curso contencioso,  las  providencias  y  resoluciones  serán  ejecutorias. 
Ec  el  caso  de  ser  demandantes  contra  las  concesiones  otorgadas  los 
terceros  opositores,  para  la  validez  de  los  juicios  respecto  délos  cqn- 
cesionarios  será  precisa  la  citación  de  éstos,  más  no  ¿u  comparecencia, 
entendiéndose  que  renuncian  todo  su  derecho  á  ser  oídos  si  dentro  del 
>  término  del  emplazamiento  no  se  mostrasen  parte  ea  los  misoios 
juicios. 

Cuando  sean  demandantes  los  interesados  á  quienes  después  de  de- 
marcar no  se  les  otorgó  la  concesión,  para  la  validez  de  los  juicios  res- 
.  pecto  de  los  terceros  opositores  será  también  precisa  la  citación  de  és- 
tos, más  no  su  comparecencia,  entendiéndose  que  renuncian  su  derecho 
á  ser  oidos  del  mismo  modo  que  se  establece  para  los  concesionarios. 
Así  éstos  como  los  terceros  opositores,  en  los  cosos  deque  tratan 
los  dos  párrafos  precedentes,  no  tendrán  otro  carácter  al  mostrarae 
puerto  en  los  juicios  que  el  de  coadyuvantes  déla  Administración. 

Art.  87.  Para  cumplir  lo  dispuesto  en  el  art.  94  de  la  ley,  se  tendrá 
presente  que  e]  conocimiento  que  á  los  Tribunales  ordinarios  corres- 
ponde de  todas  las  cuestiones  sobre  minas,  terreros,  escoriales,  soca* 
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foses  ó  galería^  y  oficinas  de  beneficio,  promovidas  entre  partes  acer- 
ba de  su  propiedad,  debe  entenderse  para  el  caso  de  que  por  el  Estado 
se  hayan  hecho  las  oportunas  concesiones,  cediendo  la  propiedtd  qqe 
•le  reconoce  la  ley  en  las  sustancias  indicadas  en  el  art.  4.*;.  pero  si  se 
iratase  de  juicios  acerca  de  mejor  derecho  á  la  propiedad  no  otorgada 
todavía  por  la  Admioistracioo,  los  Tribunales  por  sus  fallos  úo  coofe- 
rirán  más  derechos  que  aquellos  que  en  su  dia  llegue  la  misma  Admi- 
nistración á  conceder. 

t  Lascontieodas  eutre  las  mismas  partes  sobre  participación  en  loa 
gastos  de  explotación  y  en  sus  productos  y  sobre  las  dudas  qQ^  coa 
éste  ó  con  otro  motivo  se  origioeo,  serán  siempre  de  la  competencia  de 
los  Tribunales,  pero  sin  que  este  conocimiento,  ]o  mismo  en  el  caso 
presente  que  en  el  indicado  en  la  última  parte  del  párrafo  anterior, 
afecte  ni  entorpezca  la  acción  administrativa  para  sustanciar  y  termi- 
nar en  la  forma  que  proceda  los  expedientes  de  pertenencias  y  labores 
jnineras^  origen  de  las  contiendas. 

La  concesión  admioistrativa  de  una  ó  muchas  pertenencias,  osco- 

TÍales,  investigaciones,  galerías,  oficinas  de  beneflcio  y  cualquier  otra 

•-clase  de  labor  minera  no  podrá  nunca  ser  obstáculo  para  complirdehi* 

dameote  lo.  que  sobre  propiedad  ó  participación  en  laa  mismas  deci4a 

la  seplencia  ejecutoria  de  los  Tribunales. 

.  Las  cuestiones  promovidas  acercado  superposiciones  y  rectifica- 
ciones de  límites  de  las  pertenencias  y  labores  mineras,  asi  en  la  aa* 
perficie  como  en  el  imerior  de  las  minas,  serán  de  la  exclusiva  com- 
petencia de  la  Administración;  pero  corresponderá  á  los  Tribunales 
ordinarios  el  conocimiento  de  las  reclamaciones  que  se  hagan  sobre 
'Oxtraccion  indebida  de  minerales  é  indemnización  de  danos  y  perjni* 
qíos  en  minas  ó  concesiones  otorgadas  ya  por  el  Estado  y  objeto  de 
la  propiedad  y  derechos  de  los  particulares  ó  compañías. 

Según  el  art.  95  de  la  ley,  y  «pon  arreglo  al  espíritu  de  sus  prescrip  - 
isioiies,  hos  Tiibunales  competentes  para  entender  en  las  causas  d« 
fraude  contra  la  Hacienda  pública  \6  serán  igualmente  para  conocer  de 
las  causas  que  se  formen  y  sigan  con  motivo  de  la  explotación,  apro-* 
•irecbamiento  y  enajenación  de  los  minerales,  si  tales  actos  se  ejecutan 
-«ates  de  obtenida  la  concebsioa.  legal  de  las  respectivas  perteneocias. 
ArL  88.    Los  Ingeuietos  del  cuerpo  de  Minas  serán  los  únicos  peri- 
tos para  todos  los  efectos  legales,  eu  los  juicios  sometidos  al  conocí- 
-diento  de  los  Tribunales  ordinarios. 

'  CAPITULO  XHI. 

Del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas. 

r    Ar/.  89.    Los  Ingeniaos  de  Minas  y  los  Auxiliares  facultativQs  se 
ajustarán  á  su  reglamento  orgánico  y  cumplirán  sus  preceptos  y  cuaur 


tos  en  lo  sQcesíTO  pudieran  dictarse  para  llenar  sos  deberes,  desem* 
'penaodo  coa  el  mayor  celo  y  diligencia,  por  el  órdeo  y  en  la  forma 
•que  el  mismo  reglamento  dispone,  todos  los  cargos  y  obligaciones  que- 
se  les  encomiendan  y  marcan  por  la  ley  de  Minas  y  el  presente  regia-» 
mentó. 

DISPOSICIONES   GENERALES. 

I.*  Se  considerarán  como  facultativos  para  los  efectos  qne  se  ex-* 
presan  en  la  primera  de  las  disposiciones  generales  de  la  ley  y  en  ti 
art.  70  de  este  reglamento: 

1/    Los  Ingenieros  pertenecientes  al  Cuerpo  que  sostiene  el  Estado-. 

2.*"  Los  que  tengan  titulo  de  Ingeniero  de  Minas,  y  los  que  tuviereír 
derecho  á-  él  por  haber  seguido  la  carrera  como  alumnos  externos  e» 
la  Escuela  especial  del  ramo  y  sido  aprobados  en  el  examen  generala 

3.*  Los  que  tengan  titulo  de  Ingeniero  de  Minas  expedido  por  cual- 
quier Gobierno  extraojero,  y  los  que  hubiesen  hecho  los  estudios  pro«^ 
píos  de  esta  carrera  en  cualquier  país. 

Para  que  los-  comprendi(fos  en  este  último  caso  puedan  ser  conside-^ 
rados  facultativos  en  España,  será  necesario  que  acrediten  haber  ob^ 
tenido  la  oportuna  autorización  del  Mioisterio  de  Fomento. 

Concederá  ó  negará  el  Ministerio  estas  autorizaciones,  á  petieiott 
de  los  interesados  con  presentación  de  los  documentos  que  correspon- 
dan, oyendo  previamente  á  la  Junta  facultativa  de  Minería. 

^.*  Todos  los  plazos  que  se  fijan  en  este  reglamento,  lo  mismo  qne 
los  que  se  establecen  en  la  ley,  son  improrogables  y  fatales,  compren- 
diéndose en  ellos  los  dias  festivos,  y  empezarán  acontarse*  desde  el 
dia  siguiente  al  en  que  haya  tenido  lugar  la  notificación  admiDistrati*- 
▼a,  cuando  los  interesados  ó  sus  representantes  residan  en  la  respecti- 
va capital.  A  falta  de  residencia  se  harán  las  notificaciones  por  media 
de  los  Boletines  ofleiáles,  con  inserción  de  la  providencia  ó  parte  de 
ella  que  las  prdUuzca,  y  el  plazo  empezará  á  contarse  desde  el  dia  si» 
guiente  al  en  que  esto  haya  tenido  lugar. 

3.*  Las  notificaciones  administrativas  á  que  se  refiere  la  primer» 
de  las  disposiciones  generales  de  la  ley  podrán  hacerse  por  cualquier 
empleado  ó  agente  de  la  Autoridad  á  quien  los  Gobernadores  déo  este 
encargo.  Se  expresará  en  las  mismas  notificaciones,  y  bajo  ningún 
pretexto  se  dilatará  el  hacerlo  en  el  acto,  que  se  entregó  al  interesa- 
do copia  del  decreto,  providencia,  prevención  é  resolución  que  las 
motive^  firmando  con  el  que  las  hace  el  notificado,  ó  dos  testigos  si  na 
«Qpiese  escribir  ó  se  negase  á  firmar. 

4."    Todas  las  diligencias  serán  gratuitas  en  los  expedientes  mine» 
ros,  y  no  se  exigirá  á  las  partes  más  cantid&des  que  las  designada» 
^n  este  reglamento  y  para  los  objetos  expresados  en  él. 
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Las  dietas  qae  devenguen  los  Ingenieros  en  la  practicado  las  diii» 
f;enc¡as  de  oficio  á  que  se  contraen  los  artículos  62  de  la  ley  y  68  y  7^ 
de  este  reglamento,  se  abonarán  con  cargo  al  presupuesto  general  del 
£stado  cuando  los  concesionarios  é  registradores  hubiesen  onmplida 
con  las  prescripciones  de  la  ley  y  reglamento  al  abandonarJas  respec- 
tiyas  pertene  ncias.  En  caso  contrario  se  abonarán  por  los  respectivos 
interesados,  además  de  satisfacerse  las  multas  que  hubiesen  merecido. 
Para  el  caso  de  insolvencia,  los  fondos  generales  suplirán  el  pago,  coo 
reserva  en  todo  tiempo  del  derecho  para  repetir  contra  los  deudores  y 
reintegrarse  del  anticipo. 

Las  cuentas  de  dietas  por  reconocimientos  cuyo  abono  corresponde 
^1  Estado  se  formarán  con  la  conveniente  separación.  Los  Gobernado- 
res las  aprobarán  cuando  proceda,  expresando  la  razón  ó  motivo  legal 
•de  corresponder  su  pago  al  Estado,  y  laf  remitirán  al  Ministerio  de  Po» 
mentó  para  que  por  éste  se  acuerde  su  abono. 

Los  honorarios  que  por  sus  dietas  devengasen  los  Ingenieros  en  el 
•caso  deque  habla  el  art.  88  de  este  reglamento,  serán  de  cuenta  de  tas 
partes  interesadas  en  los  juicios  civiles;  y  respecto  de  los  criminales» 
^e  quien  fuere  condenado  en  las  costas. 

Las  consultas  ó  informes  que  los  Tribunales  reclamen  de  los  Inge- 
iiieros  se  pedirán  y  evacuarán  por  conducto  de  los  Gobernadores,  á 
Bo  ser  en  los  casos  especiales  en  que  el  Juzgado  ó  Tribunal  acuerden 
que  declare  ante  los  mismos  el  Ingeniero. 

5."  En  el  expediente  gubernativo  todos  los  escritos  de  los  intere- 
sados se  extenderán  en  el  papel  del  sello  que  corresponda,  según  las 
disposiciones  que  rijan  sobre  la  materia.  Las  providencias,  informes 
y  demás  diligencias  administrativas  que  no  puedan  extenderse  ea 
aquellos  escritos  se  continuarán  en  papel  der  sello  de  oficio,  ó  en  el 
usado  por  las  Autoridades  ó  empleados  que  intervengan  en  la  instruc- 
ción y  trámites  del  expediente. 

Todos  loa  expedientes  tendrán  la  carpeta  que  corresponda,  con  ar- 
reglo al  modelo  núm.  6,  y  los  Oficiales  encargados  de  su  despacho 
«cuidarán  de  que  no  dejen  de  extenderse  nunca  las  oportunas  diligeo- 
das  para  hacer  constar  la  fecha  en  que  se  presenten  los  escritos,  las  en 
^ue  se  remitan  los  expedientes  al  Ingeniero  y  al  Consejo  provincial  j 
Jas  en  que  se  devuelvan,  como  asi  también  para  hacer  constar  que  se  . 
lia  practicado  lo  ^ue  se  haya  dispuesto  en  las  providencias  del  Gober* 
nador. 

6/  Solo  los  Gobernadores  podrán  conceder  á  las  partes,  coando  lo 
«rean. procedente,  las  certificaciones  que  se  soliciten  de  lo  que  conste 
en  los  expedientes,  é  irán  vasadas  por  ellos  y  expedidas  por  el  Jefe  de 
la  Sección  de  Fomento  6  quien  haga  sus  veces;  y  se  prohibe*  b«jo  la 
más  estrecha  responsabilidad,  toda  práctica  en  contrario,  ya  aea  d^ 
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los  Oficiales  de  los  Gobiernos  de  proviucia,  ya  de  los  Ingenieros  de^ 
Minas. 

7.*    En  niogUQ  tiempo  y  por  ningún  concepto  se  entregarán  los  ex- 
pedientes originales  á  las  partes:  pero  con  érden  del  Gobernador  sef- 
dará  yista  de  ellos  en  las  oficinas  cuando  fuere  procedente,  para  qne^ 
puedan  enterarse  los  que  asi  lo  soliciten  y  tomar  los  apuntes  que  jnz 
guen  necesarios.  Solo  á  los  Consejos  provinciales  se  remitirán  origi- 
nales los  expedientes  cuando  bayan  de  informar  gubernativamente  ó^ 
cuando  deban  conocer  de  ellos  por  la  via  contenciosa,  y  también  á  \oi^ 
Ingenieros  para  la  práctica  de  las  operaciones  facultativas  y  para  que 
informen  acerca  de  los  puntos  periciales  que  fueren  de  su  competencia. 

8/    Con  el  fin  de  cumplir  lo  prevenido  en  el  art.  38  de  este  reglai* 
mentó,  siempre  que  por  el  Ministerio  de  Fomento,  en  los  casos  en  que 
le  compete  conocer  y  para  mejor  proveer,  se  devuelvan  los  expedien*- 
tes  á  los  Gobernadores  para  la  práctica  de  algunas  diligencias,  para 
corregir  defectos  ó  para  subsanar  las  faltas  ú  omisiones  en  que  se  hu- 
biere incurrido,  las  nuevas  anotaciones  y  diligencias  que  se  ptacti-^ 
quen  se  pondrán  á  continuación  de  los  mismos  expedientes  por  el  ór^ 
den  que  con  arreglo  á  sus  fechas  les  corresponda,  uniéndose  también 
la  drden  superior  en  que  ésto  se  haya  acordado.  Si  fueren  necesarias- 
enmiendas  en  ajgun  escrito  ó  plano,  se  harán  constar  al  verificarlas 
extendiendo  la  oportuna  diligencia.  Guando  se  mande  reformar  un  es- 
crito  ó  plano,  no  se  sacarán  del  expediente  los  que  eiistieran  para  co-- 
locar  en  su  lugar  ios  reformados,  sino  que  se  unirán  respetando  cuan* 
to  se  hubiere  antes  hecho,  y  se  colocarán  en  el  folio  donde  terminen  & 
continúen  las  diligencias,  trámites  y  formalidades  de  la  instrucción  al^ 
tiempo  de  hacerse  la  reforma. 

9/    Los  Gobernadores  cuidarán  de  qne  se  acompañen  y  corran  con 
los  expedientes  los  anteriores  anulados  ó  caducados,  si  los  hubiere» 
relativos  al  mismo  terreno  á  que  por  aquellos  se  aspire,  haciéndose- 
constar  esto  por  diligencia  en  forma. 

iO.    Los  interesados  no  podrán  impedir  en  ningún  caso  las  visitas  j 
reconocimientos  de  los  ingenieros  cuando  éstos  lo  juzgaren  oportooo» 
para  cumplir  lo  dispuesto  en  los  artículos  SO,  60  y  68  de  este  regla» 
mentó,  y  para  que  por  su  medio  ejerza  el  Gobierno  la  vigilancia  que- 
le  compete  en  todos  los  trabajos,  labores  y  establecimientos  mineros». 

4 i.  Las  ventajas  de  que  podrán  disfrutar  desde  luego  las  concesio» 
nes  mineras  hechas  hasta  el  dia,  ó  las  que  pudieran  hacerse  en  adelan- 
té en  expedientes  en  curso  con  sujeción  al  Real  decreto  de  4  de  Julio  de~ 
1825  y  á  la  ley  de  11  de  Abril  de  1849,  serán  las  de  pagar  el  canon  fijo- 
y  las  contribuciones  de  que  hablan  los  artículos  80  y  84  de  la  ley*,  \9h 
de  poder  concentrar  las  labores,  y  la  facultad  de  ampliar  la  extenslo» 
de  las  pertenencias  ya  demarcadas,  si  hubiese  terreno  franco,  hasU» 
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hacerlas  de  la  superficie  qqe  les  desigoan  los  artfcolos  i3  y  i4  de  la 
misma.  Esta  facultad  dó  dará  preferencia  en  uingun  caso  sobre  la  5oU«> 
dtud  de  cualquier  otro  interesado,  ya  de  in?estigacioñ«  ya  óe  registro, 
que  fuere  primera  en  tiempo  por  la  fecha  en  que  se  presentó,  y  que 
aspirase  en  todo  ó  en  parte  al  terreno  necesario  para  aumentar  la  su* 
perflcie  de  la  mina  concedida  con  arreglo  á  las  legislaciones  citadas. 

Los  expedientes  de  ampliación  que  se  instruyen  en  la  actualidad 
para  obtener  la  extensión  señalada  por  la  ley  de  1849  en  vez  de  la  fija- 
da por  el  Real  decreto  de  1825  seguirán  sustanciándose  hasta  termi» 
oarloSy  pudiendo  demarcarse  las  pertenencias  con  arreglo  á  dicha  ex- 
tensión, á  no  ser  que  en  el  término  de  un  mes  desde  la  publicación  de 
la  nueva  ley  solicitaren  los  interesados  que  se  aumente  según  lo  dis- 
.puesto  en  ella  y  en  este  reglamento,  siempre  que  hubiere  terreno 
franco.  Las  solicitudes  que  se  hagan  en  lo  sucesivo  para  ampliar  las 
pertenencias  demarcadas  con  sujeción  al  Real  decreto  de  4825  y  ley 
de  11  de  Abril  de  4849  soto  podrán  pedir,  si  hubiese  terreno  franco, 
la  extensión  superficial  á  que  se  refieren  los  artículos  15  y  14  de  la 
ley. 

Se  llamarán  expedientes  de  ampliación  de  pertenencias  aquellas  en 
que  se  pretendan  mayores  dimensiones  para  la  pertenencia  ó  perte* 
nencias  concedidas.  Los  que  tengan  por  objeto  agregar  una  ó  más  per- 
tenencias á  las  ya  concedidas  se  denominarán  de  aumento  de  perte- 
<fkencias. 

Los  expedientes  que  pudieran  hallarse  en  tramitación  para  obtener 
pertenencias,  ya  con  arreglo  al  Real  decreto  de  1825,  ya  conforme  á  la 
ley  de  1849,  se  seguirán  sustanciando  conforme  á  las  reglas  estableci- 
das en  la  ley  y  en  esie  reglamento,  como  más  expeditas  y  beneficiosas 
i  las  partes,  aun  cuando  no  se  dé  á  las  pertenencias  más  extensión  que 
la  que  corresponda  según  la  legislación  de  que  procedan.  Después  de 
aprobados  sus  expedientes  por  los  Gobernadores,  y  al  expedirse  ios  tí- 
tulos de  propiedad  conforme  al  modelo  núm.*4,  se  cuidará  de  expre- 
sar que  la  demarcación  de  la  mina  se  ha  dado  coa  arreglo  á  la  ley  de 
1849  ó  Real  decreto  de  4825,  según  el  caso. 

Corresponde  también  á  los  Gobernadores  conocer  y  resolver  sobre 
los  expedientes  que  se  incoen  acerca  de  deslinde,  superposición  y  rec- 
tificación de  pertenencias,  teniendo  en  cuenta  que  cuando  por  el  re- 
saltado de  los  mismos  se  haya  tenido  que  alterar  ó  rectificar  la  de- 
marcación de  cualesquiera  concesiones,  deberán  hacérselas  anotado- 
oes  oportunas  en  los  primitivos  expedientes  de  éstas,  uniéndose  á  los 
mismos  los  correspondientes  planos. 

ii.    Los  recursos  apelando  de  las  providencias  y  resoluciones  de 

-  los  Gobernadores  se  presentarán  ante  éstos,  quienes  las  unirán  á  los 

expedientes  respectivos  y  remitirán  al  Ministerio  de  Fomento.  Solo 
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podrá  acuiirse  en  qaeja  al  Ministerio  emendo  dichas  Autoridades  no 
diepeB  curso  á  las  apelaciones. 
43.  No  debe  negarse  la  admisión  material  de  ningún  escrito  ó  re- 
'  clamacion  de  ios  interesados,  por  ilegales  ó  improcedentes  que  pudie- 
ran ser.  Sobre  todas  las  reclamaciones  debe  recaer  la  providencia  que 
^corresponda. 

De  todo  escrito,  solicitud  ó  aviso  cuya  falta  de  presentación  pudie- 
ra perjudicar  á  cualquiera  de  los  interesados,  se  les  dará  el  resguardo 
oportuno  debidamente  autorizado. 

i4.  En  las  Secciones  de  Fomento  se  llegará  un  libro  foliado  y  ru* 
bricado  en  todas  sus  hojas  por  el  Jefe,  en  que  se  anote  con  separación 
los  títulos  que  se  expidan  de  cualquier  concesión  minera:  cada  uno  de 
estos  registros  contendVá  el  nombre  y  situación  de  la  mina,  clase  del 
mineral  que  tenga,  el  número  de  pertenencias  con  la  extensión  super- 
ficial que  comprendan,  el  nombre  del  particular  ó  sociedad  á  cuyo  fa* 
Tor  se  h^ya  expedido  el  titulo,  y  la  fecha  de  éste,    r 

Durante  el  mes  de  Eoero  de  cada  año,  los  Gobernadores  remitirán 
al  Ministerio  una  nota  circunstanciada  de  todos  los  títulos  de  conce- 
siones mineras  que  hubieren  expedido  en  el  anterior. 

i5.  Guando  por  extravio  ó  cualquiera  otracausa  se  reclamare  por 
los  interesados  un  nuevo  titulo,  los  Gobernadores  no  podrán  dar  nun- 
ca má&,que  una  certificación  en  que  se  copie  literalmente  el  titulo  ob« 
jeto  déla  reclamación,  ácuyo  efecto  cuidarán  de  que  en  todos  los  ex- 
pedientes, al  expedirse  los  títulos  de  propiedad,  quede  unida  á  los  mis- 
mos la  correspondiente  minuta. 

-  16.  En  mineria  no  se  adquirirán  derechos  si  se  prescinde  de  la  es - 
iricta  observancia  y  puntual  cumplimiento  de  la  ley  y  reglamento;  los 
plazos  serán  improrogables  y  fatales,  y  las  faltas  de  la  Administración 
no  irrogarán  perjuicio  á  los  interesados,  siempre  que  en  el  término  de 
^  dias,  contados  desde  que  el  plazo  espire  para  ella,  reclamen  contra 
so  descuido,  negligencia  en  el  despacho  ó  falta  de  cumplimiento  de  la 
ley  y  reglamento.  Si  omitiesen  la  reclamación  en  el  término  expresa- 
do, se  entenderá  que  desiaten  de  sus  pretensiones  y  que  abandonan  la 
prosecución  del  expediente,  el  cual  se  reputará  cancelado  para  todos 
los  efectos  posteriores,  declarándose  asi  por  la  Administración  en  cuan- 
to aprecie  su  estado  y  publicándose  en  el  Boletín  de  la  provincia. 
^  Esta  declaración,  cuando  proceda,  se  podrá  hacer  también  á  ina- 

\  lancia  de  cualquier  otro  interesado,  siempre  que  la  pretenda  por  me- 

dio de  solicitud  de  investigación  ó  de  registro,  al  tenor  de  lo  que  se 
prescribe  en  el  párrafo  tercero  del  art.  75  de  este  reglamento. 

Solo  el  Gobierno  podrá  dispensar  los  defectos  que  produzcan  la 
cancelación  délos  expedientes  de  minería,  cuando  no  se  cause  peijui- 
«jo  á  tercero. 
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17.  Cualquier  modificación  de  este  reglamento  se  ajustará  á  lo 
prescrito  en  el  art.  45,  párrafo  primero  de  la  ley  orgánica  del  Consejo 
de  Estado. 

DISPOSICIÓN  F19AI«. 

.  Queda  derogado  el  reglamento  de  25  de  Febrero  de  1863  y  tpdas  las 
disposiciones  posteriores  al  mismo  que  se  hallen  en  oposición  con  el 
presente  reglamento.  ^ 

DISPOSICIÓN  TRANSITORIA. 

Todos  los  expedientes  que  á  la  publicación  de  este  reglamento  se 
hallen  pendientes  de  sustanciacion  en  el  Ministerio,  siempre  que  no  se 
hayan  remitido  al  mismo  en  virtud  de  apelación  cgnt/'a  las  providen- 
cias de  los  Gobernadores,  se  devolverán  desde  luego  á  ios  mismos  para 
que  se  sustancien  y  terminen  con  arreglo  ala  ley  reformada. 

También  se  continuarán  y  terminarán  en  los  Gobiernos  de  provin- 
cias, con  arreglo  á  la  propia  ley,  los  expedientes  que  hayan  sido  de- 
vueltos por  el  Ministerio  y  obren  en  aquellos  para  la  subsanacion  de 
cualquier  clase  de  defectos. 

Madrid  24  de  Junio  de  1868.  Aprobado  por  S.  M.ssGatalina. 

MODELO  NÚMERO  1." 


» 


SOLICITUD  PARA   EXPLOTAR    SUSTANCIAS   DE   NATURALEZA  TERROSA. 

D.  N.,  vecino  de y  habitante  en  esta  ciudad,  calle  da.  .  . 

número ,  de  profesión y  de  edad  de á 

V.  S.  dice:  que  en  término  del  lugar  de ,  al  sitio  ó  pago 

que  llaman.  .  .  .  .,  hay  una  tierra  de  la  pertenencia  de  D.  N., 

vecino  de la  cual  Viuáín  (se  expresarán  los  linderos  á 

todos  vientos  con  la  posible  especificación).  El  exponente  desea 
emplear  20.000  metros  cuadrados  de  este  terreno,  á  contar  des  - 
de  el  punto y  en  la  figura  de  un  cuadrado,  ó  como  pa- 
reciere mejor  en  su  dia  al  Ingeniero,  para  la  fabricación  de  lo- 
za, dando  á  esta  explotación  el  nombre  de  Lotera;  pero  el  cita- 
do dueño  se  opone  á  prestar  su  consentimiento,  á  pesar  de  ha- 
berle ofrecido  todas  las  indemnizaciones  y  garantías  convenien- 
tes al  respecto  de  su  derecho  de  propiedad.  En  esta  atención,  el 
que  dice. 

Suplica  á  V.  S.  que  habiendo  por  presentado  este  escrito  y  la  cantidad 
de  50  escudos  que  al  mismo  tiempo  consigna,  se  sirva  instruir 
el  oportuno  expediente  en  la  forma  que  procede  con  arreglo  i 
la  ley  y  reglamento  de  Minas,  á  fin  de  que  se  le  coaceda  la  con- 
ducente autorización  para  la  explotación  indicada. 
Dios  etc. 

(Fecha  y  firma}. 
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1 

SOLICITUD  DE  RIGISTRO.  ( 

D.  N.,  veciao  de  esta  ciudad  y  habitante  en  la  calle  de ,  núme- 
ro  ,  de  profesión y  de  edad  de.  ...  .,  á  V.  S. 

digo:  que  en  térmiDO  realengo  del  lugar  de ,  paraje  que 

llaman ,  lindante {se  expresarán  los  linderos  á 

todos  rumbos  con  toda  especificación),  deseo  adquirir.  .  ^  .  . 
pertenencias  mineras  con  el  título  La  Esperanza,  de  mine* 

ral >  que  ya  se  halla  al  descubierto  en  una  calicata.  {Si 

no  estuviere  descubierto  el  mineral,  se  omitirá  esta  circunstan» 
cia  y  podrá  decirse  en  su  lugar):  de  mioeral  que  me  propongo 
descubrir  dentro  del  plazo  legal.  {Si  el  terreno  fuese  de  propie- 
dad particular,  se  expresará  el  nombre  del  dueño,  como  tam" 
bien  si  el  terreno  es  de  los  que  según  la  ley  exigen  permiso  dd 
dueño  para  hacer  labores.  Del  mismo  mí>do  se  dirá  si  se  ha  he^ 
eho  6  no  ealicala,  y  si  en  el  primer  caso  se  ha  obtenido  licencia 
del  propietario ,  acompañando  el  documento  que  lo  acredite).  Ve* 
rifico  la  designación  de  este  registro  en  la  siguiente  forma:  se 
tendrá  por  punto  de  partida  el  sitio ,  {el  que  sea;  mar- 
cando en  lo  posible  la  dirección  y  distancia  en  que  se  halle  de 
'  cualquier  otro  punto  indubitado  y  fijo).  Desde  él  se  medirán  «q 
dirección  N.  .  .  •  .  metros,  fijáodose  la  primera  estaca;  desde 
ésta  en  dirección  E.,  .  .  .  .  meUos,  {Y asi  sucesivamente  hasta 
que  resulte  formado  el  rectángulo  de  la  perlenerlcia  ó  pertenen- 
das  solicitadas).  Por  lo  tanto. 

Suplico  á  V.  S.  que  habiendo  por  presentada  esta  solicitud  con  la  can- 
tidad de  30  escudos  que  á  la  vez  consigno,  se  sirva  dar  al  ex- 
pediente la  instrucción  de  ley  y  reglamento,  á  ñn  de  que  en  sa 
dia  se  expida  el  correspondiente  titulo  de  propiedad. 
Dios  etc. 

(Fecha  y  firma). 

Nota.    Las  solicitudes  de  investigación  se  arreglarán  á  este  modelo 
con  las  variaciones  que  son  consiguientes.  . 
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NÓMUO. 


Folio. 


D.  N.,  Tecino  de......  de  profesioo......  y 

de edad,  habitante  en  la  calle  de..., 

DÚmero ,ha  presentado  á...  hora... 

7 minatos  de  la  mañana  (ó  tarde) 

del  dia del  mes  de...;,  año  de , 

solicitud  de  registro  de pertenen 

cias  de  la  mina de  mineral sito 

en {Aqui  se  expresarán  ios  linde 

rts  y  demás  circunstancias  ,que  con 
tenga  la  solicitud^  respecto  dsu  situa- 
ción, clase  de  terreno ,  nombre  del  due 
ño  de  él,  y  de  existencia  6  no  de  la 
calicata,  etc.) 

fista  solicitud  tiene  la  fecha  de 

La  designación  que  hace  es  la  siguiente: 
{Aquí  se  copiara  la  designación). 

Ha  consignado  al  mismo  tiempo  la  canti 
dad  de  30  escudos  (ó  la  que  sea  si  se 
trata  de  coto  minero). 

V.'  B.'  El  Oficial, 

El  Gobernador,  (Firma.) 

El  interesado, 
(Firma.) 

(A  continuación  se  irán  anotando  las 

principales  diligencias  que  tenga  el 

expediente.) 

Nota.  Guando  en  vez  de  registro  de 
mina  sea  demasía,  petición  de  escorial  ó 
cualquiera  otra  de  las  solicitudes  que  de- 
ben comprenderse  en  el  libro  de  registro, 
se  expresará  asi  con  toda  especificación 
j  elaridad. 

Otea.    Guando  la  solicitud  se  haga  por 

apoderado  ó  sociedad,  se  anotará  la  pre 

tentación  del  poder  y  de  la  escritura  so 

ci^l. 

Advertingu.  En  el  libro  de  investi- 
gáciones  se  harán  los  asientos  por  el  mis- 
mo orden,  con  las  diferencias  que  son 
consiguientes. 
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MODELO  NÚMERO  4/ 

TITOLO  DC  PROPIEDAD. 

D.  N.,  Gobernador  de  la  proviDcia  de 

Por  cuanto  á (aquí  el  nombre  del  interesado)  tuve  á  bieo 

otorgarle  la  coucesion  de {aquí  el  nombre  y  clase  de  la  mina) 

en  término  de ,  de  esta  provincia,  he  Tenido  en  resolver  coa 

fecha que  se  le  expida  el  presente  título  de  propiedad,  confor- 
me á  lo  prescrito  en  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  4859,  reformada 
por  la  de  4  de  Marzo  de  1868,  de pertenencias  que  compo- 
nen  ,  metros  cuadrados  dé  extensión,  en  la  forma  que  se  fija 

en  el  adjunto  plano  levantado  por  el  Ingeniero  D ,  c^jn  arreglo 

á.  .  ,  .  .  (aquí  se  expresara  la  ley  con  arreglo  día  cual  se  haya  dC" 

marcado),  fechado  en.  ....  á de de.  .  4  .  .,  con  la 

obligación  de  cumplir  las  condiciones  generales  siguientes: 

I.*  La  de  bcRefíciar.  .....  conforme  á  las  reglas  del  arte,  some- 
tiéndose él  y  sus  trabajadores  á  las  de  policía  que  señalen  los  regla* 
mentes. 

2/  La  de  responder  de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  por  ocasión 
déla  explotación  puedan  sobrevenir  á  tercero. 

7.*  La  de  resarcir  también  á  sus  vecinos  los  peijaicios  que  les  oca- 
sione por  las  aguas  acumuladas  en  sus  labores,  si  requerido  no  las 
achicase  en  el  tiempo  que  se  señale. 

4/  La  de  contribuir  en  razón  del  beneficio  que  reciba  por  el  dea- 
agüe  de  las  micas  inmediatas  y  por  las  galerías  generales  de  desagüe 
ó  de  trasporte  cuando  con  autorización  competente  se  abran  para  un 
grupo  de  pertenencias  ó  para  el  de  toda  la  comarca  minera  donde  se 
halla  situada  la  mina. 

5."    La  de  tener poblada  ó  en  actividad,  á  no  impedirlo 

fuerza  mayor,  con  cuatro  trabajadores  en  razón  de  cada  pertenencia 
durante  Ja  mitad  de  cada  año,  debiendo  empezar  á  contarse  éste  des- 
de el  acto  de  la  toma  de  posesión. 

6.*  La  de  fortificar  la  mina  en  el  tiempo  que  se  le  señale  cuando 
.por  mala  dirección  délos  trabajos  amenace  ruina,  á  no  ser  que  lo  im- 
pida fuerza  mayor. 

7.*  La  de  no  dificultar  é  imposibilitar  el  ulterior  aprovechamienlo 
del  mineral  por  una  explotación  codiciosa.  . 

8.*  La  de  no  suspenderlos  trabajos  de con  ánimo  de  aban- 
donarla sin  dar  antes  conocimiento  al  Gobernador  civil,  y  la  de  dejar 
au  fortificación  en  buen  estado. 

9.*  La  de  no  hacer  trabajos  sin  previa  licencia,  á  menos  de  40  ine-^ 
tros  de  los  edificios,  caminos  y  cualquier-servidumbre  pública. 
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10.    La  de  satisfacer  por.  .  .  •  •  y  sus  productos  los  impuestos  que 
establece  la  ley. 

Y  ti.    La  de  llenar,  en  fio,  todas  las  prescripciones  que  se  cootie» 
neo  en  la  ley  y  reglamento  para  laa-concesiones  de  lij  naturaleza  de  la 
presente. 
{Hueco  de  un  decímetro  para  las  confiiciones  especiales*  que  pueda 

haber). 

Por  tanto,  en  Tirtud  de  este  título,  concedo  en  nombre  del  Gobier- 
no de  S.  M.  á.  .  .  .  ,  la  propiedad  de por  tiempo  ilimitado, 

mientras  cumpla  con  las  condiciones  precedentes*  para  que  pueda  ha* 
ees  su  explotación,  aprovechar  sus  productos  y  disponer  libremente 
de  ellos,  enajenándolos  según  fuere  su  yoluntad,  con  sujeción  á  las  le» 
yes,  disfrutando  al  mismo  tiempo  de  todos  los  derechos  y  beneficios 
que  por  la  ley  y  reglamento  de  Minas  se  otorgan, á  los  concesionarios* 
T  para  que  lo  contenido  en  las  expresadas  condiciones  se  cumpla  y 
observe  puntualmente,  asi  por  dicho  concesionario  como  por  las  Au- 
toridades* Tribunales,  corporaciones  y  particulares  á  quienes  corres- 
ponda* expido  el  presente  titulo  de  propiedad»  que  vá  sellado  con  el 
sello  de  este  Gobierao  de  provincia. 

Dado  en.  ...  . 

El  Gobernador  civil, 

(Firma). 

(Al  dorso  del  titulo), 

GOBIERNO  DE  PROVINCIA. 

Registrado  en  la  Sección  de  Fomento  al  folio del  libro  corres* 

pendiente. 

El  Jefe  de  la  Sección, 

.(Firma), 
MODELO  NÚMERO  Í5/ 

SOLICITUD   DB    GALERÍA  GBNERAL.    **  *        ' 

I).  N.,  vecino  de  esta  ciudad,  habitante  en  la  calle  de ,núm.  .  . 

de  profesión y  de  edad ,  á  V.  S.  digo:  que  deseo 

hacerlas  obras  conducentes  ala  apertura  de  una  galeria  gene- 
ral de  iovestigacioa  (desagiú  ó  trasporte)^  que  se  nombrará.  .  • 
eu  término  de.  .  •  .,  ^  sitio  de.  «  •  .  .,  terreno  realengo,  lin- 
dante  ,  con  arreglo  en  un  todo  á  la  memoria  y  plano 

que  presento  del  Ingeniero  D 

En  esta  atención,  y  habiendo  hecho  los  oportunos  conveaioe 
particulares  con   D.  .  .  •  *  y  D.  .  ....  •,  dueños  de  las   mi* 

ñas {é  interesados  en  los  registros.  .  •  •  »)  que  se  ha» 

Han  dentro  del  terreno  que  ha  de  comprender  la  citada  galería, 
según  consta  de  los  adjuntos  documentos. 
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A.  V.  S.  sopUco  que  habiendo  por. presentada  esta  solicitud  con  los 
documentos  que  la  acompañan,  se  sirva  dar  al  expediente  la 
tramitación  de  ley  y  de  reglamento,  á  fin  de  que  se  me  cobceda 
en  sudia  la  autorización  que  solicito  para  la  apertura  de  dicha 
galería. 
'  Dios  etc. 

(Fecha  7  firma). 
*  Nota.  Cuando  el  terreno  fuese  de  propiedad  particular,  se  expre- 
sará  el  nombre  del  dueño;  y.  si  fuese  además  de  los  en  que  se  exige  li- 
eencia  del  mismo,  se  anotará  esta  circunstancia,  con  expresión  de  sí 
ia  ha  dadd  ó  no,  para  los  efectos  que  en  tal  caso  son  conducentes  en  la 
tramitación. 

Igualmente,  cuando  se  reserven  perteúeocias,  se  expresarán  y  de- 
-signarán  las  quesean»  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  60  del  regla- 
mento. 

MODELO  NUMERO  6.* 


PROVIIÍCIA  DE.  ,  .  i 

• 

f 

SECCIÓN  DE  FOMEMTO. 

Minas, 

(!) 

AÑO  DE 

EXPEDIENTE  DE. 

NÚMERO.  .... 

(El  que  le  haya  corresprn^ 
dido  en  el  libro  talonario). 

nombrada 
tomare). 

Para  (2) 

{Aquí  el  1 
Del  término  de 

Interesado 
D 

Vecindad  (3) 

• 

Representante 

•       •                 •     •     »     «     « 

NÚMERO   DE  PERTENENCIAS. 

(Punto  de  la  ciudad  en  que  viva). 

•       *       a      • 

• 

'  (1)    Investigación,  registro,  ampliación,  aumento  de  pertenencias, 
demasfa,  concentración  de  labores,  reducción  de -pueble,  etc. 

(2)    La  mina,  terrero,  escorial,  coto  minero,  etc.,  expresándose  la 
tlase  del  mineral. 

'  (3)    Guando  sea  ▼ecim>  de  h  misma-  capital  y  siga  por  si  el  expe- 
diente, se  expresará  aquí  la  casa  y  calle  en  que  habite; 
<  (Gaceta  de  II  de  Julio  de  1868;. 
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MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  Orden. 

Resoludan  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dietada  con  relación  al  expediente  dsl  registro  titulado  Fie- 
rabrás. 

rimo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra,  la  Real  orden 
de  87  de  Enero  último,  dictada  con  relación  al  expediente  del  registro 
iiiuldiáo  Fierabrás^  la  Sección  áe  lo  CSontencioso  del  Consejo  de  Estado 
ha  informado  lo  siguieote: 

•Excmo.  Sr.:  La  Sección  de  lo  Contencioso  de  este  Consejo  ha  exa- 
minado la  demanda,  de  que  se  acompaña  copia,  presentada  ante  el  mis- 
mo el  dia  ii  de  Marzo  último  por  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Ri- 
Tero,  en  nombre  de  la  sociedad  carbonífera  La  Z^eria,  contra  la  Real 
orden  expedida  por  ese  Ministerio  en  27  de  Enero  próxiojo  anterior, 
notificada  á  los  interesados  el  dia  li  de  Febrero  siguiente,  por  la  que 
se  confirmó  la  nulidad  decretada  en  el  registro  llamado  Fierabrás. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos  se  devuelven: 

Que  D.  Ángel  Osuna  presentó  escrito  ante  el  Gobernador  de  la  pro* 
vincia  de  Córdoba  en  26  de  Noviembre  de  1853  denunciando  la  mina 
á9  carbón  %\iíi\9iáh  Fierabrás,  sita  en  el  Bojadülo,  téroiino  de  Espiel, 
en  terreno  común,  <:on  el  que  lindaba  por  todas  partes,  en  razón  á  que 
el  registrador  de  esta  mina  nosehabia  presentado  en  el  acto  de  su  re-' 
conocimiento  preliminar;  pretensión  que  admitió  el  Gobernador,  de« 
clarando  nulo  este  registro  en  providencia  do  7  de  Enero  de  1854  t>or 
la  razón  alegada  y  porque  el  Ingeniero  no  pudo  encontrar  el  criadero, 
ignorando  el  punto  en  que  se  hallaba  la  mina: 
.  Que  en  su  virtud  registró  en  el  mismo  terreno  el  citado  0.  Aogel 
Osuna  en  1.*  de  Marzo  siguiente,  pidiendo  cuatro  pertenencias  con  el 
mismo  nombre  de  Fierabrás,  cediendo  poco  después  sus  derechos  á  la 
sociedad  Fusión  carbonífera  de  Belmez  y  Espiel,  la  cual  optó  para  la 
tramitación  de  este  expediente  por  la  legislación  de  1849;  y  acordado 
el  reconocimiento  preliminar,  se  llevó  á  efecto  en  18  de  Marzo  de 

1860,  informando  el  Ingeniero  que  habia  descubierto  criadero  mineral 
y  terreno  franco:      ,  .       ,  ♦ 

Que  seguidos  los  demás  trámites. y  hecha  la  designación,  que  fué 
admitida  sin  perjuicio  de  tercero,  por  hallacse  arreglada  á  las  pres- 
cripciones legales,  tuvo  lugar  la  demarcación  en  ü  de  Noviembre  de 

1861,  que  protestó  en  el  acto  el  interesado  en  un  registro  inmedia- 
to? y  remitido  en  tal  estado  el  expedieate  á  la  Superioridad,  fué  de- 
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vnelto  por  orden  de  la  Dirección  general  del  ramo  de  2  de  Enero  de 
1864,  á  fin  de  que  se  manifestara  ^t  un  Ingeniero  de  Minas  si  en  vir- 
tud de  lo  resuelto  en  el  registró  Villanúeva  por  Real  orden  de  la  mis- 
ma fecha,  quedaba  terr  eno  franco  al  registro  Fierabrás: 

Que  en  su  consecuencia  informó  el  Ingeniero  de  Minas  que  la  de* 
signácion  de  Fierabrás  se  referia  á  una  gran  parte  del  terreno  solicita- 
do  por  el  registro  VHlanueva^  más  antiguo  que  aquel,  por  cuya  razón 
7  por  la  de  hji\ber  quedado  co  mprendido  su  punto  de  partida  dentro  de 
las  perteoei}ciss  propuestas  para  la  investigación  Vt'/íanttevd,  que  pro- 
cedía de  un  registro  más  anti  guo  que  el  titulado  Fierabrás^  no  le  que- 
daba ¿  este  último  terreno  franco  •  procediendo  á  su  juicio  la  nulidad 
de  este  registro,  la  cual  fué  ac  ordada,  de  conformidad  con  el  informe 
facultativo,  por  decreto  del  Gobernador  de  la  pro?incia  de  8 de  Agosto 
de  1867: 

Que  apelada  esta  providencia  por  el  representante  de  la  sociedad 
Iberia,  en  la  qae  se  trasmitieron  los  derechos  que  tenia  lI  registro 
Fierabrás  la  Carbonífera  de  Belmez  y  Espiéis  y  remitidos  los  antece- 
dentes i  la  Superioridad,  ha  recaído  la  Real  orden  al  principio  ex- 
puesta de  27  de  Enero  último,  confirmando  el  decreto  de  nulidad  dic- 
tado por  el  Gobernador  de  aquella  provincia. 

Vistas  las  leyes  de  Minería  de  11  de  Abril  de  1849  y  6  de  Julio  de 
1859.  ' 

Considerando  que  anulado  el  registro  Fierabrás  por  falta  deierre- 
no  franco  después  de  la  locallzacion  dada  á  la  investigación  Yt/Jaitue- 
va  en  virtud  de  Real  orden  de  2  de  Enero  de  1864,  el  derecho  del  ac- 
tual recurrente  es  el  de  oposición  al  expediente  Villanueva  hasta  en  la  > 
via  contenciosa,  llegado  el  caso  de  una  concesión  definitiva; 

La  Sección  entiende  que  no  puede  admitirse  la  demanda  de  qae  se* 
trata.* 

Y  habiendo  resuelto  S.  U.  la  Reina    (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  ei 

preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V .  1.  de  su  Real  orden  para  su 

inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  > 

Madrid  29  de  Junio  de  1868. 

Cataliita. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  12  de  Julio  de  1868). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 

Reales  Decretos. 
Resolución  en  el  pleito  sobre  caducidad  de  una  mina^ 

Dona  IsabeUUf  por  lai^racia  de  Dios  y  la  Gonstitacion  déla  Menar» 
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^üfa  «9p&fíola,  Beina  de  las  Espaitas.  Al  Gobernador  y  Coose}o  proTÍo  - 
cial  de  Lérida,  y  á  cualesquiera  oirás  Autoridades  y  personas  á  qoie* 
aes  toca  so  observancia  y  camplioaiento,  sabed:  que  he  Tenido  en  de* 
^.retar  lo  siguiente: 

*En  el  pleito  que  pende  ante  et  Consejo  de  Estado  en  grado  de  ape* 
lacion,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.'FraeciscoVilanova» en 
nombre  de  la  sociedad  minera  Pródiga  Aranesa^  domiciliada  en  Bar» 
velona,  apelante,  en  rebeldía:  y  de  la  otra  D.  Agustín  Bar6,  Tecinode 
Viella,  en  la  provincia  de  Lérida;  sobre  caducidad  de  una  mina,  y  lioy 
sobre  deserción  del  recurso  de  alzada: 

Visto: 

Visto  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  á  consecuencia  de  haber  declarado  el  Gobernador  déla  pro- 
vincia de  Lérida  la  caducidad  de  una  mina  de  plomo  y  zinc,  situada 
en  el  distrito  mtaoicipal  de  Vilach,  propia  de  la  referida  sociedad,  acu- 
dió ésta  á  la  vía  contenciosa  ante  el  Consejo  provincial  con  demanda 
en  la  que  solicitó  la  revocación  de  la  indicada  providencia:  y  sustan- 
ciado el  pleito  con  D.  Agustín  Bsró,  concesionario  posterior  del  mismo- 
terreno,  recayó  sentencia  del  mencionado  cuerpo,  en  virtud  déla  cual 
se  confirmó  el  decreto 'gubernativo  origen  del  litigio;  y 

Que  apelado  este  fallo  por  la  sociedad  y  admitido  el  recurso,  se  re- 
mitieron las  actuaciones  al  Consejo  de  Estado,  en  donde  el  Licenciado 
'  D.  Francisco  Vilanova  se  mostró  parte  á  nombre  de  la  misma  socie- 
dad, expresando  que  lo  hacia  para  mejorar  en  su  dia  la  apelación  j 
alegar  de  agravio»;  y  admitido  como  tal  y  mandados  poner  de  mani- 
fiesto los  autos  para  que  en  tiempo  usara  de  su  derecho,  á  virtud  de 
acuerdo  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  propio  Consejo  de  8  de 
Febrero  de  1867,  quedaron  en  tal  estado  las  cosas  hasta  que  en  17  de 
Enero  último  se  acordó  oir  á  mi  Fiscal*  el  cual  pidió  que  se  le  tuviera 
por  parteen  esta  segunda  instancia,  como  se  dispuso  en  efecto;  y  en 
su  consecuencia,  después  de  acusar  la  rebeldía  á  la  parte  ape.lante,  que 
la  Sección  hubo  por  acusada,  solicitó  que  la  Sala  consulte  la  declara- 
ción de  quedar  desierto  el  recorso  y  firme  la  sentencia  impugnada. 

Vistos,  el  art.  252  del  reglamento  de  lo  Contencioso,  que  señala  «I 
término  de  dos  meses  para  que  el  apelante  mejore  el  recurso  de  ape- 
lación; y  el  254  del  propio  reglamento,  en  que  se  dispone  que  si  el 
apelante  no  le  mejorase  en  el  término  fijado,  se  declarará  desierta  la 
alzada  y  consentida  la  sentencia  á  la  primera  rebeldía  que  le  acuse  el 
apelado: 

Considerando  que  el  representante  de  U  sociedad  minera  Pródiga 

Áranesa  solo  pidió  en  su  escrito  ante  el  Consejo  de  Estado  que  se  le 

tuviese  por  parte  en  nombre  de  dicha  sociedad  y  que  se  le  pusieran  de 

•manifiesto  los  autos  para  en  su  dia  mejorar  el  recurso  de  apelación  in- 
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ierpaesio,  y  faecon  arregfo  ala  jarispradeoeía  establecida  do  puede-^ 
calificarse  de  demanda  de  agravios  ao. escrito  de  estas  coodiclones: 

Considerando  que  sin  embargo  de  que  se  accedió  á  lo  pretendida 
por  dicha  parte  en  providencia  que  se  notificó  al  interesado  en  i2  de 
Febrero  de  1867,  ha  dejado  trascurrir  con  mucho  exceso  el  plazo  se- 
ialado  para  mejorar  el  recurso: 

Considerando  que  acusada  la  rebeldía  por  el  apelado  es  inexcusable 
la  aplicación  délo  dispuesto  en  el  reglamento; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sdla  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Antonio  Escudero» 
Presidente,  D.  Antonio  Caballero,  D.  Juan  José  Nartinez  de  Espinosa» 
Ih  ADlerodeEcharri«  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  D.  Lorenzo  Nicolás 
Quintana,  D.  Eugenio  de  Ochoa,  D.  Tomás  Retortillo,  D.  Rafael  de  Li- 
minianay  Brignole,  D.  Segundo  Diaz  de  Herrera  y  D.  Antonio  Rentero 
Villa, 

Vengo  en  declarar  desierto  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por 
la  referida  sociedad,  y  consentida  y  firme  la  sentencia  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  veintiséis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
ocho.=Está  rubricado  de  la  Real  mano.^El  Presidente  del  Consejo  de 
HioistroSy  Luis  González  Brabo.» 

Poblicacion.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  roí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  bailándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso*  acordó  que  se  tenga  como  réso- 
locion  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gacela^. 
Ve  que  certifico. 

Madrid  4  de  Junio  de  iS()(^.=  Pedro  deMadrazo. 

[Gaceta  de  iZ  de  Julio  de  1868}. 


Resolucian  en  el  pleito  sobre  caducidad  de  la  mina  Fortuna . 

Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía española,  Ri^ina  de  las  Espanas.  A  todos  los  que  las  presentes 
-vieren  y  entendieren,  y  á  quienes  toca  su  observancia  y  cumplimien- 
to,  sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia, entre  partes,  de  la  una  D.  José  García,  en  concepto  de  Presi- 
dente de  la  sociedad  minera  La  Fortuna  y  de  apoderado  de  las  here- 
deras de  D.  Antonio  María  Restoy^  demandantes,  en  rebeldía;  y  de  la 
otra  mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  Administración,  denuindada;  sobre  ca- 
ducidad de  la  mina  mencionada: 

Visto: 


j 


■  ■  r    . 
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Vista  la  demanda  presentada  eo  el  Gaosejo  de  Estado  por  el  Licen* 
ciado  D.  Manuel  Malo  de  Molina,  á  nombre  del  citado  D.  José  Garda 
eo  la  representación  indicada,  contra  la  Real  orden  de  Í7  de  i  unió  de 
1863,  qne  declaró  caducada  la  concesión  de  la  mina  Fi^rfiina,  antes 
San  Marcos  f  y  haber  lugar  al  regís  tro- denuncio  Tres  Marías: 

Vistos,  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  de  10  de  iBnero  de 
1865  mandando  librar  despacho  al  Juez  de  primera  instancia  del  do- 
micilio de  los  demaQ.daotes  para  que,  siendo  notorio  el  fallecimienta 
del  Licenciado  Malo  de  Mohoa,  nombrasen  en  el  término  improroga- 
ble  de  50  dias  Abogado  de  los  del  Consejo  que  les  represente  en  estos 
autos,  bajo  apercibimiento  de  lo  dispuesto  en  el  art.  103  del  reglamen- 
to de  30  de  Diciembre  de  1846;  y  el  diligenciado  devuelto  por  el  Juez 
de  Canjayar,  provincia  de  Almería,  del  que  resulta  hecha  lo  notifica- 
ción á  D.  José  García  en  2o  de  Bnero  de  i865: 

Visto  el  auto  de  la  propia  Sección  délo  Contencioso  de  7  de  Enero 
último,  que  declaró  decaídos  de  su  derecho  á  los  demandantes  por  no 
haberse  nombrado  Letrado  que  á  su  nombre  mejorase  la  demanda  y 
los  representase,  y  por  el  cual  se  mandó  que  pasasen  los  autos  á  mi 
Fiscal  para  que  expusiese  lo  que  á  su  representación  cooviuiera: 

Vistos,  el  escrito  que  eo  su  consecuencia  presentó  mi  Fiscal  á  fin 
de  que  se  aplic;ise  el  citado  art.  103  del  reglamento  de  procedimien- 
tos del  Cousejo  \le  Estado,  y  en  el  que  al  efecto  acusó  la  rebeldía  á  los 
demandantes,  pidiendo  que  se  consultase  la  absolución  de  la  demanda 
y  se  declarase  fírme  la  Real  orden  reclamada;  y  el  auto  de  la  referida 
Sección  de  lo  Contencioso  de  28  del  mismo  mes  de  Enero  en  que  se 
hubo  por  acusada: 

Visto  el  art.  iOl  del  mencioijado  reglamento  de  30  de  Diciembre 
de  1846,  según  el  cual  >no  compareciendo  un  litigante  en  virtud  del 
emplazamiento,  ó  üo  contestando  á  la  demanda  en  el  término  señala- 
do, el  proceso  será  sentenciado  en  rebeldía  si  la  acusare  su  adversa- 
rio:» 

Visto  el  103  del  mismo  reglamento,  que  dice:  «Si  el  contumaz  fuere 
el  actor,  el  demandado  será  absuelto  déla  demanda.* 

Considerando  que  D.  José  García,  en  su  nombre  y  en  el  de  las  here- 
deras deD.  Antonio  María  Bestoy,  no  ha  nombrado  Abogado  que  me- 
jorase la  demanda  y  le  representase  en  este  pleito,  no  obstante  la  no- 
tificación que  al  efecto  se  le  hizo  en  virtud  de  auto  de  la  Sección  de  lo 
Contencioso  de  10  de  Enero  de  1865: 

Considerando  qae  por  esta  razón  se  le  acusó  la  rebeldía  por  mi  Fis- 
cal, y  se  le  hubo  por  acusada  por  auto  de  la  propia  Sección  de  28  de< 
Enero  ultimo:     . 

Considerando  que  de  lo  expuesto  resulta  hallarse  la  parte  deman- 
dante en  el  caso  previsto  por  el  referido  art.  103  del  reglamento  de 
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30  de  Diciembre  de  1846,  y  que  en  so  consecttencia  debe  hacerse  la 
decía racioQ  que  en  el  mismo  se  previene; 

Coaformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Antonio  Escude- 
ro.  Presidente,  D.  José  Caveda,  D.  José  Antonio  de  Olañeta,  D.  Aotero 
de  Ecbarri,  D.  Francisco  de  Cárdenas,  D.  Pablü  Jiménez  de  Palacio, 
D.  Eugenio  de  Ochoa,  D.  Tomás  Retortillo,  D.  JoséGarcfa  Barzanaliana» 
D.  Evaristo  de  Castro  y  Rojo  y  D.  Rafael  de  Limioiana  y  Brigoole, 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración  dsl  recurso  entablado  por 
D.  José  Garcia,como  PresidenJLe  de  la  sociedad  minera  La  Fortuna  y 
apoderado  de  las  herederas  de  D.  Antonio  María  Hestoy,  y  en  declarar 
firme  y  subsistente  la  Real  orden  reclamada  de  27  de  Junio  de  1863. 

Dado  en  Palacio  á  veintiséis  delüayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
ocho.sEstá  rubricado  de  la  Real  mano.=El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Luis  González  Brabo.- 

Publicación. =Lcido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au» 
diencia  publica  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  queso  refiere;  que  se  una'á 
los  mismos,  se  notifiqupen  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Cace* 
ia.  De  que  certifico. 

Madrid  4  de  Junio  de  1868.=Pedro  de  Madrazo. 

{Gaceta  de  i1  de  Julio  de  1868). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Reales  Órdenes. 

Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  del  registro  titulado  San 
Vicente. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Rea!  órdeo 
de  27  de  Enero  último,  dictada  con  relación  al  expediente  del  registro 
titulado  San  Vicente,  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Es- 
tado ha  informado  lo  siguiente: 

•  Ezcmo.  Sr.:  Esta  Sección  ha  examinado  la  demanda,  de  que  se 
acompaña  copia,  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  en  10  de  Marzo 
de  1868  por  el  Licenciado  D.  Mariano  Agullar  de  Bartolomé,  á  nom- 
bre de  D.  Ramón  de  Torres  y  Codes,  registrador  de  la  mina  San  Vi- 
cenle,  en  solicitud  de  que  se  revoque  la  Real  orden  de  27  de  Enero 
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próximo  anterior,  notificada  en  8  de  Febrero  del  mismo  año,  por  la 
caal  se  confirmó  el  decreto  de  nulidad  del  mencionado  registro,  dicta* 
do  por  el  Gobernador  de  !a  provincia  de  Córdoba,  por  carecer  de  ter- 
reno franco: 

Resolta  délos  ante^cedentes.  que  adjuntos  se  devuelven,  aue  en  15 
de  Mayo  de  4861  I).  Ramón  de  Torres  y  Codes  manifestó  que  deseaba 
adqujrir  cuatro  pertenencias  mineras  con  el  titulo  de  San  Vicenle^  de 
mineral  de  carbón,  é  hizo  la  designación  y  presentó  el  plano. 

Pedido  el  reconocimiento,  y  estimado,  lo  ejecutó  el  Ingeniero» 
quien  informó  que  el  punto  de  partida  y  una  grande  extensión  del  ter- 
reno designado  se  hallaban  comprendidos  dentro  de  las  pertenencias 
propuestas  para  la  investigación  Las  Encfna.9,  que  provenía  del  regis- 
tro de  su  nombre,  más  antiguo  que  el  de  San  Vicenle, 

En  su  virtud,  el  Gobernador  de  la  provincia  declaró  nulo  el  expe- 
diente de  esta  mina,  por  no  tener  terreno  franco;  y  remitido  á  la  Su- 
perioridad, se  dictó  la  citada  Real  orden  de  27  de  Enero  de  18()8,  con- 
tra la  que  se  ha  presentado  la  demanda. 

Vistos,  el  nóm.  3.%  art.  89  de  la  ley  de  Minas  da 6  de  Julio  de 
1Í69,  y  el  art.  91  de  la  misma,  y  los  párrafos  segundo  y  tercero,  nú- 
mero 6.°,  art.  86  del  reglamento  de  25  de  Febrero  de  1863. 

Considerando  que  á  D.  Ramón  Torres  y  Codes  se  hizo  la  notifica- 
ción administrativa  de  la  Real  orden  reclamada  en  8  de  Febrero  de 
1868,  y  no  presentó  demanda  contra  ella  hasta  el  10  de  Mayo  próximo 
siguiente,  ó  sea  después  de  haber  trascurrido  los  50  dias  señalados  por 
la  Jey  y  reglamento  como  plazo  fatal  é  improrogable: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  el  caso  de  la  presente  contro- 
versia no  está  coo^prendido  entre  los  taxativamente  determinados  por 
una  úotra  disposición,  como  era  preciso  para  que  procediera  la  via 
contenciosa; 

La  Sección  opina  que  no  debe  admitirse.» 

Y  habiendo  resuelto  $.  M.  la  Reina  (Q.^D.  G.)  de  acuerdo  con  el 

preipserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  f.  de  su  Real  orden  para  su 

inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 

Madrid  28  de  Julio  de  1868. 

Catalina. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

{Gaceta  del  de  Agosto  de  1868). 


Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
dictada  con  relación  al  expediente  del  registro  La  Maravilla. 

limo  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
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de  19  de  Febrero  del  año  aoterior,  dictada  con  relación  al  expediente 
del  registro  La  Maravilla,  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Estado  ha  informado  lo  siguiente: 

■  Eicroo.  Sr.:  La  Sección  de  lo  Contencioso  de  este  Consejo  ha  exa- 
minado la  demanda,  de  que  acompaña  copia,  presentada  en  la  Secre* 
tarfa  general  dol  mismo  el  dia  26  de  Marzo  de]  año  último  pur  el  Li- 
cenciado D.  Isidro  Aguado  y  Mora,  á  nombre  de  la  sociedad  especial 
minera  Fusión  carbonífera  y  metalífera  de  Belmez  y  Espiel,  contra  la 
Real  orden  expedida  por  ese  Ministerio  en  49  de  Febrero  del  propio 
año,  y  trasladada  al  representante  de  la  sociedad  en  27  siguiente,  re* 
latinamente  á  la  nulidad  del  registro  La  Maravilla, 

Resulta  de  expediente  remitido  con  Real  orden  de2l  del  mes  próxi- 
mo pasado,  que  adjunto  se  devuelve,  que  en  virtud  de  la  declaración 
de  caducidad  de  hi  mina  de  carbón  de  piedra  titulada  Virgen  de  la 
Flor  á  instancia  de  D.  Miuuel  Llórente,  registró  el  mismo  en  aquel 
terreno  en  2B  de  Mayo  de  1855  cuatro  pertenencias  con  el  nombre  de 
La  Maravilla,  fijando  el  registro  en  el  arroyo  de  Miraflores,  junto  al 
mismo  camino,  término  y  distrito  municipal  de  Espiel,  lindante  por 
todos  vientos  con  terrenos  procomunales  de  aquella  villa;  y  admitida 
la  solicitud  d  la  referida  sociedad  Fusión  de  Belmes  y  Espiel,  que  ha- 
bla adquirido  los  derechos  al  registro  por  decreto  del  Gobernador  de 
Córdoba  de  14  de  Octubre  de  1058,  y  previo  el  reconocí m.ienlo  prelimi- 
nar practicado  por  el  Ingeniero,  le  fuctambi^^n  admitido  en  28  de  Ju- 
nio de  Í8.GÜ,  habiendo  optado  la  suciedad  por  ¿a  tramitación  de  la  le- 
gislación de  minas  de  1849: 

Que  presentada  por  el  representante  de  la  indicada  compañía  la 
designación,  y  pedido  después  por  la  misma  el  segundo  reconocimien- 
to y  consiguiente  demarcación,  dispuso  el  Gobernador  que  se  Hevase 
á  efecto  esta  diligencia,  y  en  tal  estado  solicitó  la  misma  parte  que  se 
le  admitiera  la  rectificación  que  hacia  de  los  linderos  del  registro  por 
haber  padecido  algunas  inexactitudes,  solicitud  que  fué  denegada  por 
el  Gobernador  en  consideración  á  que  la  mina  de  que  se  trataba  n^  es- 
taba aislada  y  su  rectificación  podía  causar  agravios  á  tercero;  y  llega  - 
do  el  caso  del  citado  reconocimiento,  suspendió  la  operación  el  Inge- 
niero porque  la  mina  La  Maravilla  se  hallaba  en  término  de  Belmez 
y  no^de  Espiel  como  se  decia/y  porque  el  modo  de  deslindar  era  muy 
vago  y  nada  determinante: 

Que  en  su  vista  acordó  el  Gobernador  en  5  de  Diciembre  de  láGI 
dejar  sin  efecto  el  expediente,  y  habiéndose  alzado  contra  esta  provi- 
dencia el  representante  de  la  sociedad  interesada  ante  ese  Ministerio, 
recayó  la  Real  orden  alprincipio  expuesta  de  19  de  Febrero  del  año 
dltimo,  por  la  cual  de  conformidad  con  lo  informado  por  la  Seccioo 
de  Gobernación  y  Fomento  de  este  Consejo,  y  en  consideración  á  que 
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-«1  punto  señalado  como  de  partida  para  la  demarcación  '6ra  noy  dis* 
liDto  del  fijado  eo  la  solicitad  de  registro,  en  la  que  se  fallaba  A  laa 
prescripcioDes  legales,  se  coüfirmó  el  decreto  de  nulidad  que  se  habia 
-  apelado. 

Contra  la  precedente  Real  orden  se  dirige  la  actual  demanda»  pre* 
sentada  en  la  citada  fecha  de  2C  de  Marzo  de  1B67;  pero  en  22  de  Julio 
siguiente  el  representante  de  la  sociedad  demandante  ha  presentado  es* 
crito  ante  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Cárdoba  pretendiendo  que 
se  le  devolviera  el  depósito,  mediante  á  la  nulidad  decretada  sin  ulle» 
rior  recurso  en  su  citado  expediente,  habiéndosele  entregado  en  su 
virtud  el  oportuno  libramiento  para  que  tuviera  efecto  la  devolución 
solicitada. 

Vista  la  ley  y  reglamento  de  Minería  de  I  i  de  Abril  y  ¿i  de  Julio  de 
i  859. 

Considerando  que  además  ide  no  estar  comprendido  el  caso  de  la 
presente  demanda  entre  los  que  pueden  ser  objeto  de  la  via  contencio- 
sa con  arreglo  á  la  citada  ley  y  reglamento,  media  la  circustancia  de 
que  la  sociedad  recurrente  se  ha  conformado  con  la  declaración  de  nu- 
Jidad  del  registro  La  Maravilla^  en  que  estaba  interesada,  en  el  hecho 
de  pedir  y  haber  recibido  por  esta  causa,  después  de  presentado  el  re» 
curso  contencioso,  el.  depósito  queá  su  tiempo  habia  constituido; 
La  Sección  opina  que  no  es  procedente  dar  curso  á  la  demanda.» 
Y  habiendo  resuelto  S.  M    la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  se  lo  participo  á  V.  I.  para  su  inteligencia  y  efec- 
tos consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  28  de  Ju- 
lio de  !Ü68. 

»  Catalika. 

Sr.  Diiector  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

{Gaceta  de^  de  Agosto  de  1868). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  decreto. 

Resolución  en  el  pleito  sobre  ejecución  de  ciertas  obrM  é  iu'- 
demnizacion  de  daños  y  pefjuidos. 

*  • 

Doña  Isabel  11,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  Monar- 
t^ufa  española.  Reina  de  las  Españas.  Al  Goberaador  y  Consejo  proTÍD- 
^ial  de  Logroño,  y  á  cualesquiera  otras  Autoridades  y  personas  á  qQÍe«- 
nes  toca  sü  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  «a  de- 
cretar lo  siguiente: 
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«Ea  el  i^IfHo  peadMuile  eo  el  Goaeiyo-de  Estado,  eotre  partes,  de  U  • 

noa  el  Licenciado  D.  Blas  Mario  y  Lerio,  ea  nombre  de  la  sociedad^ 

FrancO'española  de  sulfato  de  so$a  en  España;  y  de  la  otra  el  Or.  Doa 

Tedro  Gómez  de  liuSema,  represeotaodo  los  derechos  de  la  compaDÍa.v 

del  ferro* carril  de  Ttidcila  á  Bilbao,  ambos  apelantes;  sobre  ejecucioo^. 

de  ciertas  obras  é  lodemoizacioo  de  daños  y  perjuicios: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  coale^  resulta: 

Que  la  compañía  Franethéspañola  de  sulfato  de  sosa  se  hallaba  en^ 
posesión  de  seis  minas,  denominadas*  i{o5an'o.  Aradon^  Rica,  Pilar ^ . 
Santiago  y  Leona,  sitas  en  la  margen  derecha  del  Ebro,  en  el  termina 
jürrsdiccioDal  de  la  villa  de  Alcanadre  las  cinco  primeras,  y  la  otra  eo 
el  término  de  Sau  Martio  de  la  de  Agoncillo;  y  que  para  el  beneúcio  de  - 
sus  minerales  tenia  construida  una  fábrica  en  la  yilla  de^Lodosa,  al . 
otro  lado  del  Ebro,  á  una  legua  de  distancia  del  punto  de  las  nnnas: 

Que  para  el  laboreo  de  las  mismas  y  trasporte  de  sus  minerales^ . 
existía  entre  el  rio  Ebro  y  las  bocas-mitias  una  senda  que  comunican- 
do con  estas,  facilitaba  el  trasporte  de  los  materiales  de  las  minsTs- 
basta  la  huerta  6  vega  de  Alcanadre,,  desde  la  cual,  pasado  el  rio  por 
el  puente  de  Lodosa,  eran  conducidos  á  la  fábrica: 

Que  por  la  explanación  de  la  vía  para  el  ferro- carril  de  Tudela  á^ 
Bilbao,  que  atraviesa  el  territorio  de  las  mina^  entre  el  Ebro  y  sus  bocas 
desde  la  vega  de  Alcanadre  hasta  el  soto  de  San  Martin,  quedó  corta- 
da en  unos  puntos  y  obstruida  ea  otros  la  expresada  senda  de  comu- 
aicacion  de  las  minas  y  trasporte  de  minerales: 

Que  después  de  otras  gestiopes  acudió  el  representante  de  la  com- 
pañía al  tíobieraode  la  provincia  de  Logroño  en  4  de  Febrero  de  ltt62. 
solicitando  la  rehabilitación  del  camino  de  comunicación  y  trasporte 
de  materiales» el  pago  de  terrenos  ocupados  y  el  resarcimiento  de  los 
daños  y  perjuicios  causados;  sobre  lo  cual,  habiéndose  instruido  el  ex- 
pediente gubernativo,  se  pidió  informe  al  Ingeniero  Jefe  del  distrito  de 
Zaragoza,  quien  lo  evacuó  eo  9  de  Junio  de  iUG5,  y  en  su  consecuencia 
dispuso  el  Gobernador  que  se  celebrara  sobre  el  terreno  una  junta» 
compuesta  délos  representantes  de  la  empresa  concesionaria  y  cons- 
tructora del  ferro-carril,  de  la  compañía  minera  y  del  Ingeniero  Jefe^ 
del  distrito,  que  turo  lugar  eo  el  dia  11  de  Agosto  de  1863,  sin  que  hu- 
biera conformidad  entre  las  parles,  y  eo  su  vista  el  Gobernador  áló'^ 
j>or  iermioada  la  via  gaberoativa,  dejando  á  salvo  los  derechos  de  la 
compañía  minera  para  reclamar  por  la  contenciosa. 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  provincial  de  Logrona- 
por  D.  Saturnino  Paul  y  Erbina,  eo  representación  de  la  sociedad  FraU' 
eo  española  de  sulfato  dé  sosa  en  España^  con  la  pretensión  de  que  se» 
•cendene  al  Consejo  de  Administración  de  la  via  férrea  de  Tudela  k  BiU^ 
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bao  á  eoDstruir  un  oaoiioo  desde  la  vía  de  Alcanadre  liaiU  éí  confita* 
de  las  minas,  paralelo  i  la  vU  férrea  entre  ésta  y  los  cortes  ineHaado^ 
del  ierreoo  de  las  perteoeacias  mioerar,  f  >  á  rehabilitar  las  seodasque 
poneo  ea  GornaaicacioQ  las  mioascoo  la  fábrica  de  Lodosa^  dejaodo  la 
circulacioD  libre  y  expedita  como  se  hallaba  aotes  de^la  coostraccioo. 
de  la  via»  señalaado  al  efecto  €l  plazo  de  seis  meses,  é  contar  desde  lft>  ^ 
fecha  de  la  sentencia;  y  no  entregando  dichos  caminos  en  ej  plazo 
prefljddo,  se  le  condene  á  racibir  las  minas  y  las  fábricas  por  la  canti- 
dad que  han  costado  ala  sociedad  minera,  que  sube  á  1.955.621  fran- 
cos, según  consta  de  los  "documentos  correspondientes  y  libros  de'  liv 
sociedad,  y  además  se  condene  al  expresado  Consejo  de  Administra- 
ción á  pagar  á  la  misma  el  valor  del  terreno  de  sus  pertenencias  mi* 
ñeras  que  ha  ocupado  para  la  vía,  y  el  que  ocupe  para  los  caminos- 
indicados;  y  por  razón  de  los  daños  y  perjuicios  causados,  á  abooar: 

1.*'  Porgantes  generales  de  la  sociedad,  que  el  Consejo  de  Admi- 
nistracioo  de  Bilbao  ha  hecho  que  sean  en  balde  por  impedir  con  sa 
invasión  el  laboreo  délas  minas  desde  10  de  Agosto  de  18G1  hasta  15 
de  Enero  de  1863  en  que  se  declaró  en  liquidación  la  sociedad,  55.700^ 
francos. 

2/    Por  el  interés  del  5  por  100  anual  del  capital  social,  comjpuesto 
de  2  millones  de  fraucos,  que  quedó  improductivo  desde  dicho  dia  10* 
de  Agosto  de  1861,  hasta  el  15  de  Enero  de  1863  en  que  empezó  la  li- 
quiáacion,  141.666  francos. 

3."*    Por  los  gastos  de  liquidación  y  las  pérdidas  sufridas  por  haber' 
Tendido  forzosamente   las  provisiones  de  aceite  y  sal  de  sosa,  y  de^ 
5.533  kilogramos  de  jabón  restante  de  la  fabricación  en  ei  dia  de  prin- 
cipiar la  liquidación,  15.458  francos,  cuyas  partidas  comprobará  á  su 
tiempo  el  liquidador  de  la  compañía  con  los  libros  y  demás  medios  de 
prueba  de  que  dispone. 

4."*  Por  los  intereses  de  5  por  100  del  capital  social  de  2  millones 
de  francos,  desde  el  expresado  dia  15  de  Enero  en  que  principió  la  li* 
quidacion,  hasta  el  dia  en  que  el  Consejo  de  Administración  verifique 
el  pago  déla  indemnización  y  entregue  en  buen  estado  el  camino  y 
las  sendas  mencionadas,  la  cantidad  que  entonces  importe,  pues  no 
siendo  posible  fijarse  desde  ahora*  la  deja  consignada  para  los  efectos 
correspondientes. 

5w*  Por  los  perjuicios  que  el  Consejo  ha  ocasionado  á  la  sociedad,, 
habiéndola  impedido  lealizar  las  ganancias  que  naturalmente  eran  de 
esperar  si  no  hubiera  cortado  el  curso  de  su  industria  mioeral  y  fa- 
bricacioo  de  jabón,  el  5  por  luO  desde  el  dia  en  que  forzosamente  so 
paralizaron  las  labores,  que  fué  el  referido  10  de  Agosto,  hasta  aquel 
«D  que  se  entreguen  por  dicho  Consejo  las  indemnizaciones  y  los  car 
minos  indicados» 
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Visto  el  escrito  eo  qoe  el  Licenciado  D.  laan  Esteban  Licana,  con» 
estando  á  la  expresada  demanda  á  nombre  de  D.  Cipriano  Segando 
Montesinos,  vecino  de  Bilbao  y  Director  gerente  de  la  compañía  á^ 
ferro-carril  de  Tudela  á  Bilbao,  pide  qne  se  absuelva  A  la  empresa 
-concesionaria  de  la  demanda  intentada  por  la  sociedad  minera  de  sul- 
fato de  sosa,  y  se  la  declare  á  )o  sumo  responsable  del  valor  del  terre- 
no ocupado  para  asentar  la  vía  férrea  en  todo  el  trayecto  de  las  perte- 
nencias délas  minas: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  en  los  que  ambas  partes 
insistieron  en  sus  respectivas  pretensiones: 

'  Vistos  los  diversos  interrogatorios  producidos  por  los  interesados; 
las  pruebas  testificales  y  periciales  dadas  por  los  mismos;  lo»  infor- 
mes y  planos  que  los  facultativos  nombrados  por  aquellos  y  de  oficie 
han  presentado,  y  todas  las  demás  diligencias  practicadas: 

Vista  la,  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Logroño  en 
24  de  Enero  de  1866,  por  la  cual  se  declaró  que  la  compañía  concesio- 
naria del  ferro -carril  de  Tudela  á  Bilbao,  y  en  su  nombre  el  Consejo  de 
Admioislracion  de  la  misma,  está  en  la  obligación:  primero,  de  coas> 
truir  éntrela  linea  del  ferro-carril  y  las  bocas-minas  de  sulfato  de  so- 
sa, á  lo  largo  de  la  ladera  desde  el  punto  frente  á  la  mina  Pilar  hasta, 
enlazar  con  la  senda  ó  camino  que  por  la  voga  de  Alcanadre  conduce 
más  direclatc ente  al  puente  de  Lodosa, una  senda  que  sirva  para  per- 
sonas y  caballerías  cargadas,  con  las  correspondientes  secciones  para 
poner  en  comunicación  con  esta  senda  las  bocas  de  las  minas  Bosario^ 
~Aradoíi,  Rica  y  Pilar ^  debiendo  construirse  esta  obra  con  int«rvencioD 
del  Gerente  de  la  compañía  Franco-española  de  sulfato  de  sosa  ó  per- 
sona que  lo  represente,  basta  que  quedase  terminada  y  aprobada  por 
el  Gobernador  de  la  provincia,  previo  reconocimiento  é  informe  del 
Ingeniero  que  esta  Autoridad  tuviese  á  bien  nombrar:  segundo,  que 
también  está  en  la  obligación  la  compañía  del  ferro-carril  de  desea* 
brir  á  su  costa  de  modo  que  queden  expeditas  las  boca-minas  de  las 
tituladas  Rosario  y  Pilar,  removiendo  los  materiales  que  las  tapan ^ 
y  de  abonar  á  la  compañía  minera  el  valor  de  los  minerales  de  soaa 
-depositados  en  las  inmediaciones.de  la  mina  fitca,  inutilizados  por  ha* 
ber  quedado  á  la  intemperie,  previa  tasación  del  valor  que  debierao 
tener  cuando  fueron  depositados,  la  cual  se  hará  por  peritos  nombra- 
dos por  las  partes,  y  tercero  en  caso  de  discordia  por  et  Gobernadora 
tercero,  que  asimismo  está  obligada  la  empresa  del  ferrocarril  á  in- 
demnizar á  la  compañía  minera  de  las  utilidades  que  ha  debido  repor- 
tar de  la  explotación  y  fabricación  desde  principio  del  año  1862,  y  ha 
-dejado  de  percibir  por  la  imposibilidad  de  la  explotación  y  beneficiosa 
del  mineral  á  cansa  de  haberse  hecho  imposibles  estas  operaciones  por 
ias  obras  de  la  via  férrea,  sin  haberse  ejecutado  antes  las  necesacias 
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—  ses- 
eara dejar  expedita  la  comonicaciou  y  eirculacion,  segan  era  obliga- 
<;ioa  de  la  empresa,  conforme  al  arl.  46  del  pliego  de  ooodiciofies  ge- 
nerales que  acompañó  al  reglamento  Ah  15  de  Enero  de  1&56  para  el 
»  ^cumplimiento  de  la  ley  de  3  de  Junio  de  1865;  entendiéndose  ía  in* 

!-  demnizacion  hasta  que  se  ejecuten  y  entreguen  á  la -compañía  minera 

>•  las  obras  que  quedan  expresadas  para  la  explotación  y  trasporte  de 

minerales,  practicándose  !a  valoración  ó  regulación  de  dicbas  utilida- 
des por  peritos  contadores  que  nombrario  las  partes  interesadas,  y 
tercero  en  caso  de  discordia,  que  será  nombrado  conarreglo  á  la  ley; 
7  en  su  consecuencia  se  condenó  á  la  compañía  concesionaria  del  ferro- 
<;arril  de  Tudela  á  Bilbao,  y  en  su  nombre  al  Consejo  de  Administra- 
ción, ¿  realizar  las  obras  de  su  obligación  que  quedan  mencionadas  en 
•el  término  de  cuatro  meses  desde  que  e^ta  semencia  mereciese  ejeca- 
cion,  con  apercibimiento  que  de  no  verificarlo  se  ejecutarán  á  su  eos- 
la;  y  así-  bien  á  lo  demás  que  queda  expuesto  ser  de  su  obligación  y 
responsabilidad;  declarando  que  no  há  lugar  al  abono  que  la  sociedad 
minera  pretende  del  valor  del  terreno  ocupado  para  la  explotación  de 
la  via  férrea  sobre  las  pertenencias  de  las  minas,  y  reservando  á  la 
compañía  concesionaria  del  ferro-carril  el  derecho  que  pudiese  asistir- 
le contra  la  empresa  constructora,  para  que  use  de  sus  acciones  en  la 
forma  y  términos  que  tuviese  por  conveniente: 

Vistos  los  escritos  en  los  que  ambas  partes  interpusieron  recurso  de 
apelación  de  la  referida  sentencia  para  ante  el  Consejo  de  Estado;  y  los 
autos  de  5  y  10  de  Febrero,  por  los  que  á  ambas  les  fueron  admitidos: 
Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelación  presentado  ante  el  Consejo 
de  Estado  por  el  Dr.  D.Pedro  Gómez  de  la  Sema,  á  nombre  de  D.  Ci- 
priano Seg'jndo  Montesinos,  Director  gerente  de  la  compañía  del  ferro- 
carril de  Tudela  á  Bilbao,  en  el  que  se  pide  la  revocación  de  la  preci- 
tada sentencia  apelada,  y  que  se  absuelva  á  la  empresa  concesionaria 
del  ferro-carril  de  Tudela  á  Bilbao  de  la  demanda  intentada  por  la  So- 
ciedad  minera  de  sulfato  de  sosa,  declarando  á  aquella  responsable  á 
lo  sumo  al  reintegro  del  valor  del  terreno  ocupado  para'  asentar  la  via 
férrea  en  todo  el  trayecto  de  las  pertenencias  de  las  mi^as,  y  reser- 
vando en  todo  casca  la  compañía  concesionaria  del  ferro-carríl  el  de- 
recho que  le  asiste  contra  la  empresa  constructora  para  que  use  de  sas 
acciones  en  la  forma  y  términos  que  tenga  por  conveniente: 

Visto  asimismo  el  escrito  de  mejora  de  apelación  presentado  tam- 
tien  ante  el  Consejo  de  Esiado  por  el  Licenciado  DI  Simón  Santos  Le- 
rin,  á  quien  ha  reemplazado  después  el  de  la  misma  clase  D.  BTas  Ma- 
rín y  Lerin,  en  nombre  de  la  sociedad  FraneO'^spañola  de  sulfato  de 
^osa  en  ^5pa»ta,  pidiendo  la  revocación  de  la  precitada  sentencia,  j 
que  ésta  sea  en  un  todo  conforme  á  lo  solicitado  en  el  escrito  de  de^ 
Amanda  de  15  de  Enero  de  1864: 


Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  en  los  que  las  partes  in^ 
sistieron  ea  sus  respectivas  pretensiones: 

Vistae  la.  Real  órdeo  de  19  de  Setiembre  de  1845,  y  la  ley  de  25  del 
mismo  mes  de  1865: 

Visto  el  pliego  de  coadiciones  generales  para  la  concesión  de  lo» 
ferro*-carri)es;  adjunto  á  la  instruccfion  de  15  de  Febrero  de  1856,  cuyo 
art.  16  dispone  «qlie  en  los  puntos  de  encuentro  del  ferretear ril  con  las 
comunicaciones  públicas  y  particulares,  ó  en  sus  inmediaciones,  1» 
empresa  construirá  á  su  costa  los  puentes,  trozos  de  carreteras  ó  las 
demás  obras  provisionales  que  sean  necesarias  para  no  interrumpir  1» 
circulación:  • 

Visto  el  art.  18  del  mismo  pliego,  en  el  cual  se  establece  que  «lo» 
trabajos  de  consolidación  que  haya  que  ejecutar  en  el  interior  de  una 
mina  en  razón  de  la  travesía  de  un  ferro-carril,  y  todos  los  perjuicio» 
que  se  irroguen  á  los  mismos,  serán  de  cuenta  de  la  empresa  del  ferro- 
carril.» 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  91  de  Itt 
ley  de  25 de  Setiembre  de  1865,  no  puede  entablarse  ninguna  deman- 
da ante  los  Consejos  provinciales  sin  que  el  Gobernador  haya  dictado 
proTÍdeocia  en  el  asunto,  y  que  en  el  actual  no  dictó  otra  que  la  de 
que  los  interesados  pudieran  acudir  á  la  via  contenciosa: 

Considerando,  sin  embargo,  que  en  el  caso  de  este  pleito  pudo 
aquel  funcionario  creer,  aunque  equivocadamente,  que  era  de  excep- 
ción, según  la  Real  orden  de  19  de  Setiembre  de  1845,  ó  que  su  decla- 
ración de  quedar  terminada  la  via  gubernativa  equivalía  á  una  resolu- 
ción deflnitiva: 

Considerando  que  es  un  hecho  comprobado,  y  aun  reconocidopor 
la  empresa  concesionaria'del  ferro-carril,  que  éste  interceptó  en  al- 
gunos puntos  la  senda  de  que  se  servia  la  sociedad  demandante  par» 
el  trasporte  de  los  minerales: 

Considerando  que  antes  de  que  se  hubiera  realizado  aquella  inter- 
ceptación debió  haberse  habilitado  otra  senda  ó  medio  de  comunica- 
ción, y  que^  según  el  dictamen  de  los  terceros  peritos,  la  explotación 
de  la<i  minas  exige  el  restablecimiento  de  la  antigua  senda  á  lo  largo 
de  la  ladera  en  que  están  situadas: 

Considerando  que  son  indemnizables  los  perjuicios  ocasionados 
por  la  imposibilidad  de  extraer  y  trasportar  los  mineíales,  pero  que 
incumbía  á  la.  parte  demandante  acreditarlos,  y  acerca  de  este  punto- 
no  se  ha  hecho  ninguna  justificación  concreta: 

Considerando  que  las  pruebas  dadas  acerca  del  estado  de  explota- 
ción de  las  seis  minas  pertenecientes  á  *  la  sociedad  franco-española 
-eonv^cen  de  que  las  llamadas  Santiago  y  Leona  no  estaban  en  tra- 
bajos, pues  lo  impedia  la  proximidad  del  rio  Ebro;  que  la  verdader» 
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•«iplotacion  de  las  obras  se  ]imitó  al  período  de  180O  hasta  fines  de 
I86f ,  jBegun  ¡os  datos  estadísticos  reconocidos  por  el  logeniero  del 
ramo  D.  Pedro  Saiopayo,  y  que  las  obras  del  ferro -carril  do  empe* 
zaron  hasta  el  mes  de  Mayo  siguiente  en  la  iDmediacioo  de  aquellas: 

CoQsideraDdo  que  las  minas  Rica  y  Pilar  se  hallan  á  tal  distancia  de  ' 
•la  línea  fórrea.  que  para  su  coustruccion  no  se  hizo  obra  alguna  en  la 
proximidad  de  aquellas  pertenencias,  no  pudiendo  por  lo  mismo  atri- 
buirse á  esa  causa  que  se  hubiesen  cegado. ü  obstruido  las  boca^minas: 

Considerando  que  limitada  la  responsabilidad  de  la. empresa  de- 
mandada, en  cuanto  é  la  indemnización  de  peijutcios,^  á  los  que  hu- 
biese ocasionado  la  cesación  material  de  la  extracción  y  trasporte  de 
minerales,  es  necesaria  una  apreciación  pericial  y  la  reunión  de  di- 
versos datos  que  las  actuaciones  no  ofrecen: 

Considerando  que  á  h  inmediación  de  la  mina  Rica  quedaron  al 
interrumpirse  la  senda  minerales  que  no  pudieron  trasportarse: 

Considerando  quela  empresa  constructora  de  la  ?ia  férrea  se  obli- 
ga al  cumplimiento  de  las  prescripciones  de  la  ley  general  de  ferro- 
carriles de  S  de  Junio  de  4855  y  de  la  instrucción  daaa  para  su  ejecu- 
ción en  45  de  Febrero  de  1856: 

Conformándome  cou  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Antonio  Escudero, 
Presidente,  D.  Antonio  Caballero.  D.  Juan  José  Martínez  de  Espinosa  y 
Tacón,  D.  Antcro  de  Echarri,  el  Conde  de  Velarde,  D.  Pablo  Jiménez 
^e  Palacio,  D.  Agustin  de  Torres  Vallderrama,  D.  Tomás  Retortillo  y 
D.  Rafael  de  Liminiana  y  Brignole, 

Vengo  en  declarar  que  la  empresa  concesionaria  del  ferro-carril 
de  Tudela  á  Bilbao  debe  construir  entre  la  línea  férrea  y  las  minas  de 
isosaque  explotaba  la  sociedad  demandante,  á  lo  largo  de  la  ladera  en 
que  están  situadas»  una  senda  que  sirva  para  personas  y  caballerías 
<:argadasy  que  desde  aquellas  conduzca  más  directamente  al  puente 
de  Lodosa ,  haciendo  las  secciones  necesarias  y  equivalentes  á  las  que 
anteriormente  poaian  en  comunicación  con  las  sendas  las  boca-minas 
de  Rosario  y  Aradon^  y  cualquiera  oira  que  hubiese  desaparecido  por 
efecto  de  la  construcción  del  ferro-carril,  debiendo  aprobarse  la  eje- 
cución de  esta  obra  por  el  Gobernador  de  la  provincia,  previo  informe 
del  puiíio  que  designe. 

Que  igualmente  debe  abonar  la  empresa  mencionada,  previa  regu- 
lación pericial,  el  deterioro  que  hubiesen  sufrido  por  la  diflcultad  del 
trasporte  los  minerales  extraídos  y  depositados  al  pié  de  la  mina  £tca, 
y  el  valor  ó  importe  de  los  perjuicios  ocasionados  en  el  periodo  de  in- 
terrupción por  la  imposibilidad  de  extraer  y  trasportar  desde  las  mi- 
nas A  Lodosa  la  sosa  de  las  pertenencias  Rosario^  Afadon,  Rica  y  Pt- 
Jar,  los  cuales  serán  estimados  por  peritos  elegidos  por  las  partes,  y . 


—  ses- 
eo caso  de  discordia  por  qq  tercero  nombrado  coa  arreglo  á  la  ley^ 
quienes  al  piracticar  la  regulación  deberán  tener  eo  consideración  e  I 
estado  de  explotación  de  cada  una  de  las  cuatro  oiinas  nombradas  en 
los  cuatro  meses  anteriores  á    la  construcción  de  la  vía  férrea  en  sus- 
inmediaciones,  lo  manifestado  por  el  Ingeniero  Sampayo  en  su  dicta- 
men del  folio  4i 3,  y  todas  las  demás  pruebas  y  datos  que  ofrecen  las- 
actuaciones  acarea  de  la  actividad  ó  paralización  de  la^  labores  mine- 
ras, practicándose,  así  las  obras  como  las  valoraciones  expresadas  en 
esta  senlencia.en  el  término  preciso  de  seis  meses;  todo  sin  perjuicio 
ó  con  reserva  del  derecho  y  acciones  que  correspondan  á  la  compañía 
concesionaria  del  ferro- carril  respecto  de  la  constructora  del  mismo;. 
con  toqúese  declara  no  haber  logar  á  las  demás  pretensiones  formu- 
ladas por  las  empresas  litigantes;  se  confirma  en  lo  que  con  esta  seu- 
tencia  sea  conforme  la  apelada,  y  se  revoca  en  lo  que  no  lo  sea. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
ocho.=Está  rubricado  déla  Real  mano.=El  Presidente  del  Consejo  de^ 
Ministros,  Luis  González  Brabo.* 

Publicación. r=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mf 
el  Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  ia  Sala  de  lo  Gonteticioso,  acordó  que  se  tenga  como  re- 
solución final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los- 
mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta^ 
De  que  certifico. 

Madrid  6  de  Julio  de  1868.=Pedro  de  Madrazo. 

(Gacela  de  8  de  Agosto  de  1868). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Real  decreto  mandando  proceder  al  arriendo  de  las  minas  de 
Linares, 

Cn  vista  de  las  razones  qne  me  ha  expuesto  el  Ministro  de  Hacien* 
da,  de  acuerdo  con  el  Coosf^jo  de  Ministros,  y  de  lo  informado  por  el 
de  Estado  en  pleno,  y  usando  de  la  autorización  qne  concede  al  Go* 
bierno  el  ait.  14  de  la  ley  de  29  de  Junio  de  1867, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Aríicülo  1.**  Se  procederá  al  arriendo  en  subasta  pública  de  las  mi  - 
oes  de  Linares,  con  arreglo  al  pliego  de  condiciones  aprobado  con  esta 
fecha. 

Art,  2.*  El  Ministro  de  Hacienda  dictará  las  disposiciones  necesa- 
r  ias  para  la  ejecución  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior. 
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Dado  eo  Leqiieitió  á  doce  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  jr 
ocho. 

E3TÁ  BOBBICABO  DE    LA  BbAL  MANO*. 

El  Ministro  de  Hacienda.  i: 

Manuel  de  Obovió. 

(Gaceta  deU  de  Agosto  de  1868). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO, 


Reales  Órdenes. 

Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden- 
dictada  con  relación  al  expediente  del  registro  San  Jeró- 
DÍmo  j/  del  escorial  Buitre. 

limo.  Sr.:  Eo  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  Beal  orden 
de  28  de  Octubre  del  año  anterior*  dictada  con  relación  á  los  expe- 
dientes del  registro  titulado  San  Jerónimo  y  del  escorial  Buitre,  la  Sec- 
ción de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha  informado  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  Esta  sección  ha  examinado  la  demanda,  de  que  se^ 
acompaña  copia,  presentada  ante  este  Consejo  en  12  de  Diciembre  del 
año  próximo  pasado  por  el  Licenciado  D.  Rafael  Serrano,  á  nombre  de 
D.  Juan  José  de  Vila,  vecino  de  Murcia  y  Presidente  de  la  sociedad 
ospecial  minera  La  Alianza^  domiciliada  en  dicha  ciudad,  contra  la 
Beal  orden  'de  ^8  de  Octubre  de  dicho  año,  notiflcada  en  14  del  si- 
guiente mes  de  Noviembre,  por  la  que  se  revocó  el  decreto  apelado, 
dictado  por  el  Gobernador  en  24  de  Agosto  último,  que  declaró  no  ha- 
ber lugar  á  la  caducidad  del  escorial  Buitre,  solicitada  por  D.  Ángel 
Vidal,  y  en  su  virtud  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  San  Jeróni» 
mox  declarando  en  su  consecuencia  caducada  la  concesión  del  mencio- 
nado escorial  El  Buitre  y  mandando  que  ejecutoriada  que  fuese  esta. 
resolución  se  siga  y  ultime  en  legal  forma  el  expediente  del  registro 
San  Jerónimo. 

Resulta  de  los  antecedentes: 

Que  en  el  año  de  1855  se  otorgó  á  favor  de  D.  Juan  José  de  Vila  la 
coQcesion  del  escorial  minero  titulado  El  Buitre»  sito  en  la  diputación 
'  del  Rincón,  término  de  Cartagena,  en  cuya  virtud  dicho  concesiona- . 
rio  tomó  la  posesión  en  4  de  Mayo  de  1857,  y  al  poco  tiempo  D.  An» 
gel  Vidal  Abarca,  en  concepto  de  poseedor  del  terreno  en  que  se  hizo 
la  expresada  concesión,  interpuso  eo  el  Juzgado  de  Cartagena  inter- 
dicto de  recobrar  aquella  posesión,  dándose  lugar  con  este,  motivo  á 
ttoa  coestioo  de  competencia  suscitada  por  todos  sus  trámites  y  re-^ 
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-suelta  á  favor  de  la  Admioistraeion  segan  decisión  de  6  de  Janio  de 
1858: 

Que  terínitiada  dicha  competepcia,  D.  Ángel  Vidal  acudió  de  naevo 
-al  Gobernador  de  la  provincia  con  ciertas  reclamaciones,  á  consecaen* 
cia  de  las  que  D.  Juan  José  de  Vila,  como  Presidente  de  la  sociedad  La 
Aliavza,  presentó  escrito  á  la  referida  Autoridad  en  46  de  Noviembre 
de  i861  diciendo  que  por  las  reclamaciones  pendientes  de  aquel  no  se 
podía  llevar  adelante  la  explotación  del  Buitre,  por  lo  que  la  meacio- 
nada  sociedad  se  vela  en  el  caso  de  suspender  los  trabajos;  y  para  pre- 
caver los  efectos  de  un  denuncio  que  pudiera  intentarse,  lo  hizo  pre- 
sente á  fin  de  que  no  le  parase  ningún  perjuicio  la  fuerza  mayor»  y 
pidió  se  acordase  una  remedición  para  que  después  de  verificada  pu- 
diera  La  Alianza  beneficiar  libremente  dicho  escorial;  pero  habiendo* 
se  exigido  al  Vidal  la  presentación  de  los  títulos  de  pertenencia  en  14 
de  Enero  del  año  ultimo,  se  decidió  á  registrar  el  terreno  con  el  nom- 
bre de  San  Jerónimo,  suponiendo  abandonado  dicho  escorial  El  Buitre: 

Que  seguido  el  expediente  de  cinducidad  de  éste  por  todos  sus  trá- 
mites«  el  ingeniero  encargado  del  reconocimiento  manifestó  que  desde 
4  de  Mayo  de  1857,  en  que  fué  posesionado,  hasta  la  fecha  del  denuncio 
no  habla  labores  bastantes  para  su  pueble: 

Que  el  Gobernador  de  la  mencionada  provincia  de  Murcia  por  de- 
creto de  24  de  Agosto  último  declaró  no  haber  lugar  á  la  caducidad 
pretendida  y  habiendo  «pelado  D.  Ángel  Vidal  Abarca  de  esta  resolu- 
ción, recayó  la  Ileal  orden  de  28  de  Octubre  del  año  próximo  pasado, 
de  que  ya  queda  hecho  mérito,  y  contra  la  cual  se  ha  interpuesto  la 
actual  demanda,  felicitando  que  se  declare  nula  dicha  Real  orden,  y  si 
á  ésto  no  hubiese  lugar,  que  se  revoque: 

Que  al  ir  á  emitir  la  Sección  su  dictamen  sobre  la  procedencia  de  di- 
cha demanda,  advirtió  un  hecho  grave  que  la  obligó  á  dejar  en  suspenso 
su  informe,  cuyo  hecho  consistió  en  que.  consignando  el  Letrado  que 
suscribe  aquella  que  la  precitada  Real  orden  fué  notificada  á  su  defen- 
dido én  41  de  Noviembre  de  4867,  en  el  expediente  gubernativo  remi- 
tido á  este  Consrjo  resulta  que  ésta  no  fué  notificada  al  interesado  Vila 
hasta  el  día  44  del  referido  mes,  notándose  que  la  forma  de  la  cifra 
con  que  eslá  fechada  esta  notificación  presenta  un  aspecto  que  induce 
á  sospechar  por  cierto  retoque  en  la  hechura  del  núm.  4,  aun  más  vi- 
sible en  la  solicitud  que  sigue  del  mencionado  Vila; 

Y  por  último,  que  la  Sección,  en  vista  de  esta  grave  circunstancia ^ 
llamó  la  atención  de  V.  E.  para  que  se  sirviera  disponer  que  se  depu- 
rase el  hecho  en  que  estribaba  la  contra  dicción,  si  le  parecia  oportuno^ 
suspendiendo  entre  tanto  consoltar  acerca  de  la  cuestión  de  proceden- 
cia, que  sin  esa  aclaración  no  era  posible  resolver;  y  habiéndose  en  su 
'Consecuencia  pedido  informe  al  Gobernador  de  Murcia  sobre  el  partí-» 


calar,  lo  evacaó  mai^ifesundo  qae  la  octiOcaeiotí  ttiro'lu^iár  en  li  Jel 
precitado  méí  dé  No?iembre  y  sin  que  por  otra  paite  resulle  cargo 
p«fa. nadie,  por  ciuoto  no  aparece  heciiolD'teiítciónB I  punible. 
•      VistoaJos  artíedloer  di  de  la  ley  de  Minasde^G'dé  Jalio^  de  (859,  y 
>86  del  reglamento  para  su  ejecución  de'SSdé  Febrero  de  1865.' 

.  Considerando  que  la  actual  demanda  está-pnasénlada  fulera  del  tér- 
•mioo  de  los  SO  dias  que  al  efecto  señalan  los  expresados  artículos; 

La  Sección- 4)pina  que  do  es  admisible  la  di^maqda  presentada  por 
^  Licenciado  U.  Aafael  Serrano.  >       ' 

Y  baJ»iendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  6.)  de  acuerdo  con  el 
preinserto  dictamen,  «e  Ib  participo  á  •V..r.  de  Rbal  orden  para  su'in- 
Migeoeia  y  efectos  consiguientes.  Dios  guando  (í  V.  I.  muchos  años, 
«adrid  12  do  Agosto  de  1868. 

OaoTio 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio.' 

(Gaceta  de  ^5  de  A  gósto'  de  \  8(68): 

.  .1  ... 

'i  •  :  •    ' 

Jtesolucion  en  la  demanda  intentada  contra  ¡a  Real,  orden 

4ictada  en  la  cuestión  pendiente  entre  las  sociedades  mine^ 

ra^ La  Providencial/ La  Esperanza!-    - 

limo  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  intentada  contra  la  Real  orden  de 
i3  de  Octubre,  último,  dictada  en  la  cuestioof  pendiente  entre  las  socie- 
dades mineras  La  Previdencia  y  La  Esperanza  sobre  niso  de  un  oami- 
ao,  la  Seccion.de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha  'e?acaado 
loa  d«s  informen  siguientes:  ñ  ' 

«Excmo^  Sr.:  La  Secpíon  de  lo  Contencioso  de  este  Cons>ejo  ha  eka* 
míiiaoo  i  a  demanda,  de  que  se  acdmpaña  copia,  presentada  ante  el 
misoio  en  12  de.  Noviembre  detaño  próximo  pasado  pot'  el  Licenciado 
O.  Ignacio  Rojo  Arias,  en  representación  de  la  saciedad  e.<pecial  mi- 
nera La  Providencia,  explotadora  de  varias  minas  en  la  provincia  de 
Santander,  contra  l^Reai  orden  e^^pedida  por  ese' Ministerio'  en  15  de 
Octubre  del  mismo  año  resolviendo  no  haber  iogai^  é.  la  revocación  de 
la  Real  ótrden  de  16  de  Agosto  iOmedlaioanteHór,  aolrcilada  por  la  in*> 
dicada  sociedad,  y  que  se  confirme  y  so^tQoga  á'  la  sociedad  minera 
Esperanza  en  el  libre  uso  del  camino. qae-  ha'bia  ejecutado  de  Urdon 
al  poente  de  Andará,' exigiéndole  una  fianza  prudeoctai'^ue  garanticé 
^^  ioiporle  de  las  indemnizaciones  que-segun  tasación  periciaí  sean 
4abida9  á  ios.  reelatnant&Sw  '       .    / 

AeatiUa  .de los  antecedentes,  que  adjuntos*  $e  devaelvent 
iQQeea  vista   del  expe^lienie  instruido  á  insUncia  dejD.  Antonio^ 
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Martinez,  Director  gerente  de  la  socieuad  minera  Eíperanza,  soUciian- 
do  autorización  para  abrir  un  camino  de  carro  desde  las  minas  qoe- 
posee  en  el  puerto  de  Andsra  hasta  la  carretera  deLiébana  eoel  puen** 
le  de  Urdoo,  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Santander*  de  acuerdo^ 
con  el  Consejo  provincial,  desestimó  la  indicada  instancia  en  provi- 
dencia de  4  de  Setiembre  de  1866.  previniendo  al  interesado  que  se 
atuviera  á  las  prescripciones  legales  respecto  á  construecioii  de  cami»^ 
nos;  providencia  que  fué  oonllrmada  por  el  mismo  Gobernador  en  vis- 
ta de  la  denuncia  de  la  sociedad  minera  La  Pro^iéeneia  respecto  de 
aquella  construcción  y  de  otras  redamaciones,  de  acuerdo  tamben  eco 
el  £onsejo  provincial,:  en  14  de  Febrero  de  1867,  previniendo  ¿  la  so- 
ciedad Esperanza  qite  presentase  el  proyecto  dQl  camino  para  que  e» 
su  dia,  y  previas  las  formalidades  de  trámites  que  corresponda!»,  se 
resuelva  lo  que  proceda;  y  que  por  otra  parte  tuvo  también  confirma- 
ción por  Real  orden  expedida  por  ese  Ministerio  en  7  de  Abril  del  pra» 
pío  año  de  1867,  mandando  que  se  obligara  á  la  sociedad  minera  Es- 
peranza  al  exacto  cumplimiento  de  las  prescripciones  vigentes: 

Qué  en  virtud  de  gestiones  posteriores  de  la  misma  sociedad  E^pe- 
ronza,  recayó  la  Real  orden  de  16  de  Agosto  del  expresado  año,  por  lft> 
cual,  considerando  que  con  la  concesioü  hecha  por  el  Gobernador  de 
la  provjnda  de  Santander,  en  nso  de  sus  atribuciones,  de  la  autoriza- 
ción de  que  trata  el  art.  2Q  de  la  ley  de  Carreteras,'  quedó  completa-- 
mente  legalizada  la  situación  anómala  en  que  se  encontraba  dicho  ca- 
mino: 

Que  llenado  ese  requisito,  único  que  se  exige  para  el  estudio  y 
construcción  de  una  carretera  de  servicio  partículai^,  no  hay  raioii-^ 
ninguna  para  privaj*  á  la  sociedad  minera  La  Esperanza  del  nso  j 
aprovechamiento  de  la  de  que  se  trata,  construida  á  sos  expensas  cod 
aateriofidad  á  la  concesión  de  lá  autorización  citada/  mixime  si  se 
atiende  á  que  por  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859  está  obligada 
la  sociedad  á  facilitar  el  paso  del  mineral  por  dentro  de  siis  perteneot- 
cias,  aunque  con  las  reservas  que  establecen  los  arilculos  55  y  56  de  ln- 
precitada  ley: 

Que  la  sociedad  Esperanza  no  puede  en  manera  alguna  rehuir  el 
deber  en  que  se  halla  de  indemnizar  á  los  dueños  de  los  terrenas  qu^  • 
atraviese  la  carretera  del  justo  valor  de  ellos,  si  aun  no  lo  hubiese  ve* 
rificado,  con  arreglo  á  lo  prescrito,  así  en  la  susodicha  ley  como  eo 
los  artículos  26  y  27  de  la  de  Carreteras;  se  revocó,  de  acuerdo  .jcod  le 
Dirección  de  Obras  públicas,  la  providencia  del  Gobernador  de  San» 
tauder  por  la  que  se  había  negado  á  la  sociedad  minera  Esperanza  el. 
permiso  pedido  para  el  uso  y  disfrute  del  camibo  construido  á  dos  ex- 
pensas, pero  en  el  concepto  de  que  la  misáia  babria  de  cumplir,  sí  aun 
ne  lo  hubiese  hecho,  €on  las  reservas  que  establecen  á  favor  de  les  < 


propietarios  los  arlicalos  26  y  27  de  la  ley  de  Carreteras  y  55  y  56  de 
la  ley  de  Hioas: 

Que  notificada  la  sociedad  Providencia  por  el  Goberbador  de  la 
provincia  de  Saotaader  de  la  referida  Real  órdeo,  acudió  á  ese  Minis- 
terio en  28  del  citado  Agosto  pidiendo  su  revocación,  ó  que  en  otro  caso 
se  declarase  quo  mientras  que  no  se.  cumplan  las  formalidades  de  la 
ley  respecto  á  aprobación  del  proyecto  del  camino  construido,  decla- 
ración de  utilidad  pública  y  expropiación  forzosa,  no  puede  permitirse 
su  uso  y  aprovechamiento  en  la  parte  que  comprende  terrenos  ó  ca- 
mines déla  sociedad  reclamante  ó  de  cualquier  particular  ó  corpora- 
ción; y  de  no  estima  rse  así,  se  suspendieran  los  efectos  de  la  Real  ór- 
de»' hasta  que  en  la  via  contenciosa,  á  que  se  proponía  acudir,  se  re- 
solviera lo  procedente; 

Y  que  en  su  vista  recayó  la  Real  orden  relacionada  al  principio,  de 
13  de  Octubre  último,  contra  la  cual  se  ha  interpuesto  la  presente  de- 
manda. 

Conside  rando  que  los  articules  25  y  siguientes  de  la  ley  de  Carre- 
teras, ni  el  56  de  la  de  Minas,  no  tienen  aplicación  al  presente  caso, 
que  está  de  lleno  comprendido  en  el  55  de  dicha  ley  de  Minas: 

Considerando  que,  según  este  articulo,  los  dueños  de  la  mina  La^ 
Providencia  tienen  obligación  de  consentir  por  su  superficie  el  tránsito 
necesario  para  el  servicio  délas  ajenas^y  solo  les  asiste  derecho  á  in- 
demnización por  los  daños  y  perjuicios: 

Considerando  que  este  derecho  les  está  reservado  en  la  Real  órdeo, 
y  que  por  lo  mismo  es  eridente  que  ella  no  les  infiere  agravio. 

La  Sección  es  de  dictamen  que  la  demanda  entablada  por  los  referi- 
dos dueños  de  la  mina  Providencia  es  improcedente  y  que  debe,  en  su 
consecuencia^  desestimarse.» 

«fixcmo.  Sr.:  En  cumplimiento  de  la  Real  orden  de  16  de  Abril  del 
corriente  año,  la  Sección  de  lo  Contencioso  ha  examinado  la  exposi- 
ción documentada  de  la  sociedad  minera  La  Previdencia  y  demás  an- 
tecedentes que  á  la  misma  Real  orden  acompaña,  algunos  de  los  cua- 
les no  se  tuvieron  presentes  al  evacuar  la-consulta  de  17  de  Enero  úl- 
timo en  sentido  negativ^o  de  la  admisión  de  la  demanda  presentada 
por  el  Licenciado  I).  Ignacio  Rojo  Arias,  en  representación  de  la  expre- 
sada sociedad,  contra  )a  Res^l  orden  de  43  de  Octubre  confirmatoria  de 
la  de  16  de  Agosto  de  1867. 

Resulta  de  los  antecedentes  que  no  tuvoá  la  vista  la  Sección,  y  de 
que  no  pudo  hacerse  cargo  al  evacuar  su  indicada  consulta: 

Que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Santander,  para  cumplimen- 
tar la  Real  orden  citada  de  16  de  Agosto  é  instrucciones  que  á  su  tenor 
se  le  dieron,  dictó  varias  providencias  autorizando  á  la  sociedad  de- 
nominada La  Esperanza  á  fin  de  que  hiciera  uso  del  cansino  que  ha 
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coastruido  de  Urdon  al  puerto  de  Andará,  y  dispooleado  que  se  proce- 
diera al  nombramiento  de  peritos  que  tasaran  los  daños  y  perjuicios 
que  ocasione. con  el  paso  de  sus.  minerales  por  el  camino  de  propiedad 
-de  1a  sociedad  Providenciaren  la  parte  que  le  «rusa  el  de  Urdon  eo  el 
.  puerto  de  Andará:  providencias  respecto  á  las  cuales  interpuso  recla- 
maciones la  mencionada  sociedad  minera .Prot;iWéncta,  que  fueron  des- 
estimadas por  Real  orden  de  13  de  Diciembre  de  1367,  en  la  cual  se  ac- 
•cedíó.al  mismo  tiempo  á  lo  solicitado  por  el  Gobernador,  aprobando  la 
-tasación  de  perjuicios  que  resultaba  ya  hecha.  Y  que  en  tal  estado 
acudió  la  aodedad  Providencia  ^n  15  de  Marzo  último  al  Ministerio 
del  di^no' cargo;  de  V.  £.  solicitando  que  antes  de  acordársela  consul- 
ta, ya  eracuada  por. esta  Se\:cioii  en  17  de  Eoero  inmediato  anterior,  ó 
de  resolver  ese  mismo  Mioisterio  sobre  la  demanda  que  había  preiseo- 
tado  la  sociedad  exponento  contra  la  Real  orden  de  13  de  Octubre  de 
^  1867«  se  uniera  á  los  antecedentes  y  se  tuviera  á  la  vista  un  testimo- 
nio en  que  constan  varias  diligencias  practicadas  por  la  expresada  so- 
ciedad para  ejecutar  el  cat^iao  desde  la  Hermida  á  los  puertos  de  An- 
dará; una  Real  orden  de  5  de  Febrero  de  1860,  en  que  se  resolvió  que 
este  camino  sea  considerado  coino  de  servicio  particular  y  de  propie- 
dad de  dicha  sociedad,  con  todos  los  derechos  que  legítimamente  le 
corresponden  y  las  obligaciones  contraidas  al  adquirir  los  terrenos  que 
ocupaba  la  via;  una  providencia  del  Gobernador  de  la  provincia  de 
Santander  de  6  de  Noviembre  de  1663,  por  la  cual,  con  audiencia  del 
Consejo  provincial,  dejó  sin  efecto  otra  que  habia  dictado  el  mismo 
Gobernador  en  el  sentido  de  que  se  permitiera  á  D.  Ramón  Pérez  del 
Molino  el  paso  de  sus  trenes  cargados  de  minesal  por  el  expresado  ca- 
mino, bajo  la  indemnización  que  fuera  procedente;  y  la  Real  érden  de 
2  de  Febrero  de  1864,  confirmatoria  de  la  expresada  providencia  de  6 
de  Noviembre  de  1863:  y  finalmente,  otra  Real  orden  de  5  de  Abril  de 
1865  que  desestimó  una  instancia  dt  la  sociedad  minera  Esperanza  en 
solicitud  de  que  se  ia  concediera  el  paso  de  minerales  que  explota  en 
el  puerto  de  Andará  por  el  camino  que  construyó  la  sociedad  minera 
La  Providencia,  y  rectificó  en  todas  sus  partes  el  contexto  de  las  refe- 
ridas Reales  órdenes  de  5  de  Febrero  de  1860  y  2  de  Abril  de  1864, 
reservando  á  la  sociedad  minera  Esperanza  el  derecho  que  le  perte- 
nezca para  usarlo  donde  y  en  la  forma  que  corresponda. 

La  Sección,  después  de  examinar  los  nuevos  antecedentes  que  van 
relacioaadQS,  no  encuentra  fundamento  que  la  mueva  á  modificar  su 
consulta  spbre  la  demanda  interpuesta  contra  la  Real  orden  de  13  de 
Octubre  que  resolvió  no  haber  lugar  á  la  revocación  de  la  de  16  de 
Agosto  de  1868,  y  que  se  confirme  y  sostenga  á  la  sociedad  minera 
Esperanza  en  el  libre  uso  del  camino  que  ha  ejecutado  de  Urdon  al 
puerto  de  Andará,  exigiendo  fianza  que  garantice  el  importe  de  las  in- 
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demoizaciones  que  según  tasacioo  pericial  sean  debidas  á  los  •  recla- 
mantes. Las  Reales  órdeoes  y  los  demás  antecedentes  r^lativios  ai  la- 
mino llamado  de  la  Hermida  al  puerto  de  Aodara,  qae  ejecutó  la^so-^' 
ciedad  minara  Providencia,  eú  nada  embarazan  lo  resuelto  ^r  las  Reá^  > 
les  órdenes  de  16  de  Agosto  y  13  de  Octubre  de  4S67,  relativa?  al  ca- 
mino llamado  de  (Jrdon  al  puerto  de  Andará,  que  ha  ejecutado  la** so- 
ciedad mioera  Esperanza,  Lo  que  se  habla  por  ésta  solicitado  en  el 
primer  período  indicado  y  lo  que  se  ha  solicitado  últimamente  son  co- 
sas distintas.  Lo  resuelto  én  las  primeras  Reales  órdenes  en  favor  de 
la  sociedad  Provtcíencia  eo  cuanto  al  camioo  primeramente  ejecutado 
no  puede  servir  por  tanto  de  precedente,  ni  en  su  conjunto  ni  en  sus 
pormenores,  contra  lo  resuelto  en  las  últimas  Reales  órdenes  en  favor 
de  la  sociedad  ^^peranza ;respec4o  al  camino  quo  ésta  después  ejecutó  . 

La  Sección,  por  lo  mismo,  cree  deber  iosistir  en  su  consulta  de  17 
de  Enero  último^  sobre  la  demaoda  interpuesta  contra  las  Reales  órde- 
nes de  16  de  Agosto  y  13  (|e  Octubre  de  1867.  >  ' 

En   su  virtud,  y  habiendo  resuelto  S.  9f .  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de 
acuerdo  con  los  preinsertos  dictámenes,  se  lo  comunico  á  V.  I.  de  su* 
Beal  orden  para  su  inteligencia  y  efectos  coosiguieates.  Dios  guarde  á*^ 
V.  I.  muchos  años.  Madrid  13  de  Agosto  de  1868. 

Oaovio. 
Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  27  de  Agosto  de  1868^. 


MINISTERIO  DE  ULTRAMAR. 

Real  decreto  dando  varias  disposiciones  para  la  eitplotacion 
de  sustancias  salinas  en  la  isla  de  Puerto-Aico. 

Conformándome  con  lo  propuerto  por  el  Ministro  de  Ultramar,  de 
acuerdo  con  la  Junta  superior  facultativa  de  Minería  y  Secciones  de  Ui  - 
tramar  y  de  Hacienda  del  Consejo  dé  Estado, 

'  Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artictdo  i."*  So;i  objeto  especial  del  «ramo  de  minería  en  la  isla  de 
Puerto-Rico,  además  de  los  contenidos  en  el  art.  1.*  del  Real  decreto 
de  15  de  Enero  de  1867,  I09  lagos,  lagunas^  charcas,  manantiales  de 
corto  trayecto  y  todo  depósito  que  contenga  sustancias^  salinas  suscep- 
tildes  de  beneficio,  cualquiera  ^ue  'sea  six  composición  y  la  aplicación 
á  que'  se  las  destine,  siembre  que  el  beneficio  se  baga  en  estableci- 
mientos fijos.  De  no  efectuarse  la  explotación  en  esta  forma,  serán  de 
libre  aprovechamiento  sin  necesidad  de  autorización  ni  licencia. 


ArL  2/  Las  solicitudes  de  registro  que  para  explotar  sustancias 
saliaa^  sepre^enieo  expresarán  la  clase  de  éstas  que  se  intente  expío» 
tar,  acompañando  al  pro pio' tiempo  una  muestra  que  no  baje  de  dos 
liiros  del  agua  que  contenga  la  sal,  en  fraseos  bien  acondicionados, 
para  que  el'  iDgeaiero  haga  un  ensayo,  al  menos  analítico,  que  de* 
muesire  la  verdad  del  registro.  Si  la  suslaucia  se  hallase  sólida  por 
encontrarse  depositada  en  el  fondo  ó  márgeb^  de  ios  lagos,  las  mues- 
tras^ cuyo  peso  no  bajará  de  un  kilogramo,  se  entregarán  igualmente 
en  frascos  lacrados. 

Será  asimismo  obligatorio  el  presentar  á  la  vez  un  plano  del  lago, 
laguna,  etc.,  señalando  en  él  ud  punto  fljo  dentro*  ó  fuera  del  depósito, 
que  sirva  departida  para  la  demarcación. 

A  las  solicitados  de  registro  de  salinas  procedentes  de  agua  del 
mar  npserá  necesario  acompañar  muestras,  peros! el  plano  del  terl*e- 
no  queso  solicite,  tanto  para  la  formación  de  balsas  como  para  cons-* 
truccion  de  edificios  y  demás  que  se  necesitare. 

Art.  3/  Dentro  de  los  cuatro  meses  de  la  presentación  y  admisión 
del  registro,  pedirá  el  registrador  la  demarcación,  acompañando  una  ^ 
Memoria  (descriptiva  de  los  medios  y  aparatos  que  se  proponga  em- 
plear  en  el  beneficio,  y  el  presupuesto  aproximado  de  sus  gastos,  fijan- 
do la  cantidad  que  haya  de  producir  anualmente  de  la  sustaocia  sali- 
na y  todo  lo  demás  que  conduzca  á  dar  una  idea  de  la  explotación. 

Art.  4.°  Instruido  el  expediente  de  este  modo,  se  pasará  al  logenie- 
rode  Minas  para  el  reconocimiento,  y  en  su  caso  parala  demarcación; 
que  se  hará  precisamente  en  la  forma  poligonal  que  más  se  acerque  á 
las  límites  naturales  del  lago,  laguna,  charca,  etc.,  en  la  mayor  al- 
tura de  las  aguas,  con  tal  que  no  exceda  del  máximum  que  la  ley  seña- 
la á  los  cotos  de  minas  de  carbón  de  piedra.  Si  quedase  algún  sobran- 
te se  agregará  como  demasía, siempre  que  no  exceda  déla  cuarta  par- 
te; pero  si  fuese  mayor  será  objeto  de  otra  ú  otras  coocesiones. 

Para  las  de  salinas  marinas  el  registrador  señalará  el  terreno  en  la 
forma  que  más  lecpovenga,  dentro  do  los  límites  del  párrafo  anterior. 
ArL  5."  En  todos  ios  casos  el  Ingeniero,  en  vista  de  su  recoooci- 
misnto  y  de  la  Memoria  presentada, por  el  registrador,  informará 
cuanto  sé  le  ofrezca  y  parezca  al  devolver  el  expediente  á  la  Autoridad 
competente,  propojiiendo  las  condiciones  especiales  que  considere  ne- 
cesario imponer  á  la  Concesión. 

ArL  6.*  Estas  concesiones  estarán  sujetas  á  las  condiciones  gene- 
rales que  impone  el  Real  decreto  de  i5  de  Enero  de  1867,  exceptuán- 
dose la  referente  al  pueble,  quedando  tiemblen  exentos  los  productos 
qvie  se  obtengan  de  la  deducción  del  3  por  IDO  que  fija  el  art.  79  del 
mismo  decreto. 

Arl.  7.°    La  concesión  será  sis  perjuicio  de  los  demás  aprovecha* 


—  $T5— 

«tnieoios  qujB  se  refieran  á  otras  industrias,  como  cata,  pesca,  etc.,  fan- 
•<iadas  en  derechos  anteriormente  adquiridos,  y  en  su  caso  previas  laa 
iodeqontzaciones  coDTenientes. 

Arf.  8.*  Los  concesionarios  estarán  obligados  á  dar  principio  alas 
-operaciones  en  uo  plazo  que  no  podrá  exceder  de  un  año.. 

Art.  9.*  Tanto  los  ediflcios  que  se  construyan  dbnfro  del  terreno 
déla  coatretioD,  como  las  balsas,  las  aguas  y  las  sales  que  se  o6teü* 
gan,  serán  propiedad  exclus^iva  del  concesionario  mleulras  cumpla  con 
las  condiciones  de  la  concesión.  ^      i 

Art.  iO.  En  virtud  de  las  anteriores  disposiciones  quedab  suifrimi- 
dos  los  derechos  todos  con  que  el  Estado  venia  gravando  la  producción 
de  sales.  En  adelántese  exigirán  solo  á  esta  industria  los  establecidos 
•por  el  Real  decreto  citado  de  15  (le  Eneró  del  año  último  en  su  capítu- 
lo 41,  con  la  excepción  consignada  en  elart.6.°  del  presente  y  la  con- 
tribución que  con  arreglo  á  las  bases  generales  establecidas  y  que  se 
establezcan  eola  i^la  porresponda  á  la  r^isfna  industria  en  pro()ofcioa 
<i§  sus  utili(^adesy  sea  repartida  en  la  forma  que  ¿  ^as.demás  del  país. 
Dado  en  Lequeitio  á  veintitrés  de  Agosto  cíe  náil  ochocientos  sesen- 

¿Ul  y  eeho.. 

Está  Rubbicado  de  LA^fiEAii  mano. 

BlUinittro  de  Ultramar, 

ToHÁs  R00AIGO12  Rubí. 

{Caceta  de  28  dé  Agosto  de  1868}. 
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MINISTERIO  DE  tíAClBNDA. 


J{éal  orden  fijando  el  derecho  de  exportación  de  los  minerales 
y  metales.  • 

.  Ilmp.  Sr.:  Enterad ii  la  Reina  (Q.  D.  G.}'  del  étpediecte  iirstraldo 
a^rca  de  la  discrepar^cla  que.se  ob^rva  entre  las  reformas  rntródu- 
<u4^i;  en  U  ley  de  Minas  por  la  de  4  de  Marzo  último  y  la  de^  Ptiesu- 
pQOStos  de  %)  de  ^l^yo  próximo  pasado  en  lo  rehitivo  á  los  dececiios 
que  han  de  satisfacer  los  minerales  y  metales,  y  conformándose  con  lo 
propuesto  poj:  la  Dirtsccion  general  de  Contabilidad;  faa  tenido  á  bien 
disponer: 

.  i.*   Queel  derechid  de  exporlatioñ  de  ios^  minerales  y  metales  déte 
^aef  el  de  5  por  100.  ' 

%,*  Que  ea  iánto  que  ana  nueva  ley  de'  Presupbeetos  116  altere  la 
or^jaqizacion  reglamenti^ria  del  de  ingresos,  no  póedeti  introducirse 
«modiQcaciones  en  el  mismQ»  ni  considerarse  suprimido  el  itupuesto  de 


mtQas^eq  Iqs Vívenos  conoeptofi  en qiieie  clasifica  Ucitadal^y  de iS^ 

3."  Que  la  adminislracioo  del  impuesto  de  mioas'  en  sus  diveráés 
poj^neoore^  sa^eocíacgueí  (XffipcctivaiBeaie:  ¿  la  Direomcvii  geÉeraVde 
CoDtribuciooei  )a  i^erU  correspondiente  <a I  dencchq  de  superficie,  y^ 
la  de  carg^  do  S^'h  la  relativa  é  la  ezpledacíiotí  de  minerales,  • 

Y  4«"  Qae  pslas  .dispo&idoQ^s  se  considerea  ¡«alerinas  hasta  que  re^ 
caiga  I4  correspondiente  aclaracloD  legislativa^ 

De  Real  orden  lo  digo  á  Y.  I.  para.suiíDteiigenbia  yefectos  consi-^ 
gQÍetit]3s^  .Dií>5:  guarde  á  V.  I.  muchos  anos.  Uadrid  2l!de  Agostode 

...:,.  /  OHOVIO.    . 

Sr.  Director  general  de  Jnapuestos  indirectos.         .  ^  . 

(Gaceta^eÍde,Seti€mbre  de  {¡^(jÚ). 


>j  j  '  tj 


Real  orden  resolviendo  ehexpediente  instruido  j)or  la  socie^ 
dad  minera  ljlólilellána|  sohjrépaigo  de  tánon  de  superficie: 

,  limo.  Sr.:  La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  enterado  del  expedieotejiD84r<iw 
do  60  esa  Dirección  g&Heruil  con  tn^^tívo  dé  un  recurso  interpuesto  por 
la  sociedad  minera  titulada  Montellano,  sobre  pago  de  canco  por  sa- 
perflcie  de  las  pertenencias  que  le  fueron  reservadas  «I  coocederle  una 
galería  genexal;de  itivestiga(\^Qp.  con., el  Of^ifcao  nombre. 

En  su  vista,  así  como  de  los  artículos  2.%  42  y  80  de  la  ley  de  Mi- 
ñas  de  6  de  Julio  de  185ü,"el  !í  ffelá  RéarTñstruccíon  de  22  de  No- 
viembre del  misqnp  ale.  j  ^a  ^al  orden,  de  5  ^e^JoHp^e  4867: 

Considerando  que  al  determinarse  en  el  citaáo  art.z.*  déla  ley  que 
la  propiedad  de  las  sustancias  que  constituyen  el  ramo  de  la  mioerfa 
corresponde  al'Es>tado,  siil  qo;  nadie  pos^a  osar  de  ellas^  ftki¿)»opior-«^ 
tuna  concesión,  solo  se  sienta  un  principio  general  que;ef\viD^4*\t^^ 
opone  á  que  la  misma  ley  haya  podido  establecer  después,  coma  lo 
ha  hecho  en  so  art.^,  di^rso  cá'noú  sega  o  la  clase  de' las  perienen- 
ciaá  ó  terrenos  que  c«/ncede,  estableciendo  también  para  exig^rl^  lar^ 
oportnnadistiocíon  entre  las  pei'teríeocias  mi  oeiras  comunes  Ho  reser- 
vadas pak^a  galeria  geoeraldeiotestigaciony  las  que  pkjr  el  cootraría-' 
lo  sean.  ..    '  ■'._..; 

CbostderaDdo  iqiieén  el  párrafo  sexto  del  art.  SOsé  disf^one  termi"^ 
nantemente  que  el  canon  respectivo  á  pertenencias  mineras  reserifa^ 
das  porlteal  concesión  se  pagarlí  desde  el  diá  en  que  sean  regi&trádas 
Ó  puestas  en  investigación  según  el  art.  42,  el  cual  impone  .al  empre-- 
sario  la  'obligación  d^  hacerlas  obj'<elo  da  investigaciob  ó  r^igistrcl  á  me-^ 
dida  que  áus  trabajos  subterráneos  avancen  ha^la  revasarlas,  con  fa*» 
<;oltad  de  desechar  las  qtie  viere  do  convenirle: 


ty 
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Considerando  que^Qs^a.m^&jiecJvapi^  Jia.vpido  á  hacer  la  Real 
orden  de  5  de  Julio  der  léér,  ¿omprfeiinieod'oWil/razoocs  de  justicia 
y  equidad  que  el  lei^islador  ba  tenldopara  dictarla,  porque  como  las 
larbóre^'.áe  una  gaharia  geierafc  ^ndd^a  muy  bieó  hacerle  ^or  otros  ter*^ 
renos  a<\fiqFésdeJoA.q]i!^3e  t^^j;aA  i€iier.Tadp.«para  v^^coi^se^^^p'^igi.  Qia 
concesiones inineras,  la  ley  no  quiso  imponer  un  canon  al  mibero  por 
tevreno  i  que  nó  pQdiése^'én  lu^eávó  «spivar/  y  ctin  Yante  más-  tmoiivo 
si  la'galerfaatraveskba  terrénot  de  otroe- mineros  qoe^yapoviu  (yárte 
pagasefa  el  ciánonV  '  -      .    •  »        v  ^  .      ..:«•♦ 

' "  GonsiderMndo  que/  aplicada  esta  dociriba  al  caso  d%1  expediéitfe,  re- 
sulta que  ni  el  Gobernador  de  Gtiadirlajavfr  ha  podido  ^igjirá  la  soeiedaÜ 
mmera  Monteíhno  él  canon  tte  'lUs  onrece  pert^ne netas irissei'vadas  "dcísde 
el  dia  de  la  reserva,  ni  lá-  pretensión- dé  la  sociedad  está  tampoco  ajus<*' 
tada  á  la  ley  que  eiige  que  lasreferidas  perienenfcias  Hitisfagan  eV  cá» 
non,  no  solo  cuando  seíaix  registradas /sio^  tjmbien'cuando-  se  potigán 
en  investigación,  siéá^tf  lo  itíá§|Qslo„  ptrestorqde^las  de  dicha  socie- 
dad' no  bab  sidb'ele-vadés  á  registro;  «i^eriguar  elqpubto  6  apuntos  á  que 
alcancen  las  labórela  de  iuTeitigacion  partf  exigir  él  cáQOfi>únicamcrnte 
en  aquellas  Y)jeHéG%ficiQs  reservadas  en  que* lleguen  las  referidas  laborea 
y  desde  que  empezliseo  á'Miearísu  respective  ^eiiimetro;  S.  ÜA;;  cbn^ 
fot'mándose  ebn  lo  inforiÉtrdo  poriksSeocione8)de  Hacienda  y  de  Go- 
bernación y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  se  ba  servido  disponer 
como  medKd)!  general'qael«í^'peh«ieáfeiá8  veservadai^en  las'gale^fas 
de  invéstigaclob'pagneá  el  cánobdesde  eil  dia  en  qwa  ¿eán  regltftraiSas 
ó  desde  el  en  quesean  puestas  en  tevestigaoion;  no  siendo oxi^ble  an- 
tes, pero  sfen  cualquiera  deld9doé  casos  citados;  y  resolver  ia  recla- 
mación dé  la  sociedad  miaera  Noútéikíno^n  serttiddrde  qheporelln- 
¿ettiero  del  rated'se  averlgüeelpuuto ó  puntos  á  qu0 llaguen  bs  labo- 
res^de  iñvéstigaticin',  á  fin  d^éétigirel  eánóA  ¿bScaimente  por  lasper- 
teáéncfas  res^védbs  en  íjjfeiéiftégtien  dichas  falkír^siy  desde  el  ttémpo 
en  querempéxHsén  á  tedir  á  Sü  pcftfmei^o^tesiMcKiyo.     >  -    >  ' 

De  Ríéal  drden  lo  dij^o  á  V;  !•>  pára^suinliligencia  y  efectos  corres  •» 
póndfenfés."  Dlt^S*  guardé  á  T.  I.'mtcños  años.  Madrid  27  de  Agosto 
de  4«6a."'    '•''•■'•  ^':    '   \   •  •  .n  <    '/:(     •    i    • 

u  ,'  '  •    ••  .    .  ..      •  .1  Oaovio. 

Sr^  Director  general  de  Goiittftbueiooesw      h  / 

> i  (Gwtetú  de  f5  id^  SMmh9)é  (fe  1869;.  ' 
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TBIBUNAL  SÜP^^ÍHO. 

■    » 

Sentencia  declarando  no  haber  lugcnr  al  recurso  de  oásadon 
interpuesto  en  el  pleito  sobre  préétacioH  de  una  fianza. 

Eq  la  ?iHa  de  Madrid,  á  5  de  Octttbffe.de. 4 808,  eo  el  pleito  pendieo- 
te  «ote  Nqs  por  recurso  de  casftoion.  ftej^aído  en  el  juzgado  de  primera 
instanoia  de  Saniander  y  eo  la  Sala  primera  de  ia  Aud^ieaeia  de  Biir^09 
por  D.  Ramón  Pérez  del  MoUoo  cbn  «i»  bermano  It.Mitnttel  Pérez  del 
Holifio,  sobre  presiacioa  de  uua  fiattz«:. 

Resultaodo  que  D.  Miguel  Gercta  Barcapco  cedió,  por  escritura  d» 
IS  de  Diciembre  de  1856,  á  \oú  hermanos  D.  Mauuel  y  D.  Ramón  Pérez 
del  Molino*  las  tree  cuartas  partes  de  la  mio^  de  plQfno  titulada  A(re- 
mmiento,  en  la  provincia  de  Santander,  reserT^odoae  la  parte  restan- 
te; y  que  los  citados  hermanos,  por  escritura  d€t22de  Febrero  de  1858, 
formaron  sociedad  para  la  explotacioa,  entre  «Aras,  de  la  referida  mi- 
sa y  demás  de  que  hicáaroo.  mór|to^  con  expresión  de  la  participacáoa 
que  cada  uno  tenia  en  ^Has,  y  estableciendo  que  la  a^lquisix^ion  por 
parte  de  cualquiera  de  los  otorgantes  de  e«alquiera  mina  colindante  á 
las  nombradas.se  enteoderia  kedla  por  enentA  comua  y  á  partas 
Igualas: 

Resultando  que  D.  Manuel  PeriecrdeL  Holinot,  D.  Antonio  Martines  y 
Ik>na  Amalia.  Villavaso  otorgairon  escritura  en23de  Julio  de  1864.  en 
laque,  refiriendo  que  el. primero  harbia  oblenido  los  oorrespondieutes 
títulos  de  propiedad  de  las  minas  tituladas  Superior^  Cualquier  cosa^ 
Airevimte»i0  y  Suerte  visia^,p^t^  lo  cpali  y  para  .otros  gastq^.  halnia 
tenido  que  tomar  prpstadae  varias  ^onias^  que  |CiM)stituiao  un  crédito  4 
favor  de  Nartinea  do  £43.400  reala&;y  éfia^dafeiotegra«lelecedi6.Po- 
rez  del  Molino. la  müad  de  la  pArticipaeiion).«q«e  Luy.iei:«^  oa  laidos  pri- 
meras citadas  minaa  y  e^.  cjualquiara  otra  en.qAie  hubiefa  adqi^jndo 
algún  derecho»  inclusa  (a  Uam«da  Air^firflimtQ*  con  lo  cua}  quedaba 
completa mcrnle  cajocelado  ^1  cicateo  c.nédilo;  y.  HartiQa;|;pn  Ja  oblign* 
<:ion  de  anticipar  hasta  12.000  duros  para  la  explotación,  estabj^lQÍendo 
la  forma  en  que  había  de  reintegrarse  de  ellos»  y  renunciando  Doña 
Amalia  VillaTasoen  favor  de  Marltuezy  :Sldliiio  eldeceohp  de  explota- 
ción de  la  quintapaHfide'la  mina  Atvevitíiimt!^  que  correspondía  á  Don 
Miguel  García  Barranco,  á  quien  se  la  tenía  arrendada,  recibiendo  en 
compensación  de  esta  cesión  y  en  la  participación  que  la  correspondía 
en  las  mismas,  registiadaa.á  nomiufi  de Jl.  Manuel  Pérez  del  Molino, 
que  con  su  beneplácito  habían  sido  cedidas  en  aquella  escritura  á  Mar- 
tínez, el  4  por  100  líquido  de  todas  las  utilidades  que  produjera  la  ex- 
plotación délas  citadas  minas,  y  que  los  mismos  otorgantes  de  esta 


escritora  otargaron  otra  de  sociedad  én  Z  de  Agosto  del  propio  afío  de 
1B64;  sieado  propiedad  de  la  misma  las  minas  llamadas  Supetior  y 
Oualquier  cosa,  y  ledas  tas  demás  enisteiites  en  el  partido  judl^cial  de 
Potes: 

Resultando  qoe  D.  Ramón  Pérez  del  Molino  entabló  demaada  en  2S 
deOcmbre  de  I8€6,  para  que  su  beMnaoo  D.  Manuel  le  reícoDociera  la 
participación  que  tenia  en  el  dominio  y  producto  de  las  minas  mencio- 
nadas y  otras  que  ekpieaó,  as!i  coteo  la  cealidad  de  sdcio  gerente  ^ue 
le  corresponda,  entregándote  en  su  consecuencia  los  titules  de  propie- 
<iad  y  poniéndole  en  posesión  de  eilas  piara  el  ejercicio  de  dicha  geren- 
cia, sin  perjuicio  y  á  reserva  de'Coalquiera  otros  derechos  y  recursos 
que  le  compitiesen  en  razón  de  lo  expresado,  com^e  también  para  el 
abono  de  tos  daños  y  perjuicios  que  le  baibian  ocasionado  por  la  falta 
dé  en  mpH  miento  de)  cooortrato  social  existenfteeott'eellos;  res^rvénfdose 
para  el  caro  en  que  el  demandado  insistiera  en  ios  «desafueros  denun* 
ciados,  pedir  lo  competente  paraque^  pusieran  en  resguardo  sus  de- 
rechos en  lo  respectivo  á  los  minerales  de  que  trataban  de  disponer,  y 
é  fin  de  que  se  adoptasen*  las  medidas  conducentes  á  la  seguridad  de 
aquellos  en  lo  sucesivo:  .         .  .  , 

Resultando  que  D;  Mannel^Perez' del  Molino  impugnó  la  demanda, 
pidiéndose  declarase  que  no 'existia  competencia  :en  aquel  Tribunal 
pa«ra  el  cunocimieoto  de  la  acción  real,  deducida  sobre  el  dominio  de 
lasnainas;  que  supuesta  aquella,  era  improcedente  bu  ejercicio  contra 
ei  demandado;  que  en  todo  caso  era  injusta  en  el  fondo,  porque  no  era 
cierto  el  fundamento  en  que  estribaba,  y  que  tambiea  lo  era  ta  recla- 
mación déla  gerencia  y  demás  extremos  que  abrazaba,  por  fundarse 
en  la  acción  personal  que  necia  de  contrato  de  sociedad  invocado: 

Resultando  qne&l  repUcaral  demandante  alegó  por  un  otrosí,  ha* 
ciendo  efectiva  la  reserva  consignada  en  la  demanda,  que  el  deman* 
dado  y  B.  Antonio  Martínez,  sin  tener  en  cneAlaia  participación  i|ue 
tenia  el  exponente  en  la  pf>opied:Bd  ypfodudtos  délas  minas  Atreoi" 
mieníOf  St^ríor  yCualqmet  com,  dais  ponían  libremente  de  los  minera - 
1(»,  y  que  si  se  les  permitía  continuar  haciéndolo,  en  vano  se  recono- 
cería ai  exponento  so  participación  en  definiüVe,  sin:  qoe  les  reáguar- 
dase  de  tal  peligro  la  responsabilidad  de  aquellos-,  ¡porqne  D.  Manuel 
habia  solicitado  la  defensa  por  pobre,  y  á  Martínez  no  se  le  reconocían 
medios  suficientes  paraial  objeto.  Que  éa  óuanto  á  lá explotación  su- 
cesiva de  las  minas,  procedía  que  co  se  veríDcsse  sin  su  intervención 
óde  la  persona  fue  ae  nombrara,  para  que  tedas  ims  labores  se  ejecu- 
tasen en  debida  forma  y  se  apartasen  y  depositasen  los  minerales  que 
cof respondiesen  á  la  participación  de  la  propiedad  cuya  declaración 
tenia  pretendida,-  pues  ünicamente  asi  podría  evitarse  fue  fueran  ilu- 
sorias las  resultas  del  juicio;  y  que  en  su  virtud  terminó  suplicando 


que  sQ£coi|dase  la  pr^si^cion  de  fianza  por  parte  del  demandado  á  la» 
resul^^Je/Io  q^a^e  juzgara. y^entenoiara  bu  el  pleita  prioáipal  á  fa-* 
vor  4d  4$meMnd99.4€i;  ;y  que  oa  otro  cai^o  se  decretase  el  depósito  de  lá* 
parte  que  de  los  minerales  ya  extraídos  ó  qae  se  extrajesen,  correspen- 
djcefse  á  ü^participaaioQ  que.  se  tenia  redamada  en*  las' citadas  mirtas, 
asi  como  9U  i'OiecveQCiioo  eo  la  explotadoa  sucesiva  á  los  objetos  ex- 
presado»: - . 

^esuUaoda  que  foroB^dat  ^sa  separada  paea  ia  sostanciaciou  de 
esi$  ineidente,.inapugaódiGba  reclamación  D.  Manuel  Pérez  del  Moli- 
no, sos^eoieodo  hüb  el  Juzgado>  «o  era  competente^  por  tratarse  de  una 
acción  r^al  de  dominio  sobre  una  eesa  inmueble  que  radicaba  fuera 
del  téripino  de  aqu^el;  queadeais  la  reclamación  era*  improcedente, 
puesto  que  el  demandado  oo^iposala, los  minei^ales  de  cuyo  deposito  se 
trataba,'  partie.neeieBdo:á  ana  sociedad  que  explotaba  dichas  minas; 
siendo.:  por  otra  pacten  aquella  inadmisible,  porque  el  actor  no  tenía 
participación  alguna  eo  la»  minas,  habiéndola  perdidos!  alguna  tenia 
en  eiks,  pot  la  declaración  de  caducidad  acordada  por  la  sociedad; 
que  la  citada  pretensión  era:  también  injusta  en  el*  fondo,  porque  según 
la  antigua  legislación,  solo  se  decretaba  el  secuestro  cuando  se  trata- 
ba de  una  cosiii^uQueble,:cu^a  4eaaparicion  sdtenia;"y  según  la  mo- 
derna seestablecianireglasKprecisas,  en  ninguna  de  las  que  se  hallaba 
comprendida  la  sociedad  poseedora  de  las  minas  en,  cttesf)Ton;  .y,  par 
último,  que  si  ^l  objeto  del  actor  era  la  seguridad  desús  derechos,  es- 
taba coos^goitla  coala  anotación  preventiva  ordenada  por  el  Juzgada 
en  el  Registro  de  Hipotecas  de  Po^s;  pues  no  teniendo,  según  su  pro- 
pia coofe^ieni  m4a  que  el  37  y  medio  por  iOO  en  la  mina  A frevimíen*. 
to^  y  el:50  en.la0<restaoJtea,  eraxlaro  que  con  el  resto,  cuya  enajena- 
ción se  impedifa;  teni4  con  exceso  cubierta  la  respionsabilidad  que  á  su 
favor  pudiera  depretarse: 

Resultando  que  ee  50  de  Diciembre  de  1667  dictó  sentencia  la  Sala 
tercera rie4á  Aadieücia  de  Bdrgos,  quono  fué  conforme  con  la  de  pri- 
mera instancia,  declarando  que  D.  Ramón  Pereztdel  Molino  tiene  dere* 
cho  á  intervenir  en  el  estado  actual,  del  asunto,  y  sin  que  por  ello  ^ 
entienda  prejuzgada ¡eu^stion  alguna  en  lo  principal,  en  la  explotación 
sucesiva  de  las  mMias  á  que  se  refiere  su  actual  demanda  incidental, 
por  siópormediO'deotra  pensona  autorizada  al  efecto  y  á  su  costa;' 
absolviendo^*  su  hermano  D.  Manuel  de  los  demás  extremos  que  abra- 
zaba dicha  demanda  incidental: 

Resultando  qiié  D.  Ramón  Pérez  del  Molino  interpuso  recurso  de 
casación,  citando  como  infringidas:  ^      • 

i/  La  ley  1.%  til;  9.%  Partida  5.*,  en  el  segundo  de  los  casos  que 
establece  para  que  puedan  ser  puestas  las  cosas  que  otro  tengaí  en  ma* 
nos  de  fiel,  con  tanta  más  razón  cuanto  que  en  el  caso  presente  la  cosa 


— sei— 

üosolo  era  mueble,  siao  que  el  peligro  de  que  se  iempeorase  ó  traspu- 
siera se  estaba  coavirtiendo  en  realidad,  eoDstando  el  derecho  del  re- 
currente por  escrituras  públicas  y  por  el  rece  noel  miento  de  la  pat<te 
contraria,  no  pudiendo  decirse  que  dicha  ley  estaba  en  desuso  por  con- 
vencer de  lo  contrario  la  sentencia  ée  leste  Supremo  Tribunal  de  9  de 
Octubre  de  1863: 

Y  2.*  La  ley  66  de  Toro,  5.%  tit.  11,  libro  10  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, puesto  que  solicitada  la  fianza  de  arraigo  para  el  caso  de  que 
no  se  aceptara  el  depósito  áelos  minerales,  era  claro  que  si  se  creia 
éste  improcedente  debía  haberse  estimado  la  fianza,  teniendo  en  cuen- 
ta las  circunstancias  que  concurrían  tanto  en  la  persona  del  deman* 
dado  como  en  los  documento^  que  acreditaban  el  derecho  del  actor: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D/  Teodoro  Moreno: 

Considerando  que  al  establecer  la  ley  1/,  tit.  9,  Partidas.*  los  ca- 
soi; laxativos  en  que  puedbn  ser  puestas  en  fieldad.6  secuestro  las  co- 
sas litigiosas,  requiere  en  el  segundo  de  los  mismos  como  requisito 
para  ello  indispensable,  que  él  demandado  sea  persona  sospechosa  y 
se.  tema  por  tal  motivo  que  trasponga,  empeore  ó  malverse  la  cosa 
mueble,  quesea  objeto  del  pleito: 

Considerando,  que  no  puede  Reputarse  al  demandado  como  sospecho- 
so en  el  sentido  de  esta  ley,  cuando  no  versando  el  pleito  solo  sobre 
cosas  muebles,  sino  también  sobre  bienes  raices,  el  mismo  demandante 
le  reconoce  con  derecho  á  la  participación  en  el  dominio .4e ellos,  como 
en  estos  autos  sucede  respecto  á  las  minas,  de  que  se  trata,  lo  cual  su- 
.  pone  en  aquel  el  arraigo  suficiente  para  responde^  del  resultado  del 
juicio: 

Considerando  que  éste  no  puede  ser,  en  su  día  l^usodo,  que  es  el  ob- 
jeto esencial  de  la  misma  ley,  toda  vez,  que  existe  la  garantía  de  haber- 
.se  hecho  la  anotación  preventiva  en  el  Registro  de  hipotecas,  estable- 
cida con  igual  objeto,  y  por  consiguiente  la  sentencia  que.  en  este  caso 
desestima  el  secuestro  pretendido  no  quebranta  la  citada  Jey:  . 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  ley  6640*  Toro,  ó;sea<.la  5/, 
titulo  11,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  la  cual. únicamente  se 
contrae  á  los  casos  en  que  se  pretenda  que  el  deudor  .arraigue,  por  de- 
manda  de  dinero  que  k  sea  puesta,  circunstancia  que  no  concurre  ^n 
la  que  hs^dado  lugar  al  juicio,  en  que  se  ha  promovido  este  incidente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,  á  quien 
condenamos  en  las  costas,  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de 
Burgos  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias^  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =Joaquín  de  Pal- 


ma  y  Vinuesa.=Tom4s  Huet.=:Eu9ebio  filorales  Pttidebán.=Clregorio 
Jue«$ariníeQ(o.=Teodoro  Moreno.^BueaaveDttira  Alvarado.=:CalixU> 
deMontalvoy  Collaoles. 

Publicacioo.s=Leida  y  publicada  fié  la  anterior  seotencia  por  el 
limo.  ^r.  D.  Teodoro  Moreno,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera^sec- 
pioQ  segunda,  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  dicha 
Sala. 

Bbdrid  5  de  Octubre  de  i86&.=s6r6gorio  Camilo  García. 

(Gaceta  de  i5  de  Octubre  éA  I86BJ.    . 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Resolución  de  una  consulta  hecha  por  el  Gobernador  de  Mur-- 
da  sobre  los  espedientes  y  tUulos  demnas. 

Suprimidos  los  Coosejos  provinciales  en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
el  art.  %*  del  decreto  de  13  de  Octubre  último,  competen  hoy  alas  Di- 
putaciones provinciales  las  funciones  administrativas  que  é  aquellos 
estaban  cometidas.  En  consecuencia  de  ésto  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia deberán  oir  el  informe  de  dichas  corporaciones  en  los  casos  á 
ifue  se  refiere  el  art.  8.*  de  la  ley  de  Sociedades  mineras,  asf  como  eo 
todos  los  demás  en  que,  según  la  citada  l«y ,  ó  la  de  minas  y  su  regla* 
mente,  eea  necesario  i  dichas  Autoridades  superiores  lo  juzguen  con- 
veniente, con  arreglo  al  párrafo  2.%  art.  19  de  la  ley  orgánica  provii>- 
'cial  de  2i  deOctulf^e  próximo  pasado. 

En  los  títulos  de  cootesioDes  mineras  que  se  expidan  por  los  Gi>* 
bernadores  de  provincias,  según  la  ley  reformada  de  mináis  de  4  de 
Marzo  último,  Sé  sustituirá  á  la  frase  «en  nombre  del  Gobierno  de 
S.  M.,>  que  expresa  él  modelo  oúm.  4  de  la  citada  ley, la  de  «en  nom- 
bre del  Gobierno  de  la  Nación . « 

Lo  digo  á  V.  S.  en  contestación  á  su  consulta  de  2  del  corriente 

mes.  Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Madrid  il  de  Noviembre  de 

48«8. 

Ruiz  Zorrilla. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia. 

(Gaceta  de^de  Noviembre  db  1868). 
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Resolución  en  Id  demanda  entapiada  contra  la  Real  orden 

qufi  declaró  nulo  y  9in  cur$0  el  espediente  de  la  mina  San 

Antonio.  .   » 

'  Wrho,  Sr.:  En  vista  dé  la  deúQaadá  entabbda  coatra  la  real  orden  de 
23  de  Abril  último/  expedida  por  este  Ministerio;,  por  la  cual  se  mandó 
sesigaiesey  se  sastattcfase  por  todos  shs  UtimiXes  el  expedienté  de  re» 
gistro  Segundo  San  Alejandro,  del  término  de  Calañas,  en  la  provincia 
de  Huelva.  declarando  nulb  y  sin  carso/cómo  posterior,  el  dé  la. mina 
San  Antonia,  la  acción  dé  lo 'Contencioso  ha  informado  lo  slgoieoie: 

«Excmo  Sr.:  Esta  Sección  da  examinado  la  demanda  dó  que  se 
acompaña  copia,  presentada  en  27  de  Mayo  de  i868  por  el  Licenciado 
D.  Felipe  González  Vallarinó,  á  nombré  de  D.  José  Vázquez  Faldón  y 
Borrero,  Registrador  dé  la  mina  San  Antonio,  en  solicitud  de  qUese 
revoque  la  real  orden  de  22  de  Abril  próximo  anterior,  notificada  al 
interesado  en  8  de  Mayo  del  mismo  año,  por  la  cual  se  mandó  que  se 
siguiese  y  sé  sustanciase  por  todos  sus  trámites  el  expediente  de  Re- 
gistro Se^uneío  San  Alejandro,  declarando  nulo  y  sin  curso  como  pos» 
terior  el  mencionado  Sétn^níonto: 

Resulta  de  antecedentes  que  adjuntos  se  devuelven,  que  en  7  de  No  - 
viembre  de  i8p7,  D.  Juan  Oliveira  psesentó  solicitud  de  registro  por  ca- 
ducidad á  la  mina  San  Alejandro  con  la  denominación  Segundo  San 
Alejandro  de  una  perteoencnr  de  rastaircivmagnesiana,  situada  en  el 
pun^o  (Jo  la. Solapa.  iér;i^inO;de.C^adas,  por.  )ia)^er  parcUdo  su  deir^ho 
el  concesioóatio  á  causa  dé  no  haber  tomado  posesión  de  ella  en  el 
plazo  legal.  El  Gobernador  estimó  la  caducidad  de  la  antigua  mina  y 
en  su  virtud  el  registrador  dula  noeva  perteaencia  presenté  ceítifiea«- 
cion  en  que  hizo  coMst^r  ai  «lyiojoidapaieDto.y  Ja  «eaioir4a  sa»<d^^re- 
chos  en  D.  Emilio  Sola. 

En  tal  estado,  la  expresada  Autoridad  superior  de  la  provincia  de- 
claró sin  curso  y  fenecido  este  expediente  en'€  de  Febrero  de  1858» 
porque  el  interesado  no  exhibió  el  permiso  del  dueña  del  terrreno  para 
ejecutar  las  labores  dentro  de  los  oO  días  prescritos  en  el  art.  27  del 
Reglamentó.  Remitidas  las'diligencias  á  la  superioridad  recayó  la  real 
orden  de  22  de  Abril  que  impugna  D.  José  Vázquez  Faldón  y  'Borrero^ 
fundándose  en  que  el  interesado  en  1^  mina  Segundo  San  Alejandro  no 
faabia  presentado  en  tiempo  la  licencia  del  propietario. 

En  cuanto  alexpediente  de  la  úAwh  San  Antonio,  resulta  que  Váz- 
quez Burrero  interpuso  solicitud  de* registro  én  15  de  Noviembre  de 
1867,  y  exhibió  certificado  en  que  constaba  el  amojonamiento  que  hizo 
en  25  de  Noviembre  del  mismo  año,  ha biéaduse  opuesta  con  oportu- 
nidad á  la  tramitación  del  ex|tedien(e  de  ía  mina  Segundo  San  Ale^ 
jandro: 


I  s 

i 


Visto  el  párrafo  terce  ro,,art.  89  de  la  ley  deMioas  de  6  de  Julio  de 
48S9,  en  qué  se  pref^eúe  q\ié^cabe  tbciirso  conteobioso  acerca  de  las 
reales  órdtaes'eii  telnerfa  ^(^litra  ta^'re^l«dlonea  fiscalesr  eü  que  se 
conceda  ó  seDiegue  la  propiedad  de  mioas:  »:    ' 

Considerando  que  por  la  real  ^rden  de  22*de  Abril  de  1868  no  se 

concede  á  D.^  'EpailioSolá  la  pr;o piedad  de  la  mina  Segundo  SfinAle'' 

jqndro,  ni  se  niega  á  D.  José  Vázquez  faldón  y  BorrerQ  la  de  San  An- 

Goasiiderando  que  esa  resolución  noe^  definiÜTa  sino  denoetotrá^- 
mité^y  por  lo  tanto  no  se  hall^  en  el  c^so  previsto  qp  el  párrafo  y  ac; 
tículó. citado  de  la  mencionada  ley  n\  e^n  otro. alguno  de  la  misma  ni 
de  su  Heglameoto,  en  que  expresamente  s^  o.torgue  la  via  contenqjosa 
como  era  preciso  para  que  tuviera  lugar  q1  re.curso;  » 

La  Sección  opina  que  es  improcedente  la  demanda  propuesta  por 
P.  José  l^azquez  Faldón  y  Borrero  ep  su  actual  estado.» 

T  habiendo  resuelto,  de  acue  rdo  con  el  preinserto  dictamen,  se  lo 
participo  á  V.  I,  para  su  inteligencia  y  efectos  consiguientes.  Dio^ 
guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  20  deN(^vie^bredei868. 
I  Rciz  Zorrilla. 

Sr..Director  general  de  Obras  públicas^  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio.   ^   ' 

'  {Gaceta  de  29  de  Noviembre  de  1868}. 
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PRESIDENCIA  t)EL  QONSílJO  DE  MINISTROS. 


ileeolucion  en  el  pleito  tobre  revocación  ó  sulmstenda  de  una 
ñeal  órnien  expedida  en  materia  de  mina^í.  ' 

En  la  sesión  de  Audiencia  pública  de  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  £stado  del  día  19  de  Setiembre  último*  fué  publicado  un 
decret(vsentencia\,  expedido  en  20  de  4nli<^  inmediato  a,nterior,  por  e|[ 
cual: 

«Cn,el,pleito  que  pendia  en  el  mismo  Consejo  en  primara  y  única 
instancia  ^ntre  partes,  de  la  una  f\j  Joaquin  Cobelo,  demandante  en  rc^r 
beldia,  y  de  la  otra  la  Administración  general,  demandada ,  y  repre- 
sentada por  el  Fiscal  de  lo  C^ptencioso.  sobre  revocación  ó  subsisten* 
Cia  de  una  real, orden  exjpedida  en  materia  de  minas  y  ,eo  la  actuali- 
dad sobre  el  incideqte  de  rebeldía:  :;  .<  .  •, 

Visto:  .      .    ;.; 

Vistos  loa  antecedentes,  de  los  chales  resulta;  .     ,» 

Que  elexpresfi^o  D.  Joaquin  Cobeio^  presentó  antee]^Goberqta()ordj9 
la  provincia  de  Guadalajara  en  18  de  Setiembre  de  1860,  una  solicitud 


de  io?«6tigaoioa  de  mineral  argentífero  con  el  nombre  de  Pobreza^  en 
«1  terreno  que  ocupó  la  mina  titulada  Riquezay  término  de  Hiende* 
Uencina,  paraje'  llamado  Rodajo,  y  por  el  interés  que  tenia  en  este  ex» 
podiente,  se  alzó  en  la  vía  contenciosa  contra  la  real  orden  dictada  en 
13  de  Febrero  de  i8Gi ,  por  la  que  se  declaró  nula  la  parte  demarcada 
parala  mina  Riqueza,  en  atención  á  que  había  caducado,  y  se  apro- 
baron las  devtiasias  correspondientes  á  las  minas  Suerte  j  Verdadi 

Vista  la  demanda  que  contra  la  expresada  real  orden  propuso  ante 
el  Consejo  de  Estado  el  Licenciado  D.  EUas  Bautista  Muñoz,  é  nombré 
de  D.  Joaquín  Gobeloy  con  la  pretensión  de  que  se  revocase  la  citada 
real  resolución: 

Visto  el  auto  de  k  Sección  de  lo  Contencioso  del  expresado  Conse- 
jo por  el  que  se  acordó  poner  de  maniHesto  á  la  parte  actora  el  expe- 
diente gubernativo  para  los  efectos  correspondientes: 

Vistas  la  instancia  de  esta  parte,  representada  por  el  licenciado 
D*  Francisco  Casaseca,en  subrogación  del  anterior  Letrado,  reclaman- 
do nuevos  datos  para  peder  instruirse  y  ampliar  la  demanda;  y  lá  con  *> 
testación  de  este  mismo  Letrado  cuando  se  le  enteró  de  que  no  se  ha 
bian  encontrado  en  la  Dirección  general  del  ramo  los  nuevos  datos  pe* 
didos,  manifesté u do  que  tenia  retirados  sus  poderes,  por  lo  que  habla 
cesado  su  representación  á  nombre  de  D.  Joaquín  Cobelo,  el  cual  se 
hallaba  en  Valladolid: 

Visto  el  despapho  que  por  acuerdo  de  la  citada  Sección  de  lo  Con* 
tenciosose  libró  al  Juez  decano  de  aquella  ciudad,  para  que  se  hiciera 
saber  á  U.  Joaquín  Cobelo,  que  en  el  término  de  30  dias  nombrara  Le- 
trado que  le  representare  y  compareciera  en  autos,  bajo  apercibimien* 
to  de  lo  que  correspondiera ;  el  cual  fué  evacuado,  notiflcéndose  en  per- 
sona al  expresado  Cobelo  el  acuerdo  de  la  referida  Sección  en  14  de 
Febrero  último: 

Visto  el  escrito  presentado  por  el  Fiscal  de  lo  Contencioso  en  46  de 
Abril  siguiente,  acusan  do  la  rebeldía  al  interesado  para  los  efectos  del 
art.  403  del  Reglamento,  por  haber  dejado  pasar  con  exceso  el  plazo 
señalado  sin  dar  cumplimiento  á  lo  que  se  le  previno,  y  pidiendo  en  su 
▼irtud  la  absolución  de  la  demanda,  quedando  Arme  la  real  orden  im- 
pugnada: 

Visto  el  auto  dictado  por  la  mencionada  Sección  de  lo  ContenciosOá 
habiendo  por  acusada  la  rebeldía  á  D.  Joaquín  Cobelo: 

Visto  el  art.  404  del  Reglamento  de  30  de  Oiciembre  de  4846,  que 
dice:  «no  compareciendo  un  litigante  en  virtud  del  emplazamieuto,  ó 
00  contestando  á  la  demanda  en  el  término  señalado,  el. proceso  será 
sen^nciado  en  rebeldía,  si  la  acusare  su  adversario:  > 

Visto  el  art.  403  del  mismo  Reglamento,  según  el  cuaL  si  el  con- 
tumaz fuere  el  autor,  el  demandado  será  absuelto  de  la  demanda: 
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Goosiderando  que  D.' Joaquín  Cobelo  ha  dejado  trascurrir  con  exce» 
so  el  térmiao  que  se  le  concedió  para  que  compareciese  QuevameD le- 
al juicio,  representado  eo  legal  forma,  sin  haberlo  verificado: 

Considerando,  pi»r  lo  ianio',  que  acuaada  la  rebeldía  por  el  Fiscal' 
de  lo  Contencioso  ha  llegado  el  caso  previsto  potr  el  citado  ari.  IV8  de 
q«e  se  ahsuelva  de  la  demanda  al  demandado: 

D&conformidad  con  lo  consultado  por  la  referida  Sala  de  lo  Goa- 
leneiosot  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Antonia  Escuéero,  Presidente,. 
D.  Antero  de  fieharri,  D.  Domiago  Moreno,  D.  Agustín  de  Torres  Valí- 
derranja,  D.  Tomás  RetortiUu,  el  Marqués  de  Alh&a&a,  D.  Gabriel  £q- 
riquez  y  Valdés,  D.  Rafael  de  Liminiaoa  y  Brignole  y  D.  Claudio  Sane: 
y  Martio,  seabsi>lTi6  á  la  Administración  de  la  decEíanda  deducida  en 
estos  autos  declarando  firme  la  real  Ór4en  por  la  misma  impugnada.  >- 

Y  el  Cobierno  Provisional  lo  manda  publicar,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo H2  de  la  ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado.sEl  Subsecretario 
de  la  Tresideftcia  del  Gobierno  Provisional  y  del  ConsejD  de  Ministros ,. 
Í9eé  López  Domínguez. 

(Gaceta  deii  de  Diciembre  de  1868). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Decreto  dando  Bases  generales  para  la  nueta  legislación  de- 
minas. 

La^uesiion  minera,  que  es  importantísima  por  los  grandes  resulta* 
dos  que  parala  riqueza  pública  puede  dar.  y  que  es  ardua  en  extrema 
por  las  dificultades  que  entraña,  debe  ser,  á  fin  de  conseguir  aquellos 
y  sean  cuales  fueren  éstas,  pronta  y  radicalmente  resuelta. 

lio  se  le  oculta  al  Ministro  que  suscribe,  que  para  llegar  á  una  ir- 
reprochable solución,  seria  forzoso  poner  antes  eu  claro  graves  proble^ 
mas  económicos  y  quizás  profundas  cuestiones  sociales;  pero  unos  y 
otros  se  agiiaa  todavía  en  la  alta  ^sfera  de  lo  abstraoto,  y  la  vida-  pn^c- 
tica  de  los  pueblos  exige  soluciones  inmediatas  y  tangibles,  siquiera 
sean  imperfectas;  que  ya  por  lo  demás  la  idea  las  irá  trasfoi^manda 
lentamente  á  medida  que  se  haga  clara  y  distinta,  y  ^ue  por  el  traba- 
jo constante  de  los  siglos  vaya  encarnando  en  la  realidad  de  lasieossa» 

Sería  lo  primero  saber  si  ^u  buenos  principios  de  derecho  la  riijfue- 
za  mineral  quecontieuela  tierra  de  España  ha  de  estar  invariablemen* 
te  trnida  al  suelo,  de  modo  que  el  propietario  de  éste  lo  sea  de  la  mas» 
mineral  bajo  su  finca  contenida;  ó  si  por  el  contrario,  al  dominio  pú- 
blico dorresponden  todas  las  minas  de  la  nacioú,  ya  las  eiplote  por  si 
convif  tiéndelas  en  propiedades  del  Estado,  ya  las  ceda  con  ciertae  ga- 
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rantías  i  los  particulares,  ó  si  floalmeote  de  nadie  son,  y  i  uadie  per- 
tenecen, estos  elementos  naturales  de  la  Industria  mientras  no  deposi- 
ta en  ellos  sú  |rabajo,  y  de  esta  soerte  se  los  apropia  nn  primer  ocu- 
pante. Pero  este  problema  de  economía  social  de  hecho  está  resuelto 
ei.  nuestra  patria,  y  como  en  otra  ocasión  ha  dicho  el  Ministro  que  sus- 
cribe, no  é  él,  sino  á  más  alta  autoridad  compete,  ó  concederle  para 
que  sea  viable eo  un  nuevo  período,  toda  la  fuerza  de  la  sanción  réto- 
Incionaria,  ó  trasformarlo  por  completo  vaciándolo  en  los  nuevos  mol- 
des de  las  nuevas  ideas. 

El  antiguo  derecho  de  España  en  materia  de  minas  partía  del 
'  principio  regalista.  y  así  las  declaraba  solemnemente  propiedad  del  so- 
berano el  decreto  de  4  de  Julio  de  1825«  reflejo  fiel  de  las  absurdas  y 
monstruosas  Ordenanzas  de  Feüpe  II.  Trasformada  en  época  posterior 
la  mannra  política  de  ser  de  la  sociedad  española,  como  de  toda  la  so- 
ciedad europea,  sustituida  al  antiguo  monarca  de  derecho  divino,  qué 
en  su  persona  resumía  la  nación  entera,  la  entidad  colectiva  del  Esta- 
do, natural  era  sustituir  hl  derecho  regalista  el  dominio  publico,  como 
así  lo  entendieron  y  claramente  lo  consignaron  las  leyes  de  H  de  Abril 
ae  1849  y  de  14  de  Julio  de  1859;  y  así  también  ha  llegado  esta  impor- 
taotlsima  legislación  hasta  el  momento  presente,  salvas  ligeras  modi- 
ficaciones de  detalle,  que  en  nada  afectan  al  espíritu  general  que  la 
inspiró. 

Si  por  virtud  de  nuevas  trasformaciones  ha  de  darse  una  nueva  sig- 
nificación á  la  idea  del  Estado  y  á  todo  el  organismo  administrativo, 
DO  es  cosa  que  pueda  decidirse  en  el  momento:  el  Ministro  debe  hoy 
aceptar  el  dominio  pdblico  sobre  las  minas  sin  perjuicio  de  lo  que  en 
8u  día  resuelvan  las  Cortes;  y  admitido  este  principio  es  inevitable  .la 
intervención  del  poder  central  en  la  industria  minera,  anoque  deba 
simplificarse  en  lo  posible,  reducirse  á  lo  puramente  preciso,  y  hacer- 
se de  modo  que  esta  facultad  de  dominio  se  convierta,  en  cuanto  sea 
dable,  en  una  mera  acción  regala rizadora  de  intereses  opuestos  y  de 
opuestos  derechos. 

La  propiedad  en  la  minería,  como  en  todos  los  ramos  de  la  indus- 
tria humana,  es  tanto  más  fecunda,  cuanto  menos  cuesta  adquirirla  y 
más  firme  es  su  posesión ;  pero  ambas  condiciones  faltan  en  España 
para  el  propietario  de  minas,  y  por  faltar,  ésta  fuente  de  riqueza  se  es- 
tanca y  se  esteriliza,  y  brotan  abusos,  obstáculos  y  complicaciones  sin 
cuento.  Larga  tramitación  en. las  oficinas, Investigaciones  previas  para 
hacer  constarla  existencia  del  mineral,  restricciones  no  escasas  para 
la  concesión;  esto  en  primer  término,  y  más  ^rde  un  amago  constante 
de  despojo:  tal  es  la  situación  á  que  está  reducida  esta:  importantísima 
industria  y  esta  clase  importantísima  de  propiedad,  si  semejante 
nombre  merece  el  efímero  disfrute  de  lo  que,  si  hoy  se  posee  de  hecho 
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mañana  á  uaa  simple  deauocia  queda  eo  litigio;  y  qae  si  del  deaaii- 
dador  triunfa,  es  tras  largos  trámites  y  con  pérdida  de  la  paciencia, 
de  la  traRquilidad  y  del  tiempo  que  á fomentar  (a  mina  y  no  á  defen- 
derla déla  malicia  ajena  debió  emplearse. 

•  FaUan,  pues,  en  la  industria  de  que  se  trata,  si  al  nivel  de  las  de- 
más ba  de  llegar,  estas  dos  condiciones:  facilidad  para  conceder,  se* 
gurídad  para  explotar. 

Para  conseguir  lo  primero  establece  el  Ministro  en  el  art.  15  que 
fin  calicatas,  investigaciones,  transites  ni  expedientes,  el  Gobernador* 
de  la  provincia  conceda  y  deba  conceder,  marque  y  deba  marcar  en 
terreno  franco,  á  toda  persona,  la  masa  mineral  que  solicite  mediante 
el  pago  de  un  censo,  derecho  ó  patente:  no  de  otro  modo  que  en  los 
Estados  de  América  el  gobierno  de  la  Union  concede  con  igual  requi- 
sito al  intrépido  pioneer  el  terreno  inculto,  la  selva  virgen  ó  el  bosque 
'  secular  que  con  el  trabajo,  la  inteligencia  y  la  constancia  han  de  con- 
vertirse un  dia  ed  riqul  sima  hacienda,  en  activa  colonia  ó  en  fructí- 
fera huerta.  Si  la  mina  no  existe,  si  el  concesionario  se  equivocó,  si 
maliciosamente  buscaba  un  pre testo  para  ejercitar  agios  y  malas  artes, 
de  sentir  será;  pero  libre  de  culpa  queda  la  Administración  pública, 
porque  nada  garantiza;  mientras  que  hoy  es,  bien  á  su  pesar  y  por  la 
fuerza  de  las  cosas,  cómplice  inocente  de  una  buena  parte  de  los  erro- 
res en  que  la  industria  minera  cae,  y  de  no  pocas  impurezas  que  á  la 
industria  minera  manchan. 

£1  trabajo,  en  la  esfera  privada,  bajo  su  propia  responsabilidad  ca- 
mina; aleccionado  por  el  dolor  que  sus  faltas  le  causan,  aprende;  en 
sus  fuerzas,  y  nada  más  que  en  sus  fuerzas,  confia;  y  á  estas  leyes  eco- 
nómicas obedece  la  explotación  de  las  masas  subterráneas  como  la 
délas  masas  superficiales;  pues  condiciones  geométricas  de  posición 
no  han  de  ser  causas  que  inviertan  y  trastornen  los  grandes  principios 
y  las  grandes  leyes  económicas  del  trabajo. 

Para  realizarla  segunda  condición,  es  decir,  la  seguridad,  estable- 
ce el  Ministro  que  suscribe  que  las  concesiones  sean  perpetuas*  y  que 
constituyan  propiedades  firmísimas  de  las  que  bajo  ningún  protesto 
puedan  ser  despojados  sus  dueños  mientras  que  paguen  las  cuotas  cor- 
respondientes. Así  la  denuncia  queda  anulada  por  completo;  ese  «tor- 
no peligro  de  la  industria  minera,  ese  amago  á  la  propiedad,  ese  in- 
menso riesgo  creado  artificialmente  contra  las  compañías,  y  para  el 
cual  no  hay  sociedades  de  seguros,  no  existirá  de  hoy  más«  y  la  per- 
sona ó  la  asociación  que  á  esta  clase  de  trabajos  dedique  sus  capitales, 
estará  segura  de  recoger  el  fruto  de  sus  desvelos,  sin  que  la  mala  fé  de 
un  denunciador  le  arranque,  ó  por  lo  menos  le  dispute,  lo  que  en  ime* 
na  l^y  le  pertenece. 

Tales  son  las  dos  bases  principales  en  que  descansa  él  presente  de- 
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ereto;  y  fAcil  es  ahora  comprender  el  espíritu  desceotralfzador  qae  lo 
ha  inspirado,  al  menos  para  las  minas  de  particulares ,  que  son  las 
únicas  á  que  sus  prescripciones  se  refliren. 

El  particular  que  pretenda  acometer  empresas  de  esta  clase,  alob-^ 
tener  el  permiso  que  exige  el  art.  15  y  pagar  la  cuota,  toma  moral- 
mente  posesión  de  la  masa  de  terreno  que  intenta  explotar;  la  envuel- 
Te,  por  decirlo  así,  en  su  derecho,  y  la  hace  impenetrable  á  los  emba- 
tes de  la  codicia  ajena:  á  su  Vez  el  Estado,  que  con  el  particular  cele* 
bró  un  contrato  solemne,  que  cedió  á  titulo  oneroso  y  á  to^o  riesgo 
una  parte  de  su  dominio,  debe  desde  tal  instante  proteger  resueltamen- 
te aquella  propiedad,  pues  proteger  vidas  y  haciendas  es  una  de  sus 
más  altas  misiones;  y  bien  puede  decirse,  si  á  la  situación  actual  se 
compara  la  que  por  virtud  de  este  decreto  habrá  de  crearse,  que  la 
cuota  é  patente  que  el  mismo  pague  será  tina  prima  juetí sima  de  se- 
guro contra  los  azares  de  la  suerte  y  la  malicia  de  los  denunciadores. 

No  se  le  oculta  al  Ministro  que  suscribe  que  tal  vez  esta  solución 
radical  despierte  alarmas  en  espíritus  apocados  y  sin  fé  en  loa  grandes 
principios  modernos;  pero  después  de  meditarlo  concienzudamente, 
después  de  consultar  la  experiencia  y  de  ver  los  resultados  que  la  re- 
glamentación ha  producido  en  España,  y  los  que  la  libre  acción  de  la 
industria  privada  dá  en  otras  naciones,  opta  sin  titubear  un  punto  por 
la  libertad  en  minería  como  germen  de  progreso  y  prenda  de  jus- 
ticia. ^ 

Dos  objeciones  pueden  sin  embargo  oponerse  á  las  dos  bases  fun- 
damentales del  presente  decreto,  y  conviene  desvanecerlas.  Caso  ex- 
tremo, prácticamente  imposible,  seria  aquel  en  que  denunciada  toda 
la  superficie  de  la  Península  desapareciera  el  dominio  del  Estado  sobre 
las  sustancias  minerales,  y  en  que  todas  ellas  pasaren  á  la  industria 
privada:  pero  en  verdad  que  este  caso  desgraciadamente  ilusorio  se- 
ria la  realización  de  un  bello  ideal:  las  minas  igualadas  á  las  demás 
cosas,  movilizadas  por  el  interés  del  individuo,  convertidas  en  una 
propiedad  como  las  demás  propiedades,  entrarían  en  la  poderosa  cor- 
riente del  progreso,  y  de  esta  suerte  habría  llegado  la  industria  mine- 
ra en  nuestro  país  á  ser  lo  que  es  en  la  Gran  Bretaña;  pero  no  partien- 
do del  principio  inadmisible  que  hace  al  dueño  del  suelo  dueño  del 
subsuelo,  sino  como  aplicación  de  la  idea  de  trabajo,  germen  y  funda- 
mento de  la  verdadera  propiedad. 

Vender  todas  las  minas,  ó  el  dominio  sobre  ellas;  dar  salida  á  las 
sustancias  subterráneas  y  lanzarlas  al  mercado;  arrancarse  á  la  rutina 
y  abrir  nuevos  caminos  á  la  libertad,  son  cosas  propias  de  una  revolu- 
ción que  solo  con  reformas  radicales  v  enérgicas  puede  forzar  el  pas» 
por  entre  las  apiñadas  y  traidoras  dificultades  que  la  cercan. 

En  cuanto  al  temor  de  que,  una  vez  concedida  la  mina,  el  dueño  d» 
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QÜa  la  pudiera  dejar  iaexplótada,  es  de /todo  punto  infundado,  porque 
en  primer  lugar  la  cuota  que  anualmente  paga  es  un  estímulo  al  traba- 
jo; estimulo  aun  mayor  es  su  propio  interés,  y  e^  sobre  todo  princi- 
pio absurdo»  antisocial  y  disolvente  el  de  arrancar  á  un  propietario  lo 
siiyo  porque  no  lo  explota,  d  porque  lo  explota  mal,  ó  porque  la  mane  • 
jr&  de  explotarlo  no  satisface  á  la  Administración:  con  estos  principios 
y  con  la  actual  ley  de  minas  aplicada  á  las  demás  industrias,  la  pro- 
piedad desaparecería  bien  pronto,  y  España  se  trocaria  en  un  inmenso 
taller  nacional  ó  en  un  inmenso  caos  comunista. 

Vieja  y  desacreditada  es  la  idea  de  que  la  acción  del  Estado  sobre- 
puje en  la  industria  al  interés  particular;  y  si  en  algún  ramo  se  pone 
de  manifiesto  lo  absurdo  de  semejante  doctrina,  es  prex^isamente  en  la 
industria  minera:  esa  intervención  constante  del  Gobierno,  esa  i^mena- 
za  suspendida  á  toda  hora  sobre  el  industrial  de  minas,  esa  ley  que  le 
4ice:  «trabaja  el  tiempo  que  te  marco  con  el  pueble  que  te  fijo,  en  la 
forma  que  te  impongo,  ó  sin  indemnización  alguna  te  despojo  de  lo 
layo  en  provecho  de  un  denunciador,»  son  causas  de  lastimoso  atraso, 
de  infecundas  luchas,  de  lastimosa  inmoralidad.  Concédase  libertad  al 
ininero,  déjesele  distribuir  su  capital  y  su  tiempo  como  mejor  le  con- 
Tenga,  protéjale  el  Estado  como  proteje  á  I  s  demás  trabajadores;  y  si 
la  industria  minera  no  alcanza  de  este  modo  la  perfección  absoluta, 
porque  la  perfección  no  es  de  humanas  sociedades,  al  menos  llegará  á 
una  relativa  que  debe  ser  el  límite  raciónala  que  se  aspire. 

Porque  en  la  industria  minera  la  parte  aleatoria  es  mayor  que  eo 
li\s  demás  industrias,  por  esto  mismo,  y  para  cooipensar  tal  desven- 
taja, debe  cuidarse  de  no  oprimirla  artificialmente;  porque  vive,  por 
decirlo  así„  bajo  tierra  y  ahogada  en  estrechas  galerías,  necesita  para 
sus  faenas  más  aire  de  libertad. 

A  las  dos  bases,  cuyo  verdadero  sentido  acaba  de  explicar  el  Mi- 
nistroque  suscribe,  debe  unirse  otra  tercera  como  principio  de  equi- 
librio y  armonía  entre  opuestos  derechos  que  en  más  de  una  ocasioa 
chocan  entre  si.  provocando  conflictos  que  conviene  prever  y  evitar: 
tales  son  el  que  tiene  el  minero  sobre  la  masa  subterránea  que  le  ha 
sido  cedida,  y  el  que  ejerce  el  dueño  de  la  superficie. 

A  poner  este  punto  en  claro  se  encaminan  los  artículos  5.°  y  37,  y 
por  esta  razón  se  distinguen  terminantemente  en  todos  los  casos  dos 
regiones:  el  suelo  ó  superficie,  y  el  subsuelo  ó  masa  Subterránea.  Has- 
ta tal  punto,  que  aun  no  habiendo  diferencia  mineralógica  entre  el 
suelo. y  el  subsuelo  exigen  los  sanos  principios  de  derecho  distinguir- 
los y  separarlos  por  el  pensamiento;  porque  si  el  suelo  es  de  propiedad 
particular,  nunca  podrá  concederlo  el  Gobierno,  ni  arrancar  á  su  due« 
ño,  con  motivo  de  mejor  aprovechamiento,  lo  que  en  buena  ley  le  per- 
tenece; al  paso  que  siempre  el  subsuelo  estará  bajo  el  dominio  pdbli- 


•co,  y  siempre  podr^  él  Estado  cederlo  para  trabajos  subterráneos  qae 
'dejeo  intacta  y  Ubre  la  superflcie. 

Esta  sio  embargo  se  halla;  y  dado  nuestro  defecho,  debe  hallarse 
sometida  á  ciertas  servidumbres,  y  entre  ellas  al  paso  desude  el  exte- 
rior al  interior,  ó  sea  desde  el  suelo  al  substielo,  que  es  donde  la  mina 
-86-  encuentra. 

Como  el  Estado,  en  nuestro  actual  organismo,  para  abrir  grandes 
aKerias,  por  donde  el  comercio  y  las  personas  circulen  tiene  el  dere- 
cho de  expropiar,  tiene  el  dueño  de  las  minas,  para  ir  á  su  filón,  el 
de  romper  el.snelo,  aur\qcíe  no  le  pertenezca,  y  ocupar  una  pa  te  de  ?a 
superficie;  pero  siempre  qi;e  se  trate  de  terrenos  de  particulares,'  de- 
berá proceder  á  este  acto  la  ley  de  utilidad  públjca  con  todos  sus  re* 
quisito$  y  garantía,  y  deberán  marcarse  los'llmitesdela  minaenlasu* 
perfície  para  que  no  se  ataque  ni  dañe  lo  que  ni  pertenece  al  minero 
fii  en  la  concesión  pudo  estar  comprendido;  asi  lo  consigna  el  art.  27. 

Si  el  Estado  puede  hoy  invocar  un  derecho  sobre  las  materias  sub« 
terráneas  para  intervenir  en  el  aprovechamiento  que  de  ellas  se  haga, 
^sos  hay  en  que,  porque  asi  lo  aconseja  el  interés  general,  debe  hacer 
renuncia  de  aquel  derecho  y  abandonar  tales  sustancias  á  la  acción  11* 
bre  y  espontánea  de  los  particulares.  De  aquí  nace  la  división  esencial 
mente  práctica,  y  sancionada  por  una  larga  esperiencia  que  los  artícu- 
los 1.*,  í.',  5.*  y  4.*  establecen;  así  como  los  principios  que  en  elaft.  6.* 
9e  consignan^  pre^cripcipnes  todas  que  no  soo  contrarias  ai  princi- 
pio único  que  el  Ministro  adopta,  sino  antes  bien  aplichciones  varias 
de  este  principio,  como  varios  son  los  casos  que  en  la  práctica  ocur- 
ren. Bn  todos  ejlos  el  derecho  del  Estado  sobre  la  masa  mineral  sub- 
siste y  se  respeta;  mas  para  ciertas  materias  de  ínfimo  valor  y  entre- 
gadas por  costumbre  al  aprovechamiento  libre,  elEstado  renuncia  á 
^te  derecho.  Y  aun  hay  otra  causa  decisiva  en  abono  de  tal  reso- 
lución: el  art.  3/  de  la  ley  vigente  cede  al  dueño  del  suelo  la  propie- 
dad del  subsuelo  coando  se  trata  de  sustancias  de  la  primera  clase;  hé 
aquí  un  hecho  consumado  y  un  derecho  adquirido  que«  mit^ntras  el 
dominio  público  se  considere  como  legítimo,  es  forzoso  respetar. 

Páralas  sustancias  de  la  segunda  sección  interviene  ya  el  Estado, 
aunque  ofreciendo  ciertas  ventajas  al  dueño  del  suelo:  condescendencia 
justa,  pues  la  minería  es  en  estoscasos  por  punto  general  Incompati- 
ble con  la  existencia  de  la  superflcie,  y  antes  de  anular  un  derecho  eu 
nombre  del  de  expropiación  bueno  e^  brindar  al  interesado  medios  con* 
ciliatorios.  Por  último,  en  las  minas  propiamente  dichas  «I  dominio  del 
Estado  se  conserva  íntegro,  y  la  concesión  se  hace  al  primer  peticiona- 
rio sin  contar  con  el  dueño  de  la  superflcie,  porque  salvas  ciertas  ser- 
irldunbres  recíprocas  ambos  derechos  son  compatibles. 

Las  aplicaciones  de  estos  preceptos  podrán  ser  difíciles  en  algunos 


cáflos  como  lo  es  siempre  la  realidad  con  su  abrumadora  riqueza  d« 
accidentes;  pero  los  principios  son,  dado  el  dominio  público  sobre  las 
minas,  justos  y  aceptables. 

Finalmente,  las  relaciones  jurídicas  que  deban  existir  entre  unas 
minas  y  otras,  y  entre  éstas  y  el  suelo,  serán  objeto  lie  disposiciones 
especiales.  De  este  cúmulo  de  derechos  contmpuestos,  todos  son  cla- 
ros y  precisos  en  sus  centros  respectivos:  por  ejemplo,  el  del  dueño  en 
la  superficie,  el  del  minero  en  el  filón;  pero  al  aproximarse  unos  á 
otros,  al  llegar  á  sus  mutuas  fronteras,  al  bajar  el  dueño  del  suelo  y 
subir  el  dueño  de  la  masa  subterránea  acercándose  ambos  al  plano 
ideal  y  limite  que  el  tlerecho  concibe,  es  cuando  brota  la  duda  y  sur* 
gen  los  conflictos.  Hé  aquí  por  qué  es  de  todo  punto  necesario  un  re- 
glamento de  policía  subterránea,  seguu  se  establece  en  el  art.  .29. 

En  resumen:  facilidad  para  conceder,  seguridad  en  la  posesión» 
deslinde  claro  y  preciso  entre  el  suelo  y  subs^^lo,  son  los  tres  princi- 
pios en  que  se  funda  este  decreto,  cuyas  prescripciones  deberán  des- 
arrollarse eu  el  correspondiente  reglamento. 

En  virtud  de  las  consideraciones  anteriores,  como  miembro  del 
Gobierno  provisional  y  Ministro  de  Fomento, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Bases  generales  para  la  noéva  legtslaetoD  de  Minas. 

Clasificación  y  dominio  de  las  sustancias  minerales. 

Articulo  1.°  Son  objeto  del  presente  decreto  las  sustancias  útiles 
del  reino  mineral,  cualquiera  que  sea  su  origen  y  forma  de  yacimienta, 
hállense  en  el  interior  de  la  tierra  ó  en  la  superficie,  y  para  su  apro¥e*> 
chamiento  se  dividen  en  tres  secciones. 

Art.  2.*  En  la  primera  sección  se  c<^mprenden  las  producciones  mi* 
nerales  de  naturaleza  terrosa,  las  piedras  silíceas,  las  pizarras,  arenis* 
cas  ó  asperones,  granitos,  basaltos,  tierras  y  piedras  calizas,  el  yeso  las 
arenas,  las  margas,  las  tierras  arcillosas,  y  en  general  todos  los  mate- 
riales de  construcción  cuyo  conjunto  forma  las  canteras. 

Art.  3.**  Corresponden  á  la  segunda  sección  los  placeres,  arenas  6 
aluviones  metalíferos,  los  minerales  de  hierro,  de  pantanos,  el  esmeril, 
ocres  y  almagras,  los  escoriales  y  terrenos  metalíferos  procedentes  de 
beneficios  anteriores^  las  turberas,  las  tierras  piritosas,  aluminosasi 
magnesianos  y  de  batan,  los  salitrales,  los  fosfatos  calizos,  la  baritina, 
espato  flúor,  esteatita,  kaolín  y  las  arcillas. 

Art.  4.°  Se  comprenden  en  la  tercera  sección  los  criaderos  de  las 
sustancias  metalíferas,  la  antracita,  hulla,  lignito,  asfalto  y  betunes» 
petróleo  y  aceites  minerales,  el  grafito,  las  sustancias  salinas,  cumpreo* 
diendo  las  sales  alcalinas  y  terreo-alcalipas,  ya  se  encuentren  en  esta- 
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dd  sóKdo,  ya  disoeltas  en  d  agaa,  laa  caparronas,  el  aiofre  y  la^  pie- 
dras preciosas. 

Debe  coosiderarse  qué  pertenecen  también  á  este  grupo  las  aguas 
subterráneas. 

Art.  $.*  £d  todos  los  terrenos  que  contengan  las  sustancias  expre- 
sadas por  los  artfculos  anteriores,  ú  otras  á  ellas  análogas,. se  conside* 
rarán  siempre  para  los  efectos  de  este  decrrto  dos  partes  distintas: 

I.*  El  suelo,  que  compréndela  superOy^ie  propiamente  dicha,  y  ade- 
más el  espesor  á  que  halla  llegado  el  trabajo  del  propietario,  ya  sea 
Vara  el  cultivo,  ya  para  solar  y  cimentación»  ya  con  otro  objeto  cual- 
quiera distinto  del  de  la  minería. 

9.*  *E1  subsuelo,  que  se  extiende  indefinidamente  en  profundidad 
desde  donde  el  suelo  termina. 

Art.  6/  El  suelo  podrá  ser  de  propiedad  particular  ó  de  dominio 
público»  y  el  dueño  nunca  pierde  el  derecho  sobre  él»  ni  á  utilizarlo, 
salvo  caso  de  expropiación;  el  subsuelo  se  halla  originariamente  bajo 
el  dominio  del  Estado,  y  éste  podrá  según  los  casos  y  sin  más  regla 
que  la  coDveoiencia,  abandonarlo  al  aprovechamiento  común,  cederlo 
gratuitamente  al  dueño  del  suelo,  ó  enajenarlo  mediante  un  canon  á 
los  particulares  ó  asociaciones  que  lo  soliciten;  pero  todo  ello  con  su- 
jeción estricta  á  lo  que  determinan  los  artículos  siguientes. 

Art.  7.*  Las  sustancias  comprendidas  en  la  primera  sección  son  de 
aprovechamiento  común  cuando  90  hallan  en  terrenos  de  dominio  pú- 
blico. 

Cuando  estén  en  terrenos  de  propiedad  privada,  el  Estado,  confir* 
mqndo  el  art.  3.*  déla  ley  vigente  de  minas,  cede  dichas  sustancias  al 
dueño  de  la  superficie,  quien  podrá  considerarlas  como  piopiedací  suya, 
y  utilizarlas  en  la  forma  y  tiempo  que  estime  oportunos,  sin  que  que- 
de sometido  á  las  formalidades  y  cargas  del  presente  decreto. 

Estas  explotaciones  solo  estarán  sujetas  á  la  intervención  adminis- 
trativa en  lo  que  se  refiere  á  la  seguridad,  de  las  labores,  según  deter* 
mine  el  reglamento  de  inspección  y  policía  mineras. 

Art.  8.*  Las  sustancias  comprendidas  en  la  segunda  sección  estarán 
sujetas,  en^cuánto  á  la  propiedad  y  á  la  explotación,  á  las  mismas  con- 
diciones del  articulo  precedente.  Pero  cuando  se  hallen  en  terreno  de 
particulares,  el  EstMo  se  reserva  el  derecho  de  cederlas  á' quien  solici- 
te su  explotación  si  el  dueño  no  las  explota  por  si,  con  tal  que  antease 
declare  la  empresa  de  utilidad  pública,  y  se  indemnice  al  dueño  por  la 
superficie  expropiada  y  daños  causados.  Según  el  art.  i9  establece,  el 
que'obtenga  la  concesión  deberá  pagar  anualmente  un  canon  de  2  es- 
codos  por  hectárea;  pero  el  dueño  «ata  libre  de  esta  carga  si  lleva  A 
cabo  por  s(  la  explotación. 

Art.  9.*    Las  sustancias  de  la  tercera  sección  solo  podrán  explotar* 
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86  eo  virtud  de  coDcesion  qae  otorgue  el  Gobterno,  con  arregid  á  Im 
prescripciones  de  este  decreto. 

La  concesión  de  las  sustancias  á  que  se  refiere  este  articulo  consti- 
tuye una' propiedad  separada  de  la  del  suelo:  cuando  una  de  ambas  deba 
ser  anulada  y  absorvida  por  la  otra,  proceden  la  declaradon  de  utili- 
dad .pdblica,  la  expropiación  y  la  indemnización  correspondiente. 

De  las  investigaciones  y  de  las  pertenencias. 

Alt.  40.  Todo  español  ó  extranjero  podrí  hacer  libreeoente,  en  ter* 
renos  de  dominio  público,  calicatas  6  escavacibnes,  que  no  excedan  de 
10  metros  de  extensión  en  longitud  ó  profundidad,  con  objeto  de  des- 
cubrir minerales:  para  ello  no  necesitará  licencia,  pero  deberá  dar  av¡- 
so  previamente  á  la  autoridad  local. 

En  terrenos  de  propiedad  privada  no  se  podrán  abrir  calicatas  sin 
que  proceda  permiso  del  dueño  ó  de  quien  lo  represente. 

Art.  11.  La  pertenencia  ó  unidad  de  medida  para  las  concesiones 
mineras,  relativas  á  las  sustancias  de  la  segunda  y  de  la  tercera  sección, 
es  un  sólido  de  base  cuadrada  de  100  metros  de  lado  medidos  horízoo'^ 
talmente  en  la  dirección  que  designe  el  peticionario,  y  de  profundidad 
indefinida  para  estas  últimas  sustancias.  Para  las  primeras  termina  di- 
cha profundidad  donde  concluye  la  materia  explotable. 

Art.  12.  Los  particulares  podrán  obtener  cualquier  numerado  per- 
tenencias por  una  sola  concesión,  con  tal  que  este  número  sea  superior 
á  cuatro.  Todas  las  pertenencias  que  por  su  conjunto  formen  una  eon 
cesión  deberán  estar  agrupadas  sin  solución  de  continuidad,  de  suerte 
que  Iqs  contiguas  se  unan  en  toda  la  longitud  de  uno  cualquiera  desús 
la()08. 

Art.  13.  Cktando  entre  dos  ó  más  concesidoes  resulte  un  espacia 
franco,  cuya  extensión  superflcial  sea  menor  de  cuatro  hectáreas  ó  qait 
no  se  preste  á  la  división  por  perten-  ocias,  se  concederá  á  aquel  de  los 
dueños  de  las  minas  limítrofes  que  primero  lo  solicite,  y  por  reottiicia 
de  estos  á  cualquier  particular  que  lo  pida. 

Art.  14.  La  pertenencia  minera  es  indivisible  en  las  compras,  ven- 
tas, cambios  ú  otras  operaciones  análogas  de  los  dueños  de  las  minas. 

De  las  concesiones^  explotación  y  caducidad  de  las  minas, 

Art.  15.  Para  obtener,  la  propiedad  de  cuatro  ó  más  pertenencias 
mineras,  ya  de  la  segunda,  ya  de  la  tercera  sección,  se  acudirá  al  6o* 
bernádor  por  medio  de  una  solicitud  eo  que  se  expresen  eos  claridad 
todas  las  circunstancids  de  la  concesión  que  se  solicita. 

fil  Gobernador^  instruido  el  oportono  expediente  seguo  en  el  reglan 
mentó  se  determine  y  demostrada  la  existencia  de  terreno  franco»  de* 
berá  precisamente  en  todos  los  casos,  previa  la  publicidad  necesaria 


par»  oír  tas  teclamaciones  que  pudieran  intentarse,  disponer  que  se  de* 
«arque  la  eoncesion  y  otorgar  ésta  en  nn  plazo  que  no  exceda  de  cua- 
tro meses  A  contar  de  la  fecha  de  presentación  del  escrito. 

Art.  i6.  La  prioridad  en  la  pr-'seniaeioo  de  la  solicitud  dá  derecho 
preferente;  pero  si  se  trata  da  sustancias  de  la  segunda  sección,  el 
4uéño  será  siempre  preferido  si  se  compromete  á  explotarlas  en  ub 
plazo  que  la  administración  le  marque  y  no  exceda  de  3u  días. 

Art.  il.  La  demarcación  de  los  límites  en  cada  concesión  deber& 
hacerse,  cumplidas  que  sean  las  condiciones  del  art.  15,  aonqne  no 
haya  minecal  deacuMerto  ni  labor  ejecutada. 

Estas  demarcaciones  podrán  c<in prender  toda  clase  de  terrenos, 
edificios,  caminos,  obras,  etc.,  siempre  que  los  trabajos  mineros  se  eje- 
cuten con  sujeción  á  las  reglas  de  policía  y  seguridad. 

Art.  48.  Cuando  el  objeto  sea  ejecutar  galerías  genérales  de  inves- 
tigación, desagüe  ó  trasporte,  se  solicitarán  las  pertenencias  necesarias, 
siempre  qae  hubiere  terreno  franco,  como  eu  Jas  demás  concesiones; 
pero  si  estos  trabajos  hubieren  de  atravesar  pertenencias  ya  concedi- 
das«  el  empresario  deberá  ponerse  de  acuerdo  previamente  con  loa 
dueños  respectivos,  y  concertar  todas  las  demás  condiciones  para  el 
caso  de  encontrar  mrneral. 

Si  los  dueños  délas  pertenencias  oe  opusieran  ala  ejecución  de áU 
chas  galerías,  no  podrán  éstas  llevarse  á  cabo  á  menos  que  no  se  ins- 
truya  expediente  de  utilidad  púl^lica. 

Art.  i9.  Las  concesiones  para  la  explotacioa  de  sustancias  minera- 
les son  á  perpetuidad,  mediante  uo'cftnon  anual  po^  hectárea  que  se 
fijará  en  la  siguiente  forma: 

Para  las  sustancias  de  la  segunda  sección,  2  escudos;  para  las  meta»- 
liferas,  exceptuando  el  hierro,  y  para  las  piedras  preciosas,  15  escudos; 
para  las  sustancias  combustibles,  el  hierro  y  todas  las  demás  de  la  ter- 
cera sección,  5  escudos. 

£1  canon  deberá  pagarse  desde  la  fecha  en  qa«  la  concesión  se  haga; 
mientras  el  dueño  de  la  mina  satisfaga  pubtualmente  dicha  cantidad, 
la  Administración  no  podrá  privarle  del  terreno  concedido,  sea  cual 
fuere  el  grado  en  que  lo  explote.  • 

Art.  20.  Si  en  un  mismo  terreno  existeh  sustancias  de  la  segunda 
y  de  la  tercera  sección,  y  es  imposible  explotar  ambas  á  la  vez,  se  con- 
cederán al  primer  solicitante,  sea  el  que  quiera. 

•  Si  éste  solicita  explotar  las  sustancias  de  la  tercera  sección^  podrá 
extender  su»  trabajos  minemos  á  las  de  la  segunda;  pero  si  la  pMieioo 
se  refiere  ¿  estas  últimas,  agotadas  que  sean,  necesitará  el  interesado 
nueva  concesio»  para  explotar  cualquiera  de  las  4e  ia  tercera. 

Art.  21.  Los  mineros  podrán  disponer  libremente,  comd  de  cual- 
quier otra  propiedad,  de  cuantos  derechos  se  les  aseguran  por  el  pre- 
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senté  decreto.  Se  exceptúan  los  prodactos  minerales  estancados,  sobre 
los  qne  se  obserTaráo  las  reglas  que  rigieren  en  la  materia  mientras 
subsista  el  estanco. 

Art.  22.  Los  mineros  explotarán  libremente  sus  minas  sin  sujeción 
á  prescripciones  técnicas  de  ningún  género,  exceptuando  las  genera- 
les de  policía  y  seguridad.  Para  afirmar  el  cumplimiento  de  estas' últi- 
mas, la  Administración  por  medio  desús  agentes  ejercerá  la  oportuna 
Tígilancia. 

Art.  23.  Las  concesiones  mineras  solo  caducarán  cuando  el  dueño 
deje  de  satisfacer  el  importe  de  un  año  del  canon  que  le  corresponda 
y  que  perseguido  por  vía  de  apremia  no  lo  satisfaga  en  el  térmioo  de 
15  dias  ó  resulte  insolvente. 

En  este  caso  se  declarará  nula  la  concesión  y  se  sacará  la  mina  á 
pública  subasta:  de  la  cantidad  que  se  obtenga  la  Administración  re- 
tendrá la  suma  que  se  le  adeudaba,  los  gastos  originados  y  el  5  por  100 
del  total:  el  resto  se  entregará  al  primer  dueño. 

Si  no  dieran  resultado  tres  subastas  sucesivas,  se  declarará  el  ter- 
reno jf^anco. 

Hasta  que  el  dueño  de  la  mina  participe  al  Gobernador  su  desistí* 
miento  ó  abandono  permanecerá  sujeto  á  las  cargas  y  prescripciones 
de  este  decreto  y  délos  reglamentos  para  su  ejecución. 

Derechos  y  deberes  de  los  mineros. 

Art.  24.  Todo  m^ero  deberá  facilitar  la  ventilación  de  las  minas 
colindantes;  estará  sujeto  á  la  servidumbre  del  paso  de  aguas  de  di- 
chas min^s  hacia  el  desagüe  general,  y  asimismo  á  las  reglas  de  poli- 
oía  que. en  el  reglamento  especial  se  determinen.  Pero  en  todas  estas 
servidumbres  procederá  la  correspondiente  tasación  é  indemnización. 

Art.  25.  Para  ejecutar  galerías  de  inTestigacion,  trasporte  ó  des- 
agüe se  seguirán  las  reglas  que  marca  el  art.  18^ 

Art.  26.  Todo  dueño  de  minas  indemnizará  ppr  convenios  priva- 
dos ó  por  tasación  de  peritos,  con  sujeción  á  las  leyes  comunes,  los 
daños  y  perjuicios  que  ocasionare  á  otras  minas,  ya  por  acumulación 
de  aguas  en  sus  labores  si  requerido  no  las  achicase  en  el  plazo  de  re- 
glapaento,  ya  de  otro  modo  cualquiera  por  el  cual  resultare  menoscabo 
á  intereses  ajenos  dentro  ó  fuera  de  las  minas. 

Entre  los  perjuicios  ocasionados  se  contarán  siempre  los  que  cor- 
respondan al  tiempo  que  tarde  en  verifiearse  el  desagüe;  y  además  en- 
tregará el  causante  al  dueño  de  la  mina  perjudicada  una  parte  de  los 
beneficios  obtenidos,  si  los  hubiere,  á  juicio  de  peritos. 

Art.  27.  Los  mineros  se  concertarán  libremente  con  los  dueños  de 
la  superficie  acerca  de  la  extensión  que  necesiten  ocupar  para  almace- 
nes, talleres*  lavaderos,  oficinas  de  beneficio,  depósitos  de  escombros 


ó  escorias,  instalación  de  máquinas,  boca -minas,  etc.  Si  do  pudieran 
avenirse,  ya  en  cuanto  A  la 'extensión,. ya  en  cuanto  al  precio,  el  dueño 
de  la  mina  solicitará  del  Gobernador  la  aplicación  de  la  ley  sobre  atili- 
dad  pública. 

En  los  informes  del  Ingeniero  y  de  la  Diputación  se  tendrán  en  cuen- 
ta y  se  apreciarán  como  corresponda:  primero,  la  necesidad  de  la  ex- 
propiación; segundo,  las  ventajas  que  por  una  y  otra  parte  ofrecen, 
ya  la  explotación  de  las  minas,  ya  el  cultivo  ó  explotación  del  suelo, 
para  poner  en  claro  de  éste  modo  cuál  de  arabos  intereses  debe  ser 
atendido.  En  tode  caso  deberá  preceder  al  acto  de  expropiar  la  corres- 
pondiente indemnización. 

Art.  28.  Los  mineros  son  dueños  de  las  aguas  que  se  encuentren 
en  sus  trabajos.  Una  ley  especial  Qjará  reglas  sobre  el  aprovechamien- 
to de  las  corrientes  subterráneas  y  sobre  ios  derechos  de  los  particu- 
lares por  cuyas  pertenencias  atraviesan . 

Art.  29.  Un  reglamento  de  policía  fijará  detalladamente  los  debe- 
res y  derechos  de  los  mineros,  asi  como  las  atribuciones  de  la  Admi- 
aistracioD,y  muy  principalmente  los  preceptos  de  salubridad  pública 
á  que  estarán  sujetas  todas  las  minas. 

'  DISPOSIGIOITES  G^lfKIiLIS. 

Art.  30.  Los  actuales  dueños  de  minas  podrán  optar  libremente 
entre  la  ley  que  hoy  rijey  este  decreto,  con  tal  que  ningún  denuncio 
contra  dichas  minas  se  halle  en  tramitacij^n.  Desde  el  dia  en  que  se 
acojan  al  presente  decreto  y  comiencen  á  pagar  el  canon  correspon- 
diente adquieren  la  mina  á  perpetuidad. 

Art.  31.  En  el  mismo  caso  se  encuentran  todos  aquellos  que  tengan 
expedientes  de  registro  en  tramitación. 

Art.  32.  Se  derogan  todas  las  prescripciones  de  la  legislación  ac- 
tual contrarias  á  lo  que  se  dispone  en  éste  decreto.  Las  disposiciones 
restantes,  tanto  de  la  ley  como  del  reglamento,  se  declaran  subsisten- 
tes sin  perjuicio  de  lo  que  en  su  dia  se  determine. 

Art.  33.  El  Gobierno  presentará  á  las  Cortes  un  proyecto  de  ley  de 
minerfa. 

Madrid  29  de  Diciembre  de  4868. 

Bl  Ministro  de  Fomento, 

Manuel  Ruiz  Zorrilla* 
(Gacela  de  I.*  de  Enero  de  1869). 
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TRIBÜNAL  SUPREMO. 


Sentencia  en  el  pleito  en  solicitud  de  que  se  revoque  la  Real 
orden  que  declaró  nulo  el  expediente  de  la  mina  San  Ra- 
fael. 

A  todos  ln<í  que  I.is  pfesentes  viereoy  entendierea,  7  á  quienes  to- 
ca su  observancia  y  cumplimíeoto,  sabed:  que  el  Gobierno  Provisidna I 
de  la  nación  ha  acordado  lo  siguiente:  ' 

•  Go  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  úni- 
ca iiistB-ncia  entre  partes,  de  la  uua  el  Licenciado  D.  Isidro  Aguado  y 
Horadé  nombre  de  la  Sociedad  especial  minera  Fusión  carbonífera  y 
metalífera  de  Belmez  y  Espiel,  registradora  do  la  mina  San  Rafael^ 
demandante;  y  de  la  otra  #a  Administración  general,  demandada  y  re- 
presentada por  el  Fiscal,  y  como  coadyúvente  el  Licenciado  D.  Nicolás 
María  Riirero,  representando  á  la  Sociedad  carbonífera  La  Iberia,  re- 
gistradora de  la  mina  San  Rafael  Segundo,  en  solicitud  de  que  se  re- 
voque la  real  (3rden  de  25  de  Abril  de  4866,  por  la  que  se  declaró  nulo 
el  expediente  de  la  de  San  Rafaei,  mandando  que  las  diligencias  de 
demarcación  practicadas  en  éstese  considerasen  hechas  en  el  de  aquel, 
y  que  se  expidiera  el  título  déla  mina  San  Rafael  Segundo  á  favor  de 
la  So,ciedad  La  Iberia  con  arreglo  á  la  ley  de  1649: 

visto: 

Visto  el  expediente  gubernativo  déla  mina  San  Rafael  Segundo, 
del  que  resulta  que  en  18  de  Enero  de  1854  D.  Ángel  Osuna  expuso  al 
Gobernador  de  la  provincia  de  Córdova  que  deseaba  adquirir  coa 
arreglo  á  la  ley  de  minería  la  propiedad  de  cuatro  pertenencias  de  una 
mina  de  carbón  cpn  el  nombre  de  Safi  Rafael^  situada  en  término  de 
Espiel,  lindante  al  Esie  con  cortijo  de  Cejudo,  al  Occidente  y  Norte 
con  arroyo  de  los  Puercos  y  Cruz  de  la  Ballesta,  y  al  Sur  con  el  Cerro 
Cabello,  y  pidió  que  previos  los  trámites  correspondientes  se  le  hiciese 
la  concesión: 

Que  en  2  de  Abril  de  4855  Osuna  presentó  escrito  cediendo  á  Don 
José  Serrano  y  Toro  los  derechos  adquiridos,  y  este  sujeto  manifestó 
bajo  su  firm^  que  aceptaba  la  cesión: 

Que  asi  bien  consta  de  nota^ extendida  ea  10  de  Agosto  de  1858,  con 
referencia  á  un  testimonio  presentado  pof  la  Fusión  carbonífera  de 
Belmezy  Espiel,  que  esta  Sociedad  habiá  adquirido  el  registro: 

Que  como  en  8  de  Diciembre  de  1859  óptase  porque  siguieran  los 
trámites  marcados  por  la  legislación  de  1849,  y  se  pidiese  que  en  lo 
sucesivo  se  denominara  esta  mina  San  Rafael  Segundo,  practicado  que 


filé  el  recoDociroienio  prelinaia^r  y  admitido  el  registro,  ejecutó  la 
designacioD  D.Autonio  Aríia,represeQtaoie  de  la  Sociedad: 

Que  é^te  en  29  de  Noviembre  de  Í8fí0  sig^iiticó  que  la  empresa  te- 
ma hecha  la  la^r  l'egfil,  y  solicitó  elseguodo  itecoQocioiieQto  y  d^- 
biaroncioo,  que  fueron  estimados  en  15  de  Diciembre  del  ?nismo  ano» 
á  cuyo  efect»  se  r^míAió  d  expediente  al  Ligeiiiero,  quien  lo  recibió  en 
fó  de  Octubre  de  i8Bl: 

Que  en  15  de  Octubre  de  iü6%Mm  se  se^ró  de  la  represeniacioo 
de  que  veuia  encargado,  y  el  Gobernador  estimó  haberle  por  separa- 
do; y  por  último,  que  la  Sociedad  Revolvió  á  Serrano  y  Toro  los  dere- 
chos que  tuviera  á  e^ta  mina,  que  d^pues  los  adquirió  la  denominad  a 
¿a  Iberia: 

Visto  el  expediente  de  la  mina  San  Rafael^  del  que  aparece  que^u 
26  de  Setiembre  da  1853  D.  Autonio  Pineda  y  Polo  denunció  psta  miaa 
000)4)  abandonada,  sita  en  Ids  baldíos  de  Espiel,  lindante  al  Norte  coa 
la  0eliesa.  al  Sur  con  Puerto  do  los  Almia*teS|  al  Occidente  con  el  ar- 
royo de  los  Puercos,  y  al  Este  con  el  de  las  Majadas,  y  pidió  la  cadu- 
cidad: 

Que  el  Gobernador  declaró  fiulo.el  expediente,  y  reservó  la  priori- 
dad al  denunciante,  que  cedió  sus  derechos  á  la  Fusión; 

Que  en  16  de  noviembre  de  1858  la  Sociedad  Fusión  presentó  soli- 
citud de  registro,  expresando  que  deseaba  adquirir  propiedad  de  cua- 
tro pertenencias  mineras  con  la  deoomlnacioa  de  $an  Rafael  en  los 
baldíos  de  Espiel,  término  y  distrito  municipal  del  mismo,  lindando 
oon  la  Dehesa,  Puente  de  Abiares,  a.rroyo  de  las  Majadas  de  los  Puercos: 

Que  habiendo  opiado  por  la  legislación  de  1849,  ejecutado  el  reco- 
nocimiento preliminar,  y  admitido  el  registro,  hizo  la  designación  en 
8  de  Agosto  de  1860: 

Queeo9  de  Noviembre  siguiente  D.  Antonio  Ari^a,  como  represen» 
tanle  de  la  Fusión,  expuso  que  habla  practicado  la  labor  legal,  y  soli- 
citó d  segundo  reconocimiento  que  fué  estimado  eu  i5  de  Diciembre; 
.  Que  el  Ingeniero  recibió  el  expediente  en  15  de  Junio  de  1861,  y  en 
el  JBo/ettn  o/!cúi/ de  la  provincia  de  18  de  Octubre  »e  anunció  que  se 
^cutaria  desde  el  2  al  29  deNo?iembre,  expre>sando  que  la  mina  lin- 
daba al  Norte  con  la  Dehesa,  al  Suc  con  el  Puerto  de  los  Almiares,  al 
Oeste  con  «1  arroyo  dé  los  Puercos,  y  al  Este  con  el  de  las  ftlajadas: 

Que  eo  2  de  Noviembre  ai  logenieco  D.  Tomás  Sabau  practicó  la 
flf^marcacioo,  concurriendo  al  acto  D.  J^sé  Serrano  y  Toro,  D.  Mariano 
Mesa  y  Diego  Gaoo,  capataz  éste  y  administrador  el  segundo  de  la  So- 
ciedad Fusión,  quedando  cerrada  una-  pertenencia  de  180  000  varas 
cuadradas,  lindando  al  S.  0.  con  la  Cnpitana  Segunda^  habiendo  pro- 
testado Serrano  y  Toro  eo  concepto  de  dueño  de  la  mina,  quien  recla- 
mó las  otras  tres  pertenencias: 
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Qoe  en  13  del  referido  Noviembre  D.  ádíodío  Ariza,  en  coocepio 
derepresíentante  de  la  Fusíod,  hizo  la  misma  reclamación:  y  en  su  vir- 
tud recayó  real  orden  en  S4  de  Julio  de  1862»  en  que  ^e  estimó  que  se 
demarcara  la  mina  de  nuevo  con  cuatro  pertenencias: 

Que  en  7  de  Octubre  de  1862  el  Ingeniero  D.  Luis  Ariza  demarcó 
las  cuatro  pertenencias  que  constituían  un  área  de  720.000  varas  cua- 
dradas, que  lindaban  por  todos  vientos  con  terreno  franco,  excepto  por 
et  S.  Om  que  intestaban  con  la  Capitana  Segunda^  teniendo  el  segundo 
mojón  un  punto  de  contacto  con  la  miaa  Trapisondas;  mas  no  estuvo 
conforme  coc  la  operación  D.  José  Serrano  y  Toro,  que  suponía  ser  el 
registrador  de  la  mina  y  queria  excluir  de  toda  rs  presentación  al  .que 
lo  era  de  la  Sociedad  Fusión  U.  Mariano  Mesa,  quien  manifestó  á  sa 
vez  que  no  habia  pertenecido  ni  pertenecía  la  mina  al  primero;  y  que 
si  bien  tenia  otro  registro  llamado  San  Rafael  Segundo^  se  hallaba  en 
diferente  sitio,  en  el  que  habia  dos  pozos  copados  por  la  Capitana  Se- 
gunday  sosteniendo  entonces  Serrano  que  estos  dos  pozos  y  el  abierto 
en  la  demarcada  con^o  labor  legal  pertenecian  á  su  mina,  por  lo  que  ios 
dos  interesados  protestaron: 

Que  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  dé  Estado 
fué  de  parecer  que  podia  ocurrir  el  caso  en  que  se  fundaban  las  pro* 
testas,  y  propuso  que  se  remitiera  el  expediente  al  Gobernador  de  la 
provincia  de  Córdoba  para  qué  con  audiencia  de  los  interesados  y  del 
Ingeniero  en  la  parte  que  fuera  necesaria  se  instruyesenias  diligencias 
oportunas  en  averiguación  de  los  hechos: 

Qu9  así  lo  disposo  la  Dirección  general  del  ramo  en  19  de  Enero  de 
1865,  y  en  su  virtud  declararon,  á  instancia  de  Serrano  y  Toro  siete 
testigos  manifestando  que  este  sujeto  habilitó  la  labor  legal  de  la  mina 
San  Rafael  Segundo,  y  que  demarcada  habia  abierto  la  Fusión  un  .pozo 
muy  cerca  de  otro  antiguo;  y  á  solicitud  de  la  Sociedad  cesionaria 
NCuatro  testigos,  quienes  expresaron  que  al  demarcar  la  mina  San  Ra- 
fael  Primero,  cedida  á  la  Fusión  por  el  Brigadier  Polo,  no  habia  hecho 
éste  labor  alguna  en  dicha  mina;  que  la  demarcación  se  ejecutó  equi- 
vocadamente con  vista  de  la  labor  legal  que  D.  José  Serrano  y  Toro 
habla  habilitado  en  una  mina  que  registré  con  el  nombre  de  San  Ra* 
fael,  y  que  era  la  única  labor  que  reconoció  el  Ingeniero: 

Vista  la  real  orden  de  25  de  Abril  de  1866,  por  la  cual  se  declaró 
nulo  él  expediente  de  la  mina  San  Rafael;  se  mandó  que  las  diligen- 
4:ias  de  demarcación  practicadas  en  dicho  expediente  desde  el  folio  42 
en  adelante  se  considerasen  hecheiB^ar&  San  Rafael  Segundo, 'y  se  dis- 
puso que  se  expidiera  el  titulo  de  la  citada  mina  á  favor  de  la  Sociedad 
iberia  con  arreglo  á  la  ley  de  1849: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Liceu- 
ciado  D.  Isidro  Aguado  y  Mora,  á  nombfe  de  la  empresa  especial  mine* 


ta  t'ütioti  carboni^ra  y  tnelalifera  de  Beimez  y  ¿spiet,  registradora  lié 
la  OQÍDa  S«m  Rafa$U  pidiendo  que  se  consolte  la  revocación  de  la  men* 
Clonada  real  orden;  qne  se  estime  caducado  el  expediente  de6*ati.i2a* 
fael  Segundo;  que  se  declare  válida  v  subsistente  la  demarcación  de  la 
mina  San  Rafael,  y  que  se  expida  á  favor  de  la  Fusión  el  real  título: 

Visto  el  escrito  del  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  la  ab- 
solución déla  demanda  y  la  confirmación  de  la  real  orden  por  la  mis- 
ma impugnada: 

Visto  el  del  Licenciado  D.  Nicolás  Haría  RiVero,  ¿  nombre  de  la  So- 
ciedad carbonífera  La-lberia,  formulándola  misma  pretensión  que  el 
Fiscal: 

Vistos  los  artículos  47,  50  y  54  del  reglamento  de  30  de  Jolio  de 
4ft49,  dictado  para  la  ejecución  de  la  ley  de  minería  de  ü  de  Abril  del 
propio  año,  que  disponen  que  el  registrador  debe  hacer  la  designación 
de  sus  pertenencias,  expresando  circunstanciadamente  y  con  claridad 
el  punto  donde  se  haya  comenzado  la  labor  legal,  ¿  partir  del  cual  de- 
terminará la  longitud  y  ancho  que  ha  de  medir  su  pertenencia  sin  per- 
judicar á  otras  anteriormente  designadas  ó  demarcadas;  que  tiene  obli- 
gación de  habilitar  la  labor  legal  en  el  término  de  cuatro  meses,  y  que 
trascurridos  éstos  se  dispondrá  el  reconocimiento  por  un  Ingeniero 
para  comprobar  la  existencia  de  la  labor  legal,  del  mineral,  y  de  terre- 
Bo  franco,  ó  no  ocupado  en  parte  alguna  por  minas  anteriormente  de- 
marcadas: 

Vistos  los  artículos  58  y  59  del  propio  reglamento/que  previenen 
que  si  verificado  el  reconocimiento  no  estuviese  habilitada  la  labor  le- 
gal en  debida  forma,  el  Gobernador  declarará  sin  efecto  el  expedien- 
te; y  por  el  contrario,  resishando  la  existencia  del  criadero  ó  mineral, 
terreno  franco  y  la  habilitación  de  la  labor  legal  se  practicará  la  de- 
marcación, etc.: 

Considerando  que  si  bien  fué  pedida  la  demarcación  de  la  mxühSan 
Rafael  el  9  de  Noviembre  de  1860  y  la  de  San  Rafael  Segunda  20  dias 
después,  habiéndose  decretado  ambas  solicitudes  en  la  misma  fecha « 
ó  sea  el  i5  de  Diciembre  inmediato,  es  evidente  que  la  expresada  dili- 
gencia de  demarcación  solo  podia  realizarse  en  la  pertenencia  que  al 
tiempo  del  reconocimiento  tuviera  habilitada  la  labor  legal: 

Considerando  que  la  prioridad  en  las  solicitudes  (le  registro  y  de- 
marcación de  minas  no  dá  por  si  sola  preferencia  cuando  oo  se  han 
cumplido  los  requisitos  exigidos  por  la  ley: 

Considerando  que  noobsta-ite  haberse  asegurado  en  la  indicada  so- 
licitud de  9  de  Noviembre  que  la  mina  registrada  con  el  nombre  de^an 
Rafael,  tenia  habilitada  la  labor  legal,  aparece  que  (e3ta  allrmacion, 
lejos  de  justificarse]  se  halla  por  el  contrario  plenamente  probado  que 
la  única  labor  legal  ejecutada  en  el  terreno  fué  la  de  la  mina  conocida 

8eofl|0«  Ai)xiNisTaATi?A.<— T.  ^11.  S6 


iot  eínombre  de  &iA  Rafael  Segundo,  hecha  por  drded  ^el  dde&O  d(eí 
registro  D.  iofié  Serrano  y  Toro,  la  cual  sirvió  equiTocadameete  de 
punto  de  partida  en  la  demarcacioa  de  la  primera  á  pesar  de  los  pre- 
textos de  este  interesado: 

Considerando  que  el  indicado  extremo  de  haberse  practicado  la  la- 
bor legal  deque  se  trata  por  órdeo  y  á  expensas  de  Serrano  y  Toro, 
sostenido  reiteradamente  por  éste,  ño  ha  sido  contradicho  por  el  re* 
presentante  de  la  Sociedad  Fusión  carbonífera,  dueña  del  registro  de 
la  mina  San  Rafael: 

Considerando  que  la  falta  de  la  labor  legal  ea  el  terreno  designado 
para  esta  tíaina  es  tan  capital  y  de  trascendencia,  cuanto  que  por  si  so- 
la constituye  la  nulidad  del  registro  con  arreglo  al  citado  art.  58  del 
reglamento,  cualesquiera  que  por  oira  parte  sean  la  prioridad  del  mis- 
mo y  su  más  minuciosa  designación  con  referencia  á  la  mina  SanRa^ 
fael  Segundo,  cuya  situación,  sin  embargo,  conviene  exactamente  coa 
los  linderos  señalados  á  ésta: 

Considerando  que  sea  distinto  ó  uno  mismo,  como  se  asegura  por 
los  informes  facultativos,  el  terreno  ó  emplazamiento  designado  para 
las  pertenencias  de  las  minas  San  Rafael  y  San  Rafael  Segundo,  pro- 
bado como  está  plenamente  que  en  ésta  y  no  en  aquella  se  cumplió  con 
lo  prevenido  en  las  disposiciones  citadas  respecto  á  la  labor  legal, 
consiguiente  existencia  de  criadero  ó  mineral  y  terreno  franco  cuan* 
do  se  hizo  la  demarcación,  es  indudable  que  por  parte  de  ios  dueños 
de  la  primera  no  podia  aspirarse  legalmente  al  estado  de  demarcicion« 
apropiándose  una  labor  ejecutada  por  otro  que  habla  de  servir  de  base 
á  la  segunda  concesión  minera:  , 

Y  considerando  que  ésta,  ó  sea  el  punto  de  partida  de  la  mina  San 
Rafael  Segundo,  no  puede  comprenderse  en  la  demarcación  de  la  mi- 
na Capitana  Segunda,  ya  porque  el  pozo  que  en  2!)  de  Octubre  de  i86i 
quedó  dentro  de  ella  se  señala  en  la  diligencia  y  en  el  plano  con  el 
nombre  de  Registro  de  San  Rafael,  ya  también  porque  en  la  expresada 
fecha  y  desde  8  de  Dicienibre  de  4859  aquella  mina  era  conocida  y 
designada  con  el  nombre  de  San  Rafael  Segundo; 

El  Gobierno  Provisional,  conformándose  con  lo  consultado  por  la 
Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistie- 
ron D.  Antonio  Rentero  y  Villa,  Presidente  accidental:  D.  Antero  de 
Echarri,  D.  Domingo  Moreno,  D.  Tomás  Retortillo,  D.  José  Garda  Bar- 
zauallana,  D.  Rafael  de  Liminiana  y  Brignole,  el  Marqués  de  laRibera» 
D.  Joaquín  Gutiérrez  de  Rubalcava  y.D.  Antonio  María  Blanco  Casta- 
8ola, 

Ha  tenido  á  bien  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración,  y 
confirmar  la  real  orden  por  la  misma  impugnada. 

piadrid  tO  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho.s:El  Pre* 


iidenle  del  Gobierno  írovisional  ;  del  Consejo  de  Hiuistrosi  F'ranciscd 
Serrano.» 

Publicacíon.=Leido  y  publicado  el  anterior  decreto  porelSr.  Pre- 
sidente accidental  de  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
en  audiencia  pública  de  este  dia,  acordó  la  misma  Sala  que  se  tenga 
como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se 
una  á  los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  ía 
Gaceta:  de  que  certifico. 

Madrid  17  de  Diciembre  de  1868^=£l  Secretario  Relator,  Licenciado 
Joan  de  Vega  Ballesteros. 

'    (Gaceta  de  7  de  Febrero  de  1869). 


Sentencia  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  del  Consejo  pro- 
vincial de  Cáceres  confirmatoria  del  decreto  del  Goberna- 
dor en  que  se  declararon  válidos  los  registros  de  las  minas 
Abandonada,  Fundadora,  Porvenir  y  Esperanza. 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren,  y  ¿  quienes  to- 
ca su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  el  Gobierno  Provisional 
de  la  nación  ha  decretado  lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  grado  de  apela- 
ción entre  partes,  de  la  una  el  Dr.  D.  Cristóbal  Martin  de  Ueirera  y  Don 
Juan  Pereí  do  San  Millan,  á  nombre  de  D.  José  Rodríguez  Tocha,  veci- 
no de  Estremoz,  en  el  vecino  reino  de  Portugal,  y  D.  Mario  de  Luna, 
que  lo  es  de  Logrosan,  provincia  de  Cáceres,  apelantes;  y  de  la  otra  la 
Administración  general,  apelada  y  representada  por  el  Fiscal,  coadyu- 
vado por  el  Licenciado  D.  Eduardo  Sánchez  Corles,  representando  á 
D.  Ignacio  Maria  Arévalo,  D.  Pedro  Echevarría  y  D.  Nicanor  Fernandez 
Bravo,  sobre  que  se  revoque  la  sentcucia  definitiva  pronunciada  por 
el  GoQS^o  provincial  de  Cáceres  en  2  de  Julio  de  1867,  confirmatoria 
del  decreto  del  Gobernador  de  25  de  Febrero  de  1866,  en  que  se  decla- 
raron válidos  los  registros  de  las  minas  Abandonada^  Fundadora^ 
Porvenir  y  Esperanza: 

Visto: 

Vista  la  instancia  que  en  16  de  Enero  de  1840  dirigió  D.  Julián  de 
Luna  al  Ayuntamiento  de  Logrosan  exponiendo  que  había  proyectado 
explotar  el  filón  de  piedra  caliza  fosfórica  en  las  tierras  del  común:  que 
para  dar  principio  á  la  empresa  con  fundada  esperanza  de  buen  éxito 
necesitaba  coatar  con  su  disfruta  exclusivo:  que  se  obligaba  á  pagar 
por  él  anualmente  un  precio  duplicado  del  que  abonaran  los  que  die- 
frutasen  el  terreno  inmediato,  y  soliciió  su  concesión: 

Vista  la  que  le  otorgó  el  Municipio  del  derecho  exclusivo  y  durada* 

; 


fo  de  etpiolar  el  ¿Ion  de  íbsfatd  calcáreo  en  fa  tierra  deí  Comutt  pñ 
loa  términos  que  le  propooia,  afianzando  á  su  tiempo  con  escritura  pu- 
blica el  disfrute  del  terreno  que  designase: 

Vistos  el  escribo  presentado  por  Luna  á  la  Municipalidad  para  qae 
se  sirviese  nombrar  peritos  á  fln  de  que  hicieran  la  medida  de  los  cua- 
drilongos  que  señalara,  y  el  nombramiento  hecho  por  aquella  corpora- 
ción de  dos  vecinos,  tanto  para  medir  Ids  terrenos  como  para  que  fija- 
sen el  precio  que  por  ellos  habla  de  abonarse: 

Vista  la  certiflcacion  expedida  por  el  Secretario  del  Ayutftamiento  , 
visada  por  el  Alcalde,  con  referencia  á  los  documentos  que  obraban  ea 
el  archivo,  en  que  sé  expresa  que  nu  constaba  en  ellos  que  D.  Julián 
de  Luna  ni  su  hijo  D.  Mario  hubieran  satisfecho  canon  alguno  más  que 
en  los  cinco  primeros  años,  ni  que  se  otorgara  escritura  alguna,  ni 
afianzasen  el  pago,  ni  se  hiciera  tasación  de  los  cuadrilongos  m¿s  que 
en  4840: 

Vistos  dos  recibos,  dado  el  uno  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento 
de  Logrosao  ea  7  de  Diciembre  de  1853,  por  el  que  aparece  que  D.  Ma- 
rio de  Luna  satisfizo  108  rs.  por  el  aprovechamiento  del  terreno  para 
explotar  el  filón  de  fosfato  perteneciente  al  común  por  los  año  dé  1845 
á  1855,  ¿  12  rs.  anuales,  y  el  otro  de  24  rs.  expedido  por  el  Depositarlo 
de  fondos  de  Propios  correspondientes  á  4854  y  1855: 

Vista  la  escritura  judicial  de  28  de  Diciembre  de  1855,  en  que  Don 
Mario  de  Luna  redimió  un  censo  de  12  rs.  anuales  que  pagaba  su  pa- 
dre D.  Julián  á  los  Propios  por  el  derecho  de  explotar  el  fosfato: 

Vistas  la  concesión  hecha  por  varios  particulares  áD.'JuUan  de  Lu- 
na para  que  explotase  el  filen  que  pasaba  por  sus  tierras;  la  oposición 
que  algunos  vecinos  le  hicieron  á  su  disfrute,  y  la  órdbU  que  la  Direc- 
ción general  expidió  en  17  de  Julio  del  expresado  año  1){40,  por  la 
cual  se  declaró  que  al  tenor  del  art.  2.*"  del  real  decreto  orgánico  de  4 
de  Julio  de  4825  las  canteras  de  piedras  calizas  de  toda  especie,  á  cayo 
género  correspondía  la  de  que  se  trataba,  se  consideraban  de  aprove- 
chamiento común  ó  particular,  según  los  terrenos  en  que  se  hallaban, 
sin  necesidad  de  concesión  por  falta  de  las  Autoridades  que  no  debe- 
rían admitir  registros  ni  denuncias: 

Vista  otra  orden  dictada  por  el  mismo  centro  directivo  en  1842,  eo 
que  se  estimó  comprendida  la  expresada  cantera.en  el  art.5.*deireal 
decreto  orgánico  del  ramo,  que  señala  esas  sustancias  susceptible»  de 
propiedad  minera  por  haberse  solicitado  su  aproyechamiento  con  ob- 
jeto de  utilizar  el  fosfato  oomo  sustancia  combustible: 

Vista  otra  érden  de  la  mencionada  Dirección  dé  Srde  Agosto  de 
1844,  comunicada  al  Inspector  de  minas  de  Aragón  y  Cataluña  con  mo- 
Uvo  de  la  solicitud  de  D.  Juan  Reináis  sobre  concesiones  de  pertenen- 
Ciiaa  eo  mioerA  de  fosforita ,  en  que  se  acordó  que  beDellciáodoae  el 


eipreaado  mineral  para  la  extracción  de  combastibleS)  debería  consl" 
derarse  comprendido  en  el  art.  3.*  del  real  delsreto  orgánico  de  4  de 
Julio  de  1825,  y  admitirse  ios  denuncios  y  registros  que  se  hiciesen,  ó 
instruirse  los  expedientes  conforme  á  la  legislación  vigente,  dando  á 
las  demarcaciones  la  extensión  que  estaba  señalada  para  las  minas  car- 
boníferas: 

Vista  la  providencia  que  el  Gobernador  adoptó  en  ^8  de  Junio  de 
1845,  por  la  cual,  tomando  en  consideración  las  razones  expuestas  por 
el  Procurador  Sindico  de  Logrosan,  al  efecto  de  que  se  declarase  nulo 
el  otorgamiento  hecho  por  la  Municipalidad  de  1840  en  favor  de  D.  Ju* 
lian  Luna  para  explotar  perpetuamente  los  criaderos  de  fosfato  de  cal 
que  existian  en  los  terrenos  de  la  villa  pertenecientes  al  común,  se 
acordó  acceder  á  la  propuesta  de  la  corporación,  declarando  la  nulidad 
del  indicado  otorgamiento: 

Vistos  el  recurso  elevado  por  D.  Julián  de  Luna  al  Ministerio  de  la 
Gobernación  con  la  pretensión  de  que  se  declarara  comprendida  en  el 
art.  2.*  del  real  decreto  de  minería  la  cantera  de  cal  fosfatada  de  Lo- 
grosan,  y  que  de  ninguna  manera  podía  perturbársele  en  los  derechos 
que  tenia  adquiridos  sobre  el  aprovechamiento  de  aquella  sustancia 
cualquiera  modificación  que  se  hiciera  en  el  expresado  artículo;  y  la 
real  orden  que  en  31  de  Agosto  del  mencionado  año  1845  recayó  re» 
solviendo  que  lo  dispuesto  por  la  Dirección  del  ramo  en  1842,  decla- 
rando comprendida  la  expresada  cantera  en  el  art.  3.*  del  decreto  por 
haberse  solicitado  su  aprovechamiento  con  objeto  de  utilizar  el  fosfa- 
to como  sustancia  combustible,  no  perjudicaba  de  ningún  modo  el  de- 
recho preferente  del  interesado  si  en  virtud  de  lo  prescrito  por  la  Di- 
rección general  en  17  de  Julio  de  1840  celebró  efectivamente  contra- 
tos onerosos  con  el  Ayuntamiento  de  Logrosan  y  otros  particulares 
para  aprovechar  la  cantera  referida,  quedando  en  este  caso  obligado  á 
acreditar  tales  contratos,  y  sujetarse  á  obtener  la  propiedad  de  los  ter- 
renos con  arreglo  á  los  trámites  prevenidos  en  la  instrucción  del  ramo 
si  beneficiase  el  fosfato  de  dicha  cal: 

Vistos  la  instancia  que  en  1858  dirigieron  varios  vecinos  de  Logro- 
san  en  solicitud  de  que  se  estimase  la  nulidad  de  la  concesión  de  los 
terrenos  pertenecientes  al  común,  y  el  decreto  que  en  8  de  Mayo  de 
1860  expidió  el  Gobernador  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Con- 
sejo provincial,  por  el  que  confirmó  su  acuerdo  de  28  de  Junio  de  1845 
declarando  sin  efecto  la  referida  concesión  hecha  por  el  Ayuntamiento: 

Vistas  la  reclamación  que  D.  Mario  de  Luna  hizo  contra  esta  reso- 
lución, y  la  providencia  que  el  Gobernador  dictó  en  27  de  Agosto  del 
mencionado  año  1860  dejándola  sin  efftclo: 

Vista  la  Real  orden  de  24  de  Diciembre  de.l861,  por  la  cual,  to- 
bando en  cnenht  las  declaraciones  de  nulidad  de  tpdo  1q  actuado  sobre 
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el  particular  qae  el  Gobierno  de  províDcia  hizo  en  ^8  de  Junio  de  I84S 
y  en  8  de  Mayo  de  !860,  y  en  consideración  á  que  estas  determinacio-  . 
nes  causaron  estado  en  el  orden  administrativo  y  no  eran  revocables 
por  la  autoridad  del  Gobernador,  se  auuló  la  providencia  revocatoria 
que  habia  adoptado  en  Agosto  de  1860,  y  se  mandó  que  volvieran  las 
cosas  al  estado  en  que  por  las  resoluciones  gubernativas  anteriores  se 
encontraban,  reservando  álos  interesados  el  derecho  de  reclamar  din- 
de  y  corno  creyeran  corresponderles: 

Vistas  las  instancias  que  en  i*  de  Diciembre  de  1855  habian  diri- 
gido al  Gobernador  D.  Nicanor  Fernandez  Bravo,  por  si  y  á  nombre  de 
D.  Juan  Pérez,  D.  Saturnino  de  Vargas,  D.  Ignacio  Arévalo  y  D.  Cíe* 
mente  Bornag,  en  su  propia  representación  y  en  la  de  D.  Pedro  de 
Echevarría,  en  solicitud  de  que  se  les  concediera  autorización  para  ex» 
plotar  sustancias  minerales  de  naturaleza  terrosa,  compuestas  de  fos- 
fato de  cal  que  se  encontraba  en  varios  terrenos  baldíos  y  de  dominio 
particular,  las  licencias  obtenidas  del  Alcalde  y  de  los  dueños  de  los 
predios,  el  mandato  del  Gobernador  para  que  se  les  expidiera  certifica- 
ción y  la  oposición  hecha  por  Luna: 

Vistas  la  demanda  ordinaria  incoada  en  14  de  Setiembre  de  1858 
por  D.  Nicanor  Fernandez  Bravo,  en  concepto  de  apoderado  úe  B.  Pe- 
dro Echevarría,  representante  de  la  Sociedad  minera  establecida,  para 
la  explotación  de  la  fosforita,  con  la  pretensión  de  que  se  condenase  á 
D.  Mario  de  Luna  á  dejar  á  disposición  de  dicha  Sociedad  los  terrenos 
¿  que  decia  tener  derecho  entre  los  deslindados  con  los  frutos  ó  canti- 
dad quede  la  mencionada  sustancia  hubiera  extraído;  la  sentencia  dic- 
tada por  el  Juez  de  primera  instancia  en  13  de  Marzo  de  1860,  por  la 
que  se  declaró  en  favor  de  D.  Mario  de  Luna ,  como  heredero  de  su  pa* 
dre  D.  Julián,  el  derecho  exclusivo  de  explotar  los  filones  de  la  fosfori- 
ta según  la  concesión  (]el  Ayuntamiento  de  Logrosan,  y  el  de  pra^icar 
la  misma  operación  en  los  predios  del  dominio  privado  con  cuyos  due  - 
ños  celebró  contratos,  observándose  exactamente  lo  pactado  sin  que  se 
le  inquietase  por  persona  alguna;  la  reclamación  que  los  den^aodantes 
propusieron,  pidiendo  al  mejorarla  que  se  declarase  nulo  todo  lo  ac- 
tuado; la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  déla  Real  Audieo- 
cía  de  Gáceres  de  19  de  Noviembre  del  expresado  año  1860,  en  que  se 
decidió  que  no  habia  lugar  á  la  nulidad;  el  recurso  de  casación  que  eo 
su  virtud  interpusieron,  y  el  fallo  dictado  por  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  en  6  de  Mayo  de  1862  desestimándole: 

Vistas  las  cuatro  solicitudes  de  Registro  presentadas  en  17  de  Febre- 
ro de  1863  por  D*  Nicanor  Fernandez  Brato,  en  representación  de  Don 
^Pedro  Echevarría,  con  los  nombres  de  Abandonada,  Fundadora^  Por* 
'enir  y  Esperanza^  en  terrenos  explotados  por  D.  Mario  de  Luna; 

designación  que  el  registrador  ejecutó;  la  publicación  verificada 


«ñ  el  Boletín  oficial  y  ta  oposición  que  el  mencionado  Luna  hitos 
Vista  ia'  real  orden  dictada  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  S5  de 
Setiembre  del  mencionado  año  1863,  en  que  se  dispuso  que  Luna  pa- 
dieso  usar  de  su  derecho  por  la  via  contenciosa  ante  el  Consejo  pro- 
▼incial  contra  las  proyidencias  del  Gobernador  de  28  de  Junio  de  1845 
y  8  de  Hayo  de  1860: 

Vistos  la  demanda  entablada  par  D.  Mario  de  Luna  ante  el  Consejo 
provincial  de  Cáceres,  de  cuyo  fallo  se  hará  mérito  después;  el  recurso 
que  á  la  vez  elevó  á  ta  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria  y 
Comercio,  y  el  decreto  de  esta  centro  directivo  de  10  de  Junio  de  1864 
en  que  se  estableció:  " 

1.*  Que  cuando  un  registro  se  dirigía  á  terreno  ya  concedido  era 
preciso,  antes  de  resolver  lo  que  procedia  acerca  del  mismo,  instruir 
las  conducentes  diligencias  para  declarar  la  subsistencia  Ó  caducidad 
déla  anterior  concesión, con  arreglo  á  lo  que  se  disponía  en  elart.  79 
del  reglamento: 

2/  Que  este  expediente  gubernativo  tenia  un  plazo  marcado  para 
su  duración  en  elart.  78  del  mismo  jeglamento: 

3.*  Que  habla  existido  tiempo  sobrado  para  que  el  Gobierno  de  pro- 
vincia hubiera  resuelto  la  subsistencia  ó  caducidad  de  las  anteriores 
concesiones,  y  por  consecuencia  lo  procedente  acerca  délos  expedien- 
tes de  registro  de  Fernandez  Bravo: 

4;*  Que  si  sé  hubiera  incoado  yiestuviera  pendiente  este  pleite  ante 
el  Consejo  provincial,  como  en  él  habrá  de  ventilarse  la  cuestión  so- 
bre el  derecho  de  Luna  al  aprovechamiento  de  varios  terrenos  de  fosfa  - 
to  de  Logrosan,  claro  era  que  mientras  subsistiera  este  pleito  tjBuian 
que  quedar  en  suspenso  los  nuevos  registros  de  Fernandez  Bravo  si  se 
referían,  como  parece,  á  los  mismos  terrenos; 

Y  5/  Que  si  no  existia  tal  pleito,  en  este  caso  correspondía  que  el 
Gobernador  acordara  lo  que  creyera  conveniente  sobre  la  subsistencia 
ó  caducidad  de  los  aprovechamientos  de  Luna,  y  lo  que  entendiera  ser 
justo  sobre  los  nuevos  registres: 

Visto  el  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  25  del  expresa- 
do Junio  y  año  de  1864  mandando  que  no  se  opusiera  obstáculo  alguno 
á  Luna  ni  á  sus  legítimos  representantes  en  la  explotación  y  exporta-* 
cion  del  fosfato  calizo  comprendido  en  los  terrenos  en  donde  tuviese 
derechos  adquiridos  mientras  cumpliera  con  las  condiciones  de  los 
respectivos  contratos,  suspendiéndose  el  curso  de  los  expedientes  de 
registro  incoados  por  D.  Nicanor  Fernandez  Bravo  hasta  tanto  que  se  de- 
cidiera sobre  la  circunstancia  de  caducidad: 

Vista  la  sentencia  definitiva  que  á  .consecuencia  de  la  demanda  en  • 
tablada  por  D.  Mario  de  Luna  pronunció  el  Consejo  provincial  de  Caca- 
res en  5  de  Octubre  de  1864  dejando  sin  efepto  las  providppcias  guber^ 
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natiras  (k  %  de  Jojiio  de  1845  y  8  de  Mayo  dé  .1860,  en  ctiaoto  por 
el!a«  se  declaró  oufa  la  coocesion  hecha  por  el  Ayunta mieoio  de  Lo* 
grosan  en  Enero  de  1840  en  favor  de  D.  Julián  de  Luna  para  qoe  ex- 
plotase un  filón  de  fosfato  de  cal  en  loa.terrenoi  de  Propios: 

Vistos  los  dectetos  expedidos  por  el  Gobernador  en  los  cuatro  expe« 
dfehtes  de  registro  con  fecha  15  de  NoTÍembre  del  citado  año  1864,  en 
que  se  dispuso  que  el  Ingeniero  del  ramo  practicase  el  reconociniieato 
y  manifestara  si  los  terrenos  selicitados  por  Fernandez  Bravo  erao  ó 
00  parte  de  los  que  D  Mario  de  Luna  decia  tener  adquiridos,  y  en  caso 
afirmativo  si  cumplía  ó  no  con  las  coedicicnes  del  contrato  y  con  las 
prescripciones  legales: 

Vistos  el  recurso  que  D.  Mario  de  Luna  dirigió  al  Ministerio  de  Fo- 
mento alzándose  de  las  resoluciones  anteriores,  y  la  real  orden  4e  16 
de  Mayó  de  1865,  por  la  cual  fueron  confirmadas  en  atención  é  que 
nada  resolvían  contra  los  derechos  que  le  pudieran  corresponder,  sien* 
do  de  mera  tramitación  y  para  dar  á  los  expedientes  el  curso  que  se 
prevenía  en  las  reglas  1 .'  y  2/  del  art.  75  del  reglamento: 

Vistos  los  reconocimientos  hechos  por  el  íngeoiero  D.  Ensebio 
Oyarzábal  de  las  cuatro  minas,  los  planos  que  de  las  mismas  levantó  y 
los  informes  que  prestó,  expresando: 

Que  los  cuatro  registros  ocupaban  el  mismo  filón  que  D.  Julián  de 
Luna  habia  adquirido  en  1840  del  Ayuntamiento  de  Logrosao;  que  Don 
Afario  de  Luna  tenia  adquiridas  en  le  mina  llamada  Abandonada  100 
varas  de  largo  y  33  metros  cúbicos: 

Que  no  habia  observado  respecto  de  la  Esperama  y  Fundadora  el 
art.  1^  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  que  manda  que  no  se  abrai  ca  • 
licatas  ni  otras  labores  mineras  á  menor  distancia  de  40  metros  de  una 
servidumbre  pública  sin  permiso  del  Gobierno:  ^ 

Que  tampoco  cumplió  con  el  art.  80  de  la  citada  ley,  ni  con  el  67 
y  84  del  reglamento: 

Y  que  infringió  el  art.  50  de  la  expresada  ley,  que  dice  «que  desde 
la  toma  de  posesión  de  una  mina  se  establecerán  labores  fórmales  que 
se  {n>stendrán  por  lo  menos  183  días  al  año,  ocupando  á  raxon  de  cua- 
tro operarios  por  cada  pertenencia;»  y  como  según  sus  cálculoa  ten* 
dria  hechos  unos  8.000  metros  cúbicos  en  junto  de  labores  de  zanja  ó 
cielo  abierto,  debiéndose  haber  ejecutado  con  arreglo  al  primer  plazo 
del  art.  70  del  reglamento  unos  6.500  metros  cúbicos  desde  la  publica* 
cion  de  la  ley,  por  ser  la  concesión  de  Luna  susceptible  de  ^us  perte  - 
nencias^  quedaban  unos  1.500  metros  cúbicos  realizados  antes  de  1858, 
cantidad  que  inducía  á  creer  que  D.  Mario  de  Luna  habia  olvidado  por 
algún  tiempo  la  real  orden  circular  de  7  de  Febrero  de  185^: 

Visto  un  testimonio  comprensivo  de  la  escritura  otorgada  ep  27  de 
lio  de  1856  por  D.  Pedro  de  Echevarría,  D,  Saturnino  de  Vargaé,  Don 
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'  fgüacio  Harta  ArávalOi  D.  Glemeaie  Bornag,  D.  Nicanor  Perdaiid^s 
Bravo  y  D.  Juan  Pérez,  por  la  cual  formfiron  sociedad  eatablecieodo 
varias  condioioBM,  y  entre  ellas  que  había  de  ser  colectiva,  y.  su  objeto 
Uekplolaoíoo  y  beaeficio  de  varias  nxiaas  de  fosforita  que  radicabaa 
en  el  término  de  Logrosan;  que  la  firma  social  ia  llevaria  D.  Pedro  de 
Echevarría;  que  el  fondo  de  la  empre^  le  constituirían  seis  perteiien- 
cíes  llaniadaj  LaCadreña,  La  Riojanay  La  Vascongada^  LaFrance^ 
sa.  La  Madrileña  y  La  Castellana,  y  que  la  Sociedad  no  tendría  tér« 
mino  y  su  duracioif  dependería  de  la  voluntad  de  los  socios: 

Vistos  el  poder  que  en  SO  de  JoHo  de  1056  otorgaron  D^  Ignacio 
Marfa  Arévalo,  ^.  Saturnino  de  Vargas  y  D.  Clemente  Bornag,  á  favor 
deD.  Pedro  Echevarría,  para  que  los  representara  en  cuantos  asuntos 
tuvieran  relación  con  dicha  Sociedad;  y  la  sustitución  hecha  en  17  de 
Dicíemhre  de  1857  en. D.  Nicanor  Fernandez  Bravo  por  Echevarría, 
usando  éste  de  las  facultades.que  se  le  habían  conferido  en  el  meocio* 
nado  poder: 

Visto  el  decreto  dictado  por  el  Gobernador  en  25  de  Febrero  fie 
'  1866  declarando  en  favor  de  D.  Nicanor  Fernandez  Bravo  la  validez  de 
los  registros  de  las  minas  Abandmada,  Fundadora^  Porvenir  y  Espe- 
ran%a: 

Visita  la  demanda  entablada  por  D.  Mario  de  Luna  ante  el  Consejo 
provincial  de  C4ceres  manifestando  que  el  decreto  expedido  porelGo- 
bertiador  en  25  de  Febrero  de  1866  estaba  basado  en  un  registro  que 
no  existía: 

Que  tampoco  tenia  existencia  legal  la  Sociedad  minera  que  repre- 
sentaba D.  Nicanor  Fernandez  Bravo: 

Que  los  derechos  del  demandante  á  explotar  el  fosfato  calizo  de  los 
terrenos  que  adquirió  su  padre  D.  Julián  en  1840  reconocían  por  base 
la  ley  civil  y  do  la  especial  sobre  minería,  y  por  lo  tanto  no  le  eran 
aplicables  las  sanciones  de  los  que  dirigen  dicha  industria:  que  por  de- 
claración expresa  de  la  Administración  activa  hecha  en  Mayo  de  1857 
Sé  decidió  que  este  asunto  era  de  la  competencia  de  los  Tribunales  de 
justicia,  los  cuales  desde  entonces  y  ahora  mismo  vienen  eoDocíendo 
en  él;  y  habiendo  éstos  resuelto  por  ejecutorias  la  firmeza  de  sus  de- 
rechos, no  había  autoridad  poderosa  á  sancionar  lo  contrario,  ya  se 
atienda  á  las  leyes  comunes,  ya  á  las  administrativas; 

Que  por  consecuencia  el  Gobernador  infringió  unas  y  otras,  ati^-*. 
viéúdose  á  ir  cotitra  tan  inatacables  decisiones;  que  asimismo  se  ^ei^ 
claró  por  ejecutoría  del  Consejo  proviocíal  de  5  de  Octubre  de  1G64  l^ 
legitimidad  déla  concesión  otorgada  á  D.  Julián  deL\ina  en  1840  por 
el  Ayuntamiento  de  Logrosan,  y  también  la  infringió  el  Gobernador 
declarando  locontrario  en  su  decreto:  que  aun  suponiendo  procedente 
lar  declaración  de  caducidad,  se  hab)a  faltado  en  |a  tramitación  á  lo 


4ttd  diiponla  el  «rt,  78  del  reglameiito  para  la  ^eeacion  de  la  lejr  de 
minas  tigdDtet 

Que  el  eipediente  estaba  ya  decidido  por  Ins  decretos  del  GobierDO 
de  la  proTincia  de  i  de  Julio  y  10  de  Agosto  de  1864 « que  caus&roo  as- 
tado en  el  orden  administrativo! 

Que  en  la  real  orden  de  25  de  Setiembre  de  i863  se  declaró  que  no 
podía  negársele  el  derecho  que  le  daba  la  ley  á  explotar  el  fosfato  de 
cal  en  los  terrenos  concedidos  por  el  Ayuntamiento  de  Logrosan  á  Don 
Julián  de  Luna:  * 

Que  por  ejecutoria  dictada  en  6  de  Mayo  de  1862  se  decidió  la  mis* 
ma  cuestión  que  hoy  suscitaba  el  mencionado  D.  Nicanor  Fernandez 
Bravo: 

Que  la  dnica  disposición  de  la  ley  de  minas  aplicable  á  sus  adquisi- 
ciones era  la  cuarta  de  las  generales  de  la  mismay  que  mandaba  que  se 
respetaran  y  que  no  se  admitieran  investigaciones  ni  registros  sobre 
ellas;  que  aun  suponiendo  que  tuviera  obligación  de  explotar  con  arre- 
glo á  la»  leyes  de  minería,  no  habia  faltado  á  ninguna  ni  existia  aban- 
dono, de  cualquiera  modo  que  se  apreciaran  los  trabajos: 

Y  concluyó  pidiendo  que  se*  revocara  la  providencia  del  Goberna- 
dor de  25  de  Febrero  de  1866,  y  se  declarase  á  D.  Mario  de  Luna  coa 
derecho  á  explotar  el  fosfato  calizo  en  los  terrenos  objeto  del  convenio 
celebrado  entre  el  Ayuntamiento  de  Logrosan  y  D.  Julián  de  Lunaeo 
Enero  de  1840:  que  se  respetase  asi  bien  por  la  Administración  los  de- 
rechos que  tenia  para  explotar  la  piedra  caliza  fosfórica  en  las  fincas 
con  cuyos  dueños  contrató  D.  Julián  de  Luna  en  1B40  y  1841;  y  que  se 
.  prohibieran  investigaciones  y  registros  en  ellas  mientras  aquellos  pac- 
tos estuvieran  reconocidos  Como  legítimos  por  ejecutorias  de  los  Tri- 
bunales, imponiendo  las  costas  á  quien  hubiese  lugar: 

Vista  la  contestación  dada  por  el  Letrado  defensor  de  la  Adminis- 
tración, expresando  que  la  explotación  de  los  fosfatos  calizos  estaba 
regida  por  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  1859: 

Que  desde  su  publicación  los  explotadores  de  esa  materia  tenían  la 
consideración  legal  de  registradores  y  concesionarios  de  minas,  y  co- 
mo (ales  sujetos  á  las  prescripciones  d^  la  citada  ley: 

Que  la  propiedad  de  los  minerales  y  sustancias  mineras  correspon- 
de al  Estado,  y  al  dueño  del  suelo  pertenece  la  superficie  del  terreno 
donde  se  encuentra: 

Que  el  dominio  de  las  minas  que  trasmite  la  nación  no  es  absoluto, 
y  se  pierde  cuándo  se  falta  á  las  condiciones  de  la  concesión  ó  d^an 
de  laborearse: 

Que  puede  registrarse  y  pedirse  toda  peitenencia  minera  en  cual- 
quiera clase  de  terrenos  que  contengan  minerales,  ya  sea  terreno  fran- 
co, ya  se  encuentre  concedido  anteriormente,  si  no  comple  el  primer 


concesionario  las  condiciones  impuestas  6  no  hace  las  labores  legales  s 
Que  cuando  una  de  estas  circunstancias  falta,  pierde  el  concesio- 

Darío  su  derecho  y  caduca  la  propiedad  minera  que  se  le  concedió: 
y  concluyó  solicitando  que  se  confirmase  la  providencia  guberna  - 

tiTa  de  25  de  Febrero  de  1866,  con  imposición  de  costas  al  deman- 

daqte; 

Visto  el  escrito  producido  por  D.  Nicanor  Fernandez  Bravo,  en  su 
propia  representación  y  en  las  deD.  Ignacio  María  Arévalo  y  D.  Pedro 
Echeyarría,  interponiendo  la  misma  solicitud  que  habia  hecho  el  Le- 
trado defensor  de  la  Administración: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  en  que  cada  parte  reprodu- 
jo sus  anteriores  pretensiones: 

Vista  la  prueba  realizada  por  D.  Mario  de  Luna,  éntrela  que  se 
enumeran  las  sentencias  y  documentos  siguientes: 

1."  La  dictada  en  4  de  Agosto  de  1857  por  la  Sala  extraordinaria 
de  Ja  A\ídi?RCÍa  de  Cáceres,  en  que  se  confirmó  el  auto  definitivo  ape* 
lado  por  el  cual  se  amparó  á  D.  Mario  de  Luna  en  la  posesión  de  las 
canteras  de  fosfato  de  cal  de  que  habia  sido  despojado  por  vanos  veci- 

QQsdeLogrosan:  .     .       »     -n. 

«.•  U  pronunciada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  esta  villa 
en  9  de  Marzo  de  1864  desestimando  la  declinatoria  de  jurisdicción 
propuesta  por  José  Madroñero  y  Barona,  y  declarando  haber  lugar  al 
interdicto  provocado  por  ü.  Mario  de  Luna,  á  quien  se  le  restituyó  en 
la  posesión  de  los  filones  de  fosfato  calizo,  siendo  confirmada  por  la 
Audiencia  de  Cáceres  en  23  de  Junio  del  expresado  ano: 

5.-    La  publicada  por  la  Sala  primera  de  esta  misma  A^d^J^»^'*/" 
18  de  Enero  de -1867.  en  que  se  absolvió  á  D.  Mario  de  Lan«  ^?J^«  ^^^ 
manda  interpuesU  por  D.  Manuel  Paroandez  Galán  en  el  extraño  re- 
lativo  á  la  nulidad  del  contrato  celebrado  en  28  de  ^e^^^''^^^^^^^^^^^ 
entreD.  José  Juan  Calzada  y  D.  Julián  oO  L"°»  ^^^^í'o^ouJrres 
el  segundo  filón  de  fosfato  calizo  que  cruzab.^  ''''4^  que  desde  Noviem- 

4.     Nota  presentada  por  Luna  en  que  se  exprc      ,  ¿  Mérida 

bre  dé  1863  hasta  Abril  de  1804  se  trasportaron  de  i.  ^ 
22.410  quintales  de  fosfato  calizo:  ^cr arando 

5.*  Declaración  prestada  porD.  Juan  Antonio  Pournier  ast>^^ 
que  dicha  relación  era  la  misma  que  entregó  á  0.  Mario  de  Luna, , 
la  autorizó  por  seguir  trasportándose  el  mineral  en  1864  y  186$(,  e^» 
taodo  tomando  la  nota  de  los  libros  de  trasportes  que  se  hallabais  á  si) 
cargo  como  representante  de  D.  Francisco  KuperDumas: 

6.*  Certificación  librada  por  D.  Juan  Rodríguez  Blanco,  del  comer- 
cio de  Lisboa»  en  que  se  afirma  que  desde  Abril  de  1859  hasta  Agost^ 
de  1860  recibió  y  expidió  en  diferentes  buques  para  IngUierra  y  otros 
puntos  13.996  sacos,  con  un  peso  total  aproximado  de  21»Ü00  quintit* 
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les  de  fosfato  de  cal  procedente  de  las  canteras  de  Logrosan,  y  qoe 
este  mineral  se  enviaba  por  D.  Mario  de  Luna  á  D.  José  Rodríguez  To* 
.  cha,  de  Estreoaoz,  porcaya  orden  se  hacian  los  embarques: 

Vista  la  prueba  ejecutada  á  instancia  de  D.  Nicanor  Fernandez  Bra  • 
vo,  entre  la  que  se  halla  el  informe  dado  por  el  Ingeniero  JefQ  D.  Joa- 
quín Boguerio,  del  quevesulta: 

Que  desde  el  9  de  Octubre  de  1859,  fecha  de  la  ley  de  min^s,  se  ha^ 
liaba  Luna  obligado  á  sosleuer  las  labores  durante  185  días  al  año; 
que  atendiendo  á  la  superficie  debería  bastarle  cuatro  hombres  diarios^ 
en  cuyo  caso  las  excavaciones  practicadas  demostraban  que  había 
cumplido  cou  esta  obligación,  sin  embargo  de  que  la  mayor  parte  de 
ellas  se  encontraban  llenas  de  agua,  y  existia  en  su  fondo  una  canti- 
dad de  escombros  que  no  era  posible  apreciar: 

Y  que  aun  suponiendo  el  caso  más  desfavorable  para  Luna"  de  que- 
rer graduar  el  pueble,  atendiendo  á  la  excesiva  longitud  de  su  cantera, 
por  el  número  de  pertenencias  comunes  de  mina  que  en  ella  se  pudie- 
ran demarcar  al  hilo  al  criadero,  que  serian  siete,  todavía  tenia  coa 
los  jornales  invertidos  cubierto  con  exceso  el  pueble  desde  la  época  ci- 
tada: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Cáceres  en 
2  de  Julio  de  1867,  por  la  cual  se  confirmó  la  providencia  apelada  sin 
hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Vistos  los  recursos  de  nulidad  y  apelación  interpuestos  por  Luna; 
el  auto  de  8  del  mismo  mes  y  año  en  que  se  admitió  el  segundo;  el 
escrito  en  que  se  pretendió  la  reposición,  y  la  providencia  eo  que  fué 
desestimada: 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  ambos  recursos  presentado  ante  el 
Consejo  de  Estado  por  los  Licenciados  D.  Cristóbal  Martin  de  Herrera  y 
D.  Juan  Pérez  y  San  Millan,  en  nombre  de  0.  José  Rodríguez  Tocha, 
vecino  deEstremoz,  en  el  inmediato  reino  de  Portugal;  y  eo  el  de  Don 
Mario  de  Luna,  que  lo  es  de  Logrosan,  contra  la  sentencia  definitiva 
dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Cáceres  en  2  de  Julio  de  1867  y 
contra  el  auto  de  8  del  líiismo  mes,  en  que  se  desestimó  la  nulidad, 
pidiendo  que  se  sirva  declarar  haber  lugar  á  esto  último,  y  eo  so  vir* 
tud  disponer  que  se  haga  saber  á  D.  Nicanor  Fernandez  Bravo  que  acu  - 
da  con  sus  pretensiones  dónde  y  como  viere  convenirle: 

Si  esto  no  procediere,  que  se  reponga  el  proceso  y  luego  el  expe- 
diente gubernativo  á  su  principio: 

Y  si  tampoco  fuere  esto  procedente,  declarar  nula  la  sentencia  ci- 
tada; y  en  tal  caso,  ó  en  el  de  revocarla  como  injusta  eo  virtud  del 
recurso  de  apelación,  revocar  en  seguida  el  decreto  del  Gobernador  de 
Cáceres  de  25  de  Febrero  de  1866  declarando  subsistente  el  derecho 
mlttsivo  y  duradero  de  su  representado  á  explotar  el  flloo  dé  fosfato 


thiho  ^etogrosaá  adquirido  por  D.  Julián  de  ¿uoa  en  iAiÚ  por  cúñ* 
trátd80D6roío9con  el  AyjaaUíkiieúto  y  12  particulares,  y  exentos  de  las 
prescripciones  de  la  ley  vigeDie  de  minas  con  arregló  á  la  coarta  de 
sus  disposiciones  generales,  y  nulas  las  solicitudes  de  registro  presen- 
tadas porD.  Nicanor  Fernandez  Bravo  en  Marzo  de  1863,  cancelándose 
los  respectivos  expedientes  y  con  imposición  de  costase  quien  hubiere 
lugar: 

Visto  erescrilo  del  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  confirme  la  sen- 
tencia dictada  por  el  Consejo  provincial  en  2  de  Jblio  de  1867  y  la  pro  - 
videncia  gubernativa  reclamada: 

Visto  el  del  Licenciado  D.  Eduardo  Sánchez  Cortés,  en  representa- 
ción de  D.  Ignacio  Maria  Arévalo,  D.  Pedro  de  Echevarría  y  D.  Nicanor 
Fernandez  Bravo,  con  la  pretensión  de  que  se  confirmen  las  dos  men- 
cionadas decisiones,  con  expresa  condenación  de  costase  la  parte  ape- 
lante por  su  manifiesta  temeridad  en  interponer  y  proseguir  el  re- 
curso: 

Vistos  el  del  Licenciado  Martin  Herrera  con  la  pretensión  de  que  se 
le  concediera  facultad  para  replicar;  el  auto  en  que  se  le  denegó;  la 
instancia  que  interpuso  pidiendo  reposición;  la  oposición  hecha  por  el 
Fiscal  y  por  el  coadyuvante,  y  el  proveído  en  que  fué  denegada  la  so- 
licitud: 

Visto  el  art.  75  del  reglamento  de  los-  Consejos  provinciales: 

Visto  el  real  decreto  de  4  de  Julio  de  i82^dando  reglas  parala  ad- 
quisición del  dominio  de  las  minas,  su  explotación  y  laboreo,  en  cuyo 
art.  2/ se  declara  ser  de  libre  aprovechamiento*  sin  necesidad  de  con- 
cesión, las  tierras  calizas  de  toda  especie: 

Vista  la  ley  de  minas  de  1849,  cuyo  art.  1."  declara  que  continua- 
ban siendo  de  aprovechamiento  común  é  propio»  según  los  terrenos  en 
que  se  encontraran*  las  piedras  y  tierras  calizas  de  toda  especie: 

Vístala  ley  de  minas  de  1859,  en  cuyo  art.  1.*  declara  ser  objeto 
especial  del  ramo  dé  minería,  entre  otras  sustancias,  los  fosfatos  ca- 
lizos: 

Vistas  las  reglas  y  condiciones  establecidas  en  dicha  ley  f  su  re- 
glamento para  la  explotación  de  las  sustancias  que  estaban  declaradas 
como  objeto  especial  del  ramo  de  minería: 

CS»nsíderando,  en  cuanto  á  la  nulidad,  que  cualquiera  que  fuese  el 
motivo  déla  formación  del  expediente  gubernativo*  desdé  la  publica- 
ción de  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  1859  la  materia  que  ha  sido 
objeto  de  la  resolución  del  Gobernador  y  del  examen  del  Consejo  pro» 
Tinoialesde  la  exclusiva  competencia  déla  Administración,  pues  se 
ha  tratado  sqIo  de  si  ha  sido  ó  no  arreglada  á  dicha  ley  la  explotación 
de unasustaocia comprendida  en  su  art,  1.°:        / 

Considerando  qde  tas  supuestas  infracciones  de  la  ley  que  se  atri^ 


boyeo  al  CoDsejo  proviucial  sob  eo  todo  caso  ioierpteUciooes  más  6 
meóos  acertadas  de  lu  disposiciones  que  rigeo  eo  la  materia*  pero  no 
pueden  decirse  contrarias  á  su  texto  expreso: 

Considerando  que  tampoco  se  ha  acreditado  por  el  recurrente  la 
falla  de  personalidad  atribuida  al  coadjf u?ante  de  la  Adcaioistracion: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  apelación,  que  al  comprender  la  ley 
actual  de  minas  entre  las  susiaocias  que  no  podían  ser  explotadas  sin 
concesión  del  Gobierno  los  fosfatos  calizos  que  antes  eran  de  libre 
aprovechamiento,  debe  entenderse  que  respetó  la  posesión  y  los  con» 
tratos  existentes;  pero  quedando  sujetos  los  explotadores  á  las  reglas 
y  condiciones  de  la  misma  ley  y  del  reglamento,  y  por  lo  tanto  ala 
caducidad  de  sos  derechos  si  no  las  cumplían: 

Considerando,  en  su  Tírtud,  que  cualesquiera  que  hubiesen  sido 
los  actos  y  las  declaraciones  administrativas  ó  judiciales  relativas  ai 
fosfato  calizo  de  Logrosan  antes  de  dicha  ley,  quedó  la  explotación  su- 
jeta á  ella  desde  su  fecha,  y  por  lo  mismo  á  la  competencia  exclusiva 
de  la  Admioistracion  en  lo  tocante  al  laboreo,  como  consecuencia  de 
los  registros  intentados  sobre  el  mismo  terreno: 

Considerando  queeo  este  concepto,  si  bien  fué  procedente  el  exa- 
men de  si  D.  Mario  de  Luna  cumplía  é  no  ]o  dispuesto  en  la  ley  segua 
el  espíritu  de  ésta  y  según  la  jurisprudencia  constante,  debió  y  debe 
limitarse  dicho  examen  al  año  anterior  A  los  registros  intentados  por 
D.  Nicanor  Fernandez  Bj;avo  en  1865: 

Considerando  que  de  la  prueba  practicada  aparece  que  si  bien  ea 
las  épocas  anteriores  ¿  1859  pudo  estar  descuidado  el  laboreo  en  el 
terreno  explotado  por  Luna,  no  hay  justíQcacion  bcstante  para  asegu- 
rar que  hubo  el  abandono  de  que  hablan  la  ley  y  el  reglamento  con 
posterioridad  á  aquella  fecha, y  mucho  menos  en  el  año  anterior  al 
registro; 

El  Gobierno  Provisional,  conformándose  con  lo  consultado  por  la 
Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estada  en  sesión  á  que  asistie* 
ron  D.  Antonio  Escudero^  Presidente;  D.  Antonio  Caballero,  D.  Juan 
José  Martínez  de  Espinosa  y  Tacón,  D.  Antero  de  Echarri,  D.  Pablo  Ji- 
ménez de  Palacio,  D.  José  Eugenio  de  Eguizábal,  D.  Eugenio  de  Ochoa, 
D.  Rafael  de  Liminiana  y  Brignole  y  D.  Antonio  Rentero  y  Villa, 

Ha  tenido  á  bien  conQrmar  los  autos  por  los  cuales  el  Coasejio  pro^ 
vincial  de  Gáceres  denegó  la  admisión  del  recurso  de  nulidad  inter- 
puesto por  D.  Mario  de  Luna;  en  revocar  la  sentencia  definitiva  de  di« 
cho  consejo;  en  d^ar  sin  efecto  la  resolución  del  Gobernador  de  25  de 
("ebrero  de  1866,  y  en  declarar  que  D.  Mario  de  Luna  debe  ser  oíante- 
ttido  en  la  posesión  de  etplotar  el  fosfato  calizo  ea  los  terrenos  que 
üdquirió  del  Ayuntamiento  de  Logrosan  y  de  los  particulares  mientras 
P9  9JQit9  w  lA  exnlotacioo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  actual  de  minas  / 


én  9Ík  re^ltmeoló,  quedando  eo  coosecuencia  atttfla«tos  tol  régialros  de 
D.  NictDor  Fernindei  Bravo. 

,  Madrid  diez  de  Octubre  de  n^il  ochocieo toa  sesenta, y  oche*=sEI 
Presidente  del  Gobierno  Provisional  y  delGoosejode  Ministros,  Fran- 
cisco Serrano. « 

Publicación. =Leido  y  publicado  el  anterior  decreto  por  el  Sr.  Pre; 
sidente  accidental  de  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
en  audiencia  pdblica  de  este  dia,  acordó  la  misma  Sala  que  se  tenga 
como  resolución  ^nal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se 
una  á  los  mismos,  se  aotiflque  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la 
Gaceta:  de  que  certifico. 

Madrid  47  de  Diciembre  de  I868.=E1  Secretario  Relator,  Licencia- 
do Juan  de  Vega  Ballesteros. 

(Gaceta  de  8  de  Febrero  de  iB69;. 


MINISTERIO  DE  ULTRAMAR. 

Orden  suprimiendo  los  dos  Jefes  de  minas  en  la  Isla  de  Cuba. 

Exemo.  Sr.:  fin  vista  de  Ja  carta  de  V.  E.,  número  21,  de  14  de 
Eoero  último,  en  la  que  manifiesta  que  en  cumplimiento  i  la  órdea  de 
12  de  Noviembre  anterior,  por  la  que  se  suprimía  una  plaza  de  Inge- 
niero de  Minas  Jefe  de  distrito,  dotada  con  el  sueldo  de  3.600  escudos 
y  sobresueldo  de  7.200,  y  expone  que  como  la  base  de  la  orden  indica- 
da no  ba  sido  otra  que  realisar  las  posibles  economías,  aliviando  el 
presupuesto  de  esa  isla  en  lo  que  fuere  dable,  ha  acordado,  á  reserva 
de  merecer  la  aprobación  superior,  la  supresión  de  la  otra  pla^a  de 
Jefe  de  distrito  y  la  de  Ingeniero  Inspector  de  Montes: 

Considerando  que  estas  economias  están  principalmente  fundadas 
en  el  escasísimo  trabajo  que  hoy  pesa  sobre  los  funcionarios  ezpre* 
sados:  ' 

Considerando  que  en  el  ramo  de  Montes,  no  solo  será  baja  efl  el 
preaoiMiesto  el  sueldo  y  sobresueldo  del  Inspector  de  distrito,  que  su* 
man  10.800  escudos,  sino  además  1.300  escudos  de  gastos  de  material 
de  dicho  Ingenierot 

Considerando  que  en  el  ramo  de  Minas  será  baja  ea  el  presupuesto 
los  haberes  de  los  dos  Jefes  de  distrito,  que  importan  21.600  escudos, 
y  además  4.600  escudos  por  dietas  de  los  mismos  y  400  por  gastos  de 
material: 

Considerando  que  el  total  de  estas  ecoDomfas  sube  á  85*600  escu- 
doit^antidad  de  no  escasa  importancia; 

Eq  uso  de  I<i8  facultades  que  me  competen  como  individoo  del  6a« 


bie^noy  Üiní»iro  de  Ultramar,  he  tenido  á  bien  aprobar  el  ciecreio  ^e 
V.  Em  siendo  baja  desde  luego  en  el  presupuesto  Tígeoie  y  ea  loa  su- 
cesiTOS  la  expresada  caotídad. 

Dios  guarde  á  V.  £.  muchos  añoa.  Madrid  26  de  Febrero  de  ift69. 

López  de  Átala. 
Sr.  Goberipador  superior  civil  de  la  isla  de  Cuba. 

(Gaeeia  de  4  de  Mano  de  I8C9> 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


decreto  fijando  el  precio  de  la  sal  para  varias  industrias. 

Las  industrias  oacioaales,  que  gozan  el  privilegio  de  obtener  ¿  pre- 
cios más  bajos  que  el  de  estanco  la  sal  común  pura  ó  misturada  que 
necesitan  para  beneficiar  sus  producciones,  reclamaron  diferentes  ve* 
ees  de  los  pasados  Gobiernos  la  reducción  de  aquellos  mismos  precios 
á  un  limite  que,  sin  menoscabar  los  derechos  de  la  Hacienda  pública, 
las  colocase  á  ellas  en  aptitud  de  promover  su  libre  y  fecundo  des- 
arrollo. • 

Nunca,  sin  embargo,  halló  benévola  acogida  tan  justa  y  por  demás 
fundada  reclamación;  al  contrario,  prescindiendo  de  ella ,  y  á  lo  (fue 
parece  con  la  errada  doctrina  de  obtener  mayores  ingresos  por  taime- 
din,  50  ha  venido  sucesivamente  recargando  los  precios  prefijados  á 
las  industrias  de  que  se  trata  hasta  el  extremo  de  haberlo  señalado 
ültíniamentc  por  real  orden  de  8  de  Junio  del  año  de  186U,  expedida 
en  uso  de  la  facultad  otorgada  por  el  art.  i 3  de  la  ley  de  39  de  Mayo 
del  mismo^año,  en  una  cantidad  muy  considerable  comparada  con  la 
que  antes  regía -pirra  (iada  industria.         • 

Según  aquel  precepto,  el  Miaistro  que  suscribe  podría  prescindir 
'de  hacer  alteración  alguna  en  los  precios  llamados  de  gracia,  oontao- 
to  mayor  motivo,  cuanto  que  la  situación  del  Tesoro  público  jusiifif- 
'eariamn  esta  parte  su  conducta.  Pero  deseoso  de  contribuir  en.  todo 
lo  quesea  conciliable  con  los  valores  de  la  renta  de  la  sal  alijuejera- 
«tníeiiio  de  las  condiciones  esenciales  que  distinguen  á  los  ramos  de  la 
riqueza  nacional  á  que  se  hace  referencia,  cree  que  es  posible  otorgar- 
ier  mayor  beneficio  en  el  Valor  de  aquel  género  mientras  llagaiol  mo- 
mento en«que  se  declare  la  libertad  de  su  tráfico  sin  temor  é  loa  grates 
males  <iue  segdramente  sobrevesdrian  de  adoptar  esta  importante  y 
irascendental  medida  antes  de  arbitrar  los  recursos  que  en  su  equiva- 
lencia aoo  precisos  para  cubrir  las  obligaciones  ineludibles  del  Estado: 

Por  otra  parte,  entre  los  precios  vigentes  existe  una  desproporción 
'V  ^na  maitiplicldad  tanto  más  onerosa,  cuanto  que  no  obedeeo  i  ningún 
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criterio  racional,  ui  está  basada  en  principio  alguno  de  justicia,  al  par 
que  aumenta  ta  complicación  administrativa;  de  donde  se*  sigue  natu- 
ralmente que,  á  la  vez  que  favorece  con  injusiiflcado  exceso  á  unas 
industrias,  grava  notablemente  á  otras  que  tienen  el  mismo  derecbo 
que  aquellas  á  disfrutar  de  las  mayores  ventajas  concedidas.  En  este 
supuesto, justo  es  á  todas  luces  que  desaparezca  tan  notable  irregula- 
ridad estableciendo  un  precio  en  vez  de  los  seis  vigentes  para  todas  las 
industrias,  con  lo  cual  se  logrará  que  éstas  adquieran  el  incremeoto  y 
desarrollo  de  que  han  estado  privadas  hasta  ahora,  y  que  como  conse- 
cuencia forzosa  acrezca  el  consumo  de  sal  en  beneficio  de  los  iulereses 
d€  la  Hacienda  pública. 

En  virtud  délas  consideraciones  que  preceden,  el  Poder  Ejecutivo, 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ha  resuelto  lo  siguiente: 

Articulo  1.*  Desde  i."  de  Abril  próximo  el  precio  de  la  sal  que  se 
facilita  por  la  Hacienda  pública  á  los  fomentadores  de  pesca  y  salazón» 
fabricantes  de  escabeches,  salazoneros  de  carnes,  ganaderos,  fabricantes 
de  conservas  alimenticias  de  todas  clases,  de  queso  y  manteca  al  estilo 
deFlandes,  de  productos  químicos,  de  fundición  de  minerales,  de  bar- 
rilla y  jabón,  de  cristal,  vidrio,  loza,  losetas  y  mosaicos  para  pavimen- 
tos y  de  guano  artiQcial,  será  para  todos  iO  rs.  vo.  por  quintal  tomán- 
dola en  los  depósitos  y  alfolies. 

ArL  2.*  Sobre  el  precio  señalado  en  el  articulo  anterior,  satisfarán 
2  rs.  más  por  quintal  por  gastos  de  misturacion  y  adulteración  la  in- 
dustria pecuarld,  los  fabricantes  de  productos  químicos,  los  de  fundi- 
ción de  minerales,  los  de  barrilla  y  jabón,  y  los  de  cristal,  Vidrio, 
loza  y  losetas. 

Arl,  ZJ"  La  entrega  de  sal  pura  ó  misturada  á  las  industrias  se  ve- 
rificará únicamente  en  los  depósitos  y  alfolíes  con  estricta  sujeción  álo 
que  determiuan  las  instrucciones  vigentes. 

Madrid  cuatro  de  Marzo  de*  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve. 

El  Blinistro  de  Hacieada, 

Laureano  Figüerola. 

{Gacela  de  5  de  Marzo  de  1869}. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  á  los  recursos  de  injus- 
ticia notoria  interpuestos  en  los  autos  seguidos  sobre  im' 
pugnacion  de  un  contrato  celebrado  por  la  Sociedad.  La 
faduslrial.  ^    . 

En  la  villa  de  Madrid,  á  4  de  Marzo  de  i8G9,  en  los  autos  que  en  el 
Sección  adhi5Istrativa.— T.  II í.  27 


Juzgado  de  primera  InstaDcia  de  Almería,  como  de  comercio,  y  eo  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Granada  han  seguido  D.  Tomás  Here- 
dia,  socio  gestor  de  la  casa  que  gira  bajo  ia  razón  social  de  hijos  de 
D.  Manuel  Agustin  Ileredia,  y  la  casa  de  comercio  de  Pereda  y  compa- 
ñía en  Santander,  con  la  sociedad  comanditaria  titulada  La  Industrial 
sobre  impugnación  de  un  convenio  celebrado  por  ésta  con  sus  acreedo- 
res: cuyos  autos  penden  ante  Nos  en  virtud  del  recurso  de  injusticia 
notoria  interpuesto  por  los  demandantes  contra  la  sentencia  que,  en  i  i 
xde  Mayo  de  4868.  dictóla  referida  Sala: 

Resultando  que,  por  escritura  de  1.*  de  Enero  de  486i,  D.  Joaquín 
Garrías,  por  sí  y  en  representación  de  D.  Prudencio  Blanco,  D.  Pablo 
Emilio  Wisoig,  D.  Felipe  Barreo,  D.  Francisco  Barroeta,  por  si  y  en 
representación  de  su  hermano  D.  Ángel  y  D.  Marcos  Monterey  dejaron 
sin  efecto  la  escritura  que,  en  26  de  Marzo  de  1863,  habían  otorgado 
para  la  constitución  de  upa  sociedad  comanditaria  para  la  explotación 
y  beneficio  de  minerales  de  zincen  las  provincias  de  Granada  y  Alme- 
ría,  y  constituyeron  de  nuevo  la  misma  Sociedad  bajo  la  razón  sooial 
La  Industrial  con  domicilio  en  Almería,  por  término  de  10  años  que 
concluirian  en  1."  de  Enero  de  1874,  para  la  explotación  y  beneficio  de 
minerales  de  zinc  y  plomo  en  las  provincias  de  Granada, Cartagena  y  Al- 
mería, y  para  las  exportaciones  mercantiles  que  fuesen  necesar fas;  es- 
tableciendo diferentes  bases,  entre  ellas  la  de  que  la  Sociedad  seria/ re- 
gida y  administrada  por  Garrías  con  todas  las  atribuciones  y  respon- 
sabilidades inherentes  átal  cargo,  y  él  solo  usarla  la  firma  social,  dis- 
frutando en  compensación  un  sueldo  de  CO.OOQ  rs.  y  el  5  por  100  de 
las  utilidades  líquidas,  y  qu^;  los  negocios  pendientes  y  la  liquidación 
déla  antigua  Sociedad  quedaban  á  cargo  de  la  nueva: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Garrías*  como  gerente  áe  La  Industrial 
de  una  parle,  y  D.  Prudencio  Blanco  y  otros  por  medio  de  apoderado 
especial  d^  la  otra,  otorgaron,  eo  5  de  Enero  de  1865,  una  escritura 
pública  en  la  que  consignaron  que  entre  Blanco  y  dicha  Sociedad  ha- 
bían existido  y  existían  relaciones  de  interés  que  daban  por  resultado 
á favor  de  aquel  un  saldo  de  972.546  reales:  que  el  mismo  tenia  ade- 
más suscritos  por  La  Industrial  compromisos  de  consideración  que  po- 
dían elevar  dicho  saldo  á  la  cifra 'máxima  de  5  millones  de  reales, 
salvas  deducciones  que  en  el  momento  oportuno  de  una  liquidación 
efectiva  deberían  ser  de  abono  á  La.  Industrial;  y  que  en  tal  concepto, 
y  en  el  de  que  D.  Prudencio  Blanco  era  el  llamado  á  recoger  dichos 
▼alores,  D.  Joaquín  Garrías,  como  gerente  de  dicha  Sociedad,  le  reco- 
nocía un  crédito  máximo  de  5  millones  de  reales  con  la  salvedad  ya 
expresada,  garantizándole  su  pago  en  el  término  de  seis  años  en  la  for- 
ma que  tenian  estipulada  entre  sí,  con  hipoteca  especial  de  todas  ia§ 
minas  y  pertenencias  sociales  de  La  Industrial;  añadiendo  que  en  la 
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imposibilidad  de  presentar  en  el  acto  cubiertos  losreqaisitostodosrqae 
la  ley  exige  para  coostitoir  la  hipoteca  qoe  requerian  larg<>  tiempo 
por  sa  propia  Índole,  se  obligaba  á  hacerlo  en- el  más  brere  término 
qae  le  fuer»  posible  en-  una  nne^a  escritura: 

Resultando  que  declarado  en  quiebra  D.  Pradencio  Bhnco,  los  sín- 
dicos remitieron  á  D.  Joaquín  Carrias,  gerente  (íe  £a  Industrial,  un 
extracto  de  la  cuenta  corriente  entre  ambos,  de  la  que  aparecía  en  31 
de  Octubre  de  IS64  un  saldo  de  5.G43.17U  rs.  y  89  cents,  á  favor  de 
Blanco,  y  un  estado  dé  los  ^créditos  reconocidos  contra  la  quiebra  de 
éste,  procedentes  de  operaciones  de  banca  hechas  por  cuenta  de  ¿a 
Industríala  que  ascendian  á  '3.CI4.149  rs.  y  18  cents.;  y  aunque  gestio- 
naron para  que  Garrías  reconociese  la  exactitud  de  estas  cuentas  ó  las 
agraviase,  no  pudieron  conseguirlo,  por  lo  cual  le  demandaron  á  juicio 
•de  conciliación,  en  el  que  manifestó  que  no  estaba  conforme  con  di- 
chas cuentas: 

Resultando  que  la  casa  de  Pereda,  Trueba  y  compañía,  de  Santan- 
der, siguió  autos  ejecutivos  contra  la  Sociedad  La  Industríal  para  el 
cobro  de  unas  letras  de  20.000  francos,  y  fueron  embargados  algunos 
muebles,  que  obian  en  poder  del  gerente  Garrías,  los  cutíes  se  rema- 
taron soleen  850  rs.,por  lo  que  la  Compañía  ejecutante  solicitó  que 
se  declarase  en  quiebra  á  La  hidusiriai,  que  Garrías  impugnó  esta  so- 
licitud; y  que  fué  desestimada  por  auto  de  17  de  Julio  de  1866,  del 
que  apelaron  Pereda,  Trueba  y  compañía,  sin  que  conste  el  resultado 
'de  la  apelación  admitida  á  los  mismos: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Garrías,  por  circular  de  20  de  Setiem- 
bre de  I86G,  convocó  á  junta  estrajudicial á  los  acreedores  déla  refe- 
rida Sociedad  La  Industrial^  de  que  era  gerente;  y  celebrada  en  eldia^ 
20  de  Octubre  con  asistencia  de  varios  de  ellos,  pero  no  de  Pereda, 
Traeba  y  compaña,  de  Santander,  ni  tampoco  de  los  hijos  de  D.  Ma- 
nuel Agustín  Heredia,  el  D.. Joaquín  hizo  presente  que  el  objeto  de 
aquellajunla  era  hacerles  proposiciones  de  convenio,  y  llevar  éste  á 
efecto  si  las  aceptaban:  que  algunos  de  los  concurrentes  expusieron 
que  era  preciso  que  les  enterase  de  la  historia  y  estado  actual  de  di  - 
cha  Sociedad  La  Industrial^  en  cuya  virtud  les  leyó  una  memoria  so- 
bre ello,  y  les  presentó  un  balance  del  activo  y  pasivo;  el  primero  de 
los  cuales  ascendía  á  il.700.o33  rs.  y  35  cents.,  y  el  segubdo  á 
9.815.089  reales  y  41  cents.,  habiendo  por  tanto  un  sobrante  de 
1.884.943  rs.  y  94  cents.:  que  concluida  la  lectura,  manifestó  un 
acreedor  que  en  su  concepto  las  minas  aparecían  en  la  tasación  con 
un  valor  superior  al  que  realmente  podría  obtenerse  de  eilas./qne 
debía  reducir  un  40  por  tOO  para  acercarse  más  á  la  exactitud:  que 
aceptado  asi  por  todos  los  presentes,  se  acordó  adicionar  el  balance 
-con  una  nota  que  expresara  lo  acordado,  y  así  tuvo  efecto  en  el  acto. 


quedaodo  eon  tal  modUicacioÁ  reducido  el  activo  á  7.260.4B6  r^.  y  At 
céots»:  qua  luego  presentó  el  D.  Joaquin  Garrías  ud  ejemplar  de  las^: 
proposiciooes  remitidas  ^  iodóe  sus  acreedores;  y  que  abierta  discu* 
sion,  fueron  aprobadas  las  siguientes:  primera,  que  la  Sociedad  L(Jt 
Industrial  emprendería  de  nuevo  la  explotación  de  sus  minas  bajo  \ek 
dirección  ó  gerencia  de  D.  Prudencio  Dlaaco,  que^  aceptó  en  el  acto- 
con  las  obligaciones  inherentes  á  tal  cargo,  según  las  leyes  y  lo  dia*^ 
puesto  sobre  el  particular  en  la  escritora  social  de  1.*  do  Enero  dé  1814: 
segunda,  quedel  producto  total  de  los  minerales  que  e&plotascn  s». 
deducirian  los  gastos  de  explotación  y  demás  legítimos:  ter^ra;  qv» 
el  gerente  propondría  lo  que  creyese  necesario  que  debiera  quedlfrr  de 
reserva  para  atender  á  la  mejor  y  más  amplia  explotación  de  las  minas 
en  cada  año;  y  les  socios  uoidos  á  la  comisión  de  acreedores  de  que 
más  abajo  se  hacia  mérito  resolverían  sobre  ello,  según  lo  creyeran 
mejor  y  más  conveniente  á  los  intereses  de  todos:  cuarta,  que  los  be* 
neácios  ó  productos  líquidos  que  resultasen  se  distribuirían  anualoaen» 
te  entre  todos  los  acreedores  á  proraia  de  sus  respectivos  créditos: 
quinta,  quo  los  acreedores  de  La  Industrial  nombrarían  una  comtsiodi 
de  dos  ó  tres  que  lo  fuesen  por  derecho  propio  ó  sus  representantes,  y 
en  quienes  residirían  las  mismas  atribuciones  y  derechos  qneasistiaa 
á  Jos  socios  según  la  precitada  escritura  soeial:  sexta,  que  sin  el  cono* 
cimiento  y  coasenii miento  de  la  expresada  comisión  no  podria  enaje- 
narse ninguna  de  las  minas  ni  toda  otra  propiedad  real  de  las  que  per« 
tenecian  á  la  Sociedad;  y  por  último»  se  acordó  que  el  capital  que  nue- 
vamente-aportase  el  D,  Prudencio  Blaqco  solo  podría  ganar  un  rédito 
ó  interés  del  6  por  100  anual,  y  que  el  mismo  Blanco  no  podría  hacer 
uso  del  crédito  de  la  sociedad  La  Induslriat,  que  iba  á  dirigir,  para 
sus  negocios  particulares: 

Rcsuitando  que  0.  Joaquín  Garrías  acudió  al  Juzgado  de  primefe. 
instancia  de  Almería^  como  de  comercio,  presentando  el  congenio  re» 
feridoy  la  memoria  y  balance,  y  pidiendo  que  se  fijaran  edictos  jconvo* 
cando  á  los  que  tuvieran  derecho  para  oponerse  á  la  aprobación  del^ 
mismo  á  fin  de  que  lo  hicieran  dentro  de  ocho  días:  que  estimado  así» 
se  fijaron  los  edictos;  y  por  haberse  opuesto  Pereda,  Trueba  y  compa* 
ñía^  de  Santander;  D,  Tomás  Heredia,  gestor  de  la  casa  hijo»  de  Ma* 
nuel  Agustín  Heredia,  y  D,  Alejandro  fiell  é  hijos,  del  comercio  de 
Londres;  se  mandó  que  Garrías  usara  de  su  derech<}  y  entablase  sus  pe* 
ticiones  con  arreglo  á  la  ley: 

Resultando  que,  en  su  virtud r  el  13  de  Diciembre  de  1866  presentó^ 
Garrías,  un  escrito  solicitando  que  se  declarase  en  quiebra  á  la  Socie» 
dad  La  ¡ndusíriaU  cuya  suspepsioa  de  pago  de  sus  operaciones  habia^ 
teniiüo  lugar  en  15  de  Diciembre  del  año  anterior  de  1865; que  sé  con»  • 
vocara  á  los  acreedores  para  el  día  que  se  señalase  á  los  efectos  delar'»- 


lículo  1.067  del  Código  de  Gomércio,  j  que  se  tOTiera  por  reproducida 
iá  proposición  de  convenio  quQ  habia  hecho  en  la  junta  extrajudioial 
.4t  20  de  Octubre,  y  que  fué  aceptada  por  la  mayoría  délos  acreedores , 
•fuira  tratar  de  ella  en  el  día  en  que  tuviera  lugar  la  juoiar 

Resultando  que  por  autade)  20  de  Diciembre  se  declaró  en  quiebra 
-á  U  referida  Sociedad,  acordándose  las  medidas  del  <^qso,  señalando 
-ipara  la  junta  general  el  Í2id6  Enero  siguiente,  y  mandando  qu«  se  ci- 
tara á  los  acreedores  en  la  forma  prescrita  en  el  pérrafo  primero  del 
«rt.  1:065  del  Código  .déi  Camer^c^o,  y  sé  hieierot^  las  citaciones  pof  me- 
«dio  d« edicto  fijado  en  los  sitiois  de  co^tumbre^é  inserto  en  elBól^lin 

Resultando  que  en  tal  estado  solicitaron  qtre  seles  (idtaillese  como 
«creedores  de  la  Sociedad  quebrada;  á  fresar  deque  no  constaban  en  el 
<esta do  presentado  por  (ia  misma,  la  oasa  de  Vereda  Troeba  y  compa- 
ñía, por  76^000  rs.  que  acreditaba «  según  las  actuaciones  ejecutivas 
<4u«'S«han  refeHdo;  D.  Ali^ahdr^  Bell  é  hijos,  d^l  comercio  de  Loo- 
dres;  pé^r  lt8.'124  rs.  qné^constaban  de  autos  ejecutivos  que  tenían  pea  • 
xlienteS'Oontra  laiSociedád;  el  gerente  de  la  eása  de  Reredía,  do  Mála< 
^a,  por  158.137  rs.>d^una  cuenta  qué  preéenló,  y  los  siodicos  de  lá 
puiebra  de*l>.  Prudencio  Blanco  por  la  cantidad  de  S.OÜdOOO  dé  rea  - 
4es,  segonla  escritura  de  5  de  Enero  de  1865  de  que  se  ha  l^oho  men  - 
cion;  y  que  por  providencias  de  9 y  11  de  Eneróle  4867  se  les  admi- 
'tió'tío^oi  acreedores,  habiéndose' anido  además  á  los  Autos  onacertifl- 
-taciOQ  de  la  Adm^inislracion  de  Hacienda  piiblica,  en  lá  que&e  lelpresa 
^üe  U  Sociedad  ía  tnánslrial  adeudaba  al  Tesoro  5.20B  escuddS  y  871 
«Dilésimas  por  el  derecho  de  superflcíei  de  ciertas  min^si 

Resultando  qóe  eldia  12  de  Enero  de  1867  se  priucipió  la  celebra- 
ción de  la  junta,  á  la  que  eoncorriaron,  entre  otros,  los  representantes 
^Pereda,  Trueba  y  cofidpafSla-  y  de  los  hijos  de  1).  Maá^iel  Agustín 
ü^redla  y  D.  Adriaiio  Lauttiont,  á  nombre  de  D.  Ernesto  García,  con 
«un  poder  que  fué  admitido,  sio  embargo  de  hü  oponíeion  ^ne  hicieron 
^ndo  de  tos  concurrenles  por  nó  estar  Idj^alitftdo  por  el  Cónsul  de  Es- 
ftañaén  Paris  ni  traducido^ por  la  InierpretaciOD  de  lenguas;  y  qoeba- 
iiiéodose  dado  tiooodmlento  d  los  acreedores  del  belaoce  y  memoria 
-presentados  por  el  gerente  de  la  sociedad' quebrada^  se  solicitó  única- 
«memela  comprobación  del  balance cotf  los  libros;  la  que  tuvo  efecto, 
4iíparecléii^do  6onf4>r me  exceptó  en<  cuanto  á  algunos  erédttoe  que  no  re- 
-snllabanoQ  los  libros  ó  que.  no  figuraban  por  l«s  mismas  can tidailes 
^tteen  él  balance,  sobre  lo  cual  dio  Garrías  expUetciones: 

RfesQltflíndo  que,  continuada  la  junta  eo  el>  dia  15,  se  presentaron  al  - 
^ttospddévis^q^  fueron  aprobltlds,  y  entro  ellos  uno'de  l>.  Bhiillo 
Meottae  conferido  á  <D.  Joaquín  Carrias  y  sustituido  por  4dte  á  D.Ce- 
<<si?liaAod8,  sobre  coíya  admisión  protestó  D.  Jnan  de  Mata  García  por 
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la  incompalibilidad  qae  había  eo  su  juicio:  y  después  se  procedió  á  la 
comprobacioQ  de  los  créditos  que  uo  aparecían  en  el  balance  de  la  So- 
ciedad quebrada,  pero  que  Jbabian  sido  presentados  en  el  expediente^ 
diciendo  D.  Joaquín  Garrías  respecto  del  de  Pereda,  Trueba  ycomp«- 
ñfa  que  le  reconocía  como  legitimo  por  haberse  i^resentado  las  letras 
posteriormente;  y  en  «uanto  al  de  los  hijos  de  D.  Manuel  Agustín  do 
Heredia,que  no  le  reconocía,  pues  el  deudor  legitimo  deél  podía  ser 
D.  Emilio  Monttue: 

fiesultandp  quo,  en  el  día  !."  de  Febrero  ea.que  siguió  !a~  junta,  so 
l^eron  k^  proposiciones  de  jconvenio  presentadas  por  ^arrias;  y  pues- 
tas á  votación,  los  representantes  de  las  casas  de  Pereda,  Trueba  y 
compañía»  y  de  los  hijos  de  Heredia,  cuyos  créditos  ascendían  i 
2S4.00Q  rs.,  Yptaron  eo  contra;  tres  acreedores  hipotecarios  que  re- 
presentaban 1.218*124  rs.,  y  otros  dos  no  hipotecarios  que  fepre- 
seataban  280.5BÍ  rs.,  se  abstuvieron  de  votar;  22  acreedores  fue  le- 
presentaban  li.824.893  rs.¿  aceptafoo  el  üoi^yenío,  y  los  síndicos  de  le 
quiebra  de  D.  Prudencio  Blanco  se  adhirieron  :tambie(n  á  él;  de;  modo 
que  resultó  á  favor  del  mismo  mayoría  de  personas  y  cantidades,  dee-^ 
puesde^lo  cual,  y  de  ciertas  observaciones  del  representante  de  Pere^ 
^a,  Trueba  y  compatia  que  fueron  contestadas  por  Blanco^  se  proce* 
4iíó  al  oombramieuto  de  la*  comisión  interventora  que  expresábala 
base  5/  de  dicha  convenio  para  cuando  éste  fuera  aprobadio: 

Resultando  que  publicado  el  mismo  en  la  forma  debida^,  compaña 
cieroB  la. casa  de  hijos  de  D.  Manuel  Agustio  de  Heredia  y  la,!de.Pere-^ 
áa^  Trueba  y  compañía  solicitando  que  se  negara  h  aprobación  del 
convenio  y  se  declarase  nulo,  dd  ningún  valorni  efecto;  pare  lo  cual 
alegaron  la  exageraoion  fraudulenta  de  algunos  créditos,  qqe  dijeroa 
se  preeumia  por  no  tener  algunos  causa  de  deber  ó  talor  determinado^ 
como  el  de  D.  Prudencio  Blanco,  y  por  n.o  ifparece:r  otros  en  loa  Hbroe 
ó  no  convenir  su  cuaqtía  con  lo  que  se  expresaba  eo  el  balance;  qto 
también  habia  falta  de  personajidad  legitima  en  alguno  de  los  que  coa 
so  voto  coecu  I  rieron  á  formar  la  mayoría,  pues  deideiCi  primer  día  de 
la  junta  seadmíMÓ  uo  poder  oi^rgajlQ  en  París  sin  que  tuviera  legali* 
zacion  ni  traducción  edmisible;  algunos  apo4erados,.coma,I).MFrandk- 
oó  Barroeta,  ejercieron  en  la:  junta  dof  representaciones,  cooinfrec* 
cioD  del  p&rrafo  segundo  de)  art»  l.06j&;  algunos  votantes  del  coeveoio* 
recibieran  sea  poderes  por  sustitucioa  que  les  hizo  el  quebrado;  otroi 
eran  depeodieiHea  de  éste,  cerno  Bai^abe;<  otros  padeotes,  oomo  incu* 
ñadoD.  Genaro  Mier;  otros  amigos  Íntimos,  como  Barroeta,  Barcón  y 
Corredor;  otrog  socios  comanditarios  de  le  misma  3o<ficdad.<4itehrada 
La  Industrial^  como  Barroeta  y  Barren*  y  otreadepe^dieetta  ^odatoi 
aócios,  come  Román  padre  é  hijo,  Masa,  Rivertí  y  Cicdgoani:  que  ü 
convenio  privado  de  29  deOctubre  de  1866  fué  ana  iorfraccion  del  ar- 
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ticulo  1.149  del  Código,  y  por  ella  peridieroD  los  iDfractores  los  dere- 
chos que  tuvieran  en  la  quiebra:  que  coocurria  también  la  causa  pri- 
mera del  art.  i.  157,  pues  que  babia  defectos  de  convocación,  no  re- 
sultando que  se  hubiera  publicado  la  quiebra  en  todos  los  puntos  en 

'  que  el  quebrado  tenia  establecimientos  mercantiles,  ni  que  se  hubiese 
cumplido  por  lo  tanto  el  arU  185  de  la  ley  de  Eojuiciamienta  mercan- 
til; y  habiéndose  faltado  también  al  1.063  del  Código  por  no  haber 
convocado  por  circular  repartida  á  domicilio  al  representante  de  la 
Baclenda  pública,  que  tenia  un  crédito  considerable  por  los  derechos 
de  superñcie  de  las  minas,  ni  á  los  síndicos  de  la  quiebra  de  D.  Pruden- 
cio Blanco:  que  además  había  defectos  en  la  celebración  de  la  junta, 
porque  no  se  tuvieron  á  la  vista  los  legajos  de  correspondencia,  de  le- 
tras pagadas,  de  cuentas  de  laboreos  de  minas  y  calcinación  de  mine- 
rales, de  facturas  de  embarques  y  conccimientos,  y  por  consiguiente 
no  se  pudieron  hacer  las  comprobaciones  que  algunos  acreedores  esti- 
maban convenientes;  no  habiéndose  permitido  tampoco  que  se  hicie- 
ran en  los  libros  algunas  comprobaciones  pedidas  por  el  representante 
de  Pereda,  Tiuebay  compañía,  ¡imitándose  las  que  se  practicaron  ala 
confrontación  de  los  sáidos  sin  dejar  que  se  comprobase  la  certeza,  im- 
porte y  orfgeü  de  cada  deuda;  á  lo  que  se  agregaba  que  el  informe  del 
depositario  no  fué  circunstanciado  como  prevepiá  el  art.  1,067,  y  la 
qniebra  debia  calificarse  de  culpable,  conforme  al  art.  1.151,  por  el  so- 
lo hecho  del  convenio  clandestino  de  20  de  Octubre:  que  con  arreglo 
al  art.  1.176,  no  podía  tener  lugar  el  convenio,  porque  las  proposicio- 
nes no  ersn  de  aplazamiento  ni  de  quita,  sino  de  cesión  de  partiO  de 

'  bienes,  además  de  que  La  Industrial,  no  tenia  capacidad  para  contraer 
porque  no  habiendo  obtenido  la  sanción  real  como  compañía  anónima, 
00  tenia  existencia  legal  ni  verdadera  calidad  de  comerciante;  y  por 
último,  que  el  convenio  no  era  con  el  quebrado,  sino  con  un  tercero, 
pues  que  le  habia  de  cumplir  D.  Prudencio  Blancou  el  cual  estaba  tam- 
bién quebrado  y  no  rehabilitáilo: 

BesuUando  que  p.  Joaquiti  Carrias  pidió  que  se  aprobara  el  conve- 
nio, exponiendo  que  no  habia  exageración  fraudulenta  de  créditos,  y 
por  eso  no  hablan  dicho  los  opositores  la  cantidad  en  que  consistía  ni 
la  persona  que  los  representase:  que  tampoco  habia  falta  de  personali- 
dad en  ninguno  de  íos  votantes  de  la  mayoría,  ni  se  habia  incurrido 
eñ  cohesión,  püestb  que  no  exiistia  contrato  privado  ni  secreto  que  hi- 
ciera de  mejor  condición  á  un  acreedor  que  á  otro:  que  no  se  habia  cq- 
metido  ningún  defecto  en  las  formas  do  la  convocación^  celebración  y 
deliberación  de  la  judta,  y  que  no  existia  en  el  convenio  convención 
alguna  ilidta:  . 

Resultando  que,  en  el  quintb  otrosí  de  este  escrito,  expuso  Carrias 
que  no  recouocia  derecho  alguno  en  los  hijos  de  Heredia  para  oponer- 
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se  al  convenio,  porqae  no  eran  acreeidores  de  La  Industrial  ni  tenían 
titulo  alguno  que  legitimara  el  cré(jlitoqae  reclamaban;  y  oponiendo 
desde  luego  las  excepciones  dilatoria-y  perentoria  que  correspondíaos 
apoyado  en  las  razones  que  expresó^  perlas  cuales  dijo  que  no  tenían 
personalidad  para  oponerse  á  la  aprobación  del  convenio,  concluyó  su- 
plicando que  se  declarase  que  no  estaba  obligado  á  contestar  ala  opo- 
sición ijue  habían  hecho,  protestando  que  no  lo  estaba  realmente  has- 
taque  se  ejecutoriase  aquel  artículo  prévio«  y  que  se  mandara  formar 
pieza  separada  con  eí  escrito  contrario  y  aquel  otrosí  para  sustanciar 
el  incidente: 

Resultando  que  por  auto  de  18  de  Febrero  de  i867«  en  lo  principal 
se  hubo  por  evacuado  el  traslado:  y  en  cuanto  al  quinto  otrosí,  refe- 
rente á  la  excepción  dilatoria  de  incontestacion  á  la  oposición  de  los 
hijos  de  Heredia  al  convenio,  se  mandó  formar  pieza  separada  con  tes- 
timonio del  escrito  de  oposición  de  dicho  quinto  otrosí,  y  de  aquella 
parte  de  auto:  y  que  hecho,  se  diera  cuenta  con  citación  contraria:  que 
los  hijos  dé  Heredia  pidieron  reforma  apelando  subsidiariamente;  y 
que  denegada  la  reforma,  se  admitió  la  apelación  en  un  efecto;  habién- 
dose puesto  el  oportuno  testimonio  para  la  Audiencia: 

Resultando  que  la  misma  parte  y  la  de  Pereda,  Trueba  y  compañía 
presentaron  escrito  en  12  de  Marzo  pidiendo  que  se  suspendiera^ lel 
curso  del  pleito  niiéntras  se  sustanciaba  la  excepción  dilatoria  y  artíca- 
lo  de  incontestacion  formulado  por  Garrías,  protestando  en  oteo  caao 
la  nulidad  de  lo  que  se  actuase;  y  que  Garrías  impugnó  esta  solicitud* 
y  por  auto  deldia  19  fué  desestimada: 

Resultando  que  los  hijos  de  Herediay  la  sociedad  Pereda, Trueba  y 
compañía  apelaron,  protestando  la  nulidad  de  lo  que  se  actuase,  ysead* 
mitió  la  apelación  en  un  efecto,  teniéndose  por  hecha  la  protesta;  y  lue- 
go se  amplió  el  testimonio  que  se  habia  puesto  para  la  otra  apelación: 

Resultando  que,  recibido  el  pleito á. prueba  y  practicadas  las  quede 
autos  aparecen,  él  Juez  de  primera  instancia  dictó  ^entisncia,  que  con- 
firmó con  costas  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  por  la  suya  de  H  dé 
Mayo  de  iB68,  aprobando  cuanto  há  l\igar  en  derecho  el  convenio  ce- 
lebrado eotre  la  Sociedad  La  Industrial  y  \9i  mayoría  legal  de  sus  acree- 
dores; condenando  á  todos  los  que  constaban  del  balance,  y  ¿los  pre- 
sentados en  virtud  de  la  convocatoria  é  la  primera  junta,  á  estar  y  pa- 
sar por  dicho  convenio,  que  les  seria  obligatorio  en  todas  sus  partes; 
y  mandando  qu«  se  hiciera  entrega  al  gerente  de  la  Sociedad  referida 
de  todos  los  bieoes,  efectos,  libros  y.  papeles  de  la  quiebra,  rindiéndo- 
le la  cuenta  de  la  administración  dentro  del  térniino  de  15  días: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpusieron  los  hijos  de  D.  Ma- 
nuel Agustin  de  Heredia  recurso  de  injusticia  notoria  porque  ^ú  su 
^'^««epto  infringe: 


!.**  La  ley  20,  tít.^,  Partida  5.%  y  la  doctrioa  de  esfe  Supremo 
Tribanal  consignada  en  deci$ion  de  6  de  Noviembre  de  486G,  que  es- 
tablece que  las  sentencias  no  pueden  perjudicar  á  los  que  no  iian  sido 
parte  en  el  juicio  ni  á  sus  herederos  é  causa-habjentes,  fuera  de  los 
casos  exceptuados  en  las  leyes;  por  cuanto  se  les  condenaba  á  estar  y 
pasar  por  el  conrenio  sin  en^bargo  de  haberse  opuesto  é  él  y  de  no  hd<- 
bersido  oidos,  y  se  dejaba  sin  efecto  él  incidente  de  personalidad,  con 
infracción  del  art.  116  de  la  ley  deEnjuÍQ^aniiento  mercantil; 

Y  2."  Las  leyes  13  y  19,  tit.  22,  Partida  q,\  referentes  á  la. fuerza 
que  M  q1  juicio  acabado,  por  cuanto  si  fiteadiendo  á  haberse  propueS" 
lo'como  dilatoria  una  excepción  que  por  su  naturaleza  era  perento- 
ria, y  cuando  ya  estaba  consemtidft-  su  personalidad^  se  declarase  no 
haber  lugar  al  articulo  de  incootesta'ciony  vendría  ¿  ponerse  de  nuevo 
en  tela  de  juicio  lo  qu^  estaba*ejecutoriw)o«  dando  lugar  á  ja  infiac 
cion  do  dichas  leyei?,  y  por  consiguiente  á  nulidad: 

BesifJt&udo  que  la  casa  de  Pereda*  Truebí  y  compañía  interpuso 
también  recurso  de  injusticia,  notoria  citando  como  infringido?: 

4.* .  Los  artículos  1,045  y  1.046  del  Código,  de  Comercio,  por  no  ha- 
ber cuD^plido  el  Jue;:  lo  quo  en  ellos  $e  previene:  . 

2/  El  art.  185  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil  y  el  1.065  del 
•Código  de  Conqer ció,, puesto  qu^.QO  cumplimiento  do  amba^  disposi* 
€Íonej^  legal^  solo  apí^reciii  una  -diligencia  en  qu^  decia  el  E3cribano 
haber  en.ifegado  al  alguacil  cuatro  edictos  anunciando  la  declaración 
.4e  Quiebra,  los  cuales  fijó  á. su  pre9«n<?ja  en  los  sitios  públicos»  y  que 
o^ro  edicto  so  había  dÍMgido  al  Goberne^dor  á^  la  provincia  para  su  io- 
tercioo  ea  el  Boletín  oficial;  y  por  lo  tanto,  ae  faltó  por  el  Juea  de  Al- 
mería álQs  tramites  marcados  e.o  la  ley  cqvio  consecuencia  de  la  d^- 
claraQioB  de  quiebra,  y  i  las  regla9  establíQcidas  para  la  cdn vocación 
A  la  primera  jupta  de  acreedores; 

5.*  El  art.  1 .067  de  dicho  Código  de  fiomisrcio,  poique  se  babia fal- 
tado á  }o9  r^^lsitús  estfiblecidps  paj:a  la  celebración  y  deliberación 
de  la  junta,  que  constituían  losdosmotiv^os  restantes  de.  la  cftusa  ^.*  de^ 
art.  1.1:59,  puesto  que  no  resultaba  de  tutos  que  sd  preseniarao  los  le* 
gajos  deioor^espopdencla,  letnis  pagadas,  cuentas  de  laboreos  de  mi- 
nas y  calcinación,  faotaras.de.embar.q;tte,  ni  que  se  diese  informe  al- 
guno ^r  el  Juez,  permitiéndose  ^olo  oompArai)  el  balance  con  los  li* 
bros;pero  no  con  la  correspondencia  ni  el  exümén  de  las  operaciones 
M  socio  gerente,  y  proeediéndose  á  la  votación  de  las  bases  propues- 
tas porCiarriasen  la' junta  axtraJ4idÍQial;  estando  además  acreditada  la 
cuarta  causa  expresada  ea  el  mismo  art.  .4.Í57,  ó  sea  la  exageración 
fraudulenta  de  créditos,  toda  ves  que  había  figurado  D.  Prudencio  Blan- 
co como  acreedor  déla  Sociedad,  reconociéndose  de  último  estado  un 
crédito  de  5  milloties,  no  obstante  la»  r^^petidas  alegaciones  de  Car- 


-.pie- 
rias en  que  se  negaba  la  cualidad  de  acreedor  al  D.  Prudencio,  quien 
además  no  tenia  personalidad  ni  capacidad  para  ser  gerente  de  La  NuB' 
va  Industrial  y  cumplir  el  convenio;  siendo  ésto  un  teotiro  más  para 
que  se  anulase  como  un  defecto  en  la  deliberación  de  la.  junta  de  que 
hablaba  la  causa  1/  deirepetido  art»  1.157,  así  como  tampoco  el  Don 
Joaquín  Garrías  tuvo  personalidad  bastante  para  hacer  el  convenio» 
puesto  que  no  habla  presentado  la  debida  autorización  de  los  socios 
para  celebrarlo  con  sus  acreedores; 

Y  4.*  £1  art.  1.045  del  Código  de  Comercio,  en  cuanto  <no  se  había 
mandado  que  continuase  de  oficio  el  expediente  de  calificación  de  quie* 
bra  comoprocedia  atendidas  las  condiciones  del  convenio,  en  que  de- 
bia  estimarse  que  habla  quita  en  suma  muy  considerable: 

Y  resultando  que  en  este  Supremo  Tribunal  han  rectificado  los  hi- 
jos de  D.  Uanuel  Agustin  Heredia  y  la  sociedad  de  Pereda,  Trceba  y 
compañía  la  cita  que  habían  hecho  de  la  sentencia  de  6  de  Noviembre 
de  1866f  diciendo  que  debe  entenderse  del  7;  y  bao  añadido  que  tam- 
bién infringe  el  fallo  la  ley  3.V  tU.  43,  y  las  1/  y  114,  tit.  18,  Partida 
3/,  y  la  doctrina  sentada  en  la*  decisidn  de  Ü  de  Setiembre  de  1859: 

>  Vistos,  siendo  Fotieute  el  Hinistro  D.  Joaquín  Jaumar  de  la  Car- 
rera: 

Considerando  que  ninguna  de  las  leyes  que  se  citan  en  el  recurso 
interpuesto  por  la  razón  social  Hijos  de  D.  Manuel  Agustin  Heredia 
puede  tener  aplicación  en  este  pleito;  porque  habiéndose  presentado 
en  él  dicha  Sociedad  como  demandante  en  unión  con  la  de  Pereda, 
Trueba  y  compañfa,  y  habiendo  después  apelado  de  la  sentencia  del 
Juez  de  primera  i  uíistancia,  mostrándose  parteen  la  segunda  é  inter- 
puesto coutra  el  fallo  confirmatorio  de  la  Audiencia  el  presente  recur- 
so,  e$  indudable  que  no  pueden  menos  de  etnpescerle  los  efectos  de  la 
sentencia,  sin  que  sobre  la  cuestión  debatida  se  haya  dictado  anterior- 
mente fallo  alguno  ejecutorio: 

Considerando  que,  una  vez  aceptadas  las  proposiciones  de  la  Socíe  - 
dad  quebrada  por  mayoría  numérica  y  del  capital  pasivo  de  sus  acree- 
dores por  medio  del  contenié  de  1/  de  Febrero  de  1867,  con  arreglo  á 
los  articuflos  1.147  al  1.156  del  Código  de  Comercio,  no  puede  ser  im- 
pugnado dicho  coureoio  fin  que  se  demuestre  cumplidamente  que 
existe  alguna  de  las  cuatro  cansas  que  taxativamente  marca  el  articulo 
1.157  del  mismo  Código: 

Considerando  que  no  se  cometió  defecto  sustancial  en  lat  farnmg 
presentas  pi^ra  ¡a  eenvoeaeiañ^eeleiraeUm  y  deliberaeion  dé  /«  jtm- 
to;  que  los  artículos  1.143, 1.146  y  4.063  del  Código  no  se  refieren  á 
loa  indicados  extremos,  y  que  lo  dii puesto  en  el  1.067  fué  puntualmen- 
te cumplido  por  parte  de  los  interesados,  inclusos  los  recurrentes,  re- 
fniímnAn.  «iq^  aprobaTon  él  convenio  las  di)s  mayorías  que  exige  el  ar- 
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ticolo  1.153,  aünquB  se  elimf Dásé  el  voto^y  el  ér  edito  de  D.  Pradencio 
Blanco  impugnado  por  los  recarrentes  y  por  I>.  i  oac[oin  Cardas: 

GoQsiderandb  que  los  demandantes  do  han  suministrado  prueba 
alguna  de  haber  mediado  la  supuesta  Cohesión  por  parte  del  deudor 
aceptada  por  algún  acreedor  de  Los  concurreotes  á  la  junta  para  votar 
en  favor  del  convenio^  ni  de  que  alguno  de  los  que  concurrieron  con 
su  voto  &  formar  la  ínayorla  4^rétiése  de  personalidad  legitima,  ni  de 
que  haya  habido  enajenación  fraudulenta  de  crédito  para  constituir  el 
interés  que  deben  tener  en  la  quiebra  los  que  acordaron  ia  resolución; 
y  qué  por  cooslguieáte  no'  aparece  juéúfiéadó  qne  baya  mediado  nicr- 
guna  de  las  cuatro  causas  por  las  cuales  ptidieVa  set  impogáada  la 
aprobación  del  convenio  de  que  se  trata: 

Considerando  que,  no  produciendo  el  mismo  quita  eú  las  deudas  de 
laSociedack  La  Industrial^  supuesto  qiie  se  ha  ofrecido  pagarlas  ÍLte- 
gramente  en  justa  proporción  cóh  los  productos  qué  vayan  dando  las 
minas,  que  pertéaecen  á  la  misma  sociedad,  es  evidente  qa^el  art.  145' 
citado  por  los  recurrentes  no  puede  tener  aplicación  sino  para  sobre- 
seer  el  expediente: 

Considerando  que  tapo  poco  son  aplicables  la  ley  3.*  ¿el  tít.  i3,  ni 
las  1/  y  114  del  tít.  18  déla  Partida  3/.  que  han  citado  los  recurren- 
tes  ante  este  Sipremo  Tribunal;  porque  aun  prescindiendo  de  si  pudie- 
ron ó  no  hacerlo^  tío  tienen  relación  alguna  coa  las  cuestiones  debati  • 
das  en  el  pleito,  ni  sé  ha  indicado  siquiera  en  qué  consistan  las  su- 
puestas |nfraccÍQnes:  ,,      .  ..  ,   .,■ 

Considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que  la  sentencia  de  que  se  tra- 
ta no  ha  sido  dictada  contra  ley  alguna  expreea; 

Ffillamo^  que  debemos.  de/;lararrXdec|Aj:iMnos  no  haber  lugar  i  los 
recursos  da  injusticia  notoria  interpueftoj?  por  ][as  Sociedades  Hijos  de 
D.  Manqel  Agustín  Heredia.  y  Pereda^  Trueba  y  compañia^  á  las  que 
GQndenaaios.eQ  las  costas  y  á  la  perdida  de  las  cantidades  que  han  de- 
positado,, y,  q,ue  ^eri  o  día  tribuida^ep  la  fqrma  prevenida  por.  la  ley; 
y  devuélvanselos  autos á  la  Ai;^i^ncia  de  Granada  con  la  certificaciou 
correspondiente.   ,  > 

A8f.pc»re$ta.ouea|ra  senteActa,  que>  le.  pabUear¿  ea  la  Gueeta  4a 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislaUvay  pasándose  jil efecto  las 
copias  necesarias^  lo  pcoquQhCiaiQq9>  niaD*da^ioa  y  firmamo9,=José  M. 
Gáceres.=Laureano  de  Arriata .= Valentín  Garralda.^^Francisco  María 
de  Castilla,=sJo&4.MariarHaro.^uepaTeatura  Al  varado-^Joaquía  4au  • 
iiiar.=José  Fermin  de  MurO.=Juan  González  A^^l'^^o* 

Publicacioo.=Leida7pQb4teatfa  M'la  aeoieücia  anterior  par  el 
4laiO;  8h  D.  Joa(|uia  Jaumar  de  lA  Cartilla;  Viaistce  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  estando  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  piioM* 
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ra  del  mismo  el  dia  de  hoy,  dñ que  certiüco  como  EacribaDO  de  Cámara 
<3e  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  4  de  Marzo  de  lS69..=:Diooisio  Antotiio  de  Puga. 

(Gaceta  de  12  de  Marzo  de  1869). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Decreto  mandando  proceder  al  arriendo  en  subasta  pública 
de  las  minas  de  Linares. 

El  Poder  Ejecutivo,  en  el  ejercicio  dé  sus  funciones  y  en  nso  de  la 
autorización  concedida  en  el  art.  i4  de  la  ley  de  Presupuestos  de  29 
de  Junio  de  1867,  decreta  lo  siguiente: 

Artículo  1.*  Se  procederá  al  arriendo  eq  subasta  pública  de  las 
minas  de  Liüares,  con  arreglo  al  pliego  de  condiciones  aprobado  con 
esta  fecha. 

árf.  2.*    Be  dictarán  por  el  Ministerio  de  Hacienda  las  disposicio- 
nes tiecesariás  para  la  ejecucion.de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior. 
Madrid  diez  de  Marzo  de  mlT  ochocientojs  sesenta  y  nueve. 

El  Ministro  de  Hacienda.  . 
LAVAEAaO   FiaUBBOLA. 

DIRECCIÓN  GENERAL  DE  PROPIEDADES 

'    T    DBKECHOS,  DEC.  BSTADO. 

Usando  de  las  facultades  concedidas  en  virtud  de  orden  del  Poder 
Ejecutivo  en  el  ejercicio  de  sus.foaeiones  de  10  del  corriente  mes,  esta 
Dirección  general  ha  señalado  él  dia  31  de  Mayo  de  ld69,  á  la  ana  de 
la  tarde«para  que  se  celebre  áübást'a  pública  y  simultánea  en  la  tíiis- 
may  en  las  ciudades  de  Barcelona,  Sevilla  y  Málaga  para  contratar  el 
arriendo  délas  minas  de  plomo  dé  Linares,  propias  del  Estado. 

La  admisión  de  proposiciones  tendrá  lugar  hasta  la  una  y  media, 
hora  en  la  que  se  procederá  á  la  apertura' y  lectura  de  las  qaesé  ha- 
biesen  prenotado.  ,  ' 

Si  dada  la  referida  hora  no  resultase  nioguna  presentada,  se  dará 
el  acto  portermidado. 

£1  pliego  de  condiciones  para  la  «lenclonada  aabasta  es  el  que  á 
continuación  se-iuserta. 

Lq  que  se  avisa  al  público  iM^ra  a»  tofiOQiipieiitio.. 

Madrid  I5.de  Marao)  de  id69.^El  Director  general,  Estafilslaa  S«a- 

Inclán; 
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Pliego  de  condiciones  para  el  arrendamiento  de  las  minas  de  LtnareSy 
formado  d  virtud  de  autorización  concedida  al  Gobierno  por  el  ar^ 
ticulo  il  de  la  ley  de  Presupuestos  de  29  de  Junio  de  1867. 

1.*    El  arreodamiento  de  las  minas  de  :LiQar.es  se  estipulará  por  40 
años»  á  costar  desde  el  día  ea  que  se  firme  la  escritura  de  convenio. 
2/    El  tipo  miaimo  para  la  subasta  seca  gradual  y  eD  esta  forma: ' 
En  los  dos  primeros  a  ños  el  55  por  iOO  de  los  productos  brutos. 

Eq  los   8  siguientes..  ;...........  45  por  100 

En  lt)s  10  siguieotes 55  por  100 

En  los  10  siguientes.  .^  • 50  por  100     ^ 

Ea  los  10  últimos.  .  .  .  < 45  por  100 

3.*  Los  productos  brutos  serán  sobre  los  minerales  que  el  arrenda- 
tario expenda  en  crudo  ó  retire  de  la  localidad,  y  sobre  el  plomo  ob- 
tenido de  los  que  aplique  directamente  al  beneficio  en  el  mismo  esta- 
blecimiento. 

El  Estado  percibirá  mensualmente  este  tanto  por  100,  siempre  en 
metálico,  sobre  los  minerales  dé  todas  clases  que  se  expendan  ó  reti- 
ren en  crudo,  según  el  precio  medio  que  tengan  sus  análogos  en  el 
distrito,  y  respecta  á  los  plomos  por  el  precio  medio  de  loa  mercados 
de  Londres  y  Marsella,  deducidos  los  trasportes,  el  dia  25  del  mes  an- 
terior. 

Sin  perjaicio  de  los  tipos  anteriormente  fijados,  se  entiende  que  en 
ningún  caso  el  Estado  dejará  de  percibir  una  cantidad  menor  de 
150.000  escudos  en  cada  año. 

4."  El  Gobierno  entregará  al  arrendatario  la  mina  bajo  la*  demar- 
cación que  le  está  asignada,  y  cuyo  plano  se  bailará  de  manifiesto  en 
la  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado. 

Se  pondrán  tamb¡ea  á  su  disposición  las  fábricas  de  fundición,  edi- 
ficios hidusiriales,  oficinas  y  almacenes  existentes  én  la  población  y  en 
el  término  de  Linares  (con  solo  la  reserva  de  un  piso  y  un  almacén 
por  lo  ajenos  en  la  Casa-'Dlreccion  para  los  delegados  de  la  Adminis- 
tración), los  escoriales,  terreros,  terrenos  y  camino^,  y  los  utensilios, 
herramientas,  aparatos  y  demás  enseres  que  posee  el  Estado  aplicados 
ó  destinados  al  establecimiento,  así  como  los  derechos  que  pueda  tener 
aquel. 

Las  fábricas,  ediQcios,  herramientas  y  toda  clase  de  aparatos  se  va- 
lorarán previamente  por  peritos  nombrados  por  ambos  contratantes. 

S.*  Los  minerales  gruesos  y  menudos  que  existan  arrancados  y  no 
extraídos  el  dia  en  que  el  Estado  haga  entrega  al  arrendatario  queda- 
rán á  disposición  forzosa  de  éste,  abonándole  al  precio  corriente  en- 
tonces en  Linares,  con  la  rebaja  del  costo  de  extracción,  que  se  fija  en 
un  escudo  por  quintal  métrico.  Los  minerales  eUraidos  y  les  plomos 
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«n  galápafl;os  que  existaa  en  ese  día  son  también  propiedad  del  Estado^ 
qae  los  Tenderá  en  pública  licitación,  pudiendo  el  Gobierno  continuar 
custodiándolos  en  los  almacenes  ó  parajes  acostumbrados  para  ello  por 
término  de  tres  meses  sin  abonar  alquiler. 

'6.'    El  contratista  se  obliga:  • 

^  Primero.  A  entregar  en  la  Administración  de  Hacienda  de  la  pro* 
yincia  dentro  de  la  primera  quincena  de  cada  mes  el  importe  del  tanto 
por  iOO  estipulado  sobre  los  minerales  retirados  y  plomos  obtenidos  en 
el  anterior,  según  lo. dispuesto  en  la  condición  ^,* 

Si  al  finalizar  cada  a£o  estas  sumas  .entregadas  no  llegasen  á 
150.000  escudos,  abonará  en  la  primera  quincena  del  inmediato  Enero 
lo  que  falte  hasta  completar  aquella,  cantidad.  . 

Efn  ningún  caso  dejará  de  cerrarse  ,la  cuenta  de  cada  año  en  todo  el 
mes  de  Enero  del  siguiente.  4 

Segundo.  A  satisfacer  los  impuestos  que  pesen  sobre  la  industria 
minera. 

Tercero.  A  emprender  los  trabajos  de  las  minas  en  el  plazo  de  tres 
meses,  bajo  las  bases  generales  consignadas  en  el  plan  de  laboreo  apro- 
Ixido  por  el  Gobierno  y  que  forma  parte  de  este  pliego  de  condiciones. 

Cuarto.  A  facilitar  al  Ingeniero  ó  Ingenieros  que  comisione  el  Go- 
bierno la  inspección  de  los  librpf. siempre  que  lo  soliciten,  los  medios 
de  hacer  los  reconocimientos  interiores  y  exteriores  que  exijan,  para 
cerciorarse  del  cumplimiento  del  contrato,  y  á  permitir  que  se  inspec- 
cione é intervéngala  saca,  peso  y  ley  de  los  minerales  y  plomos  por 
los  medios  que  se  determinen  por  la  Administración. 

.Quiotq.    A  permitir  la  visita   de  estudio  que  por  disposición  del 
Gobierno  veriGquen  los  Ingen  ieros  en  prácticas. 

Sexto.  A  devolver  las  minas  al  Estado  finalizado  que  sea  el  contra- 
to, no  solo  desaguadas,  sino  en  condiciones  de  seguridad  para  que  pae  - 
da  continuarse  la  explotación  sin  embarazo  alguno.  Los  edificios,  fá- 
bricas, lavaderos,  etc.,  valorados 4  inventariados,  se  devolverán  asi- 
mismo en  estado  de  conservación,  á  menos  que  no  hubiesen  desapa  - 
recido  por  deterioro  natural  ó  por  conveniencia  de  la  explotación  y 
beneficio,  justificado  por  el  acuerdo  mutuo  de  ambos  contratantes.  Las 
herramientas  y  demás  utensilios  de  carácter  mobiliario,  recibidoa  al 
firmar  el  contrajo,  se  reintegrarán  asimismo  en  especie  ó  en  metálico. 
Las  nuevas  constrqcciones,  caminos,  máquinas  y  aparatos  que  se  mon- 
taren durante  la  época  del  arriendo  quedarán  á  beneficio  del  Estado, 
asi  cómelos  minerales  arrancados  ó  almacenados,  plomos,  escorias  y 
demás  productos  que  no  resulten  retirados  30  dias  después  de  finali« 
zado  el  contrato. 

Sétimo.  Atener  en  fianza  en  la  Caja  general  de  Depósitos  durante 
ti  tiempo  del  arriendo  500.000  escudos  en  metálico.  Si  la  pusiere  en 
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papel,  le  será  admitida  á  los  tipos  establecidos  en  las  disposicianes  vi- 
gentos. 

7/  Qaando  quiera  que  el  delegado  ó  delegados  del  Gobierno  que 
visileu  la  mina  maniñesteo  que  el  arrendatario  se  separa  del  plan* 
aprobado  y  de  las  condiciones  term  inautes  del  contrato,  se  le  bardo 
presente  las  (altas  para  que  las  corrija  cuanto  antes.  La  Administra- 
clon,  si  no  se  remediase  el  mal»  resolverá  lo  que  dentro  del  contrato 
estime  justo;  y  contra  su  acuerdo,  que  será  ejecutivo,  no  habrá  otro 
recurso  que  el  contencioso  ante  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia.  El 
mismo  recurso  y  po  otro  será  el  que  podrá  utilizarse  en  su  caso  para 
cuanto  se  refiera  al  cum  plimiento  é  inteligencia  del  contrato. 

En  nÍRgunvtiempo  se  paralizarán  los  trabajos-de  desagüe  y  los  de 
fortificación  de  lia  mina:  éstos  se  harán  siempre  de  cuenta  del  arrenda- 
tario, y  si  se  opusiere,  por  la  Administración,  utilizando  para  ello  la 
fianza;  en  elconcepto  de  que  para  continuar  aquel  en  el  goce  de  sus  de^* 
rechos  ha  de  empezar  por  completar  el  depósito.  Si  diera  lugar  á  que 
se  invirtiese  todo  en  estas  obras,  el  contrato  quedará  rescindido  de 
hecho. 

8."  £1  contrato  se  entiende  estipulado  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes contenidas  en  el  real  decreto  de  27  de  Febrero  de  1852  y  regla- 
mento de  15  de  Setiembre  de  dicho  año,  como  si  se  hubieran  incluido 
en  las  condiciones  del  mismo. 

9.*    El  arrendatario  se  somate  expresamente  á  la  jurisdicción  admi- 
nistrativa, y  so  sujeta  á  cuanto  el  real  decreto  antes  citado  previene  y 
á  lo  que  ordena  el  art.  8."  déla  ley  de  20  de  Febrero  de  1850,  renuQ- 
« ciando  expresa  y  terminantemente  á  todo  otro  fuero. 

10.  El  arrendatario  se  obliga  á  respetar  por  el  tiempo  que  faltase 
para  su  terminación  los  contratos  que  páralos  servicios  del  estableci- 
miento tuviese  hechos  la  Hacienda,  la  que  al  cesar  en  sus  funciones 
industriales  el  dia  en  que  se  forme  el. contrato,  subroga  sus  compromi- 
sos en  aquel,  obligándose  á  sostenerle  en  quieta  y  pacifica  posesión 
mientras  cumpla  las  condiciones  estipuladas.  De  los  contratos  que  es- 
tuviesen pendientes  se  dará  razón  circunstanciada  en  la  Dirección  ge- 
neral de  Propiedades. 

11.  El  remátese  verificará  en  Madrid  el  dia  31  de  Mayo  préximo, 
á  la  una  en  punto  de  su  tarde, ante  el  Director  general  de  Propiedades 
y  Derechos  del  Estado,  Presidente  del  acto;  el  segundo  Jefe  de  la  Di- 
rección, un  Inspector  general  de  minas,  el  Asesor  general  del  5!iniste-^ 
rio  de  Hacienda  ó.un  delegado  suyo,  y  el  Escribano  del  mismo;  y  en 
Barcelona,  Sevilla,  Jaén  y  Málaga  en  el  mis^mo  día  y  hora  que  en  Ma- 
drid, ante  los  Gobernadores  respectivos,  el  Ingeniero  Jefe  de  minas  6 
quien  éste  delegue,  los  Oficiales  letrados  de  las  Administraciones  de 
Hacienda  y  los  Escribanos  del  mismo  ramo. 
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12.  Para  hacer  praposicíones  en  la  subasta  será  necesario  acreditar 
haber  depositado  en  ia  Caja  general  óea  las  sucursales  de  las  provin- 
cias 20.000  escudos  en  metálico  6  su  equivalente  en  papel  del  Estado. 
Las  proposiciones  se  presentarán  en  pliegos  cerrados  f;on  sujeción  al 
modelo  estampado  al  Onal,  j  no  se  admitirá  ninguna  que  no  cubra  el 
tipo  del  remate  marcado  en  la  condicjon  2.* 

15.  El  arriendo  se  adjudicará  interinamente  al  mejor  postor,  en- 
tendiéndose por  tal  el  que  ofrezca  abonar  al  Estado,  mayor  tanto  por 
100  en  cada  uno  de  los  plazos  según  la  escala  gradual  que  vá  marcada 
en  la  condición  2.*,  ó  en  la  totalidad  con  respecto  á  los  primeros  20 
años;  pero  la  subasta  no  surtirá  efecto  para  la  Hacienda  hasta  que  sea 
aprobdda  por  el  Ministerio  del  ramo.  El  depósito  provisional  del  adju- 
dicatario quedará  retenido  hasta  el  otorgamiento  de  la  escritura  de 
fíaDza«  devolviéndose  los  demás  unja  vez  terminado  el  acto  del  remate. 

14.  Si  en  este  se  presentaren  dos  ó  más  proposiciones  que  en  lá  to- 
talidad respecto  á  los  primeros  20  años  fueran  iguales,  se  abrirá  una 
licitación  oral,  donde  solo  podrán  tomar  parle  los  autores  de  dichas 
proposiciones  por  espacio  de  media  hora,  adjudicándose  el  servicio  al 
que  dentro  de  las  condiciones  de  la  cláusula  anterior  eleve  la  suya  á 
mayorsuma. 

Si  en  el  caso  previsto  en  esta  condición  y  abierta  la  puja  oral  no  se 
mejorasen  las  proposiciones,  se  «adjudicará  el  servicio  al  que  primera- 
mente haya  presentado  el  pliego,  paralo  cual  se  numerarán  por  orden 
todos  los  que  se  vayan  entregando.  Y  si  las  proposiciones  iguales  se 
hubiesfn  presentado  en  los  diferentes  puntos  en  que  ha  de  celebrarse 
la  subasta,  se  adjudicará  el  servicio  por  medio  de  sorteo  celebrado  an- 
te el  Director  general  de  Propiedades,  con  asistencia  de  los  funciona- 
rios que  determina  la  primera  parte  de  la  condición  il  del  presente 
pliego. 

15.  La  presentación  de  la  fianza  y  el  otorgamiento  de  !a  escritura 
tendrán  efecto  precisamente  dentro  del  plazo  de  dos  meses,  contados 
desde  que  se  notifique  la  aprobación  dd  arriendo.  De  no  hacerlo  así 
perderá  el  arrendatario  el  depósito  provisional. 

16.  Ei  adjudicatario  pagará  los  gastos  de  la  subasta  y  los  de  la  es- 
critura, de  la  que  dará  dos  copias  autorizadas. 

17.  En  el  caso  de  esterilidad  de  las  minas,  reconocida  por  ambas 
parles  contratantes,  el  arrendatario  tendrá  derecho  á  retirar  su  fianza. 
Si  en  ei  trascurso  del  contrato  hubiese  desistimiento  voluntario,  res- 
ponderá con  ésta  de  los  perjuicios  que  se  ocasionen  hasta  poner  las 
labores  en  estado  de  continuarlas  en  buen  orden;  recibiendo  la  dife- 
rencia, si  no  se  invirtiera,  integra,  y  renunciando  siempre  á  toda  in- 
demnización por  las  mejoras  que  hubiese  podido  introducir. 
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I  /  Este  arrendamiento  se  anunciará  con  la  anticipación  de  dos  me  • 
ses  al  menos,  publicándose  el  pliego  de  condiciones  cuatro  Teces  no 
consecutivas  en  cada  uno  en  la  Gaceta  de  Madrid,  en  todos  los  Boleti* 
nes  oficiales  de  las  provincias  y  en  los  periódicos  extranjeros  que  de- 
signe el  Gobierno. 

2/  La  escritura  de  convenio  abrazará  las  demás  cláusulas  de  deta- 
lle que  de  común  acuerdo  se  fijen  por  ambos  contratantes,  con  suje- 
ción estricta  á  las  condiciones  y  espfritu  de  este  contrato. 

BASES 

para  el  sistema  de  explotación  d  que  debe  sujetarse  el  arrendatario 

•    de  las  minas  de  Linares, 

1:*  ^El  sistema  general  de  explotación  que  se  seguirá  por  el  arren- 
datario de  las  minas  de  Linares  será  continuación  del  que  viene  si- 
guiendo la  Administración  desde  el  año  de  1850,  salvas  aquellas  mo- 
dificaciones que  aconseje  1^  experiencia  y  sean  acordadas  por  ambas 
partes  contratantes.  ^ 

2.*  Este  sistema  consiste  principalmente  en  aislar  grandes  macizos 
de  mineral  por  medio  de  pozos  verticales  ó  inclinados,  siguiendo  la 
del  filón,  que  se  corresponden  con  galerías  horizontales  en  sentido  de 
la  dirección  de  aquel.  Estas  galerías  constituyen  los  diferentes  pisos, 
y  deben  hallarse  á  igual  distancia  en  la  vertical  de  un  pozo  maestro 
que  se  elegirá  como  punto  de  partida.  El  intermedio  que  9e  establece 
para  las  que^ayao  de  abrirse  de  nuevo  será  de  25  metros^ 

3.*  Estos  grandes  macizos,  cuya  longitud  queda  al  arbitrio  del  ar- 
rendatario, se  arrancarán  por  medio  de  una  labor  en  bancos  ó  teste- 
ros, sin  más  restricción  que  la  de  dejar  para  que  formen  provisional  y 
respectivamente  el  piso  y  cielo  de  las  galerías  generales  dos  metros 
de  filón  sin  excavar  en  toda  la  longitud  de  aquellos. 

4.*  De  este  remanente  ó  reserva  no  podrá  disponer  el  arrendatario 
mientras  las  labores  de  avance  en  profundidad  no  lleguen  al  nivel  de 
un  piso  inferior,  y  tenga  la  nueva  galería  una  corrida  igual  á  la  de  ca- 
da macizo;  y  aun  entonces  es  indispensable  el  sustituir  inmediata- 
mente el  cielo  y  pisos  naturales  que  se  explotan  con  fortificación,  y  las 
obras  bastantes  para  que  quede  siempre  expedito  el  servicio  de  la  ga- 
lería general.  

5/    Las  galerías  ó  pisos  generales  se  subordinarán  para  la  partida 

de  cada  uno  de  los  pozos  que  exíjanlos  diferentes  servicios  de  la  mina 

á  un  solo  pozo  maestro  (señalado  de  común  acuerdo),  á  tenor  de  lo 

expresado  en  la  cláusula  2.%  de  modo  que  puedan  comunicarse  en  ho- 
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moDtal,  8i  asi  conviDÍesd,  los  diferentes  trozos  de  aquellos  que  yayan 
excavándose  simultáneamente,  en  el  supuesto  de  q'ue  el  arrendatario  es- 
tablezca varios  campos  de  labor  eo  la  longitud  del  filón;  todo  sin  per- 
juícib  del  curso  de  las  aguas  hacia  loa  puntos  en  que  se  monten  las  má- 
quinas de  desagüe. 

6/  Es  cocdicion  indispensable  que  las  galerías  generales  hayan  de 
estar  bien  fortificadasi  ventiladas  y  desaguadas,  y  que  hayan  de  tener 
fácil  acceso  por  medio  de  bajadas  de  escalas  para  qué  en  todo  tiempo 
y  sin  previo  aviso  tenga  medios  de  asegurarse  la  Administración  de 
que  el  arrendjEitario  cumple  tas  condiciones  estipuladas. 

7.*  El  arrendatario  queda  en  libertad  de  establecer  los  pozos  y  má- 
quinas que  demande  la  explotación  en  los  sitios  y  de  la  fuerza  que  le 
parezcan  convenientes,  i^ero  es  condición  ineludible  que  tres  de  los 
pozos  maestros,  el  situado  hacia  el  centro  de  la  explotación  y  otros  dos 
de  los  que  se  sitúen  hacia  los  extremos  del  flloo,  vayan  constantemen- 
te avanzados  30  metros  por  lo  meóos  sobre  el  último  piso  abierto  á  la 
explotación. 

^.'  También  es  condición  precisa  que  el  arrendatario  verifique  un 
trabajo  de  investigación  horizontal  según  la  dirección  del  filón  en  cada 
uno  de  sus  extremos  SO.  y  NE.  actualmente  reconocidosi  quedando  á 
su  arbitrio  la  altura  de  que  han  de  partir,  con  tafque  sea  por  bajo  de 
los  caños  de  desagüe  titulados  de  Romero  y  Bajo  de  Arrayanes. 

9.*  Este  trabajo  no  se  interrumpirá  ni  variará,  una  vez  emprendi- 
do á  una  altura  dada«  sin  ponerlo  en  conocimiento  de  la  Administra  - 
cion,  la  cual  acordará  lo  que  más  convenga  sobre  su  suspensión  abso- 
luta ó  continuación  á  mayor  profundidad. 

Madrid  il  de  Marzo  de  l869.=Aprobado.=Figuerola.« 

Modelo  de  proposición. 

fil  que  suscribe,  enterado  del  pliego  de  condiciones  inserto  en  la 

Gaceta  de  Madrid  de para  el  arrendamiento  de  las  minas  de 

plomo  de  Linares,  y  aceptando  en  todas  sus  partes  dichas  condiciones, 
se  obliga  á  satisfacer  como  precio  del  arrendamiento  el  tanto  por  100 
siguiente  de  los  productos  brutos,  conforme  en  un  todo  con  las  condi- 
ciones 2.*  y  3.'  del  indicado  pliego: 

En  los  dos  primeros  años por  100 

En  los  ocho  siguientes por  100 

En  los  diez  siguientes por  100 

En  ios  diez  subsiguientes por  100 

En  los  diez  últimos por  100 

(Pecha,  firma  del  interesado  y  domicilio  del  mismo). 

(Gaceta  de  iide  Mar%o  de  1869;. 
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Sentencia  declarando  improcedente  el  denuncio  de  lú;  mina 
SanADÍceto^ 

Ed  Madrid,  á  22  de  Febrero  de  4869,  en  el  pleita  éohtéhcibs^ 
admíDistrativo  que  aDteNospeade  eD  primera  y  única  instabeia  entre 
partes,  de  la  una  la  Sociedad  minera  titulada  La  Viuda,  deolandatite, 
representada  por  el  Licenciado  1).  Rafael  Serrano  García,  y  de  la  otrii 
la  Administración  general  dej  Estado,  representadla  por  el  Hinisibrio 
fiscal  y  coadyuvada  por  D.  Ga  spar  Valeriola  y  López,  y  en  su  repre- 
sentación el  Licenciado  D.  Eladio  Bernaldez,  sobre  que  se  con6rni6  lá 
concesión  de  la  mina  llamada  San  Aniceto  y  su  detiíasía  que  declaVó 
caducada  la  real  orden  de  27  de'Diciembre  de  1866: 

Resultando  que  D.  Gaspar  Baleriola  solicitó  del  Gobernador  de  la 
provincia  de  Murcia  enSS  de  Agosto  de  4865  una  pertenencia  de  mi- 
neral plomizo,  que  había  de  llamarse  Oo/on,  en  término  de  Car tageoe« 
al  aitio  Cabezo  de  los  Herm  itaños,  expresatido  que  en  el  mismo  terte* 
00  existían  labores  antiguas  abandonadas,  ignorabdo  sü  pro(5edencia 
y  dueño: 

Resultando  que  instruidas  diligenciasen  averiguación  de  si  baÜiatl 
caducada  estas  labores,  informó  el  Ingeniero  Jefe  de  minas  de  la  pro- 
vincia que  las  labores  denunciadas  se  referían  á  la  mina  San  Anieelú, 
las  cuales  estaban  ejecutadas  en  su  mayor  parte  fuera  de  las  líneas  de 
su  pertenencia  y  dentro  de  las  que  constituían  la  demasía  que  se  la* 
demarcó  hacia  poco  y  no  estaba  aun  concedida:  que  gran  parte  de  los 
trabajos  dentro  de  la  mina  indicaban  su  paralización  por  mucho  tiem- 
po, y  el  resto  de  las  labores,  aun  las  hechas  recientemente,  no  basta- 
ban para  cubrir  el  pueble  legal  de  la  mina;  y  respecto  de  las  situadas 
en  la  demasía  no  podían  tenerse  presentes  para  el  concepto  del  pueble, 
porque  no  debieron  ser  ejecutadas  por  la  Sociedad  La-  Viuda^  conce- 
sionaria déla  inina  San  AnicelOy  y  sí  por  los  concesionarios  de  la  co- 
lindante Tetuan,  según  datos  que  habia  adquirido  sobre  el  terreno  y 
por  el  aspecto  y  estado  de  las  excavaciones : 

Resultando  de  una  información  judicial  practicada  á  instancia  de 
D.  Gaspar  Baleriola  en  Marzo  de  4866  que  42  testigos  declararon  ser 
cierto  el  abandono  en  que  estaba  la  referida  mina  San  Aniceto  cerca 
de  dos  años,  hasta  que  en  Enero  del  citado  año  4866  empezaron  á  tra- 
bajarlas dos  personas  que  la  hablan  tomado  á  partido: 

Resultando  que  dicha  Sociedad  La  Viuda^  como  concesionaria  de 
la  propia  mina,  acudió  también  ai-Gobernador  oponiéndose  al  denun- 
cio, acompañaodO'Otra  información  judicial  recibida-  á  su  instancia  eii> 


el  miimo  mes  y  año,  en  la  que  17  testigos  manifestároD  que  en  todo 
el  año  anterior  y  hasta  Marzo  de  4866  babian  trabajado  constantemen- 
te en  la  mina  unos  cinco  operarios;  además  tres  recibos  expedidos  en 
el  Gobierno  de  la  provincia  de.cantidades  pagadas  en  ios  años  de  4863, 
1864  y  4865  por  exceso  de  gastos  en  el  expediente  de  la  citada  mina, 
y  una  carta  dé  pago  de  los  derechos  de  superficie  de  la  misma  en  Fe* 
brero  de  4866: 

Resultando  que  pedidos  nuevos  informes,  el  mismo  Ingeniero  Jefe 
reprodujo  el  anterior,  y  el  Ingeniero  Jefe  D.  Andrés  Alcolado  manifes- 
tó que  en  las  diferentes  épocas  en  que  habia  estado  sobre  el  terreno  de 
dicha  mina  por  motivo  de  los  deslindes  practicados  para  el  expediente 
de  la  demasía  de  la  misma  y  de  otras  babia  visto  poca  actividad  de 
trabajos  en  las  minas  de  aquel  sitio:  que  solo  encontró  en  actividad  en 
Abril  de  4865  un  pozo  abierto  en  la  mina  Tetuan^  y  una  labor  irregu- 
lar que  tenia  su  entrada  en  el  límite  Sur  de  la  mina  San  Aniceto,  cu* 
yas  dos  labores  quedaron  comprendidas  en  la  demasía  adjudicada  á 
esta  última  en  Febrero  de  4866;  y  por  último,  que  anteriormente  siem- 
pre habia  visto  despobladas  todas  las  minas  del  Cabezo  de  los  Hermi- 
taños,  entendiéndose  que  el  informante  se  referia  al  tiempo  en ,  que 
practicó  las  indicadas  operaciones: 

Resultando  que  mandados  ampliar  los  informes,  el  Ingeniero  Jefe 
D.  Ricardo  Belda  manifestó  que  el  número  de  metros  cúbicos  de  las 
labores  hechas  en  la  pertenencia  antes  del  expresado  denuncio  eran 
420  de  galería,  30  de  zanja  y  62  de  pozo;  total  224  los  cuales  represen- 
taban un  trabajo  de  244  días  con  arreglo  al  pueble  marcado  por  la  ley: 
que  las  labores  de  la  demasía  en  que  se  habia  trabajado  algo  antes  del 
denuncio  tenían  254  metros  cúbicos,  de  los  cuales  más  de  la  mitad 
procedían  de  tiempo  anterior  al  mismo,  y  que  por  un  cálculo  análogo 
al  anterior  demostraban  254  días  de  pueble,  existiendo  además  un' 
montón  de  tierras  lavadas  y  un  terreno  en  el  que  se  habia  lavado,  que 
era  todo  lo  que  constituía  el  trabajo  de  la  mina;  que  suponiendo  que 
la  mina  San  Aniceto  se  concedió  en  4857,  y  apareciendo  de  lo  expues- 
to que  se  habia  trabajado  en  ella  224  dias,  debiendo  haberse  trabaja- 
do ocho  años,  estaba  probado  que  las  labores  existentes  en  ella  eran  in- 
suficientes para  el  pueble  que  la  ley  fijaba;  y  finalmente,  que  aunque 
se  atendiese  por  equidad,  aunque  no  por  la  letra  de  la  ley,  á  los  traba- 
jos en  la  demasía  de  la  mina  como  complemento  del  pueble,  todavía  re* 
ducidos  los  254  dias  de  las  expresadas  labores,  que  á  pueble  anuo  repre- 
sentaban un  año  y  dos  meses,  y  agregando  también  en  el  concepto 
indicado  el  que  representaba  el  lavado  de  tierras  y  terrenos  citados, 
con  más  un  año  y  dos  meses  de  las  labores  de  la  mina,  resultaban  en 
junto  cuatro  años  y  dos  meses  por  todas  las  que  habia  hecho  la  Socie- 
n  cumplimiento  déla  ley; y  como  esta  exigía  ocho  años,  erain- 


/ 


-^odable  qae  se  había  fallado  á  ella^  y  qoe  era  exacto  lo  aoleriormantr 
informado  por  sus  compañeros: 

Resultando  que  oo  19  de  Setiembre  de  1960  el  representante  de  la 

"ISociedad  presentó  aó  escrito  reproduciendo  sos  gestiones,  aeonpaflaD^ 

éoal  mismo  testimonio  de  otra  información  judicial  recibida  á  suips-^ 

-ta&oia  en  flo  de  Agosto  de  1866  con  interveocioQ  del  Promotor,  en  la 

cual  dijeron  nueve  testigos  que  la  Sociedad  había  sesleoido  en  pueble 

la  mina  con  varios  lavados  de  tierra  en  operaciones  qjue  podia  calca* 

lerse  habian  durado  úkh%  de  cuatro  años:  una  relación  escrita  por  el  In  • 

geoiero  déla  mina  D.  Francisco  Viadera,  dirigida  al  Presidente  de  la 

'Sociedad  en  15  de  Julio  de  1866.  describiendo  las  labores  existentes  en 

la-mioa  y  su  demasía  sin  hacer  la  cubicación  y  suma  total  de  trabaj/is; 

y  por  ultimo,  cuatro  certificados  de  los  encargados  de  la  fundición 

del  mineral  de  las  minas  San  Rafael,  Virgen  de  loa  Líanos,  Los  Ango- 

46»  y  Trinidad  ñcreéiiBudo  haber  retirado  minerales  de  la  pertenencia 

San  Aniceto  en  los  años  1858,  1059. 1864  y  1865: 

Resultando  que  por  acuerdo. del  Gobernador  se  hizo  constar  por  la 
sección  del  remoque  la  demasía  de  d^cba  mina  fué  solicitada  en  1857, 
demarcada  en  5  de  Ma>o  de  1858,  concedida  eu  Marzo  de  1866,  y  dada 
la  po9esion  en  8  de  Julio  siguiente,  habiéndose  dado  la  L'ela  mina  éo. 
11  de  Diciembre  de  1858: 

Resultando  que  el  Gobernador  de  la  provincia  por  decreto  de  15  de 
octubre  de  1866,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Consejo  provin- 
cial, confirmó  la  conexión  de  la  miña«Sa»  Aniceto^  y  desestimó  el  de- 
nuo  cío  de  D.  Gaspar  Raleriola  con  el  nombce  de  Colon^  declarando  sin 
curso  este  registro: 

Resultando  que  apelada  esta  resolución  por  dicho  Raleriola  allU* 
Historio  de  Fomento,  se  dictó  real  orden  en  27  de  Diciembre  del  mis* 
vmo  año,  por  la  cual  se  revocó  el  decreto  apelado  y  se  declaró  caduca 
-da  la  concesión  de  la  mina  San  Aniceto  y  su  demasía: 

Resultando  que  centra  la  real  orden  presentó  demanda  la  expresada 
Sociedad  minera  La  Viuda  en  el  Consejo  de  Estado  solicitando  su  re* 
▼ocacioQ  y  que  se  cooíirmase  el  decreto  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia, no  solo  por  la  manera  equivocada  con  que  s&  había  resuello  en 
«nanto  al  fondo,  sino  atenüda  la  forma  por  habsrse  declarado  la  ca- 
ducidad sin  competencia  para  ello: 

Resultando  que  el  Fiscal  del  Consejo  contestó  pretendiendo  la  ab- 
solución dé  la  demanda  y  que  se  confirmase  la  real  orden  impñgoada 
en  ella:  ' 

Resultando  que  igual  pretensión  hizo  de  su  parte  D.  Gaspar  Ralerlo  • 
la  en  concepto  de  coadyuvante  de  la  Administración? 

Resultando  que  denegada  la  réplica,  se  acordó  á  petiétoQ  de  la  So» 
'eiedad  demandante  eV  recibimiento  del  pleito  á  prueba,  sin  -ser  tiala 


-bise- 
que por  ello  se  prejuzgaban  las  coestiones  que  eo  definiiivA  pedríMK 
ser  sometidas  á  la  Sala,  jen  su  Tírtud  se  practicáronlas  que  reapeeli- 
Tímente  fueron  propuestas: 

Vistos,  siendo  Ponente, el  Ministro  0.  Luciaoo  Bastida: 

Considerando  que,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  88  de  la  ley  de  mi'^ 
Das  de  4859,  la  parte  que  se  crea  perjudicada  por  las  disposicioaes  de^ 
los  Gobernadores  debe  acudir  al  Ministerio  gubernativamente,  exce{>- 
tnindose  de  esta  regla  general  tan  solo  las  providencias  e^  que  se  ée^ 
clare  la  caducidad  con  arreglo  al  art.  68,  contra  las  cuales  procede  e^ 
recurso  en  la  via  contenciosa  ante  el  Consejo  provincial: 

Considerando  que  la  providencia  dictada  en  este  asunto  por  el  6o* 
bernador  de  Murcia  uo  pertenece  á  esta  última  clase,  puesto  que  ét9^ 
estimó  el  denuncio  hecho  por  D.  Garpar  Baleriola  y  confirmó  la  cod» 
cesión  de  la  mina  San  Aniceto;  y  por  taoloVque  al  dirigirse  el  dent>n» 
ciadof  al  Ministerio  se  ha  ajustado  á  la  regla  establecida  para  estos  ca-^ 
sos,  careciendo  de  fundamento  la  cuestión  de  incompetencia  proioarK 
da  con  tal  motivó  por  la  Sociedad  demandante: 

Considerando,  en  cuanto  al  fondo,  que  según  jurisprudencia  too*- 
signada  en  varias  sentencias,  para  que  una  mina  se  repute  abandonad» 
por  IMta  de  pueble  es  indispensable  que  no  haya  tenido  el  que  exige  Is^ 
ley  durante  el  año  que  precedió  inmediatamente  al  denuncio,  y  qva 
esta  circunstancia  conste  con  evidencia  de  los  datos  probatorios: 

Y  considerando  que  apreciadas  en  conjunto  las  pruebas  practicadar 
en  este  pleito,  aparece  que  jen  la  mina  San  Aniceto  se  han  ejecutado^ 
trabajos  que  demuestran  que  ha  estado  poblada  durante  varios  año»- 
con  el  oilmero  de  operarios  que  dispone  la  ley,  y  que  lejos  dé  acredi- 
tarse que  en  el  ultimo  que  precedió  al  denuncio  hubiese  estado  ¿espo- 
blada se  deduce  lo  contrario,  no  habiendo  por  tanto  méritos  para  f^o- 
tiderarla  abandonada  y  declarar  su  caducidad; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  el  de- 
nuncio de  la  mina  San  Aniceto  hecho  por  D.  Gaspar  Baieriola,  j  en 
consecuencia  que  no  há  lugar  á  la  caducidad  de  la  misma,  acordada 
en  la  real  orden  de  27  de  Diciembre  de  1866. 

• 

.  Así  per  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  «n  la  Gaceta  oficial^- 
7  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  las 
oportunas  copias»  lo  pronunciamos,  mandamos  y  6rmamos.=Tomás- 
Buet.sEusebio  Morales  Puideban.=Gregorio  Juez  Sarmiento.=teo*  . 
doro  Moreno.=Bi]enaventura  Alvarado.=Calixto  de  Mootalvo  y  Go- 
lllint^.=Luciano  Bastida. 

Publicacion.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por 
•1  limo.  Sr.  D.  Luciano  Bastida,  Ministro  de  la  Sala  tercera  del  Tr^bo- 
oal  Si^remo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  ^ 
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4ia  de  hoy,  de  qae  certifico  como  Secretario  Relator  eo  Madrid  á  Si 
de  Febrero  de  1869.;=sLiceaeia<io  ¿aan  de  Vega  Ballesteros. 

(Gaceta  de  4  5  de  Mano  de  1869^. 
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MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Or4enresolpienÍQ  las  reclamaciones  de  varías  compañías  mi- 
neras contra  la  eímcdondel  3  por  100  á  los  minerales  dé 
blenda  y  ciclamina  que  se  exportan  al  extranjero. 

nrao.  Sr.:  Visto  el  expediente  instruido  coa  mptivo  de  las  reclamar 
ciones  de  yarias  Compaqías  mineras  contra  la  exacción  del  3  póriOO. 
i  los  minerales  de  blenda  j  calamina  que  se  exportan  al  extranjero; 

Visto  el  art.  84  de  la  ley  de  minas  de  4  de  Nar^iode  4868,  en  cuyo 
párrafo  tercero  se  dispone  que  la  blenda  j  la  calamina  no  satisfagaa 
derechos  de  exportación  hasta  que  se  cumpla  el  término  de  la  franqui- 
cia concedida  por  la  ley  general  de  minería  de  |S  de  Julio  de  1859: 

Considerando  que  no  debe  autorizarse  la  ex:9C^io9  de  derechos  I 
minerales  que  la  ley  ha  declarado  libres  del  mencionado  impuesto: 

Y  coQsideraAdo^  que  es  equitativo  y  justo  devolver  las  cantidadejí^ 
indebidamente  cobradas; 

El  Poder  £jecutiTo,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ha  resuelto: 
.   1/    Que  los  minerales  de  blenda  y  de  calamina  deben  considerarse 
exentos,  á  su  exportación,  del  derecho  de  5  por  400  desde  el  dia  ^ 
que  se  publicó  en  la  Gacela  la  referida  ley  de  minas  de  4  de  Marzo  de 
1868^  según  en  la  misma  se  previene' y  por  el  plazo  que  indica. 

T  %*  Que  previa  las  debidas  justificaciones  y  con  las  formalidad 
des  de  reglamento,  se  devuelva  álos  interesados  el  importe  de  ios  d.e'* 
rechos  de  3  por  400  cpbrados  por  la  calamina  y  la  blenda  que  bayaA 
exportado  al  extranjero  desde  la  fecha  en  que  se  publicó  en  el  piaría 
e/ictaMa  precitada  ley  dQ4.de  Marzo  de  1868. 

Dios  guarde  á  V.  I.  mu<;hos  años.  Madrid  3  de  Marzo  de  4869. 

FlGUK101«A. 

limo.  Sr.  Director  general  de  Aduana^  y  Aranceles» 

(Gaceta  de  17  de  Margo  de  1969}. 
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MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Orden  resolüiendo  una  consulta  hecha  por  el  Gobernador  de 
la  provincia,  de  Madrid'sobre  h  ttcofáiUeiún  de  los  expe- 
dientes de  concesiones  minems. 

timo.  St. :  £o  el  art.  32  de  laé  bMes  genértlds  ptra  lá  nnettt  li%1é^ 
HitiéD  dd  minas,  decretadas  por  el  Gobierno  FroviiiQíMlk  da  ki  ración 
en  29  de  Diciembre  üUidio,M  declaran  ;»úb8i»tente9  tod^i^  las  pceac^ip- 
cionesde  la  legislación  de  6  de  Juüo  de  1859,  reformada  por  la  de  4 
do  Marzo  de  1868,  en  todo  lo  que  no  sean  contrarias  ¿  los  preceptos 
Contenidos  en  el  citado  decreto  del  Gobierno  Provisional.  La  transita» 
cion  de  los  etpedientes  qne  se  instruyan  para  obteoer  concesiones  mi* 
ñeras  debe  por  lo  tanto  subordinarse  á  todo  lo  que  está  determinado 
étt  él  reglamento  de  S4  de  Junio  de  1868  en  cnanto  no  se  oponga  á  di* 
chas  bases. 

E'ú  su  consecuencia  el  Poder  Ejecutivo,  en  el  ejercicio  de  sus  fan- 
Ihncioees,  ha  resoeKo: 

4.*  Los  aspirantes  á  una  concesión  minera  se  arreglarán  en  sospa^ 
Ifcioaes  á  los  modelos  que  se  acompañaban  al  reglamento  é^  24  de 
Jonio  de  1868,  sin  otras  variaciones  que  las  qn^ocasionn  la  diferente 
extensión  de  las  pertenencias  modernas*  y  el  ser  innecesarias  para  la 
dtenia'rcaCion  la  existencia  de  mineral  descubierto  y  la  ejecución  do  la 
UA&t  leíal. 

i*  Las  ptibtícfáciones  por  edictos  y  en  el  ffúMiñ oficial  de  la  pro<* 
vincia  se  subordinarán  también  "bn  cnanto  á  sufortna  y  plazos  á  lo  qué 
prescriben  los  capítulos  4.*  y  5.*  diílho  reglamento. 

i'  Al  practicarse  por  los  Ingenieros  la  demarcación  de  las  pérle*' 
d^ncias  solicitadas,  s¿  6i arcaría  en  el  perímetro  dé  Iti  concesión  los  \í* 
■Hites  de  las  pertenencias  modernas  que  contenga,  asi  como  en  los  pl«« 
nos  de  demarcación  que  debeá  nlúifse  á  lo^ «expedientes,  y  en  los  cuat- 
íes se  numerarán  ordenadamente  dichas  pertenencias; 

Y  de  érden  del  Poder  Ejecutivo  lo  digo  á  V.  I.  en  contestación  á  la 
consulta  hecha  sobre  el  pltiiricolar  por  éi  Gobernador  de  la  provio^'ia 
de  Madrid.  Dios  guarde  á  V.  f.  mochos  años.  Madrid  2  de  Marzo  de 

4869. 

^  Ruiz  Zorrilla. 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas.  Agricultura,  industria  y  Go» 

mercio. 

(Gacela  de  il  de  Marzo  de  4869). 
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Orden  resoMpnéa  unc^coMuilfi  d^el  Gobernador  áe  la  provine 
cia  de  Valencia  sobre  concesiones  mineras. 

Ilfno.  Sp.:  Vista  U  oomuQi^acion.  úpX  pq^roador  de  la  provincia  d^ 
Valencia,  eo  quecaiMulia  si  procede  ó>  qq,  segqp  el  espíritu  de  las  ba- 
ses para  la  nueva  legislación  de  minas  decretadas  por  el  Gobierno  Pro  - 
yisional  de  29  de  Diciembre  líltímci,  la  consignación  de  los  derechos 
por  expedición  d^  tftcrlos  de  propiedad  minera  ^¡adosen  el  ari.  56 del 
reglamento  de  24  de  Judío  de  4868;  si  el  titulo  debe  sellarse  del  modo 
prevenido  en  dicho  reglamento  y  remitirse  á  la  Dirección,  ó  unirle  á 
los  expedientes  respectivos,  el  papel  de  reintegro  debidamente  anota- 
do; y  por  ültimOi  á  qué  condiciones  deben  someterse  las  concesiones 
mineras  que  en  adelante  se  otorguen  ú  opten  por  las  nuevas  bases, 
puesto  que  no  son  aplicables  en  este  caso  las  déla  ley  de  4868;  y  con« 
siderando  que  en  el  art.  32  de  dichas  bases  se  declaran  subsistentes, 
sin  perjuicio  de  lo  que  en  su  dia  ^e  determine,  todas  las  prescripciones 
de  la  legislación  anterior  que  no  sean  contrarias  i  lo  dispuesto  en  el 
decreto  de  29  de  Diciembre  último  ya  cit&do;  el  Poder  Ejetivo,  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  ha  resuelto: 

i.*  Que  los  peticionarios  de  concesiones  mineras  contindan  obli- 
gados á  consignar  los  derechos  que  se  fijan  en  el  art.  56  del  reglamen- 
to de  minas  de  24  de  Junio  de  4868. 

2.*  Que  la  cantidad  de  6  escudos  fijada  en  dicho  articulo  por  cada 
pertenencia  se  exija  porcada  uno  de  los  expacios  equivalentes  ala  su- 
perficie de  la  pertenencia  antigua,  según  su  clase,  que  la  concesión 
comprenda. 

3.^  Que  los  títulos  de  propiedad  deben  sellarse  en  la  Fábrica  dd 
Sello  del  mismo  modo  y  con  la  misma  tramitación  qué  anteriormente. 
4.''  Que  en  los  títulos  dts  propiedad  expedidos  con  arreglo  al  mode- 
lo nüm.4  del  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868  para  las  minas  cuyos 
concesionarios  opten  por  las  nuevas  bases  se  estampe  nota  debidamen- 
te autorizada  de  esta  circunstancia,  expresándose  que  la  concesión  nd 
queda  sujeta  á  otras  condiciones  q*je  las  establecidas  en  el  decreto  de 
29  de  Diciembre  último. 

5.*  Que  los  ^xoberoadorcs  de  provincia  den  oportunamente  el  cor- 
respondiente aviso  á  la  administración  de  flacienda  pública  parala 
exacción  del  impuesto  ó  cáúon  fijado  en  el  art.  49  de  dicho  decreto. 

Lo  digo  á  V.  I.  para  su  inteligencia  y  efectos  correspondientes ; 
6ios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  40  de  Marzo  de  4869. 

Roiz  Zorrilla. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas,  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio. 

(Gaceta  de  {7  de  Marzo  de  4 869) . 


PRE§1DENCU  DEL  PODER  EJECUTIVO. 


Decreto  resolviendo  una  competencia  suscitada  entre  el  Go^ 
bernador  de  Huelva  y  el  Juez  de  Valverde  del  camino  en 
autos  entre  la  Sociedad  minera  Víctor  Mercier  y  conopania 
y  la  Sociedad  explotadora  de  la  mina  La  Pilla. 

En  el  expediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gober- 
nador de  U  provincia  de  Iluelva  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Val- 
rerde  del  Camino,  de  los  cuales  resulta: 

Queá  nombre  de  la  Sociedad  minera  Vielor  Mercier  y  compañía  S9 
presentó  ante  el  referido  Juez  un  interdicto  de  recobrar  contra  la  So-* 
ciedad  explotadora  de  la  mina  la  Pt7/a  porque  la  construcción  de  un 
camino  de  carretera  para  el  servicio  de  esta  mina  había  ocupado  ter- 
renos  déla  dehesa  La  Silgada,  término  de  Alosno,  propia  del  quere- 
llante: 

Que  admitido  el  interdicto,  se  sustanció  sin  audiencia  del  quere- 
llado, y  recayó  auto  restitutorio  que  fué  llevado  á  efecto: 

Que  en  su  vista  el  encargado  de  la  mina  La  Pilla  se  presentó  al  Go* 
bernador  de  la  provincia  manifestando  que  desde  antiguo  estaba  cons- 
tituida una  servidumbre  de  vereda  sobre  la  dehesa  La  Silgada,  y  que 
un  año  antes  de  que  adquiriera  la  finca  la  Sociedad  Víctor  Mercier  s& 
habia  convertido  en  camino  de  carros  la  vereda,  con  acuerdo  y  bene- 
plácito del  Alcalde  y  Ayuntamiento  de  Alosno,  propietarios  é  la  sazón 
de  la  dehesa:  pur  lo  que,  refiriéndose  el  interdicto  á  un  camino  públi- 
co,,suplicaba  ala  Autoridad  administrativa  que  decretase  su  conserva- 
ción, maodanJo  obstruirla  zanja  abierta  de  orden  del  Juzgado: 

Que  el  Alcalde  de  Alosoo,  previa  comparecencia  del  representante 
de  la  Sociedad  Vielor  Mercier^  y  en  vista  de  la  oferta  hecha  p6r  el  de 
la  mina  de  indemnizar  á  aquel  de  lo  que  procediera,  decretó  la  obs- 
trucción de  la  zanja  para  que  continuara  expedito  el  camino,  cuya 
acuerdo  aprobó  el  Gobernador: 

Que  el  representante  de  la  Sociedad  Víctor  Mercier  denuncia  al 
Juzgado  que  el  Alcalde  desobedecía  la  providencia  dictada  eo  el  inter- 
dicto; y  el  Juez,  después  de  reproducirla*  formó  sumaria  al  Alcalde 
por  aquel  hecho: 

Que  el  encargado  de  la  mina  La  Pilla  acudió  de  nuevo  al  Goberné» 
dor  de  la  provincia  para  que  le  conservara  en  el  disfrute  del  camino; 
é  instruido  expediente,  en  el  que  se  alegó  que  existia  con  anterioridad 
á  la  Tenta  de  la  dehesa  que  la  carretera  ocupaba  y  dio  ensanche  á  un 
camino  de  herradura  que  desde  Alosno  cpnducia  á  Valverde,  y  que  en 


tai  toocepto  i  U  Administriicion  correspoDdhi  eaiender  en  todo  lo  re- 
ferente á  la  cooservacioD,  el  Gobernador  despachó  requerimieoio  de 
hihibicieii  al  Joes,  citando  en  su  apoyo  lo  prescrito  en  las  leyes  del  tí- 
tulo 35,  libro  8.*  de  la  NoTlsima  Recopilación,  la  real  orden  de  27  áfi 
Hayo  de  1846  y  la  ley  de  íü  de  Julio  de  1857,  qoe  airiboyeo  á  la  Admi- 
nistración la  conservación  y  reparación  de  los  caminos  y  vias  públicas; 
el  párrafo  tercero  del  art.  8t  déla  ley  de  Ayuntamientos  de  8  de  Enero 
de  4845,  y  lo  dispuesto  en  la  ley  y  reglamento  de  minas: 

Que  sustanciado  el  incidente  de  competencia,  eIJuez  sostuvo  la  su- 
ya fundándose  en  que  no  era  un  becbo  comprobado  el  de  la  preexis- 
tencia de  la  carretera:  que  las  disposiciones  citada^  por  el  Gobernador 
se  referían  á  caminos  de  uso  público  y  en  condiciones  normales,  pero 
no  al  de  que  se  trataba,  que  era  solo  énprovecbo  de  un  particular;  y  w 

por  último,  que  la  providencia  del  Alcalde  de  Alosno,  que  dejó  sin  efec-       • 
to  el  proveido  del  Juez,  era  improcedente: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  coa  el  Consejo  provincial,  y  después 
de  admitir  dos  informaciones  practicadas  por  el  encargado  de  la  mina 
La  Pilla  para  acreditar  los  extremos  de  que  desde  antiguo  existia  el 
camino  de  herradura  de  Alosno  á  Valverde,  y  de  que  con  beneplácito 
de  los  dueños  de  los  predios  que  atravesaba  se  convirtió  en  carretera, 
insiatió  en  el  requerimiento,  y  resultó  el  presente  conflicto  que  ha  se- 
guido sus  trámites: 

Visto  el  art.  .25  de  la  ley  de  22  de  Julio  de  1857,  según  el  cual  se 
considerarán  como  carreteras  de  servicio  particular  las  que,  sirviendo 
para  la  explotación  de  minas,  canteras  y  montes,  para  la  comunicación 
de  establecimientos  industríales  ó  de  otra  clase^cualquiera,  ó  para  el 
servicio  de  edificios,  haciendas  ó  propiedades  particulares,  pasea  por 
terrenos  que  no  sean  propiedad  del  que  construya  el  camino: 

Considerando: 
1/    Que  tanto  la  Autoridad  judicial  como  la  adn^inistrativa  recono- 
cen el  hecho  de  que  la  Sociedad  explotadora  de  la  mina  LuPilla  cons- 
^truyó  en  provecho  propio  un  caminq-carretera^  dando  ensanche  al  de 
herradura  que  desde  antiguo  cruzaba  terrenos  de  propiedad  parti- 
cular: 

2.*  Que  en  tal  concepto  la  cuestión  suscitada  es  de  posesión  de  de- 
rechos privados,  puesto  que  lo  que  se  intenta  determinar  es  si  fué  legí- 
tima la  ocupación  de  terrenos  de  la  dehesa  por  la  carretera  de  servicio 
particular,  sin  que  se  controvierta  sobre  la  existencia  de  la  senda  do 
uso  público»  porque  en  ella  ningún  derecho  propio  pudo  ejercitar  el 
qverellaote  en  el  interdicto: 

y  3.*  Que  además  el  punto  controvertible  se  refiere  en  su  fondo  á 
la  extensión  de  ana  servidumbre  que,  como  derecho  real,  está  someti» 
do  al  juicio  de  los  Tribunales. ordinarios; 


vEl  Poder  Ejécativo,  de  cooíbraiidadi  eoii  lo  cossoludo^  por  el  Gon^ 
éejo  de  Estado  en  pteoo. 

Ha  tenido  á  bien  decidir  esla  competmci*  i  favor  de  la  A«torídtid 
JadieíaK 

Madrid  once  de  Marzo  de  mil  échocienloa  eesertt»  j  itoeTé^ 

El  PreeidentodfllPo^er  S)«ouUfO. 
FaAH0|3GO  SU^EAÜO. 

(GacHa.  deil  de  Mar%o  de  4809). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Orden  concediendo  autorización  para  construir  un  embarca- 
dero y  depósito  de  minerales  sobre  la  margen  del  rio  tinto, 

limo.  Sr.:  Eo  vista  del  expediente  instruido  á  instancia  de  D.  Fran- 
cisco Serrano  y  Cornejo,  vecino  de  Huelva,  que  solícita  autorizaciOtt 
para  construir  un  embarcadero  y  depósito  dé  minerales  en  el  sitio  \h* 
mado  el  Barrillo,  término  de  San  Joan  del  Puerto,  sobre  la  margen  del 
rio  Tinto,  en  cuyo  expediente  se  han  cumplido  todas  las  prescripcio- 
nes legales;  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  general,  el 
Poder  Ejecutivo,  en  el  ejercicio  de  su?  funciones,  ha  resuelto  ecncedef 
al  exponente  dicha  autorización  con  arreglo  á  la  legislación  vigente 
¿obre  obras  públicas  y  bajo  las  siguientes  condiciones: 

i.'  Las  obras  se  verificarán  conforme  al  proyecto  presentado  por  el 
peticionario. 

2.*  La  construcción  se  hará  bajo  la  vigilancia  del  Ingeniero  Jefe  de 
la  provincia. 

3.*  Las  obras  se  principiarán  dentro  del  término  de  dos  meses, 
contados  desde  la  fecha  de  la  publicación  de  esta  orden,  y  se  concfui- 
rán  á  los  18,  á  contar  de  la  misma  fecha. 

4.'  La  falta  de  cumplimiento  de  las  condiciones  anteriores  prodoe¡-> 
rá  la  caducidad  de  la  concesión. 

,5.*  La  presente  autorización  no  dá  derecho  al  concesionario  para 
reclamación  alguua  en  el  caso  de  que  la  Administración  determinase 
construir  otros  enábarcaderos  ú  obras  análogas  en  el  mismo  rio. 

Lo  digo  á  V.  I.  para  su  inteligencia  y  efectos  correspondientes.  Dios 
guarde  á  V.  I.  muchos  anos.  Madrid  ^de  Marzo  de  4869. 

Bniz  Zorrilla. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas.  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio. 

(Gaceta  de  48  de  Marzo  de  iWB). 


>am4j 


TRIBÜNAL  SUPREMO. 


Sentencia  confirmando  la  del  Consejo  provincial  de  Córdoba 
en  el  pleito  sobre  caducidad  de  to  mina  San  Antonio. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  26  de  'Febrero  de  1869,  eo  el  pleito  conteo- 
cioso-administratiTo  que  ante  Nos  pende  en  grado  de  apelación  entre 
partes,  déla  ana  el  Ministerio  fiscal,  apelante,  en  representación  déla 
Administración  general  del  Estado;  y  de  la  otra  D.  Bernardo  Badel, 
ayeciodado  en  París,  á  quien  defiende  el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez 
Anguita,  apelado,  sobre  caducidad  déla  mina  de  carbón  titulada  San 
Antenio^  sita  en  término  de  Espiel:  x 

Resultando  que  en  7  de  Diciembre  de  iB54  se  expidió  real  título  de 
propiedad  de  la  expresada  mina  á  fayor  de  0.  Bernardo  Badel;  y  denun- 
ciada por  D.  Juan  Gonin  en  22  de  Diciembre  de  4858  en  concepto  de 
abandonada,  formado  en  su  yirtad  expediente  gubernativo,  declaró  el 
Gobernador  de  la  provincia  de  Córdoba  en  decreto  de  20  de  Mayo  de 
1859  caducada  la  expresada  concesión: 

Resultando  que  contra  esta  resolución  recurrió  D.  Bernardo  Badel 
ante  el  Consejo  provincial  primero  y  ante  el  Consejo  de  Estado  des- 
pués; y  seguido  por  sus  trámites  el  pleito  cootencioso-administrativo, 
recayó  real  decreto-sentencia  en  18  de  Diciembre  de  1865,  por  el  cual 
se  mandó  mantener  á  D.  Bernardo  Badel  en  la  propiedad  y  posesión  de 
la  expresada  mina: 

Resultando  que  estando  sustanciándose  el  pleito  anterior,  D.  Joa- 
quín Luna  hizo  nuevo  denuncio  de  la  misma  mina  en  4  de  Setiembre 
del  propio  año  en  concepto  de  que  no  se  trabajaba  en  ella  y  de  que 
pertenecía  á  una  Sociedad  que  no  estaba  constituida  con  arreglo  á  las 
leyes';  y  que  formado  con  tal  motivo  nuevo  expediente,  el  Gobernador 
de  la  expresada  provincia  dictó  decreto  en  10  de  Enero  de  1867  acor- 
dando la  caducidad  de  la  concesión  de  la  mina: 

Resultando  que  contra  esta  resolución  presentó  demanda  D.  Bernar- 
do Badel  ante  el  Consejo  provincial  de  Córdoba  solicitando  la  nulidad 
del  expresado  decreto,  y  que  se  le  mantuviera  en  la  concesión  y  pose- 
sión de  la  mina  de  carbón  denominada  San  Antonio^  fundándose  en 
que  si  se  habían  interrumpido  los  trabajos  de  la  mina  fué  durante  la 
tramitación  del  primer  pleito  promovido  contra  D.  Juan  Gonin,  cuyo 
estado  había  constituido  la  excepción  marcada  en  el  art.  66  de  la  ley 
de  minas,  como  caso  de  fuerza  mayor: 

Resultando  que,  contestando  el  representante  de  la  Hacienda  públi- 
ca, pidióse  desestimase  la  expresada  demanda  en  razón  á  que  la  mina 
no  había  estado  poblada  en  el  tiempo  y  forma  que  establecd  el  artfcu- 


lo  50  de  la  ley  vigente  da  minerfa,  j  á  qae  el,  e3tado  de  litigiosa  que 
alegaba  el  demandante  no  cons  titula  la'  fuerza  mayor  de  que  trata  el 
expresado  art.  66  de  dicha  ley: 

Resultando  que  evacuados  los  est:ritos  de  répíicer  y  duplica,  ioeis- 
tiendolas  partes  en  sus  respeoti^s  pretensiones,  y  practicada  la  prue- 
ba testifical  propuesta  por  el  demandante,  dictó  sentencia  el  Consejo 
provincial  de  Córdoba  eb  21  de  Febrero  de  4868,  por  la  que  revocando 
el  decreto  de  caducidad  de  la  expresada  mina  mandó  mantener  á  Don 
Bernardo  Badel  en  la  propiedad  y  posesión  de  la  ihisma: 

Resultando  que  admitida  al  representante  de  la  Administración  la 
apelación  que  interpuso  contradicha  sentencia  mq'orando  el  recurso 
ante  el. Consejo  de  Estado,  solicitó  la  revocación  de  dicha  sentencia  y 
la  confirmación  del  decreto  del  Goberoador,  reproduciendo  las  alega- 
ciones de  la  primera  instancia:  ' 

Resultando  que  D.  Bernardo  Badel,  contestando  al  escrito  de  agrá* 
vios  pidió  á  su  vez  la  confirma  cion  de  la  sentencia  por  sus  propios 
fundamentos  y  por  los  que  en  igual  sentido  alegó  amteel  Consejo  pró< 
vincial: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gregorio  Jjie2  Sarmiento: 

Considerando  que  la  disp  osicion  contenida  en  el  párrafo  cuarto  del 
art.  65  de  la  ley.  de  6  de  Julio  dé  1859,  referente  á  la  caducidad' de 
minas  que  no  se  tienen  pobladas  eo  los  términos  prescritos  por  los  ar- 
tículos 50  al  55,  se  hallfr  subordinada  á  las  excepciones  que  determina 
el  art.  66  de  la  misma  ley: 

Considerando  que  por  este  artículo,  no  solo  se  estiman  como  excep- 
ciones admisibles  para  suspender  el  laboreo  de  una  mina  las  que  no - 
minaloáente  expresa,  sino  también  cualquiera  otro  impedimento  que, 
siendo  tan  poderoso  como  aquellas  y  estando  debidamente  comproba- 
do, produzca  ftterza  mayor: 

Considerando  queal  denunciarse  por  segunda  vez  en  4  de  Setiem- 
bre de  1865  la  mina  San  Antonio  estaba  pendiente  el  pleito  promovido 
á  consecuencia  de  la  primera  denuncia  propuesta  por  D.  Juau  Gonin, 
en  cuya  virtud  ae  habia  dictado  por  la  Administración  la  declaración 
de  caducidad: 

Considerando  que  en  tal  estado  no  podia  creerse  obligado  D.  Ber- 
nardo Badel  á  aventurar  capitales  más  ó  menos  cuantiosos  eo  la  expío- . 
tacion  de  una  mina  cuya  propiedad  era  precaria  é  insegura ,  ya  por  ra- 
zón del  litigio  pendiente,  y  ya  también  por  la  declaración  de  caduci- 
dad acoiilada  gubernativamente: 

Y  considerando  que  ésto  fué  un  obstáculopara  el  laboreo  de  la  mi- 
na independiente  de  la  voluntad  del  concesionario,  que  no  pubde  me  • 
nos  de  considerarse  racionalmente  aceptable,  y  que  apreciado  confor- 
me al  espíritu  de  la  ley  produce  iguales  efectos  que  la  fuerza-  mayor; 


•  I 


Fallamos  que  debemos  conficmar  y  coofitmamos  la  «entancia  «pe- 
lada que  dictó  el  Goasejo  provÍDcial  de  Córdoba  eo  91  de  Feb«ero  de 
4868;  deYoIviéodose  los  autos  á  ia  Sala  primera  de  la  AudieDcia  de  Se- 
▼illa  coD  la  certiGcacioD  corresp.ondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  fin  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  ^asÁuúo99  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. s=Tomás  Huet. 
=sEtt8ebio  Morales  Puidebao.:=Gregorio  iuez  Sarmiento»  =Jo8é  María 
Herreros  de  Tejada.^Teodoro  Moreno.=:Buenaventura  Al?arado.= 
Luciano  bastida. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Gregorio  iuez  Sarmiento,  Ministro.de  la  Sala  tercera  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia. pública  la  misma 
en  el  dia  de  hoy,  deque  certifico  como  Secretario  Relator  en  Itadrd  á 
26  de  Febrero  de  1869.3=Licenciado  Juan  de  Vega  Ballesieioe. 

(Gaceta  de  18  de  Marzo  de  1869). 


Sentencia  declarando  improcedente  la  demanda  entablada 
sobre  que  se  declare  procedente  el  registro  de  la  mina  Dos 
Descuidos. 

En  Madrid  á  9  de  Marzo  de  1889,  en  el  pleito  contencioso-adminis- 
trátiyo  promovido  en  este  Tribunal  Supremo  de  Justicia  por  D.  Salva- 
dor  de  Cara  y  González  contra  la  Administración  general  del  Estado 
sobre  que  se  deje  sin  efecto  la  real  orden  de  14  de  Setiembre  de  1868« 
y  se  declare  procedente  el  registro  de  la  mina  titulada  Dos  Descuidos: 

Resultando  que  D.  Salvador  de  Gara  González  acudió  al  Gobernador 
de  la  provincia  de  Almería  en  IS  de  Junio  de  1868  solicitando  el  regís -^ 
tro  de  la  expresada  mina  en  la  demarcación  que  había  tenido  el  de  otra 
caducada  denominada  Memoria,  cuya  pretensión  desestimó  dicho  Go- 
bernador por  decreto  del  día  siguiente,  que  reiteró  en  otro  de  1/  de 
Julio  del  mismo  año,  fundado  en  que  el  terreno  que  constituía  la  de- 
marcación era  el  mismo  que  tenia  solicitado  el  registro  denominado 
Bl  Relámpago,  cuyo  expediente  se  hallaba  en  trámites: 

Resultando  que  contra  estos  acuerdos  acudió  el  mismo  interesado 
al  Ministerio  de  Fomento  pretendiendo  su  revocación  porque  dicho  re- 
gistro no  podía  demarcarse  en  la  forma  en  que  lo  había  sido  por  falta 
de  terreno  franco,  se  declarase  la  nulidad  de  la  pertenencia  del  regís- 
tro  titulado  Santiago  cierra  España,  se  confirmase  la  declarada  sobre 
la  pertenencia  de  El  Relámpago,  y  se  pusiera  en  curso  el  expediente 
de  su  mencionado  registro: 


Resaltando  que  en  43  de  Mayo  del  citado  año  D.  Francisco  Lacasa  Fe- 
lices había  obtenido  la  demarcación  de  la  expresada  mina  El  Rdámpa* 
go;  pero  no  habiendo  hecho  el  debido  reintegro  por  los  derechos  y  tí- 
tulo de  propiedad  dentro  de  los  45  dias  siguientes  á  la  demarcación, 
0.  José  Jiménez  Lacner  presentó  nuevo  registro  con  el  título  de  San- 
Hago  cierra  España  en  el  mismo  terreno  de  Elfielámpago;  y  declara- 
do por  el  Gobernador  en  23  de  Junio  siguiente  sin  curso  el  expediente 
deesteúltiinp^  se  alzó  de  esta  providencia  el  expresado  D.  Francisco 
Lacasa  al  Ministerio  de  Fomento,  y  en  su  consecuencia  y.  con  vista  del 
recurso  de  alzada  de  0.  Salvador  de  Gara  González  se  dictó  real  orden 
en  44  de  ¡Setiembre  posterior  confirmando  el  decreto  del  Gobernador 
que  había  dejado  sin  curso  el  expediente  de  la  mina  Relámpago^  así 
como  también  el  en  que  denegó  la  admisión  del  registro  Dos  Descui- 
dos, y  que  se  cursara  con  arreglo  á  la  ley  el  expediente  de  registro  San- 
tiago cierra  España: 

Resultando  que  contra  esta  resolución  presentó  demanda  D.  Salva- 
dor de  Gara  González  en  20  de  Noviembre  último  ante  esta  Sala  solici- 
tando la  revocación  de  dicha  real  orden  en  la  parte  en  que  habia  de- 
negado la  admisión  del  registro  de  lamina  Dos  Descuidos^  y  que  se 
mandase  continuar  el  expediente  con  arreglo  á  la  ley,  alegando,  res- 
pecto al  punto  de  la  procedencia  de  la  via  contenciosa,  que  era  indu- 
dable por  estar  comprendido  este  pleito  en  la  disposición  del  art.  89 
de  la  ley: 

Resultando  que  comunicada  dicha  demanda  al  Ministerio  fiscal  para 
los  efectos  prevenidos  en  el  art.  8.**  del  decreto  de  26  de  Noviembre 
del  año  último,  propuso  se  declarase  improcedente  la  via  contenciosa, 
fundado  en  que  la  cuestión  promovida  versaba  sobre  preferencia  de 
dos  expedientes  comenzados  á  instruir  para  la  concesión  de  la  mina 
Relámpago  suponiendo  defectos  en  la  localizacion  del  registro,  y  no 
estando  comprendida  en  los  casos  que  dan  lugar  á  la  via  contenciosa 
fijados  en  la  ley  de  minas,  en  el  art.  86  del  regla  mentó  de  25  de  Fe- 
brero de  4863  y  en  otro  igual  del  reformado  en  24  de  Junio  último^  y 
como  estaba  declarado  además  en  casos  análogos  por  varias  reales  ór- 
denes á  consulta  del  Consejo  de  Estado: 

Vistos,  siendo  Ministro  Ponente  D.  Buenaventura  Alvarado: 

Gonsiderando  que  según  el  art.  30  del  reglamento  para  la  ejecución 
de  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  4859,^  cuando  se  trata  dé  la  desig- 
nación de  las  pertenencias  ó  de  la  precisa  localizacion  del  terreno  pre- 
tendido no  cabe  ulterior  recurso  contra  la  resolución  del  Ministerio  de 
Fomento,  que  recae.sobre  el  decreto  del  Gobernador  dejando  sin  curso 
el  expediente: 

.  Gonsiderando  que  de  esta  clase  es  la  resolución  de  la  real  orden  á& 
44  de  Setiembre  contra  la  cual  se  reclama,  puesto  que  en  ella  se  con- 
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"^rma  el  decreto  del  Goberoador  de  Almerfa  que  denegó  la  aámisioa 
del  registro  Dos  Descuidos^  porque  el  terreno  que  constituía  su  demar- 
cación era  el  mismo  y  no  distinto  del  solicitado  por  el.  titulado  El  Re* 
iámpagOt  y  que  por  consecuencia  no  procede  ulterior  recurso: 

Y  conaiderando  adBmás  que  iampoco  cabe  el  de  la  via  contencioso - 
administratiya  acerca  délas  reales  órdenes  en  minería,  sino  contraías 
-resoluciones  que  taxati-vamente  se  erj^resan  en  los  tres  números  del 
arl.  89  de  la  citada  ley  ea  que  la  demanda  se  funda,  entre  los  cuales 
no  se  comprenden  las  que  se  limitan  á  declarar  l^ien  ó  ,mal  designada 
una  pertenencia  por  la  determinación  de  sua  linderos,  como  sucede  en 
«1  caso  presente;  •  . 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  de- 
manda, y  que  no  há  lugar  á  su  admisión. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  seT  publicará  en  la  Gaceta  deMa' 
drid  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  las 
xopias  necesarias,  con  devolución  del  expediente  gubernativo  al  Minia» 
terio  de  Fomento,  lo  pronunciarnos,  diandamo^  y  Ürmamos.^Manuel 
Ortiz  de  Züñiga.=Tomás  Huet.=Euseb¡o  Mótales  Puideban.=José  Ma- 
rta Herreros  de  Tejada.3=:Teodorb  Mofeno^is^Bueoay^iura  AWarado«=:;^ 
Lückioo  Bastida. ,  .. 

Publicacion.=Leida  y  publicada  fué' la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Buenaventura  Alvarado,  Ministro  de  la  Sala   tercera  det 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Belator  en  Madrid  i 
S  de  Marzo  de  i869.=LiceQciado  Juan  de  Vega  Ballesteros. 

(Gaceta  de  5  de  Abril  dé  4869;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO* 


Orden  concediendo  autorización  para  construir  im  muelle  em," 
-bareadero  para  mineralea  en  el  rio  ÓdieL 

limo.  Sr.:  En  vista  del  expediente  iastruido  á  instancia  de  D.  J^sto 
Garrido,  vecino  de  Huelva,  solicitando  autorización  part^  construir  un 
iBttelk  embarcadero  para  minerales  y  otrat..  mercancías  en  la  orilla  de-, 
resha  del  rio  Odie!,  sitio  denominado  Ja  calle  Larga^  en  cuyo  expedien* 
iese  han  cumplido  todas  las  prescripciones  legales;  de  acuerdo  con  lo- 
propuesto  porosa  Dirección  general*  el  Poder  Ejecutivo,  en  elqercicia 
áé  SQS  funciones,  ha  resuelto  conceder  al  exponente  dicha  autprízacion, 
-con  arreglo  á  la  legislación  vigente  sobre  Obras  p\JU)lioas  y  bajo  las  si- 
guientes condiciones: 

SlOCIOR  ADMINISTRATIVA.— T.   III.  Mld 


1/  Las  obras  se  veriflcaráD  conforme  al  proyecto  presentado  pocel 
peticioDario.  .  i    . 

2.*  La  coostruccioD  se  hará  bajo  la  vigUeocia  dei  logeaiero  Jefeée 
la  provincia. 

8.*  Las  obras  se  principiaréii  dentro  éel  término  de  dos  meses» 
contados  desde ki  fecha  déla  poblicacioQ  de  esta  orden,  yseeoiiclQi-» 
táú  á  los  48,  á  contarde  la  misnxa  fecha. 

4."  La  falta  de  cumplimiento  de  las  eondiciones  anteriores  prodo^^^ 
eirá  la  caducidad  de  la  concesión. 

Lo  digo  á  V.  L  para  su  inteligencia  y  demás  efectos.  Dios  guarde  ¿ 

V.  L  muchos  años.  Madrid  34  de  Marzo  de  1869. 

Ruiz  Zorrilla. 

Señor 

[Gaceta  de  40  de  Abril  de  1869). 
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TRIBUÑAI.  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  improcedente  la  demanda  entablada  so^ 
bre  continuación  del  expediente  de  la  mina  titulá43tá  Re- 
lámpago. 

.'•••"  .i      . 

En  Madrid,  á  50  de  Marzo  de  4869,  en  él  pleito  contencíoso-admi-' 
AistratiTo  promovidb  en  este  Supremo  Tribunal  de  Justicia  por  Doa 
Francisco  Lacasa  Felices  contra  la  Administración  del  Estado  sobré  que 
se  deje  sin  efecto  la  real  orden  de  i4  de  Setiembre  de  4868,  y  se  continúe 
el  expediente  de  la  mina  titulada  Relámpago^  anulándose  el  del  regís» 
tro  de  la  denomicada  Santiago  y  Cierra  España: 

Resultando  qoe  en  25  doi  Selbiembre  de  4887  Dv  Francisco  Lacasa  Fe« 
lices  solicitó  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Almería  el  registro  de 
la  mina  titulada  Et  Relámpago;  y  seguido  el  expediente,  obtuvo  su 
demarcación  en  i3  de  Mayo  del  año  sigtiiente: 

Resultando  que  e^e  interesado  presentó  en  las  horas  dé  oftoieas^ 
del  dia  50  dei  mismo  mes  el  papel  de  reintegro  para  pago  de  los  dere- 
chos y  titulo  de  propiedad  de  la  mina:  y  en  igual  dia,  á  lasotocode  la 
tarde,  solicitó  D.  José  Jiménez  Lacner  el  registro  sobre  el  mismo  ter^ 
i^no  con  el  nuevo  tituló  áéSaniiagoy  Cierra  España  por  haber  dejtí» 
do  pasar  el  registrador  de  EÍ  Reiúmpag»  45  dias  sin  hacer  el  pago  de 
Ibs  derechos  y  título;  y  resolviendo  esta  instancia  el  Gobernador  de  la 
])rovincia,  declaró  en  23  de  Junio  del  mismo  año  fedecido  y  sin  curte» 
el  expediente  del  primitiro  registro  de  El  Relámpago^  y  admit?ióet  de 
Santiago  y  Cierra  España: 

Resaltándolo  su  consecuencia  que  D.  Francisco  Laeaaa  Felices 
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acodió  en  15  de  Jalio  sigaieate  al  Bfioisterio  de  Fomento  solicitando 
la  revocaeioo  dei  referido  acaerdo  y  la  nulidad  del  último  registro,  de- 
oidiéodose  esta  teciainaGtoo  por  real  érden  de  14  de  Setiembre  si» 
guieote,  que  coDflrmó.la  íesolucioo  del  Gobernador: 

Resaltando  que  el  mismo  Láoasa  Feliees  presentó  demanda  ante  es- 
ta Sala  en  22  de  Octubre  posterior  reproduciendo  las  pretensiones  de 
la  via  gubernativa,  sosteniendo,  en  cuanto  á  la  procedehcia  de  la  con- 
teticiosa«  que  lo  que  trataba  de  impugoaír  era  una  resolución  Afiai 
comprendida  en  el  art.  89  de.  la  ley  de  minas  de  1859  y  en  la  refocipada 
de  4868, y  porqueta  misma  real  orden  impui];nada  hacia  esta  reserva: 

Resultando  que  comunicada  al  flscal  con  arreglo  á  lo  prevenido  eo 
el  decreto  de  26  de  Noviembre  último,  opinó  se  desestimase  por  im- 
procedente é  inadmisible,  porque  las  leyes  citadas  solo  estiman  como 
resoluciones  finales  las  que  recaen  concediendo  ó  negando  la  propio* 
dftd  de  las  midas,  no  lais  de  cancelación  de  expedientes  de  registro 
por  defectos  de  tramitación,  según  lo  establecido  ya  por  diferentes 
reales  órdenes  que  cita:     • 

Resultando  que  en  tal  estado  se  presentó  en  los  autos  0.  José  Jimé- 
nez y  se  le  admitió  como  parte  coadyuvante: 
•   Vistos,  siendo  Pódente  el  Ministro  D.  Buenaventura  Alvarado: 

Considerando  que  según  el  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  6  deJulio 
de  1850  y  su  número  tercero,  en  que  se  funda  la  demanda,  solo  cabe 
el  recurso  por  la  via  contenciosa  contra  las  reales  órdenes  que  en  mi» 
noria  contienen  resoluciones  finales,  concediendo  ó  negando  la  propie- 
dad de  las  minas,  sin  que  tenga  lugar  contri  Ias  que  se  refieren  á  la 
nulidad  ó  cancelación  de  un  expediente  por  ^efectos  de  reglamento»  • 
como  asidlo  ba  consignado  ya  la  jurisprudencia  repetidamente: 

Considerando  que  en  la  real  orden  de  14  de  Setiembre  último, eoa^ 
flrmatoria  del  decreto  del  Gabernador  de  Almería,  que  declaró  nulo  y 
sin  curso  el  expediente  de  la  mina  de  que  se  traU.  no  se  concede  ni  se 
niega  finalmente  la  propiedad  de  la  misma,  sino  que  se  aprueba  única* 
mente  aquella  declaración  de  nulidad,  ó  sea  la  cancelación  del  espe- 
diente, por  un  defecto  previsto  de  la  tramitación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y , declamamos  improcedente  la  de» 
manda,  y  que  no  há  lugar  á  la  via  contenciosa^ 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qoe  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madruí  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  con  devolución  del  expediente  gubernativo  ti 
Ministerio  de  Fomento,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos^^scMa» 
nuel  Ortiz  de  Zúñiga.:;sEusebio  Morales  Puideban.=Gregorio  Jjue» 
Sarmieoto.ssJosó  María  Perreros  de  Tejada.=:Teodoro  Moreno.szfioe- 
naventura  Alvarado. =Galixto  de  Mootalvo  y  GoUantes. 

Publicación. xsLeida  y  publicada. fué  la  pi^cedentj  sentencia  por  el 
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limo.  Sr.  D.  Baenaveniurt  Alvarado,  Ministro  de  la  Sala  tercera  del 
Tribunal  Sapremo  de  Jasticia,  celebrando  audieDcia  pública  la  misma 
eoel  dia  de  hoy,  deque  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á 
30  de  Marzo  de  4 8€9.sc Licenciado  Juan  de  Vega  Ballesteros. 

(Gaceta  de  17  de  Abril  de  1869). 


Sentencia  declarando  improcedente  la  demanda  contra  la 
real  orden  que  declaró  nulo  y  sin  curso  el  expediente  del 
registro  Méndez  Nüñez. 

£q  Madrid  á  4.*  de  Abril  de  4869,  en  el  pleito  contencioso -adminis* 
trativo  promovido  en  virtud  de  la  demanda  entablada  por  el  Licencia- 
do D.  Francisco  Javier  Baldelomar  y  Pinedo,  en  representación  de  Don 
Manuel  Segura,  vecino  de  la  villa  de  Níjar,  provincia  de  Almería^  con- 
tra la  real  orden  de  4  de  Junio  de  1863,  por  la  que  se  declara  nulo  y ' 
sin  curso  el  expediente  del  registro  MencIezJViiñex,  mandando  que  se 
siga  y  sustancie  en  legal  forma  el  titulado  Na  Si: 

Resultando  que  en  9  de  Diciembre  de  1867  D.  Manoel  Segara  soli- 
citó el  registro  Méndez  Nuñes  con  el  número  2.919,  que  le  fué  admití- 
do  en  el  mismo  dia  con  la  entrega  del  correspondiente  resguardo: 

Resultando  que  el  propio  interesado  presentó  el  plano  del  terreno 
en  SI  de  Octubre  de  1867,  y  en  19  de  Noviembre  siguiente  el  permiso 
concedido  el  dia  anterior  por  D.  Felipe  de  Vilches,  dueSo  del  terreno: 
•  Resultando  que  con  fecba  18  de  Noviembre  0.  Matías  Hanza  solicitó 
con  el  nombre  Si  No,  bajo  el  número  3.002,  el  registro  de  la  misma 
pertenencia  minera  del  Mende%  Nuñez,  alegando  no  haberse  cumplido 
con  lo  dispuesto  en  el  pirráfo  sétimo  delari.  27  del  reglamento  por  la 
Mta  de  autorización  del  dueño  del  terreno  en  el  término  prescrito  por 
el  mismo;  cuya  solicitud  le  fué  admitida  en  el  mismo  dia,  con  la  en- 
trega asimismo  del  correspondiente  resguardo: 

Resultando  que  por  decreto  de  25  de  Noviembre  se  declaró  no  ba- 
bor lugar  á  la  admisión  del  registro  No  Sí  por  considerarse  que  el  re- 
gistrador de  la  Méndez  Nuñez  no  habia  cometido  falta  alguna: 

Resultando  que  habiendo  acudido  con  fecha  27  de  Diciembre  de 
•  1867  D.  Matías  Hanza  al  Blinisterio  de  Fomento  solicitando  la  revoca- 
ción del  anterior  decreto,  recayó  la  real  orden  de  4  de  Junio  de  1868/ 
por  la  que  se  declaró  nulo  y  sin  curso  el  expediente  del  registro  Jlf^- 
dez  Nuñez,  mandando  que  se  siga  y  sustancie  en  legal  forma  el  titula- 
do ^o  Si: 

Resultando  que  contra  esta  real  orden  entabló  demanda  ante  el 
Consejo  de  Estado  en  12  de  Agosto  de  1868,  y  pidió  que  por  la  viacon- 

iosa  se  consaUara  al  Gobierno  su  revocación: 
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ResuUando  que  comunicada  esta  demanda  al  Miiiisterio  físcal,  pi- 
dió que  se  considerase improcedeote  ia  vía  contenciosa  en  atención  i 
que  lAvreal  orden  reclamada  no  ha  concedida  ni  negado  la  concesión, 
ni  puede  considerarse  como  final  en  el  asunto,  ni  está  comprendida  en- 
tre las  que  pueden  ser  objeto  del  recurso,  según  el  número  tercero  del 
aft.  89,de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gregorio  Juez  Sarmiento; 

Considerando  que  la  via  contenciosa  en  materia  de  minas  solo,  pro- 
cede en  los  casos  eo  que  está  concedida  expresamente  por  la  ley  ó  pinr 
el  reglamento: 

Considerando  que  según  el  párrafo  tercero  del  art.  ^9  de  la  ley  de 
6  de  Julio  de  4859,  único  'que  podría  ser  aplicable,  solo  cabe  recurso 
contencioso  contra  las  resoluciones  finales  en  que  se  coRceda  ó  niegue 
la  propiedad  de  minas: 

Considerando  que  por  la  real  orden  de  4  de  Junio  de  1868  no  se 
concede  á  D.  Matías  Hanza  Jiménez  la  propiedad  de  la  mina  No  Si,  ni 
se  niega  al  D.  Manuel  Segura  García  la  de  la  Méndez  Nüñest 

Y  considerando  que  la  resolución  que  contiene  no  es  deñnitivit, 
sino  de  tramitación,  no  estando  comprendida  por  lo  tanto  eu  el  parra- 
fo  y  actiüttlos  citados,  ni  en  otro  alguno  de  la  misma  ley  ó  de  s:i  regla* 
meato; 

.  Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  en  el 
actual  estado  la  demanda  propuesta  en  12.de  Agosto  de  4868  por  el 
láceociado  D,  Francisco  Javier  Baldeíomar^  en  representación  de  Don 
Manáel  Segura , García;  devol viéndose  el  expediente  gubernativo  al.Mt- 
nisterio  de^omento  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta, nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Cohcdon  ie^ts^ahua,  saGándoáe  al  efecto  las  co- 
pias oportunas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Manuel  Or- 
tiz  de  Zdñiga.ssEusebio  Morales  Puideban.=Gregorio  Juez.  Sarmlea^ 
to.:£5José  Maitía  Herreros  de  Tejada.s:TeodoroHoreoo.=Baenaventura 
AlVárado.srCalixto  de  Montalvo yCollantea. 

Pubtícacion.=sPublicada  fué.la  precedente  sentencia  por  el  Sr.*  Don 
Gregorio  Juez  Sarmiento,  Ministro  Ponente  de  la  Sala  tercera  del  Tri*> 
bunalSupiremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  ^  Madrid  á 
l.*de  Abril  de  1869.=Licenciado  Feliciano  López. 

{Gaceta  de  7  de  Mayo  de  1869) . 


Sentencia  declarando  improcedente  la  demanda  contra  te  real 
arden  que  declaró  nulo  y  sin  curso  el  expediente  del  regie^ 
tro  Méndez  Nnñez. 

Eq  Madrid  á  4."  de  Abril  de  4869, en  el  pleito  conten cioso-admidis» 
trativo  promovido  en  virtud  de  la  demanda  entablada  por  el  Liceacia- 
^  D.  Francisco  Javier  Baldelomar  y  Pinedo,  en  representación  de  Don 
Manuel  Segura,  vecino  de  la  villa  de  Nijar,  prof  lucia  de  Almería,  coa« 
ira  la  real  orden  de  4  de  Junio  de  1868,  por  la  que  se  declara  nulo  y  sin 
isurso  el  expediente  del  registro  Jlíandés  Nuñe%^  mandando  que  se  siga 
y  SQStancie  en  Jegal  forma  el  titulado  No  Si: 

Resultando  que  en  9  de  Diciembre  de  4867  D.  Manuel  Segura  soli- 
citó el  registro  Méndez Nuñex  coo  el  núm.  2.919,  que  le  fué  admitido 
00  el  mismo  dia,  coo  la  entrega  del  correspoadieote  resguardo: 

Resultando  que  el  propio  interesado  presentó  el  plano  del  terreno 
00  21  de  Octubre  de  1867,  y  en  19  de  Noviembre  siguiente  el  permiso 
concedido  el  dia  anterior  por  D.  Felipe  de  Vilches,  dueño  del  terreno: 

Resultando  que  con  fecha  18  de  Noviembre  D.  Matías  Bauza  solici- 
té con  el  nombre  deiVoSt,  bajo  el  número  de  3.O02,  el  registro  de  I* 
misma  pertenencia  minera  del  Méndez  Nuñez,  alegando  no  btberoo 
oomplido  con  lo  dispuesto  en  el  párrafo  sétimo  del  art.  27  del  regla- 
mento por  la.falta  de  autorización  del  dueño  del  terreno  en  el  lérteino 
proscrito  por  el  mismo,  cuya  solicitud  le  fbé  admitida  éh  el  mismo 
dia,  con  la  entrega  asimismo  del  correspondiente  resguardo: 

Resultando  que  por  decreto  de  25  de  Noviembre  so  declaró  ño  ha- 
ímr  lugar  á  la  admisión  del  registro  No  SI  por  considerarse  que  el  ro- 
f  ifltrador  de  la  de  Méndez  Nuñez  no  habia  cometido  falta  alguna: 

Resultando  que  habiendo  acudido  con  fecha  27  de  Diciembre  do 
1667  D.  Matías  Bauza  al  Ministerio  de  Fomento  solicitando  la  revocaf* 
oion  del  anterior  decrólo,  recayó  la  real  orden  de  4  de  Junio  do  1868, 
por  la  que  se  declaró  nula. y  sin  curso  el  expediente  del  registro  Men* 
iez  Nmñez,  mandando  que  te  siga  y  auslaneie  en  legal  forma  ol  Ulula- 
do No  Si: 

Resultando  que  contra  esta  real  orden  entabló  demanda  antool  Coo* 
iejo  de  Estado  en  19  de  Agosto  de  1868,  y  pidió  que  por  la  via  coo- 
lonciosa  se  consultara  al  Gobierno  su  revoescicn: 

Resultando  que  comunicada  esta  demanda  al  Ministerio  fiscal,  pi- 
dió que  se  considerase  improcedente  k  via  contenciosa  en  atención  k 
que  la  real  orden  reclamada  no  ha  concedido  ni  negado  la  concesión, 
oi  puede  considerarse  como  final  en  el  asunto,  ni  está  comprendida 
entre  las  que  pueden  ser  objeto  del  recurso,  según  elnüm.  5.*  del  ar* 
líenlo  89  de  la  ley  de  6  do  Julio  de  1859: 


Vistos,  siendo  PoneDteQl  Ninijstro  b,  Gregorio  J^ei  Sarmiento: 
«  .  •  GoBsideraado  que  la  vía  eooteaciosa  e^  patrias  demioas  soío 
procede  en  lo»  casos  en  que  está  concedida  expr^sam^ote  por  la  ley  ó 
por  el  reglamento: 

GoDsiderando  que  según  el  párrafo  tercero  del  art.  89  de  la  ley  df 
€  da  Julio  de  i05i),  único  que  podría  ser  aplicable,  solo  cabe  recurso 
^soDteocí oso  .contra  las  resoluciones  finales  eu  que  se  conceda  ó  oiegu6 
la  propiedad  de  minas: 

.  Considerando  que  por  la  real  orden  de  4  de  Junio  de  4868  no  se 
concede  á  D.  Matías  lianza  Jiménez  U  propiedad  de  la  mina  No  SU  ^i 
^6  niega  al  D.  Manuel  Segura  García  la  áe\sL  Menflez  Nuñei: . 

Y  considerando  que  la  re;solucion  qpe  contiene  no  es.  deflnitiv^^ 
aiDD  de  tramítapiuuk  no  estando  compreudida  por  lo  tanto  en  el  parra* 
fo  y  artículos  citados,  ni  en  otro  alguno  de  la  misma  ley  ó  de  su  re« 
glamento; 

FaMapQOs  que  debemos  decUrnr  y  4cclaramo6  improcedente  en  el 
actual  estado  la  denoanda  propuesta  en  12  de  Agosto  de  1868  por  elLi- 
eenoiado  D.  Francisco  Javier  ^aldelomar,  en  representación  de  D.  Ha* 
ouel  Segura  García;  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Minis- 
terio de  Fomento  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ofi- 
-cM  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  sacándose  al  efecto  las 
copias  oportunas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ílrmamos.=:Manuel 
Ortíz  de  Z<3ñíga.=Euscbio  Morales  Puideban.=Gregorio  Juez  Sar míen- 
^^s^osé  Mirria  Herreros  de  Tqjada.=?;TeodorQ  U<|renQ.=Büenaveut<|* 
ra  Alvarado.=Calixto  de  Montaivo  y  Goliantes. 

Publicación. =P/ublicada' fué  la  precedente  sentencia  por  elSr.  Don 
Gregorio  Juez  Sarmieato,  Ministro. Ponente  de  USala  tercera  del  Tri- 
Ikanal  Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Qfi 
•el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  pomo  Secretario  Relator  en  Madrid  á 
4-*  4e. Abril  de  186^.=Licenciado  Feliciano  López. 

(Gaceta  d^  10  de  Mayo  de  1869), 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Resolución  á  las  consultas  dirigidas  por  los  Gobernadores  de 
Madrid  y  Almería  solire  el  modo  de  apKcatél  párrafo  se^ 
gundo  del  arí^  lUde  las  bases  para  la  nueva  legislación  de 
minas. 

limo.  Sr.:  En  vista  de  las  consultas  dirigidas  á  este  Ministerio  por 
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los  (joberoadores  de  Uadrid  y  Almería  en  ^  y  8  de  Abril  ultimo,  y  ea 
las  cuales ^idenaclaraciooes  sobre  el  modado  aplicar  el  párrafo  se- 
gundo del  art.  i5  de  las  bases  para*  la  nueva  iegislacioa  de  minas,  de- 
cretadas por  el  Gobierno  Provisional  en  29  de  Diciembre  ultimo;  el 
Poder  Ejecutivo,  etí  el  ejercicio  de  sus.  funciones,:  ba  resuelto  que- 
cuando  los  expedientes  de  minas  lleguen*  á  estado  de  demarcacloa,  j 
de  que  se  otorgue  la  coúcesion  con  arreglo  á  16  establecido  en  las  cita- 
das bases,  los  Gobernadores  de  provincia  decreten  la  práctica  de  dicha- 
diligencia  por  el  Ingeoiero.de  Minas,  el  cual  la  ejecutará  en  la  forma 
que  el  peticionario  haya  designado  si  hubiere  terreno  franco,  ó  va-^ 
riándola  de  acuerdo  con  los  interesados  en  caso  de  que  no  pueda  de^ 
marcarse  en  la  disposición  designada,  ó  suspendiendo  la  operación- 
cuando  no  exista  torreno  franco  suficiente  para  demarcar  cuatro  per-^ 
tenencias  á  lo  menos,  con  arreglo  á  lo  que  determina  el  art.  12  de  la» 
mencionadas  bases. 

Dios  guarde  á  V.  1.  muchos  «ños.  Madrid  18  de  Mayo  de  1969. 

^  '  Ru:z  Zorrilla. 

5r.  Director  general  de  Obras  públicas»  Agricultura,  Industria  y  Go^- 

mercio. 

{Gaceta  de '^o  de  Mayo  de  1899). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Decretó  mandando  se  verifique  nueva  subasta  para  el  árten^ 

damiento  de  las  minas  de  Linar  es. 

•   • '  •     • . 

El  Poder  ejecutivo,  en  virtud  de  la  autorización  Concedida  al  Go- 
bierno por  el  art.  14  de  ia  ley  de  Presupuestos  de  29  de  iufiio  de  4867^ 
y  en  atención  á  no  haber  tenido  efecto  por  falta  de  licitadores  la  su- 
basta que  para  el  arr,ei)dam1ento  de  las  minas  de  plomo  de  Linares  fd- 
celebró  el  dia  31  de  Mayo  últiriio,  ha  dispuesto  se  verifique  de  nuevo,, 
modificándose  para  ello. el  pliego  de  condiciones,  y  fijándose  para  esid^ 
acto  el  dia  16  de  Julio  próximo. 

Madrid  sieteád  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve. 

El  Ministro  de  Hacienda. 

Laureano  Figuerola. 
DIRECCIÓN  GENERAL  DE  PROPIEDADES 

t   DERECHOS   DEL   ESTADO. 

üsi^udo  de  las  facultades  concedidas  en  virtud  del  decreto  del  Po- 
der Ejecutivo,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  de  7  del  corriente  mea^ 
esta  Dirección  general  ha  acordado  que  la  segunda  subasta  para  coa- 
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tratar  el  arriendo  de  las  misas  de  ptonio  de  LiDares»  propias  del  Esta- 
do, se  veriQque  el  día  IS  de  Julio  próximo,  ¿.la  una  ea  punto  de  la 
iarde,  en  la  misma  Direceioii  general.       ' 

La  admisión  de  pr oposiciones  tendrá' lugar  hasta  la  una  y  media, 
'hora  en  la  que  se  procederá  á  la  apertura  y  lectura  de  las  que  se  hu- 
biesen presentado.  * 

Si  dada  la  referida  hora  no  resultase  ninguna  presentada,  se  dará  el 
acto  por  terminado. 

El'pliego  de  condiciones  para  la  mencionada  subasta  es  el  que  á 
continuación  se  inserta. 

Lo  que  se  arisa  al  público  para  su  conocimiento. 

Madrid  7  de  Junio  de  t869.s=El  Director  general,  Estanislao  Suarez 
Iqclán. 

Pliego  de  condiciones  para  el  arrendamiento  de  las  mitias  de  Lina-- 
res,  formado  d  virtud  de  autorización  concedida  al  Gobierno  por  el 
art.  14  de  la  ley  de  Presupuestos  de^2  de  Junio  de  1867.      ^ 

I.*  El  arrendamiento  délas  ttiioas  de  Linares  se  hará  por  40  años, 
acontar  desde  el  día  en  que  se  otorgúela  escritura  de  contrato. 

3.*  Bl  arrendatario  abonará-  al  Estado  la  suma  de  150.000  escudos 
anuales  como  mioimo  de  prodtiecion  de  la  mina. 

3.*  En  el  caso  de  que  la  producción  fuese  inferior  á  la  de  S.OOO  to- 
neladas que  representan  próximamente  los.150.OUO  escudos,  no  poroso 
se  entenderá  que  ha  de  pagar  al  Estado  menos  de  la  expresada  suma. 

4.*  Si  produjese  más  do  las  3.000  toneladas,  abonará  al  Estado,  so- 
bre los  150.000  escudos  de  renta  Sja,  95  escudos  por  cada  tonelada  de 
plomo  de  más  que  produzca,  y  16  por  cada  una  de  mineral  que  expen- 
da en  crudo  ó  retire  de  la  localidad. 

5.*  El  ^obiert)o  entregará  al  arrendatario  la  mina  bajo  la  demarca- 
eipn  que  le  está  asignada,  y  cuyo  plano' se  hallará  de  maniñesto  en  la 
Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado. 

Se  pondrán  tao^bien  á  su  disposición  las  fábricas  de  fundición,  edi- 
ficios industriales,  oflcinasi  y  almacenes  existentes  en  la  población  y 
en  eltérmíDó  de  Linares  (con  solo  la;  reserva  deun.piso  y  un  almacén 
en  !«' casa*  Dirección  para  tos  delegados  de  la  Administración),  los  es- 
coriales, terreros,  terrenos  y  caminos,  y  ios  utensilios,  herramientas, 
aparatos  y  demás  enseres  que  posee  el  Estado,  aplieados  ó  destinados 
al  establecimiento,  asi  como  ios  derechos  que  pueda  tener  aquel. 

Las  fábricas,.«dificioe,  herramientas  y  toda  clase  de  aparatos  se 
valorarán  previamente  por  peritos  nombrados  por  ambos  contratantes. 

6^.*  Los  minerales  graesos  y  menudos  que  existan  arrancados  y  no 
«xtraidosel  dia  en  que  el  Estado  haga  entcega  al  arrendatario  queda- 
rán á  disposición  forzosa  de  éste,  pagándolos  al  precio  corriente  en- 
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tOBees  00  Lloaras,  eon  la  rebaja  del  costo  4e  e&iraccioa  quA  se  fija  en 
UD  escudo  por  qaiolal  métrico.  Los  minerales  extraídos  y  los  plomoa 
en  galápagos  que  existan  en  ese  día  soa  Umbieo  propiedad  del  Bator 
do,  que  las  Tenderá  en  pública  lieitaeion,  pudiendoel  Gobierno  conti- 
nuar custodiándolos  en  ios  almacenes  ó  parajes  acostumbrados  pana 
ello  por  término  de  tres  meses  sin  abonar  alquiler. 

7/    £1  arrendatario  se  obliga: 

i.*  A  pagar  al  Estado,  siempre  en  metálico,  por  trimestres  yeacj- 
dos,  en  la  Administración  de  Hacienda  de  la  profiocia  ó  en  la  Teiore- 
ría  Central,  la  parte  proporcional  correspondiente  i  los  150.000  esoudos 
de  renta  fija;  y  a)  fio  de  cada  año  lo  que  corresponda  por  .aumento  de 
explotación  sobre  3.000  toneladas,  coaforme  á  ]a< condición  4.* 

2.**    A  satisfacer  los  impuestos  que  pesen  sobre  la  industria  minera . 

3.*  A  trabajar,  ftxplotar  y  beneficiar  las  minas  á  ley  de  buen  mine- 
ro, con  sujeción  á  la  legislación  general  del  ramo,  facilitando  al  Ingé- 
^  siero  Jefe  del  distrito  la  inspección  de  los  trabajos,  siempre  que  lo 
teogt  por  conveniente. 

4.*  A  tener  la  mina  coDStantemente  desaguada,  empleando  tiinto 
para. ésto  como  para  la explotatioD  los mcjoroa  medios  y  aparatos  foe 
recomieode  el  arte  minero,  sin  suspender  jamás  los  trabijos,  y  res|M>n- 
diendo  en  todo  caso  de;  cuantos  accidentes  ocurran  que  na  seau  d^ 
fuerza  mayor. 

5.*  A  emprender  los  trabajos  de  las  minas  dentro  de  los  tres  meses 
contados  desdóla  fecha  del  otorgamiento  de  laesccitura* 

6.*  A  permitir  la  visita  de  estudio  que  por  disposición  del  Gobierno 
verifiquen  los  Ingenieros  en  prácticas. 

7.*  A  encomendar  la  dirección  de  los  trabajoa  de  ^  mina  á  Inge- 
nieros del  cuerpo  de  minas  español  ó  extranjeros,  pero  procurando 
que  el  Director  Jefe  pertenezca  «1  cuerpo  faeultaUvo  español. 

8/  A  devolver  las  mioas  al  Estado,  fiaalúado  quesea  ^  eootralo, 
no  solo  desaguadas,  sino  en  condiciones  de.aeguridad  y  beneficio  pam 
que.  pueda  continuarse  la  explotación  sin.  embaeaxo  algaao:  los  edifi- 
cios, fábricas^  lavaderos,  etc.  Talorados  i  iuveolariiuloa  se  devolverán 
asimismo  en  estado  de  cooseryadon,  á  menos  q^e  noiiubiesau  dea» 
«parecido  por  deterioro  natural  ó  por  coavientoncia  de  la¡  explotación  f 
beneficio,  justificado  por  el  acuerdo  mdtuO'de  ambua<oontrata;ite8.  Las 
lierramientas  y  demás  utensilios  de.oarácter  mofiliario  recibidos  al 
firmar  el  contrato  aereint^raráo  aaimiamo  en  espacie  ó  en  metálico. 
Las  nuevas  construcciones»  máquinas,  ciHninea  f.  apáralos  qoe  se 
•montasen  durante  la  época  del  arriendo  quedarán  i  beneficio  del  Es- 
'  tado,  asi  como  los  minerales  arrancados,  é  alma/eeaadoe,.  ploaaes,  esco- 
-rias  y  demis  productos  que  no  resulten  retiradoy  80  dias  áesfuts  4e 
'finaüxado  el  contrato. 
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9.*  A  teser  en  la  Caja  de  Depósitos  como  flama  del  contrato  400^000 
tacados  en  metálico  ó  papel,  eeo  arreglo  á  las  dispOiSicioaes  vigeoies. 

éO.  A  anmentar  proporeiooalniente  la  flansa  indicada  en  el  número 
anterior,  siempre  que  el  producto  se  eleve  á  más  de  6.00Ü  toneladas  al 
afio. 

41.  A  respetar  por  el  tiempo  que  faltase  para  su  terminación  los 
eoDlratos  que  para  el  servicio  del  establecimiento  tuviese  hechos  la 
Hacienda,  la  que  al  cesar  en  sus  funciones  industriales  el  día  en  que  se 
firme  el  contrato  subroga  sus  compromisos  en  el  arrendatario,  obli* 
gándose  á  sostenerle  eu  quieta  y  pacifica  posesiou  mientras  cuiqpla 
las  condiciones  estipuladas.  De  los  contratos  que  estuviesen  pendientes 
sedará  razón  circuoístanciada  en  la  Dirección  general  de  Propiedades. 

8.*  Para  hacer  proposiciones  en  la  subasta  será  necesaria  acreditar 
haber  depositado  en  la  Caja  general  6  en  las  sucursales  de  tas  provin 
cías  M.OOO  escudos  en  metálico  ó  su  equivalente  en  papel  del  Estada. 
Las  proposiciones  se  presentarán  en  pliegos  cerrados  con  sojeccion 
al  modelo  estampado  al  final,  y  comprenderán  todas  como  tipo  inva- 
riable los  i  50.000  escudos  de  renta  fija:  versará  la  subasta  sobre  los  25 
y  16-  escudos  que  respectivamente  deben  abonarse  al  Estado  por  cada 
tonelada  de  plomo  que  exceda  de  las  3.000,  ó  por  cada  tonelada  de  mi- 
neral en  crudo  que  se  expenda  ó  retire  de  la  localidad.  La  adjudicación 
interina  se  hará  al  mejor  postor:  pero  la  subasta  no  surtirá  efecto  has* 
ta  que  sea  aprobada  por  el  Ministro  de  fiacienda. 

El  depósito  previo  del  adjudicatario  quedará  retenido  hasta  que 
(Otorgue  la  escritura  y  preste  la  fianza  prevenida  en  el  uám.  9.*  de  la 
oondieion  7.' 

Los  demás  depósitos  provisionales  se  devolverán  en  el  acto.de  ter^ 
minado  «I  remate. 

9.*  Si  en  éste  so  presentasen  dos  ó  más  proposiciones  ij^nalea,  se 
.abrirá  una  licitación  oral  en  que  solo  podrán  tomar  parte  los  licitadp- 
res  por  espacio  demedia  hora. 

Si  en  esta  puja  no  se  mejorasen  las  proposiciones»  se  baraja  adju- 
dicación al  que  primero  haya  presentado  el  pliego,  á  cuyo  fin  se  no- 
morarán  á  la  presentación.  - 

10.  La  prestación  de  la  fianza  y  el  otorgamiento  de  la  escritura 
deberán  tener  lugar  en  el  plazo  improrogable  de  dos  meses,  á  contar 
desde  etdia  en  qo«  sé  hiciere  "la  adjodieacion.  Si  asi  no  se  verifican 
per  culpa  del  adjudicatariorperdetá  ésleel  depósito. 

il.  Los  gastos  de  subasta,  escritura  y  dos  copias  de.  é^ta,  que  se 
entregarán  en  la  Dirección  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado;  ser 
rán  de  cuenta  del  adjudicatario; 

'42.  En  el  caso  de  esterilidad  de  las  minas,  reconocida  por  avahas 
partes  contratautes,  el  arrendatario  tendrá  derecho  á  retirar  su  fianza. 
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Si  en  el  trascarso  del  contrato  hubiese  doBiatimiento  voluntario,  res- 
ponderá con  ésta  de  los  perjuicios  que  se  ocasiooeo  hasta  poner  las  .la- 
bores en  estado  de  continuarlas  en  buen  drdeo,  recibiendo  la'  difenren- 
cia  si  00  se  invirtiera  Integra,  y  renunciando  siempre  á  toda  indem- 
nización por  las  mejoras  que  hubiese  podido  introducir. 

45.  El  contrato  se  entiende  estipulado  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes contenidas  en  el  real  decreto  de  i7  de  Febrero  de  1052  y  regla* 
mentó  de  15  dé  Setiembre  de  dicho  año,  como  si  se  hubieran  incluida 
en  las  condiciones  del  mismo. 

14.  El  arrendatario  se  somete  expresamente  á  la  jurisdicción  ad- 
ministrativa, y  se  sujeta  á  cuanto  el  real  decreto  antes  citado  previe- 
ne, y  á  lo  que  ordena  el  art.  8.*  de  la  ley  de  SO  de  Febrero  de  1850,  re- 
nunciando expresa  y  terminantemente  á  todo  otro  fuero. 

15.  La  subasta  tendrá  lugar  el  dia  16  de  iuUo  próximo,  en  Madrid 
ante  el  Director  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  segan- 
do Jefe  del  mismo  departamento.  Asesor  general  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda y  Escribano  del  mismo. 

16.  La  subasta  se  anunciará  con  SOdias  de  anticipación  en  la  Gü" 
ceta  de  Madrid,  Boletines  oficiales  de  las  provincias  y  periódicos  más 
acreditados  de  Leipsick,  Berlín,  Londres  y  París* 

Madrid  7  deinnio  de  1869.=Aprobado.=FigueroIa. 

Modelo  de  proposición. 

El  que  suscribe,  enterado  del  pliego  de  condiciones  inserto  en  la 

Gaceta  de  Madrid  áe para  el  arrenda  miento  de  las  minas  de 

plomo  de  Linares,  aceptando  en  todas  sus  partes  las  condiciones  que 
en  él  se  contienen,  se  obliga  á  satisfacer  como  precio  fljo  de  arrenda- 
miento 150.000  escudos  anuales  por  trimestres  vencidos  y  en  metálico; 
y  además.  ....  escudos  por  Cada  tonelada  de  plomo  y:  ....  ei^cu- 
dos  por  cada  tonelada  de  mineral  que  produzca  ó  retire  y  extraiga, 
que  excedan  de  las  3.000  fijadas,  conforme  en  un  "todo  con,  la»  condi- 
ciones 2.%  3.',  4.*  y  6.*  del  indicado  pliego. 

(Pecha,  firma  y  domicilio). 
.  (Gaceta  de  9  de  Junio  de  1869). 


Ordm  variando  el  modelo  de  proposiciones  para  la  subasta 
de  arriendo  de  las  minas  de  Linares  y  mandando  sepubli-- 
que  éste  y  él  pliego  de  condiciones  en  la  Gaceta. 

limo.  Sr.:  Con  el  objeto  de  evitar  cualquiera  duda  que  pudiera  sur- 
gir en  el  acto  déla  subasta  para  el  arrendamiento  de  las  minas  de  plo- 
mo de  Linares,  en  lo  relativo  á  los  tipos  fijados  4}ara  el  mismo  en  el 
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pliego  de  condiciones,  el  Poder  ejecutivo  ha  ^eaido  á  bien  dispooer 
^ue  las  proposiciones  hayan  de  ajustarse  exactamente  al  siguiente  mo- 
delo, que  ha  de  sustituir  al  que  se  publicó  en  la  Gaceta  de  9  del  cor- 
riente, y  al  propio  tiempo  que  éste  y  el  pliego  de  condiciones  se  inser- 
te de  nueTo  en  dicho  pei>iódico  oficial. 

Dios  guarde  i  Vi  1.  muchos  «ños.  Madrid  11  de  Junio  de  1869. 

FlGUEltOLA. 

limo.  Sr.  Director  general  de  Propiedades  y  Derechos  deLEstado^ 

Modelo  de  proposición. 

El  que  suscribe,  enterado  del  pliego  de  condiciones  inserto  en  U 

Gaceta  de  Madrid  áe para  el  arrendamiento  délas  minas  de 

plomo  de  Linares,  aceptando  en  todas  sus  partes  las  condiciones  que 
en  él  se  contienen,  se  obliga  á  satisfacer  chorno  precio  fijo  del  arren- 
damiento 150.009  escudos  anuales,  por  trimestres  vencidos  y  en  metá- 
lico, en  la  Tesorería  Central,  y  además*  *  •  •  •  escudos  por  cada  to- 
nelada de  mineral  que  expenda  en  crudo  ó  extraiga  y  retire  de  la  loca* 
lidad; y  p(K>porcíonalmente  satisfará  la  cantidad  que  corresponda  por. 
cada  tonelada  de  plomo  que  produzca  y  exceda  délas  3.000  que  sirven 
de  base  al  tipo  fl|o,  entendiéndose  para  esta. proporción  que  el  rendí  - 
miento  del  mineral  se  calculará  á  razoq  de  64  por  lOÚ  de  plomo. 

(Pecha  firma  y  domicilio). 
DIBfiCGION  GENERAL  DE  PROPIEDADES 

7  DERECHOS  DEL  ESTADO. 

Usando  de  las  facultades  concedidas  en  virtud  del  decreto  ^del  Po- 
der Ejecutivo,  en  el  ejeroicio  de  sud  funciones,  de  7  del  corriente  mes, 
esta  Dirección  general  ha  acordado  q.ue  la  segunda  subasta  para  o<^i* 
tratar  el  arriendo  de  las  minas  de  plomo  de  Linares  propias  del  Estado 
se  verifique  el  dia  16  de- Julio  próximo  á  la  una  en  punto  de  la  tarde, 
en  la  misma  Dirección  general. 

La  admisión  de  proposiciones  tendrá  lugar  hasta  la  una  y  media, 
hora  en  la  qué  se  procederá  á  la  apertura  y  lectura  de  las  que  se  hubie- 
sen presentado.  ^ 

'  Si  dada  la  referida  hora  no. resaltase  ninguna  presentada,  se  dará 
el  acto  por  terminado. 

El  pliego  de  condiciones  para  la  mencionada  subasta  es  el  que  á 
continuación:  se  inserta. 
.  Lo  que  se  avisa  al  publico  para  su  conocimiento. 

Madrid  7  de  Junio  de  1869.=3:£i  Director  general,  Estanislao  Suarez 
Indán. 
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Pliego  de  cnndiciones  parad  arrendamiento  de  las  minas  de  Linares^ 
.  formado  á  virtud  de  gulori^aeian  concedida  al  Gobierno  por  el  ar- 
tieulo  ii  de  la  ley  de  Presupaesios  de  ^2  de  funio  de  1867 « 

i.*  El  arreodamiento  de  las  minas  de  Linares  sabara  por  40  años, 
i  coDiar  desde  el  dia  eo  que  seoiérgae  la  escritora  de  codtralo. 

2.*  El  arreodatario  abonará  al  Estado  la  suma  de  I50.Ü00  escudoi 
anuales  r.oaio  mfaimo  de  producción  de  la  mina. 

3.*  En  el  caso  de  que  la  producción  fuese  inferior  á  la  de  3.000  to- 
neladas de  plomo,  que  representan  próximamente  los  450.000  escu- 
dos, no  pdr  eso  se  entenderá  qne  ha  de  pagar  al  Estado  menos  de  la 
expresada  suma. 

4.*  Si  produjese  más  de  las  3.000  toneladas,  abonará  al  Estado,  som- 
bre los  150.000  escudos  de  renta  fija,  {5  escudos  por  cada  Umelada  de 
plomo  de  más  que  produzca*  y  16  por  cada  una  de  mineral  que  ex* 
penda  en  crudo  ó  retire  de  la  localidad. 

5.*  Cl  Gobierno  entregará  al  arreodatario  la  mina  bajo  la  demarea» 
cion  que  le  está  asignada,  y  cuyo  plano  se  hallará  de  manifiesto  en  la 
Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado. 

Se  pondrán  también  á  su  disposición  las  fábricas  de  fundición,  edi« 
ficios  industriales,  oficinas  y  almacenes  eiisteíntes  ea  la  población  y 
en  el  término  de  Linares  (con  solo  la  reserva  de  un  piso  y  un  almacén 
en  la  casa  Dirección  para  los  delegados  de  la  Administración),  los  es- 
coriales, terreros,  terrenos  y  caminos,  y  los  utensilios,  herramientas, 
aparatos  y  demás  enseres  ^ue  posee  el  Estado*  aplicados  ó  destinados 
al  establecimiento,  asi  como  los  derechos  que  pueda  tener  aquel. 

Las  fábricas,  edificios,  herramientas  y  toda  elase  de  aparatos  se 
T¿lorarán  previamente  por  peritos  nombrados  por  ambos  controlantes. 
'  0.*  Los  minerales  gruesos  y  menudos  que  existan  arrancados  y  no 
extraidos  el  dia  en  que  el  Estado  haga  entrega  al  arrendatario  queda- 
lán  á  disposición  forzosa  de  éste,  pagándolos  al  precio  corriesfle  en- 
tonces en  Linares,  con  la  rebaja  del  costode  extracción,  que  se  fija  en 
un  escudo  por  quintal  métrico.  Los  minerales  extraídos  y  ios  plomos 
en  galápagos  que  existan  en  ese  dia  son  también  propiedad  del  Esta- 
do, que  los  veode^  en  pública  licitación,  pudiendo  el  Gobierno  eonii- 
naar  custodiándolos  en  les  almacenes  ó  parejee  acostambrados  para 
ello  por  término  de  tres  meses  sin  abonar  alqniler% 

Y.*    El  arrendatario  se  obliga: 

1.*  A  pagar  al  Estado,  siempre  en  metálico,  por  trimestres  fencidoa 
en  la  Administración  deEaciinda  de  la  provincia  ó  en  la  Teaoretria 
Central,  la  parte  proporcional  correspondiente  á  los  150.000  escndoa 
de  renta  fija;  y  al  fin  de  cada  año  lo  que  corresponda  por  aumento  de 
explotación  sobre  3.000  toneladas,  conforme  á  la  condición  4/ 
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2.*    A  satisfacer  los  impuestos  que  pesen  sobre  h  industria  iñinera. 

3.*  A  trabajar,  explotar  y  beoeflciar  las  iiiiná»á  ley  de  buea  toine* 
té  ton  sujeción  á  la  legUíacion  general  del  raoao,  facilitando  al  loge** 
niero  Jefe  del  distri  to  la  inspección  de  los  trabajos  siempre  que  lo  ten* 
ga  por  convenitiUfi. 

4/  Alienar  !«•  OMoa  eonatantemeote  desaguada,  eiopleando  tanto 
pai'a  ésto  como  pata  la  eiplolaeioQ,  los  mejores  medios  y  apafatos  qae 
reoomiende  el  arte  mioero;  sin  suspender  jamás  los  trabajos,  y  respoo- 
dioDdo  aa  todo  caso  de  cuantos  accidentes  ocurran  que  no  sean  de 
faena  mayor.  « 

'5.*  A  emprender  los  trabajos  de  las  mipas  dentro  de  los  tres  meaes 
contados  desde  la  fecba  del  otorgamiento  de  la  escritura. 

6/  A  permitir  la  visita  de  estudio  que  por  disposieion  del  Gobierno 
verifiquen  los  Ingenieros  en  prácticas. 

7/  A  encomendar  la  dirección  de  los  trabajos  de  la  mina  á  Ingenie- 
rot  del  Cilerpo  de  Minas  español  ó  eiira ajeros,  pero  proeurando  que 
el  Director  Jefe  pertenezca  al  cuerpo  facultativo  español. 

^.*  A  davelver  las  minas  al  Estado  finalizado  que  sea  él  contralOt 
no  solo  desaguadas,  sino  en  condioioaes  de  seguridad  y  beneficio  para 
que  pueda  continuarse  la  eiplotacion  sin  embarato  alguno:  los.  edifi* 
cio9,  fábricaa, lavaderos,  etc.,  valorados  é  inventariados  sedevolverün 
aasBiismoea  estado  de  conservación,  ámenos  que  no  hubiesen  desapa* 
recido  por  deterioro  natural  6  por  conveniencia  de  la  explotación  y 
ben^cie,  justificado  por  el  acuerdo  mi&tiiD  de  ambos  contratantes.  Las 
herramientas  y  demás  utebsilíos  de  carácter  nK>viliario  recibidos  al 
firmar  el  contrato  se  reintegrarán  asimismo  en  especie  ó  en  metálico* 
Las  nuevas  constrncciooes;  máquinas,  caminos  y  aparatos  que  se 
inenlaaen  dórentela  época  del  arriendo  quedarán  á  beneficio  del  Esta- 
do, asi  como  les  mineraleiB  arrancados  6  almacenados,  plomos,  esco- 
rias y  demás  productos  que  no  resulten  retirados  30  días  después  de 
finaliíado  el  contrato.  ,  . 

9Li*  a  tener  en  la  Caja  de  Depósitos  como  fianza  del  contrato  400.000 
esevdosea  raetáKoo  6  papel,  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes. 

40«  A  aumentar  propof  ciooalmente  la  fianza  indicada  en  el  número 
anterior^  siempre <|tte  el  producto  se  eleve  á  más^^  6.0U0  toneladas 
al  año. 

II.  A  respetar  por  el  tiempo  que  faltase  para  su  terminación  loa 
contratos  que  para  el  servicio  del  eatablecimieoto  tuviese  hechos  )a 
Hacienda,  la  qne  al  cesar  en  sus  fiíncienes  industriales  el  dia  en  qoe 
se  firme  el  contrato  subroga  sos  compromisos  en  el  arrendatario,  obli- 
gándose á  sostenerle  en  quieta  y  pacifica  posesión  mientras  cumpla  lai 
eondicionei  estipuladas.  De  loa  contratos  que  estuvieseo  pendientes  se 
dará  rasoD  circuiistanciaéa  en  la  Direoisioo  general  de  Propiedades» 
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8/    Para  hacer  proposiciones  en  la  subasta  será  necesario  acreditar 
haber  depositado  en  la  Caja  general  ó  en  las  sacorsales  de  las  pro* 
Tincias  20.0ÜO  escudos   en  metálico  6  stt  equivalente  en  papel  del: 
Estado. 

Las  proposiciones  se  presentarán  en  pliegos  cerrados  con  sujeeíoii 
al  uQodelo  estanspadoal  final,  y  comprenderán  todas  como  tipo  in?a- 
riable  los  I50.0C0  escudos  de  renta  fija:  Tersará  la  subasta  sobre  los  25 
y  16  escudos  que  respeciiramente  deben  abonarse  al  Estado  poc  cada- 
tonelada  de  plomo  que  eiceda  de  las  S.OCXK  d  por  cada  tonelada  de  mi- 
neral en  crudo  que  se  expenda  ó  retire  #e  la  localidad.  La  adjudicación 
interina  se  hará  al  mejor  postor;  pero  la  subasta  no  surtif á  efecto  hasta 
que  sea  aprobada  por  el  Ministro  de  Hacienda;  *  .         !:   . 

El  depósito  prÓTio  del  adjudicatario  quedará  retenido  hasta  que 
otorgue  la  escritura  y  preste  la  fianza  prevenida  en  el  ñiim.  9.*  de  la 
condición  7/ 

Los  demás  depósitos  provisionales  se  devolverán  en  el  acto  de  ter» 
minado  el  remate. 

9.'  Si  en  éstese  presentasen  dos  ó  más  propestcifones. iguales,  se 
abrirá  una  licitación  oral  en  que  solo  podrán  tomar  parte  los  autores 
de  ellas  por  espacio  de  media  hora» 

Sien  esta  puja  no  se  mejorasen  las  proposicitvneSt  se  hará  la  adjo- 
dicacional  que  primero  haya  presentado  el  pliego,  á  cuyo  fin  se  na* 
meraráná  la  presentación. 

iO.  La  jprestacion  de*  la  fianza  y  el  otorgamiento  de  la  escritura 
deberán  tener  logar  en  el  plazo  improrogable  de  dos  meses,  á  cootar 
desde  el  dia  en  que  se  hiciere  la  adjudicación.  Si  así  no  se  verificare 
por  culpa  del  adjudicatario,  perderá  éste  el  depósito. 

ti.  Los  gastos  de  subasta,  escritura  y  dos  copias  de  ésta,  que  se 
entregarán  en  la  Dirección  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  se- 
rán  de  cuenta  del  adjudicatario. 

i2.  En  el  OQso  de  esterilidad  de  las  minas,  reconocida  por  ambas 
partes  contratantes,  el  arre  ndatario  tendrá  derecho  á  retirar  su/fíanza. 
Si  en  el  trascurso  del  contra  to  hubiese  desistimiento  volantario,  res-  > 
pondera  con  ésta  de  los  perjuicios  que  se  ocasianen  hasta  ponerlas 
labores  en  estado  de  continuarlas  en  buen  orden,  recibiendo  ladiferen* 
cia  si  no  se  invirtiera  íntegra,  y  renunciando  siempre  á  toda  indemni- 
zación por  las  mejoras  que  hubiese  podido  introducir..  \      ' 

13.    El  contrato  se  entiende  estipulado  conarregk^á  las  disposído** 
oes  contenidas  en  el  real  decreto  de  27  de  Febrerode  185S  y  reglamen-< 
to  de  15  de  Setiembre  de  dicho  año  como  si  se  hubieran  incluido  eo . 
las  condiciones  (}el  mismo, 

i4.  El  arrendatario  se  somete  expresamente  á  lá  jurisdicción  edñoii* 
Distrativa,  y  se  sujeta  á  cuanto  el  real  decreto  antes  citado  previener' 


\ 
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y  á  lo  que  ordena  el  articulo  9.**  de  U  ley  de  20  de  Febrero  de  4850» 
renuociando  expresa  y*  ierminantemeiite  á  todo  otro  fuero. 

15.  La  subasta  teadrá  lugar  el  día  i6  de  Julio  próximo  ea  Madrid 
aute  el  Director  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  segun- 
do Jefe  del  mismo  departamento.  Asesor  general  del  Ministerio  de  Ua«- 
cienda  y  Escribano  del  mismo. 

16.  La  subasta  se  anunciará  con  50  dias  de  anticipación  en  la  Gar- 
ceta de  Madrid,  Boletines  oficiales  áe  las  provincias  y  periédicos  más 
acreditados  de  Leipsick,  Berlin,  Londres  y  Parts. 

Madrid  7  de  Junio  del  869.= Aprobado.=Figtterola. 

Modelo  de  proposición . 

•El  que  suscribe,  enterado  del  pliego  de  condiciones  inserto  en  la 

Gaceta  de  Madrid  de para  el  arrendamiento  de  las  minas  de 

plomo  de  Linares,  aceptando  en  todas  sus  partes  las  condiciones  que* 
en  él  se  contienen,  se  obliga  á  satisfacer  como  precio  Ojo  del  arrenda- 
miento 150.000  escudos  anuales,  por  trimestres  yencidos  y  en  metáli- 
co, en  la  Tesoreria  Central  y  además escudos  por  cada  tone- 
lada de  mineral  que  expenda  en  crudo  ó  extraiga  y  retire  de  la  locali- 
dad; y  proporcionalmente  satisfará  la  cantidad  que  corresponda  por  ca« 
da  tonelada  de  plomo  que  produzca  y  exceda  de  las  3.000  .que  sirven 
de  base  al  tipo  fijo,  entendiéndose  para  esta  proporción  que  el  rendi- 
miento del  mineral  se  calculará  á  razón  de  61  por  100  de  plomo. 

(Fecha,  firma  y  domicilio). 
(Gacela  de  19  de  Junio  de  1869). 


Ley  para  que  desde  1  ."^  de  Enero  de  1870  sean  completamente 
libres  la  fabricación  y  venta  de  la  sal. 

D.  Laureano  Figuerola,  Ministro  de  Hacienda,  en  nombre  y  con 
acuerdo  del  Poder  Ejecutivo  déla  Nación;  á  todos  los  que  las  presen- 
tes vieren  y  entendieren,  salud:  las  Cortes  Constituyentes  de  la  Nación 
española,  en  uso  de  su  soberanf a,  decretan  y  sancionan  lo  siguiente: 

Articulo  1.*  Desde  1.*^  de  Enero  do  1870  serán  completamente  li- 
bres la  fabricdcion  y  venta  de  la  sal,  desapareciendo  por  consiguiente 
el  estanco  y  el  monopolio  ejercido  hoy  por  el  Estado. 

Todos  los  propietarios  de  salinas  beneficiadas  ó  inutilizadas  ac- 
tualmente por  el  Estado,  ya  mediante  el  pago  de  determinados  dere« 
chos  ó  ya  por  precio  alzado  de  compra  exclusiva  del  articulo,  dejarán 
de  cobrarlas  sumas«que  por  estos  conceptos  vengan  percibiendo  baj9 
cualquier  titulo  que  sea  desde  el  dia  que,  dentro  del  segundo  semestre 
del  año  econémico  de  1839  á  1870,  señale  en  cada  caso  el  Poder  Eje- 
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^■'  ctttiTo  para  que  dichos  propietarios  vaelyaQ  á  posesionarse  de  aas  aa* 

lÍDas,  medíante  liquidación  y  pago  del  ?alor  de  los  edificios  máquina» 
y  mejoras  que  la  Hacienda  hubiere  hecho  en  ellas. 

Las  eiislencias  de  sales  se  enajenarán  por  la  Hacienda  segua  fuese 
B>¿8  conveniente. 

Art.  2."  Declarada  la  libertad  de  la  fabricación  y  venta,  iiQse  re* 
coodce  ningún  derecho  á  indemnización  á  las  .corporaciones  ó  porso- 
nas  interesadas  en  la  percepción  de  arbitrios  ó  recargos -sobre  el  con- 
sumo de  sal  íoterin  do  acrediten  con  título  legitimo  y  primordial  uo 
contrato  oneroso  que  obligue  al  Estado  al  pago  de  semejante  carga  ó 
gravamen. 

Art.  ZJ*  Se  declaran  en  estado  de  venta  las  salinas  de  la  Hacienda 
y  las  demás  fincas  y  efectos  pertenecientes  á  las  mismas  que  se  ha» 
lien  aplicados  exclusivamente  al  servicio  de  la  renta. 

El  pago  délas  salinas  vendidaase  verificará  en  metálico,  entregan*- 
do  los  compradores  la  décima  parte  al  verificarse  la  adjudicación,  y  el 
reato  por  partes  iguales  en  los  nueve  años  siguientes. 
^    Las  ventas  se  haaán  en  pública  licitación. 

Exceptuándose  por  ahora  de  la  venta  las  salinas  de  Torrevieja,  Imoq 
y  Jk)8  A^lfaques. 

Art.  4.*  El  Gobiferno  cuidará  de  proveer  íos  depósitos^  y  alfolíes 
coa  el  surtido  ordinario,  aumentando  con  un  20  por  iOO  más  la  con» 
signacion  señalada  en  toda  la  región  no  salinera  de  España  duranteel 
segundo  semestre  del  ejercicio. 

Desde  i.**  de  Julio  de  1870  venderá  las  existencias  resultantes  sm 
ulterior  abastecimiento.  El  Poder  Ejecutivo  conservará  ó  disminuirá 
•    los  precios  según  el  estado  de  los  mercados  hasta  la  indicada  fecha  de 
i.*  de  Julio  de  1870. 

Art,  5.*  La  Hacienda  concurrirí  con  los  particulares  á  la  venta 
por  mayor  y  menor  de  toda  la  sal  perteneciente  al  Estado  en  las  sali« 
anas  coya  exportación  conserve,  fijando  los  tipos  de  venta  al  precio  del 
mercado. 

Art,  6.*  La  importación  de  sal  procedente  del  extranjero  es  Ubre 
en  las  Aduanas  españolas  desde  l.*de  Enero  de  1870  mediante  el  pago 
de  45  rs.  por  quintal  métrioe. 

El  cabotaje  de  la  sal  indígena  no  estará  sujeto  á  ningún  derecho  de 
arancel. 

Será  completamente  libre  la  exportación  de  la  sal  en  buques  na- 
cionales ó  extranjeros,  cualquiera  que  sea  su  cabida. 

Art,  7.*  Los  propietarios  de  minas  de  saL  salinas  ó  espunkeros  pa- 
garáo  la  contribución  conforme  á  la  territorial  por  los  que  tengan  en 
Mplotacion. 

Att.  8.*    Se  incluirá  en  las  matrículas  déla  contribueioo  induslrial 
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4  los  qoeal  por  mayor  ó  al  por  menor  te  dediquen  á  la  venta  de  la 
sai;  debiendo  el  Poder  Ejecutivo  fijar  las  cuotas  prudencialmente,  sin  t; 

peijuicio  de  modificarlas  en  alza  ó  en  baja  según  aconseje  la  expe* 
rienda.  * 

Art.  9.*  El  Poder  Ejecutivo  adoptará  todas  las  medidas  necesarias 
para  facilitar  la  transición  del  estanco  á  la  libertad  del  tráfico  de  la 
sal,  sin  que  falte  el  abastecimiento  de  este  articulo  de  primera  necesi* 
dad  dentro  del  ejercicio  del  presupuesto  en  los  puntos  de  la  Península 
que  pudieran  carecer  de  él. 

De  jcuerdo  de  las  Cortes  se  comunica  al  Podef  Ejecutivo  para  su 
cumplimiento  y  publicación  como  ley. 

Palacio  de  la%  Cortes  catorce  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
nueve.=Nico]ás  María  Rivero«  Presidente. =-Manuel  de  Llano  y  Pérsi, 
Diputado  Secretario.=:El  Marqués  de  Sardoal,  Diputado  Secretario.^ 
Julián  Sánchez  Ruano,  Diputado  Secreta rio.=Francisco  Javier  Garra* 
tálá.  Diputado  Secretario. 

Por  tanto: 

Mando  á  todos  los  Tribunales,  Justicias,  Jefes,  Gobernadores  y  de- 
mis  Autoridades,  asi  civiles  como  militares  y  eclesiásticas  de  cual- 
quier clase  y  dignidad,  que  lo  guarden  y  hagan  guardar,  cumplir  y 
ejecutar  en  todas  sus  partes. 

Madrid  diez  y  seis  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve.  .     .  • 

El  MiDistro  de  Haciendi, 

Laureaiio  Figübaola. 
{Gaceta  de  23  de  Junio  de  1869). 
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APÉNDICE.  (1) 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Iteales  decretos  sobre  la  enseñanza  preparatoria  de  las  Escue- 
las especiales  en  la  Facultad  de  ciencias. 

Exposición  á  S.  M. 

SEÑORA: 

No  era  de  temer  que  el  Gobierno  de  V.  M.,  que  se  ha  propuesto  lie* 
Tar  la  saludable  y  necesaria  refornaa  á  todos  los  ramos  de  la  pública 
enseñanza,  en  el  sentido  de  agrandar,  cnanto  posible  sea,  los  horizon- 
tes del  saber,  y  de  procurar  que  la  doctrina  llegue  pura  y  esplendida  i 
todas  las  esferas  sociales,  olvidara  la  Facultad  de  Ciencias,  que  en  los 
países  cultos  representa  y  señala  el  movimiento  de  la  humana  inteli* 
gencia,  la  marcha  augusta  del  hombre,  alumbrado  por  la  fé,  en  elca* 
mino  de  las  grandes  verdades  físicas,  al  término  razonable  de  su  an- 
iielo,  á  la  posesión  tranquila  de  los  magníficos  secretos  de  lanaturale- 
-za.  No  es  ni  ha  sido  nunca  incompatible  el  estudio  profundo  dé  lais 
ciencias  abstractas  con  el  cultivo  de  las  físicas  y  naturales,  antes  bieti 
tinas  y  otras  se  armonizan  y  conciertan  como  para  cantar  un  gran 
liimno  de  gloria;  para  ofrecer  la  demostración  sublime  de  altísimas 
Terdades  que  los  siglos  reverencian,  y  que  durarán  más  que  los  siglos, 
t^i  fué  nunca  el  ingenio  español  perezoso  ó  refractario  al  estudió  de  las 
'cuestiones  naturales,  á  contar  desde  Séneca  y  Golumela.  Todavía 
guardan  las  Bibliotecas  españolas  multitud  de  manuscritos  que  atesti- 
guan el  culto  que  en  la  Edad  media  recibieron  ciertos  estudios  que  á 
la  sazón  eran  desconocidos  en  casi  todo  el  resto  de  Europa.  Las  famo- 
sas Escuelas  de  Córdoba,  Sevilla  y  Granada,  tibio  reflejo  de  la  lu2  que 


(i)    Ngí  habiéndose  insertado  en  su  lugar  correspondiente  estas  dís- 
-posiciones  se  ponen  aquí  para, completar  ta  colección. 
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«n  Oriente  se  extinguía,  ultimo  asiló  de  las  Academias  de  Coostanti- 
oopla,  profesaban  la  Medicina,  las  Matemáticas,  la  Astronomía,  la  Al*- 
qufmia,la  Geografía,  la  Zoología  y  la  Botánica:  más  tarde  estas  cien- 
cias eran  acogidas  en  los  estudios  generales  de  Falencia,  Salamanca  7 
Yalladolid:  los  sabios  las  cultivaban,  los  Reyes  las  favorecían,  y  los  li- 
bros del  saber  de  Astronomía  y  las  Tablas  AVfoisinas  enlazaban  en  la 
frente  de  un  inmortal  predecesor  de  V.  M.,  con  !a  corona  de  Castilla 
la  corona  de  sabio  que  brilla  y  brillará  siempre  como  uno  délos  tim- 
bres más  preciados  de  nuestra  gloriosa  historia  nacional.  Al  nombre  á^ 
españoles  ilustres,  en  prosecución  no  interrumpida  desde  el  siglo  XUI^. 
Yá  unido  el  recuerdo  de  grandes  descubrimientos,  de  viajes  atrevido», 
de  inmensas  conquistas  para  las  ciencias  físicas  y  naturales:  sería  in- 
terminable, Señora,  el  catálogo  de  sabios  que  ilustran  aquel  perfoda 
de  grandeza  en  que  un  nuevo  mundo  se  agregaba  á  los  dominios  de- 
£^tilia,y  por  do  quiera  3e  despertaba  el  genio  de  U  oiavegaciony  d0 
las  empresas  gigantescas»  Ai  renacimiento  y  apogeo  de  las  letras  acom- 
pañaban con  paso  igual  las  ciencias;  y  el  gramático  Nebrija,asi  asom- 
braba á  propios  y  extrañes  con  su  vasta  erudición  en  humanidades» 
como  sacaba  á  luz  su  célebre  tratado  de  Cosmografía.  Naturalistas  y 
médicos  de  peregrina  inteligencia  sorprendieron  nuevos  y  nuevos  ar- 
jii^nos  de  la  nat^raleza;  matemáticos  insignes,  geógrafos  afamados,  fí- 
9i(^qpy  m^rinoSi  hombres,  en  fin,  dotados  de  singular  aptitud  para  eL 
estudio  de  las  ciencias,  y  á  quienes  las  ciencias  qaizá  deben  la  parte 
m^or  de  su  caudal,  produjo  nuestra  España  y  salieron  de  nuestra^ 
Universidades  en  los  siglos  XVI  al  actual.  La  munificencia  de  los  R^ 
yes  y  de  los  Principes  en  d  otar  gabinetes  y  laboratorios,*eB  llamar  j 
.distinguir  Profesores,  en  proteger,  por  último,  los  elementos  de  culta* 
la  de  esta  nación,  i^unificencia  que  abundantemente  ha  heredado 
V.  M.,y  loe  esfuerzos  laudables  de  los  Gobiernos  que  se  han  sucedido 
en  el  presente  sigtp,  han  traído  la  escuela  de  ciencias  al  estado  ea  qi^- 
Jipy  se  halla,  al  estado  de  formar  parte  del  plan  general  de  la  loatroe- 
jCion  públipa,  y  de  constituir  una  Facultad  respetable  al  lado  de  la  do 
letras,  de  la  de  Derecho  y  Medicina.  Pero  ésto  no  basta.  Señora.  Im 
.Facultad  deCieqcias  comprende  un  conjunto  de  estudios  difíciles»  aba« 
U^ctos,  que  han  menester  especial  vocación  y  disposiciones  tambiep^ 
especi«le$  por  parte  de  quienes  á  ellos  se  consagren»  gtiiadoa  tan  sor 
lo  poc  el  impulso  generoso  y  noble  de  saber,  por  el  ardor  de  llegar  m^* 
allái  siquiera  un  paso,  en  el  .camino  de  la  cienci8|  abierto  para  todos, 
fáeil  y  expedito  para  muy  pocos. 

No  es  posible  que  de  una  Universidad  Central,  que  de  la  primem 
IlAiversidad  de  España,  la  nación  de  las  tradiciones  científicas,  la  pa«^ 
tria  de  los  matemáticos  y  de  los  naturalistas,  faltase  una  Escuela  do 
Ciencias  completa,  donde  se  dieran  todos  los  estadios,  y  donde  se  if» 
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eibiesen  todos  los  grados,  el  Doctorado  inclasive.  Guando  los  coooci- 
mieatos  íllosóflcos  é  históricos  alcanzan  tan  alta  boga,  y  se  aumentaq 
lea  enseñanzas,  y  se  maltiplican  los  libros,  y  se  llega  á  tan  lejanos  tér- 
minos en  las  investigaciones,  dacdo  qaizá  á  la  razón  vuelos  que  lA 
eonducen  á  regiones  mal  sanas,  que  con  frecuencia  la  desvanecen  y  la 
precipitan,  justo  es  que  tengan  la  debida  protección  otras  ciencias^ 
eoyo  tranquilo  y  bien  intencionado  estudio  abre  las  puertas  á  un  mun* 
do  de  hechos  y  de  ideas  que  no  puede  estar  cerrado  á  una  generación 
que  asiste  maravillada  al  espectáculo  del  vapor  que  orada  los  montea» 
y  del  alambre  eléctrico  que  une  y  comunica  el  pensamiento  y  las  fra» 
ses  de  dos  razas. 

En  el  estudio  y  propagación  de  las  ciencias  físicas  y  naturales  ci* 
fran,  puede  decirse,  su  desarrollo  y  ventura  los  intereses  de  las  artes 
y  de  la  industria.  No  son,  pues,  enemigos  de  estos  intereses,  antes 
bien  los  favorecen  y  fomentan,  los  poderes  que ,  dando  ál  orden  moral 
é  intelectual  la  importancia  que  de  derecho  le  corresponde,  acuden  á 
aquellos  en  la  manera  razonable  y  justa  que  exigen  la  armonía,  al 
equilibrio  y  el  bienestar  de  la  sociedad. 

Las  ciencias  físico-matemáticas  y  naturales,  rectamente  ense6adai 
y  dócilmente  aprendidas,  como  es  de  esperar  sin  género  da  duda  de 
los  dignos  Profesores  que  forman  el  cuadro  de  la  Escuela,  aa  vez  da 
conducir  al  tétrico  desapego  de  las  verdades  morales  y  al  cautiverio 
horrible  déla  materia,  con  sue  aseveraciones  y  su  ornato  coasuelan  y 
fortificas  el  corazón  y  la  cabeza. 

Sobre  estos  sólidos  principios,  la  ley  de  9  de  Setiembre  de  4857,  en 
aa  art.  84.estableció  la  Facultad  de  Ciencias,  dividiéndola  en  tras  sec* 
eioneé  de  Ciencias  exactas,  físicas  y  naturales:  en  su  art.  76  mandó 
q«e  en  la  expresada  Facultad  se  estudian  las  materias  á  ella  partene^ 
ciaates,  que  forman  parte  da  otras  Facultades  ó  carreras. 

Los  programas  publicados  en  1^58  imponen  la  necesidad  da  haber 
estudiado  tres  años  en  la  Facultad  de  Ciencias  á  los  que  aspiran  al  tlt 
talo  da  Ingenieros  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  de  Mioas^  da  Noftv 
tasé  Industriales.  El  pensamiento  de  la  ley  era  patenta.  Se  quería  ha^ 
car,  se  debía  hacer,  es  ya  tiempo  de  qua  se  haga  de  la  FacnUad  d» 
Gíenciaa  de  la  Universidad  Central,  dotada  de  gabinetes,  de  lahorato^ 
jrios,  de  museos,  de  jardín  botánico,  de  observatorio  astronómico,  una 
Brcuela  donde  sédenlos  conocimientos  teóricos,  las  ciencias  paras ea 
la  primera  mitad  de  su  carrera,  á  los  Ingenieros  da  las  diiérantas  ra<> 
moa,  sin  perjuicio  de  dejar  A  sus  Escuelas  especiales  y  verdadaramenta 
de  aplicación  el  complemento  de  las  enseñanzas  en  otros  tres  aaos  qm 
los  alumnos  cursarán  bajo  la  esclosiva  diraccioo  da  aquellos  Profeso- 
rasu  Esto  no  ara  nuevo  en  España,  ni  as  desconocido  an  pais  alguno 
biao  organiudo 
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Hay  UD8  suma  de  coDocimieDtos,  uoa  serie  de  asigoaluras  que  fia 
puede  meóos  de  ser  comuo  ea  la  esencia  é  ideática  eo  la  lodoie.  Si 
otro  principio  se  admitieta,  las  ciencias  exactas  dejarian  de  ser  exac* 
tas;  podrán  irariar  las  aplicaciones;  podrá  variaY  la  importancia  paca 
cada  objeto  de  las  ramas  que  forman  el  árbol  déla  ciencia;  pero  uno  es 
el  tronco  que  lo  sostiene,  y  uoa  la  savia  que  lo  nutre.  El  sistema  de 
separar  desde  un  principio  á  los  jóvenes  que  se  dedican  á  cada  una  de 
las  carreras  especiales,  de  aislarlos  basta  el  punto  de  que  durante  seis 
ó  más  años  viva  la  inteligencia  en  una  tensión  continua,  siempre  con 
la  ioQÍra  puesta  en  el  mismo  fin,  siempre  con  las  facultades  del  alma 
ocupadas  en  un  solo,  objeto,  produce  por  necesidad  cierta  propensioa 
á  dar  en  lo  exclusivo,  cierta  tristeza  de  ánimo  que  agosta  y  seca  las 
imaginaciones  más  lozanas,  j  vuelve  amanerados  y  sombríos  los  talen- 
tos más  felices.  El  Ministro  que  suscribe  cree,hacieodo  suyas  las  pa« 
labras  que  uno  desús  antecesores  tenia  el  honor  de  dirigir  á  V.  U.coq 
igual  motivo,  que  importa 'mucho  que  cuantos  hayan  de  dedicarse  á  las 
Tarias  profesiones,  cuya  base  común  consiste  en  unos  mismos  esta-» 
dios,  se  eduquen  por  algún  tiempo  juntos»  porque  así  podrin  com* 
prender  y  sentir  la  sublime  integridad  de  la' ciencia,  y  en  adelante  no 
«e  mirarán  como  rivales  ni  como  extraños,  sino  como  miembros  de 
-una  misma  comunión  consagrada  á  la  obra  del  progreso  general. 

No  hay,  pues,  riesgo  alguno  para  la  instrucción  en  que  ios  alum* 
nos  de  las  carreras  especiales  hagan  en  la  Facultad  de  Ciencias  los  es* 
tudios  teóricos  de  su  instituto  respectivo;  antes  bien,  suavizándose  un 
tanto  la  especie  de  rígida  monotonía  que  al  presente  constituye  por 
necesidad  el  carácter  de  las  Escuelas,  los  jóvenes  harán  la  mitad  de  su 
carrera  en  agradable  comunicación,  respirando  un  mismo  ambiente 
eientiflco,  y  preparándose  para  recibir  despueá  en  los  tres  años  de  am-. 
pliacion  y  aplicación  la  savia  y  vigorosa  enseñanza  que  distingue  y 
enaltece  á  nuestras  Escuelas  especiales.  Si  se  priva  á  la  Facultad  de 
Ciencias  de  la  calidad  de  Escuela  teórica  para  ciertas  profesiones»  que- 
dará reducida  á  la  condición  de  una  Facultad  eo  que,  estudiándose  la 
t^fencia  por  la-ciencia  y  sin  esperanza  de  ventaja  alguna  positiva, 
atraiga  contadisimo  número  de  alumnos,  y  arrastre  una  existencia  lán- 
guida y  por  demás  desdichada.  En  España*  como  en  todas  partes,  (á 
Facultad  de  Ciencias  tiene  altos  fines  socicles  que  cumplir;  y  asi  lo 
t^om  prendieron  la  leyde  i857,  los  programas  de  1858  y  la  ley  de  1859» 
en  que  se  dio  nueva  dependencia  á  las  Escudas  especiales.  Y  todavía 
se  remonta  entre  nosotros  á  más  lejana  fecha  el  pensamiento  de  una 
Dscuela  en  que  se  den  las  enseñanzas  teóricas  de  varias  profesiones 
análogas:  en  4855  se  presentaba  á  las  Cortes  un  proyecto  de  ley  en  qae 
^e  proponía  la  institución  de  un  estudio  general  para  los  jórenes  «que 
se  dedicasen  á  las  carreras  facultativas,  en  el  cual  se  les  suministra^ 
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sen  los  conocimientos  que  son  comanea  á  todas:  en  aquel  mismo  año 
se  suprimía  la  Escuela  .preparatoria  cuando  apenas  comenzaban  á  to- 
earse  susfeUcfes  resultados.  En  el  plan  délas  Cortes  de  4821  se  creaba 
•o  Madrid  una  Escuela  politécnica,  cuyo  objeto  era  proporcionarla  en* 
señanza  común  y  preliminar  para  las  diferentes  Escuelas  de  aplica* 
cion.  No  es,  Señora,  novedad  alguna  ni  ensayo  peligroso  ó  al  azar  lo 
que  el  Ministro  de  Fomento  tiene  el  honor  de  proponer  á  V.  M.  en  los^ 
dos  adjuntos  proyectos  de  decreto. 

Por  el  primero  se  organizan  los  estudios  déla  Facultad  de€iencias, 
prohibiendo  las  simultaneidades,  y  reduciendo  á  dos  las  tres  secciones 
de  que  al  presente  consta;  la  denominación  de  Ciencias  exactas,  que  á 
todas  comprende  en  rigor,  tiene  cierta  vaguedad  para  ser  con  razón  ló- 
gica miembro  dparte  de  una  colectividad,  siendo  hasta  cierto  punto  la 
colectividad  misma:  abonan  igualmente  la  proyectada  refundición  la 
naturaleza  de  las  asignaturas  y  el  mayor  orden  y  simplificación  de  los 
estudios  de  la  Facultad:  éstos  se  harán  con  el  método  y  la  duración 
convenientes,  sin  alargar  la  carrera;  pero  procurando  que  por  punto 
general  sean^dos  para  los  alumnos  las  lecciones  diarias,  y  que  los  Pro- 
fesores, asi  numerarlos  como  supernumerarios,  no  dejen  de  dar  una 
cada  dia,  combinando  con  los  est-udios  teóricos  los  oportunos  ejerci- 
cios  prácticos. 

Se  suprimen  las  cátedras  de  Fluidos  imponderables  y  de  Física  ma- 
temática, la  primera  por  supérflua  subsistiendo  la  de  ampliación  de  la 
Física;  y  la  segunda,  vacante  desde  su  creación,  porqueiampoco  es  de 
absoluta  necesidad  en  el  cuadro  de  las  enseñanzas:  se  establece  en 
cambio  para  el  Doctorado  la  de  Historia  de  las  ciencias,  que  si  es  im- 
portante en  todos  los  paises,  en  España,  por  sus  gloriosas  tradiciones 
científicas,  ofrece  un  interés  de  primer  orden . 

Por  el  segundo  de  los  proyectos  se  ponen  en  ejecución  los  articu- 
les 96  y  436  de  la  ley  de  Instrucción  pública,  y  se  devuelve  su  vigor 
á  los  programas  fie  las  carreras  superiores  publicadas  por  Real  deerer 
to  en  Seiiembre  de  1858:  se  establecen  y  enumeran  los  estudios  que  en 
la  Facultad  de  Ciencias  deben  hacer  los  aspirantes  al  titulo  de  Inge- 
nieros de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  de  Minas,  de  Montes  é  Indus- 
triales, en  cumplimiento  también  de  la  ley  de  5  de  Junio  de  1859 . 
Otras  medidas  i m por ta-i^tes  se  proponen  á  V.  M.  en  el  expresado  pro- 
yecto: es  quizá  la  más  trascendental  la  de  no  hacer  obligatorio  el  gra- 
do de  Bachiller  en  Artes  pajra  emprender  las  carreras  especiales.  Orga  - 
nizada  recientemente  la  segunda  enseñanza  sobre  la  base  de  tres  años 
de  latin  y  humanidades,  considera  el  Ministro  de  Fcimetito  que  puede 
haber  muchos  jóvenes  á  quienes  sus  padres  ó  encargados  den  una  sé  » 
^ie  de  estudios  y  una  educación,  en  España  ó  en  el  extranjero,  qué  di- 
fieran del  sistema  adoptado  para  los  Institutos;  puede  haber  una  se- 
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gODda  enseñanza  completa, pero  distinta  de  la  oficial  debida  á  loses* 
faerzos  individuales  y  al  esmero  de  las  familias,  merced  i  la  cual  pao* 
da  un  alumno  á  ios  i6  años  de  edad  presentarse  á  sufrir  examen  para 
ingresar  en  Escoela  facuUatÍTa. 

19o  debe  privarse  á  los  padres  del  derecho  de  preparar  á  sus  hijos 
para  estas  carreras,  bien  dándoles  la  segunda  enseñanza  en  losins.titu-^ 
tos  ó  Colegios, y.  el  gradode  Bachiller,  bien  instruyéndoles  por  medio 
de  Profesores  particulares  en  aquellos  ramos  del  saber  que  eonsUioyea 
la  buena  educación,  y  que  han  de*  ser  materia  del  examen  al  inscribir- 
se en  la  Escuela.  Después  de  este  examen  y  de  verificar  en  la  Facultad 
de  Ciencias  los  estudios  que  se  determinan,  los  alumnos  han  de  pasac^ 
por  otra  prueba  rigorosa  de  aprovechamiento  y  aptitud,  al  comenzai 
en  la  respectiva  Escuela  especial  los  estudios  de  aplicación,  que  dura^ 
rán  tres  años,  y  se  sujetarán  al  programa  y  reglamento  de  cada  uno* 
Ito  esta  suerte,  conciliando  las  prescripciones  legales  con  la  vida  y  es- 
plendor de  la  Facultad  de  Ciencias,  con  la  mayor  facilidad  y  vesiiaja 
délos  alumnos  y  con  el  espíritu  de  economías  que  prevalece  eo  el  Go^ 
bierno  y  preside  á  casi  todos  sus  actos,  seda  un  paso  en  el  camino  de 
las  útiles  y  saludables  reformas,  y  se  consigue  la  anidad  científica  qun 
es  prenda  segura  del  verdadero  y  legitimo  progreso^  > 

Entre  la  Facultad  de  Ciencias  y  las  Escuelas  especiales  no  puede 
haber  antagonismo  ni  rivalidad:  una  y  otras  para  honra  propia  y  glo- 
ria de  España  se  afanan  con  noble  eníulacion  por  llegar  al  mismo  fiot 
esto  es,  á  ja  exaltación  de  la  verdad  y  del  saber:  á  que  el  nombre  de 
nuestra  patria  figure  junto  al  de  las  naciones  más  adelantadas:  á  que 
no  se  pierdan  entre  nosotros  unas  cienciaB  que  en  remotos  siglos  difun  «^ 
dian  las  aulas  españolas  á  todos  los  pueblos  de  Occideate.  Unidas  por 
este  noble  y  patriótico  pensamiento  la  Facultad  y  las  Escuelas,  lícito 
es  abrigar  la  dulce  esperanza  de  que  los  resultados  corresponderán  á 
la  rectitud  del  propósito  y  á  la  sinceridad  del  deseo  que  mueve  ai  Mi^» 
nistro  de  Fomento  á  rogar  á  V.  II.  que  se  digne  aprobar  los  adjuntos 
proyectos  de  decreto,  acordados  en  Consejo  de  Itinistros. 

Madrid  22  de  Octubre  de  1806. 

SEÑORA: 
A.  L.  B.  P.  de  V.  M. 

MakuiIi  de  Oaofio. 

Real  decreto» 

Gonformándomf  con  lo  prepuesto  por  mi  Ministro  de  Fomento,  d^ 
«cuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros» 
Vengo  en  decretar  lo  biguiente: 
Artículo  1.*    Habrá  en  la  Universidad  Central  una  Facultad  de  Qieür 
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das,  en  la  cual  sedé  la  enseñanza  completa  hasta  el,  grado  de  Dgctor 
inolosive.  Constituyen  esta  Facaltad*  con  arreglo  alart.  436  de  la  ley 
de  Instroccion  pública  de  9  de  Setiembre  de  iB57,  la  Escuela  de  Cien- 
cias exactas,  P^ica  y  Química,  el  Museo  de  Historia  natural  y  el  Ob- 
serTatorio  astronómico. 

Art.  2.°  La  Facultad  de  Ciencias  constará  de  dos  secciones,  á  saber: 
de  Ciencias  íisico-matemétioas  y  qnímicaa,  y  de  Ciencias  naturales: 
los  estudios  hasta  el  Badfaillerato  aeran  comunes  para  las  dos-sec» 
clones. 

Art.  3.*  Para  aspirar  al  grado  de  Bachiller  en  la  Facultad  de  Cien* 
eits,  los  alumnos  deberán  ganar  y  probar  en  dos  cursos,  posteriores  al 
Bachillerato  en  Artes,  las  asignaturas  siguientes: 

PEIMER  AÑO. 

( 

Complemento  del  Algebra,  Geometría  y  Trigonometría  rectilínea  f 
esférica.  Lección  diaria. 

Qufmiea  general.  Lección  alterna. 
Mineralogía  y  Botánica.  Lección  alterna 

SEaUNDO  AÑO. 

Geonetria  analítica  de  dos  y  tres  dimensiones.  Lección  diaria. 
Ampliación  de  la  Física.  Lección  alterna. 
Cosmografía.  Lección  alterna. 
Zoología.  Lección  alterna. 

El  período  .del  Bachillerato  á  {a  Licenciatura  comprende  dos  curses 
para  cada  sección  en  la  forma  siguiente: 

SECCIÓN  DE  CIENCIAS  FÍSICO-MATEMÁTICAS. 

PRIMER  AÑO.— (rercero  de  la  Facultad). 

Cálenlo  diferencial  é  integral;  Lección  diaria. 
Geometría  desoriptíYa.  Lección  diaria. 

Ampliación  de  la  Química,  ó  sea  Química  inorgánica  y  orgánica, 
Lección  alterna. 

SEGUNDO  ÁSo,^[Cuarto  de  la  Facultad). 

Mecánica  racionaL  Lección  diaria. 
Geodesia.  Lección  alterna.  ' 
Prácticas  de  Química.  Lección  alterna. 

Probados  estos  dos  cursos,  el  Baelúller  en  Ciencias  podrá  recibir  el 
f rado  de  Licenciado  en  Ciencias,  aeccion  de  las  físico-matemáticas. 
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SECtílON  DE  CIENCIAS  NATÜBA.LES. 

•  '  I 

PBiMER  Am.— [Tercero  de  la  Facultad). 

Ampliaeion  de  la  Mineralogía.— Lección  aUerna. 
OrgaBograffa' y  Fisiología  vegeUies.-— Lección  alterna. 
Zoografia  de  vertebrados. — Lección  alterna. 
Zpografia  de  invertebrados. — ^Lección  alterna. 

SEGUNDO  AÑo.'-lCuarto  déla  Facultad). 

Fitografía  y  Geografía  botánica. — Lecciqn  alterna. 
Anatomía  comparada, — Lección  alterna. 
Ejercicios  prácticos. — Lección  alterna. 

Ganados  y  probados  estos  dos  años,  los  Bachilleres  en  la  Facultad 
de  Ciencias  podrán  recibir  el  grado  de  Licenciado  en  la  sección  de  Cien- 
cias naturales. 

Art.  4.*    Los  alumnos  de  la  Facultad  de  Ciencias  deberán  dar  prue- 
bas en  el  grado  de  Bachiller  de  conocimiento  de 'dibujo  lineal  hasta 
copiar  dos  órdenes  de  Arquitectura:  asimismo  en  el  período  de  la  Li- 
cenciatura deberán  estudiar  privadamente  lengua  inglesa  ó  alemana. 
Art.  5/    Gl  curso  del  Doctorado,  para  la  sección  de  Ciencias  fisico- 
matemáticas, comprenderá  las  asignaturas  siguientes: 
Astronomía  física  y  de  observación. -«-Lección  4ilterna. 
Análisis  química. — Lección  alterna.  . 
Para  la  sección  de  Ciencias  naturales  las  asignaturas  serán: 
Geología  y  Paleontología.— Lección  alterna* 
Historia  de  las  Ciencias. — Lección  alterna.  Ejercicios  prácticos  de 
Geología. 

A  esta  cátedra  deberán  asistir  también  los  alumnos  del  Doctorado 
de  la  otra  sección. 

Los  que  fueren  Licenciados  en  ambas  seccionas  podrán  estudiar  en 
Un  curso  el  Doctorado  de  las  dos,  y  recibirán  el  titulo  de  Doctor  en  la 
Facultad  de  Ciencias. 

Art.  6.*    La  Facultad  de  Ciencias  dará  en  adelante-loá  estudios  teó- 
ricos que  son  de  ^u  instituto  4  otras. Facultades  y  Carreras,  en  cumplí- 
miento  de  lo  que  pr^ienen  el  art.  76  de  la  ley  de  instrucción  pública» 
los  programas  de  las  carreras  superiores  y  la  ley  de  5  de  lunio  de  tQ59. 
Art.  7.*    Los  aspirantes  al  titulo  de  ingenieros  de  Caminos,  Canales 
y  Puertos,  de  Ingenieros  de  Minas  é  Industriales,  cursarán  tres  años 
en  la  Facultad  de  Ciencias,  y  dos  los  aspirantes  á  Ingenieros  de  Mon- 
tes, sin  perjuicio  délos  estudios  prácticos  y  de  aplicación  propios  4e 
cada  carrera,  que  se  harán  en  las  respectivas  Escuelas  especiales  á  te- 
nor de  lo  que  dispongan  los  reglamentos. 
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Art.  8.*    Qae(}a  prohibida  la  simultaneidad  de  la  Facultad  de  Cien- 
cias con  toda  otra,  y  desús  secciones  entre  sf* 

Art.  9."*    Por  el  presente  curso  continuarán  los  estudios  de  Ciencias 
en  las  Universidades  donde  se  hallan. 

Art.  10.    De  las  disposiciones  contenidas  en  este  decreto  dará  mi 
Gobierno  cuenta  á  las  Cortes  en  la  próxima  iegislatnra. 

Dado  en  Palacio  á  veinticuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  se* 
senta  y  seis. 

Está  Rdbricabo  db  la  Beal  icano. 

Bl  Ministro  de  Fomento. 

Maucbl  d^  Orovio.      • 


Real  decreto. 


Conformándome  con  lo  propuesto  por  mi  Ministro  de  Fomento»  d6 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Mi nistroSy 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente:  « 

Articulo  4.*  Para  ingresftr  en  lá  carrera  de  Ingenieros  de  Caminos» 
Canales  y  Puertos,  de  Minas,  de  Montes  é  Industriales  se  necesitan  las 
condiciones  siguientes: 

Diez  y  seis  años  de  edad;  consentimiento  del  padre,  curador  ó  en- 
cargado: certificación  de  buena^conducta,  y  sufrir  un  examen  de  las 
materias  siguientes: 

Escritura  correcta  al  dictado;  Gramática  castellana;  Historia  Sagra- 
da, general  y  de  España;  Geografía;  Aritmética;  Algebra  y  Geometría; 
nociones  de  Física  y  Química  y  de  Historia  natural;  traducción  delen- 
gtra  francesa.  Los  que  fueren  Bachilleres  eh  Artes  no  serán  examina- 
dos de  Gramática  ni  de  Historia  Sagrada,  general  y  de  España. 

Art.  2.*  Los  exámenes  á  que  se  refiere  el  articulo  anterior  se  ha- 
rán  ^  la  IS^scuela  en  que  el  alumno  desee  ingresar  por  tres  Profesores 
de  la  misma:  una  vez  aprobado  el  alumno  quedará  inscrito  en  ella  en 
un  registro  especial. 

Art.  3.*  El  alumno  aprobado  en  los  términos  que  quedan  estableci- 
dos, para  seguir  la  carrera  de  Ingenieros  de  Caminos  deberá  estudiar 
en  tres  años  en  la  Facultad  de  Ciencias  las  asignaturas  siguientes: 

PRIMER  AÑO. 

Complemento  del  Algebra,  Geometría  y  Trigonometría  rectilínea  y 
esférica. 

Química  generhl. 
Ampliación  de  la  Mineralogía. 
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SBGUNPO  AÑO. 

deometria  analUica  de  dos  y  tres  dimensioaea. 
Cálcalo  diferencial  é  integral. 
Ampliación  de  )a  Fisíca. 

TBBCEB  AKO. 

Mecánica  racional. 
,  Gciometria  deseripü?a. 
Geología  y  Paleontología. 

Art.  4.*    Para  la  carrera  de  Iogenioros«de  Míomi  los  esiadiot  do  ía 
Facultad  de  Ciencias,  también  en  tres  años,  serán: 

PBIMEB  AÑO. 

Complemento  del  Algebra,  Geometría  y  Trigonometría  rectilfnet 
y  esférica. 

Qoimica  general. 

Mineralogía,  Botánica  y  Zoología. 

•  SEGUNDO  AÑO. 

Geometría  analítica  de  dos  y  tres  #imensioiies. 
Cálculo  diferencial  é  integral. 
Ampliación  de  la  Mineralogía. 

TBBCBB  AÑO. 

.   Mecánica  racional. 
;    Geometria  descriptiva. 
.    Geología  y  Paleontología. 

Art.  5."*    Los  aspirantes  á  Ingenieros  de  Montes  estudiarán  eo  4m 
años: 

PRIMBR  AÑO. 

Complemento  del  Algebra,  Geometría  y  Trigonometría  rectilínea 
y  esférica. 

Ampliación  de  la  Física. 
^  Química  general. 

. SEGUNDO  AÑO. 

Geometría  analítica  de  dos  y  tres  dimensiones. 
Organografía  y  Fisiología  vegetal. 
.  fitografía  y  Geografía  botánica. 
Geología  y  Paleontología. 

Art.  6.*    Los  que  hayan  de  seguir  la  carrera  de  Ingenieros  iodBi- 
tríales  deberán  ganar  en  tres  años  las  asignatiras  sigaientet: 


PBIMBB  ANO. 

€omplemeBto  del  llgebet»  GeooMtria  y  Tri|¡t>BOmetrf a  reciiliaea  y 
esférica. 

Ampliación  de  Sa  Física. 
Q^iimica  general. 
NÍEieralogía  y  Balánica. 

SEGUNDO  aSo. 

Geom  eiria  analítica  de  dos  y  tres  dimeasiones. 

Cálculo  diferencial  é  integral. 

Ampliación  de  la  QaimicA,  ó  sea  Química  inorgánica  y  orgánica. 

TERCBK  Alio 

Mecánica  racional. 
Geometría  descriptiva. 
Aq&Usís  químico. 

Art.  7.*  Verificados  en  la  Facultad  de  Ciencias  los  estudios  de  que 
^«eda  hecho  mérito,  los  alumnos  de  cada  carrera  ingresarán  en  su  Es- 
cuela respectiva,  mediante  nuevo  examen  general  de  las  materias  es* 
indiadas  ante  un  Tribunal  misto  de  Catedráticos  de  la  Facultad  y  Pro- 
íesores  de  la  Escuela. 

Art.  8.*  Para  la  carrera  de  Ingenieros  de  Caminos,  de  Minas,  Mon- 
tes ^  Industriales  se  estudiarán  tres  años  en  la  Escuela:  el  orden  de 
estos  estudios  especiales  se  determinará  en  los -respectivos  programas 
de  1{ie  mismas, 

Art.  9."  Los  que  fueren  Bachilleres  en  Artes  podrán  aprovechar  los 
estudios  de  la  Facultad  de  Ciencias  para  recibir  en  ella  el  grado  de  Ba- 
ckiíier,  y  aun  el  de  Licenciado  y  Doctor  si  completaren  las  asigna* 
toras. 

Art.  10.    De  las  disposit^iones  contenidas  en  este  decreto  mi  Go-> 
bierao  dará  cuenta  á  las  Cortes  en  la  próxima  legislatura. 
>    Dado  en  Palacio  á  veinticuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  seis. 

EST¿  BUBBICADO  DB  LA  BSAL   ISANO. 

«  Cl  Ministro  de  Fomento, , 

Maruil  m  Orovio. 

(GacMas  de 'í&  y  VI  de  Octubre  de  iWñ). 
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Decreto  suprimiendo  la  enseñanza  preparatoria  en  lasEscue^ 
las  especiales  de  Ingenieros  de  CamitwSy  Minas  y  Montes  y 
entregándola  á  la  enseñanza  libre. 

La  iHiportancia  de  las  Escuelas  especiales,  el  beDéftco  iuflujo  que 
han  ejercido  en  la  propagación  de  las  ciencias  físicas;  oíatemáticas  y  na* 
turales,  y  los  grandes  servicios  que  pueden  prestar  todavía  al  paísyhaa 
obligado  al  Ministro  que  suscribe  á  poner  en  ellas  su  atención  y  á  es- 
todihr  detenidamente  las  reformas  de  que  son  susceptibles,  para  que 
conservando  en  cuanto  sea  dable  su  vigorosa  organización  actual,  se 
pongan  en  armonía  con  los  demás  centros  de  enseñanza,  y  sobre  todo 
para  que  entren  de  una  vez  y  sin  recelo  en  el  gran  principio  de  la  li- 
bertad, principio  único  y  supremo  a  que  todas  las  reformas  adminis- 
trativas que  se  intenten  han  de  obedecer. 

Las  Escuelas  de  caminos,  minas  y  montes  tienen  un  doble  objeto  y 
satisfacen  una  doble  necesidad:  son  por  una  parte  verdaderos  estableci- 
mientos de  enseñanza  piSblica,  en  los  que,  por  la  ciencia,  y  solo  por  la 
ciencia,  se  profesa  y  explica  la  del  Ingeniero;  y,  bajo  este  punto  de 
vista,  eñ  nada  difieren  de  aquellas  otras  escuelas  en  las  que  el  médico» 
el  farmacéutico  y  el  jurisconsulto  se  educan;  pero  son  también  centros 
especiales  en  que  el  Estado  forma  y,  por  decirlo  asi,  crea  los  Ingenie* 
ros  que  necesita  para  determinados  servicios  públicos  que  hoy  tiene  á 
su  cargo,  y  que  por  ley  inevitable  ha  de  conservar  más  ó  menos  tiem- 
po, siquiera  procure  entre  tanto  irlos  cediendo,  aunque  sin  cambios 
l)ruscos,  ni  trastornos,  siempre  funestos,  á  la  actividad  individual. 

Con  el  objeto  de  poner  en  armonía  ambos  fines  de  las  Escuelas  espe- 
ciales, y  siguiendo  ejemplos  dignos  de  imitación  que  las  naciones  más 
adelantadas  de  Europa  nos  dan,  el  Ministro  que  suscribe  ha  estableci- 
do dos  clases  de  alumnos:  forman  la  primera  los  alumnos  internos,  los 
cuales  estarán  sujetos  á  forzosa  asistencia,  y  sometidos  á  un  severo  ré- 
gimen disciplinario,  único  medio  de  reconocer  si  reúnen  aquellas  eon« 
diciones  de  laboriosidad,  constancia  y  subordinación  que  en  los  em- 
pleados públicos  se  requieren:  constituyen  la  segunda  los  alumnos  ex- 
ternos, los  jque  podrán  aprender  privadamente  y  con  absoluta  libertad 
las  materias  que  en  las  Escuelas  especiales  se  ensenan.  Solo  están  suje- 
tos estos  últimos  á  un  cortísimo  núcnerode  disposiciones  reglamenta- 
rias; no  han  menester  asistir  á  las  clases;  pueden  buscarla  ciencia  don- 
de bien  les  plazca,  y  tienen  derecho,  sin  embargo,  á  que  á  fin  decurso 
se  les  examine,  y  aquilantando  su  saber,  se  les  expida  el  diploma,  tí- 
tulo ó  certificación  que  corresponda. 

Para  los  alumnos  internos  continuarán  siendo  las  actuales  Escne- 
las  lo  que  hoy  son«  aunque  por  haber  disminuido  eo  una  tercera  parle 
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el  número  de  años  serán  más  fáciles  y  accesibles  á  la  juventud,   más 
económicas  y  llevaderas  á  las  familias;  y  solo  eotre  estos  alumnos  es- 
cogerá el  E:«tadó  sus  Ingenieros,  previa  oposición,  porque  solo  ellos, 
habrán  sufrido  las  pruebas  que  en  el  servicio  público  conviene  exigir. 

Para  los  alumnos  externos,  las  Escuelas  no  son  establecimientos  con 
objeto  especial,  sino  cátedras  de  pública  enseñanza,  en  un  to'lo  análo- 
gas á  las  de  la  universidad,  y  como  aquellas  sujetas  á  las  prescripcio* 
oes  del  decreto  de  21  del  mes  corriente.  No  podrán  servir  al  Estado, 
pues  el  servicio  público  puede  decirse  con  verdad  que  empieza  desde 
el  primer  año  de  la  carrera,  y  comprende  como  precisa  condición  la 
asistencia,  y  á  ella  no  se  sometieron;  pero  habrán  adquirido  sólidos  y 
provechosos  conocimientos,  pudran  presentar  un  titulo  respetable 
como  prueba  de  capacidad,  y  podrán  aun  servir  á  los  particulares;  si 
bien  es  cierto  que  para  esto  último  nunca  se  ha  exigido  en  España  ti- 
tuló ni  diploma,  y  que  ha  sido  y  es  la  carrera  del  Ingeniero  la  única 
que  no  ha  gozado  del  monopolio  profesional. 

Pero  no  es  ésta  la  m.^s  importante  reforma  que  en  el  régimen  de  di- 
chos establecimientos  ha  introducido*  el  Ministro  que  suscribe:  es  tal 
Tez  la  más  trascendental  y  fecunda  la  de  haber  cedido  á  la  enseñanza 
libre  todas  las  matemáticas  elementales  y  superiores,  y  una  buena  par- 
te de  las  ciencias  físico*quimicas,  suprimiendo  por  consiguiente  más 
de  veinte  asignaturas  y  otros  tantos  profesores  en  las  tres  Escuelas. 

De  esta  suerte  dichos  establecimientos  quedan  reducidos  á  verda- 
deros centros  especiales  de  aplicación,  sin  que  los  compliquen  ni  des- 
Daturalicen  asignaturas  que  solo  á  la  ciencia  pura  se  refíereu;  de  esta 
suerte  aun  la  libertad  de  enseñanza,  en  todo  su  radicalismo,  es  decir 
libre  de  la  competencia  del  Estado,  al  menos  por  parte  de  las  Escue- 
las, gana  un  extensísimo  camp  o,  en  el  cual  la  actividad  del  individuo 
puede  ejercitarse  sin  trabas  que  la  sujeten,  ni  presiori  alguna  que  la 
oprima;  y  es  de  creer  que  bien  pronto,  bajo  el  estímulo  da  las  Escue- 
las se  formarán  numerosos  y  escelentes  profesores  privados  y  acade- 
mias'libres  [.erfeclamente  organizadas,  que  difundirán  las  ciencias 
fisíco-matemáticas  por  España,  sacándonos  del  vergonzoso  estado  á 
(|ue  nos  han  reducido  cuatro  siglos  de  tiranía  política  y  de  intoleran- 
cia religiosa. 

El  principio  de  libertad  viene  además  á  resolver  un  conflicto  gra- 
vísimo que  tiempo  há  surgió  entre  la  Universidad  y  las  Escuelas  espe* 
cíales  sobre  la  enseñanza  de  las  matemáticas  superiores.  Hoy  desapare- 
cen éstas  de  las  Escuelas,  pero  no  para  centralizarse  en  una  facultad 
como  se  pretendía  con  inconcebible  obstinación  en  aquella  nunca  termi- 
nada serie  de  vergonzosos  decretos  que  el  público  ili^s' rado  recibía  con 
asombro  y  lela  con  sonrojo,  y  cuya  menor  tacha  era  la  profunda  igao- 
raocia  que  «d  sus  autores  revelava:  el  oscurantismo  y  la  tiranía  des- 
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unieron  y  pusieron  en  pugna  centros  todos  inoporUntes,  de  los  que  cada 
uno  iiene  campo  propio  en  que  desarrollarse  y  que  deben  estar  frater- 
nalmente  unidos  en  la  ciencia:  la  libertad  hoy  concluye  con  esta  vio- 
lenta situación  y  fija  para  todos  limiles  naturales,  y  justos  y  équitati- 
To»  derechos. 

Lá  orga  uizacion  de  las  Escuelas  que  hoy  se  propone  es  la  única 
posible  en  las  actuales  circunstancias;  ella  arnooniza  sin  exageración 
las  más  contrarias  tendencias,  y  prepara  nuevas  mejoras  paraelpor- 
Tenir.  Y  al  decir  ésto,  claro  es  que  no  considera  el  Ministro  que  sus- 
cribe la  expresada  reforma,  ni  perfecta  eu  absoluto,  ni  deflnitiva,  ni 
como  realizando  el  ideal  de  sus  aspiraciones  liberales. 

Pero  00  fuera  razonable  prescindir  del  estado  actual  de  la  nación, 
del  atraso  en  que  un  largo  periodo  de  tiranía  teocrática  nos  ha  puesto 
en  panto  á  ciencias  matemáticas,  y  del  poco  vigor  que  por  desgracia 
tieseel  individuo  en  nuestra  sociedad;  como  no  lo  seria  tampoco  rom- 
per de  un  gol  pe  la  robusta  organización  do  establecimientos  respeta- 
blei  y  que  han  contribuido  grandemente  al  progreso  de  las  ciencias 
físico- matemáticas  y  naturales  en  España; 

El  Ministro  cree  queen  tiempo  oportuno  Iss  obras  públicas,  las  mi- 
nas y  los  montes  deberán  salir  del  dominio  del  Estado,  y  pasar,  no  ya 
á  la  provincia,  ó  al  municipio,  sino  á  la  libre  esfera  del  individuo  y  de 
la  asociación.  A  medida  que  la  instrucción  pública  progrese,  á  medida 
que  la  activ  idad  individual  se  desarrolle,  el  Estado  dejará  de  enseñar 
y  dejará  de  hacer,  y  nuevas  reformas,  análogas  á  las  que  boy  se  de^ 
creian  para  las  Escuelas,  pero  inspiradas  siempre  por  el  mismo  princi- 
pÍQ«  podrán  entonces  llevarse  á  cabo. 

Ariendiendo  á  las  consideraciones  que  preceden,  como  individuo  del 
Crobáemo  provisional  y  Ministro  de  Fomento, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artíado  iJ"  Se  suprime  l&  enseñanza  de  las  materias  siguieotea  en 
la  Escuela  especial  de  Ingenieros  de  caminos,  canales  y  puértos< 

Cálculo  infinitesimal; 

Geometría  descriptiva  y  sus  aplicaciones  alas  sombras  y  ala  pers- 
pectiva; 

Mecánica  racional; 

Física; 

Química  general; 

Dibujo  lideal,  topográfico  y  de  paisage. 

Art.  2.*  Se  suprime  la  enseñanza  de  las  materias  siguientes  en  la 
Escuela  especial  de  Ingenieros  de  minas: 

Geometría  analítica  de  tres  dimensiones; 
Cálculo  infinitesimal; 


Geometria  descriptiva  y  sus  apücacioaes  á  las  sombras  y  á  lapers- 
.pectiya; 

JttecáDica  racional; 

Idioma  alemán; 

Dibujo  lineal,  topográfico  y  de  paisaje . 

Arf.  3.*    Se  suprime  la  enseñanza  de  las  materias  siguientes  en  te 
Escuela  de  Ingenieros  de  montes: 

Cálculo  infinitesimal; 
fitementos  de  mecánica  racional; 

Geometría  descriptiva  y  sus  aplicaciones  alas  sombras  y.  á  la  pers- 
pectiva; 

Dibujo  lineal,  topográfico  y  de  paisaje; 
Idioma  alemán. 

Art.  4."*    Quedan  entregadas  á  la  enseñanza  libre  la  aritmética; 

El  álgebra  elemental: 

La  geometría; 

Las  dos  trigonometrías; 

Las  dos  analíticas, 

Y  todas  las  materias  comprendidas  en  los  tres  artículos  anteriores. 

Los  aspirantes  á  las  carreras  expresadas  podrán  adquirir  por  lo  tan- 
to dichos  conocimientos,  ya  en  las  Universidades,  ya  con  profesores 
{Mrt^laresr. 

'  Art.  5."*    Para  ingresar  en  la  Escuela  de  caminos  es  necesario: 
1/    Sufrir  examen  de  las  siguientes  materias: 
Geometría  descriptiva  y  sus  aplicaciones  á  las  sombras  y  á  la  pers- 
pectiva :   ' 

Mecánica  racional; 
Písiea; 

Química  general; 

Dibujo  lineal,  topográfico  y  de  paisaje: 
Francés  é  inglés. 
3.*    Acreditar,  por  certificación  ó  diplomai  haber  probado  académi* 
rameóte  la»  eíguientes  asigoaiocae: 
».€icamática  caatéllana; 
•fGeegraíia; 
Historia  general  y  particular  de  Espeña; 
NodiíQnes  de  historia  natural.. 

Art.  6.*    Para  ingresar  en  la  Escuela  de  minas  es  necesario: 
i.*    Sufrir  examen  de  las  siguientes  materias: 
Geometría  descriptiva  y  sus  aplicaciones  i  las  tombras  y  á  la  pert<» 
^etttiiiie; 


Física; 

Nociones  de  química; 
Historia  natural; 

Dibujo  lineal,  topográfico  y  de  paisaje; 
Francés,  inglés  ó  alemán. 

2."    Acreditar,  porcertiQcacion  ó  diploma,  haber  probado  académi* 
camente  las  siguientes  asignaturas: 
Gramática  castellana; 
Geografía; 
Historia  general  y  particular  de  España. 

Art,  7/  Para  ingresar  en  la  Escuela  de  Ingenieros  de  montes  e»^ 
necesario: 

1.*    Sufrir  examen  de  las  siguientes  materias: 

Elemento!  de  mecánica  racional; 

Geometría  descriptiva  y  sus  aplicaciones  á  las  sombras  y  á  la  pers- 
pectiva; 

Física; 

Química  genera!; 
.  Historia  natural; 

Dibujo  lineal,  topográfico  y  de  paisaje; 

Francés  y  alemán. 
%""    Acreditar,  por  oertificacion  ó  diploma,  haber  probado  acadé mi-- 
camente  las  siguientes  asignaturas: 
^      Gramática  castellana; 

Nociones  de  gramática  latina; 

Geografía; 

Historia  general  y  particular  de  España. 

AW.  8.*  La  duración  de  la 'enseñanza  será  la  siguiente  en  cada  una 
de  las  tres  Escuelas: 

En  la  Escuela  de  caminos,  cuatro  años. 
En  la  de  minas,  cuatro  años. 
En  la  de  montes,  tres  años. 

ArL  9.*  Las  materias  que  la  enseñanza  de  las  tres  Escuolas  espe- 
ciales ha  de  comprender,  serán  las  de  sus  actuales  reglamentos,  á  es- 
cepcion  de  las  que  se  entregan  á  la  enseñanza  libre,  que  están  expre- 
sadas en  los  artículos  1.*,  2."  y  3.* 

Art,  10.    Los  alumnos  de  las  tres  Escuelas  serán  de  dos  clases^  i 
saber: 
1/    Alumnos  internos. 
'2.*    Alumnos  externos. 
Los  alumnos  internos  deberán  sujetarse  al  régimen  que  determi** 
nao  los  reglamentos  respectivos  y  el  orden  lógico  de  las  asigDatarat 
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que  en  cada  Escuela]se  establezca;  los  externos  se  someterán  en  un  to* 
doá  las  prescripciones  del  decreto  de  21  del  corriente  sobre  instruc- 
ción pública,  en  cuanto  S3  reñere  á  la  libre  asistencia  y  á  los  exámenes; 
más  para  recibir  el  título  de  Ingenieros  deberán  probar  en  la  forma 
que  se  determine  que  han  hecho  los  ejercicios  prácticos  de  la  carrera, 
que  son  el  complemento  natural  de  la  enseñanza  teórica. 

Art.  ii.  De  las  dos  clases  de  alumnos  solo  los  internos  podrán  op* 
lar,  previa  oposición,  á  las  plazas  vacantes  de  los  Cuerpos  de  Ingenie- 
ros de  caminoS;  minas  y  montes. 

Art.  12.  Guando  el  Estado  ceda  á  la  actividad  individual  los  servi- 
cios correspondientes  á  alguno  de  dichos  Cuerpos  se  suprimirán  en  la 
Escuela  respectiva  los  alumnos  internos  y  quedará  aquella  sujeta  en 
un  todo  á  las  prescripciones  del  decreto  de  21  del  corriente. 

Art.  13.  Tan  luego  como  se  apruebe  en  Cortes  el  proyecto  de  ley 
sobre  instrucción  pública  y  privada  que  en  el  art.  23  del  decreto  cita- 
do se  anuncia,  pasarán  las  tres  Escuelas  especiales  de  caminos,  minas 
y  montes  á  la  Dirección  de  Instrucción  pública,  de  la  cual  dependerán 
inmediatamente  los  Directores  de  dichas  Escuelas. 

Art.  14.  se  dictarán  á  la  mayor  brevedad  las  disposiciones  transi- 
torias que  correspondan. 

Madrid  23  de  Octubre  de  1868. 

Ei  Ministro  de  Fomento. 

Manuel  Ruiz  Zorrilla. 
(Gaceta  de  24  de  Octubre  de  1868). 
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